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^  EXAMEN  DE  LA   HACIENDA  PÚBLICA  ESPAÑOLA 

A 


SECCIÓN   PRIMERA 


INTRODUCCIÓN    HISTÓRICA 


1 


Preliminares. 

El  objeto  que  vamos  á  estudiar  es  el  mismo  que  en  la 
Parte  general  hemos  considerado,  aunque  en  relación  dis- 
tinta, y  el  camino  que  emprendemos  será,  por  consiguien- 
te, paralelo  al  que  ya  tenemos  recorrido.  Examinábamos 
allí  las  condiciones  fundamentales  de  la  vida  económica 
de  los  Estados;  tratamos  de  conocer  ahora  las  institucio- 
nes financieras  del  Estado  español,  y  claro  es  que  el  asun- 
to ha  de  ofrecer  los  mismos  términos  esenciales,  porque 
toda  Hacienda  pública  representa  un  fin  económico^  influido 
en  cada  caso  por  las  circunstancias  que  determinan  la  in- 
dividualidad del  sujeto  que  le  cumple,  ciertos  medios  mate- 
riales^ cuya  naturaleza  dependerá  también  en  sus  acciden- 
tes de  los  motivos  locales,  y  una  organización  adecuada  á 
la  índole  de  esos  términos,  y  que  tenga  por  misión  rela- 
cionarlos. 
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Pero  nuestra  investigación,  si  ha  de  darnos  un  cabal 
conocimiento  de  la  Hacienda  española,  no  puede  limitarse 
á  las  instituciones  actuales  de  esta  clase,  sino  que  debe  al- 
canzar á  los  hechos  del  pasado,  considerándolos  en  sí 
mismos,  y  como  precedente  y  en  muchos  casos  origen  de 
los  que  ahora  presenciamos.  De  aquí  la  necesidad  de  esta 
Introducción  histórica^  cuyas  enseñanzas  nos  darán  una 
preparación  y  una  clave  que,  al  igual  de  los  principios, 
han  de  servimos  para  formar  con  acierto  el  juicio  de  lo  vi- 
gente. 

No  decae  en  verdad,  y  antes  bien  aumenta,  el  interés  de 
la  Historia  cuando  se  aplica  á  los  hechos  económicos, 
porque  respecto  de  ellos  la  evolución  es  más  tranquila 
que  en  los  del  orden  político,  y  se  ve  más  claramente  la 
relación  de  causa  á  efecto  que  los  liga.  Por  otra  parte,  la 
ciencia  económica  ha  venido  ya  muy.  tarde,  y  no  han  sido 
los  principios,  sino  las  necesidades  y  las  circunstancias, 
las  que  han  dictado  las  instituciones  financieras.  El  empi- 
rismo que  domina  en  esa  esfera  da  una  gran  fuerza  á  los 
impulsos  de  la  tradición,  y  un  valor  considerable  á  los  he- 
chos, que  frecuentemente  no  tienen  más  explicación  ni  fun- 
damento que  las  exigencias  de  la  práctica. 

Nuestro  objeto  no  requiere,  sin  embargo,  que  descenda- 
mos á  muchos  pormenores,  que  entonces  la  tarea  sería  in- 
acabable, y  bastará  una  sucinta  reseña  de  las  principales 
vicisitudes  que  ofrece  la  historia  de  nuestra  patria,  con  la 
indicación  de  su  trascendencia  y  efectos  económicos,  para 
que  logremos  tener  idea  de  las  causas  generales  que  han 
obrado  sobre  nuestra  Hacienda  nacional,  de  los  caracteres 
que  ha  revestido  y  de  la  fisonomía  que  presenta  en  épocas 
anteriores.  Nos  proponemos  hacer  únicamente  una  ligera 
historia  extema,  que  tendrá  su  desarrollo  luego  que  nos 
veamos  en  el  caso  de  buscar  los  antecedentes  y  de  marcar 
las  transformaciones  que  haya  experimentado  cada  una  de 
las  instituciones  actuales  que  vayamos  estudiando.  Hartas 
dificultades  habremos  de  vencer,  aun  reduciendo  nuestras 
pretensiones  á  límites  tan  estrechos,  porque  la  materia  es 
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complicadisima,  además  de  ser  muy  vasta,  y  los,  datos  de 
que  disponemos  para  tratarla  son  oscuros  é  incompletos. 

La  primera  cuestión  que  nos  sale  al  paso  es  la  de  di- 
vidir nuestra  historia  en  períodos  que  se  acomoden  al 
propósito  con  que  hemos  de  examinarla,  y  este  asunto  le 
decidiremos  partiendo  de  la  distinción  corriente  de  las  tres 
.  edades,  Antigua^  Media  y  Moderna,  y  haciendo  en  cada 
una  de  ellas  las  subdivisiones  á  que  den  lugar  los  cam- 
bios políticos  y  las  reformas  que  alteren  en  sus  bases  la 
Hacienda  pública. 

La  Edad  Antigua  no  puede  comprender  más  que  un 
período,  el  de  la  dominación  romana,  porque  antes  de  ella 
no  existen  para  nosotros  ni  la  unidad  política,  ni  la  verda- 
dera historia.  Los  pueblos,  como  los  individuos,  viven  sus 
primeros  días  sin  tener-conciencia  de  ellos.  La  historia  no 
comienza  para  las  naciones  hasta  que  su  cultura  alcanza 
cierto  grado  de  desarrollo,  al  modo  que  la  reflexión  no  llega 
para  el  hombre  hasta  mucho  después  del  nacimiento.  Por 
eso  todo  son  fábulas,  conjeturas  é  imaginaciones  en  lo  que 
se  refiere  al  origen  y  á  un  período  considerable  de  la  exis- 
tencia de  los  pueblos.  Respecto  de  nuestra  España,  las  np- 
ticias  relativas  á  los  primeros  pobladores  no  van  más  allá 
de  los  iberos,  y  todavía  no  han  logrado  los  eruditos  poner- 
se de  acuerdo  acerca  de  la  procedencia  de  tales  gentes,  pues 
mientras  unos  los  hacen  venir  á  la  Península  desde  el  Cáu- 
caso,  otros  afirman  ^  que  no  tienen  relación  alguna  con  los 
habitantes  del  Asia.  Los  celtas  llegan  después  á  disputar  á 
los  iberos  la  posesión  de  nuestro  suelo,  y  parece  que,  unién- 
dose ambas  razas  en  algunas  comarcas  del  centro  del  te- 
rritorio, engendraron  la  familia  mixta  de  los  celtíberos.  De 
esos  pueblos  se  sabe  únicamente  que  estaban  divididos  en 
numerosas  tribus;  en  la  ciudad  se  detenía  la  organización 
política  de  aquella  edad;  más  amplia  que  ella  sólo  se  en- 
cuentra la  federación  de  ciudades,  ni  muy  extensa,  ni  muy 
consistente...  el  sentimiento  de  la  unidad  nacional  era  des- 
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conocido  de  los  celto-iberos,  más  aún,  les  era  repulsivo  ^ 
Algunas  de  aquellas  tribus,  como  la  de  los  turdetanos, 
fueron  pacíficas  é  ilustradas;  pero  la  mayor  parte  de  ellas 
eran  de  rudas  costumbres,  de  civilización  muy  escasa  y  de 
aficiones  guerreras.  En  una  fecha  desconocida,  puesto  que 
los  cálculos  varían  tanto  que  unos  la  fijan  en  el  siglo  XVI 
y  otros  en  el  siglo  XI  antes  de  la  Era  Cristiana,  los  hábiles 
fenicios  arriban  á  las  costas  de  Andalucía,  son  bien  reci- 
bidos en  ellas,  y  establecen  numerosas  colonias  y  un  ex- 
tenso comercio  con  los  naturales  del  país,  penetrando  por 
el  río  Guadalquivir  hasta  el  centro  de  la  Península  en  bus- 
ca de  las  minas  y  de  los  ricos  productos  de  la  agricultura; 
posterior  y  sucesivamente,  á  contar,  según  lo  que  parece 
más  probable,  desde  el  siglo  VII  antes  de  Jesucristo,  lle- 
gan á  nuestras  playas  de  Levanta  los  griegos  de  Rodas, 
de  Zante  y  de  Focea,  y  fundan,  no  sin  alguna  resistencia 
de  los  indígenas,  ciudades  y  factorías,  que  llevan  su  acción 
al  interior  del  país,  valiéndose  del  río  Ebro;  pero  tanto  los 
fenicios  como  los  griegos,  aunque  ejercieron — los  prime- 
ros especialmente — una  larga  y  considerable  influencia  so- 
bre la  civilización  y  los  hábitos  de  los  españoles,  se  con- 
tentaron con  dar  á  sus  establecimientos  y  relaciones  en 
nuestra  patria  un  carácter  exclusivamente  mercantil,  no 
fueron  dueños  más  que  de  las  poblaciones  creadas  por 
ellos,  y  no  llegaron  á  constituir  aquí  verdaderos  Estados 
políticos.  Tal  vez  porque  los  fenicios  intentaron  hacerse 
dominadores  y  soberanos,  ó  porque  extremaron  la  satis- 
facción de  su  codicia,  dieron  lugar  á  una  formidable  suble- 
vación de  los  españoles,  que,  destruyendo  una  por  una 
las  fundaciones  de  aquéllos,  les  obligaron  á  refugiarse  en 
Cádiz  y  les  pusieron  apretado  cerco.  Los  cartagineses,  á 
quienes  los  sitiados  llamaron  en  su  auxilio,  vienen  á  com- 
batir á  los  españoles;  pero  acomodándose  luego  con  ellos, 
se  volvieron  contra  los  que  les  encomendaran  su  defensa, 
y  se  apoderaron  de  Cádiz  á  viva  fuerza,  consumando  así 

*     Pérez  Pujol. — histituc iones  sociales  de  la  España  %oda. 
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la  expulsión  de  los  fenicios.  Desde  fines  del  siglo  VI,  en 
que  envíala  primera  expedición,  hasta  el  siglo  111,  anterior 
á  la  Era  Cristiana,  Cartago  no  hace  más  que  sustituir  con 
las  suyas  las  colonias  que  habían  tenido  los  fenicios,  y 
explotar  nuestro  suelo,  sobre  todo  por  el  laboreo  de  las 
minas  y  la  amistad  de  los  españoles,  sirviéndose  de  ellos 
como  auxiliares  en  sus  empresas  y  nervio  de  sus  ejércitos; 
pero  en  el  año  236  antes  de  Jesucristo,  el  Senado  de  aque- 
lla república  decretó  la  conquista  de  España,  y  los  carta- 
gineses, ora  venciendo  en  rudas  peleas,  ora  entablando 
alianzas  con  los  naturales,  logran  enseñorearse  rápida- 
mente de  la  mayor  parte  de  la  Península.  Así  como  los  fe- 
nicios habían  llamado  á  los  cartagineses,  las  colonias  grie- 
gas, amenazadas  por  éstos,  demandaron  la  protección  de 
su  aliada  Roma,  y  el  heroico  sacrificio  de  Sagunto  dio  mo- 
tivo para  la  venida  de  los  romanos  á  España  y  para  la  se- 
gunda guerra  púnica,  que  concluye  en  nuestra  patria  con 
la  expulsión  de  los  cartagineses,  ocurrida  en  el  año  206 
antes  de  Jesucristo.  Durante  el  breve  y  agitadisimo  perío- 
do de  poco  más  de  treinta  años  que  alcanzó  la  dominación 
cartaginesa,  España  hubo  de  sufrir  muy  duro  trato  y  gran- 
des exacciones,  porque  Cartago  tomaba  entonces  como 
señora,  con  un  rigor  y  una  violencia  extremados,  los  hom- 
bres y  los  recursos  que  antes  había  sacado  de  nuestro  suelo 
á  titulo  de  amiga  y  aliada:  impúsose  á  los  españoles  el 
trabajo  en  las  minas  y  el  servicio  militar,  y  se  los  agravó 
con  crecidísimos  tributos  exigidos  de  un  modo  inexorable; 
mas  aparte  de  esta  idea  acerca  de  la  cruel  avaricia  con  que 
los  cartagineses  maltrataron  á  nuestro  país,  no  se  conser- 
van otras  noticias  relativas  á  su  administración,  y  todo 
hace  creer,  porque  ni  el  tiempo  ni  las  circunstancias  die- 
ron ocasión  para  otra  cosa,  que  su  gobierno  no  se  acomo 
dó  á  un  sistema  y  á  una  organización  regularmente  esta- 
blecidos. En  cambio,  los  romanos  imperan  sobre  España 
durante  siete  siglos,  y  la  someten  á  un  régimen  financiero 
cuyo  estudio  debe  formar  el  primer  capítulo  en  la  historia 
de  nuestra  Hacienda  pública. 
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La  ifúfcxrf  Media  se  divide  naturalmente  para  nuestro  ob- 
jeto en  dos  períodos:  uno  el  que  corresponde  á  la  Monar- 
quía visigótica^  y  otro  el  de  la  Reconquista^  en  el  cual  ha- 
bremos de  considerar  la  vida  económica  de  los  Estados 
cristianos  y  las  instituciones  financieras  que  los  árabes 
mantienen  en  nuestro  suelo. 

El  reinado  de  los  Católicos  Fernando  é  Isabel,  en  que  la 
nacionalidad  española  se  constituye  de  una  manera  defini- 
tiva, marca  con  tanta  claridad  la  transición  de  la  Edad 
Media  á  la  Moderna,  es  una  época  de  tanta  grandeza  en 
el  orden  político,  en  lo  administrativo  y  económico,  que 
merece  y  hemos  de  hacer  con  él  capítulo  separado. 

El  resto  de  la  Edad  Moderna  le  dividiremos  en  períodos, 
de  esta  suerte:  primero,  el  de  la  Dinastía  austríaca,  cuyas 
miras  políticas  y  modos  de  gobierno  influyen  hondamente 
en  nuestra  Hacienda;  después,  el  de  la  Casa  de  Bortón 
hasta  las  Cortes  de  Cádiz,  que  inauguran  el  siitema  cons- 
titucional; luego,  desde  esta  fecha  hasta  184S,  en  que  se 
plantea,  con  el  llamado  sistema  tributario  de  D.  Alejandro 
Mon,  una  verdadera  reforma  financiera;  y  por  último,  des- 
de el  año  de  1845  hasta  el  de  1875,  época  de  la  actual 
Restauración  de  la  monarquía  borbónica.  Los  hechos  pos- 
teriores entran  ya  en  el  examen  de  lo  vigente. 

Resultan,  pues,  de  este  método  los  siguientes  períodos 
para  la  historia  de  la  Hacienda  pública  española: 


I.  Dominación^romana, 

II.  Monarquía  visigótica, 

III.  Reconquista. — Hacienda  de  Castilla  y  Aragón,  é 
instituciones  financieras  de  los  árabes  en  España. 

IV.  Gobierno  de  los  Reyes  Católicos, 
Dinastía  austríaca. 
Casa  de  Borbón  hasta  la  guerra  de  la  Indepen- 


V. 

VI. 

dencia, 

VII. 

VIII. 


Desde  las  Cortes  de  Cádiz  hasta  1845, 

Desde  el  sistema  tributario  de  D.  Alejandro  Mon 


hasta  iSy^, 


F*^^ 
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En  cada  uno  de  esos  períodos  consignaremos  los  suce- 
sos de  mayor  importancia,  aquellos  que  le  caracterizan 
políticamente;  la  situación  general  económica  del  país,  la 
naturaleza  y  cuantía  de  los  gastos  públicos,  los  recursos 
económicos  del  Estado,  rentas,  impuestos,  arbitrios,  etc.; 
la  condición  del  crédito  y  de  la  deuda  nacionales,  y  lo  ca- 
pital que  concierna  á  la  administración  financiera;  todo 
ello  con  la  concisión  y  dentro  de  los  límites  que  antes  he- 
mos señalado. 


II 


lia  Hacienda  bajo  la  dominacloii  romana. 


Muy  perezosos  anduvieron  los  romanos  para  aceptar  el 
reto  que  desde  nuestra  Península  les  dirigía  Cartago;  pero 
al  fin  se  presentan  en  España  (218  antes  de  J.  C.)  como 
vengadores  de  la  inmortal  Sagunto  y  con  el  propósito  de 
llevar  á  cabo  la  conquista  del  país.  Doce  años  se  prolongó 
la  sangrienta  y  accidentadísima  lucha  con  que  cartagine- 
ses y  romanos,  auxiliados  unos  y  otros  por  los  naturales/ 
devastaron  nuestro  suelo;  mas  apenas  concluida  aquella 
guerra  con  el  triunfo  de  la  república  latina,  comienza  una 
serie  de  levantamientos  y  de  heroicas  protestas  de  los  es- 
pañoles contra  la  dominación  romana,  que  con  ligeras 
treguas  se  suceden  por  espacio  de  más  de  dos  siglos,  lle- 
gando hasta  los  primeros  días  del  Imperio.  Los  nombres 
de  Viriato  y  de  Sertorio,  la  gloria  de  Numancia  y  los 
enormes  sacrificios  que  tuvieron  que  hacer  los  invasores 
para  alcanzar  la  victoria  dan  elocuente  testimonio  del  ad- 
mirable tesón  y  ííero  arrojo  con  que  nuestra  patria,  que- 
brantada en  combates  anteriores  y  viendo  divididos  á  sus 
hijos,  supo  defender  la  independencia  y  contestar  á  la  ra- 
pacidad y  al  mal  trato  de  los  pretores  romanos.  España 
sucumbe  al  fin;  todavía  se  levanta  instigada  por  los  hijos 
de  Pompeyo;  pero  aquella  sublevación  termitfa  con  el 
triunfo  de  César  en  la  terrible  batalla  de  Munda;  todavía 


w*^^ 
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los  cántabros  y  asíures  por  dos  veces  desafían  el  poder  de 
Augusto  y  le  obligan  á  batirlos  personalmente;  mas  éstos 
son  ya  los  últimos  gritos  que  á  favor  de  la  libertad  se  lan- 
zan, y  con  el  vencimiento  de  aquellos  bravos  montañeses 
(19  años  antes  de  J.  C.)  nuestro  país  se  somete  y  es  agre- 
gado definitivamente  al  Imperio. 

Rápidamente  se  asimila  España  á  la  civilización  de  los 
romanos  y  sigue,  bajo  el  mando  de  los  Emperadores,  to- 
das las  vicistudes  que  ocasiona  su  gobierno.  Atendida  por' 
Augusto,  Vespasiano,  Tito  y  Nerón,  favorecida  especial- 
mente por  Trajano  y  Adriano,  nuestra  patria  tuvo  tran- 
quilidad y  una  administración  regularizada  con  Antonino 
Pío  v  Marco  Aurelio;  sufrió  la  tiranía  de  los  malos  Cesa- 
res,  siendo  víctima  de  mayores  tropelías  en  los  tiempos  de 
Tiberio,  Galba  y  Heliogábalo,  y  luego,  envuelta  en  la  rui- 
na general,  vino  á  ser  presa  de  suevos,  vándalos  y  ala- 
nos (409),  que  en  medio  de  grandes  horrores  establecen  su 
bárbaro  dominio.  Desde  este  momento  la  soberanía  de 
Roma  sobre  España  es  puramente  nominal,  hasta  que  cesa 
por  completo  con  la^constitución  de  la  monarquía  gótica. 

Durante  el  período  de  la  república,  el  gobierno  y  las 
atenciones  de  los  romanos  en  nuestra  patria  fueron  casi 
exclusivamente  militares.  Declarada  España  provincia^  es 
decir,  un  pueblo  obligado  á  pagar  tributo  á  Roma  y  so- 
metido á  la  autoridad  de  sus  magistrados,  fué  regida  por 
un  solo  pretor  hasta  el  año  de  197  antes  de  J.  C.  ^,  en  que 
se  hizo  la  separación  de  dos  provincias,  la  Citerior  ó  7a- 
rraconense,  del  nombre  de  su  capital,  que  era  Tarragona, 
y  la  Ulterior  ó  Bética,  que  tenía  la  capital  en  Cádiz.  No 
era,  sin  embargo,  igual  la  condición  política  de  todos  los 
españoles,  porque  los  derechos  de  las  localidades  variaban 
según  las  circunstancias  en  que  se  hacía  la  fundación  de 
los  pueblos  ó  la  conducta  que  éstos  siguieron  en  la  época 


*    Mommsen. — Histoirc  romainc,  lib.  III,  cap.  VII. — Cabanilles 
dice  en  sa  Historia  de  España  que  fué  en  el  año  195  cuando  se 
rearen  las  dos  provincias,  tomo  i ,  pág.  6 1 . 
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de  la  conquista  y  en  las  guerras  posteriores;  había  colo^ 
nias,  que  gozaban  de  la  misma  consideración  y  tenían 
iguales  derechos  que  la  Metrópoli;  municipios^  que  disfru- 
taban de  libertades  locales,  se  gobernaban  por  sí  mismos 
y  tenían  opción  á  algunos  de  los  derechos  políticos  de  los 
romanos;  ciudades  latinas,  que  elegían  también  sus  ma- 
gistrados, tenían  la  obligación  de  dar  y  sostener  contin- 
gentes militares  y  no  pagaban  ordinariamente  otros  tribu- 
tos; ciudades  libres,  aliadas  ó  confederadas,  que  vivían  con 
mucha  independencia  y  guardaban  la  condición  estipula- 
da en  su  alianza  con  Roma,  y,  por  último,  ciudades  esti- 
pendiarias  ó  del  fuero  común,  pudiéramos  decir,  que  se 
hallaban  sometidas  sin  limitación  alguna  á  las  leyes,  á  los 
magistrados  y  al  peso  de  los  impuestos  romanos.  La  uni- 
dad en  el  mundo  antiguo  era  no  más  que  de  la  soberanía, 
del  poder  político,  pero  no  jurídica,  ni  menos  administra- 
tiva, y  la  existencia  local  tuvo  la  energía  que  hacían  ne- 
cesaria las  imperfecciones  del  Estado  y  el  escaso  desarro- 
llo de  la  personalidad  individual;  Roma,  la  ciudad  cabeza 
de  aquella  inmensa  organización,  er^  señora  y  reina  de 
ciudades. 

En  cuanto  á  la  situación  económica  de  España  desde  la 
invasión  de  los  romanos  hasta  los  primeros  días  del  Impe- 
rio, á  pesar  de  las  exageraciones  con  que  ha  solido  alabar- 
se, la  densidad  de  su  población,  la  abundancia  de  sus  mi- 
nas, la  fertilidad  y  el  esmerado  cultivo  de  sus  campos,  el 
testimonio  de  los  escritores  antiguos,  Estrabón  y  Tito  Li- 
vio  ^  entre  ellos,  que  hablan  de  las  tierras  áridas  é  incul- 
tas de  la  España  y  de  la  fiera  barbarie  de  sus  pobladores, 
y  la  consideración,  sobre  todo,  de  que  á  las  depredaciones 
cartaginesas  siguieron  más  de  doscientos  años  de  continua 
guerra,  de  saqueos,  despojos  y  enormes  exacciones,  nos 
inclinan  á  pensar  que  el  estado  de  nuestra  patria  en  aquel 
tiempo  distaba  mucho  de  la  prosperidad  y  la  riqueza.  La 

*    El  primero  en  su  Geographica^  lib.  III,  y  el  segundo  en  la  His' 
torta  romana,  lib.  XLI,  cap.  IV. 
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vida  civil  era  entonces  muy  escasa;  las  artes  de  la  paz  y 
la  actividad  económica  sólo  por  excepción  pudieron  ejer- 
citarse, y  los  españoles  no  contaban  para  defenderse  de  la 
miseria  más  que  con  la  sobriedad  que  siempre  les  ha  dis- 
tinguido, y  que  más  de  una  vez  ha  dado  ocasión  á  que  se 
los  tenga  por  ricos. 

Ahora  bien,  la  Hacienda  de  la  república  era  de  organi- 
zación sencilla,  y  su  estado  fué  próspero  de  ordinario  has- 
ta los  últimos  tiempos.  Roma  mandaba^  pero  no  adminis- 
traba en  sus  vastas  posesiones,  y  la  ausencia  de  servicios 
generales  reducía  á  un  corto  número  las  necesidades  del 
Elstado:  los  gastos  militares,  que  en  gran  parte  sufragaban 
los  vencidos,  y  la  construcción  de  las  obras  públicas,  eran 
las  únicas  obligaciones  de  cuantía  que  gravaban  al  Teso- 
ro, hasta  que  las  reformas  planteadas  por  Cayo  Graco  (des- 
de el  153  al  121  antes  de  J.  C.)  reconocieron  á  todos  los 
ciudadanos  el  derecho  de  recibir  mensualmente  unos  ocho 
litros  de  trigo  á  un  precio  menor  que  la  mitad  del  más  bajo 
corriente  en  el  mercado.  Antes  de  esa  época  ya  habían  te- 
nido lugar  algunas  distribuciones  á  vil  precio  de  los  gra- 
nos enviados  por  las  provincias;  pero  desde  entonces  el  re- 
parto ó  servicio  de  la  Annona  se  hizo  permanente  y  llegó 
á  ser  tan  oneroso  que  desquició  la  Hacienda  romana,  del 
mismo  modo  que  ejerció  una  influencia  desastrosa  en  las 
costumbres  y  en  la  vida  pública.  Los  orígenes  de  ingresos 
eran  pocos  también;  los  dominios  fiscales,  los  derechos  de 
aduanas  y  de  portazgo,  los  que  pesaban  sobre  las  manu- 
misiones de  esclavos  y  las  sucesiones  hereditarias,  el  mo- 
nopolio de  la  sal,  la  acuñación  de  la  moneda  y  las  contri- 
buciones de  las  provincias,  son  los  recursos  de  alguna 
importancia  que  tenían  carácter  de  ordinarios,  y  aun  de 
ellos,  los.\terechos  de  las  sucesiones  fueron  expresamente 
abolidos  ó  cayeron  en  desuso,  la  venta  de  la  sal  y  la  fabri- 
cación de  la  moneda  no  daban  producto  líquido  ó  rendían 
poco,  y  las  provincias,  á  excepción  de  Sicilia  y  el  Asia,  que 
proporcionaban  grandes  rentas,  solían  consumir  la  totali- 
dad de  sué  productos,  habiendo  algunas,  las  de  España 
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entre  ellas»  que,  necesitando  una  fuerte  guarnición,  resul- 
taban gravosas  al  Erario.  Sólo  en  los  casos  de  urgencia  se 
exigía  á  los  ciudadanos  romanos  el  tributum,  impuesto  te- 
rritorial que  se  cobraba  á  título  de  anticipo  reintegrable  \ 
y  en  tales  circunstancias  se  empleaban  también  como  re- 
cursos extraordinarios  la  enajenación  de  los  dominios,  las 
reserváis  acumuladas  en  el  Tesoro,  las  alteraciones  en  el 
valor  de  la  moneda  '^,  los  préstamos,  ya  de  los  abastece- 
dores y  contratistas  del  Estado,  ya  de  los  particulares,  y 
los  donativos  de  los  ciudadanos,  que  fueron  muy  cuantio- 
sos en  los  momentos  de  apuro.  El  'I'esoro  público  de  Roma, 
dice  Mommsen,  no  era  más  que  la  caja  militar  de  la  fede- 
ración de  ciudades  reunidas  bajo  el  protectorado  de  la 
república,  y  así  puede  conciliarse  el  que,  según  el  dicho 
de  Plinio  ^  y  de  Plutarco  *  los  ingresos  en  numerario  de 
la  Hacienda  romana  no  excedieran  hacia  el  año  50  antes  de 
J.  C.  de  unos  40  millones  de  pesetas,  y  el  que,  sin  embar- 
go, Roma  pudiera  llevar  á  cabo  grandes  y  muy  costosas 
obras  públicas  y  mantener  constantemente  una  reserva 
metálica,  en  la  que  halló  César  una  suma  de  2.500  millo- 
nes de  pesetas. 

La  república  observó  al  principio  la  máxima,  luego 
abandonada,  de  que  la  soberanía  política  no  debía  ser' mo- 
tivo para  un  provecho  económico,  y  por  eso  y  por  la  sen- 
cillez de  su  Hacienda  pública,  que  hemos  bosquejado,  el 
sistema  financiero  que  los  romanos  establecieron  en  Espa- 
ña no  fué  ni  complicado  ni  muy  gravoso. 

Al  hacer  Roma  la  conquista  de  un  país,  cuidaba  de  ad- 
judicar al  Estado  una  buena  porción  de  territorio,  y  al 


^  Dureau  de  la  Malle  dice,  en  su  obra  ya  citada,  que  ese  im- 
puesto fué  suprimido  el  ano  169  antes  de  J.  C,  lib.  IV,  cap.  VII. 

2  Parece,  que  por  primera  vez  se  hizo  uso  de  ese  triste  arbitrio 
el  año  901  antes  de  J.  C,  y  (jue  el  procedimiento  consistía  entonces 
<en  hacer  una  moneda  falsa  por  cada  ocho  de  las  que  se  acuñaban. 
Marquart. — De  Vorganisation  financihc  chtz  Us  romanis,  pág.  20. 

•  Historia  natural. 

*  Vida  de  Pompeyo^ 
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mismo  tiempo  los  bienes  que  pertenecían  á  los  antiguos 
dominadores  que  ella  desalojaba;  así  era  tan  graade  en 
todas  partes  la  extensión  del  ager  publicus^  y  así  fué  como 
los  romanos  se  apoderaron  en  España  de  las  minas  que 
antes  explotaban  los  cartagineses.  Las  tierras  del  dominio 
público,  unas  eran  administradas  por  el  fisco,  agripublici^ 
y  otras  cedidas  á  censo  ó  en  arrendamiento,  agri  vectiga- 
Jes;  el  ingreso  mayor  que  daban  las  primeras  consistía  en 
la  scripturay  derecho  exigido  á  los  ganaderos  por  el  apro- 
vechamiento de  los  pastos,  que  recibió  ese  nombre  de  las 
relaciones  ó  escritos  que  debían  presentar  los  dueños  de 
los  ganados,  y  se  llamó  también  algunas  veces  capiiatio^ 
porque  se  pagaba  á  tanto  por  cabeza;  los  poseedores  ó 
arrendatarios  de  los  terrenos  del  Estado  satisfacían  en  es- 
pecie una  décima  parte  de  los  frutos,  decuma.  Las  minas 
daban  pingües  rendimientos,  sobre  todo  desde  el  año  19S 
antes  de  J.  C,  en  que  Marco  Catón,  gobernando  como 
cónsul,  reorganizó  este  servicio  \  las  más  importantes  eran 
las  de  hierro  y  plata  de  la  Tarraconense,  las  de  plata  de 
Cartagena  y  las  de  plomo  y  cinabrio  de  la  Bética;  las  que 
pertenecían  al  Estado,  unas  eran  explotadas  directamente 
por  los  agentes  del  fisco  y  otras  estaban  arrendadas;  las  de 
dominio  particular  pagaban  un  impuesto,  cuyos  tipos  nos 
son  desconocidos  2. 

En  cuanto  á  impuestos  directos  de  carácter  general,  los 
españoles  sólo  pagaron  á  la  república  el  vectigal  certunt  y 
la  vigésima  de  los  productos  de  la  agricultura.  El  vectigal 
certum  ^,  que  otros  llaman  stipendium  ó  tributum^  cuya 
naturaleza  no  está  bien  determinada,  parece  que  era  una 
contribución  territorial  pagada  en  numerario,  que  se  repar- 


*  Mommsen. — Obra  citada,  lib.  III,  cap.  VIL 
2    Dareau  de  la  Malle,  lib.  IV,  cap.  XVII. 

*  Vectigal^  de  vehert^  es  la  denominación  propia  de  los  impues- 
tos en  especie,  é  los  cuales  acompañaba  la  obligación  de  conducir 
los  frutos  á  un  lugar  determinado;  pero  luego  aquel  término  se  hace 
genérico  y  se  aplica  á  los  tributos  en  numerario  y  aun  á  las  con- 
tribuciones indirectas. 


—  is- 
tia á  las  ciudades  en  proporción  al  valor  de  la  riqueza  in- 
mueble atribuida  á  cada  una,  y  que  ellas  se  encargaban  de 
hacer  efectiva.  Ciertas  provincias,  como  Sicilia  y  Cerdeña, 
enviaban  á  Roma,  á  título  de  impuesto,  el  diezmo  ^  de  los 
frutos  de  su  suelo;  mas  España,  aunque  declarada  también 
provincia  nutriz^  no  satisfacía  más  que  la  vigésima.  Algu- 
nos creen,  sin  embargo,  que  ese  privilegio,  concedido  á 
nuestra  patria  por  motivos  políticos  sin  duda,  en  atención 
á  su  carácter  independiente  y  belicoso ,  alcanzaba  no  más 
que  á  los  granos,  porque  del  vino,  aceite  y  otros  frutos 
debía  entregar  también  la  décima. 

Las  imposiciones  indirectas  en  la  época  de  que  venimos 
hablando  eran  únicamente  el  portorium  ^  ó  derecho  de 
aduana,  más  de  una  vez  abolido,  alterado  frecuentemente 
y  que  no  se  normalizó  hasta  los  tiempos  de  Augusto;  los 
portazgos  y  pontazgos,  que  se  cobraban  en  las  vías  ro- 
manas, y  el  monopolio  de  la  sal,  cuyo  precio  era  muy 
módico. 

Tales  son,  además  del  servicio  militar  y  de  la  prestación 
de  trabajo  en  las  obras  públicas — muñera^ — que  exigían  á 
las  ciudades  determinados  contingentes,  las  cargas  que  la 
república  hizo  pesar  sobre  los  españoles.  Como  se  ve,  no 
eran  excesivas;  pero  es  necesario  tener  en  cuenta,  para 
juzgar  de  la  condición  del  país,  que,  hallándose  todos  los 
servicios  públicos  á  cargo  de  las  localidades,  sus  impues- 
tos tenían  que  ser  considerables;  que  el  desorden  y  la  in- 
moralidad de  la  administración  romana,  que  luego  apre- 
ciaremos, desnaturalizaban  los  tributos,  hasta  el  punto  de 
hacerlos  onerosísimos,  y,  finalmente,  que  sobre  esos  gra- 
vámenes, á  los  cuales  podríamos  llamar  fijos  ó  regulares, 
porque,  en  la  ley  al  menos,  tenían  un  límite  marcado,  los 
pueblos  sufrían  otras  exacciones  arbitrarias  ó  á  discreción 

*  De  aquí  que  el  decuma  tuviera  dos  acepciones:  ésta  que  ahora 
indicamos  y  la  que  antes  hemos  referido  del  canon  que  pagaban 
los  cultivadores  de  las  tierras  del  Estado. 

«  Llamado  así  de  portus^  porque  en  su  origen  se  estableció  so- 
lamente sobre  el  comercio  marítimo. 
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de  los  magistrados.  El  pretor  ó  procónsul  tenía,  en  efecto^ 
el  derecho  de  que  la  provincia  atendiese  al  mantenimiento 
é  instalación  de  su  persona  y  de  su  largo  séquito  ^  y  la 
facultad  además  de  requisar  todas  aquellas  cosas  que  las 
necesidades  de  la  administración  ó  del  ejército  hacían  á 
su  juicio  indispensables.  La  fijación  de  los  precios  en  esas 
ventas  forzadas,  los  acantonamientos  del  ejército  y  el  tras- 
porte de  los  tributos  en  especie  daban  lugar  á  vejámenes 
enormes,  eran  otras  tantas  ocasiones  que  se  ofrecían  á  los 
magistrados  de  las  provincias  para  allegar  y  conducir  á 
Roma  fortunas  dignas  de  príncipes.  En  vano  la  ley  consi- 
deraba como  una  concusión  el  obsequio  aceptado  por  los 
gobernadores  y  les  prohibía  las  adquisiciones  de  todo  gé- 
nero en  sus  provincias;  el  pretor  no  sólo  tomaba,  sino  que 
exigía  los  donativos^  y  estas  exacciones  llegaron  á  tener  el 
carácter  de  verdaderos  impuestos  ^.  Los  pueblos  sufrían 
además  las  extorsiones  de  los  legados  libres^  es  decir,  de  se- 
nadores ó  romanos  influyentes,  que  teniendo  necesidad  ó 
interés  de  ir  á  una  provincia,  obtenían  con  aquel  título,  sin 
cargo  ni  función  alguna,  los  derechos,  inmunidades  y  pri- 
vilegios de  los  gobernadores  efectivos  ^.  Así  se  explica,  de 
una  parte,  el  que,  como  dice  Mommsen,  España  costara  á 
Roma,  política  y  militarmente,  más  de  lo  que  producía,  y 
de  otra,  el  que  los  españoles  sintieran  agudos  padecimien- 
tos y  exhalaran  amargas  quejas  por  la  explotación  á  que 
estaban  sometidos.  No  era  Roma,  no  eran  la  ley  ni  el  fisco 
los  opresores:  eran  los  romanos,  eran  los  vicios  de  su  ad- 
ministración y  la  conducta  seguida  por  los  magistrados 
de  la  república  los  que  hacían  gemir  á  las  provincias. 

Bajo  el  Imperio  nuestra  patria  tuvo  mayor  tranquilidad 
que  en  los  siglos  anteriores:  entonces  fué  cuando  las  pro- 
ducciones del  suelo  y  las  artes  manufactureras  adquirieron 


^    La  contribución  necesaria  para  esas  prestaciones  se  llamó 
ella;  pero  el  abuso  introducido  de  estimarlas  en  dinero  hizo  que 
se  denominase  el  impuesto /rumenlum  (xstimatum, 
2    Mommsen.  -Obra  citada,  lib.  IV,  caps.  X  y  XI. 
'     Dezobry . — Rome  au  siecle  cV  A  uguste . 
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algún  desarrollo  y  cierta  prosperidad  en  ramos  determina- 
dos; pero  aquel  aumento  de  riqueza  y  de  cultura  se  vio 
pronto  contrariado  y  anulado  al  cabo  por  las  crecientes 
exigencias  del  fisco  romano.  En  los  últimos  tiempos  de  la 
república,  la  exención  de  cargas  concedida  á  los  ciudada- 
nos y  á  los  colonos  de  las  provincias,  las  distribuciones 
del  ager  publiais,  hechas  á  virtud  de  las  leyes  agrarias, 
las  inmoralidades  y  el  desgobierno,  mermaron  considera- 
blemente las  rentas  del  Estado,  y  como,  á  la  vez,  las  nue- 
vas formas  políticas,  por  el  fausto  y  la  corrupción  de  los 
emperadores,  los  gastos  del  ejército,  mayores  cada  día, 
los  sueldos  que  desde  Augusto  perciben  los  funcionarios 
civiles,  la  centralización  administrativa  y  la  multiplicación 
de  la  viciosa  plebe  hicieron  crecer  las  necesidades  públi- 
cas, la  Hacienda  de  Roma  pierde  la  sencillez  primitiva,  se 
complica  porque  los  tributos  aumentan  desde  luego  y  sin 
cesar  en  el  número  y  en  la  cuota,  y  la  situación  del  Tesoro 
público,  agravándose  de  continuo,  determina  la  ruina  ge- 
neral, anuncia  y  precipita  el  desastre  con  que  concluye  la 
civilización  del  mundo  antiguo. 

César  y  Augusto  se  distinguen  por  sus  medidas  finan- 
cieras. El  primero,  aunque  elevó  los  impuestos  de  España, 
cuya  disminución  había  propuesto  y  obtenido  del  Senado 
durante  su  pretura,  reformó  principalmente  los  gastos  pú- 
blicos y  el  sistema  de  administración;  puso  en  vigor  las 
disposiciones  de  la  le}''  Clodia  y  otras  anteriores  que  limi- 
taban á  los  necesitados  )a  distribución  gratuita  de  los  ce- 
reales, reduciendo  sucoste  á  la  mitad  del  que  antes  era, 
y  libró  al  Tesoro  de  un  gran  número  de  intermediarios  con 
la  supresión  del  arriendo  en  los  tributos  directos.  De  este 
modo,  dice  Mommsen,  César  separó  con  el  pie  los  parási- 
tos de  alta  y  baja  estofa,  que  consumían  al  Estado,  la 
aristocracia  bancaria  y  el  populacho  de  la  gran  ciudad. 
Augusto  volvió  á  ampliar  las  distribuciones  de  granos, 
pero  reforzó  los  ingresos  con  la  creación  de  nuevos  im- 
puestos y  la  reforma  ó  la  extensión  de  los  antiguos;  él 
puso  gran  empeño  en  concluir  con  la  inmunidad  que  dis- 
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frutaban  los  ciudadanos  romanos,  y  aunque  no  á  una  im- 
posición general  como  hubiera  deseado,  les  sometió  al 
pago  de  la  cincuentena  sobre  el  precio  en  que  se  vendían 
los  esclavos,  derecho  que  más  adelante  se  modificó  y  llegó 
á  ser  el  doble,  ó  sea  del  4  por  100;  les  impuso  también  la 
centesima  rerum  venaiium,  verdadera  contribución  de  con- 
sumos, que  recaía  sobre  todo  género  de  transacciones,  y 
que  luego  experimentó  cambios  considerables;  la  vicésima 
libertatis  sobre  el  valor  de  los  esclavos  manumitidos,  y, 
finalmente,  restableció  el  gravamen  sobre  las  sucesiones 
con  la  vicésima  hereditatum,  exigida  á  las  herencias  y  le- 
gados de  los  que  no  eran  parientes  muy  inmediatos,  y  que 
más  tarde  también  se  elevó  hasta  el  10  por  100,  aunque 
por  poco  tiempo,  pues  fué  otra  vez  reducida  al  tipo  primi- 
tivo. En  cuanto  á  las  provincias,  Augusto  refundió  los  an- 
tiguos injpuestos  directos  y  las  prestaciones  de  frutos  en 
una  imposición  general,  á  la  que  dio  por  base  el  catastro 
y  que  ascendía  al  quinto  ó  sétimo  de  la  renta  calculada  á 
las  propiedades  ^,  y  extendió  los  derechos  de  aduanas,  que 
parece  fueron  entonces  de  la  cuadragésima  parte  del  va- 
lor de  las  mercancías,  y  se  elevaron  posteriormente  á  la 
octava. 

A  partir  de  las  reformas  hechas  por  Augusto,  que  signi- 
fican una  agravación  general  de  las  cargas  públicas,  és- 
tas crecen  de  continuo;  ya  hemos  indicado  la  subida  que 
experimentan  Jos  impuestos  creados  por  aquel  emperador, 
y  á  ellos  se  va  agregando  sucesivamente  un  cúmulo  tal  de 
imposiciones,  que  ha  podido  decirse  con  razón  que  Roma 
no  dejó  nada  que  inventar  á  los  hacendistas  modernos, 
porque  agotó  todas  las  formas  y  sistemas  posibles  de  gra- 
var á  la  riqueza  privada. 

Consideraciones  fiscales  fueron  quizás  las  que  princi- 
palmente determinaron  la  concesión  á  todos  los  subditos 
del  Imperio  de  la  cualidad  de  ciudadanos  de  Roma.  En 
tanto  que  esta  condicipn  eximía  del  pago  de  los  tributos 


Colmeiro. — Historia  de  la  Econjmia política  en  España. 


—    22    — 

se  otorgó  con  dificultad  y  parsimonia;  pero  cuando  suce- 
dió lo  contrario  y  hubo  impuestos  pagados  únicamente 
por  los  que  gozaban  de  la  ciudadanía,  hay  motivo  para 
sospechar  que  las  instigaciones  de  la  codicia  influyeron 
en  el  ánimo  de  Caracalla  al  dictar  aquella  amplísima  me- 
dida, que  le  permitía  extender  á  las  provincias  las  contri- 
buciones sobre  el  precio  de  los  esclavos,  sobre  las  trans 
acciones  y  las  herencias. 

Sería  muy  prolijo,  y  tendría  escaso  interés,  el  hacer  una 
enumeración  de  las  modificaciones  introducidas  por  los 
emperadores  en  la  Hacienda  de  Roma,  y  faltan,  además, 
los  datos  necesarios  para  un  trabajo  completo  de  esta  cla- 
se, Diremos,  pues,  únicamente  que  el  impuesto  territorial, 
que  era  el  más  importante  y  la  base  de  aquel  sistema 
financiero,  fué  reformado  por  Diocleciano  y  Constantino, 
exigiéndose. entonces  por  cuotas  iguales  aplicadas  á  exten- 
siones de  la  propiedad,  diversas  en  la  medida  necesaria 
para  que  su  valor  resultara  ser  el  mismo;  y  de  aquí  el  que 
se  denominase  capitación  aquel  tributo  ^.  Ambos  empera- 
dores rectificaron  el  catastro,  y  el  último  de  ellos  estable- 
ció que  ese  documento  estadístico  sólo  cada  quince  años 
pudiera  alterarse,  dando  de  este  modo  al  impuesto  una  es- 
tabilidad incompatible  con  los  movimientos  de  la  propie- 
dad y  con  las  modificaciones  consiguientes  en  la  fortuna 
de  los  ciudadanos.  El  mismo  Constantino  creó  una  contri- 
bución que  se  llamó  lustratis  collatio,  porque  se  exigía 
cada  cinco  años,  y  también  chrysargirum^  porque  debía 
pagarse  en  oro  ó  plata:  era  un  derecho  de  patentes  ó  im- 
puesto de  carácter  industrial  sobre  el  ejercicio  de  toda  pro- 
fesión mercantil  ú  ocupación  lucrativa,  dándose  para  exi- 
girle una  extensión  considerable  al  término  mercatores  ó 
negotiatores  ^.  Citaremos  la  capitatio  humana^  impuesta  á 
los  siervos  y  colonos  que  aparecían  sin  bienes  en  el  catas- 


'     Cibrario. — Economie  polUiquc  du  Aloyen  Age,  tomo  II,  lib.  III, 
capítulo  VL 

^    V.  Esquirou  de  Parieu.  —  Traite  des  impbts^  tomo  I,  pág.  281 . 
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I  tro,  y  la  capitatio  animalium  sobre  la  ganadería,  y  renun- 

I  ciamos  á  la  exposición  de  los  numerosos  tributos  que, 

1  como  la  gleba  senatoria  y  el  aurum  coronarium,  regían  en 

los  últimos  días  ¿el  Imperio. 

Pero  los  vicios  y  los  excesos  de  la  Hacienda  romana  fue- 
ron en  todo  tiempo  mucho  menores  que  el  desorden  y  la 
inmoralidad  con  que  era  administrada.  Durante  la  repúbli- 
ca, España  estuvo  gobernada  por  pretores  que  tenían  á  su 
lado  un  cuestor^  especie  de  intendente  militar,  que  percibía 
los  tributos,  surtía  al  ejército,  llevaba  la  cuenta  del  bo- 
tín, etc.  El  cargo  de  pretor,  que  solía  conferirse  á  los  que 
acababan  de  ejercer  el  consulado,  era  gratuito  y  duraba 
un  solo  año:  basta  tener  en  cuenta  esas  circunstancias 
para  que  pueda  formarse  idea  de  la  conducta  de  aquellos 
magistrados,  que  en  tan  breve  espacio  de  tiempo  y  sin  te- 
ner retribución  alguna,  lograban  acumular  fortunas  enor- 
mes  que  les  aseguraban  la  impunidad  de  los  atropellos  co- 
metidos para  allegarlas,  y  servían  luego .  de  base  á  su  in- 
fluencia política.  Los  ciudadanos  de  Roma  que  se  hallaban 
en  misión  y  eran  procónsules,  pretores,  prefectos,  etc.,  reci- 
bían, para  atender  á  los  gastos  que  ocasionaran  sus  fun  • 
ciones,  una  cantidad  denominada  vasarium,  de  la  que  ha- 
bían de  rendir  cuentas,  y  gozaban  además  el  derecho  de 
obtener  gratuitamente  de  los  pueblos  alojamiento,  mobi- 
liario y  cuanto  fuera  preciso  para  su  subsistencia;  en  esta 
facultad,  en  la  de  hacer  requisas  á  que  antes  hemos  aludi- 
do, y  en  la  recaudación  de  los  tributos  en  especie  á  que 
abusivamente  ponían  precio,  hallaban  los  pretores  ocasio- 
nes y  medios  expeditos  de  esquilmar  á  las  provincias,  acu- 
diendo con  frecuencia,  y  cuando  todo  eso  no  les  parecía 
bastante,  á  las  más  escandalosas  y  violentas  exacciones  ^. 
Para  disminuir  algún  tanto  aquellos  males,  la  ley  Baebia 
estableció  en  el  año  192  antes  de  J.  C.  que  los  pretores  lo 


'  Cicerón,  en  sus  oraciones  contra  Yerres,  ha  descrito  minucio- 
samente las  malas  artes  con  que  los  gobernadores  sacriñcaban  A 
las  provincias. 
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fuesen  en  España  por  dos  años;  pero  esta  medida  se  res- 
petó pocas  veces,  porque  los  pretendientes  instaban  al 
Senado,  y  por  regla  general  lograban  la  destitución  y  la 
vacante  al  cabo  del  primer  año.  El  sistema  adoptado  para 
la  administración  de  las  rentas  públicas  favorecía  los  ma- 
nejos de  los  pretores  y  dejaba  á  los  pueblos  sin  defensa 
alguna;  todos  los  negocios  se  hacían  en  Roma  por  inter- 
mediarios, y  el  Estado  daba  el  ejemplo,  abandonando  á 
capitalistas  y  sociedades  la  ejecución  de  los  servicios  y  la 
recaudación  de  los  impuestos.  De  aquí  el  arrendamiento  y 
la  institución  de  los  publícanos,  cuyos  odiosos  hechos  y 
abominables  iniquidades  llegaron  á  hacerse  proverbiales. 
Los  publícanos,  así  llamados  de  publicum,  porque  maneja- 
ban el  dinero  del  Estado,  se  denominaban  luego  decu^naniy 
portitores,  scripturari,  etc.,  según  era  el  impuesto  que  te- 
nían arrendado;  adquirían  por  un  tanto  el  derecho  de  co- 
brar los  tributos  y  se  entregaban  á  todo  género  de  excesos 
y  de  crueldades,  mediante  la  complicidad  de  los  pretores, 
para  forzar  la  ganancia.  Á  tal  punto  llegaron  los  abusos, 
y  tan  altas  fueron  las  quejas  de  los  españoles  oprimidos 
brutalmente  por  los  pretores  Lúculo  y  Galba,  que  este  úl- 
timo hubo  de  sufrir  la  acusación  ante  el  Senado,  y  aunque 
le  sobornó  con  sus  riquezas  y  fué  absuelto,  la  querella  en 
tablada  contra  él  dio  motivo  á  la  ley  propuesta  por  el  tri- 
buno Calpurnio  Pisón,  que  daba  á  las  ciudades  sujetas  ó 
aliadas  de  Roma  el  derecho  de  reclamar  ante  el  Senado  la 
devolución  de  las  sumas  que  indebidamente  les  exigían  los 
magistrados,  y  creaba  una  comisión  encargada  de  enten- 
der en  esas  reclamaciones.  Pero  tal  responsabilidad  era 
ilusoria,  porque  los  encargados  de  exigirla  pertenecían, 
como  los  acusados,  á  la  aristocracia  gobernante,  eran 
quizás  culpables  de  las  mismas  faltas  ó  se  disponían  á  co- 
meterlas, y  no  sentían  interés  alguno  por  la  condición  de 
las  provincias.  La  gestión  del  Senado,  tenía  todos  los  vi- 
cios de  las  administraciones  colectivas,  su  ñscalización  y 
su  autoridad  sobre  los  pretores  era  puramente  nominal,  y 
éstos  no  encontraban  freno  ni  dique  alguno  que  los  contu- 
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viera.  Todo  se  corrompe  más  y  mas  en  los  últimos  días  de 
la  república,  y  la  explotación  de  las  provincias  fué  enton- 
ces tal,  dice  Mommsen,  que  la  imaginación  no  puede  con- 
cebirla *. 

Hemos  señalado  ya  algunas  de  las  mejoras  que  obtuvo 
la  administración  romana  con  el  gobierno  de  los  primeros 
emperadores.  César,  además  de  limitar  el  arriendo  á  los 
impuestos  indirectos,  mandó  que  se  hiciera  el  censo  en 
toda  Italia  al  mismo  tiempo  que  en  Roma,  y  pensó  sin  duda 
extenderle  á  las  provincias,  como  dio  principio  á  la  obra 
inmensa  de  la  medición  y  el  catastro  de  todo  el  Imperio, 
trabajo  en  que  se  invirtieron  ti  einta  y  tres  años. 

Augusto  se  sirvió  de  aquel  catastro,  concluido  ya  en  sus 
días,  para  trasformar  los  impuestos  territoriales  y  aumen- 
tar el  rendimiento  de  las  provincias.  Y  tanto  el  uno  como 
el  otro  de  esos  dos  emperadores  se  mostraron  celosos  para 
evitar  y  corregir  los  desmanes  de  los  magistrados.  Rectifi- 
có Augusto  las  antiguas  y  desiguales  demarcaciones  que 
subsistían  en  España,  y  estableció  en  la  Península  tres 
provincias,  Tarraconense,  Bética  y  Lusitania;  y  luego,  en 
la  división  que  hizo  de  las  provincias,  denominando  á  unas 
del  emperador  ó  estipendiarías,  y  á  otras  tributarias  ó  del 
Senado,  la  Bética  fué  adjudicada  á  éste,  y  las  otras  dos  al 
príncipe.  Los  gobernadores  del  Senado  siguen  siéndolo 
uno  ó  dos  años;  los  que  nombra  el  emipQveiáov,  prefectos  ó 
presidentes,  son  ordinariamente  prorrogados  en  sus  fun- 
ciones, y  éste  es  un  beneficio  considerable  para  las  pro- 
vincias que  le  disfrutan.  Separó  también  Augusto  el  teso- 
ro imperial,  _/£fí«j,  del  que  pertenecía  al  Seneiáo,  erar ium; 
con  el  primero,  que  era  una  especie  de  caja  militar,  aten- 
día el  César  al  pago  de  las  legiones,  y  en  el  segundo  en- 
traban los  tributos  de  las  provincias  regidas  por  el  Senado. 
Pero  esas  distinciones  y  la  doble  administración  se  atenúan 
á  medidaque  disminuye  la  importancia  del  Senado,  y  acaban 
pordesaparecer  enteramente  bajo  el  imperio  de  Constantino. 


Obra  citada,  lib.  III,  cap.  Xí,  y  lib.  IV,  cap  XI. 
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Los  datos  de  la  estadística,  el  censo  y  el  catastro,  á  que 
tan  aficionados  se  mostraron  siempre  los  romanos,  pues, 
creáralo  ó  no  Servio  Tulio,  es  indudable  que  la  institupión 
del  censo  se  remonta  á  los  primeros  tiempos  de  la  gran 
ciudad,  fueron  desde  la  época  de  Augusto  la  norma  á  que 
se  ajusta  la  fijación  y  el  cobro  de  los  impuestos,  cada  día 
más  numerosos  y  vejatorios.  En  la  administración  de  las 
provincias  se  hizo  una  reforma  saludable,  limitandp  las 
atribuciones  de  los  magistrados  y  señalando  un  sueldo  fijo 
á  sus  servicios,  con  lo  cual  se  redujeron  las  facilidades  y 
la  ocasión  para  el  fraude.  Al  lado  de  los  gobernadores  es- 
taban los procuratoreSy  encargados  principalmente  de  ve- 
lar por  los  intereses  del  fisco;  venían  luego  los  censitores^ 
que  frecuentemente  acudían  á  medios  violentos  para  ha- 
cer la  investigación  de  la  riqueza;  los  perecuatores  ó  ins- 
pectores, caya  misión  era  entender  en  los  agravios  alega- 
dos por  los  contribuyentes,  y  procurar  la  igualdad  en  el 
reparto  de  las  cargas  públicas;  los  nuntiatores,  encargados 
de  hacer  las  denuncias,  y  por  último  los  agentes,  auxilia- 
res y  subalternos,  los  exactores,  los  arcarios  ó  cajeros,  los 
comentatores^  que  llevaban  la  contabilidad,  los  tabidarios, 
que  autorizaban  los  pagos  y  cobranzas,  etc. 

La  nueva  división  del  Imperio,  que  llevó  á  cabo  Cons 
tantino,  hizo  de  F^spaña  una  vicaría  ó  diócesis  de  la  pre- 
fectura de  las  Galias.  Los  prefectos  del  pretorio  tenían  á 
sus  órdenes  los  vicarios  ó  procónsules^  que  gobernaban  las 
diócesis,  y  éstas  se  subdividían  luego  en  provincias;  la  de 
España  comprendía  siete,  seis  españolas  y  una  africana, 
dirigidas  por  magistrados  que  se  denominaban  rectores  ó 
presidentes.  Aquel  emperador,  que  reformó  los  impuestos 
y  centralizó  la  administración,  según  hemos  dicho  antes, 
puso  la  dirección  de  la  Hacienda  pública  á  cargo  de  uno  de 
los  oficiales  palatinos,  el  comes  sacrarum  largitionum  ó  con- 
de de  las  liberalidades  imperiales,  bajo  cuya  dependencia 
estaban  en  las  provincias  los  procuratores—  recaudadores, 
— los  receptores — cajeros, — los  tabularios — interventores 
— y  los  exactores  ó  comisionados  de  apremio. 
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Mas  como  no  era  posible  hallar  una  organización  ca- 
paz de  vencer  las  resistencias  y  dificultades  que  encon- 
traban las  enormes  exacciones  del  Imperio,  se  acudió, 
para  robustecer  la  acción  administrativa,  al  expediente  de 
encomendar  á  los  curiales  la  recaudación  de  los  impues- 
tos, haciéndoles  responsables  con  sus  bienes  de  las  cuotas 
repartidas  á  cada  pueblo.  Eran  los  curias  consejos  muni- 
cipales encargados  del  gobierno  local  de  las  ciudades;  pero 
se  hizo  de  ellas  una  clase  en  la  que  forzosamente  entra- 
ban, y  de  la  que  ya  no  podían  salir  si  no  renunciaban  á  su 
propiedad,  todos  los  que' fueran  dueños  de  venticinco*  yu- 
gadas de  tierra.  Las  imperiosas  disposiciones  que  hacían 
efectiva  esa  responsabilidad  abrumadora  convirtieron  el 
cargo  de  curial,  antes  honorífico  y  estimado,  en  dura  es- 
clavitud, en  una  condición  tristísima,  incompatible  con  la 
libertad  personal,  la  tranquilidad  y  la  riqueza. 

Los  publícanos,  bajo  el  gobierno  de  la  república  y  el 
carácter  fiscal  atribuido  á  las  curias  por  el  Imperio,  fueron 
los  más  crueles  instrumentos  de  la  opresión  romana  en 
nuestra  patria.  Esas  dos  instituciones  y  las  rapiñas  de  los 
magistrados,  que  con  los  malos  emperadores  y  en  todo  el 
período  de  la  decadencia  llegaron  hasta  el  extremo,  empo- 
brecieron la  Hacienda  pública,  destruyeron  la  población, 
hicieron  generales  la  ruina  y  la  miseria  y  debilitaron  á 
Roma,  en  cuya  caída  tanto  influyeron  los  motivos  de  ín- 
dole económica  como  las  causas  morales  y  las  del  orden 
político. 
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liS  Hacienda  de  los  godos. 


El  Cristianismo  no  cupo  en  el  Imperio  romano,  que, 
grande  físicamente,  era  sin  embargo  muy  pequeño  bajo  el 
aspecto  moral,  y  aquella  idea  hizo  saltar  los  moldes  de  la 
civilización  antigua.  La  grandiosa  doctrina,  cuyos  purísi- 
mos resplandores  alumbraron  la  agonía  de  Roma,  atrajo  á 
los  pueblos  del  Norte,  rudos  sí,  pero  viriles  y  dignos  por  la 
pureza  de  sus  costumbres  de  llevar  á  cabo  la  transforma- 
ción que  reclamaba  el  mundo.  A  mediados  del  siglo  III  de 
nuestra  era  empieza  la  irrupción  de  las  innumerables  tribus 
germanas,  que  desde  entonces  avanzan  sin  cesar  sobre  el 
Imperio,  hasta  que  sus  oleadas  se  desbordan,  y  arrollando 
todo  cuanto  hallan  al  paso,  inundan  por  completo  el  Occi- 
dente. Los  visigodos,  que  forman  la  vanguardia  de  aque- 
llas gentes,  por  dos  veces  asedian  á  Roma,  se  apoderan  de 
ella  al  cabo,  y  luego,  motu  proprio  ó  por  instigación  de 
Honorio,  que  deseaba  librarse  de  tan  incómodos  huéspe 
des,  descienden  á  las  Gallas,  como  auxiliares  del  Imperio, 
franquean  los  Pirineos  al  mando  de  Ataúlfo  (414)  y  co- 
mienzan á  establecerse  en  España.  Nuestro  suelo  era  presa 
entonces  de  una  avalancha  de  gentes  bárbaras,  que  el 
año  409  cae  desde  el  Pirineo,  y  la  guerra,  la  peste  y  el  * 
hambre  habían  desencadenado  al  mismo  tiempo  sus  furo- 
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res  ^;  mas  al  cabo  de  larga  y  revuelta  lucha  que  sostie- 
nen entre  sí  suevos,  alanos,  vándalos,  godos  y  romanos,  y 
á  poco  de  mediar  el  siglo  V,  Eurico,  rota  ya  toda  subordi- 
nación al  Imperio,  es  dueño  independiente  y  señor  de  las 
Gallas  y  de  España.  Reducida  algo  después  á  la  Penínsu- 
la, la  monarquía  gótica  se  desarrolla  y  afianza  en  ella,  lle- 
gando á  su  apogeo  en  los  reinados  de  Leovigildo  y  Reca- 
redo,  para  decaer  rápidamente  desde  Ervigio  y  sucumbir 
con  escasa  resistencia  bajo  el  alfanje  de  los  musulmanes. 
Eran,  sin  duda,  los  visigodos  los  menos  bárbaros  de  en- 
tre los  invasores  germanos,  y  la  aspereza  de  su  condición 
se  mitigó  además  bastante  por  el  largo  trato  que  mantuvie- 
ron con  los  romanos  antes  de  venir  á  nuestra  patria.  Los 
rasgos  más  salientes  de  su  carácter  son:  el  sentimiento  in- 
dividual, de  que  es  prueba  y  efecto  la  monarquía  electiva 
que  los  rige,  la  seníilléz  de  costumbres  y  las  aficiones  gue- 
rreras, que  mantienen  por  mucho  tiempo  como  única  la 
organización  militar.  Esas  cualidades,  sin  embargo,  se  mo- 
difican poco  á  poco;  el  principio  hereditario  pugna  por  re- 
gular la  sucesión  á  la  corona,  y  á  veces  decide  en  ella;  la 
cultura  latina  templa  el  ardor  belicoso  de  los  conquistado- 
res, y  los  godos  se  reducen  á  la  vida  civil,  crean  institu- 
ciones políticas,  trabajan  con  los  hispano-romanos  en  las 
artes  de  la  paz  y  se  aficionan  á  las  comodidades  de  la  ci- 
vilización, á  la  molicie  y  al  fausto.  Hay  que  distinguir,  por 
consiguiente,  dos  períodos  en  la  existencia  de  la  monar- 
quía gótica:  el  uno  de  separación  entre  vencedores  y  ven- 
cidos, mantenida  por  la  diversidad  de  creencias  religiosas 
y  de  condición  social,  por  leyes  especiales  ó  de  razas  y  por 
la  prohibición  de  los  matrimonios  entre  godos  y  españoles; 
el  otro  de  unidad  y  fusión  de  entrambos  pueblos,  que  se 
enlazan  en  la  comunión  católica,  viven  bajo  una  misma 
ley  y  se  comunican  libremente.  Pero  esa  obra  de  unión, 
empezada  por  Leovigildo  y  Recaredo,  no  llegó  á  consu- 
marse enteramente;  los  varios  elementos  que  se  agitaban 


«     Pérez  Pujol.  -  Obra  citada. 
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en  el  seno  de  la  España  goda  no  se  amalgamaron  nunca 
por  completo,  y  así  se  explica  la  debilidad  de  aquella  mo- 
narquía, arrollada  al  primer  empuje  de  la  irrupción  sarra- 
cena, que  se  vio  favorecida  con  el  auxilio  de  los  judíos  y 
de  insensato  modo  por  los  secuaces  de  Witiza,  es  decir, 
por  una  buena  parte  de  los  mismos  conquistados. 

Desde  el  punto  de  vista  económico  y  en  la  vida  de  la 
Hacienda,  márcanse  también  los  dos  períodos  que  dejamos 
señalados.  Los  días  de  la  invasión  fueron  de  exterminio  y 
de  espantosa  ruina;  la  matanza,  el  saqueo  y  eJ  incendio  á 
que  se  entregaron  los  vándalos  y  sus  no  menos  feroces 
compañeros,  y  las  guerras,  sublevaciones  y  antagonismos 
que  durante  un  siglo  se  suscitan  en  aquella  confusión  de 
gentes  hasta  el  definitivo  asiento  de  Ja  dominación  de  los 
godos,  hubieron  de  causar  horribles  huecos  en  la  pobla- 
ción y  enorme  baja  y  destrozo  en  la  riqueza  de  campos  y 
ciudades.  Los  godos  se  adjudicaron  la  propiedad  de  las 
dos  terceras  partes  de  las  tierras,  dejando  el  resto  á  los  es- 
pañoles ^ ,  y  esta  división  del  suelo,  que  trastornó  los 
cultivos  establecidos,  dio  lugar  además  al  grave  daño  para 
la  agricultura  de  que  muchas  de  las  propiedades  godas 
fueran  entregadas  á  manos  de  los  esclavos  y  los  siervos. 
Las  limitaciones  puestas  al  tráfico  para  mantener  esa  di- 
visión é  impedir  que  pasaran  á  los  godos  las  tierras  asig- 
nadas á  los  romanos  y  viceversa,  eran  un  nuevo  obstácu- 
lo para  el  aprovechamiento  del  suelo,  y  luego,  cuando  en 
el  movimiento  hacia  la  unidad  tal  especie  de  amortización 
desaparece,  se  inicia  otra  mucho  más  formidable  y  desas- 
trosa, con  la  prohibición  de  enajenar  los  bienes  propios  de 
las  iglesias  y  monasterios  y  aquellos  que  tenían  la  condi- 
ción de  solaricjros.  Juntáronse  á  tan  graves  inconvenientes 
las  desigualdades  tributarias;  más  á  pesar  de  todo  ello, 


^  Es  de  advertir,  sin  embargo,  que  ese  reparto  de  las  propie- 
dades no  fué  general  y  sólo  se  hizo  en  una  parte  de  nuestro  terri- 
torio, porque  los  godos,  reducidos  en  número,  no  ocuparon  todos 
los  pueblos,  ni  vivieron  dispersos,  sino  concentrados  en  comarcas 
determinadas. 
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cuando  hubo  cesado  la  lucha  de  las  invasiones,  los  godos 
se  aplicaron,  como  ya  hemos  dicho,  á  las  labores  produc- 
tivas, se  dictaron  leyes  encaminadas  á  proteger  á  los  la- 
bradores y  ganaderos  y  la  agricultura  floreció  restaurán- 
dose y  aun  mejorando  el  estado  en  que  se  hallaba  bajo  la 
dominación  romana.  La  industria  y  el  comercio  se  desen- 
vuelven también  y  contribuyen  á  la  relativa  prosperidad 
de  que  gozó  en  sus  últimos  momentos  la  España  visi- 
gótica. 

Mientras  que  la  jerarquía  militar  fué  el  único  principio 
de  gobierno  reconocido  entre  los  godos,  y  los  servicios  de 
la  administración  pública  no  existieron,  podemos  decir 
que  no  hubo  régimen  económico  ni  verdadera  Hacienda  del 
Estado,  hallándose  las  atenciones  de  la  vida  social  á  car- 
go de  los  municipios  y  curias  romanas,  respetadas  por  los 
invasores.  Más  tarde,  cuando  la  organización  civil  comien- 
za, y  á  partir,  sobre  todo,  de  Leovigildo,  que  reorganiza  ó 
extiende  el  oficio  ó  Consejo  palatino  y  hace  la  división 
territorial  en  provincias,  los  gastos  públicos  se  determinan 
y  se  organizan  las  rentas  reales.  Las  atenciones  económi- 
cas del  Estado  consistían  entonces  en  el  mantenimiento 
del  monarca  y  de  la  corte,  cada  día  más  cara  y  ostentosa, 
en  la  retribución  de  los  jueces,  en  algunas  aunque  muy 
pocas  obras  públicas  y  en  las  continuas  ofrendas  con  que 
Recaredo  y  sus  sucesores  protegieron  las  iglesias  y  fun- 
daciones católicas. 

Escasas  y  contradictorias  son  las  noticias  que  se  nos 
ofrecen  acerca  de  los  recursos  del  Estado  en  la  monarquía 
gótica.  Sin  embargo,  los  muy  autorizados  y  recientes  es- 
tudios hechos  acerca  de  ese  período  de  nuestra  historia 
nos  ponen  en  el  caso  de  rectificar  lo  dicho  en  las  anterio- 
res ediciones  de  nuestro  libro.  La  cuestión  que  aquí  se 
plantea  consiste  en  resolver,  si  la  invasión  destruyó  la  or- 
ganización administrativa  establecida  por  los  romanos  en 
E^spaña,  ó  si,  al  contrario,  como  dice  Pérez  Pujol,  «los  je- 
fes bárbaros  deslumhrados  por  la  civilización  romana  se 
propusieron  asimilarse  sus  instituciones  más  bien  que  de- 
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Trocarlas».  Es  indudable  que  el  violentísimo  trastorno 
ocasionado  por  las  sucesivas  irrupciones  de  las  tribus  del 
Norte  hubo  de  producir  una  verdadera  anarquía;  mas 
debe  también  pensarse  que,  luego  de  pasada  aquella  fiera 
tormenta,  cuando  prevaleció  la  dominación  de  los  godos, 
éstos,  faltos  de  instituciones  administrativas  y  de  capaci- 
dad para  crearlas,  tuvieron  que  dedicarse  á  restaurar  la 
organización  romana.  En  materia  de  tributos  es  precisa- 
mente donde  más-  difíciles  eran  y  menos  se  conciben  las 
innovaciones. 

Los  conquistadores  allegaron  un  gran  botín  al  realizar 
la  invasión  y  las  frecuentes  luchas  que  después  sostienen 
conservan  la  importancia  de  este  modo  de  adquirir.  El  rey 
percibía  un  lote  de  las  presas  hechas  al  enemigo,  y  al  ha- 
cerse la  distribución  del  suelo  obtuvo  una  porción  de  tie- 
rras, que  eran  unas  cultivadas  por  esclavos  y  entregadas 
otras  á  colonos  libres.  Aparte  de  este  dominio  fiscal  ó  pa- 
trimonio de  la  corona,  el  monarca  tenía  derecho,  estando 
en  viaje,  á  que  los  pueblos  comprendidos  en  el  itinerario 
ó  inmediatos  á  él  le  facilitasen  las  vituallas  (conducho)  ^  y 
medios  de  transporte  (angarias)  necesarios  para  su  per- 
sona y  acompañamiento.  Esta  carga  del  conducho  y  las 
angarias  ó  bagajes,  que  se  pagaBa  también  á  las  fuerzas 
militares,  llegó  á  ser  muy  onerosa  y  origen  de  muchas 
cuestiones,  por  la  continua  movilidad  de  los  reyes  en  aquel 
tiempo  y  por  los  abusos  á  que  se  presta  tal  género  de 
exacciones.  • 

En  materia  de  impuestos  personales,  está  averiguado 
que  existieron  con  las  vicisitudes  propias  de  la  época:  el 
servicio  militar,  circunscrito  primeramente  á  los  godos  y 
extendido  luego  á  todos  los  españoles,  y  el  trabajo  en  las 
obras  publicas,  carga  que,  al  contrario,  pasa  desde  los  his- 
pano-romanos  á  los  godos. 

Y  en  cuanto  á  los  impuestos  reales,  siguieron  cobrán- 


^    Conducho,  quiere  decir  lo  acostumbrado.  Tenía,  pues,  alguna  li- 
mitación este  tributo. 
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dose,  dice  Pérez  Pujol,  la  capitación  sobre  las  personas,  la 
contribución  territorial  (capitatio  terrena)  y  siguieron  tam- 
bién el  impuesto  sobre  las  ventas  y  los  dsmás  indirectos. 
Hablan  algunos  de  los  censos  prediales  como  de  una  con- 
tribución territorial,  nueva  en  aquellos  tiempos,  sin  expre- 
sar el  tipo  ni  las  condiciones  de  esa  tributo  ^;  mas  tal  vez 
los  censos  prediales,  á  semejanza  del  decuma  romano,  de- 
signaban dos  ingresos  diferentes  en  el  erario  público,  uno 
la  venta  satisfecha  por  los  cultivadores  de  los  dominios 
fiscales,  y  otro,  que  era,  S3gún  cree  también  Colmsiro  '^,  la 
continuación  de  los  debita  vectigalía,  el  impu33to  exigido 
á  las  tierras  de  los  vencidos.  Es  indudable  que  unos  y  otros 
censos  se  cobraron  en  especie  y  es   del  mism)  modo  lógi- 
co suponer  que,  cuando  se  mezclaron  las  familias  y  bie- 
nes de  godos  y  romanos,  las  propieiad3s  conservarían  su 
cualidad  primitiva,  siendo  inmunes  ó  tributarias  indepen- 
dientemente de  la  condición  del  dueño.  Esta  circunstancia 
pudo  dar  origen  á  la  denominación  de  censoi   prediales, 
porque  hacía   del  impuesto  una  carga  verdad 3ramente 
real,  un  canon  establecido  sobre  fincas  determinadas,  las 
que  en  el  reparto  del  suelo  se  asignaron  á  los  españoles. 
Los  godos  hicieron  víctimas  á  los  judíos  de  leyes  y  tri- 
butos especiales;  pagaban  éstos  un  impuesto  decapitación 
y  aun  es  de  presumir  que  sufrirían  otras  gabelas  si  aten- 
demos á  lo  mísero  de  su  condición,  y  sobre  todo  á  las  pa- 
labras con  que  Egica,  en  su  mensaje  al  Concilio  XVI  de 
Toledo,  ofrece  al  judío  que  se  convierta   «que  se  le  eximi- 
era de  todo  yugo  de  los  tributos^  que  antes,  mientras  se- 
>guían  en  el  error,  acostumbró  pagar  á  los  tesoros  publi- 
ceos, y   lo  que   él  debía  contribuir   se  repartirá  entre  los 
>demás  incrédulos...»  Medio  inganioso,  por  cierto,  de  cas- 
tigar á  los  unos  y  premiar  á  los  otros  sin  quebranto  para 

el  fisco. 

La  confiscación  de  bienes,  aplicada  frecuentemente,  y  las 

1    Gallardo.— (^/-i.g'^»  ác  las  ventas,  tomo  I,  pág.  6. 
*    Obra  citada,  tomo  I,  pág   154. 
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multas,  base  del  sistema  penal  de  los  germanos,  que  sólo 
para  un  corto  número  de  delitos  hicieron  uso  de  los  casti- 
•gos  corporales,  eran  también  para  la  Hacienda  un  recurso 
de  alguna  cuantía. 

Sin  embargo,  el  total  rendimiento  de  los  ingresos  indi- 
cados debió  ser  muy  exiguo  y  parece  desde  luego  insufi- 
ciente comparado  con  los  gastos  considerables  que  hicie- 
ron los  monarcas  desde  Leovigildo;  el  patrimonio  del  rey, 
mermado  por  continuas  liberalidades  y  administrado  por 
manos  mercenarias,  no  daría  de  sí  gran  cosa;  los  impues- 
tos sobre  los  judíos,  vejados  por  duras  persecuciones,  y 
las  penas  pecuniarias,  tampoco  pudieron  ser  muy  pro- 
ductivos; la  contribución  territorial,  aun  suponiendo  que 
se  elevó  al  último  límite,  poco  podía  rendir,  si  admitimos 
que  estuvo  reducida  á  una  parte  del  suelo  cultivado,  y  en 
cuanto  á  la  capitación  y  los  impuestos  indirectos,  que  tan 
difícilmente  se  recaudan,  tendrían  que  resentirse  de  la  fal- 
ta de  instituciones  administrativas. 

Sin  duda  la  Hacienda  gótica,  muy  sencilla  al  principio 
fué  luego  complicándose  y  llegó  á  intentar  el  completo 
restablecimiento  de  aquella  odiosa  fiscalidad  romana  de 
los  últimos  días  del  Imperio.  Confirman  este  aserto  algu- 
nos datos  que  tenemos  acerca  del  malestar  de  los  pueblos 
y  de  la  penuria  de  los  gobiernos:  los  reyes  godos  se  vie- 
ron frecuentemente  en  el  caso  de  condonar  los  tribtitos 
atrasados,  y  consta  que  otorgaron  perdones  de  esta  clase 
Recaredo,  Ervigio  y  Witiza;  sábese  también  que  en  tiempo 
de  Recesvinto  estalló  una  insurrección  formidable,  capi- 
taneada por  un  noble  llamado  Froya,  que  alegaba  como 
el  principal  agravio  de  los  pueblos  la  extremada  vejación 
de  los  impuestos  ^  y  es,  por  último,  un  hecho  muy  elo- 
cuente el  que  desde  Chindasvinto  se  repitieran  las  adulte- 
raciones de  la  moneda,  que  Alaríco  había  inaugurado  en 
nuestra  patria  ^. 

*     Lafuente.  -  Historia  general  de  España^  part.  i  •*,  lib.  IV,  ca- 
pítulos V  y  vn. 
2    Pérez  Pujol.— Obra  citada,  tomo  IV,  págs.  473  y  484. 
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La  organización  administrativa  de  los  godos,  informe  e 
incompleta,  no  podía  presentar  constituido  aparte  el  ramo 
de  la  Hacienda  pública.  La  separación  entre  los  bienes  per- 
sonales del  rey  y  los  propios  del  Estado,  que  ya  inició  Leo- 
vigildo,  no  se  marca  hasta  que  Recesvinto  dijo,  ante  el 
Concilio  VIII  de  Toledo,  con  la  crudeza  propia  de  tales 
días,  que  era  necesario  poner  límite  á  los  abusos  de  los 
príncipes,  que  han  estado  muy  cobdiciosos  de  robar  alptie* 
blo  en  los  tiempos  que  son  pasados^  et  de  acrecentar  el  suo 
tesoro  \  y  estatuyó  que  las  riquezas  ganadas  por  los  re- 
yes, como  tales,  en  virtud  de  su  poder,  perteneciesen  de 
allí  en  adelante  al  reino,  y  fincasen  en  él,  no  pasando  á  ser 
herencia  de  los  hijos  del  monarca.  De  aquí  la  distinción 
entre  el  comes  patrimonii,  intendente  de  la  casa  real,  y  el 
comes  tkesaurorufn^  especie  de  secretario  ó  ministro  de  la 
Hacienda  pública,  que  figuraban  en  la  corte  ó  curia.  Apar- 
te de  esto,  el  rey  disponía  sin  limitación  alguna  de  los  re- 
cursos del  Tesoro,  y  ios  Concilios  de  Toledo  no  abordaron 
ninguna  cuestión  importante  en  materias  financieras. 

Leovigildo  dividió  la  Península  en  ocho  ducados  y  se- 
tenta y  cinco  condados;  cada  uno  de  aquéllos  formaba  una 
provincia,  y  éstos' eran  ciudades  episcopales  ó  cabezas  de 
partido.  Ervigio,  al  confirmar  el  canon  III  del  Concilio  XIII, 
sobre  condonación  de  impuestos  atrasados,  habla  por  dos 
veces  de  los  duques,  condes,  tiufados,  numerarios  y  villi- 
cos,  como  de  personas  encargadas  de  la  recaudación  de 
los  tributos  y  que  administraban  la  Hacienda  pública.  Los 
tiufados  ó  millenarios  eran  jefes  militares;  los  villicos^  go- 
bernadores subalternos  de  los  pueblos  menos  importantes; 
l05  numerarios  eran  jueces  que  entendían  en  los  negocios 
que  interesaban  al  fisco,  y  los  sayones  (alguaciles  del  rey) 
tenían  á  su  cargo  la  recaudación  de  las  multas  y  presta- 
ciones que  se  exigían  á  título  de  pena.  En  la  última  escala 
de  la  jerarquía  rentística,  dice  Pérez  Pujol,  se  encontraban 


•     Así  se  dice  en  la  ley  V,  tít.  I:  lib.  II  del  Fuero  Juz^o,  que  co- 
rresponde á  la  del  Concilio  VIII. 
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las  curias^  que  con  leves  modificaciones  conservaron  en 
este  punto  la  organización  romana. 

La  desigual  condición  que  tenían  ante  el  fisco  godos  y 
romanos,  nobles  y  siervos,  cristianos  y  judíos,  clérigos  y 
seglares,  hubo  de  ser  origen  de  grandes  injusticias  y  des- 
órdenes. Es  verdad  que  aquellas  primeras  distinciones  se 
mitigaron  mucho  y  que  tampoco  fué  completa  la  inmu- 
nidad de  los  bienes  eclesiásticos,  porque  si  bien  el  ca- 
non XLVII  del  IV  Concilio  exime,  con  el  beneplácito  de  Si- 
senando,  á  los  clérigos  ingenuos  de  las  indicciones  y  trabajos 
públicos,  el  Concilio  XVI,  á  propuesta  de  Egica,  prohibe 
que  ningún  obispo  para  pago  de  los  tributos  reales  toqtu  en 

lo  más  mínimo  a  los  derechos  de  las  iglesias  parroquiales 

sino  que  contribuirá  al  Tesoro  real  con  los  obsequios  acos- 
tumbrados,  con  los  productos  de  los  predios  de  sus  sedes; 
pero  basta  ver  admitido  el  principio  de  tales  diferencias 
para  que  pueda  acusarse  á  la  administración  de  los  godos 
de  arbitrariedad  y  desconcierto,  con  tanta  más  razón,  cuan- 
to que  no  se  tiene  noticia  de  que  existiese  en  ella  una  con- 
tabilidad ordenada,  ni  funcionario  alguno  que  interviniera 
la  gestión  de  la  Hacienda  del  Estado. 


IV 


liA  Haelenda  en  el  periodo  de  la  Reconquista.. 


No  es  necesario  buscar  á  la  invasión,  realizada  por  los 
árabes  en  nuestra  patria  el  año  71 1,  otras  explicaciones  ni 
más  causas  que  el  deseo  de  engrandecimiento  y  la  codicia 
de  aquel  pueblo,  cuando  desde  mucho  antes  era  conocido 
su  propósito,  porque  repetidas  veces,  ya  á  fines  del  si- 
glo II  de  nuestra  era,  en  el  reinado  de  Wamba,  y  aun  en 
los  comienzos  del  gobierno  del  mismo  rey  Rodrigo,  los 
moros  africanos  habían  atacado  las  costas  de  Andalucía  y 
hecho  en  ellas  desembarcos.  Si  al  cabo  prevalece  aquel  in- 
tento y  se  logra  la  conquista,  debióse  indudablemente  á  la 
ocasión  que  ofrecieron  las  querellas  de  los  godos.  Vinieron 
los  musulmanes  solicitados  por  los  partidarios  de  Achila, 
hijo  de  Witiza,  y  como  meros  aliados  y  auxiliares  suyos, 
vencieron  al  rey  Rodrigo  en  la  batalla  librada  á  orillas  del 
río  Barbate,  que  por  confusión  de  nombres  y  lugares  ha 
venido  llamándose  del  Guadalete,  y  cuando  se  hallaron  en 
el  interior  de  la  Península,  se  decidieron  á  obrar  por  su 
cuenta  y  en  su  exclusivo  provecho.  Los  españoles  no  vie- 
ron en  aquella  lucha  más  que  una  cuestión  dinástica,  y 
miraron  á  los  invasores  como  unos  enemigos  del  rey  Ro- 
drigo; dejaron,  pues,  que  éstos  se  apoderaran  de  ciudades 
y  puntos  estratégicos  importantes,  y  luego,  al  descubrir 
sus  intenciones  de  conquistadores,  habían  perdido  ya  los 


•  *       • 


m 


í,*>. 


K^-S*"' 


:  .■»■• 


•A 


.  í  i'  ■  . 


4.'^ 


i^SÍ' 


s-/-'.  •: 


-  38  - 

cristianos  poderosos  elementos  de  resistencia.  Todavía  se 
mantuvo  Rodrigo  unos  tres  años  en  las  fronteras  de  Lusi- 
tania,  hasta  que  murió  en  la  batalla  de  Legoyuela,  y  du- 
rante otros  cuatro  años  tuvieron  que  pelear  los  sarracenos 
para  hacer  efectiva  su  conquista.  Sin  embargo,  nunca  lle- 
garon los  musulmanes  á  ser  dueños  de  todo  nuestro  terri- 
torio, y  en  realidad  la  monarquía  gótica  no  se  interrumpe, 
porque  á  la  muerte  de  Rodrigo  es  proclamado  Pelayo  '. 

Sin  embargo,  la  flojedad  de  la  defensa  fué  muy  luego 
compensada  con  el  heroico  empeño  de  la  reconquista  y  el 
luchar  incesante  de  ocho  siglos,  que  fué  preciso  mantener 
para  alcanzarla.  Covadonga  y  San  Juan  de  la  Peña  son  los 
dos  principales  núcleos  de  la  resistencia,  y  cada  uno  de 
ellos  engendra  uno  de  los  Estados,  que  al  cabo  prevalecen 
para  juntarse  en  las  bodas  de  Isabel  I  de  Castilla  y  Fer- 
nando V  de  Aragón,  que  consagraron  la  unidad  y  la  inde- 
pendencia de  la  patria. 

Este  período  de  nuestra  vida  nacional,  dificilísimo  para 
el  historiador  por  Icf  accidentado  y  vario  del  asunto,  no  lo 
es  en  igual  medida  para  nosotros,  que  hallamos  unidad 
bastante  en  las  condiciones  que  directamente  afectan  á 
nuestro  especial  objeto.  Los  reinos  cristianos  nacen  del 
mismo  modo,  se  organizan  bajo  principios  semejantes,  se 
extienden  y  progresan  simultáneamente  y  por  iguales  pro- 
cedimientos; aquellas  monarquías,  esencialmente  militares 
en  sus  comienzos,  rigen  más  bien  ejércitos  que  pueblos,  se 
constituyen  después  con  elementos  políticos  análogos,  dan 
la  misma  dirección  á  su  cultura,  tienen  el  mismo  espíritu 
y  ofrecen,  en  suma,  bien  marcado  el  sello  de  la  nacionali- 
dad común  y  el  aire  de  la  familia.  Asturias,  León  y  Casti- 
lla son  más  aristocráticos,  Navarra  y  Cataluña  más  feuda- 
les, Aragón  más  democrático;  pero  esta  diversidad  de  ma- 
tices no  altera  esencialmente  las  instituciones,  el  carácter 


*  Véanse,  el  Estudio  sobre  la  invasión  de  los  árabes^  por  Saavc- 
dra,  y  la  Historia  general  dt  España^  publicada  por  la  Academia 
<le  la  Historia;  Los  visigodos. 
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y  la  vida  de  aquellas  sociedades,  que  son  en  el  fondo  idén- 
ticos. Y  la  comunidad  se  hace  mucho  mayor  tan  pronto 
como,  llevando  nuestra  atención  á  lo  que  particularmente 
nos  interesa,  la  fijamos  en  el  orden  económico.  El  estado  de 
la  riqueza,  sus  orígenes,  su  desarrollo,  todo  es  uniforme  en 
los  pueblos  españoles  de  este  período  de  la  Edad  Media. 

Los  primeros  días  de  la  Reconquista  no  dan  lugar  más 
que  para  la  lucha  y  la  actividad  guerrera;  la  población  de 
los  reinos  cristianos  es  muy  escasa,  los  territorios  que  ocu- 
pa limitadísimos,  montañosos  y  poco  fértiles;  no  había, 
pues,  ni  condiciones  ni  espacio  para  que  se  desenvolviese 
la  vida  económica,  que  hubo  de  ser  entonces  muy  preca- 
ria. Á  medida  que  el  eco  de  las  victorias  lleva  nuevos  com- 
batientes bajo  la  enseña  de  la  cruz,  y  cuando  merced  á 
grandes  esfuerzos,  que  duran  siglos  enteros,  los  cristianos 
consiguen  ensanchar  sus  dominios  y  establecerse  en  tierra 
abierta,  la  agricultura  renace  pobremente  y  lucha  con  es- 
caso éxito  contra  los  obstáculos  que  oponen  á  sus  adelan- 
tos la  inseguridad  de  los  tiempos,  la  viciosa  organización 
de  la  propiedad  territorial,  los  excesos  de  la  reglamenta- 
ción y  el  rigor  de  los  impuestos.  Más  tarde,  allá  por  el  si- 
glo XII,  en  las  ciudades  y  villas  populosas,  establécense 
industrias  modestas,  y  á  despecho  de  las  prohibiciones,  los 
monopolios  y  las  tasas,  á  pesar  de  las  trabas  del  gremio^ 
especie  de  armadura  muy  adecuada  para  resistir  las  vio- 
lencias de  la  época,  pero  contraria  á  la  libertad  de  movi- 
mientos que  reclama  el  trabajo  productivo,  algunas  manu- 
facturas consiguen  cierta  perfección  y  una  prosperidad  re- 
lativa. Por  último,  el  comercio,  largo  tiempo  imposible  ó 
muy  difícil,  halló  desde  el  siglo  XIII,  en  compensación  de 
los  obstáculos  y  restricciones  que  detenían  su  vuelo  en  el 
interior,  franquicias  y  protecciones  para  el  tráfico  con  el 
extranjero,  que  Castilla  mantenía  principalmente  por  los 
puertos  del  Cantábrico,  y  Aragón  por  los  del  mar  Medite- 
rráneo, donde  algo  antes  era  ya  Barcelona  un  centro  mer- 
cantil muy  importante.  El  aspecto  económico  es  sin  duda 
el  más  deplorable  que  ofrece  España  en  la  Edad  Media;  el 
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retroceso  y  la  pérdida  de  riqueza  á  que  dio  lugar  en  todas 
partes  la  irrupción  d9  los  pueblos  del  Norte  se  duplicaron 
para  nosotros  con  la  nueva  invasión  y  conquista  de  los 
árabes,  y  así  en  los  pueblos  que  lentamente  reconstituyen 
nuestra  nacionalidad,  las  artes  productivas  hubieron  de  su- 
frir, además  de  las  remoras  y  quebrantos  hijos  de  la  incul- 
tura general,  el  daño  especial  é  inmenso  consiguiente  á 
una  guerra  inacabable  y  de  exterminio.  |Cómo  extrañar, 
pues,  que  aquellos  reinos  padeciesen  de  miseria  y  fueran  á 
menudo  víctimas  de  hambres,  pestes  y  grandes  calami- 
dades! 

Con  tales  antecedentes,  poco  podemos  esperar  de  satis- 
factorio en  la  historia  de  la  Hacienda  pública  durante  este 
período.  Los  pequeños  Estados  que  empiezan  la  reconquis- 
ta no  tenían  más  organización  que  la  militar,  ni  atenciones 
distintas  de  la  guerra,  y  ésta,  que  se  hacía  á  expensas  del 
enemigo,  era  entonces  más  bien  origen  de  ingresos  que  de 
gastos,  porque  proporcionaba  cada  día  ricas  presas  y  nue- 
vos territorios.  ^\  rey  percibía  una  quinta  parte  del  botín^ 
reservaba  también  para  la  corona  algunas  de  las  tierras 
conquistadas  y  distribuía  las  demás  entre  los  nobles,  las 
iglesias,  los  concejos  y  los  soldados,  según  su  liberalidad, 
ó  con  la  medida  de  los  servicios  prestados  y  conforme  exi- 
gían las  condiciones  de  la  lucha  misma.  No  hubo  en'estos 
tiempos  verdadera  Hacienda  pública,  porque  los  únicos  bie- 
nes que  tenían  cierto  carácter  colectivo  y  podían  conside- 
rarse aplicados  á  los  fines  del  Estado  eran  los  patrimonia- 
les del  rey,  que  personificaban  aquella  institución,  aunque 
de  una  manera  muy  imperfecta.  Pero  los  recursos  de  la 
corona,  limitados  á  los  derechos  que  cobraba  el  rey  en  sus 
dominios  feudales,  á  la  parte  que  se  le  adjudicaba  en  las 
presas  y  al  importe  de  las  caloñas  ó  penas  pecuniarias,  re- 
sultaron insuficientes  tan  pronto  como  fué  necesario  sos- 
tener ejércitos  numerosos  que  no  podían  mantenerse  sobre 
el  país  enemigo,  y  el  botín  se  hizo  más  difícil  y  menor  re- 
lativamente al  esfuerzo  que  exigía,  cuando  al  mismo  tiem- 
po era  indispensable  organizar  civilmente  aquellas  socie- 
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dades,  y  los  monarcas  cristianos  se  entregaron  al  lujo  y 
luchaban  desatentados  entre  sí  ó  distraían  sus  fuerzas  en 
empresas  exteriores,  cuando  los  reyes,  en  fin,  poco  segu- 
ros de  su  derecho  unas  veces,  débiles  otras  y  siempre  con 
la  mira  de  acallar  y  contener  á  los  magnates,  despojaron 
á  la  corona,  agotando  su  patrimonio  en  fuerza  de  hacer 
mercedes.  Entonces  se  recurrió  á  los  impuestos;  pero  como 
la  riqueza  era  escasa  y  gozaban  de  inmunidad  los  ecle- 
siásticos y  los  nobles,  las  contribuciones  rendían  poco;  fué 
preciso  multiplicarlas  y  las  hubo  directas  é  indirectas  en 
gran  número,  y  como  todo  esto  no  bastaba,  se  acudió  al 
préstamo,  á  la  violencia,  sobre  todo  contra  los  judíos,  á  la 
falsificación  de  las  monedas  y  á  otras  medidas  semejantes 
por  lo  arbitrarias  y  ruinosas;  de  suerte  que  la  Hacienda  pú- 
blica empeora  á  medida  que  avanza  la  reconquista,  y  cuan- 
do ésta  ha  concluido,  el  Tesoro  se  halla  exhausto  y  Ios-pue- 
blos esquilmados. 

La  organización  administrativa  y  financiera  se  resentía 
en  aquel  tiempo,  por  una  parte  de  las  imperfecciones  polí- 
ticas y  por  otra  de  la  condición  anómala  é  irregular  de  la 
misma  Hacienda  pública.  Merece  notarse,  sin  embargo,  el 
carácter  marcadamente  económico  que  las  Cortes  adquie- 
ren desde  el  siglo  XIII,  porque  los  reyes  las  convocan, 
más  que  para  oír  su  consejo  y  para  que  decidan  sobre  los 
negocios  del  Estado,  con  el  fin  de  obtener  de  ellas  recursos 
y  el  establecimiento  de  impuestos,  más  ó  menos  generales, 
que  habían  de  afectar  á  los  privilegios  de  nobles  y  ecle- 
siásticos ó  á  los  fueros  de  villas  y  ciudades.  Las  Cortes, 
además,  se  reservaban  la  distribución  y  el  cobro  de  las 
contribuciones  autorizadas  por  ellas,  y  este  dualismo  en- 
tre la  hacienda  del  rey  y  la  hacienda  de  los  pueblos,  el 
sistema  contrario  á  toda  idea  de  unidad  de  las  consigna- 
ciones especiales,  ó  sea  de  la  aplicación  de  cada  ingreso  á 
un  servicio  determinado,  la  recaudación  hecha  general- 
mente por  medio  de  arrendadores  y  la  falta  de  una  verda- 
•  dera  contabilidad,  fueron  otras  tantas  causas  de  malversa- 
ción y  de  desorden. 
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Pero  estas  indicaciones  generales  piden  algún  desarrollo 
con  aplicación  á  los  dos  más  considerables  reinos  cristia- 
nos de  la  Edad  Media,  y  algo  hemos  de  decir  también 
acerca  de  la  Hacienda  de  los  árabes. 

Castilla, — En  el  siglo  IX  la  monarquía  asturiana  ex- 
tiende sus  confines  hasta  el  Duero,  y  se  convierte  en  reino 
de  León.  Poco  después  el  condado  de  Castilla  logra  cons- 
tituirse independiente,  y  por  fin  el  año  1037  se  reúnen 
ambas  coronas  sobre  la  frente  de  Fernando  I.  Con  el  esta- 
blecimiento del  reino  de  Castilla,  que  antes  de  acabar  el 
siglo  se  apodera  de  Toledo,  y  lleva  por  mano  del  Cid  las 
armas  victoriosas  hasta  las  tierras  de  Valencia  y  Aragón, 
la  reconquista  da  un  gran  paso,  concluye  el  período  ex- 
clusivamente militar,  comienza  la  organización  política,  y 
se  dibujan  ya  los  elementos  sociales  que  han  de  pugnar 
durante  largos  siglos;  el  rey,  intentando  sobreponer  su  au- 
toridad; la  nobleza,  que  defiende  y  procura  agrandar  sus 
privilegios;  la  Iglesia,  con  su  afán  de  predominio,  y  los 
municipios  recabando  libertades  á  la  sombra  de  fueros  y 
cartas-pueblas.  Había,  pues,  entonces  lugares  de  condi- 
ción diferente;  los  de  señorío  eran  de  cuatro  clases:  de 
realengo^  en  que  no  se  conocía  más  autoridad  que  la  del 
rey;  de  abandego,  dominios  que  los  reyes  cedían  en  favor 
de  prelados,  iglesias  y  monasterios;  de  solariego,  pueblos 
formados  por  los  colonos  que  habitaban  las  casas  y  la- 
braban las  tierras  de  un  señor,  y  de  behetría,  los  que  libre- 
mente elegían  señor  que  los  rigiese  y  defendiera.  Los  mu- 
nicipios acomodaban  su  régimen  local  á  las  cláusulas  del 
fuero. 

Los  derechos  señoriales  que  pueden  ser  considerados 
como  iippuestos  por  la  parte  de  jurisdicción  y  soberanía 
que  los  nobles  ejercían  eran  numerosísimos;  citaremos 
como  más  conocidos  é  importantes,  además  de  las  presta- 
ciones personales  que  debían  los  vasallos:  el  censo  ó  in- 
furción,  que  se  pagaba  en  especie  ó  en  dinero  por  el  do- 
minio útil  de  las  tierras  y  las  casas;  el  laudemio^  en  el  caso 
de  venta  ó  cesión  por  parte  del  colono;  la  minción  ó  luctuo- 


—  43  — 

sa,  que  por  muerte  del  vasallo  adjudicaba  al  señor  una  ca 
beza  de  los  mejores  ganados  que  aquél  tuviera  ^;  la  mane- 
ria,  derecho  de  heredar  á  los  vasallos  que  morían  sin  su- 
cesión legítima,  ó  impuesto  que  debían  pagar  para  poder 
hacer  testamento  los  que  se  hallaban  en  este  caso;  la  auba  • 
na^  ó  confiscación  de  los  bienes  que  á  su  fallecimiento  de- 
jaba el  extranjero;  el  conducho,  que  consistía  en  la  obliga- 
ción de  suministrar  al  señor  en  viaje  provisiones,  aloja- 
miento, bagajes,  guías,  etc;  la  asadura — corrupción  ta^ 
vez  de  pasadura^ — contribución  cobrada  sobre  los  gana- 
dos que  pasaban  por  los  montes  señoriales,  á  razón  de 
una  cabeza  por  cada  hato;  los  pontazgos^  portazgos,  bar- 
cc^eSyOic,,  que  eran  también  derechos  sobre  la  circulación, 
y  las  multas  y  confiscacioftes,  de  que  abusaban  no  poco  los 
señores  á  título  de  castigo  ''^. 

Las  behetrías  no  eran  todas  de  la  misma  condición;  pero 
en  ellas  se  exigían  también  servicios  personales  y  tribu- 
tos semejaates,  aunque  menos  duros  que  los  indicados. 
Los  municipios  variaban  asimismo  de  organización;  go- 
zaban todos  ellos  de  unas  ú  otras  exenciones  v  tenían  la 
facultad  de  crear  arbitrios  para  atender  á  las  necesidades 
locales. 

El  rey  cobraba  los  derechos  señoriales  en  los  pueblos 
que  eran  suyos:  la  infurción  se  denominaba  en  ellos  mar- 
zazga  y  martiniega,  por  las  épocas  en  que  se  hacía  efecti- 
va, el  mes  de  Marzo  y  el  día  de  San  Martín,  y  consistía 
cada  una  de  ellas  en  12  maravedises  por  vecino,  exigibles 
también  en  los  lugares  de  behetría.  Percibía  además  la  co- 
rona el  quinto  del botín^según  antes  hemos  indicado,  y  cier- 
tas imposiciones  generales  derivadas  de  su  soberanía,  que 
establece  la  ley  I  del  Fuero  Viejo  de  Castilla;  estas  cuatro 


»    Ley  II,  tít.  IIT,  lib.  Idel  Fuero  Vujo  de  Castilla, 
*    La  ley  I,  tít.  VII,  lib  I  del  Fuero  Viejo  dice:  «á  todo  solarie- 
riego  puede  el  señor  tomarle  el  cuerpo  é  todo  cuanto  en  el  mundo 
ovier»;  si  bien  luego  añade  que  «esto  sólo  sea  cuando  ficier  por 
quéi^. 
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cosasy  dice  esa  disposición,  son  naturales  al  señorío  del  rey 
que  non  las  deve  dar  a  ningund  ome^  nin  las  partir  de  si,  ca 
pertenecen  a  él  por  razóti  del  señorío  natural:  yustícta.  Mo- 
neda^ Bonsadera  e  suos  Yantares,  Sobre  la  jurisdicción  de 
los  señores  estaba  la  del  rey,  que  administraba  la  justicia 
mayor  ó  suprema  por  sí  ó  por  medio  de  los  merinos,  ade- 
lantados, etc.,  y  envirtud  de  ella  hacía  suyas '  las  caloñas 
ó  penas  pecuniarias,  que   pagaban  todos  los  delincuentes 
sin  excepción,  aunque  con  distinciones  de  clases.  La  mo- 
neda, que  llamaremos /br^ra  para  distinguirla  de  otro  im- 
puesto que  se  estableció  después  con  aquel   nombre,   era 
una  especie  de  capitación  satisfecha  en  reconocimiento  de^ 
señorío  real,  que  se  exigía  cada  siete  años,  de  la  cual   es- 
taban exentos  los  nobles,  eclesiásticos,  algunas  otras  per- 
sonas y  ciertos  lugares  por  concesión  del  monarca  *.  Debe 
computarse  aquí  también,  y  tal  vez  alude  á  ello  el   Fuero 
Viejo,  el  beneñcio  que  obtenían  ios  monarcas  con  la  acu- 
ñación de  la  moneda,  regalía  que  fué  siempre  inherente  á 
la  corona,  porque  los  señores  no  tuvieron  entre  nosotros  el 
derecho  de  batirla.  hQ.  fonsadera,  consecuencia  del  servi- 
cio militar  obligatorio,  ó  sea  del  deber    general  de  ir   en 
fonsado,   se   exigía  á  aquellos  que   por  cualquier  causa 
estaban  exceptuados  de  tomar  las  armas,  hos  yantares  se 
pagaban  al  principio  en  especie,  luego  se  tasaron  por  evi- 
tar los  abusos  de  los  exactores  en  600  maravedises  y  má- 
adelante  en  1.200  para  el  rey,  800  para  la  reina  y  600  para 
el  príncipe  cuando  hicieran  noche   en  pueblos  de  más   de 
cien  vecinos .  Mencionaremos  aquí  también  el  chapín  de  la 
reina,  contribución,  dice  Canga-Arguelles,  '^  de  origen  os- 
curo, reducida  al  pago  de  150  millones  de   maravedises, 
que  se  abonaban  por  el  estado  llano  para  los  gastos  de  las 
bodas  reales;  se  cobraba  en  siete  plazos  de  á  cuatro  meses 


^  Esta  contribución  fué  suprimida  por  una  Real  cédula  de  1 724» 
en  atención  á  que  sólo  daba  un  rendimiento  insigniñcante. — Can- 
ga-Arguelles, Diccionario,  tomo  m,  pág.  233. 

^    DiccionariOt  tomo  I,  pág.  204 . 
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cada  uno,  y  más  tarde   se  exigieron  otros   chapines  para 
las  infantas. 

Estos  recursos  de  la  corona,  propios  del  primer  período 
de  la  Reconquista,  de  aquellos  días  de  tanto  feudalismo^ 
que  dan  á  la  Hacienda  un  carácter  patrimonial,  se  trasfor- 
man  y  aumentan  á  medida  que  Castilla  ensancha  sus  fron 
teras  y  los  reyes  consiguen  afirmar  su  autoridad.  Las  pres- 
taciones personales  van  haciéndose  redimibles  en  dinero,  y 
el  Tesoro  real  obtiene  cada  día  más  ingresos  por  los  dere- 
chos que  sucesivamente  reivindica  y  por  la  creación  de 
nuevos  arbitrios  é  imposiciones,  sobre  todo  á  contar  desde 
el  tiempo  de  Fernando  Ule/ Santo,  Este  monarca  obtuvo  la 
concesión  de  las  tercias  reales  y  organizó  ó  dio  importan- 
cia á  la  renta  de  aduanas  y  á  las  aljamas  y  morerías. 

Consistían  las  tercias  reales  en  dos  novenas  partes  del 
•producto  de  todos  los  diezmos,  que  cobraba  la  Iglesia  en 
Castilla  por  cesión  de  los  reyes  y  señores  primeramente,  y 
en  virtud  del  precepto  canónico  desde  el  IV  Concilio  Late- 
ranense.  Fernando  III  solicitó  del  Papa  ese  recurso  en  12 19, 
es  decir,  cuatro  años  después  de  aquel  Concilio,  para  sos- 
tener la  guerra  contra  los  infieles,  y  Honorio  III  se  le  con- 
cedió temporalmente;  repitiéronse  estas  concesiones  ál  mis- 
mo monarca  y  á  sus  sucesores,  luego  se  otorgaron  por 
reinados,  y  al  cabo  se  hicieron  perpetuas  las  tercias  rea- 
les \ 

Parece  que  antes  de  esta  época  se  cobraba  ya  el  diezmo 
de  puertos  y  en  los  mojados  ó  de  mar  y  en  los  secos  ó  mon- 
tañas, á  las  mercaderías  que  entraban  y  salían  de  Castilla; 
pero  es  indudable  que  al  hacer  F'crnando  la  conquista  de 
Sevilla  encontró  allí  establecido  por  los  moros  el  almojari- 
fazgo, que  era  un  derecho  de  importación  y  exportación,  y 
le  mantuvo  y  dio  el  primer  cuaderno  ó  arancel  de  aduanas. 

Otro  tanto  sucedió  con  las  morerías  y  aljamas  ó  jude- 
ríasy  capitación  que  pagaban  los  moros  y  los  judíos.  A 
imitación  de  lo  que  hicieron  los  árabes  con  los  cristianos 

*■    Véase  Gallardo. —  Origen  de  las  rentas ^  tomó  III. 
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al  enseñorearse  del  país,  los  reyes  imponían  un  tributo  á 
los  moros  y  judíos  de  los  pueblos  que  tomaban.  La  aljama 
se  fijó  al  principio  en  30  dineros  por  cabeza,  en  recuerdo- 
de  las  30  monedas  de  Judas;  pero  luego  sufrió  grandes  au- 
mentos. 

La  morería  se  pactaba  generalmente  en  la  rendición  6 
toma  de  las  ciudades.  Estos  impuestos  adquirieron  consi- 
derable desarrollo  merced  á  las  victorias'  de  Fernando  III, 
á  quien  los  moros  de  Sevilla  se  comprometieron  á  pagar 
594.000  reales  semanalmente  *.  De  la  misma  época  es  la 
renta  del  aljarafe  y  ribera  de  Sevilla^  diezmo  dej  aceite  y 
demás  frutos  producidos  en  aquella  comarca. 

Peí  o  las  necesidades  de  la  monarquía  crecían  más  de 
prisa  que  sus  medios:  las  pretensiones  de  Alfonso  X  al  im- 
perio ds  Alemania,  que  le  hicieron  gastar  sumas  inmensas^ 
las  turbulencias  de  aquel  reinado,  continuadas  en  el  de  San- 
cho IV,  las  minoridades  de  Fernando  IV  y  Alfonso  XI,  las 
violencias  de  Pedro  I,  llamado  el  Cruel  ^  las  prodigali- 
dades de  Enrique  II  el  Dadivoso^  la  debilidad  de  Juan  I  y 
Enrique  III  y  el  desconcierto  que  acompañó  á  la  tutoría  de 
Juan  II  y  al  funesto  gobierno  de  Enrique  IV  ^,  todas  estas 


'     Mariana. — Historia  de  España^  tomo  V,  lib.  XUI,  cap.  VII. 

^  Este  monarca  acumuló  en  el  alcázar  de  Trujillo  y  en  el  castilla 
de  Hita  sumas  considerables,  que  luego  se  trasladaron  á  la  Torrt 
del  Oro  de  Sevilla,  y  dejó  á  su  fallecimiento,  según  el  cronista  Aya- 
la,  1 30  millones  de  maravedises  en  dinero  y  alhajas;  pero  esto  no 
revela  la  prosperidad  de  la  hacienda,  sino  la  codicia  de  aquel  rey 
y  el  poco  escrúpulo  con  que  desatendió  sus  obligaciones  y  llevó  a 
cabo  gran  número  de  confiscaciones  y  despojos. 

8  También  Enrique  IV  dejó  «un  apreciable  tesoro  en  el  alcázar 
»de  Segovia,  lo  cual  es,  á  mi  ver,  dice  el  ilustre  Gampomanes,  el  ma- 
»yor  borrón  de  su  vida,  porque  sólo  aniquilando  el  reino  un  hom- 
>bre  perdido  en  tiempos  tan  calamitosos,  en  que  enajenó  más  de 
^treinta  millones  de  maravedises  de  las  rentas  reales,  pudo  atesorar 
^alguna  cosa».  Cartas  económico-políticas^  publicadas  por  Rodrí- 
guez Villa.  Como  habremos  de  citar  más  de  una  vez  estas  notables 
cartas,  cuya  autenticidad  no  está  probada,  hemos  de  decir  acerca 
de  ellas  que  podrán  no  ser  obra  de  Campomanes,  pero  á  juicio  núes 
tro  son  indudablemente  dignas  de  él. 
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causas,  unidas  á  las  vicisitudes,  á  menudo  poco  favora- 
bles, de  la  guerra  contra  los  moros,  determinan  una  época 
de  decadencia  en  lo  político  y  de  grande  penuria  en  la  Ha- 
cienda.  El  mayor,  sin  embargo,  de  los  dañOs  vino  en  lo  que 
ahora  nos  concierne,  no  del  aumento  de  los  gastos,  sino  de 
la  destrucción  de  los  ingresos:  la  insaciable  ambición  de  los 
nobles  exigía  continuamente  á  la  corona  el  otorgamiento 
de  inmunidades,  privilegios,  territorios  y  rentas,  y  la  fa  ta 
de  energía  en  los  reyes  para  resistir  aquellas  pretensiones, 
ó  la  errada  política  de  querer  acallarlos  con  nuevas  é  ince- 
santes dádivas,  llevaron  á  tal  extremo  las  regias  donacio- 
nes, que  la  monarquía  se  vio  privada  de  sus  dominios,  de- 
rechos y  recursos.  Las  Cortes  clamaron  una  y  otra  vez 
contra  el  ruinoso  sistema  que  empobrecía  al  Erario;  hasta 
los  grandes  llegaron  á  decir  á  Juan  II:  «Como  vuestra  se- 
:> noria  sabe,  hay  pocos  lugares  en  vuestros  reinos  que  no 
>  estén  dados  é  enajenados,  é  más  enajenar  é  otro  si  des- 
^  apropiar  é  quitar  tierras  é  lugares  á  vuestras  cibdades, 
osería  perder  del  todo  vuestro  patrimonio  é  vuestro  rey  no»  *; 
pero  nada  sirvió  para  contener  el  mal,  y  los  Reyes  Católi- 
cos hallaron  á  la  corona  despojada  enteramente. 

Alfonso  el  Sabio  había  declarado  que  «los  portazgos  é 
las  rentas  de  las  salinas,  é  de  las  pesquerías,  é  de  las  fe- 
»rrerías  é  de  los  otros  metales...  son  de  los  emperadores 
>é  de  los  reyes»  ';  Alfonso  XI  incorporó  al  señorío  real 
«todas  las  minas  de  oro,  é  de  plata,  é  de  plomo,  é  de  otra 
aguisa  cualquier  minera,  y  todas  las  aguas  é  pozos  sala- 
»dos  que  son  para  facer  sal»  ®,  y  Juan  I  trató  también,  en 
las  Cortes  de  Briviesca  (1387),  de  hacer  eficaz  y  producti- 
va esa  regalía  de  las  minas,  adjudicando  á  la  Hacienda  las 
dos  terceras  partes  del  beneficio  líquido;  mas  los  portazgos, 
no  ya  como  imposición  al  tránsito,  sino  además  como  de- 
rechos de  puertas,  consistentes  en  la  octava  parte  del  valor 


'     Colección  de  documentos  inéditos,  tomo  XIV,  pág.  366. 

2    Ley  II,  tít.  XXVm,  Part.  lU. 

«    Ley  XLVín,  tít.  XXXII  del  Ordenamiento  de  Alcalá. 
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de  ios  artículos  que  acudían  á  las  ferias  y  ciudades,  el  pe- 
queño rendimiento  de  las  minas  en  aquel  tiempo,  el  estanco 
de  la  sal  y  otros  ingresos  parecidos,  como  los  derechos  de 
cancillería  sobre  el  otorgamiento  de  privilegios  y  merce- 
des, eran  insignificante  auxilio  para  el  exhausto  Tesoro,  y 
fué  preciso  acudir  al  establecimiento  de  impuestos  genera- 
les, sin  los  que  no  hubieran  podido  mantenerse  las  obliga- 
ciones del  Estado.  De  esta  necesidad  nacieron  los  servicios, 
ayudas,  moneaasy  alcabalas,  que  son  entre  nosotros  la  base 
y  el  verdadero  comienzo  de  la  Hacienda  pública. 

Los  servicios  tuvieron  al  principio  el  carácter  de  un  re- 
curso-extraordinario  que  los  reyes  solicitaron  de  las  Cor- 
tes  para  atender  á  sus  urgencias  y  á  las  necesidades  de  la 
guerra,  y  dieron  lugar  á  contribuciones  de  forma  directa. 
El  rey  pedia — de  aquí  el  nombre  de  pedidos,  que  se  da 
también  á  este  ingreso,  —y  las  Cortes  servían  las  sumas 

• 

necesarias,  encargándose  los  procuradores  de  las  ciuda- 
des de  hacer  la  recaudación  y  la  entrega  al  tesoro  real. 
Los  servicios  se  repartían  á  los  pueblos  según  el  número 
de  los  vecinos,  y  luego  á  cada  uno  de  éstos  en  proporción 
á  su  fortuna,  computándose  los  bienes  de  todas  clases.  La 
cantidad  de  los  servicios  variaba  conforme  eran  los  apu- 
ros del  momento;  pero,  á  contar  desde  Alfonso  el  Sabio,  á 
quien  parece  que  se  otorgó  el  primero  por  las  Cortes  de 
Burgos  de  1269  \  se  hizo  de  ellos  un  uso  muy  frecuen- 
te *'*.  Las  ayudas  eran  un  suplemento  ó  ampliación  de  los 
servicios;  y  este  mismo  carácter  tenían  las  monedas,  aun- 
que respecto  de  ellas  hay  grande  confusión  en  los  autores, 


*  Cos-Gayón, — Historia  de  la  Administración  pública  de  Espa* 
ña,  pág.  131. 

*  Según  l*ita  Pizarro,  en  el  siglo  XIII  concedieron  las  Cortes 
cinco  servicios;  en  el  XIV  otorgaron  ya  treinta  y  tres  servicios  y 
treinta  y  nueve  ayudas  y  monedas,  y  el  XV  hubo  diez  y  ocho  y 
medio  pedidos  y  quince  monedas.  —  Examen  de  la  Haciemia- — Los 
servicios,  que  eximían  al  clero  y  la  nobleza,  se  suprimieron  en  1795, 
alegando  que  recaían  esobre  una  clase  muy  apreciable  de  vasallos, 
la  más  numerosa  y  la  que  más  contribuye  con  sus  bienes  y  per- 
sonas». 
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y.  no  sabemos  si  se  las  acusa  de  desiguales  y  ruinosas 
porque  se  seguía  para  repartirlas  un  sisteitia  distinto  del. 
aplicado  para  los  servicios,  ó  bien  porque  se  las  confunde 
con  la  moneda  forera^  que  consistía,  como  ya  .sabemos,  en 
una  capitación. 

La  alcabala  era  un  impuesto  indirecto,  una  contribu- 
ción de  consumos  exigida  sobre  el  precio  de  todas  las  co- 
sas raíces,  muebles  y  semovientes  que  se  vendiesen,  tro- 
casen ó  permutaran.  Difícil  es  determinar  su  origen,  pues 
mientras  en  varios  documentos  consta  que  se  cobraba  ya 
en  el  siglo  XI,  la  Crónica  de  Alfonso  onceno,  al  decir  que 
las  Cortes  de  Burgos  de  1342  otorgaron  á  aquel  monarca 
la  alcabala  para  atender  á  los  gastos  del  sitio  de  Algeci- 
ras,  habla  de  ella  como  de  pecho  nuevo,  fasta  aquel  tiempo 
nunca  dado  a  ningún  rey  en  Castilla  nin  en  León,  Para 
salvar  esta  contradicción  es  de  creer  que  la  alcabala  exis- 
tia ya  de  antiguo  establecida  como  arbitrio  municipal  ó 
prestación  en  favor  de  señores  y  fundaciones,  y  que  la 
concesión  á  Alfonso  XI  señala  no  más  que  la  generalidad 
del  impuesto  en  beneficio  de  la  corona.  Las  Cortes  de  Al- 
calá, en  1349,  consintieron  de  nuevo  la  alcabala  con  mo- 
tivo del  cerco  puesto  á  Gibraltar,  y  las  de  Madrid  de  1393 
no  señalan  ya  tiempo  á  la  concesión  de  la  alcabala  vein- 
tena, cuyos  rendimientos  evaluaron  en  doce  eventos.  Era, 
según  esto,  la  alcabala  un  derecho  de  5  por  100,  que  se 
elevó  hasta  10  en  los  reinados  de  Pedro  I,  Enrique  II  y 
Juan  I;  bajóla  de  nuevo  al  S  Enrique  III,  y  otra  vez  la  su- 
bió al  i  o  Enrique  IV,  llegando  con  este  tipo  al  reinado  de 
los  Católicos  *.  Este  arbitrio,  «destructor  y  servil,  bastante 
»por  su  naturaleza  á  destruir  el  comercio  más  floreciente, 
»por  ser  unos  grillos  del  tráfico  interior»,  como  dice  Cam- 
pomanes,  fué  de  grandes  rendimientos. 

Los  recursos  que  propiamente  pueden  calificarse  de  ex- 


*  Lafuente. — Historia  de  España,  parte  II,  lib.  III,  cap.  XI. — 
Gallardo. —  Origen  de  las  rentas,  tomo  I,  página  161 . — Arrazola. — 
Enciclopedia  de  administración. 
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traordinarios  en  esta  época  son:  los  subsidios  eclesiásticos^ 
\os  préstamos  y  la  ctdulterctción  de  la  moneda  y  otras  vio- 
lencias menos  excusables,  que  recayeron  especialmente 
sobre  los  judíos.  Los  reyes,  viendo,  en  medio  de  sus  con- 
tinuas escaseces,  las  riquezas  que  el  clero  atesoraba,  le 
exigieron  ciertas  prestaciones  por  vía  de  donativo  y  acu- 
dieron algunas  veces  á  los  Papas  para  conseguir  con  el 
nombre  de  subsidio  eclesiástico  una  participación  en  los 
bienes  de  la  Iglesia.  Alfonso  el  Sabio  obtuvo  de  Hono- 
rio X  la  disposición  de  una  décima  parte  de  la  renta  de 
todos  los  eclesiá ticos;  Alfonso  XI  logró  eso  mismo  en  1327,, 
y  así,  por  concesiones  temporales,  comienza  este  arbitrio,, 
que  hemos  de  ver  más  arraigado  en  épocas  posteriores.. 
Valiéndose  en  unas  .ocasiones  de  su  crédito  personal,  en 
otras  de  la  garantía  de  rentas  determinadas  y  á  veces  tam- 
bién de  su  autoridad  y  de  su  fuerza,  los  monarcas  consi- 
guieron anticipos,  aunque  de  poca  monta  y  corto  plazo; 
Alfonso  X  recibió  del  rey  de  Marruecos  60.000  doblas 
mediante  la  prenda  de  su  corona;  Alfonso  XI  pidió  dinero 
prestado  á  sus  criados,  y  dice  la  crónica  que  tuvo  buen 
socorro,  y  logró  también  anticipos  del  Papa  y  del  rey  de 
Francia;  Juan  I  contrató  un  préstamo  de  600.000  francos^ 
dando  en  prenda  los  tributos;  otro  de  16.500  maravedises, 
con  el  comercio  de  Murcia,  sobre  la  casa  de  moneda  y  las 
alcabalas,  y  un  adelanto  de  trigo  que  obtuvo  de  la  iglesia 
de  Sevilla  y  pagó  con  las  tercias  reales;  hay,  por  último, 
ejemplos  de  empréstitos  forzosos  en  tiempos  de  Enrique  11^ 
Juan  I  y  Juan  II,  que  impuso  uno  de  un  millón  de  mara- 
vedises á  la  ciudad  de  Toledo  en  1449  ^  El  funesto  ex- 
pediente de  alterar  el  valor  de  la  moneda  ó  acuñarla  de 
baja  ley,  inaugurado  por  el  Rey  Sabio  bajo  el  peso  de  sus 
grandes  desdichas,  y  dos  veces  puesto  en  práctica  duran- 
te su  reinado,  se  emplea  luego  por  todos  los  monarcas  sin 
excepción,  hasta  los  Reyes  Católicos.  Los  despojos  vio- 
lentos y  las  confiscaciones  medios  son  también  que  dan 


Canga-Arguelles. — Diccionario^  tomo  II,  págs.  435  y  427- 
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algunos  fondos  al  tesoro  real;  los  judíos,  sobre  todo,  su- 
frieron numerosas  exacciones  de  esta  clase,  para  las  que 
siempre  se  hallaron  fáciles  pretextos.  Alfonso  X  hizo  arras- 
trar  al  judío  Zag,  mayoral  de  los  recaudadores^  en  1280,  y 
en  aquel  mismo  año  mandó  prender  en  un  sábado  á  todos 
los  judíos  de  León  y  Castilla,  imponiendo  como  condición 
de  su  libertad  el  abono  de  12,000  maravedises  y  una  mul- 
ta de  igual  cantidad  por  cada  día  que  tardasen  en  hacer 
efectiva  dicha  suma;  otro  tanto  hizo  Pedro  el  Cruel  con 
su  tesorero  mayor  Samuel  Levi,  y  Enrique  II  llegó  á  man- 
dar en  1 369  que  se  vendiesen  en  almoneda,  no  sólo  los 
bienes,  sino  los  cturpos  de  los  judíos  ¿judias  de  la  aljama 
de  Toledo  que  fueran  necesarios  para  conseguir  las  20.000 
doblas  de  oro  que  de  ellos  exigía  *. 

Tal  es  el  cuadro  que  presenta  la  hacienda  de  Castilla 
desde  el  comienzo  de  la  Reconquista  hasta  la  muerte  de 
Enrique  IV;  es  antes  del  siglo  Xni  patrimonial  ó  personal 
del  rey,  y  después  conserva  los  caracteres  feudales  con  el 
predominio  en  los  ingresos  de  las  regalías  y  de  los  dere- 
chos señoriales  y  la  desigualdad  en  el  pago  de  los  impues- 
tos establecidos.  Los  nobles  y  los  eclesiásticos  se  encon- 
traban exentos  del  tributo,  y  sólo  el  estado  llano  acudía  á 
levantar  las  cargas  públicas;  la  nobleza  gozó  siempre  de 
la  inmunidad  y  la  defendió  con  éxito  de  todas  las  tentati- 
vas que  los  reyes  hicieron  para  lograr  reducirla;  pero  la 
exención  del  clero  no  fué  tan  absoluta  y  sufrió  vicisitudes- 
numerosas.  En  primer  lugar,  la  Iglesia  se  libertó  del  gra- 
vamen por  concesiones  parciales  y  limitadas,  que  no  se 
generalizaron  en  Castilla  hasta  el  reinado  de  Alfonso  IX; 
en  segundo  lugar,  desde  el  siglo  XIII  los  bienes  eclesiásti- 
cos contribuyen  a  los  gastos  del  Estado  por  medio  de  las 
tercias  reales  y  los  subsidios^  y  en  último  término,  los 
monarcas  restringieron  en  muchas  ocasiones  una  exen- 
ción cuyo  origen  había  sido  merced  ó  gracia  suya  y  obli- 
garon á  los  clérigos  al  pago  de  algunas  imposiciones.  La 


Amador  de  los  Ríos. — Historia  de  los  judíos  españoles. 
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razón  de  esta  diferencia  está,  por  una  parte,  en  que  la  in- 
fluencia política  de  la  Iglesia  era  menor  y  menos  temible 
para  los  reyes  que  aquella  que  ejercía  la  nobleza,  y  por 
otra,  en  que  la  continua  extensión  de  los  dominios  ecle- 
siásticos, por  tantas  causas  favorecida  durante  ios  siglos 
medios,  mermaba  sin  cesar  el  número  de  los  contribuyen- 
tes y  hacía  imposibles  la  existencia  del  estado  llano,  abru- 
mado por  los  pechos^  y  los  ingresos  en  el  tesoro  de  la  co- 
rona. La  exención  de  tributos  que  alcanzaban  los  bienes 
pasando  del  realengo  al  abadengo^  y  que  tanto  contribuyó 
á  la  amortización  eclesiástica,  fué  el  prmcipal,  ya  que  no 
el  único  motivo  de   la  constante  oposición  que  hicieron 
nuestras  leyes  á  las  adquisiciones  de  las  manos   muertas. 
Además  de  estos  privilegios  de  clase  se  conocían  otros 
muchos  especiales  y  locales,  otorgados  á  personas  deter- 
minadas ó  á  las  villas  y  ciudades,  ya  en  pago  de  servi- 
cios, por  pura  liberalidad  de  los  reyes  ó  con  motivos   di- 
versos, y  tal  variedad  en  las  condiciones  tributarias  había 
de  resultar  incompatible  con  un  sistema  ordenado  de  ad- 
ministración. 

No  hubo  en  Castilla  cálculo  ni  plan  alguno  acerca  de 
las  obligaciones  y  los  recursos  dal  Estado,  cosa  en  verdad 
difícil,  dadas  las  contingencias  de  una  guerra  permanente. 
Las  Cortes  intervienen  desde  el  siglo  XIII  en  la  gestión 
económica,  dirigen  amenudo  peticiones  á  los  reyes  sobre 
la  reforma  de  los  gastos  públicos,  y  así  las  de  Valladolid  en 
1 258  fijaron  en  150  maravedises  diarios  el  mantenimiento 
del  rey,  encargándole  mandase  á  los  que  se  sentaban  á  su 
mesa  que  «comiesen  más  mesuradamente  y  que  no  flcie- 
sen  tanta  costa  como  facían»;  autorizan  la  imposición 
de  las  contribuciones  directas  generales,  servicios,  ayu- 
das, etc.,  distintos,  como  ya  sabemos,  de  las  llamadas  rentas 
reales,  y  corren  con  la  distribución  y  el  cobro  de  esos  re- 
cursos. Las  Cortes  fiscalizaban,  pues,  la  hacienda  de  los 
reyeó,  ponían  condiciones  al  otorgamiento   de  los  subsi- 
dios, y  examinaban  las  cuentas  que  presentaba  el  monar- 
ca para  justificar  sus   apuros  y  la  necesidad  de  nuevas 
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concesiones  ^.  La  autoridad  de  las  Cortes  decae  en  el  si- 
glo XV,  sobre  todo  en  los  reinados  de  Enrique  III  y  Enri- 
que IV,  y  hemos  de  ver  cómo  se  extingue  luego  bajo  la 
dominación  de  los  monarcas  austríacos. ' 

El  mayordomo  ó  almojarife  mayor  del  rey  era  el  jefe  de 
la  casa  de  éste  y  de  todos  ios  que  manejaban  la  hacienda 
pública,  y  á  sus  órdenes  estaban  los  almojarifes  especia- 
les, cobradores  de  los  derechos  de  aduanas,  los  adminis- 
tradores^ cogedores  y  arrendadores  de  los  impuestos,  que 
lo  eran  ya  de  una  renta,  ya  de  una  localidad  determina- 
das, y  los  pesquisidores^  que  tenían  á  su  cargo  la  investi- 
gación en  el  régimen  de  las  contribuciones.  Estos  agentes 
cobraban  los  recursos,  y  ellos  mismos  hacían  los  pagos 
consignados  sobre  cada  ingreso,  dando  cuentas  de  todo 
ello  al  mayordomo  mayor.  No  había,  pues,  verdadero  Te- 
soro público,  ó  concentración  de  fondos,  ni  un  servicio 
regular  de  contabilidad  de  la  hacienda,  aunque  desde  el 
tiempo  de  Enrique  IV  se  habla  de  contadores  mayores^  cu- 
yas atribuciones  no  son  bien  conocidas,  ni  debieron  tener 
grande  influencia. 

El  procedimiento  más  generalmente  empleado  para  la 
recaudación  es  el  arriendo.  Las  actas  de  las  Cortes  están 
llenas  de  quejas  contra  las  malas  artes  y  la  codicia  de  los 
arrendadores,  que  eran  por  lo  común  judíos  y  moros, 
«gente  acaudalada,  sutil  en  el  arte  de  allegar  dinero  y  de 
ancha  conciencia»  *^.  Desde  las  Cortes  de  Valladolid  en 
1295  comienzan  las  reclamaciones  por  los  daños  que  oca- 
sionaban los  judíos  en  la  administración  de  las  rentas  rea- 
les. En  las  de  Burgos  de  1301  se  reproducen  sus  clamo- 
res, y  en  las  de  Medina  de  1305,  Fernando  IV  hubo  de 
contestar  que  no  serían  los  judíos  cogedores  nin  sobreco- 


*  Akonso  XI  dio  en  1367  una  ley,  que  es  la  I  del  título  VII,  li- 
bro VI  de  la  Nueva  Recopilación,  que  dice  literalmente  cque  no  se 
echen  pechos,  ni  monedas,  ni  otros  tributos  en  todo  el  reino  sin  se 
llamar  á  Cortes  y  ser  otorgados  por  los  procuradores >• 

•  Colmeiro.— /^iVA?/-/^  de  la  Economía  política^  tomo  I,  pá- 
gina 482 . 
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gedores  de  los  pechos,  Juan  I  en  1385  prohibió  á  ios  judíos 
la  administración  de  las  rentas  públicas  y  aun  de  las  pri- 
vadas; mas  poco .  después  las  Cortes  acudían  al  rey  di- 
ciéndole  que,  quitadas  las  rentas  á  los  judíos,  habíanse 
apoderado  de  ellas  los  perlados  ¿  los  clérigos^  que  no  du- 
daban en  hacer  uso  de  las  excomuniones  para  fomentar 
sus  provechos,  y  fué  necesario  prohibir  también  á  estas 
\  clases  el  arriendo.  Pero  todas  esas  medidas,  y  otras  mu- 

chas dictadas  con  el  mismo  fin,  no  lograron  evitar  que  los 
vicios  de  la  recaudación  agravasen  mucho  los  otros  males,- 
*-  que  sufrió  la  hacienda  de  Castilla  durante  el  período  de  la 

Reconquista. 

Aragón,-^^ox  el  matrimonio  del  conde  Berenguer  IV 
de  Barcelona  con  Petronila  de  Aragón,  se  enlazan  ambas 
coronas  en  mitad  del  siglo  XII,  constituyendo  un  podero- 
so reino  que  se  ensancha  y  fortalece  bajo  el  glorioso  ce- 
tro de  Jaime  I  el  Conquistador^  casi  por  los  mismos  días 
en  que  Fernando  III  doblaba  los  dominios  de  Castilla.  El 
desarrollo  de  las  dos  monarquías  sigue  los  mismos  pasos, 
y  las  únicas  diferencias  que  en  materia  de  hacienda,  como 
en  cualquier  otro  respecto,  podemos  hallar  entre  ellas,  na- 
cen del  predominio  algo  mayor  que  en  Aragón  tuvieron 
los  elementos  feudales. 

Las  necesidades  y  los  recursos  de  la  corona  son  aquí 
iguales  á  los  de  Castilla,  y  sólo  cambian  algunos  acciden- 
tes; el  rey  tiene  idénticos  derechos  sobre  las  presas  y  las 
conquistas;  exige  á  sus  vasallos  las  mismas  prestaciones, 
y  únicamente  se  nota  algún  recargo  en  las  exacciones  se- 
ñoriales, sobre  todo  en  la  parte  de  Cataluña.  Prescindire- 
mos, pues,  de  lo  que  es  análogo  en  ambos  reinos,  y  nos 
limitaremos  á  señalar  algunas  diferencias  que  marquen  el 
carácter  de  la  hacienda  aragonesa,  cuyas  instituciones, 
por  otra  parte,  son  poco  conocidas. 

La  pecha  y  el  Tnoraveti,  que  algunos  equiparan  á  la  mar- 
zazga  y  martiniega  de  Castilla  ^,  eran,  según  otra  opinión 
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que  consideramos  más  fundada,  imposiciones  generales , 
sobre  el  estado  llano,  que  deben  asimilarse  más  bien,  la 
pecha  á  los  servicios  otorgados  por  las  Cortes  castellanas, 
y  el  moraveti  á  la  moneda  forera.  La  pecha  recaía  desde 
el  siglo  XII  sobre  los  bienes  raíces  y  muebles  en  propor- 
ción á  las  fortunas  ^  El  moraveti^  maravedí  ó  monedaje^ 
pues  estos  diversos  nombres  se  emplean  indistintamente, 
«ra  una  capitación  que  pagaban  cada  siete  años  los  veci- 
nos que  tenían  70  sueldos  de  hacienda. 

La  cena  correspondía  al  yantar  de  Castilla,  y  en  su  ori- 
gen se  exigía,  como  éste,  en  los  pueblos  donde  los  reyes 
hacían  noche  ó  parada.  Después  se  convirtió  en  un  im- 
puesto ordinario,  que  no  excusaba  el  extraordinario  de 
acudir  á  los  gastos  de  la  casa  real  con  ocasión  de  seme- 
jantes visitas,  de  donde  provino  la  distinción  de  cenas  de 
ausencia  y  de  presencia.  Fué  costumbre  no  pedir  las  dos 
en  un  mismo  año,  sino  demandar  la  primera  sólo  en  el 
caso  de  no  haberse  pagado  la  segunda  *.  Existían  además 
-el  derecho  de  coronación  para  los  gastos  de  la  que  debían 
celebrar  en  Zaragoza  los  monarcas,  y  el  de  real  maridaje 
para  las  bodas  de  reyes  é  infantes. 

El  bobaje^  contribución  especial  en  Cataluña,  se  exten- 
dió á  Aragón  en  tiempos  de  Pedro  III,  y  pesaba  sobre  las 
yuntas  de  bueyes  y  cabezas  de  ganado  mayor.  El  herbaje 
gravaba  al  ganado  menor  independientemente  del  carne- 
raje^ que  equivalía  al  montazgo  de  Castilla  sobre  los  gana- 
dos trashumantes. 

La  bolla^  derecho  peculiar  de  Cataluña,  recaía  sobre  las 
telas  y  tejidos  fabricados  en  el  país  y  los  que  se  introdu- 
cían del  extranjero. 

Lleuda  ó  kzda  era  una  imposición  á  la  entrada  y  por  el 
tránsito  en  los  puertos  de  mar  y  en  las  ciudades. 

La  sisa^  rebaja  que  se  hace  en  favor  del  erario  de  cier- 
ta cantidad  en  los  pesos  y  medidas  por  donde  se  venden 


'    Asso. — Historia  de  la  Economía  política  de  Aragón, 
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los  géneros  para  el  consumo  del  pueblo,  nació  en  Aragón 
como  medio  de  atender  á  los  servicios  votados  por  las 
Cortes,  y  luego  pasó  á  Casíilla  ^ 

El  derecho  de  amortización  ó  sello  venía  á  ser  un  30  por 
ICO  que  debían  pagar  las  adquisiciones  de  las  nuznos  muer- 
taSf  desde  Jaime  I  que  prohibió  adquirirlas  sin  la  licencia 
real. 

Los  tercios  diezmos  eran  una  de  las  rentas  más  conside- 
rables de  la  corona.  Jaime  I  que,  como  se  ve,  adoptó  mu- 
chas medidas  financieras,  hizo  una  división  en  tres  partes 
iguales  del  producto  de  los  diezmos,  aplicando  una  a  la 
dotación  del  clero,  otra  á  la  de  las  iglesias  y  la  tercera  al 
erario. 

Las  generalidades  comprendían  varios  ramos  ó  impues- 
tos, indirectos  todos  ellos,  que  afectaban  á  la  circulación 
y  al  consumo  de  objetos  determinados;  eran  los  derechos 
de  aduanas  y  sus  recargos,  estancos  como  el  de  los  naipesy 
imposiciones  sobre  la  salf  la  nieve ^  el  aguardiente,  etc. 

Renunciamos  á  citar  un  buen  número  de  otros  tributos 
especiales  ó  menos  importantes  que  se  conocían  en  Ara- 
gón, y  vamos  á  fijarnos  un  momento  en  la  organización 
administrativa,  que  es  lo  más  interesante  que  presenta  la 
hacienda  de  aquel  reino. 

El  bayle  general  sustituye  al  mayordomo  mayor  de  Cas- 
tilla; pero  no  es  aquél,  como  era  éste,  el  jefe  único  é  irres- 
ponsable de  la  hacienda  real,  sino  que  su  autoridad  está 
limitada  por  una  magistratura  de  alta  representación  y 
gran  prestigio,  por  el  maestre  racional,  cuyo  oficio  fué 
creado  á  petición  de  las  Cortes  en  los  primeros  años  del  si- 
glo XV.  El  maestre  racional  era  de  hecho,  y  así  se  le  lla- 
maba, la  cabeza  del  fisco,  pues  aunque  subordinado  en 
principio  al  bayle  general,  gozaba  ciertas  preeminencias,  y 
en  determinados  asuntos  no  tenía  más  superior  que  el  rey. 
Auxiliado  por  sus  coadjutores,  el  funcionario  de  quien  ve- 
nimos hablando  fiscalizaba  la  gestión  de  la  hacienda,  exi- 
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gía  y  censuraba  las  cuentas  de  los  administradores  ó  bai- 
les especiales,  perseguía  los  alcances  y  tenía  una  jurisdic- 
ción para  cuyo  desempeño  se  asesoraba  con  los  oidores  de 
la  Real  Audiencia.  El  maestre  era  á  la  vez  un  interventor 
general  y  un  tribunal  de  cuentas;  había,  pues,  en  Aragón 
mayor  severidad,  mucho  más  orden  y  un  sistema  que  se 
echaba  de  menos  en  la  hacienda  de  Castilla. 

y  Los  árabes, — No  hay  en  verdad  por  qué  extrañar  el 
contraste  que  ofrece  la  hacienda  de  aquellos  diminutos  y 
pobres  reinos  cristianos,  confinados  en  lo  más  áspero  del 
territorio,  que  empiezan  la  reconquista,  comparada  con  el 
esplendor  y  la  riqueza  del  califato  de  Córdoba,  dueño  de 
casi  toda  la  Península,  establecido  en  lo  más  fértil  dq  nues- 
tro suelo,  y  que  extiende  su  poder  al  África;  pero  es  en 
cambio  digno  de  notarse,  y  merece  serio  estudio,  el  hecho 
de  que,  según  prosperan  y  se  engrandecen  las  monarquías 
cristianas,  tanto  peor  es  su  situación  financiera,  al  paso 
que  ef  imperio  musulmán,  dividido,  estrechado  y  en  derro- 
ta,, si  bien  se  desconcierta  y  empobrece,  no  llega  nunca  á 
extremos  semejantes;  de  manera  que  bajo  este  aspecto  es 
inferior  el  apogeo  de  los  cristianos  á  la  decadencia  de  los 
árabes.  No  podemos  dedicarnos  á  investigar  las  causas  de 
tal  fenómeno,  que  arrancan  de  lo  más  íntimo  de  la  consti- 
tución social  de  entrambos  pueblos,  y  nos  limitaremos  á 
indicarle  y  á  bosquejar  ligeramente,  según  pide  nuestro  ob- 
jeto, el  tipo  ó  carácter  normal  de  la  hacienda  entre  los 
árabes. 

Los  gastos  del  imperio  musulmán  eran,  además  de  los 
precisos  para  el  sostenimiento  de  la  corte,  los  que  la  gue- 
rra producía  y  los  necesarios  para  atender  á  la  religión,  á 
la  beneficencia,  al  cultivo  de  las  letras,  ciencias  y  artes,  y 
al  fomento  de  los  intereses  económicos,  que  todas  estas 
cosas  recibieron  protección  considerable  en  los  buenos 
tiempos  de  Ja  dominación  agarena. 

Para  hacer  frente  á  un  presupuesto  tan  cuantioso,  el  Es- 
tado disponía  de  recursos,  pocos  en  número  y  muy  senci- 
llos, pero  de  suficiente  rendimiento.  El  califa  tenía  el  dere- 
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cho  de  imponer  el  servicio  de  las  armas,  percibía  la  quin- 
ta parte  del  botín  hecho  en  la  guerra  y  disfrutaba  de  un 
pingüe  dominio  fiscal,  que  de  ordinario  cultivaban  los  cris  ■ 
tianos  mediante  el  pago  de  un  tercio  de  los  productos  de 
las  tierras.  En  cuanto  á  impuestos,  reducíanse  á  tres  los 
legales  ó  admitidos  por  la  doctrina  del  Profeta:  el  azaque 
ó  diezmo  de  los  moros,  el  ahnojarifazgo  y  las  contribucio- 
nes exigidas  á  cristianos  y  judíos. 

El  azoque^  de  que  ningún  musulmán  podía  eximirse, 
comprendía  la  décima  parte  de  los  productos  obtenidos  de 
la  agricultura,  la  ganadería,  las  minas,  y  según  algunos 
también  de  la  industria  y  el  comercio.  Esta  imposición, 
dada  su  generalidad  y  su  naturaleza,  hubo  de  ser  muy  pro- 
ductiva, y  así  Prescott  la  llama  enorme  ^.      , 

El  almojarifazgo  ó  renta  de  aduanas  parece  que  al  prin- 
cipio consistía  en  un  derecho  de  lo  por  ico  sobre  la  im- 
portación y  la  exportación;  pero  después  se  modificó,  sin 
duda  cediendo  á  las  necesidades  del  comercio  y  del  erario, 
pues  los  derechos  que  Fernando  III  halló  establecidos  y 
confirmó  en  Sevilla  iban  del  5  al  15  por  100,  según  la  cla- 
se de  las  mercanc'ías.  La  prosperidad  del  comercio  entre 
los  árabes  hizo  que  esta  renta  fuera  origen  de  ingresos 
muy  importantes. 

Los  mozárabes  y  judíos  pagaban  la  capitación^  y  la  que 
se  llamaba  takadil^  que  era  la  décima  ó  el  quinto  estable- 
cido sobre  las  propiedades  y  la  industria.  La  capitación, 
cuyo  tipo  varió  sin  duda  conforme  á  las  circunstancias 
de  los  tiempos,  dividía  á  la  población  de  los  sometidos  en 
tres  clases  con  arreglo  á  su  fortuna,  y  se  cobraba  por  me- 
ses ^.  El  sistema  adoptado  por  los  moros  al  hacer  la  con- 
quista fué  el  de  gravar  con  10  por  100  de  los  productos 
de  sus  bienes  á  las  localidades  que  se  entregaban  sin  re- 


«  Historia  del  reinado  de  los  Reyes  Católicos^  parte  primera, 
capítulo  VIII. 

«  Dozy  fija  en  316,  158  y  79  francos  respectivamente  las  tres 
cuotas  de  este  impuesto. —  Histoire  des  musulmans  dEspagne^ 
tomo  II.  pág.  40. 
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^  sistencia  y  cargar  un  20  por  100  á  los  pueblos  tomados 

[  por  la  fuerza;  pero  luego  el  tributo  creció  y  fué  el  quinto 

para  todos. 

Sin  embargo,  en  los  últimos  siglos  de  la  dominación 
mahometana,  aumentadas  las  necesidades,  reducida  con- 
siderablemente la  materia  imponible  y  desorganizado  el 
Gobierno,  hubo  de  acudirse  á  otros  tributos,  tales  como  el 
quinto  de  minas  y  tesoros  y  la  alcabala^  y  aun  á  exaccio- 
nes más  ruinosas  y  arbitrarias. 

El  Aagid  ó  primer  ministro  tenía  entre  sus  secretarios 
uno  denominado  sahibú-l-ashghal,  que  era  el  jefe  de  la 
hacienda,  y  disponía  á  su  vez  de  los  subalternos  necesa- 
rios para  constituir  los  tres  ramos  de  la  administración,  la 
contabilidad  y  la  estadística.  Los  almojarifes  cobraban  los 
derechos  de  aduanas,  los  alcaldes  de  albóndiga  y  los  almo- 
tacenes se  ocupaban  también  en  la  recaudación  de  los  im- 
puestos, y  todos  ellos  rendían  cuentas  á  aquel  jefe,  quien 
los  sometía  anualmente  al  examen  del  Mexuar,  especie  de 
Consejo  palatino. 

La  organización  correspondía,  pue§,  á  la  sencillez  del 
régimen  financiero  que  practicaron  los  árabes  en  España. 
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Ii«  Itaeienda  en  tiempo  de  los  Re  jes 

Catolleos. 


Las  más  hermosas  páginas  de  nuestra  historia  son  las 
consagradas  á  describir  el  reinado  de  aquellos  gloriosos 
monarcas,  Fernando  é  Isabel,  que  hallaron  á  nuestra  pa- 
tria con  todos  los  achaques  de  la  Edad  Media,  y  consi- 
guieron dotarla  de  las  condiciones  necesarias  para  la  vida 
moderna  y  para  un  brillante  porvenir.  El  período  de  los 
Reyes  Católicos  no  representa  una  transición  que  labra  el 
tiempo,  sino  una  transformación  que  es  obra  de  sus  ma- 
nos, debida  á  sus  esfuerzos,  que  supieron  aprovechar  las 
condiciones  de  aquella  época,  un  gran  progreso  que  se  ob- 
tiene merced  á  su  poderosa  iniciativa,  á  su  discreción,  á 
sus  virtudes  y  energías;  por  eso  es  tan  meritorio  y  digno 
de  alabanza  su  gobierno,  y  una  demostración  elocuentísi- 
ma de  la  influencia  que  ejerce  en  la  suerte  de  las  nacionse 
la  condición  personal  de  aquellos  que  las  rigen,  y  de  la 
falsedad,  por  tanto,  de  la  máxima  según  la  que  los  pue- 
blos tienen  siempre  los  gobernantes  que  merecen.  Los  Re- 
yes Católicos  hubieron  de  imponer  á  la  Sociedad  sus  altos 
ideales,  y  en  esto  estriba  cabalmente  la  grandeza  de  su 
empresa. 

Una  vez  allanados  los  obstáculos  que  suscitó  el  adve- 
nimiento de  Isabel  I  al  trono  de  Castilla,  y  tan  luego  como 
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Fernando  V  se  halló  en  posesión  de  la  corona'  aragonesa, 
dedicáronse  los  dos  esposos  á  mejorar  la  situación  de  sus 
reinos,  decadente  y  abatida,  en  Castilla  sobre  todo.  Inspi- 
raron su  conducta  política  en  la  grandiosa  idea  de  la  uni- 
dad nacional,  y  tuvieron  la  fortuna  de  verla  realizada:  en 
cuanto  al  territorio,  con  la  fusión  de  ambas  coronas,  el 
término  dichoso  de  la  reconquista  y  la  incorporación  de 
la  Navarra;  en  lo  político,  con.  el  enaltecimiento  de  la  au- 
toridad real,  que  destruye  el  poder  de'  la  nobleza,  y  en  el 
orden  religioso,  con  la  expulsión  de  los  judíos  y  la  con- 
versión de  los  moriscos.  Sabias  medidas,  que  luego  indi- 
caremos, porque  trascienden  directamente  á  nuestro  asun- 
to, reforman  todos  los  ramos  de  la  administración  y  mue- 
ven el  país  hacia  el  progreso,  y  á  la  vez  que  hacen  todo 
esto  en  el  interior,  los  Católicos,  sin  apartar  la  mirada  de 
Portugal,  agregan  el  reino  de  Ñapóles  á  sus  dominios,  fijan 
la  victoriosa  planta  sobre  el  África  y  consiguen  el  descu- 
brimiento de  la  América,  sumando  asi  á  su  propia  gloria 
los  triunfos  militares  del  Gran  Capitán,  la  inspiración  su- 
blime de  Colón  y  el  genio  dé  Cisneros.  Había,  sin  duda, 
defectos  que  empañaban  el  carácter  de  Fernando;  hubo 
también,  por  parte  de  Isabel,  un  exceso  de  celo  religioso* 
que  la  hizo  favorecer  la  Inquisición  y  permitir  que  maltra- 
taran á  judíos  y  musulmanes;  cometiéronse,  en  fin,  graves 
errores  políticos  y  económicos;  pero  hay  que  reconocer  en 
esos  esclarecidos  príncipes  grandes  cualidades:  el  amor  al 
bien,  la  abnegación  y  el  desinterés  personal,  y  en  el  con- 
junto de  su  obra,  los  fundamentos  de  una  nacionalidad 
vigorosa,  la  satisfacción  de  la  justicia,  el  engrandecimiento 
y  la  prosperidad  de  nuestra  patria. 

Entre  las  disposiciones  de  los  Reyes  Católicos  que  nos 
incumbe  examinar,  descuella,  por  ser  una  de  las  primeras 
y  por  su  mucho  alcance,  la  creación  ó  reforma  que  hicie- 
ron en  1476  de  la  Sania  Hermandad,  especie  de  milicia 
popular  compuesta  de  dos  mil  hombres  de  á  caballo  y  buen 
número  de  infantes,  cuyo  servicio  consistía  en  perseguir 
malhechores  para  dar  á  los  campos  y  ciudades  la  seguri- 
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dad  de  que  antes  carecían.  Esta  institución,  que  obedecía 
á  la  necesidad  imperiosísima  de  normalizar  Ifi  vida  so* 
cial,  hondamente  perturbada  en  el  reino  de  Castilla  ^,  cum- 
plió además  un  fín  político  del  mayor  interés,  dando  á  los 
reyes  la  disposición  de  una  fuerza  pertnanente,  que  hizo  su 
autoridad 'eñcaz  y  respetada.  La  Santa  Hermandad,  cuya 
abolición  intentaron  los  nobles  vanamente,  tenia  una  ju- 
risdicción especial  que  aplicaba  de  un  modo  sumario  du- 
ras penas.  Con  esto,  y  con  las  reformas  hechas  en  la  ad- 
ministración de  la  justicia  ordinaria,  que  ampliaron  los  tri- 
bunales, perfeccionaron  su  organización  y  levantaron  su 
espíritu,  logróse  restablecer  la  tranquilidad  y  el  orden  pú- 
blicos. 

Sobre  esta  base  emprendieron  Fernando  é  Isabel  su  ad- 
mirable trabajo  de  construcción,  y  causa  maravilla,  dice 
un  historiador,  ver  cómo,  hallándose  envueltos  en  compli- 
cadas relaciones  y  delicadísimas  empresas  exteriores,  tu- 
vieron lugar  y  tiempo  para  atender  á  cuanto  constituye  el 
buen  gobierno  de  un  Estado  de  manera  que  no  quedase 
asunto  religioso,  moral,  político,  jurídico,  económico,  lite- 
rario, industrial  ó  mercantil  en  que  no  pusieran  saludable 
mano  y  provechosa  reforma  '.  Recopilaron  la  legislación 
castellana  en  el  Ordenamiento  de  Montalvo  y  llenaron  al- 
gunos de  sus  vacíos  con  las  célebres  Leyes  de  loro\  im- 
pulsaron el  movimiento  científico  y  literario,  favoreciendo 
á  los  hombres  de  mérito,  creando  escuelas,  academias  y 
universidades,  sin  perjuicio  de  fomentar  las  que  ya  antes 
existían  y  protegiendo  la  difusión  del  nuevo  arte  de  impri- 
mir. La  poesía,  la  música  y  todas  las  bellas  artes  gozaron 
de  igual  favor  y  sintieron  el  mismo  estímulo,  y  en  el  orden 
económico  se  operó  un  verdadero  renacimiento  gracias  á 
la  bienhechora  acción  de  los  celosos  monarcas.  La  agri- 
cultura, además  del  beneficio  inmenso  que  reportara   con 


^    Aragón  tenia  ya  su  Hermandad  de  Ainsa  desde  los  tiempos 
de  Jaime  I. 
>    Lafnente.— Obra  citada,  parte  ü,  libro  IV,  cap.  X. 
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la  garantía  del  sosiego  público,  obtuvo  franquicias  y  aun 
privilegios;  la  industria  se  vio  alentada  y  prosperó,  no  obs- 
tante el  vicioso  espíritu  de  las  pragmáticas  y  ordenanzas 
que  se  daban  á  los  gremios,  y  el  comercio,  facilitado  en  el 
interior  con  la  supresión  de  las  aduanas  y  portazgos  que 
dividían  á  Castilla  y  Aragón,  se  desarrolló  en  el  exterior 
con  el  aumento  de  la  marina.  Dos  medidas  de  carácter 
general  contribuyeron  poderosamente  á  tales  resultados: 
fué  una  de  ellas  la  reforma  llevada  á  cabo  en  la  moneda, 
cuya  calidad,  por  efecto  de  las  repetidas  adulteraciones  y 
del  desorden  que  había  en  la  fabricación,  era  tan  mala  que 
imposibilitaba  los  cambios  y  la  existencia  del  crédito,  y 
consistió  la  otra  en  la  ejecución  de  importantes  obras  pú- 
blicas, vías  de  comunicación  sobre  todo,  á  las  que  se 
atendía  con  particular  esmero.  Grandes  injusticias  y  des- 
aciertos fueron  la  expulsión  de  los  industriosos  judíos,  de 
los  comerciantes  genoveses  y  de  los  labradores  moriscos, 
y  por  otra  parte  el  acta  de  navegación  que  cerró  nuestros 
puertos á  los  buques  extranjeros;  mas  con  ser  tan  cuan- 
tioso el  daño  que  ocasionaron  esos  hechos,  todavía  saca- 
ron de  este  período  gran  ventaja  el  bienestar  general  y  la 
riqueza  pública. 

Para  llevar  á  cabo  lo  que  dejamos  apuntado  y  realizar 
sus  vastos  planes,  los  Católicos  hubieron  menester  de 
considerables  recursos  financieros.  Con  su  administra- 
ción crecieron  todos  los  antiguos  conceptos  del  gasto  pú- 
blico y  se  presentaron  muchos  nuevos;  la  única  obliga- 
ción que  pudo  reducirse  fué  la  del  sostenimiento  de  la  real 
casa,  que  ellos  montaron  conlorme  á  un  régimen  severo 
y  á  la  más  estricta  economía,  haciendo  de  su  vida  domés- 
tica lo  que  siempre  debiera  ser  la  del  monarca,  enseñanza 
eficaz  y  digno  ejemplo  ofrecido  al  ciudadano.  Pero  esta 
disminución  significaba  muy  poco  al  lado  de  aquel  au- 
mento natural  y  legítimo  que  se  sentía  en  las  demás 
necesidades  públicas,  y  como  el  Tesoro  estaba  exhaus- 
to y  la  hacienda  del  todo  desquiciada,  de  aquí  que  su  re- 
forma viniese  á  ser  nueva  y  esencial  tarea  del  reinado  que 
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estudiamos,  y  que  supo  ha'lar  en  ella  una  buena  parte  de 
su  gloria. 

Mantuviéronse  los  ingresos  que  hemos  visto  obtenidos 
durante. la  Edad  Media;  es  decir,  los  derechos  señoriales  de 
la  corona;  los  servicios,  frecuentemente  otorgados  por  las 
Cortes;  la  alcabala,  reducida  entonces  al  lo  por  loo;  las 
tercias  reales,  que  por  concesión  del  Papa  Alejandro  VI  se 
hacen  desde  ahora  perpetuas;  las  aduanas,  cuyos  aranceles 
se  rebajaron  para  aquellos  artículos  á  que  no  alcanzaban 
las  prohibiciones  establecidas  por  el  sistema  protector;  las 
minas,  el  estanco  de  la  sal,  etc.,  y  creáronse  además  impor- 
tantísimos recursos  de  que  vamos  á  ocuparnos. 

La  revocación  de  mercedes,  hechas  en  el  reinado  anterior 
á  la  nobleza  y  al  clero,  fué,  á  la  vez  que  una  medida  de  ten- 
dencia política,  un  arbitrio  financiero  indispensable  para 
reconstruir  el  patrimonio  de  la  corona,  deshecho  con  aque- 
llas imprudentes  liberalidades.  El  acuerdo  se  tomó  en  las 
Cortes  de  Toledo  de  1480  á  instancias  del  estamento  popu- 
lar y  previa  convocatoria  especial  á  los  nobles  y  á  los  ecle- 
siásticos, que  tuvieron  la  abnegación  de  convenir  en  la  ab- 
soluta necesidad  de  la  revocación  que  se  les  proponía,  no 
obstante  lo  mucho  que  perjudicaba  sus  intereses.  Adoptóse 
el  principio  de  anular  enteramente  aquellas  donaciones  que- 
no  hubieran  tenido  por  causa  la  prestación  de  algún  servi- 
cio, y  de  reducir  á  términos  proporcionados  las  que  se  hi- 
cieron por  vía  de  recompensa,  lográndose  con  esto  devol- 
ver á  la  corona  rentas  por  valor  de  30.000.000  de  mara- 
'  vedises. 

De  carácter  análogo  fué  otra  disposición  á  que  ya  nos 
hemos  referido,  el  arreglo  hecho  en  la  moneda,  Enrique  IV, 
después  de  donar  todo  cuanto  tuvo  á  mano,  se  dio  á  con- 
ceder permisos  para  la  acuñación  de  la  moneda,  y  de  esta 
suerte,  al  advenimiento  de  los  Reyes  Católicos  funciona- 
ban 150  casas  con  autorización  de  la  corona,  amén  de  otras 
muchas  erigidas  por  los  particulares  sin  licencia  alguna. 
Recogiéronse  en  1745  todos  aquellos  permisos,  limitáronse 
á  cinco  las  casas  de  moneda,  aunque  luego  se  aumentó  su 


—  65  — 

número  hasta  siete,  y  por  este  medio,  además  de  poner  tér- 
mino á  la  horrible  confusión  que  existía  en  "el  mercado,  se 
restableció  con  el  derecho  de  la  acuñación  un  ingreso  im- 
portante del  erario'. 

La  incorporación  á  la  corona  de  los  mcustrazgos  de  las 
cuatro  órdenes  militares  dio  también  á  los  reyes  la  influen- 
cia y  la  disposición  déla  fuerza  armada,  que  tenían  los  gran- 
des maestres  y  un  ingreso  anual  para  el  Tesoro  de  más  de 
medio  millón  de  reales,  que  sobraba  después  de  cubiertas 
las  cargas  establecidas  sobre  tos  inmensos  bienes  de  las 
órdenes.  Esta  incoporación  la  obtuvieron  los  Católicos,  ya 
de  las  mismas  órdenes,  ya  del  Papa,  y  de  un  modo  perso- 
nal ó  vitalicio;  pero  en  el  reinado  siguiente  la  dignidad  de 
los  maestres  se  agregó  definitivamente  á  la  corona. 

La  renta  de  cruzada  y  del  indulto  cuadragesimal  ímq  con- 
cesión hecha  á  los  Reyes  Católicos  por  la  Santa  Sede,  en 
mérito  á  los  servicios  que  prestaron  á  la  religión.  La  bula 
de  la  Santa  Cruzada  permitía  redimir  por  una  limosna  en 
dinero,  proporcionada  á  la  calidad  de  las  personas,  la  obli- 
gación de  concurrir  á  la  guerra  contra  los  infieles,  y  el  in- 
dulto cuadragesimal  autorizaba  en  iguales  términos  para 
comer  carne  en  los  días  de  Cuaresma  y  otras  vigilias  no 
exceptuadas.  Estas  concesiones  temporales  en  su  origen 
han  venido  prorrogándose  hasta  nuestros  días. 

Al  hacer  la  conquista  de  Granada,  los  monarcas  cristia- 
nos tiallaron  establecidos  en  aquel  reino,  y  conservaron 
con  el  carácter  de  impuestos  locales,  el  diezmo  de  ia  seda^ 
exacción  de  importancia  porque  era  entonces  muy  consi- 
derable la  producción  de  este  artículo,  y  la  renta  de  la  cUme- 
la^  tal  Vez  corrupción  de  agüera^  que  se  cobraba  sobre  la 
cal,  yeso,  ladrillo  y  otros  productos  del  mismo  género. 

El  establecimiento  de  la  Santa  Hermandad  dio  motivo  á 
una  contrilmción  especial  diQ  18.000  maravedises  por  cada 
ICO  vecinos,  que  se  exigía  á  modo  de  capitación  y  se  em- 
pleaba en  los  gastos  de  los  cuadrilleros,  sus  jefes  y  tribu- 
nales. 

Por  último,  las  rentas  de  América  y  aunque  no  comien- 
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zan  á  percibirse  hasta  los  últimos  años  de  este  periodo,  dan 
ya  «en  él  cantidades  de  alguna  consideración^  como  mués- 
tm  de  ios  enormes  ingresos  que  producirán  más  adelante. 
En  vida  de  Isabel,  el  descubrimiento  <íel  Nuevo  Mundo  fué 
más  gravoso  que  útil  para  la  corona,  y  asi  como  los  efec- 
tos inmediatos  de  aquel  suceso  fueron  muy  exiguos  para 
el  comercio,  tampoco  trascendieron  apenas  á  la  hacienda; 
yero  después  del  fallecimiento  de  la  reina,  dice  el  historia- 
dor Herrera  que,  sin  contar  más  que  los  productos  de  las 
minas  en  la  isla  Española,  el  erario  sacaba  grandes  bene- 
ficios. Desconocemos  el  importe  de  estos  rendimientos  en 
la  época  de  que  se  trata,  y  habremos  de  decir  únicamente 
que  procedían  de  una  contribución  de  las  dos  terceras  par- 
tes del  que  recogierati,  que  se  impuso  á  los  buscadores  de 
oro  en  las  tierras  de  la  América  ^  y  del  monopolio  estable- 
cido sobre  el  palo  del  Brasil  y  algunos  otros  artículos  «n 
provecho  del  Tesoro. 

Por  este  medio  las  rentas  públicas,  que  cuando  no  son 
forzadas  son  un  indicador  seguro  de  la  prosperidad  gene- 
ral, aumentaron,  dice  Prescot,  con  rapidez  asombrosa.  rHé 
aquí  los  datos  qoe  prueban  su  desarrollo: 

Realas. 

Eran  en  1474  (exaltación  de  Isabel). . . .  8S5  000 

»     en  1477 2  390  07Í 

»    en  1482  (después  de  la  revocación 

de  mercedes) 12.711. 591 

>    en  1504  (después  de  la  toma  de 

Granada) 26 .  283  .324 

Ó  sea  30  veces  más  que  al  principiar  su  reinado.  Siendo 
lo  admirable  que  este  rendimiento  se  obtuvo  de  las  contri- 
buciones anteriormente  establecidas,  que  no  se  creó  ni  una 
sola  nueva,  y  que,  al  contrarío,  las  mejoras  introducidas  en 
la  recaudación  aliviaron  positivamente  las  cargas  de  los 
pueblos  *• 

^    Navarrete* — Coleccid»  de  viajes,  tomo  U^  pág^  121, 

^    Misiofxa  4élr§éi$a49ide:UsJíefís  CáMUta^XotúíolM^pkg.  .404. 
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No  debe  creerse,  sin  embargo,  que  los  Reyes  Católicos 
lograran  una  situación  financiera  desahogada.  Eran  tantas 
«US  atenciones,  y  tanto  su  cuidado  de  no  acrecer  los  tribu- 
tos» ^fOñ  los  recursos  fueron  constantemente  menores  que 
ios  gastos  iiwfitables,  y  los  déficits  no  pudieron  extinguie- 
se en  aquel  tiempo ,  ni  aun  acudiendo  á  los  medios  extra- 
ordinarios. Para  sostener  los  gastos  de  la  guerra,  >las  Cor- 
tes de  Medina  dispusieron  en  1475  de  la  mitad  de  la  plata 
perteneciente  á  las  iglesias  de  todo  el  reino;  Isabel  y  las 
damas  de  su  corte  vendían  ó  empeñal>an  sus  alhajas  para 
que  no  faltasen  vituallas  á  los  sitiadores  de  Baza;  el  rey 
Fernando  empeñó  también  en  el  monasterio  de  Monta- 
Marta  plata  labrada  por  valor  de  3.122.400  maravedises, 
en  garantía  de  una  suma  algo  menor  que  tomó  á  dicho 
monasterio  ^;  Cisneros  tuvo  que  anticipar. los  gastos  de  la 
armada  para  la  empresa  de  Oran,  y  no  se  apeló  á  estos  y 
otros  extremos  sin  haber  recurrido  primero  á  los  subsidios 
sabre  las  rentas  eclesiásticas,  solicitados  del  Papa,  á  em- 
préstitos contratados  con  los  pudientes  y  los  pueblos,  y  á 
la  creación  de  los  Juras  ó  censos  sobre  las  rentas  del  Es- 
tado. «É  porque  los  .prestidos —dice  el  cronista  Pulgar — 
no  bastaban  á  los  gastos  continuos  que  se  recrecían  en  la 
gpaerra,  acordó  la  reina  vender  alguna  cantidad  de  marave- 
dises de  sus  rentas,  para  que  las  oviesen.fiar  Juro  de  here- 
4íuf  cualesquiera  personas  que  los  querían  comprar,  dan- 
do diez  mil  maravedises  por  un  millar.  É  destos  marave- 
dises que  á  éste  precio  compraron  muchas  personas  de  sus 
rqmos,  les  mandaba  dar  sus  privilegios  para  que  les. fue- 
ren-situados  en  cualesquier  rentas  de  las  cibdades,  villas  é 
It^pares  de  sus  reinos,  fasta  que  les  mandasen  volver  las 
auantías  de  maravediséé  que  ,por  ellos  dieron.»  -*En  los 
temados  anteriores  se  había  ya  hecho  uso  de  los  Juros,  y 
0D  los  de  k  dinastía  áUstriaca  se  abusó  de  elbs  de  tai 
xmAo  que  han  llegado  hasta  nosotros. 
¡£1  estado  en  que  tuvieron  y  en  que  d^aban.la  hacienda 
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preocupó  tanto  á  aquellos  celosos  reyes,  que  el  uno  y  el 
otro  recomendaron  con  empeño  en  su  testamento  las  me- 
didas que  creían  necesarias  para  que  aquél  mejorase.  Isa- 
bel suprime  cargos,  revoca  donaciones,  encarga  que  se 
paguen  los  juros,  que  se  revisen  las  alcabalas  y  se  ordene 
el  sistema  de  los  impuestos,  y  Femando  manda  que  se 
satisfagan  las  deudas  del  Estado  con  su  mejor  corona,  sus 
joyas  y  sus  bienes.  Ellos,  que  no  tuvieron  culpa  ni  res- 
ponsabilidad alguna  en  la  gestión  de  la  hacienda,  quisie- 
ron hasta  desde  el  sepulcro  corregir  sus  males.  ¡Con- 
ducta bien  diversa  de  la  que  acostumbran  tener  los  gober- 
nantes! 

La  administración  del  erario  ganó  mucho  durante  este 
período  en  moralidad  y  en  orden,  y  no  poco  en  lo  que  á 
su  organización  se  refiere.  Los  encabezamientos^  introduci- 
dos en  la  recaudación  de  la  alcabala,  y  el  Ctuidemo  en  que 
se  recopilaron  las  disposiciones,  que  regían  este  impuesta 
cortaron  muchos  abusos.  Comenzáronse  las  investigacio- 
nes necesarias  para  hacer  una  estadística  financiera  de  la 
población,  y  se  formaron  dos  censos,  uno  en  1482  y  el  otra 
el  1494,  y  los  datos  recogidos  por  los  pesquisidores  ó  comi- 
sionados nombrados  con  ese  intento  forman  doce  volúme- 
nes, que  se  conservan  en  el  archivo  de  Simancas.  Final- 
mente, las  Ordenanzas  dadas  en  Madrigal  el  año  de  1476 
establecieron  un  sistema  completo  para  el  gobierno  de  la 
hacienda  pública  y  fijaron  ya  la  planta  de  la  administra- 
ción  central  del  ramo. 

Redujérorise  á  cuatro  los  contadores  mayores^  dos  de  ha- 
cienda  y  dos  de  cuentas.  Los  primeros  tenían  el  encargo  de 
dirigir  el  cobro  y  la  distribución  de  las  rentas  públicas, 
entendiéndose  para  ello  con  los  administradores  especia- 
les, y  eran  auxiliados  en  sus  funciones  por  diez  oficiales  de 
los  libros  de  data  y  otros  seis  para  los  übros  del  cargo.  Los 
contadores  mayores  de  cuentas  revisaban  las  presentadas 
por  todos  los  que  manejaban  caudales  del  Estado,  ponían 
en  ellas  los  reparos  convenientes  y  tenían  á  sus  órdenes,, 
además  del  ai«í?r  que  debía  ilustrarlos  en  los  asuntos  liti- 
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giosos,  dos  oficiales  para  los  libros  y  otros  dos  para  las 

resultas;  aquéllos  registraban  las  provisiones  y  mandatos 

que  se  expedían  por  la  contaduría  mayor  de  cuentas  para 

el  apremio  de  los  morosos,  y  libraban  las  cartas  de  pago, 

en  tanto  que  éstos  formaban  los  estados  generales  de  las  J 

cuentas  de  la  real  hacienda,   ultimándolas  con  expresión 

-del  saldo  que  ofrecieran. 

Este  sistema  de  ñscalización  y  contabilidad  dio  las  ba- 
ses, que  luego  se  han  desenvuelto  paulatinamente,  para  la 
administración  ordenada  de  la  hacienda  pública. 


xl'^^rV 


r«v 


.  / 


VI 


li»  hacieiidA  bafo  el  gobierno  de  la  dinastía 

austríaca. 


La  obra  de  los  Reyes  Católicos,  algo  quebrantada  ya 
por  el  brevísimo  mando  de  Felipe  el  Hermoso,  halló  muy 
pronto  contradicción  mayor,  y  al  cabo  total  ruina,  en  la 
política  inaugurada  por  el  emperador  Carlos  I,  y  seguida 
por  sus  continuadores  de  la  casa  de  Austria.  La  atención 
que  aquéllos  ponían  preferentemente  en  nuestros  asuntos 
interiores  volvióse  ahora  del  todo  hacia  los  intereses  de 
un  imperio  que  inútilmente  pretendía  amalgamar  naciona- 
lidades heterogéneas;  el  bienestar  de  los  españoles,  que 
con  solícito  afán  procuraban  Fernando  é  Isabel,  fué  cosa 
muy  secundaria  ó  por  completo  olvidada  para  Carlos  I  y 
Felipe  II,  absortos  en  su  quimera  de  la  dominación  uni- 
versal, y  por  eso  el  engrandecimiento  de.  nuestra  patria  se 
detuvo  y  quedó  sacrificado  después  de  unos  momentos  de 
esplendor;  que  así  como  las  glorias  del  reinado  de  Carlos  I 
se  debieron  al  impulso  de  las  mejoras  hechas  en  nuestra 
situación  por  los  Católicos,  las  consecuencias  de  la  funes- 
ta conducta  de  los  primeros  austríacos  se  revelan  en  la 
espantosa  decadeAcia  de  sus  sucesores.  Precisamente  el 
error  de  la  casa  de  Austria,  que  hizo  de  España  la  base  de 
sus  aspiraciones  á  la  omnipotencia  política,  consistió  en 
debilitar  aquello  mismo  en  que  quería  apoyarse.  Nosotros 
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pusimos  al  servicio  de  la  ambición  austríaca  ejércitos  so^ 
berbios  y  tesoros  enormes;  pero  nuestras  fuerzas  habían  de 
agotarse  pronto  en  una  lucha  incesante  contra  todo  el 
mundo,  si  no  se  las  reparaba  con*  acierto;  aquellos  reyes^ 
no  comprendieron  esto,  no  vieron^  que  en  vez  de  afirmary 
robustecer  minaban  er  cimiento  desús  vastas  construccio- 
nes, y  éstas  tenían  necesariamente  que  arruinarse. 

Al  principiar  la  nueva  dinastía,  España  obtuvo  mucha 
gloria  en  todas  partes;  dentro  de  Europa,  en  Italia,  Flan^ 
des,  Portugal,  Francia  y  Aíemanta;  en  América  con  Cor- 
tés y  Pizarro;  en  África,  oon  la  conquista^  de  Túnez,  y  has* 
ta  en  la  Oceanía  con*  las  victorias  alcanzadas  por  nuestras^ 
armas  en  los  mares  de  Filipinas;  pero  luego  todos  esos- 
triunfos  tuvieron  su  reverso  y  llovieron  de  todos  lados 
.  grandes  desdichas,  tanto  más  sensibles,  cuanto  que  las 
glorias  nada  se  aprovecharon,  ni  diei'on  de  positivo  y  eran 
al  ñn  y  al  cabo  en  si  mismas  desastrosas; 

El  fanatismo  y  la  intransigencia  religiosa  llevados  al 
extremo  por  Felipe  II,  que  son  otro  de  los  caracteres  de 
aquella  dominación,  agravan  los  conflictos  exteriores  y 
ocasionan  en  el  interior  una  opresión  violentísima.  Y  como 
una  política  de  tales  condiciones  no  podía  menos  de  ser 
personalísima  y  despótica,  la  autoridad  de  las  Cortes,  la 
de  los  fueros  locales,  las  instituciones  todas  y  las  liberta- 
des públicas  sucumbieron  bajo  el  peso  de  aquella  gigan- 
tesca monarquía,  y  tan  pronto  como  menguaron  las  dotes 
de  los  príncipes,  cuyo  absolutismo  era  lo  único  que  que- 
daba en  el  Estado,  y  faltó  el  genio  de  Carlos  I  y  de  su  hijo 
Felipe  II,  y  cesó  el  ruido  de  sus  victorias,  que  encubrían 
tantos  males,  vino  en  seguida  la  decadencia,  que  muy  lue- 
go se  convirtió  en  desquiciamiento.  Felipe  III  se  entregó  á 
la  devoción,  Felipe  IV  se  dedicó  á  hacer  comedias,  y  Car- 
los II  se  dio  al  diablo;  el  uno,  inepto  y  descuidado,  aban- 
donó  el  gobierno  al  torpe  duque  de  Lerma,  y  hasta  le  ce- 
dió la  firma;  el  otro,  licencioso  y  egoísta,  se  confió  al  des- 
atentado conde-duque  de  Olivares,  y  el  último,  aunque: 
tuvo  culpa  menor,  porque  era  imbécil,  rodeado  tamtnéa 
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itos  y  de  intrigas,  estuvo  á  punto  de  acabar  con - 
misma  nacionalidad. 

randes  cualidades  de  los  dos  primeros  monarcas 
3S  resultaron  fatales  á. España  por  la  mala  aplica- 
>  recibieron,  y  las  desdichadas  condiciones  perso- . 
los  tres  últimos  reyes  de  esta  casa,  herederos  de 
tica  funesta,  consumaron  nuestra  ruina. 
.  conducta  económica,  sin  embargo,  apenas  hay 
para  hacer  distinción  alguna  entre  los  gobernantes 
periodo.  Todos  ellos  abusaron,  como  á  porfía,  de 
mentación  de  la  industria  y  de  Jas  prohibiciones 
lies,  y  aplicaron  con  una  energía  y  una  constan- 
isables  las  máximas  destructoras  del  llamado  sis- 
rcantil  y  del  que  fué  su  inmediato  efecto,  el  siste- 
lial.  A  la  vez  queja  emigración  á  América  y  la 
lontinuada  despoblaban  nuestro  suelo  ',  la  amor- 
civil  y  eclesiástica,  fomentada  con  grandes  pro- 
s,  acaparaba  la  propiedad,  dejando  yermas  las  tie- 
i  la  agricultura  exánime;  el  estancamiento  de  los 
preciosos,  cuya  extracción  se  impedía  á  todo  tran- 
i  imposible  la  industria  con  la  elevación  que  pro- 
i  los  jornales  y  en  el  coste  de  las  materias  prime- 
comercio,  falto  de  seguridad  y  de  alimento,  per- 
en  los  mares  y  agobiado  por  trabas  de  todo  géne- 
mbia  bajo  el  rigor  de  tales  contrariedades.  Menos- 
I  el  trabajo  económico  y  viviendo  en  la  ociosidad 
cada  día  más  numerosa  de  los  hidalgos,  aplicado 
trucción  un  esfuerzo  inmenso,  repartida  la  exigua 
m  viril  entre  los  campamentos  y  los  claustros,  víc- 
estado  llano  de  vejaciones  sin  cuento,  y  abruma- 
clases  laboriosas  con  carga  insoportable  de  im- 
y  de  gabelas,  la  miseria  era  inevitable,  y  sólo  es 


lespoblacidn  y  la  falta  de  gente,  dec(a  á  Felipe  III  el  Con- 
astilla,  es  la  mayor  que  se  ha  visto  ni  oído  en  estos  reinos 
t  los  progenitores  de  V>  M.  comenzaron  á  reinar  en  ellos, 
7talmeHÍe  le  va  acatando  y  arruinando  uta  corona. 
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de.  extrañar  que  no  fuesen  mayores  sus  estragos.  No  po-* 
demos  detenernos  para  aducir  los  muchos  testimonios  que 
comprueban  que  tal  era  el  estado  de  las  cosas  en  la  época 
de  que  hablamos,  y  no  es,  por  otra  parte,  preciso  ese  tra- 
bajo cuando  se  trata  de  hechos  tan  notorios.  No  tenemos 
tampoco  espacio  suficiente  para  enumerar  las  medidas  de 
gobierno  que,  como  las  disposiciones  arancelarias,  los  cam- 
bios hechos  en  el  valor  de  la  moneda,  la  repetición  de  las  ta- 
sas y  délas  leyes  suntuarias,  etc.,  contribuyeron  al  par  de 
las  influencias  políticas  y  de  un  modo  más  directo  á  la  per- 
dición de  la  riqueza;  pero  hay  entre  ellas  una,  la  expulsión 
de  los  moriscos,  á  la  que  hemos  de  otorgar,  con  algunas 
palabras,  la  excepción  que  pide  su  importancia.  Todo  in- 
duce á  creer  que  los  moriscos,  sin  dar  motivo  bastante 
para  la  orden  terrible  que  se  fulminó  contra  ellos,  siguie- 
ron una  conducta  que  ofreció  á  sus  enemigos  los  pretex- 
tos que  necesitaban  para  destruirlos;  desde  el  punto  de 
vista  religioso,  porque  su  conversión  no  fué  sincera,  y  en 
el  terreno  político,  por  sus  conspiraciones  y  amenazas  á  la 
seguridad  del  Estado.  Y  se  comprende  bien  que  aquellos 
infelices  detestaran  una  religión  que  se  les  impuso  á  viva 
fuerza  y  que  sujetos,  como  estaban,  á  continuas  humilla- 
ciones y  maltrato,  se  conservaran  en  ellos  el  odio  de  la 
raza  y  la  desesperación  del  vencimiento;  pero  siempre  será 
mengua  del  gobierno  de  Felipe  III  el  no  haber  hallado  otra 
solución  que  la  de  aquellas  horribles  expulsiones,  y  habrá 
que  censurar  duramente  la  forma  en  que  se  llevaron  á 
cabo,  así  como  reconocer  que  tal  medida,  privando  á  Es- 
paña de  la  flor  de  nuestros  labradores  y  artesanos  *,  fué  el 
golpe  de  gracia  dado  á  la  ya  decadente  y  mísera  fortuna 
pública. 

Ocurre  al  llegar  aquí  una  reflexión  naturalísima,  y  sen- 
timos la  necesidad  de  preguntarnos  cómo  pudo  subsistir 
económicamente  el  Estado  en  una  época  en  que  hubieron 
de  ser  tan  colosales  los  dispendios,  cuando  era  al  mismo 


^    QxÁmXíUO.'- Historia  de  la  Economía  política^  tomo  II,  pág.  *iU 
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)  tan  precaria,  la  situación  de  la  riqueza.  Nuastra. 
ntánea  prosperidad,  fruto  de  los  gérmenes  que  seiitf 
I  los  Reyes  Católicos,  comienza  á  extinguirse  á  nie> 
i  del  siglo  XVI,  y  coincide,  por  lo  tanto,  con  el  apo- 
!  la  monarquía  austriaca;  pero  en  el  siglo  XVIi  la 
sncia  toma  cada  día  mayores  proporciones,  á  medida 
amenté  que  las  necesidades  del  erario  aumentan, 
e  si  las  victorias  militares  cuestan  caras,  mucho  más 
B  serio  las  derrotas;  ¿Cómo,  pues,  logró  evitarse  una 
luiebraf  ¿Cómo  no  sobrevino  un  desastre  que  acaba- 
I  esta  sociedad  española? 

scindtendo  de  que  poco  faltó  para  que  sucediese  esto 
>,  y  prescindiendo  también  de  que  se  llegó  á  la  ban- 
a,  es  de  advertir  que  la  escasez  de  recursos  fué  el 
r  obstáculo  que  hallaron  los  ambiciosos  proyectos 
ríos  I  y  Felipe  II,  quienes  tuvieron  que  emplear  bue- 
rte  de  su  actividad  y  su  carácter  para  allegar  ele- 
)s  que  siempre  resultaban  insuñcíentes,  y  más  tarde 
igusttas  económicas  obraron  como  una  de  las  princi- 
causas  para  la  ruina  de  la  monarquía.  De  suerte  que 
la  contradicción  entre  los  fines  y  los  medios  y  el  con- 

gravísimo  de  la  hacienda  se  manifiestan  sin  inte- 
ón  y  se  revelan  de  continuo  en  este  período  de  nues- 
storia.  Pero  lo  que  mejor  puede  explicamos  cómo  se 
on  todas  las  dificultades,  aun  dentro  de  la  medida 
e  se  logró  vencerlas,  es  la  índole  de  loS  gastos  pú- 

y  la  manera  con  que  fueron  entonces  atendidos, 
las  principales  cargas  del  Tesoro  el  sostenimiento  de 
a  real,  las  empresas  militares  y  el  pago  de  las  deudas 
stado;  los  servicios  civiles,  si  se  exceptúa  la  adminis- 
n  de  justicia,  descuidada  enteramente,  no  entraban 
lada  ó  significaban  muy  poco  en  aquel  extraño  sis- 
de  gobierno.  La  casa  de  los  reyes,  ordenada  y  mo 
en  tiempo  de  los  Católicos,  cambió  de  aspecto  con 
astia  austriaca,  que  montó  la  corte  al  estilo  de  Bor- 

con  ostentosa  magnificencia,  introduciendo  una  eti- 

CQstosísima  y  rodeándose  de  multitud  de  palaciegos 
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y  servidores  de  todos  rangos  ^.  Los  procuradores  pedian 
en  las  Cortes  que  la  real  casa  volviera  á  los  antiguos  usos 
de  Castilla  y  que  los  monarcas  disminuyeran,  sus  gastos 
personales,  mas  lejos  de  ser  así,  aumentaron  los  despilfa  - 
rros  de  la  corte,  que  parecía  querer  aturdirse  con  su  brillo 
y  ocultar  la  miseria  de  los  pueblos,  especialmente  en  los 
días  de  aquellos  tres  últimos  principes,  que  pasaron  la  vida 
entre  procesiones  y  cacerías,  comedias  y  autos  de  fe,  todo* 
eHo  suntuoso  y  hecho  con  la  mayor  esplendidez.  Esta 
partida  de  los  gastos  fué  por  lo  tanto  muy  considerablcu 
Grandes  fueron  también  los  necesarios  para  sostener  los 
numerosos  ejércitos  y  flotas  que  á  nombre  de  España  pe- 
leaban en  todas  partes;  sólo  para  Flandes  y  desde  1598  ¿ 
1609  se  mandaron  desde  aquí,  ó  se  pagaron  por  letras  que 
de  allí  venían,  37.488.565  ducados;  costando,  además,  los 
intereses,  giros  y  demás  de  tales  operaciones  otros  4  mi* 
llones  de  escudos  ^,  y  según  un  presupuesto  de  Felipe  IV^ 
para  la  defensa  de  la  monarquía,  que  ha  sidOy  dice,  gran 
providencia  de  Dios  el  haberse  mantenido  tanto  ^  se  gastaron 
desde  1648  hasta  1660,. contando  los  intereses,  conduccio- 
nes y  aldealas  consumidas  en  esta  provisión j  164.914.000 
ducados  de  vellón  ®.  Estos  datos  prueban,  sin  embargo, 
que  aun  siendo  enormes  los  gastos  militares  de  aquel  tiem- 
po, no  lo  eran  tanto  como  podía  presumirse,  dada  la  mag- 
nitud de  las  empresas  en  que  se  invirtieron;  los  tercios  es- 
pañoles y  las  tropas  extranjeras  que  con  ellos  alternaban 
se  componían  de  gentes  allegadizas  y  de  pocas  exigencias, 
y  el  coste  del  material  de  guerra  que  entonces  se  emplea- 


>  Carlos  I  elevó  á  150.000  maravedises  diarios  el  gasto  en  la 
casa  real,  que  en  tiempo  de  los  Católicos  era  sólo  de  12  á  15.000 
maravedises. 

'     CoUccián  de  documentos  inéditos^  tomo  XXXVI,  pág.  509. 

3    Véase  en  el  número  del  periódico  La  Ilustración  Española  y 
Americana,  correspondiente  al  15  de  Junio  de  18741  un  articulo  del 
Sr.  Fernández  y  González  (D.  Modesto),  que  da  noticia  de  ese  pre- 
supuesto, encontrado  por  el  autor  entre  los  manuscritos  de  la  Bi 
blioteca  Nacional. 
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ba,  en  el  ejército  lo  mismo  que  en  la  armada,  era  infinita- 
mente menor  que  el  que  tiene  en  nuestros  días  ^.  Por  últi- 
mp,  las  obligaciones  que  nacían  del  crédito,  si  bien  cuan: 
tiosas  y  usurarias  de  ordinario,  afectaban  más  á  los  recur- 
sos que  á  los  gastos,  porque  se  contraían  vendiendo  ó  em*. 
penando  las  rentas  ordinarias  y  tomaban  la  forma  de  una 
tnínoración  en  los  ingresos.  Ahora  bien,  ¿es  que  acaso  to- 
llas estas  atenciones  quedaban  inmediatamente  satisfechas? 
Los  monarcas,  enmedio  de  su  fausto  esplendoroso,  halla- 
ban muy  á  menudo  dificultades  increíbles  para  cubrir  sus 
necesidades  personales;  los  soldados  que  vencieron  en  Pa- 
vía y  San  Quintín  peleaban  hambrientos  y  casi  desnudos, 
vivían  sobre  el  país  en  que  se  hallaban,  lo  mismo  cuando 
^ra  enemigo  que  siendo  aliado  ó  propio,  y  se  amotinaban 
de  continuo  en  demanda  de  sus  pagas:  las  escuadras  para- 
lizaban sus  operacione$  muchas  veces  por  falta  del  abas- 
tecimiento necesario,  y  en  cuanto  á  los  acreedores  del  Es- 
tado, clamaban  sin  cesar,  y  por  lo  común  estérilmente,  para 
que  se  reconociesen  sus  créditos  y  se  les  diera  por  lo  me- 
nos algo  á  cuenta  de  ellos.  Hé  aquí  cómo  los  gastos  pú- 
blicos en  tiempo  de  la  dinastía  austríaca  fueron  en  reali- 
dad mucho  menores  de  lo  que  parecen,  y  cómo  se  los  re- 
ducía considerablemente  para  el  Tesoro,  con  el  sistema  de 
no  pagarlos. 

Concíbese,  no  obstante,  que  el  recurso  de  no  pagar,  tan 
empleado  entonces,  no  podía  venir  sino  después  de  agota- 
dos todos  los  medios  legítimos,  y  aun  muchos  otros  que 
no  lo  eran,  de  alimentar  el  erario. 

La  antigua  contribución  directa  de  los  servicios  ordina- 
rios y  extraordinarios  siguió  exigiéndose  muy  á  menudo  y 
por  grandes  cantidades;  las  Cortes  de  Valladolid  de  15 18 
concedieron  á  Carlos  I  uno  de  200  millones  de  maravedi- 
ses, que  fué  el  mayor  de  los  hasta  entonces  otorgados  en 


*  El  mantenimiento  de  una  galera  6  buque  armido  importaba 
anualmente  no  más  que  de  6  á  10.000  ducados. —Llórente. — La  pri* 
mera  crisis  de  Hacienda  en  tiempo  de  Felipe  11,  artículo  en  la  Re^ 
vista  de  España,  tomo  I,  pág.  317. 
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Castilla;  las  de  Aragón  consintieron  otro  de  200.000  duca- 
dos, y  tanto  en  aquel  reinado  como  en  los  sucesivos,  se- 
pidieron  continuamente;  pero  como  ni  este  ni  otros  muchos- 
arbitrios  de  que  luego  nos  ocuparemos  bastaban  para 
aquellas  perennes  urgencias,  se  dio  lugar  al  establecimien- 
to de  los  servicios  ó  contribución  de  millones.  Comenzó  á  co- 
brarse el  nuevo  impuesto  el  año  1590,  á  virtud  de  la  con- 
-  cesión  de  8.000.000  de  ducados,  hecha  á  Felipe  II  en  las 
Cortes  de  1588,  y  se  llamó  de  ese  modo,  poí-que  los  servi- 
cios que  le  producían  se  contaban  por  millones  de  ducados 
y  no  por  maravedises,  como  los  otros  servicios  y  pedidos. 
La  diferencia  entre  unos  y  otros,  sin  embargo,  no  estaba 
sólo  en  el  nombre;  pues  así -como  los  primitivos  se  recau- 
daban de  un  modo  directo,  éstos  se  hacían  efectivos  por 
medio  de  las  sisas  y  derechos  de  consumo.  Al  principio  se 
gravaron  la  carne,  el  vino,  el  aceite  y  el  vinagre;  pero  lue- 
go, creciendo  el  importe  de  los  servicios,  fué  extendiéndose 
la  imposición  á  un  gran  número  de  artículos,  ya  en  la  for- 
ma de  estanco,  ya  por  medio  de  la  sisa.  El  azúcar,  el  ja- 
bón, el  aguardiente  y  los  licores,  las  velas  de  sebo,  la  ba- 
rrilla y  la  sosa,  el  rríercurio,  la  pimienta,  el  chocolate,  el 
papel,  las  pasas,  etc.,  cayeron  sucesivamente  bajo  los  de- 
rechos de  millones.  La  pólvora,  el  plomo,  el  azufre,  la  al- 

•  magra,  el  bermellón,  el  lacre  y  los  naipes  formaban  un 

•  ramo  especial  qee  se  denominó  de  las  siete  rentillas  por  la 
insignifícante  de  sus  rendimientos.  Igual  aplicación  se  dio 
á  la  renta  del  papel  sellado^  creada  por  Felipe  IV  en  1 636, 
con  la  excusa  de  favorecer  la  autenticidad  de  los  contratos 
y  actuaciones,  y  al  estanco  del  tabcu:o^  que,  establecido  en 
esa  misma  fecha,  se  incorporó  á  los  millones  desde  1638. 
Al  mismo  género  pertenecían  q\  fiel  medidor,  derecho  de 
cuatro  .maravedises  en  arroba  de  vino,  vinagre  y  aceite 

.  que  se  aforara  ó  ciansumiera;  el  quinto  y  millón  de  la  nieve  ^ 
que  consistía  en  dos  maravedises  sobre  cada  libra  y  ade- 
más una  quinta  parte  del  valor  de  ese  artículo,  y  otras  mu- 
chas exacciones  que  sería  enojoso  referir,  cuando  no  tiene 
interés  el  recordarlas. 
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La  a&aía&í  se  etevó  también  descfe  to  ét  14  pm  imo 

para  atender  al  pago  de  millones,  y  este  recargo  se  llamó 
cientos,  y  otras  veces  de  los  cuatro  «ik?^,. porque  el  aumen- 
to se  hizo  de  l  por  100  en  1639,  de  otro  i  en  1642  y  de 
otros  2  en  1656  y  1663  respectivamente.  Téngase  en 
cuenta  que,  además  de  la  generalidad  con  que  gravaban 
sobre  la  circulación  los  millones,  alcabalas  y  cientos,  había 
algunos  artículos  que  eran  materia  de  imposiciones  ó*  ren- 
tas especiales,  como  hemos  visto  que  sucedía  con  el  vino 
y  la  nieve,  y  ocurría  también  con  la  sal,  la  barrilla,  etc.,  y 
se  comprenderá  que  con  tal  cúmulo  de  monopolios,  trabas 
y  derechos,  se  hacían  imposibles  la  producción,  el  tranco 
y  la  riqueza,  y  quedará  explicada  la  espantosa  ruina  en 
que  nos  vimos  envueltos  al  concluir  el  siglo  XVII. 

Las  rentas  del  subsidio  y  del  excusado  son  un  recurso  de 
mucha  importancia  en  este  período.  Los  reyes  austríacos 
Acudieron  con  frecuencia  á  solicitar  el  auxilio  de  los  bie- 
nes de  la  Iglesia,  y  así  Carlos  I  obtuvo  una  décima  de  las 
rentas  eclesiásticas  en  los  primeros  años  de  su  gobierno, 
y  luego,  en  1 529,  una  bula  que  le  concedía  la  verdeciera 
cuarta  peofte  de  todos 'los  frutos  y  rentas  eclesiásticas  deste 
presente  oMo  í  del  aüío  vsnidero  de  1530  \  mas  sin  perjuicio 
de  otras  concesi<»ne6  semejantes,  en  tiempo  de  Felipe  II 
se  introdujo  por  gracia  de  Pío  IV,  el  año  1561,  el  suisiáio 
de  galeras jQoxvss^yA  en  420.000  ducados,  que  anualmen- 
te se  tomaban  de  las  rentas  del  estado  eclesiástico,  para 
sostener  en  ^el  'Mediterráneo  sesenta  galeras  armadas  con- 
tra los  moros  y  los  turcos,  y  fué  prorrogándose  hasta  que 
Benedicto  XfV  leihizo  perpetuo  en  1737.  El  esxusado  era 
\%  cesión  á  la  corana,  hecha  por  Pío  V  en  1 567.,  del  dáci- 
vfío  cofrrespoFndiente  á  la  mayor  casa  dezmera  después  de 
las  do6  mayores  de  cada  parroquia,  que  hallando  diñcul- 
tades,  noltegó  á  practicarse  y  se  convirtió,  por  otro  breve 
4e  iS7'l>  en  la  gracia  de  todos  los  déoímos  de  kt  primera 


^    Cartas  de  la  emperatriz  al  arzobispo  de  Toledo.-  Documentos 
snéditoSf  tomo  I,  pág.  141. 
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6  mayor  casa  de  cada  parroquia,  perpetuándose  tanú^ién 
m  el  siglo  XVIII. 

La,  renta  de  población  nació  cuando,  expulsados  los  mo- 
riscos, vinieron  á  ocupar  los  lugares  y  tierras  vacaHMrwr 
el  teino  de  Granada  familias  de  otras  comaxcM.  Los  ceñ« 
sos  que  pagaban  estos  colonos  por  las  easás  y  la  décima 
parte  de  los  frutos  de  las  heredades  que  se  les  habían  ce* 
dido,  los  censos  sueltos  sotare  las  Ancas  de  igual  proceden- 
cia que  se  vendiera*!  en  esa  forma,  el  arrendamiento  de  las 
fincas  no  venfidás  y  el  derecho  de  la  farda  ó  guarda  de  la 
costa,  que  se  pagaba  en  el  reino  de  Granada,  constituían 
la  renta  de  población. 

Las  lanzas  y  medias  annd  tas  son  recursos  creados  en  163 1 
por  Felipe  IV;  el  derecho  de  lanzas  se  exigió  á  los  nobles, 
que  antes  de  la  creación  de  los  ejércitos  permanentes  ve- 
nían obligados  á  mantener  un  cierto  número  xle  soldados; 
los  duques  pagaban  7.000  reales  anuales,  y  los  marqueses 
ó  condes  3.600;  la  media  annata  consistía  en  la  aplicación 
al  Tesoro  de  la  mitad  de  la  renta  ó  sueldo  con  que  estaban 
dotados  los  empleos  y  mercedes  que  concedía  el  rey,  el 
primer  año  de  su  goce,  y  en  una  cantidad  alzada  que  se 
cobraba  por  la  creación  ó  sucesión  de  títulos  nobiliarios. 

El  quince  al  millar  fué  un  recargo  de  uno  y  medio  por 
denio  sobre  el  importe  de  los  servicios  ordinarios  y  extra- 
ordinarios, que  se  estableció  para  atender  á  los  gastos  de 
8U  administración. 

Omitiremos,  para  no  alargar  más  este  capítulo,  los  por- 
menores concernientes  á  la  regalía  de  aposento,  censo  es- 
tablecido sobre  las  casas  de  Madrid  al  instalarse  aquí  la 
corte;  á  la  legislación  arancelaria,  que  restableció  las  adua- 
nas interiores,  elevó  los  derechos  de  importación  y  expor- 
tación y  dio  grandes  ingresos,  sobre  todo  con  la  llamada 
renta  ó  saca  de  lanas;  á  los  diversos  derechos  cobrados 
sobre  la  minería  en  la  Península,  y  á  la  acuñación  de  la 
moneda;  pasaremos  en  silencio  otra  porción  de  arbitrios 
menos  importantes,  y  diremos  algo  acerca  de  los  recursos 
que  venían  de  América. 
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Hase  discutido  mucho  acerca  de  los  rendimientos  que 
obtuvo  la  dinastía  austríaca  de  las  provincias  de  Indias^ 
que  asi  se  llamaba  entonces  á  nuestras  posesiones  en 
América,  y  no  hay  todavía  los  datos  necesarios  para  deci- 
dir sobre  las  muy  diversas  opiniones,  que  con  este  motivó- 
se sostienen.  Procedían  estos  ingresos  de  dos  distintos  orí- 
genes; el  uno  era  la  renta  de  las  minas  y  el  otro  los  so- 
brantes que  sé  obtenían  de  los  tributos  establecidos  en 
aquellos  países,  después  de  cubrir  los  gastos  de  su  admi- 
nistración y  gobierno.  Carlos  I  confirmó  la  disposición  de 
los  Reyes  Católicos,  que  en  1S04  redujeron  al  quinto  neto- 
y  sin  descuento  alguno  la  parte  que  correspondía  á  la  co- 
rona de  los  metales  que  se  extrajesen  de  las  minas  ^,  y  es- 
tableció en  favor  de  su  secretario  Cobos  la  facultad  de 
exigir,  durante  su  vida  y  la  de  su  sucesor,  un  maravedí 
por  cada  marco  de  oro  y  plata  que  se  beneficiara  en  el 
Potosí.  Extinguido  el  privilegio  de  Cobos,  no  sólo  se  man- 
tuvo su  exacción  en  provecho  de  la  hacienda,  sino  que  se 
extendió  á  las  minas  de  Méjico  y  del  Perú.  Llamóse  por 
esto  derecho  de  quintos  y  Cobos  al  impuesto  sobre  las  mi- 
nas de  América,  á  pesar  de  que  numerosas  reformas  alte- 
raron sus  tipos,  disminuyéndole  á  medida  que  las  explota- 
ciones eran  menos  abundantes.  La  contribución  de  adua- 
nas es  la  primera  que  se  lleva  á  América;  poco  después  se 
extiende  á  ella  la  alcabala  y  luego  las  rentas  del  tabaco,  la 
pólvora,  los  naipes  y  otros  derechos  de  consumo,  que  con 
los  tributos  sobre  los  indios  forman  la  base  de  aquella  ha- 
cienda. Ahora  bien,  aunque  un  documento  oficial  deltiem- 
po  de  Felipe  II  dice  que  lo  que  podían  rentar  y  rentaban  en- 
tonces á  S.  M.  todas  las  Indias  ^  en  un  año  eran  1. 203.233 
ducados  de  á  375  maravedises,  nosotros,  después  de  com- 
putar muchos  datos  contradictorios,  juzgamos  que  no- 
se  cometerá  exageración  calculando  en  2.000.000  de   du- 


*    Gallardo .  —  Origen  de  las  rentas^  tomo  VI,  pág.  8. 
■    Véase  la:  Historia  de  España,  por  Lafuente,  parte  tercera,  li- 
bro II,  cap.  n. 
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cados,  por  término  medio  anual,  los  caudales  que  durante 
este  período  vinieron  para  las  arcas  reales  dé  las  provin- 
cias de  América  *. 

Además  de  los  ingresos  antes  enumerados,  que  casi  en 
totalidad  se  sacaban  de  Castilla  y  se  denominaban  por  eso 
rtntas  provinciales^  los  monarcas  austríacos  disponían  de 
los  servicios  y  subsidios  que  les  otorgaban  Aragón,  las 
Provincias  Vascongajjas  y  Navarra  y  de  las  cantidades 
mucho  más  considerables  que  rindieron  Flandes,  Italia  y 
Portugal,  con  las  vicisitudes  consiguientes  á  las  guerras 
y  sublevaciones  odurridas  en  estos  países» 

Pero  nada  bastaba  para  acallar  la^  exigencias  del  ñsco, 
y  de  aquí  el  número  y  la  condición  de  los  recursos  extra- 
ordinarios de  que  llegó  á  echarse  mano.  Realizáronse  de 
continuo  operaciones  de  crédito^  si  es  que  puede  darse  este 
nombre  á  la  emisión  incesante  de  los  juros  y  á  los  ruino- 
sos anticipos,  contratados  con  negociantes  genoveses  y 
españoles,  por  medio  de  situados  y  empeños  sobre  las  ren- 
tas. Llamóse  con  verdadero  sarcasmo  donativos  á  los  em- 
préstitos  forzosos  y  á  las  exigencias  de  dinero  que,  sin  con- 
sideración ni  templanza  alguna,  se  tenían  con  los  ricos  y 
prelados,  y  no  sólo  se  solicitó  frecuentemente  la  generosi  • 
dad  de  las  ciudades  y  particulares,  sino  que  hasta  se  pidió 
limosna  para  el  rey  en  tiempo  de  Felipe  III,  yendo  de  casa 
en  casa  sus  mayordomos  y  gentiles  hombres,  acompañar 
dos  de  un  párroco  y  un  religioso,  para  recoger  lo  que 
quisieran  dar  los  vecinos  de  Madrid.  Luego  que  se  ven- 
dieron las  rentas  y  derechos  de  la  corona,  pusiéronse  en 
almoneda  las  hidalguías,  que  podían  adquirir  personas  de 


*  Solamente  las  minas  del  famoso  cerro  del  Potosí  rindieron  al 
Tesoro  desde  1556  á  1783  pesos  151 .722.647,  y  estos  productos  se 
obtuvieron  á  razón  de  i.ooo.ooo  de  pesos  por  término  medio  anual 
durante  los  siglos  XVI  y  XVÍI,  porque  en  los  años  computados  del 
siglo  XVIII,  el  ingreso  no  llegó  á  la  tercera  parte.  Aunque  no  se_ 
advierte  el  valor  del  peso,  es  de  creer  que  fuera  de  los  450  mara- 
vedises.— Relación  inserta  en  la  Coleccidn  dt  documentoz  inéditas^ 
tomo  V,  pág.  170. 
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todas  *clases  «sin  excepción,  ni  defecto  de  linajes,  ni  otras 
máculas»  ^,  las  jurisdicciones  y  oñcios  públicos,  iasvillas, 
los  lugares  y,  por  último,  los  vasallos,  que  pasaban  al 
señorío  de  los  acreedores  y  asentistas.  Se  rebajaron  los 
sueldos,  las  pensiones  y  los  intereses.de  la  deuda;  se  au- 
mentó el  valor  de  las  monedas  de  cobre,  y  no  hubo,  en 
suma,  expediente,  por  destructor  é  inmoral  que  fuese,  como 
el  de  la  legitimación  por  dinero  de  Ips  hijos  de  los  clérigos, 
que  no  se  pusiera  én  planta,  si  se  esperaba  de  él  algún 
socorro.  Mas  de  igual  suerte  que  las  remesas  de  América 
constituían  uno  de  los  más  pingües   ingresos  normales, 
se  halló  en  ellas  un  cómodo  y  productivo  arbitrio  extraor- 
dinario, mediante  la  incautación  por  la  hacienda  de  los 
caudales  que  venían  de  las  Indias  con  destino  á  los  parti- 
culares: todo  cuanto  llegaba  en  las  flotas  debía  deposi- 
tarse en  la  casa  de  contratación  de  Sevilla,  y  los  agentes 
del  físco  se  apoderaban  tranquilamente  de  aquellos  tesoros 
y  reconocían  á  sus  dueños  el  derecho  á  recibir  unos  juros 
que  no  habían  de  pagarse  nunca;  los  particulares  y  co- 
merciantes despojados  ponían  el  grito  en  el  cielo,  las  Cor- 
tes se  quejaban  al  rey,  éste  se  excusaba  con  sus  grandes 
urgencias  y  prometía  no  volver  á  hacerlo,  pero  luego  caía 
otra  vez  en  la  tentación,  y  el  atropello  se  reproducía  con 
increíble  regularidad.  Maravilla,  en  efecto,  tanto  como  la 
índole  de  esos  medios,  el  que  su  aplicación  se  tuviera  por 
cosa  corriente  y  lícita. 

Y  todo  ello  ¿para  qué?  Los  monarcas  austriacos,  á  pesar 
de  los  recursos  de  que  disponían  y  de  los  censurables 
extremos  á  que  se  entregaban,  no  lograron  nunca  cubrir 
sus  atenciones;  Canga-Arguelles  calcula  en  62  millones 
de  reales  el  déficit  medio  anual  en  tiempos  de  Carlos  I, 
en  75  millones  el  correspondiente  á  los  reinados  de  Feli- 
pe II,  Felipe  III  y  Felipe  IV,  y  en  cuanto  á  Carlos  II,  cons- 


^    Asi  decía  el  Consejo  de  Hacienda,  que  propuso  á  Felipe  II  esta 
medida. 
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fa  que  en  1690  el  descubierto  era  de  más  de  70  millones  *. 
El  emperador  vivió  siempre,  como  dijo  en  las  Cortes  de 
Monzón  de  1537,  «envuelto  en  cambios  y  asientos,  de  los 
que  corrían  grandes  intereses  >.  Felipe  II  no  veía  un  día 
con  qué  había  de  vivir  el  otro,  y  tan  agobiado  se  halló, 
que  suspendió  los  pagos  del  Tesoro,  y  á  la  postre  se  re- 
dujeron los  intereses  de  la  deuda  en  el  58  por  100  *"*.  Feli- 
pe ni  encontró  el  erario  empeñado  en  más  de  140  millo- 
nes de  ducados  sólo  de  las  deudas  de  su  padre,  y  se  que- 
jaba á  las  Cortes  de  no  poder  sustentar  su  persona  y 
dignidad  y  de  no  haber  heredado  sino  el  nombre  y  las 
cargas  de  rey.  Felipe  IV  se  lamentaba  de  tener  que  buscar 
dinero,  con  decaimiento  de  la  majestad^  y  Carlos  II  coronó 
esta  serie  de  desdichas  «haciendo  concurso  de  acreedores 
»y  poniendo  en  bancarrota  la  corona,  el  cual  se  formalizó 
•como  pudiera  formalizarse  el  de  un  particular,  tomán- 
»dose  la  vergonzosa  providencia  de  apartar  ocho  millones, 
>que  llamaron  de  la  causa  pública,  para  la  precisa  manu- 
>tención  del  rey  y  el  Estado,  dejando  lo  demás  para  los 
«acreedores»  ^. 

El  estado  en  que  tuvo  la  hacienda  la  dinastía  austríaca 
era  incompatible  con  toda  organización  sistemática. 


•  Diccionario^  tomo  I,  pág.  314.— En  el  año  de  1557  importaba 
el  déficit  más  de  173  millones  de  maravedises,  según  relación  oficial 
que  inserta  Lafuente  en  la  parte  tercera,  libro  II,  cap.  IL— Otro 
presupuesto  encontrado  en  el  archivo  de  Simancas,  y  que  com- 
prende desde  i.^  de  Noviembre  de  1608  á  fin  de  Octubre  de  1609, 
arroja  un  déficit  de  1.038.9 17  ducados,  y  advierte  que  queda  una 
porción  de  obligaciones  pendientes  y  deudas  no  computadas  entre 
los  gastos  —  Colícción  de  documentos  inéditos^  tomo  XXXVI,  pági« 
na  545  — Eu  el  presupuesto  de  Felipe  IV  para  1660,  á  que  nos  he- 
mos referido  anteriormente,  se  dice  que  «montando  las  rentas 
«casi  19  millones  de  escudos,  está  vendido  de  ellos  11.500.000  efec- 
ctivamente,  sin  contar  lo  empeñado,  con  que  se  conoce  el  estado 
«en  que  se  halla  la  real  hacienda  y  la  necesidad  de  buscar  remedio 
general». 

•  Pedregal. — Estudios  sobre  el  engrandecimiento  y  decadencia  de 
la  casa  de  Austria^  pág.  246. 

•  Campomanes. — Cartas  politico-economicasy  págs.  9  y  105, 
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Continúa  la  desigualdad  ante  el  impuesto;  cada  pro^- 
vincia  tiene  diversa  condición  tributaria,  siendo  Castilla 
la  más  cargada,  y  se  mantiene  la  exención  de  la  nobleza 
y  del  clero,  aunque  éste  contribuye  al  Estado  por  medio 
dé  ios  subsidios  y  y  se  halla  también  sujeto  al  pago  de  /os 
miUones: 

La  autoridad  de  las  Cortes  decae  visiblemente  en  este 
período,  y  aquellos  monarcas  se  propasan  á  establecer  tri- 
butos sin  la  anuencia  del  reino.  Felipe  II  contestaba  sen- 
cillamente á  las  celebradas  en  Córdoba  en  .1570,  quejosas 
como  tantas  otras  de  esa  conducta,  que  no  habían  cesado 
las  obligaciones  y  necesidades  que  le  hicieran  obrar  así,  y 
que  no  podía  excusarse  de  usar  de  aquellos  medios  que  le 
eran  forzosos.  En  cambio  se  extienden  más  las  funciones 
administrativas  confiadas  á  las  Cortes;  porque  además  de 
la  recaudación  de  los  servicios  ordinarios  y  extraordina- 
rios, que  ya  desempeñaban,  tomaron  á  su  cargo  el  enca- 
bezamiento general  de  las  alcabalas  y  tercias,  y  luego  la 
distribución  y  cobro  de  los  servicios  de  millones.  Había, 
pues,  la  Diputación  del  reyno^  compuesta  primero  de  dos, 
y  más  tarde  de  tres  procuradores,  elegidos  por  las  ciuda- 
des de  voto  en  Cortes,  que  entendía  en  la  administración 
de  los  servicios,  y  la  Comisión  de  millones^  formada  con 
otros  cuatro  procuradores,  para  el  régimen  y  cobranza  de 
ese  impuesto.  Aquélla  fué  suprimida  en  1694,  y  ésta  aho- 
ra veremos  cómo  se  trasforma. 

Sobre  la  base  de  las  Contadurías  mayores  creó  Felipe  II 
el  Consejo  de  Hacienda  por  las  ordenanzas  del  Pardo,  fe- 
cha de  1593,  que  le  organizaron  con  cuatro  contadores, 
dos  ministros  del  Consejo  Real,  un  ñscal  y  un  secretario, 
poniendo  á  su  lado  la  Contaduría  mayor  de  Ha^ienda^  un 
Tribunal  de  oidores  y  la  Contaduría  mayor  de  Cuenteas. 
Después  de  muchas  reformas  que  no  alteraron  sustancial- 
mente  esta  planta,  en  1658  la  Comisión  de  millones,  que 
ya  desde  1632  se  componía  no  sólo  de  diputados,  sino 
también  de  funcionarios  nombrados  por  la  Corona,  se 
agregó  al  Consejo  de  Hacienda,  pasando  á  formar  en  él 
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una  Sala  de  millones^  con  lo  cual  se  fusionaron  ya  la  ha« 
cíenda  popular  y  la  del  rey,  con  unidad  y  ventaja  para 
la  administración,  pero  con  tan  grai^e  detrimento  de  la 
significación  de  las  Cortes,  que  de  hecho  quedan  anula- 
das por  el  Consejo  de  Hacienda  desde  el  reinado  de  Feli- 
pe IV.  Esa  misma  tendencia  á  la  centralización  dio  lugar 
al  nombramiento  por  Carlos  11  en  1687  de  un  superinten- 
dente general  de  Hacienday  y  en  1691  al  de  los  superinten- 
dentes de  provincia  en  todas  las  de  Castilla,  y  desde  enton- 
ces el  Consejo  de  Hacienda  empezó  á  reducirse  á  las  fun- 
ciones consultivas,  que  son  las  propias  de  los  cuerpos  co- 
legiados. 

Pero  la  unidad,  no  más  que  relativa,  porque  las  provin-»  ^ 
cias  aforadas  conservaban  sus  organizaciones  especiales, 
alcanzada  en  los  últimos  días  de  la  dominación  de  los 
austríacos,  no  podía  remediar  los  males  consiguientes  á 
la  penuria,  entonces  mayor  que  nunca,  de  la  hacienda  pú- 
blica, ni  impedir  los  funestos  resultados  de  una  adminis- 
tración en  que  eran  tan  diversos  los  orígenes  de  renta, 
tanto  los  ramos  especiales,  y  en  que  se  mezclaban  con  la 
recaudación  directa  los  encabezamientos,  las  sisas,  los  es- 
tancos y  las  depredaciones  de  los  arrendadores,  genove- 
ses,  flamencos  y  alemanes  de  ordinario,  que  se  valían  de 
su  influencia  y  su  dinero  para  saquear  la  nación  impune- 
mente. Algún  escritor  ^  hace  subir  á  6o.cx)o  el  número  de 
las  personas  dedicadas  á  la  cobranza  y  manejo  de  los  tri- 
butos, y  muchos  otros  describen  minuciosamente  las  ini- 
cuas  artes  de  los  recaudadores,  y  lamentan  en  sentidos 
términos  los  atropellos  de  que  era  víctima  el  pobre  contri- 
buyente ^.  Había,  por  otra  parte,  dos  elementos  de  gran- 
des perturbaciones,  que  eran  los  arbitristas  y  las  juntas 
de  medios;  aquéllos  buscaban  de  continuo  trazas  para  me- 
jorar la  situación  del  roino  y  proponían  medios,  ora  desas- 


'    Solorzano.— JSW^/^ma/a  regiO'poUtica . 

*    Véanse  las  citas  y  datos  que  sobre  este  asunto  aduce  Col- 
meiro  en  su  Historia  d^  la  Economía  politica^  tomo  II,  cap.  88. 
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trosos,  ya  ridículos,  y  éstas,  dignos  jueces  de  tales  qui-" 
meras,  tomaban  providencias  absurdas  que  empeoraban 
los  daños. 

Los  arbitristas,  que  tanto  dieron  que  hacer  á  los  gober- 
nantes como  á  los  escritores  satíricos,  pululan  en  los'  si- 
glos XVI  y  XVII,  y  las  juntas  de  medios  funcionan  á  la 
vez,  y  especialmente  en  los  reinados  de  Felipe  IV  y  Car- 
los n.  Es  digna  de  particular  mención  y  puede  dar  idea  de 
las  demás  de  su  clase  la  Junta  niagna,  convocada  por  el 
último  de  esos  reyes,  la  cual,  bajo  la  presidencia  de  S.  M., 
se  componía  de  varios  consejeros  del  de  Hacienda  y  de 
Estado,  del  confesor  del  monarca,  el  cura  de  San  Justo^ 
un  padre  jesuíta  y  el  franciscano  Cornejo,  y  propuso  en 
1693  acuñar  la  plata  de  la  casa  real  y  la  tercera  parte  de 
la  que  tuviesen  los  particulares,  quedándose  el  rey  con  el 
10  por  ICO,  empeñar  las  alhajas  de  la  reina  y  otras  cosas 
semejantes  ^. 

Los  arbitristas  y  las  juntas  de  medios  son  plaga  y  sig- 
no propios  de  una  época  en  la  que,  como  dice  Campoma- 
nes  ^,  «había  un  embolismo  tal  en  la  administración  de  la 
>  hacienda,  que  se  reputaba  un  grande  hombre  el  que  Ue- 
»gaba  á  entender  algo  de  ella». 


Canga- Arguelles. — Diccionario ^  tomo  II,  pág.  19. 
Cartas  político-económicas ^  pág.  82. 


VII 


lia  hacienda  de  los  Borlioiies  hasta 
las  Cortes  de  Cádls. 


.  Así  como  la  dinastía  austríaca  recibió  el  país  en  exce- 
lentes condiciones,  la  casa  de  Borbón  vino  á  reinar  en  Es- 
paña en  circunstancias  bien  críticas,  y  tuvo  la  desgracia 
de  agravarlas  con  la  porfiada  guerra  que  hubo  de  soste- 
ner para  llegar  á  entronizarse,  y  de  la  cual  nos  queda 
triste  muestra  con  la  bandera  inglesa  que  ondea  en  Gi- 
braltar. 

Si  Felipe  V,  aceptando  la  situación  creada  por  el  trata- 
do de  Utrecht,  en  vez  de  alentar  los  planes  ambiciosos  y 
las  intrigas  de  Alberoni  y  de  acometer  empresas  exterio- 
res, hubiera  dedicado  por  completo  su  actividad  y  buenas 
cualidades  á  los  asuntos  de  la  administración  interior, 
nuestra  patria  hubiese  obtenido  considerable  provecho  de 
su  reinado,  y  habríanse  anticipado  para  España  cerca  de 
medio  siglo  los  beneficios  conseguidos  con  la  paz  de 
Aquisgrán  y  el  paternal  Gobierno  de  Fernando  VI;  mas  á 
pesar  de  la  escasa  fortuna  que  en  lo  diplomático  tuvo  el 
primero  de  los  Borbones,  y  no  obstante  la  presión  de  las 
influencias  francesas  y  de  los  intereses  de  familia  que  trajo 
á  nuestra  política  la  nueva  dinastía,  marcóse  ya  desde  el 
fundador  de  ella  el  propósito  de  llevar  á  cabo  la  obra  de 
regeneración  que  hacía  precisa  el  abatimiento  á  que  nos 
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condujeron  los  últimos  austríacos.  Felipe  V  realizo  en  to- 
dos los  órdenes  reformas  importantes;  Fernando  VI,  al 
abrigo  de  la  neutralidad^  que  cuerdamente  proclamara,  fa- 
voreció con  ahinco  la  restauración  que  halló  iniciada;  Car- 
los III,  menos  pacífico,  y  comprometido  además  por  el  áes- 
áich&.áo  pacto  de  familia,  que  ligó  nuestra  suerte  á  la  de 
Francia,  vuelve  á  guerrear  en  el  exterior;  pero  sus  atina- 
das medidas  y  su  celo  por  el  bien  público  elevaron  la  na- 
ción á  un  grado  de  prosperidad  considerable;  y  el  mismo 
Carlos  IV,  aunque  débil  é  incapaz  de  gobernar  por  sí  mis- 
mo, fomenta,  al  principio  de  su  brevísimo  reinado,  los  in- 
tereses morales  y  materiales  del  país,  hasta  que  su  des- 
atentada conducta  en  el  exterior  detiene  los  progresos  in- 
teriores y  le  obliga  á  renunciar  la  corona,  cuando  venía 
sobre  España  la  negra  nube  de  la  invasión  francesa,  en  su 
hijo  Femando  VII,  indigno  ciertamente  de  que  su  nombre 
sirviese  de  bandera  en  la  gloriosa  lucha,  que  dejó  á  salvo 
nuestra  independencia. 

Acúsase  de  absolutistas  á  los  Borbones  de  que  ahora 
hablamos,  y  fuéronlo  sin  duda;  pero  hay  que  tener  pre- 
sente, para  juzgarlos  desde  este  punto  de  vista,  que  ellos 
no  mataron  la  libertad,  sino  que  la  encontraron  muerta 
por  mano  de  los  austríacos;  y  si  Felipe  V  privó  de  sus 
fueros  á  los  aragoneses  y  catalanes,  fué,  más  que  por 
motivos  políticos,  en  castigo  de  una  rebelión  del  todo  in- 
justificada. Además,  ninguno  de  ellos  incurrió  en  el  des- 
potismo, y  antes  bien  usaron  prudentemente  de  su  autori- 
dad ilimitada,  poniéndola  de  ordinario  al  servicio  de  la 
justicia.  Prueba  de  ello  es  el  cuidado  con  que  eligieron  sus 
ministros  y  se  rodearon  de  hombres  eminentes;  pues  si 
Felipe  V  tuvo  en  esto  mejor  intención  que  acierto,  Fernan- 
do VI  y  Carlos  III  deben  la  mayor  parte  de  su  gloria  á  los 
consejos  y  ayuda  de  personas  de  tanto  mérito  como  Car- 
vajal, Ensenada,  Aranda,  Floridablanca,  Campomanes, 
Jovellanos  y  otros  muchos  á  quienes  ensalzaron  sin  con- 
siderar más  que  sus  prendas;  y  hasta  Godoy,  cuya  privan- 
za fué  realmente  escandalosa  y  funesta,  no  era,  sin  em- 
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bargo,  un  ambicioso  vulgar,  y  no  pueden  negársele  en 
justicia  un  regular  talento  y  ciertas  elevadas  miras. 

Visible  es  el  desarrollo  que  nuestra  riqueza  adquiere  e^ 
el  siglo  XVm.  La  agricultura  se  repone  de  anteriores  que- 
brantos, porque  se  quitaron  algunos  de  los  obstáculos  que 
en  la  ley  encontraba  su  progreso,  tales  como  la  policía  de 
los  abastos,  la  tasa  de  los  granos  y  la  prohibición  absoluta 
de  cerrar  las  tierras;  se  moderaron  los  privilegios  de  la 
Mesta  y  los  reglamentos  de  montes  y  plantíos,  y  se  adop- 
taron otras  providjacias  tan  beneficiosas  como  la  creación 
de  pósitos  y  la  de  una  escuela  de  agricultura  en  Aranjuez. 
Fomentáronse  también  los  riegos,  se  construyeron  cami- 
nos y  canales,  se  facilitó  la  enajenación  de  ciertos  bienes 
amortizados  y  el  repartimiento  de  las  tierras  de  propios, 
se  levantaron  las  nuevas  poblaciones  de  Sierra  Morena  y 
se  promovió  el  establecimiento  de  colonias  agrícolas  en 
Salamanca,  Extremadura  y  Mallorca  ^.  La  influencia  de 
esas  medidas  y  la  protección  directa  que  gozó  la  industria 
con  el  ennoblecimiento  del  trabajo  y  las  franquicias  y  ma- 
yor libertad  concedidas  á  sus  aplicaciones,  dieron  notable 
impulso  á  la  fabricación  y  á  las  manufacturas.  Promovióse 
la  venida  de  maestros  y  artífices  extranjeros  que  aleccio- 
naran á  los  nacionales  y  se  mandaron  operarios  españoles 
á  visitar  los  talleres  y  á  estudiar  los  procedimientos  de  las 
artes  que  con  mayor  perfección  se  cultivaban  en  diferentes 
países;  nació  entonces  la  industria  algodonera  de  Catalu- 
ña, creáronse  fábricas  numerosas  é  importantes  por  cuen- 
ta del  Estado,  y  Carlos  III  llegó  á  mostrar  su  predilección 
por  los  intereses  económicos,  tomando  parte  como  accio- 
nista en  empresas  de  esta  clase  ^.  El  comercio  fué  atendido 
con  el  desarrollo  de  la  marina,  la  supresión  de  aduanas 
interiores,  la  libertad  del  tráfico  de  América,  la  reacuña- 
ción de  la  moneda,  el  servicio  de  correos,  el  establecimien- 


1    Colmeiro. — Obra  citada,  tomo  II,  pág.  88. 

*  Este  monarca  se  interesó  por  loo.ooo  reales  en  la  Compañía 
de  comercio  y  fomento  de  fábricas,  erigida  en  Burgos. — Ferrer  del 
Río. — Historia  del  reinado  de  Carlos  IIT,  tomo  II,  pág.  5. 
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to del  Banco  de  San  Carlos  y  otras  muchas  medidas  seme- 
jantes.  . 

Gran  parte  de  esas  innovaciones  y  mejoras  se  debió  á 
la  rectífícación  hecha  en  las  doctrinas  del  antiguo  mercan- 
tilismo y  al  eco  que  hallaron  entre  nosotros  por  el  con- 
ducto de  ilustres  escritores  los  modernos  principios  eco- 
nómicos, así  como  la  cultura  en  éste  y  en  los  demás 
ramos  del  saber  humano  se  logró  merced  á  las  reformas 
practicadas  en  la  enseñanza  pública,  á  la  institución  de 
Academias,  Bibliotecas,  Museos,  Sociedades  de  Amigos 
del  País,  etc.,  y  al  perseverante  anhelo  con  que  se  dedica- 
ron á  promover  un  verdadero  renacimiento  científico,  lite- 
rario y  artístico  los  primeros  monarcas  de  la  casa  de  Bor. 
bón.  Por  donde  una  vez  más  se  manifiesta  la  estrecha 
solidaridad  que  media  entre  los  intereses  morales  y  los 
materiales  de  la  Sociedad. 

Tenemos  ya  los  datos  necesarios  para  formar  el  presu- 
puesto de  gastos  que  corresponde  á  este  período.  Las 
atenciones  militares  ocupan  el  primer  lugar  entre  ellos, 
porque  si  la  guerra  no  es  ahora  continua,  como  antes, 
todavía  es  muy  frecuente,  y  las  empresas  de  Felipe  V  y 
las  luchas  sostenidas  por  Carlos  III  y  Carlos  IV  consu- 
mieron tesoros  enormes.  La  tregua  que  mantuvo  Fernan- 
do VI  fué  de  una  paz  armada,  y  la  organización  del  ejér- 
cito y  de  la  marina,  el  material  y  las  construcciones  mili- 
tares no  fueron  menos  costosos  en  su  reinado  que  en  los 
otros.  El  sostenimiento  de  la  casa  real  fué  también  one- 
rosísimo; Felipe  V,  rodeado  de  numerosa  familia  y  dado 
á  la  ostentación,  elevó  mucho  sus  gastos  é  invirtió  ade- 
más sumas  cuantiosas  en  la  edificación  del  palacio  de 
Madrid  y  en  el  real  sitio  de  la  Granja,  que  hizo  en  imita- 
ción y  competencia  de  Versalles;  Fernando  VI  realizó 
grandes  economías  en  su  casa;  pero  Carlos  III  volvió  á 
aumentar  los  dispendios,  y  Carlos  IV,  siguiendo  igual 
camino,  llegó  á  gastar  más  de  loo  millones  de  reales  cada 
año.  Al  lado  de  estas  obligaciones  figuraban  las  contraí- 
das para  llevar  á  cabo  las  obras  públicas,  carreteras. 
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canales  y  edifícios  del  Estado,  para  la  dotación  de  esta- 
blecimientos científicos,  de  enseñanza,  etc.,  para  subven- 
ciones y  premios  á  la  industria  y  la  creación  de  colonias, 
para  organizar  y  mantener  los  institutos  de  beneficencia, 
para  realizar,  en  fin,  aquellos  amplios  objetos  que  la  Ad- 
ministración se  proponía,  según  hemos  indicado.  Y  ve- 
nían, por  último,  á  ser  pesada  carga  del  Tesoro  las  anti* 
guas  deudas  y  las  que  hubo  necesidad  de  contraer  en  esta 
apoca. 

A  un  aumento  tan  considerable  de  gastos  había  de  co- 
rresponder la  creación  de  arbitrios  nuevos.  El  presupuesto 
de  Carlos  II  no  llegaba  á  200  millones  de  reales.  Felipe  V 
casi  le  duplicó,  y  era  imposible  que  con  tanta  rapidez  cre- 
ciesen los  productos  de  los  impuestos  establecidos,  por 
muy  grande  que  fuera  el  desarrollo  de  la  general  riqueza. 
Por  eso  este  monarca,  además  de  acudir  á  numerosos 
recursos  de  carácter  extraordinario  que  luego  menciona- 
remos, fundó  otros  de  condición  normal  y  permanente. 
Los  de  mayor  importancia  fueron  las  contribuciones  exi- 
gidas á  las  provincias  aforadas  de  Aragón,  Cataluña,  Va- 
lencia y  Mallorca,  con  los  nombres  de  real  única  contri- 
buciány  catastro,  equivalente  y  taUa  respectivamente.  La 
abolición  de  los  fueros  que  gozaban  esas  provincias  per- 
mitió á  Felipe  V  someterlas  á  un  régimen  tributario  que 
aproximase  su  condición  bajo  este  aspecto  á  la  que  tenía 
Castilla;  pesaban  sobre  ésta  únicamente  ó  en  mayores 
proporciones  las  alcabalas,  cientos,  millones  y  todos  aque- 
llos impuestos  indirectos  de  la  dinastía  austríaca,  que  se 
llamaron  por  esto  mismo,  como  ya  sabemos,  rentas  pro- 
vinciales^ y  ahora — 17 16 — se  establecieron  en  el  antiguo 
reino  de  Aragón  los  indicados  gravámenes,  que,  á  pesar 
de  llevar  nombres  diversos,  eran  en  el  fondo  iguales  y 
consistían  en  el  pago  de  una  suma  fija,  que  las  provincias 
repartían  entre  sus  vecinos  proporcionalmente  á  la  renta 
que  por  cualquier  concepto  obtenía  cada  uno.  Todavía» 
después  de  esta  reforma,  quedaron  beneficiadas  las  pro- 
vincias exentas  con  relación  á  Castilla;  en  primer  lugar, 
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porque  se  vieron  libres  de  las  mil  vejaciones  á  que  daban 
lugar  las  rentas  provinciales,  y  además,  porque  éstas  se 
recargaron  muy  á  menudo  y  no  se  hicieron,  sin  embargo, 
aumentos  proporcionales  en  los  cupos  de  las  imposicio- 
nes equivalentes. 

Nacen  también  en  este  reinado  las  contribuciones  de- 
nominadas cuarteles  de  Madrid  y  de  paja  y  utensilios,  cuyo 
objeto  era  atender  al  alojamiento  y  suministro  de  las  tro- 
pas por  administración  y  constituir  un  fondo  para  indem- 
nizar á  los  pueblos  que  sufrieran  tales  cargas  por  el  trán- 
sito ó  estancia  de  los  militares.  La  primera,  establecida  en 
1 7 18,  comprendía  á  Madrid  y  á  146  pueblos  enclavados 
en  el  radio  de  diez  leguas,  y  consistía  en  ciertos  derechos 
de  consumos  y  en  el  pago  de  15  reales  anuales  por  veci- 
no; la  segunda,  de  1 7 19,  era  exigida  á  las  demás  pobla- 
ciones de  Castilla  y  Aragón.  El  duro  gravamen  de  los  alo 
jamientos  continuó,  sin  embargo,  como  antes,  y  el  im- 
puesto de  utensilios  llegó  á  producir  en  1798  cerca  de  ocho 
millones  de  reales. 

Es  digna  de  mención,  más  por  su  tendencia  que  por  los 
resultados  financieros,  la  cláusula  obtenida  en  el  concor- 
dato  de  1737,  por  la  cual  Clemente  XII  mandaba  pagar 
los  mismos  tributos  que  gravaban  los  bienes  de  los  legos 
á  los  adquiridos  de  allí  en  adelante  por  las  comunidades 
religiosas,  iglesias  y  lugares  píos,  exceptuando  solamente 
los  de  primera  fundación. 

Reformó  Felipe  V  la  legislación  de  aduanas,  la  de  mi- 
ñas,  la  del  papel  sellado,  la  renta  del  tabaco  y  algunos 
otros  ramos  para  aumentar  los  ingresos,  y  suprimió  en 
cambio,  como  ya  tenemos  dicho  ^  el  año  de  1724  la  pres- 
tación  señorial  de  la  moneda  forera,  que  no  rendía  más 
que  unos  1 00.000  reales  anuales. 

Fernando  VI,  no  sólo  no  creó  impuestos,  sino  que  hizo 
considerables  rebajas  en  los  encabezamientos  de  los  pue- 


En  la  pág.  44  de  este  mismo  tomo. 
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blos  por  las  rentas  provinciales  y  en  los  derechos  de  adua- 
nas; pero  con  la  moralidad  y  el  orden  que  introdujo  en  la 
administración  de  la  Hacienda,  elevó  las  rentas  hasta  tal 
punto  que  éstas  crecieron  más  de  5  millones  de  escudos 
el  año  1750,  comparadas  con  las  de  1742.  No  obstante, 
dos  recursos  de  alguna  entidad  vinieron  á  reforzar  el  Te* 
soro  sin  quebranto  de  los  subditos:  el  giro  real  y  los  espo- 
liosy  veteantes  de  los  obispados.  El  Marqués  de  la  Ense- 
nada, en  vista  de  que  el  erario  sufría  grandes  pérdidas 
para  colocar  fondos  en  el  extranjero,  ideó  realizar  por 
cuenta  del  Estado  el  giro  de  caudales,  situando  las  sumas 
necesarias  en  las  plaza*  importantes,  y  este  negocio  pro- 
ducía para  el  Tesoro  de  500  á  600.000  escudos  cada  año. 
El  concordato  ajustado  con  Benedicto  XIV  en  1753  reco- 
noció á  la  corona  de  España  el  derecho  de  adquirir,  con 
aplicación  á  usos  piadosos,  los  bienes  que  los  obispos  de- 
jaran á  su  fallecimiento  y  las  rentas  que  devengara  la  mi- 
tra hasta  la  provisión  de  la  vacante,  con  lo  cual  se  recau 
daban  otros  140.000  escudos,  por  término  medio  anual. 
Cupo  además  á  este  monarca  la  gloria  de  autorizar  la  real 
cédula  de  10  de  Octubre  de  1749,  que  le  presentó  Ense- 
nada, suprimiendo  las  rentas  provinciales  de  Castilla  y 
estableciendo  en  su  lugar  una  sola  contribución  directa, 
repartida  sobre  todas  las  utilidades  líquidas,  conforme  á 
los  datos  de  la  estadística.  Acometiéronse  desde  luego  los 
trabajos  que  reclamaba  el  planteamiento  del  nuevo  im- 
puesto, y  se  gastaron  hasta  40  millones  de  reales  en  reco- 
ger las  noticias  necesarias;  no  se  vencieron  las  dificulta- 
des nacidas,  por  una  parte,  de  la  naturaleza  de  la  idea,  y 
por  otra,  de  las  preocupaciones  de  la  opinión  general,  y 
no  llegó  á  realizarse  el  pensamiento;  mas  el  mérito  de 
concebirle  y  los  esfuerzos  hechos  para  verle  practicado, 
honran  la  inteligencia  y  el  celo  de  aquellos  gobernantes. 
Desde  el  reinado  de  Felipe  II  se  agitaba  el  proyecto  de 
fundir  en  uno  solo  la  multitud  de  los  tributos  indirectos, 
y  en  las  Cortes  de  1575  se  ofreció  para  este  objeto  una 
imposición  sobre  la  molienda  de  los  granos;  pero  trataba- 
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se  entonces,  y  sólo  se  pensó  mucho  .  tiempo  después  *  en 
la  contribución  única  indirecta,  en  una  sola  alcabala^ 
mientras  que  el  decreto  de  Femando  VI  sancionando  el 
impuesto  único,  fundado  en  el  catastro,  se  adelantó  á  las 
doctrinas  y  sobre  todo  á  las  prácticas  que  por  todas  par- 
tes  se  seguían  en  aquella  época. 

Inauguró  Carlos  III  su  administración  condonando  dé- 
bitos y  atrasos  de  las  contribuciones  ^  y  más  adelante, 
en  1785,  redujo  la  alcabala  desde  el  14  por  100  á  tipos 
muy  inferiores,  que  no  pasaban  del  8;  disminuyó  conside- 
rablemente los  derechos  de  millones  sobre  las  carnes,  vino, 
vinagre  y  aceite,  y  los  suprimió  d«l  todo  en  la  venta  del 
pan  en  grano  ^,  así  como  la  bolla  de  Cataluña. 

Los  recursos  creados  por  este  monarca  fueron  la  lotería 
y  él  impuesto  de  frutos  civiles.  La  lotería,  que  luego  se 
llamó  primitiva  para  distinguirla  de  la  moderna^  establecí* 
da  posteriormente,  admitía  diversas  combinaciones  á  vo- 
luntad del  jugador,  y  se  sorteó  por  primera  vez  en  Di- 
ciembre de  1763;  sus  rendimientos,  aplicados  á  fines  bené* 
fieos,  eran  al  principio  exiguos;  pero  crecieron  rápidamen- 
te, elevándose  en  1789  á  cerca  de  ll  millones  de  reales, 
y  los  sobrantes  que  quedaban  después  de  cubiertas  aque- 
llas atenciones  pasaron  á  ser  beneficio  del  Tesoro.  Esto 
mismo  sucedió  con  la  lotería  análoga  á  la  que  hoy  existe, 
llevada  á  Ultramar  en  1759.  Los  frutos  civiles,  introduci- 
dos en  1785  *  para  compensar  las  reducciones  de  las  ren- 


'    Véase  en  la  pág.  45  del  tomo  I  las  opiniones  sobre  este  asun- 
to de  nuestros  escritores  del  siglo  XVII. 

•  Á  60  millones  de  reales  ascendían  las  deudas  por  este  concep- 
to en  sólo  las  provincias  de  Castilla. 

8    Lafuente. — Obra  citada,  parte  tercera,  lib.  VIII,  cap.  XIX. 

*  Pita  Pizarro  afirma  que  esta  contribución  existía  en  1640. 
(Exatfun  de  la  Hacienda,  pág.  203),  y  Canga-Arguelles  dice  en  su 
Diccionario  que  produjo  10  millones  de  reales  en  i779;  pero  el  Real 
decreto  de  29  de  Agosto  de  1794  consigna  terminantemente  que  el 
mpuesto  se  estableció  con  la  fecha  que  damos  en  el  texto.  V.  Ga- 
iUardo,  tomo  III,  pág.  318, 
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tas  provinciales  á  que  antes  aludimos,  consistían  en  un  S 
por  loo  sobre  los  arrendamientos  de  tierras,  casas  y  arte- 
factos; su  exacción  halló  muchos  obstáculos,  y  por  de 
pronto,  sólo  en  algunas  provincias  pudo  hacerse  efectiva^ 

La  expulsión  de  los  jesuítas  también  dio  algunos  medios 
á  la  hacienda,  porque  los  bienes  de  aquella  compañía  se 
aplicaron  á  diversos  fines  de  pública  utilidad,  y  especial- 
mente á  los  establecimientos  de  beneficencia.  Otro  tanto 
sucedió  óon  el  Montepío  beneficíala  constituido  por  gracia 
de  Pío  VI  con  la  tercera  parte  de  las  rentas  de  los  benefi- 
cios eclesiásticos. 

Por  último,  Carlos  III,  que  tan  adelantado  halló  el  pro- 
yecto de  la  contribución  única,  insistió  en  él,  y  después  de 
nuevas  y  detenidas  consultas,  promulgó  el  decreto  é  ins- 
trucción de  4  de  Julio  de  1770,  que  abolía  las  rentas  pro- 
vinciiales,  estableciendo  el  impuesto  directo  sobre  la  renta, 
dividido  en  tres  ramas,  de  propiedad^  industria  y  comercio* 
Fijóse  el  cupo  en  135. 705. 812  reales,  que  era  el  importe 
de  las  rentas  provinciales,  y  se  encomendó  á  la  Sala  de 
millones  del  Q)nsejo  de  Hacienda,  convertida  en  Sala  de 
la  única  contribución,  el  cuidado  de  activar  los  trabajos 
preparatorios  de  distribución  y  cobro.  Los  mismos  obs- 
táculos que  veinte  años  antes  habían  detenido  la  ejecución 
de  esa  idea  la  hicieron  ahora  imposible;  mas  buscando 
para  su  aplicación  otro  camino  y  tomando  por  base  la 
contribución  de  frutos  civiles,  se  pensó  en  una  especie  de 
impuesto  de  clases,  que  dividía  la  población  en  seis  gru- 
pos. Este  plan,  formulado  en  1787,  no  llegó  á  realizarse 
por  la  muerte  del  rey,  que  ocurrió  ya  al  poco  tiempo. 

En  el  reinado  de  Garios  IV,  que  es  el  más  azaroso  y 
triste  para  la  hacienda  de  los  que  abarca  este  período,  no 
se  registra  ninguna  modificación  trascendental  en  el  sis- 
tema tributario.  La  única  reforma  provechosa  al  contribu- 
yente fué  la  supresión  de  los  antiguos  servicios  ordinario 
y  exircMrdinario  y  su  quince  al  millar^  acordada  por  Real 
cédula  de  20  de  Noviembre  de  1795;  pero  en  cambio  se 
recargaron  los  tipos  de  las  rentas  provinciales,  se  exten- 
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dio  el  uso  y  se  aumentó  el  precio  del  papel  sellado,  se  su- 
bieron la  sal,  el  tabaco,  la  pólvora,  etc.,  sin  que  enmedio 
de  aquellos  angustiosos  apuros  y  al  lado  de  los  innume- 
rables arbitrios  que  entonces  se  emplearon,  se  hallaran 
otras  nuevas  materias  de  imposición  que  los  criados,  co- 
ches y  caballos,  los  bienes  de  propios  y  las  herencias  tras- 
versales, no  lográndose  establecer  tampoco  sobre  ellas 
nada  estable  y  duradero. 

Las  rentas  de  América  siguen  en  este  periodo  las  vici- 
situdes consiguientes  á  las  guerras  que  producían,  ora  la 
incomunicación  con  las  colonias,  ora  la  inssgurídad  de  los 
mares  y  la  pérdida  de  las  flotas.  Las  reformas  hechas  en 
la  administración  ultramarina  elevaron  los  ingresos  por 
este  concepto  en  tiempo  de  Fernando  VI  desde  tres  á  cua- 
tro millones  de  escudos  á  que  antes  ascendían  á  seis  mi- 
llones anuales,  y  Ensenada  tenía  la  opinión  de  que  toda- 
vía podían  duplicarse;  Carlos  III  fomentó  también  este  re- 
curso con  el  establecimiento  de  nuevos  impuestos  en  Amé- 
rica y  por  medio  de  visitadores  enviados  á  inspeccionar 
allí  la  hacienda  y  á  corregir  los  abusos  que  en  ella  se  co- 
metían, y  durante  el  reinado  de  Carlos  IV,  aunque  hubo 
en  esto  la  misma  irregularidad  que  en  todo,  no  dejaron  de 
obtenerse  considerables  auxilios  de  este  origen. 

En  cuanto  á  recursos  extraordinarios,  salvo  algunos 
momentos  de  desahogo  en  los  días  de  Fernando  VI  y  Car- 
los 111,  se  usaron  en  esta  época  con  frecuencia  y  en  gran 
número.  Hasta  44  arbitrios  extraordinarios  señala  Canga- 
Arguelles  '  como  establecidos  por  Felipe  V;  hay  entre  ellos 
enajenaciones  de  rentas  y  de  empleos,  redenciones  de  cré- 
ditos é  intereses,  descuentos  de  sueldos,  impuesto  de  un 
25  por  loo  á  los  caudales  que  venían  de  América,  contri- 
buciones transitorias  sobre  la  propiedad  territorial,  sobre 
alquileres,  etc.,  y  una  capitación  que,  con  el  título  de  ser- 
■vicio,  cuartel  y  remonta,  se  exigió  en  los  aüos  17 12  al  1 4, 
y  luego  dos  veces  en  1719,  con  tipos  que  variaron  desde 


••    Diccionario,  tomo  I,  pig.  93. 
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1 2  hasta  loo  reales  por  vecino;  pero  todo  esto  no  impidió 
que  el  déficit  fuera,  por  término  medio,  de  más  de  200  mi- 
llones anuales  en  aquel  reinado,  que  se  contrajese  una 
deuda  de  más  de  i  .oóo  millones  de  reales,  y  que  hubiera 
cortes  de  cuentas  como  el  ordenado  por  un  decreto  de  2 1 
de  Marzo  de  1739,  que  decía:  «He  resuelto  se  suspenda 
»desde  luego  todo  lo  librado,  consignado  y  mandado  ex- 
i^tinguir...  sin  excepción  alguna,  á  cuya  providencia  obli-  ] 

»ga  en  el  día,  según  su  notoria  constitución,  la  conserva- 
»ción  del  Estado». 

También  Fernando  VI  pasó  sus  estrecheces,  caunque 
> tanto  y  tan  generalmmente  se  vocifera  la  abundancia  en 
*su  tiempo  del  erario»,  pues  su  ministro  el  conde  de  Val- 
paraíso declara  que  halló  gran  diñcultad  para  cubrir  las 
-atenciones  públicas  en  los  años  de  su  administración,  que 
fueron  los  últimos  del  reinado,  y  señala  en  1757  un  déficit 
de  2.H6.633  escudos,  porque  los  gastos  ascendían  á 
30.749.170,  y  los  ingresos  no  eran  más  que  28.632.037  ^, 
Algunos  dicen  que  este  monarca  dejó  en  la  tesorería  un 
sobrante  de  300  millones  ^,  y  otros  rebajan  mucho  esta 
suma  ^;  pero  según  la  autorizadísima  afirmación  de  Cam- 
pomanes,  si  es  cierto  que  á  la  venida  de  Carlos  IIÍ  se  ha- 
llaron algunos  millones  en  las  arcas,  «esto  provino  de  que, 
♦durante  la  larga  enfermedad  de  Fernando  VI,  se  suspen- 
»dió  todo  pago,  como  el  conde  de  Valparaíso  lo  hizo  pre- 
»sente  en  la  representación  con  que  entregó  su  ministerio, 
y  se  comprueba  con  los  decretos  y  contradecretos  de  los 
»años  siguientes  sobre  pago  de  atrasos»  *.  Por  otra  parte» 

*  CampomamcHt  Cartas  po/ÜU'o-€rofióm¿cas,  pág.  14. 

*  Canga-Arguelles. — Diccionario^  tomo  I,  pág.  85. 

*  Ferrer  del  Río,  en  su  Historia  del  reíTiado  de  Carlos  líl,  dice 
«que  este  rey  halló  200  millones  de  repuesto  al  venir  á  España, 
•pero  halló  también  muchas  obligaciones  descuidadas».  Tomo  II' 
•página  5. — Danvila,  en  la  Historia  de  la  Academia,  afirma  «que  la 
«cuenta  de  la  Tesorería  general  arrojaba  en  1759  un  haber  de  291 
«millones,  que  no  llegaron  á  ser  todos  efectivos  á  causa  de  algunas 
«quiebras*.  Tomo  II,  pág.  74. 

^     Cartas  citadas,  pág.  12. 
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se  compagina  mal  con  esa  supuesta  holgura  el  que  Fer- 
nando VI,  que  en  1748  dedicó  60  millones  á  pagar  los  eré- 
ditos  pendientes,  no  pudiera  dedicar  á  esa  atención  en  lós- 
anos sucesivos  más  que  un  millón  de  reales,  que  á  duras 
penas  se  elevó  en  1756  á  2.600.000,  y  hubiera  de  .encar- 
gar en  el  testamento  á  su  hermano  que  tuviese  el  mismo 
cuidado  que  él  había  tenido  en  ir  satisfaciendo  las  deudas 
de  su  padre,  sin  olvidar  las  de  los  reyes  predecesores  ^.  Ella 
es  que  hubo  necesidad  entonces  de  enajenar  bienes  de  la 
corona,  de  impuestos  transitorios  sobre  las  rentas  y  los  ar- 
bitrios locales,  de  donativos  forzosos  y  de  otros  recursos 
semejantes. 

Sin  aumento  de  los  tributos  se  cubrieron  todas  las  aten- 
ciones públicas  durante  los  seis  primeros  años  del  reinado 
de  Carlos  III,  ventaja  no  conseguida  jamás  por  los  mo- 
narcas de  origen  austríaco,  ni  por  ninguno  de  los  tres  Bor- 
bones  que  le  precedieron  en  el  trono  '^;  pero  más  tarde  las 
luchas  con  Inglaterra  causaron  tales  apuros  que  fué  for- 
•  2¿oso  acudir,  entre  otros  medios,  á  la  venta  de  títulos,  cru- 
ces y  empleos  para  la  América,  á  la  incautación  de  los 
depósitos  judiciales;  á  los  préstamos,  á  los  donativos,  á  la 
creación  de  fondos  vitalicios  y,  por  último,  á  la  emisión 
de  papel  moneda.  Con  el  deseo  de  evitar  nuevos  impues- 
tos,  y  sin  duda  por  la  dificultad  también  de  establecerlos, 
se  contrató  en  1 7  80,  para  hacer  frente  á  los  gastos  de  la 
guerra,  un  empréstito  de  148.500.000  reales,  á  cambio  de 
unos  billetes  que  se  denominaron  vales  reales,  con  el  in- 
terés de  4  por  100,  pagaderos  en  veinte  años,  y  que  de- 
bían admitirse  como  metálico  en  las  cajas  del  Estado; 
continuando  las  urgencias,  y  hallándose  cómodo  el  expe- 
diente, se  hizo  una  segunda  emisión  en  1 781  por  valor  de 
79.501.500  reales,  y  una  tercera  en  1782  de  hasta 
221.904.000;  además  se  crearon  en  1785  y  1788  otros  99 


'     Canga-i\rgüelles,  tomo  I,    pág.  308. — La  fuente,   Historia  de 
España,  parte  tercera,  lib.  VII,  cap.  VI. 
*    Ferrer  del  Río,  obra  citada. 
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mitlones  de  esos  titules  sobre  los  Tondos  dedicados  á  la 
construcción  de  los  canales  de  Tauste  y  el   Imperial  de 
Aragón,  y  para  continuar  aquellas  obras,  con  lo  cual   la 
suma  de  los  vales  emitidos  llegó  á  ser  de  548.905.500  rea- 
les. Bien  recibidos  al  principio  unos  valores  que  devénga- 
les y  servían,  por  otra  parte,  como   instrumen- 
bio,  se  depreciaron  tan  luego  como  su  cantidad 
las  necesidades  de  la   circulación  y  debilitó  la 
Los  vales  llegaron  á  sufrir  un  descuento  de  22 
para  contener  aquella  crisis  se  ideó  la  creación 
de  San  Carlos,  fundado  en  17ÍÍ2,  con  un  capi- 
millones  de  reales.  Logróse  el  objeto,  porque 
)gida  de  vales  que  hizo  el  Banco  se  restableció 
ie  esos  títulos,  y  hasta  se  verificó  que  alcanza- 
premio;  pero  todos  los  que  se  pudieron  cance- 
ipos  de  Carlos  111  importaban  unos  15  millones; 
}ue  al  fallecimiento  de  este  monarca  quedaban 
ilación  ó  en  el   Banco  534  millones  de   vales 
:,  sumados  con  el  valor  de  los  juros,  los  fondos 
etc.,  hacían  subir  á  más  de  2.000  millones  la 
Estado. 

ndidad  para  la  invención  de  arbitrios  extraordi- 
3S  abusos  del  crédito  son,  sin  embargo,  mucho 
derablesen  el  reinado  de  Carlos  IV;  hubo  dona- 
luentos,  rifas,  enajenación  de  bienes  de  la  corona, 
pios  de  los  pueblos,  de  manos  muertas,  etc.  ',  y 
)  á  empréstitos,  sólo  en  seis  años,  de  1794 
ie  contrataron  diez  por  un  capital  en  junto  de 
l.ooo  millones  de  reales,  verificándose  todavía 
hasta  1808,  otras  varias  emisiones  en  1805 
.a  mayor  parte  de  aquellas  operaciones  consistía 
■ción  de  vales,  de  los  que  se  pusieron  en  circu- 
ir Carlos  IV    1.759   millones.   Para   atender  al 

i-Argüelles  pone  una  lista  de  recursos  cxtraiirdinariiis 
nado,  que  sube  hasUi  el  niimero  i  m  pero  es  de  adver- 
como  sancíonadaíi  medidas  que  no  pasaron  de  la  pm- 
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pago  de  todos  esos  créditos  se  estableció  en  1794  un  fon- 
do  de  amortización^  intervenido  por  el  Consejo  de  Castilla, 
que  luego  se  reformó  y  tomó  el  nombre  de  Caja  de  amor- 
tización  en  1798,  dotándole  con   multitud  de   arbitrios, 
aumentados  sin  cesar;  pero  todo  fué  inútil  para  mante- 
ner  el  crédito  público   y  salvar  la  hacienda:  ios  vales, 
cuyo  curso  se  declaró  forzoso  en   1799,  perdieron  en  el 
cambio  hasta  60  por  100  y  quedaron  sin  extinguir  al  fin 
de  este  reinado  por  una  suma  de  1.890  millones  de  reales; 
el  déficit  del  presupuesto  llegó  á  ser  en  algún  año  (1797) 
de  820  millones,  y  la  deuda  pública  subió  a  más  de  7.000 
millones.  Aunque  hemos  renunciado  ya  á  enumerar  los 
recursos  extraordinarios  de  que  se  echó  mano  en  esta 
época,   no  podemos  menos  de  llamar  la  atención  sobre 
dos  de  ellos,  interesantes  por  su  cuantía  y  sobre  todo,  por 
su  significación  política;  nos  referimos  á  los  subsidios  de 
¡a  Iglesia  y  á  la  desamortización  civil  y  eclesiástica.  Se- 
guía disfrutando  el  clero  la  inmunidad  del  impuesto;  pero 
los  reyes,  que  desde  mucho  tiempo  antes  tenían  fija  la  vista 
en  los  bienes  de  la  Iglesia,  habían  ido  obteniendo  de  los 
Papas  repetidas  concesiones  y  una  participación  cada  vez 
mayor  en  tal  riqueza,  y  ahora  que  las  necesidades  del  era- 
rio eran  tan  apremiantes,  se  cargó  también  á  las  rentas 
eclesiásticas  con  buen  número  de  arbitrios  extraordinarios; 
de  esta  suerte,  además  de  Ips  subsidios  antiguos  y  moder- 
nos, las  tercias,  el  excusado,  el  noveno,  el  montepío  bene- 
ficial,  las  medias  annatas,  vacantes  y  otras  exacciones  de 
carácter  permanente  que  á  fines  del  siglo  XVIII  importa- 
ban unos  60  millones  de  reales  al  año,  la  propiedad  de  la 
Iglesia  se  vio  gravada  con.  el  aumento.de  todas  esas  car- 
gas y  contribuyó  al  Estado  por  muchos  conceptos  nuevos, 
tales  como  la  reforma  de  algunas  prebendas  y  la  aplicación 
de  sus  beneficios  á  la  hacienda,  los  donativos  que  se  pi- 
dieron á  las  comunidades  religiosas,  á  las  iglesias  particu- 
lares y  al  clero,  la  adjudicación  de  los  economatos  al  Te- 
soro, etc.,  con  todo  lo  cual  aquella  antigua  exención  vino 
á,s^r  casi  ilusoria.  Así  se  explica  que  en  1799  se  tratara 
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seriamente  de  encomendar  al  clero,  ^que  tantos  recursos 
suministraba,  la  dirección  y  el  manejo  de  la  deuda,  cosa 
que  no  llegó  á  realizarse,  según  dice  Godoy  en  sus  Me- 
morios^  sola  por  las  condiciones  que  imponía  aquél  para 
admitir  tal  encargo.  La  desamortización  en  general  se  inicia 
con  el  15  por  loo  establecido  sobre  los  capitales  que  se 
vincularon  en  cualquier  forma;  en  lo  civil  se  aplica  á  al- 
gunos bienes  del  patrimonio  de  la  corona,  luego  á  los  pro- 
pios de  los  pueblos,  á  los  de  hospitales,  obras  pías,  patro- 
natos de  legos,  etc.,  y  por  último,  se  extiende  á  los  mayo- 
razgos, reconociendo  á  sus  dueños  la  facultad  Jde  enaje- 
narlos y  de  reservarse  la  octava  parte  del  precio,  con  tal  de 
que  impusieran  el  resto  en  las  cajas  afectas  á  la  deuda  pú- 
blica, mediante  un  interés  de  3  por  100,  y  en  lo  eclesiástico 
se  comienza  resueltamente  con  la  concesión  otorgada  por 
el  Papa  Pío  VII  en  el  Breve  de  12  de  Diciembre  de  1806, 
para  que  se  enajenara  la  sétima  parte  de  los  bienes  perte- 
necientes á  las  iglesias,  monasterios,  órdenes  militares  y 
demás  corporaciones  eclesiásticas,  con  aplicación  á  las  ne- 
cesidades de  la  monarquía,  y  dando  en  equivalencia  al 
clero  títulos  de  la  deuda  aJ  3  por  100.  Pingüe  arbitrio,  dice 
Canga-Arguelles,  que  quedó  casi  en  las  primeras  diligen- 
cias de  su  ejecución,  en  virtud  de  los  sucesos  acaecidos 
en  1808,  Godoy  se  jacta  de  sus  ideas  favorables  á  la  des- 
amortización eclesiástica,  que  bajo  el  punto  de  vista  fiscal 
consideraba  como  «un  gran  empréstito,  una  conversión 
de  la  deuda  pública  por  otra  menos  gravosa»  ^.  Bueno  es 
tener  en  cuenta  todos  esos  hechos  que  determinaron  las 
relaciones  económicas  entre  el  Estado  y  la  Iglesia  á  fines 
del  siglo  pasado  y  principios  del  actual,  para  no  caer  en  el 
error  de  atribuir  á  la  revolución  contemporánea  doctrinas 
admitidas  ya  y  mudanzas  inauguradas  en  aquel  tiempo. 

Poco  interesante  tenemos  que  referir  en  este  período 
por  lo  que  toca  á  la  organización  financiera.  Anuladas 
enteramente  las  Cortes,  no  intervienen  ya  en  la  gestión 
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económica,  que  se  halla  al  exclusivo  cargo  de  uno  de  los 
secretarios  del  despacho,  con  e!  título  de  superintendente 
general  de  toda  la  real  hacienda,  á  cuyas  órdenes  estuvie- 
ron desde  1718  los  intendentes  de  ejército  y  provincia,  esta- 
blecidos en  las  capitanías  generales,  y  los  de  provincia 
solamente,  que  funcionaban  en  las  demás  del  reino.  El 
Consejo  de  Hacienda  siguió  entendiendo  en  lo  contencioso 
y  con  su  carácter  consultivo,  haciéndose  numerosas  re- 
formas en  su  planta. 

I^s  tendencias  á  la  unidad  se  manifiestan  con  el  esta- 
blecimiento de  una  Dirección  general  de  Rentan  y  una  Te- 
sorería general  organizada  en  1713.  Las  dos  antiguas  con- 
tadurías del  reino  se  convirtieron  en  171 7  en  tres  Conta- 
durías generales,  una  de  valores  ó  de  entrada,  otra  de  dis- 
tribución ó  de  salida  de  caudales,  que  intervenían  las  ope- 
raciones de  la  Tesorería  general,  y  una  tercera  dedicada  á 
llevar  la  cuenta  de  los  servicios  de  millones.  En  1799  se 
reformó  la  organización  administrativa,  suprimiéndose  la 
Dirección  general  de  Rentas,  que  se  creyó  innecesaria  por 
la  extensión  dada  al  encabezamiento  de  las  contribuciones 
indirectas,  y  se  dio  el  paso  de  crear  en  cada  provincia  una 
Administración  única  de  rentas,  con  las  dependencias 
correspondientes  de  tesorería  y  contaduría. 

Las  Representaciones  que  Ensenada  dirigía  al  Rey  son 
ya  unos  presupuestos  calculados  para  los  gastos  y  los 
ingresos  por  conceptos  generales,  y  en  la  de  1 751  decía 
aquel  celoso  gobernante:  es  preciso  que  Jio  libre  otro  más 
que  el  Ministro  de  Merienda  y  que  no  haya  más  cuenta  que 
la  del  Tesorero  general. 

No  se  dejó  por  esto  de  mantener  ó  formar  algunos  ra- 
mos especiales;  así  hubo  una  Junta  de  incorporación,  para 
revisar  las  enajenaciones  de  la  corona,  otra  Junta  de  In- 
dias^ para  el  manejo  de  la  hacienda  de  Ultramar;  la  Su- 
perintendencia y  pagaduría  general  de  juros,  que  distribuía 
los  fondos  aplicados  á  estos  créditos;  la  Junta  de  moneda; 
la  Junta  de  montepíos,  que  administraba  los  recursos  de- 
dicados desde  1761  al  socorro  de  las  viudas  v  huérfanos 
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•de  militares,  y  desde  1764  á  los  de  empleados  civiles,  y 
otras  varias  administraciones  particulares,  entre  ellas,  los 
Jondos  y  cajas  de  amortización  para  la  deuda,  de  que  ya 
hemos  hecho  mérito. 

Lo  más  trascendental  en  este  orden  fueron  los  intentos 
para  establecer  el  impuesto  único  y  el  hecho  de  haber 
sustituido  la  administración  directa  al  arrendamiento  en  el 

r 

-cobro  de  las  rentas.  Como  consecuencia  de  aquellos  pro- 
yectos se  hicieron  importantes  trabajos  de  estadística  y  se 
-consiguió  por  Fernando  VI  un  Breve  de  Benedicto  XIV, 
que  sancionaba,  para  cuando  se  creara  la  única  contribu- 
ción, el  deber  de  los  eclesiásticos  de  levantar  las  cargas 
públicas,  sometiéndolos  al  pago  de  ese  impuesto,  aunque 
con  una  equitativa  rebaja  de  la  cuota.  Reconocidos  los 
<lajios  inmensos  que  sufrían  los  pueblos  con  el  sistema  de 
la  recaudación  por  medio  de  los  asentistas  ó  arrendadores, 
el  francés  Orri,  ministro  de  Felipe  V,  preparó  el  cambio  de 
réginjen  con  un  decreto  de  171 3  que  mandaba  fuese  una 
sola  persona  la  encargada  en  cada  provincia  del  arriendo; 
en  el  año  siguiente  se  estableció  eso  mismo  respecto  de 
Jas  llamadas  rentas  generales,  y  más  tarde  se  pusieron  en 
administración  per  vía  de  ensayo  seis  provincias.  Los 
-excelentes  resultados  de  esta  medida  impulsaron  á  Fer- 
nando VI  á  decretar,  por  consejo  de  Ensenada,  en  1749, 
«que  desde  el  año  siguiente  cesaran  los  arriendos  en  todas 
ias  provincias,  encargándose  de  las  rentas  los  oficiales  de 
hacienda. 


VIII 


Desde  las  Cortes  de  Cádiz  hasta  1S45. 


Raro  ejemplo  es  el  que  ofrece  la  situación  de  nuestra 
patria,  cuando,  á  causa  de  los  ignominiosos  tratos  de  Ba- 
yona, se  halló  huérfana  de  toda  autoridad  legitima,  «cedi- 
da como  rebaño»  y  ocupada  por  un  ejército  extranjero; 
pero  menos  común  es  todavía  el  majestuoso  espectáculo 
de  aquel  levantamiento  con  que  dio  España  buena  mués 
tra  de  la  energía  y  del  arrior  á  la  independencia  de  sus 
hijos. 

Los  horrores  acaecidos  en  Madrid  el  día  2  de  Mayo 
de  1808,  poniendo  en  claro  la  perfidia  de  Napoleón  I,  die- 
ron la  señal  del  alzamiento;  rápida  y  espontánea  la  acia* 
mación  popular,  constituyó  en  cada  provincia  una  junta 
encargada  del  Gobierno,  y  sobre  todo  de  dirigir  la  guerra 
contra  los  franceses,  y  bien  pronto,  dándose  las  manos 
aquellas  autoridades  locales,  formaron  con  delegados  su- 
yos una  yunta  central^  que  se  instaló  el  25  de  Septiembre 
siguiente  en  el  palacio  de  Aranjuez.  Para  no  caer  en  poder 
del  enemigo  abandonó  aquella  residencia  la  central,  esta- 
bleciéndose en  Sevilla,  y  refugiada  luego  en  la  isla  de 
León,  hubo  al  fin  de  disolverse,  dejando  constituido  un 
Consejo  de  Regencia  y  hecha  la  convocatoria  de  la  nación 
para  las  Cortes. 

Congregados  solemnemente  y  enmedio  del  más  genero- 
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so  y  patriótico  entusiasmo  ios  representantes  de  la  Penín- 
sula y  de  las  provincias  de  América,  abriéronse  las  Cortes 
generales  y  extraordinarias  el  24  de  Septiembre  de  1810, 
y  en  aquel  mismo  día  sentaron  los  cimientos  de  la  obra 
gigantesca  que  tenían  á  su  cargo.  «En  el  reducido  ángulo 
»de  la  isla  gaditana,  como  otro  tiempo  en  Covadonga  y 
»Sobrarbe,  los  españoles  defendían  impávidos  con  una 
>mano  la  independencia  de  la  nación  y  con  la  otra  empe- 
»zaron  á  levantar  bajo  una  nueva  forma  sus  abatidas, 
»libres  y  antiguas  instituciones»  ^  ¡Gloria  á  aquellos  ilus- 
tres patricios,  que  formularon  con  la  Constitución  de  181 2 
un  sistema  completo  de  Gobierno  y  dos  años  más  tarde 
tuvieron  la  fortuna  de  ver  á  nuestro  suelo  libre  de  sus  in- 
vasores! 

Pudo  Fernando  VII  hacer  que  se  olvidasen  su  conducta 
anterior,  sus  veleidades  y  sus  bajezas,  mostrándose  obli- 
gado para  con  aquellos  que  le  restituían  la  libertad  y  el 
trono,  y  respetando  su  obra;  mas  á  trueque  de  obtener  la 
autoridad  absoluta,  manchó  su  fama  con  la  mayor  de  las 
ingratitudes.  La  ruda  persecución  y  los  castigos  que  sin 
culpa  alguna  sufrieron  en  18 14  los  hombres  más  eminen- 
tes  de  España ,  sólo  porque  profesaban  ideas  liberales,  se- 
ñalan el  comienzo  de  una  lucha  sin  tregua  ni  piedad,  no 
acabada  todavía,  entre  los  defensores  del  sistema  constitu- 
cional y  los  partidarios  del  antiguo  régimen.  Volver  las 
cosas  al  estado  que  tenían  en  1 808  y  extirpar  de  raíz  to- 
das las  nuevas  doctrinas ,  hé  aquí  las  únicas  miras  de  los 
torpes  consejeros  y  de  las  vergonzosas  camarillas  con  que 
se  complacía  P'ernando  VII;  y  como  esta  política  se  halla- 
ba en  contradicción  con  los  sentimientos  de  una  buena 
parte,  la  más  ilustrada,  de  la  nación,  no  podía  sostenerse 
sin  la  violencia  en  el  grado  que  engendra  las  protestas  y 
las  insurrecciones.  En  el  mismo  año  14  estalló  la  conspi- 
ración de  Mina,  y  apenas  corrió  ninguno  de  los  sucesivos 
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sin  que  abortaran  ó  fuesen  ahogadas  en  : 
conjuraciones,  hasta  que  la  sublevación  de 
rey  á  restablecer  la  Constitución  de  Cádiz  y 
las  Cortes. 

Difícil  era  impedir  el  desbordamiento  di 
exaltadas  por  la  arbitrariedad  del  absotuti 
biemo  liberal,  obligado  á  contener  los  des 
partidarios  y  á  defenderse  de  la  rebelión  ci 
enemigos,  solicitado  en  opuestas  direcciom 
cionamiento  de  los  constitucionales,  víctiniE 
del  monarca,  envuelto  en  la  guerra  civil  y 
la  hostilidad  de  las  potencias  extranjeras 
cabo  bajo  el  peso  de  la  Santa  Alianza  y  i 
tervención  de  los  ejércitos  franceses,  no  si 
mino,  á  pesar  de  la  agitación  y  el  continuo 
que  viviera,  reformas  acertadisimas  en  la  ad 
en  nuestras  leyes. 

Entregado  de  nuevo  el  país  en  1823  á 
espantosa,  volvieron,  aumentados  ahora, 
las  crueldades  y  el  ensañamiento  contra  lo 
todos  los  matices.  Nada  bastaba  á  calmar 
tico  de  los  absolutistas,  que,  hallando  toi 
tímido  al  vengativo  Fernando,  se  levantaro 
para  pedir  el  restablecimiento  de  la  Inquisíc 
minio  de  los  constitucionales  casi  por  los  m 
que,  para  colmo  de  tanta  desdicha,  se  ■ 
emancipación  de  las  provincias  de  Améri 
tranquilos  fueron  los  últimos  años  de  este  r 
hubo  en  ellos  también  numerosas  sedicii 
abundante  sangre,  y  al  ocurrir  en  1833  la  r 
nando  VII  quedaba  la  nación  distribuida  e 
dispuestos  á  medir  sus  armas,  el  de  los  reali 
sa  del  Infante  D.  Carlos,  y  el  de  los  líberali 
los  derechos  de  la  princesa  Isabel. 

La  guerra  civil  estalla  inmediatamente:  ir 
bara  al  principio,  fiera  y  encarnizada  siem 
España  por  espacio  de  siete  años,  hasta  qui 
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el  convenio  de  \'ergara,  los  carlistas  abandonan  la  iucha 
y  reconocen  á  Isabel  II.  Gobernaba  entre  tanto,  con  el 
carácter  de  regente  y  como  madre  de  la  reina  menor, 
D.'  María  Cristina,  quien,  después  de  algunas  vacilacio- 
nes, se  decidió  á  plantear  de  nuevo  el  sistema  constitu- 
cional y  promulgó  en  lo  de  Abril  de  1834  la  Carta  otor- 
gada que  se  denominó   Estatuto  Real.  Los  acontecimien- 
*""  ■"-  la  guerra  y  las  disensiones  de  los  partidos  liberales 
>n  que   ias  riendas  del  Estado    pasaran  sucesiva- 
por  las  manos  de   Zea   Bermúdez,  Martínez  de  la 
Toreno,  Mendizábal  é  Istúriz,  derrocado  éste  por  la 
ección  que  en  1836  restableció  la  Constitución  del 
i.  Dueños  del  poder  los  progresistas,  hicieron  el  nue- 
digo   político  de  1837,  siendo  á  poco  reemplazados 
fracción   moderada,  que  á  su   vez  cayó   en   1840, 
iendo  en  su  desgracia  á  la  regente.  No  pudo  conso- 

■  tampoco  la  regencia,  conferida  entonces  al  Gene- 
partero,  y  expatriado   éste   en    1843.   declarada  la 

■  edad  de  Isabel  11  y  encargados  de  gobernar  los 
ados,  promulgaron  la  Constitución  de  1 845  y  lleva- 
;abo  la  reforma  de  la  hacienda,  obra  de  D.  Alejan- 
Jn,  que  cierra  para  nosotros  este  periodo. 
adisima  y  por  todo  extremo  interesante  la  época 
;bemo5  estudiar,  comienza,  según  acaba  de  verse, 
a  guerra  de  seis  años,  formidable  porque  en  ella  se 

la  independencia  y  el  ser  mismo  de  la  España  y 
able  también  porque  se  sostiene  con  el  primer  ta- 
nilitar  del  siglo,  que  era  á  la  vez  uno  de  los  pode- 
íticos  mayores  que  han  existido;  concluye  con  otra 
sangrienta  de  siete  años,  que  divide  al  país  en  dos 
s  y  compromete  su   porvenir  de  igual  manera  y 

además  de  las  grandes  turbulencias  que  ocurren 
itermedio  de  esos  acontecimientos,  violentas  sacu- 
que  radicalmente  alteran  la  organización  social.  De 
ie  sea  imposible  examinar  en  unidad  situaciones 
tintas  y  el  que  consideremos  parcialmente  cada  uno 
ellos  momentos  diversos. 


3:>v.r.   . 
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Sin  embargo,  el  estado  general  económico  no  tiene  tan- 
ta variedad  como  las  instituciones  financieras,  porque  son 
más  iguales  y  constantes  las  causas  que  obran  sobre  él. 
La  lucha  armada  casi  continúa  por  todo  el  territorio  de  la 
Península,  con  uno  ú  otro  motivo,  la  instabilidad  consi- 
guiente á  una  revolución  que  aspira  á  trasformarlo  todo,  y 
que  ora  triunfa,  ora  es  vencida,  y  la  exaltación  de  las  pa- 
siones políticas,  la  tensión  de  los  espíritus  hondamente 
preocupados  con  los  asuntos  de  la  vida  pública,  tales  son 
los  obstáculos  que  encuentra  en  este  tiempo  la  actividad 
económica.  Pero  á  la  vez  que  estas  condiciones  opuestas  á 
la  riqueza,  hay  otras  de  energía  mucho  mayor  que  favo- 
recen su  progreso;  el  adelanto  de  la  cultura  en  todos  los 
otros  órdenes,  la  mejora  de  las  ideas  económicas  que  rá- 
pidamente se  depuran  de  los  antiguos  errores  acerca  de  la 
naturaleza  y  de  los  principios  por  que  se  rige  el  trabajo  de 
la  industria,  imponen  con  irresistible  fuerza  una  transfor- 
mación  en  las  costumbres  y  en  las  leyes  beneficiosa  para 
el  desarrollo  de  la  actividad  productiva;  la  abolición  de  los 
privilegios  y  derechos  señoriales,  la  supresión  de  los  gre- 
mios, las  pequeñas  libertades  otorgadas  al  comercio,  la 
impulsión  de  las  obras  públicas,  y  por  último,  y  sobre 
todo,  la  desamortización  civil  y  eclesiástica,  que  tanto  ade- 
lantan en  este  período,  excitando  el  legítimo  afán  de  mejo- 
rar su  fortuna  que  anima  á  todas  las  clases,  y  brindando 
objeto  y  premio  á  una  laboriosidad  antes  desconocida,  ha- 
cen prosperar  á  la  vez  la  agricultura,  las  artes  y  el  tráfico 
mercantil.  Este  movimiento  se  hace  visible  en  los  últimos 
tiempos  de  Fernando  VII  y  se  acentúa  considerablemente 
cuando  termina  la  guerra  carlista,  es  decir,  tan  pronto  como 
se  sosiegan  algo  las  conmociones  y  los  disturbios.  La  revo- 
lución política  iniciada  en  Cádiz  trasciende  de  una  manera 
inmediata  á  la  esfera  económica,  y  aunque  algunos  sostie- 
nen que  los  progresos  de  la  riqueza  se  han  obtenido,  no 
mediante  la  revolución,  sino  á  pesar  de  ella,  nosotros,  de- 
jando á  los  que  tal  afirman  comprometidos  en  el  vano  em- 
peño de  probar  su  aserto,  nos  limitaremos  á  consignar  que 
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en  el  periodo  que  abraza  esta  reseña  brotan  en  nuestra  pa- 
tria gérmenes  de  prosperidad,  que  prometían  y  han  teni- 
do, en  efecto,  vida  robusta  y  abundantes  frutos. 

La  crisis  á  quien  afecta  más  capitalmente  es  al  Estado,  y 
de  ello  se  resentirá  la  hacienda  pública. 

En  los  primeros  momentos  de  la  guerra  de  la  Indepen- 
dencia las  juntas  povinciales  no  hicieron  ninguna  reforma 
administrativa  y  se  limitaron  á  sacar  el  partido  posible  de 
las  contribuciones  antes  establecidas,  recibiendo  además 
las  de  Asturias,  Galicia  y  Sevilla  20  millones  de  reales, 
que  envió  á  cada  una  de  ellas  Inglaterra  á  titulo  de  soco- 
rro. La  Junta  central,  por  la  manera  como  estaba  consti- 
y  por  las  circunstancias  en  que  gobernó,  no  pudo 
oco  llevar  á  cabo  grandes  innovaciones.  En  la  ha- 
a,  dice  Toreno  ',  casi  nada  se  alteró,  ni  en-el  género 
9-  contribuciones,  ni  en  su  recaudación,  ni  en  la  con- 
dad.  Ofreció,  sí,  la  Junta,  por  medio   de  un  decreto, 
r  completamente  aquel   ramo  para  acercarse  todo  lo 
lie  al  sistema  de  la  única  contribución,  y  trató  á  lo  úl- 
de  su  existencia,  en  Enero  de  1810,  de  suprimir  las 
s  provinciales,  creando  un' impuesto  extraordinario  de 
i  directa,  proporcional  á  los  sueldos  y  capitales,  que 
llegó  á  tener  aplicación  en  un  corto  número  de  pro- 
as. La  central  no  contaba,  para  sus  grandes  atencio- 
:on  otros  recursos  que  los  auxilios  pecuniarios  de  In- 
rra,  de  la  cual  recibió  1 .600.000  reales  en  dinero  y  20 
nes  en  barras,  las  rentas  de  las  provincias  meridiona- 
las  remesas  de  las  provincias  de  América,  que  unání- 
/  resueltas  se  colocaron  al  lado  de  la  metrópoli,  ayu- 
ola  muy  eñcazmente  y  enviando  sólo  en  el  año  1809 
de  280  millones,  de  ellos  la  mitad  por  vía  de  donativo, 
el  tesoro  público  estaba  allí  casi  exhausto.  Buscando 
os  ingresos,  la  Junta  decretó  en  este  último  año  lacon- 
:ión  de  los  bienes  pertenecientes  á  los  afrancesados  y 
::autación  de  todas  la^  alhajas  de  iglesias  y  corpora- 
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particulares,  la  aplicación  á  los  gastos  de  la  guerra  de  1 
fondos  de  obras  pias,  un  arbitrio  sobre  los  carruajes 
lujo  y  el  descuento  de  los  sueldos,  medios  todos  de  mi 
escaso  producto  en  tales  dias.  La  regencia,  que  sustitu; 
á  la  central  en  31  de  Enero  de  1810,  no  disponía  ya  m 
que  de  las  contribuciones  de  Cádiz,  y  hubo  de  confiar 
aquella  junta  local  la  administración  de  la  hacienda.  Ir 
puso  esta  junta  un  5  por  too  sobre  todos  los  géneros  qi 
se  sacasen  de  la  ciudad,  un  20  por  100  á  las  rentas  de  1. 
casas  y  un  10  á  los  inquilinos,  y  sin  más  que  estos  ingr 
sos  y  los  caudales  de  América,  se  logró,  gracias  á  ui 
administración  celosísima,  cubrir  las  aterrciones  de  la  d 
fensa  de  Cádiz  y  enviar  algún  auxilio  á  las  provincias 
A  fines  de  aquel  año  cesó  el  arreglo  hecho  con  la  jun 
de  Cádiz,  y  la  regencia  se  hizo  cargo  de  la  hacienda;  si 
licitó  de  Inglaterra  un  préstamo  de  10  millones  de  libra 
cuya  demanda  fué  desatendida,  como  lo  había  sido  oti 
petición  de  5  millones  de  pesos  que  hiciera  la  central, 
dispuso  que  se  reservara  la  mitad  de  los  diezmos  pai 
las  urgencias  del  Estado;  providencia  que  fué  abandonac 
por  entonces,  en  vista  de  las  dificultades  y  reclamacioni 
que  produjo. 

Reunidas  las  Cortes  el  24  de  Febrero  de  l8ll,  abordi 
ron  desde  luego  la  cuestión  de  hacienda,  por  considerj 
que  era  una  de  las  más  graves  que  entonces  se  ofrecíai 
El  celoso  Ministro  del  ramo,  Canga-Arguelles,  presenl 
á  los  dos  días  de  aquella  fecha  una  Memoria,  que  calcí 
laba  los  gatos  para  1811  en  1.200  millones,  no  llegand 
los  ingresos  más  que  á  225.  No  tocaba  el  presupuesto  ¡ 
sistema  de  los  tributos,  ni  á  su  administración,  dejándol 
todo  esto  para  más  adelante,  y  sólo  reformaba  la  contr 

'  Los  ingresos  de  la  junta  de  Cádiz  d<;sd<;  el  28  de  Enero  hasl 
el  31  de  Octubre  de  1810  en  que  manejó  la  hacienda,  fueron  unt 
350  millones  de  reales,  de  li)s  que  se  -invirtieron  algo  más  de  2C 
en  la  localidad,  y  pocii  más  df  roo  se  enviaron  á  la 
Tiireno,  obra  citada. 


bución  extraordinaria,  impuesta  por  la  Junta  central  so- 
bre los  capitales,  estableciéndola  ahora  sobre  las  rentas 
en  forma  progresiva,  desde  un  2,50  por  loo  que  se  e>:igia 
á  las  utilidades  menores  de  4.000  reales  hasta  un  75  con 
que  se  gravaba  á  las  rentas  mayores  de  300.000.  Las  Cor- 
tes sancionaron  esta  medida  por  decreto  de  I. °  de  Abril, 
en  que  se  decia  que  «los  ciudadanos  deben  contribuir  á  la 
defensa  de  la  nación  en  proporción  á  las  rentas  que  cada 
uno  disfrute,  y  en  razón  de  lo  que  se  expone  á  perder,  lo 
cual  debe  graduarse  por  medio  de  una  progresión  equi- 
tativa». 

Preciso  es  que  renunciemos  á  citar  las  numerosas  dis- 
posiciones adoptadas  por  las  Cortes  en  estas  materias  y 
diremos  únicamente,  para  señalar  las  más  notables,  que 
procuraron  disminuir  los  gastos  suprimiendo  destinos  ci- 
viles, bajando  los  sueldos  y  señalando  como  máximum  el 
de  los  40.000  reales,  con  muy  pocas  excepciones,  y  en 
cuanto  á  los  recursos,  mandaron  suspender  la  provisión 
de  las  piezas  eclesiásticas  que  no  fueran  de  oficio  ó  tuvie- 
sen aneja  la  cura  de  almas,  y  que  sus  rentas  pasaran  al 
Tesoro;  establecieron  la  manda  pía  forsosa  que  debian 
contener  todos  los  testamentos  que  se  otorgasen  durante 
la  guerra  y  diez  años  después,  y  que  consistía  en  12  rea- 
les para  la  Península  y  tres  pesos  en  las  colonias,  con 
aplicación  á  las  víctimas  de  la  lucha;  aumentaron  las  ex- 
tracciones de  la  lotería  primitiva  y  crearon  la  que  se  llamó 
moderna;  impusieron  á  la  ciudad  de  Cádiz  una  contribu- 
ción directa  y  otra  de  consumos,  además  de  un  servicio 
extraordinario  de  10  millones  de  reales;  aplicaron  á  la 
manutención  del  ejército,  aunque  á  calidad  de  reintegro, 
la  parte  de  los  diezmos  que  no  fuera  indispensable  para 
la  subsistencia  de  los  participes  en  ellos,  y  dispusieron  la 
enajenación  de  los  bienes  de  la  corona,  exceptuando  los 
palacios,  cotos  y  sitios  reales;  la  de  los  bienes  de  la  In- 
quisición, la  de  los  baldíos  y  otros  semejantes.  Suprimie- 
ron al  mismo  tiempo  las  Cortea  'os  derechos  y  prestacio- 
nes señoriales,  el  llamado  voto  de  Santiago,  prestación  de 


mejor  pan  y  mejor  vino  que  pagaban  los 
as  provincias  en  beneficio  del  arzobispo, 

1  de  Santiago;  el  estanco  de  los  naipes, 
cación  con  un  derecho  de  bolla  ó  marca; 
o  cultivo,  elaboración  y  venta  se  decla- 
ras varias  gabelas  y  restricciones  de  ca- 

En  los  últimos  meses  de  su  existencia, 
diñarías  aprobaron  un  nuevo  sistema  de 
3a  intactas  las  rentas  de  origen  eclesiás- 
5  llamadas  generales  ó  de  la  Aduana,  y 
nciales  y  sus  equivalentes  en  las  provin- 

una  contríbución  directa  y  los  estancos 
e  los  artículos  á  ellos  sometidos  en  los 
iríos.  El  decreto  de  i8  de  Septiembre 
blecía  la  nueva  contribución  directa,  de- 
-epartirse  sobre  las  bases  de  la  propiedad 
stria  y  el  comercio.  En  cuanto  a  la  deu- 
spués  de  reconocer  solemnemente  toda 
decreto  de  3  de  Septiembre  de  181 1,  se 
una  Junta  nacional  del  crédito  público, 
i  liquidación  en  1813,  y  el  decreto  de  13 
este  mismo  año  llevó  á  cabo  el  arreglo 
ücándola  en  anterior  y  posterior  al  18  de 
subdividiendo  la  una  y  ta  otra  en  crédi- 
r  sin  interés.  Reducíanse  los  intereses 
í  guerra  con  Francia  y  un  año  después, 
bitrios  para  su  pago,  aplicando  los  bie- 
a  extinción  de  la  deuda  sin  interés, 
la  Constitución  de  1812  sancionaba  el 
leralidad  del  impuesto,  establecía  la  con- 
a  con  los  presupuestos  obligatorios  y  las 
lo,  la  responsabilidad  de  los  ministros  y 
aro  público.  Estas  bases  se  desarrollaron 

2  de  Abril  de  18 13,  creando  en  lugar  de 
:ia  de  Rentas  una  Dirección  general  de 
esta  de  tres  vocales  directores ,  en  el  re- 
Tesorería  general,  y  la  Contaduría  ma- 
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j'or,  con  la  institución  de  los  juzgados  de  hacienda  y  con 
otras  muchas  disposiciones  encaminadas  á  la  organización 
administrativa. 

Tanta  laboriosidad,  tanto  patriotismo  y  tanto  acierto 
como  desplegaron  aquellas  Cortes  habían,  sin  embargo, 
de  resultar  impotentes  para  dominar  las  dificultades  de  la 
gestión  financiera  en  las  circunstancias  por  que  el  país 
atravesaba.  Las  necesidades  eran  inmensas  y  muy  exiguos 
los  medios  de  atenderlas,  lo  mismo  por  la  contribución 
que  con  el  crédito;  las  remesas  de  América,  tan  importan- 
tes al  principio,  disminuyeron  considerablemente  luego, 
por  efecto  de  la  rebelión  que  en  aquellas  provincias  se  de- 
claró á  mediados  de  1 8 10,  y  así  vemos  que  al  concluirse 
la  guerra  de  la  Independencia  la  deuda  nacional  era  de 
unos  12.000  millones,  lo  cual  da  un  aumento  de  más  de 
4.000,  que  corresponde  á  este  período;  el  presupuesto  para 
1814,  calculado  en  950  millones,  presentaba  un  déficit 
enorme,  que  en  vano  se  pretendía  llenar  con  la  contribu- 
ción directa  de  que  antes  hemos  hablado,  y  el  descubierto 
era  tal,  que  las  Cortes  ordinarias,  á  fines  de  18 13,  intenta- 
ron, aunque  sin  éxito,  contraer  en  Londres  un  empréstito 
de  10  millones  de  duros  ^  • 

Á  todo  esto,  el  rey  intruso  José  y  su  ministro  de  Ha- 
cienda Cabarrús  pasaban  por  angustias  mayores  todavía. 
No  tenía  aquel  Gobierno  otros  gastos  que  los  de  la  Admi- 
nistración central;  pero  tampoco  disfrutaba  más  recursos 
que  los  que  obtenía  con  la  posesión  de  Madrid,  y  tuvo  ne- 
cesidad de  recargar  todos  los  impuestos  antiguos ,  llegan- 
do á  contribuir  la  propiedad  urbana  con  un  40  por  100  de 
sus  productos;  introdujo  un  derecho  de  patentes,  acudió  á 
una  porción  de  arbitrios  y  operaciones  de  crédito ,  y  al  fin 


'  En  los  dos  últimos  meses  de  18 10  las  entradas  del  Tesoro  fue- 
ron 56.740.380  reales,  de  los  que  30  millones  y  medio  se  remitieron 
de  América.  En  181 1,  los  ingresos  llegaron  á  201.678.121;  de  ellos 
cerca  de  71  procedían  de  América,  y,  por  último,  en  181 2  sólo  en- 
traron en  la  Tesorería  central  138  millones,  15  de  las  provincias 
americanas. — Toreno,  obra  citada. 
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apeló  á  la  confiscación  y  á  la  violencia.  Los  ejércitos  fran- 
ceses vivían  sobre  el  país  é  hicieron  víctimas  de  horrible 
trato  á  las  provincias  por  ellos  ocupadas.  Calcula  Toreno 
que  Andalucía  hubo  de  entregar  á  los  invasores  en  los 
años  de  18 10  y  181 1  la  exorbitante  cantidad  de  600  millo- 
nes de  reales. 

Con  el  regreso  de  Fernando  VII,  la  laboriosa  obra  de 
los  legisladores  de  Cádiz  se  deshizo  en  un  momento,  y 
todo  volvió  en  la  hacienda  al  estado  que  tenía  en  i8o8;  la 
exención  y  las  desigualdades  en  el  impuesto;  las  rentas 
provinciales  con  su  odiosa  administración,  los  despilfarros 
de  la  corte,  y  en  suma,  la  confusión  y  los  desórdenes  an- 
tiguos. Pero  como  las  obligaciones  pendientes  á  causa  de 
la  guerra  eran  muy  grandes,  el  crédito  desapareció  con 
las  violencias  reaccionarias,  y  no  sólo  faltaron  los  recursos 
de  América,  sino  que  había  que  hacer  costosos  sacrificios 
para  intentar  que  aquellas  provincias  volviesen  á  la  obe- 
diencia; la  situación  llegó  á  ser  tan  apremiante  y  tan  cerca 
se  vio  la  bancarrota,  que  el  rey  hubo  dé  llamar  en  su  auxi- 
lio á  D.  Martín  Garay,  á  pesar  de  que  era  conocido  por 
sus  ideas  liberales.  Este  capaz  y  recto  ministro  trazó  en 
una  Memoria  el  lastimoso  cuadro  de  la  hacienda  pública, 
cuyos  atrasos  fijaba  en  más  de  700  millones,  siendo  el  eU- 
ficit  calculado  para  el  año  de  18 17  de  otros  500  millones, 
y  propuso  un  sistema  de  grandes  economías  en  los  gastos 
y  de  notables  reformas  en  los  ingresos,  que  consistían  en 
la  sustitución  de  las  rentas  provinciales  por  una  contribu- 
ción directa  de  repartimiento  sobre  la  propiedad,  y  los  de- 
techos  de  Piurías  que  debían  exigirse  en  las  capitales  y 
puertos  habilitados. 

Aprobadas  estas  medidas  por  decreto  de  30  de  Mayo 
de  18 17  y  otras,  como  el  arreglo  de  la  deuda  de  181 8,  con 
las  que  algo  se  iba  normalizando  la  administración,  Ga- 
ray, luchando  siempre  con  grandes  obstáculos  para  ejecu- 
tar el  plan  que  había  formado,  vio  recompensados  sus  afa- 
nes con  el  violento  destierro  á  que  se  le  condenó  en  el  mes 
de  Septiembre  del  último  de  estos  años.  Desde  entonces 
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hasta  la  sublevación  de  Riego,  la  penuria  y  el  desorden 
siguieron  en  aumento,  habiendo  sido  necesario  á  princi- 
pios de  xSig  contratar  un  empréstito  de  6o  millones  para 
atender  á  las  iDtayores  urgencias.  Restablecióse  en  esta 
época  al  Consejo  de  Hacienda  con  su  antigua  planta,  y  se 
procuró  por  Garay,  con  la  Instrucción  general  de  i6  de 
Abril  de  i8i6,  centralizar  y  dar -alguna  unidad  á  la  admi- 
nistración de  la  hacienda. 

Las  Cortes  de  1820  emprendieron  de  nuevo  y  con  ar- 
dor la  tarea  de  las  reformas,  mereciendo  citarse,  entre  las 
económicas,  la  supresión  de  los  mayorazgos,  el  impulso 
dado  á  la  desamortización  eclesiástica  y  las  modificacio- 
nes con  sentido  liberal  hechas  en  la  legislación  de  adua- 
nas. Abrumado  aquel  Gobierno  por  los  apuros  del  erario, 
negoció  en  los  primeros  momentos  un  préstamo  de  40  mi- 
llones; presentó  luego  el  ministro  Canga-Arguelles  una 
interesante  Memoria  sobre  el  estado  de  la  hacienda  ^,  y 
las  Cortes  aprobaron  un  presupuesto  con  gastos  por  valor 
de  702  millones  y  53o  por  ingresos,  ó  sea  con  un  déficit 
de  172  millones  que  debía  cubrirse  mediante  un  emprésti- 
to de  200.  La  deuda  era  ya  de  más  de  14.000  millones  de 
reales,  y  sus  réditos  importaban  23 5.  Mantúvose  el  plan 
de  Garay;  pero  se  rebajaron  los  cupos  de  la  contribución 
directa  y  los  derechos  de  puertas,  y  aun  así,  las  dificulta- 
des de  la  recaudación  mermaron  considerablemente  los 
recursos,  agrandando  el  descubierto.  Para  el  año  siguiente 
hubo  necesidad  de  reforzar  los  ingresos,  y  al  mismo  tiem- 
po que  se  reducía  á  la  mitad  la  prestación  del  diezmo  y 
el  Estado  renunciaba  á  las  tercias,  excusado  y  demás  ren- 
tas decimales,  se  creaban  una  contribución  directa  sobre 
la  propiedad  territorial,  la  urbana  y  las  industrias,  en  for- 
ma de  patentes  para  ésta,  un  impuesto  de  consumos  por 
100  millones  de  reales  y  un  derecho  de  registro  público 
sobre  los  actos  civiles.  No  fué  tampoco  feliz  el  resultado 
de  estas  medidas;  las  rentas  continuaron  bajando,  se  repi- 


Puede  verse  en  su  Diccionario^  tomo  O,  folio  234. 
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tieron  las  emisiones  y  el  presupuesto  de  1822  á  23,  aun- 
que se  presentó  nivelado  en  664  millones,  recibió  poste- 
riormente un  grande  aumento  en  los  gastos,  y  las  Corte? 
autorizaron  nuevas  operaciones  de  crédito.  En  suma,  los 
esfuerzos  del  Gobierno  constitucional  resultaron  estériles 
en  este  periodo,  y  la  hacienda,  que  recibió  en  mal  estado, 
salió  todavía  peor  librada  de  sus  manos.  Ni  la  simplíiíca- 
ción  introducida  en  los  gastos,  ni  las  reformas  tributarias, 
ni  la  aplicación  al  Estado  de  los  bienes  eclesiásticos  lo- 
graron evitar  el  desnivel  creciente  de  los  presupuestos,  y 
las  emisiones  de  deuda,  contratadas  en  condiciones  muy 
desfavorables  en  el  espacio  de  estos  tres  años,  pasaron 
de  2.000  millones.  La  organización  administrativa  expe- 
rimentó las  mudanzas  consiguientes  al  cambio  de  sistema 
y  se  caracterizó,  sobre  todo,  por  la  intervención  y  las  fa- 
cultades excesivas  reconocidas  á  las  Diputaciones  provin- 
ciales y  Ayuntamientos  en  la  distribución  y  cobranza  de 
los  impuestos. 

Otra  vez,  y  con  mayor  saña,  se  dedicó  la  reacción 
de  1823  á  anular  las  disposiciones  de  las  Cortes;  la  dero- 
gación llegó  ahora  en  el  sistema  financiero  hasta  á  las  re- 
formas hechas  por  Garay;  de  suerte  que  se  establecieron 
de  nuevo  las  rentas  provinciales  y  los  antiguos  estancos. 
Encargado  de  este  ramo  el  ministro  López  Ballesteros 
poco  antes  de  empezar  el  año  1824,  resucitó  la  contribu- 
ción de  frutos  civiles,  la  de  paja  y  utensilios,  y  la  del 
aguardiente  y  licores,  modificando,  para  extenderlos,  los 
derechos  de  puertas  y  e!  subsidio  de  comercio;  subió  el 
precio  del  tabaco,  amplió  el  uso  del  papel  sellado  y  tuvo 
la  peregrina  idea  de  crear  la  renta  ó  estanco  del  bacalao. 
AI  decreto  de  16  de  Febrero  de  1824,  que  adoptaba  esas 
medidas,  acompañaron  en  el  mismo  mes  el  establecimien- 
to de  una  caja  de  amortización  y  comisión  liquidadora  de 
.la  deuda,  la  institución  del  Gran  libro  en  que  hablan  de 
anotarse  todos  los  créditos  contra  el  Estado,  y  siguieron 
entre  otra  porción  de  acuerdos  menos  importantes,  el  de  14 
de  Noviembre  de  182S,  que  mandó  se  formasen  anual- 
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upuestos  de  gastos  é  ingresos,  para  que, 
lados  por  el  Consejo  de  Ministros,  fueran 
;n  estos  primeros  años  de  su  gobierno  y  en 
onsigüió  asentar  su  plan  de  adn^inistracíón, 
ugó  el  déficit  utilizando  los  productos  del 
183  millones  contratado  con  la  casa  Gueb- 
rencía  que  establecieron  en  Urgel  los  abso- 
1833,  y  mediante  otro  préstamo  de  187  mi- 
legoció  en  1S26.  Desde  1828  hasta  la  muer- 
i  Vil,  la  severa  actividad  de  aquel  ministro  ^ 
r  los  gastos  '^  y  acercarse  á  la  nivelación  del 
i  bien  hubo  necesidad  todavía  de  varias  emi- 
brir  ios  gastos  ordinarios,  satisfacer  las  re- 
j  Inglaterra  y  pagar  á  Francia  su  interven- 
que  elevaron  la  deuda  correspondiente  á  los 
obierno  absolutista  á  la  suma  de  2.000  mi- 

isto  y  de  la  iniquidad  cometida  con  el  des- 
io  los  empréstitos  autorizados  por  las  Cor- 
nejoró  algo,  porque  la  caja  de  amortización 
>n  numerosos  arbitrios,  y  las  demás  obüga- 
ido  se  cubrieron  con  una  regularidad  no 

contribuyendo  también  á  ese  resultado  la 
meo  de  San  Fernando,  en  1829,  con  la  base 

de  reales  abonados  por  vía  de  transaccióa 
3£  del  de  San  Carlos.  Mucho  trabajó  Balles- 
ijorar  la  administración,  introduciendo  en 
ad  y  el  orden;  dictó  una  minuciosa  Instruc' 
1  3  de  Julio  de  1824;  mas  no  pudo  vencer 
le  oponía  á  sus  miras  el  monstruoso  con- 
tos  y  ramos  especiales  que  constituían  la 
[uel  tiempo.  Señalaremos  como  la  más  in- 
is  creaciones  la  del  Iribunal  mayor  de  cuen- 


dejd  su  puesto  en  Octubre  de  1S32. 

!sto  de  1828  no  era  más  que  de  454  millones. 
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Restablecido  ya  definitivamente  en  1834  el  sistema  par- 
lamentario, la  guerra  civil  declarada  algunos  meses  antes 
y  las  agitaciones  políticas  que  tuvieron  lugar  á  la  vez  que 
ella  crearon  para  la  hacienda  una  situación  tal,  que  causa 
verdadero  asombro  el  que  se  pudiera  llegar  á  dominarla. 
Afrontó  el  primero  tales  dificultades,  y  tuvo  la  desgracia 
de  ser  vencido  por  ellas,  el  Conde  de  Toreno:  encargado 
de  la  cartera  de  Hacienda  á  mediados  de  aquel  año,  reco- 
noció desde  luego  la  necesidad  de  apelar  al  crédito,  decla- 
ró ante  los  Estamentos  que  el  Tesoro  debía  á  fines  de 
Mayo  325  millones,  que  habían  de  aumentarse  con  la  liqui- 
dación de  muchos  otros  descubiertos,  y  pidió  autorización 
para  hacer  un  empréstito  de  400;  todo  esto  era  indiscu- 
tible, y  hubiera  pasado  sin  encontrar  oposición  alguna; 
pero  cometió  Toreno  el  grave  error  de  proponer,  antes 
de  realizar  el  empréstito  y  como  base  para  contratarle, 
un  arreglo  de  la  deuda  extranjera  que,  reconociendo  toda 
la  emitida,  la  dividía  después  en  dos  mitades,  una  ac- 
tiva ó  con  interés  y  otra  pasiva  ó  sin  él,  que  no  debía 
entrar  á  gozarle  sino  después  de  muchos  años.  Semejante 
proyecto,  convertido  en  la  ley  de  16  de  Noviembre,  pro- 
movió acaloradísimos  debates  por  las  cuestiones  que  en- 
volvía la  sanción  de  las  deudas  anteriores,  el  préstamo  de 
Guebhard  especialmente,  y  lastimó  los  intereses  de  los 
acreedores,  defraudando  las  esperanzas  que  los  capitalis- 
tas de  otras  naciones  tenían  en  la  hidalguía  y  el  renaci- 
miento de  España.  Así,  en  vez  de  aprovechar  estas  cir- 
cunstancias favorables  y  el  tipo  de  84  á  que  se  cotizaba 
nuestro  5  por  loo  antes  del  malhadado  arreglo,  el  em- 
préstito hubo  de  hacerse,  bajo  la  influencia  de  las  recrimi- 
naciones y  las  quejas  que  partían  de  todos  lados,  al  .pre- 
cio de  60  por  ICO  y  con  una  comisión  del  3  sobre  el  valor 
nominal,  el  crédito  recibió  profunda  herida,  faltaron  en- 
tonces y  se  obtuvieron  luego  más  difícilmente  los  medios 
necesarios  para  sofocar  la  guerra  y  se  tocaron,  en  fin, 
consecuencias  desastrosas.  Toreno,  que  salvo  imponer  un 
derecho  de  timbre  á  los  efectos  de  giro  y  modificar  algo 
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los  derechos  de  puertas,  no  hizo  mudanzas  notables  en  el 
sistema  tributario ,  redactó  un  presupuesto  para  1835 
con  937  millones  de  gastos  y  766  de  ingresos,  aunque 
indicando  economías  y  reformas  que,  á  su  juicio,  reduci- 
rían el  déficit  á  unos  63;  pero  muy  luego  tuvo  que  dejar 
el  ministerio,  tanto  por  las  circunstancias,  políticas,  como 
por  el  fracaso  de  su  gestión  económica.  Vino  á  susti- 
tuirle Mendizábal,  primero  en  [a  cartera  de  Hacienda  y  á 
sus  órdenes  ^  y  luego  en  la  Presidencia  del  Consejo,  ro- 
deado de  un  gran  prestigio  como  hombre  político  y  finan- 
ciero, pero  en  momentos  verdaderamente  angustiosos 
y  en  que  parecía  inevitable  la  ruina  de  la  causa  liberal 
Los  triunfos  conseguidos  por  los  carlistas  en  el  Norte 
y  la  anárquica  insurrección  en  que  vivían  las  provincias 
paralizaban  la  acción  del  Gobierno,  que  debía  hacer  frente 
á  un  presupuesto  de  60  millones  mensuales  para  las  aten- 
ciones del  ejército  y  á  un  gasto  de  232  que  importaban 
anualmente  los  intereses  de  la  deuda,  no  contando  para 
todo  eso  y  para  las  demás  obligaciones  sino  con  unos  in- 
gresos que  en  totalidad  apenas  pasarían  al  año  de  esta  úl- 
tima suma  ^.  No  se  aterró,  sin  embargo,  Mendizábal  y 
aceptó  con  la  audacia  propia  de  su  genio  una  situa- 
ción tan  crítica;  apeló  á  los  donativos,  y  con  el  ejem- 
plo dado  por  la  regente  y  por  él  mismo  obtuvo  de  las  cia- 
ses acomodadas  y  de  los  funcionarios  un  socorro  de 
20  millones,  decretó  la  supresión  de  los  monasterios  y 
conventos  de  hombres,  ordenó  una  quinta  de  100.000 
soldados,  eximiendo  del  servicio  á  los  que  entregaran  4.000 
reales  ó  i.ooo  y  un  caballo  útil  para  la  guerra,  y  consi- 
guió de  las  Cortes  un  voto  omnímodo  de  confianza,  que 
le  permitía  alterar  como  lo  estimase  conveniente  las  ren- 


'  Aunque  no  llegó  á  tomar  posesión  entonces  de!  ministerio  de 
Hacienda,  desde  15  de  Junio  do  1835,  en  que  fué  nombrado  para 
él,  hasta  mediados  de  Septiembre,  cu  que  se  encargó  del  mando, 
auxilió  eficazmente  al  Gobierno  de  Toreno  con  sus  gestiones  en  el 

'    Burgos. — Anales  del  reinado  de  Isabel  II,  tomo  II,  pág.  364. 
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tas  públicas  y  buscar  los  recursos  necesarios  para  con- 
cluir la  guerra,  comprometiéndose  á  no  negociar  ningún 
empréstito  y  á  no  disponer  de  los  bienes  nacionales.  Po- 
nía Mendizábal  toda  su  esperanza  en  un  tratado  con  In- 
glaterra que  le  suministraría  recursos  á  cambio  de  venta- 
jas arancelanas  concedidas  á  los  géneros  de  algodón; 
pero  anuladas  estas  gestiones  por  la  intervención  de  Fran- 
cia, era  del  todo  imposible  que  cumpliera  las  promesas 
que  había  hecho.  Tuvo,  pues,  que  contrariarlas,  y  en  los 
ocho  meses  que  duró  su  primera  administración  nego- 
ció 35°  millones  de  títulos  que  se  hallaban  en  poder  de  la 
comisión  de  Hacienda  en  Londres,  usó  igual  procedi- 
miento con  otros  valores  de  empréstitos  antiguos,  operó 
sobre  las  rentas  futuras  de  Ultramar  y  los  productos  de 
las  minas  de  Almadén  é  hizo  giros  al  descubierto;  llevó  á 
cabo  la  conversión  al  5  por  ico  de  la  deuda  no  consoli- 
dada y  acudió,  en  fin,  á  to  que  era  sin  duda  la  clave  de 
su  sistema,  decretando  en  los  meses  de  Febrero  y  Marzo 
de  1836  la  enajenación  délos  bienes  pertenecientes  á  todas 
las  comunidades  religiosas.  En  el  breve  Ministerio  Istúriz 
apenas  se  hizo  más  que  contratar  un  empréstito  de  120 
millones,  y  el  de  Calatrava,  que  le  sucedió,  al  proclamarse 
la  Constitución  de  1812,  decretó  la  incautación  de  la  plata 
de  las'iglcsias,  la  confiscación  de  los  bienes  de  los  carlis- 
tas y  un  anticipo  forzoso  de  200  millones  de  reales  antes 
de  que  Mendizábal  tomara  otra  vez  á  su  cargo  el  ramo 
de  hacienda. 

El  segundo  período  del  gobierno  de  este  ministro  fué 
todavía  más  accidentado  y  violento  que  el  primero.  Entre 
las  muchas  disposiciones  del  mismo  género  dictadas  en 
aquel  año  de  1837,  merecen  citarse  la  supresión  de  los 
diesmos y  primicias;  \a.  adjudicación  al  Estado  de  los  bienes 
del  clero  secular,  que  debían  comenzar  á  venderse  en  1840; 
el  establecimiento  de  la  contribución  del  culto  y  el  de  una 
contribución  extraordinaria  de  guerra  por  603  millones 
sobre  la  propiedad  y  la  industria;  pero  todosestos  medios, 
así  como  el  descuento  de  los  sueldos,  la  prórroga  del  diez- 


o,  un  anticipo  sobre  las  rentas  á  cuenta  de  la 
extraordinaria  y  los  otros  arbitrios  á  que 
arse  eran  insuficientes  para  calmar  la  penu- 
lel  Tesoro,  que  no  podía  atender  ni  á  las  ne- 
,s  apremiantes  del  ejército,  y  Mendizábal  bus- 
iversiones,  arbitrajes  y  arreglos  de  la  deuda 
lacer  nuevas  emisiones  y  de  conllevar  aquella 
[ustiosísima.  El  presupuesto  para  1837  ascen- 
nillones;  los  ingresos  calculados  era  841 ,  y  la 
sentada  á  las  Cortes  poi  Pita  Pizarro,  sucesor 
ni,  arrojaba  un  déficit  de  1715  millones,  si 
iCrito  dio  lugar  á  un  voto  de  censura  y  á  la 
ínisterio  de  su  autor,  porque  se  dijo  que  en 
zábal  había  duplicado  el  descubierto  efectivo. 
zación  eclesiástica  y  el  crédito  fueron  las  dos 
endizábal  esgrimió  para  vencer  las  dificulta- 
que  le  rodeaban;  se  excedió,  sin  duda,  y  co- 
en  la  lucha,  pero  gracias  á  sus  esfuerzos  se 
estra  revolución  política;  y  si  no  es  razón  el 
le  le  absolvamos  por  completo,  cabe  en  es- 
que  rindamos  un  testimonio  de  aprecio  á  su 
i  su  entusiasmo  y  al  desinterés  de  que  dio  tan 
bás. 

de  concluir  este  capítulo,  ya  demasiado  ex- 
emofi  solamente  que  los  apuros  continuaron 
iviendo  al  día  hasta  la  terminación  de  la  gue  ■ 
1838  se  hizo  un  empréstito  de  500  millones  y 
contribución  extraordinaria,  en  el  año  si- 
sta  mediados  del  40  hubo  también  impuesto 
3  y  abundantes  emisiones  de  títulos,  creados 
ía  para  los  anticipos  que  contrataba  el  Te- 

irado  dia  de  la  paz  la  hacienda  se  encontró 
ios  atrasos  y  con  el  aumento  que  recibieron 
I  ejército.  El  ministro  de  la  regencia,  Fernán- 
íiostró  excelentes  propósitos  para  conjurar  el 
odujo  el  orden  en  el  manejo  del  Tesoro,  con- 
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trató  por  suscrición  un  empréstito  de  22  millones,  capita- 
lizó los  intereses  vencidos  de  la  deuda,  que  estaba  entera- 
mente abandonada,  arrendó  los  derechos  de  puertas  y 
anunció  la  venta  de  los  bienes  del  clero;  pero  muy  luego 
renunció  á  tan  formidable  empresa  y  abandonó  la  cartera. 
Sus  continuadores  no  tuvieron  más  fortuna;  negociáronse 
anticipos,  en  1841  se  arrendaron  las  rentas  de  la  sal  y  del 
papel  sellado,  se  pusieron  en  venta  por  la  ley  de  2  de  Se- 
tiembre los  bienes  del  clero  y  se  estableció  como  parte  de 
su  dotación  una  contribución  general  y  directa  denomina- 
da del  culto  y  clero\  en  1842  se  emitieron  160  millones  en 
billetes  del  Tesoro,  se  suprimieron  los  antiguos  impuestos 
sobre  el  aguardiente  y  los  licores  y  todos  los  derechos  que 
recaían  sobre  el  peso  ó  la  medida  de  los  géneros,  y  se  for- 
mó un  presupuesto  con  1.280  millones  de  gastos  y  un  dé- 
ficit demás  de 400;  en  la  primera  mitad  de  1843  no  tene- 
mos que  registrar  más  que  la  formación  de  un  nuevo  aran- 
cel de  aduanas  y  la  inútil  derogación  de  las  rentas  pro- 
vinciales, qué  llevó  á  cabo  Mendizábal  en  su  fugaz  minis- 
terio, cuando  ya  era  general  el  movimiento  revolucionario 
que  hizo  caer  á  la  situación  de  que  formaba  parte. 

Sosegados  los  disturbios  que  produjo  la  creación  del 
gobierno  provisional  que  sustituyó  á  la  regencia  de  Espar- 
tero, el  ministerio  de  Hacienda,  que  en  aquellas  vicisitudes 
cambió  de  manos  frecuentemente,  vino  á  quedar,  con  al- 
gunas garantías  de  estabilidad,  en  las  de  D.  Alejandro  Mon 
en  2  de  Mayo  de  1844.  Los  últimos  meses  de  1843  se  ha- 
bían pasado  con  el  restablecimiento  de  las  rentas  provin- 
ciales y  el  de  la  contribución  de  culto  y  clero,  y  al  comen- 
zar el  año  44  pesaba  sobre  el  Tesoro  una  deuda  flotante  ó 
descubierto  de  más  de  2.500  millones.  Por  de  pronto,  no 
se  hizo  más  que  arrendar  el  estanco  del  tabaco  y  fundar 
el  Banco  de  Isabel  II;  pero  la  reforma  del  sistema  tributa- 
rio era  una  necesidad  que  se  imponía;  la  última  regencia 
había  aceptado  ya  esta  idea;  el  ministro  García  Carrasco 
nombró  después  una  comisión  encargada  de  estudiar  su 
planteamiento,  y  los  trabajos  hechos  con  este  objeto  se 


—    123   — 

presentaron  concluidos  en  el  mes  de  Agosto  de  1844.  El 
Sr.  Mon  quiso  antes  de  adoptarlos  resolver  las  cuestiones 
pendientes  que  más  le  embarazaban,  y  al  efecto  celebró 
con  el  Banco  de  San  Fernando  un  convenio  por  el  cual 
éste  se  comprometía  á  anticipar  al  Gobierno  de  50  á  60 
millones  mensuales,  reintegrándose  con  los  productos  de 
todas  las  rentas  libres;,  convirtió  la  deuda  flotante  en  renta 
del  3  por  loo;  suspendió  primero  la  desamortización  ecle- 
siástica y  devolvió  luego  sus  bienes  al  clero,  señalándole 
una  dotación  de  159  millones,  y  libre  ya  de  estos  cuida- 
dos, redactó  el  presupuesto  para  1S4S,  uniendo  á  él  un 
plan  de  contribuciones  que  abría  una  nueva  era  para  la 
hacienda  española. 

La  reseña  que  acabamos  de  bacerdiceya  implícitamen- 
te que  no  pudieron  ser  muchas  ni  muy  trascendentales  las 
modifícaciones  introducidas  en  la  organización  ñnanciera 
desde  el  año  de  1834  hasta  la  reforma  del  45.  Aparte  de  la 
normalidad  que  adquiere  el  régimen  de  los  presupuestos 
á  consecuencia  de  las  instituciones  políticas,  la  supresión 
del  Consejo  de  Hacienda  en  1834,1a  división  de  la  dirección 
general  de  Rentas  en  cuatro  separadas,  la  de  Estancadas, 
de  Rentas  provinciales,  de  Aduanas  y  de  Arbitrios  de  amor- 
tización; la  fusión  en  una  sola  contaduría  general  del  rei- 
no de  las  dos  de  valores  y  de  distribución  y  las  repetidas 
disposiciones  encaminadas  á  lograr  la  concentración  de 
los  fondos  del  Tesoro,  son  las  únicas  novedades  impor- 
tantes. En  esto,  como  en  lo  demás,  el  período  de  que  aho- 
ra salimos  no  deja  nada  definitivo  y  estable;  remuévense 
durante  él  las  antiguas  instituciones,  queda  todo  prepa- 
rado al  cambio  y  se  marca  ya  la  dirección  en  que  ha  de 
hacerse;  pero  en  realidad  no  se  pasa  de  intentos  y  comien- 
zos de  innovaciones. 
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^s  del  Sur  de  América,  sin  que  niguno  de  esos 
[laya  sido  para  nuestro  asunto  de  considerable 
:ia. 

pues,  sumariamente,  que  la  dominación  del 
derado  establecida  en  1843  se  arraiga  y  conti- 
:e  años,  á  pesar  de  las  dificultades  que  encuen- 
isensiones  de  sus  mantenedores  y  en  los  ma- 
testas  más  ó  menos  violentas  que  engendra  la 
anto  de  los  carlistas  como  de  los  liberales.  No 
uellos  Gobiernos  el  partido  que  debieran  del 
minio  de  las  ideas  conservadoras  y  de  los  ele- 
3  ia  relativa  tranquilidad  del  pais  les  ofrecía; 
idable  que  la  administración  pública  les  debe 
¡joras  y  que  los  intereses  morales  y  materiales 
n  aquel  tiempo  algún  fomento.  Los  moderados, 
lu  título,  extremaron  la  reacción,  abusaron  in- 
;nte  de  los  medios  represivos  y  concitaron  el 

mismos  correligionarios  políticos,  porque  con- 
eran  los  hombres  que  llevaron  á  cabo  la  insu- 
litar  del  Campo  de  Guardias,  convertida  á  poco 
ición  de  1854,  que  conmovió  en  sus  cimientos 
Isabel  II. 

progresista,  en  medio  de  las  agitaciones  y  de 
icia  propias  de  su  origen  revolucionario,  fué 

medidas  provechosas  para  los  adelantos  de 
ria,  sobre  todo  en  el  orden  económico,  tales 
iamortización  civil  y  eclesiástica  y  las  relati- 
30ciación,-á  las  obras  públicas  y  al  crédito. 
nación,  á  que  dio  vida  el  general  O'Donnell, 
o  á  sus  manos,  y  el  .partido  de  la  unión  libe- 
0  por  este  hombre  político  para  conciliar  sus 
3S  liberales  y  sus  ideas  conservadoras,  gober- 
s  de  un  breve  mando  de  Narváez  y  de  otros 

incoloros,  desde  mediados  de  1858  hasta  los 
de  1863.  Fueron  estos  cinco  años,  más  que  de 
idada  en  la  amplitud  de  las  leyes,  época  de 
:olerancia,  nacida  de  la  discreción  benévola  y 
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un  tanto  escéptica  de  aquellos  gobernantes,  y  st  no  he- 
mos de  negar  el  desarrollo  qus  adquirió  nuestra  prospe- 
ridad bajo  su  mando,  es  preciso  reconocer  á  la  vez  que 
fué  aquélla  una  de  las  ocasiones  más  propicias,  que  han 
existido,  para  cambiar  en  sentido  favorable  la  manera  de 
ser  de  nuestra  patria.  El  bien  que  entonces  se  hizo  re- 
sulta muy  pequeño  cuando  se  le  compara  con  el  que  pudo 
haberse  hecho  y  en  relación  con  los  medios  de  que  aque- 
lla situación  dispuso,  por  la  duración  que  tuvo,  ta  tran- 
quilidad de  que  gozó  y  los  grandes  recursos  que  ma- 
nejara. 

Desde  1S63,  las  veleidades,  que  tanto  habían  perjudica- 
do ya  antes  á  Isabel  II,  gastaron  rápidamente  y  alejaron  de 
su  lado  á  los  hombres  políticos  de  más  prestigio,  y  la  obs- 
tinación con  que,  por  antipatía  ó  por  miedo,  rechazó  siem- 
pre al  partido  progresista,  hicieron  el  vacío  alrededor  del 
trono,  entibiaron  el  celo  de  sus  defensores  y  produjeron  la 
abierta  hostilidad  de  todos  los  elementosiiberales.  Las  in- 
surrecciones de  1 866  y  67,  claros  anuncios  de  la  gran  con- 
moción que  se  acercaba,  en  ve2  de  iluminar  á  los  que  vi- 
vían en  las  esfera-s  del  poder,  mostrándoles  el  abismo  en 
4ue  iban  á  precipitarse  y  dando  lugar  á  los  consejos  de  la 
prudencia,  cegaron  su  soberbia  y  los  comprometieron  en 
una  reacción  desenfrenada;  planteada  ya  la  cuestión  en  el 
terreno  de  la  fuerza,  la  catástrofe  era  inevitable  y  la  revo- 
lución estalló  en  1868,  derrumbando  con  estrépito  aquella 
monarquía.  El  laconismo  y  la  reserva  que  nos  hemos  im- 
puesto al  escribir  estas  lineas  no  nos  eximen  de  consignar 
que  la  revolución  de  Septiembre  fué  el  despertar  de  un 
pueblo  vejado  por  la  arbitrariedad  y  amenazado  con  el  des- 
potismo; hombres  de  ideas  conservadoras  fueron  también 
entonces  los  principales  instigadores  del  movimiento;  los  li- 
berales todos  contribuyeron  á  él  ó  le  acogieron  con  entu- 
siasmo; la  masa  general  del  país  le  tuvo  por  necesario,  y 
aun  muchos  de  los  vencidos  le  aceptaron  como  expiación 
merecida  para  sus  yerros. 

Las  disensionesentre  los  revolucionarios  comienzan  al  día 
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siguiente  de  su  triunfo  en  Alcolea;  monárquicos  unos,  otros 
republicanos,  divididos  aquéllos  por  la  preferencia  de  va- 
rios candidatos  á  la  corona,  y  fraccionados  éstos  en  escue- 
las de  diversas  tendencias  políticas  y  económicas,  el  vigo- 
roso empuje  que  derribó  las  antiguas  instituciones  se  debi- 
litaba á  medida  que  era  necesarto  edificar  sobre  las  ruinas. 
La  obra  admirable  y  rápida  de  la  Constitución  proclamada 
en  1869  y  el  entronizamiento  de  Amadeo  I  dejaron  casi 
agotadas  las  fuerzas  de  la  revolución,  que  se  vio  combati- 
da á  un  tiempo  por  los  carlistas  en  el  campo,  por  los  fede- 
rales en  las  poblaciones,  por  los  separatistas  en  Cuba  y  por 
los  moderados  en  todas  partes.  Luego^  la  muerte  del  gene- 
ral Prim,  clave  del  edificio  lev^antado,  la  insensatez  conque 
trataron  á  la  monarquía  democrática  los  republicanos, 
como  nadie  interesados  en  que  se  mantuviese,  y  la  obce- 
cación incomprensible  con  que  los  progresistas  se  separa- 
ron en  dos  bandos,  frente  á  tantos  enemigos,  desnaturali- 
zaron el  movimiento  de  Septiembre  y  torcieron  su  camino 
por  vías  de  perdición.  Abandonado  el  trono  por  D.  Ama- 
deo de  Saboya,  que  es  quizá  la  figura  que  más  descuella  en 
todo  este  período,  la  república,  aclamada  por  los  monár- 
quicos, pasó  en  seguida  á  manos  de  los  federales  y  se  des- 
compuso en  la  deshecha  borrasca  de  los  cantones.  Los  lau- 
dables esfuerzos  que  hizo  Castelar  para  contener  la  anar- 
quía y  dominar  la  guerra  carlista  se  estrellaron  en  las  in- 
coherentes aspiraciones  de  la  Asamblea  legislativa,  y  la 
disolución  de  ésta  á  mano  armada  en  3  de  Enero  de  1874 
trajo  una  especie  de  Gobierno  provisional  que,  no  ofrecien- 
do solución  alguna,  sólo  sirvió  para  que  madurasen  los 
planes  de  restauración  monárquica.  Volvió,  pues,  la  dinas- 
tía de  Borbón,  bien  ajena,  por  cierto,  del  rudo  golpe  que  la 
aguardaba  con  la  prematura  muerte  de  su  jefe  el  rey  don 
Alfonso  XII. 

Á  través  de  los  acontecimientos  bosquejados,  el  des- 
arrollo económico  del  país  sigue  el  impulso  que  recibiera 
en  el  anterior  período  y  se  acentúa  y  agranda  notable- 
mente en  esta  época.  Abolida  de  una  manera  definitiva 
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la  prestación  del  diezmo,  consumada  la  desarnortización  y 
construidos  un  gran  número  de  paminos  ordinarios  y  vías 
férreas,  la  agricultura  se  extiende,  mejora  sus  procedimien- 
tos, inicia  una  transformación  favorable  al  cultivo  de  la 
vid  y  ve  crecer  á  todos  sus  rendimientos;  la  industria,  con 
esta  firme  base,  con  la  supresión  de  muchos  estancos  y  res- 
tricciones fiscales,  merced  al  vuelo  que  el  espíritu  de  aso- 
ciación adquiere,  con  la  multiplicación  y  la  actividad  de 
los  capitales  nacionales  y  el  concurso  de  muchos  extran- 
jeros, hace  surgir  abundantes  manufacturas  y  fabricacio- 
nes, y  el  comercio  en  el  interior  y  en   nuestras  relaciones 
exteriores,  alentado  por  la  difusión  del  crédito  y  las  refor- 
mas arancelarias,  llega  á  sumas,  pequeñas  todavía  con  re- 
lación á  nuestros  elementos  de  riqueza,  pero  muy  satisfac- 
torias si  se  las  compara  con  el  valor  que  antes  tenía.  La 
modificación  de  nuestro  régimen  aduanero — sobre  todo  en 
1869, — el  complemento  de  la  desamortización  y  el  arreglo 
del  sistema  tributario  son,  para  indicarlas  por  el  orden  de 
su  eficacia,  las  causas  que  principalmente  han  determinado 
la  relativa  prosperidad  de  nuestro  estado,  económico.  La 
población  de  España,  que  era  en   184S  de  unos  14  millo- 
nes, según  los  cálculos  más  probables,  se  acercaba  á  los  17 
en  1877,  conforme  á  los  datos  del  censo  general  practica- 
do en  este  año,  y  el  comercio  exterior,  que  ascendía  en  la 
primera  de  esas  fechas  á  unos  I.CK)0  millones  de  rea/es, 
arrojó  en  1895  un  total  de  más  de  i.ooo  millones  de  pese- 
tas. No  pueden  aducirse  mejores  testimonios  á  favor  del 
aumento  del  bienestar  material. 

No  ha  sido  tan  bonancible  la  marcha  de  la  hacienda 
pública  en  igual  tiempo,  á  pesar  de  los  indudables  pro- 
gresos que  en  ella  se  han  realizado.  Los  gastos  del  Es- 
tado han  crecido  continuamente,  porque  á  medida  que  el 
país  ha  prosperado,  ha  sido  más  exigente  con  los  Gobier- 
nos, y  éstos,  comprometidos  á  ello  por  la  extensión  de 
sus  atribuciones,  se  han  visto  en  el  caso  de  atender  al 
gran  desarrollo  de  la  actividad  social,  perfeccionando  los 
antiguos  servicios  públicos  y  estableciendo  otros  nuevos. 
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La  esfera  religiosa,  hasta  aquí  origen  de  ingresos  por  los 
subsidios  y  participación  en  las  rentas  eclesiásticas  que  el 
Tesoro  percibía,  vino  ahora,  con  la  abolición  del  diezmo  y 
la  venta  de  los  bienes  de  la  Iglesia,  á  pesar  gravemente  so- 
bre el  presupuesto,  que  se  encargaba  de  sostener  todas  las 
atenciones  del  culto  y  de  sus  ministros.  La  guerra  civil,  la 
insurrección  de  Cuba,  las  sublevaciones  políticas  y  las  ex- 
pediciones militares,  juntas  al  coste  cada  día  mayor  de  la 
organización  y  el  material  de  los  ejércitos  y  escuadras,  y  á 
la  indiscreta  imitación  con  que  España,  siguiendo  la  funes- 
ta conducta  de  otras  naciones,  ha  aumentado  los  contin- 
gentes de  la  fuerza  armada,  han  producido  también  una 
elevación  insoportable  en  los  gastos  del  ramo  de  Guerra. 
Las  obras  públicas,  carreteras,  ferrocarriles,  puertos,  faros, 
telégrafos,  etc.,  consumieron  directamente  grandes  recur- 
sos del  presupuesto  y  le  gravaron  además  con  los  intere- 
ses de  las  acciones,  subvenciones  y  títulos  especiales  de  la 
deuda  creados  para  atenderlas.  De  una  sola  vez  se  conce- 
-dieron  para  este  objeto,  en  1859,  créditos  por  valor  de  2.000 
millones  de  reales.  El  mismo  efecto  hubieron  de  producir 
las  reformas  hechas  para  mejorarlas  en  la  administración  de 
justicia,  la  enseñanza,  la  beneficencia  y,  en  general,  en  to- 
das las  dependencias  del  Estado,  así  como  la  necesidad  de 
cubrir  con  más  regularidad  que  antes  se  hacía  las  obliga- 
ciones de  la  deuda  pública  existente  y  de  la  que  se  siguió 
contrayendo  en  esta  época.  De  esta  suerte  los  gastos,  cal- 
culados por  el  presupuesto  de  1845  en  296  millones  de  pe- 
setas, subieron  en  el  de   1874-75  á  708  millones)  á  pesar 
de  no  consignarse  en  este  año  cantidad  alguna  para  los  in- 
tereses de  la  deuda  perpetua.  No  decimos,  siii  embargo, 
que  tan  rápido  crecimiento  haya  sido  siempre  justificado  y 
necesario;  á  excepción  de  Bravo  Murillo,  que  abandonó  el 
ministerio  en  1850*  al  ver  que  no  podía  realizar  su  plan 
de  economías,  y  de  lus  esfuerzos  hechos  para  contener  los 
gastos  durante  el  bienio  progresista  y  en  el  primer  período 
de  la  revolución  de  Septiembre ,  los  demás  Gobiernos  han 
pecado,  cuando  menos,  por  condescendientes  ó  por  débi- 
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les,  y  han  llegado  muchas  veces  á  ser  derrochadores,  so- 
bre todo  en  la  época  de  unión  liberal,  en  que  se  creyó,  sia 
duda,  que  era  la  desamortización  una  mina  inagotable. 

Los  recursos  no  crecen  tan  deprísa,  pero  se  trasforman 
por  completo  merced  á  las  reformas  de  D.  Alejandro  Mon. 
Aquel  caos  de  las  rentas  provinciales,  alcabalas,  millones^ 
equivalentes,  rentillas,  etc.,  desapareció  con  la  ley  de  2 j 
de  Mayo  de  1845,  que  redujo  á  un  corto  número  los  orí- 
genes de  ingresos  divididos  en  dos  grupos,  uno  de  contri- 
buciones directas,  en  que  fíguraban  la  de  inmuebles,  culti- 
vo y  ganadería,  el  subsidio  industrial  y  de  comercio  y  la 
contribución  de  inquilinatos,  y  otro  de  impuestos  indirec- 
tos, formado  con  los  derechos  sobre  el  consumo  de  ciertos 
artículos,  los  de  hipotecas,  las  aduanas  y  los  estancos. 
Este  arreglo  no  merece,  en  verdad,  el  nombre  de  sistema 
tributario,  que  se  le  ha  dado  después,  porque  no  se  aco- 
moda á  ningún  principio  fijo,  y  se  mezclan  en  él,  como 
acabamos  de  ver,  las  formas  directa  é  indirecta  de  la  im- 
posición, aceptándose  á  la  vez  por  bases,  ora  la  renta,  ora 
el  capital,  ora  el  consumo;  pero  no  hemos  de  regatear 
aquella  denominación,  no  hemos  de  discutir  tampoco  la 
originalidad  del  pensamiento,  ni  la  participación  que  en  él 
tuviera  el  ministro  que  pasa  por  su  autor,  porque  es  pre- 
ciso reconocer,  de  todas  suertes,  que  la  innovación  fué  un 
gran  progreso  y  dignas  de  la  mayor  alabanza  sus  tenden- 
cias á  la  simplificación  y  al  concierto  administrativo  ^. 

Mucho  más  meritoria  que  la  tarea  de  concebirle  íué  la 
actividad  desplegada  para  implantar  el  nuevo  régimen  y 
vencer  las  dificultades  inmensas  que  suscitara.  El  llama- 
do sistema  tributario  fué  muy  impopular,  y  había  de  serlo 
por  el  cambio  completo  que  introducía  en  las  prácticas  y 
costumbres  establecidas,  y  porque  en  realidad  hacía  ma- 


*  En  las  Cortes  de  1842  y  1843  se  presentaron  ya  proyectos  para 
la  reforma  tributaria,  y  en  este  último  año  se  nombró  una  comisión 
que  redactó  el  adoptado  después  de  algunas  modificaciones  hechas 
por  el  Gobierno  y  por  las  Cámaras. 
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yores  los  sacrificios  exigidos  á  los  pueblos.  Es,  además, 
muy  común  en  estos  casos  no  tomar  en  cuenta  las  venta- 
jas que  proporciona  la  reforma,  y  fijarse  únicamente  en 
los  gravámenes  que  produce;  los  favorecidos  no  muestran 
su  gratitud,  y  ios  perjudicados,  en  cambio,  protestan  y  se 
lamentan  sin  consideración  alguna  ^  Él  mal  estuvo,  á 
juicio  nuestro,  y  es  achaque  también  de  que  adolecen  fre- 
cuentemente las  reformas  de  la  hacienda,  en  pretender 
que  las  contribuciones  muevas  rindan,  desde  el  instante 
en  que  se  establecen,  unos  productos  que  sólo  pueden  dar 
largo  tiempo  después  de  que  se  arraigan.  Los  hechos  evi- 
denciaron este  inconveniente  que  aquel  plan  ofrecía,  y  el 
Sr.  Mon  tuvo  que  renunciar  á  la  contribución  de  inquili- 
natos, y  disminuyó  los  cupos  que  había  fijado  á  las  de 
inmuebles  y  de  subsidio,  no  logrando,  á  pesar  de  esto, 
que  se  normalizase  la  recaudación.  Autorizada  la  modifi- 
cación del  servicio  de  lanzas  y  medias  annatas,  el  decreto 
de  27  de  Diciembre  de  1846  creó  en  su  lugar  el  imptiesto 
sobre  grandezas  y  títulos. 

Hasta  el  año  de  18 S4  no  se  alteran  sustancialmente  los 
tributos  establecidos  por  Mon,  aunque  se  dictaron  multi- 
tud de  disposiciones  encaminadas  á  corregirlos,  según  lo 
que  aconsejaban  la  experiencia  y  los  intereses  del  fisco. 
Mencionaremos,  pues,  únicamente,  de  entre  esas  disposi- 
ciones, las  reformas  arancelarias  hechas  en  sentido  liberal 
por  la  ley  de  17  de  Julio  de  1849,  y  el  decreto  de  12  de 
Mayo  de  1853;  las  acertadas  modificaciones  introducidas 
en  la  contribución  industrial  por  decreto  de  i.**  de  Julio 
de  T850;  la  legislación  sobre  el  papel  sellado,  más  com- 
pleta y  eficaz  que  la  anterior,  decretada  en  8  de  Agosto 
de  185 1;  la  creación  por  ley  de  li  de  Abril  de  1849  del 
impuesto  de  faros^  en  lugar  de  los  arbitrios  que  antes  se 


■  Violentísima  fué  la  oposición  que  hizo  el  comercio  á  la  con- 
tribución de  subsidio,  y  el  cierre  de  las  tiendas  de  Madrid  produjo 
un  grave  conflicto  y  dio  lugar  á  una  represión  injustificada  y  san- 
grienta. 


.■:>•■ 


í.i- 


1'  :•*■ 


t*:?*.'"* 


'aiV.     .      - 


.1*  ' 


Pifc.»  >  - 1 


kí*-. 


.i 


¿'«^^ 


SÍ*' 


tf-. 

P-'' 
ti'; 


-■   132  — 

cobraban  con  los  nombres  de  fanal  y  linternay  y  la  de  los 
.impuestos  de  fondeadero,  carga  y  descarga,  que  sustituye- 
ron, conforme  al  decreto  de  \^  de  Diciembre  de  1851,  los 
muchos  y  desiguales  derechos  que  por  esos  conceptos  se 
exigían  en  los  puertos.  En  25  de  Febrero  de  1847  se  de- 
cretó la  fusión  del  Banco  de  Isabel  II  en  el  de  San  Fer- 
nando, que  continuó  encargado  del  servicio  de  Tesorería. 

Las  juntas  revolucionarias  constituidas  en  1854  cam- 
biaron á  su  antojo  los  impuestos,  suprimieron  todas  ellas 
los  derechos  de  consumos,  y  el  Gobierno  progresista  hubo 
de  sancionar  la  abolición,  con  la  ley  de  7  de  Febrero 
de  1855.  Sin  embargo,  pronto  se  sintió  la  necesidad  de 
colmar  el  vacío  que  esta  medida  causaba  en  el  presupues- 
to de  ingresos,  y  en  el  que  se  formó  para  1856  y  seis  pri- 
meros meses  de  1857,  se  recargaron  50  millones  á  la  con- 
tribución de  inmuebles  y  una  sexta  parte  á  las  cuotas  de 
la  de  subsidio,  y  se  estableció  una  derrama  sobre  todos 
los  pueblos  equivalentn  al  50  por  100  de  lo  que  antes  pa- 
gaban por  consumos.  No  siendo  esto  bastante,  se  sometió 
á  las  Cortes  en  Febrero  de  1856  el  restablecimiento  de  los 
derechos  de  puertas  en  las  capitales  y  puertos  habilitados, 
y  la  creación  de  un  impuesto  indirecto,  que  debía  recau- 
darse en  las  demás  localidades  por  varios  procedimientos 
dejados  á  su  elección.  Este  proyecto  no  llegó  á  ser  ley,  y 
lo  mismo  sucedió  con  los  relativos  al  desestanco  de  la  sal 
y  del  tabaco. 

Durante  el  mandD  de  la  unión  liberal  y  de  los  gobier- 
nos moderados  que  se  suceden  hasta  1868,  no  se  hacen 
otras  modificaciones  importantes  en  los  recursos  ordina- 
rios del  Estado  que  el  restablecimiento  de  los  consumos, 
llevado  á  cabo  por  el  decreto  de  IS  de  Diciembre  de  1856; 
la  reforma  hecha  en  el  ramo  de  minería  y  en  los  impues- 
tos que  gravan  á  esta  riqueza,  por  la  ley  de  6  de  Julio  de 
1859;  la  extensión  del  derecho  de  hipotecas  y  el  aumento 
en  las  tarifas  de  consumos  y  en  los  precios  del  papel  sella- 
do, autorizados  por  la  ley  de  presupuestos  de  25  de  No- 
viembre de  1859;  la  supresión  en   1862  de  la  lotería  Ha- 
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mada  primitiva,  y  en  1864'  del  estanco  de  la  pólvora;  la 
creación  por  la  ley  de  presupuestos  de  25  de  Junio  de  este 
mismo  año  del  impuesto  sobre  los  viajeros  de  los  ferroca- 
rriles, á  la  vez  que  se  establecían  algunas  modifícaciones 
respecto  del  subsidio,  las  hipotecas  y  los  consumos;  las 
nuevas  reformas  hechas  por  las  leyes  de  presupuestos  de 
1866-67  y  1867-68  en  la  contribución  industrial,  en  las  de 
minas  y  en  las  traslaciones  de  dominio,  y  las  bases  del 
impuesto  sobre  cabatlerias  y  carruajes  de  lujo,  formuladas 
por  la  última  de  esas  dos  disposiciones. 

Motivos  iguales  á  los  que  en  18S4  suprimieron  los  de- 
rechos de  consumos,  dieron  lugar  á  su  abolición  efl  1868. 
Intentó  reemplazarlos  ahora  el  Sr.  Figuerola  con  un  im- 
puesto fundado  en  dos  elementos:  la  habitación  y  el  núme- 
ro de  personas  que  la  ocupan;  de  tal  suerte  decía  que  no 
era  una  contribución  de  inquilinatos,  ni  de  capitación,  sino 
la  combinación  de  las  bases  en  que  éstas  se  fundan,  de  ma- 
nera que  desaparecen  los  conocidos  inconvenientes  de  am- 
bos impuestos,  y  sólo  se  aprovecha  la  parte  más  favora- 
ble que  puedan  contener  '.  Este  impuesto,  que  se  llamó 
personal^  no  consiguió  arraigarse  y  quedó  suprimido  por 
la  ley  de  8  de  Junio  de  1870.  En  cambio,  la  supresión  del 
derecho  diferencial  de  bandera  en  22  de  Noviembre  de 
1868,  ¡a  ley  de  16  de  Junio  de  1869  declarando  libre  la 
fabricación  y  venta  de  la  sal  desde  i."  de  Enero  siguiente, 
y  la  reforma  arancelaria,  unida  á  la  ley  de  presupuestos 
de  I."  de  Julio  del  mismo  año,  son  otros  tantos  títulos  de 
gloria  de  aquel  insigne  hombre  púbhco,  que  además  mo-  ' 
diñcó  con  acierto  la  contribución  industrial,  los  amiUara- 
mientos,  las  traslaciones  de  dominio  y  la  legislación  del 
papel  sellado,  comprendió  en  un  solo  impuesto  de  desear- 
carga  y  viajeros  todos  los  derechos  exigidos  antes  á  los 
buques,  y  suprimió,  refundiéndolos  en  la  contribución  te- 
rritorial, la  de  caballerías  y  carruajes  y  los  antiguos  por- 
tazgos. En  1870,  la  ley  del  presupuesto  de  ingresos,  fe- 

•     Circulíir  de  z8  dir  Octubre  Ai  ifióS. 
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cha  8  de  Junio,  crea  la  contribución  sobre  cédulas  de  em- 
padronamiento,  y  la  de  26  de  Diciembre  de  1872,  al  fijar 
los  recursos  de  aquel  año,  dicta  nuevas  bases  para  las  con- 
tribuciones territorial,  industrial,  de  cédulas,  de  grandezas, 
de  timbre  y  de  traslaciones  de  dominio,  á  la  que  denomi- 
na impuesto  sobre  los  derechos  reales  y  trasmisión  de  bie- 
nes, y  establece  un  nuevo  10  por  loo  sobre  las  tarifas,  de 
viajeros  y  un  derecho  de  registro  sobre  las  mercancías. 

Los  Gobiernos  del  primer  período  dé  la  república  decre- 
taron la  reforma  de  los  amillaramientos  y  de  la  contribu- 
ción industrial,  y  la  ley  de  6  de  Agosto  suprimió  en  1873 
lt'>s  imp\iestos  de  grandezas  y  cédulas.  Finalmente,  esas 
medidas  quedaron  derogadas  en  1874  Y  el  decreto  de  26 
de  Junio  restableció  los  consumos,  las  cédulas  personales 
y  los  derechos  de  grandezas  y  títulos,  creando  además  el 
impuesto  sobre  la  sal. 

Indicado  ya  el  desnivel  que  hay  en  todo  este  período 
entre  los  gastos  y  los  ingresos,  no  nos  queda  que  hacer 
sino  señalar  las  proporciones  del  déficit  y  dar  idea  de  los 
medios  empleados  para  cubrirle.  Mon,  Bravo  Murillo  y 
Figuerola  son  los  únicos  ministros  que  han  dado  pruebas 
de  la  capacidad  y  la  energía  necesarias  para  hacerse  su- 
periores á  los  conflictos  del  momento  y  acometer  en  su 
raíz  los  males  de  la  hacienda  por  medio  de  reformas  tras- 
cendentales y  mirando  al  porvenir;  los  demás  han  agota- 
do sus  fuerzas  en  una  lucha  sin  lucimiento  ni  éxito  algu- 
no para  salir  de  los  apuros  del  día,  si  bien  es  de  notar  que 
hombres  de  gran  talento  y  de  una  buena  voluntad  reco- 
nocida, por  las  circunstancias  políticas  de  que  se  vieron 
rodeados  y  por  lo  fugaz  de  su  amdinistración,  no  tuvie- 
ron posibilidad  siquiera  de  ejercitar  sus  facultades  y  des- 
envolver sus  planes,  siendo  la  movilidad  continua  de  nues- 
tros gobernantes  una  de  las  causas  que  más  han  perjudi- 
cado á  la  gestión  financiera.  Cinco  Ministerios  hubo  en  el 
año  1846;  cuatro  en  el  de  1847;  otros  cinco  funcionaron 
en  1853;  igual  número  de  ministros  de  Hacienda  hubo 
durante  el  bienio  progresista;  seis  desempeñaron  esta  car- 
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n  el  breve  reinado  de  Amadeo  I,  y  siete  en  el  pefío- 
la  república.  Sólo  D.  Pedro  Salaverría  conservó  por 
años  el  manejo  del  Tesoro;  pefo  fué  tan  imprevisor 
;sto  su  sistema,  que  esta  administración  valiera  más 
ubiese  durado  poco.  Ello  es  que  desde  184S  al  54,  el 
',  imputable  entonces  principalmente  á  las  d'ficultades 
e  tropezaba  la  reforma  tributaria,  fué  continuo  en 
esupuestos  y  llegó  á  cerca  de  loo  millones  de  reales, 
rmino  medio  anual;  la  revolución  de  esta  ultima  fe- 
ilió  una  deuda  flotante  ó  descubierto  del  Tesoro  de 
liltones;  los  dos  años  de  gobierno  progresista,  con  la 
;Íón  de  los  consumos,  aumentaron  el  desnivel,  que 
:iió  entonces  á  unos  250  millones;  la  unión  liberal, 
levó  sin  reparo  el  presupuesto  á  2.000  millones  de 
en  l8S9,  dejándole  en  más  de  2.500  para  el  ejercicio 
54-65,  acudió  al  expediente  del  presupuesto  extraor- 

0  para  cohonestar  el  empleo  del  crédito,  y  gastó 
Tiente  unos  500  millones  más  de  lo  que  producían 
ntribuciones.  Acumulados  los  déficits  desde  1850  á 
suman  más  de  3.000  millones  de  reales,  á  pesar  de 
íe  pedido  el  crédito  de  1.348  millones,  con  lo  cual 
m  gastados  en  ese  tiempo  cerca  de  4.500  millones 
el  producto  de  los  recursos  ordinarios  '.  Siguióse  por 
,tal  camino  y  al  ocurrir  la  revolución  de  1868  se 
tro  en  el  Tesoro  un  atraso,  calculado  al  principio  en 
millones  de  reabs,  que  luego  se  vió  era  de  2.514. 
eos  años,  decía  el  Sr,  Figuerola,  al  hacer  esta  liqui- 

1  ^,  se  han  consumido  sobre  los  ingresos  ordinarios 
supuesto  casi  todos  los  productos  de  la  desamorti- 
,  los  considerables  capitales  que  afluyeron  á  la  Caja 
jósitos  y  las  importantes  sumas  á  que  ascienden  las 
^aciones  de  fondos  recibidas.  (Qué  había  de  suceder 

¡ásela  Eítudlstiea  ds  los  presupuestos  del  Estado  de   I.VíO  d 
',  escrita  piir  el  Interventor  general  Sr.  Gonzdk-z  de  la  Peña, 
ada  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  pig,  XIX. 
eámbulo  del  decreto   de  28   de  Octubre,  que  abrió  la  sus- 
I  al  empriístito  de  a.ooo  millones  en  bonos  del  Tesoro. 
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después  con  la  nueva  supresión  de  los  consumos,  el  des- 
concierto administrativo,  las  insurrecciones  y  guerras  civi- 
les que  siguieron  á  la  revolución  de  Septiembre?  El  déficit 
de  los  cuatro  primeros  años  fué,  por  término  medio,  de 
unos  200  millones  de  pesetas;  y  el  de  1873-74  le  calculó 
el  Sr.  Camacho  en  349  millones,  cifra  enorme,  decía,  la  . 
mayor  de  su  género  que  jamás  se  ha  visto  en  unos  pre- 
supuestos ^  y  la  deuda  flotante  resultaba  á  la  vez  de 
668.500.000,  cifra,  pudo  haber  añadido,  inverosímil,  racio- 
nalmente imposible,  porque  excedía  al  importe  del  presu- 
puesto mismo.  En  este  último  año  y  en  el  siguiente  ya  no 
se  pagó- la  deuda,  cuyo  capital,  sumando  la' del  Estado  y 
del  Tesoro,  sin  incluir  la  flotante,  ascendía  en  15  de  Mayo 
de  1874  á  10.882  millones  de  pesetas  *^. 

Los  arbitrios  y  recursos  extraordinarios  con  que  se 
hizo  frente  á  apuros  tales  no  ofrecen  novedad  alguna: 
descuentos  sobre  los  sueldos,  rebajas  de  mesadas,  algu- 
na vez,  como  en  1848,  á  título   de  donativo  forzoso^  anti- 
cipos exigidos  á  los  contribuyentes,  impuestos  transito- 
rios, venta  de  los  bienes  del  Estado,  las  minas  princi- 
palmente,  los  productos   de  la  desamortización   civil   y 
eclesiástica  y   la  frecuente   emisión   de   los  empréstitos. 
Citaremos  entre  los  anticipos  el  de  1854,  llamado  de  Do- 
menech,  por  el  ministro  que  le  decretó,  que  consistía  en 
un  semestre  de  las  contribuciones  directas  y  que  tan  mal 
recibido  fué  por  la  opinión  pública,  y  el  de  175  millones 
de  pesetas,  llevado  á  cabo  también  en  1873,  sobre  los  con- 
tribuyentes por  territorial  y  subsido.  Las  minas  vendidas 
fueron  las  de  Falset,  Hollín  y  Ríotinto,  y  las  contribucio- 
nes extraordinarias  recayeron  sobre  la  minería,  el  papel 
sellado,  el  franqueo  de  la  correspondencia,  los  intereses 
de  efectos  públicos,  los  cereales  y  sus  harinas,  las  ventas 
en  general  y  particularmente  la  de  los  fósforos,  y  algunos 


*     Exposición  del  decreto  de  26  de  Junio  de  1874. 

2  El  déficit  de  los  presupuestos  desde  1850  hasta  el  ejercicio  de 
1874-75  suma  la  cantidad  de  2.1 71  millones  de  pesetas,  no  compu- 
tando entre  los  recursos  los  obtenidos  por  medio  del  crédito. 
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re  eílos  el  intentado  por  el  Sr.  Pedregal  en  1873 
puertas,  ventanas  y  balcones.  Pero  la  desamor- 
'  el  crédito  fueron  los  dos  recursos  extraordina- 
xc«lencia.  Impulsada  aquélla  porlas  leyes  de  I." 
de  1855  y  S  de  Julio  de  1856,  y  luego  en  virtud 
nio  con  S.  S.  de  1859,  comentaron  á  dedicarse 
nientos  á  la  extinción  del  déficit  y  se  ha  seguido 
!ste  funesto  sistema,  con.  el  cual,  una  operación 
nonta,  ni  ha  servido  para  reducir  la  deuda,  ni 
ir  gastos  verdaderamente  extraordinarios  en  pro- 
Ios  medios  disponibles,  ni  para  mejorar  las  ba- 
orvenir  de  nuestra  hacienda  pública.  Los  em- 
36  han  sucedido  con  una  frecuencia  verdadera- 
iastrosa,  por  haberse  empleado  de  continuo  la 
de  convertir  en  deuda  perpetua  ó  amortizable  á 
!0  la  flotante,  constituida  por  la  acumulación  de 
s.  De  aquí  la';  numerosas  emisiones  hechas  en 
3  por  loo  y  la  creación  de  las  amortizables,  bi- 
otecarios  y  bonos  del  Tesoro,  al  mismo  tiempo 
izaban  al  mercado  títulos  especiales  con  destino 
LS  públicas,  acciones  de  carreteras,  obligaciones 
irriles,  etc.  La  reseña  de  todas  estas  operaciones 
far  oportuno  cuando  tratemos  de  la  deuda  pú- 
hora  sólo  hemos  de  citar  el  empréstito  de  300 
ie  reales  efectivos,  contratado  á  fines  del  856 
sa  Mires,  en  que  se  negoció  el  3  por  loo  á  42,56, 
imisión  del  3  sobre  el  valor  nominal  y  el  cupón 
ido,  por  lo  oneroso  de  tales  condiciones;  el  de 
)nes,  que  pocos  meses  antes— Mayo  de  1856— 
tbo  el  ministro  Santa  Cruz  en  pública  subasta, 
640,53  sin  comisión  ni  quebranto  alguno  y  de 
irreprochable,  y  el  que  hizo  por  150  millones  de 
!  Sr.  Ruiz  Gómez  en  1871,  al  precio,  entonces  fa- 
ie  31  por  loo,  y  con  el  éxito  de  que  en  la  sus- 
bierta  se  cubriera  ocho  veces  la  cantidad  de- 
.  Los*  medios  utilizados  para  sostener  la  deuda 
lan  sido   muy  diversos;  pero  sólo  son  dignos  de 
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mérito  los  billetes  del  Tesoro,  creados  por  el  S 
1871  con  el  interés  del  12  por  100,  que  fueroi 
bidos,  la  transformación  del  Banco,  que  tomó 
de  España  en  1856  y  se  declaró  Banco  nación 
y  el  abuso  hecho  con  la  Caja  de  Depósitos,  que 
á  los  capitales  con' altos  intereses,  se  convirtió 
pecie  de  Banco  del  Estado,  vino  á  ser  un  empr^ 
mío  y  llegó  á  recibir  más  de  2.000  millones  d 
efectivo,  dando  motivo  á  la  ruinosa  liquidacíi 
preciso  hacera  los  imponentes  en  1868. 

Y,  sin  embargo,  todos  esos  recursos  no  fuero 
para  satisfacer  con  regularidad  y  por  completo 
nes  del  Estado,  que  al  principio  y  al  ñn  de  este 
bieron  de  sufrir  atrasos  y  reducciones.  No  ha; 
en  el  fondo  de  los  arreglos  que  llevó  á  cabo  e 
el  Sr.  Bravo  Murillo  con  las  leyes  de  l.°  y  3  di 
ISJI;  es  verdad  que  eran  entonces  grandes  la  > 
los  agios  por  lo  vario  de  los  créditos,  y  era  prec 
la  deuda;  pero  no  es  menos  cierto  que  estabar 
hacía  quince  años  los  cupones  de  la  deuda  extr 
no  había  posibilidad,  ni  esperanza  siquiera,  de 
compromisos  contraídos,  y  que  las  leyes  citad 
mitaron  á  clasificar  y  convertir  los  títulos,  sinc 
ron  bajas  y  rtiducciones  lo  mismo  en  el  capital 
intereses.  Más  tarde,  la  ley  de  2  de  Diciembre  1 
dujo  ó  suprimió  las  amortizaciones  y  dispuso  < 
nase  en  papel  im  tercio  de  los  réditos  de  la  dei 
pació  de  cinco  años;  pero  ni  aun  esto  pudo  res 
1873  se  prorrogaron  por  dos  meses  los  venci 
letras  y  pagaras  contra  el  Tesoro,  y  en  1 874 
bien  prórroga  de  tres  meses,  y  llegamos  á  i 
anuncio  de  un  convenio  que  debía  celeb;arse  co 
dores,  bajo  la  base  de  una  disminución  de  sus. 
que  al  cabo  se  pactó  en  condiciones  bien  de 
para  nuestro  crédito.  Es  decir,  que  las  escaseces 
una  y  otra  vez  en  bancarrota, 

En  cambio,  son  muy  notables  ios  progresos 
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ste  periodo  en  cuanto  al  orden  administrativo. 
zacion  se  mejora  y  simplifica;  la  unidad  en  el 
i  la  hacienda  y  la  concentración  de  sus  fondos 

ya  de  un  modo  casi  completo;  se  normaliza  el 
le  los  presupuestos  y  cuentas  generales  del  Es- 
1  suma,  desaparecen  muchos  de  los  vicios  y  des- 
ntiguos,  todo  como  consecuencia  de  la  reforma 
según  hemos  de  ver  al  señalar  las  principales 
nes  dictadas  para  alcanzar  esos  fines.  Un  decreto 
na  fecha  que  lleva  el  sistema  tributario,  enco- 

administración  superior  de  la  hacienda  al  mi- 
este  ramo;  la  administración  central,  á  la  secre- 
linisterio;  á  las  direcciones  generales  de  contri- 
directas,  indirectas',  estancadas,  aduanas,  lote- 
ro y  amortización  y  liquidación  de  la  deuda  y  á 
duria  general  del  reino;  la  admimstración  pro- 
Ios  intendentes,  administradores  de  cada  uno  de 
i,  tesorerías  y  secciones  de  contabilidad,  y  la 
rtidos,  á  subdelegados  ó  jefes,  administradores 
is  y  depositarios,  Este  es  el  punto  de  partida  que 
■  corrigiendo  y  modificando  sucesivamente.  En 
rearon  la  dirección  general  de  contabilidad  en 
la  contaduría,  y  la  dirección  de  la  deuda  en 
I  de  las  de  amortización  y  liquidación;  y  esos 
'S  prevalecieron  á  través  de  vicisitudes  que  sería 
jo  ir  mencionando.  Suprimidos  en   1849  los  in- 

repartiéronse  sus  atribucionss  entre  los  nuevos 
)res  y  los  administradores  principales  de  Ha- 
aquel  año  se  estableció  también  la  dirección  de 
lioso.  La  ley  de  contabilidad  do  20  de  Febrero 
|ue  dio  una  norma  precisa  á  la  gestión  eco- 
a  de  25  de  Agosto  de  i35t,  que  reorganizó 
il  de  Cuentas,  y  el  decreto  do  27  de  Febrero  de 
de  se  estableció  el  principio  de  que  ios  contratos 
>  se  celebren  en  pública  subasta,  fueron  el  com- 
de  la  obra  de  D.  Alejandro  Mon  y  una  muestra 
laboriosidad   del  Sr.  Bravo   Murillo.  Aparte  de 
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las  infinitas  alteraciones  de  detalle  que  se  hacen  continua- 
mente en  ese  plan,  como  la  refundición  de  1853  en  una 
sola  administración  principal  de  Hacienda  pública  de  las 
diversas  dependencias  provinciales,  de  algunas  disposicio- 
nes adoptadas  desde  1854  al  56,  que  tienden  á  la  sencillez 
administrativa,  y  de  lo  establecido  en  la  ley  de  presupues- 
tos de  25  de  Junio  de  1864,  que  exigió  ciertas  condicio- 
nes para  el  ingreso  y  ascenso  en  las  carreras  del  Estado, 
hasta  la  revolución  de  1868,  y  señaladamente  en  el  mi- 
nisterio del  Sr.  Figueroa,  no  se  llevan  á  cabo  reformas 
trascendentales. 

Hiciéronse  entonces  algunos  cambios  en  la  planta  de 
la  secretaría  y  de  las  direcciones  del  famo;  se  suprimie- 
ron los  juzgados  de  hacienda'cn  virtud  del  decreto  fecha 
6  de  Diciembre  de  aquel  año,  que  refunde  en  el  ordinario 
los  fueros  especiales;  se  reformó  en  30  de  Junio  de  1869 
la  administración  provincial,  tratando,  con  la  creación  de 
los  jefes  económicos,  de  separar  á  la  hacienda  de  la  au- 
toridad y  las  influencias  políticas  de  los  gobernadores;  se 
dieron  el  19  de  Julio  siguiente  la  ley  sobre  caducidad  de 
los  créditos  contra  el  Estado  y  la  que  señalaba  el  modo 
de  proceder  para  hacer  efectivos  los  débitos  á  favor  de  la 
hacienda;  se  declararon  le^'^es  en  30  de  Junio  de  1870  los 
proyectos,  antes  presentados  á  las  Cortes,  acerca  de  la 
administración  y  contabilidad  de  la  hacienda  y  organiza- 
ción del  Tribunal  de  Cuentas,  encaminados  á  desenvol- 
ver los  preceptos  consignados  en  la  Constitución  de  1 869; 
se  determinó  por  la  ley  de  presupuestos  de  1 870-7 1  la 
formación  de  un  cuerpo  especial  ^  de  funcionarios  para  la 
contabilidad  y  tesorería  del  Estado,  y  se  establecieron  en 
21  de  Enero  de  1871  los  inspectores  generales  de  Ha-» 
cienda,  cuya  acción  dio  excelentes  resultados.  Por  último, 
en  los  días  de  la  república,  además  de  las  modificaciones 
hechas  en  la  organización  y  las  plantas  de  los  centros  ad- 
ministrativos y  de  la  supresión  de  alguno  de  ellos,  medi- 
das prontamente  derogadas,  se  estableció  en  la  ley  que 
fijaba  los  gastos  para  1872-73  que  las  contribuciones  no 
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pudieran  cobrarse  sin  ley  de  presupuestos  ó  autorización 
de  las  Cortes,  y  que  no  pudieran  concederse  sin  interven- 
ción de  éstas  los  suplementos  de  crédito,  preceptos  que  es 
muy  de  lamentar  que  no  hayan  prevalecido. 

Hubo,  pues,  en  esta  última  época  de  nuestra  historia  fi- 
nanciera, según  ha  podido  verse,  de  todo  menos  abundan- 
cia y  desahogo.  Las  figuras  que  personifican  la  hacienda 
en  ese  tiempo  son  las  de  Mon,  Bravo  Murillo,  Salaverria  y 
Figucrola,  así  como  Garay  y  Ballesteros  son  la  hacienda 
del  absolutismo,  y  Arguelles  y  Mendizábal  la  de  los  Go- 
biernos constitucionales  anteriores.  Mon  y  Bravo  Murillo 
realizaron  en  mucha  parte  la  obra  de  organizar  sobre  ba- 
ses racionales  la  vida  económica  del  Estado;  Figuerola 
atravesó  con  valor  y  abnegación  envidiables  las  circuns- 
tancias más  criticas  en  que  jamás  se  halló  ministro  alguno, 
venció  con  acierto  obstáculos  enormes,  y  todos  tres  mere- 
cieron bien  de  nuestra  hacienda  y  de  la  patria.  En  cuanto 
á  Salaverria,  haciendo  justicia  á  la  rectitud  de  sus  inten- 
ciones, á  su  laboriosidad  y  á  su  gran  celo,  creamos  que 
cometió  graves  errores,  desaprovechó  cuantiosos  medios  y 
dejó  pasar  la  ocasión  más  á  propósito  para  haber  norma- 
lizado nuestra  constitución  financiera. 

Mas  el  poder  y  el  manejo,  por  tanto,  del  Tesoro  publico 
ha  pasado,  durante  este  periodo,  por  las  manos  de  todos 
los  partidos  políticos,  desde  el  absolutismo  vergonzante, 
que  imperó  en  algunos  días  del  reinado  de  Isabel  II,  hasta 
la  república  federal  establecida  en  1873,  y  como,  al  ir  de 
unos  en  otros,  los  males  de  la  hacienda  han  aumentado, 
tenemos  la  prueba  en  ello  de  que  la  responsabilidad  de  esas 
dolencias  alcanza,  sin  excepción,  á  todos  ios  que  lamentan 
sus  efectos.  En  los  treinta  años  á  que  nos  venimos  refi- 
riendo, la  marcha  délas  cosas  ha  sido  casi  igual  á  la  que 
siguieron  antes,  y  por  eso  tienen  razón,  unas  contra  otras, 
todas  las  épocas,  todas  las  escuelas  y  agrupaciones  políti- 
cas, cuando  mutuamente  se  acusan  por  los  desaciertos  eco- 
nómicos. Así,  los  moderados  dejaron  en  mala  situación  el 
Tesoro  cuando  en  1854  fueron  sustituidos  por  los  progre- 


—    142   — 

sistas;  pero  éstos,  á  su  vez,  entregaron  la  haciei 
la  recibieran.  La  unión  liberal  se  quejó  de  la  h 
obtenía,  y  los  moderados,  que  criticaron  con  d 
damento  la  gestión  del  gobierno  de  los  unioni 
jeron  la  hacienda  de  nuevo  al  borde  mismo  de 
ta.  La  revolución  de  Septiembre  mostró  indi 
ventario  de  la  fortuna  pública,  y  á  pesar  de  t 
fuerzos  no  consiguió  impedir  que  se  agravas 
era  realmente  lastimoso. 

Sería,  sin  embargo,  injusto  desconocer  que  li 
políticos  de  cada  Gobierno  han  tenido  influeni 
reflejado  en  su  gestión  económica.  Las  situaci' 
vadoras  ó  reaccionarias  han  sido,  por  regla  g( 
rabies  para  los  ingresos,  porque  el  país  ha  ent 
mando  sometido  ó  fatigado,  y  la  acción  admir 
hallaba  obstáculos  en  tales  circunstancias;  perc 
en  estos  períodos  los  gastos  han  crecido  consid 
y  el  nivel  del  presupuesto  no  ha  podido  realizi 
tuaciones  liberales,  al  contrario,  han  llegado  í 
los  medios  violentos,  que  producen  la  indiscipl 
branto  de  la  autoridad,  y  han  encontrado  las  r 
midas  airadamente  y  los  pueblos  resistiéndose 
los  impuestos;  los  ingresos  han  disminuido  en 
se  han  castigado  los  gastos  reduciendo  los  set 
plificando  la  administración  y  cortando  los  abu: 
que  estas  rebajas  no  hayan  podido  compensar 
ción  de  los  mejores  recursos.  Unos  y  otros  ha 
mismo  resultado,  al  déficit  y  al  empleo  del  ci 
recurso  ordinario;  mas  aun  en  esto  se  marcan 
cias  que  existen  entre  los  empréstitos  de  Don 
Mires  y  los  de  Santa  Cruz  en  1856  y  de  Ruis 
1871.  Por  otra  parte,  los  Gobiernos  liberales 
para  la  hacienda  elementos  tan  valiosos  como 
ceden  de  la  desamortización  y  de  las  reforma 
rias,  que  ellos  no  han  podido  utilizar  y  han  se 
pre  á  sus  contrarios;  y  hasta  los  impuestos  de  q 
privados,  los  consumos  sobre  todo,  cuidaron  ■ 
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en  provecho  de  sus  sucesores,  á  quienes  favoreció 
nente  el  sacriñcío  que  ellos  hacían  de  sus  doctrinas 
ipromisos, 

1  voluntad  en  las  administraciones  conservadoras 
contener  los  gastos  públicos  y  más  energía  en  las 
es  para  defender  los  ingresos,  hubieran  salvado  á 
úenda  y  evitado  al  país  enormes  daños.  ¡Ojalá  que 
inseñanza  sea  tan  eficaz  en  lo  futuro,  como  resulta 
;n  lo  pasado! 

i  dejemos  ya  los  precedentes;  abandonemos  lo  que 
n  olvidarlo,  para  ocuparnos  en  lo  que  existe,  que  es 
:uencía  de  aquello. 


SECCIÓN  SEGUNDA 


LOS  GASTOS  PÚBLICOS  EN  ESPAÑA 


I 


Consideraciones  generales. 


Llegamos  á  la  última  parte  de  nuestro  objeto,  de  la  que 
vienen  á  ser  las  anteriores  como  preparación  y  anteceden- 
te, al  examen  crítico  de  las  instituciones  vigentes  en  la  ha- 
cienda pública  española,  y  se  nos  ofrece  de  nuevo  la  cues- 
tión ya  indicada  en  la  Parte  general  ^  acerca  de  la  prela- 
ción  con  que  deben  estudiarse  los  gastos  y  los  ingresos 
del  Estado. 

Los  Gobiernos,  se  ha  dicho,  han  de  gastar  lo  que  ptie- 
dan;  gastan,  según  la  afirmación  de  Conté,  porque  dispo- 
nen de  ciertos  ingresos;  luego  primero  es  ver  cuáles  son  los 
recursos  aplicables  á  las  necesidades  políticas,  y  después 
examinar  los  fines  entre  los  que  aquéllos  deben  ser  distri- 
buidos. Pero  esta  doctrina  sólo  puede  fundarse  en  un  con- 
cepto erróneo  de  la  naturaleza  del  Estado  y  de  las  leyes 
del  mundo  económico. 

En  general,  el  fin  es  el  que  rige  y  determina  el  medio,  y 
económicamente  la  necesidad  de  los  bienes  materiales  es 
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la  que  obliga  á  individuos  y  colectividades  á  ejecutar  los 
actos  que  sirven  para  la  adquisición  de  la  riqueza.  Es  ver- 
dad que  la  adquisición,  el  ingreso,  son  anteriores  al  gasto^ 
pero  antes  es  la  hececidad  á  que  el  gasto  corresponde,  ó  á 
cuya  satisfacción  se  aplica,  y  esta  satisfacción,  aunque 
posterior,  es  la  razón  y  la  causa  del  ingreso.  Otra  cosa  es 
también  que  la  posibilidad  y  la  extensión  del  medio  sean 
las  que  determinen  la  realización  del  fin  ó  la  satisfacción 
de  la  necesidad;  pero  esto  sólo  afecta  á  la  cantidad  del  gas- 
to, de  ningún  modo  al  gasto  mismo. 

No  decimos  que  los  gastos  del  Estado  hayan  de  estable- 
cerse prescindiendo  de  la  situación  económica  del  país  que 
los  sufraga,  y  gran  empeño  hemos  puesto  en  demostrar  lo 
contrario  ^,  sino  que  esa  consideración  se  refiere  no  más 
que  al  límite  del  consumo  público,  y  no  es  el  único  ele- 
mento que  en  él  influye.  Las  necesidades  económicas  del 
Estado  nacen  de  su  existencia  y  de  su  objeto,  no  de  los 
recursos  con  que  cuenta  para  poder  atenderlas,  y  el  gra- 
do de  su  satisfacción  es  lo  que  únicamente  depende  de  los 
medios  disponibles. 

Nos  ocuparemos,  pues,  antes  de  los  gastos  que  de  los 
ingresos,  y  podemos  invocar  en  nuestro  apoyo,  además 
de  las  razones  teóricas  que  abonan  esta  conducta,  el  he- 
cho de  que  nuestro  presupuesto  adopta  ese  mismo  méto- 
do de  exposición. 

Todas  las  circunstancias  que  infiu3'en  en  las  necesida- 
des económicas  del  Estado,  desde  las  condiciones  natura- 
les del  territorio  hasta  las  que  dependen  de  la  cultura  inte- 
lectual y  moral,  de  la  organización  política  y  de  las  vici- 
situdes de  la  historia,  todas  ellas  conspiran  entre  nosotros 
para  elevar  la  intensidad  y  la  cuantía  de  tales  atenciones. 

La  posición  geográfica  de  nuestra  patria,  favorable  en 
tanto  que  nos  aisla  y  liberta  de  las  complicaciones  euro- 
peas y  ofrece  como  garantía  de  la  independencia  nacional 
la  formidable  barrera  del  Pirineo,  hállase  compensada,  des- 
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de  el  punto  de  vista  de  la  defensa,  por  la  considerable  ex- 
tensión que  tienen  nuestras  costas  y  lo  ha  estado  además 
hasta  ahora  mismo  por  la  existencia  de  las  provincias  ul- 
tramarinas, que  obligan,  dado  el  falso  criterio  de  la  políti- 
ca internacional,  á  las  construcciones  militares  y  al  soste- 
nimiento de  una  considerable  marina  de  guerra. 

Las  condiciones  topográficas  de  nuestro  suelo  son  toda- 
vía más  contrarias  á  los  intereses  del  fisco ,  porque  en  un 
país  accidentado,  que  cruzan  ásperas  cordilleras,  cuyas 
corrientes  de  agua  son  de  escaso  caudal  y  precipitadas  por 
grandes  declives,  en  que  se  padece  á  la  vez  por  la  inunda- 
ción y  la  sequía,  las  obras  públicas,  caminos  ordinarios, 
ferrocarriles,  canales,  etc.,  son  inevitables  en  grande  esca- 
la y  han  de  ser  difíciles  y  muy  costosas. 

El  atraso  de  la  cultura  general ,  que  siente  el  estímulo 
de  los  progresos  realizados  por  otras  naciones  y  aspira  á 
gozar  de  ellos,  y  nuestro  mismo  carácter  meridional,  im- 
presionable y  poco  activo,  más  dado  k pedir  que  á  Ao^^r, 
son  causa  también  entre  nosotros  de  aumento  para  las 
funciones  y  deberes  del  Estado,  que  ejerce  una  amplia  tu- 
tela, más  bien  exigida  que  rechazada  por  el  mayor  núme- 
ro de  las  otras  instituciones  y  por  una  gran  parte  de  los 
mismos  individuos.  Las  tradiciones  de  nuestra  organiza- 
ción social,  á  partir  de  la  época  moderna,  son  todas  ellas 
contrarias  á  la  acción  y  á  la  libertad  privada.  La  monar- 
quía vence  ó  absorbe  las  entidades  y  organismos  que  se 
agitan  durante  la  Edad  Media,  y  se  ve  obligada  á  reempla- 
zarlos encargándose  de  los  servicios  que  ellos  prestaban, 
para  que  no  quedasen  abandonados  por  completo  los  fines 
más  importantes  de  la  Sociedad.  Luego  que  esta  necesidad 
pasó,  el  poder  público,  bien  hallado  con  la  extensión  de 
sus  atribuciones,  ha  opuesto  gran  repugnancia  á  abando- 
narlas, y  la  actividad  individual,  que  intenta  recobrar  su 
propia  esfera,  lucha,  como  primer  obstáculo,  con  una  re- 
sistencia que  se  apoya  en  el  pasado  y  se  defiende  con  la 
misma  debilidad  de  las  reclamaciones  que  se  formulan 
contra  ella. 
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Las  dificultades  qiie  ha  tenido  que  vencer  nuestra  nacio- 
nalidad para  constituirse,  la  política  de  absorción  y  predo- 
minio que  llevamos  en  ciertas  épocas  á  nuestras  relaciones 
internacionales,  empeñándonos  en  luchas  interminables, 
han  impuesto  enormes  sacrificios  á  la  fortuna  pública  y 
trascienden  á  las  necesidades  actuales  del  Estado,  acreci- 
das de  presente  con  las  turbulencias  continuas,  las  revolu- 
ciones y  guerras  civiles  y  exteriores,  que  forman]  el  tejido 
de  la  historia  patria  contemporánea. 

Y  juntos  á  todos  esos  motivos  los  errores  económicos, 
-quehan  contrariado  el  desarrollo  de  la  riqueza,  han  dado 
lugar  á  un  conflicto  permanente  éntrelas  exigencias  del 
fisco  y  la  imposibilidad  de  satisfacerlas  de  una  manera  or- 
denada.  De  aquí  el  abuso  del  crédito  público,  los  giros  con- 
tinuos sobre  el  «porvenir  y  la  existencia  de  una  deuda  del 
Estado,  muchas  veces  desconocida,  otras  arbitrariamente 
aminorada  y  que,  sin  embargo,  produce  onerosísimos  gra- 
vámenes y  origina  la  más  ponsiderable  de  las  obligaciones 
del  erario. 

Véase  cómo,  según  antes  hemos  indicado,  lo  que  es  y 
lo  que  fué,  los  males  de  hoy  y  los  vicios  y  las  desdichas 
de  otros  tiempos,  todo  contribuye  á  extender  los  límites  de 
nuestros  consumos  públicos.  Preparémonos,  pues,  á  en- 
contrar en  el  estudio  del  presupuesto  de  gastos  una  des- 
proporción muy  notable  entre  los  recursos  del  país  y  las 
necesidades  reconocidas  por  los  Gobiernos,  y  un  desequi- 
librio no  menos  acentuado  entre  las  funciones  que  el  Es- 
tado se  propone  desempeñar  y  los  medios  con  que  cuenta 
para  lograrlo;  es  decir,  un  cuadro  muy  extenso  de  servi- 
cios públicos,  y  cantidades  que  son  insuficientes  para  man- 
tenerlos, la  oposición  entre  un  buen  deseo  que  se  manifies- 
ta y  una  realidad  que  no  le  cumple,  y  la  continuación,  por 
tanto,  de  la  misma  penuria,  de  crisis  parecidas  á  las  que 
ofrece  nuestra  hacienda  en  otras  épocas. 

El  total  de  los  gastos  públicos  en  España,  conforme  al 
presupuesto  ordinario  para  el  año  de  1900,  prorrogado  con 
algunas  modificaciones  por  decreto  de  29  de  Diciembre 
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para  el  de  190 1,  asciende  en  la  actualidad  á  904.623.255 
pesetas  con  2  céntimos,  cuya  distribución  por  secciones- 
es  la  siguiente: 

Obligaciones  generales  del  Estado. 

Sección  i.* — Casa  Real 9.250.000 

Sección  2.* — Cuerpos  Colcgisl ado- 
res       1.638.085 

.  Sección  3." — Deuda  pública 4i7-497-977,i6 

Sección  4.*— Cargas  de  justicia . .  .  1.496.053,50 

Sección  5.* — Clases  pasivas. .  • 71 .675.889 

501.558.004,66 

ObÜsaeiones  de  los  departamentos 

ministeriales 

Sección  I.* — Presidencia  del  Con- 
sejo de  Ministros 737-883,32 

Sección  2.^    Ministerio  de  Estado.         4.720.387  ' 

/Obligacio- 

Gracia  y  Justicia..  A, '--¿¿^       "•^-«'3 

\     siásticas..        40.742.452,74 

Sección  4.* — ídem  de  la  Guerra.. .      164.630.815,65 

Sección  5.* — ^Idem  de  Marina 24.803.188 

Sección  6.^ — ídem   de    Goberna- 
ción . 22.852.473,78 

Sección  7.* — ídem  de  Instrucción 
pública  y  Bellas  Artes 17.903.067,63 

Sección  7.*  (bis). — ídem   de   Agri- 
cultura, Industria,  Comercio  y. 
Obras  públicas  * 66.925.358,78 

Sección  8.* — ídem  de  Hacienda.   .        1 8.045. 1 1 5 

Sección  9.* — Gastos  de  las  contri- 
buciones y  rentas  públicas. .    ..        28.57 '.265,96 

Sección  10* — Colonia  de  Fernán* 

do  Póo 512.387,50 

403-065.248,36^ 

7ota¡. 904.623.253,02 


^  La  ley  de  31  de  Marzo  de  1900,  que  aprobó  el  presupuesto, 
autorizaba  al  Gobierno  para  reorganizar  en  dos  departamentos  mi- 
nisteriales los  servicios  del  de  Fomento,  sin  aumentar  los  gastos 
consignados  en  la  séptima  sección,  y  en  su  virtud,  por  decreto  fe- 
cha 18  de  Abril  se  llevó  á  cabo  esa  reforma,  creándose  los  nuevos 
Ministerios  y  dividiéndose  en  dos  la  sección  séptima. 
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Á  la  hora  en  que  escribimos  (Marzo  de  1901)  son  co- 
nocidas ya  las  vicisitudes  y  la  liquidación  provisional  del 
presupuesto  de  1900;  mas  hemos  de  prescindir  de  esas  vi- 
cisitudes y  esos  datos,  en  razón  á  que  ese  presupuesto, 
que  sólo  rigió  en  su  totalidad  nueve  meses,  adquiere  ca- 
rácter normal  para  el  año  de  1901.  Indicaremos  únicamen- 
te, como  noticias  que  á  título  de  precedentes  ofrecen  mucho 
interés,  que  los  créditos  concedidos  por  la  ley  de  Presupues- 
tos,importantes  909  millones  ^ ,  se  aumentaron  en  diversas 
formas  hasta  948,  y  las  obligaciones  liquidadas  fueron  892 
millones  de  pesetas,  todo  en  números  redondos. 

Esto  nos  advierte  el  escaso  valor  real  que  tienen  los 
guarismos  del  presupuesto  de  gastos,  que  se  modifican  y 
transforman  luego  por  la  existencia  de  los  créditos  amplia- 
dos en  la  misma  ley,  por  los  declarados  permanentes^  los 
extraordinarios  y  supletorios^  por  los  que  quedan  anulados 
y  por  las  obligaciones  de  ejercicios  ya  cerrados  que  que- 
daron pendientes  de  pago. 

No  es  ésta  la  ocasión  de  examinar  tales  vicios  de  nues- 
tro  régimen  financiero,  y  basta  por  el  momento  con  apun- 
tar sus  consecuencias;  pero  hay  que  añadir  algo  muy  im- 
portante, y  es  que  no  se  consignan  en  el  presupuestos  to- 
dos los  gastos  hechos  por  cuenta  del  Estado.  El  servicio 
del  giro  mutuo,  la  renta  del  timbre  y  los  monopolios  de 
tabacos,  cerillas  y  explosivos  se  encuentran  arrendados,  y 
los  gastos  que  su  gestión  ocasiona,  aunque  se  hacen  á 
nombre  y  en  beneficio  de  la  Hacienda  pública  no  figuran 
«n  los  presupuestos,  á  los  que  únicamente  se  lleva  el  pro 
ducto  líquido  de  esos  ramos  ^. 

En  la  imposibilidad  de  fijar  con  exactitud  la  cuantía  de 
-esos  gastos,  porque  sólo  respecto  de  los  tabacos  tenemos 


'     Ténganse  en  cuenta  las  ampliaciones  autorizadas  por  la  ley. 

*  Para  hacer  comparaciones  entre  los  presupuestos  anteriores 
y  los  posteriores  al  de  1892-93  es  necesario  además  tcnef  presen- 
te que  desde  ese  año  no  se  incluyen  los  premios  de  loterías,  que  im- 
portaban entonces  56  millones,  y  son  ahora  mayor  siima. 
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todos  los  datos  necesarios  para  ello,  los  calculamos  por 
aproximación  de  esta  manera:  por  giro  mutuo  loo.ooo  pe- 
setas, por  el  timbre  4  millones,  por  tabacos  74,  por  cerillas 
y  explosivos  1.700.000  pesetas; 

Agregando  estas  cantidades  á  los  905  millones  en  nú- 
meros redondos  del  presupuesto,  y  suponiendo  que  las  am- 
pliaciones y  nuevos  créditos  llegarán  casi  á  compensarse 
con  los  que  queden  sobrantes,  y  que  los  pagos  por  ejerci  • 
cios  cerrados  representarán  una  suma  aproximadamente 
igual  á  la  de  créditos  que  resultarán  pendientes  de  abona 
en  fin  del  ejercicio;  de  manera  que  todo  ello  no  produzca 
un  aumento  mayor  de  1 5  millones,  llegamos  á  un  total  de 
1. 000  millones  de  pesetas  como  importe  de  las  obligacio- 
nes ordinarias  reconocidas  por  el  Estado  para  1 90 1. 

Es,  por  otra  parte,  indispensable  computar  la  existencia 
no  de  uno,  sino  de  dos  presupuestos  extraordinarios,  cuya 
anómala  situación  no  es  asunto  tampoco  que  debe  tratar- 
se en  este  instante.  D3I  presupuesto  formado  en  1888  que- 
da un  remanente  de  pocD  más  de  1 7  millones  de  pesetasr 
y  del  abierto  en  1895  hay  todavía  créditos  en  vigor  que  se 
acercan  á  4I  millones,  ó  sea  un  total  de  58  millones  de  pe- 
setas. El  Gobierno  dispone  arbitrariamente  de  esos  crédi- 
tos y  no  es  posible  determinar  la  parte  de  ellos  que  se  con- 
sumirá en  1901;  pero  tenemos  el  precedente  de  que  en 
1900  se  pagaron  cerca  de  31  millones  con  cargo  al  presu- 
puesto extraordinario. 

En  cambio  de  todo  eso  debe  tenerse  en  cuenta  que  al- 
gunos de  los  gastos  consignados  en  el  presupuesto  no  son 
efectivos  en  su  totalidad,  porque  determinan  una  contra 
partida  en  los  ingresos.  Los  intereses  de  la  deuda  pública, 
sometidos  al  impuesto  de  20  por  100,  los  sueldos  gravados 
con  altos  descuentos,  la  lista  civil  disminuida  por  el  dona- 
tivo de  la  casa  real  y  los  conceptos  afectados  por  la  impo- 
sición sobre  los  pagos  del  Estado  que  se  hallan  en  aquel 
caso,  producen  minoraciones  en  los  gastos  por  valor  de 
unos  loo  millones  de  pesetas.  Sin  embargo,  como  tales 
reducciones  tienen  un  carácter  violento  y  transitorio,  como 
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esas  obligaciones,  aunque  no  se  paguen,  existen  y  están 
reconocidas,  mantendremos  el  guarismo  de  los  l.ooo  mi- 
llones, como  importe  de  los  gastos  públicos  en  España 
para  I90l,y  nos  valdremos  de  él  para  todos  nuestros 
cálculos,  en  la  seguridad  de  que  más  peca  de  corto  que  de 
excesivo  ^. 

Ahora,  lo  primero  que  nos  interesa  conocer  es  la  pro- 
gresión que  han  seguido  los  gastos  públicos,  aunque  los 
datos  con  que  contamos  para  ello  no  tienen  la  precisión 
necesaria  sino  desde  fechas  muy  recientes  ^. 

aA8T08  FÓBU008 

Pesetas. 

1600. — fFelipe  III} 33-105.187 

1665. — (Felipe  IV; 45.628.979 

1667. — (Carlos  II) 48.248.000 

1737.— (Felipe  V)..         83.985.745 

1755. — (Femando  VI) 94.479.600 

1788. — (Carlos  III) 215.292.934 

1798. — (Carlos  IV) '  682.449.792® 

1812. — (Cortes  de  Cádiz) 300.000.000 

1817. — {Fernando  VII) 178.493.400 

1820-21. — (Segunda  época  constitucional) 175.700.576 

1825. — (Vuelta  del  absolutismo) 128.789.212 

1835. — (Tercera  época  constitucional) 223.746.158 

1845. — (Reformas  de  D.  Alejandro  Mon) 296.094.293 

1855. — (Situación  progresista) 3 74 -5 60.093 

1860. — (Unión  liberal). 547.823.620 

1870-71. — (Reinado  de  Amadeo  I) 718.040.682 

1875-76. — (Restauración  borbónica) 762.4 1 5.461 

1885-86 897.146.890 

1895-96 767.228.753 

1 901. — (Presupuesto  vigente) 904.623.253 

A  muy  interesantes  consideraciones  se  presta  el  cuadro 
que  antecede  por  la  manera  como  en  él  se  marcan  las  cir- 
cunstancias históricas  y  las  tendencias  políticas;  mas  como 


*  En  el  proyecto  de  presupuesto  para  1901,  que  se  presentó  á 
las  Cortes  en  Noviembre  del  año  anterior,  los  gastos  ordinarios 
consignados  ascienden  á  926  millones  y  medio. 

*  En  su  lugar,  veremos  que  hasta  ip35,  no  se  regularizó  la  for- 
mación de  los  presupuestos  del  Estado. 

*  Hasta  aquí  copiamos  del  Diccionario  de  Canga  Arguelles,  ar- 
tículo Gastos  públicos  de  España, 
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de  esos  datos  algunos  son  aventurados  y  los  más  seguros 
se  refieren  sólo  á  los  gastos  presupnestos  y  no  á  los  efecti- 
vos ó  realizados^  nos  limitaremos  á  emplearlos  como  me 
dio  para  formar  alguna  idea  del  desarrollo  que  ha  teni- 
do entre  nosotros  el  consumo  público.  Ciñámonos  al  si- 
glo XIX,  en  que  la  vida  del  Estado  se  normaliza  algún 
tanto  y  en  que  las  noticias  son  más  ciertas;  fijemos  como 
término  medio  de  los  gastos  ordinarios  al  comenzar  la 
anterior  centuria  el  de  1 50  millones  de  pesetas,  que  es  sin 
duda  muy  aproximado  *,  y  observaremos  que  se  duplióa 
en  el  espacio  de  cuarenta  y  cinco  años,  vuelve  á  duplicar- 
se al  cabo  de  otros' quince  y  es  hoy  seis  veces  mayor  de  lo 
que  era  en  aquel  tiempo. 

Aparece  desde  luego  que  semejante  progresión  es  dema- 
siado rápida,  aun  teniendo  en  cuenta  el  diferente  valor  de 
la  moneda  en  cada  época  y  los  perfeccionamientoé  que 
han  conseguido  en  nuestros  días  los  servicios  del  Estado, 
y  no  puede  tampoco  justificarse  con  el  crecimiento  de  la 
riqueza  general,  porque  es  seguro  que  no  guarda  con  él 
proporciones  aceptables,  á  pesar  de  las  grandes  mejoras 
alcanzadas  en  el  orden  económico.  De  suerte  que,  apriori^ 
sin  más  que  esta  observación,  pudiéramos  calificar  de  ex- 
cesivo el  presupuesto  de  gastos,  aunque  admitamos  como 
buena  y  ajustada  á  la  situación  que  tenía  entonces  la  ri- 
queza del  país  la  cantidad  que  nos  ha  servido  de  punto  de 
partida,  cosa  que  bien  podríamos  negar  sin  violencia  al- 
guna, porque  conocidamente  hay  también  exceso  en  ella. 

Conforme  á  la  doctrina  que  acerca  del  consumo  del  Es- 
tado en  otro  lugar  dejamos  asentada  ^,  la  parte  de  riqueza 
legítimamente  aplicable  á  la  vida  fwrntal  de  los  Gobiernos, 
consiste  en  el  14  por  loo  de  la  renta  líquida  que  disfruta  la 
nación;  ahora  bien,  un  gasto  de  i.ooo  millones  anuales 
para  sostenimiento  del  Estado,  supone,  dada  dicha  propor- 


*     Canga  Arguelles  fijaba  el  presupuesto  en  tiempo  de  paz  el  año 
1802  en  647.000.000  de  reales. — Memoria  inserta  en  el  Diccianario 
2    Tomo  I,  Sección  III,  cap.  I. 
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ción,  una  renta  anual  de  7*i4j  millones.  ¿Y  es  posible  que 
los  cálculos  más  optimistas  eleven  á  ese  guarismo  la  rique- 
za de  que  dispone  nuestra  patria? 

Queda  indicado  ya,  y  volveremos  sobre  ello,  que  la  ac- 
ción oficial  es  entre  nosotros  más  extensa  de  lo  que  con- 
sienten los  buenos  principios  dé  organizazión  social,  y  no 
puede  por  lo  tanto  pretenderse  que  los  gastos  públicos  se 
detengan  en  el  límite  científico  ó  normal;  pero  también 
tendremos  ocasión  del  ver  que  el  exceso  del  consumo  no 
tiene  por  causa  el  número  ni  la  perfección  de  los  servicios 
administrativos,  y,  además,  que  una  parte  considerable  de 
los  gastos  de  justicia,  de  enseñanza,  de  beneficencia,  etc., 
corren  á  cargo  de  las  corporaciones  locales. 

Tratemos  ya  de  apreciar,  algo  más  directamente,  el  gra- 
vamen que  ocasionan  en  España  los  gastos  del  Estado  á 
la  riqueza  privada.  El  presupuesto,  el  coste  de  los  servicios 
públicos  representa  no  más  que  el  precio  nominal  áe  éstos; 
el  efectivo,  el  real^  consiste  en  el  sacrificio  que  imponen  al 
país;  y  este  sacrificio  sólo  puede  determinarse  exactamen- 
te conociendo  el  haber  de  la  Nación.  Carecemos  de  datos 
estadísticos  que  nos  permitan  estimar,  no  ya  de  una  ma- 
nera precisa,  pero  ni  aun  con  garantías  de  aproximación 
siquiera,  el  capital  acumulado  en  nuestra  patria  ó  la  renta, 
que  con  la  producción  se  obtiene  ^  y  habremos  de  con- 
tentamos con  la  escasa  luz  que  dan  á  ese  problema  ciertas 
relaciones  y  cálculos  que  tienen  mucho  de  conveniencio- 
nales  y  arbitrarios. 

La  comparación  que  suele  hacerse  entre  los  presupues- 
tos de  países  diferentes  es  del  todo  ineficaz,  porque  la  or- 
ganización política  y  administrativa,  el  carácter,  por  con- 


1  Canga  Arguelles  calculaba  (1825)  la  renta  de  España  en 
10.920  millones  de  reales.  Mr.  Mulhall  (Dictioftary  of  statistits,  1884)^ 
fijaba  esa  misma  renta  en  4.700  millones  de  pesetas,  y  el  Sr.  Figue- 
rola,  en  un  artíciüo  del  Boletín  de  la  Instihíción  libre  de  c^tsehanza 
(1895),  aunque  burlándose  de  esas  fantasías  estadísticas,  afirmaba 
que  nuestra  renta  no  puede  estimarse  en  más  de  6.500  millones  de 
pesetas. 
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siguiente,  de  los  ssrvicios  públicos  y  h^sta 
representa  la  moneda,  son,  en  cada  una  de 
muy  diversos,  sin  contar  con  las  variantes  qui 
extensión  del  territorio,  la  densidad  de  la  poblí 
do  de  la  cultura  y  el  estado  de  la  riqueza.  Asi 
poco  adelantaremos  con  saber  que  nuestro  prt 
próximamente,  la  cuarta  parte  que  el  de  Fr 
millones,  en  1900}  y  el  de  Inglaterra  (3-343  i 
poco  más  de  la  mitad  que  el  de  Italia  (1.730 
190D-901)  y  pasa  del  doble  con  relación  con  ■ 
(453  millones,  en  1900).  Lo  único  que  podemo: 
esos  datos  es  que  nuestros  gastos  parecen  de; 
iativamente  mayores  que  los  de  las  naciones  < 
cepción  de  Italia,  porque  la  riqueza  de  Espafi 
cierto  la  cuarta  parte  que  la  de  Francia  é  Ing 
doble  de  la  de  Bélgica,  como  sería  necesario 
proporción  resultara  semejante  '. 

Nada  enseña  tampoco  la  referencia  del  tota 
to  al  número  de  los  habitantes  del  Estado  y  e 
resulta  el  gravamen  por  cabeza.  Un  inglés  ¡ 
mino  medio  82  pesetas  anuales;  á  cada  franc 
ponden  91  pesetas  de  consumo  público,  á  ca 
á  cada  italiano  54,  y  al  español  le  tocan  $6  \ 
¿acaso  podemos  medir  el  sacrificio  por  la  cuol 
De  ningún  modo,  y  prueba  es  de  ello,  que  segí 
ta,  nuestro  pueblo  estaría  beneficiado,  siendo  I 
esa  cifra,  menor  en  absoluto,  representa,  sin  e 
carga  más  pesada  que  las  otras,  dada  la  rique 
grava  cada  una  de  ellas. 

Otra  cosa  es  el  cálculo  que  busca  como 
comparación  al  presupuesto  la  suma  del  coi 
rior  de  las  naciones.  Este  dato  señala  con  mi 
mación  el  estado  económico  de  un  país,  la  ct 

'  Leroy-Bealieu  calcula  la  renta  de  Inglaterra  er 
nes  de  pesetas,  la  de  Francia  en  30  ó  31.000  millones 
ca  en  4  ó  4.500  millones. — ■Traite  de  la  scUttce  des  fin 
página  i44ysig.  ' 
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recursos;  porque  á  la  vez  computa  el  desarrollo  de  la  pro- 
ducción y  el  del  consumo.  Es  indudable  que  la  riqueza  de 
los  pueblos  se  halla  en  razón  directa  del  total  á  que  alcan- 
zan su  comercio  de  importación  y  el  de  exportación  re- 
unidos; y  de  aquí  que  éste  sea  un  buen  regulador  del  gra- 
vamen que  á  cada  una  de  ellos  impone  el  sostenimiento  del 
Estado.  Pues  bien,  Inglaterra  (1899)  trafica  con  el  extran- 
jero por  valor  de  24.000  millones  de  pesetas,  y  su  presu- 
puesto de  gastos  es  un  14  por  100  de  aquella  suma;  Fran- 
cia mantiene  un  comercio  exterior  de  9.000  millones  y  de 
dica  al  consumo  público  el  37  por  100  de  esa  riqueza:  Bél- 
gica gasta  el  II  por  100  de  los  4.150  millones,  que  arro- 
ja su  estadística  mercantil,  y  en  tanto  nuestra  España  ve 
consumir  al  Estado  el  53  por  loo  de  sus  importaciones  y 
exportaciones,  que  sólo  llegaron  en  junto  para  el  año  á 
que  nos  venimos  refiriendo  á  1.9 10  millones  ^.  Es  decir 
que  nuestro  presupuesto  es  en  este  sentido  cerca  de  cuatro 
veces  mayor  que  el  inglés,  mucho  más  crecido  que  el  fran- 
cés, y  debiera  ser  de  210  millones  para  acomodarse  á  la 
relación  en  que  se  halla  el  de  la  Bélgica  *^. 

Estas  cifras  no  pueden  ser  más  elocuentes,  porque,  una 
de  dos:  ó  las  naciones  citadas  dotan  mezquinamente  á  sus 
Gobiernos,  y  España  es  la  única  que  cumple  con  los  debe- 
res sociales  y  tiene  bien  establecidos  los  servicios  públicos, 
ó  es  que  nuestro  presupuesto  excede  en  mucho  los  límites 
convenientes.  Y  como  es  por  desdicha  bien  notorio  que  to- 
dos aquellos  pueblos  nos  aventajan  en  la  organización  po- 
lítica y  en  el  desempeño  de  las  funciones  administrativas, 
hemos  de  convenir  en  que  nosotros  no  sólo  gastamos  más 
de  lo  justo,  sino  que  además  debemos  emplearlo  mala- 
mente. 

En  efecto,  no  es  necesario  insistir  más  para  que  adopte- 


^  En  1900  nuestro  comercio  exterior  ha  descendido  á  1.560  mi- 
llones de  pesetas. 

*  Italia  ofrece  una  proporción  más  desfavorable  que  la  nuestra, 
porque  los  gastos  públicos  absorben  allí  un  59  por  100  de  los  2.937 
millones  á  que  alcanzan  las  transacciones  exteriores. 
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mos  la  idea,  por  tantos  antecedentes  preparada,  de  que 
nuestro  consumo  público  resulta  oneroso  y  desproporcio- 
nado con  los  recursos  del  pais;  fáltanos  considerar,  sin 
embargo,  la  aplicación  que  recibe  ese  cuantioso  haber  del 
Estado,  por  si  hay  en  la  manera  como  se  distribuye  algo 
que  agrave  ó  atenúe  su  exceso. 

Clasificados  los  gastos  por  su  objeto  con  la  aproxima- 
ción que  consiente  la  estructura  de  nuestro  presupuesto, 
obtenemos  el  cuadro  siguiente: 


CONCEPTOS 

PAHTIDÍB 

TARTO  TOO  ¡«n 

Deuda  '  y  cargas  de  justicin ,  ■  ■ . 

379.185.706 

37.92 

Clases  pasivas  civiles 

18.866.036 

I.S9 

Organización  política  (Rey,   Cor- 

tes, Presidencia  del  (Consejo  y 

Ministerio  de  Estado 

"6-336.355 

',63 

Gastos  militares  (Guerra,  Marínn 

y  pasivos  de  esti>s  ramos)  '. .    . 
Administración  di;  justicia,  scrvi- 

310.580.868 

22,06 

39. 221. 196 

3.92 

Culto  y  Clero  católicos 

40.742.452 

4,07 

Gobernación,  gastos  generales, 

Comioa  y  TelOiínifos 

16  537-779 

1,65 

Beneficencia. 

889  843 

0,09 

Instrucciiin  publica  y  Bellas  Artes. 

17.903. 068 

1,79 

Agricultura,  industria,  comercio  y 

Obras  públicas 

66.925.359 

6.69 

Administración  de  la  hacienda*.. 

166. 214.744 

i6,6z 

Llama  desde  luego  la  atención,  y  por  eso  la  colocamos 
en  primer  término,  la  partida  de  la  deuda.  Están  juzgadas 
la  situación  y  la  vida  económicas  del  pais  con  sólo  ver  que, 
antes  de  pensar  en  sus  necesidades  actuales,  tiene  que  con- 
sumir mucho  más  de  la  tercera  parte  de  ios  recursos  dis- 
ponibles para  atender  á  las  satisfacciones  y  compromisos 
del  pasado.  ¿Qué  diriamos  del  particular  que  habituaim?n- 
te  se  hallara  reducido  á  tales  condiciones.''  Pensaríamos  de 
seguro,  y  con  motivo,  que  antes  fué  pródigo  ó  desdichado 

'     Rebajamos  la  flotante. 

'  Deducimos  el  coste  de  la  Guardia  civil,  que  va  incluido  en  el 
conce]>to  siguiente. 

'  Incluímos  en  esta  partida  el  coste  que  antes  fijamos  á  los  ser- 
vicios arrendados  y  los  conceptos  de  deuda  Motante. 
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.  y  ahom  merecía  que  se  le  calificase  de  imprevisor  y  des- 
ordenado. Todavía  pudiera  disculparse  al  que  se  limitara 
á  conllevar  una  carga  creada  por  actos  ajenos  ó  por  des- 
venturas de  otros  tiempos;  pero  cuando  sucede,  y  éste  es 
precisamente  el  caso  de  la  deuda  española,  que  una  buena 
parte  del  gravamen  es  imputable  al  presente  y  se  debe, 
tanto  á  la  adversidad,  como  á  los  desaciertos  y  á  los  vi- 
cios, entonces  lo  que  procede  no  es  la  conformidad  y  la 
resignación,  sino  ¡a  protesta  enérgica  para  que  no  se  au- 
mente y  el  esfuerzo  continuo  para  lograr  que  disminuya. 
Los  abusos  del  crédito  público  no  sólo  elevan  con  los  in- 
tereses de  la  deuda  ei  total  del  presupuesto,  sino  que  dan 
motivo  para  que  cada  vez  sea  relativamente  menor  la  suma 
destinada  á  la  ejecución  directa  de  los  fines  del  Estado. 

Siguen  en  importancia  á  los  de  la  deuda  los  gastos  mi- 
litares, que  son  tan  inmoderados  y  poco  razonables  como 
aquéllos.  jAcaso  las  e::igencias  de  nuestra  política  exterior 
ó  las  necesidades  interiores,  obligan  entre  nosotros  á  la  pre- 
visión continua  de  la  guerra  y  á  los  grandes  armamentos? 
Vivimos  no  ya  en  la  neutralidad,  sino  en  el  aislamiento 
mas  completo,  han  de  ser  vanos  todos  nuestros  esfuerzos 
para  competir  con  las  grandes  potencias  armadas,  y  no  es 
tampoco  ia  consagración  de  la  fuerza  el  modo  más  eficaz 
de  evitar  las  convulsiones  políticas.  jSera  España  más  fuer- 
te y  más  respetada  por  las  otras  naciones,  ó  tendrá  mayor 
tranquilidad,  arruinándose  para  sostener  90.000  soldados, 
que  si  se  contentara  con  la  mitad  de  esa  fuerza?  Ciertamen- 
te que  no,  y  es  insensato  invertir  cerca  de  la  cuarta  parte 
del  presupuesto  en  el  mantenimiento  de  unas  apariencias 
de  poder  militar,  que  n^  alcanzan  á  ocultar  nuestra  de- 
bilidad é  imponen  al  país  durísimos  sufrimientos. 

Si  reunimos  las  atenciones  de  la  deuda  y  los  gastos  mi- 
litares, veremos  que  absorben  juntos  600  millones  de  pe- 
setas, es  decir,  bastante  más  de  la  mitad  Je  todo  el  presu- 
puesto, y  si  agregamos  todavía  el  coste  de  la  Administra- 
ción de  la  hacienda,  llegaremos  á  un  total  de  766  millones, 
que  se  gastan  sin  que  el  Estado  haga  nada  para  cumplir 


-  IS8  ~ 
su  misión  de  una  manera  directa,  y  luego  sólo  n 
234  millones  aplicados  al  desempeño  de  las  fun 
blicas,  de  los  servicios  útiles,  pudiéramos  decii 
modo,  la  administración  de  justicia  y  los  ramos 
ta  primera  de  las  necesidades  y  obligaciones  so< 
nen  en  el  presupuesto  una  importancia  once  ve- 
que  el  crédito  y  gastan  seis  veces  menos  que  lo; 
de  guerra;  la  instrucción  pública  no  invierte  máí 
cada  ICO  de  lo  que  se  gasta  en  deuda,  y  un  7  p 
lo  destinado  á  guerra;  la  dotación  de  las  obras  j 
solo  una  séptima  parte  y  poco  más  de  la  cuartí 
uno  de  esos  dos  conceptos  respectivamente,  y  t 
la  beneficencia  se  halla  en  la  relación  de  uno 
cientos  veinte,  y  uno  á  doscientos  veintidós  con 
á  que  nos  venimos  refiriendo.  Únicamente  la  reli 
lica  logra  proporción  más  favorable,  y  en  cuant 
ministración  de  la  hacienda,  que  importa  ella 
que  la  justicia,  la  instrucción,  la  beneñcencia  y 
¡públicas  reunidas,  acusa  desde  luego  un  error  f 
tal  en  la  vida  económica  del  Estado. 

Hé  aquí,  como  el  cargo  de  excesivo  que  puede 
nuestro  presupuesto  es  rtienos  grave,  que  el  qi 
contra  él  por  la  mala  distribución  y  el  empleo  q 
El  exceso  del  consumo  público  consiste,  más  q 
importe,  en  la  relación  que  guarda  con  los  bene: 
el  pais  obtiene  por  su  medio;  el  gasto  es  desprc 
do  atendiendo  á  la  riqueza  con  que  España  cuí 
lo  es  más  todavía  si  se  considera  el  servicio  que 
presta  en  ella.  El  presupuesto  de  que  venimos 
no  seria  censurable  si  los  Gobiernos  ejecutaran  ( 
mente  los  fines  que  se  atribuyen,  porque  no  es  pi 
tender  que  los  gastos  se  reduzcan  al  límite  ciei 
que  es  propio  de  la  vida  normal  del  Estado,  cu 
amplio  es  el  cuadro  de  las  funciones  y  deberes  1 
nosotros  se  le  imponen.  Si  el  presupuesto  se  gas 
administración  de  justicia,  en  la  enseñanza,  en  1 
cencía,  en  las  obras  públicas,  etc.,  pudiera  aceptí 
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no  sería  tampoco  muy  gravoso,  en  razón  á 
tunas  y  !a  actividad  privadas  encontrarían  de 
atisfechas  necesidades,  que  en  otro  caso  han  de 
■  sí  mismas  con  nuevos  sacrificios  de  riqueza. 
ie  infiere  que  no  hay  que  esperar  una  reducción 
e  del  presupuesto,  porque  aun  cuando  se  amor- 
parte  de  la  deuda  ó  se  disminuyesen  los  gastos 
osas  ambas  dificiles,  pero  que  es  urgentísimo  y 
r  necesidad  llevar  á  cabo,  la  casi  totalidad  de  la 
amizada  por  esos  medios  sería  preciso  dedicar- 
ora  de  los  servicios  de  la  administración,  mez- 
i  dotados  ó  desatendidos  por  completo. 
tendremos  de  desarrollar  estas  ideas  al  ocupar- 
ecial,  de  cada  clase  de  gastos,  y  por  eso  termi- 
luí  las  consideraciones  generales,  indicando  el 
amos  á  seguir  en  ese  estudio. 
ileracíón  de  los  gastos  por  su  aplicación  al/ír- 
tateriales  la  primera  que  debe  hacerse,  porque 
snerai  y  aplicable  á  todos  los  conceptos  de  cual- 

división  que  se  establezca. 

la  clasificación  de  los  gastos  por  departamen- 
riates,  tal  como  la  ofrece  el  presupuesto,  no  per- 
r  juicio  acerca  de  su  destino,  porque  los  minis- 
1  á  su  cargo  servicios  heterogéneos,  y  presen- 
is  en  una  suma,  obligaciones  de  naturaleza  muy 
acia  y  Justicia,  por  ejemplo,  costea  el  clero  y  los 
le  Gobernación  dependen  la  policía  y  la  beneñ- 
,  y  esto  nos  pone  en  el  caso  de  acudir  á  la  divi- 
icida  en  la  Parte  general,  que  determina  lossi- 
nceptos  en  el  gasto  público:  primero  los  gene- 
i  orgaaisación  política,  y  luego  los  especiales,  ó 
do  hace  para  realizar  los  fines  capitales  de  la 
■or  de  la  justicia,  de  la  religión,  de  la  moralidad, 
[,  del  orden  económico,  y  para  la  adquisición  y  el 
os  bienes  materiales,  ó  sea  en  el  manejo  de  su 

¡los,  que  figuran  en  los  presupuestos  extraordi- 


iK. 
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narios,  abiertos  para  Guerra  y  Marína  en  tiempos  de  j 
para  subvenciones  de  ferrocarriles,  no  tienen  en  rea 
ese  carácter  y  deben  ser  computados  con  los  gastos  on 
ríos.  En  cambio  nosotros  seguiremos  calificando  dt 
traordinarios  los  que  proceden  de  la  deuda  pública  ' , 


Véase  lo  dicho  en  las  páginas  30  y  iSo  del  tomo  I. 


II 

¡paitos  d«l  personal  y  el  material. 


oS  ya  que  los  gastos  del  Estado,  como  todo  otro 
,  sólo  pueden  proponerse,  ora  la  retribución  de 
servicios,  ora  la  adquisición  de  cosas  determinadas,  y  que  ■ 
en  este  sentido  se  clasifican  aquéllos  en  gastos  de  personal 
y  gastos  de  material. 

No  puede  establecerse  principio  absoluto  ni  regla  fija,  en 
cuanto  á  la  relación  en  q'ue  han  de  hallarse  el  importe  de 
los  servicios  y  el  de  las  adquisiciones  del  Estado,  porque 
todo  depende  aquí  de  la  índole  de  las  funciones  que  la  ad- 
ministración pública  desempeñe,  y  aun  dentro  de  cada 
ramo  especial,  esa  proporción  no  puede  conocerse  sino  des 
pues  de  apreciar  circunstancias  esencialmente  variables; 
servicios  hay,  como  las  obras  públicas,  la  marina  militar 
y  el  ejército  de  tierra,  con  el  sistema  obligatorio,  las  explo- 
taciones industriales,  etc.,  en  que  el  coste  del  material  ex- 
cederá naturalmente  al  de  las  retribuciones.personaies,  y 
otros,  la  organización  política,  la  justicia  y  la  policía,  por 
ejemplo,  en  que  sucederá  lo  contrario,  y  tendrán  más  im- 
portancia los  gastos  de  carácter  personal.  Sin  embargo, 
dada  la  extensión  que  alcanzan  comúnmente  las  atribucio- 
nes del  Estado,  en  tanto  que  éste  no  retribuya  el  servicio 
militar  y  se  dedique  á  empresas  económicas,  los  gastos  del 
material  deberán  resultar  algo  mayores  que  los  destinados 


W  á  sueldos  para  que  la  administración  pública  se  halle  bien 

organizada  y  cuente  con  los  elementos  indispensables  á  su 
acción. 


f- 


La  separación  de  esos  dos  conceptos  en  nuestro  presu- 
puesto da  el  siguiente  resultado: 

SECCIONES  PSR80KAL  MATSKIAL 


Casa  Real 9250000  » 

Cámaras 834  880  803 .205 

Clases  pasivas 71  675 .889  » 

Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.  639 .  833  98 ,  050 

Ministerio  de  Estado 3«833-775  886.612 

»         de  Gracia  y  Justicia.    .....  39-548.041  13815.224 

»         de  la  Guerra 128  119.673  36. 511. 142 

»          de  Marina 17. 092. 460  7.710.728 

»         de  Gobernación 13'  941.829  8-910.644 

•         de  Instrucción  pública  y 

Bellas  Artes... 12 .  899. 781  5 .003 .286 

»         de  Agricultura,  Industria,  '  • 
Comercio  y  Obras  pú- 
blicas   9669900  57-255-458 

»         de  Hacienda 13.526.610  4-518  545 

Gastos  de  las  contribuciones  y  rentas.  19.296  945  9  274.320 

Femando  Póo 262970  249.417 

Totales 340-592.586  145036.637 


Es  de  advertir;  primero,  que  excluímos  del  anterior  es- 
tado los  gastos  de  la  deuda,  porque  la  distinción  en  ellos  no 
es  posible;  que  computamos  en  los  ministerios  de  Guerra 
y  Marina,  entre  los  gastos  de  material  las  subsistetuias  mi* 
litares,  porque  no  determinan  sueldos  ni  retribuciones,  aun- 
que el  mantenimiento  de  las  tropas  es  en  realidad  gasto  de 
personal;  que  aplicada  la  clasificación  al  presupuesto  ordi- 
nario vigente,'  no  figuran  en  ella  los  servicios  arrendados 
del  ramo  de  hacienda,  cuyos  gastos  son  de  material  prin- 
cipalmente, y  por  último,  que  los  gastos  llevados  al  presu- 
puesto extraordinario  son  también  de  material,  correspon- 
diente á  Guerra,  Marina  y  Obras  públicas. 

Dentro,  pues,  de  esas  condiciones,  los  gastos  del  perso- 
nal son  el  38,  y  los  del  material  el  16  por  100  de  los  tota- 
les presupuestados.  Esta  relación,  tan  desfavorable  para  los 


"1 
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últimos,  hace  ya  temer  que  sean  deficientes  las  asignacio- 
nes del  material  en  la  generalidad  de  los  servicios.  Con- 
fírmase tal  idea,  observando  que  las  únicas  partidas  consi- 
derables del  material  son  las  de  Obra^  públicas  y  Guerra, 
y  todavía  podemos  convencernos  más  de  ello  viendo  que 
la  mayor  parte  de  esas  cantidades  son  consumidas  por  de- 
pendencias é  institutos  que  no  tienen  que  atender  más  que 
á  los  gastos  de  oficina;  no  son  los  arsenales,  ni  los  parques, 
ni  los  museos,  ni  las  bibliotecas,  ni  la  amplia  instalación 
de  los  servicios,  los  que  hacen  subir  las  cifras  del  material: 
importan,  relativamente,  mucho  más  los  gastos  de  escrito- 
rio;  la  secretaría  y  las  dependencias  centrales  del  Ministe- 
rio de  la  Guerra  gastan  en  material  de  oficina  333.600  pe- 
setas, y  luego  los  establecimientos  de  los  distritos  consu- 
men otras  362.957;  la  Administración  central  de  Hacienda 
gasta  en  el  material  381.650,  la  secretaría  de  Gobernación 
con  las  direcciones  de  Administración  y  Sanidad  cuesta 
253.000  pesetas,  la  de  Gracia  y  Justicia  con  sus  dos  direc- 
ciones invierte  1 12.675,  la  Presidencia  del  Consejo  de  Mi- 
nistros 62.500,  y  así  sucesivamente.  Montañas  de  papel, 
mares  de  tinta  pudieran  formarse  con  las  sumas  que  todos 
los  años  aparecen  dedicadas  á  la  adquisición  de  esos  obje- 
tos, y  que  en  realidad  se  aplican  á  aumentar  ilegalmente 
las  retribuciones  de  un  personal  que  es  en  todos  los  ramos 
excesivo,  con  relación  á  los  elementos  de  que  dispone  para 
cumplir  su  misión.  Pronto  hemos  de  ver  en  los  capítulos 
siguientes  la  intensidad  de  ese  vicio,  y  entre  tanto  vamos 
á  consignar  las  prescripciones  generales  á  que  en  nuestra 
legislación  se  ajustan  los  gastos  de  cada  clase. 

I.  Gastos  del  persona/.-^íi\xestvas  continuas  agitacio- 
nes políticas  y  las  exigencias  de  los  partidos,  que  son  su 
consecuencia,  han  impedido  que  la  administración  pública 
se  haya  organizado  de  una  manara  estable,  y  que  el  servi- 
cio público  haya  venido  á  constituir  una  profesión  regula- 
rizada y  segura  en  todos  los  ramos  que  aquélla  abraza.  El 
espíritu  de  bandería  y  el  favoritismo  se  han  disputado  los 
empleos  públicos,  que  nunca  ó  muy  rara  vez  han  servido 
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:emio  á  los  merecimientos.  Todos  los  Gobiernos  han 
rimentado  este  grave  mal,  y  querido  remediarle  dic- 
)  multitud  de  disposiciones  que,  á  pesar  del  buen  de- 
le algunos,  no  llegaron  á  observarse. 
Real  decreto  de  iS  de  Junio  de  1852  estableció  ya  las 
i  á  que  habían  de  ajustarse  las  carreras  civiles  de  la 
nistración,  fijando  las  categorías  y  sueldos  que  hoy 
mtienen.  Con  arreglo  á  esta  disposición,  los  funciona- 
lúblicos  se  clasiñcan  en  las  cinco  siguientes  catego- 
l.°.  Jefes  superiores;  2.*,  Jefes  de  administración;  3.', 
de  negociado;  4.',  Oficiales,  y  5,',  Aspirantes  á  oficial. 
i  además  la  clase  de  subalternos,  sin  que  sus  indivi- 
tengan  carácter  de  empleados  públicos,  salvo  los  de- 
S  adquiridos.  Los  sueldos^  en  armonía  con  esta  cla- 
:ión,  serán:  de  12.500  pesetas,  al  menos,  para  losem- 
os de  la  primera  categoría;  los  de  la  segunda  se  dívi- 
1  cuatro  clases,  con  10.000,  8.750,  7.50076.500  pe- 
los de  ía  tercera  forman  tres  clases,  y  sus  sueldos 
.000,  5-000  y  4.000  pesetas;  la  cuarta  comprende 
clases,  con  los  sueldos  de  3.500,  3.000,  2.500,  2.000 

0  pesetas,  y  los  empleados  de  la  quinta  se  dividen 
3  clases,  con  1.350,  i.ooo  y  750  pesetas.  Pertenecen 
lase  de  subalternos  los  que  desempeñan  funciones 
lente  mecánicas,  y  sus  sueldos  no  se  hallan  sujetos 
la  determinada. 

nerosas  disposiciones  de  todo  género  se  han  dictado 
aquella  fecha  para  evitar  que  la  provisión  de  los  des- 
>úblicos  continuara  entregada  á  la  arbitrariedad;  pero 
emos  de  citar  las  que  tuvieron  alguna  eficacia  y  las 
lOra  están  vigentes.  Las  leyes  de  presupuestos  de  25 
lio  de  18Ó4  y  15  de  Julio  de  1865  pusieron  ya  algu- 
ibas  al  ingreso  y  ascenso  en  las  carreras  del  Estado; 

1  decreto  de  26  de  Octubre  de  1868,  convertido  lúe- 
ley,  abolió  todas  esas  restricciones  y  volvió  al  sis- 
le  libre  nombramiento.  La  ley  de  presupuestos  de  2 1 
,0  de  1876  reprodujo,  con  algunas  modificaciones, 
'Uesto  por  la  de  1864  antes  citada;  otra  ley  de!  3  de 
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lismo  año  manda  qus  sean  preferidos  para  ocu- 
itinos  de  subalternos  los  militares  licenciados  de 
!  tropa,  y  la  de  lo  de  Julio  de  i88s  reconoce 
icho  á  los  sargentos  en  activo  ó  licenciados,  res- 
sas  mismas  plazas,  y  les  reserva  además  todas 
jya  dotación  no  exceda  de  1.500  pesetas,  siem- 
exijan  requisitos  ó  conocimientos  determinados, 
presupuestos  fecha  30  de  Junio  de  1892  ordenó 
liaran  por  rigurosa  antigüedad  escalafones  de 
,dOs  civiles  activos  y  cesantes,  y  fijó  las  regias 
an  sujetai-se  los  ascensos.  Por  último,  los  decre- 
e  Octubre  de  l899y  18  de  Junio  de  1900,  aquél 
in  al  Ministerio  de  Hacienda  y  éste  en  lo  que 
Presidencia  del  Consejo  y  á  los  Ministerios  de 
usticia.  Gobernación.  Agricultura  é  Instrucción 
tn  regulado,  manteniendo  las  disposiciones  de 
greso  y  ascenso  de  los  funcionarios  que  no  per- 
.  cuerpos  constituidos  especialmente, 
le  á  esa  legislación,  y  prescindiendo  de  las  innu- 
lisposiciones  aclaratorias,  los  nombramientos  de 
Subsecretarios  han  de  recaer  en  persona  que  sea  ó  haya 
do  Senador  ó  Diputado  á  Cortes,  y  para  los  demás  car- 
is de  jefes  superiores  de  Administración  se  exige  ser  ó 
íber  sido  Senador  ó  Diputado  á  Cortes  en  dos  elecciones 
;nerales,  contar  diez  años  deservicios  en  destinos  civiles 
haber  disfrutado  un  sueldo  igual  ó  superior  al  de  8.750 
jsetas.  Las  plazas  vacantes  desde  la  categoría  de  oficial 
!  tercera  clase  hasta  la  de  jefe  de  Administración  de  pri- 
era  se  proveerán  con  sujeción  á  tres  turnos:  el  primero 
j  antigüedad,  el  gegundo  por  reposición  del  cesante  más 
itiguo  de  igual  categoría  y  clase,  y  el  tercero  por  elec- 
ón  entre  los  funcionarios  activos  ó  cesantes  de  la  ca- 
gona y  clase  inmediata  inferior,  que  se  hallen  en  el  primer 
rcío  del  escalafón   respectivo.  Los  cesantes  por  reforma 
supresión  del  destino  podrán  ser  nombrados  en  los  turnos 
3  elección,  aunque  no  figuren  en  el  primer  tercio  del  es- 
lía fon  de  su  clase. 
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;reso  en  las  carreras  administra 
>lazas  de  oñciales  de  cuarta  da 
sdela  ley  de  1885,  y  para  prov' 
os,  uno  de  cesantes  por  antigüe 
<  de  diez  y  seis  años,  que  tenga 
es  de  Bachiller,  Perito  mercanl 
ian  además  aprobados  por  Tril 

el  orden  de  las  listas  que  ést< 
rueden  acordarse  por  reforma  < 

y  la  separación  definitiva  á  vi 
)  con  audiencia  del  interesado 
le  se  vea  razón  para  la  diferenci 
iño,  sin  duda,  para  la  estabilidi 
es  aplicables  al  Ministerio  de  H 
que  tienen  carácter  más  gener 
■mas,  hechas  por  el  decreto  d 
1  lo  dispuesto  por  el  del  6  de  < 
;I  ramo  de  Hacienda,  el  turno  < 
ín  de  cesantes,  no  se  da  á  la  ai 
•caer  el  nombramiento  en  cua 
en  el  primer  tercio  de  la  esca 
iscenso  á  Jefe  de  negociado,  e 
s  un  previo  examen  teórico-pn 
lies  cuartos  se  proveerán,  una 
i  por  reposición  de  cesantes  y  1 
litad  de  las  que  ocurran,  media 
Imitídos  los  mayores  de  veint 
3  académico  de  estudios  super 

la  misma  categoría  ó  tengan 
no  oñciales  quintos;  las  vacanti 
ubrirán  observando  cuatro  tur 
ites,  de  elección  y  de  libre  non 
yan  cumplido  diez  y  ocho  año 
Perito  mercantil  ó  Maestro  sup 

1  Real  orden  de   15   do  Enero  df 
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años  de  servicios  como  aspirantes  primeros  ó  cuatro  en- 
tre esa  clase  y  las  inferiores  y  las  plazas  de  aspirantes  pri- 
meros se  proveerán,  sin  sujeción  á  turno,  en  aspirantes 
segundos  con  dos  años  de  servicios,  en  cesantes  ó  en  ma- 
yores de  diez  y  seis  años  con  alguno  de  los  títulos  antes 
señalados,  todo  ello  sin  perjuicio  de  los  derechos  recono- 
cidos á  los  militares  por  la  ley  de  1 885.  Finalmente,  nin- 
gún empleado  de  Hacienda  podrá  ser  trasladado  fuera  de 
la  provincia  en  que  sirve,  sin  expresión  de  causa,  antes  de 
llevar  dos  años  en .  el  desempeño  del  cargo,  y  las  cesan- 
tías se  decretarán  únicamente  con  expresión  de  alguna  de 
estas  causas:  supres^ión  del  destino,  conveniencia  del  ser- 
vicio, que  resulte  de  expediente,  propuesta  ó  queja,  falta 
grave,  comprobada  en  expediente  con  audiencia  del  intere- 
sado, implicando  en  este  caso  la  cesantía,  separación  del 
servicio,  temporal  por  espacio  de  tres  años  ó  bien  defi- 
nitiva. 

Todavía  no  se  han  ultimado  los  escalafones,  ni  se  han 
constituido  los  tribunales  de  exámenes,  necesarios  para  la 
ejecución  de  esas  disposiciones,  que  aplicadas  de  buena  fe, 
mejorarían  en  poco  tiempo  nuestra  organización  adminis- 
trativa. 

Omitimos  hablar  de  las  carreras  facultativas  y  de  aque- 
llos servicios  que,  como  los  de  Correos,  Aduanas,  etc.,  se 
rigen  por  disposiciones  especiales,  ya  que  nuestro  objeto 
se  reduce  á  lo  que  tiene  carácter  general  ó  es  común  á  to- 
dos los  ramos  de  la  administración. 

En  este  sentido,  diremos  que  la  retribución  de  nuestros 
funcionarios  públicos  es  mezquina;  fué  siempre  exigua,  y 
luego  no  se  ha  cuidado  de  proporcionarla  al  movimiento 
en  alza  de  todos  los  precios  y  á  la  reducción  del  valor  de 
la  moneda,  que  han  dado  lugar  al  encarecimiento  de  la 
vida.  Los  sueldos  más  numerosos  son  los  que  no  exceden 
de  3.000  pesetas  anuales,  y  es  muy  común  ver  cargos  di- 
fíciles ó  destinos  de  gran  responsabtlidad  y  confianza  pa- 
gados con  1.500  á  2.000  pesetas.  A  esto  se  agrega  la  exis- 
tencia de  imposiciones  y  descuentos  sobre  los  sueldos,  y 
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por  eso  no  hay  que  pensar  en  que  los  gastos  del  personal 
se  disminuyan;  pueden  y  deben  hacerse  grandes  supresio- 
nes de  destinos,  sobre  todo  en  la  administración  central; 
pero  sería  al  mismo  tiempo  necesario  aumentar  la  dotación 
de  los  empleados  civiles,  porque  el  Estado  tiene  mucho 
interés  en  que  sus  funcionarios  no  se  consideren  en  situa- 
ción inferior  á  la  de  aquellos,  que  ejsrcen  privadamente 
oficios  semejantes. 

Por  vía  de  compensación  á  la  insuficiencia  del  haber  ac- 
tivo, se  mantienen  los  llamados  derechos  pasivos,  que  con- 
sisten en  las  cesantías,  percibidas  por  los  funcionarios  se- 
parados temporalmente  del  servicio;  las  jubilaciones  ó  re- 
tiros de  los  que  se  incapacitan  por  la  edad  ó  las  enferme- 
dades para  continuar  en  el  destino,  y  \a.s  pensiones  del  Te,- 
soro  ó  de  los  Montepíos,  abonadas  á  las  viudas  ó  huérfa- 
nos de  los  empleados.  Pero  esta  compensación,  cuya  legi- 
timidad hemos  discutido  y  negado  antes  de  ahora  *,  por- 
que es,  además  de  improcedente,  ineficaz  en  muchos  ca- 
sos, y  siempre  muy  desigual,  resulta  por  otra  parte  onero- 
sísima para  el  Estado. 

La  legislación  de  clases  pasivas  se  distingue  por  io  em- 
brollada y  contradictoria,  aun  enmedio  de  la  confusión  que 
reina  en  nuestro  derecho  administrativo.  Trataremos,  sin 
embargo,  de  dar  de  ella  la  sucinta  idea  que  cuadra  á  nues- 
tro propósito. 

Las  cesantías  no  se  conocieron  hasta  el  año  de  1799,  en 
que  se  dispuso  conservaran  sus  sueldos  varios  funciona- 
rios separados  por  reforma  de  algunas  dependencias.  Una 
Real  orden  de  6  de  Junio  de  18 14  otorgó  como  regla  ge- 
neral á  los  cesantes  las  dos  terceras  partes  de  su  haber,  y 
después  de  muchas  alteraciones,  la  ley  de  presupuestos 
fecha  26  de  Mayo  de  1835  fijó  en  10.000  pesetas  el  máxi- 
mum de  las  cesantías,  y  concedió  la  cuarta  parte  del  ha- 
ber activo  á  tos  quince  años  de  servicios,  y  la  mitad  cuan- 
do éstos  pasen  de  veinte  años.  La  ley  de  presupuestos  de 

'     Tomo  I,  sección  III,  cap.  II. 


—  169  - 
o  de  1845  estableció  que  desde  su  publicación 
suprimidas  las  cesantías  .para  los  empleados  de 
ada,  y  actualmente  sóio  adquieren  el  derecho  á 
10  cesantes  los  exministros  que  hayan  desempe- 
rgo  por  dos  años  ó  que  cuenten  quince  de  ser- 
ayan  sido  nombrados  por  tres  veces  senadores 
s  en  elecciones  generales  '. 
lociones,  concedidas  antes  por  gracias  individua- 
'garon  como  medida  general  á  los  funcionarios 
n  virtud  de  una  Real  orden  de  8  de  Septiembre 
ue  concedía  el  sueldo  entero  á  los  que  hubiesen 
inta  años,  dos  terceras  partes  á  los  que  sirvieran 
s,  y  la  mitad  á  los  que  contasen  doce  años  de 
Modificados  varias  veces  estos  tipos,  la  ley  de 

0  de  1835  estableció  los  siguientes:  por  veinte 
rvicios  se  disfrutarán  dos  quintos  del  sueldo  ac- 
einticinco  años,  tres  quintos;  por  treinta  y  cinco, 
ritos.  El  máximum  de  las  10,000  pesetas  se  apli- 

1  á  las  jubilaciones;  nadie,  según  la  ley  de  3  de 
1866,  podrá  ser  jubilado  contra  su  voluntad  an- 
iesenta  y  cinco  años  de  edad,  ni  puede  solicitar- 
edia  imposibilidad  física  notoria  ó  ha  cumplido 
05  de  edad  ó  cuarenta  de  servicios  '■';  se  abonan 
por  razón  de  estudios  á  los  funcionarios  de  la 
iicial'y  á  los  catedráticos  de  Universidades,  y 
guiador  el  sueldo  más  alto  que  se  haya  percibi- 
s  años.  Los  militares  tienen  sueldo  de  retiro, 
a,  marcada  por  la  ley  de  2  de  Julio  de  1865,  re- 
céntimos del  activo  á  los  veinte  años  de  servi- 

i  hasta  los  90  céntimos,  que  se  otorgan  á  los 

inco  años, 

tíepios  eran,  según  los  define  el  decreto  de  23  de 

creto,  fecha  6  de  Mano  de  1899,  suspende  la  deciara- 
nd'as  á  los  ministros.  Se  respetan  las  ya  concedidas;  pero 
iisfnitan  perderán  ese  derecho  si  vuelven  á  desecnpe- 
dc  ministro. 
;  30  de  Junio  de  1892. 
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Febrero  de  i857,  «asociaciones  legales  y  ol 
»el  amparo  y  protección  del  Gobierno,  que 
>las  cajas  públicas  una  parte  de  los  sueldos 
•dos,  acudían  con  tales  rendimientos  al  pí 
«siones  que  fueron  objeto  de  su  instituto 
del  marqués  de  Esquliache,  Carlos  III  creó 
litar  en  1761,  y  el  primero  de  los  civiles  él 
vor  de  los  ministros  de  los  tribunales  supe 
fueron  extendiendo  á  diversas  carreras  di 
■constituyeron  sus  fondos  con  diferentes  ai 
del  descuento  de  los  sueldos.  El  Tesoro  ecl 
urgencias,  de  las  sumas  acumuladas  por 
desaparecieron  las  cajas  especiales  y  la  c 
éstos  tenían,  ingresaron  los  descuentos  en 
rales,  y  las  pensiones  vinieron  á  ser  una  c. 
erario.  La  ley  de  presupuestos  de  2$  de  Jur 
extensivos  á  todos  los  funcionarios  de  la 
los  derechos  que  antes  sólo  tenian  los  inct 
montepíos,  y  estableció  pensiones  temporal 
ten  en  el  percibo  de  10  céntimos  del  suelde 
tiempo  que  puede  llegar  á  ser  hasta  de  ont 
el  causante  tuviera  doce  de  servicios,  y  P' 
cias  de  I S  céntimos  del  haber  por  quince  ai 
de  20  céntimos  por  veinte  años  y  de  25  cén 
número  de  años  de  servicio.  Las  viudas  o 
sión,  partiéndola  con  sus  hijos,  hasta  que 
gundas  nupcias,  y  los  huérfanos,  si  son  va 
que  no  cumplan  veinte  años,  profesen,  se 
gan  sueldo  del  Tesoro  igual  ó  mayor,  y  la 
ta  que  se  casen  ó  ingresen  en  religión.  El 
22  de  Octubre  de  1 868  declaró  en  suspensa 
de  1864  hasta  que  las  Cortes  resolvieser 
pero  nada  se  ha  decidido  posteriormente  í 
asunto  continúa  en  tal  estado,  dando  lugar 
mallas  y  desigualdades  la  aplicación  de  1< 
dictados  para  los  antiguos  montepíos. 
Un  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  188^ 
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;uiente,  que  desarrolló  sus  preceptos,  han 
ilcance  de  alguna  de  las  disposiciones  vi- 
1  extremado  tanto  el  rigor  de  sus  interpre- 
se  ha  reclamado  con  éxito  contra  algunas 
1  contenciosa  '. 

i\  decreto  de  2 1  de  Octubre,  que  contiene 
I  algunos  datos  de  interés,  se  nombró  una 
ada  de  redactar  un  proyecto  de  ley  gene- 
es  pasivas;  el  proyecto  se  terminó;  pero 
nte,  y  esto  mismo  ha  sucedido  con  otros 
tormente;  el  último  de  ellos  ha  sido  pre- 
irtes  con  fecha  15  de  Noviembre  de  1900. 
que  desde  hace  treinta  y  dos  años  apremia, 
e  que  llegue  á  verse  satisfecha.  Según  la 
lio  de  1890,  debe  acompañar  á  los  presu- 
ición  de  los  derechos  pasivos  declarados 
en  el  ejercicio  anterior. 

Existen  además  de  esos  haberes  pasivos  de  carácter  ge- 
neral: las  pensiones  remuneratorias,  que  sólo  pueden  con- 
cederse por  medio  de  una  ley  á  los  que  prestan  servicios 
eminentes  ó  á  los  individuos  de  su  familia;  las  mesadas  de 
supervivencia  ó  pagas  de  tocas,  que  consisten  en  el  abono 
de  dus  mensualidades  del  haber  activo  que  gozase  el  fun 
cionario,  á  las  viudas  y  huérfanos,  que  no  tengan  derecho 
á  pensión  del  Montepío  ó  del  Tesoro;  esta  gracia  se  hizo 
general  por  decreto  de  7  de  Octubre  de  1846;  las  pensio- 
nes de  exclattstrados,  establecidas  por  las  leyes  de  8  de 
Marzo  de  .1836  y  29  de  Julio  de  1837  ■•*;  los  sueldos  de  in- 
dividuos militares,  que  pertenecieron  á  las  disueltas  legio- 
nes extranjeras,  y  de  carlistas  convenidos  de  V'ergara;  las 

'  No  pudiendo  descenderá  otros  pormenores,  señalaremos  como 
disposiciones  que  deben  ponsuitarse,  en  matarla  de  clases  pasivas, 
la  ley  de  38  Felwero  de  1873,  Real  ordeo  de  7  de  Agosto  de  1875, 
Real  orden  de  23  de  Noviembre  de  1876,  ley  de  16  de  Abril  i88j, 
instrucción  de  35  de  Febrero "1885  y  ley  de  zi,de  Abril  de  1892, 

•  Las  monjas  cobran  estas  pensiones  por  el  presupuesto  de  obli- 
gaciones eclesiásticas. 
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pensiones  de  secuestros,  que  tienen  como  origei 
afectas  á  bienes  que  pasaron  al  Estado,  y  esR 
las  asignaciones  concedidas  en  1834  á  ios  serví'  , 
infantes  exonerados  D.  Carlos  y  D.  Sebastián 
necieron  fieles  á  Isabel  n,ylos  haberes  ahora  l 
á  algunos  emigrados  de  las  que  fueron  nuestra  " 
de  Ultramar.  E^tos  cinco  últimos  conceptos 
poca  importancia  y  se  extinguirán  rápidamehtM 
Como  consecuencia  de  las  disposiciones  qu# 
de  reseñar  y  por  efecto  de  haberse  incorpoíaJ 
puesto  de  la  Península  las  obligaciones  de  estJ 
antes  pesaban  sobre  las  cajas  de  Ultramar  el? 
los  haberes  pasivos  se  calcula,  según  hemos  vi 
pítulo  anterior,  en  cerca  de  72  millones  de  pe( 
que  seguramente  habrá  de  ampliarse  en  el  transcurso  d 
ejercicio.  Llama  la  atención,  á  la  vez  que  la  enormidad  de 
este  gravamen  y  la  rápida  progresión  con  que  se  aumen- 
ta ^,  el  que  la  mayor  parte  de  él— 53  millones — proceded 
de  los  ramos  de  Guerra  y  Marina,  los  cuales  declaran  un 
total  de  derechos  pasivos  trip/e  del  que  se  reconoce  en  to- 
dos los  demás  servicios  de  la  administración  del  Estado. 
Esto  consiste  en  que  se  ha  fomentado  el  retiro  de  los  mi- 
litares para  obtener  movimiento  en  las  escalas  y  hacer  po- 
sibles ó  más  frecuentes  los  ascensos  en  el  ejército;  pero  lo 
grave  es  que  tal  causa  seguirá  obrando,  y  la  partida  de  36 
millones  que  consumen  los  retirados  de  Guerra  y  Mari- 


0  del 


La  ley  de  16  de  Julio  de  1887  creó  un  Montepío  páralos 
c  instrucción  primaria,  del  que  hiblaremiis  al  tratar  del 
presupuesto  de  la  cnseñania,  que  es  donde  están  incluidos  sus  gas- 
tos. Mencionaremos  también  las  llamadas  limosfias  de  Almadéa,  que 
se  satisfacen  á  los  operarios  que  se  inutilizan  y  á  las  familias  de  los 
que  mueren  en  los  trabajos  de  aquellas  minas. 

*  En  1850  las  clases  pasivas  no  custaban  más  qac  33  millones,  y 
desde  entonces  han  disminuido  continuamente  los  exclaustrados, 
cesantes  y  algunos  otros  conceptos;  pero,  en  cambio,  el  montepío 
militar,  que  ascendía  en  aquella  fecha  á  cuatrtt  millones  y  medio, 
importa  hoy  más  de  16,  y  los  retirados  han  subido  en  igual  tiempo 
desde  11  millones  á  36. 
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>lo  no  disminuirá,  sino  que  crecerá  de  continuo. 
,  las  reformas  hechas  en  la  legislación,  en  lugar  de 
ir,   extienden  el  disfrute  de  los  derechos  pasivos, 
dolos  á  nuevas  categorías  de  funcionarios  ó  aumen- 
>s  haberes  reconocidos,  y  de  todo  ello  resulta  una 
imenaza  para  el  Tesoro.  La  proporción  de  7,17  por 
que  se  hallan  los  gastos  de  las  clases  pasivas  con 
presupuesto,  como  la  de  2 1  por  loo  que  guardan 
oste  del  personal  activo,  son  exorbitantes  ya,  y  es 
:  que  cada  día  sean  menos  tolerables, 
iudable  que  se  han  cometido  muchos  abusos  en  la 
ion  de  los  derechos  pasivos,  y  por  eso  el  Sr.  Figue- 
ruia  ai^puso  en  el  decreto  de  1868  antes  citado  que  se  lle- 
vase á  cabo  una  revisión  de  todos  los  expedientes;  pero 
aquella  medida  no  produjo  resultados,  y  aunque  se  ejecu- 
tara con  la  mayor  escrupulosidad,  tampoco  resolvería  este 
problema.  La  supresión  de  tales  derechos,  lejos  de  aliviar 
el  presupuesto,  aumentaría  la  carga,  porque  para  hacerla 
equitativamente  sería  necesario,  en  primer  lugar,  respetar 
Ips  adquiridos,  y  en  segundo,  aumentar  el  sueldo  activo  á 
los  funcionarios  de  nueva  entrada.  Lo  único  que,  á  juicio 
nuestro,  pudiera  disminuir  por  de  pronto  la  gravedad  evi- 
dente del  conflicto,  consiste  en  llevar  á  sus  últimas  conse- 
cuencias la  doctrina  misma  en  que  se  funda  la  existencia 
de  ios  haberes  pasivos.  Dejando  aparte  las  consideraciones 
jurídicas,  el  Estado,  se  dice,  no  puede  abandonar  al  que  ha 
encanecido  ó  se  ha  imposibilitado  en  su  servicio,  ó  á  su 
viuda  ó  á  sus  huérfanos,  que  de  otro  modo  caerían  en  la 
miseria  desde  una  posición  que  obliga  á  ciertas  satisfaccio- 
nes y  no  consiente,  por  otra  parte,  la  atención  al  porvenir; 
los  haberes  pasivos  obedecen  á  la  idea  de  humanidad;  son, 
más  que  otra  cosa,  una  institución  de  beneficencia.  Pues 
bien,  aceptando  este  punto  de  vista,  que  es  incuestionable 
tiene  cierta  realidad,  limítese  el  derecho  de  percibir  haber 
pasivo  á  aquellos  que  no  tengan  otros  bienes,  al  que  no  dis- 
frute de  una  renta  igual  ó  mayor  de  lo  que  por  tal  concep- 
to pudiera  corresponderle;  exíjase,  en  todo  caso,  la  justífi- 
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■orno,  y  es  seguro  que  í 
ir  el  número  de  losjubil 
muchos  entre  ellos  que 
a  y  no  han  menester,  ni 
ísupuesto. 

)  de  que  inmediatamente 
las  con  el  otorgamiento  ( 
Reales  decretos  y  algún; 
le  graven  al  Estado  habt 
casa  real ',  entretanto  qi 
s  pensiones,  aumentand 
ahora  para  devengarlas 
;  los  sueldos  regaladon 
y  á  la  anomalía  de  que 
lasivas,  uno  para  los  n 
)s  del  orden  civil. 

\aterial. — No  hubo  sobr ..j, 

a  el  Real  decreto  de  27  de  Febrero  de 
tos  se  han  ido  desenvolviendo  por  nu- 
les,  con  aplicación  á  los  diversos  ramos. 
icipio  constante  el  de  que  la  administra- 
us  contratos  para  los  servicios  y  obras 
de  subasta  hecha  en  pliegos  cerrados, 
ivenientes  de  las  licitaciones  orales  que, 
1,  consisten  en  la  confabulación  de  los 
trceros  que  pujan  para  obtener  una  pri- 
niento  de  los  postores  de  buena  fe,  que 
osi clones  imposibles  de  cumplir, 
le  esta  regla  y  se  hacen  por  admiiüs- 

ipucstos  de  1873,  que  suprímia  la  lista  civil 
i  pasivas  de  Palacio  cobraran  con  las  del  Es- 
c  restableció  la  monarquía  y  su  dotación,  pa- 
aran  sobre  ella  aquellas  antiguas  pensiones, 
ue  se  han  ido  declarando  despuós  de  la  res- 
te 14  de  Enero  de  1S75  dispuso,  sin  embargo, 
in,  hasta  que  se  mandase  otra  cosa,  d 
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necesidad  de  subasta,  los  contratos  cuyo  valor 
jn  totalidad  de  7.500  pesetas  ó  de  i.Soo  los 
s  anuales  cuando  son  hechos  por  un  ministro, 
setas  y  750  respectivamente  si  es  una  dirección 
ue  contrata,  y  de  1,350  pesetas  y  250  cuando 
do  de  las  provincias;  los  que  versan  sobre  obje- 
lay  un  solo  productor  ó  están  sujetos  á  mono- 
ención  ó  introducción,  los  contratos  de  reco- 
ncia, los  que  interesen  á  la  seguridad  del  Es- 
e  se  hagan  para  la  explotación,  fabricación  ó 
ito  por  vía  de  ensayo,  y,  por  último,  ios  ser- 
acados  á  dos  siíbastas  no  hayan  tenido  licita- 
aores,  aunque  en  este  caso  no  podrá  gastar  la  "administra- 
ción más  de  lo  que  sirvió  de  tipo  en  la  subasta.  Tampoco 
se  someten  á  esas  restricciones  los  contratos  á  que  dan 
lugar  las  operaciones  del  Tesoro. 

No  puede  celebrarse  ningún  contrato  de  los  exceptua- 
dos de  la  subasta,  sin  que  preceda  un  Real  decreto  de  auto- 
rización expedido  con  acuerdo  del  Consejo  de  ministros, 
y  los  demás  sin  que  se  anuncien  previamente  en  la  Gace- 
ta y  Boletín  de  la  provincia  á  que  interese  con  una  anti- 
cipación de  treinta  días.  Este  plazo,  sin  embargo,  puede 
rebajarse  en  caso  de  necesidad  hasta  diez  días.  Al  anuncio 
debe  acompañar  el  pliego  detallado  de  condiciones,  el  mo- 
delo de  proposición  y  e!  precio  que  se  fija.  Cuando  con- 
viene reservar  el  ti|ÍJO,  lo  determina  el  ministro  del  ramo  y 
lo  entrega  en  pliego  cerrado  y  sellado  al  que  ha  de  presi- 
dir la  subasta,  para  que  lo  abra  después  de  conocidas  las 
proposiciones.  La  adjudicación  ha  de  hacerse  al  mejor  pos- 
tor, siempre  que  cumpla  las  condiciones  todas  de  la  su- 
basta. 

De  las  disposiciones  especiales  á  que  antes  nos  referi- 
mos, citaremos  únicamante:  el  decreto  de  14  de  Abril  de 
1873,  sobre  contratos  para  el  servicio  de  las  minas  del 
Estado,  otro  fecha  2  de  Mayo  de  1876  acerca  del  arrenda- 
miento de  ediñcios  por  la  Administración,  el  reglamento 
de  18  de  Junio  de  1881  para  la  contratación  de  servicios 
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en  el  ramo  de  Guerra,  la  orden  del  Almirantazgo  di 
Mayo  de  T869  y  la  Real  orden  de  17  de  Octubre  de 
sobre  contratas  para  la  Marina;  el  decreto  de  26  i 
ciembre  de  1 890,  que  reglamenta  las  construcciones  civi 
les,  y  el  de  7  de  Diciembre  de  1900,  que  aprobó  el  pliego 
de  condiciones  generales  para  la  contratación  de  obras  pú- 
blicas, y,  por  último,  el  decreto  de  8  de  Enero  de  1896, 
aclarado  por  otro  de  26  de  Julio  de  1 898,  que  establece  la 
intervención  del  Ministerio  de  Hacienda  en  todo '  contrato 
que  comprometa  créditos  de  dos  ó  más  presupuestos  ^ 

Los  gastos  de  mobiliario  y  utensilios  de  las  oficinas  se 
cubren  señalando  á  cada  una  de  ellas  en  el  presupuesto 
una  cantidad  proporcionada  á  sus  necesidades,  que  se 
calculan  ordinariamente  con  exceso  para  la  administración 
central  y  con  mezquindad  para  las  dependencias  provincia- 
les. El  habilitado  de  cada  oficina  rinde  la  cuenta  de  ta- 
les gastos  á  su  jefe  inmediato  y  éste  la  aprueba  y  archiva 
sin  otras  formalidades.  Así  lo  dispuso  un  Real  decreto  de 
31  de  Mayo  de  1881.    . 


'  Con  fecha  15  de  Noviembre  de  ii)oo  se  ha  presentado  á  las 
Cortes  u;i  proyecto  de  ley  que  reforma  las  disposiciones  vigentes 
sobre  contratación  de  obras  y  servicios  públicos.  — Consúltese  para 
esta  materia  el  interesante  libro  de  los  Sres.  Delgado  y  Arriaga, 
Contratos  administrativos,  J."  edic. 


ni 

«  qne  •easlQua  la  organización  política. 


;isten, como  ya  sabemos,  los  ga.stos  gensr£i/es  áe\  Es- 
I  los  que  son  necesarios,  para  establecer  los  poderes 
•igen,  para  mantener  la  fuerza  pública,  que  hace  po- 

coacción,  y  para  el  sostenimiento  de  las  relaciones 
clónales. 

^1  sistema  constitucional,  en  que,  al  menos  nominal- 
vivimos,  da  motivo  á  la  ¡ista  civii^,  ó  retribución 
narca,  á  los  gastos  de  dos  Cámaras  legislativas  y  á 
Consejo  de  ministros  y  Consejo  de  Estado,  que  for- 

cabeza  del  poder  ejecutivo.  La  actuación  de  la  jus- 
3ducida  á  un  servicio  administrativo,  no  constituye 
ler,  ni  tiene  independencia  alguna,  y  por  eso  el  coste 
bunal  Supremo,  que  debiera  tener  su  representación 
jra,  se  halla  incluido  entre  los  demás  del  Ministerio 
:orresponde. 

lotación  lija  y  anual  del  jefe  del  Estado  es  una  con- 
cia del  gobierno  representativo  y  del  sistema  de  los 
uestos.  Los  reyes  absolutos  tenían,  anejo  á  la  coro- 

sta  civil  se  dijo  primeramente  en  Inglaterra,  do  de  la  asigna- 
"sonal  del  rey,  sino  de  la  cantidad  que  se  le  adjudicaba  para 
adíese  á  los  servicios  civiles,  ea  decir,  á  los  que  no  eran  müí- 
eclesiásticos,  porque  los  gastos  de  esta  clase  se  hallaban  i 
leí  Parlamento. 


í-í-' 


—     178     — 

na,  un  patrimonio  compuesto  de  extensas  propiedades  y 
I  derechos  señoriales  y  disponían  además  de  los  fondos  del 

Tesoro  público,  con  lo  cual  dicho  se  está  que  no  tenían  lí- 
raite  alguno  para  sus  gastos.  Nuestros  monarcas  han  abu- 
sado generalmente  de  esas  facilidades  con  que  podían  ali- 
mentar sus  apetitos,  y  por  eso  las  Cortes,  en  cuanto  se  re- 
unen,  comienzan  á  quejarse  y  á  dirigir  peticiones  á  los  re- 
yes para  que  moderen  sus  gastos  personales.  Las  de  Ma- 
drid, en  1258,  señalaron  150  maravedises  diarios  para  los 
platos  de  la  real  me-a,  y  en  las  de  Briviesca  se  ordenó  el 
comer  del  rey,  reduciéndole  á  cuatro  manjares.  Durante  la 
casa  de  Austria  se  multiplican  las  reclamaciones  contra  los 
gastos  que  se  hacían  por  el  monarca,  y  otro  tanto  sucede 
con  Felipe  V,  que  llegó  á  gastar  nueve  millones  de  pese- 
tas anuales,  cantidad  que  sólo  puede  apreciarse  teniendo 
en  cuenta  el  valor  de  la  moneda  en  aquel  tiempo.  Fernan- 
do VI,  más  económico  y  arreglado  que  sus  antecesores^ 
consumió,  sin  embargo,  el  primer  año  de  reinado  más  de 
1 5  millones  de  pesetas,  aunque  luego  redujo  sus  gastos  á 
unos  nueve  millones  anuales;  Carlos  III  gastó  más  toda- 
vía, pasando  de  los  20  millones,  y  Carlos  IV  excedió  á 
I  los  25. 

El  mayordomo  mayor  del  rey,  cuyas  funciones  describe 
la  ley  17,  título  IX  de  la  Partida  II,  era  el  jefe,  á  la  vez,  de 
la  hacienda  pública  y  de  la  casa  del  monarca,  y  luego  el 
superintendente  ó  secretario  de  hacienda  siguió  siendo  de 
hecho  mayordomo,  aunque  se  conserva  este  cargo.  Fer- 
nando VII,  por  decreto  de  22  de  Mayo  de  1 8 14,  separó  las 
atribuciones  del  mayordomo  mayor  de  las  del  secretario 
de  hacienda,  y  aquél  fué  desde  entonces  jefe  independiente 
de  la  real  casa. 

No  ha  sido  menos  lento  y  trabajoso  el  deslinde  del  pa- 
trimonio de  la  corona  y  la  determinación  de  su  carácter. 
Las  Cortes  de  Cádiz  acometieron  esta  empresa,  reanudan- 
do los  esfuerzos  que  se  habían  hecho  desde  los  Concilios 
de  Toledo  para  distinguir  en  el  real  patrimonio  la  vincula- 
ción de  ciertos  bienes,  unida  á  la  corona,  de  los  bienes  per- 
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sonales  ó  haber  privado  del  rey.  Carlos  IV,  movido  por 
las  ideas  desamortizadoras  de  su  tiempo,  había  mandado 
el  año  de  1800  vender  en  pública  subasta  todos  los  bienes 
y  edificios  de  la  Corona  que  no  fueren  necesarios  para  la 
servidumbre  de  la  real  Persona  y  de  su  amada  familia^  y 
aquellas  Cortes  abolieron  los  derechos  señoriales  que  ejer- 
cían los  monarcas,  y  ordenaron  la  desamortización  del  pa- 
trimonio, declarando  bienes  nacionales  todos  los  que  com- 
prendía.  Únicamente  se  exceptuaron  de  la  venta  los  terre- 
nos y  palacios  que  se  designaran  como  á  propósito  para 
el  recreo  de  la  persona  del  rey.  Esta  designación,  hecha 
en  18 14,  no  llegó  á  tener  efecto,  y  las  cosas  volvieron,  con 
el  absolutismo,  al  anterior  estado. 

En  1820,  Fernando  VII  se  desprendió  en  beneficio  déla 
nación,  aunque  con  ciertas  reservas,  de  una  gran  parte  de 
los  bienes  de  la  corona,  pero  luego  olvidó  su  compromiso, 
é  Isabel  II  en  1865  hizo  donación  al  Estado  de  los  bienes 
del  patrimonio,  con  excepción  de  los  palacios  y  sitios  rea- 
les, reservándose  el  25  por  100  de  los  productos  que  die- 
ra su  venta.  De  suerte  que  Isabel  II  hizo  merced  al  país 
de  bienes  que  las  Cortes  de  Cádiz  habían  desamortizado, 
que  Fernando  VII  había  ya  cedido  en  su  mayor  parte,  y 
aún  se  reseryó  algunos  de  los  que  su  padre  renunciara  y 
el  25  por  100  de  los  mismos  que  cedía. 

La  lej^  de  18  de  Diciembre  de  1869  disminuyó  los  bie- 
nes reservados  al  monarca,  y  el  gobierno  de  la  república 
dispuso,  por  la  ley  de  24  de  Julio  de  1873,  que  la  ha- 
cienda se  incautara  del  patrimonio  que  había  servido  al 
rey  D.  Amadeo,  hasta  que  una  comisión,  nombrada  con 
tal  objeto,  resolviera  acerca  del  destino  que  debía  darse  á 
dichos  bienes.  No  llegó  esta  comisión  á  presentar  su  dic- 
tamen, y  una  vez  restaurada  la  monarquía,  se  mandó  en 
Real  decreto  de  14  de  Enero  de  1875  hacer  entrega  á  la 
administración  de  la  real  casa  de  los  bienes  destinados 
en  1869  para  uso  de  los  reyes.  Finalmente,  la  ley  de  26  de 
Junio  de  1876  reconstituyó  el  patrinwnio  con  los  bienes 
enumerados  en  el  art.  I.**  de  la  de  12  de  Mayo  de  1865,  sin 
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más  excepción  que  la  de  aquellos  que  hubieran  sido  enaje- 
nados ó  destinados  á  servicios  públicos  '. 

Los  bienes  que  forman  el  patrimonio  de  la  corona  se  ha- 
llan exentos  de  contribuciones  y  son  los  únicos  que  con- 
servan la  condición  de  amortizados,  pues  la  ley  de  1865 
los  declara  inalienables  é  imprescriptibles,  si  bien  admite 
luego  que  puedan  enajenarse  por  medio  de  una  ley.  Los 
bienes  privados  del  monarca  se  hallan  sometidos  al  dere- 
cho común. 

La  dotación  de  la  casa  real,  que  las  Cortes  de  Cádiz 
fíjaronen  lo  millones  de  pesetas,  ha  tenido  después  mu* 
chas  modiñcacíones,  siendo  la  más  alta  la  de  12.837.500 
pesetas  señalada  á  Isabel  II  en  1861,  y  la  más  baja  la  de 
7.500.000  correspondiente  á  D.  Amadeo  en  el  año  de 
1872-73- 

La  lista  civil  importa  en  el  presupuesto  corriente  pese- 
tas 9.250.00Ó.  Ha  habido,  pues,  más  bien  disminución  que 
aumento  en  este  gasto,  sin  que  esto  quiera  decir  que  no 
puedan  reducirse  ó  eliminarse  algunas  de  las  actuales  par- 
tidas; pero  es  necesario  tener  en  cuenta  que  varios  miem- 
bros de  la  familia  reinante  perciben  á  titulo  de  tales,  y 
como  cargas  de  justicia,  cantidades  que  se  acercan  á  un 
millón  de  pesetas,  y  que  además  el  cuerpo  de  alabarderos 
y  la  escolta  real  figuran  en  otras  secciones  del  presupues- 
to por  otro  millón  próximamente,  con  lo  que  el  coste  total 
de  la  monarquía  excede  de  r  I  millones.  Tomando  esta  úl- 
tima cifra,  vemos  que  es  el  r,io  por  IDO  del  presupuesto 
de  gastos  y  que  corresponde  una  peseta  de  lista  civil  á 
cada  174  del  comercio  exterior.  En  Inglaterra  estas  pro- 
porciones no  llegan  al  0,31  por  ICO  de  los  gastos  totales 
y  dan  una  libra  esterlina  de  lista  civil  por  cada  2.395  de 
comercio  internacional;  en  Italia  son  de  0,90  por  loo  y  I 
por  183  respectivamente,  y  en  Bélgica  i  por  100  y  I  por 
830.  Los  gastos  de  esta  clase,  dice  Wagner,  han  de  ser  re- 
lativamente mayores  en  los  Estados  pequeños  que  en  los 
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grandes ,  porque  las  exigencias  de  una  corte  tienen  cierto 
carácter  común  y  no  pueden  reducirse  en  proporción  exac- 
ta al  número  de  los  habitantes  del  país;  pero  en  ningún 
caso  el  esplendor  de  los  reyes  ha  de  conseguirse  á  expensas 
de  grandes  sacrificios  por  parte  de  los  ciudadanos,  tanto 
más  cuanto  que,  si  las  circunstancias  lo  requieren,  pueden 
muy  bien  armonizarse  la  dignidad  y  la  modestia  ^. 

El  preámbulo  del  proyecto  ''^,  que  luego  fué  la  ley  de  26 
de  Junio  de  1876,  en  que  se  fijaron  las  dotaciones  de  la 
real  casa,  decía  que,  exigiendo  las  necesidades  del  Tesoro 
fuertes  descuentos  sobre  los  haberes  de  las  clases  que  de 
él  dependen,  en  vez  de  restablecer  las  antiguas  dotaciones 
para  someterlas  luego  á  ese  descuento,  se  proponían  otras 
más  pequeñas,  cláusula  de  que  habremos  de  ocuparnos 
al  hablar  del  impuesto  sobre  sueldos  y  asignaciones. 

Hoy  rige  la  ley  de  2  de  Agosto  de  1886,  que  asigna  á 
la  Regente  el  usufructo  de  la  dotación  del  Rey  para  mien- 
tras dure  su  menor  edad,  y  para  cuando  cese  en  la  regen- 
cia las  250.000  pesetas  que  señaló  la  ley  de  13  de  No- 
viembre de  1 879. 

Los  Cuerpos  Colegisladores. — Nuestros  representantes 
políticos,  que  en  las  antiguas  Cortes  y  aun  en  los  prime- 
ros períodos  del  moderno  sistema  constitucional  eran  re- 
tribuidos por  los  pueblos,  no  perciben  hoy  sueldo  ni  in- 
demnización alguna,  y  por  eso  los  gastos  del  poder  legis- 
lativo son  menores  en  España  que  en  las  demás  naciones, 
donde  por  regla  general  se  observa  aquel  otro  principio. 
Sin  embargo,  gastan  las  Cámaras  1.638.085  pesetas,  de 
las  cuales  617.285  son  para  el  Senado  y  1.020.800  para 
el  Congreso,  y  esto  es  sin  duda  demasiado  cuando  sólo 
ha  de  atenderse  con  tales  recursos  al  sostenimiento  de  las 
oficinas  auxiliares,  servidumbre,  calefacción,  alumbra- 
do, etc.  Estas  partidas  se  fijan  y  discuten  en  sesión  secre- 
ta y  luego  no  se  examinan  en  las  públicas,  ni  se  detallan 


*  La  sciencia  delle  finañce. — Trad.  de  Boccardo,  lib.  I,  pág.   198. 
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en  el  presupuesto  general.  Ignoramos  cuáles  son  las  razo- 
nes que  puede  haber  para  esto,  y  parece  además  que  las 
Cámaras,  llamadas  á  juzgar  ante  el  país  ios  gastos  de  los 
otros  poderes,  debían  dar  ejemplo  de  su  severidad  con  los 
propios;  que  no  es  en  el  privilegio,  sino  en  la  justificación, 
donde  deben  apoyarse  y  buscar  su  prestigio  las  institucio- 
nes. Así,  al  ver  cómo  crecen  esos  gastos,  siete  veces  ma 
yores  hoy  de  lo  que  eran  en  1854,  y  que  se  han  duplica- 
do desde  1872,  hay  motivo  para  pensar  que  existe  alguna 
arbitrariedad  y  exceso  en  ellgs,  sobre  todo  respecto  del 
Congreso. 

El  poder  ejecutivo  está  desempeñado  por  un  presidente 
y  ocho  ministros,  que  forman  el  Consejo  de  la  corona; 
cada  ministerio  tiene  á  su  cargo  los  ramos  que  á  conti- 
nuación se  expresan:  de  la  Presidencia  sólo  dependen  el 
Consejo  de  Estado  y  los  asuntos  de  Fernando  Poo;  el  mi- 
nisterio de  Estado  sostiene  las  relaciones  internacionales; 
el  de  Gracia  y  Justicia  cuida  de  los  asuntos  del  clero  ca- 
tólico y  de  la  administración  de  justicia;  los  de  Guerra  y 
Marina,  como  indica  su  nombre,  dirigen  el  ejército  y  la 
armada;  el  de  Gobernación  comprende  la  administración 
general,  el  orden  público,  la  beneficencia  y  los  correos  y 
telégrafos;  el  de  Instrucción  pública  y  Bellas  artes  está 
encargado  de  esos  servicios  además  de  la  estadística;  el 
de  Agricultura,  industria  comercio  y  obras  públicas  cuida 
de  los  indicados  ramos,  y  el  de  Hacienda  administra  el 
Tesoro  público. 

La  Presidencia  del  Consejo  de  ministros^  á  pesar  de  lo 
exiguo  de  sus  funciones,  cuesta  175.750  pesetas,  y  el  ne- 
gociado de  Fernando  Póo  tiene  consignadas  además  7.250 
en  el  presupuesto  de  la  colonia.  El  Consejo  de  Estado,  con 
el  Tribunal  de  lo  Contencioso,  invierte  562.633,  casi  una 
mitad  de  lo  que  costaba  antes.  Las  grandes  reducciones 
hechas  en  el  personal  de  ese  alto  cuerpo  por  decreto  fe- 
cha 29  de  Marzo  de  1899  han  demostrado  la  posibilidad  de 
suprimirle  sin  inconveniente  alguno,  llevando  lo  contencio- 
so al  Tribunal  Supremo.  El  Consejo  de  Estado,  necesario 
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con  la  monarquía  absoluta,  porque  algo  limitaba  la  arbi- 
trariedad del  poder  é  ilustraba  á  los  secretarios  del  despa- 
cho, ha  perdido  mucha  de  su  importancia  con  los  gobier- 
nos constitucionales  al  lado  de  la  representación  popular, 
que  existe  en  ellos.  Ese  alto  cuerpo  tendría  razón  de  ser 
si  gozara  de  mucha  independencia,  si  estuviese  formado 
por  los  hombres  más  conocedores  de  la  administración  pú- 
blica, y  entendiera  únicamente  en  los  graves  negocios  de 
Gobierno;  pero  hallándose  á  merced  de  los  ministros,  re- 
servadas sus  plazas  para  los  políticos  de  mayor  influjo,  y 
llevando  á  él  hasta  los  más  pequeños  asuntos  administra- 
tivos, el  Consejo  de  Estado,  cuando  son  por  otra  parte  tan 
numerosos  en  todos  los  ramos  los  consejos  especiales,  las 
juntas  y  comisiones  facultativas,  és  una  rueda  más  que  en- 
torpece  en  lugar  de  servir  á  la  acción  administrativa. 

La  organización  de  cada  uno  de  los  ministerios  es  dis- 
tinta, y  no  puede  apreciarse  en  ellos  cuáles  son  los  gastos 
de  carácter  general  y  los  imputables  á  los  servicios  espe- 
ciales de  que  cuidan;  por  eso  nos  limitaremos  á  indicar:  que 
«1  número  de  los  ocho  ministerios  pudiera  fácilmente  redu- 
cirse, incorporando  el  de  Estado  á  la  Presidencia,  y  hacien- 
do uno  solo  de  los  de  Guerra  y  Marina;  que  los  ministros 
disfrutan  un  sueldo  de  30.000  pesetas,  y  el  presidente  tie- 
ne además  15.000  para  gastos  de  representación,  y  todos 
disponen,  por  último,  de  fuertes  consignaciones  para  mate- 
rial de  oficinas,  imprevistos,  etc.,  cuya  inversión  justificada 
es  imposible  ó  muy  difícil. 

11.  Al  determinar  en  el  capítulo  anterior  la  cifra  de  los 
gastos  militares^  obteníamos  la  cantidad,  relativamente 
enorme, de  220.580.868  pesetas, reuniendo  en  una  suma  los 
presupuestos  ordinarios  de  Guerra  y  Marina  y  el  importe 
de  las  clases  pasivas  de  ambos  ramos,  hecha  deducción 
del  coste  de  la  guardia  civily  que  es,  sin  embargo,  el  más 
militar  de  nuestros  institutos  armados,  y  sin  incluir  tampo- 
co, como  pudiéramos  hacerlo,  una  parte  al  menos  de  los 
16  millones  que  gasta  el  cuerpo  de  carabineros,  consagra- 
do al  servicio  de  la  hacienda,  porque  esta  fuerza  se  halla 
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enemigos;  mas  aun  siendo  hoy  dominante  este  principio — 
que  significa  en  último  término  la  vuelta  á  la  barbarie  pri- 
mitiva,—parece  más  razonable  combatirle  que  apoyarle. 
Entre  que  se  diga  de  España  que  dispone  de  80.000  sol- 
dados, pero  que  es  un  pueblo  ignorante,  pobre  y  desorga- 
nizado, ó  que  pueda  decirse  de  nosotros  que  no  tenemos 
más  quie  40.000  hombres  dedicados  á  las  armas,  pero  en 
cambio  progresamos  en  todos  los*  órdenes  de  la  cultura, 
tenemos  mucha  moralidad  y  gran  riqueza,  nosotros  prefe- 
rimos sin  vacilar  esta  última  situación  á  la  primera,  aun 
desde  eí  punto  de  vista  de  la  guerra  misma,  porque  un 
ejército  que  abruma  al  país  agota  sus  fuerzas  y  le  conde- 
na á  la  impotencia  cuando  es  preciso  hacer  un  esfuerzo 
vigoroso,  mientras  que  una  nación  que  reserva  sus  ele- 
mentos halla  en  los  instantes  críticos  energía  y  recursos 
de  todo  género  para  sostener  la  lucha  armada.  Todos  los 
esfuerzos  que  hagamos  para  ocultar  nuestra  debilidad, 
sólo  servirán  para  aumentarla,  y  esos  grandes  sacrificios 
que  se  exigen  al  país,  ni  han  de  permitirnos  alternar  con 
las  potencias  de  primer  orden,  ni  son  necesarios  en  rela- 
ción con  las  naciones  de  categoría  inferior.  El  poder  mili- 
tar será  tan  provechoso  como  se  quiera;  pero  en  tanto  que 
da  lugar  á  un  gasto,  ha  de  someterse,  como  las  demás  ne- 
cesidades, sin  excepción  alguna,  al  límite  que  en  cada  país 
señale  el  estado  de  la  riqueza.  Wagner  dice  que  la  fuerza 
armada  debe  organizarse  atendiendo  no  sólo  á  la  conside- 
ración de  los  recursos  interiores,  sino  principalmente  á  las 
exigencias  y  peligros  que  vienen  del  exterior;  mas  este  cri- 
terio, legítimo  sin  'duda  en  circunstancias  extraordinarias 
y  momentos  determinados,  no  puede  aplicarse  á  la  vida 
normal  de  las  naciones,  porque  sería  preciso  generalizar- 
le, y  habría  que  decir  por  igual  razón  que  la  justicia  y  la 
enseñanza  y  las  obras  públicas  deben  dotarse  prescindien- 
do de  su  coste  y  según  exijan  el  derecho,  la  cultura  y  los 
intereses  del  país.  ¿Adonde  iría  á  parar  un  presupuesto  for- 
mado con  arreglo  á  tal  sistema?  El  cuánto  de  las  satisfac- 
ciones, que  se  obtienen  por  medio  de  la  riqueza,  sólo  pue- 
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de  determinarse  de  ordinario  por  motivos  económicos,  y 
ante  ellos  han  de  ceder  y  conforme  á  ellos  han  de  armo- 
nizarse las  impaciencias  excusables  de  militares  y  juris- 
consultos, de  sabios  y  de  ingenieros.  Ese  mismo  autor  re- 
conoce, sin  embargo,  que  los  gastos  militares  se  han  ele- 
vado desde  hace  poco  tiempo  á  un  grado  que  amenaza  el 
bienestar  de  los  pueblos  y  que  exige  imperiosamente  re- 
ducciones. 

Y  es  de  advertir  que  el  sostenimiento  del  ejército,  con  el 
servicio  obligatorio,  importa  mucho  más  de  lo  que  se  con- 
signa en  el  presupuesto  del  Estado,  porque  reclama  ade- 
más grandes  sacrificios  á  los  ayuntamientos,  á  las  provin- 
cias, á  las  familias  y  á  los  mismos  ciudadanos  que  ingre- 
san en  las  filas,  y  porque  supone  la  inversión  de  un  capi- 
tal cuantiosísimo  dedicado  a  cuarteles,  parques,  arsena- 
les, etc.,  cosa  que,  si  sucede  en  todos  los  servicios  públi- 
cos, toma  en  éste  proporciones  mayores  que  en  ninguno. 

Decimos  todo  esto,  suponiendo  que  nuestros  gastos  mi- 
litares mantienen  un  ejército  numeroso  y  bien  organizado 
y  una  poderosa  marina  de  guerra.  ¡Qué  habremos  de  decir 
si  ahora  resulta  que  nuestro  ejército  es  débil  y  pequeño  y 
nuestras  fuerzas  navales  del  todo  insignificantes!  Y  como 
es,  por  desgracia,  cosa  harto  conocida  y  á  la  vista  el  que  en 
realidad  así  sucede,  sólo  nos  incumbe  buscar  en  la  distri- 
bución que  reciben  los  fondos  del  presupuesto  la  causa  de 
tan  tristes  resultados. 

El  ministerio  de  la  Guerra,  que  tiene  á  su  cargo  las  fuer- 
zas terrestres,  gasta  hoy  para  sus  atenciones  1 64.630.8  IS 
pesetas,  sin  contar  el  presupuesto  extraordinario. 

Pues  bien;  lo  primero  que  llama  la  atención  al  recorrer 
los  capítulos  del  presupuesto  es,  la  exigüidad  de  los  crédi- 
tos que  se  destinan  al  material  de  guerra.  Con  el  servicio 
obligatorio  el  coste  del  soldado  no  puede  ser  más  módico, 
porque  sólo  importa  el  haber  de  cada  uno  poco  más  de 
280  pesetas  anuales,  por  término  medio,  en  las  diferentes 
armas  é  institutos  del  ejército,  y  sin  embargo,  los  gastos 
del  personal  lo  absorben  todo.  Las  consignaciones  de  ma- 
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terial  suman  reunidas  36  millones;  pero  figuran  entre  ellas 
cerca  de  7  para  premios  de  enganches,  cruces  pensiona- 
das, alquileres  de  oficinas  y  gastos  de  escritorio,  y  absor- 
ben el  resto  el  acuartelamiento  y  los  hospitales,  la  manu- 
tención del  ganado  afecto  á  los  servicios  militares,  los 
transportes,  etc.,  quedando  únicamente  para  material  de 
guerra  10  millones,  de  los  cuales  una  buena  parte  se  dedi- 
ca á  indemnizaciones,  pluses,  gratificaciones,  etc. 

De  aquí  el  que  la  organización  defensiva,  que  es  la  pro- 
pia de  nuestras  circunstancias  y  exige  grandes  construc- 
ciones militares  y  reservas  numerosas,  se  halle  desatendi- 
da ú  olvidada,  porque  las  costas  y  fronteras  se  encuentran 
desguarnecidas;  no  hay  en  el  interior  plazas  fuertes  ni  cam  • 
pos  atrincherados,  nuestras  fuerzas  de  reserva  son  pura- 
mente nominales,  y  el  ejército  no  tiene  completo  el  ar- 
mamento moderno,  ni  material  de  campaña,  ni  parque 
sanitario. 

Se  baja  el  número  de  soldados  y  el  material  se  abando- 
na; pero  no  disminuyen  por  eso  los  gastos  militares,  y  el 
coste  medio  de  cada  combatiente  es  mayor  entre  nosotros 
que  en  las  naciones  bien  organizadas. 

¿Cómo  se  invierte,  pues,  el  presupuesto  de  Guerra? 

En  sostener  una  administración  central  del  ramo,  com- 
puesta de  la  subsecretaría,  once  secciones  ó  direcciones  ge- 
nerales, un  Consejo  Supremo,  la  Junta  consultiva  y  buen 
número  de  otras  comisionss  y  dependencias,  que  en  tota- 
lidad comprenden  42  plazas  de  oficiales  generales  y  más 
de  400  de  jefes  y  oficiales,  amén  de  los  auxiliares,  escribien- 
tes, porteros,  etc.  ^  los  cuales  absorben  2.982.948  pesetas, 
y  una  administración  provincial,  que  consumeotros  10  mi- 
llones. 

En  sostener  una  plantilla  de  generales,  jefes  y  oficiales 
que  suma  11.902  plazas,  sin  contar  la  de  la  guardia  civil 
(1.062),  ni  la  escala  de   reserva,   que  comprende  7.122 


'     El  servicio  de  ordenanzas  figura  aparte,  ocupa  353  hombres  y 
cuesta  170.557  pesetas. 
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li  los  generales  de  cuartel  y  de  reserva,  que 
istan  ellos  solos  3.357.628  pesetas.  Para  dar 
.  tan  numeroso  personal,  se  ha  desarrollado 
)roporciones  el  elemento  burocrático,  se  han 
s  cuadros  del  ejército  y  se  han  creado  multi- 
os  inútiles,  que  embarazan  el  servicio.  A  pe- 
isto,  los  jefes  y  oficiales  de  reemplazo  y  ex- 
3.500  y  absorben  cerca  de  otros  10  millones. 
llegarse  que  tan  abrumador  exceso  de  oficia- 
do consecuencia  de  la  repatriación  de  las  tro- 
!S,  porque  esta  causa  no  ha  hecho  más  que 
'icio  que  es  antiguo,  que  es  de  siempre,  pu- 
lir, en  nuestro  .ejército. 

pensar  pródigamente  servicios  ordinarios  y 
estos  en  los  amigos  del  Gobierno  ';  en  otor- 
's  activas,  cuyo  objeto  es,  por  lo  común,  des- 
ro  que  juntas  con  el  sostenimiento  de  300  ayu 
ipo,  cuestan  I.817.800  pesetas; en  transportes, 
ue  representa  un  abuso  considerable  de  la 
le  disfrutan  los  militares  cuando  viajan  para 
lervicio;  en  gastos  imprevistos,  160.000  pese- 
ro en  confidencias,  que  no  pudiendo  ser  de 
igos,  tendrán  que  referirse  á  un  espionaje 
lonía  con  el  espíritu  que  debe  dominar  en  el 

ite,  porque  no  hemos  de  prolongar  más  este 
ma  administración  militar,  que  gasta  más  de 
no  interviene  realmente,  ni  garantiza  la  ejecu- 
Li  puesto. 

¡uencias  de  todo  esto  son:  que  no  pueden 
)bre  las  armas  los  80,000  hombres  de  tropa 

dijo  en  el  Congreso,  al  discutir  el  presupuesto  de 
a  1SS4-S5,  las  cruces  otoi^adas  durante  la  última 
11  contar,  respectn  á  las  clases  de  tropa,  mis  que  las 
;ccndleron  al  número  de  150.000,  y  sería  muyintere- 
listica  de  los  ascensos  y  recompensas  á  que  ha  dado 
stre  colonial. 
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que  la  ley  señala  como  actual  efectivo  del  ejército,  es  pre- 
ciso acudir  al  licénciamiento  temporal  de  los  soldados,  y 
deducidos  de  los  que  hay  en  las  filas  los  músicos,'  la  nube 
inmensa  de  escribientes,  ordenanzas,  asistentes,  rebaja- 
dos, etc.,  los  cuerpos  quedan  en  cuadro  y  el  contingente 
real  es  muy  exiguo;  que  los  jefes  y  oficiales,  éstos  sobre 
todo,  cuyas  dotaciones  son  mezquinas  y  cuyo  porvenir 
está  cerrado  por  el  exceso  que  hay  en  todas  las  escalas, 
viven  en  profundo  malestar,  disgustados  de  su  profesión 
y  solicitados  de  continuo  por  tendencias  opuestas  á  sus 
deberes,  y  por  último,  que  el  país  no  dispone,  como  ya 
hemos  dicho,  de  una  fuerza  militar  en  relación  con  los  pe- 
nosos sacrificios  que  hace  para  mantenerla. 

El  remedio  de  esos  males,  una  vez  conocidas  las  cau- 
sas que  los  producen,  debería  buscarse  reduciendo  el  ejér- 
cito á  50.000  hombres  efectivos  dotados  de!  material  y  de 
la  organización  más  perfectos,  simplificando  la  adminis- 
tración y  el  mando,  para  abolir  el  expedienteo  y  los  car- 
gos inútiles,  cerrando  las  academias  militares,  en  tanto 
que  subsiste  el  exceso  de'  oficiales,  y  dando  á  éstos,  en 
comisión,  destinos  inferiores  á  su  categoría,  porque  mejor 
es  que  un  comandante  desempeñe  las  funciones  de  capitán 
y  las  del  alférez  un  teniente,  que  no  el  que  uno  y  otro  se 
encuentren  de  reemplazo.  Las  economías  que  con  estas 
medidas  se  lograran  podrían  dedicarse  al  alivio  del  pre- 
supuesto, al  aumento  de  los  sueldos  pequeños  y  á  mejo- 
rar la  organización  de  la  reserva  y  los  medios  de  defensa. 

Mucho  más  grave  que  eso  que  ocurre  con  el  ejército  de 
tierra  es  lo  que  sucede  con  la  marina.  Sus  gastos,  que  en 
el  presupuesto  de  1872-73  eran  de  20  millones ,  subie- 
ron continuamente  hasta  llegar  á  57  millones  en  1891-92, 
Además  ,  los  presupuestos  extraordinarios  han  destinado 
sumas  muy  importantes  á  la  marina  militar,  y  sólo  en  1859 
se  abrió  un  crédito  de  112  millones  de  pesetas,  que  se  am- 
plió luego  con  otros  65.  Perdióse  aquella  ocasión  de  asen- 
tar el  porvenir  de  nuestra  armada,  dotando  á  los  arsenales 
de  todos  los  elementos  necesarios,  despilfarráronse  aque- 
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líos  recursos ,  y  luego  cada  día  se  han  manejado  peor  los 
fondos  del  presupuesto  de  este  ramo.  La  ley  del  ^  de  Julio 
de  1888,  en  vista  de  que  nos  hallábamos  sin  barcos,  aprobó 
un  presupuesto  de  171  millones  de  pesetas,  que  debía  des- 
tmarse  á  la  construcción  de  una  nueva  flota;  otra  ley  del  30 
de  Agosto  de  1896  concedió  para  el  mismo  objeto  72  mi- 
llones ,  y  por  último  ,  la  de  28  de  Junio  de  1898  aumentó 
aquella  cantidad  con  18.  Pues  bien,  de  esos  261  millones 
se  gastaron  ya  253,  y  sólo  obtuvimos, de  ellos  media  do- 
cena de  buques  de  regulares  condiciones,  porque  las  cons- 
trucciones resultan  siempre  caras  y  muy  amenudo  malas. 

El  vicio  de  que  adolece  la  organización  de  nuestra  ma- 
rina se  manifiesta  en  el  hecho  de  que  ordinariamente  han 
sido  mayores  en  ella  los  gastos  del  personal  que  los  del 
material.  Ahora  mismo,  después  que  nuestra  pobre  escua- 
dra quedó  destruida  en  la  guerra  con  los  Estados  Unidos, 
y  cuando  es  notorio  que  no  tenemos  un  solo  barco  verda- 
dero de  combate,  todavía  se  asignan  á  la  marina  pesetas 
24.803.188  para  el  año  de  1901,  sin  perjuicio  de  lo  que  se 
tome  del  presupuesto  extraordinario,  ya  casi  agotado, 
como  hemos  visto,  al  que  se  cargan  las  construcciones  y 
obras  nuevas  ^, 

Esos  gastos,  sin  más  excepción  que  unos  3  millones 
destinados  á  entretenimiento  del  material,  carenas  y  car- 
bón, se  invertirán  en  atenciones  del  personal.  La  adminis- 
tración central,  el  ministerio,  cuesta  672.100  pesetas,  y  la 
administración  provincial,  organizada  de  una  manera  in- 
sostenible con  la  duplicidad  de  organismos  que  producen 
los  departamentos  y  los  arsenales,  y  la  consiguiente  mul- 
tiplicación de  cargos  inútiles,  absorbe  una  buena  suma, 
que  es  muy  prolijo  fijar  exactamente,  porque  estos  gastos 
se  mezclan  con  los  de  carácter  general.  Bastará  añadir, 
para  que  se  forme  idea  del  presupuesto  á  que  nos  referi- 
mos, que  los  jefes  y  oficiales  de  los  diferentes  cuerpos 


^     Por  gastos  extraordinarios  de  Marina  se  pagaron  18  millo- 
nes en  1900. 
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de  la  armada,  en  activo,  en  reserva  ó  excedentes,  cuestan 
10.680.078  pesetas,  sin  contar  los  que  sirven  en  otros  mi- 
nisterios, 151.500  pesetas,  ni  los  generales  en  la  reserva, 
576.960,  ni  los  destinados  á  las  estaciones  de  Ultramar. 

En  resumen,  la  situación  de  la  marina  es  aún  peor  que 
la  del  ejército,  por  lo  que  hace  al  servicio  y*á  su  coste,  y 
la  única  diferencia  que  hay  entre  las  dos  ramos  consiste, 
en  que  es  mejor  la  condición  personal  de  los  jefes  y  oficia- 
les de  la  armada,  porque  están  más  retribuidos  que  los 
militares  que  sirven  en  tierra. 

La  necesidad  de  respetar  los  derechos  adquiridos  por  el 
personal  de  la  armada,  impide  que  se  haga  de  una  mane- 
ra inmediata  la  transformación  radical,  que  necesita  el 
presupuesto  de  Marina.  Durante  algún  tiempo  habrá  que 
mantener  ese  personal  y  esos  arsenales  que  han  quedado 
sin  objeto;  pero  forzoso  es  reconocer  que,  una  vez  perdi- 
das las  colonias,  no  necesitamos,  ni  tenemos,  ni  podemos 
sostener  fuerzas  navales,  y  estamos  en  el  caso  de  reducir- 
nos á  la  defensa  de  las  costas  y  al  pequeño  número  de 
barcos  indispensables  para  mantener  la  comunicación  con 
las  provincias  insulares  y  las  posesiones  de  África.  No  se 
ve,  por  desgracia,  prevalecer  esté  criterio,  y  todavía  hay 
quien  piensa  en  la  creación  de  nuevas  escuadras,  sin  ha- 
berse convencido  de  que  tales  sacrificios,  además  de  in- 
justificados, habrían  de  ser  inútiles.  La  prueba  de  que  no 
hay  escarmiento,  ni  trazas  de  la  enmienda  la  encontramos 
en  dos  leyes,  que  llevan  la  fecha  del  30  de  Enero  de  1901; 
la  primera  señala  2.379  soldados  y  5-Soo  marineros  como 
contingente  de  las  fuerzas  navales  para  ese  año,  y  la  se- 
gunda autoriza  al  Ministro  del  ramo  para  armar  y  soste- 
ner cuatro  buques  que  anteriormente  se  declararon  inser- 
vibles, á  condición  de  no   aumentar  los  gastos  consigna- 
dos en  el  presupuesto.  Pues  si  no  había  crédito  para  esas 
obligaciones  y  no  se  concede  ahora  tampoco,  ¿-cómo  po- 
drá satisfacerlas  el  Ministro  sin  faltar  á  la  ley  de  presu- 
puestos? 

Por  cierto  que  este  hecho,  como  los  otros  que  dejamos 
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indicados,  claman  contra  los  privilegios  reconocidos  á 
administración  de  Guerra  y  Marina.  ¿Por  qué  los  fom 
destinados  á  los  gastos  militares  no  han  de  ser  admlr 
trados  como  todos  los  demás  del  haber  público,  con  la 
recta  intervención  del  Ministerio  de  Hacienda,  y  confor 
á  los  preceptos  generales  sobre  contabilidad  y  régimen 
Tesoro  del  Estado? 

in.  Este  es  el  lugar  que  corresponde  también  al  e: 
men  de  las  cantidades  invertidas  en  el  sostenimiento 
las  relaciones  internacionales  por  medio  de  los  agen 
diplomáticos  y  del  cuerpo  consular.  El  Ministerio  de  Es 
do,  á  cuyo  cargo  está,  como  hemos  dicho,  este  servit 
gasta  4.802.256  pesetas;  de  ellas  464.167  son  para  la  i 
ministración  central,  ó  sea  el  Ministerio,  millón  y  ma 
para  el  cuerpo  diplomático  y  poco  más  de  uno  para 
cuerpo  consular.  La  progresión  de  nuestros  gastos  dip 
máticos  es  aún  más  rápida  que  en  otros  servicios,  y 
puede  justificarse  con  el  crecimiento  de  la  importan 
política  de  España.  Son  excesivos  los  sueldos  y  los  gi 
tos  de  viaje  del  cuerpo  diplomático,  los  de  iglesias  y  r 
siones,  que  importan  más  de  500.000  pesetas,  los  de  ( 
rrespondencia  y  biblioteca,  los  de  vigilancia  y  reservad 
y  otros  en  que  pudiera  hacerse  considerable  rebaja. 

La  diplomacia  tradicional  ha  perdido  su  interés  y  c 
toda  su  elicacia;  su  aparato  es  completamente  inútil 
como,  por  otra  parte,  nuestra  política  de  neutralidad  £ 
soluta  y  nuestra  situación  económica  no  autorizan  var 
ostentaciones,  cuadrando  mucho  más  á  la  una  y  á  la  o 
la  severidad  y  la  modestia,  pudiera  reducirse  el  numere 
la  categoría  de  nuestros  representantes  en  las  cortes  * 
tranjeras,  sin  que  perdiera  con  ello  nadie  más  que  la  d 
cena  de  hombres  políticos  que  alterna  en  las  embajad. 
En  cambio,  la  institución  de  los  cónsules,  útilísima  pí 
favorecer  los  vínculos  amistosos  y  las  relaciones  comer- 
ciales entre  los  pueblos,  debería  fomentarse,  aumentando 
su  número  y  su  importancia. 

Es  de  advertir,  además,  que  los  diplomáticos  apenas 


—  193  — 

satisfacen  otras  necesidades  que  las  de  la  vanidad,  y  no 
nos  producen  más  que  desaires  y  algún  disgusto,  en  tanto 
que  las  oficinas  consulares  rinden  un  ingreso  para  el  Te- 
soro, que  examinaremos  más  adelante  y  que  es  mayor  que 
sus  gastos. 


En  la  sección  de  Obligaciones  generales  de  nuestro  pre- 
supuesto figuran,  además  de  la  lista  civil  y  de  las  asigna- 
ciones para  las  Cámaras,  las  clames  pasivas,  las  cargas  de 
justicia  y  los  intereses  y  amortización  de  la  deuda  del 
Estado;  pero  el  gasto  de  las  clases  pasivas,  aunque  de  ca- 
rácter general,  no  merece  la  consideración  de  político,  y 
ya  hemos  hablado  de  él,  y  los  desembolsos  á  que  dan  lu- 
gar las  llamadas  cargas  de  justicia  y  la  deuda,  cuya  natu- 
raleza es  idéntica,  hemos  visto  en  la  Parte  general  que, 
según  nuestra  doctrina,  tiene  gran  importancia  el  que  se 
los  comprenda  en  el  presupuesto  extraordinario. 
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Qast«9  para  la  r«aIlEaclen  tame 
d«I  derecho. 


Hemos  lamentado  ya  en  la  Parle  general^  c\w 

nistración  de  justicia  no  sea  considerada  y  ater 
presupuesto  como  el  fin  más  esencial  é  importai 
tado,  y  hemos  de  hacer  notar  ahora  que  ese  cor 
en  que  incurren  las  naciones  más  adelantadas 
-muy  especialmente  en  nuestra  patria. 

En  efecto,  los  12.654.107  pesetas  que  importa 
gaciones  civiles  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justi 
yendo  los  establecimientos  penales,  no  son  más  í 
por  loo  del  total  consumo  público,  el  3  por  loo 
da  del  Estado,  el  5  por  loo  de  los  gastos  milJtai 
por  loo  de  los  de  carácter  religioso.  Además,  es 
tener  en  cuenta  que  este  servicio  es  productivo  ; 
deducir  de  esos  gastos  los  rendimientos  de  papi 
que  ha  de  emplearse  en  las  actuaciones  judici 
ingresos  que  se  obtienen  de  los  establecimientc 
(en  total  unos  2  millones),  con  lo  que  resulta  1 
mente  irrisorio  el  sacriñcio  que  se  hace  en  pro 
ticia. 
'  Las  consecuencias  de  esta  falta  de  dotación  para  la  más 

'    Tomo  I,  p^.  170. 
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importante  de  las  atenciones  del  Estado  son  las  siguien- 
tes: que  los  tribunales  se  hallan  mal  organizados  y  peor 
retribuidos;  que  no  disponen  de  los  elementos  necesarios 
para  llenar  Qumplida  y  decorosamente  su  trascendental 
misión;  que  apenas  son  conocidas  entre  nosotros  institu- 
ciones tan  precisas  como  la  de  una  policía  inteligente  y  ac- 
tiva que  sea  verdadero  brazo  de  la  justicia  social;  que  no 
se  ha  pasado  de  ensayos  incompletos  en  materia  de  esta- 
blecimientos penales  en  que  se  consiga  la  corrección  del 
delincuente;  y  en  suma,  que  en  lo  civil  como  en  lo  crimi- 
nal, la  justicia,  barata  para  el  Estado,  es  onerosísima  y  mu- 
chas veces  inaccesible  para  los  que  se  ven  obligados  á  de-  i 
mandarla. 

San  Fernando  personificó  en  el  rey  la  justicia  y  aun  la 

administraba  él  mismo  en  días  determinados,  haciéndose 

la  demás  en  su  nombre,  como  aún  se  observa  en  nuestros 

días.  Enrique  II  creó  la  primera  Audiencia  ó  ChancÜleria; 

los  Reyes  Católicos  mejoraron  su  organización  y  estable- 

cier.in  la  segunda.  La  administración  de  justicia  estuvo  des- 

lurante  la  casa  de  Austria,  y  aunque  los  Borbo- 

;aron  alguna  reforma,  nada  se  hizo  notable  hasta 

lan  Bravo  Murillo  en  1851  abandonó  el  sistema, 

eguido,  de  la  retribución  directa  de  la  justicia  por 

ulares,  estableciendo  para  la  magistratura  dota- , 

is,  satisfechas  por  el  Estado. 

eldos  de  jueces  y  magistrados,  aunque  aumenta- 

Ttemente,  son  pequeños  todavía,  y  el  material  de 

ales,  sobre  todo  en  los  inferiores,  no  existe  ó  es 

io.  El  Estado  además  sólo  retribuye  entre  nosotros 

al  de  magistrados,  jueces  y  fiscales,  y  prescinde 

^or  parte  de  los  auxiliares  del  tribunal  que  inter- 

I  los  pleitos  y  causas.  Si  las  funciones  de  los  re- 

.cribanos,  alguaciles,  abogados,  procuradores,  etc., 

únicamente  á  las  partes  que  actúan  en  el  juicio,  á 

,  decidir  libremente  si  han  de  valerse  ó  no  de  ellos, 

:rarlos  en  caso  afirmativo;  mas  si  el  empleo  de  ta  ■ 

)narios  se  considera  indispensable  para  que  el  tri- 
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bunai  marcht  con  regulan iaj  v  la.  yjs¿ti&  asa  iñfin  añor- 
nistrada  — ref-pe?rt3  ác:  alg~jn:»  de  ellos  esro  £=-  rinissmaE- 
He. — y  e:2  laJ  con^cfc^j  S2  2T:p>nen  5UssenirJ:*5  errriTnr: 
es  porgue  íiíínín  un  caiáct^  tan  sccial  como  rZ  ai¿  _' 
mí^mo,  y  dtrbea  str  pagados  en  ig^aai  íor:ii£  :5  je  jo 
éste.  En  oíros  tér-TiL-vos:  si  en  el  sistema  de  la  -uforiE  re- 
tribuida,  en  todo  ó  en  pane,  ei  Estado  iuisiripa  y  asickta 
la  paga  del  rmL¿KrsLáj.  que  el  parJ chilar  satisfaz  ind-rsr- 
tamenie  por  medio  dtl  se¡í>  púb-íco,  otro  tanio  ha  de  ha- 
cer aquél  con  todos  los  agentes  reonodios  co:nj  necss^fc- 
rios.  íáyjnanáo,  siquiera  provi^ional-nente,  las  retribjc:>- 
nes  que  deban  percibir,  be  otra  manera,  el  Elsiad^  s.'j:- 
cumple  una  parte  de  sus  deberes,  y  'os  jueces,  en  ves  de 
servidores  fieles,  tienen  á  su  lado  enemigas  coi:rios:íS  é 
interesados  en  la  injusticia. 

Los  gSLSXos  de  la  justicia  son  todos  insuñcíenies  para  s^j 
objeto:  no  es  posible  que  baste  la  cantidad  de  830  cod  pe- 
setas que  se  consigna  para  ¿fuümnizaci4?fus  á  UsTig.^sjpí' 
ritos,  dietas  de  jurados  y  abono  de  gastos  á  los  fun£i?nari?s 
de  las  carreras  judicial  y  fiscal;  no  se  comprende  que  el 
servicio  de  los  médicos  forenses  solo  esté  retribuido  en  Ma- 
drid, ni  que  únicamente  en  Madrid  y  Barcelona  haya  un 
remedo  de  policía  judicial,  y  es,  pvor  último,  hasta  ridiculo 
que  con  2.800  pesetas  hayan  de  hacerse  los  análisis  qwami 
eos  que  necesitan  pedir  los  tribunales  á  los  laboratorios 
médico-legales.  Els  de  advertir,  además,  que  el  Elstado  no 
costea  las  cárceles  y  deja  este  servicio  á  las  Diputaciones 
y  Ayuntamientos,  y  que  todavía  están  pendientes  de  ejecu- 
ción reducciones  ya  acordadas  en  el  personal  de  la  magis- 
tratura, porque  cuando  se  irata  de  la  justicia,  ias  econo- 
mías no  se  detienen  por  los  inconvenientes  que  las  hacen 
imposibles  en  otros  ramos. 

Al  lado  de  esas  miserias  y  escaseces  se  encuentran 
algunos  gastos  innecesarios  ó  reducibles,  tales  como  las 
pesetas  330.750  que  por  personal  y  material  cuesta  la 
Secretaría  del  Ministerio  y  las  112.750  que  importa  la  di- 
rección de  los  registros  y  el  notariado,  centro  que  si  pudo 
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mantenerse  en  tanto  que  se  vencían  las  dificultades  consi- 
guientes al  planteamiento  de.  la  ley  hipotecaria,  hoy  no 
tiene  ya  objeto  ni  funciones  de  importancia. 

Pero,  en  general,  este  ramo  se  halla  muy  abandonado, 
y  nosotros,  que  buscamos  siempre  la  manera  de  proponer 
rebajas  en  los  gastos  públicos,  creemos  necesario  un  au- 
mento considerable  en  los  que  se  dedican  á  la  administra- 
ción de  justicia. 

Otro  tanto  s'jcede  con  el  servicio  de  seguridad,  á  cargo 
de  instituciones  que,  aun  dependiendo  de  las  autoridades 
gubernativas,  deben  ser  consideradas  en  este  sitio  porque 
auxilian  la  acción  de  los  tribunales  y  completan  sus  fun- 
ciones. 

Ya  hemos  dicho  que  la  policía  judicial  en  realidad  no 
existe;  la  administrativa  comprende  los  ramos  de  vigilan- 
cia y  sanidad,  incluidos  entre  los  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación. Nuestras  leyes,  inspirándose  en  el  sistema /«- 
ventivo,  son  muy  dadas  á  la  intervención  administrativa  y 
á  ensanchar  la  tutela  del  Estado;   pero  a!  mismo  tiempo 
el  presupuesto  no  suministra  los  medios  necesarios  para 
hacer  eficaces  las  disposiciones  reglamentarias,  y  es  indis- 
pensable, para  que  esa  contradicción  desaparezca,  por  una 
parte,   que  el  legislador  se  proponga  la  represión  como 
"•"■"•o,  y  por  otra,  que  la  Hacienda  no  escatime  los  recur- 
edicados  al  sostenimiento  de  la  policía.  La  seguridad 
;astigo  detiene  mucho  más  á  los  criminales  que  las 
uciones  de  la  ley  y  que  todas  las  arles  de  los  ins- 
res  y  comisarios,  y  sí  no   conviene   multiplicar  las 
anes  y  los  institutos  administrativos,  es,  en  cambio, 
al   que  se  dote  á  los  establecidos  de   los  elementos 
ios  para  que  su  misión  se  vea  cumplida, 
policía  de  seguridad  cuesta  en  el  Ministerio  de  la 
rnación   3.620.029  pesetas,  de  las  cuales   1.746.555 
'ierten  en  Madrid  y  425.000  en  gastos  que  se  llaman 
mdosy  aunque  es  bien  conocido  su  vicioso  empleo.  En 
listerio  de  Estado  hay  otras  145.000  pesetas  de  gas- 
e  vigilancia  y  reservados.  El  cuerpo  de  orden  públi- 
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co  apenas  presta  servicio  fuera  de  las  capitales  de  provin 
cia  y  su  personal,  por  lo  exiguo  del  número,  por  la 
manera  como  se  nombra  y  por  lo  mezquino  de  las  retri- 
buciones, dista  mucho  de  tener  las  circunstancias  que 
necesita.  Hay  provincias,  como  la  de  Cáceres,  cuya  vigi- 
lancia está  encomendada  á  17  funcionarios,  de  los  cuales 
el  que  mayor  dotación  goza  tiene  un  sueldo  de  2.000  pe- 
setas. ^Qué  servicio  puede  esperarse  de  tales  elementos? 
En  la  mayor  parte  de  la  Península  la  seguridad  se  halla 
exclusivamente  al  cuidado  de  la  guardia  civil,  y  su  soste- 
nimiento absorbe  en  el  Ministerio  de  la  Guerra  21.975.540 
pesetas  y  742.250  en  el  de  Gobernación;  pero  estas  sumas, 
crecidas  y  reducibles  fen  muchos  pormenores,  pueden  dar- 
se por  bien  empleadas  en  razón  á  que  el  instituto,  aunque 
ha  decaído  algo  por  lo  mismo  que  se  ha  extendido  mu- 
cho, da  excelentes  resultados.  Sólo  es  de  desear  que  sea 
mayor  su  dependencia  de  las  autoridades  civiles  y  más 
íntimas  sus  re'aciones  con  la  administración  de  justicia. 
La  policía  sanitaria  inWerte,  sin  computar  los  gastos 
generales,  678.662  pesetas,  de  las  que  57I-4I2  son  para 
la  sanidad  marítima  y  el  resto  para  el  Consejo  de  Sani- 
,dad  y  el  instituto  de  vacunación.  Este  servicio  es  tan  defi- 
ciente, que  cuando  la  salud  pública  sufre  alguna  altera- 
ción considerable  es' necesario  improvisarlo  tpdo.  ^ 
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latería  de  religión  y  moralidad. 


son  ya  nuestros  principios  en  cuanto  á 
la  relación  de  las  Iglesias  y  el  Estado,  y  el  criterio  que  en- 
tendemos debe  aplicarse  á  los  gastos  públicos  de  carácter 
religioso  ^  Cumplen  las  religiones  un.  fln  social  tan  aten- 
dible para  el  poder  piiblico  como  los  otros  en  que  se  des- 
envuelve la  vida  humana,  y  tienen,  por  consiguiente,  un 
derecho  incuestionable  á  la  subvención,  al  auxilio  por  par- 
te de  los  Gobiernos;  mas  la  determinación  de  esta  necesi- 
dad y  de  la  medida  en  que  corresponde  satisfacerla  por 
de  la  coacción  y  del  impuesto  han  de  regirse  por 
iceptos  que  señalan  los  limites  naturales  del  consu- 
ibiico.  La  autoridad  civil,  que  conoce  ios  recursos 
nicos,  es  la  que  debe  ñjar  la  cantidad  asignable  á  la 
religiosa,  asi  como  las  autoridades  eclesiásticas  son 
cas  competentes  para  decidir  acerca  del  empleo  de 
edios  que  el  Estado  proporciona, 
ra  bien,  la  aplicación  de  estos  principios,  tratándose 
supuesto  espafT^l,  ha  de  concillarse  con  los  antece- 
y  especiales  circunstancias  que  ofrece  la  historia  de 
i  patria,  donde  tan  prolongadas  é  intimas  relaciones 
:nido  sosteniendo  el  Estado  y  la  Iglesia  católica, 

mol,  págs.  113  y  171. 


donde  esta  creencia  ha  sido  el  elemento  más  const. 
enérgico  de  la  unidad  nacional,  y  es  hoy  la  seguida 
mayor  número  de  los  españoles,  donde  se  han  celei 
además,  entre  ambas  entidades  pactos  y  convenios 
deben  ser  respetados  en  tanto  que  no  se  modifiqut 
las  formalidades  necesarias. 

Convertidos  ios  godos  del  árríanismo  á  la  religió 
tólica,  principiaron  desde  luego,  en  su  entusiasmo  de 
tos,  á  hacer  al  clero  importantes  concesiones,  hasta  e 
to  de  mezclarle  ya  en  tiempo  de  Recaredo  en  el  go 
político.  La  reconquista  unió  más  íntimamente  á  la  1 
y  la  monarquía,  que  luchaban  juntas,  llegando  á  cí 
dirse,  y  los  reyes  premiaron  los  esfuerzos  del  clero 
gándole  tierras  y  derechos.  La  Iglesia,  con  su  saga; 
ducta,  supo  obtener  una  retribución  inmensa  de  los 
cios  que  en  realidad  prestó  durante  la  Edad  Medía, 
riquezas  y  su  poder  subieron  de  día  en  día  hasta  engí 
el  temor  de  que  todo  lo  absorbiese  y  llegara  á  ser  la 
propietaria.  Alarmado  el  poder  civil  y  celoso  de  suí 
reses,  intentó  detener  esa  corriente  por  donde  iba  creí 
el  influjo  de  la  Iglesia,  primero  creando  obstáculo 
amortizacién,  luego  obteniendo  participación  en  las 
eclesiásticas,  y  por  último  iniciando  la  desamortii 
que  al  cabo  hubo  de  llevarse  á  efecto  de  una  manet 
lenta. 

La  Iglesia  contaba  para  su  sostenimiento  con  U 
tribución  del  diezmo,  cuyos  productos  calculaba  C 
Arguelles  á  fines  del  siglo  XVIII  en  92  millones  de  p 
anuales,  con  las  rentas  de  la  inmensa  riqueza  inn 
que  había  acumulado,  y  con  el  importe  de  los  dei 
parroquiales,  que  el  Concilio  IV  de  Letrán  vino  á 
obligatorios,  Suprimida  ia  contribución  del  diezmo  [ 
leyes  de  29  de  Julio  de  1837  y  31  de  Agosto  de  lí 
Estado  se  impuso,  al  aboliría,  la  obligación  de  mantt 
culto  y  clero  católicos.  Establecióse,  al  efecto,  por  la  1 
14  de  Agosto  de  1841,  una  contribución  especial,  de 
nada  de  culto  y  clero,  que  desapareció  al  hacerse  er 
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la  reforma  del  sistema  tributario,  y  entonces  se  consignó  la 
dotación  de  la  Iglesia  sobre  la  contribución  territorial,  has- 
ta que  borrándose  luego  esta  especie  de  prenda  ó  garantía, 
quedaron  las  obligaciones  eclesiásticas  en  la  misma  condi- 
ción que  las  demás  del  Estado.  La  ley  de  2 1  de  Julio  de 
1838  fijó  la  dotación  de  culto  y  clero,  y  después  han  ofre- 
cido estos  gastos  las  variaciones  siguientes: 

AÑOS  P«tm. 

1845 39.750.000 

1855 3I-OI9.647 

1864-65 47.590-746 

1870-71 41-611  674 

1880-81 42.590.068 

1890-91 4(    304. IJ4 

1901 ;. 40.811 .438 

La  comparación  entre  esos  presupuestos  no  puede  ha- 
cerse con  exactitud,  porque  las  vicisitudes  de  la  desamor- 
tización eclesiástica  han  hecho  que  se  computen,  de  uno  ú 
otro  modo,  ó  dejen  de  computarse  en  la  dotación  del  clero 
los  productos  de  sus  bienes.  Consumada  hoy  la  desamor- 
tización, la  Iglesia  ha  recibido  inscripciones  intrasferibles 
de  la  deuda  por  el  importe  en  venta  de  sus  propiedades; 
pero  los  intereses  de  esos  títulos  no  se  abonan,  porque  su 
valor  habría  de  deducirse  de  la  asignación  del  presupuesto. 
No  es ,  sin  embargo  ,  la  cantidad  que  éste  consigna  en  el 
ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  bajo  el  epígrafe  de  Obliga- 
ciones eclesiásticas ,  la  única  que  el  Estado  satisface  con 
aplicación  á  las  necesidades  de  la  Iglesia  católica;  hay,  ade- 
más ,  en  las  diferentes  secciones  del  presupuesto  ,  partidas 
de  consideración  que  tienen  el  mismo  objeto  ;  asi ,  Guerra 
gasta  en  el  vicariato  general  castrense  30.850  pesetas  y 
sostiene  luego  los  capellanes  y  el  culto  en  los  cuerpos  del 
ejército  y  en  los  establecimientos  militares,  que  invierten 
más  de  600.000;  Marina  dedica  otras  300.000  pesetas  próxi- 
mamente al  servicio  religioso  de  la  armada  ;  Estado  paga 
120.000  al  Tribunal  de  la  Rota  ,  y  30.000  al  Nuncio;  Go- 
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bernación  ,  en  el  ramo  de  establecimientos  penales  ,  y  los 
demás  ministerios  en  dependencias  diversas ,  todos  hacen 
algunos  gastos  de  esta  clase.  El  clero  percibe,  además,  los 
derechos  de  estola  y  pie  de  altar  y  cuya  exacción  está  recono- 
cida y  sancionada  por  las  leyes  civiles.  Prescindiendo  de 
todos  esos  conceptos  ,  y  ateniéndonos  á  la  dotación  ,  que 
tiene  carácter  general  y  obligatorio  por  virtud  del  Concor- 
dato sancionado  como  ley  por  la  de  17  de  Octubre  de  18S  ii 
resulta  que  los  gastos  religiosos  son  el  4  por  100  del  total 
del  presupuesto;  importan  más  que  el  triple  de  la  adminis- 
tración de  justicia  ,  y  son  más  que  el  doble  de  los  dispen- 
dios hechos  por  él  Estado  en  favor  de  la  enseñanza  y  de  la 
beneficencia  reunidas. 

Esas  relaciones  dicen  ya  que  nuestro  presupuesto  ecle- 
siástico es  desproporcionado  y  excesivo;  pero  nos  con 
venceremos  más  de  ello  viendo  la  extensión  que  se  da 
á  esos  mismos  gastos  en  las  naciones  donde  el  catolicis- 
mo tiene  más  arraigo.  La  comparación  no  pu^de  hacerse 
con  los  presupujstos  de  Austria  é  Italia,  donde  son  muy 
exiguas  las  atenciones  religiosas  del  Estado,  porque  allí 
se  sigue  otro  sistema  para  la  dotacián  del  clero;  pero  en 
Francia,  que  tiene  con  nosotros  mucha  semejanza  en  este 
punto,  el  presupLiesto  satisface  á  la  Iglesia  43  millones  de 
francos,  que  son  el  1,27  por  100  de  los  gastos  del  Estado. 
De  manera  que  cada  francés  paga  por  obligaciones  religio- 
sas I  franco  14  céntimos,  y  cada  español  2,40. 

Los  motivos  especiales  que  ya  conocemos  justifican  en- 
tre nosotros  a'guna  elevación  en  los  gastos  religiosos;  pero 
no  tanta,  ciertamente,  como  la  que  resulta  de  las  compara- 
ciones que  hemos  hecho.  La  retribución  que  en  España  se 
da  á  la  Iglesia  católica  ofrece  tres  aspectos,  conforme  á  lo 
que  dejamos  indicado:  es  primero  subvención  ó  auxilio  del 
Estado  á  la  esfera  re'igiosa  ;  es  luego  compensación  del 
diezmo  suprimido;  y  es,  linalmente,  indemnización  por  los 
bienes  desamortizados.  Como  subvención,  la  cantidad  es 
sumamente  excesiva,  y  no  podría  sostenerse  con  este  títu- 
lo ni  siquiera  la  mitad  de  la  partida.  En  cuanto  al  diezmo, 
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que  era  una  prestación  puramente  canónica,  no  exigible  ci- 
vilmente, si  el  Estado  se  extralimitó  al  suprimirle,  antes 
había  hecho  lo  mismo  en  sentido  inverso,  reconociéndole 
como  obligatorio  legalmente,  y  lo  único  que  hoy  puede  pe- 
dírsele es  que  deje  á  la  Iglesia  la  libre  facultad  de  reclamar 
á  los  fieles  todas  aquellas  prestaciones  que  considere  nece- 
sarias para  sus  fines.  Qu^  la  Iglesia  tiene  derecho  á  una  in- 
demnización por  sus  bienes  desamortizados,  es  cosa  in- 
cuestionable;  mas  para  fijar  el  tanto  de  lo  que  el  Estado 
debe  por  este  concepto,  hay  que  tomar  en  cuenta:  primero, 
que  una  gran  parte  de  la  amortización  eclesiástica  se  logró 
conculcando  las  repetidas  disposiciones  legales  que  la  li- 
mitaban ó  se  oponían  á  ella;  segundo,  que  las  propiedades 
de  la  Iglesia  estuvieron  por  largo  tiempo  é  indebidamente 
exentas  de  toda  carga  fiscal;  y  tercero,  que  tales  bienes 
fueron  muchos  de  ellos  adquiridos  por  razón  de  los  ser- 
vicios que  la  Iglesia  desempeñaba  en  otras  épocas,  y  su- 
frían, por  consiguiente,  como  cargas  la  beneficencia,  la 
enseñanza  y  otras  atenciones  que  ho}'  pesan  sobre  el  Es- 
tado. 

La  liquidación  de  los  derechos  respectivos  del  Estado  y 
de  la  Iglesia,  hecha  conforme  á  esas  bases,  saldaría  equi- 
tativamente unas  cuentas  que  son  ya  muy  antiguas  y  em- 
brolladas, permitiría  una  reducción  considerable  del  actual 
presupuesto  eclesiástico,  y  prepararía  la  solución  defini- 
tiva de  todas  estas  cuestiones,  que  debe  consistir,  como  va 
dicho,  en  que  el  Estado  entregue  una  cantidad  proporcio- 
nada á  los  recursos  del  país  y  á  las  necesidades  de  la  ■ 
Iglesia,  y  el  que  ésta  disponga  de  tal  suma  con  absoluta 
independencia  del  poder  civil. 

La  revolución  de  Septiembre  trató  de  aprovechar,  para 
disminuir  él  presupuesto  eclesiástico,  la  ocasión  que  pre- 
sentaban, por  una  parte  la  actitud  de  Roma,  y  por  otra  el 
haberse  negado  á  jurar  la  Constitución  de  1869  la  inmen- 
sa mayoría  del  clero,  que  dejó  por  consiguiente  de  cobrar 
sus  dotaciones,  y  el  ministro  de  Gracia  y  Justicia,  señor 
Montero  Ríos,  llevó  á  las  Cortes,  por  decreto  de  2  de  Oc- 
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de  1 87 1,  un  proyecto,  cuyo  notabilísimo  preámbulo 
;ne  detenidas  reflexiones  y  muy  curiosos  datos  acer- 
l  asunto.  La  parte  preceptiva  de  aquella  disposición  ^ 
.  en  31.147.065  pesetas  la  dotación  del  culto  y  clero, 
idía  luego  esa  suma  en  tres  secciones,  poniendo  á 
del  Estado  las  obligaciows  generales  eclesiásticas,  á 
■  de  las  provincias  el  presupuesto  diocesano,  y  á  cargo 
;  ayuntamientos  g\  presupuesto  parroquial  *.  Aunque 
proyecto  fué  discutido  y  aprobado  por  las  Cortes,  no 
á  obtener  la  sanción  real,  y  las  cosas  siguieron  en  el 
o  estado,  hasta  que  inmediatamente  después  de  ocu- 
L  restauración  borbónica,  por  decretos  de  15  y  28  de 
D  de  1875,  se  autorizó  un  presupuesto  paraelcultoy 
de  43.253-056  pesetas. 

:o  afectos  nosotros  á  ese  sistema  de  descentraliza- 
que  distribuye  á  las  provincias  y  municipios  funcio- 
deberes  que  se  reconocen  como  propios  del  Estado, 
imoB  además  que  la  modificación  necesaria  en  los  ac- 
5  gastos  religiosos  debe  hacerse  mediante  la  inteligen- 
convenio  de  entrambas  potestades,  y  únicamente  en 
;o  de  que  la  Sede  pontificia  se  negara  á  toda  avenen- 
izonable,  hallaríamos  justificado  algún  procedimiento 
¡ante  al  que  intentó  el  Sr.  Montero  Ríos,  porque  en 
o  término,  la  conducta  de  un  Gobierno  que  reduce 
ariamente  la  subvención  de  la  Iglesia  puede  ser  en- 
lada  por  las  prestaciones  voluntarias  de  los  fieles. 
Iras  que  el  exceso  de  tales  gastos  da  lugar  á  una  in- 
:ia  irreparable. 

itretanto  hay  alteraciones  parciales  que  pudieran  ha- 
unas  y  gestionarse  otras  desde  luego,  para  que  dis- 
yera  algo  y  se  distribuyese  mejor  el  presupuesto  ecle-  . 
co.  No  tienen,  por  ejemplo,  razón  alguna  de  ser  la 


duchada,  en  su  libro  titulado  La  Hacienda  de  Esfaña  (1.S47), 
ba  ya  la  idea  de  locaüíar  los  gastos  del  culto  y  clero,  tomo  II, 
i  34.  y  algo  había  hecho  ya  en  este  sentido  la  ley  fecha  14  de 
o  de  184 1. 
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ofrenda  de  12.318  pesetas  que  anualmente  se  hace  al  após- 
tol Santiago  ^  ni  las  25.000  que  percibe  sobre  los  fondos 
de  cruzada  el  nuncio,  agente  diplomático  de  Roma,  además 
de  las  30.000  que  se  le  asignan  en  el  Ministerio  de  Esta- 
do ^.  El  número  de  58  diócesis  y  las  dotaciones  que  marca 
el  Concordato  son  de  todo  punto  insostenibles.  El  arzo- 
bispo de  Toledo  goza  una  asignación  de  40.000  pesetas 
anuales,  y  los  restantes  37.500,  35.000  y  32.500  los  que 
menos,  percibiendo  otras  5.000  los  que  tienen  el  capelo 
cardenalicio;  los  obispos  cobran  desde  20.000  á  27.500  pe- 
setas; los  metropolitanos  tienen  consignadas  además  5.000 
pesetas  para  visitas  y  gastos  de  administración,  y  los  su- 
fragáneos 4.000,  y  todos  ellos  disfrutan  los  palacios,  jar- 
dines, huertas,  etc.,  reservados  á  !a  mitra.  De  esta  suerte, 
el  primado  tiene  una  dotación  mucho  mayor  que  la  del 
presidente  del  Consejo  de  ministros,  jefe  responsable  del 
poder  ejecutivo;  todos  los  arzobispos  cobran  bastante  más 
que  los  ministros  de  la  corona,  y  los  obispos  tienen  doble 
ó  triple  sueldo  que  los  gobernadores,  á  cuyo  cargo  está  la 
administración  superior  civil  de  las  provincias,  siendo  así 
que  los  fines  de  caridad  á  que  han  de  atender  los  prelados 
cuentan  con  recursos  especiales,  entre  ellos  los  productos 
del  indulto  cuadragesimal  de  que  libremente  disponen  para 
tales  ñnes,  sin  más  limitación  que  la  de  aplicar  tres  quin- 
tas partes  á  establecimientos  de  beneficencia  ^.  Incluyendo 
al  obispo  de  Sión  y  á  los  auxiliares,  son  61  los  prelados 

*  El  supuesto  Voto  de  Santiago,  atribuido  al  rey  D.  Ramiro,  dio 
lugar  á  una  exacción  en  especie,  que  sufrían  varias  provincias;  abo- 
lida por  las  Cortes  de  Cádiz,  se  restableció  luego,  y  fué  definitiva- 
mente suprimida  por  la  ley  de  6  de  Noviembre  de  1834.  La  actual 
ofrenda  viene  á  ser  una  compensación  tan  injustificada  como  el  tri- 
buto que  reemplaza. 

*  El  Consejo  real,  en  tiempo  de  Felipe  II,  decía  ya  á  este  mo- 
narca: «Y  en  cuanto  al  sostenimiento  y  provisión  del  nuncio,  sería 
«justo  que  S.  S.  lo  proveyese,  como  los  otros  príncipes  lo  hacen». 
Consulta  de  29  de  Enero  de  1557,  citada  por  Lafuente. 

*  Reales  decretos  de  8  de  Enero  de  1852  y  18  de  Octubre 
de  1875 
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que  figuran  en  el  presupuesto,  y  estenúm 
los  2. loo  individuos  que  aproximadamente 
catedral  y  colegial,  pudieran  sin  inconveni 
ducirse  á  la  mitad.  En  cambio  el  clero  pan 
el  personal  ni  la  retribución  que  correspom 
cios-  Los  seminarios  y  sus  bibliotecas  cue 
pesetas,  ó  sea  más  que  toda  la  enseñanz 
porque  ésta  es  reproductiva,  y  continúan  paj 
siones  vitalicias  concedidas  en  1837  á  las  c 
giosas  en  aquella,  fecha  continuaron  en  el  c 
se  el  caso,  anómalo  en  extremo,  dice  una  c 
á  los  prelados  en  1898,  «de  que  se  abonf 
mismas  pensiones  que  en  1851».  Finaimen 
tan  las  indicaciones  hechas  para  que  pued 
gastos  de  carácter  religioso,  el  Concordato 
se  haría  el  arreglo  de  las  demarcaciones  ecl 
cesis,  y  parroquias  y  todavía  está  sin  cumpli 

Para  reducir  debidamen'e  las  obligacior 
hay  que  modificar  el  Concordato;  pero  au; 
límites  que  éste  marca  se  puede  hacer  bai 
del  presupuesto.  Y  sin  embargo,  á  pesar  de 
ción  de  varias  leyes,  entre  otras  la  de  29  de 
no  se  han  practicado  más  que  timídas  ge; 
mas  insignificantes. 

II.  Los  únicos  gastos  del  Estado  imputa 
to  de  la  moralidad,  tan  inmediato  al  ordei 
aquellos  que  sostienen  la  beneficencia  públi 
la  privada. 

Abandonada  primeramente  á  la  acción  d 
á  sus  recursos  propios,  la  beneficencia  ha  v 
carga  del  presupuesto  legitimada  también  i 
cias  históricas.  En  los  siglos  XI  y  XII  habi 
otrosestablecimientos  de  caridad,  fundadc 
por  donaciones  particulares;  pero  todos  lo 
■  arruinaron  durante  la  dominación  de  la  cas 
luego  fueron  victimas  bajo  los  Borbones  d 
tación  general  que  los  pasó  á  manos  del  E 


•tización  de  los  bienes  anejos  á  esas  fundaciones  colo- 
efinitivamente  á  cargo  de  los  Gobiernos  la  bene- 
cia. 

te  servicio,  sin  embargo,  se  ha  ido  'descentralizando 
iva  hoy  muy  poco  el  presupuesto  general,  porque  se 
desempeñado  principalmente  por  las  diputaciones 
inciales  y  ios  ayuntamientos.  La  ley  de  23  de  Enero 
Í22,  que  estableció  conforme  á  ese  sistema  la  organi- 
in  del  ramo,  ha  sido  modificada  por  disposiciones  cuya 
;ncia  era  favorecer  el  desaiToilo  de  las  instituciones 
ficas  de  Índole  privada.  La  reforma  más  trascendental 
jstada  á  los  principios  que  se  ha  hecho  en  esta  mate- 
lunque  luego  se  han  reducido  mucho  sus  efectos,  es  la 
ecreto  de  16  de  Junio  de  1873,  que  eliminó  del  presu- 
to  el  coste  de  la  llamada  Beneficencia  general,  y  cuyo 
pensamiento  se  expresa  en  el  artículo  primero,  que  dice 
así:  «Los  servicios  administrativos,  conocidos  hasta  ahora 
con  las  denominaciones  de  Beneficencia  general  y  Benefi- 
cencia particu'ar,  constituirán  uno  solo,  bajo  el  nombre  de 
Beneficencia  de  la  República  federal,  encomendado  d  ¿a  ini- 
ciativa, y  administración  particulares,  bajo  ¿a  alia  inspec- 
ción del  Gobierno  central,  ejercida  por  su  ministerio  de  la 
Gobernación. » 

El  decreto  de  27  de  Abril  de  1875  y  el  de  14  de  Marzo 
de  1899,  que  es  e!  vigente,  mantienen  esas  mismas  bases 
para  la  organización  del  servicio  de  !a  beneficencia;  supri- 
mida la  dirección  especial  del  ramo,  hállase  éste  á  cargo 
de  la  de  .Administración,  y  el  presupuesto  consigna  para 
atenderte  889.843  pesetas,  además  de  los  gastos  genera- 
les, que  se  engloban  con  los  otros  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación. 

Dedícanse  esos  fondos  á  sostener  ó  subvencionar  tres 
hospitales  en  Madrid  y  uno  en  Toledo,  el  manicomio  de 
Leganés,  un  colegio  de  sordo- mudos  y  ciegos  en  la  corte, 
otro  de  huérfanos  en  Aranjuez  y  el  asilo  de  inválidos  del 
trabajo,  situado  en  Carabanchel.  Son,  pues,  cortos  en  nú- 
mero y  muy  reducidos  por  su  extensión  los  establecimien- 
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tos  benéficos  que  se  mantienen  con  fondos  del 
como  además  se  hallan  instalados  en  Madrid  ó 
mediaciones,  el  servicio  que  prestan  no  es  tan  gen 
su  sostenimiento: 

Aunque  su  modo  de  aplicación  fuese  distinto, 
bien  de  índole  benéfica  la  partida  que  venia  destii 
constituir  un/tJ«t/o/iiríi  calamidades  públicas,  cu 
era  atender  las  desgracias  de  alguna  extensión  q 
menudo  afiigen  á  los  pueblos,  tales  como  epidem 
daciones,  pérdidas  de  cosechas,  etc.  Por  una  an 
que  sólo  los  intereses  políticos  pueden  dar  explic. 
cantidad  se  incluía  en  el  presupuesto  de  la  secreta 
bernación,  cuando  la  dirección  de  Beneficencia 
debía  manejarla,  y  sin  duda  el  abuso  que  se  hi: 
dio  lugar  á  la  suptesión  de  la  partida.  Conveniei 
duda,  que  exista  ese  fondo  de  previsión;  pero  ya 
empleado  tan  mal,  mejor  es  que  las  necesidades  d 
ñero  sean  atendidas,  como  se  hace  ahora,  por 
créditos  extraordinarios. 

Antes  hemos  visto  cómo  los  productos  de  la  t 
duíto  cuadragesimal  se  dedican  también  á  la  bei 
por  mano  de  los  prelados,  y  hallamos,  por  últir 
sección  de  gastos  de  las  contribuciones  y  rentas 
la  cantidad  de  1.360.580  pesetas,  distribuida  á  \ 
tablecimientos  privados  de  beneficencia,  como  in 
ción  de  los  productos  que  obtenían  con  las  rifas,  4uc  n»- 
bían  establecido  y  que  fueron  suprimidas  para  librar  de  su 
competencia  á  la  renta  de  loterías. 

Hemos  de  celebrar  ese  movimiento  descentralizador  que 
tiende  á  robustecer  la  caridad  privada  favoreciendo  sus  ins- 
tituciones, cada  día  mayores  en  número  é  importancia,  y 
aplaudimos  también  el  que  los  gastos  de  esta  clase  tomen 
la  forma  de  subvenciones,  para  que  la  acción  del  Estado 
pueda  reducirse  al  carácter  organizador  y  complementario 
que  en  definitiva  le  corresponde;  pero  entendemos  á  la  vez 
que  la  beneficencia  pública  ha  de  recibir  cierta  extensión, 
porque  no  puede  permanecer  indiferente  ante  la  urgencia 
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de  graves  necesidades  que  los  mismos  Gobiernos  reco- 
nocen. 

Quéjanse  los  socialistas  de  que  los  cuidados  de  la  admi- 
nistración recaigan  sobre  lo  que  es  secundario  y  abando- 
nen lo  esencial  y  más  interesante,  y  se  lamentan  de  que  los 
fondos  del  impuesto  se  dediquen  á  hacer  gratuita  la  ense- 
ñanza, á  multiplicar  las  bibliotecas,  museos  y  espectáculos 
gratuitos,  á  reducir  el  precio  de  una  porción  de  satisfac- 
ciones y  comodidades,  tales  como  el  telégrafo,  el  giro,  etc., 
mientras  que  se  hallan  desatendidas  las  primeras  necesida- 
des de  la  vida.  ¡Qué  es  lo  más  natural  y  lo  más  lógico,  di- 
cen, que  el  obrero  tenga  gratis  la  música  y  la  lectura,  ó 
que  tenga  una  casa  higiénica  y  un  alimento  sano  y  repa- 
rador? Y  la  beneficencia,  añaden,  tal  como  se  practica  no 
es  bastante,  porque  sólo  favorece  al  desvalido,  al  pobre  Je 
solemnidad,  y  lo  que  hace  falta  son  otros  servicios  que 
puedan  aprovechar  las  clases  menesterosas  y  aun  las  me- 
dias, encaminados  á  facilitar  la  atención  de  las  necesidades 
más  urgentes. 

Es  indudable  que  hay  algo  de  verdad  en  el  fondo  de  esas 
acusaciones,  porque  ni  en  la  conducta  privada  ni  en  la  oú- 
blica  se  estiman  bien  la  preferencia  de  las  necesidades  y  el 
orden  que  debe  darse  á  las  satisfacciones,  y  es  preciso  ad- 
mitir de  igual  manera  que  la  Beneficencia  del  Estado  no 
debe  limitarse  á  una  acción  puramente  externa  y  negativa, 
que  pudiéramos  llamar  de  mera  represión  de  la  miseria, 
manteniendo  abiertos  el  hospital  y  el  asilo  páralos  que  caen 
en  ella,  y  seria  mejor  que  tratase  de  prevenir  esas  desdi- 
chas influyendo  de  un  modo  más  directo  en  la  condición 
económica  de  las  clases  inferiores.  Entre  nosotros  el  Go- 
bierno creyó  necesario  en  1883  abrir  una  información  para 
estudiar  la  situación  en  que  viven  los  obreros,  y  los  me- 
dios capaces  de  mejorarla,  y  el  primer  resultado  de  esos 
trabajos,  fué  la  consignación  en  el  presupuesto  de  20.000 
pesetas  destinadas  al  auxilio  de  las  sociedades  que  soco- 
rren á  los  operarios  inutilizados  en  la  industria.  Esta  par- 
tida se  ha  suprimido  luego  que  el  Estado  instaló  el  año  de 
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VI 

CíAStos  con  relación  á  la  ciencia  j  al  arte. 


I.  Ni  la  historia  ni  el  estado  presente  de  la  cultura  in- 
telectual de  nuestra  España  hablan  en  favor  de  la  inter- 
vención del  Estado  en  estas  materias.  En  ellas,  como  en 
todas,  las  intrusiones  del  poder  público  enervan  y  perjudi- 
can á  la  actividad  privada,  y  detienen  el  cumplimiento  del 
«-  "'"«  se  proponen  estimular. 

irácter  absorbente  de  los  Gobiernos,  su  deseo  de  fa- 
'  la  general  cultura  y  la  desamortización  civil,  son 
sas  que  han  dado  lugar  á  que  la  enseñanza  pública 
in  el  presupuesto  con  algunos  otros  gastos  encami- 
i  influir  en  el  orden  de  la  ciencia. 
cción  del  Estado  es,  sin  embargo,  de  fecha  muy  re- 
en  este  punto,  porque  en  ningún  país  ha  sido  más 
instrucción  que  en  nuestra  patria,  y  de  notar  es  que 
fué  mayor  que  cuando  tuvo  libertad.  Sin  organiza- 
guna  oflcial  los  conventos  y  otras  asociaciones  par- 
!S  se  encargaron  de  darla,  hasta  que  más  adelante 
tersidades  nacen  por  sí  mismas,  merced  á  donado- 
/adas  é  independientes  del  poder  público;  porque  si 
es  de  Aragón  hacen  dádivas  para  la  fundación  de 
Huesca  y  Zaragoza,  como  los  de  Castilla  para  las 
Lmanca  y  Alcalá,  es  en  el  concepto  de  meros  ciuda- 
Los  Reyes  Católicos  quisieron  intervenir  en  la  ense- 
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ñanza,  y  dieron  algunas  disposiciones  acerca  de  las  uni- 
versidades; pero  respetando  su  independencia,  sus  recur- 
sos propios,  su  fuero  especial  y  hasta  la  jurisdicción  y  las 
fuerzas  de  que  disponían.  Los  resultados  de  este  sistema 
se  ven  en  la  historia  der  siglo  XVI.  Imposible  sería  enu- 
merar tantos  hombres  como  florecieron  en  todos  los  ramos 
del  saber  humano,  con  grande  honra  de  la  España;  basta 
indicar  que  todos  los  monarcas  de  aquella  época  querían 
á  su  lado  consejeros  españoles.  En  el  siglo  XVII  las  uni- 
versidades decaen  rápidamente,  pero  no  víctimas  de  la  li- 
bertad, sino  al  contrario,  efecto  del  monopolio;  cuando  la 
libertad  se  convirtió  en  privilegio,  y  sólo  pudieron  enseñar 
aquellas  corporaciones,  los  claustros,  antes  tan  doctos  y 
respetables,  llegaron  á  llamar  ignorante  á  Heinecio.  Godoy 
quiso  atender  las  quejas  que  se  dirigían  contra  las  univer- 
sidades, y  preparó  reformas  que  no  llegaron  á  verificarse. 
Las  Cortes  de  Cádiz  dictaron  algunas  medidas  consignan 
do  el  principio  de  que  al  Estado  corresponde  la  enseñanza, 
y  después  de  las  variaciones  consiguientes  á  los  cambios 
políticos  de  [814,  20,  23  y  35,  se  dieron:  una  ley  de  Ins- 
trucción primaria  en  1838,  otra  en  184S,  la  general  de  Ins- 
trucción pública  de  1857,  vigente  todavía  en  lo  fundamen- 
tal de  sus  disposiciones;  la  que  con  marcada  tendencia  re- 
accionaria se  dio  en  1868  para  la  primera  enseñanza,  y  el 
decreto  del  Gobierno  provisional  de  21  de  Octubre  de  1868, 
que  planteó  la  libertad  de  enseñanza,  manteniendo,  no  obs- 
tante, la  oficial. 

Es  verdad  que  la  libertad  de  enseñanza  dio  lugar  á  abu- 
sos innegables  y  que  se  planteó  malamente,  entendiendo 
que  era  incompatible  con  toda  regularidad  y  disciplina  en 
los  establecimientos  oficiales;  pero  el  trastorno  es  inevita- 
ble en  los  cambios  bruscos  de  sistema;  la  enseñanza  se  hu- 
biera normalizado  y  los  abusos  pudieron  corregirse  sin  ne- 
cesidad de  contrariar  aquel  principio  ni  de  renunciar  á  los 
frutos  del  movimiento  intelectual  que  inició  la  reforma,  y 
al  elevado  espíritu  que  el  Estado  proclamaba  en  sus  reía» 
ciones  con  la  actividad  científica. 
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Las  últimas  disposiciones  generales  son:  el  decreto  ley 
de  29  de  Julio  de  1874,  que  reconociendo  á  los  particula- 
res el  derecho  de  crear  establecimientos  de  enseñanza  sin 
limitación  alguna,  manda  que  las  diputaciones  y  ayunta- 
mientos se  sometan  en  la  organización  de  los  que  sosten- 
gan con  el  carácter  de  instituos,  facultades  y  escuelas  pro  • 
fesionales  á  todas  las  condiciones  que  el  Estado  establece 
para  los  suyos  de  la  misma  índole;  otro  decreto  de  29  de 
Septiembre  de  aquel  año,  también  elevado  á  ley,  que  su  • 
primió  la  libertad  de  asistencia  á  las  clases  de  los  alumnos 
de  establecimientos  públicos  ^,  y  fijó  un  orden  para  los  es- 
tudios, que  equivale  á  determinar  la  duración  mínima  de 
las  carreras,  y  finalmente,  el  decreto  de  5  de  Febrero  de 
1886,  que  derogando  otro  de  1885,  restableció  la  legalidad 
anterior  sobre  la  libertad  de  enseñanza. 

Para  apreciar  el  alcance  de  esas  disposiciones  basta  sa- 
ber que  la  enseñanza  privada  no  puede  competir  con  la  ofi- 
cial, porque  ésta  es  casi  gratuita  para  el  que  la  recibe  y 
apenas  se  conocen  los  establecimientos  de  instrucción  su- 
perior de  índole  particular. 

La  segunda  enseñanza  estuvo  á  cargo  de  las  diputacio- 
nes provinciales  hasta  que  la  ley  de  presupuestos  de  29  de 
Julio  de  1887  dispuso  que  el  Estado  pagara  las  obligacio- 
nes de  los  institutos,  reintegrándose  de  su  importe  con  los 
productos  de  la  enseñanza,  las  rentas  propias  de  esos  es- 
tablecimientos y  las  cantidades  que  venían  abonando  los 
ayuntamientos  para  sostenerlos.  El  presupuesto  para 
1890-91,  ley  de  29  de  Junio  de  1890,  reconoció  definitiva- 
mente como  obligaciones  del  Estado  los  gastos  de  la  se- 
gunda enseñanza,  mandó  que  la  hacienda  se  incautara  de 
los  bienes  de  los  institutos  para  vender  los  que  puedan  ena- 
jenarse, según  sea  el  origen  de  que  procedan,  y  dispuso 
que  sean  las  diputaciones  provinciales  las  que  paguen  al 


*    Ha  sido  confirmado  en  esta  parte  por  decreto  del  25  de  Mayo 
de  1900. 
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)F0  las  cantidades  que  por  este  concepto 
ritamientos  ^. 

n  cuanto  á  la  instrucción  primaría,  que 
!ada  por  los  sacerdotes,  ninguna  disposic 
lasta  el  siglo  XVÜ;  pero  en  esta  época 
licencia  de  Felipe  IV,  una  hermandad  b 

de  San  Casiano  para  dar  la  primera  ei 
nal  pasó  á  manos  de  los  casianistas  el  | 
;ia  el  clero.  Carlos  m  creó  academias  p 

de  maestros,  y  Godoy  trabajó  también 
ligo  la  enseñanza.  Todo  lo  hecho  hasta 
'ecíó  con  la  guerra  de  la  Independenci 
4,  se  adoptó  el  sistema  inglés  de  Lanci 
lelas  normales,  creándose  una  en  Madrid 

en  cada  provincia  para  los  maestros.  L 
857  y  el  decreto  hoy  vigente  de  23  de 
S  obligaron  á  las  provincias  al  sostenimi 
as  normales;  mas  á  virtud  de  la  ley  di 
:887,  antes  citada,  esos  establecimiento: 
10  los  institutos  y  en  iguales  condicioni 
rar  en  el  presupuesto  del  Estado,  que  e 
lelas  centrales. 

a  primera  enseñanza  es,  conforme  á  h 
^atoriay  gratuita  para  aquellos  que  no 
pagarla,  y  cada  ayuntamiento  debe  sos 
■X  número  y  del  grado  que  correspondan  1 
.a  enseñanza,  que  ha  dependido  anieri( 
listerios  de  Gobernación,  Gracia  y  Just 
se  halla  hoy  á  cargo  del  nuevo  Minlstei 
1  pública  y  Bellas  Artes,  cuya  dotación, 
tos  para  construcciones  civiles  y  el  Instit 
lorta  17.903.068,  ó  sea  el  1,79  por  loo  ( 
oiesto. 


Se  exceptúa  únicameate  de  esta  disposiciún  la  provinraa  de 
arra,  que  continuará  atendiendo  por  encargo  del  Gobierno  á 
gastos  de  enseñanza. 


r 
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|Cuán  diferente  es  la  proporción  que  resulta  en  las  de- 
más naciones!  Inglaterra  invierte  304  millones  y  medio  de 
pesetas  en  Instrucción  pública  y  Bellas  Artes,  Francia 
228  millones  é  Italia  47,  y  de  este  modo  los  gastos  de  lá 
cultura  intelectual  son  el  8  por  lOO  del  consumo  público 
en  el  primero  de  esos  países,  el  7  en  el  segundo  y  el  6 
en  el  tercero. 

Es  verdad  que  entre  nosotros  es  necesario  computar  loa 
considerables  sacrificios  que  hacen  los  ayuntamientos  para 
costear  la  instrucción  primaria — unos  28  millones;  — 
pero  aun  así,  el  desembolso  total  no  corresponde  al  inte- 
rés de  un  servicio  que  es  por  tantos  conceptos  reproduc- 
tivo. Sobre  todo,  si  el  Estado  español  entiende  que  la  ins- 
trucción pública  es  función  que  le  compete  y  tiene,  no  de 
derecho,  pero  sí  de  hecho,  el  monopolio,  su  conducta  no 
se  acomoda  á  ese  criterio  porque  reglamenta  mucho,  pero 
es  muy  poco  lo  que  paga  en  la  enseñanza. 

La  superior  y  profesional,  es  decir,  las  universidades 
{3  millones  y  medio),  la  escuela  de  ingenieros  industriales 
de  Barcelona,  las  de  veterinaria,  diplomática  ^  y  comercio 
cuestan  únicamente  4.243.739  pesetas,  que  en  mucba 
parte  ss  compensan  con  los  rendimientos  que  dan  los  de- 
rechos de  matrículas  y  de  expedición  de  títulos.  El  gasto 
de  los  institutos  de  segunda  enseñanza  importa  pesetas 
3.379.226,  y  la  hacienda  no  sólo  se  reintegra  de  esa  suma, 
sino  que  obtiene  un  beneficio  con  lo  que  satisfacen  las 
diputaciones  provinciales  por  tal  concepto  y  los  ingresos 
que  proporcionan  los  dos  institutos  de  Madrid,  que  el  Es- 
tado administró  siempre  por  lo  que  tienen  de  productivos, 
Respectodelas  escuelas  normales  de  provincias  (1.339.269), 
ya  hemos  visto  que  el  Tesoro  no  hace  más  que  pagarlas 
por  cuenta  de  !as  diputaciones.  Por  último,  las  llamadas 
escuelas  especiales,  ó  sean  la  general  de  agricultura  y  las 
de  ingenieros  de  montes,  minas  y  caminos,  no  gravan  el 

'  Por  decreto  fecha  30  de  Julio  de  1900  se  ha  suprimido  la  Es- 
cuela de  Diplomática,  incorporándose  sus  enseilanias  á  la  Facultad 
de  Filosofía  y  Letras. 


^•r.v.:¿;>. 
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presupuesto  de  Instrucción  pública  más  que  con  273.39a 
pesetas,  porque  el  profesorado  de  esos  establecimientos  se 
desempeña  por  ingenieros,  que  dependen  del  ministerio  de 
Agricultura  y  son  pagados  por  él. 

En  rigor,  pues,  los  gastos  efectivos  que  hace  el  Tesoro 
público  en  materia  de  enseñanza  general,  prescindiendo  de 
las  339.500  pesetas  que  consume  la  subsecretaría,  se  re- 
ducen á  1.S42.455  pesetas,  que  se  distribuyen  en  esta  for- 
ma: 137.749  para  gastos  generales,  ó  sean  el  Consejo  de 
Instrucción  pública,  la  Estadística  y  Colección  legislativa, 
tribunales  de  oposiciones,  material,  compra  de  libros  y  ma- 
nuscritos, etc.;  666.900  pesetas  para  las  escuelas  de  artes 
é  industrias,  que  por  el  decreto  de  4  de  Enero  de  1900  han 
sustituido  á  las  antiguas  de  ^rtes  y  oficios  y  á  las  provin- 
ciales de  Bellas  Artes;  142.9S0  que  se  invierten  en  el  Cole- 
gio de  Sordos-mudos  y  ciegos,  y  594.856  aplicadas  á  la 
primera  enseñanza  de  este  modo:  155.106  que  cuestao  las 
dos  escuelas  normales  centrales  y  el  Museo  pedagógico, 
400.000  para  auxiliar  á  los  ayuntamientos  en  la  construc- 
ción y  sostenimiento  de  algunas  escuelas  y  subvenciones 
á  establecicimientos  no  oficiales,  y  39.750  que  importa  la 
Junta  central  de  derechos  pasivos  del  magisterio. 

La  ley  del  16  de  Julio  de  1887  quiso  mejorar  algo  la 
triste  condición  de  los  maestros,  y  estableció  un  montepío 
para  concederles  jubilaciones  y  pensiones  de  viudedad  y 
orfandad  á  sus  familias;  el  fondo  para  ello  necesario  debía 
constituirse  por  medio  del  descuento  de  un  3  por  loo  so- 
bre los  sueldos,  el  10  por  100  sobre  las  consignaciones  de 
material,  los  haberes  de  las  vacantes  y  la  mitad  de  las  in- 
terinidades y  una  subvención  anual  del  Estado,  que  se  fijó 
como  mínimum  en  125.000  pesetas.  Muy  pronto,  sin  em- 
bargo, debió  parecer  esto  un  derroche;  en  1 892  se  redujo 
á  25.000  pesetas  el  auxilio  del  Estado,  se  ha  suprimido 
luego  totalmente,  y  el  montepío  de  maestros  vive  amena- 
zado de  no  poder  cumplir  con  sus  obligaciones  ^ 


*    En  23  de  Noviembre  de  1900  se  ha  presentado  á  las  Cortes  un 
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Finalmente,  el  coste  de  los  establecimientos  científicos, 
archivos,  bibliotecas  y  museos  arqueológicos  es  de  pesetas 
1.115.550,  y  las  academias,  el  Observatorio  astronómico 
y  el  servicio  meteorológico  gastan  373.800. 

Como  se  ve,  el  sistema  de  nuestro  presupuesto  es  con- 
trario á  toda  lógica,  la  instrucción  que  tiene  más  interés 
social  es  la  primaria,  la  que  todos  reciben,  no  la  superior 
y  profesional,  que  sólo  alcanzan  algunos,  y  por  eso  la  pri- 
mera enseñanza  debiera  ser  la  más  influida  y  costeada  por 
el  Estado,  no  la  secundaria,  ni  menos  la  superior,  que  pi- 
den libertad  y  pueden  vivir  mejor  de  sus  recursos  propios. 
Esta  es  la  conducta  que  se  sigue  en  todas  partes,  y  así  In- 
glaterra y  Francia,  de  las  sumas  que  antes  hemos  indica- 
do, gastan  en  instrucción  primaria  cinco  sextas  partes  la 
primera  y  más  de  dos  terceras  partes  la  segunda  de  su  pre- 
supuesto de  enseñanza. 

No  debemos  extrañar,  por  consiguiente,  que  sea  tan  de- 
plorable entre  nosotros  el  estado  de  la  instrucción  prima- 
ria, é  indicado  está  el  camino  que  conduce  á  remediarle. 
Todavía  no  ha  llegado  á  crearse  el  número  de  escuelas 
le  consideraba  necesarias  la  ley  de  18S7;  las  que  existen 
1  tienen  por  regla  general  locales  adecuados,  ni  material 
!  enseñanza,  y  los  maestros  cobran  dificilmente  y  en  mu- 
ios casos  no  consiguen  hacer  efectivas  sus  mezquinas  re- 
buciones. 

Todos  los  esfuerzos  y  medios  que  se  han  puesto  en  prác- 
^  para  lograr  el  abono  de  las  obligaciones  de  la  primera 
i.señanza  se  han  estrellado  contra  la  mala  voluntad  de 
gunos  y  la  penuria  de  muchos  ayuntamientos.  Se  ha  lle- 
ido  hasta  la  intervención  directa  de  los  fondos  municipa- 
s,  se  ha  ensayado  el  sistema  de  las  cajas  especiales,  y 
lora,  conforme  á  los  decretos  de  31  de  Julio  y  29  de  No- 
embre  de  1900,  se  encarga  del  pago  á  las  delegaciones 
!  Hacienda ,  que  han  de  cobrar  previamente  de  los  ayun- 


■oyecto  que  modifica  !a  ley  de  1887,  y  ofrece  al  montepío  una 
¡goadón  equivalente  al  5  por  loo  de  sus  cargas. 


tamientos;  pero  es  de  temer  que  estas  disposii 
todas  las  anteriores  del  mismo  género,  resultt 
tatorias  á  la  independencia  de  los  municipios 
para  el  derecho  de  los  maestros. 

Esta  cuestión,  que  interesa  tanto  á  la  cult 
buen  nombre  de  nuestra  patria,  no  tiene  ya  : 
solución,  la  que  consiste  en  encomendar  al  Es 
gaciones  de  la  primera  enseñanza,  según  se  di; 
creto  de  30  de  Abril  de  1886,  que  es  muy  de  h 
dará  sin  efecto. 

En  cuanto  á  la  enseñanza  superior,  debe  t 
con  el  propósito  de  irla  emancipando,  y  de  tj 
se  reduzca  la  instrucción  puramente  acadétr 
tienda  la  profesional  y  técnica,  porque  el  núr 
versidades  es  excesivo  con  relación  á  los  medie 
plean  pai-a  sostenerlas  y  ,á  los  demás  estable 
enseñanza. 

Hemos  de  colocar  al  lado  de  estos  gastos  el 
pesetas  que  se  consigna  para  el  Instituto  Geo^ 
tadistico,  porque  si  bien  no  se  trata  de  un  est 
que  sea  exclusivamente  científico,  predomina 
rácter.  Creóse  el  Instituto  Geográfico  por  dec 
Septiembre  de  1870,  y  luego  en  igdeJuniodi 
nominó  geográfico  y  estadístico,  refundiénd 
Junta  general  y  la  dirección  da  Estadística  qi 
tían.  Conforme  al  decreto  de  7  de  Noviembre 
le  ha  reorganizado  últimamente,  el  Instituto 
dirección  del  ministerio  de  Instrucción  públic. 
to  consiste  en  desempeñar  los  servicios  geoc 
gráfico  y  estadístico  y  el  de  pesas  y  medidas, 
que  ha  ejecutado  ese  centro,  lo  mismo  en  lo  c 
al  Mapa  del  territorio  que  en  lo  relativo  al  í 
Movimientos  de  la  población,  son  verdadera 
bles  y  justifican  su  coste.  Sin  embargo,  el  !n 
servicio  es  de  carácter  general,  debiera  volví 
dencia  del  Consejo  de  ministros,  donde  ya  e 
tiempo,  para  que  fuese  su  acción  más  ¡ndepen 
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enérgica,  como  era  de  desear  que  se  conciliasen  con  los  tra- 
bajos del  mapa  los  de  un  avance  catastral  de  ejecución  más 
rápida  que  ahora  se  practica,  para  servir  de  base  á  la  con- 
tribución de  inmuebles. 

II.  Si  la  ciencia  oñcial  es  inadmisible,  más  ha  de  serlo 
la  inspiración  artística  de  los  Gobiernos,  y  no  obstante,  al 
proteger  éstos  las  manifestaciones  de  la  belleza,  influyen 
siempre  en  favor  de  un  cierto  sentido  ó  dirección  en  el 
arte,  y  acaban  por  dirigirle.  Así  en  España  los  Gobiernos 
se  han  declarado  partidarios  del  género  histórico  en  pintu- 
ra y  escultura,  y  éste  es  el  que  se  cultiva,  cuando  no  está 
en  armonía  con  la  civilización  actual ,  porque  no  son  los 
cuadros  de  batallas,  en  que  se  ostenta  el  valor  militar  de 
nuestros  antepasados,  los  que  corresponden  al  gusto  de  la 
época,  sino  la  descripción  de  rasgos  de  virtud  y  escenas 
más  apacibles. 

Los  gastos  destinados  á  fomentar  las  bellas  artes  son 
64S.867  pesetas  que  se  invierten  en  e!  sostenimiento  de  la 
Escuela  de  pintura,  escultura  y  grabado,  la  de  arquitectu- 
ra, la  de  música  y  declamación,  el  Museo  nacional  y  el  de 
'  Arte  moderno,  la  calcografía  nacional,  la  conservación  de 
la  Alhambra,  la  adquisición  de  algunos  objetos  de  arte  y  el 
abono  de  pensiones  á  un  corto  número  de  alumnos.  Los 
resultados  que  con  estas  instituciones  se  consiguen  no  son 
tampoco  muy  grandes,  ni  sería  prudente  dedicarles  recur- 
sos mucho  mayores,  cuando  tantas  necesidades  se  encuen- 
tran desatendidas. 

III.  Unido  á  los  gastos  de  Instrucción  pública  y  Bellas 
Artes  hay  un  capítulo  de  Construcciones  civiles,  cuyo  titu- 
lo parece  más  propio  del  ministerio  de  Obras  públicas. 
Sin  embargo,  se  trata  únicamente  de  la  construcción  de 
ediñcios  y  establecimientos  de  enseñanza  y  de  la  conser- 
vación ó  restauración  de  monumentos  artísticos  é  histó- 
ricos, y  el  crédito  para  esos  objetos  es  de  i  .939.000  pe- 
setas. 


vil 


aitoH  en  1»  esfera  eevnámic». 


■vención  del  Estado  en  este  orden  tiene  entre 
)recedentes  tan  antiguos  como  funestos.  Los 
jlicos  dan  el  primer  paso   con  el  acta  de  nave- 

monarcas  de  la  casa  de  Austria  aplican  con 
tema  mercantil,  y  los  Borbones,  con  su  añción 
amentos,  acumularon  en  nuestras  leyes,  como 
;e  todavía  en  la  Novísima  Recopilación,  un  lujo 
vo  de  trabas  y  restricciones,  que  sería  capaz 

de  matar  la  industria  más  floreciente,  y  de  he- 
)  las  primeras  manifestaciones  de  !a  nuestra  y 
nido  á  impedir  que  se  reproduzcan.  Hoy  es  me- 
ón  económica  del  Estado;  pero  todavía  se  atri- 
cter  de  protectora;  ya  los  Gobiernos  no  montan 

dictan  procedimientos  industriales;  pero  inten- 
zsr  el  progreso  de  la  riqueza  con  las  obras  pú- 
in  dirigirle  por  medio  de  la  legislación  aduanera. 
tos  de  tendencia  económica  se  hacían  antes  en 

parte  por  el  ministerio  de  Fomento  y  hoy  se 
irgo  del  de  Agricultura,  Industria,  Comercio  y 

lenzaremos  nuestro  examen  por  el  último  de 

s,  que  es  el  que  tiene  más  importancia.  Las  obras 
bsorben  en  el  actual  presupuesto  ordinario  pe- 


setas  62.034.772  y  tienen  en  el  extraordinario  una  consig- 
nación para  subvenciones  de  ferrocarriles  de  la  que  todavía 
hay  disponible  algo  más  de  5  millones. 

La  suma  antes  indicada  se  distribuye  en  los  conceptos 
siguientes:  gastos  generales,  carreteras,  ferrocarriles,  apro  ■ 
vechamiento  de  aguas  y  navegación  marítima,  á  los  que 
debemos  agregar  un  nuevo  capítulo  de  construcciones  ci- 
viles y  otro  de  servicios  postales  marítimos. 

Los  Gobiernos,  que  da  antiguo  se  han  impuesto  el  cui- 
dado de  las  vías  de  comunicación,  les  dedican  en  nuestro 
tiempo  especiales  atenciones  y  muestran  gran  empeño  por 
intervenir  en  cuanto  se  refiere  á  su  construcción  y  desarro- 
llo. Hay,  sin  duda,  en  este  servicio  un  interés  general;  pero 
los  límites  en  que  corresponde  al  Estado  satisfacerle  son, 
como  ya  dijimos  en  la  primera  parte  de  esta  obra,  aquellos 
que  señalan  las  necesidades  propias  de  la  institución  polí- 
tica, las  exigencias  de  la  seguridad  y  del  derecho. 

En  España  la  mayor  parte  de  los  caminos  ordinarios  se 
han  construido  á  expensas  del  Gobierno  y  son  de  su  pro- 
piedad; las  construcciones  marítimas  y  los  canales  se  ha- 
llan en  el  mismo  caso,  y  los  ferrocarriles  y  muchas  otras 
obras  se  han  hecho  por  medio  de  subvenciones  del  Tesoro 
y  á  condición  de  que  su  dominio  pase  al  Estado  después 
de  cierto  término,  que  es  por  regla  general  de  noventa  y 
años.  La  revolución  de  Septiembre  intentó  desceñ- 
ir el  servicio  de  obras  públicas,  y  al  efecto  se  dictó 
reto  de  14  de  Noviembre  de  1868,  cuyo  preámbulo 
«El  Estado  seguirá  construyendo  obras  mientras  la 
m  pública  lo  exija;  pero  sólo  en  un  caso,  cuando  una 
dad  imperiosa,  general,  plenamente  demostrada,  lo 
que,  y  la  industria  privada  no  pueda  acometer  tal 
!sa;  y  por  si  este  caso  llega,  se  establecen  reglas  como 
tía  contra  la  arbitrariedad».  Las  disposiciones  más 
tantes  de  aquel  decreto  se  resumen  de  este  modo: 
lutorización  del  Gobierno  sólo  será  necesaria  para 
[as  obras  que  afecten  de  alguna  manera  al  dominio 
;o.   El  Estado  no  subvencionará  ninguna  clase  de 


osteará  ó  contribuirá  á  la  construcción  de  las 
te  para  sus  servicios  cuando  ningún  particular 
iñcarlas.  Un  proyecto  de  ley  fijará  cuáles  son 
[ue  en  adelante  tomará  el  Gobierno  á  su  cargo 
rvicio  público,  y  de  las  ya  construidas  determi- 
is  que  conserva  bajo  su  dominio;  2.°,  las  que 
',  las  que  se  propone  arrendar,  y  4.",  las  que 
ntregar  á  las  provinciasó  municipios*.  E^tade 
10  llegó  á  hacerse,  y  el  efecto  de  tal  medida  se 
le  algunas  carreteras  pasaran  al  cuidado  de  las 
íes  populares,  entre  ellas  las  paralelas  á  los  fe- 
según  se  dispuso  en  7  de  Abril  de  1S69.  Vol- 
,  al  sisteme  anterior  con  la  ley  general  de  Obras 
icha  13  de  Abril  de  1 877,  que  pone  á  cargo  del 
lellas  construcciones  incluidas  ya  en  los  planes 
y  todas  las  que  posteriormente  se  acuerden  por 
¡ales.  Así  se  explica  lo  crecido  de  nuestro  pre- 
s  obras  públicas,  cuyas  diversas  secciones  es- 
separadamente  ^. 

mírales. — Importan,  sin  incluir  la  parte  corres- 
le  la  administración  central,  ni  los  de  la  provin- 
>n  comunes  á  los  diversos  ramos  de  este  mínis- 
1.754  pesetas,  y  son  ocasionados  por  el  cuerpo 
os  de  caminos  y  sus  auxiliares  y  la  Junta  con- 
iste ramo.  El  exceso  de  esta  partida  es  conside- 
lación  con  los  gastos  de  material  del  servicio,  y 
bre  todo  en  cuenta  que  en  los  demás  conceptos 
tidades  de  importancia,  como  retribuciones  del 
una  ó  en  otra  forma. 

is. — El  pueblo  romano,  que  necesitaba  buenas 
lunicación  para  dominar  los  inmensos  territo- 
seia,  fué  el  primero  que  construyó  en  España 
Los  bárbaros  destruyeron  estos  caminos,  cuyos 
Imiran  todavía,  y  debieron  estar  mucho  tiempo 

I  ioteresante  estudio  histórico  del  Sr.  Alzóla,  Loj  i>brat 
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abandonados,  porque  en  el  Fuero  de  Nájera  y  el  Ordena- 
miento de  Alcalá  se  encuentran  disposiciones  para  su  con- 
servación, que  no  produjeron  resultado  alguno. 

La  segunda  época  de  nuestras  carreteras  puede  señalar- 
se en  los  Reyes  Católicos,  que  dispusieron  la  construcción 
de  varios  puentes  y  caminos;  pero  después  de  este  reinado 
vuelve  el  mayor  abandono  á  pesar  de  las  continuas  solici' 
tudes  de  las  Cortes,  á  que  contestaba  Carlos  I  diciendo  que 
carecía  de  recursos.  En  1553  y  iS54.  unas  lluvias  torren- 
ciales destruyeron  los  pocos  caminos  que  había,  y  Peli- 
pe  II,  para  evitar  lo  caro  que  le  costaba  el  trasporte  del 
material  de  guerra  á  Portugal,  hizo  por  algún  tiempo  na- 
vegable el  Tajo.  Nada  más  consiguieron  en  este  asunto  los 
monarcas  de  la  casa  de  Austria. 

En  tiempo  de  Felipe  V  se  introdujeron  ya  algunas  me- 
joras en  los  caminos;  pero  Carlos  III  y  sobre  todo  su  mi- 
nistro Florídablanca  se  dedicaron  con  particular  empeño  á 
satisfacer  esta  imperiosa  necesidad  y  lograron  construir 
195  leguas  de  carretera  y  122  puentes  con  la  mitad  de  la 
suma  á  que  ascendía  su  presupuesto.  En  este  estado  lie- 
gamos  á  la  época  presente. 

En  1 85 1  se  clasificaron  las  carreteras  en  generales,  pro- 
vinciales y  locales,  y  la  ley  de  22  de  Julio  de  1857  las  di- 
vidió en  de  primero,  segundo  y  tercer  orden,  según  es  la 
importancia  de  los  puntos  que  comunican.  La  ley  vigente 
de  4  de  Mayo  de  1877  mantiene  esta  última  disposición  ^ 
El  plan  general  de  las  carreteras  fué  objeto  de  otra  ley  en 
este  mismo  año,  1 1  de  Julio;  la  inclusión  de  nuevas  ca- 
rreteras en  el  plan  aprobado  debía  hacerse  en  virtud  de  un 
minucioso  expediente;  pero  el  abuso  de  las  carreterai  par- 
lamentañas,  es  decir,  las  agregadas  al  plan  sin  estudio  ni 
justificación  alguna  por  medio  de  leyes  especiales  para  ser- 
vir únicamente  compromisos  electorales  ó  egoísmos  parti- 
culares, ha  producido  una  verdadera  anarquía,  de  la  que 


.  *  En  Us  Provincias  Vascongadas  y  Navarra  todas  las  carreteras 
tíenen  el  carílcter  de  provinciales. 
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se  formará  idea  sabiendo  que  desde  1S78  á  1900  se  i 
dictado  1. 188  leyes  incluyendo  nuevos  caminos  en  el  p 
general,  que  de  esta  suerte  comprende  hoy  una  extens 
de  84.000  kilómetros  de  carreteras  generales,  cuando  Fn 
cía  no  tiene  más  que  38.000  kilómetros. 

Para  contener  la  arbitrariedad  ministerial  y  las  Inflm 
cias  políticas,  el  decreto  de  16  de  Septiembre  de  1886  m; 
dó  formar  un  plan  de  las  carreteras  que  según  cálculo  j 
drían  construirse  en  el  período  de  veinte  años,  y  otro  1 
creto  fecha  3  de  Diciembre  siguiente  dispuso  que  se  hic 
ra  para  cada  ano  económico  el  plan  de  las  obras  púbti 
más  urgentes  que  hubieran  de  construirse  en  él,  no  ] 
díendo  aplicarse  á  otras  los  créditos  del  presupuesto. 

Esas  medidas  no  dieron  resultado,  y  el  decreto  de  25 
Enero  de  1901,  cuyo  preámbulo  pone  de  manifiesto 
desbarajuste  en  el  ramo  de  obras  públicas,  pretende  rer 
diarle,  en  cuanto  á  las  carreteras,  ordenando  que  todas 
mandadas  incluir  en  el  plan  se  clasifiquen  en  cuatro-  g 
pos,  según  sean  su  importancia  para  el  interés  genera 
el  coste  de  la  obra,  de  manera  que  vayan  en  los  tres  ] 
meros  grupos  por  el  orden  de  su  preferencia  las  que  sa 
fagan  una  conveniencia  pública  y  permanente  y  en  el  o 
todas  las  demás.  No  podrán  sacarse  á  subasta  las  carre 
ras  clasificadas  en  un  grupo  hasta  que  se  hayan  consti 
do  todas  las  del  anterior.  Las  carreteras  que  nuevame 
se  agreguen  al  plan  sin  previa  clasificación  técnica  se  o 
siderarán  comprendidas  en  el  cuarto  grupo. 

Las  carreteras  que  se  hallan  en  poder  del  Estado  tiei 
una  extensión  de  36  000  kilómetros,  y  los  créditos  df 
cados  á  este  servicio  son;  16,535.000  pesetas  para  ob 
nuevas,  16,371.382  para  conservación  de  las  existente 
156.000  para  dar  trabajo  á  mayor  número  de  braceros 
el  caso  de  crisis  obrera  '. 


'  Parecía  natural  que  es.a  partida  se  dedicara  í  reforzar  ei 
caso  la  de  obras  nuevas,  porque  de  otro  modo  resultará  que  la  c 
servación  será  mejor  ó  peor,  según  que  haya  ó  no  crisis  obrera 
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Es  de  advertir  que  la  mitad  próximamente  de  los  gastos 
de  conservación  se  invierte  en  el  pago  de  capataces  y  peo- 
nes camineros,  y  además  que  á  la  suma  de  esas  tres  can- 
tidades, 33.062.382  pesetas,  hay  que  añadir  como  gastos 
del  ramo  158.631  pesetas  por  intereses  y  amortización  de 
las  acciones  de  carreteras  y  obras  públicas  creadas  de 
1852  al  58,  que  no  han  entrado  en  la  conversión  de  las 
deudas  amortizables,  así  como  la  parte  de  intereses  que 
corresponde  en  el  total  de  la  deuda  pública  á  los  títulos  de 
esa  clase  que  fueron  convertidos  por  unos  14  millones  de 
capital  en  1 88 1  ^ 

Ferrocarriles. — Tratóse  al  principio  de  dejar  su  cons 
trucción  á  la  actividad  individual,  y  ojalá  que  nunca  se 
hubiera  desistido  de  tan  buen  propósito.  Mas  en  los  prime- 
ros movimientos  de  la  especulación,  tan  luego  como  la 
mala  fe  produjo  algunos  agios,  se  olvidó  que  tales  desma 
nes  llevan  en  sí  mismos  el  correctivo,  que  esas  lecciones 
de  la  experiencia  son  más  eficaces  que  la  intervención  ofi- 
cial, por  ilustrada  que  sea,  y  el  Estado  principió  ya  en 
18S0,  no  sólo  á  regularizar  y  dirigir  el  establecimiento  de 
los  ferrocarriles,  sino  á  prestar  auxilio  á  las  empresas  otor- 
gando subvenciones.  Se  concedió  un  6  por  100  de  interés 
al  capital  que  se  invirtiera  en  las  construcciones,  más  otro 
uno  por  ICO,  con  el  cual,  en  los  noventa  y  nueve  años  de 
la  concesión  había  de  amortizarse,  traspasando  al  Estado 
la  propiedad  de  la  vía.  y  nada  se  adelantó  respecto  al  agio- 
taje y  los  abusos,  que  continuaron  del  mismo  modo.  Una 
porción  de  disposiciones  siguieron  á  la  ley  de  20 de  Febre- 
ro de  1850,  que,  encaminadas  al  mismo  fin,  aumentaron 
las  formalidades  y  las  restricciones  sin  obtener  resultados 
más  favorables.  En  3  de  Junio  de  1855,  después  de  una 
escrupulosa  revisión  de  las  concesiones  anteriores,  se  dio 
una  ley  completa  de  ferrocarriles,  que  ha  sido  sustituida  por 
la  vigente  de  23  de  Noviembre  de  1877.  Según  ella,  los  fe- 


*    En  I.**  de  Enero  de  1897  había  invertido  el  Estado  en  la  cons- 
trucción de  caminos  ordinarios  un  total  de  967  millones  de  pesetas 

^5 


rrocarríles  se  dividen  en  linea 
vicio  particular,  y  están  sujet 
alterarse  con  el  concurso  del 
liarse  con  fondos  públicos  la 
servicio  general  de  tres  mane 
terminadas  obras,  entregando 
capital  invertido,  permitiéndi 
obras  ejecutadas  para  uso  pú 
cíón  de  los  derechos  de  adua 
ción  y  explotación  de  los  ferr 
estas  lineas  durará  noventa  y 
dos  los  cuales  el  Estado  adqt 
entra  en  el  goce  completo  de  1 

Para  hacer  efectivas  las  su 
empresas,  creáronse  por  la  le; 
obligaciones  del  Estado  por  f 
por  loo.  Los  títulos  de  esta  c 
cendía  á  608.307.500  peseta' 
1882  en  renta  al  4  por  loo, 
efectivo  de  2,50  por  loo,  con 
más  de  1 5  millones  anualmer 
1878  determinó  que  en  lo  suc 
las  subvenciones  concedidas 
compañías,  y  la  del  presupue 
por  la  de  1890-91,  autoriza  a 
acuerdo  con  los  concesionarií 
cidas  á  los  ferrocarriles  en  am 
ten  el  interés  y  la  amortizacic 
tado  contribuye  al  establecim 

Pero  construidos  los  ferroc; 
necesidades  del  país,  sino  por 
las  concesiones  reportaban, 
cuando  las  empresas  nacidas 

'  La  franquicia  arancelaría  de  li 
dio  ocasión  á  grandiaimos  abusos,  I 
6  de  Julio  de  188B  para  lasnuewasi 
diflcacioncs  de  las  ya  iiechas. 
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ecursos  propios  encontraron  dificultades  para 
■  subsistir,  creyeron  tener  derecho  á  solicitar  nuevos  auxi- 
lios del  Estado,  y  éste,  que  se  reconoció  culpable  de  im- 
previsión y  aturdimiento,  se  ha  encontrado  muy  dispuesto 
■á  concederlos,  aunque  para  ello  haya  tenido  que  empeorar 
ia  triste  condición  de  nuestra  hacienda.  Cedióse  primera- 
mente á  las  compañías  de  los  caminos  de  hierro,  por  Real 
decreto  de  29  de  Diciembre  de  1866,  el  impuesto  del  10 
por  loo  sobre  los  billetes  de  los  viajeros,  que  habia  esta 
blecido  la  ley  de  presupuestos  del  año  1864,  y  aunque  esta 
concesión,  que  importaba  tres  millones  y  medio  de  pesetas 
anuales,  tenía  el  carácter  de  provisional  y  transitoria,  y  se 
hacía  sólo  en  tanto  que  el  Gobierno  hallaba  !a  manera  de 
ayudar  con  más  largueza  á  las  empresas,  se  mantuvo,  sin 
embargo,  durante  diez  y  seis  años,  y  después  de  haber  en- 
tregado á  ias  compañías  en  1869  la  cantidad  de  29  millo- 
nes de  pesetas  por  los  auxilios  ofrecidos,  hasta  que,  gra- 
cias á  la  entereza  del  ministro  de  Fomento  Sr.  Gamazo 
terminó  el  abuso  con  la  ley  de  30  de  Julio  de  1883,  que 
suprimió  aquel  recargo  del  lo  por  100.  En  efecto,  la  ley 
de  II  de  Julio  de  1867  prometió,  con  ligereza  suma,  que 
de  los  fondos  que  se  obtuvieran  por  efecto  de  la  conversión 
de  la  deuda  amortizable  y  diferida  de  1831  se  destinaría 
el  IS  por  roo  á  la  subvención  de  las  empresas  de  ferroca- 
rriles, y  aunque  esas  cantidades,  como  tantas  otras,  se  apli- 
caron indebidamente  y  la  revolución  de  Septiembre  halló 
la  promesa  pendiente  de  cumplimiento,  el  Sr.  Figuero- 
la,  sacrificando,  decía,  su  criterio  particular  ante  la  pa- 
labra empeñada  por  la  nación,  mandó,  por  decreto  de  7  de 
Noviembre  de  1868,  que  la  ley  de  1867  se  llevase  á  cabo, 
y  que  el  fondo  especial  por  ella  establecido  se  constituyera 
con  bonos  del  Tesoro  al  80  por  100,  nombrándose  una 
comisión  que  propusiera  la  distribución  de  esos  auxilios 
directos  y  la  manera  de  otorgar  otros  indirectamente  á  las 
empresas.  Por  decreto  dé  22  de  Enero  de  1869,  se  aprobó 
el  proyecto  de  distribución  á  las  empresas  que  tuvieran  la 
vía.concluída  y  en  explotación  ó  con  las  dos  terceras  par- 
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tes  de  las  obras  ejecutadas,  y  finalmente,  el  decret 

de  Mayo  adjudicó  las  subvenciones,  disponiendo  i 
siguiera  el  estudio  de  los  auxilios  indirectos  que  | 
concederse  á  las  compañías.  La  fórmula  que  ahora 
senla  para  continuar  esa  protección  consiste  en  la  f 
ga  de  las  concesiones,  y  ya  la  ley  de  19  de  Septi 
de  1896  autorizó  al  Gobierno  para  llevar  hasta  198c 
ducidad  de  las  compañías,  á  condición  de  que  éstas 
taran  la  contratación  de  un  empréstito  de  i.ooo  m 
de  pesetas  efectivas  á  lo  menos.  Nosotros  no  tendí 
inconveniente  en  aceptar  la  prórroga  de  las  conce 
siempre  que  se  otorgara  á  título  oneroso,  es  decir, 
cambio  de  un  empréstito,  sino  mediante  precio  equi 
que  á  un  tiempo  resolviera  la  crisis  de  las  compañía; 
neficiase  positiva  é  inmediatamente  á  la  hacienda  pi 
No  se  ha  cerrado,  por  consiguiente,  la  lista  de  los 
ficios  que  cuestan  al  país  los  ferrocarriles,  ni  es  fácil 
minar  lo  que  ya  importa  ',  El  actual  presupuesto  ord 
consigna  641.500  pesetas,  de  ellas  24.000  para  est 
viajes  oficiales,  etc.,  y  el  resto  para  inspección  de  la 
férreas  ^;  pero  el  pago  de  las  subvenciones  figura  en  < 
supuesto  extraordinario,  y  hemos  visto  además  que 
gravamen  de  la  deuda  pública  hay  una  parte  original 
esas  construcciones.  Por  último,  el  decreto  de  16  de  I 
de  1888  mandó  formar  ei  plan  de  los  ferrocarriles  s 
darlos,  y  en  1890  se  presentó  á  las  Cortes  un  proyei 
ley  para  construirlos  con  subvención  del  Estado.  Ten 
pues,  en  perspectiva  nuevos  y  considerables  gastos  d 
ciase. 

De  los  antecedentes  expuestos  se  deduce  que  m 


•  Según  la  A/emaria  de  Obras  públicas  de  1888,  en  fin  de 
año  las  compañías  habían  recibido  del  Tesoro  á  titulo  de  si 
dones  y  de  auxilios  666,293.079  pesetas. 

*  En  su  lugar  veremos  que  este  gasto,  mayor  que  el  coi 
do,  porque  el  personal  de  ingenieros  figura  en  la  plantilla  g 
del  cuerpo,  tiene  su  contrapartida  en  el  presupuesto  de  inj 
porque  se  halla  á  cargo  de  las  compañías. 


r 
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«xageración  en  calcular  que  las  carreteras  y  ferrocarriles 
imponen  al  Estado,  por  todos  conceptos,  un  gasto  anual 
de  más  de  8o  millones  de  pesetas,  y  es  evidente  que  los 
resultados  están  muy  lejos  de  corresponder  á  tan  enorme 
carga.  Nuestros  caminos  ordinarios  son  escasos,  nuestros 
ferrocarriles  malos  y  caros,  unos  y  otros  desproporcionados 
á  las  necesidades  del  tráfico;  aquéllos,  cortos  en  número  ', 
no  pueden  alimentar  á  éstos,  que  son  excesivos  relativa- 
mente *,  y  los  medios  de  comunicación  en  general  vienen 
á  ser  imperfectos  y  costosos.  La  construcción  de  los  ferro- 
carriles, sobre  todo,  degenerando  en  una  especie  de  manía, 
absorbió  capitales  que  reclamaban  una  aplicación  mas  pro- 
vechosa para  el  natural  desarrollo  de  nuestra  vida  econó- 
mica, y  ha  impuesto  al  Tesoro  público  obligacionss  muy 
onerosas.  Merece  también  notarse  como  consecuencia  in- 
mediata de  la  intervención  del  Estado  en  este  punto  la  des- 
igualdad que  existe  entre  las  diversas  provincias;  unas,  fa- 
vorecidas por  el  pader  de  sus  hombres  políticos,  abundan 
en  vías  de  comunicación,  mientras  que  otras,  privadas  de 
I  influjo,  las  tienen  en  un  estado  lamentable. 
invenía,  sin  duda,  algún  estímulo  por  parte  del  Estado 
1  realizar  las  obras  de  esta  clase;  pero  no  se  ha  tenido 
:uenta  al  concederle  ei  consejo  que  da  Stuart  Mili  di- 
ido:  <Los  auxilios  del  Gobierno,  cuando  se  aplican  por 
lita  en  los  particulares  del  espíritu  de  empresa,  deben 
itarse  de  manera  que  ofrezcan  en  lo  posible  un  curso  de 
sñanza  en  el  arte  de  realizar  grandes  cosas  por  medio 
a  energía  individual*. 

\proveckamUnlo  de  aguas;  ríos  y  canales. — Las  necesi- 
es  de  la  agricultura,  la  grande  utilidad  que  ofrecen  como 
lies  de  trasporte,  y  hasta  los  intereses  de  la  misma  ha- 
lda pública,  son  otros  tantos  motivos  que  recomiendan 

EJ  I."  de  Eaero  de  1897  las  carreteras  provinciales  tenían  no 
que  6.832  kilómetros  y  los  caminos  vecinales  19.348,  muchos 
líos  macos  carriles  abUrtot  por  el  tránsito. 

En  líncteiS96  los  ferrocarriles  concedidos  eran  17.563;  de 
I  estaban  en  explotación  12.871. 
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:  los  canales.  Tiene,  en  efecto,  este  géne- 
rácter  ñscal,  que  es  muy  interesante  por 
roduce  en  la  riqueza  imponible;  se  calcu- 
ion  del  secano  en  tierra  de  regadío  eleva 
)  en  un  i5  por  lOO  el  impuesto  territorial, 
iroductivos,  de  una  manera  directa  é  in- 
'S  hechos  en  favor  de  tales  construccio- 
.  las  grandes  empresas  de  canalización 
>sotros  dificultades  casi  insuperables,  ya 
cias  del  suelo  y  de  los  ríos,  ya  también 
I  la  agricultura  que,  si  necesita  del  riego, 
'ez,  y  para  poder  utilizarle,  de  los  abonos 
ítales  que  reclama  la  mejora  del  cultivo. 
tando  disponibles  en  abundancia,  no  se- 
as por  la  falta  de  esos  medios.  De  aquí 
ica  y  más  urgente  la  construcción  de  los 
más  de  servir  directamente  para  el  riego, 
regularizar  la  corriente  de  los  ríos,  guar- 
aguas del  invierno  para  alimentar  y  ex- 
ue  hoy  se  ven  privadas  del  riego  en  cier- 
¡nen  inseguro. 

rigido  ó  subvencionado  la  construccitSn 
i  importantes,  como  el  de  Aragón,  el  de 
ibel  II  que  surte  de  agas  á  Madrid,  y  ha 
ara  estimular  la  constitución  de  empre- 
dicadas  á  ese  objeto.  La  ley  de  4  de  Ju- 
ba subvenciones  á  las  sociedades  cons- 
mos  ó  anticipos  á  los  dueños  de  las  tie- 
gadas;  y  otra  de  20  de  Febrero  de  1870 
nstructores,  después  de  establecido  el 
mportantes  que  habían  de  sacarse  del 
)s  pagado  por  los  propietarios  de  los  te- 
:uyo  efecto  se  redujo  á  dos  años  la  exen- 
ites  disfrutaban  los  regantes  para  la  su- 
dón territorial.  Ninguno  de  esos  siste- 
:has  disposiciones  y  proyectos,  consí- 
,  y  tampoco  los  ha  producido  la  legisla- 
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ción  vigente  de  37  de  Julio  de  1883,  que  establece  subven  ■ 
clones  y  premios  á  favor  de  las  empresas  concesionarias 
de  canales  y  pantanos;  la  subvención  podrá  llegar  hasta  el 
30  por  100  del  presupuesto  de  las  obras,  y  el  premio  hasta 
250  pesetas  anuales  por  cada  litro  continuo  por  segundo 
que  el  canal  ó  pantano  Invierta  en  riego.  En  nlngiin  caso 
el  auxilio  podrá  exceder  del  40  por  100  de  los  gastos  ne- 
cesarios para  el  establecimiento  del  riego.  Á  las  comunida- 
des de  regantes  y  asociaciones  de  propietarios  se  les  auxi- 
lia con  la  construcción  de  la  mitad  de  las  obras  que  pro- 
yecten, si  no  solicitan,  con  arreglo  á  la  ley  de  26  de  Julio 
de  1888,  el  abono  en  metálico  de  esa  subvención.  Las  con- 
cesiones á  los  propietarios  se  hacen  á  perpetuidad;  las  otor- 
gadas á  empresas  que  han  de  regar  tierras  ajenas  duran 
noventa  y  nueve  años,  al  cabo  de  los  cuales  la  propiedad 
de  las  obras  pasa  á  la  comunidad  de  regantes.  En  los  ca- 
nales de  navegación  al  expirar  las  concesiones  las  obras 
son  del  Estado.  El  Gobierno  queda  autorizado  para  cons' 
truir  por  su  cuenta  los  canales  y  pantanos  que  juzgue 
venientes.  Últimamente  el  decreto  de  1 1   de  Mayo  de 
10,  respondiendo  á  las  solicitudes  de  la  opinión  general, 
:  se  muestra  favorable  á  la  construcción  de  las  obras  de 
i  clase,  ha  reorganizado  el  servicio  hidrológico,  y  ha 
>uesto  el  estudio  de  un  plan  de  canales  de  riego  y  de 
taños. 

L  4-95 1. 1 64  pesetas  asciende  la  conSignación  del  presu- 
sto  para  el  aprovechamiento  de  aguas;  105.600  son  de 
sonal,  660,000  para  los  gastos  del  plan  general,  y  el 

0  para  obras  nuevas,  subvenciones  y  conservación  de 
construidas.  Es  de  notar  que  el  canal  de  Isabel  II  ab- 
36  millón  y  medio,  y  todo  lo  que  se  dedica  á  subven- 
ios son  3S4.782  pesetas. 

navegación  marítima. — El  mar  constituye  la  vía  de  co- 
nlcación  más  expedita;  pero  su  uso  exige  la  construc- 

1  de  obras  importantes,  que  faciliten  sobre  todo  el  ac- 
>  á  las  costas  con  la  seguridad  necesaria  y  con  como- 
id  suficiente  para  las  operaciones  del  tráfico.  Las  aguas 
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del  mar,  como  no  susceptibles  de  apropiación,  son  consi- 
deradas de  aprovechamiento  común;  mas  el  derecho  inter- 
nacional ha  exceptuado  de  esta  regla  una  zona  de  dos  le- 
guas, á  contar  de  la  ribera,  que  se  reputa  propiedad  ded 
pueblo  á  que  ésta  pertenece.  Son,  pues,  las  aguas  del  mar 
en  este  pequeño  espacio  lo  mismo  que  las  riberas  de  do- 
minio y  uso  público,  y  el  Estado  dispone  legítimamente 
todo  lo  relativo  á  su  disfrute.  Esta  intervención  de  los  Go- 
biernos se  justifica,  ademas,  con  la  consideración  de  que 
casi  todas  las  obras  y  construcciones  marítimas  tienen  por 
objeto  la  seguridad,  que  es  una  de  las  atenciones  á  que  de- 
ben dar  aquéllos  la  preferencia. 

La  construcción  y  el  sostenimiento  de  puertos,  faros  y 
•boyas  son  los  servicios  que  el  Estado  presta  á  la  navega-" 
clon  marítima. 

Los  fenicios  y  los  romanos  construyeron  ya  en  España 
algunos  puertos;  pero  de  ellos  sólo  cuatro  llegaron  al  si- 
glo XVIII,  siendo  los  existentes  de  construcción  muy  mo- 
derna. Hasta  1S51  no  habia  legislación  uniforme  sobre 
puertos;  pero  entonces  se  formó  un  plan  general  de  ellos,  y 
la  ley  vigente  de  7  de  Mayo  de  1880  los  clasifica  en  puertos 
de  interés  general  y  de  interés  ¡ocal,  subdividlendo  aqué- 
llos en  puertos  de  primero  y  segundo  orden  y  de  refugio. 

Los  puertos  de  interés  general,  unos  se  construyen  di- 
rectamente por  el  Estado  y  otros  están  encomendados  á 
juntas  especiales,  *á  las  que  se  conceden  arbitrios  y  sub- 
venciones. La  consignación  que  se  hace  en  el  presupuesto 
para  las  obras  de  esta  clase  importa  7,230.000  pesetas,  de 
las  que  sólo  225.000  se  dedican  á  obras  nuevas  y  cerca 
de  4  millones  á  subvencionar  las  juntas  locales,  cuya  ad- 
ministración deja  bastante  que  desear  '. 

El  alumbrado  de  las  costas  y  la  colocación  de  boyas, 


'  .Hasta  1898  iban  gastados  100  millones  en  los  puertos  de  inte- 
rés general  y  el  coste  de  las  obras  que  faltan  asciende  á  401  millo- 
nes de  pesetas. 
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va/ieas  y  señales  en  los  puntos  peligrosos  para  la  nave- 
gación estuvieron  abandonados  hasta  el  año  de  1847,  y 
los  pueblos,  y  aun  algunos  particulares,  construían  á  su 
antojo  los  antiguos  fanales  y  linternas,  cobrando  por  ellos 
á  los  navegantes  derechos  arbitrarios;  mas  desde  aquella 
fecha,  por  decreto  de  13  de  Septiembre,  el  Estado  se  hizo 
cargo  de  estos  servicios,  se  puso  en  ejecución  un  plan  ge- 
neral de  alumbrado  marítimo  ^  destinando  á  realizarle  un 
crédito  de  5  millones  de  pesetas,  y  luego  se  ha  ido  dotan- 
do á  nuestras  costas  de  los  faros  y  señales  necesarias,  por 
más  que  habrá  que  hacer  otras  construcciones  de  esa  cia- 
se, á  medida  que  se  vayan  habilitando  nuevos  puertos.  El 
crédito  corriente  para  estas  atenciones  es  de  I.406.210 
pesetas,  délas  cuales  1. 350.210  son  para  faros  V 

Hay  que  advertii"  respecto  de  las  vías  de  comunicación 
en  general  que,  si  dan  lugar  á  gastos,  son  á  la  vez,  como 
en  su  tugar  veremos,  origen  de  algunos  ingresos  para  el 
Estado. 

Construcciones  civiles.  — Desconocemos  la  razón  que  exis- 
to para  colocar  aislado  este  capítulo  y  para  darle  el  mismo 
epígrafe  que  lleva  otro  del  Ministerio  de  Instrucción  públi- 
ca. Tampoco  aquí  se  trata,  como  pudiera  creerse,  de  los 
gastos  de  instalación  que  necesitan  los  diferentes  ramos  del 
Gobierno,  porque  cada  Ministerio  costea  los  locales  y  cons- 
trucciones que  son  para  sus  servicios,  y  ya  vimos,  al  ha- 
blar de  los  gastos  del  material,  el  desorden  que  hay  en  este 
punto.  Las  50.000  pesetas  que  figuran  en  el  artículo  único 
de  este  concepto  se  destinan  al  pago  de  intereses  de  las 
obligaciones  emitidas  para  la  terminación  de  la  Bolsa  de 
Madrid.  jNo  estaría  mejor  esa  partida  en  tre  los  gastos  de 


*  Refomrado  ese  plan  en  1880  y  81,  comprende  19a  faros,  y  ade- 
más 36  luces  de  enñJación.  Se  han  construido  i3o  faros,  gastando 
poco  más  de  20  raUlones  de  pesetas,  y  se  calcula  eo  3  millones  el 
coste  de  las  obras  necesarias  para  terminar  el  plan. 

'  En  1897  había  colocadas  24Z  boyas  y  valizas,  que  habían  cos- 
tado unos  a  millones  de  pesetas. 
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inímiento  de  la  piscifactoría  del  Monastario  de  Pie- 
'ambién  en  este  caso  los  gastos  de  ofícina  y  las  in- 
zaciones  de  personal  consumen  buena  parte  de  la 
pación  indicada.  La  industria  no  recibe  más  protec- 
[ue  el  sostenimiento  de  cuatro  escuelas  de  capataces 
ñas  y  del  Boletín  y  Registro  de  la  propiedad  indus- 
comercial,  creados  por  convenio  internacional  de 
y  el  comercio,  por  último,  únicamente  da  motivo  á 
sto  de  15.300  pesetas,  que  se  gastan  en  la  Bolsa  de 
d. 

suerte  que  los  desembolsos  en  favor  de  la  agricui- 
a  industria  y  el  comercio  con  casi  todos  de  perso- 
aunque  agreguemos  á  ellos  las  391.357  pesetas  que 
el  Ministerio  de  la  Guerra  dedica  al  fomento  de  la  cría  ca- 
ballar, 3.000  que  fíguran  en  Marina  para  fomento  de  la 
pesca  y  25,000  que  Hacienda'  seSala  para  primas  á  los 
constructores  de  buques,  el  total  dice  que  no  es  cierta- 
mente mucho  lo  que  el  Estado  hace  de  una  manera  inme- 
diata en  favor  de  las  industrias,  sin  que  nosotros,  adver- 
sarios de  ese  sistema  de  protección,  le  censuremos  por 
ello.  Pensamos,  sin  embargo,  que  aun  manteniéndose  el 
régimen  actual,  convendría  rebajar  lo  que  se  gasta  en 
sueldos  para  mejorar  y  hacer  eficaces  los  establecimientos 
modelo  y  la  enseñanza  experimental  agrícola. 

Pero  la  acción  del  Estado  se  ejerce  principalmente,  como 
ya  hemos  indicado,  por  medio  de  los  derechos  arancela- 
rios, que  restringen  y  organizan  de  un  modo  artiñcial 
nuestro  comercio  exterior.  Este  sistema,  de  que  habremos 
de  tratar  ai  ocuparnos  de  la  renta  de  aduanas  y  que  se 
llama  protector  del  trabajo  y  de  la  industria  nacionales, 
cuando  en  realidad  lo  que  hace  es  favorecer  á  ciertas  in- 
dustrias y  á  trabajos  determinados  á  expensas  de  los  de- 
más, da  lugar  á  gastos  considerables,  que  debemos  com- 
putar aquí.  Si  el  arancel  no  tuviese  más  que  el  carácter 
fiscal  y  se  propusiera  únicamente  hacer  efectivo  un  im- 
puesto sobre  la  circulación  de  las  mercancías,  la  organi- 
zación de  las  aduanas  y  el  servicio  sobre  todo  de  vigilan- 
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las  costas  y  fronteras  se  símfJiñcaría  nota 
uando  las  prohibiciones  ó  los  altos  derechi 
violentan  e!  tráfico,  lesionan  los  intereses  ( 

y  estimulan  poderosamente  el  fraude,  et 
iistración  se  dificulta  y  son  necesarias  grai 
'madas  para  reprimir  et  contrabando.  Por  e 
ler  á  cargo  de  la  llamada  protección  econi 
considerable  de  los  15.697 .685  pesetas  qut 
3  de  carabineros.  No  hay  para  qué  decir 
>,  en  tanto  que  se  emplean  en  hacer  daño 
■olio  mercantil  y  á  toda  la  riqueza  pública, 
tamente  censurables. 

situación  económica  de  Espai^a  reclama  i 
!,  no  una  violenta  reforma,  que  dejase  a  la 
la,  débil  después  de  larga  tutela,  abandont 
is  fuerzas;  pero  sí  me'didas  que  extiendan 
u  horizonte,  vigorizando  el  sentimiento  ini 
itando  el  espíritu  de  asociación,  para  prepi 
e  pueda  dar  más  útil  empleo  á  todos  esos 
ay  administra  el  Estado  con  tan  poco  luci 


VIII 


Ib  «dmlnljitraclon  de  Ib  hacienda. 


1  los  pormenores  de  la  organización  de  ese 
:o,  que  tienen  un  lugar  más  adecuado  en 
lemos  de  exponer  ahora  los  gastos  á  que  da 

0  que  de  ellos  debe  formarse, 

!S  del  presupuesto  ocupan  los  gastos  de  núes- 
:ión  financiera:  una,  la  octava,  bajo  el  epí- 
io  de  Hacienda,  que  importa  l8.04S.iS6pe- 
i  novena,  con  la  denominación  de  Gastos  de 
tes  y  rentas  públicas,  que  asciende  á  pesetas 
sea  en  conjunto  46.616.421  pesetas.  Esta 
oducida  en  1853,  y  luego  abandonada,  se 

1  desde  el  presupuesto  d?  1878  á  79. 
icurre  preguntar  cuál  es  el  fundamento  de 
le  no  parece  muy  justificada,  porque,  en  efec- 
ocupa  el  ministerio  de  Hacienda?  Del  haber 

recursos  del  Estado.  Los  gastos  de  ese  de- 
)  son,  acaso,  de  las  contribuciones  y  rentas 
■  otra  parte,  los  gastos  de  las  contribuciones 
ministerio  de  Hacienda.'  ¿No  se  hallan  á  su 
pues,  colocar  en  dos  partidas  Ío  que  es  un 

o,  todavía  esa  conducta  pudiera  tener  una 
in  objeto,  si  se  propusiese  separar  á  un  lado 
erales  ó  comunes  del  ramo  de  hacienda,  y 
particularmente  ocasiona  cada  uno  de  los 
igresos.  Comprendemos  que  se  hiciera  un 
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grupo  con  los  gastos  de  la  administración 
pendencias  que  son  comunes  á  todos  los  ri 

nización  provincial,  como  las  delegaciones 
intervenciones,  depositarías,  etc.,  y  otro  ei 
putasen  las  dependencias  y  gastos  que  se 
vamente  á  un  ramo  determinado,  y  esto  ti 
la  ventaja  de  que  podría  ajustarse  cómoda 
de  cada  uno  de  ellos;  pero  como  no  es  est 
porque  vemos  que  figuran  entre  los  gaste 
los  que  son  de  rentas  determinadas,  las  i 
de  aduanas  y  de  rentas  estancadas,  las  fáb 
el  personal  mecánico  de  loterías  y,  en  sur 
mos  especíales;  como  la  distinción  no  se  i 
los  conceptos  de  personal  y  material,  porq 
novena  se  incluyen  los  administradores  c 
los  resguardos  y  otros  semejantes,  y  comí 
terio  ni  principio  alguno  que  sirva  para  I 
los  gastos  en  esas  dos  secciones,  hay  mo 
que  se  buscó  con  ella  no  más  que  el  mod 
poco  el  coste  tota!  de  la  gestión  financien 

Y  ciertamente,  que,  si  esa  especie  de  rt 
de  la  división  que  examinamos,  hay  que  i 
le  faltó  motivo,  al  restablecerse  el  año  de  . 
gastos  de  la  Hacienda  ascendían  á  137  n 
garon  á  ser  más  de  165  en  1886;  pero  de 
eliminado  de  este  presupuesto  partidas  t 
como  los  premios  de  loterías  y  el  coste  dt 
bacos  y  timbre,  ya  no  hay  explicación  algí 
mala  presentación  del  presupuesto  de  Ha( 

Claro  es  que  nosotros  hemos  de  rectiñ 
presupuesto  en  la  forma  ya  indicada,  y  a 
suma  de  las  dos  secciones  los  79.800.00c 
anteriormente  evaluamos  el  coste  de  los 
tabaco,  cerillas  y  explosivos,  de  la  renta 
servicio  del  giro  mutuo;  así  ctímo  las  ol 
deuda  flotante,  que  importan  40  [tallones, 
bien  de  la  administración  del  Tesoro,  aur 
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atenciones  del  crédito  público.  Con  estos  aumentos,  el 
dadero  gasto  que  produce  el  manejo  de  la  Hacienda,  lo 
s  se  ha  llamado  la  función  nutritiva  del  Estado,  se  eleva 
i  cantidad  de  167  millones  en  número  redondo,  que  cal- 
ando el  total  de  los  gastos  públicos  en  i.ooo  millones, 
resenta  el  16,70  por  100,  y  refiriéndola  á  los  887  mi 
íes  de  ingresos  presupuestos  para  1901,  se  acerca  el  19 
■  loo  de  la  recaudación  prevista.  Y  todavía  hemos  de 
ordar  la  considerable  suma  de  más  de  70  millones,  va- 
de los  premios  repartidos  á  los  jugadores  de  loterías, 
■que  si  bien  el  Estado  no  consume  esa  partida,  significa 
pérdida  y  el  gasio  consiguiente  á  su  estéril  movimiento. 
ís  justo  declarar  que  estos  gastos  eran  relativamente 
yores  antes,  que  no  han  aumentado  en  proporción  al 
cimiento  de  los  ingresos;  pero  si  miramos  á  Francia, 
i  sólo  invierte  un   13  por  loo  de  la  recaudación  en  el 
servicio  de  Hacienda;  á  Inglaterra,  donde  esos  gastos  vie- 
nen á  ser  el  10,  y  á  Bélgica,  en  la  que  son  menores  toda- 
vía, habremos  de  convenir  en  que,  no  obstante  los  progre- 
sos conseguidos,  nuestra  gestión  financiera  se  hace  en  la- 
mentables condiciones.  El  mal  está  por  una  parte  en  la 
organización  del  ramo,   por  otra  y  principalmente,  en  el 
número  y  la  índole  de  los  orígenes  de  ingresos. 

La  administración  de  la  Hacienda  ha  logrado  hace  ya 
tiempo  la  unidad  necesaria,  y  aunque  con  lentitud,  se  han 
simplificado  las  operaciones  del  Tesoro,  se  han  concentra- 
do en  él  los  recursos  que  antes  estaban  diseminados  por 
cajas  especiales  y  se  ha  conseguido  que  el  ministerio  de 
Hacienda  recaude  por  si  mismo  la  casi  totalidad  de  los  in- 
gresos. Pero  el  número  de  las  dependencias,  las  relaciones 
entre  ellas  y  la  tramitación  de  los  asuntos  son  suscepti- 
bles de  grandes  reformas  en  favor  de  la  sencillez  y  la  eco- 
nomía del  servicio.  A  pesar  de  que  se  han  suprimido  al- 
gunos, quedan  aún  en  el  ministerio  de  Hacienda  once  cen- 
tros diversos,  incluyendo  el  Tribunal  de  Cuentas  y  la  Di- 
rección general  de  Carabineros,  y  sin  contar  la  Interven- 
ción y  Tesorería  centrales,  ni  las  cuatro  ordenaciones  de 
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pagos  de  Hacienda,  Gracia  y  Justicia,  Gob' 
trucción  pública  y  Agricultura.  Con  un  poc 
luntad  no  seria  difícil  hacer  algunas  redui 
rección  de  lo  Contencioso,  en  lo  que  á  la  ? 
fiere,  podría  incorporarse  á  la  Subsecretarí 
hizo  con  la  Inspección  general,  porque  no  i 
tulo  ni  de  la  naturaleza  de  aquel  centro 
de  impuestos;  la  de  Propiedades  bien  poct 
ministra  y  despacha,  y  la  de  la  Deuda  p\ 
con  la  del  Tesoro,  para  constituir  una  ii 
Banco  de  España  que  tiene  á  su  cargo  la  ' 
ya  las  obligaciones  de  la  deuda  y  podría  sir 
encargarse  por  completo  de  este  ramo. 

El  personal  de  todos  esos  centros  es  tam 
mente  excesivo;  ¿qué  hacen,  verbi  gracia,  li 
dos  que  hay  en  la  Dirección  de  la  Deuda, 
porteros  y  ordenanzas?  Porque  es  de  adven 
terio  de  Hacienda  da  el  mal  ejemplo  de  no 
se  debe,  todos  los  sueldos,  y  en  algunos  cas 
que  asignar  una  cantidad  para  los  dependic 
ciñas.  ¿Son  absolutamente  precisos  loi  13 
que  existen  en  la  Dirección  del  Tesoro,  cor 
tes  de  escalera  abajo?  ¿No  puede  suprimir 
las  82  plazas  ocupadas  en  la  nueva  Direc 
pasivas,  á  la  que  se  consignan  además  16.71 
auxiliares  de  caja  y  portería?  ¿No  sobra  algí 
Ordenaciones  de  pagos?  Y  en  la  administra 
sucede  algo  parecido;  porque  [a  Delegación 
mera  clase,  sin  incluir  los  ramos  especi 
subalternas  que  puede  haber  en  ella,  Vale 
pío,  ocupa  98  empleados. 

De  esta  suerte  resulta  en  la  administrad 
suma  de  1.700  empleados  y  en  la  adminiE 
provincias  llegan  á  4.500,  sin  comprender  I 
dores  de  loterías,  ni  los  resguardos,  ni  los  ' 
otros  conceptos  y  quedando  además  fuera  < 
to  el  personal  de  los  servicios  arrendados. 
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Contrasta  con  este  exceso  y  es  peor  que  él  todavía  la 
mezquindad  de  las  retribuciones,  porque  en  la  administra- 
ción central  el  35  por  100  de  los  empleados  no  cobra  más 
que  1.500  pesetas  y  sólo  un  12  por  too  tiene  sueldos  que 
pasan  de  4.000;  en  las  provincias  el  término  medio  de  las 
dotaciones  no  llega  á  2,000  pesetas.  En  ningún  ramo,  pero 
en  el  de  Hacienda  menos  que  en  otro  alguno,  pueden  man- 
tenerse esos  sueldos  de  75°  y  i.ooo  pesetas  nominales.  , 
Puede  reducirse  bastante  el  personal,  pero  hay  que  retri- 
buir mucho  mejor  que  ahora  al  que  sea  realmente  nece- 
sario. Además,  los  empleados  que  sirven  á  la  Hacienda, 
salvo  algunos  cuerpos  especiales,  como  los  de  abogados 
del  Estado  y  de  Aduanas,  no  se  les  han  exigido  hasta  aho- 
ra condiciones  ni  pruebas,  ni  se  les  habían  dado  garantías 
de  estabilidad,  y  esto  hace  que  no  se  distingan  general- 
mente por  su  aptitud  ni  por  su  celo,  y  que  aun  siendo  tan 
numerosos,  sus  funciones,  que  tan  caras  cuestan,  estén 
mal  desempeñadas. 

Ya  hemos  dicho,  sin  embargo,  que  la  causa  principal 
del  coste  que  tiene  nuestra  organización  económica  con- 
siste en  la  naturaleza  de  los  ingresos;  son  éstos  muchos  y 
heterogéneos  y  necesitan,  por  tanto,  distintas  operaciones 
-de  recaudación  y  una  contabilidad  muy  complicada;  pre- 
dominan los  impuestos  indirectos,  de  administraciónsiem- 
pre  difícil,  y  entre  ellos  los  monopolios  fiscales, que  obligan 
al  mantenimiento  de  grandes  fábricas,  á  la  adquisición  de 
materias  primeras,  etc.,  y  en  estas  condiciones  es  imposi- 
ble lograr  la  sencillez  y  baratura  de  la  Hacienda. 

No  necesitamos  insistir  en  esa  idea,  que  hallará  confir- 
mación cuando  particularmente  examinemos  cada  una  de 
las  rentas  del  Estado.  El  coste  de  la  administración  eco- 
nómica es  el  dato  que  sirve  mejor  para  Juzgarla,  y  la  nues- 
tra no  puede  ser  barata  en  tanto  que  no  se  cambien  radi- 
calmente sus  bases,  sin  que  por  esto  deje  de  ser  cíertoque, 
aun  dado  el  actual  sistema,  cabe  hacer  algunas  deduccio- 
nes y  reformasen  los  gastos  que  ocasiona. 


IX 
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ras  posesiones  del  golfo  de  Gi 

más  de  medio  siglo  y  ocupad 
enes  llegó  á  pactarse  la  venta  ( 
el  año  de  1843  y  entonces  se  a 
indo  Póo  y  Annobón  la  de  C 

continente  africano  compreni 
a  del  río  del  Campo  y  la  derec 
inzáronse  en  los  años  de  185; 

colonización  en  Fernando  Pó 
iciembre  de  1858  se  organizó  1. 

posesiones;  pero  fué  tan  escás 
esfuerzos,  en  los  que  se  invirt 

de  pesetas,  que  un  documei 
a  que  *no  existía  allí  un  metro 

sólido,  ni  apenas  un  edificio 
iblo  nuevamente  creado,  ni  i 
itado  para  la  civilización  espaf 
iado  se  abandonó  !a  idea  de  la 
r  mucho  tiempo,  redujo  la  acc 
mantener  su  autoridad  en  algí 
ígó  á  establecerse,  respetando 

mbulo  del  decreto  de  19  de  Dicieír 
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>res  de  los  habitantes  y  dejando  el  desarroHo  de  cualquier 
)tra  empresa  á  la  iniciativa  particular,  favorecida  con  la 
;ompleta  libertad  de  comercio,  la  exención  de  grávame- 
les físcales  y  la  defensa  de  los  intereses  que  allí  pudieran 
¡rearse. 

Posteriormente  se  ha  reanimado  algún  tanto  la  vida  de 
a  colonia;  se  han  hecho  en  Femando  Póo  descuajes,  edi- 
icaciones  y  otras  obras  y  desde  1884  numerosas  conce- 
siones de  terrenos  para  el  cultivo.  El  decreto  de  26  de  No- 
nembre  de  rSSo  reorganizó  aquella  administración  con  la 
Tiira  de  hacerla  menos  costosa;  pero  muy  luego  volvieron 
i  extenderse  sus  funciones;  en  1885  se  creó  un  subgobier- 
lo  en  la  isla  de  Elobey  chico  y  el  decreto  del  1 7  de  Febre- 
"o  de  1888,  reformado  en  su  artículo  séptimo  por  otra  dis- 
posición, fecha  28  de  Julio  de  1896,  estableció  el  régimen 
que  continúa  vigente.  En  1895  (9  de  Febrero)  se  publicó 
si  reglamento  de  colonización  en  las  posesiones  del  golfo 
de  Guinea. 

Hay  en  Femando  PÓo  un  gobernador,  jefe  de  la  arma- 
da, que  manda  la  estación  naval;  un  secretario,  letrado;  ' 
que  es  también  juez  de  primera  instancia;  un  administra- 
dor y  un  interventor  de  Hacienda  y  se  hallan  establecidos 
tres  Consejos  vecitiales  en  Santa  Isabel,  San  Carlos  y  la 
Concepción. 

El  culto  y  la  enseñanza  están  á  cargo  de  los  misioneros 
y  hermanas  concepcionistas. 

El  sostenimiento  de  la  colonia  primero,  y  el  déficit  de  su 
presupuesto  después  que  se  obtuvieron  allí  algunos  ingre- 
sos, pesó  sobre  nuestras  provincias  ultramarinas,  hasta 
que  á  virtud  de  la  ley  fecha  25  de  Julio  de  1884  queda- 
ron libres  de  esa  carga  Cuba  y  Puerto  Rico,  y  se  repartió 
el  gasto  entre  los  presupuestos  de  la  Península  y  de  Fili- 
pinas en  la  proporción  del  56  y  el  34  por  too  respectiva- 
mente. Hoy  los  gastos  de  Fernando  Póo  forman,  como  ya 
hemos  dicho,  la  décima  sección  del  presupuesto  del  Estado 
con  una  dotación  de  512.387  pesetas. 

El  personal  administrativo  de  la  colonia  cuesta  124.480 
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pesetas  y  se  pagan  además  con  cargo  á 
gunas  pensiones  por  valor  de  1 1.490;  Ii 
giosas  y  la  instrucción  pública  gastan  : 
Compañía  Trasatlántica  recibe  40.000 
comunicaciones  interinsular  y  de  la  col 
nos  y  edificios  públicos  se  consignan  l 
son  pequeñas  asignaciones  para  mate 
hospital  de  Santa  Isabel  y  otros  servicie 
Pequeños  son  esos  gastos,  que  han  s 
yores  anteriormente,  y  forzoso  es  pensí 
cuidando  de  que  sean  más  eficaces  qw 
dar  á  la  colonización  ñrme  asiento  y  d( 
ello  consideraciones  políticas  y  econón 
importancia.  Acaba  de  reconocerse,  au 
que  en  una  parte,  nuestro  derecho  á  t 
en  aquel  lado  del  continente,  y  estamos 
mostrar  que  los  reclamábamos  y  los  qu 
y  cuando  por  otra  parte  las  naciones  dí 
para  llevar  al  África  su  civilización  y  sl 
ña  debe  aprovechar  los  medios  que  se  le 
parte  en  esa  obra.  Por  sí  sola  Fernán. 
descubridor  llamó  la  is/a  hermosa,  y  de 
ley  que  es  una  joya,  brinda  ancho  camj 
sas  agrícolas,  las  explotaciones  industri: 
muy  activo;  está  demostrado  que  su  cli 
ro,  ni  siquiera  intolerable  para  el  europt 
mo  Stanley  escribe,  pudieran  enriquecer 
les  del  mismo  modo  que  hacen  grandes 
extranjeros.  Sobre  todo,  las  posesiones 
nea  son  el  único  territorio  adonde  nuesti 
emigran  pueden  hallar  á  la  sombra  de  s 
clones  y  ventajas  muy  superiores  á  las 
ses  extraños,  son  el  único  camino  que 
toda  expansión  colonizadora,  y  cometí 
error  si  renunciáramos  á  entrar  en  él  y  i 


i8t«H  «xtraordlnarl»!.  -Deuda  j  cargas 
de  Jastlela. 


icho  se  ha  abusado  entre  nosotros  del  presupuesto  ex- 
lúiarío  como  medio  de  ocultar  el  déficit  y  de  justificar 
elación  al  crédito.  Abandonóse  por  algún  tiempo  ese 
to  sistema ,  como  el  seguido  después  de  los  firesu- 
}s  especiales',  formados  con  los  rendimientos  de  la  des- 
tización;  pero  en  1883-84  volvió  á  haber  presupuesto 
ordinario,  y  en  la  actualidad  tenemos  no  uno,  sino 
:uya  historia  y  situación  son  bien  anómalas. 
ley  de  presupuestos  del  7  de  Julio  de  i888  abrió  un 
o  de  171  millones  de  pesetas,  realizables  en  cuatro 
y  dedicados  á  la  construcción  de  una  escuadra;  el 
puesto  para  1S91-92,  ley  de  14  de  Julio  de  aquel  año, 
ó  ese  crédito  hasta  la  suma  de  234  millones,  aplican- 
;  63  del  aumento  á  gastos  de  Guerra,  subvenciones  de 
arriles  y  otros  servicios  del  Ministerio  de  Fomento,  y 
Itimo,  las  leyes  de  30  de  Junio  de  1892  y  5  de  Agos- 
1893  autorizaron  al  Gobierno  para  imputar  al  presu- 
0  extraordinario  el  exceso  de  gastos  que,  por  la  ele- 
n  de  los  cambios,  produjera  el  pago  de  las  deudas  ex- 
ss.  En  su  consecuencia,  los  234  millones  se  distribu- 
de  esta  suerte: 
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íncia  de  esos  dos  presupuestos  y  la  facultad 
jobierno  para  disponer  libremente  de  crédi- 
3S0S  son  causa  de  graves  males,  porque  en- 
ontabilidad  y  dejan  ancho  campo  á  la  arbi- 
sterial.  El  presupuesto  de  1888  ha  debido  li- 
tivamente  al  cabo  de  doce  años,  transfiriendo 
al  otro  presupuesto  extraordinario  de  1896, 
Éste  debía  haberse  guardado  la  formalidad  de 
ualtnente  los  gastos  realizables  y  los  capítu- 
uesto  á  que  podían  aplicarse.  Así  no  se  da- 
que  créditos  concedidos  para  ocho  años  se 
lindan  aguiauo  al  transcurrír  la  mitad  de  ese  período. 

Nada  hemos  de  decir  ahora  acerca  de  los  recursos  con 
que  se  dotaron  esos  presupuestos,  ni  del  gran  déficit  que 
arrojan,  y  en  cuanto  á  los  gastos,  nos  basta  con  insistir 
en  la  idea  de  que  son  de  carácter  ordinario.  En  efecto,  las 
atenciones  de  Guerra  y  Marina,  en  días  de  plena  paz,  las 
■obras  públicas,  que  consisten  en  ferrocarriles,  canales,  etc., 
origen  de  los  actuales  presupuestos  extraordinarios,  asi 
como  las  obligaciones  de  la  deuda  pública,  representan 
necesidades  perfectamente  normales.  Si  hemos  de  tener 
ejército  y  armada,  si  el  Estado  se  encarga  de  las  vías  de 
comunicación  y  ha  de  pagar  á  sus  acreedores'extranjeros, 
¿cómo  han  de  ser  cosas  extraordinarias  la  adquisición  de 
armas  y  de  buques,  la  construcción  de  caminos  y  el  abono 
de  ios  giros?  El  aumento  accidental  de  tales  gastos  es  una 
condición  natural  y  ordinaria  de  los  servicios.  Por  eso,  al 
tratar  de  las  obligaciones  permanentes,  hemos  computado 
ya  las  que  han  figurado  en  los  presupuestos  extraordina- 
rios, formados  como  mero  expediente  de  nivelación,  y  en 
gran  parte  con  créditos,  que  se  incluyeron  antes  entre  los 
ordinarios. 

Pero  consecuentes  con  la  doctrina  que  hace  del  crédito 
en  los  Estados  un  recurso  extraordinario  y  da  ese  mismo 
carácter  á  los  gravámenes  que  nacen  de  su  empleo,  colo- 
camos aquí  el  examen  de  los  gastos  que  ocasiona  la  deuda 
pública. 
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■amos,  sin  embargo,  de  I 
cuyo  sostenimiento  es  ui 
la  ejecución  de  todo  pn 
ina  vez  terminado  el  eje 
lia  para  cuando  estudiem 
el  ser\'icÍo  de  Tesorería, 
rar  las  obligaciones  que 
perpetua  y  las  que,  aun 
ss,  tienen  el  mismo  origí 

3tra  parte,  un  medio  que 
mejor  para  anticipar,  re 
3s  que  examinarle  más  ai 
ntonces  el  ocuparnos  de 
nosotros  y  la  historia  de 
itudes  sólo  mencionaren 
uido  de  una  manera  inm 


hasta  la  época  de  la  rece 
i  nuestra  deuda  pública  ei  „ 
ra  contra  los  sarracenos,  y  tan  anti- 
ento  es  el  olvido  y  la  desatención  de 
raídas  con  los  acreedores  del  Estado, 
e  en  ese  período  de  siglos  lo  ordina- 
umplirlas  y  lo  excepcional  verlas  re- 
os, no  obstante  su  buena  voluntad  y 
udentisima,  no  pudieron  satisfacerlas 
5Sores  ni  las  que  ellos  contrajeron;  los 
,  de  Austria  se  ocuparon  más  que  en 
n  hacerlos  materia  de  imposición,  y 
¡clarar  en  quiebra  la  hacienda  nacio- 
aunque  más  solícitos,  no  lograron 
■  momentos  de  solvencia  en  los  días 
1  los  primeros  años  de  los  reinados  de 

la  pág.  83. 


—  249  ■ 
los  III  y  Carlos  IV,  y  luego  en  el  siglo  XK,  con  la 
rra  de  Independencia,  los  cambios  políticos  y  las  lu- 
>  civiles,  la  deuda  se  ha  visto  postergada  siempre,  re- 
Mido  principalmente  sobre  ella  la  escasez  de  los  recur- 
Los  arreglos  hechos  en  el  crédito  por  las  Cortes  de 
iz,  por  Garay,  por  Ballesteros,  por  Toreno  y  Bravo  Mu- 
,  todos  ellos  han  tenido  como  base  la  reducción  de  los 
reses  devengados  por  los  acreedores  y  de  los  que  de- 
I  percibir  en-  lo  futuro. 

esde  1851  hasta  1872  el  pago  de  la  deuda,  con  algu- 
retrasos  y  descuentos,  adquirió  una  regularidad  antes 
x^nocida;  pero  en  esta  última  fecha  ya  se  mandó,  por 
y  de  2  de  Diciembre,  que  durante  cinco  años  se  abo- 
!  en  papel  un  tercio  de  los  intereses  y  se  suspendieran 
layor  parte  de  las  amortizaciones  concedidas.  En  el 
estre  de  1°  de  Julio  de  I873  dejaron  de  pagarse  por 
pleto  los  cupones,  y  lo  mismo  sucedió  en  los  venci- 
itos  de  Enero  y  Julio  de  1874,  Estos  tres  semestres 
ieron  de  satisfacerse  luego  por  medio  de  subastas  y 
kdicaciones  de  bonos  á  los  tenedores  de  la  duda  into- 
,  y  una  parte  en  dinero  y  otra  en  títulos  del  3  por  100 
s  portadores  de  deuda  extranjera,  estableciendo  al  mis- 
tiempo  la  ley  de  26  de  Junio  de  1874,  que  así  lo  dis- 
j,  que  desde  i."  de  Enero  de  1875  los  intereses  se  pa- 
m  previo  un  acuerdo  con  los  acreedores,  que  implica- 
nayor  disminución  de  sus  derechos.  Pactóse,  en  efecto, 
algunos  de  ellos,  y  se  impuso  á  los  demás  una  reduc- 
.  de  intereses  que  sancionó  la  ley  de  21  de  Julio  de 
5,  segiín  la  cual,  la  deuda  consolidada  al  3  por  100  y 
imortizables  al  6,  procedentes  de  carreteras,  obras  pú- 
is  y  subvenciones  de  ferrocarriles,  devengaban  desde 
le  Enero  de  1877  la  tercera  parte  del  interés  señalado; 
.rtir  del  i."  de  Enero  de  1882  obtendrían  aquélla  un 
rtillo  y  ésta  un  medio  más  por  loo,  y  en  este  último 
el  .jObierno  negociaría  con  los  tenedores  de  ambas 
es  de  deuda,  respecto  á  la  forma  en  que  había  de  au- 
tarse  el  interés,  hasta  que  volvieran  á  percibir  íntegra- 
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acuerdó,  que  consistía  en  canjear  esos  títulos 
il  4  por  lOo  en  la  proporción  necesaria  para  que 
al  4  representase  el  1,7$  y  3,50  céntimos  por 
divamente  del  capital  de  la  deuda  interior  al  3 
de  las  obligaciones  del  Estado  por  ferrocarriles 
ifícultades  encontró  la  inteligencia  con  los  acree- 
mjeros;  pero  vencidas  al  cabo,  la  ley  antes  cíta- 
lo á  la  conversión  voluntaria  de  sus  títulos  del  3 
I  la  misma  forma  que  se  adoptaba  para  la  deu- 
■,  y  previas  algunas  concesiones,  la  propuesta 
da,  verificándose  la  conversión  rápidamente, 
a  amortizable  se  aumentó  con  la  emisión  de  250 
lecha  en  1891,  y  la  unidad  que  aquellas  opera- 
'on  á  nuestra  deuda  se  rompió  en  1896  con  la 
!  las  obligaciones  sobre  ¡a  renta  de  Aduanas,  al 
5  por  loo  y  amortizabies  en  ocho  años  ';  vino 
la  ley  de  28  de  Junio  de  1 899  la  suspensión  de 
¡aciones,  compensada  con  una  boniñcación  en 
le  13  por  ICO*  para  la  amortizable  y  de  23  para 
iones  de  Aduanas,  y  la  incorporación  al  presu- 
la  Península  de  los  intereses  correspondientes  á 
hipotecarios  de  Cuba  reducidos  en  un  20  por 
ley  fecha  30  de  Julio  siguiente,  el  pago  en  igual 
os  intereses  de  las  obligaciones  hipotecarias  de 
ion  la  reducción  del  15  por  1 00. 
idas  en  4  por  100  interior  la  deuda  amortizable 
:as  de  Cuba  y  Filipinas,  la  ley  de  27  de  Marzo 
izo  la  operación,  voluntaria,  y  han  quedado  en  - 
ion  títulos  de  esas  tres  clases, 
no,  el  decreto  de  19  de  Mayo  de  1900,  autoriza- 
ey  de  2  de  Agosto  de  1899,  que  dispuso  la  emi- 
a  nueva  deuda  amortizable  en  cincuenta  años, 

e  se  á\&  á  aquel  empréstito  el  carácter  de  una  opera- 
fro,  las  obligaciones  de  Aduanas  son  propiamente  tftu- 
t  amortizable  del  Estado,  y  sus  gastos,  por  más  que  va- 
losde  la  deuda  flotante,  no  pueden  confundirse  con  los 
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interés  de  5  por  100,  invitó  á  los  I 
para  que  convirtieran  sus  títulos 
)  no  todos  aceptaron  la  propuesU 
inas  de  esas  obligaciones, 
orno  consecuencia  de  todo  lo  expi 
es  de  la  deuda  pública  son  los  del 

DEUDA  CONSOLIDADA 

1 

reses  al  5  par  100  de  la  recoDoddi  d 

!  Estados  Unidos  de  América 

1  del  4  por  roo  exterior ; 

1  dei  4  por  100  interior  ' í: 

Ttización  de  residuos   ..    .. 

tiranto  de  giro  para  pago  de  la  deuda 

DEUDA  AMORTIZABLE 

'eses  del  4  por  100 

isión  al  Baoco  de  España ■ 

■eses  de  acciones  de  obras  públicas 


rtización  de  ta  deuda  del  personal, 
■eses  y  amortización  del  5  por  too. 
I  de  las  obligaciones  sobre  Aduanas. 
■eses  y  aTiortización  del  anticipo  de 

Compañía  de  Tabacos 

■eses  de  los  billetes  hipotecarios  de 

iba 

I  de  las  obligaciones  de  Filipinas  . . 
isión  al  Banco  Hispano-Colonial.. . . 


lot(ü. 

ira  comparar  el  estado  que  antece 
-esupuesto  hay  que  tener  en  cuentt 
mda  atnortizable  las  obligaciones  s 

Comprende  la.s  inscripciones  intransfc 
Clones  civiles  y  fíguraa,  además,  en  el  pi 
or  del  clero,  aunque  no  tienen  partida 
mputables  en  la  dotacidn  de  la  It;lesia,  c 

se  satisfacen. 
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intereses  y  amortización  del  préstamo  de  la  Compañía  de 
Tabacos  y  excluimos  los  conceptos  que  son  propiamente 
de  deuda  flotante  por  valor  de  39.808.324  pesetas.  Debe 
observarse  también  que  la  deuda  amortizable  al  4  por  loo 
y  las  de  Cuba  y  Filipinas  no  tienen  asignación  de  cantidad, 
y  esto  consiste,  sin  duda,  en  que,  abierta  la  conversión,  en 
que  ha  entrado  ya  una  buena  parte  de  esos  valores  y  á  la 
que  habrán  de  ir  al  cabo  todos  ellos,  se  les  da  por  conver- 
tidos y  se  llevan  los  intereses  correspondientes  al  4  por  100 
consolidado  interior.  En  cambio,  se  consigna  para  comi- 
sión de  los  Bancos  de  España  é  Hispano-Colonial,  encar- 
gados respectivamente  del  pago  de  las  indicadas  deudas, 
la  misma  partida  que  en  el  presupuesto  de  1900,  cuando, 
por  el  hecho  de  la  conversión,  esas  comisiones  se  reducirán 
considerablemente. 

•El concepto  de  la  deuda,  que  desde  l853.se  coloca  en  la 
sección  tercera  del  presupuesto  de  obligaciones  generales 
del  Estado,  es  decir,  inmediatamente  después  de  los  gastos 
de  la  Casa  Real  y  de  los  Cuerpos  Colegisladores,  para  in- 
dicar la  preferencia  que  se  le  concede,  ha  tenido  un  rápido 
é  incesante  aumento.  Importaba  en  aquel  año,  después  del 
arreglo  de  Bravo  Murillo,  62  millones  de  pesetas;  subía  en 
1860  á  83  millones,  era  en  1867-68  de  145  y  llegó  á  ele- 
varse para  el  presupuesto  de  1872-73  á  295  millones  de 
pesetas.  Logróse  por  algún  tiempo  una  reducción  impor- 
tante 4e  ese  gasto,  que  se  explica,  como  antes  hemos  visto, 
porque  fué  el  resultado  de  aquellas  conversiones  de  1882, 
cuya  base  estuvo  en  la  baja  de  dos  terceras  partes  hecha 
en  los  intereses  reconocidos  á  los  acreedores  del  Estado; 
pero  las  nuevas  emisiones  y  la  carga  de  las  deudas  colo- 
niales no  sólo  han  destruido  esa  ventaja,  sino  que  han  ele- 
vado este  gravamen  á  la  cifra  mayor  que  nunca  tuvo. 

Y  es  lo  peor  que,  dentro  de  las  actuales  condiciones, 
como  consecuencia  de  lo  ya  hecho  y  establecido  por  las 
disposiciones  vigentes,  los  gastos  de  la  deuda  han  de  te- 
ner aumentos  de  importancia,  traídos  por  las  emisiones 
que  producirá  la  liquidación  de  las  antiguas  deudas,  las  de 
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Cuba  sobre  todo  (el  3  por  loo  amortiza! 
des),  y  por  la  necesidad  ya  reconocida  t 
de  España  los  i  .000  millones  de  pesetas 
mente  importa  la  deuda  flotante  contrai 
rio  de  Ultramar  durante  las  pasadas  gui 

Los  intereses  de  la  deuda  y  la  amor 
loo.única  que  subsiste,  se  pagan  trimesl 
co  de  España  satisface  los  cupones  del  ¿ 
dado  interior  y  exterior  y  del  amortiza 
efecto,  como  Tesorero  del  Estado,  la  car 
cesaría  del  producto  de  las  contribucione 
de  también  á  las  obligaciones  sobre  la  i 
reservándose  los  ingresos  correspondien 
al  pago  del  S  por  loo  amortizabie,  perci 
dimientos  del  monopolio  de  tabacos  la  s 
ello  indispensable.  Los  billetes  hipotecar, 
obligaciones  de  filipinas  las  paga  el  Baii<.u  mapau-j-v^u- 
lonial  por  cuenta  del  Estado. 

La  deuda  exterior  se  halla  domiciliada  en  París,  Lon- 
dres, Berlín,  Amsterdam,  Bruselas  y  Lisboa.  Sin  embargo, 
pof  virtud  de  la  ley  del  17  de  Mayo  de  1898,  que  aplicó  á 
nuestro  4  por  100  el  affidavit  ',  sólo  tienen  derecho  á 
cobrar  los  intereses  en  francos,  libras  ó  marctis  los  propie- 
tarios de  títulos  sellados  y  registrados  oportunamente  en 
las  delegaciones  españolas  de  Hacienda,  y  que  acrediten 
además,  con  las  formalidades  establecidas,  su  calidad  de 
extranjeros  ^. 

Resta  sólo  indicar  que  los  intereses  de  la  deuda,  hecha 
excepción  de  los  correspondientes  á  la  eyueñor estampilla ■ 
aa  y  en  manos  de  extranjeros,  á  las  obligaciones  de  Adua- 
nas y  al  anticipo  de  la  Compañía  de  Tabacos,  están  so- 
metidos al  descuento  de  un  20  por  100  por  el  impuesto 
sobre  utilidades  del  que  más  adelante  hablaremos. 


'    Véase  la  p^.  446  del  tomo  I. 

*    Reales  órdenes  de  30  y  25  de  Junio  y  decreto  de  9  de  Agosto 
áff.  1898;  decretos  fecha  13  de  Mayo  y  10  de  Agosto  de  1899. 
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:ia. — ^Aunque  su  composición  es  bastan - 
onsisten  principalmente  en  indemniza- 
re el  Estado  á  los  poseedores  de  oficios 
públicos  que  se  enajenaron  y  de  derechos  señoriales  abo- 
lidos, en  pensiones  reconocidas  á  miembros  de  la.  familia 
reinante  y  en  censos  que  gravaban  los  bienes  y  rentas  de 
que  aquél  se  ha  apoderado. 

Sin  duda  que  en  principio  es  legítimo  el  origen  de  estos 
gastos,  que  representan  la  triste  herencia  del  pasado;  pero 
bueno  fuera  que  de  una  vez  se  hiciese  la  revisión  formal 
de  esos  gravámenes,  en  que  se  han  cometido  muchos  abu- 
sos, desde  el  punto  de  vista  de  su  temporalidad,  porque  no 
hay  motivo  para  que  sean  perpetuos  y  dejen  de  amortizar- 
se unos  títulos  que  son  capitalizables,  lo  mismo  los  que  ss 
fundan  en  desembolsos  que  los  que  procuran  indemniza- 
ciones. 

Desde  1845  se  han  hecho  numerosas  tentativas  para  su- 
primir ese  concepto,  sin  equivalente  en  los  presupuestos 
extranjeros,  solventándole  por  medio  de  títulos  de  la  deu 
da  pública,  que  es  el  verdadero  carácter  que  tienen  tales 
obligaciones;  la  ley  de  29  de  Abril  de  1855  anunció  ya  la 
conversión  de  las  cargas  de  justicia  en  deuda  pública;  la 
del  presupuesto  para  1870-71  autorizaba  la  capitalización 
en  3  por  ico  interior,  y  de  ios  cálculos  hechos  entonces 
resultaba  que  al  90  por  too  de  las  rentas  reconocidas  ha- 
bría habido  que  emitir  de  90  á  loo  millones  de  pesetas. 
Algunos  interesados  aceptaron  la  proposición  y  hasta  se 
mandó  expedirles  los  títulos  correspondientes  á  sus  créditos; 
pero  no  llegó  á  verificarse  así,  y  en  31  de  Enero  de  1873 
se  mandó  que  continuara  haciéndose  el  pago  como  antes. 
Otra  vez  la  ley  de  31  de  Julio  de  1876  dispuso  que  el  Go- 
bierno concertara  con  los  perceptores  de  cargas  de  justicia 
el  pago  en  bonos  del  Tesoro,  si  cedían  aquéllos  en  favor 
del  Estado  el  25  por  100  del  importe  liquido  de  las  cantida- 
des que  figuraban  en  los  presupuestos.  Durante  el  tiempo 
que  esa  disposición  se  halló  en  vigor  fueron  muchas  las 
conversiones  que  se  llevaron  á  cabo,. con  ventaja  notoria 
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para  los  particulares,  que  por  ese  medio  pudi 
de  un  capital  de  que  antes  aparecían  como  n 
tuarios,  y  con  no  menos  beneficio  para  el  Ti 
que  veía  disminuir  el  importe  de  lo  que  esta 
pagar  en  cada  año.  Si  el  Gobierno  no  se  hubi 
caso  de  suspender  la  operación,  por  haber  c 
otros  fines  de  los  bonos  con  que  contaba,  e 
se  habría  extinguido  entonces  la  casi  totalí 
cargas. 

El  Sr.  Cos-Gayón  quiso  hacer  obligatoria 
en  4  por  loo  interior;  pero  el  Congreso  mo 
yecto,  y  la  ley  de  12  de  Junto  de  1885  dispo 
mita  la  conversión  á  los  perceptores  que  la  s 
pre  que  las  cargas  de  justicia  tengan  el  cara 
tuas  y  hayan  sido  declaradas  subsistentes,  p 
de  deuda  necesaria  para  producir  un  interés  i 
100  de  las  rentas  que  se  consignan  en  el  pr< 
dena  también  la  ley,  en  su  art.  2.°,  que  desd 
'  de  1885  se  suspenda  el  pago  de  todas  las  rer 
tes  de  cargas  de  justicia  que  no  hayan  sii 
subsistentes  con  las  formalidades  establecidt 
cepto  tiene  por  motivo  el  que  todavía  se  halla  sin  concluir 
la  revisión  general  de  esos  derechos,  acordada  en  1853,  y 
resulta  que  los  que  se  declaran  caducados  han  venido  per- 
cibiendo treinta  anualidades  indebidamente. 

En  tanto  que  esas  disposiciones  surten  mayores  efectos 
que  los  conseguidos  hasta  ahora,  y  tememos  que  sus  re- 
sultados no  han  de  ser  considerables,  las  obligaciones  por 
cargas  de  justicia,  aumentadas  con  algunas  que  pesaban 
sobre  los  presupuestos  de  Ultramar,  son  las  que  á  conti- 
nuación se  expresan: 


Ofic¡i)s  y  derechos  enajenados 376.005 

Recompensan  por  salinas .  1 5.813 

Asignaciones  censuales  sobre  terrenos  y 

derechos  del  Estado 191.618 

Suma  y  sigue  583.446 


Suma  anterior 583.446 

Artículo  4  '    Recompensas  por  derechos,  rentas  y  ser- 
vicios   402.0<»0 

—  S  "    Censos  y  pensiones  afectas  á  fincas  del 

Estado .   ..  a3.6<i7 

—  6  "     Condonaciones 450.000 

Capítulo  2."    Recompensas  por  derechos,  rentasy  ser- 
vicios reconocidos  en  las  colonias. . ..  37.000 

Total 1.496.053 


La  caducidad  de  algunas  cargas  y  las  conversiones  de 
otras,  que  antes  hemos  referido,  han  hecho  disminuir  este 
gasto,  que  pasaba  de  cuatro  millones  en  1850  y  ha  sido 
mayor  de  tres  hasta  1876.  También  ias  cargas  de  justicia 
están  sujetas  ai  impuesto  de  20  por  loo. 

Sumando  ahora  la  partida  de  la  deuda  con  la  de  las  car 
gas  de  justicia,  llegamos  á  un  total  de  379.185.706  pese 
tas,  que  representan,  como  ya  sabemos,  muy  cerca  del 
38  por  loo  de  nuestros  gastos  públicos.  No  es  necesario 
insistir  en  la  enorn^idad  de  éste  guarismo,  que  desnivela 
el  presupuesto  y  hace  imposible  para  el  Estado  una  vida 
económica  ordenada.  Las  demás  naciones  se  encuentran 
en  una  situación  semejante:  Inglaterra  y  Bélgica  invierten 
aproximadamente  en  !a  deuda  el  16  y  el  23  por  100  de 
sus  ingresos  respectivamente,  Italia  llega  al  34  y  Francia 
pasa  del  35;  pero  esto  no  quiere  decir  más  sino  que  es 
general,  y  mayor  en  España  que  en  ninguna  otra  parte, 
la  necesidad  de  reducir  las  deudas  públicas.  En  la  dismi- 
nución de  este  gravamen,  que  es  el  más  importante  de 
todos,  es  donde  se  ha  de  buscar  e!  alivio  de  los  presu- 
puestos. De  aquí  nuestro  empeño  en  que  esta  atención  se 
mire  como  extraordinaria  y  se  la  satisfaga  preferentemente 
para  que  pueda  llegarse  á  la  regularidad  de  la  hacienda  pú- 
blica. Y  si  se  invoca  la  situación  de  otras  naciones,  peor  en 
este  respecto  que  la  nuestra,  deben  recordarse  al  mismo 
tiempo  los  esfuerzos  que  se  hacen  por  todas  partes,  en  In- 
glaterra sobre  todo,  para  aminorar  los  débitos  del  Estado. 
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En  España  las  únicas  disposiciones  encan 
interesante  objeto  son:  el  art.  5.°  de  la  ley  di 
que  realizó  la  conversión  de  las  antiguas  de 
dadas  ,  según  el  que  debía  invertirse  en  an- 
del 4  por  loo  perpetua  la  quinta  parte  al 
sobrantes  que  dieran  los  presupuestos  desc 
á  84  .  y  el  art.  7."  de  la  ley  del  5  de  Agosto 
mandó  dedicar  á  la  compra  mensual  de  esa 
la  mitad  á  lo  menos  del  exceso  que  sobre  lo 
dieran  las  contribuciones  de  inmuebles  y  coi 
ni  hubo  tales  sobrantes,  ni  se  puede  contar  c 
ra  ni  en  mucho  tiempo,  y  es  á  toda  costa  indi 
llar  una  manera  de  disminuir  el  gravamen  d< 

La  opinión  general,  que  en  estas  materias ! 
Gilmente,  venia  solicitando  que  á  titulo  de  in 
tableciera  un  descuento  sobre  los  intereses  1 
públicos,  y  ya  hemos  visto  que  al  cabo  preva 
tan  desdichada. 

En  la  Parte  general  '  hemos  rechazado  I 
de  la  deuda  á  nombre  de  los  principios  jurídi' 
eos  y  finincieros.  Nos  referimos  á  todo  lo  dii 
y  añadiremos  ahora  que  en  ningún  otro  país 
medida  tan  impolítica,  tan  injustificada  y  tan  i 
resulta  entre  nosotros,  porque,  además  de  ir 
las  conveniencias,  falta  á  solemnes  comprom 
gabán  al  decoro  de  la  patria. 

El  Estado  español  vive  del  crédito,  porque 
lo  que  importan  sus  recursos,  ha  sufrido  adí 
desastres,  y  por  una  y  otra  causa  ha  contrat 
mente  varios  empréstitos  y  tendrá  muy  pron 
otros,  y  aunque  llegue  algún  dia  en  que  pu 
lista  de  esas  emisiones,  quedará  obligado  á 
el  siguiente  en  la  reducción  de  la  deuda  por  i 
versiones.  De  manera  que,  siendo  el  crédito  u 
presente  y  el  medio  único  de  redención  con  1 


Tomo  I,  cap.  XVIIl  de  la  seccWo  j." 


Mi^M 
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porvenir  de  nuestra  hacienda,  es  insigne  torpeza  lastimar- 
le, y  el  Estado  pagará  con  grandes  usuras  el  provecho  que 
saque  de  gravar  los  intereses  de  la  deuda. 

En  España  no  podía  invocarse  la  equidad  para  estable- 
cer descuento  a'guno  sobre  los  intereses  de  la  deuda,  que 
son  consecuencia  de  uno  y  otro  arreglo,  es  decir,  de  pna  y 
otra  bancarrota:  el  4  por  loo  consolidado  actual  represen- 
ta el  antiguo  3  por  100  reducido  a!  1,75,  como  el  3  fué  re- 
sultado "de  conversiones  y  reducciones  ar\teriores,  que  re- 
petidamente mermaron  capitales  é  intereses.  ¿Con  qué  ra- 
zón alegan  los  contribuyentes  la  igualdad  del  sac  ificio  en 
Jas  épocas  normales  y  no  en  los  momentos  críticos?  ¿Por 
qué  no  han  comenzado  ellos  por  abandonar  el  total  desús 
rentas  unas  veces,  las  dos  terceras  partes  ó  la  mitad  en 
muchos  otros  casos,  como  han  tenido  que  hac3r  los  acree- 
dores del  Estado?  ¿Por  qué  los  propietarios  é  industriales 
no  han  sacrificado  á  la  hacienda  pública  una  porción  de 
sus  capitales,  equivalente  á  la  que  han  perdido  los  tenedo- 
res de  la  deuda? 

Según  cálculos  que  deben  ser  muy  aproximados,  los  ren- 
tistas percibieron  durante  el  siglo  XVI.Ipoco  más  de  un  10 
por  loo  de  los  intereses  ó  anualidades  á  que  tenían  dere- 
cho ',  y  si  fuera  posible  hacer  la  cuenta  de  las  vicisitudes 
por  que  han  pasado  las  diversas  formas  dul  capital,  se  voria 
que  ninguna  ha  sufrido  más  quebrantos  que  la  representa- 
da por  títulos  de  la  deuda.  Si  se  pudieran  seguir  las  tras- 
formaciones  de  una  suma  invertida  á  principios  del  si- 
glo XIX  en  deuda  pública,  y  de  otra  igual  representada 
por  bienes  inmuebles  ó  capitales  industriales,  se  veria  que 
mientras  esta  última  ha  rendido  ordinariamente  un  interés 
y  ha  aumentado  su  valor,  la  primera  ha  estado  largos  pe- 
riodos sin  dar  interés  alguno,  ha  cobrado  generalmente  no 
más  que  una  parte  de  él,  y  sólo  por  excepción  ha  percibi- 
do íntegros  sus  réditos,  y  en  cuanto  ai  capital,  ha  quedado 
reducido  á  menos  de  la  mitad.  Es  decir,  que  en  los  mo- 

'    Calzado,  Apuntes  fit 


—  26o  — 
mentos  de  apuro  se  acude  á  los  acreeda 
les  inmola  sin  piedad,  se  les  merman  su! 
sideración  alguna,  y  luego  en  las  époc 
les  echa  en  cara  el  perciíx)  de  unas  rent 
lentamente  aminoradas. 

Aparte  de  esto,  el  derecho  constituido 
nante;  había  un  compromiso  contraído 
de  fondos  púbücos  y  ha  debido  mantem 
La  ley  de  21  de  Julio  de  1876,  que  1 
parte  los  intereses  de  la  deuda,  decía  en  s 
bierno  no  impondrá  ningún  gravamen  t 
tereses  que  en  la  presente  ley  se  consign 
que  se  amorticen  en  virtud  de  sus  dispos 
luego  las  conversiones  de  1881  y  82,  qi 
punto  de  partida  los  mandatos  de  esa 
miento  suyo,  resolvieron  definitivament 
cho  de  los  acreedores;  hicieron  éstos  ni, 
y  cuando  pidieron  que  se  declarasen  librt 
to  los  intereses  que  se  iban  á  reconocer, 
declaración  no  era  necesaria,  porque  el  a 
1876  quedaba  en  pleno  vigor.  Con  esta 
fueron  aceptadas  las  conversiones. 

Es  ocioso,  por  tanto,  discutir  sobre  si  1 
de  1876  se  dictó  únicamente  para  los  ¡n 
tablecidos,  ó  si  ha  de  entenderse  apHcat 
que  son  una  transformación  de  aquéllos. 
el  hábil  y  afortunado  negociador  de  aque 
el  Sr.  Cámacho,  que  llevaba  la  representa 
labra  del  Estado,  dijo  á  los  acreedores,  j 
nemente  en  el  Parlamento  y  lo  ha  consigí 
que  los  títulos  del  4  por  ico  se  emitían  c 
todo  impuesto  que  recayera  sobre  sus  in 
El  pacto  no  hacía  falta,  porque,  como 
do.  se  trata  de  intereses  que  proceden  di 
guita,  con  el  cual  se  redujo  en  más  de  ui 


'a  sobre  la  hacienda  pública  de  Espah 
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ríenos  de  la  mitad  el  capital  de  la  deuda;  pero 
nás  existia  el  pacto. 

itoria  de  la  deuda  española  veremos  que  ésta 
írnamente  algún  descuento  y  ligeras  imposicio- 
ire,  sobre  las  amortizaciones,  etc.;  pero  en  la 
ya  lo  hemos  dicho,  desde  la  ley  del  27  de  Mar- 
,  los  intereses  de  fondos  públicos  están  sujetos 
a  de  20  por  loo. 

medida  una  de  las  que  se  adoptaron  para  nor- 
íitu ación  de  nuestra  hacienda  después  de  !os  de- 
iniales;  mas  ni  aun  así,  ni  como  medio  de  Hqui- 
parece  legitimo  el  impuesto.  Si  el  Estado  no 
3lir  todas  sus  obligaciones,  lo  procedente  y  lo 
.0  que  hace  el  particular  en  casos  tales,  ofrecer 
á  los  acreedores  todos  los  recursos  disponibles,  distribuir- 
los honradamente  entre  ellos,  y  entonces  la  deuda  se  hu- 
biera reducido  en  el  20,  en  el  30  por  loo  ó  en  la  propor- 
ción que  señalara  el  limite  de  los  ingresos  racionalmente 
posibles,  sin  que  nadie  pudiera  quejarse  de  atropello.  Que 
el  Estado,  en  los  momentos  de  apuro,  se  acuerde  de  que 
es  soberano  y  rebaje  á  título  de  impuesto  ló  que  deja  de 
pagar  por  insolvente,  es  incurrir  en  una  doble  falta  de  hi- 
pocresía y  de  violencia.  Además  la  íM/'/n,  la  reducción  de 
los  créditos,  exigida  por  la  fatalidad  y  la  penuria  de  la  ha- 
cienda, hubiera  dado  al  Conflicto  una  solución,  que  no  con  ■ 
sigue  el  impuesto,  cuyo  alivio  se  promete  ya  al  estable- 
cerle, creando  así  para  el  porvenir  una  dificultad  y  una 
amenaza. 

No  se  ha  dado,  sin  embargo,  al  impuesto  ese  carácter, 
que  tiene  en  realidad,  de  un  sacrificio  inevitable  y  se  alega- 
ron para  fundarle  principios  de  igualdad  y  la  conveniencia 
de  gravar  la  riqueza  mobiliaria,  que  le  dan  apariencias  de 
justicia. 

En  cuanto  al  tipo  de  la  imposición  y  á  sus  efectos,  bien 
notoriamente  contradicen  las  razones  alegadas,  porque  si 
se  trataba  de  someter  á  contribución  una  riqueza  que  es 
de  condición  privilegiada,  ha  debido  gravársela  con  un  tipo 
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no  más  bajo,  sino  más  alto  que  el  exigii 
como  la  territorial,  por  ejemplo,  que  son  1 
estimables.  Después  de  establecido  el  imp: 
cesarlo  hacer  una  emisión  de  deuda  am 
visto  la  necesidad  de  señalarle  un  interés 
eximirla  del  descuento  ó  compensarle,  á 
dimiento  efectivo  sea  del  4,  y  todavía  se 
que  esa  deuda  no  podrá  ser  gravada  en 
nuevas  contribuciones,  ¿IDónde  están  el  ( 
la  lógica  de  los  que  siguen  tal  conducti 
¿cómo  podrá  salirse  de  la  situación  ere 
fué  un  despojo  del  20  por  100  de  sus  cap 
ron  los  tenedores  de  títulos  de  la  deuda, 
rebaja  del  gravamen  será  un  regalo  hechi 
ees  posean  esa  misma  deuda  pública. 

Por  de  pronto,  el  impuesto  que  censí 
imposible  un  medio  fácil  para  reducir  la  < 
ra  consistido  en  invitar  á  los  acreedores 
un  pequeño  descuento,  el  de  5  por  100  p 
gándose  el  Estado  á  aportar  una  cantidad 
to  que  diera  6sa  rebaja,  para  constituir  c 
un  fondo  invertido  trimestralmente  en  la 
subasta  ó  por  sorteo.  Por  eso  no  explanan 
ahora  irrealizable,  como  hacíamos  en  la 
aunque  nos  reservamos  insistir  sobre  ella 
política  financiera,  por  si  algún  día  recor 
sibilidad  de  aplicarla. 


SECCIÓN  TERCERA 

IGRESOS  DEL  PRESUPUESTO  ESPAÑOL 

I 
C7«Bsld«racl«Bes  |(en«r»lea. 


'  En  la  historia  hemos  aprendido  que  el  Estado  español 
vivió  casi  constantemente  en  gran  penuria,  y  en  el  examen 
que  acabamos  de  hacer  de  nuestros  gastos  públicos,  hemos 
encontrado  que  también  en  la  actualidad  pecan  algo  de  ex- 
cesivos y  mucho  de  mal  empleados  los  consumos  del  Go- 
bierno. E>e  igual  manera,  pues,  que  en  lo  pasado  se  acude 
á  todo  género  de  arbitrios  y  recursos  para  suitir  al  Erario, 
hallaremos  que,  al  presente,  los  ingresos  admitidos  obede- 
cen al  propósito  de  llevar  á  las  arcas  del  Tesoro  una  can- 
tidad determinada,  más  que  á  las  exigencias  de  la  razón 
y  de  los  principios  de  la  justicia;  porque,  según  venimos 
repitiendo,  la  cuestión  de  los  recursos  es  secundaría;  queda 
resuelta  ya  en  lo  capital  al  hacerse  la  fíjactón  de  los  gastos, 
y  tan  luego  como  éstos  traspasan  los  límites  convenientes 
al  consumo  público,  no  es  dado  esperar  ni  conseguir  que 
los  ingresos  tengan  condiciones  aceptables. 

En  otro  sentido  se  marca  la  influencia  de  los  gastos  pú- 
blicos sobre  los  medios  económicos,  que  sirven  para  aten- 
derlos. Cuando  el  Estado  extiende  sus  atribuciones  según 
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ocurre  en  España,  y  la  administración  se  encarga  del  fin 
religioso,  de  la  enseñanza,  de  las  vías  y  medios  de  comu- 
nicación y  de  proteger  la  industria,  como  sus  servicios  no 
pueden  menos  de  ser  retribuidos  de  algún  modo,  los  oríge- 
nes de  ingresos  se  multiplican,  y  como,  por  otra  parte,  se- 
mejante política  restringe  las  adquisiciones  del  Erario,  há- 
Uanse  algunos  recursos,  los  productos  de  las  aduanas  y  la 
contribución  industrial,  por  ejemplo,  cohibidos  en  sus  pro- 
gresos y  natural  desarrollo,  y  es  necesario  buscar  en  nue- 
vas fuentes,  ó  exigiendo  mayor  caudal  á  las  ya  abiertas, 
la  compensación  para  esas  deficiencias.  A  esto  se  agrega 
que  el  contribuyente,  hallando  injustificadas  las  exacciones 
y  mal  organizados  los  servicios  del  Estado,  considera  le- 
gítima la  resistencia  lucha  con  la  Hacienda,  oculta  la  ri- 
queza, apela  al  fraude  y  nace  de  aquí  un  nuevo  motivo 
para  la  arbitrariedad  administrativa,  para  el  establecimien- 
to de  otras  contribuciones  y  para  la  elevación  de  los  tipos 
señalados  á  todas  ellas. 

Nuestro  sistema  rentístico,  además,  tiene  por  base  la  re- 
forma de  la  tributación  hecha  en  1845,  que  si  mejoró  no- 
tablemente lo  que  entonces  existía,  no  estaba  libre  de  erro 
res  y  era  un  primer  paso  al  que  debían  seguir  otros  mu 
chos,  que  corrigieran  y  acabaran  la  Obra.  Estos  pasos  no  se 
dieron  y  aquellos  se  defectos  se  han  aumentado  con  la  crea 
ción  de  nuevos  impuestos  que  ha  hecho  perder  al  llamado 
sistema  tributario  la  sencillez,  que  era  su  mayor  ventaja, 
y  con  el  descuido  ó  la  modificación  desacertada  de  los  que 
por  él  se  establecieron.  Las  contribuciones  directas  recia 
man  una  estadística  con  que  no  se  contaba  en  184S;  pero 
al  cabo  de  más  de  cincuenta  años,  sólo  hemos  logrado  ad- 
quirir unos  datos  acerca  de  la  materia  imponible  cuya  fal- 
sedad es  notoria,  y  esto  es  mucho  peor  que  no  tenerlos; 
de  manera  que  no  hay  exageración  en  afirmar  que  hoy  esi 
más  imperfecta  que  en  la  fecha  citada  la  administración  de 
esos  impuestos;  la  reforma  de  los  indirectos  ha  ft^acasado 
por  completo,  en  cuanto  á  la  sustitución  de  los  consumos 
varias  veces  intentada,  y  en  materia  de  aduanas,  que  han 
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llegado  á  hacerse  prohibitivas,  y  si  se  han  suprimido  los 
estancos  de  la  sal  y  de  la  pólvora,  hanse  creado,  en  cam- 
bio, los  de  cerillas  y  explosivos,  y  se  han  agravado  y  ex- 
tendido muchas  imposiciones,  como  el  timbre  y  los  dere- 
chos reales. 

Estos  desfavorables  antecedentes  relativos  al  presupues- 
to español  de  ingresos  empiezan  á  confirmarse  tan  pronto 
como  se  dirige  sobre  él  una  ojeada,  porque  sus  vicios  se 
revelan  ya  hasta  en  el  modo  de  presentarle;  no  ocupa  más 
que  cuatro  páginas,  y  allí,  perdida  entre  el  fárrago  inmen- 
so de  los  gastos  ^ ,  se  nos  ofrece  una  enumeración  de  los 
ingresos ,  que  no  tiene  los  desarrollos  y-  pormenores  necesa- 
rios. Lo  que  menos  importa  saber,  tratándoáe  de  los  recur- 
sos de!  Estado,  es  la  oficina  que  los  recauda,  y  éste  fué,  sin 
embargo,  el  criterio  adoptado  para  clasificarlos,  hasta  que 
el  presupuesto  de  l888  89  los  presentó  ya  de  manera  algo  _ 
más  ordenada  y  razonable,  divididos  en  cinco  capítulos.  A 
contar  desde  los  presupuestos  para  1892-93,  los  ingresos 
se  acomodan  á  una  división  en  secciones,  capitulos  y  ar- 
tículos igual  á  la  adoptada  para  los  gastos.  Es  de  advertir, 
no  obstante,  que  ios  capitulos  coinciden  con  las  secciones> 
y  esta  distinción,  así  aplicada,  es  completamente  inútil. 

Hé  aquí  los  epígrafes  y  el  contenido  de  cada  una  de  las 
seis  secciones  de  que  ahora  consta  el  presupuesto,  por  ha- 
berse agregado  otra  para  los  ingresos  de  Fernando  Póo. 

Skccióm  i.'' — Donativos  y  contribuciones  directas. — Com- 
prende en  sus  catorce  artículos:  los  donativos  de  la  fami- 
lia real,  del  clero  y  de  las  monjas,  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y  ganadería,  la  industrial,  los  impuestos 
sobre  las  utilidades,  de  derechos  reales,  de  minas,  sobre 
grandezas  y  títulos,  de  cédulas  personales,  de  pagos,  de 
carruajes,  sobre  los  naipes,  el  de  casinos  y  la  contribución 
de  las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra. 

Sección  2." — Contribuciones  indirectas.  — ConsXB.  de  los 
diez  artículos  siguientes:  aduanas,  impuestos  sobre  el  azú- 

•     El  actual  presupuesto  forma  un  tomo  do  994  pá;TÍnas. 
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car,  los  alcoholes  y  la  achicoria,  arbitrios  di 
rechos  de  consulados,  impuesto  de  consui 
sal,  sobre  viajeros  y  mercancías,  timbre  é  i 
el  gas,  la  electricidad  y  el  carburo  de  calcii 

Sección  3." — Monopolissy  servicios  exploU 
ministrcuión. — Contiene  otros  diez  artículos 
lias,  loterías,  moneda,  Giro  mutuo,  Gaceta, 
grafos  y  teléfonos,  establecimientos  pénale 
de  explosivos. 

Sección  4." — Propiedades  y  derechos  del 
el  concepto  de  Rentas,  abraza  éstos  siete  ai 
linas  de  Torrevieja,  las  minas,  producto  c 
rentas  del  Estado,  rentas  de  los  bienes  del  < 
da,  de  secuestros  y  diferentes  derechos  del 
se  mezclan  el  20  por  100  de  propios  con 
mientos  forestales ,  las  consignaciones  de  li 
para  archivos,  bibliotecas  y  enseñanza,  la  (. 
de  ferrocarriles  para  inspección,  los  depósít 
intereses  de  demora,  renta  de  los  bienes  de 
ministración  de  participes,  pesas  y  medidas, 
de  gastos  por  cobranza  de  los  recargos  muí 
rarios  de  los  abogados  del  Estado  y  el  1 
Compañía  de  Tabacos  por  el  coste  de  la  in 
Ventas  comprenden  otros  seis  artículos:  el 
riores  á  1885,  que  no  tiene  partida;  el  de  pU 
tos  por  ventas  y  redenciones,  el  de  concept 
nos  del  mismo  origen,  el  producto  de  las  £ 
permutas  de  edificios  públicos,  la  venta  de 
terial  inútil  del  ramo  de  Guerra  y  la  del  de  I 
tos  estos  tres  últimos  que  no  tienen  consi 
alguna. 

Sección  5." — Recursos  del  Tesoro. — Nue\ 
son:  redenciones  del  servicio  militar,  del  se 
na,  reintegros  de  ejercicios  cerrados.  Caja  d 
blicaciones  oficiales,  recursos  eventuales,  im 
mora  sobre  fondos  distraídos,  alcances  y  atrasos  hasta  fin 
de  1849. 
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Sección  6.* — Colonia  de  Femando  Póo, — Se  compone  de 
tres  artículos:  el  uno,  impuesto  sobre  los  contratos  de  tra- 
bajo; el  segundo,  productos  de  ventas  y  censos  sobre  tie- 
rras y  solares,  con  más  derechos  de  importación  y  expor- 
tación, y  el  último,  efectos  timbrados  y  cédulas,  productos 
del  Hospital  de  Santa  Isabel  y  rendimientos  de  las  factorías 
de  Elobey. 

El  resumen  de  los  ingresos  ofrece  este  resultado: 

Donativos  y  contribuciones  directas 376.020.790 

ídem  indirectas  .    ..  é ..... .      325  640  000 

Monopolios  y  servicios  explotados 156  650  024 

Propiedades  y  derechos  del  Estado .  j^^^; ;:;;;;        ''  J^ J  *S* 

Resursos  del  Tesoro     6 .005  000 

Colonia  de  Femando  Póo 84  147 

Total '885998.215 

La  clasificación  que  hemos  extractado  deja  mucho  que 
desear  todavía  y  se  resiente  de  su  origen.  Así  vemos,  en- 
tre otras  anomalías,  que  se  suman  á  las  contribuciones  di- 
rectas todas  las  que  pagan  las  provincias  aforadas,  se  con- 
sideran también  directos  los  impuestos  de  pagos  al  Estado 
y  de  derechos  reales,  que  no  lo  son  seguramente,  y  se  pres- 
cinde en  cambio  del  20  por  100  de  propios  y  el  10  por  100 
de  montes,  que  tienen,  sin  duda  alguna,  ese  carácter;  se 
llama  contribución  indirecta  á  los  derechos  de  consulados, 
que  son  remuneradores;  se  dicen  explotados  servicios  que 
cuestan  mucho  más  de  lo  que  producen,  como  los  telégra- 
fos y  establecimientos  penales,  llevando  á  diferente  lugar 
otros,  como  el  de  la  Caja  de  depósitos  y  las  publicaciones 
oficiales,  y  se  confunden,  por  último,  conceptos  muy  he- 
terogéneos en  el  grupo  de  propiedades  y  derechos  del  Es- 
tado. 

Lo  más  grave  es,  sin  embargo,  esa  falta  de  pormenores 
que  lamentábamos  antes;  á  excepción  de  la  renta  de  adua- 
nas, en  que  la  enumeración  es  minuciosa,  para  los  demás 


ramos  no  se  distínguen  los  diferentes  orígenes  ( 
que  comprenden:  todo  lo  que  se  ha  hecho  es 
la  contribución  territorial  los  rendimientos  de  la 
rústica  y  pecuaria  de  los  que  corresponden  á  I. 
los  sellos  de  comunicaciones  de  los  otros  efect 
dos,  cuando  tan  interesantes  detalles  pudieran  olrecerse 
acerca  de  esas  dos  ramas,  y  1  uego  se  engloban  en  una  sola 
partida  los  productos  de  la  contribución  industrial  y  de  co- 
mercio, y  lo  mismo  sucede  con  el  impuesto  de  utilidades 
y  los  de  derechos  reales,  consumos,  viajeros  y  mercancías, 
cuyos  conceptos  son  tan  diversos.  ¿Puede  acaso  formarse 
el  presupuesto  sin  hacer  para  cada   ingreso  un   cálculo 
acerca  de  las  varias  ramas  ó  aplicaciones  que  comprende? 
Y  si  se  tienen  esos  datos,  (por  qué  no  se  publican? 

Ello  es  que  para  estudiar  dentro  de  tales  limites  las  ad- 
quisiciones del  Estado,  para  darnos  cuenta  de  su  distinta 
naturaleza  y  establecer  relaciones  entre  ellas,  necesitamos 
rehacer  el  presupuesto.  Ejecutado  este  trabajo,  conforme  al 
sistema  establecido  en  la  Parte  general,  obtenemos  el  cua- 
dro siguiente: 


Donativo  de  la  familia  real i.ooo.ooo 

Propiedades  de)  Estado 11.941.004 

Retribución  de  servicios i'i-'^'i'i-yil 

Monopolios  fiscales -  ■  '  54.150,024 

topue.,»,  se„„.le,.. .  |  «Se".».    tiSS'- 1  "'■""'" 

*         de  las  Vascongadas  y  .Navarra ú  705.990 

Redenciones  del  servicio  militar.  . 


Recursos  eventuales,  alcances,  reintegros,  etc   . . .  4.435.01 

"  '      'a  <lc  Fernando  Póo -  84. 1. 


Es  de  advertir,  para  la  inteligencia  de  ese  cuadro:  que 
en  el  conceptu  de  propiedades  incluímos  los  rendimientos 
de  la  desamortización;  que  el  importe  de  la  retribución  de 
servicios  no  puede  determinarse  con  exactitud,  porque  en 
la  mayor  parte  de  ellos  se  verifica  por  medio  del  papel  se- 
llado, de  suerte  que  computamos  los  ingresos  de  Correos 
y  Telégrafos;  pero  hemos  de  englobar  en  los  rendimientos 
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del  timbre  los  productos  de  la  Justicia,  de  la  enseñanza,  de 
la  policía,  etc.;  que  agregamos  á  esa  partida  de  los  servi- 
cios la  renta  de  Cruzada,  por  considerar  que  este  ingreso 
tiene  el  carácter  de  una  compensación  de  los  gastos  reli- 
giosos; que  sumamos  á  los  impuestos  directos  el  donativo 
del  clero  y  monjas,  ya  que  es  el  fondo  enteramente  igual  al 
descuento  sobre  los  sueldos,  y  finalmente,  que  de  la  con- 
tribución sobre  utilidades  de  la  riqueza  mobiliaria  lleva- 
mos a)  grupo  de  impuestos  directos  los  24  millones  con 
que  antes  aparecía  el  de  sueldos  y  asignaciones  y  el  resto 
va  sumado  con  las  contribuciones  indirectas. 

Hechas  estas  salvedades,  que  deben  tenerse  presentes 
para  estimar  nuestros  juicios,  notaremos  de  pasada,  por- 
que no  es  ahora  ocasión  de  hablar  de  esto,  que  los  886  mi- 
llones de  pesetas  á  que  en  números  redondos  ascienden  los 
ingresos,  comparados  con  los  905  millones  en  que  consis- 
ten los  gastos,  dan  una  diferencia,  por  mayor  suma  de  és- 
tos, de  cerca  de  20  millones,  que  son  el  déficit  inicial  ó  re- 
conocido en  el  presupuesto. 

Y  volviendo  a  nuestras  consideraciones  acerca  de  la  Ín- 
dole de  los  ingresos,  vemos,  en  primer  lugar,  que  son  muy 
numerosos:  las  propiedades  son  escasas,  pero  muchos  los 
servicios  retribuidos,  la  justicia,  los  consulados,  la  ense- 
ñanza, la  acuñación  de  la  moneda,  las  comunicaciones, 
el  giro,  etc.;  los  monopolios  son  cuatro,  el  de!  tabaco,  la  lo- 
tería, el  de  cerillas  y  el  de  explosivos;  los  impuestos  direc- 
tos llegan  á  once,  el  descuento  de  sus  haberes  al  clero  y- 
monjas,  el  de  inmuebles,  el  subsidio  industrial,  el  de  mi-  - 
ñas,  el  de  grandezas,  las  cédulas  personales,  el  de  carrua- 
jes de  lujo,  el  de  los  naipes,  el  de  casinos,  el  20  por  loo 
de  propios  y  el  10  sobre  aprovechamientos  forestales,  sin 
contar  el  de  utilidades  por  su  carácter  mixto;  los  indirec- 
tos, además  de  este  último,  en  cuanto  grava  la  riqueza 
mobiliaria,  son  también  en  número  de  once,  el  de  derechos 
reales,  el  de  pagos,  las  aduanas,  los  del  azúcar,  alcoholes 
y  achicoria,  los  consumos,  el  de  viajeros  y  mercancías,  el 
de  timbre,  el  establecido  sobre  el  alumbrado  y  el  lo  por 
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loo  sobre  el  arbitrio  de  pesas  y  medidas,  y  Jueg 
más  esos  otros  conceptos  que  podemos  compre 
)a  denominación  de  varios,  y  cuyos  rendimientos 
tiosos. 

En  segundo  lugar,  debe  notarse  que  el  Estad 
es  propietario,  industrial  y  comerciante;  se  vale  ( 
ción  para  multiplicar  las  retribuciones  y  los  im 
agota,  por  consiguiente,  la  variedad  de  los  rec 
sibles. 

En  cuanto  á  ]a  proporción  con  que  se  emplee 
dos  de  adquirir,  observamos  que  las  propiedad 
1,35  por  ICO,  las  retribuciones  un  ^^^oximatla 
monopolios  el  17,  los  impuestos  el  76  y  los  rccu 
cíales  cerca  de  un  2por  100. 

Los  monopolios  y  los  impuestos:  hó  aquí  los 
des  orígenes  de  renta,  que  unidos  cubren  el  93  [ 
las  adquisiciones  del  Tesoro;  y  como  los  mon.j] 
cales  son  en  realidad  contribuciones,  resulta  qu 
ción  es  la  fuente  más  copiosa,  aquella  de  donde  b 
en  totalidad  los  recursos  del  Estado;  que  los 
adquirír  peculiares  y  privativos  de  ésie  tienen  un 
dominio,  y  los  modos  comunes  sólo  se  emplea 
reducida  escala,  apareciendo  aa  cumplido  el  princ 
tífico  que  da  un  carácter  coercitivo  á  la  vida  econ 
Estado,  pone  á  cargo  de  la  Sociedad  la  obligación 
tenerle  d  rectamente  y  exige  la   disminución  coi 
los  dominios  fiscales  y  el  abandono  en  definitiva  pui  pane 
de  los  Gobiernos  de  toda  empresa  industrial  y  operación 
productiva. 

Sin  embargo,  esa  satisfacción  se  desvanece  casi  por  com- 
pleto, si  á  la  vez  consideramos  que  la  cantidad  obtenida 
del  impuesto  se  descompone  de  tal  suerte  que  los  directos 
sólo  dan  poco  más  de  la  mitad  del  producto  que  rinden  las 
imposiciones  de  forma  indirecta,  y  sumando  á  estas  últimas 
los  monopolios  cuya  naturaleza  es  idéntica,  tendremos  un 
total  de  570  millones  recaudados  indirectamente  al  lado 
de  246  que  proceden  de  las  contribuciones  directas,  ó  sea 
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tm  28  por  100  del  presupuesto  como  rendimiento  de  éstas, 
contra  un  65  que  es  debido  á  los  impuestos  indirectos.  Por 
donde  venimos  á  parar  en  que  se  hace  muy  mal  uso  de  la 
coacción  y  en  que  nuestro  sistema  de  ingresos  descansa 
sobre  las  exacciones  indirectas,  cuyos  inconvenientes,  des- 
de el  punto  de  vista  de  la  justicia,  de  la  moralidad  y  de  su 
influjo  en  la  riqueza,  quedaron  demostrados  al  exponer  la 
teoría  del  impuesto.  Exigir  al  país  un  sacrificio  considera- 
ble para  las  atenciones  públicas,  y  hacerle  efectivo  por  me- 
dio de  los  tributos  indirectos  son  dos  males,  de  los  que 
mayor  aún  que  el  de  la  cantidad  es  el  del  modo. 

Basta,  por  otra  parte,  fijarse  en  la  suma  que,  no  obstan- 
te sus  elevados  tipos,  proporcionan  los  impuestos  directos, 
-establecidos  sobre  todas  las  manifestaciones  de  la  riqueza 
productiva,  para  conocer  que  su  administración  es  viciosí- 
sima. Falta,  según  ya  hemos  indicado,  la  estadística  que  es 
indispensable  para  la  tributación  de  esta  clase,  y  en  seme- 
jantes condiciones  ías  ventajas  de  los  impuestos  directos 
desaparecen  y  se  truecan  en  desigualdades,  injusticias  y 
pérdidas  para  el  Erario,  tan  grandes  como  las  que  causan 
las  imposiciones  indirectas. 

Á  pesar  de  todo,  nuestro  presupuesto  puede  resistir  la 
comparación  con  los  extranjeros,  en  los  cuales  existen,  más 
bien  aumentados  que  disminuidos,  los  defectos  que  en  aquél 
acabamos  de  notar.  Inglaterra  recauda  el  iS  por  loo  de  sus 
ingresos  con  los  servicios  retribuidos,  un  18  de  los  impues- 
tos directo?  y  un  63  de  los  indirectos;  en  Francia  se  obtie- 
ne el  2  por  loo  de  los  dominios,  el  8  de  los  servicios,  el 
15  de  las  contribuciones  directas  y  el  71  de  las  de  forma 
indirecta;  Bélgica  percibe  un  47  por  loo  de  los  dominios 
fiscales  (ferrocarriles  principalmente),  el  6  de  los  servicios, 
d  13  de  los  tributos  directos  y  el  35  de  los  indirectos,  y  en 
Italia  importan  los  dominios  6,  los  servicios  otros  6,  los 
impuestos  directos  29  y  los  indirectos  el  54  por  100. 

El  exceso  de  los  impuestos  indirectos  es  mucho  mayor 
que  entre  nosotros  en  Inglaterra,  y  sobre  todo  en  Francia, 
y  las  bases  que  sirven  para  la  exacción  de  las  contribucio- 
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nes  directas,  aunque  no  adolecen  de  tanta  im] 
como  las  que  aquí  empleamos,  dejan  mucho  que 
todas  partes. 

A  corregir  esos  dos  vicios  deben  dirigirse  las 
que  hay  que  hacer  en  nuestro  sistema  rentístico.  S 
tribuciones  directas  se  recaudasen  tal  como  se  ha 
blecidas,  ellas  bastarían  para  cubrir  casi  integra 
presupuesto  de  ingresos;  las  ocultaciones  y  los  fn 
en  ellas  se  cometen,  además  de  limitar  sus  rendií 
exiguas  proporciones,  dan  lugar  á  grandes  injus 
que  la  carga  sea  insoportable  para  el  contribi 
buena  fe.  Es  necesario,  pues,  mejorar  las  bases  d( 
puestos,  rehacer  !as  estadísticas  en  que  se  funda 
car  el  aumento  que  se  obtenga  en  sus  produccoí 
rebajar  los  tipos  insostenibles  que  ahora  tienen,  p 
bien  á  disminuir  el  gravamen  abrumador  de  las  e: 
indirectas,  de  los  consumos,  el  timbre  y  los  dere( 
les,  que  son  los  más  sentidos  y  ruinosos- 

Eí  desarrollo  de  estos  principios  tendrá  lugar  e 
dio  que  vamos  á  emprender  de  cada  uno  de  los 
de  ingresos,  siguiendo  el  mismo  método  que  anti 
servido  para  clasiñcarlos. 

Sin  embargo,  el  Estado  dispone  de  algunos  recu 
nómicos  que  no  figuran  en  el  presupuesto  de  Ing 
les  como  el  servicio  militar  obligatorio  y  otras  pre 
personales  ó  en  especie,  de  los  que  hablaremos  al 
los  impuestos.  Quedan,  además,  los  ingresos  ext 
nos  que  podemos  reducir  á  la  desamortiBoción  y  < 


II 

Pr«|pledadeB  del  Estado. — Los  moHtes. 


Tan  numerosos  como  poco  eficaces  son  los  modos  de 
adquirir  que  en  nuestro  derecho  civil  y  administrativo  se 
reconocen  a)  Estado. 

La  ley  de  9  de  Mayo  de  1835,  promulgada  el  16  del  mis 
mo  mes,  que  reunió  y  enmendó  las  disposiciones  anterio- 
res acerca  de  esta  materia,  ha  sido  modificada  especialmen- 
te por  el  Código  civil.  Poco  afortunado  anduvo  éste  cuan- 
do en  el  art.  339  se  propuso  distinguir  entre  las  cosas ^ír- 
ienecientes  al  Estado,  los  que  son  bienes  de  dominio  público 
y  los  que  tienen  el  carácter  de  propiedad  privada.  Los  bie- 
nes pueden  ser  de  uso,  pero  no  de  dominio  público,  y  en  las 
cosas  comunes,  nacionales  ó  colectivas  por  cualquier  título, 
el  Estado  no  tiene  la  propiedad,  sino  la  administración  á 
nombre  y  en  beneficio  de  todos.  Como  tampoco  son  de  do- 
minio público  los  bienes  que  privativamente  pertenecen  al 
Estada  y  se  destinan  al  servicio  general,  á  semejanza  de 
las  fortalezas,  las  murallas,  etc. 

Los  bienes  públicos,  en  el  sentido  de  propios  del  Estado, 
son  únicamente  aquellos  que  le  corresponden  de  una  ma^ 
ñera  exclusiva  y  se  emplean  en  la  satisfacción  de  sus  ne- 
cesidades económicas.  Su  clasificación  ha  de  hacerse  aten 
diendo  al  destino  que  reciben,  y  asi  pudiéramos  llamar  do 
minio  administrativo  al  conjunto  y  á  cada  uno  de  los  bie 
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nes,  que  se  aplican  inmediatamente  á  la  ¡n 
plimiento  de  los  servicios  públicos,  con 
edtñcios  y  material  que  cada  ramo  del  gob 
dominio  Jisca/  á  los  bienes  de  que  la  ac 
sirve,  de  una  manera  mediata,  para  adqi 
como  orígenes  de  ingresos  en  el  Tesoro 
pertenecen  las  minas  que  el  Estado  explot 
en  que  establece  sus  monopolios  industria 

Ello  es  que  el  Código  declara  propios  d( 
nes  destinados  al  uso  público,  como  los  a 
ríos,- torrentes,  puertos  y  puentes  constru 
sos  del  Tesoro,  las  riberas,  playas,  radas  y 
asi  como  los  que  sin  ser  de  uso  común  t 
á  algún  servicio  público,  y  las  minas,  mi( 
otorgue  su  concesión. 

Son  también  del  Estado  las  agitas  púbi 
mar  litoral,  con  su  zona  de  costas,  y  en  li 
tres  las  que  nacen  ó  discurren  por  terrenos 
La  hacienda  tiene  derecho  sobre  todo  lo  q 
á  la  playa  y  no  sea  de  dueño  conocido.  L 
formen  en  los  mares  adyacentes  y  en  los 
y  flotantes  pertenecen  al  Estado,  (.\rticu 
371  del  Código  civil;  ley  de  aguas,  13  de 
y. ley  de  puertos  de  7  de  Mayo  de  1880.) 

La  ley  antes  citada  de  1835,  en  la  part 
formado  el  Código  civil,  atribuye  al  Estai 
de  las  cosas  vacantes  por  no  poseerlas  ind 
ración  alguna,  asi  como  las  detentadas  ó 
mente. 

Y  luego,  aunque  el  Código  reconoce  el 
pación  sobre  las  cosas  que  carecen  de  due 
y  pesca,  el  tesoro  oculto  y  las  cosas  muebl 
lo  cierto  es  que  la  caza  y  la  pesca  no  puedi 

licencia;  el  tesoro  oculto  pertenece  al  duef, ,  _, 

si  se  descubre  por  casualidad  en  propiedad  ajena  ó  del  Es- 
tado, se  aplicará  la  mitad  al  descubridor  (Código,  artícu- 
lo 35  i);  el  hallazgo.de  cosas  muebles  da  al  quetasencuen 
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tra  derecho  á  su  propiedad,  ó  á  un  premio  en  relación  con 
su  valor  cuando  parece  el  primitivo  dueño,  en  la  forma 
que  determinan  los  arculos  615  y  616  del  Código,  y  los 
bienes  de  los  que  mueren  intestados  sin  dejar  parientes, 
dentro  del  sexto  grado  en  línea  colateral,  los  heredará  el 
Estado,  destinándose  á  los  establecimientos  de  beneficen- 
cia é  instrucción  gratuita  por  el  orden  siguiente:  i ,"  Los 
establecimientos  de  beneficencia  municipal  y  las  escuelas 
gratuitas  del  domicilio  del  difunto.  2.°  Los  de  una  y  otra 
clase  de  la  provincia  del  difunto.  3."  Los  de  beneficencia  é 
instrucción  de  carácter  general.  (Art.  956  del  Código.) 

Es  además  dueño  el  Estado  de  ciertos  montes  y  de  al- 
gunas minas  que  se  ha  reservado. 

Las  leyes  desamortizadoras  han  puesto  bajo  el  dominio 
de  la  hacienda  pública  una  gran  masa  de  bienes,  que  per- 
tenecía á  corporaciones  extinguidas  y  á  las  llamadas  manas 
muertas. 

Como  consecuencia  de  sus  funciones  jurídicas  y  del  de- 
recho de  castigar,  el  Estado  hace  suyos  los  bienes  que  se 
decomisan,  ya  por  pena  de  un  delito,  ya  en  virtud  de  los 
reglamentos  administrativos,  asi  como  usufructúa  los  bie- 
nes que  son  objeto  de  secuestro  por  medida  gubernativa  y 
adjudica  á  la  hacienda  pública  las  cosas  propias  de  sus 
deudores  insolventes. 

Por  medio  de  la  expropiación  forzosa  el  Estado  adquie- 
re la  propiedad  de  bienes  determinados,  que  se  consideran 
precisos  para  los  fines  sociales. 

Son  también  del  Estado  los  bienes  que  constituyen  el 
patrimonio  anejo  á  la  corona. 

■  Y  finalmente,  haciendo  uso  de  los  modos  comunes,  el 
Estado  adquiere,  conserva  y  maneja  los  bienes  de  todo  gé- 
nero qu&  la  administración  necesita  para  el  desempeño  de 
los  servicios  públicos. 

Veamos  ahora  cómo  trascienden  al  presupuesto  de  in- 
gresos esas  diversas  adquisiciones  y  clases  de  la  propiedad 
del  Estado. 

Las  vías  de  comunicación  son  onerosas,  las  carreteras 
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no  dan  ningún  ingreso  desde  la  i 
en  los  ferrocarriles  el  derecho  d 
los  términos  de  largas  concesíoi 
nales  y  la  navegación  fluvial  api 
tal  de  1. 200.000  pesetas,  que  ni 
más  bien  el  carácter  de  retribuc: 
ministrativos,  ó  minoración  de  ti 
La  concestón  de  las  minas  se 
que  el  canon  de  smperficU  es  un  i 
tanto  sucede  con  la  de  aguas  púb 
tivo  á  subvención;  el  Estado  sólo 
las  obras  y  del  material  de  expl 
el  término  por  que  se  han  hecho 
nales  de  navegación.  La  caza  y  I 
á  un  ingreso  pequeñísimo,  que  ; 
timbre  en  las  licencias.  La  pesca 
para  los  incluidos  en  las  matrlcu 
Y  no  son  menos  ilusorios  todi 
pación  que  se  asignan  al  Estad 
mar  arroja,  las  vacantes  y  deteni 
de  tesoros,  porque  no  se  halla  er 
señal  de  tales  adquisiciones.  La 
ta,  sin  duda,  sus  facultades,  y  s< 
bienes  muebles  ó  semovientes,  qi 
nocido.  En  cuanto  á  las  tierras 
mostrencos  ó  por  cualquier  otro 
minio  del  Estado  y  se  hallan  aba 
ro  es  que  no  dan  más  producto  ( 
poco  frecuente.  Estos  terrenos  ba 
tensos  por  efecto  de  la  despobla 
la  agricultura,  y  nuestras  antigua 
jenación  para  favorecer  á  la  gana 
nos  se  esforzó  en  promover  la  ve 
existencia  consideraba  como  uno 
los  que  detenían  el  desarrollo  del 
Cádiz,  por  decreto  de  4  de  Enero  ■ 
tad  de  tales  bienes  como  hipoteca 
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da  nacional  y  una  parte  del  resto  á  la  adjudicación  por  vía 
de  premio  patriótico  á  los  militares  inutilizados  en  el  ser- 
vicio ó  retirados  de  él  con  buena  nota,  reservando  las  tie- 
rras necesarias  para  ejidos  de  los  pueblos;  en  I8l8  y  1822 
se  legisló  de  nuevo  en  ese  mismo  sentido,  y  en  I843  se 
reservó  al  Gobierno  la  facultad  que  antes  se  reconociera 
á  la  dirección  de  caminos,  de  ceder  los  baldíos  medíante 
el  pago  de  un  canon  perpetuo.  La  ley  de  i,"  de  Agosto 
de  1851,  que  llevó  á  cabo  el  arreglo  de  la  deuda,  destinó 
al  pago  de  la  amortizable  los  mostrencos,  realengos  y  bal- 
díos; pero  el  incumplimiento  de  esta  cláusula  dio  lugar  á 
cuestiones  que  habremos  de  examinar  más  adelante,  Por 
último,  la  ley  desamortizadora  de  i."  de  Mayo  de  185S 
declaró  en  estado  de  venta  los  baldíos,  y  otra  de  2 1  de 
Noviembre  del  mismo  año  autorizó  la  concesión  de  esos 
terrenos  para  la  formación  de  las  colonias  agrícolas.  Las 
roturaciones  arbitrarias  y  las  cesiones  gratuitas  han  ago- 
tado casi  enteramente  esa  riqueza,  é  impiden  que  sea  pro- 
ductiva la  enajenación  de  sus  restos. 

Las  herencias  vacantes,  con  la  reforma  hecha  por  el  Có- 
digo, que  limita  al  sexto  grado  e!  derecho  é  suceder  ab- 
intestato  de  los  parientes  colaterales,  podrían  facilitar  al 
Estado  un  ingreso  de  alguna  importancia;  mas  aparte  de 
que  con  la  nueva  legislación  el  abintestato  será  menos  fre- 
cuente que  antes  era,  con  el  sistema  del  Código  la  Hacien- 
da no  heredará  poco  ni  mucho.  Es  natural  que  los  bienes 
en  cuestión  alcancen  al  municipio  y  al  Estado,  porque  los 
fines  y  deberes  que  imponen  la  ciudad  y  la  nación  no  han 
de  excluirse  unos  á  otros,  sino  que  det>en  ser  organizados 
y  reconocidos  simultáneamente.  Puede  ofrecer  alguna  di- 
ficultad el  determinar  la  proporción  en  que  sería  justo  dis- 
tribuir el  importe  de  tales  herencias  entre  esas  dos  entida- 
des, aunque  el  carácter  más  intimo  de  la  sociedad  muni- 
cipal es  motivo  de  preferencia  y  razón  para  una  mayor 
.  cuota;  pero,  de  todas  suertes,  el  sistema  de  la  participación 
debe  ser  establecido.  El  mismo  interés  fiscal  lo  aconseja 
de  igual  modo,  porque  las  investigaciones  de  las  autorida- 
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des  locales  serian  mucho  más  efícaces  que  las  de  U 
nistración  general  para  el  descubrimiento  de  las  he 
vacantes.  El  Código,  sin  embargo,  llama  para  suo 
primer  término  á  los  establecimientos  municipales  ó 
señanza  gratuita,  luego  á  los  provinciales,  y  por 
á  los  de  carácter  general,  y  como  los  ayuntamie 
sobre  todo  las  diputaciones,  sostienen  por  mandat 
ley  establecimientos  de  ese  género,  claro  es  que  nui 
redará  el  Estado,  ó  por  mejor  decir,  sits  estableció 

Los  montes  y  las  minas,  que  son  origen  de  ingrese 
líos  y  de  renta  éstas,  han  de  ser,  por  razón  de  su  na 
za,  objeto  de  consideración  especial  y  separada.  Si 
los  rendimientos  de  estas  dos  clases  de  bienes,  se  Ci 
en  8  millones  de  pesetas. 

Los  bienes  procedentes  de  la  desamortización  h; 
unos  aplicados  al  servicio  público  ,  y  los  otros  nc 
conservarse  más  que  el  tiempo  necesario  para  lleí 
formalidades  con  que  han  de  ponerse  á  la  venta.  Le 
nistración  de  los  que  se  hallan  en  este  caso  por  hat 
tenecido  al  patrimonio  de  la  corona  ó  al  clero  tier 
supuestado  un  ingreso  de  150.000  pesetas,  suma  in 
cante,  si  se  tiene  en  cuenta  el  valor  de  las  propiedat 
están  por  vender,  y  que  sólo  en  una  pequeña  parte  ! 
efectiva.  Del  producto  comente  de  las  ventas  tratare 
hablar  de  la  desamortización  como  recurso  extraorc 

Los  comisos  que  decretan  loa  tribunales  recaen  í 
riamente  sobre  cosas  que  deben  destruirse  ó  no  tier 
lor  alguno,  y  ios  que  proceden  de  defraudaciones  c 
dícaciones  en  pago  se  venden  con  aplicación  á  las 
é  impuestos  en  que  se  verifican.  Hay,  sin  embar^ 
partida  de  1 .000  pesetas  como  producto  en  adminis 
d¿  las  fincas  de  secuestros. 

La  expropiación  forzosa,  que  se  rige  por  la  ley  \ 
de  10  de  Enero  de  1879,  da  lugar  á  indemnización! 
á  ingresos,  y  los  bienes  del  patrimonio  de  la  coro 
disfrutados  por  el  monarca,  sin  que  el  Estado  rep 
ellos  ventaja  alguna. 
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Los  bienes  que  la  administración  utiliza  para  sus  fun- 
ciones sólo  pueden  ofrecer  los  pequeños  aprovechamientos 
que  consienta  el  servicio  en  que  se  emplean,  y  el  del  valor 
que  les  quede  luego  que  resulten  de  desecho.  La  cesión  de 
los  sobrantes  y  de  algunos  beneficios  que  puede  haber  en 
los  edificios  ó  terrenos  del  Estado  y  la  venta  del  material 
inutilizado,  hé  aquí  los  ingresos  de  que  es  susceptible  este 
concepto;  40.000  pesetas  ñguran  en  el  presupuesto  como 
rentas  de  las  fincas  al  servicio  de  la  Administracim;  pero  es 
de  creer  que  además  de  esta  partida;  cuya  recaudación  es 
siempre  menor  que  ei  cálculo,  haya  otras  del  mismo  orir 
gen  que  por  corresponder  á  ramos  especiales  se  hallen  en- 
globadas con  otros  productos  que  están  á  ellos  afectos. 

Como  renta  de  los  bienes  del  Estado  en  general  se  con- 
signa una  suma  de  150.000  pesetas  sin  indicar  qué  clase 
de  propiedad  es  ésa,  que  no  está  comprendida  en  ninguno 
de  los  grupos  anteriores. 

Los  servicios  públicos  se  encuentran  generalmente  ins- 
talados en  muy  malas  condiciones;  la  Administración  gas- 
ta sumas  importantes  en  alquileres,  y  conserva  al  mismo 
tiempo  fincas  qu3  son  para  ella  inútiles  ó  gravosas.  Todo 
por  no  haber  aprovechado  la  desamortización  para  dotar 
al  Elstado  de  la  propiedad  que  necesita  ^.  Enajenáronse 
bienes  que  debieron  haberse  retenido,  y  así  el  ministerio 
de  la  Guerra,  por  ejemplo,  abona  precios  exorbitantes  por 
las  dehesas  de  que  hace  uso  la  remonta,  cuando  tan  fácil 
hubiera  sido  atender  á  esa  necesidad  de  un  modo  perma- 
nente, mejor  y  más  económico,  con  alguna  de  las  propie- 
dades vendidas  por  el  Gobierno,  y  éste  tiene  en  cambio  sin 
enajenar  bienes  que  no  sirven  para  el  objeto  á  que  se  des- 
tinan, ó  que  no  reportan  beneficio  alguno.  Para  poner  al- 
gún remedio  á  este  estado  de  cosas,  la  ley  de  9  de  Junio 
de  1869  estableció  las  condiciones  con  que  podía  cederse 


'  El  art.  2."  de  la  ley  de  1,"  de  Mayo  de  1855  declara  e.tceptua- 
dos  de  la  venta  los  edificios  y  fincas  destinados  ó  que  el  Gobierno 
destinare  al  servicio  público. 
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el  usufructo  de  los  ediñcios  del  Estado,  ó  con 
arriendo  de  los  mismos  á  las  corporaciones  loca 
particulares  que  los  solicitasen,  y  otra  ley  de 
ciembre  de  1876  mandó  que  se  formara  un  inv( 
neral  de  tales  ediñcios,  que  se  vendiesen  desd< 
pagar  .en  tres  plazos  y  dos  años,  todos  los  que 
conservarse  por  su  destino  ó  su  mérito  artistia 
producto  de  esas  enajenaciones  se  destine  exclu 
á  nuevas  construcciones  para  los  usos  públicos 
paración  de  los  que  se  conserven.  Nombróse  i 
presidida  por  el  ministro  de  Hacienda,  para  enti 
ejecución  de  esta  ley,  y  con  el  mismo  objeto  s 
instrucción  de  S  de  Febrero  de  1877;  pero  estí 
Clones  no  han  tenido  efecto,  y  el  epígrafe  incluid 
diversos  conceptos  de  la  desamortización  que  c 
ductos  de  ventas  y  permutaciones  de  edificios  pú 
se  realicen  á  virtud  de  !a  ley  de  21  de  Diciembn 
no  tiene  partida  a'guna.  El  presupuesto  de  iSgt 
á  decir  que  se  formara  el  inventario  general  y  sí 
ra  al  Congreso  con  una  Memoria  explicativa  de 
tados  obtenidos  en  las  ventas  de  inmuebles  y  n 
útil;  pero  tales  preceptos  han  sido  de  igual  me 
muerta,  y  en  lugar  de  ingresos  por  este  concef 
hay  es  un  crédito  ilimitado  en  el  presupuesto 
para  adquisición,  construcción  y  reparación  d 
conforme  á  la  ley  de  1876, 

Como  prueba  de  los  abusos  cometidos  en  I 
corporaciones  y  particulares  de  los  bienes  de 
citaremos  el  decreto  de  9  de  Abril  de  1896,  qi 
caducadas  unas  y  sujetas  á  revisión  otras  de  U 
hechas  de  terrenos  y  ediñcios  del  Estado. 

Las  leyes  de  9  de  Julio  de  1885  y  29  del  mis 
1887  dispusieron  que  se  vendiese  por  el  ramo  di 
material  inservible  de  artilleria  é  ingenieros,  pf 
con  sus  productos  á  las  necesidades  del  armat 
bien  el  presupuesto  para  I890-91  mandó  que  s 
en  el  Tesoro  el  importe  de  todo  el  material  que  1 
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se,  la  ley  fecha  28  de  Junio  de  1898  volvió  á  1 
los  ministros  de  Guerra  y  Marina  amplia  autoríz 
vender  ó  permutar  sin  las  formalidades  de  subf 
terial  inútil,  así  como  los  terrenos  y  edificios  ini 
y  disponer  de  los  recursos  que  obtuvieran  por  t 
para  las  atenciones  del  material  de  los  indica< 
Por  eso  resulta  también  en  blanco  esta  partida 
presupuesto  de  ingresos  '. 

Reunidas  las  diversas  cantidades  imputables 
que  se  obtiene  como  reñía  de  la  propiedad  del  I 
llamos  un  total  de  9  millones  y  medio  de  pesetas; 
es  preciso  deducir  de  esta  suma  los  gastos  de  si 
ción,  que  estimamos  en  unos  2  millones,  quedi 
el  producto  líquido  á  poco  más  de  7  millones 
respecto  de  los  que  únicamente  tenemos  que,  e: 
que  concierne  é  los  montes  y  á  las  minas. 

Los  montes. — Conforme  á  nuestra  doctrina  ' 
nes  deben  ser  incluidos  entre  aquellos  que  el  Est 
de  una  manera  inmediata  á  la  realización  de  su 
son  motivos  de  índole  fiscal,  sino  necesidades 
sociales,  los  que  determinan  la  propiedad  de  el 
tes,  que  la  administración  pública  se  leserva.  El 
posee  los  bosques  á  título  Je  riqueza  productivi 
que  su  conservación  se  considera  precisa,  come 
en  la  seguridad,  en  la  higiene  y  el  bienestar  d 
blos.  Sólo  en  tanto,  y  en  la  parte  en  que  los  m( 
dan  á  esas  necesidades,  pueJen  mirarse  como  c 
cal  y  orígenes  de  renta;  en  to  Jos  los  demás  cas 
ductos  no  son  más  que  la  consecuencia  de  un  £ 
buco.  Los  hechos  confirman  entre  nosotros  la 
esos  principios,  porque  los  montes,  lejos  de  dar 
son  gravosos  al  Tesoro. 


'  En  el  proyecto  de  presupuestos  para  1901  se  con 
semejante  anomalía  y  se  llevan  al  Tesoro  los  producir 
del  materia]  iniitil  de  Guerra  y  Marina. 

*     Vtase  en  el  tomo  1  el  capitulo  VI  de  la  seccidn  ; 
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Muy  antigua  es  en  España,  por  parte  de  la  autoridad 
política,  la  atención  al  cuidado  de  los  montes.  Desde  la  épo- 
ca de  la  reconquista  y  en  algunos  fueros  municipales,  como 
los  de  Nájera  y  Soria,  se  encuentran  ya  disposiciones  en- 
caminadas é  regularizar  el  aprovechemiento  de  los  bos- 
ques, y  luego,  á  partir  del  siglo  XV,  se  trata  de  contener 
las  talas  y  de  impulsar  la  repoblación.  Las  Cortes  se  que- 
jaban con  frecuencia  del  daño  de  los  montes,  pidiendo, 
como  las  de  Valladolid  en  1 5 1 8  á  Carlos  I,  que  mandara 
plantarlos  por  todo  el  reino  y  guardar  las  ordenanzas  de 
los  que  había,  y  tanto  ese  monarca  como  antes  los  Reyes 
Católicos  y  después  todos  los  de  la  dinastía  austríaca, dic- 
taron numerosas  medidas  dirigidas  al  mismo  objeto.  Es- 
tablecióse una  jurisdicción  especial,  que  debía  intervenir 
en  las  cortas  y  cuidar  de  las  nuevas  plantaciones;  pero 
todo  fué  inútil,  y  la  situación  de  los  montes  era  tan  lasti- 
mosa que  Felipe  II  decía  hablando  de  ellos:  c  Temo  que  los 
que  vinieren  después  de  nosotros  han  de  tener  mucha  que- 
ja de  que  se  los  dejemos  consumidos,  y  plegué  á  Dios  que 
no  lo  veamos  en  nuestros  días». 

Felipe  V  puso  gran  empeño  en  la  conservación  y  fomen- 
to de  la  riqueza  forestal;  pero  concedió  al  mismo  tiempo  á 
la  marina  de  guerra  atribuciones  y  privilegios,  que  origi- 
naron grandes  abusos  y  aceleraron  la  destrucción  de  los 
montes.  La  ruina  en  que  éstos  se  hallaban  decidió  á  Fer- 
nando VI  á  colocarlos  bajo  la  dependencia  exclusiva  del 
Gobierno  por  medio  de  unas  ordenanzas  dadas  en  I748> 
muy  poco  respetuosas  con  los  derechos  de  la  propiedad 
privada.  Las  Cortes  de  Cádiz  en  14  de  Enero  de  18 1 2  de- 
rogaron aquellas  ordenanzas,  suprimieron  la  organización 
especial  del  ramo  y  proclamaron  la  libertad  de  las  corpo- 
raciones y  particulares  en  la  disposición  de  sus  montes. 
Las  circunstancias  por  que  el  país  atravesaba  en  aquella 
época  y  la  reacción  consiguiente  á  los  abusos  de  la  auto- 
ridad hicieron  que  los  pueblos  se  entregasen  á  la  licencia, 
causando  grave  destrozo  en  los  maltratados  montes.  Las 
ordenanzas  de  22  de  Diciembre  de  1 83 3  pusieron   algún 
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coto  á  esos  desmanes;  pero  quedaron  luego  derogadas 
porque  en  1836  se  restableció  la  legislación  de  Cádiz.  Pos- 
teriormente se  ha  vuelto  al  espíritu  que  informaba  las  or- 
denanzas de  1833  y  las  disposiciones  que  hoy  rigen  en 
esta  materia  son  de  dos  clases:  unas  que  establecen  el  ré- 
gimen de  los  montes  públicos  y  otras  dictadas  para  aplicar 
Á  esta  riqueza  los  preceptos  de  la  desamortización. 

Las  del  primer  grupo  constan  principalmente  en  la  ley  de 
24  de  Mayo  de  1863,  el  reglamento  para  su  ejecución  de  17 
del  mismo  mes  de  1865,  el  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de 
1884  sobre  policía  y  penalidad  y  la  ley  de  11  de  Julio  de 
1877,  que  manda  proceder  á  la  repoblación  de  los  montes. 
En  virtud  de  ellas,  los  particulares  disponen  libremente  de 
sus  propiedades  de  esta  clase,  y  se  consideran  montes  pú- 
blicos, primero,  los  que  son  del  Estado,  y  segundo,  los  que 
pertenecen  á  los  pueblos  y  corporaciones  ó  establecimien- 
tos que  dependen  del  Gobierno.  La  administración  superior 
del  ramo  está  á  cargo  del  Ministerio  de  Agricultura,  que 
cuida  y  maneja  los  montes  del  Estado  y  vigila  para  que  se 
observen  las  prescripciones  legales  en  los  propios  de  los 
ayuntamientos  y  corporaciones.  Los  ingenieros  de  montes, 
sus  ayudantes  y  los  capataces  de  cultivo  constituyen  el 
personal  facultativo.  El  Real  decreto  de  30  de  Abril  de  1835 
estableció  ya  los  ingenieros  de  bosques,  y  el  de  16  del  mis- 
mo mes  de  1843  creó  la  Escuela  especial  de  ingenieros  de 
montes  y  plantíos,  mandándose  por  decreto  fecha  12  de 
Junio  de  1859  que  pasaran  á  aquéllos  todos  los  deberes  y 
atribuciones  de  los  antiguos  comisarios  de  este  ramo.  La 
custodia  de  los  montes  está  encomendada  á  la  Guardia 
civil. 

El  aprovechamiento  de  los  montes  se  hace  conforme  á 
los  planes  trazados  por  los  ingenieros  (decreto  de  9  de 
Mayo  é  instrucción  de  31  de  Diciembre  de  1890),  y  el  de 
^  aquellos  que  son  de  aprovechamiento  común  de  los  pue- 
blos ó  están  destinados  á  dehesas,  se  arregla  por  los  ayun- 
tamientos, según  las  disposiciones  de  la  ley  municipal. 

Los  que   están  á  cargo   del   ministerio  de  Hacienda 


se  acomodan  al 
La  ley  de  1877 
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en, subasta  públic 
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'  Acaba  de  publ 
que  aprueba  el  cata 
tizaciÓD,  si  bien  tod 

la  pertenencia  de  ai 
catálogo.  Véase  el  1 
consigna  que  la  tot 
tareas  4  958.444- 
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creto  fecha  2  de  Agosto  de  1895,  una  sección 
ue  depende  de  la  dirección  de  Propiedades  del 
irgada  de  cuidar  esos  montes  y  activar  su  ena- 
s  últimas  medidas  adoptadas  en  esta  larga  se- 
creto de  20  de  Agosto  de  1 897  y  la  Real  orden 
brero  de  189S;  aquél  señaló,  conforme  á  la  ley 
esto  de  1896,  un  plazo  de  tres  meses  á  la  co- 
brada para  la  revisión  y  formación  del  catálo- 
'  de  los  montes  exceptuables  de  la  venta,  y  ésta 
;on  toda  urgencia  se  incautara  el  ministerio  de 
:  los  montes  no  exceptuados  de  la  desamortí- 

■  parte  de  los  montes  públicos  pertenece  á  los 
tos,  y  la  propiedad  del  Estado  se  reduce  á  unas 
tareas. 

ingresos  figuran  275.000  pesetas  oomo  firoduc- 
jf  plantíos  y  412.87S  importe  del  10  por  ICO 
rovechamientos  forestales,  de  las  que  156.000 
los  montes  á  cargo  del  ministerio  de  Agricul- 
;to  de  los  que  se  hallan  á  cargo  del  de  Hacien- 
o  de  recaudación  que  se  obtenga  por  el  Minis- 
¡cultura  sobre  la  suma  consignada  ha  de  em- 
k  repoblación  de  los  montes,  para  lo  cual  se 
npliado  el  articulo  correspondiente  del  presu- 
istos.  Ahora  bien,  los  montes  ocasionan  gas- 
r  de  1 .900.000  pesetas,  luego  hay  en  este  ser- 
tcií  importante. 

■o  Sr.  Camacho  formó  en  1882  un  proyecto  de 
completa  de  los  montes  y  calculaba  el  produc- 
ía, que  debía  hacerse  durante  quince  años,  en 
íes  de  péselas  para  e!  Estado,  adjudicándole  el 
leí  valor  de  los  montes  propios  de  las  corpora- 
ís.  Es  de  creer  que  volverá  á  ínsistirse  en  esta 
tr,a  nosotros,  como  ya  hemos  repetido,  el  asun- 
intes  no  es  una  cuestión  de  hacienda:  el  Estado 
rque  se  ha  considerado  necesaria  su  propiedad 
riqueza  forestal  se  conserve  y  sea  aumentada; 
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demuestra  que  la  actividad  privada  no  tala  ei  bosqu 
que  le  produce  y  le  conserva  en  la  medida  de  las  iti 
isas  necesidades  que  su  existencia  satisface,  entone 
tervención  de  ios  Gobiernos  queda  siri  fundamento 
lontes  públicos  deben  ser  enajenados. 


m 


téua  minas. 


Entre  los  diversos  géneros  de  propiedad  que  el  Estado 
español  tiene,  las  minas  son  las  únicas  que  constituyen  un 
<íjí«/«iíí_^j-í:o/ propiamente  dicho.  La  administración  públi- 
ca posee  estos  bienes  á  titulo  de  capitales  como  orígenes 
de  renta,  sin  atender  á  ninguna  otra  consideración,  y  los 
explota  en  concurrencia  con  los  de  igual  naturaleza  que  se 
encuentran  en  manos  de  los  particulares.  En  esto  se  dife- 
rencian las  minas,  desde  el  punto  de  vista  de  la  hacienda, 
de  las  propiedades  afectas  á  los  monopolios  industríafCs  es- 
tablecidos para  provecho  del  fisco. 

En  todo  tiempo  ha  sido  la  producción  minera  una  de  las 
más  importantes  de  nuestro  suelo,  y  desde  la  ley  2.',  títu- 
lo 28  de  la  Partida  3.' se  hallan  expresamente  sancionadas 
las  tradiciones  que  adjudicaban  al  senario  del  rey  la  dispo- 
sición de  esa  riqueza,  y  hacían  de  ella  una  regalía  inhe- 
rente á  la  corona,  que  no  podía  enajenarse  en  ningún  caso, 
ni  aun  cederse  para  la  explotación,  sino  con  reservas  y  de- 
terminadas condiciones.  Alfonso  XI  insistió  en  esta  doctri- 
na, que  pasó  á  la  ley  48,  titulo  32  del  Ordenamiento  de 
Alcalá;  pero  los  monarcas  no  utilizaban  ese  derecho  exclu- 
sivo, que  defendían  con  tanto  empeño,  y  tenían  abandona- 
das las  minas  ó  las  cedían,  por  merced  ó  para  pago  deser- 
vicios y  obligaciones,  á  personas  que  tampoco  las  benefi- 
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ciaban  sino  en  muy  pequeña  escala. 
Juan  I  de  fomentar  la  minería,  modif 
denando,  en  las  Cortes  de  Brivicsca  e 
¡os  del  reino  indistintamente  pudiest 
mineros  de  oro  y  plata,  azogue,  estañi 
tales,  con  tal  que  entregasen  al  rey  la 
del  producto  líquido. 

Mantúvose  ya  para  lo  sucesivo  ese 
te  las  Ordenanzas  dadas  por  Felipe 
en  la  Nueva  Recopilación,  cuya  ley  4 
dice  así:  Reducirnos,  resumimos  é  inco 
nuestra  Corona  y  patrimonio  todos  . 
plata  y  azogue  destos  nuestros  Reynos 
lugares  que  sean  y  se  hallen,  etc.  En 
adjudicaban  al  rey  altos  derechos,  qu 
la  clase  de  ios  metales  y  la  cantidad 
minas  acudieren.  Prescindiremos  de  i 
siciones  dictadas  hasta  la  época  mod 
industria  minera  y  la  parte  que  tocal 
sus  productos,  porque  su  recuerdo  of 
en  cuanto  á  las  minas  de  América,  qi 
de  tres  siglos  el  más  pingue  recursc 
público,  indicaremos,  solamente,  que  ^u  >&gi^iai.iuii,  inau- 
gurada por  los  Reyes  Católicos ,  permitía  á  todos  dpscu- 
brir  y  beneficiar  las  minas,  á  condición  de  pagar  precisa- 
mente á  la  corona  la  quinta  parte  de  todos  los  metales  que 
se  sacasen  neto  y  sin  descuento  alguno;  que  este  impuesto, 
con  algunos  cambios  y  alteraciones  en  cada  una  de  aque- 
llas provincias,  se  limitó  por  Felipe  V  al  diezmo  como  re- 
gla general,  y  que  además,  de  él  percibía  el  Erario  el  uno  y 
medio  por  ciento  de  fundición,  ensaye  y  marca,  el  derecho 
de  Cobos,  concesión  de  un  maravedí  por  marco  de  oro  y 
plata,  que  hizo  Carlos  I  á  su  secretario  de  aquel  nombre 
por  dos  vidas  sobre  las  minas  del  Potosí,  y  que  luego  se 
hizo  general  y  se  incorporó  á  la  corona;  y  finalmente,  que 
el  rey  disfrutaba  á  la  vez  que  todo  eso  de  cincuenta  va- 
ras de  labor  en  cada  mina  de  oro  y  sesenta  en  las  de  plata, 
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ebían  señalarse  en  la  parte  más  ricay  más  fructuosa  ^. 
5  Cortes  de  i8i I  y  las  de  1820  adoptaron  medidas  fa- 
lles á  la  industria  minera ,  y  la  primera  iey  del  ramo 
ó  en  este  último  periodo  con  fecha  12  de  Febrero 
i22.  Pronto  quedaron  sin  efecto  sus  disposiciones,  y  el 
jrno  absoluto  dictó  el  decreto  de  4  de  Julio  de  1825, 
leclaraba  propias  de  la  corona  todas  las  minas  del  rei 
que  rigió  hasta  la  publicación  de  la  ley  de  1 1   de 
de  1849,  derogada  á  su  vez  por  la  de  6  de  Julio  de 
,  que  fué  reformada  por  otra  de  4  de  Marzo  de  1868 
bas  derogadas  en  parte  por  el  decreto-ley  de  29  de  Di- 
>re  de  t868,  en  que  se  establecieron  bases  todavía  no 
rolladas  para  una  nueva  legislación  de  minería  ^.    ■ 
I  todas  estas  últimas' disposiciones  se  proclama  el  do- 
)  del  Estado  sobre  las  minas,  en  sustitución  de  la  an- 
.  regalía  del  soberano;  pero  á  la  vez  se  reconoce  de  una 
:ra  explícita  y  eñcaz  el  derecho  del  primer  ocupante  ó 
itor,  sobre  todo  en  el  decreto  de  1868,  que  hace  per- 
is  las  concesiones,  deja  libre  la  explotación  y  admite 
érencia  entre  el  sueh  y  el  subsuelo.  No  puede,  en  rigor, 
decirse  que  el  Estado  se  reserva  la  facultad  de  ceder  la  pro- 
piedad de  las  minas,  porque  no  puede  negarla  al  que  la  so- 
licita con  las  formalidades  legales,  y  ¡a  administración  pú- 
blica sólo  interviene  para  regular  ¡a  ocupación  y  sancio- 
narla conforme  á  lo  que  pide  la  condición  de  tales  bienes. 
Domina,  pues,  en  nuestra  legislación  administrativa  vigen- 
te el  principio  que  considera  á  las  minas  entre  las  cosas 
comunes. 

Omitiremos  todo  lo  relativo  á  la  clasificación,  concesio- 
ses,  demarcación  y  explotación  ¿e  las  minas,  porque  éstos 
son  asuntos  que  corresponden  al  derecho  administrativo,  y 

*  Para  la  historia  de  la  legisladún  minera  yiSase  el  tomo  VI  del 
libro  de  Gallardo,  Origen  di  ¡as  rentas^  que  contiene  tambiiín  datos 
curiosos  acerca  de)  estado  de  la  mineria  á  principios  del  siglo  pa- 
sado. 

'  Una  ley,  fecha  34  de  Julio  de  1871,  modíñcii  el  art  19  de  la 
de  1868. 
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ajaremos  el  hablar  de  los  gravámenes  que  pesa 
dustria  minera  para  cuando  tratemos  de  los  i 
1  llamado  canon  de  superficie,  tanto  fijo  que  se 
ida  hectárea  de  mina,  según  es  la  clase  de  los  minerales 
le  produce,  parece  hasta  por  el  nombre  que  lleva,  precio 
:  la  cesión  que  hace  el  Estado  ó  censo  en  reconocimien- 

de  su  dominio  directo;  mas  aparte  de  que  en  su  existcn- 
1  influye  la  idea  de  evitar  la  solicitud  de  concesiones  abu- 
zas y  el  abandono  de  la  explotación,  siempre  resultará 
;e  es  una  forma  ó  rama  especial  del  impuesto  estableci- 
'  sobre  la  riqueza  inmueble. 

Concretándonos  ya  á  lis  minas  que  forman  parte  de  la 
cienda  pública ,  vemos  que  por  la  ley  de  i."  de  Mayo 

1855  sólo  se  exceptuaron  da  la  desamortización  las  de 
madén  y  las  salinas;  pero  la  de  II  de  Julio  de  1856  dis- 
so  que  la  venta  de  las  minas  fuera  objeto  de  leyes  espe- 
lies,  y  el  art.  75  de  la  ley  de  1859  reservó  al  Estado  la 
>piedad  de  las  siguientes:  las  de  azogue  de  Almadén  y 
madenejos,  las  de  cobre  de  Ríotinto,  ias  de  plomo  de 
lares  y  Falset,  las  de  azufre  de  Hellín  y  Benamaurel,  las 
grafito  ó  lápiz  plomo  de  Marbella,  las  de  hierro  que  en 
turias  y  Navarra  se  destinaban  al  surtido  de  las  fábricas 
:ionales  de  armas,  las  de  carbón  que  en  Morcín  y  Riosa 
aban  acotadas  para  las  fábricas  de  Trubia  y  las  de  sal 
í  beneficiaba  la  hacienda  en  diferentes  puntos.  De  ellas 
;anservan  únicamente  las  de  Almadén,  Linares  y  las  sa- 
is de  Torrevieja.  Las  de  Ríotinto  se  vendieron  el  año 
'3  (ley  de  17  de  Febrero)  en  93.800.000  pesetas  á 
1  compañía  inglesa,  conforme  á  lo  dispuesto  por  leyes 
25  de  Junio  de  1870  y  2G  de  Diciembre  de  1872. 
-as  de  azogue  de  Almadén  han  estado  afectas  durante 
nta  años,  desde  1870  á  1900,  á  la  responsabilidad  de 
anticipo  hecho  por  la  casa  Rothschild,  con  garantía  de 
'enta  en  comisión  de  aquellos  minerales.  El  Gobierno 
lo  y  debió  haber  rescindido  ese  contrato,  que  resultaba 
:roso;  pero  fracasados  los  intentos  hechos  para  prorro- 

la  operación  ó  concertar  otra  semejante,  se  le  ha  de- 
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jado  llegar  hasta  su  término.  La  ley  de  Pfesupuestos  del  3 1 
de  Marzo  de  1900  autorizó  al  Ministro  da  Hacienda  pora 
contratar  la  venta  en  comisión  de  los  azogues,  producto  de 
Almadén,  y  en  su  virtud  se  ha  dado  nuevamente  el  encargo 
á  la  misma  casa  de  Rothschild,  por  término  de  diez  años, 
con  la  comisión  de  1,50  por  loo  y  una  participación  en  el 
aumento  que  se  consiga  sobre  el  precio  del  articulo. 

Las  de  plomo  de  Arrayanes,  en  Linares,  están  arrenda- 
das desde  1869,  á  virtud  de  la  autorización  concedida  en 
la  ley  del  29  de  Junio  de  1867,  por  término  de  cuarenta 
años  y  precio  en  cada  uno  de  ellos  de  400.000  pesetas, 
siempre  que  la  producción  anual  no  exceda  de  3.000  tone- 
ladas, pues  por  cada  tonelada  de  plomo,  que  pase  de  ese 
número,  deberán  pagar  los  contratistas  62  pesetas  ySo  cén- 
timos, y  40  pesetas  por  cada  una  de  las  de  mineral  crudo 
que  expendan  ó  retiren  de  la  localidad. 

Por  último,  las  salinas  de  Torrevieja  y  de  la  Mata  se 
adjudicaron  también  en  arriendo  por  decreto  de  22  de  Sep- 
tiembre de  1897,  eon  la  obligación  de  satisfacer  un  canon 
fijo  de  630.004  pesetas  más  el  80  por  lOo  de  los  beneficios 
liquidos  obtenidos  en  cada  año,  estableciéndose  un  precio 
mínimo  para  la  venta  de  cada  clase  de  sales  y  otras  condi- 
ciones, que  pueden  verse  en  el  pliego  aprobado  por  otro  de- 
creto de  30  de  Julio  de  aquel  año. 

La  explotación  de  Almadén  tiene  calculado  un  producto 
de  6  millones  de  pesetas,  que  con  1.200.000  del  arriendo  de 
Linares  y  630.004  que  rinde  Torrevieja,  suman  7.830.004 
pesetas  de  ingreso.  Los  gastos  correspondientes  son  pese- 
tas 1.843. 160,  de  las  cuales  1,798.060  se  invierten  en  Al- 
madén, 23.700  en  la  intervención  de  Linares  y  21,400  en 
Torrevieja;  de  manera  que  la  renta  líquida  no  llega  á  6  mi- 
llones de  pesetas. 

La  venta  de  las  minas  ha  sido  muy  favorable  para  los 
progresos  de  esta  riqueza  y  un  negocio  bueno  también  para 
el  Estado,  porque  cada  día  era  más  costosa  la  administra- 
ción de  tales  propiedades  y  eran  menores  sus  rendimientos. 
De  las  que  quedan,  deben  venderse  y  es  seguro  que  se  ena- 
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jenarán  antes  de  mucho  las  de 
cuanto  á  las  de  Almadén,  diflci: 
raleza,  seria  conveniente,  desde 
dustria  y  para  el  interés  de  la  m 
pasaran  a  manos  de  la  actividac 
sión  que  reservara  al  Estado  pa 
dos  en  la  explotación. 


IV 


KetrlliDclOB  de  los  ■errlclea  del  Estado. 
FnncioNes  Jurídicas. 


Por  regla  general  el  Estado  exige  el  pago  de  sus  servi- 
cios que  lo  consienten,  ya  por  su  naturaleza,  ya  porque  re- 
caen de  una  manera  inmediata  en  favor  de  personas  detei- 
minadas,  y  aun  establece  algunos  cuyo  único  objeto  es  ha- 
cer de  sus  retribuciones  otros  tantos  orígenes  de  renta.  De 
aquí  que  desde  el  punto  de  vista  de  la  retribución  tos  ser- 
vicios públicos  se  dividen  en  dos  grupos,  uno  el  de  aquellos 
con  que  directamente  se  cumplen  los  fines  atribuidos  al  Es- 
tado, y  otro  el  de  de  los  que  se  fundan  en  miras  económi- 
cas, y  entre  los  primeros  se  deben  distinguir  los  que  cons- 
tituyen funciones  jurídicas  de  los  que  se  dirigen  al  cumpli- 
miento de  los  fines  de  cultura,  á  la  protección  y  desarrollo 
de  ios  intereses  generales. 

Una  vez  establecida  la  doctrina  según  la  que  deben  ser 
gratuitos  los  servicios  jurídicos,  han  de  ser  retribuidos, 
pero  no  origen  de  renta,  los  que  tienen  carácter  adminis- 
trativo, y  son  inadmisibles  los  llamados  servicios  fiscales  •; 
sólo  nos  resta  exponer  y  criticar  nuestra  legislación  sobre 
este  punto.  Dentro  de  ella  son  funciones  jurídicas  retribui- 
das la  administración  de  justicia,  el  servicio  de  seguridad, 


Tomo  I,  sección  3.",  cap.  VIII. 
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desempeñan  ciertos  ramos  de  la  policía,  y  la  acción 
luestros  agentes  diplomáticos  y  consulares  en  el  ex- 
ijero;  producen  también  ingresos  los  servicios  adminis- 
ivos  que  consisten  en  el  mantenimiento  de  la  religión 
ilica,  la  moralidad,  la  enseñanza,  la  acuñación  de  la  mo- 
a,  los  correos  y  telégrafos,  el  giro  mutuo,  la  caja  de  de- 
itos  y  algunos  otros  menos  importantes,  y  figuran  como 
icios  fiscales  los  monopolios  del  tabaco,  de  las  cerillas, 
explosivos  y  la  lotería. 

■  Administración  de  justicia. — Ha  sido  siempre  retri- 
la  en  España.  Los  señores  feudales  y  los  reyes  mis- 
)  hallaron  en  la  jurisdicción  y  en  el  sistema  de  las  pe- 
pecuniarias  uno  de  sus  recursos  más  importantes. 

ilidos  los  señoríos  y  reformadas  las  instituciones  pena- 
la  justicia  dejó  de  ser  origen  de  renta  para  el  Estado, 
que  los  gastos  del  servicio  han  sido  constantemente 
y'ores  que  los  ingresos  que  producía;  el  Tesoro  única- 
ite  utilizaba  el  importe  del  papel  sellado,  hecho  obliga- 
o  en  las  actuaciones  judiciales  desde  1636,-  y  una  par- 
le las  multas;  lo  principal  de  la  retribución  exigida  en 
nerario  á  litigantes  y  procesados,  se  aplicaba  y  era  per- 
da  directamente,  á  titulo  de  honorarios,  por  ios,  jueces 
ribunaies.  Desde  el  Real  decreto  de  14  de  Abrtl  de  1848, 

■  creó  el  papel  de  multas,  todas  ellas  se  hacen  efectivas 
ese  medio,  y  á  virtud  de  la  reforma  llevada  á  cabo  por 

ivo  Murillo  en  8  de  Agosto  de  1851,  se  suprimieron  los 
echos  que  cobraban  los  jueces  y  promotores  ñscales, 
luyendo  sus  sueldos  en  e!  presupuesto,  y  se  creó  el  pa- 
llamado  del  sello  judicial,  que  era  de  dos  clases,  una  á 
itro  reales  pliego  para  el  cuerpo  de  los  procesos,  y  otra 
3  empezaba  en  el  de  ocho  reales  y  llegaba  hasta  el  de 
tíres,  que  valía  á  sesenta  reales,  para  extender  las  sen- 
cias,  según  era  la  entidad  de  los  negocios.  D.  Pedro  Sa- 
erria,  en  13  de  Septiembre  de  1861,  redujo  á  una  sola 
se  el  papel  que  había  de  emplearse  en  los  expedientes 
liciales,  fijando  como  precio  del  pliego  para  las  actúa- 
nes,  cuyo  objeto  no  es  susceptible  de  evaluación,  el  de 
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seis  reales,  y  estableciendo  una  escala  gradual  de  6qo  rea- 
les á  loo.ooi  para  la  aplicación,  según  la  importancia  del 
negocio,  de  las  cinco  clases  de  papel  judicial,  cuyos  pre- 
cios eran:  2,  4,  6,  8  y  10  reales.  Un  decreto  de  18  de  Di- 
ciembre de  1 869,  además  de  suprimir  el  papel  de  pobres^ 
reemplazándole  con  el  de  oficio,  refundió  en  una  sola  cla- 
se, que  se  llama  de  pagos  al  Estado^  el  papel  de  multas, 
matrículas,  sellos  para  Audiencias  y  comercio;  y  otro  de- 
creto de  12  de  Septiembre  de  1870  reunió  el  papel  común 
y  judicial  hei]0  el  nombre  genérico  de  papel  sellado^  esta- 
bleciendo 12  clases  distintas:  la  primera  á  50  pesetas  el 
pliego  hasta  la  1 1.*  á  So  céntimos  de  peseta,  y  el  papel  de 
oficio  á  6  céntimos  de  peseta. 

Reformadas  muchas  veces  después  esas  disposiciones, 
rige  hoy  en  materia  de  timbre  la  ley  provisional  del  26  de 
Marzo  de  1900,  cuyas  bases  generales  examinaremos  lue- 
go. Con  arreglo  á  sus  preceptos  y  á  los  del  reglamento  que 
lleva  la  fecha  de  27  del  mismo  mes,  en  las  actuaciones  de 
los  tribunales  ordinarios  y  contencioso-administrativos  se 
usará  e\  papel  timbrado  judicial  con  sujeción  á  una  escala 
de  13  grados,  que  señala  como  mínimum  el  de  10  cénti- 
mos de  peseta  por  pliego  en  los  juicios  cuya  cuantía  no  ex- 
ceda de  ICO  pesetas,  y  como  máximum  el  de  10  pesetas 
para  los  asuntos  que  importen  más  de  450.000.  Se  emplea- 
rá  el  sello  de  3  pesetas  en  los  pleitos  de  importancia  inesti- 
mable y  en  los  que  se  refieran  á  derechos  políticos  ó  per- 
sonales ó  tengan  por  objeto  el  estado  y  condición  civil.  En 
la  jurisdicción  voluntaria  se  usará  el  papel  de  2  pesetas,  y 
en  la  penal,  cuando  haya  condena  de  costas,  se  reintegrará 
el  papel  de  oficio  invertido  á  razón  de  lo  céntimos  por  plie- 
go en  los  juicios  de  faltas,  de  75  céntimos  en  las  causasque 
impongan  arresto  mayor,  de  l  peseta  si  la  pena  es  otra  co- 
rreccional y  de  2  pesetas  si  se  trata  de  alguna  pena  supe- 
rior. El  primer  pliego  para  las  certificaciones  de  los  actos 
de  conciliación  en  que  resulte  avenencia  será  de  10  pese- 
tas, y  de  I  peseta  en  los  demás  casos  y  para  extender  las 
actas.  El  papel  de  oficio  se  da  gratis  á  los  tribunales  para 
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las  actuaciones  de  esta  clase,  y  los  que  litiguen  p 
bres  le  pagarán  á  lo  céntimos  pliego. 

Ha  venido,  pues,  aumentando  sin  cesar  el  precio 
Uo  público,  y  con  los  tipos  actuales  la  administrac 
justicia  resulta  tan  costosa  que  es  para  muchos  in 
ble,  y  otros  se  retraen  de  acudir  á  ella  por  temor  á  I 
tos  del  procedimiento,  tanto  más,  cuanto  que  en  p 
mantiene  el  sistema  de  la  retribución  directa,  porq 
en  los  tribunales  funcionarios,  como  los  relatores,  e 
nos,  alguaciles,  etc.,  que  no  tienen  señalado  sueldo 
ciben  tan  sólo  una  gratificación  insignificante,  y  é: 
guen  cobrando  sus  derechos  con  arreglo  á  elevado: 
celes.  Por  otra  parte,  la  sentencia  de  un  juez  no  ve 
cuando  decide  acerca  de  grandes  intereses  que  cuaní 
cuestiones  tal  vez  muy  complicadas,  aunque  de  eso 
portancia,  y  la  retribución  debiera  ser  proporcionad  , 
la  cuantía,  sino  á  la  índole  del  asunto .  La  escala  vigente, 
que  ha  elevado  desde  7  hasta  el  precio  insostenible  de  lo 
pesetas  pliego  el  valor  del  sello  judicial,  dulcifica  algo,  sin 
embargo,  los  precios  del  papel  que  ha  de  empicarse  en  los 
asuntos  de  poca  importancia;  pero  todavía  conserva  esta 
retribución  un  carácter  progresivo  en  sentido  inverso,  por- 
que siendo  el  tipo  adoptado  de  5  céntimos  por  cada  I.OOO 
pesetas,  no  se  aplica  á  los  grados  superiores  ni  á  los  infe- 
riores de  la  escala,  y  asi  un  juicio  por  cantidad  de  loo  pe- 
setas ha  de  tramitarse  en  papel  de  lo  céntimos,  y  otro  de 
100.000  con  sello  de  5  pesetas,  mientras  que  los  de  impor- 
tancia mayor  de  450.000  sólo  necesitan  emplear  el  papel  de 
10  pesetas.   Resultan,   pues,  muy  favorecidos  los  grandes 
capitales,  y  muy  difíciles  ó  imposibles  las  pequeñas  recla- 
maciones, que  son  las  más  frecuentemente  necesarias. 

A  pesar  de  eso,  no  logra  el  Estado  indemnizarse  por 
medio  del  papel  sellado  ni  siquiera  de  la  sexta  parte  de  lo 
que  gasta  en  la  administración  de  justicia,  ya  que  lo  re- 
caudado por  este  concepto  en  el  año  de  1900  no  llegó  á  2 
millones  de  pesetas.  Obsérvase,  además,  una  baja  persis- 
tente en  los  ingresos  por  timbre  judicial,  que  es  motivo 
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de  alarma  y  digna  de  la  mayor  atención,  no  por  su  tras- 
cendencia ñscal,  sino  por  altísimas  consideraciones  y  con- 
veniencias sociales. 

La  única  institución  jurídica  que  produce  alguna  renta 
es  la  de  ios  registros:  el  civil  por  el  papel  sellado  que  con- 
sume, el  de  la  propiedady  el  mercantil  por  ese  mismo  con- 
cepto, y  además  con  la  imposición  establecida  sobre  los 
honorarios  de  los  registradores,  que  pagan  la  contribución 
de  utilidades,  y  el  de  actos  de  última  voluntad.  Creóse  este 
registro  por  decreto  de  l-i  de  Noviembre  de  1885  y  se  dis- 
puso que  las  certificaciones  expedidas  por  é!,  además  de 
llevar  el  timbre  correspondiente,  devengasen  una  peseta, 
aplicable^l  sostenimiento  del  servicio.  Otro  decreto  de  19 
de  Fet>rero  de  1891  reorganizó  el  registro,  llevando  el 
coste  de  su  personal  al  presupuesto,  y  mandó  que  los  de- 
rechos de  las  certificaciones  se  abonaran  en  papel  de  pa- 
gos al  Estado.  Nueva  reforma  por  decreto  de  27  de  Sep- 
tiembre de  1899,  y  el  de  29  de  Octubre  de  1-900  ha  dis- 
puesto que  se  suspenda  la  expedición  de  certificaciones, 
hasta  que  se  concluyan  los  trabajos  necesarios  para  dar 
cumplimiento  al  primero.  Dichas  certificaciones  han  de 
extenderse  con  el  timbre  de  2  pesetas,  y  sus  productos  son 
mayores  que  los  gastos  del  registro. 

Las  concesiones  administrativas,  las  patentes  y  marcas 
de  fábrica  están  sujetas  á  derechos  fijos  de  timbre,  y  el 
resto  de  los  depósitos,  exigidos  por  los  tribunales,  después 
de  hechas  las  aplicaciones  determinadas  en  cada  caso  por 
las  leyes,  ingresa  en  el  Tesoro. 

Los  establecimientos  penales  dan  un  pequeño  ingreso 
como  producto  del  trabajo  de  los  penados.  Este  ramo  in- 
teresantísimo, del  que  depende  la  eficacia  de  la  justicia  cri- 
minal, se  halla  muy  atrasado  entre  nosotros,  y  sólo  en  es- 
tos últimos  años  se  han  movido  algo  la  opinión  y  los  po- 
deres públicos  en  el  sentido  de  la  gran  reforma  necesaria. 
El  Código  penal  manda  •  que  los  condenados  á  cadena  y 

'    Libro  I,  tit.  III,  cap.  V.  sección  z.^ 
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reclusión  perpetuas  ó'  temporales  trabajen  en  beneficio  det 
Estado,  que  los  castigados  con  presidio  trabajen  tambiért 
forzosamente,  destinándose  lo  que  ganen:  primero,  á  ex- 
tinguir la  responsabilidad  civil  nacida  del  delito;  segundo, 
á  indemnizar  los  gastos  del  establecimiento  en  que  se  ha- 
llen, y  tercero,  á  proporcionarles  alguna  ventaja  y  un 
ahorro  que  se  les  entregará  al  extinguir  la  condena,  ó  á  sus 
herederos  en  caso  de  fallecimiento,  y  por  último,  que  los 
condenados  á  prisión  y  arresto  mayor  trabajen  en  su  pro- 
vecho después  de  hacer  efectivas  la  responsabilidad  civil  y 
la  indemnización  al  Estado.  Pero  el  cumplimiento  de  esos 
preceptos,  encomendado  á  la  Administración,  deja  mucho 
que  desear  por  la  desorganización  y  malas  condiciones  de 
los  establecimientos  penitenciarios.  Las  numerosas  dispo- 
siciones que  han  pretendido  regular  el  trabajo  de  los  pena- 
dos han  sido  poco  eficaces,  y  el  estado  actual  de  los  talle- 
res que  existen  en  ios  presidios  es  lamentable  desde  el 
punto  de  vista  de  su  administración  y  régimen,  lo  mismo 
que  si  se  considera  económicamente,  ó  sea  como  elemento 
de  producción  para  el  recluso  y  para  el  Estado.  La  falta  de 
recursos  y  la  oposición  de  las  localidades  en  que  funcio- 
nan impiden  que  se  generalice  el  sistema  de  talleres  por  ad* 
ministración;  por  eso  sólo  hay  algunos  de  relativa  impor- 
tancia en  Burgos,  Valladolid,  Valencia  y  Cartagena. 

La  parte  que  se  adjudica  al  Tesoro  en  los  productos  del 
trabajo  de  los  penados  se  determina  en  cada  caso,  confor- 
me al  decreto  é  instrucción  de  29  de  Abril  de  1886,  y  no 
debe  exceder  del  importe  de  la  alimentación  del  corrigen- 
do. Los  concesionarios  de  talleres  en  los  establecimientos 
penitenciarios  satisfacen,  además,  una  cantidad  alzada  por 
ocupación  del  local  y  compensación  de  gastos  de  servicio  y 
de  custodia.  Así  se  obtiene  la  partida  de  100.000  pesetas, 
que  figura  en  el  presupuesto  como  ingreso  de  los  estable- 
cimientos penales.  Esta  cantidad  ha  venido  disminuyendo 
y  es  susceptible  de  un  aumento  considerable  que  debe  pro- 
curarse, más  que  por  la  ventaja  del  Tesoro,  en  beneficio 
del  servicio  mismo. 
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II.  El  servicio  de  seguridad, — Daba  en  otraá  épocas 
ingresos  de  alguna  consideración,  como  productos  de  los 
pasaportes,  cédulas  de  vecindad,  licencias  de  armas  y  caza, 
para  la  apertura  de  ciertos  establecimientos,  puestos  am- 
bulantes, multas,  etc.,  y  por  los  derechos  sanitarios  exigi- 
dos á  los  buques;  pero  en  la  actualidad,  de  aquellas  retri- 
buciones, unas  han  desaparecido,  otras  se  han  trasforma- 
do  ó  se  recaudan  de  diverso  modo,  y  este  ramo  sólo  figu- 
ra en  el  presupuesto  por  los  derechos  de  cuarentena  ó  la- 
zareto. 

Los  pasaportes  no  son  necesarios  para  viajar  por  el  in- 
terior desde  18S4,  ^^i  P^ra  ir  al  extranjero  desde  1 862;  pero 
todavía  se  reclaman  y  se  expiden  para  ciertos  países  y  en 
determinadas  circunstancias  políticas  ó  internacionales.  Las 
cédulas  de  vecindad,  que  hoy  se  llaman  personales,  han 
perdido  el  carácter  de  documentos  de  vigilancia  y  sirven 
para  la  exacción  de  un  impuesto.  Las  licencias  de  armas  y 
de  caza,  como  las  multas  administrativas,  se  abonan  por 
medio  del  papel  sellado,  y  el  cuidado  de  los  locales  insalu- 
bres pasó  desde  los  gobiernos  de  provincia  á  cargo  de  los 
ayuntamientos  por  Real  orden  de  4  de  Enero  de  1888.  El 
llamado  servicio  de  higiene  y  el  registro  y  expedición  de 
cartillas  para  criados  domésticos  dan  ocasión  á  algunas 
exacciones,  que  ni  están  autorizadas  por  la  ley,  ni  benefi- 
cian á  la  hacienda  pública. 

La  policía  sanitaria,  en  vez  de  indemnizar  á  los  que  de- 
tiene y  veja  en  las  fronteras  con  motivo  de  las  epidemias, 
cobra  en  tales  casos  los  derechos  de  cuarentena  y  lazareto. 
Estos  derechos  se  recaudan  por  las  aduanas  conforme  á  las 
ordenanzas  de  15  de  Octubre  de  1894,  que  exigen  en  los 
puertos  de  maf  12  céntimos  de  peseta  por  día  y  tonelada  de 
cuarentena,  y  en  los  lazaretos  una  peseta  por  persona  y  día 
de  estancia,  con  más  los  derechos  de  expurgo  y  ventileo 
que  devengan  según  su  naturaleza  los  objetos  sometidos 
á  esas  operaciones.  Los  ingresos  por  este  concepto  son 
100.000  pesetas,  es  decir,  muchísimo  menos  que  los  gas- 
tos del  servicio.  Es  de  advertir  que  el  reglamento  de  sani- 
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dad  exterior,  aprobado  por  decreto  de  28 
de  1899,  impone  una  amplia  tarifa  de  derecfu 
cuya  legalidad  y  eñcacia  nos  parecen,  por  lo 
dudosas. 

III. — Representación  en  ei  extranjero. — Der. 
cillerias  y  consulados.  — Los  agentes  diplomi 
sulares,  además  de  sostener  las  relaciones  int 
ejercen  actos  de  jurisdicción  sobre  los  ciudadi 
les  que  residen  ó  transitan  en  los  países  don 
acreditados,  practican  diligencias  administrati 
ciernen  al  estado  civil  de  las  personas,  á  la  1 
al  comercit),  y  ejecutan,  por  fin,  ciertos  actos  r 
intervención  de  aquellos  funcionarios  en  todo 
da  lugar  á  la  exacción  de  derechos,  que  por 
perciben  para  el  Tesoro,  aunque  en  algunas  a] 
caudan  por  cuenta  de  los  empleados  en  ellas,  fe 
rendimientos  una  parte  ó  el  todo  de  su  remun 

Decía  el  real  decreto  de  15  de  Julio  de  18 
>derechos  consulares,  lejos  de  considerarse  ce 
»ta  del  Estado,  deben  mirarse  como  un  arbiti 
»á  libertar  á  éste  de  hacer  pesar  exclusívame 
•contribuciones  generales  los  gastos  ocasio 
»servicio  consular»;  mas  á  pesar  de  haber  coi 
cialmente  tan  sana  doctrina,  aquella  disposíc 
los  conceptos  y  elevo  los  tipos  de  las  tarifas  1 
regían.  Las  continuas  y  fundadísimas  quejas 
y  del  comercio,  y  el  haberse  demostrado  cor 
ción  naviera  de  1878  que  los  buques  españoli 
los  cónsules  dobles  derechos  que  los  italiano 
ees  más  que  los  de  Suecia  y  Noruega,  seis  q 
americanos,  siete  que  los  rusos  y  veinte  que  los  ingleses, 
produjeron  algunas  rebajas  de  los  aranceles,  sobre  todo  en 
los  publicados  el  25  de  Junio  de  1886,  Sin  embargo,  pron- 
to se  hicieron  otros,  inspirados,  según  dijeron  sus  autores, 
en  un  prudentísimo  término  conciliador,  que  fueron  aproba- 
dos con  carácter  proviiiional  en  22  de  Julio  de  1889,  y  de- 
finitivamente, con  algunas  alteraciones,  por  decreto  del  14 
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[890  '.  Los  aranceles  sufren  un  recargo  c 
arreglo  al  presupuesto  de  1900. 
;  al  art.  5."  de  la  ley  orgánicade  las  ca: 
consular  y  de  intérpretes ,  fecha  27  de 
;ónsul  ó  vicecónsul,  donde  no  hubiere  ci 
rán  el  S  por  loo  de  los  derechos  subvenc 
Liden,  hasta  las  primeras  50.000  pesetas,  j 
mas  el  2  '/^  por  100  de  la  suma  en  que  la  recaudaciór 
de  la  cantidad,  indicada. 

Los  derechos  obvencionales  de  los  consulados  proi 
para  el  Tesoro  1.440.000  pesetas.  Ahora  bien,  recon 
que  el  coste  del  servitio  no  llega  á  esa  cantidad,  ve 
mos  á  parar  en  que  es  origen  de  renta,  cuando  no  di 
serlo  por  su  condición  política,  y  hallaremos  una  nue 
zón  que  justifica  la  disminución  pedida  en  la  cuan 
tales  derechos, 

'  '    Dos  decretos,  fechados  el  8  de  Marzo  de  1894,  reforman 
artículos  del  arancel  vigente. 
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ntido  estricto  no  es  una  retribución  el  in- 
ice  la  B$t/a  de  Cruzada,  creemos  que  ésta 
Rcación  que  podemos  hacer  de  tal  ingreso 
n  los  que  da  la  Agencia  de  preces  a  Roma, 
:  también  al  orden  religioso.  Vienen  natu- 
s  los  rendimientos  de  la  Concesión  de  pre- 
el  ramo  de  Instrucción  pública.  Tratare- 
pítulos  separados  de  la  Acuñación  de  la 
icio  de  Comunicaciones,  y  daremos,  por  úl- 
idea  del  Giro  mutuo,  la  Caja  de  depósitos, 
¡n  de  participes,  las  Publicaciones  oficiales 
i  que  no  merecen  consideración  más  de- 

Cruzada. — Por  su  origen  y  por  el  carácter 
idad  conserva  este  ingreso,  es  una  corn- 
ada al  Estado  español  por  sus  servicios  á 
iligión  católica.  La  Bula  de  Cruzada,  como 
fué  primeramente  una  concesión  de  dife- 
ias  hecha  por  los  Pontífices  romanos  á  los 
iquista  de  la  Tierra  Santa  ó  contribuían  á 
1  pecuniarios,  y  es  hoy  gracia  privativa  de 
le  obtienen,  mediante  el  pago  de  la  limosna 
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establecida,  el  disfrute  de  aquellas  mismas  indulgencias. 

El  Papa  Julio  II,  en  1 509,  concedió  á  los  Reyes  Católicos 
la  bula  por  tresaños,  y  este  plazo  ha  venido  luego  prorro- 
gándose de  seis  en  seis  años  hasta  nuestros  días,  con  la 
cláusula  de  haberse  de  emplear  sus  productos  en  guerra 
contra  los  inñeles,  <y  como  ya  ha  cesado  la  necesidad  de 
'hacer  aquella  guerra,  las  ultimas  concesiones  de  este  in- 
»dulto  se  han  hecho  con  el  objeto  de  que  las  limosnas  re- 
>caudadas  se  invirtiesen  en  otros  usos  piadosos,  en  los  gas- 
>tos  del  culto  divino  y  socorro  de  las  iglesias  de  España>  '. 
La  prorrogación  vigente  ha  sido  otorgada  por  León  XIII 
«n  breve,  fecha  17  de  Mayo  de  1890,  y  es  valedera  por  el 
tiempo  de  doce  años. 

Un  decreto  de  las  Cortes  de  21  de  Marzo  de  1821  ñjó  la 
tasa  que  hoy  subsiste  para  la  Bula  de  Cruzada,  el  indulto 
cuadragesimal  y  las  demás  gracias  apostólicas;  y  la  Real 
orden,  fecha  6  de  Julio  de  1850,  declara  que  la  expendición 
de  los  sumarios  es  carga  concejil,  que  han  de  cumphr  los 
ayuntamientos,  entendiéndose,  noobstante,  según  otra  Real 
orden  de  11  de  Febrero  de  1870,  que  no  por  eso  ha  de 
obligarse  á  nadie  civilmente  para  la  adquisición  de  dichas 
bulas. 

El  art.  38  del  Concordato  de  1851  y  el  14  del  convenio 
adicional  de  1859  mandaron  que  los  productos  de  la  Santa 
Cruzada,  administrados  en  cada  diócesis  por  el  prelado 
respectivo,  se  destinasen  exclusivamente,  y  salvas  las  obli- 
gaciones que  pesan  sobre  ellos,  á  los  gastos  del  culto.  El 
importe  anual  de  esta  renta  ha  de  computarse  en  la  dota- 
ción del  clero  por  una  cantidad  fija,  que  se  determina  me- 
diante el  acuerdo  de  la  Iglesia  y  el  Estado.  En  su  virtud, 
el  Real  decreto  de  t8  de  Octubre  de  1875  señaló  como  im- 
porte liquido  de  las  limosnas  de  Cruzada  la  cantidad  de 
2.670.000  pesetas,  que  la  comisaría  general  del  ramo  dis- 
tóbuye  á  las  diócesis  como  descuento  que  luego  se  hace  en 
la  asignación  que  percibe  cada  una.  Además  de  los  gastos 

'     Así  se  dice  en  el  texto  de  la  misma  bula. 
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de  impresión,  publicación  y  administración  de  i 
van  sus  fondos  á  titulo  de  cargas  de  justicia, 
mencionado  real  decreto,  86.167  pesetas  25  cé 
la  fábrica  de  la  Iglesia  de  San  Pedro,  7.7SS  pai 
Juan  de  Letrán  y  25>ooo  para  dotación  del  ni: 
qué  la  renta  de  Cruzada  no  entra  materíalmen 
soro,  se  formaliza,  como  queda  dicho,  por  ci 
obligaciones  eclesiásticas  y  es  una  minoración 
los  gastos  de  esta  clase.  Siendo  voluntaria  le 
origen  del  ingreso  que  estudiamos,  nada  hay  ( 
contra  de  ella. 

Agencia  general  de  preces  d  Roma. — E^  la  of 
gada  de  trasmitir  al  Papa  las  solicitudes  de  ir 
pensas  y  otras  gracias  apostólicas,  y  de  com 
interesados,  por  conducto  de  los  diocesanos, 
concesiones.  Fúndase  su  existencia  en  la  ley  I 
bro  II  de  la  Novísima  Recopilación,  que  proh: 
directamente  de  Roma  el  otorgamiento  de  esa; 
Suprimida  esta  dependencia,  que  se  incorporó 
duria  del  Ministerio  de  Estado  por  real  decreto 
nio  de  1837,  se  restableció  por  otro  fecha  36  c 
bre  de  1851,  poniéndola  á  cargo  del  Ministeric 
y  Justicia  y  mandando  ingresar  en  el  Tesoro  1 
correspondientes  á  las  dispensas.  La  Agencia,  q 
to  á  depender  de  Estado,  cobra  el  1 5  por  100  í 
dades  que  envia  á  Roma  por  cuenta  de  los 
como  quebranto  de  giro  y  retribución  del  servic 
tos,  que  son  muy  pocos,  están  juntos  con  los 
pía,  y  resulta,  por  lo  tanto,  que  el  pequeño  impu..,w  u^-  -.^o 
derechos  es  un  producto  líquido  para  la  hacienda.  Difícil  es 
justificar  que  la  comunicación  de  los  católicos  con  el  Papa 
dé  motivo  para  un  servicio  administrativo;  pero  más  ha  de 
serlo  hallar  razón  para  que  las  concesiones  del  Pontífice 
sean  materia  imponible  y  origen  de  una  renta  en  el  Estado. 

Unida  á  la  Agencia  de  preces  está,  como  ya  hemos  di- 
cho, la  llamada  Obra  pía  de  yerusalén,  ó  sea  el  Patronato 
de  los  Santos  Lugares.  Esta  fundación,  cuyo  origen  se  re- 
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monta  ai  siglo  XIII,  llegó  á  poseer  cuantiosos  bienes,  alle- 
gados por  medio  de  donaciones  3^  limosnas,  que  fueron  ex- 
ceptuados de  la  desamortización.  Más  de  una  vez  han  con- 
tribuido los  fondos  de  la  Obra  pía  á  aliviar  los  apuros  del 
Erario,  y  últimamente  se  habían  puesto  á  su  cargo  obli- 
gaciones del  Ministerio  de  Estado,  entre  ellas  el  sosteni- 
miento de  la.  Agencia  de  preces  y  de  la  iglesia  de  San  Fran- 
cisco el  Grande  de  Madrid.  La  ley  de  2  de  Agosto  de  1886, 
que  suprimió  otras  cajas  especiales,  mandó  que  la  hacien- 
da se  incautara  de  los  bienes  de  la  Obra  pía,  y  pasaron  al 
Erario  cerca  de  14  millones  de  pesetas,  así  como  al  pre- 
supuesto de  gastos  los  que  antes  se  cubrían  con  esos  re- 
cursos. La  Obra  pía  tiene  la  exclusiva  para  la  venta  de  ob- 
jetos piadosos  procedentes  de  Jerusalén,  concedida  por  nu- 
merosas disposiciones,  y  más  recientemente  por  la  real 
orden  de  11  de  Octubre  de  1876,  que  declaró  estancados 
esos  objetos.  Un  decreto  fecha  27  de  Diciembre  de  1888  ha 
dispuesto  que  las  limosnas  para  los  Santos  Lugares  no  in- 
gresen en  el  Tesoro,  como  venía  sucediendo,  y  queden  á 
cargo  del  Patronato,  que  anualmente  debe  rendir  cuentas 
de  su  inversión  al  Tribunal  de  las  del  reino. 

II.  —  La  concesión  de  títulos,  honores  y  distinciones  es  atri- 
buto que  á  nombre  de  la  moralidad  se  reconoce  al  Estado 
para  que  premie  las  virtudes  y  merecimientos  especiales, 
á  la  vez  que  castiga  los  delitos.  Los  Gobiernos  mantienen 
y  siguen  otorgando  con  ese  objeto  títulos,  honores,  conde- 
coraciones, etc.,  que  en  otras  épocas  eran  muy  estimados, 
porque  llevaban  anejos  tierra,  honor  y  jurisdicción,  y  me- 
joraban de  un  modo  eficaz  la  condición  social  de  los  favo- 
recidos; pero  que  en  nuestros  días,  no  existiendo,  clases 
privilegiadas  ni  vinculaciones,  no  reportan  ventaja  positiva 
alguria  y  son  huecas  distinciones,  que  únicamente  pueden 
satisfacer  la  vanidad.  Según  nuestro  criterio,  no  es  misión 
adecuada  á  las  funciones  del  poder  público  el  expedir  pa- 
tentes de  virtud  y  mérito,  por  más  que  ha  de  ser  lícito  al 
Estado  recompensar  en  una  ú  otra  forma  los  servicios  emi- 
nentes ó  extraordinarios  que  se  le  presten;  pero  dado  que 
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los  premios  se  otorguen,  cualesquiera  q\ 
y  motivos,  todo  se  concibe  menos  el  que 
ellos  objeto  de  imposición.  Con  tales  exa 
pensa  deja  de  serlo  y  se  convierte  en  grt 
sión  toma  el  carácter  de  una  venta,  ó  i 
menos,  un  impuesto  sobre  los  merecimit 
de  ostentarlos  ó  sobre  el  deseo  de  fingirl 

El  derecho  de  lamas  y  medias  anatas,  > 
pe  IV  (163  i)  á  los  títulos  de  Castilla,  se 
en  cuenta  las  circunstancias  de  aquel  ti  e 
á  sustituir  con  una  contribución  las  obli 
vicio  militar  principalmente — unidas  á  tai 
á  los  nobles  y  á  recompensar  de  algún 
que  estos  gozaban  para   el  sostenimien 
públicas ;  pero  el  impuesto  de  grandezai 
en  1846,  no  puede  sostenerse  en   nuest.»^  ^.«0,   ^uu..uv^ 
tanto   han  variado  las  condiciones  sociales.  Hay  en   este 
impuesto  algo  de  retribución,  porque  el  Estado  no  sólo 
concede  las  distinciones  nobiliarias  que  le  pagan,  sino  que 
reglamenta  y  asegura  su  exclusivo  disfrute  á  los  agracia- 
dos; pero  dominan  en  él  los  caracteres  suntuarios  y  aun  el 
de  una  imposición  de  clases,  y  esto  nos  obligará  á  exami- 
narle otra  vez  más  adelante.  Dejaremos  para  entonces  el 
hablar  de  las  disposiciones  y  tipos  con  arreglo  á  los  cuales 
se  percibe,  y  ahora  nos  limitaremos  á  decir  que  contribu- 
yen además  los  títulos  y  grandezas  por  !os  derechos  del 
timbre  que  ha  de  emplearse  en  los  expedientes  y  documen- 
tos justificativos,  necesarios  para  las  trasmisiones,  y  en  los 
diplomas  con  un  sello  móvil  de  200  ó  150  pesetas,  según 
que  tenga  ó  no  grandeza  de  España  el  título.  Y  todavía 
han  de  pagar,  entre  otros  derechos  de  cancillería,  por  la 
imposición  del  sello  real  de  Castilla  que  se  hace  en  los  des- 
pachos. 

Los  honores  oficiales  y  condecoraciones  devengan  tam- 
bién derechos  de  concesión.  Los  honores  que  llevan  consi- 
go tratamiento  pagan  750  pesetas  y  375  los  que  sólo  dan 
opción  al  uniforme,  y  además  unos  yotros  los  derechos  de 
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media  anata,  que  consisten  en  la  octava  parte  del  sueldo 
menor  asignado  á  la  categoría  administrativa  que  se  con- 
cede. Por  las  cruces  nacionales  ó  extranjeras  se  paga  se- 
gún aranceles,  que  son  diferentes  para  cada  una  de  las 
órdenes  y  jerarquías  establecidas  dentro  de  ellas.  Á  pe- 
sar de  las  restricciones  puestas  para  evitarlas,  se  abusa 
de  la  concesión  de  estas  gracias  libres  de  gastoy,  pero  aun 
en  tal  caso  quedan  sujetas  á  los  derechos  de  cancillería  y 
expedición  de  diplomas,  que  conforme  á  la  ley  de  22  de 
Marzo  de  1S59  importan  desde  50  pesetas  para  los  caba- 
lleros hasta  250  para  las  bandas  y  grandes  cruces,  sin  per- 
juicio del  impuesto  de  timbre  (arts.  8t  á  83  de  la  ley),que 
es  de  50,  75  ó  loo,  según  la  clase  de  las  concesiones,  gra- 
vamen este  último  de  que  ünicamente  se  libran  las  cruces 
de  Beneficencia,  si  se  declara  la  pobreza  del  interesado  y 
las  otorgadas  á  militares  por  méritos  de  guerra,  cuando  no 
lleven  aneja  pensión.  La  ley  de  presupuestos  de  1892  re- 
cargó en  el  50  por  loo  los  derechos  de  concesión  de  hono- 
res y  expedición  de  títulos  de  condecoraciones. 

El  impuesto  sobre  grandezas  y  títulos  rindió  en  T900 
939-957  pesetas  y  los  gastos  de  su  administración  son  in- 
significantes porque  no  constituye  ramo  separado;  los  de- 
rechos de  cruces  y  honores  se  abonan  en  papel  de  pagos 
y  debe  ponerse  á  su  cargo  la  partida  de  13.350  pesetas 
que  cuestan  en  el  ministerio  de  Estado  las  órdenes  de 
Carlos  III,  Isabel  la  Católica  y  Damas  de  María  Luisa. 

Finalmente,  los  títulos  que  habilitan  para  el  desempeño 
de  toda  clase  de  destinos  públicos  están  del  mismo  modo 
sometidos  ¿  la  imposición  de  sellos,  que  no  se  dirigen  á  la 
autenticidad  del  despacho,  sino  al  cobro  de  un  impuesto; 
por  eso  se  proporciona  la  exacción  á  la  base  que  ofrece  el 
sueldo  de  cada  cargo,  y  recorre  una  escala  que  empieza  en 
dos  pesetas  para  los  sueldos  de  hasta  r.ooo  y  llega  á  100 
pesetas  para  los  mayores  de  lc.000  (art.  73  de  ía  ley  pro- 
visional del  timbi-e).  Si  en  las  investiduras  que  se  confieren 
por  vía  de  merced  ó  recompensa  es  injustificada  y  con- 
tradictoria la  imposición  de  derechos,  mucho  más  ha  de 
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serlo  cuando  se  trata  de  los  deslinos  públicos,  en  cuya 
provisión  no  debe  haber  nada  de  gracia  y  ha  de  obrar- 
se sólo  con  arreglo  á  justicia, 

III. — Instrucción  pública. — Como  hemos  visto  al  hablar 
de  los  gasto's  de  este  ramo,  el  Estado  sólo  costea  la  ense- 
ñanza superior  y  profesional  y  la  que  se  da  en  los  Institu- 
tos de  Madrid.  La  retribución  por  estos  servicios  consiste 
en  los  derechos  de  matriculas  y  títulos,  que  ingresan  en  el 
Tesoro,  porque  los  de  exámenes,  certificados,  etc.,  se  apli- 
can directamente  á  las  remuneraciones  de  los  profesores  y 
empleados  administrativos.  Cobráronse  esos  derechos  en 
metálico  por  los  diversos  establecimientos  hasta  que  la  ley 
de  presupuestos  de  25  de  Julio  de  1855  dispuso  que  se 
abonasen  en  un  papel  especial  que  se  creaba  al  efecto. 

La  ley  general  de  instrucción  pública,  fecha  9  de  Sep- 
tiembre de  1857,  mantuvo  la  rebaja  hecha  poco  antes — 
4  de  Mayo  de  1855— en  el  importe  de  las  matriculas,  que 
había  llegado  á  ser  de  80  pesetas  por  año  en  algunas  en- 
señanzas,  y  publicó  una  tarifa  que  marcaba  desde  30  pe- 
setas para  la  segunda  enseñanza,  hasta  70  que  debían  pa- 
garse en  las  facultades  de  medicina,  farmacia,  derecho  y 
teología.  Por  los  grados  había  que  satisfacer  desde  50  pe- 
setas en  el  de  bachiller  en  artes,  hasta  750  en  el  doctorado 
de  todas  las  facultades.  De  las  modificaciones  posteriores 
á  esa  disposición  citaremos:  las  del  decreto  de  3  de  Agos- 
to de  1867,  que  aprobó  una  nueva  tarifa  en  que  se  llegaba 
otra  vez  al  tipo  máximo  de  80  pesetas  para  la  matrícula; 
la  de  29  de  Septiembre  de  1874,  que  estableció  el  pago  de 
derechos  por  asignaturas  á  razón  de  8  pesetas  para  la  se- 
gunda enseñanza  y  16  en  las  facultades;  el  real  decreto 
de  4  de  Junio  de  1875,  señalando  para  los  alumnos  libres 
la  mitad  de  los  derechos  que  satisfacen  los  de  la  enseñan- 
za oficial;  los  decretos  de  6  de  Julio  y  10  de  Agosto  de 
1877,  el  primero  admitiendo  las  matrículas  extraordinarias, 
durante  el  mes  de  Octubre,  con  el  pago  de  dobles  derechos, 
y  el  segundo,  que  mandó  se  abonaran  las  matriculas  en  el 
acto  de  hacerlas,  en  lugar  de  satisfacerse  en  dos  plazos 
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como  antes,  redujo  á  1 5  pesetas  las  de  facultad  y  exigió  á 
título  de  derechos  académicos,  que  debían  satisfacerse  en 
metálico,  5  pesetas  por  asignatura  en  la  segunda  enseñan- 
za, 10  por  la  de  estudios  en  la  licenciatura  y  20  por  los 
del  doctorado;  la  ley  de  presupuestos  de  31  de  Diciembre 
de  1 88 1,  que  dispuso  se  recaudaran  en  papel  los  derechos 
académicos,  y  finalmente,  el  decreto  de  5  ^^  Febrero  de 
1886,  que  deroga  otro  de  1 88  5  en  que  se  eximió  de  pago 
de  matrícula  á  los  alumnos  de  enseñanza  libre. 

El  art.  8.°  de  la  ley  de  presupuestos  para  1890-91  orde- 
nó que  todos  los  alumnos  de  los  establecimientos  de  ense- 
ñanza dependientes  del  Ministerio  de  Fomento,  sin  otra 
excepción  que  las  escuelas  públicas  de  primeras  letras  y 
las  de  artes  y  oficios,  paguen  los  derechos  de  matrícula  y 
académicos  establecidos  en  1877.  Esta  disposición  se  refie- 
re, por  consiguiente,  á  las  llamadas  escuelas  especiales,  y 
ia  ley  de  5  dé  Agosto  de  1893  exige  para  el  ejercicio  de  las 
carreras  de  ingenieros  el  título  académico  correspondiente. 

Esa  misma  ley  elevó  á  i.ooo  pesetas  los  derechos  del  tí- 
'íulo  de  doctor,  y  conforme  al  art.  28  de  la  del  timbre,  las 
matrículas  cuestan  20  pesetas  por  asignatura  en  las  Uni- 
versidades, 8  en  los  Institutos  y  25  por  grupos  y  en  dos 
plazos  en  las  escuelas  normales.  Los  artículos  82,  83  y  84 
señalan  el  timbre  que  han  de  llevar  los  diversos  títulos 
académicos  y  el  36  y  otras  prescripciones  de  carácter  ge- 
neral el  uso  del  sello  móvil  y  del  papel  sellado  en  los  do- 
cumentos de  enseñanza. 

Los  ingresos  por  todos  esos  conceptos  podemos  evaluar- 
los en  unos  5  millones  de  pesetas,  y  se  acercan  mucho  al 
importe  de  los  desembolsos  efectivos  que  hace  el  Estado 
para  el  sostenimiento  de  la  enseñanza  general,  porque  las 
diputaciones  provinciales  satisfacen  además  2.033.000  pe- 
setas por  gastos  de  los  Institutos  y  escuelas  normales, 
280.375  para  la  de  bellas  artes  y  25.000  para  archivos  y 
bibliotecas,  á  lo  que  han  de  agregarse  200.000  pesetas  que 
se  calculan  al  producto  de  los  bienes  de  Instituto?,  que  pa- 
saron á  la  hacienda  pública. 
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Los  godos  aceptaron  el  sistema  monetario  de  los  roma- 
nos, no  acuñaron  por  si  mismos  hasta  mediados  del  si- 
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glo  VI,  y  copiaron  también  de  aquéllos  el  vicio  de  adulte- 
rar el  valor  de  la  moneda. 

En  los  primeros  siglos  de  ¡a  reconquista  tampoco  labra- 
ron monedas  los  reyes  cristianos,  y  circulaban  las  antiguas 
romanas  y  góticas ,  admitiéndose  también  las  fabricadas 
por  los  árabes.  Á  principios  del  siglo  XI  se  remontan  las 
noticias  que  tenemos  del  maravedí,  que  fué  por  mucho 
tiempo  la  unidad  monetaria  de  Castilla.  Señálanse  muy 
diversas  etimologías  á  esta  voz;  pero,  de  todas  suertes,  no 
puede  ponerse  en  duda  que  su  origen  es  morisco.  Húbolos- 
de  oro  y  de  plata,  y  no  fué  moneda  simbólica  ó  imaginaria, 
sino  real  y  efectiva,  y  tenían  de  peso  la  sexta  parte  de  una 
onza,  según  resulta  de  varias  leyes  y  documentos  ^.  Los 
maravedís  de  oro,  que  se  llamaron  también  alfonsies,  acu- 
ñados primeramente,  según  unos,  por  Alfonso  VI,  y  por 
el  VIH  según  otros,  fueron  adoptados  por  Alfonso  ei  Sabio 
como  base  del  sistema  monetario  que  duró  hasta  la  época 
de  los  Reyes  Católicos.  Muchas  fueron  durante  ese  tiempo 
las  alteraciones  introducidas  en  los  nombres,  pesos  y  cali- 
dades de  las  monedas;  pero  tiene  escaso  interés  para  nues- 
tro asunto. el  que  hablemos  de  los  sueldos  pepiones  y  pepio- 
rus  sencillos  de  Fernando  III,  de  los  sueldas  borgaleses  y 
dineros  prietos  de  Alfonso  X,  de  los  cornados  ó  coronados 
que  hizo  Sancho  IV,  de  los  reales,  cruzados  y  coronas  que 
mandó  labrar  Enrique  III,  y  de  las  doblas,  dineros,  blancas, 
enriqíies,  etc.,  que  se  acuñaron  en  los  reinados  sucesivos. 

El  Fuero  viejo  de  Castilla,  las  Partidas  y  todas  nuestras 
antiguas  leyes,  sin  excepción  alguna,  reservaron  á  los  mo- 
narcas el  privilegio  de  la  acuñación,  de  suerte  que  si  algu- 
nos señores  batieron  la  moneda  por  su  cuenta,  estampan- 
do en  ella  el  sello  de  las  armas  reales,  fué  ésta  una  de  tan- 
tas usurpaciones  que  la  nobleza  realizó  entonces,  ó  bien 
dádiva  y  merced  otorgada  por  la  debilidad  de  la  corona. 
Tales  abusos  y  mercedes  se  extremaron,  hasta  el  punto  de 
que  en  'el  reinado  de  Enrique  IV  funcionaban  con  licencia 

'     Colmeiro,  Historia  de  ¡a  economía  tolitica,  tomo  1.  pág.  424 
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asas  particulares  de   moneda  y  un  número  mucho 
■  de  otras,  que  ptiblicamente  y  sin  ningún  temor  en 
idades  y  villas  y  en  las  fortalezas  roqueras  la  fabri  ■ 

y  expendían  menguada  de  peso  ó  adulterada  la  ley 

metales.  «Cegados  todos  por  su  desordenada  codi- 
úndían  la  buena  moneda  para  convertirla  en  mala,  y 
e  hoy  labraban  la  deshacian  mañana  bajándola  más, 

había  más  tralo  en  todo  el  reino*  ^.  Por  su  parte  los 
no  hicieron  siempre  la  acuñación  de  una  manera  di- 
sino que  solían  arrendar  sus  fabricas  á  especulado- 
asentistas  poco  escrupulosos,  los  cuales  entregaban 
ia  labrada  á  cambio  de  barras  de  oro  <i  piala  y  de 
3s  privilegios,  y  no  contentos  con  apelar  á  semejante 
o,  se  dedicaron  desde  Alfonso  X,  que  parece  fué  el 
"O  que  entró  por  este  desdichado  camino,  á  las  falsi- 
mes  y  cambios  en  el  valor  de  las  monedas,  que  se 
ron  con  frecuencia  escandalosa, 
ntos  los  Reyes  Católicos  á  evitar  la  ruina  con  que 
izaba  al  comercio  la  anarquía  monetaria,  dictaron 
icas  providencias  encaminadas  á  perseguir  los  falsiti- 
es  y  á  mejorarla  calidad  del  numerario,  siendo  la  más 
sante  y  completa  de  todas  ellas  la  pragmática  dada 
¡dina  del  Campo  con  fecha  de  I497.  Cerraron  las  fá- 
i  particulares,  recogieron  lamoneda  antigua,  elevaron 

para  la  nueva  y  acuñaron  ducados  de  oro,  que  por 
uenas  condiciones  se  llamaron  excelentes,   reales  de 
y  monedas  de  vellón  con  plata  y  cobre  á  que  se  dio 
nbrc  de  blancas. 
Ivieron  á  bajar  la  ley  de  !a  moneda  Carlos  I  y  Feli-    , 

cediendo  alguna  vez  á  las  instancias  de  las  Cortes, 
uerian  evitar  por  ese  medio  la  extracción  que  se  ha- 
ll oro  y  de  la  plata,  y  sin  otro  motivo  que  sus  contí- 

apuros  financieros,  los  monarcas  siguientes  da  la 
ie  Austria  alteraron  muy  á  menudo  el  valor  de  las 
das  é  inundaron  el  reino  con  la  de   vellón,  que  hizo 

:iilm<;irii,  libra  ciCadií,  pá^.  434. 
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huir  del  mercado  á  los  metales  preciosos  y  dio  lugar  al 
contrabando  y  á  la  falsificación  en  grande  escala,  ejecuta- 
dos simultáneamente  por  nacionales  y  extranjeros.  De  este 
modo,  y  por  la  diversidad  de  monedas  que  se  labraba  en 
los  territorios  entonces  gobernados  por  la  corona  de  Espa- 
ña, llegaron  á  su  colmo  en  el  siglo  XV^II  los  desórdenes  de 
la  circulación  y  los  quebrantos  del  tráfico. 

Felipe  V  dio  en  1728  unas  ordenanzas  que  reducían  las 
casas,  de  moneda  á  las  tres  de  Madrid,  Sevilla  y  Segovia  y 
fijaban  la  relación  de  i  á  16  entre  el  oro  y  la  plata  y  la 
ley  de  acuñación  en  22  quilates  y  il  dineros  respectiva- 
mente. Recogió  además  toda  la  moneda  de  vellón  y  emitió 
■en  su  lugar  otra  de  cobre.  Desde  entonces  nuestras  mone- 
das pecaron  por  exceso  de  valor  y  se  exportaron  en  gran- 
des cantidades.  Sin  embargo,  Carlos  IJI  mantuvo  aquellas 
bases  y  llevó  á  cabo  una  refundición  muy  esmerada  y  casi 
completa  de  la  moneda  que  circulaba  en  su  tiempo. 

Faltaba  todavía,  después  de  las  saludables  reformas  de 
los  primeros  Borbones,  establecer  wn  sistema  en  las  mone- 
das, la  unidad  y  la  proporción  necesarias  en  el  valor  de 
todas  ellas,  y  esta  mejora  .no  ha  podido  conseguirse  hasta 
mediados  del  presente  siglo.  El  art.  171  de  la  Constitución 
de  1812  dijo  que  correspondía  al  rey  «cuidar  de  la  fabrica- 
»ción  de  la  moneda,  en  la  que  se  pondrá  su  busto  y  nom- 
.í>bre»,  y  este  precepto  se  ha  trasladado  á  todas  las  Cons- 
tituciones posteriores,  inclusa  la  vigente  de  1876.  Has- 
ta 1834  apenas  se  tomó  más  disposición  que  el  funesto 
acuerdo  de  reconocer  en  1823  un  valor  de  19  reales  á  las 
piezas  francesas  de  5  francos,  con  lo  cual,  viéndose  favo- 
recidas, hicieron  irrupción  en  el  mercado  y  excluyeron  de 
él  a  la  moneda  de  plata  española;  pero  desde  aquella  fecha 
comenzaron  á  dilucidarse  con  interés  las  cuestiones  mone- 
tarias y  se  formularen  proyectos  de  arreglo,  cuya  conse 
cuencia  fué  el  decreto  refrendado  por  el  ministro  Salaman- 
ca en  31  de  Mayo  de  1847,  que  fijó  como  unidad  moneta- 
ria el  real  de  plata  y  como  ley  para  la  moneda  de  oro  y 
plata  la  de  nueve,  décimos  de  fino  y  un  décimo  de  cobre. 


No  llegó  á  plantearse  este 
et  Sr.  Bertrán  de  Lis  dio  c 
yendo  algo  el  valor  de  las 
en  relación  con  las  extran 
proporción  de  I  á  IS  y  7, 
I  á  16  que  era  la  admitii 
moneda  de  oro,  el  doblón 
les;  dé  plata,  el  duro  ó  pe; 
duro,  escudo  ó  decén;  la  j 
y  de  cobre,  el  medio  real, 
décima  y  la  media  décimo 
creara  las  casas  de  mom 
llevando  á  cabo  una  refur 
coste  no  resultara  mayor 

La  depreciación  que  p 
oro  á  consecuencia  de  las 
pa,  de  California  y  de  U 
en  Í851  la  acuñación  de 
relación  con  la  plata  com 

Para  disminuir  la  canti 
pusieron  restricciones  á  si 
cedió,  en  virtud  del  real  c 
mo  año,  á  la  recogida  de  U 
nominal  era  excesivo,  caí 
de  Castilla  y  parte  por  um 
tad  á  expensas  del  Gabie 
del  principado. 

El  decreto  de  19  de  Age 
la  acuñación  de  las  monee 
las  con  otras  de  cuartillo, 
dispuso  la  construcción  en 
da,  donde  se  centralizaran 
ción  y  la  de  efectos  timbra 

En  [861 — real  decreto  c 

monedas  de  oro  con  valor  —  t-  ,.  — ¡. r--  — 

esaasez  de  la  plata  gruesa,  y  la  ley  de  26  de  Junio  de  1864 
adoptó  como  unidad  monetaria  el  escudo  de  plata  de  10 
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reales,  ordenando  la  acuñación  en  oro  de  doblones  á  diez, 
cuatro  y  dos  escudos;  en  la  plata,  de  duros,  escudos,  pese- 
tas, medias  pesetas  y  reales,  y  una  moneda  de  bronce  para 
reemplazar  á  la  de  cobre  por  piezas  de  medio'real,  de  cuar- 
tillo, de  décimas  y  medias  décimas.  La  Jey  que  se  fijaba  al 
oro  y  á  los  duros  y  escudos  era  de  900  milésimas  de  fino; 
paralas  otras  monedas  de  plata,  la  de  810  milésimas,  y 
para  la  de  bronce,  95  partes  de  cobre,  cuatro  de  estaño  y 
una  de  zinc.  Esta  innovación  fué  sin  duda  inconveniente, 
porque  daba  á  nuestro  sistema  monetario  una  base  sin  co- 
rrespondencia en  las  admitidas  por  las  otras  naciones  y 
además  porque  la  unidad  adoptada  no  tenía  representa- 
ción para  la  mitad  ni  para  la  cuarta  parte. 

La  revolución  de  Septiembre  hizo  necesaria  la  reacuña- 
ción de  la  moneda,  y  aprovechando  esta  circunstancia  el 
Sr.  Figuerola,  acomodó  nuestro  sistema  á  las  bases  esta- 
blecidas en  el  convenio  internacional  monetario  celebrado 
el  año  1865  por  Francia,  Bélgica,  Italia  y  Suiza,  declaran- 
do, sin  embargo,  .que  España  no  contraía  por  ello  los  com- 
promisos que  se  impusieron  esas  naciones  hasta  que  juz- 
gase conveniente  adherirse  á  sus  acuerdos. 

Las  principales  disposiciones  del  decreto  de  19  de  Octu- 
bre de  iSóÜ  que  planteó  la  reforma  son  las  que  siguen: 

"Articulo  1."  En  todos  los  dominios  españoles  la  uni- 
dad monetaria  será  la  peseta,  moneda  efectiva,  equivalente 
á  loo  céntimos. 

Art.  2."  Ss  acujiarán  monedas  de  oro  de  100,  50,  20, 
10  y  5  pesetas,  cuyo  peso,  ley,  permisos  y  diámetros  se- 
rán los  siguientes  ': 


'  La  )cy  de  26  de  Diciembre  de  1899  hn  modificadn  este  ar- 
tículij  reduciendo  á  3  milésimas  el  permiso  por  peso  para  las  mone- 
das de  S  pesetas  y  d  1  milOsima  el  permiso  de  ley  para  tudas  las 
monedas  de  oro. 


CLASE 

DE  MONEDA  .  I  EXACTO 


»Art.  3."  Asimismo  se  acuñarán  monedas 
5  pesetas,  cuyo  peso  será  de  25  gramos,  con  p 
milésimas,  ley  de  900  milésimas,  permiso  de 
y  37  milímetros  de  diámetro. 

sArt.  4."  'I'ambién  se  acuñarán  monedas  <i 
I  peseta,  50  céntimos  y  20  céntimos,  cuyo  pe; 
misos  V  diámetros  serán: 


E  MONEDA     ■:  EXACTO       "'lutru.  EXACTA 


»Estas  monedas...  no  se  entregarán  por  las  cajas  públi- 
cas ni  serán  admisibles  entre  los  particulares  en  cantidad 
que  exceda  de  50  pesetas.  E!  Estado,  sin  embargo,  las  re- 
cibirá de  los  contribuyentes  sin  limitación  alguna. 

i.Art.  5."  So  acuñarán  monedas  de  bronce  de  lo,  5,  2 
y  I  céntimos,  con  el  peso,  permisos  y  diámetros  siguientes: 


'»       j  ,o       |¡,socol,re.|  ,o       I      3»! 
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jn  caso  las  monedas  de  bronce  podrán  entre- 
s  cajas  públicas,  ni  tendrán  curso  legal  entre 
.  en  cantidad  que  exceda  de  S  pesetas;  pero  las 
as  las  recibirán  sin  limitación  alguna, 
»Art.  7."     Se  acuñarán  en  moneda  de  oro  y  de  plata  de 
S  pesetas  las  pastas  que  presenten  de  su  cuenta  los  parti- 
culares, sin  exigirles  descuento  ni  retenida  alguna  por  gas- 
tos de  fabricación. 

»Art.  8."  Las  monedas  de  plata  á  ¡a  ley  de  835  milési- 
mas y  las  de  bronce  se  acuñarán  exclusivamente  por  cuen- 
ta y  en  beneficio  del  Estado. 

sArt.  9.°  ...La  total  suma  de  monedacirculante  de  plata 
de  835  milésimas  no  ha  de  exceder  de  6  pesetas  por  habi- 
tante, ni  de  2  pesetas  la  cantidad  de  monedas  de  bronce. 
»Art.  10.  X  contar  desde  31  de  Diciembre  de  1870, 
será  obligatorio,  así  en  las  cajas  públicas  como  entre  par- 
ticulares, el  uso  del  sistema  monetario  creado  por  este  de- 
creto.» 

La  orden  de  33  de  Marzo  de  1869,  dictada  para  la  eje- 
cución de  la  anterior  reforma ,  hace  constar  que  había  en 
circulación  97  clases  de  monedas,  por  no  haber  acompa- 
ñado á  los  cambios  de  sistema  las  refundiciones  necesarias, 
pues  sólo  se  hizo  una  incompleta  en  17/2,  y  previene  en 
su  art.  i."  que  se  entienda  como  moneda  corricite  la  que 
tiene  por  unidad  \a.  peseta.  El  art.  3.°  dispone  que  los  pre- 
supuestos del  Estado  para  1870-71  y  los  sucesivos  se  cal- 
culen en  pesetas,  y  que  las  oficinas  públicas  cuenten  tam- 
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bien  por  esa  misma  moneda.  Siguen  á  ei 
cuadros  determinando  las  equivalencias 
antiguas  y  las  modernas. 

La  legislación  de  1868  ha  sufrido  algunas^'oí 
nes  importantes:  la  ley  de  presupuestos  de  21  de  Julio  de 
1876  estableció  que  durante  aquel  ejercicio  la  plata  se  acu- 
ñaría exclusivamente  por  cuenta  del  Estado,  y  la  Real  or- 
den de  25  de  Marzo  de  1878  suspendió  hasta  nueva  orden 
la  admisión  en  la  Casa  de  Moneda  de  las  pastas  de  plata, 
cuyo  suministro  contrata  desde  entonces  el  Tesoro  por  me- 
dio de  subasta;  el  decreto-ley  de  6  de  Enero  de  1887  de- 
claró fuera  de  curso  legal  las  monedas  de  plata  de  20  rea- 
les y  todas  las  de  cobre  y  bronce  de  sistemas  anterioresal 
de  1868;  el  decreto  de  21  de  Mayo  de  1873,  para  evitar  la 
aglomeración  de  la  moneda  de  bronce  en  las  cajas  públi- 
cas, sujetó  su  recibo  en  ellas  á  la  proporción  antes  señala- 
da para  las  de  cobre,  que  era  de  5  por  100,  según  la  ley  de 
1864,  y  la  Real  orden  de  2Ó  de  Enero  de  188I  y  el  decre- 
to de  24  de  Marzo  siguiente,  conculcando  más  violenta- 
mente todavía  la  ley  de  18G8,  han  dispuesto:  aquélla,  que 
se  esté  á  lo  prevenido  por  el  decreto  de  27  de  Junio  de 
1852.  según  el  que  la  admisión  y  entrega  de  la  calderilla 
en  las  cajas  del  Estado  puede  llegar  hasta  7  5  pesetas  en  los 
sumas  de  2.500;  y  la  segunda  de  aquellas  disposiciones, 
que  las  cajas  públicas  puedan  entregar  en  las  pagos  hasta 
un  10  por  100  en  calderilla  del  sistema  vigente. 

El  decreto  de  24  de  Marzo  de  1881  suprimió  la  casa  de 
moneda  que  existia  en  Barcelona,  y  puso  término  á  las 
.  acuñaciones  de  calderilla,  que  no  podrán  hacerse  de  nuevo 
hasta  que  lo  disponga  una  ley;  y  otro  decreto  fecha  13  de 
Junio  de  1882  reorganizó  la  Junta  consultiva  de  moneda, 
que  deberla  entender  en  estos  graves  asuntos,  porque  hace 
mucho  tiempo  que  no  funciona. 

Finalmente,  el  decreto  de  20  de  Agosto  de  1876  ordenó 
que  se  acuñase  el  oro  en  cantidad  bastante  para  que  pu- 
diera limitarse  á  150  pesetas  la  suma  de  plata,  que  sería 
obligatorio  recibir  en  cada  pago,  y  la  ley  fecha  [2  de  Mayo 
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de  1888,  que  encomendó  al  Banco  de  España  el  servicio  " 
de  tesorería,  mandó  que  este  establecimiento  adquiriese  ba- 
rras de  oro  por  valor  de  300  millones  de  pesetas,  debiendo 
satisracerse  los  gastos  de  compra  y  acuñación  de  ese  me- 
tal por  mitad  entre  la  Hacienda  y  el  Banco. 

Tai  es  el  estado  de  nuestra  legislación  tnonetaria,  que 
suscita  difíciles  é  interesantísimas  cuestiones  en  las  que  no 
podríamos  entrar  sin  alejarnos  mucho  del  íin  que  nos  con- 
cierne ^  Indicaremos,  sin  embargo,  nuestra  opinión  favo- 
rable al  moHometalismo,  al  patrón  único  de  oro,  y  aun  al 
sistema  que  ya  preconizaba  J.  B.  Say,  según  el  cual  no 
debe  señalarse  un  valor  ñjo  á  la  moneda,  y  sólo  se  ha  de 
decir  en  ella  el  peso  y  la  cantidad  de  metal  ñno  que  con- 
tiene para  que  el  mercado  determine  su  precio  libremente. 
El  bimetalismo,  que  concede  igual  fuerza  ¡iberatriz,  el  mis- 
mo curso  legal  al  oro  y  á  la  plata,  mediante  una  relación 
fíja  establecida  entre  ellos,  nos  parece  un  absurdo  teórico, 
y  la  experiencia  se  encarga  de  demostrar  que  es  cosa  in- 
sostenible, porque  la  proporción  en  el  valor  de  los  dos  me- 
tales cambia  á  cada  momento  en  el  mercado,  y  siempre 
hay  una  moneda  que  obtiene  beneficio  y  otra  que  se  ve 
perjudicada  con  la  relación  legal.  La  depreciación  enorme 
de  la  plata  amenaza  con  una  crisis  gravísima  al  comercio 
en  general,  y  hallamos  mucho  de  contraproducente  en  los 
medios  de  que  se  ha  hecho  uso  para  conjurar  ese  peligro; 
el  reducir  á  exiguas  proporciones  la  acuñación  de  la  plata 
contribuye  sin  duda  á  aumentar  el  quebranto  que  ya  su- 
fre este  metal  por  su  abundancia,  y  el  haber  rebajado  á  835 
milésimas  la  ley  de  las  monedas  divisionarias  lo  encontra- 
mos erróneo  y  altamente  censurable,  porque  la  baja  en  el 
valor  de  la  plata  es  un  motivo  que  obliga  á  atinar  más  y 
más  las  monedas  de  esa  clase,  de  ningún  modo  razón  que 
justifique  el  adulterarlas.  Las  pequeñas  piezas  de  plata  que 
hoy  se  fabrican  no  son,  en  último  resultado,  sino  una  mala 
moneda  de  vellón,  que  no  garantiza  el  porvenir,  y  antes 

•     Viiansr  imcstn)S  Principios  elementales  dt  ¡a  ciencia  económica. 
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■  bien,  concita  y  ha  de  agravar  el  conflicto  que  se  teme. 
Dada  la  existencia  de  la  unión  monetara  latina,  se  explica 
ta  conducta  seguida  en  nuestra  patria;  pero  creemos  tam- 
bién que  España  debe  conservar  su  libertad  de  acción,  por- 
que no  se  ve  la  solución  de!  problema  por  el  camino  que 
trazan  esos  acuerdos  internacionales. 

Las  disposiciones  antes  citadas  que  ordenaron  la  acu- 
ñación dei  oro  no  han  logrado  cumplimiento;  carecemos 
de  ese  metal  amonedado  y  tenemos  como  únicos  instru- 
mentos de  circulación  los  billetes  que  el  Banco  de  España 
emite  con  exceso  para  atender  á  su  propia  conveniencia  y 
á  las  necesidades  del  Tesoro,  y  una  moneda  de  plata,  que 
pierde,  la  de  ley  mejor,  un  50  por  too  de  su  valor  nomi- 
nal. Esta  es,  no  la  única,  pero  sí  la  primera  y  más  impor- 
tante de  las  causas  que  producen  la  elevación  ruinosa  d& 
nuestros  cambios  con  el  extranjero. 

La  hacienda  ha  realizado  grandes  beneficios  con  la  acu- 
ñación del  bronce,  cuyo  importe  pasa  de  57  millones  de  pe- 
setas, que  toca  por  español  á  3,36,  ó  sea  casi  el  doble  de  la 
cantidad  legal,  y  forzando  tambión  la  elaboiación  de  la  mo- 
neda menuda  de  plata,  que  deja  considerables  ganancias. 
Hubo  algún  año,  el  de  líígU-Qy,  en  que  la  acuñación  de 
plata  produjo  47  millones  de  pesetas  por  efecto  de  las  gran- 
des remesas  que  se  hicieron  á  Cuba;  pero  aun  sin  llegar  á 
esos  extremos,  desde  que  rige  ei  actual  sistema  monetario 
hasta  1900,  en  poco  más  de  treinta  años,  el  Tesoro  ha  ga- 
nado 171  millones  con  la  fabricación  de  la  moneda  blanca. 

Ahora  se  trata  de  abaridonar  ese  sistema  y  hasta  se  ha- 
bla de  suspender  toda  acuñación  de  plata.  Asi  es  que  en 
el  presupuesto  vigente  sólo  S2  ponen  503.033  pesetas  como 
ingresos  de  la  Casa  de  Moneda  y  sus  gastos  ascienden  á 
GS9,S03,  más  la  parte  que  corresponda  en  las  188.ÍÍ25  que 
se  invierten  en   la  fabricación   y  en  esa  del  timbre  '.  Las 


'  I.a  Casn  de  Moneda  piifde  realizar  algunos  pequeños  benffi- 
ciiis  por  la  acuñaciSn  de  medallas  para  l')S  particulares,  autorizada 
pnr  Real  orden  de  20  de  Septiembre  de  1864. 
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consideraciones  en  que  se  funda  < 
zan  en  modo  alguno  que  el  E^tad 
este  concepto,  y  menos  lo  consien 
tancias  de  nuestra  circulación  ni' 
toda  urgencia  la  traída  y  acuñacic 
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ees  vigentes  y  les  dio  la  unidad  que  necesitaban.  Varias 
veces,  entre  otras  por  el  Real  decreto  de  25  de  Noviembre 
de  1865,  se  había  intentado  la  supresión  de  los  portazgos, 
y  la  ley  de  presupuestos  fecha  i.**  de  Julio  de  1869  llevó  á 
cabo  esa  medida  refundiéndolos  en  la  contribución  indus- 
trial; pero  en  1877,  la  ley  de  ll  de  Julio,  con  el  objeto  de 
allegar  recursos  para  la  construcción  de  nuevas  carreteras, 
dispuso  que  el  Gobierno  repartiese  á  las  provincias  el  cos- 
te de  la  tercera  parte  de  las  obras  que  se  hicieran  en  ellas, 
y  que  se  restableciesen  los  portazgos  para  cubrir  las  otras 
dos  terceras  partes.  Los  derechos  habían  de  recaudarse  por 
medio  del  arriendo,  y  sus  productos  se  calcularon  en  tres 
millones  de  pesetas  para  el  año  de  1877  á  78. 

Al  fin,  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881  suprimió  los 
portazgos  y  también  la  partida  que,  como  subvenciones  de 
las  provincias  y  los  pueblos  para  la  construcción  de  carre  • 
teras,  venía  figurando  en  el  presupuesto  á  virtud  de  las  dis- 
posiciones de  1877.  No  como  impuesto  sóbrela  circulación, 
sino  como  retribución  del  servicio  que  prestan  los  caminos 
ordinarios  y  en  compensación  de  una  parte  siquiera  de  los 
gastos  que  ocasionan,  creemos  qjue  los  portazgos  tienen 
defensa  mucho  mejor  que  otra  porción  de  arbitrios  admiti- 
dos entre  los  ingresos  del  Estado.  No  deben  hacerse  objeto 
de  explotación  las  carreteras;  pero  no  hay  motivo  tampoco 
para  que  sea  gratuito  su  disfrute.  Tal  vez  lo  único  que  ha 
condenado  á  los  portazgos  es  el  que  rendían  muy  poco, 
del  mismo  modo  que  otros  recursos  se  mantienen  por  la 
sola  razón  de  que  son  muy  productivos. 

Los  ferrocarriles,  cuya  explotación  se  halla  en  manos  de 
empresas  particulares,  tampoco  son  objeto  de  retribución 
para  el  Estado,  porque  el  impuesto  sobre  transportes  no 
tiene  ese  carácter  y  es  una  contribución  indirecta  de  que 
nos  ocuparemos  en  el  lugar  oportuno.  Exígense,  no  obs- 
tante, 1. 341. 000  pesetas  á  las  Compañías  psira.  gastos  de 
inspección  de  los  ferrocarriles. 

Dueño  el  Estado  del  canal  imperial  de  Aragón,  copai  tí- 
cipe  en  la  propiedad  del  de  Isabel  II  ó  del  Lozoya,  que  abas- 
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tece  de  aguas  á  Madrid,  y  habiendo  subvencionado  en  dife- 
rentes formas  á  las  empresas  concesionarias  de  otras  obras 
de  esta  clase,  percibe  como  consecuencia  de  todos  esos  de- 
rechos un  ingreso  de  1 .200.000  pesetas,  que  no  es  más  que 
una  disminución  de  los  gastos  que  en  esta  materia  han  he- 
cho y  continúan  haciendo  nuestros  Gobiernos. 

La  navegación  marítima  está  sometida  al  impuesto  de 
transportes;  pero  desde  el  momento  en  que  estos  derechos 
se  exigen  aun  en  aquellos  puntos  habilitados  para  el  trá- 
fico donde  no  hay  obras  artificiales^  no  pueden  considerar- 
se como  retribución  del  servicio  de  puertos  y  construccio- 
nes marítimas.  El  impuesto  especial  de  faros,  en  que  la  ley 
de  II  de  Abril  de  1849  refundió  los  antiguos  arbitrios  co- 
nocidos con  los  nombres  áe  Janal  y  linterna,  fué  suprimido 
por  el  decreto-ley  de  22  de  Noviembre  de  1868,  á  la  vez  que 
los  át  fondeadero  y  sanidad,  etc. 

II.  Los  servicios  de  correos  y  telégrafos,  á  cargo  de  los 
Gobiernos  en  todas  partes,  no  sólo  son  siempre  retribuí- 
dos,  sino  que  en  la  generalidad  de  las  naciones  dan  lugar 
á  un  beneficio  considerable  para  el  Tesoro  público.  Emi- 
tida ya  nuestra  opinión  9ontraria  á  la  existencia  de  ese  mo- 
nopolio y  al  establecimiento  de  un  impuesto  sobre  la  tras- 
misión de  la  correspondencia,  que  aparece  tan  luego  como 
se  exige  por  ella  algo  más  de  lo  que  cuesta  ^  hemos  de  no- 
tar que,  aun  aquellos  que  consideran  este  servicio  como  un 
origen  legítimo  de  renta  para  el  Estado,  reconocen  al  mis- 
mo tiempo  que  su  carácter  fiscal  es  secundario  y  su  condi- 
ción es  la  propia  de  las  funciones  administrativas. 

La  necesidad  de  comunicarse  con  los  que  se  hallan  á 
grandes  distancias  ha  sido  sentida  en  todos  tiempos,  y  por 
eso  la  existencia  de  los  correos  es  muy  antigua.  Moisés 
habla  de  ellos  como  de  una  institución  conocida  de  su  pue- 
blo, y  se  sabe  que  los  persas  usaron  torres  y  caballos  para 
sus  comunicaciones.  Cuando  los  españoles  conquistaron  á 
Méjico,  hallaron  este  servicio  desempeñado  por  indios  muy 
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corredores  que  conducían  también  personas  y  efectos  de 
todas  clases.  Los  romanos  perfeccionaron  los  correos  (cur- 
sus  publicus)  estableciendo  los  caballos  escalonados,  que 
después  se  han  llamado  postas.  En  la  Edad  Media  los  es- 
tudiantes, que  hacían,  como  ahora,  viajes  periódicos,  lle- 
vaban siempre  de  un  punto  á  otro  gran  número  de  cartas, 
y  en  España  este  último  medio  llegó  á  tener  tanta  impor- 
tancia, que  había  quince  arrieros  matriculados  en  la  Uni- 
versidad de  Salamanca  para  servir  de  conductores  á  los 
estudiantes  y  gozar  su  fuero. 

Aunque  en  el  Fuero  real  y  en  las  Partidas  se  encuen- 
tran algunas  disposiciones  concediendo  privilegios  á  los 
correos,  ellas  mismas  demuestran  que  el  sistema  de  comu- 
nicaciones era  todavía  muy  imperfecto.  Isabel  la  Católica 
contrató  con  un  particular  la  conducción  del  correo.  Car- 
los  I  celebró  también  dos  contratos,  uno  para  Italia  y  Ale- 
mania, y  otro  para  Méjico.  Felipe  V  dio  las  primeras  orde- 
nanzas del  ramo  en  1716,  y  planteó  este  servicio  de  una 
manera  uniforme  por  medio  de  expediciones,  que  llevaban 
periódicamente  la  correspondencia  á  los  puntos  principa- 
les. El  pago  se  verificaba  al  recibir  la  carta,  y  no  había  cer- 
tificados ni  seguridad  alguna.  En  tiempo  de  Carlos  III,  las 
expediciones  salieron  ya  dos  veces  por  semana,  se  dividie- 
ron las  cartas  en  dobles  y  sencillas,  según  su  peso,  y  se 
tomó  a  Jemas  en  cuenta  la  distancia  para  fijar  el  precio  del 
trasporte.  Al  efecto  se  dividió  la  Península  en  varias  zonas, 
señalando  diversa  tarifa  para  cada  una  de  ellas. 

La  administración  de  correos  estuvo  á  cargo  del  minis- 
terio de  Estado,  hasta  que  en  18 12  se  trasladó  al  de  la  Go- 
bernación. Desde  1835  se  hicieron  tres  expediciones  sema- 
nales, y  en  1843  se  estableció  ya  el  correo  diario  á  todas 
las  capitales.  En  1845  se  varió  el  sistema  de  pago,  hacién- 
dole depender  sólo  del  peso;  las  cartas  sencillas  ó  de  me- 
nos de  seis  adarmes  costaban  un  real,  y  las  dobles  ó  ma- 
yores de  este  peso  10,  15,  20  cuartos,  etc.,  según  el  exce- 
so que  contuvieran. 

Simplificado  de  esta  manera  el  servicio  de  correos,  se 
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dictaron  todavía  gran  número  de  disposici< 
rar  su  administración  y  contabilidad,  hast 
por  decreto  de  24  de  Octubre,  se  introdujo 
vio  voluntario  por  medio  de  sellos  especi 
se  rebajas  en  los  precios  para  estimularle.  I 
cipiaron  á  celebrarse  tratados  postales  ce 
de  Europa  y  se  regularizaron  las  comuni( 
tramar. 

Por  último,  el  Real  decreto  de  16  de  Ma 
tableció  el  franqueo  previo  forzoso  para  1 
dobles,  y  observándose  al  poco  tiempo  qu 
cimas  partes  de  la  correspondencia  se  franq 
general  y  obligatorio  el  franqueo  previo  de 
de  1856,  por  decreto  de  15  de  Febrero  ■ 
Posteriormente  se  han  introducido  algunas 
servicio,  tales  como  el  establecimiento  en 
interior  para  las  capitales  y  pueblos  imp 
ciudades  otorgadas  á  la  circulación  de  pt 
presos,  cuyos  derechos,  rebajados  ya  poi 
22  de  Mayo  de  1864,  han  sido  luego  objet 
ducciones;  la  entrada  de  España  en  la  uni 
correos  que  se  pactó  en  1879;  la  admisión 
va/ores  declarados,  en  virtud  del  Real  decrel 
bre  de  J883,  instrucción  de  lo  del  mismo  m 
de  29  de  Octubre  de  1884;  la  trasmisión  dt 
quetes  internacionales  conforme  al  conver 
189I;  e!  convenio  con  Portugal;  la  admisió 
hasta  la  cantidad  de  So  pesetas,  reglament 
ciembre  de  1 899,  etc. 

El  servicio  de  correos  se  hace  conformí 
fecha  7  de  Junio  de  1898.  Los  conceptos 
tarifa  vigente  para  el  franqueo  de  la  corre; 
tal  están  en  el  capítulo  III,  sección  I,  párr 
del  timbre,  y  tiene  como  bases,  según  qu< 
franqueo  previo  forzoso  y  el  pago  con  relf 
las  cartas  ó  paquetes.  Además  del  impuesi 
que  abona  el  remitente,  las  cartas,  que  no  f 
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tranjero  ó  circulen  en  el  interior  de  las  poblaciones,  deven- 
gan 5  céntimos,  como  precio  del  reparto  á  domicilio,  que 
satisface  el  destinatario,  con  arreglo  al  decreto  de  30  de 
Diciembre  de  188 1. 

Los  gastos  del  servicio  ascienden  á  unos  1 5  millones  de 
pesetas,  incluyendo  los  8  de  subvención  que  se  pagan  á 
los  vapores-correos  de  la  Compañía  Trasatlántica  por  la 
dirección  de  Obras  públicas.  No  pueden  fijarse  con  exac- 
titud los  productos  del  correo,  porque  han  venido  aplicán- 
dose á  este  servicio  los  mismos  timbres  que  servían  para 
telégrafos.  El  presupuesto  señala  por  ambos  conceptos  un 
ingreso  de  21.500.000  pesetas,  pero  la  recaudación  por  se- 
llos de  comunicaciones  ha  sido  en  1900  de  más  de  26  mi- 
llones, y  podemos  calcular  que  21  por  lo  menos  correspon- 
den al  correo. 

Produce  además  este  servicio  los  derechos  de  apartado^ 
que  se  recaudan  en  metálico,  por  la  tarifa  del  27  de  Junio 
de  1899,  de  aquellas  personas  que  quieren  recibir  su  co- 
rrespondencia directamente  y  no  por  la  lista  general  ni  por 
mano  del  cartero.  Este  rendimiento  y  los  que  se  obtienen 
por  conducción  de  la  correspondencia  extranjera,  timbre  de 
periódicos  y  varios  otros  conceptos  importan  200.000  pe- 
setas. De  notar  es  la  insignificancia  de  esta  última  suma*» 
pero,  de  todas  suertes,  el  ramo  de  correos  deja  un  producto 
de  alguna  importancia  para  el  fisco. 

Mucho  falta  todavía  para  que  nuestro  servicio  de  correos 
tenga  la  regularidad  necesaria,  y  á  mejorarle  debiera  dedi- 
carse ese  sobrante.  Sin  embargo,  es  preciso  también  re- 
bajar algo  las  tarifas,  porque  es  un  precio  excesivo  de  tras- 
porte el  de  los  1 5  céntimos  de  franqueo  y  5  de  cartero  que 
se  cobran  por  un  pliego  sencillo  en  la  Península.  Asimismo 
debe  abolirse  la  franquicia  de  que  gozan  los  diputados,  se- 
nadores, ministerios  y  dependencias  administrativas,  por  el 
enorme  abuso  que  de  ella  se  hace.  Á  lo  sumo,  pudiera  con- 
cederse la  circulación  de  pliegos  con  determinados  sellos 
oficiales,  exigiendo  al  destinatario  el  abono  del  franqueo. 
El  sistema  adoptado  para  la  retribución  es  sencillo  y  pro- 
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ductivo,  porque  sus  condiciones  son  generales  y  uniformes; 
pertf  esto  mismo  le  da  cierto  sabor  de  injusticia.  La  distan  ■ 
cia  debe  computarse  para  fijar  el  precio  de  las  cartas,  pues 
de  otro  modo  sale  perjudicado  el  que  las  envía  cerca,  en 
obsequio  del  que  las  envia  lejos.  Lo  mismo  sucede  con  el 
franqueo  previo  forzoso;  todo  servicio  debe  ser  retribuido 
por  aquel  á  quien  interesa,  y  no  sabiéndose  en  la  corres- 
pondencia cuál  es  el  beneficiado,  hay  algo  de  arbitrariedad 
en  hacerla  pagar  siempre  al  remitente,  Pero  estos  inconve- 
nientes no  pueden  evitarse  sino  con  el  Ubre  desempeño  del 
servicio  de  correos,  y  dado  que  subsista  el  monopolio,  cree- 
mos aceptable  el  sistema  actual,  porque  su  remedio  causa- 
ría más  daño  con  la  complicación  del  servicio  y  el  menos- 
cabo de  sus  productos.  La  reforma  que  por  de  pronto  con- 
vendría llevar  á  cabo  es  la  de  separar  este  ramo  del  minis- 
terio de  la  Gobernación,  para  quitarle  todo  carácter  político 
y  dar  más  seguridad  á  la  correspondencia,  llevándole  al 
ministerio  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  ó  al  de 
Hacienda,  como,  se  ha  hecho  en  algunas  naciones.  El  pri- 
mer paso  en  este  sentido  le  dio  el  decreto  de  1 2  de  Marzo 
de  1889,  creando  un  cuerpo  especial  de  correos;  pero  hay, 
.  además,  que  pensar  en  extender  los  servicios  postales  con 
aplicación  al  ahorro  y  á  otras  necesidades  que  satisface  en 
casi  todas  las  naciones  ', 

Telégrafos. — La  trasmisión  de  la  correspondencia  por 
medio  de  signos  convencionales  es  también  conocida  desde 
muy  remota  fecha.  Homero  dice  que  en  la  guerra  de  Tro- 
ya se  usaron  las  hogueras  como  medio  de  comunicación, 
y  se  sabe  que  los  romanos  se  valían  también  de  las  seña- 
les. Perfeccionáronse  luego  estos  sistemas,  y  ya  en  tiempos 
de  Luis  XIV  se  introdujeron  las  torres  provistas  de  ante- 
ojos de  mucho  alcance,  que  fueron  el  primer  paso  para  los 
telégrafos  ópticos,  dignamente  reemplazados  en  nuestros 
dias  por  la  electricidad. 

Incalculables  son  los  beneficios  que  reporta  ese  gran  des- 

'    Véase  Gutiérrez,  La  reforma  postal. 
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cubrimiento.  El  hombre  tiene  á  su  disposición  un  agente 
tan  rápido  como  e¡  pensamiento,  y  al  contacto  de  la  chispa 
eléctrica  se  funden  las  costumbres,  se  aunan  los  intereses, 
y  parece  como  que  la  Humanidad  se  aproxima  y  se  con- 
centra. Todavía  necesita  la  ciencia  dotar  á  este  medio  de 
comunicación  con  dos  requisitos  que  hoy  le  faltan:  la 
autenticidad  y  el  secreto;  el  día  en  que  amljos  se  consigan, 
su  utilidad  crecerá  notablemente. 

En  España  se  emprendieron  las  obras  de  la  primera  lí- 
nea telegráfica,  que  debia  enlazar  á  Madrid  con  Irún,  el 
año  1853,  y  construidas  ya  otras  varias,  se  abrieron  todas 
al  público  por  orden  é  instrucción  de  25  de  Febrero  de  1 855, 
estableciendo  el  pago  por  zonas  ó  distancias,  y  por  el  nú- 
mero de  palabras  que  se  trasmitía.  La  ley  de  ferrocarriles 
de  15  de  Knero  de  1856  dispuso  que  las  empresas  recibie- 
ran en  los  postes  de  sus  lineas  los  hilos  telegráficos  que  el 
Gobierno  necesitase  para  su  servicio  y  el  del  público,  y  la 
Real  orden  de  25  de  Febrero  de  1861  aprobó  el  reglamen- 
to general  del  ramo,  vigente  todavía,  aunque  con  muchas 
y  sustanciales  alteraciones,  que  suprimió  las  zonas  y  fijó  ■ 
el  precio  uniforme  de  cinco  reales  por  cada  grupo  de  diez 
palabras  para  el  interior  del  reino.  El  real  decreto  de  21  de 
Abril  de  1864  abolió  el  pago  de  un  real  que  se  exigía  por 
la  conducción  de  los  telegramas  á  domicilio  y  rebajó  á  cua- 
tro reales  el  coste  de  las  diez  palabras;  una  real  orden  de 
22  de  Mayo  del  mismo  año  dispuso  que  el  abono  de  la  co- 
rrespondencia telegráfica  se  hiciera  por  medio  de  sellos;  en 
decreto  de  29  de  Agosto  de  1870  se  concedió  á  cada  des- 
pacho la  franquicia  de  cinco  palabras  para  la  dirección  y 
la  firma;  otra  disposición  de  14  de  Diciembre  de  1875  es- 
tableció la  tasa  de  una  peseta  para  los  despachos  que  no 
excedieran  de  diez  palabras,  y  lo  céntimos  por  cada  una 
de  las  que  pasaran  de  este  número;  y  finalmente,  por  Real 
decreto  fecha  5  de  Octubre  de  1 883  se  marcó  cl  precio  de 
una  peseta  por  cada  quince  palabras,  inclusas  las  de  señas, 
y  10  céntimos  por  cada  palabra  más,  reduciéndose  el  abo- 
no al  de  So  y  5  céntimos,  respectivamente,  para  los  despa- 
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chos  que  circulen  entre  dos  pueblos  comprendidos  en  una 
misma  provincia.  La  ley  del  timbre  exige  que  cada  telegra- 
ma lleve  además  un  sello,  móvil  de  5  céntimos.  Los  Reales 
decretos  de  7  de  Mayo  de  1889  y  18  de  Noviembre  de  1890, 
con  el  reglamento  fecha  2  de  Enero  de  1891,  conceden 
abonos  á  precios  reducidos  de  trasmisión  telegráfica  á  las 
empresas  periodísticas  y  agencias  de  noticias,  y  por  con- 
venio de  3  de  Marzo  de  1 899  entre  Francia,  Portugal  y  Es- 
paña se  rebajan  las  tarifas  con  el  So  por  100  para  el  cam- 
bio de  telegramas  destinados  á  la  publicidad.  Para  el  ser- 
vicio telegráfico  internacional  está  vigente  el  convenio  re- 
visado en  Budapest  el  año  1 896. 

Desde  1864 — decreto  30  de  Marzo — se  admite  el  esta- 
blecimiento de  líneas  y  estaciones  telegráficas  privadas  ó 
de  corporaciones,  que  hoy  se  regula  por  el  decreto  de  29 
de  Enero  de  1889.  Estas  disposiciones  y  las  contenidas  en 
la  Real  orden  de  14  de  Marzo  de  1868,  Real  decreto  de  12 
de  Abril  de  187 1  y  ley  de  29  de  Diciembre  de  1881,  sobre 
apertura  de  las  líneas  telegráficas  de  los  ferrocarriles  para 
servicio  del  público,  han  dado  una  extensión  considerable 
y  suficiente  para  las  necesidades  del  país  á  este  medio  de 
comunicación,  cuyo  uso  sólo  está  limitado  por  el  coste  que 
necesariamente  tiene- 
Complemento  del  telégrafo  son  las  redes  telefónicasy  y  el 
decreto  de  16  de  Agosto  de  1882  autorizó  al  Gobierno  para 
otorgar,  mediante  concurso,  su  establecimiento  y  explota 
ción  á  las  compañías  ó  particulares  que  lo  solicitasen,  sin 
perjuicio  de  la  facultad  que  se  reservaba  al  Estado  de 
organizar  por  sí  mismo  este  servicio.  Fueron  pocas  las 
concesiones  hechas  con  arreglo  á  esta  disposición,  y  otro 
Real  decreto  de  1 1  de  Agosto  de  1884  acordó  que  la  admi- 
nistración estableciese  el  teléfono  en  las  poblaciones  donde 
lo  creyera  conveniente,  dictándose  al  efecto  un  reglamento 
aprobado  en  12  del  mismo  mes;  el  decreto  de  13  de  Junio 
de  1886  entregaba  este  servicio  á  la  iniciativa  particular,  y 
el  de  II  de  Noviembre  de  1 890,  derogando  los  anteriores, 
estableció  un  sistema  mixto  de  construcción  por  el  Estado 
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y  concesión  á  particulares,  mediante  el  abono,  como  dere- 
cho de  regalía  y  por  el  coste  de  la  inspección,  de  un  canon 
anual,  que  el  reglamento  de  2  de  Enero  de  1891  ñjó  en 
cinco  pesetas  por  kilómetro  y  conductor.  El  decreto  de  1 5 
de  Agosto  de  1894  mandó  que  las  nuevas  concesiones  de 
redes  telefónicas  pagaran  el  10  por  lob  de  la  recaudación 
total,  pudiendo  optar  las  anteriores  entre  ese  derecho  y  el 
canon  fijo.  Por  último,  el  decreto  vigente  de  26  de  Junio 
de  1900,  lamentándose  de  que  el  Estado  haya  dejado  el 
servicio  telefónico  á  la  acción  de  los  particulares,  sostiene 
con  alguna  limitación  las  concesiones  de  redes  urbanas  y 
dispone  que  en  lo  sucesivo  las  líneas  interurbanas  sólo  po- 
drán ser  instaladas  por  el  Estado.  Cada  concesión  pagará 
el  10  por  100  del  total  rendimiento  de  la  explotación,  y  las 
antiguas  seguirán  satisfaciendo  el  canon  que  tuvieren  se- 
ñalado. El  reglamento  es  del  día  9  de  Julio  siguiente. 

Cuesta  todo  el  servicio  de  comunicaciones  telegráficas 
7-336-794  pesetas,  y  sus  rendimientos  por  el  empleo  del 
timbre  los  estimamos  en  unos  5  millones,  mas  650.000  que 
se  perciben  en  metálico  por  los  teléfonos  y  otros-conceptos. 

De  suerte  que,  reuniendo  en  una  suma  los  gastos  y  los 
ingresos  de  correos  y  telégrafos  y  sin  computar  entre  los 
primeros  el  coste  de  la  fabricación  y  expendición  de  sellos, 
resulta  que  tales  servicios  dejan  unos  5  millones  de  bene- 
ficio ó  renta  para  el  Estado. 


Vlll 


otros  varios  aervlclvs  adnlnlst 


Giro  mutuo  del  Tesoro. — Se  estableció  en 
administraciones  de  correos;  pero  cuar.do  co 
obligatorio  quedaron  éstas  sin  fondos,  pasó 
las  tesorerías  provinciales  y  administracionc! 
del  ramo  de  hacienda,  por  real  orden  de  1 8  de  J 
Entonces  se  rebajó  al  3  el  precio  del  giro,  c 
del  3  por  IDO,  manteniéndose  el  sistema  adof 
principio  de  emplear  libranzas  por  cantidades 
se  admitieron  girus  por  cualquier  cantidad  hí 
te  máximo  de  los  3.000  reales  establecido  e 
vióse  otra  vez  en  1873  á  los  tipos  cerrados 
desde  una  á  1 2  5  pesetas,  y  por  úl'.imo,  el  Real 
de  Mayo  de  1875  creó  las  libranzas  actuales 
de  garantía,  cuyas  combinaciones  permiten  gi 
hasta  750  pesetas  en  un  mismo  document 
de  I."  de  Noviembre  de  1887  ha  establecido 
pedales  para  el  abono  de  suscricionesá  perióc 
les  se  expenden  con  los  efectos  timbrados  y  s 
deras  en  Madrid.  Por  convenio  ratificado  en  : 
de  1886  funciona  el  giro  mutuo  entre  Portug 
Se  admite  también  para  Tánger  con  cargo 
de  España. 
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Autorizado  el  Gobierno  por  la  ley  de  Presupuest 
1892  para  concertar  con  la  Compañía  Arrendataria  c 
bacos  el  servicio  del  giro  mutuo,  se  hizo  ésta  cat 
él  en  i.°  de  Julio  de  aquel  año  y  le  desempeña  desc 
tonces  por  medio  de  sus  administraciones  subalterna 
cibiendo  la  mitad  del  premio  señalado,  ó  sea  el  i  po 
El  presupuesto  fija  por  esté  concepto  un  ingreso  de 
tas  4SO.000  y  gastos  por  valor  de  250.000;  pero  er 
se  han  recaudado  541.481  y  se  pagaron  310.260  deg 
Alguna  vez  se  ha  pedido  la  supresión  del  giro  n 
pero  atendiendo  á  que  no  constituye  monopolio  y  á  1 
precio  es  bastante  elevado,  con  lo  cual  no  impide  el 
jo  de  los  banqueros  particulares,  y  teniendo  por  otr: 
te  en  cuenta  que  favorece  al  pobre  y  le  sirve  para  tra 
sus  economías  de  un  punto  á  otro,  pagar  sus  peq 
deudas  y  socorrer  á  sus  hijos  en  el  servicio  militar, 
mos  que  puede  mantenerse  sin  inconveniente. 

Caja  de  Depósitos. — Tendremos  que  hablar  de  ella 
medio  que  puede  emplearse  para  atender  á  la  deuda  1 
te  del  Tesoro  y  por  el  interés  que  ofrece  su  historie 
este  aspecto.  Ahora,  considerándola  como  origen  qui 
ingresos,  hemos  de  decir  únicamente  que  el  decreto 
de  Enero  de  1874  restableció  la  Caja  de  Depósitos 
antes  suprimida  por  el  Gobierno  republicano,  y  que 
forme  á  la  ley  de  presupuestos  de  1873  se  incorporó  á 
rección  del  Tesoro  y  fué  reorganizada  por  decreto  y 
mentó  del  23  de  Agosto  de!  mismo  año.  Han  de  hac£ 
la  Caja  los  depósitos  necesarios  en  efectos  públicos  y 
lico  constituidos  por  decisiones  de  la  Administraciói 
los  tribunales,  ó  para  fianzas  de  contratos  y  cargos 
eos,  así  como  los  que  tengan  por  objeto  cumplir  obli, 
nes  de  interés  público  ó  privado,  y  los  provisionale 
optar  á  subastas  de  servicios  públicos;  y  se  admitirán 
volúntanos  los  que  se  impongan  libremente  en  efect 
blicos  para  retirarlos  á  voluntad  de  sus  dueííos.  Se 
un  interés  de  4  por  100  á  ios  depósitos  necesarios  e 
tálico,  excepción  hecha  de  los  provisionales,  que  no  t 
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¡reses  por  su  carácter  transitorio,  y  se  cobran  á  los 
)s  voluntarios  derechos  de  custodia,  proporciona- 
nterés  que  rindan  los  efectos:  por  cada  10.000  pe- 
iminales  se  exige  el  uno,  el  uno  y  medio,  el  dos  ó 
medio  en  cada  año,  según  que  cl  interés  de  la  deu- 
iel  2,  del  3,  del  4,  del  5  y  6  por  100.  Los  depósitos 
excedan  de  10.000  pesetas  nominales  pagarán  el 
fijo  de  una  peseta  por  año.  Los  efectos  sin  interés 
m  medio  por  cada  10.000  pesetas,  cuando  el  capi- 
linal  excede  de  60.000,  y  una  peseta  si  no  llega  á 
irisrao.  Los  depósitos  provisionales  en  metálico  y 
fectos  públicos  capitalizados  por  su  valor  real  sa- 
dos  pesetas  hasta  1.000,  y  desde  esa  cantidad,  So 
is  por  cada  2  So.  Debía  admitir  también  la  Caja  am- 
jfus  voluntarias  en  mríálUo,  con  interés  variable  se- 
plazo  de  la  retirada;  pero  había  de  señalarse  la  fe- 
B  dar  comienzo  á  estas  operaciones  y  no  ha  Uega- 
arse  todavía.  El  presupuesto  calcula  el  importe  de 
sos  derechos  en  100.000  pesetas  y  los  gastos  de  la 
je  no  pueden  determinarse  porque  se  hallan  fundi- 
1  los  de  la  dirección  de  la  Deuda,  exceden  segura- 
de  esa  suma.  La  garantía,  que  ofrece  sse  instituto, 
los  riesgos  de  toda  clase  que  presenta  la  consérva- 
los efectos  públicos  es  un  aliciente  ventajoso  para 
to  del  Estado. 

í/a  de  Madrid. — Suprimida  la  Imprenta  Nacional  en 
Vbril  de  1867,  hubo  de  restablecerse  en  1 1  de  Di- 
j  de  1 868;  pero  otra  vez  y  por  decreto  de  4  de  Mayo 
í  se  cerró  aquel  establecimiento  y  se  dispuso  con- 
lor  subasta  la  impresión  de  la  Gaceta  con  el  Bole- 
Ventas  de  Bienes  Nacionales,  los  Extractos  de  las 
■  de  los  Cuerpos  Colegisladores,  las  Sentencias  del 
al  Suprema  y  la  Guia  oficial  de  España.  El  servi- 
■ige  por  la  instrucción  del  14  de  Agosto  de  aquel 
ís  resultados  de  este  sistema  son  los  siguientes:  el 
e  composición,  tirada  y  reparto  del  periódico  oñcial 
;  anejos  y  la  Guia  importa  250.000  pesetas,  contra 
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500.000  que  se  calculan  como  producto  de  la  Gaceta,  en 
que  sin  duda  se  incluyen  también  los  rendimientos  de  la 
Guia.  Es  de  advertir  que  los  gastos  de  personal  á  que  dan 
lugar  esas  publicaciones  no  pueden  computarse  porque  es- 
tán englobados  con  los  demás  de  la  Subsecretaría  de  Go- 
bernación. De  todas  suertes,  vemos  que  el  Gobierno  obtie- 
ne como  editor  de  la  Gaceta  un  beneficio  de  cerca  de 
250.000  pesetas,  y  no  se  justifica  ciertamente  que  así  se 
explote  el  medio  que  sirve  para  la  promulgación  de  las  le- 
yes y  para  dar  conocimiento  de  las  órdenes  de  las  autori- 
dades y  de  los  actos  oficiales.  Debiera,  por  consiguiente, 
rebajarse  el  precio  que  tienen  la  suscrición  y  las  insercio- 
nes en  la  Gaceta,  y  no  serían  por  esto  grandes  los  perjui- 
cios del  Tesoro,  ya  que  la  mayor  parte  de  esos  ingresos  la 
da  el  material  délas  dependencias  del  Estado,  obligadas  á 
,  recibir  el  periódico  y  á  pagar  la  suscrición. 

Publicaciones  oficiales. — Bajo  este  epígrafe  hay  en  el 
presupuesto  de  ingresos  una  partida  de  20.000  pesetas,  que, 
si  se  cumple  el  art.  30  de  la  ley  de  29  de  Junio  de  1890, 
es  el  producto  de  las  publicaciones  que  se  editan  por  ctten^ 
ía  del  Estado,  como  Boletines  oficiales.  Colecciones  legis- 
lativas, libros,  mapas  estadísticos  ú  obras  científicas.  Aho- 
ra bien,  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  publica  leyes, 
códigos  y  colecciones;  en  el  de  Fomento  se  dan  á  luz  tra- 
bajos muy  interesantes  por  cierto,  del  Instituto  geográfico 
y  estadístico,  del  Observatorio  astronómico,  de  la  Calco- 
grafía nacional  y  de  otros  diversos  centros;  en  el  de  Ha- 
cienda se  imprimen  el  Boletín  oficial,  las  cuentas  generales 
y  presupuestos  del  Estado,  las  balanzas  de  comercio,  etc., 
y  el  Ministerio  de  la  Guerra  tiene  un  Diario  muy  favorecido 
por  las  clases  militares.  ¿Cómo  no  rinden  algo  más  tantas 
y  tales  publicaciones^  Si  no  hay  algún  vicio  en  la  admi- 
nistración de  esos  productos,  habrá  que  convenir  en  que 
tienen  poco  éxito  y  le  cuestan  al  Gobierno  muy  caras  sus 
ediciones. 

Administración  de  participes. — Viene  este  ingreso  de 
aquellas  épocas  en  que  por  merced,  enajenación  ó  empeño 
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se  reconocía  á  particulares  y  corporaciones  el  derecho  de 
tomar  una  parte  de  las  rentas  públicas;  el  Estado  se  encar- 
gaba de  hacer  la  recaudación  integramente,  y  al  abonar  sus 
cuotas  á  los  partícipes,  les  hacía  un  descuento  para  in- 
demnizarse de  los  gastos  ocasionados  por  esa  administra- 
ción. Liquidados  aquellos  derechos,  y  cobrándose  hoy 
separadamente  el  premio  por  la  recaudación,  que  hace  el 
Estado,  de  los  recargos  establecidos  por  los  municipios 
sobre  las  contribuciones  generales,  este  ingreso  ha  perdido 
la  importancia  que  tenía  anteriormente,  y  aunque  se  pre- 
supone en  I  lo.ooo  pesetas,  sólo  dio  90.000  en  el  año  1900. 
El  descuento  que  se  hacía  á  los  participes  era  de  4  por  loo, 
pero  se  elevó  al  10  por  decreto  del  1 1  de  Diciembre  de  1829, 
y  este  tipo  es  demasiado  aíto  y  convendría  reducirle  á  la 
mitad. 

Adininislracíon  de  los  recargos  municipales. — Para  evi- 
tar la  duplicidad  de  operaciones  que  ocasionaba  el  cobro 
de  los  recargos  municipales  con  separación  de  las  cuotas 
que  se  reparten  para  el  Estado,  se  encargó  éste  de  la  re- 
caudación de  ambos  en  un  solo  recibo.  Conforme  el  pre- 
supuesto de  1893,  el  descuento  que  hace  la  hacienda  por 
ese  servicio  es  del  5  por  loo,  y  á  virtud  de  la  ley  de  31  de 
Mayo  de  1900  se  ha  extendido  lógicamente  á  las  contribu- 
ciones que  perciban  los  ayuntamientos  con  arreglo  á  las 
leyes  sobre  ensanche  de  las  poblaciones.  No  hay  en  ver- 
dad razón  para  que  el  Estado  haga  gratuitamente  la  recau- 
dación de  las  cuotas  municipales,  y  aunque  el  5  por  IDO 
es  algo  elevado  como  premio  para  esa  cobranza,  hemos  de 
considerar  legítimo  el  ingreso  por  este  concepto,  que  im- 
portó en  1900,  pesetas  I.5i9-38s. 

Interpretación  de  lenguas. — En  esta  oficina  del  Ministe- 
rio de  Estado  han  de  hacerse  precisamente  las  traducciones 
oñciales  de  los  documentos  escritos  en  idioma  extranjero. 
Los  derechos  que,  en  papel  sellado,  cobra  esa  dependencia, 
cuando  su  servicio  interesaáparticulares,  no  cubren  segura- 
mente las  56.925  pesetas,  importe  de  sus  gastos. 

Servicio  contencioso.  —Los  abogados  del  Estado  tienen 
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como  única  retribución  el  sueldo,  asi  es  que  cuando  en 
algún  pleito  logran  que  se  condene  en  costas  á  la  parte 
contraria,  sus  honorarios  ingresan  en  el  Tesoro.  Aunque  el 
presupuesto  de  igoo  sólo  calculaba  este  ingreso  en  I0.000 
pesetas,  la  recaudación  ascendió  á  21.583  durante  ese  año. 


IX 


Servicios  flacales. — El  estanco  del  i 


El  sistema  tributario,  implantado  por  la  ley 
Mayo  de  1845,  redujo  los  innumerables  estancc 
polios,  que  entonces  existían,  á  los  de  la  pólvor 
tabaco  y  la  lotería.  La  ley  fecha  17  de  Junio  d 
claró  libre  la  fabricación  y  venta  de  la  pólvor 
de  Enero  del  año  siguiente,  y  la  sal  dejó  tambi 
monopolizada  por  la  Hacienda  á  principios  de  i  i 
tud  de  la  ley  del  16  de  Junio  de  18Ó9;  pero  en  ■ 
en  otras  materias  financieras,  hemos  retroced 
creado  el  monopolio  de  las  cerillas  fosfóricas,  Si 
al  de  !a  pólvora,  uniéndola  á  oirás  sustancias  1 
y  aunque  sin  llegar  á  realizarlo,  se  ha  intentan 
el  petróleo  al  mismo  régimen. 

Traído  á  España  el  tabaco  en  principios  del 
desde  las  islas  de  Cuba  y  Santo  Domingo,  fué  d 
mercio  y  aun  se  intentó  prohibir  su  uso,  hasta  q 
cuan  rápidamente  crecía  el  consumo,  se  le  hizo 
renta  y  se  decretó  el  estanco  por  las  Cortes  en 
meramente  se  adoptó  el  sistema  del  arriendo,  c\ 
cía  4  millones  en  167S;  mas  hubo  que  desecha 
muchos  fraudes  que  producía,  y  en  I730seence 
ministración  de  explotar  directamente  el  monO| 
limitado  antes  á  las  provincias  de  León  y  Castill 
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extendido  desde  1 707  á  las  de  Navarra  y  del  antiguo  reino 
de  Aragón. 

Generalizado  cada  día  más  el  uso  del  tabaco  y  elevados 
por  la  hacienda  sus  precios,  que  llegaron  á  ser  de  48  rea- 
les libra  á  fines  del  siglo  XVIII,  la  renta  adquirió  gran  vue- 
lo, y  sus  productos  fueron  en  1770  de  108  millones  y  me-  1 
dio  de  reales  y  de  más  de  123  el  año  x8oo.  Sin  embargo,  el  '  ' ' 
enorme  beneficio  que  ofrecía  hizo  tomar  considerable  in* 
cremento  al  contrabando,  no  obstante  las  penas  terribles, 
la  de  muerte  inclusive,  con  que  se  castigaba,  y  los  in- 
gresos decayeron,  no  llegando  á  112  millones  de  reales 
en  1819. 

Al  mismo  tiempo  que  el  de  la  sal,  decretaron  las  Cortes 
de  1820  el  desestanco  del  tabaco  para  el  i.**  de  Marzo  de 
1 82 1;  pero  tanto  disminuyeron  los  ingresos,  que  hubo  de 
volverse  al  monopolio  en  1822,  aunque  tolerando  la  plan- 
tación y  cultivo  del  tabaco  en  la  Península,  y  en  vista  de 
que  aun  así  desaparecía  la  renta,  en  1824  se  restableció  el 
estanco  por  completo.  Penosamente  y  con  muchas  alterna- 
tivas en  los  precios,  fué  subiendo  otra  vez  la  recaudación, 
que  hasta  1839  no  consiguió  pasar  de  ico  millones  de  rea- 
les de  rendimiento  total.  En  1844  se  arrendaron  los  pro- 
ductos del  tabaco  al  banquero  Salamanca  en  precio  de  75 
millones  anuales;  pero  el  Sr.  Mon  rescindió  el  contrato  an- 
tes de  que  llegara  á  ejecutarse,  por  encontrarle  muy  one- 
roso, y  en  1 854  los  ingresos  por  este  concepto  se  acerca- 
ban á  200  millones  de  reales. 

Otra  vez  en  1855  se  quiso  desestancar  el  tabaco  junta- 
mente con  la  sal,  y  se  presentó  un  proyecto  á  las  Cortes 
dejando  libre  aquel  artículo  y  reemplazando  sus  productos 
con  derechos  impuestos  á  la  producción  y  al  comercio  ex- 
terior. Los  datos  en  que  se  apoyaba  esta  reforma  prome- 
tían al  Tesoro  pingües  utilidades  y  á  la  industria  grande 
aumento.  Pero  la  caída  de  aquel  Gobierno  impidió  su  rea- 
lización. Finalmente,  en  el  proyecto  de  presupuestos  de  19 
de  Abril  de  1869,  que  inició  el  desestanco  de  la  sal,  se  aco- 
metía también  el  del  tabaco,  cuya  fabricación  debía  ser  libre 
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desde  I."  de  Julio  de  1870,  así  como  la 

díante  el  pago  de  los  derechos  arancelan 

Lejos  de  insistirse  en  este  pensamient 

vio  á  ser  riguroso,  y  se  derogó  una  mi 

como  promesa  de  otras  más  radicales,  qt 

desde  1866.  Nos  referimos  al  real  decret 

que  permitió  la  introducción  del  tabaco  pn 

y,  Puerto  Rico,  gravándole  con  derechos  a 

claró  libre  su  circulación  y  venta,  sin  m< 

patente  con  arreglo  á  tarifa  y  pagar  la  con 

sidio.  La  industria  se  apoderó  al  moment 

ña  concesión;  pero  otro  decreto,  fecha  26  c 

la  puso  término,  y  si  bien  se  restableció  e 

quedó  deñnitívamente  abolida  en  z6  de  Ji 

Era  ésta  una  franquicia  ventajosa:  para 

^as  de  Ultramar,  porque  facilitaba  la  salid 

tos;  para  el  comer>;io  interior,  porque  el  1 

quirido  bastante  desarrollo,  y  para  ios  cí 

tabaco,  que  se  encontraban  mejor  servido: 

bra  del  comercio  legítimo  y  de  buena  fe, 

adquirió  grandes  proporciones  y  la  renta  c 

nuyó  considerablemente. 

También  los  tabacos  elaborados  en  I 
guieron  su  admisión  en  la  Península  por  r 
de  Abril  de  1882.  Desde  que  en  1852  se  dei 
los  puertos  de  aquellas  islas,  el  tabaco  e 
Las  le/es  de  presupuestos  de  1876  y  77  au 
bierno  para  comprar  tabaco  en  hoja  y  ciga 
cedencia,  y  luego,  en  virtud  de  la  dispos 
hacienda  recibía  para  vender  en  comísíór 
de  los  fabricantes  canarios,  los  cigarros  qi 
cían.  En  la  actualidad  la  Compañía  arren< 
nopoiio  debe  adquirir  anualmente,  en  conc 
bles  de  calidad  y  precio,  100.000  kilogramc 
Canarias,  y  podrá  vender,  en  comisión  ó 
las  labores  de  esa  procedencia,  como  las  d( 
tranjeros. 
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Además,  la  importación  para  el  consumó  de  tabacos  ela- 
borados es  libre  mediante  el  pago  de  los  derechos  de  rega- 
lía, que  son  de  20  pesetas  por  kilogramo  para  los  cigarros 
y  de  18  para  los  cigarrillos  y  picaduras;  pero  ha  de  hacer- 
se por  conducto  de  la  Sociedad  arrendataria,  que  percibirá 
una  comisión. 

Las  Provincias  Vascongadas,  exentas  antes  de  este  mo- 
nopolio, fueron  sometidas  á  él,  en  principio,  por  la  ley  de 
21  de  Julio  de  1876,  y  de  hecho,  á  virtud  del  real  decreto 
fecha  28  de  Febrero  de  1878,  que  declaró  establecida  la 
renta  del  tabaco  en  Álava,  Guipúzcoa  y  Vizcaya  desde  r," 
de  Julio  siguiente,  á  cuyo  efecto  la  hacienda  se  hacía  car- 
go de  las  existencias  que  hubiera  en  las  fábricas  y  expen- 
dedurías particulares,  indemnizando  á  sus  dueños.  El  es- 
tanco, pues,  alcanza  hoy  á  toda  la  Península,  Islas  Balea* 
res  y  posesiones  del  Norte  de  África. 

Los  rendimientos  del  monopolio  han  seguido  una  pro- 
gresión muy  rápida,  detenida  únicamente  en  los  períodos 
de  guerra  ó  turbulencias  políticas,  que  han  desarrollado 
el  contrabando  en  grande  escala.  Producía  ya  el  estanco 
en  1750,  como  antes  hemos  dicho,  más  de  20  millones  de 
pesetas;  llegó  á  pasar  de  los  30  millones  el  año  1800;  dio 
un  ingreso  de  44  millones  en  1850,  de  73  en  1860,  de  1 14 
en  el  ejercicio  de  1880-81  y  de  130  en  1886-87.  Los  gas- 
tos en  este  último  año  importaron  55,485.747  pesetas,  sin 
que  puedan  computarse  los  de  la  administración  central  y 
los  que  tocan  á  este  ramo  entre  los  generales  del  resguar- 
do; de  manera  que  la  renta  líquida  venia  á  ser  de  74  y  me- 
dio millones  y  estaba  en  baja  con  relación  á  los  dos  años 
anteriores. 

El  ministro  Sr.  López  Puigcerver  creyó  acertadamente 
que  la  renta  era  susceptible  de  grandes  desarrollos;  pero 
convencido  de  que  la  administración  no  era  capaz  de  lo- 
grarlos, y'  solicitado  además  por  el  deseo  de  llevar  al  pre- 
supuesto como  recurso  extraordinario  el  valor  de  las  exis- 
tencias de  tabacos  que  poseía  el  Estado,  y  de  tener  base 
para  levantar  un  anticipo  considerable,  propuso  á  las  Cor- 
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tes  el  arrendamiento  del  monopolio.  Sancionado  es 
yecto  por  la  ley  de  22  de  Abril  de  1887,  el  decreh 
10  de  Junio  siguiente  adjudicó,  previo  concurso,  la 
tación  de  la  renta  al  Banco  de  España,  que  constituj 
administrarla  una  Sociedad  anónima  denominada  ( 
nía  Arrendataria  di  Tabacos.  Hé  aquí  las  principale 
del  contrato  celebrado:  el  arriendo  duraría  doce  año: 
plazo  se  dividió  en  cuatro  periodos  de  tres  años  cae 
durante  el  primer  periodo  el  contratista  debía  abo 
millones  de  pesetas  en  cada  año;  durante  el  segu 
término  medio  del  producto  líquido  obtenido  en  lo 
segundo  y  tercero,  y  durante  el  tercero  y  cuarto  p 
el  término  medio  del  producto  liquido  obtenido  en 
ríodo  inmediato  anterior.  Además  de  la  cantidad  c 
presentase  en  cada  año  el  tipo  ñjo  garantizado,  el  < 
tista  abonaria  el  50  por  100  del  exceso  del  product 
do  total  obtenido  en  el  mismo  año  sobre  aquella  ca 
E^  producto  líquido  de  la  renta  había  de  ñjarse  dedi 
los  gastos  de  administración  y  elaboración  correspi 
tes  á  las  manufacturas  vendidas  durante  el  año,  mt 
por  100  como  interés  del  capital  invertido  en  el  n 
El  contratista  podía  alterar  las  clases  y  precios  de 
bores  con  autorización  del  ministro  de  Hacienda;  q 
obligado  á  admitir  y  expender  en  comisión  los  taba< 

horados  en  las  provincias  de  Ultramar  y  en  Caní ,  ^ 

había  de  adquirir  por  su  cuenta  cantidades  determinadas 
de  los  tabacos  de  esa  misma  procedencia.  El  Gobierno  que- 
daba facultado,  pasados  los  dos  primeros  años  del  arrien- 
do, para  autorizar  el  cultivo  del  tabaco  de  acuerdo  con  el 
contratista  y  para  exigir  á  éste  un  anticipo  hasta  de  8  mi- 
llones de  pesetas  por  cada  uno  de  los  años  que  faltasen 
para  el  término  del  arriendo.  La  cláusula  3 1 ,  que  era  la  úl- 
tima del  contrato  y  muy  interesante  para  conocer  su  espí- 
ritu, decía  de  este  modo:  <EI  contratista  no  podrá  hacer 
reclamación  alguna  fundada  en  la  falta  de  exactitud  ó  error 
de  datos  incluidos  en  los  estados  formados  por  la  Inter- 
vención general  del  Estado,  y  que  para  facilitar  el  estudio 
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de  este  asunto  se  acompañan,  toda  vez  que  están  sujetos 
á  la  rectiñcación  que  pueda  producir  el  examen  de  las 
cuentas  de  que  se  han  tomado*. 

La  Compañía  arrendataria,  encargada  del  monopolio  en 
esos  términos  desde  I."  de  Julio  de  1887,  transformó  rápi- 
damente la  organización  del  ramo,  la  administración  ge- 
neral, las  fábricas  y  las  expendiciones;  mejoró  notable- 
mente la  calidad  de  los  tabacos,  subiendo  algo  los  precios; 
anuló  ó  redujo  muchísimo,  con  la  creación  de  resguardos 
especiales,  el  contrabando  enorme  que  se  hacia  antes,  y 
logró  por  estos  medios  dar  á  la  venta  un  grande  impulso. 
En  el  año  de  1891-92  la  recaudación  por  tabacos  ascen- 
dió á  162  millones,  cuando,  según  hemas  visto,  los  rendi- 
mientos alcanzados  por  la  Hacienda  no  pasaron  de  130. 
el  beneficio  líquido  conseguido  fué  de  loi  millones,  lo  cual 
prueba  que  se  había  obtenido  al  mismo  tiempo  que  el 
aumento  del  consumo  una  disminución  muy  importante 
de  los  gastos,  y  el  Estado  hizo  efe;tivos  algo  más  de  93 
millones  en  lugar  de  los  74  qua  antes  percibía.  [Y,  sin  em- 
bargo, la  Compai^ía  en  esos  cinco  años  no  pudo  repartir 
dividendo  alguno  á  los  accionistas  y  llegó  á  perder  la  ter- 
cera parte  del  capitel  que  invirtiera  en  el  negocio! 

Esta  anomalía  se  explica  por  las  condiciones  verdade- 
ramente  leoninas  en  que  se  hizo  el  contrato  de  arriendo. 
El  canon  inicial  de  90  millones  era  conocidamente  excesi. 
vo,  y  la  prueba  de  que  el  error  se  cometió  á  sabiendas 
por  parte  del  Estado  la  encontramos  en  la  última  de  las 
cláusulas  que  hemos  trascrito,  donds  se  establece  que  el 
contratista  no  podrá  reclamar  contra  los  datos  que  sirvie- 
ron para  evaluar  los  productos  de  la  renta,  precisamente 
parque  tto  eran  exactos  y  estaban  sometidas  á  ¡a  rectifica- 
ción de  las  cuentas.  Pero  sobre  ser  excesivo  el  canon  fijado 
para  los  primeros  años,  tenia  un  doble  movimiento  de  as- 
censión, que  le  hacía  variable  en  cada  año  y  además  en 
cada  trienio;  la  Compañía  sólo  percibía  la  mitad  del  bene- 
ficio que  lograba  anualmente  sobre  el  canon  fijo,  y,  no 
obstante,  esa  ganancia  se  computaba  entera  para  determi- 
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nar  el  canon  correspondiente  al  inmediato  trie 
ñera  que  el  beneñcio  de  un  año  influía  con  el 
importe  en  el  canon  de  tres  años.  Así  se  llegó  a 
sible  resultado  de  que  las  ganancias  pudiera: 
al  contratista  y  éste  se  viera  en  e]  caso  de  c< 
graduarlas  para  defender  sus  intereses.  Agréj 
que  las  pérdidas  inevitables  en  el  primer  año 
se  dejaron  á  cargo  de  la  Compañía  para  que  n 
en  el  canon  del  trienio  segundo;  que  ai  arren< 
imponía  la  adquisición  de  la  primera  materia 
des  determinadas,  según  la  procedencia  del 
modo  que  si  el  consumo  rechazaba,  por  ejem[ 
eos  de  Filipinas  ó  de  Canarias  y  era  preciso  su! 
los  de  Cuba  ó  Puerto  Rico,  la  mayor  adquisic 
obligaba  á  una  compra  proporcionada  de  los 
echados;  que  no  se  abonaron  á  la  Compañ 
gastos  de  la  renta,  el  coste  del  resguardo  á  q 
la  extinción  del  contrabando;  que  se  interpret 
las  cláusulas  del  contrato  por  parte  del  Gobi 
espíritu  exageradamente  restrictivo,  y  se  comj 
en  el  establecimiento  y  en  la  gestión  del  arriei 
celo  laudable  por  la  intención,  pero  indiscreto 
nocivo  en  sus  consecuencias. 

Porque  no  era  lo  peor  esa  falta  de  equidad 
sacriñcaron  los  intereses  del  arrendatario,  sino 
al  mismo  tiempo  habían  de  experimentar  las 
cías  del  Estado.  El  contratista,  sin  estimulo  ni 
guno  para  hacer  mejoras  en  la  renta,  que  le  e 
perder  sin  darle  la  posibilidad  de  beneñcio,  caí 
otra  parte,  de  las  facultades  necesarias  para  df 
grandes  iniciativas  y  reformas  que  admite  el 
hubiera  tenido  que  limitarse  á  ir  conllevand 
hasta  llegar  al  último  trienio,  y  entonces,  hbr 
naza  que  antes  le  agobiaba  de  nuevas  eleva 
canon,  habría  explotado  la  renta,  no  con  la 
vorecerla,  sino  con  el  propósito  de  hallar  uní 
ción  para  sus  pérdidas.  Es  decir,  que  el  mono 
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día  administrarse  bien  al  principio  y  se  hubiera  adminis- 
trado peor  en  el  último  período. 

Por  la  fuerza  de  estas  consideraciones  se  hizo  en  1893 
la  reforma  del  contrato.  La  Compañía  arrendataria  debía 
satisfacer  el  canon  ñjo  de  90  millones,  y  una  participación 
sobre  el  exceso  del  producto  líquido  con  arreglo  á  la  si- 
guiente escala:  hasta  96  millones,  el  50  por  100  del  aumen- 
to; desde  96  hasta  loo  millones,  el  60  por  100,  y  desde  100 
millones  en  adelante,  el  65  por  lOO.  A  la  vez  se  encarga- 
ron á  la  Compañía  la  venta  de  los  efectos  timbrados  y  el 
servicio  del  giro  mutuo  del  Tesoro.  Con  este  sistema  que 
daba  fijeza  á  la  posición,  antes  incierta,  del  contratista  y 
ofrecía  á  su  actividad  estímulo  razonable,  continuaron  las 
mejoras  y  los  progresos  de  la  renta,  cuya  liquidación  en 
el  año  de  1895-96  díó  un  producto  total  de  164.232.838 
pesetas,  con  rendimiento  líquido  de  98.512.893  y  un  bene- 
ficio para  el  Tesoro  de  94.507.736. 

Próximo  ya  el  término  del  arriendo,  se  creyó  acertada- 
mente que,  dada  la  conveniencia  de  prorrogarle,  debía  ha- 
cerse desde  luego,  y  la  ley  del  30  de  Agosto  de  1896,  acor- 
dó la  renovación  por  ventícinco  años  á  contar  desde  el  1° 
de  Julio  del  citado  y  fijando  estas  condiciones:  canon  anual 
de  95  millones  y  participación  del  Estado  en  el  exceso  del 
producto  líquido  de  50  por  100  hasta  los  100  millones,  del 
60  en  el  aumento  sobre  cien  millones  hasta  lio,  del  70 en 
los  beneficios  de  100  á  120  millones  y  del  80  por  loo  des- 
de 120  millones  en  adelante.  Para  disminuir  el  riesgo,  que 
implicaba  tan  considerable  elevación  del  canon,  se  garan- 
tizaron los  intereses  de  la  Compañía  en  el  caso  de  que  sin 
responsabilidad  por  su  parte  el  producto  líquido  no  llegase 
á  los  95  millones,  y  se  la  ofreció  alguna  compensación  en 
las  comisiones  que  había  de  percibir  por  la  venta  del  tim- 
bre, que  continuaba  á  su  cargo.  La  Compañía  se  obligaba 
á  hacer  un  anticipo  de  60  millones  con  un  interés  del  5  por 
loo,  amortizable  por  anualidades  en  el  plazo  del  contrato. 

Los  hechos  excedieron  á  todas  las  previsiones,  y  la  ren- 
ta tomó  tal  vuelo,  que  en  el  año  económico  de  i898-99>  la 
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recaudación  por  tabacos  dio  un  producto  liquido  de  pesetas 
108.228.464  y  un  beneficio  para  el  Estado  de  102.437.078. 
La  G>nipañía  arrendataria,  con  una  lealtad  que  no  fué  co- 
rrespondida, atendiendo  sobre  todo  á  la  penuria  de  la  Ha- 
cienda pública,  declaró  que  se  hallaba  dispuesta  á  aceptar 
la  parte  que  le  correspondiese  en  el  sacrificio  á  todos  exi- 
gido  por  aquellas  críticas  circunstancias,  y  ante  la  posibi- 
lidad, además,  de  que  excedieran  á  sus  justas  pretensiones 
las  ganancias  del  contrato,  se  manifestó  propicia  á  una  no- 
vación, que  aumentase  las  participaciones  y  utilidades  del 
Eistado  en  el  caso  de  que  continuaran  los  progresos  ini- 
ciados en  la  renta;  pero  entonces  se  promovió  una  de  esas 
algaradas  que  con  frecuencia  suscitan  las  malas  pasiones 
contra  todo  el  que  sobresale  y  prospera;  se  dirigieron  á  la 
Compañía  arrendataria  censuras  tan  acerbas  como  injus- 
tificadas, se  desconocieron  su  honradez,  su  patriotismo  y 
sus  notorios  servicios,  se  la  acusó  de  codiciosa  y  se  pidió 
un  nuevo  contrato  que  pusiera  coto  á  los  abusos  é  indemni- 
zase al  Estado  de  los  quebrantos  sufridos.  Ya  hemos  visto 
que  el  daño  de  la  hacienda  consistía  en  recibir,  al  cabo  de 
diez  años,  102  millones  por  una  renta  que  sólo  producía 
74  cuando  ella  la  administraba,  y  en  cuanto  á  las  ponde- 
radas ganancias  de  la  Compañía,  es  de  advertir  que  aque- 
llas espontáneas  y  generosas  declaraciones  suyas,  como 
las  impugnaciones  de  sus  injustos  enemigos,  sólo  podían 
fundarse  en  la  consideración  del  porvenir,  ya  que  á  me- 
diados de  1 899,  y  después  de  cinco  años  en  que  no  repar- 
tió dividendo  alguno,  todo  lo  que  había  distribuido  á  sus 
accionistas  representaba  un  6,33  por  100  de  interés  anuaU 
utilidad  que  nadie  estimará  como  excesiva  á  título  de  be» 
neficio  industrial,  es  decir,  obtenido  en  pago  de  una  labor 
intensa  y  muy  difícil. 

Bajo  la  presión  de  las  circunstancias  y  de  la  atmósfera 
formada  por  esos  falsos  juicios  se  han  cometido  dos  yerros 
á  cual  más  trascendentales,  autorizados  por  la  ley  de  l8 
de  Marzo  de  1900:  la  subida  del  precio  de  los  tabacos  y  de 
los  derechos  de  regalía,  impuesta  por  reales  órdenes  de  21 
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de  Marzo  y  21  de  Septiembre,  y  la  novación  del  contrato 
de  arrendamiento,  aprobada  por  el  decreto  fecha  20  de  Oc- 
tubre del  mismo  año. 

El  precio  del  tabaco,  artículo  de  importación,  pudo  ha- 
berse subido  mucho  antes,  cuando  ios  cambios  se  cotiza- 
ban por  encima  del  loo  por  100,  y  además  el  espíritu  pú- 
blico se  hallaba  resignado  á  sufrir  las  exigencias  del  físco; 
pero  la  elevación  acordada,  luego  que  descendieron  los 
cambios  y  había  mejorado  la  situación  de  la  hacienda,  y 
después  que  la  falta  de  los  tabacos  habanos  y  ñlipinos 
había  de  sentirse  en  la  calidad  de  las  labores,  fué  une  tor- 
peza, que  ha  causado  á  la  renta  un  daño  difícilmente  re- 
parable. La  recaudación  ha  aumentado  en  su  cifra  abso- 
luta, y  en  1900  dio  189.454.956  pesetas,  126.774.220  de 
beneñcio  y  118.960.437  para  el  Estado;  pero  el  aumento 
no  corresponde  al  de  los  precios,  y  esto  dice  claramente 
que  ha  disminuido  el  consumo  y  se  ha  recrudecido  el  con- 
trabando. Comparados  con  los  francos  y  espontáneos  des- 
arrollos que  ofrecía  antes  la  renta,  su  crecimiento  actual 
es  un  verdadero  retroceso,  porque  se  ha  obtenido  con  una 
violencia  que  reduce  la  base  del  impuesto. 

El  nuevo  contrato,  que  ha  cambiado  el  arrendamiento 
por  una  comisión,  pugna  con  los  principios  del  sistema 
mismo  en  que  se  funda.  La  Compañía  de  tabacos  entre- 
gará al  Estado  el  95  por  100  del  producto  líquido  de  la 
renta  mientras  éste  no  exceda  de  120  millones  de  pesetas; 
cuando  pase  de  dicha  cantidad  hasta  la  de  1 50  millones, 
abonará  el  90  por  loo,  y  desde  los  150  millones  en  ade- 
lante volverá  á  satisfacer  el  95  ^.  La  Compañía  propondrá, 
será  oída;  pero  quien  administra  en  realidad  es  el  Ministro 
de  Hacienda.  Ahora  bien:  ¿por  qué  busca  el  Estado  el  con- 
curso de  la  actividad  privada  para  el  desempeño  de  tos 
servicios  públicos,  y  cómo  ha  de  procurarlef  Se  trata  por 


'  La  Compañía  satisface  con  cargo  á  la  renta  los  gastos  de  la  in- 
tervención que  el  Estado  ejerce  en  ella,  y  de  aquí  la  partida  de 
140.000  pesetas  que  figura  en  el  presupuesto  de  ingresos. 
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ese  medio  de  reeTnplazer  la  acción  admin!; 
lenta  y  embarazosa,  á  veces  poco  moral, 
gente  de  un  contratista,  libre  en  sus  movir 
nalmente  interesado  en  la  gestión,  y  la  m 
tales  propósitos  ha  de  consistir  en  mant' 
trabajo  y  vivo  el  estímulo  del  gestor,  hac 
armónicos  sus  intereses  con  ios  públicos, 
contrato  de  la  Compañía  de  tabacos  no  ct 
diciones,  porque  reduce,  hasta  casi  anule 
del  contratista-,  y  coarta  sus  iniciativas  y 
metidas  en  todo  caso  á  los  trámites  del  exp 
procedimientos  burocráticos,  radicalmente 
actividad  industrial;  ese  contrato  no  es  e 
Sociedad  cointeresada,  porque  el  Estado  lie 
del  negocio,  y  la  Compañía  sólo  tiene  ur 
del  5  y  á  lo  más  del  lo  por  lOo.  Podrá,  si 
tratista  obtener  con  tales  pactos  una  bueni 
de  su  trabajo;  pero  queda  sin  el  aliciente  y 
cesarlos  para  aumentarla  con  beneficio  p 
mayor  para  el  Tesoro.  Claro  está  que  el  Estado  no  puede 
entregar  en  manos  de  particulares  una  renta  pública  sin 
establecer  al  mismo  tiempo  una  intervención,  que  siga  paso 
á  paso  y  fiscalice  los  actos  del  gestor,  sirviendo  de  garan- 
tía á  los  intereses  de  la  hacienda  general;  pero  es  que  en 
este  caso  se  encuentran  invertidos  los  papeles,  ya  que  el  Go- 
bierno administra  y  la  Compañía  interviene  con  sus  pro- 
puestas y  fiscaliza  por  medio  de  sus  reclamaciones  contra 
los  acuerdos  que  considere  perjudiciales  para  la  renta. 

Es  de  creer  que  ta  renta  se  sostenga  y  aun  mejore;  pero 
no  es  razonable  abrigar  con  el  nuevo  régimen  esperanzas 
de  mejora,  iguales  á  lasque  podían  fundarse  en  la  gestión 
de  una  Sociedad  cointeresada. 

Citaremos  para  concluir  la  opinión  de  Campomanes  '; 
el  estanco  del  tabaco,  decía  ese  ilustre  escritor,  me  parece 
sufrible,  aunque  gravoso,  y  esto  mismo  decimos  nosotros,  ,^ 
i/i 
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añadiendo  que  tal  sufrimiento  sólo  puede  soportarse  ante 

la  consideración  de  las  grandes  urgencias  que  agobian  á 
nuestra  hacienda,  y  ante  la  imposibilidad,  por  otra  parte, 
de  sustituir  con  ventaja  un  recurso  de  tanta  importancia. 
Hay  que  renunciar  desde  luego  á  una  libertad  absoluta  del 
tabaco,  que  igualara  su  condición  á  la  de  cualquier  otro 
producto,  á  pesar  de  que  esto  es  lo  que  exigen  los  princi- 
pios ',  y  en  cuanto  á  la  abolición  del  monopolio,  es  indu- 
dable que  perjudicaría  á  la  renta.  El  sistema  mejor  en  este 
caso  para  obtener  un  impuesto  especial  sin  el  estanco  es 
el  de  los  derechos  arancelarios;  pero  semejante  procedi- 
miento, que  se  realiza  bien  en  Inglaterra,  donde  no  se  pro- 
duce el  tabaco,  habría  de  combinarse  entre  nosotros  con 
la  imposición  sobre  el  cultivo  de  esa  planta,  que  puede  dar- 
se en  buenas  condiciones  ^  y  como  unos  y  otros  derechos 
tendrían  que  ser  muy  elevados,  el  contrabando  sería  in- 
menso y  los  defraudaría  en  gran  parte.  Si  el  Estado  ha 
de  sacíir  más  de  loo  millones  anuales  del  tabaco,  preciso 
es  resignarse  con  todos  los  inconvenientes  que  ofrece  el 
monopolio;  sólo  será  practicable  el  desestanco  cuando  el 
Tesoro  pueda  contentarse  con  bastante  menos,  y  para  lle- 
gar á  ¡j  exención  completa  del  tabaco,  habrá  que  abolir 
mucho  antes  buen  número  de  otros  gravámenes  harto  más 
injustos  y  ruinosos,  el  de  aquellos,  sobre  todo,  que  afectan 
al  consumo  de  los  artículos  que  son  de  una  necesidad  in- 
eludible. 

Entretanto  pensamos  que  el  arriendo  del  monopolio  es 
preferible  á  la  administración  directa,  y  que  bien  estable- 
cido ese  sistema  puede  conseguir  que  los  grandes  males 
del  estanco  tengan  siquiera  la  compensación  de  un  rendi- 
miento proporcionado. 

*  Tomo  I,  págs.  148  y  349. 

*  En  cuanto  á  la  simultaneidad  del  estanco  y  del  cultivo  libre, 
aparte  la  dificultad  de  conciliarios,  se  mantienen  muy  grandes  equi- 
vocacion.s.  Para  resolver  esta  cuestión  hay  que  tomar  en  cuenta 
el  CQSte  de  la  producción,  la  calidad  de  la  planta  y  el  precio  á  que  - 
podría  pagarla  el  monopolio. 


X 

MoBOpoIlvs  de  cerillas  j  exp] 


I.  El  propósito  de  someter  las  cerillas  fo 
impuesto  especial  se  manifestó  ya  en  la  ley 
tos  fecha  26  de  Junio  de  1874,  que  al  crear 
ción  extraordinaria  sobre  las  ventas  del  co 
cinco  céntimos  de  peseta  á  cada  caja  de  fós 
aquel  impuesto  por  la  ley  de  presupuestos 
las  cerillas  volvieron  á  quedar  libres  de  gr 
que  en  1893  se  las  hizo  objeto  de  un  monof 
■  El  art.  21  del  presupuesto  de  ese  año  ai 
bierno  para  contratar  con  tos  fabricantes 
aprovechamiento  del  nuevo  monopolio,  poi 
quince  años  y  pago  en  cada  uno  de  ellos  de 
pesetas  á  lo  menos;  si  no  lograba  un  acuerd 
bricantes  podría  optar  entre  repartir  sobre  e 
llones,  como  impuesto  de  fabricación,  ó  ai 
concurso  el  monopolio,  y  si  llegado  el  case 
resultara  por  dos  veces  desierto,  la  hacíenc 
la  administración  directa. 

Después  de  laboriosas  negociaciones  se  ce 
concierto  con  la  mayoría  del  gremio  de  fabr 
comprometió  á  satisfacer  anualmente  4.250. 
por  decreto  del  28  de  Diciembre  de  18^  qi 
do  el  estanco  desde  el  1 5  de  Febrero  dd 
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Los  fabricantes  se  obligaron  á  elaborar  y  expender  en  el 
mayor  número  posible  de  localidades,  y  necesariamente  en 
las  que  tengan  expendedurias  de  tabacos,  tres  clases  de  ca- 
jas de  cerillas,  cuyas  cualidades  y  precios  se  fijaron,  pu- 
diendo  además  vender  todas  las  otras  clases  que  creyeran 
conveniente,  siempre  que  tuviesen  las  expendedurías  sur- 
tidas de  las  cajas  reglamentarias.  En  virtud  de  esas  dispo* 
siciones  constituye  delito  de  contrabando  el  hecho  de  po- 
seer más  de  media  gruesa  de  cajas  de  cerillas  y  de  35  ti- 
ras de  fósforos  de  cartón,  y  el  apéndice  29  de  las  ordenan- 
zas de  Aduanas  prohibe  la  importación  de  toda  clase  de 
fósforos. 

Conforme  al  art  So  de  la  ley  de  presupuestos  de  1895, 
la  importación  del  fósforo  vivo  sólo  puede  hacerse  por  el 
gremio  de  fabricantes,  que  tiene  la  obligación  de  facilitar 
ese  articulo  al  precio  de  coste  á  las  demás  industrias  que 
le  necesiten. 

Dispuso  el  art.  12  de  la  ley  del  31  de  Marzo  de  1900 
que  se  modificara  en  beneficio  del  Estado  el  contrato  de 
arrendamiento  de  este  monopolio,  llegando  hasta  la  resci- 
sión en  caso  necesario,  y  en  cumplimiento  de  ese  precepto 
se  establecieron  las  nuevas  condiciones  aprobadas  por 
real  orden  de  1 5  de  Junio  y  decreto  fecha  3  de  Julio  de 
aquel  mismo  año. 

El  arriendo  durará  hasta  el  día  14  de  Febrero  de  1908, 
y  el  gremio  de  fabricantes  ha  de  abonar  en  cada  año  5  mi- 
llones de  pesetas  como  canon  fijo,  y  además  hará  partícipe 
al  Estado  en  el  aumento  de  los  beneficios  que  obtenga,  tan 
luego  como  la  venta  exceda  de  tres  millones  de  cajas  de 
cerillas,  mediante  el  pago  de  75  céntimos  de  peseta  por 
cada  gruesa  vendida  que  pase  de  tos  tres  millones  en  el 
primer  aao,  de  I  peseta  en  el  año  segundo,  de  1,25  en  el 
tercero,  de  1,50  en  el  cuarto,  de  1,75  en  el  quinto  y  en  el 
sexto  2  pesetas.  El  contratista  se  obliga  á  expender  cuatro 
clases  de  cajas  de  cerillas,  cuya  composición,  número  y 
precio  se  determinan,  y  además  las  tiras  de  cartón  con 
t2S  fósforos,  y  no  podrá  poner  otras  clases  á  la  venta  sin 
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la  aprobación  del  Ministerio  de  Haci' 
cunstancias  extraordinarias,  sólo  po 
del  contrato  cuando  la  total  vei^ta 
en  un  I S  por  looá  la  del  año  precei 
peccionará  las  fábricas  y  expendec 
multas  hasta  de  i.ooo  pesetas,  y  la 
tres  veces  en  el  espacio  de  un  mes, 
los  pagos  ó  en  la  integridad  de  la  ñ( 
la  rescisión  del  convenio  á  perjuicio 

En  1894  se  constituyó  una  Sociei 
de  Cerillas  y  Fósforos,  á  la  que  el  gn 
comendó  la  gestión  del  monopolio, 
realiza  buenos  beneficios,  es  la  que 
arriendo  y  responde  de  los  pagos. 

No  tiene  este  monopolio  la  excus; 
mientos,  en  que  se  ampara  el  de  los 
más  el  grave  inconveniente  de  pesa 
necesidad  ineludible,  si  bien  es  ciei 
son  los  que  hacen  mayor  consumo  < 
consideración  es  la  única  que  le  hac 
imposiciones  establecidas  sobre  el  c< 

El  arrendamiento,  ventajoso  para 
se  trata  de  negocios  industriales,  lo 
caso  pot  el  concierto  con  los  fabrica 
do  ó  reducido  mucho  las  diñcultade 
formación  de  una  industria  que  pasi 
bertad  al  monopolio.  Sin  embargo, 
hacienda  está  muy  limitada  en  el  ci 
Compañía  de  cerillas  fuese  una  soci 
el  Estado,  seria  conveniente  ademí 
reconocida  á  éste  se  proporcionara 
<Íos,  en  lugar  de  establecerse,  como 
sobre  la  cantidad  de  los  productos  \ 
,  II,  Apenas  organizado  el  monoi 
artículo  4Q  de  la  ley  de  presupues 
«reación  del  de  la  pólvora  y  mezcla 
clases,  pues  si  bien  se  limitaba  á  gr 
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cada  kilogramo  de  pólvora  de  caza,  con  15  la  de  minas 
y  una  peseta  los  otros  explosivos,  determinaba  el  con- 
cierto con  los  fabñcantes,  como  forma  para  el  pago  del 
impuesto,  y  autorizaba  en  caso  necesario  el  estanco  de 
aquellos  productos.  El  reglamento  del  22  de  Agosto,  dicta- 
do para  la  exacción  de  ese  impuesto,  dispuso  que  se  hicie- 
ra por  medio  de  precintos,  que  vendería  la  hacienda  para 
que  los  productores  los  colocaran  en  los  envases  de  los  ar- 
tículos gravados,  y  si  se  concertara  el  cobro  con  los  fabri- 
cantes, entonces  los  precintos  sólo  se  aplicarían  á  las  im- 
portaciones del  extranjero. 

La  ley  de  30  de  Junio  de  1895,  art.  53,  rebajó  algo  los  ti- 
pos de!  impuesto  y  volvió  á  recomendar  el  concierto;  pero 
la  de  30  de  Agosto  de  iSgóquiso  que  se  estableciera  la  ad- 
ministración directa.  Poco  duró,  sin  embargo,  este  propó- 
sito, porque  la  ley  del  10  de  Junio  de  1897  aceptó  ya  fran- 
camente el  arriendo  del  monopolio,  y  por  decreto  de  12  de 
Julio  siguiente  se  aprobaron  las  condiciones  para  el  concur 
so,  que  fué  adjudicado  en  31  de  ese  mismo  mes  á  la  Socie- 
dad Union  Española  de  Explosivos.  Entró  ésta  en  posesión 
del  monopolio  el  día  i."  de  Septiembre  de  1897,  y  las  cláu- 
sulas más  importantes  de  su  contrato  fueron  las  que  vamos 
á  extractar. 

K!  plazo  del  arrendamiento  era  de  veinte  años,  el  canon 
fijo  convenido  para  cada  uno  de  ellos  de  300.024  pesetas 
y  la  fianza  del  30  por  ;oo  del  precio  anual.  El  pago  del 
canon  se  haría  por  trimestres  vencidos,  y  la  tardanza  im- 
plicaría el  abono  al  Estado  de  un  interés  del  6  por  loo,  la 
incautación  de  la  parte  necesaria  de  la  fianza  y,  si  ésta  no 
se  repusiera  en  el  término  de  quince  días,  la  resción  á  per- 
juicio del  contratista.  Caso  de  que  el  contrato  quedara  res- 
cindido por  reforma  legislativa  ó  por  cualquiera  otra  cau- 
sa, que  no  fuera  imputable  al  arrendatario,  la  Administra- 
ción indemnizaría  á  éste  de  los  daños  que  se  le  ¡rrogassn. 

Se  declararon  reglamentadas  varias  clases  de  pólvoras 
y  explosivos,  sin  determinar  su  composición,  de  las  que 
debían  presentarse  muestras,  que  habían  de  ser  aprobadas 
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otras  fuerzas,  que  anule  ó  merme  considerablemente  el 
uso  de  las  actuales  materias  explosivas,  no  podría  hacer- 
se, mientras  durara  el  contrato,  sin  autorización  del  Go- 
bierno y  la  correspondiente  indemnización  al  arrendatario. 

Una  real  orden  de  i."  de  Septiembre  de  1897  dictó  las 
medidas  necesarias  para  la  ejecución  del  arriendo,  señaló 
las  comisiones  que  deben  abonarse  al  contratista  en  los 
casos  de  importación  de  pólvora  ó  cartuchos  por  los  par- 
ticulares, y  declaró  ¡ocursos  en  contrabando,  á  los  que  sin 
autorización  de  la  Compañía  fabriquen,  posean  ó  expendan 
los  artículos  monopolizados,  á  los  que  los  importen  sin  los 
requisitos  establecidos  y  á  los  que  hagan  su  transporte 
sin  las  marcas  y  precintos  correspondientes. 

La  precipitación  con  que  se  hizo  el  arrendamiento,  el 
modo  como  se  cumplieron  las  formalidades  necesarias  en 
el  expediente  del  contrato  y  las  quejas  de  los  consumido- 
res respecto  á  la  calidad  de  los  artículos  expendidos  por 
la  Compañía  arrendataria,  levantaron  graves  protestas  y 
numerosas  quejas,  condensadas  en  una  instancia  de  va- 
rias representaciones  ■niñeras  y  Cámaras  de  comercio,  que  ■ 
pidieron  la  nulidad  ó  rescisión  del  arriendo.  La  real  orden 
fecha  9  de  Mayo  de  1899  resolvió  ese  expediente,  de 
acuerdo  con  el  informe  de  la  mayoría  del  Consejo  de  Es- 
tado ^,  declarando  la  validez  y  legalidad  del  contrato. 

A  solicitud  de  la  Compañía  arrendataria,  un  decreto 
del  6  de  Junio  del  mismo  año  modiñcó  la  cláusula  iS  del 
contrato  que  antes  transcribimos,  y  la  redactó  en  estos  tér- 
minos: si  el  empleo  de  la  electricidad  ó  de  cualquiera  otra 
fuerza  redujese  en  una  tercera  parte  ó  más  el  uso  de  la 
pólvora  ó  materias  explosivas,  el  arrendatario  podrá  pedir 
la  cesación  del  contrato,  que  se  rescindirá  á  los  tres  me- 
ses, sin  derecho  á  reclamación  por  ninguna  de  las  partes. 

Á  la  vez  que  ordenaba  la  revisión  del  contrato  sobre  mo- 
nopolio de  las  cerillas,  el  art.  1 2  de  la  ley  de  presupuestos 


'     Véanse  eo  la  Gacela  del  9  de  Junio  de  aquel  año  e!  dictameo 
de  la  mayoría  y  los  dos  votos  particulares  formulados. 


XI 

Monvpollo  de  loa  Juegos  de  i 


Aunque  en  las  leyes  de  Partida  se  condenaban  los  juegos 
de  azar,  Alfonso  X  autorizó  que  se  estableciesen  para  ellos 
casas  públicas  llamadas  tafurerias,  que  se  arrendaban  por 
cuenta  del  ñsco  ó  en  provecho  de  las  ciudades  y  villas  á 
que  se  confirió  tal  privilegio.  Y  todavia  hizo  más  aquel 
monarca,  porque  sancionó  un  Ordenamiento  de  ¡as  tafure- 
rias^ publicado  en  1276,  que  determinaba  en  sus  44  leyes 
la  manera  de  jugar  los  dados,  evitar  las  trampas,  etc.  Los 
escándalos  que  semejante  régimen  produjo  obligaron  á 
cerrar  las  casas  públicas  de  juego  á  mediados  del  si- 
glo XIV  y  á  prohibir  que  de  allí  en  adelante  se  jugase  en 
público  ó  en  privado. 

Las  rifas  en  beneficio  de  la  hacienda  pública  tienen  tam- 
bién lejanos  precedentes,  porque  son  uno  de  los  numero- 
sos arbitrios  á  que  se  acudió  en  medio  de  aquellas  angus- 
tiosas estrecheces  por  que  pasaba  el  Tesoro  bajo  la  domi- 
nación de  la  dinastía  austríaca.  Ofrecíanse  entonces  como 
premios  á  los  jugadores  títulos,  hidalguías  y  mercedes 
diferentes,  y  más  tarde,  en  la  época  de  Carlos  IV,  se  buscó 
el  aliciente  de  los  lotes  en  dinero  y  las  rentas  vitalicias. 

Pero  la  lotería  con  carácter  de  recurso  normal  y  perma- 
nente, como  «un  juego  que  mantiene  el  soberano  con  los 
súbditos> — según  dice  Canga-Arguelles, — no  se  introdujo 
hasta  que,  con  el  pretexto  de  miras  benéficas,  la  creó  Car- 
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los  III  por  orden  de  30  de  Septiembre  de  1763,  es  decir, 
un  poco  antes  de  dictar  la  célebre  pragmática  de  1 77 1,  en 
que  absolutamente  se  prohiben  y  se  ca3tigan  con  gran  mi- 
nuciosidad todos  los  juegos  de  azar  ó  de  fortuna.  Aquella 
lotería,  que  después  se  llamó  la  primitiva,  consistía  en  pre- 
miar la  extracción  de  cinco  números,  sacados  á  la  suerte 
de  entre  los  90  primeros,  con  arreglo  á  diversas  combina- 
ciones de  ambos,  ternos,  etc.  Al  principio'  no  daba  ese  jue- 
go más  que  unos  dos  millones  de  reales  como  producto 
total;  pero  crecieron  rápidamente  los  ingresos,  y  en  los  úl- 
timos años  del  siglo  XVIII  llegaron  hasta  cerca  de  1 1  mi- 
llones; la  hacienda  comenzó  por  apropiarse  los  sobrantes 
que  resultaban  después  de  cubrir  las  atenciones  impues- 
tas á  esos  fondos,  que  eran  principalmente  los  gastos  del 
hospital  de  Madrid,  y  muy  luego  se  apoderó  del  arbitrio 
por  entero,  despojándole  de  su  carácter  benéfico,  y  hacién- 
,  dolé  exclusivamente  financiero. 

Las  Cortes  de  Cádiz,  apremiadas  por  la  necesidad  de 
allegar  recursos  con  que  sostener  la  guerra,  acordaron, 
por  orden  de  23  de  Noviembre  de'  181 1,  extender  á  la  Pe- 
nínsula la  lotería  moderna,  establecida  ya  para  Méjico  des- 
de 1769,  que  es  la  misma  que  hoy  se  juega,  repartiendo 
entre  unos  cuantos  billetes  de  los  que  entran  en  sorteo  una 
determinada  parte  del  valor  de  todos  ellos. 

La  antigua  lotería  gustaba  más  a!  público,  porque  per- 
mitía jugar  cantidades  pequeñas  con  opción  á  grandes  pre- 
mios; pero  como  la  moderna  es  más  sencilla,  y  sobre  todo, 
aseguraba  al  Estado  el  25  por  loo  de  su  importe,  fué  al 
cabo  la  preferida  y  se  atendió  á  desarrollaría.  Fernando  VII 
creó  las  extracciones  extraordinarias  ó  de  grandes  premios. 

Una  fuerte  jugada,  que  á  tener  éxito  hubiera  compro- 
metido al  'I'esoro,  hizo  que  la  lotería  primitiva,  suspendi- 
da por  .real  orden  de  9  de  Febrero  de  1862,  quedara  defi- 
nitivamente suprimida  en  virtud  de  la  ley  de  presupuestos 
de  4  de  Mayo  del  mismo  año,  manteniéndose  solamente 
la  moderna,  cuyos  sorteos  se  han  hecho  más  frecuentes 
desde  entonces. 
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presupuestos  para  1866-67  redi 
o  de  los  jugadores,  elevando,  pO] 
;io  del  Tesoro  hasta  un  30  por 
ntes  era;  mas  el  Sr,  Figuerola, 

á  cabo  la  supresión  de  la  renta 
de  prepararla,  debía  restablecerst 
3S  billetes  para  premios,  y  asi  lo 

de  Noviembre  de  1868,  Aquell 
Gobierno  para  imponer  un  desc 
5  ganancias  de  loterías,  pero  est 
seto  por  el  presupuesto  de  187; 
la  13  de  Diciembre  de  1882  est 
o  importe  de  los  premios,  y  la  v 
e  1893  volvió  á  fijar  el  70,  con 
puestos  de  1892.  Los  premios  < 
puesto  del  i  por  100  sobre  pag( 
5  cuanto  más  se  aumente  la  gan. 
mto  más  inmoral  este  recurso;  [ 
todo  lo  que  sea  elevar  el  fondo  d 
a  mayor  aliciente  á  la  añción  por  el  juego. 
ición  de  las  rifas  publicas  sin  licencia  y  el 
>re  las  autorizadas  son  medios  de  que  se  vale 
u'a  asegurar  este  monopolio  y  extender  sus 
;.  Al  efecto  estableció  un  decreo  de  20  de  Abril 

no  pudiesen  tener  lugar  rifas  con  premios  en 
B  las  de  otra  clase  que  se  permitieran  abona- 
ienda  un  4  por  100  del  importe  de  los  billetes, 
con  miras  benéficas  y  un  25  por  loo  las  que 
o  carácter.  La  ley  de  presupuestos  de  «1877 
is  rifas  se  hicieran  con  premios  en  metálico  y 

á  los  sorteos  de  la  lotería  nacional,  eximien- 
impuesto  á  las  de  ciertos  establecimientos  de 
,  y  la  de  31  de  Diciembre  de  1881  suprimió 
LS  autorizadas  de  carácter  permanente,  y  man- 
r  en  el  presupuesto  las  cantidades  necesarias 
izar  á  los  establecimientos  caritativos  que  las 
didas. 
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Sea  de  esto  io  que  quiera,  lo  cierto  es  que  esa  i 
de  más  de  70  millones  de  pesetas,  valor  de  los  pre 
loterías,  aunque  no  la  gasta  el  Estado,  representa  ' 
dida  de  riqueza,  porque  no  sólo  es  improductiva,  ! 
sufre  quebrantos  de  giro  y  todos  los  otros  daño 
guíenles  á  su  estéril  movimiento.  Pongamos  no  1 
4  millones  por  los  intereses  de  aquel  capital,  que 
más  que  ir  y  venir  de  los  jugadores  al  Tesoro,  y  1 
los  gastos  de  la  lotería  suben  á  7  millones  de  pese 
son  el  23  por  100  del  producto  liquido  de  la  rentt 
sin  tomar  en  cuenta  esa  partida,  todavía  los  gasto 
mínistración  de  la  lotería  se  elevan  al  10  por  100, 

No  es  lícito,  por  lo  tanto,  oponer  á  las  conside 
morales,  jurídicas  y  económicas  que,  según  hemos 
otro  lugar  ',  condenan  duramente  este  recurso  su: 
cualidades  ñnancieras,  ni  tampoco  la  gran  cuantí 
productos.  Multiplicando  las  extracciones  y  hacier 
frecuentes  las  jugadas  de  grandes  premios,  se  h 
guido  elevar  bastante  la  renta  en  estos  últimos  af 
aun  así,  la  supresión  de  la  lotería,  cuestión  de  moi 
de  público  decoro,  no  ofrece  más  que  una  pequeñt 
tad  para  la  hacienda. 

'El  único  motivo  que  con  algún  fundamento  pi 
garse  para  mantener  el  monopolio  oficial  del  jut 
siste  en  que,  dados  los  hábitos  de  nuestro  pueblo  y 
go  de  un  vicio  que  han  venido  fomentando  los.Gt 
la  abolición  de  la  renta  daría  inmediatamente  lugar  al  con- 
trabando de  los  billetes  para  loterías  y  rifas  extranjeras; 
pero  esta  consideración,  todo  lo  más  á  que  obliga  es  á 
proceder  gradualmente,  á  combatir  la  afición  en  un  breve 
periodo  y  antes  de  arrebatarla  su  alimento,  por  medios 
contrarios  á  los  que  se  han  empleado  para  excitarla.  Debe 
tomarse  en  cuenta  que,  si  los  Gobiernos  explotan  la  lote- 
ría, son  los  particulares  los  que  la  sostienen,  y  es  menester 
influir  sobre  unos  y  otros  para  que  la  institución  desapa- 

'     Tomo  ],  págs.  249  y  siguientes. 
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Por  eso  convendría  preparar  la  supresión,  disminu- 
el  número  de  las  jugadas  y  gravando  con  un  pe- 
descuento,  el  2  por  loo,  verbigracia,  á  los  lotes  ma- 
de  ICO  pesetas.  De  este  modo,  y  en  un  corto  núme- 
años,  las  costumbres  se  modiñcarian,  lomarían  el ' 
o  de  las  cajas  de  ahorros  muchas  de  las  cantidades 
ly  se  imponen  en  la  banca  del  Estado,  y  la  hacien- 
quedaria  privada  momentáneamente  de  este  recur- 
10  que  le  vería  dismínnir  poco  á  poco  y  se  dispon- 
ara  abandonarle. 

iplazamiento  que  proponemos  tiende  no  más  que  á 
cuidad  y  seguridades  á  la  supresión;  se  inspira  en 
o  deseo  vivísimo  de  que  desaparezca  ese  repugnan- 
itrio,  porque  tiempo  es  ya,  según  decía  Condillac,  de 
los  monarcas  abandonen  la  lotería,  como  han  desis- 
e  alterar  el  valor  de  las  monedas». 
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Expuestas  ya 
algunas  considen 
de  nuestra  hacien 
aplicación  á  los  ii 
ficación  que  nos  : 
partida  en  el  exar 

Sabemos  que  li 
do  español  son  r 
hemos  indicado  ti 
exigen  el  pago  de 
vicios  ó  prestacioi 
tingamos  primero 
de  ellas  los  grupa 

Aplicando  la  di 
reales,  tal  como  r 
sentido  de  que  no 
que  consiste  en  I 
Estado,  encontrar 
ter  son  los  que  s 
pública,  ó  sean  la 
los  demás  son  ref 

1    Tomo  1,  pág.  a; 


sobre  loa  transportes 15.500.000 

■1  Estado  pTreos  y  Telégrafos 21. 500.000 

■"^"'"'■'Loademássellos 35  500.000 

sobre  el  gas.  la  electricidad  y  el  carburo 

) 4.500.000 

I  sobre  la  renta  de  propios 500  000 

■  de  aprovechamientos  forestales  ....  411.875 

1  sobre  el  arbitrio  de  pesas  y  medidas.. .  300.000 

y  rentas  de  Fernando  Poo 84.147 


irga  y  heterogénea  es  esa  lista  que,  atendiendo  al 
y  variedad  de  sus  conceptos,  podemos  afirmar 
;go  que  nuestro  sistema  tributario  tendrá  grandes 
as,  pero  carece,  por  de  pronto,  de  la  sencillez,  que 
stancia  muy  recomendable. 
lié  á  esos  ingresos,  que  tienen  todos  igual  natura- 
es  llama  unas  veces  coHtribuciones ,  otras  impues- 
ttas  en  algún  caso?  Como  no  hay  para  ello  razón 
is  inútil  buscar  explicaciones  á  esa  conducta  arbi- 

is  dificultades  presenta  el  entresacar,  para  agru- 
gún  su  clase,  los  impuestos  directos  y  los  indirec- 
Tios  ya  ese  trabajo  al  estudiar  en  su  totalidad  el 
sto  de  ingresos,  y  sólo  hemos  de  añadir  á  lo  dicho 
,  que  puede  dar  motivo  á  discusión  el  lugar  que 
ide  al  impuesto  sobre  grandezas  y  títulos,  cuya 
I  admite  una  clasificación  exacta;  le  faltan,  en  ri- 

ser  directo  la  periodicidad  y  una  mayor  determi- 
ersonal;  mas  no  puede  calificársele  de  indirecto, 
o  recae  sobre  actos  comunes,  sino  sobre  un  corto 
le  personas  y  mediante  calidades  que  la  ley  decla- 
blece.  En  cuanto  á  los  derechos  rea/es,  aunque  el 
sto  los  coloca  entre  las  contribuciones  directas,  es 
irio  que,  gravando  las  adquisiciones  y  la  circula- 
i  riqueza,  constituye  una  imposición  indirecta  por 
.  El  impuesto  sobre  las  utilidades,  si  bien  obtiene 

parte  de  sus  productos  gravando  los  intereses  de 
pública  y  de  los  títulos  de  crédito,  y  tiene  por  este 
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oncepto  el  carácter  de  una  contribución  indirecta,  en  con- 
ideración  á  que  recae  también  sobre  beneficios  proceden- 
ís  del  trabajo  personal,  y  atendiendo,  sobre  todo,  á  su 
ignificación  como  intento  de  una  imposición  general  so- 
re  la  renta,  nos  inclinamos  á  colocarle  entre  los  directos, 
fay  algunos  otros  impuestos ,  el  de  alcoholes,  el  del  azii- 
ar  y  el  de  la  achicoria,  que  son  también  de  naturaleza 
lixta,  porque  gravan  á  la  vez  la  producción  nacional  y  tas 
■nportaciones  del  extranjero  con  derechos  de  aduanas.  Por 
iltimo,  el  10  por  loo  sobre  el  arbitrio  de  pesas  y  medidas 
ue,  según  una  Real  orden  de  19  de  Octubre  de  189I,  no 
s  impuesto  directo  ni  indirecto  y  se  incluye  en  el  grupo  de 
aferentes  derechos  del  Estado,  parece  que  debe  ir  al  grupo 
le  las  contribuciones  indirectas,  porque  ésta  es,  sin  duda, 
a  condición  del  recurso  local  sobre  que  se  halla  esta- 
>lecido. 

Consultando  ahora  las  bases  adoptadas  por  nuestro  sis- 
ema  tributario,  vemos  que  de  los  impuestos  directos  re- 
caen sobre  las  personas  el  de  cédulas  y  el  de  grandezas; 
10  hay  ninguno  que  se  proponga  afectar  los  capitales;  los 
le  carruajes  de  lujo,  casinos  y  naipes  gravan  el  consumo, 
'  todos  ios  demás  buscan  por  diversos  medios  su  propor- 
;íón  con  la  renta;  de  los  indirectos,  el  de  transportes  es  el 
inico  que  alcanza  á  las  personas,  aunque  su  base  princi- 
lal  está  en  las  cosas;  pesan  sobre  el  capital  el  de  derechos 
'eales  totalmente,  y  en  sus  principales  aplicaciones  el  de 
imbre  y  también  el  de  pagos  del  Estado,  provincias  y  mu- 
licipios;  los  restantes  se  dirigen  á  la  circulación  ó  al  con- 
iumo.  Con  esto  podemos  hacer  ya  ¡a  clasificación  general 
iíguiente: 

I.  Impuestos  personales. — El  servicio  militar. 

II.  Impuestos  en  especie. — Los  alojamientos  y  sumi- 
nistros. 

III.  Impuestos  reales  en  numerario  y  directos. — A.  So- 
bre las  personas:  cédulas  personales,  grandezas  y  títulos.-- 
B.  Sobre  las  rentas:  contribución  de  inmuebles,  industrial 
y  de  comercio,  de  minas,  20  por  100  de  propios  y  10 


' 
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Impuestos  personales.— di  serTleio  nllitar: 


Las  prestaciones  personales  obligatorias,  que  son  el  re- 
curso más  importante  del  Estado  en  las  civilizaciones  pri- 
mitivas, desapareceri  y  se  transforman  á  medida  que  el 
progreso  convierte  cada  uno  de  los  servicios  públicos  en 
otras  tantas  funciones  administrativas.  Por  eso,  de  las  in 
numerables  cargas  de  este  género  que  pesaban  sobre,  los 
individuos  en  la  antigüedad  y  en  la  Edad  Media,  apenas 
ha  quedado  en  nuestro  tiempo  más  que  la  del  servicio 
militar. 

Las  leyes  españolas  mantienen  la  obligición  de  servir 
los  cargos  provinciales  y  municipales,  así  coma  el  de  jura- 
do; pero  esta  imposición  no  se  refiere  á  la  vida  económica 
del  Estado;  y  recurso  puramente  lo^al  es  tambiín  la  pres- 
tación personal  en  las  obras  públicas,  que,  con  ciertas  li- 
mitacio  íes,  están  autorizados  para  exigir  lo^  ayuntamien- 
tos. La  conducción  de  partes  y  pliegas  urgentes  para  las 
autoridades,  el  servicio  de  guías  para  las  columnas  del 
ejército  y  la  conducción  de  presos  y  caudales,  que  antes 
vejaban  á  los  pueblos,  han  dejad  )  de  impon3r3e  desde  que 
el  desarrollo  dado  al  correo  y  la  institución  dj  la  Guardia 
civil  permiten  atender  mucho  mejor  á  esas  necesidades» 
Hoy  no  hay  ninguna  disposición  que  haga  obligatorios  ta- 
les servicios. 

24 
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a  organización  militar  requiere  la  existencia  d 
y  de  fuerzas  navales  ó  marítimas;  de  atjuí  q 
ción  del  servicio  dé  lugar  á  dos  instituciones 
las  quintas  y  tas  matrículas  de  mar. 

Las  quintas.— Toaos  los  sistemas  posible 
atamiento  del  ejército  han  tenido  aplicación  < 
8,  y  el  de  uso  más  antiguo  aquí,  como  en  todas  partes, 
ido  precisamente  el  servicio  militar  general  y  obüga- 
),  porque  este  principio,  muy  lejos  de  ser  una  conquis- 
e  la  civilización  moderna,  es  el  más  rudimentario  y  su 
:tica  ha  estado  siempre  en  razón  inversa  de  la  cultura 
is  Sociedades,  hasta  que,  de  po:;o  tiempo  acá,  ha  vuel- 
ponerse  en  boga  *. 

os  cartagineses  y  los  romanos  obligaron  á  los  españo 
)0r  medio  de  continuas  levas  á  incorporarse  en  sus 
:it05,  sin  perjuicio  de  tenerlos  otras  veces  por  aliados 
>mo  mercenarios.  Los  godos  exigían  con  gran  rigor  el 
icio  de  las  armas;  los  hombres  mayores  de  veinte  años 
enores  de  cincuenta  pertenecían  al  ejército,  todos  sin 
spción;  los  nobles,  la  gente  de  «menor  guisan  y  los  es- 
os debían  hallarse  dispuestos  para  acudir  al  llama- 
nto  del  sometent,  hecho  á  son  de  cuerno  ó  de  campana, 
en  conforme  el  aviso  de  los  annutebas,  mensajeros  en- 
fados de  trasmitir  las  convocatorias  menos  urgentes, 
ijnica  limitación  que  introdujo  el  Fuero  Juzgo  se  refe- 
ú  número  de  los  esclavos  que  habían  dá  ir  á  campaña. 
necesidades  de  la  reconquista  mantienen  la  generali- 
del  servicio,  aunque  la  organización  militar  cambia 
las  instituciones  del  feudalismo;  el  rey  apellida  la  tie- 
y  unos  como  vasallos  de  la  corona,  otros  en  la  mesna- 
lel  señor,  ya  bajo  la  enseña  de  las  órdenes  ó  formando 

La  'primera  organización  militar  que  se  concibe  es  la  del  pue- 
idmada,  en  que  todos  los  individuos  aptos  para  la  lucha  tieDcn 
ugar  señalado  en  la  defeusa  ó  el  ataque.  Los  ejércitos  perma- 
s  más  antiguos  sod,  sin  duda,  los  que  constituyen  las  caita  de 
'tros,  cuyo  servicio,  si  ya  no  es  general,  sigue  siendo  obliga- 
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nilicias  concejiles,  todos  cumplen  la  obliga- 


ación  de  las  monarquías  y  la  constitución  de 
dades,  acentuadas  en  nuestra  patria  merced  al 
L  lucha  con  los  árabes  y  por  la  influencia  per- 
onducta  política  de  los  Reyes  Católicos,  dan 
rmación  de  los  ejércitos  permanentes,  en  que 
'edomina  el  enganche  voluntario,  como  signo 
iz  y  de  progreso.  Aquellos  monarcas  que  h'a- 
:ado  la  Santa  hermandad  por  medio  de  una 
n  hombres  y  en  dinero,  sobre  la  base  de  las 
mandades,  crearon  después  de  la  conquista  de 
'iciai  populares,  cuyo  alistamiento  favorecían 
ventajas  y  exenciones  á  los  que  entraban  en 
ando  á  sus  jefes  unos  sueldos,  que  fueron  las 
¡naciones  militares  de  carácter  permanente  pa- 
Erario.  Establecióse  además  en  1493  un  cuer- 
iría  llamado  Guardia  de  Castilla,  que  parece 
de  voluntarios,  y  poco  más  tarde  la  infantería 
el  nombre  de  Guardia  amarilla,  y  que  se  re. 
etuii}  un  hombre  de  cada  doce  útiles  y  obli- 
once  restantes  á  sostenerle  y  á  reemplazarle 
isario. 

os  del  siglo  XVI  las  fuerzas  de  á  pie  se  orga- 
'olunelas,  que  luego  se  llamaron  Coronelías  y 
onvirtieron  en  Tercios.  El  núcleo  del  ejército 
1  entonces  los  mercenarios  enganchados  en  los 
londenados  por  pena  al  servicio  de  las  armas, 
■s  extranjeros,  de  suizos  principalmente,  á  los 
faron  en  el  siglo  XVII  los  irlandeses,  walones 

.  gunosde  los  cuales  han  subsistido  hasta  1818, 

Carlos  I  organizó  las  milicias  provinciales  en  algunas  co- 
marcas, y  Felipe  II  las  extendió  á  toda  la  Península,  otor- 
gando privilegios  á  los  que  se  alistasen.  Reformadas  varias 
veces  y  muy  descuidadas  ya  estas  fuerzas,  por  real  cédula 
de  29  de  Febrero  de  1696  se  mandó  que  volvieran  á  pu- 
blicarse los  alistamientos,  y  que  á  falta  de  voluntarios  se 
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apelase  al  sorteo  de  los  vecino! 
te  y  los  treinta  años,  salvo  ni 
fundaban  en  la  dignidad  de  el 
Tal  vez  se  había  aplicado  an 
la  quinta — denominación  qu 
exactitud  en  el  caso  de  que  s 
por  cada  cinco  de  los  alistado! 
procedimiento  vino  después  d 
mente  para  corregir  los  abu: 
hubo  de  echarse  mano  de  la  í 
Insistió  Felipe  V  en  manten 
licias  provinciales,  y  se  hici 
atender  á  esas  fuerzas  sedem 
activo,  que  se  nutría  además 
de  que  hemos  hablado  ya.  Lo 
1846  y  restablecidos  en  i  851 
con  las  reservas  actuales. 

1  Prescindiremos  de  las  vicisiiuuen  put  que  paau  imcsire 
organización  militar  durante  las  luchas  del  siglo  XVIII  y 
con  motivo  de  la  guerra  de  la  Independencia,  sostenida 
principalmente  por  el  alzamiento  nacional,  ya  que  ninguna 
alteracióa  sustancial  se  hace  en  las  condiciones  del  ejérci- 
to, hasta  que  la  Constitución  de  1812  impuso  á  todos  los 
españoles  la  obligación  de  concurrir  al  servfcio  de  las  ar- 
mas, y  decretó  el  establecimiento  de  las  Milicias  naciona- 
les. Aquel  principio  ha  sido  confirmado  en  las  leyes  políti- 
cas de  fecha  posterior,  y  esta  institución,  restablecida  en 
diversos  periodos,  ha  hecho,  á  pesar  de  sus  inconvenien- 
tes, servicios  muy  estimables  en  las  dos  ú, timas  guerras 
civiles. 

La  obligación  general,  el  sorteo  para  llenar  los  cupos  del 
ejército  y  la  sustitución  coma  único  medio  de  redimir  el 
servicio  son  las  bases  adoptadas  en  la  época  moderna,  y 
minuciosamente  desarrolladas  por  la  ordenanza  de  1837, 
que  rigió  hasta  la  ley  de  18  de  Junio  de  1851,  que  mandó 
observar  el  proyecto  de  fecha  29  de  Enero  de  1850,  que 
había  merecido  ya  la  aprobación  del  Senado.  Esta  dispo- 


—  373  — 
i  ñjó  en  veinte  años  el  mínimum  de  la  edad  para  el 
miento,  y  admitió  la  redención  por  dinero  en  cantí- 
e  2.000  pesetas.  Vino  luego  la  ley  de  30  de  Enerq 
56,  que  tendía  á  cubrir  las  bajas  del  ejército  en  pri- 
Érmino  con  los  que  sentaran  plaza,  los  enganchados 
iganc hados  espontáneamente,  á  cuyo  efecto  otorgaba 
>  voluntarios  premios  en  metálico;  pero  el  real  decre- 
2  i  de  Enero  de  1867  y  la  ley  de  29  de  Marzo  de  18701 
iaron  de  sistema,  y  procurando  acercarse  á  la  orga- 
ión  militar  prusiana,  dividieron  el  ejército  en  perma- 
y  de  reserva,  y  declararon  comprendidos  en  ésta  to 
is  mozos  de  veinte  años  que  excedieran  del  contin- 
anual  ñjado  para  el  ejército  permanente.  La  Asam-  \ 
lacional  republicana  dictó,  en  17  de  Febrero  de  1873, 
lueva  ley  que  abolía  la  quinta,  y  mandaba  que  el 
ío  activo  se  compusiera  de  voluntarios  retribuidos 
na  peseta  diaria  sobre  su  haber,  y  la  reserva  con  to- 
)S  mozos  de  veinte  años,  no  admitiéndose  la  reden- 
i  metálico  ni  la  sustitución  para  el  pase  de  la  reserva 
m  ejercito  activo.  Cuando  el  número  de  voluntarios  no 
bastara  para  completar  la  fuerza  del  ejército  activo,  podría 
movilizarse  la  reserva  por  orden  del  Gobierno  ó  con  inter- 
vención de  las  Cortes,  según  los  casos. 

Las  circunstancias  en  queel  país  se  encontraba  por  aquel 
tiempo  hicieron  fracasar  ese  sistema;  fué  preciso  renunciar 
3.1  alistamiento  de  voluntarios  y  disolver  los  indisciplinados 
batallones  que  con  ellos  llegaron  á  formarse;  hubo  que  lla- 
mar á  las  armas  la  re5er\-a,  y  en  1874  se  restableció  la 
quinta. 

La  legislación  actual  arranca  de  las  bases  adoptadas 
«n  10  de  Enero  de  1877  para  que,  de  acuerdo  los  minis- 
tros de  Gobernación,  Guerray  Marina,  formaran  sobre  ellas 
un  proyecto  de  /ey  de  reemplazos.  Consecuencia  de  esta 
medida  fué  la  ley  de  28  de  Agosto  de  1878,  reformada  por 
la  de  8  de  Enero  de  1882  y  sustituida  at  cabo  por  la  del  1 1 
<le  Julio  de  1885.  Esta  última  fué  á  su  vez  modificada  por 
la  de  21  de  Agosto  de  1896  y  se  publicó  con  esas  altera- 
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ciones  en  21  de  Octubre  siguiente;  el  reglam 
de  Diciembre  de)  mismo  año.  Todavía  otra  le 
Diciembre  de  1899,  ha  cambiado  la  edad  ] 
miento,  fijándola  en  los  veintiún  años.  Tomi 
tas  disposiciones  lo  que  más  concierne  á  nue 
Es  general  la  obligación  de  servir  en  el  e 
tiempo  de  doce  años,  dividido  en  dos  períc 
uno  activo  y  otro  pasivo,  cada  uno  de  los  cua 
situaciones  diferentes.  Hay,  sin  embargo,  ci 
cluyendel  servicio  militar,  fundadas  en  lain 
en  el  ejercicio  de  ciertas  profesiones  ó  en  el  s 
una  condena  penal,  y  circunstancias  que  exc 
greso  en  los  cuerpos  armados  y  consisten  ei 
de  hijo  único  que  mantiene  á  padres  pobres 
ó  impedidos,  en  la  de  hermano  que  sostiene 
en  la  de  individuos  de  las  colonias  agrícolas 
Una  ley  determina  en  cada  año  la  fuerza 
ner  el  ejército.  Se  admiten  para  cubrirla  los  voluntarios, 
que,  teniendo  diez  y  ocho  años,  quieran  servir  por  el  tiem- 
po y  en  las  condiciones  que  al  efecto  se  establezcan,  y  un 
.  real  decreto  señala  el  número  de  los  mozos  que  han  de 
entrar  en  las  filas,  distribuyéndose  tal  contingente  entre 
las  diversas  zonas  militares  en  que  está  dividida  la  Penín- 
sula, con  relación  al  número  de  los  mozos  que  hayan  sido 
declarados  soldados  en  cada  una  de  ellas.  Al  efecto,  se 
hace  durante  el  mes  de  Enero  un  alistamiento  general,  se 
verifica  el  sorteo  de  números  el  segundo  domingo  de  Fe- 
brero y  se  hace  la  declaración  de  soldados  el  primer  do- 
mingo del  mes  de  Marzo.  Desde  el  r.°  de  Abril  al  30  de 
Junio  las  comisiones  mixtas  de  diputados  provinciales  y 
militares  revisan  los  acuerdos  de  los  ayuntamientos,  el 
día  I S  de  Julio  deben  haberse  fallado  las  reclamaciones 
que  se  eleven  al  Ministerio  de  la  Gobernación  y  en  1°  ás 
Agosto  se  verificará  el  ingreso  en  caja  de  los  mozos. 

Se  admite  la  redención  del  servicio  mediante  el  pago  de 
1 .500  pesetas,  hecho  dentro  de  los  dos  meses  siguientes  a] 
ingreso  en  caja,  y  se  devolverá  esa  cantidad  si  por  cual- 


M 
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quier  circunstancia  la  redención  no  es  necesaria,  ó  al  caba 
de  dos  años,  si  en  este  tiempo  no  corresponde  al  interesa- 
do entrar  en  servicio  activo.  La  sustitución  y  el  cambio  de 
número  ó  de  situación  sólo  puede  veríñcarse  entre  her- 
manos. 

La  ley  de  1850,  al  admitir  la  redención  por  dinero,  y  la 
de  1856  confirmando  lo  ya  establecido,  mandaron  que  los 
fondos  procedentes  de  ese  origen  se  invirtieran  precisa- 
mente en  cubrir  con  voluntarios  ó  reenganchados  las  ba- 
jas que  causaban  en  el  ejército  los  redimidos;  pero  estos 
preceptos  no  se  cumplieron;  las  cantidades  destinadas  á  la 
sustitución  eran  pequeñas,  los  sobrantes  que  resultaban 
considerables,  y  empezando  por  admitirse  que  los  produc- 
tos de  la  redención  se  aplicaran  al  material  de  Guerra,  en 
el  presupuesto  de  1854  se  incluyeron  como  uno  de  tantos 
ingresos  ordinarios,  y  la  ley  de  i."  de  Abril  de  1859  dedi- 
có los  «sobrantes  del  fondo  de  la  redención  militar»  á  cu- 
brir en  parle  aquel  famoso  crédito  de  los  2.000  millones. 
Sin  embargo,  poco  después  una  ley  de  29  de  Noviembre 
de  ese  último  año  mandó  que  el  importe  de  tas  redenciones 
constituyese  fondo  separado  á  cargo  de  un  Consejo,  que 
se  llamaba  de  redenciones  y  enganches ,  y  debía  adminis- 
trarle y  cuidar  de  su  inversión,  dando  por  años  sus  cuen- 
tas al  Tribunal  de  las  del  Reino,  Estedinsejo  fomentó  du- 
rante algún  tiempo  los  enganches,  aunque  sin  gastar  nun- 
ca los  recursos  que  obtenía  y  aumentando  continuamente 
sus  reservas;  luego  descuidó  algo  el  objeto  de  su  instituto, 
prestó  fondos  ai  Gobierno  y  víno  á  quedar  como  en  liqui- 
dación cuando  fueron  abolidas  las  redenciones.  En  los  años 
de  74  y  75  el  producto  de  la  redención  ingresó  en  el  Teso- 
ro; pero  la  ley  de  10  de  Enero  de  1877  reintegró  al  Conse- 
jo en  sus  funciones,  y  para  cumplirla  se  dictó  el  regla- 
mento de  26  de  Diciembre  de  aquel  año,  que  admite  la 
aplicación  de  esos  fondos  al  material  ú  otras  atenciottes 
preferentes  del  ramo  de  Guerra.  Los  sobrantes  en  [>oder 
del  Consejo  siguieron  aumentándose,  y  eran  más  de  60 
millones  de  pesetas  cuando,  al  formar  el  Sr.  Cos-Gayón  el 


-  376  - 
presupuesto  para  r88S-86,  incluyó  en  él  como  r 
Ptciaies,  con  destino  al  material  de  Guerra  y  1 
millones,  producto  de  las  redenciones  del  año, 
de  los  fondos  del  Consejo,  suscitándose  una  ve 
tal  motivo  la  cuestión  de  si  debieran  ingresar  er 
todos  los  remanentes  que  aquél  tenia.  La  iey  \ 
Agosto  del  último  de  esos  años  resolvió  la  cues) 
tivamente,  declarando  obligaciones  del  Estado  1 
tes  corrían  á  cargo  del  Consejo  y  entregando  á 
da  las  sumas  acumuladas  en  las  cajas  de  éste,  ( 
taron  46.698.215  pesetas. 

Desde  entonces  se  consignan  en  el  presupue: 
tos  los  créditos  necesarios  para  satisfacer  los  pi 
devengan  los  voluntarios  por  enganches  y  reenj 
figuran  entre  los  ingresos  los  productos  de  las  n 
La  diferencia  entre  estas  dos  partidas  da  de  01 
beneficio  al  Tesoro,  que  ha  sido  muy  consideri 
períodos  de  guerra  '.  Grande  ó  pequeña,  esta  tUl 
puede  justificarse,  y  revela  el  mayor  de  ios  vicie 
grande  de  las  injusticias  á  que  da  lugar  entre  1 
servicio  militar.  Una  de  dos;  ó  la  cantidad  que  S( 
la  redención  excede  á  la  que  es  necesaria  para  : 
redimido,  ó  no  se  invierte  en  llenar  los  huecos  oi 
en  las  filas  del  ejército  por  aquellos  que  se  librai 
en  ellas  con  dinero.  En  el  primer  caso  se  comete 
ción  indebida,  porque  la  redención  á  metálico 
precio  de  la  sustitución  puede  admitirse,  y  en  i 
resultará,  que  el  efectivo  del  ejército  se  obtiene 
el  lugar  de  los  mozos  que  se  redimen  con  los  ii 
no  disponen  de  recursos  para  hacerlo.  Algo  puei 
lo  primero;  pero  es  indudable  que  hay  mucho  d 
mo;  se  fuerzan  los  llamamientos,  se  piden  en  ci 


'  En  el  año  de  1900,  por  efecto  de  la  última  )[uerrí 
los  premios  de  enganches  5.591.428  pesetas,  y  do  hutHi 
redenciones  porque  no  se  hizo  llamamiento,  á  consec 
ley  de  1899  antes  dtadn. 
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líos,  no  sólo  los  hombres  necesarios  para  el  reemplazo, 
ino  los  que  han  de  compensar  las  bajas  por  redención,,  y 
e  esta  suerte,  por  cada  rico  que  se  libra  del  servicio  entra 
n  pobre  en  su  lugar.  jCómo  explicar  de  otro  modo  esas 
uintas  que  se  acercan  y  aun  exceden  á  la  mitad  del  ejér- 
ito,  cuando  los  soldados  permanecen  tres  anos  en  las  hlas^ 
(ado  el  sistema  de  quintas,  la  redención  debe  aceptarse, 
erque  atenúa  sus  inconvenientes  ';  pero  si  ha  de  dar  mo- 
vo  á  esas  iniquidades,  que  con  razón  pueden  caliScarse 
e  sangrientas ,  entonces  es  preferible  aboliría  por  com-. 
leto. 

Por  lo  demás,  ya  hemos  visto  que  el  servicio  no  esj-í- 
tral,  porque  sólo  entra  de  una  manera  efectiva  en  el  ejér- 
ito  cierto  número  de  individuos  á  quienes  marca  la  suer- 
!,  ni  es  tampoco  obligatorio  sino  para  aquellos  de  los  de- 
ignados  que  no  disponen  de  1.500  pesetas,  y  claro  es  que 
osotms  hemos  de  ratiücarnos  aquí  en  las  censuras  que 
las  de  una  vez  hemos  dirigido  á  la  viciosa  aplicación  que 
í  hace  de  esos  principios,  y  en  las  protestas  que  ya  tene- 
los  consignadas  contra  los  males  que  engendra  el  sistema 
e  la  organización  militar  predominante'', 

Admitimos  la  necesidad  de  los  ejércitos  permanentes  y 
ceptamos  también  la  idea  del  armamento  nacional.  ¿Cómo  , 
emos  de  negar  que  las  naciones  deben  organizarse  mili- 
irmente?  Pero  negamos  que  sea  preciso  y  legitimo  el  des- 
rrollo  dado  á  la  fuerza  pública  en  la  mayor  parte  de  las 
aciones,  y  rechazamos  ese  carácter  absoluto  que  se  atri- 
uye  á  las  necesidades  militares,  en  virtud  del  cual  todas 
is  demás  deben  ceder  ante  ellas  y  se  tiene  por  indispan- 
able  todo  sacrificio,  ora  personal,  ora  pecuniario,  que  se 
irija  á  satisfacerlas,  cuando  al  par  se  reducen  y  escatiman 
mto  los  medios  que  solicitan  otros  fines  sociales  no  me- 
os  urgentes  y  atendibles,  ¿Por  qué  será  antes  la  organi-. 
ación  militar  que  la  jurídica,  la  científica  y  la  económica, 

*  Véase  lo  dicho  en  el  tomo  I,  págs.  270  y  271. 

*  Tomo  I,  págs.  166  y  167.— Págs.  157  y  183  de  este  mismo  tomo. 
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de  la  nación?  ¿Por  qué  ha  de  ser  obligatoi 
nejo  del  sable  ó  del  fusil  y  no  lo  será  el 
alfabeto?  ^Por  qué  ese  afán  de  que  todos 
el  poner  tan  poco  empeño  para  que  todos 
es  decir,  en  que  á  todos  alcancen  la  cultura  y  los  elemen- 
tos que  son  indispensables  para  la  vida  civil? 

Por  otra  parle,  interesa  mucho  distinguir  los  dos  aspec- 
tos de  la  organización  militar,  que  se  confunden  para  au- 
torizar conclusiones  reñidas  con  la  verdad  y  con  la  lógica. 
Una  cosa  es  el  armamento  nacional,  la  prevención  de  la 
guerra,  y  otra  distinta  el  ejército  activo  y  permanente,  la 
fuerza  pública  en  condiciones  normales;  el  servicio  gene- 
ral y  obligatorio  corresponde  á  la  idea  del  primero;  mas  no 
puede  aplicarse  á  la  constitución  del  segundo,  que  debe  ser 
formado  con  voluntarios.  El  servicio  general  condena  in- 
evitablemente á  la  monstruosidad  de  la  quinta;  el  servicio 
obligatorio  es  el  que  engendra,  porque  los  hace  posibles, 
todos  los  vicios  del  militarismo  contemporáneo,  y  el  re- 
medio de  tan  graves  males  sólo  se  encontrará  aboliendo  la 
prestación  personal,  haciendo  que  el  impuesto  para  el  sos- 
tenimiento de  la  milicia  no  sea  contribución  de  sangre,  sino 
de  dinero,  como  deben  serlo  todas  en  las  circunstancias  or- 

,  diñarías. 

Todo  Gobierno,  dice  un  distinguido  escritor,  especialista 
en  estas  materias  i,  puede  abusar  más  fácilmente  y  con 
menos  resistencia  de  la  sangre  del  país  que  de  su  dinero,  y 
la  razón  es  muy  sencilla:  gravando  los  impuestos  se  ataca 
directamente  á  todos  y  cada  uno  de  los  diez  y  ocho  millo- 
nes de  ciudadanos  y  la  causa  es  defendida  enérgicamente 
por  todos;  con  las  quintas  se  ataca  en  sus  intereses  y  afec- 
ciones á  treinta  ó  cuarenta  mil  familias  que  el  azar  señala, 
y  el  resto  hasta  los  diez  y  ocho  millones  se  encoge  de 
hombros.  Napoleón  I  pudo  abusar  de  la  conscripción  cuan- 
to quiso,  mientras  hubo  quien  le  pagase  las  guerras;  no  hay 

ningún  poder  que  pueda  abusar  en  el  mismo  grado  de  la 

'     "S'úXeseArtín.— Nociones  de¡  artt  militar 
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leza  de  todos  y  cada  uno  de  los  ciudadanos.  Pues  bien, 
ase  que  proporcionalmente  estén  todos  interesados  en 
remplazo,  y  sobre  tal  t>ase  de  justicia  se  podrá  levan-  ' 
un  ejército  que  sea  la  única  y  legítima  manifestación 
la  fuerza  material  del  país,  desarrollada  por  iguales 
partes  en  la  armonía  de  todos  los  elementos  de  que  germi- 
na esa  fuerza. 

Matrículas  de  mar. — La  marina  de  guerra  ha  reclutado 
sus  tripulaciones  y  contingentes  por  medios  tan  diversos 
como  han  sido  las  condiciones  de  la  navegación  marítima. 
Esclavos  y  prisioneros  mueven  á  fuerza  de  remos  los  an- 
tiguos barcos,  con  aventureros  atraídos  por  la  esperanza 
del  botín  se  equipan  principalmente  las  Ilotas  de  la  E^ad 
Media,  y  luego  los  penados,  los  vagos  y  las  víctimas  de 
levas  más  ó  menos  arbitrarías,  siempre  inicuas,  forman  las 
dotaciones  de  los  buques  armados.  La  regularidad  del  ser' 
vicio  obligatorio  en  la  marina  militar  se  introduce  por  me' 
dio  de  las  matricidas.  Fundábase  este  sistema,  según  las 
ordenanzas  navales  de  1748,  en  la  concesión  á  los  alista 
dos  voluntariamente  para  el  servicio  de  los  bajeles  y  arse 
nales  del  fuero  militar  y  del  privilegio  para  ejercer  las  ar- 
tes de  la  navegación  y  de  la  pesca  '  y  subsistió  con  nume- 
rosas reformas,  hasta  que  la  ley  de  22  de  Marzo  de  1873 
dispuso  que  el  servicio  de  la  marina  se  organizase  con  vo- 
luntarios; declaró  libre  el  ejercicio  de  las  industrias  maríti' 
mas;  creó  una  reserva  naval;  ordenó  que  en  caso  necesario 
se  tomasen  los  contingentes  para  la  armada  de  la  reserva 
del  ejército  '*  y  estableció  en  último  término  que,  suscitada 
una  guerra  extranjera,  pudiera  llevarse  á  cabo  el  alista- 
miento de  la  gente  de  mar  que  fuera  indispensable.  Poco 
tiempo  estuvieron  en  vigor  esias  disposiciones:  el  de- 
creto de  20  de  Mayo  de  1874  introdujo  ya  un  cuerpo  de 

'  Véanse  los  tita.  VII  y  VIH,  libro  VI  de  la  Novísima  Recopjla- 
dón. 

*  La  ley  de  37  de  Marzo  de  1862  liabfa  establecido  ya  que  en- 
trasen al  servicio  de  la  marina  los  quintos  sorteados  para  el  ejercito 
en  la  proporción  que  se  detenniDase  aDUalmente. 
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vobtatarios  de  marina,  los  cuales  se  1 
en  el  ejército,  adquiriendo  el  compre 
'campaña  de  mar  por  espacio  de  tres 
de  la  armada,  y  la  ley  de  ^  de  Enero 
sueltamente  al  procedimiento  de  las 
una  vez  más  sancionado  y  desenvuel 
de  \^  de  Agosto  de  i88S  que  ahora  ri 

Según  ella,  es  obligatorio  el  servicie 
en  los  buques  de  la  armada  para  todo 
luntariamente  alistados  en  la  inscripck 
bilita  para  dedicarse  á  la  navegación 
tiempo  se  divide  en  dos  períodos  igual 
tividad,  y  de  reserva  el  segundo. 

Las  exenciones  son  semejantes  y  ] 
efecto  que  las  que  libran  del  servicio  < 

Una  ley  fíja  anualmente  las  fuerzi 
creto  determina  el  número  de  matrícul 
han  de  ingresar  en  la  armada  y  el  cuj 
departamento.  Cuando  la  inscripción 
para  cubrir  el  servicio,  se  tomará  el  c< 
de  los  mozos  sorteados  para  el  ejérci 
se  admiten  con  premios  y  condicione 
según  las  circunstancias. 

El  alistamiento  de  cada  año  compn 
dividuos  de  la  inscripción  que  cumplai 
de  veinte  años.  Los  comandantes  de  1 
dividen  por  pueblos  las  brigadas  de 
forman  antes  del  1 5  de  Septiembre  la  i 
trículados  á  quienes  corresponde  entre 
al  servicio,  y  auxiliados  luego  por  el 
síndico  del  ayuntamiento,  deciden  ace 
clones  que  se  presenten  y  declaran  qu 
quci^ur  orden  de  edad,  de  mayor  á  me 
cupo  marcado  al  trozo.  Las  resolucioni 
tes  son  apelables  ante  el  tribunal  del  d' 
tra  los  fallos  de  éste  puede  recurrirse  . 
na,  que  en  definitiva  acuerda,  oyendo  a 
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1  servicio  sólo  se  permite  entré  herma- 
ral;  puede,  sin  embargo,  concederse  el 
>  en  casos  especiales.  La  redención  á 
por  1.500  pesetas,  pasando  á  la  reserva 
ci  icuiiuiuu.  L.aa  (cantidades  procedentes  de  esas  redencio- 
nes se  destinaron  por  la  ley  de  27  de  Marzo  de  i86z  á  un 
fondo  llamado  depremios  á  ¡a  marina;  mas  á  virtud  de  la 
ley  de  2  de  Agosto  de  1836,  la  Hacienda  se  incautó  de 
esos  recursos  en  cantidad  de  7.969.502  pesetas.  En   1900 
ingresaron  tan  sólo  9.000  pesetas  como  producto  de   las 
redenciones  y  se  presupuestaron  100.250  para  premios  de 
enganche  en  la  marina,  es  decir,  que  aquí  sucede  la  ano- 
malía opuesta  á  ia  que  hicimos  notar  antes  hablando  del 
ejército,  porque  el  Estado  sostiene  un   número  de  volun- 
tarios bastante  mayor  que  ei  de  los  redimidos. 

Aplicables  á  la  organización  de  la  marina  militar  las 
consideraciones  que  dejamos  expuestas  al  hablar  del  ejér- 
cito de  tierra,  sólo  haremos  notar  aquí  dos  diferencias  que 
hay  entre  ellos.  Refiérese  la  primera  á  la  extensión  del 
servicio,  que  siendo  obligatorio  para  todos  respecto  del 
ejército,  se  circunscribe  en  la  marina  á  los  que  disfrutan 
de  la  exclusiva  para  el  ejercicio  de  las  industrias  navales. 
Este  sistema,  en  tanto  que  impone  una  carga  muy  gravo- 
sa á  los  que  se  dedican  á  la  navegación,  perjudica,  sin 
duda,  al  desarrollo  de  la  marina,  y  en  tanto  que  busca  la 
compensación  de  ese  gravamen  par  medio  de  un  monopo- 
lio, contradice  también  la  libertad  dsl  trabajo.  Por  otra 
parte,  si  es  justo  remunerar  de  algún  modo  á  los  que  sir- 
ven en  la  armada,  ¿no  habrá  la  misma  razón  para  que  se 
indemnice  á  los  que  han  de  mgresar  en  el  ejército?  Puede 
decirse  que  es  más  dura  la  condición  del  marinero  que  la 
del  soldado;  pero  esto,  aun  siendo  cieno,  que  no  lo  es  se- 
guramente, porque  hay  menor  distancia  entre  la  vida  del 
marino  libre  y  la  del  militar,  qae  la  existente  entre  la  ma- 
nera de  ser  del  ciudadano  y  del  soldado,  eso,  decimos,  po- 
drá afectar  en  todo  caso  á  la  cuantía  de  la  retribución,  de 
ningún  modo  al  principio  mismo  en  que  se  funda.  La  se- 
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gunda  diferencia  consiste  en  la  d< 
dos  al  servicio,  que,  según  heiT 
ejército  por  sorteo  y  en  la  marínf 
yor  edad  entre  los  alistados.  Est£ 
taja  alguna,  porque  tan  absurdo 
el  azar  del  numero  como  por  el 
aun  este  último  modo  producirá 
posible  si  no  se  acude  at  sorteo 
misma  fecha. 


XIV 


■paeat*a  «■  especie. —  Loa  alo|»inlenttiB 
j  snmliitstroa. 


El  tributo  es  muy  anterior  á  ia  moneda,  y  de  aquí  la 
jieneralidad  con  que  se  establecen  y  la  insistencia  con  que 
por  largo  tiempo  se  mantienen  los  impuestos  en  especie, 
hasta  que  el  crecimiento  de  la  riqueza  y  la  abundancia  del 
dinero  permiten  convertirlos,  con  ventaja  para  todos,  en 
prestaciones  de  numerario. 

Á  nuestros  días  apenas  han  llegado  las  exacciones  de 
ese  género;  abolido  en  1837  el  diezmo,  que  por  razón  de  su 
naturaleza  y  de  su  origen  no  podía  abandonar  aquella  for- 
ma a nti económica,  y  atendido  el  servicio  de  bagajes,  desde 
la  real  orden  de  18  de  Agosto  de  1857,  por  medio  de  con- 
tratas hechas  á  cargo  de  los  fondos  provinciales  para  los 
que  es  un  gasto  obligatorio,  hoy  no  quedan  ya  más  que 
los  alojamientos  y  suministros  que  han  de  facilitarse  aJ 
ejército,  y  aun  de  estos  recursos  se  hace  escasa  aplicación 
en  las  épocas  normales. 

I.  Con  motivo  se  ha  dicho  que  los  alojamientos  cons- 
tituyen un  allanamiento  legal  de  la  morada  del  ciudadano 
yrepresentan  la  triste  herencia  de  bárbaras  costumbres. 
Sus  precedentes  son  el  conducho,  \qs  yantares  y  cenas  con 
que  los  reyes  y  señores  agobiaron  á  los  pueblos  en  la  Edad 
Media.  Reducido  luego  el  servicio  á  las  fuerzas  militares, 
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siguió  siendo  una  carga  muy  pesada,  como 
de  las  frecuentes  guerras  y  los  trastornos  ¡ 
vicioso  sistema  de  tener  á  las  tropas  en  me 
continuo  hasta  en  los  tiempos  tranquilos. 
este  gravamen  haciéndole  insoportable  para  i 
las  exenciones  que  disfrutaban  los  nobles,  lo: 
aforados  de  guerra  y  otros  muchos;  pero  la 
22  de  Enero  de  iSi6,  repetida  en  los  años 
abolió  las  exenciones  mandando  que  turnase 
jamienfo  hasta  las  clases  más  privilegiadas 
cepción  que  la  de  los  obispos  y  párrocos,  lo; 
daban  también  sujetos  al  equivalente  pecunii 
tuviese  establecido.  Pronto  volvieron  los  pi 
ley  de  19  de  Marzo  de  1837  tuvo  que  restab 
disposiciones,  añadiendo  que,  ni  obispos,  n 
militares  retirados  pudieran  eximirse  del  ser 
de  tan  decisivo  y  justo  mandato,  se  restableció  viciosa- 
mente la  exención  en  provecho  de  los  aforados  de  guerra 
y  marina  y  de  los  empleados  de  telégrafos.  Publicada  la 
Constitución  de  1869,  que  sancionaba  la  inviolabilidad  del 
domicilio,  muchos  ayuntamientos  y  particulares,  creyendo, 
con  harta  razón,  que  la  carga  de  los  alojamientos  era  in- 
compatible con  aquella  garantía,  opusieron  diñcuJtades  á 
prestación  tan  molesta;  pero  una  real  orden  de  1 1  de  Oc- 
tubre de  1872  declaró  que  subsistía  la  obligación  impug- 
nada. 

Conforme  á  las  ordenanzas  del  ejército,  el  servicio  de 
alojamiento  consiste  en  t  proveer  una  cama  para  cada  dos 
soldad  is,  compuesta  de  jergón  ó  colchón,  cabezal,  manta 
y  dos  sábanas;  para  los  sargentos  un  colchón  precisamen- 
te, y  además  luz,  sal,  vinagre  y  leña  ó  lugar  á  la  lumbre 
para  guisar».  Toda  tropa  que  permanezca  menos  de  un 
mes  en  un  pueblo  tiene  derecho  al  alojamiento.  Los  oficia- 
les di  guarnición  sólo  disfrutarán  de  esa  beneficio  por  tres 
duis,  y  !o  mismo  los  transeúntes  en  comisión  del  servicio 
ó  para  reponerse  de  sus  heridas. 

Muéstranse  en  ios  alojamientos  todos  los  tnconvenien- 
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tes  propios  de  los  impuestos  en  especie,  y  la  gandes- 
igualdad  con  que  se  presta  ese  servicio,  que  es  de  interés- 
general,  se  hace  notoria  comparando  á  los  pueblos  que  se 
hallan  snclavados  en  las  carreteras  con  aquellos  otros  cuya 
situación  es  diferente.  La  mayor  estabilidad  que  hoy  se  da 
á  las  guarniciones  y  la  conducción  de  las  tropas  por  los 
ferrocarriles  han  disminuido  considerablemente  la  frecuen- 
cia de  los  alojamientos;  pero  la  justicia  exige  que  des- 
aparezcan por  completo,  porque  sus  males,  inevitables  en 
el  caso  de  una  guerra,  pueden  remediarse  fácilmente  en 
circunstancias  normales,  construyendo  en  los  puntos  de 
etapa  los  cuarteles  necesarios  para  el  aposentamiento  del 
ejército.  De  este  modo  la  carga  seria  igual  para  todos, 
porque  se  levantaría  por  medio  de  las  contribuciones  ge- 
nerales. 

II.  Procede  del  mismo  origen  que  el  anterior  y  tiene  un 
objeto  análogo  el  servicio  de  sitminíslros,  que  impone  á  los 
ayuntamientos  la  obligación  de  facilitar  á  las  tropas  y  á  la 
Guardia  civil,  que  transitaren  por  ellos,  la-í  raciones  en  es- 
pecie que  necesiten  para  su  consumo.  Diferéncianse,  sin 
embargo,  de  los  alojamientos  los  suministros  en  que  éstos 
han  de  hacerse  algunas  veces  en  metálico,  sobre  todo  á  los 
individuos  y  partidas  sueltas,  y  además  en  que  no  consti- 
tuyen un  gasto  definitivo,  sino  solamente  un  anticipo,  por- 
que la  administración  debe  abonar  á  los  pueblos  el  impor- 
te de  los  recibos  de  suministros  por  cuenta  de  las  contri- 
buciones que  satisfacen. 

La  legislación  sobre  este  asunto  está  principalmente  con- 
tenida en  las  instrucciones  de  24  de  Mayo  y  9  de  .Agosto 
de  1877  y  en  las  reales  órdenes,  fecha  7  de  Setiembre  de 
1883  y  13  de  Diciembre  de  1900.  El  espíritu  de  tales  dispo- 
siciones, como  el  de  las  muchas  dictadas  anteriormente 
acerca  de  esta  materia,  es  terminante  en  cuanto  a  exigir 
de  los  pueblos  el  cumplimiento  de  la  prestación;  pero  no  lo- 
es tanto  en  lo  que  se  refiere  al  abono  de  los  anticipos  ^. 


Únicamente  las  reales  órdenes  de  5  de  Diciembre  de  1871  y 
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Inpuestss  sobre  la«  peí 
j  graBdeii 


Hemos  calificado  de  impuestos 
blecidos  sobre  las  personas,  el  qu' 
las  llamadas  cédulas  personales  y 
zón  de  las  grandezas  y  titules  nob. 
pecto  á  la  clasificación  de  este  úl 
habremos  de  insistir  ahora.  Vean 
bases  que  tiene  y  la  legislación  p 
de  esas  dos  imposiciones. 

I.  Cédulas  personales. — Aunqi 
ción  bien  reciente,  son  ya  muy  ni 
que  en  él  se  han  hecho  desde  que 
tiguas  cédulas  d£  vecindad,  intro< 
de  iS  de  Febrero  de  1854  para  sl 
se  han  ido  modiñcando  gradualm 
materia  de  imposición.  Eran  aquí 
mentos  de  policía  que  servían  pai 
y  como  medio  de  vigilancia,  y  no 
que  25  céntimos  de  peseta  á  lo£ 
siendo  pobres  de  solemnidad,  bri 
nos  con  pensión  que  no  excedien 
yos  casos  habían  de  expedirse  g 
supuestos  fecha  29  de  Junio  de  i. 
para  fijar  á  las  cédulas  de  vecindi 
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necesario,  con  el  ñn  de  que  sus  pro 

gastos  del  servicio  de  vigilancia  públ 
Junio  de  1870  estableció  ya  resuellan: 
examinamos.  Las  cédulas  de  empadro» 
esta  disposición,  cuyas  bases  se  desi 
decreto  de  17  de  Enero  de  1871,  era 
las  para  todos  los  españoles  cabezas  1 
de  catorce  años  que  no  fueran  pobre 
taban  desde  una  hasta  tres  pesetas,  se 
y  se  exigían  para  comparecer  en  juicit 
tos  públicos,  desempeñar  cargos  ó  en 
fesión  ú  oficio.  Los  jefes  y  oficiales  dt 
pagarían  cédula  de  dos  pesetas,  y  lo< 
dían  recargar  el  precio  de  las  cédulas 
íes  desde  un  25  hasta  un  So  por  loo. 

Por  real  orden  de  2  de  Noviembre  de  1872  se  hizo  ex- 
tensivo el.  impuesto  á  las  Provincias  Vascongadas,  y  la  ley 
de  26  de  Diciembre  del  mismo  año  le  reformó,  elevando  el 
precio  de  las  cédulas  hasta  4  pesetas  y  haciendo  obligato- 
ria la  adquisición  para  las  mujeres  casadas  y  para  los  ex- 
tranjeros con  residencia  de  más  de  un  año.  Pero  esas  dis- 
posiciones no  tuvieron  cumplimiento;  la  imposición  sólo 
en  una  pequeña  parte  se  hacía  efectiva,  y  sus  rendimien- 
tos, en  lugar  de  aumentar,  disminuían.  En  vista  sin  duda 
de  las  dificultades  con  que  luchaba  su  planteamiento,  la 
ley  de  presupuestos  de  6  de  Agosto  de  1873  suprimió  el 
impuesto,  y  un  decreto  de  20  de  Septiembre  de  aquel  año 
mandó  que  se  expidiera  gratuitamente  cédula  de  empadro- 
namiento á  los  vecinos  que  tuvieran  que  ausentarse  del 
término  municipal. 

Sin  embargo,  el  real  decreto  de  26  de  Junio  de  1 874,  que 
planteó  los  presupuestos  de  74  á  75,  restableció  el  impues- 
to llamándole  ya  de  cédulas  personales,  y  volvieron  á  ser 
éstas  obligatorias  para  todos  los  mayores  de  catorce  aftos, 
y  de  cinco  clases,  desde  2  pesetas  que  costaban  en  Madrid 
hasta  35  céntimos,  precio  de  las  que  debían  expedirse  para 
los  jornaleros  y  sirvientes.  Autorizada  la  reforma  por  la 
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ley  de  presupuestos  de  1876,  la  instrucción  de  18  de  Agos- 
to creó  seis  clases  de  cédulas,  la  primera  de  So  pesetas  y 
la  sexta  de  50  céntimos,  las  cuales  debían  adquirirse  con 
.arreglo  á  dos  escalas,  graduada  la  una  según  las  cuotas 
de  las  contribuciones  directas  y  los  haberes  ó  sueldos,  y 
proporcionada  la  otra  á  los  alquileres  pagados  en  las  di- 
versas clases  de  poblaciones.  Sobre  estas  mismas  bases,  la 
ley  de  II  de  Julio  de  1877  y  la  instrucción  de  21  del  mis- 
mo mes  establecieron  cédulas  de  siete  precios,  fijando  el 
máximo  en  las  100  pesetas.  Modificadas  las  escalas  de  im- 
posición por  la  real  orden  de  i.""  de  Julio  de  1878  y  la  de 
II  de  Abril  de  188 1,  que  introdujo  en  ellas  nueve  grados, 
la  ley  de  3 1  de  Diciembre  de  este  último  año  elevó  hasta 
^once  las  clases  de  las  cédulas. 

La  instrucción  vigente  de  2^  de  Mayo  de  1884  no  hizo 
-alteraciones  esenciales  en  la  legislación  anterior.  Según 
^Ua,  las  cédulas  personales  son  obligatorias  para  los  espa- 
ñoles y  extranjeros  de  ambos  sexos,  mayores  de  catorce 
años,  dom  ciliados  en  España;  deben  exhibirse  en  todos 
los  actos  públicos  y  para  el  ejercicio  de  toda  clase  de  car- 
.  gos  y  profesiones,  y  se  acomodan  á  los  siguientes  precios 
-desde  la  clase  primera  hasta  la  undécima:  100  pesetas,  75, 
50,  25,  20,  15,  10,  5,  2,50,  I  y  50  céntimos.  Las  tarifas 
son  dos,  una  arreglada  á  las  cuotas  de  contribución  direc- 
ta y  á  los  sueldos,  y  otra  según  los  alquileres  que  se  pa- 
guen en  las  poblaciones,  divididas  en  seis  grupos.  Ha  de 
obtenerse  la  cédula  superior  que  corresponda  por  cual- 
quiera de  esos  conceptos,  y  los  militares  la  tomarán  de 
.2,50  pesetas,  cuando  no  estén  comprendidos  en  alguna 
■otra  categoría,  quedando  además  libres  de  los  recargos 
municipales,  que  pueden  llegar  hasta  el  50  por  100  del 
importe  de  las  cédulas.   Los  únicos  exceptuados  del  im- 
í>uesto  son  los  individuos  de  las  clases  de  tropa,  los  men- 
digos y  acogidos  en  los  asilos  benéficos,  las  religiosas  y 
liermanas  de  la  caridad  y  los  penados,  durante  el  tiempo 
*de  su  reclusión.  En  la    actualidad  sufre  este  impuesto  un 
jrecargo  de  3  décimas. 
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Restablecido  el  año  natural  para  el  < 
puesto,  han  variado  los  plazos  que  en  : 
ñalaban,  conforme  al  decreto  fecha  4  1 
Las  administraciones  de  hacienda  de  1; 
vincia  y  los  ayuntamientos  en  las  den: 
ben  distribuir,  durante  el  mes  de  Septi' 
ratonas,  que  han  de  llenar  los  cabezas 
ta  de  ellas  redactarán  en  el  mes  de  Oc 
que  consten  todos  los  obligados  á  saca 
to  que  les  corresponde,  la  clase  del  do( 
go,  por  último,  que  hayan  señalado 
Las  administraciones  revisan  los  padi 
luego  que  los  han  aprobado  piden  á  la 

buciones,  antes  del  15  de  Noviembre,  e 

que  ha  de  distribuirse  en  la  provincia.  En  las  capitales  se 
hace  el  cobro  por  la  Administración  desde  el  l."  de  Enero 
al  31  de  Marzo  y  en  las  demás  poblaciones  los  ayunta- 
mientos deben  verificar  la  recaudación  en  el  plazo  de  tres 
meses  á  contar  de  la  fecha  en  que  reciban  las  cédulas.  Se 
abona  el  i  por  100  á  las  administraciones  y  ayuntamien- 
tos para  gastos  del  padrón,  y  á  los  municipios  de  las  ca- 
pitales se  les  descuenta  el  10  por  100  de  los  recargos, 
como  premio  de  administración.  La  penalidad  por  infrac- 
ción de  esas  disposiciones  consiste  en  multa  por  el  duplo- 
de  la  cantidad  defraudada. 

Los  rendimientos  de  este  arbitrio  han  quedado  siempre 
muy  por  bajo  de  los  que  se  calculaban  en  el  presupuesto. 
Hanse  presupuestado  los  ingresos  por  este  concepto  en  10 
y  hasta  en  12  millones  de  pesetas;  pero  la  recaudación  de 
1900  no  llegó  á  los  6  millones,  si  bien  es  de  advertir  que- 
en  ese  año  sólo  se  expendieron  cédulas  para  seis  meses,  y 
los  gastos  de  fabricación  y  expendición  de  las  cédulas  im- 
portaron 541-465  pesetas.  Esto  prueba  el  abandono  con 
que  se  administra  un  impuesto  que,  dada  la  generalidad 
de  BUS  bases,  debiera  dar  productos  mucho  más  conside- 
rables. Se  intentó  confiar  la  recaudación  al  Banco  de  Es- 
paña en  1882;  pero  en  el  año  siguiente  quedó  ya  relevado- 
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del  encargo,  y  el  Gobierno  fué  autorizado  para  verificar  el 
arriendo.  No  se  hizo  uso  de  esa  facultad,  reiterada  en  la 
ley  de  presupuestos  de  1890-91,  y  conforme  á  lo  preveni- 
do en  el  de  1892,  se  acordó  al  fin  el  arrendamiento  por 
real  orden  de  3  de  Agosto  de  ese  mismo  año  Contratóse 
desde  luego  la  recaudación  en  veintinueve  provincias 
y  en  1893  se  celebró  el  concurso  para  el  arriendo  de  las 
otras  veinte.  No  se  llegó  á  la  adjudicación  de  todas  las 
provincias,  se  rescindieron  algunos  contratos,  terminaron 
otros  y  en  1897  hubo  nuevo  concurso  para  la  recaudación 
por  cinco  años.  En  su  virtud  las  disposiciones  antes  cita- 
das sólo  se  aplicarán  en  aquellas  provincias  donde  no  haya 
arrendatario.  En  las  arrendadas  el  contratista  debe  formar 
los  padrones,  que  serán  expuestos  al  público,  y  la  Delega- 
ción de  Hacienda  decidirá  las  reclamaciones  que  se  pre- 
senten contra  ellos.  Sin  embargo,  aunque  ésta  es  una  de 
las>  condiciones  establecidas  para  el  arriendo,  se  ha  dis- 
puesto que  la  administración  continúe  formando  los  pa- 
drones. (R.  O.  13  Enero  de  1899.) 

Las  cédulas  personales  constituyen  un  impuesto  de  cla- 
ses sobre  la  renta,  una  capitación  graduada,  y  es  fácil 
juzgar  de  las  condiciones  en  que  se  halla  establecida  una 
imposición  que  empieza  por  no  tener  materia  propia  y 
admite  como  base  la  cuota  de  otros  tributos.  En  tanto  que 
las  cédulas  son  un  recargo  de  las  contribuciones  directas 
y  del  descuento  sobre  los  sueldos,  no  vemos  la  razón  que 
haya  para  cobrárie  separadamente,  cuando  pudiera  refun- 
dirse en  aquéllos  con  ventaja  para  la  administración  y  los 
particulares.  El  impuesto  sigue  además  en  esta  parte  el 
método  át  progresión  inversa  y  aumenta  de  tal  manera  su 
injusticia,  porque  á  un  contribuyente  que  pague  más  de 
5.000  pesetas  se  le  exige  cédula  de  100,  que  significa  un 
recargo  de  2  por  100  á  lo  sumo,  mientras  que  al  contri- 
buyente por  25  pesetas,  la  cédula  de  2,50  le  grava  en  un 
10  por  ico.  Algo  semejante,  porque  es  en  diversa  escala^ 
sucede  con  los  sueldos,  pues  el  de  30.000  ó  más  pesetas 
obliga  á  tomar  cédula  de  100,  que  representa  33  céntimos 
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iber,  y  el  que  cobra  12.501  pesetas  ha  de 
de  75,  que  sube  ya  á  muy  cerca  de  los  60 

00  con  relación  al  sueldo.  Y  esto  aparte  de 
,  inevitable  en  las  agrupaciones  por  clases, 

misma  condición  al  que  paga  3.001  pesetas 
isface  5  .ooo,  y  equipara  al  que  tiene  un  suel- 
>esetas  con  el  que  disfruta  29.999.  Resulta 
10  exigir  cédula  más  que  por  un  concepto  á 
an  comprendidos  en  varias  categorías  de  la 
i  tiene  propiedad  ó  industria  y  sueldo  lleva 
a  que  el  que  sólo  disfruta  beneñcios  de  uno 
meros.  Además,  con  el  tipo  fijo  para  los  que 
de  familia,  se  desiguala  todavía  más  la  im- 
ue  el  pobre  paga  por  su  mujer  y  sus  hijos 
rico.  Por  último,  el  impuesto  de  que  habla- 
iltza  un  documento  necesario  para  los  fines 
mnque  ofícialmenie  se  ha  dicho  que  la  cé- 
representa  un  tributo  en  su  esencia  y  un 
seguridad  en  la  forma  ',  es  bien  notoria  la 
existe  entre  esos  dos  caracteres.  Como  reci 
nás  que  el  pago  de  una  cierta  cantidad  y  ha 
des  de  todo  género;  como  medio  para  el  ser- 
ancia,  supone  formalidades  y  garantías,  y 
que  aquella  primera  condición  ha  de  domi- 
ida,  quedando  está  oscurecida  ó  anulada. 
i  consideraciones  piden  la  abolición  del  im- 
ulas  personales,  que  pudiera  llevarse  á  cabo 
del  Tesoro.  Bastaría  para  ello  restablecer  las 
las  de  vecindad  con  el  precio  uniforme  de  So 
peseta,  y  en  las  mismas  condiciones  que 
ara  las  de  clase  undécima,  distribuir  propor- 
obre  las  contribuciones  directas  los  ingresos 
Jtienen  de  ese  origen  y  dar  á  la  base  del  in- 
iesarrollo  más  justificado  que  su  aplicación 
uilinato  es,  en  último  resultado,  la  única  ma- 

1  de  30  de  Enero  de  1877. 
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tena  especial  y  utilizable  de  la  imposición  establecida,  por 
más  que  se  emplea  tan  sólo  como  medio  de  afectar  á  la 
riqueza  de  aquellos  que  no  están  sometidos  á  las  contri- 
buciones directas  ó  pagan,  en  virtud  de  ellas,  una  cuota 
inferior  y  desproporcionada  con  relación  á  la  fortuna  que 
demuestra  el  importe  de  los  alquileres  que  satisfacen;  pues 
bien,  manteniendo  el  principio,  para  realizar  mejor  esa  ten- 
dencia, que  es  ciertamente  laudable,  debiera  establecerse 
en  reemplazo  de  las  cédulas  un  impuesto  de  inquilinatos 
exigible  á  todos  aquellos  que  no  justificasen  el  pago  de 
una  cuota  directa  igual  ó  mayor  que  la  que  les  correspon- 
diese por  este  concepto.  Conste,  sin  embargo,  que  no  pro- 
ponemos la  introducción  en  nuestro  sistema  tributario  de 
la  base  del  inquilinato,  sino  la  transformación  de  un  im- 
puesto que  ya  la  admite  y  un  remedio  para  las  deficien- 
cias conocidas  en  las  otras  contribuciones  que  tienen  for- 
ma directa  ^ 

II.  Grandezas,  titulas  y  condecoraciones. — Las  distincio- 
nes nobiliarias,  origen  en  otro  tiempo  de  grandes  inmuni- 
dades y  provechos  materiales,  han  venido  á  ser  en  nues- 
tros días  objeto  de  imposición. 

La  ley  de  presupuestos,  fecha  23  de  Mayo  de  1845,  au- 
torizó al  Gobierno  para  modificar  el  antiguo  impuesto  de 
lanzas  y  medias  anatas,  que  pagaban  los  grandes  y  títulos 
de  Castilla.  El  derecho  de  lanzas  venia  desde  los  Reyes 
Católicos;  Felipe  IV  le  convirtió  en  una  prestación  anual 
por  cantidad  determinada,  y  creó  además  la  media  anata, 
■que  obligaba  al  pago  de  la  mitad  de  la  renta  que  diesen 
los  bienes  con  que  se  constituían  los  nuevos  títulos  y  los 
pertenecientes  á  los  antiguos  que  se  trasmitían  ó  hereda- 
ban. Pues  bien,  esos  derechos,  objeto  de  varias  reformas 
que  los  habían  aumentado  considerablemente,  fueron  sus- 
tituidos desde  I."  de  Enero  de  1847,  á  virtud  del  decreto 
de  28  de  Diciembre  de  i846,,que  se  dictó  conforme  á  la  au- 

'  Véase  lo  dicho  en  el  cap.  XIII  de  k  Secdóa  III  de  la  Parte 
general  acerca  del  impuesto  mobiliario. 
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torización  antes  citada,  por  el  impuesto  especiat 
denos  y  títulos.  Las  bases  de  esta  imposición,  d 
en  la  real  orden  de  14  de  Febrero  de  1847,  gi 
sucesiones  y  creación  de  toda  grandeza  y  titul 
extranjero  reconocido  en  España,  con  arreglo 
la  proporcionada  á  la  categoría  del  titulo,  que 
de  8.000  reales  por  cada  uno  de  los  de  barón 
grandeza,  hasta  40.000  por  cada  grandeza  de 
título  de  duque,  marqués  ó  conde,  en  las  suces 
tas.  La  ley  de  presupuestos  de  28  de  Diciemb 
en  su  apéndice  letra  E,  recargó  con  un  33  por 
fa  é  introdujo  además  un  impuesto  anual  que 
los  títulos,  desde  125  hasta  500  pesetas. 

Suprimidas  las  distinciones  nobiliarias  en  lo 
república  por  decreto  de  25  de  Mayo  de  187, 
presupuestos  de  aquel  año  prescindió,  como  era 
te,  del  impuesto;  pero  restablecidas  aquéllas  er 
nlo  de  1874,  se  declaró  en  vigor  la  legislaciói 
regia.  Es  de  notar,  sin  embargo,  que  aunque 
decreto  últimamente  citado  y  las  disposiciones 
eran  las  de  la  ley  de  1872,  sólo  se  ha  restable 
puesto  en  la  concesión  y  trasmisión  de  los  títu 
decreto  de  6  de  Enero  de  1875  y  el  art.  54  de  1 
ción  de  1876  devolvieron  al  rey  la  facultad  de  conceder  tí- 
tulos y  distinciones  de  todas  clases. 

La  ley  de  presupuestos  de  1 892  elevó  al  40  por  loo  ei> 
las  sucesiones  directas  y  al  So  en  las  trasversales  el  recar- 
go de  33  por  100  establecido  en  1872.  En  1897  y  98  sufri6 
el  impuesto  los  recargos  extraordinario  y  de  guerra  y,  por 
ultimo,  la  ley  y  el  reglamento  del  5  de  Diciembre  de  189^ 
han  ñjado  las  actuales  tarifas  y  bases  de  esta  imposición. 

Los  derechos  van  desde  3.000  pesetas  que  se  exigen  en 
la  sucesión  directa  por  un  título  de  barón  ó  señor  hasta 
16.000  que  han  de  pagarse  por  la  grandeza  de  España  con 
titulo  de  duque,  marqués  ó  conde.  Estos  derechos  son  el 
doble  cuando  se  trata  de  herencias  trasversales  ó  de  la 
autorización  de  títulos  extranjeros,  y  el  cuadruplo  para  las 
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creaciones  de  grandezas  y  títulos.  En  los  casos  de  rehabi- 
litación y  salvo  dispensa  concedida  por  una  ley,  debe  pa^ 
gaf  el  agraciado  los  derechos  que  por  trasmisión  ó  por 
cualquier  otro  concepto  hubieran  dejado  de  satisfacerse  á 
la  hacienda  desde  el  fallecimiento  del  último  poseedor. 
Cuando  se  trasmitan  simultáneamente  varias  grandezas  ó 
títulos  del  reino,  la  segunda  grandeza  ó  título  sólo  deven- 
gará las  dos  terceras  partes  del  impuesto,  y  los  terceros  6 
siguientes  no  pagarán  más  que  la  mitad  de  los  derechos 
establecidos.  El  plazo  para  satisfacer  el  impuesto  es  de  dos 
meses,  y  trascurridos  estos  se  abonará  el  5  por  l,oo  de  de- 
mora; si  no  se  efectuara  el  pago  en  el  término  de  seis  me- 
ses, se  anunciará  la  vacante  del  título  ó  grandeza. 

El  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  comunicará  al  de  Ha- 
cienda las  concesiones,  y  el  registro  de  actas  de  última  vo- 
luntad, pasará  mensualmente  á  la  dirección  de  Contribu- 
ciones nota  del  nombre  y  lugar  del  fallecimiento  de  las 
personas  que  tuvieren  títulos  de  nobleza. 

Las  condecoraciones  civiles  y  militares  otorgadas  á  in- 
dividuos de  la  clase  civil  pagan  desde  500  pesetas  la  cruz 
de  caballero  hasta  2.000  que  corresponden  al  collar,  y  si 
se  dan  libres  de  derechos  deben  satisfacer  desde  150  a  700 
pesetas;  las  extranjeras  devengan:  200  pesetas  la  gran 
cruz,  la  de  comendador  150,  y  100  la  de  caballero;  por  úl- 
timo, los  honores  de  jefe  superior  de  administración  cues- 
tan 1.500  pesetas,  los  de  jefe  de  administración  750  y  es- 
tos mismos  honores  concedidos,  libres  de  gastos,  á  los 
funcionarios  públicos,  500  y  156  pesetas  respectivamente 
El  impuesto  ha  de  pagarse  en  un  plazo  de  tres  meses, 
prorrogable  por  otros  tres  con  el  abono  del  5  por  100  de 
demora.  Gozan  de  exención  únicamente  los  empleados 
públicos  á  quienes  se  concede  al  ser  jubilados  los  honores 
de  la  categoría  superior.  Los  Ministerios  que  otorgasen 
honores  ó  condecoraciones  deb^n  dar  conocimiento  de  la 
concesión  á  la  dirección  de  Contribuciones.— El  uso  inde- 
bido de  títulos  y  distinciones  se  castiga  en  los  artículos  34S 
y  348  del  Código  penal. 
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uesto  sobre  grandezas,  titulos  y  honores  es  á  la 
lases  y  suntuario.  Como  imposición  de  clases  es 
hasta  inconstitucional,  porque  va  contra  el  pre- 
gún  el  que  cada  español  ha  de  contribuir  á  los 
ibiicos  enproporción  de  sus  haberes.  Como  sun- 
i  indirecto  y  recae  sobre  la  vanidad,  que  no  puede 
:  racionalmente  para  materia  de  imposición;  las 
es  de  este  género  han  de  gravar  actos  que  tengan 
rácter  económico,  gastos,  consumos  que,  aun  di- 
¡e  á  satisfacer  el  deseo  de  ostentación,  sean  al 
empo  manifestaciones  de  riqueza,  de  ningún  modo 
clones  meramente  personales. 
)le  paga  ya  por  los  bienes  que  posee:  jqué  razón 
i  pedirle  otra  cosa?  Todavía  si  á  ia  nobleza  acom- 
lecesariamente  lafortuna,  se  explicaría  la  exacción 
le  un  recargo  sobre  los  grandes  haberes;  pero 
ible  es  que  en  nuestros  días  no  son  por  regla  ge- 
aristócratas  los  mas  acaudalados.  Por  otra  parte 
sto,  lejos  de  favorecer  el  prestigio  de  las  distincio- 
iliarías,  contribuye  á  que  la  antigua  nobleza,  la 
tradicional  y  de  la  sangre,  vaya  desapareciendo  y 
¡emplazada  por  la  nobleza  del  oro.  Si  fuera  pro- 
ido  á  los  bienes  que  se  trasmiten  con  el  título  y  á 
la  del  que  ha  de  llevarle,  se  atenuarían  los  incon- 
5  del  impuesto  y  seria  más  aceptable, 
anto  á  los  derechos  que  se  exigen  por  los  honores  y 
raciones  son  más  injustificados  todavía.  Los  títulos 
n  hereditarios  y  se  conceden  ordinariamente  por 
njenos;  pero  tratan  dose  de  esas  gracias,  que  además 
;ias  deben  sor  recompensa  de  merecimientos  perso- 
.  inexplicable  y  contradictorio  el  hacerlas  onerosas. 
lUe  convenir,  no  obstante,  enque  urge  mucho  más 
sión  de  otros  impuestos  que  la  de  éste  que  ahora 
pa:su  pago  será  en  el  mayor  número  de  los  casos  el 
rvicioque  recibirá  el  Estado  á  cambio  délos  titulosy 
^  mientras  subsistan  los  derechosque  las  gravan  no 
,  decir  de  tales  distinciones  que  no  sirven  para  nada. 
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Impuestosi  sobre  el  capital. — Dereehos  reales 

y  trasmisión  de  bienes. 


Atribuyese  la  creación  del  primer  impuesto  de  este  gé- 
nero al  emperador  Augusto,  que  estableció  el  derecho  de 
una  vigésima  sobre  las  herencias  y  legados,  y  durante  la 
Edad  Media,  lo  mismo  las  trasmisiones  de  bienes  ínter- 
vivos,  que  las  por  causa  de  muerte  estuvieron  sujetas  al 
pago  de  laudemios,  minciones,  mañerias  y  otras  gabelas 
semejantes,  todas  de  índole  feudal. 

La  existencia  de  esos  derechos,  la  introducción  de  la  al- 
cabala y  la  falta  de  notoriedad  en  la  circulación  de  la  ri- 
queza impidieron,  sin  duda,  que  antes  se  estableciese  el 
impuesto  que  va  á  ocuparnos.  Ello  es  que  no  se  crea,  ó 
por  lo  menos  no  se  consolida  hasta  nuestros  días,  cuando 

« 

los  derechos  señoriales  y  los  alcabalas  han  desaparecido  y 
la  adopción  de  los  registros  públicos  permite  seguir  los 
movimientos  de  la  propiedad  inmueble,  que  es  la  que  prin- 
cipalmente le  soporta,  pues  si  se  cobraron  algunos  dere  • 
chos  en  los  antiguos  oficios  de  hipotecas  establecidos  por 
Carlos  I  en  1539,  y  que  restauró  Carlos  III  en  1768,  era 
no  más  que  como  en  pago  de  las  inscripciones  y  para  el 
sostenimiento  de  aquellas  oficinas.  A  fines  del  siglo  XVIII, 
en  los  años  de  1792  y  98,  se  estableció,  entre  otros  arbi- 
trios destinados  á  la  caja  de  amortización,  un  impuesto 
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de  registro  sobre  los  bienes  que  se  vinculasen  y 
cías  trasversales,  que  desapareció  con  la  invas 
sa.  Las  Cortes  de  1 82 1  le  restablecieron  con  dei 
porcionales  en  unos  casos,  y  en  otros  fijos;  pe 
mal  acogido,  que  hubo  de  abandonársele  ai  añ( 
Otra  vez,  en  1829,  se  exigió  el  medio  por  100 
«n  las  traslaciones  de  bienes  inmuebles  hech? 
trato  y  un -impuesto  gradual  que  llegaba  hasta  ■ 
sucesiones  hereditarias;  mas  la  ley  de  presupuesl 
<lerogó  esas  disposiciones  relativas  á  las  herenc 
dó  que  se  volviese  á  la  legistación  del  siglo  antt 

Por  último,  la  ley  de  23  de  Mayo  de  l84S,qUi 
,  -definitivamente  organizó  el  impuesto,  decía  en 
lo  10:  íSe  aprueba  el  establecimiento  de  un  deru-nu  uü  Hi- 
potecas sobre  las  bases  que  acompañan  con  la  letra  £",  en 
■el  cual  se  refunde  el  que  actualmente  existe?. 

Sujetáronse  á  este  gravamen  todas  las  trasmisiones  de 
bienes  inmuebles,  los  arriendos  y  subarriendos  de  los  mis- 
mos y  las  imposiciones  ó  redenciones  de  censos  ú  otras 
cargas,  y  la  tarifa  señaló  derechos  que  variaban  desde  25 
céntimos  por  100,  exigidos  á  los  arrendamientos,  hasta  el 
■8  por  100  que  debían  pagar  las  herencias  y  legados  de  ex- 
traños ó  parientes  más  allá  del  cuarto  grado.  Las  únicas 
«xcepciones  admitidas  eran:  las  herencias  en  la  línea  recta, 
las  adquisiciones  del  Estado  y  la  viudedad  foral  aragone- 
sa. Un  decreto  de  aquella  misma  fecha  determinó  cómo 
habían  de  llevarse  los  registros  de  hipotecas,  las  formali- 
dades que  habían  de  observarse  para  la  liquidación  del  im- 
puesto y  las  penas  en  que  incurrían  los  particulares  y  fun- 
cionarios en  los  casos  de  defraudación. 

Reformado  varias  veces  el  derecho  de  hipotecas,  señala- 
damente por  el  decreto  de  26  de  \oviembre  de  1852,  que 
sometió  al  pago  la  viudedad  foral  y  los  contratos  que  ver- 
saran sobre  la  mitad  reservable  de  vínculos  y  mayorazgos, 
declarando  á  la  vez  la  exención  de  los  arriendos,  la  ley  de 
25  de  Noviembre  de  1859  estableció  el  principio,  que,  sin 
embargo,  no  llegó  á  aplicarse  por  entonces,  de  extender  el 
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impuesto  á  las  trasmisiones  de  bienes  muebles  en  los  mis- 
mos casos  en  que  se  exigía  á  los  inmuebles,  con  la  limita- 
ción de  que  el  derecho  no  excediera  á  la  mitad  del  que  pa- 
gaban los  bienes  raíces. 

La  publicación  de  la  ley  hipotecaria  de  8  de  Febrero 
<ie  1861  vino  á  dar  al  impuesto  de  que  tratamos  una  base 
más  ampÜA  y  más  precisa,  y  sobre  todo  medios  de  acción 
mucho  más  eficaces  que  los  antes  empleados.  Aquella  ley 
tan  discutida,  que  tantos  elogios  mereció  del  mayor  núme- 
ro de  los  críticos,  y  respecto  de  la  cual  hase  operado  luego 
una  reacción  desfavorable,  olvidando  en  este  como  en  otros 
puntos  su  propia  naturaleza,  se  intrusó  por  el  orden  admi- 
nistrativo, hizo  intervenir  en  la  recaudación  del  impuesto 
á  los  registradores,  obligándoles  á  exigir  las  cartas  de  pago 
correspondientes,  y  preparó  el  camino  para  que  el  decreto 
de  2  de  Noviembre  de  1861  pusiera  este  servicio  á  cargo 
de  esos  funcionarios,  donde  no  hubiere  empleados  de  la 
Hacienda. 

En  el  presupuesto  de  1864-65,  ley  de  15  de  Junio  de 
aquel  año,  se  recargaron  los  derechos,  elevándolos  al  tipo 
máximo  del  10  por  too,  y  se  impusieron  las  henencias  di- 
rectas y  la  trasmisión  de  los  bienes  semovientes  y  muebles 
en  las  sucesiones  hereditarias  con  la  mitad  de  la  cuota  se- 
ñalada á  las  raíces,  sin  más  excepción  que  la  del  mobilia- 
rio y  alhajas  de  uso  particular. 

La  ley  de  29  de  Junio  de  1867  cambió  la  antigua  deno- 
minación por  la  más  propia  de  hnptusto  sobre  las  trasla- 
ciones de  dominio^  y  el  presupuesto  de  29  de  Mayo  de  1868 
mejoró  la  organización  del  ramo,  que  estaba  muy  descui- 
dada, encomendando  la  liquidación  á  los  registradores  de 
la  propiedad  y  la  administración  á  un  cuerpo  facultativo 
que  se  llamó  de  Oficiales  letrados  de  Hacienda. 

Con  estos  precedentes  y  los  elementos  que  sucesivamen- 
te fueron  poniéndose  á  su  servicio,  el  impuesto  estaba  lla- 
mado á  nuevos  desarrollos,  que  alcanzó,  en  efecto,  por 
la  ley  de  26  de  Diciembre  de  1872,  la  cual  le  dio  el  nom- 
bre que  ahora  lleva,  aumentó  las  tarifas,  extendió  sus  ba- 
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ses  y  ha  sido  el  punto  de  partida  de  ia  legislació 
La  ley  del  31  de  Diciembre  de  1881  reformó  ni 
el  impuesto,  sometiendo  á  «u  pago  los  actos  exen 
legislación  anterior;  uniñcó  la  tarifa  para  las  si 
reduciendo  al  9  por  100  el  derecho  correspondí 
extraños;  elevó  hasta  el  12  el  gravamen  de  las  h 
legados  en  favor  del  alma,  é  impuso  So  céntimo 
á  las  acciones  y  10  á  las  obligaciones  de  las  £ 
mercantiles. 

Todavía  recibió  mayores  aplicaciones  el  imp 
las  bases  aprobadas  por  la  ley  de  30  de  Junio  ■ 
desenvueltas  en  la  de  25  de  Septiembre  del  mi 
en  virtud  de  las  que  se  hizo  extensivo  á  las  ar 
de  embargo,  á  la  trasmisión  de  mercancías,  efec 
eos  y  títulos  de  crédito,  al  préstamo  con  garantí 
valores,  á  las  pensiones,  jubilaciones  y  orfandades  conce- 
didas por  Montepíos  y  sociedades  particulares  y  á  algunos 
otros  conceptos.  Aquellas  tarifas  fueron  además  recarga- 
das en  1877  y  98  hasta  un  40  por  loo  á  título  de  impues- 
to transitorio. 

Finalmente,  la  ley  de  2  de  Abril  de  1900  ha  puesto  en  vi- 
gor el  proyecto  reformando  el  impuesto  de  derechos  reales 
que  se  presentó  á  las  Cortes  con  fecha  16  de  Junio  de  1899, 
y  en  lo  de  aquel  mismo  mes  se  publicó  el  reglamento  co- 
rrespondiente '.  El  Gobierno  queda  obligado  á  someter  á 
las  Cortes  la  ley  definitiva  antes  de  1902. 

No  podríamos,  sin  extendernos  demasiado,  extractar  ta- 
les disposiciones,  porque  la  ley  consta  de  20  artículos  y  una 
transitorio,  las  tarifas  comprenden  70  conceptos  y  el  regla- 
mento tiene  173  artículos.  Habremos,  pues,  de  Hmitarnos 
á  indicar  las  bases  y  los  desarrollos  más  importantes  de 
esa  legislación. 

Grava  el  impuesto  diez  y  nueve  grupos  de  actos:  las 


1     E!  proyecto  se  modificó,  sin  embargo,   de  un   modo  sustan- 
cial, porque  hacía  progresivo  el  impuesto  aplicado  d  las  trasmi- 
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trasmisiones  de  bienes  inmuebles;  la  constitución,  recono- 
cimiento y  trasmisión  de  derechos  reales;  las  traslaciones 
de  dominio  de  los  bienes  muebles  y  semovientes;  el  arren- 
damiento hecho  por  escritura  ó  en  documento  jud'cial  ó 
administrativo;  los  préstamos,  reconocimientos  de  créditos 
y  demás,  consignados  en  documento  oficial,  asi  como  las 
renovaciones  y  prórrogas  de  esos  contratos;  la  constitución, 
trasmisión  y  extinción  de  pensiones  en  general;  las  anota- 
ciones de  embargo,  secuestro  y  prohibición  de  enajenar; 
la  constitución  y  cancelación  de  fianzas;  las  concesiones 
administrativas;  los  contratos  de  ejecución  de  obras  que 
excedan  de  4.000  pesetas;  los  de  suministro;  los  actos  de 
constitución,  modificación  y  extinción  del  derecho  de  hipo- 
tecas; las  trasmisiones  por  donación,  herencia  ó  legado; 
las  informaciones  posesorias;  las  retroventas;  las  aportacio- 
nes á  sociedades;  la  emisión,  transformación  ó  amortiza- 
ción de  acciones  y  obligaciones;  las  aportaciones  hechas  á 
la  sociedad  conyugal,  las  adjudicaciones  en  pago  de  las 
mismas,  y  la  trasmisión  de  acciones  mediante  cuyo  ejerci- 
cio hayan  de  obtenerse  bienes  determinados. 

El  tipo  máximo  que  se  impone  á  los  actos  contractuales 
es  el  4  por  100  señalado  á  la  compraventa,  permutas,  ce- 
siones y  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles  y  derechos 
reales,  y  á  la  constitución,  transformación  ó  extinción  de 
esos  mismos  derechos,  excepto  la  hipoteca  y  los  tipos  mí- 
nimos, los  de  20  céntimos  que  pagan  las  adquisiciones  de 
los  establecimientos  oficiales  de  beneficencia  é  instrucción, 
y  de  25  céntimos  que  se  imponen  á  las  concesiones  admi- 
nistrativas temporales,  contratos  de  obras,  adquisiciones 
por  expropiación  forzosa,  préstamos  sin  hipoteca,  aporta- 
ciones á  la  sociedad  conyugal  y  adquisiciones  para  la  edi- 
ficación de  templos. 

Las  sucesiones  hereditarias,  las  donaciones  mortis  cau- 
sa y  las  Ínter  vivos  por  regla  general  satisfacen  derechos, 
proporcionados  á  la  relación  de  parentesco,  que  van  desde 
el  1,40  por  ICO  señalado  á  los  ascendientes  y  descendien- 
tes legítimos,  hasta  el  12,60  por  loo,  que  corresponde  sa- 
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tisfacer  entre  parientes  colaterales  más 
ó  personas  que  sean  extrañas.  Se  excej 
nes  de  ajuar  de  casa  y  ropas  de  use 
abonarán  á  razón  de  25  céntimos. 

Las  exenciones  reconocidas  son  en  : 
las  principales  se  reducen  á  las  adqui 
la  negociación  de  efectos  públicos  y 
con  intervención  de  agentes,  los  contri 
rías  en  los  establecimientos  ó  sitios  p 
dos  de  enajenación  de  bienes  mueble 
cha  por  los  propietarios  ó  colonos, 
pósitos  retribuidos  que  se  consignen  ei 
do  y  los  que  se  realicen  por  Bancos,  S 
de  piedad,  el  pago  de  servicios  persc 
entre  ascendientes,  descendientes  y  c( 
cedan  de  I.000  pesetas,  y  las  aportaciunes  a  las  socieaa- 
des  cooperativas  de  obreros  para  la  producción  y  el  con- 
sumo y  á  las  de  crédito  mutuo  fundadas  por  los  agricul- 
tores. Las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra  pagan  un  tan- 
to alzado  por  este  impuesto,  que  no  se  recauda  en  ellas. 

Por  regla  general,  el  adquirente  pagara  el  impuesto,  que 
recae  sobre  el  valor  de  los  bienes  con  deducción  de  las 
cargas,  que  disminuyan  su  estimación.  En  las  trasmisio- 
nes á  título  lucrativo  servirá  de  base  el  valor  que  la  admi- 
nistración compruebe,  si  es  mayor  que  el  declarado,  en 
las  trasmisiones  por  subasta  el  precro  de  adjudicación  y  en 
los  demás  casos  el  precio  que  se  declare,  salvo  el  derecho 
de  la  administración  á  comprobarle.  Los  medios  ordinarios 
de  comprobación  son  los  amülaram lentos,  registros  fisca- 
les y  datos  catastrales,  por  medio  de  la  capitalización  del 
liquido  imponible,  los  precios  corrientes,  los  señalados  á 
los  bienes  en  anteriores  trasmisiones  y  otros  análogos.  La 
tasación  pericial  es  el  medio  extraordinario,  que  sólo  se 
emplea,  en  casos  especiales,  cuando  los  ordinarios  no  dan 
resultado  ó  cuando  el  contribuyente  no  acepte  el  valor 
comprobado  por  la  administración. 

Los  plazos  para  la  presentación  de  documentos  sujetos 


—  403  — 

al  impuesto  son  de  treinta  días  para  los  contratos  y  adjudi- 
caciones en  virtud  de  providencias  ó  subastas  judiciales  y 
administrativas,  de  sesenta  días  para  los  documentos  de  la 
misma  clase  procedentes  de  la  Península  que  hayan  de 
presentarse  en  Baleares  ó  Canarias  ó  al  contrario  y  los 
otorgados  en  el  extranjero,  de  seis  meses  desde  la  defun- 
ción del  causante  para  los  documentos  relativos  á  heren- 
cias y  legados  y  de  ocho  meses  cuando  ese  hecho  ocurra 
en  el  extranjero.  Estos  dos  últimos  plazos  puede  prorro- 

# 

garlos  el  Ministro  de  Hacienda  por  igual  tiempo;  pero  de- 
berá satisfacerse  el  interés  legal  por  la  demora.  El  impues- 
to se  ha  de  pagar  á  los  quince  días  de  la  presentación  de 
los  documentos,  ó  de  la  notificación  de  las  comprobacio- 
nes administrativas.  E^te  plazo  podrá  prorrogarse  hasta 
seis  meses  en  virtud  de  circustancias  extraordinarias. 

La  liquidación  de!  impuesto  se  halla  á  cargo  de  los  abo- 
gados del  Estado  en  las  capitales  y  de  los  registradores  de 
la  propiedad  en  los  partidos  judiciales;  estos  últimos  fun- 
cionarios cobran  honorarios  por  el*  examen  de  los  docu- 
mentos y  el  2  por  loo  de  liquidación  sobre  las  cuotas.  La 
falta  de  presentación  de  documentos  se  castiga  con  multa 
del  20  por  ICO  sobre  el  importe  del  impuesto,  si  la  tardan- 
za no  excede  de  un  plazo  igual  al  señalado,  y  del  30  si  pa- 
sare de  dicho  término,  sin  perjuicio  del  interés  por  la  de- 
mora. La  falta  de  pago  en  el  plazo  establecido  da  lugar  á 
multa  del  10  por  100,  con  más  el  interés  correspondiente,. 
y  las  ocultaciones  de  bienes  se  penan  con  multa  equiva- 
lente al  impuesto,  y  las  de  valores  con  el  20  por  100  sobre 
la  cuota  de  las  diferencias.  Incurren  también  en  multas  los 
funcionarios  del  orden  judicial,  del  administrativo  y  los  no- 
tarios, obligados  á  facilitar  datos  que  sirven  para  hacer 
efectivo  el  impuesto. 

Tuvo  la  administración  de  estos  derechos  la  Dirección 
de  Contribuciones,  hasta  que,  por  decreto  del  10  deMarza 
de  1900,  pasó  á  cargo  de  la  de  lo  Contencioso,  en  razón  á 
que  de  este  centro  dependen  los  abogados  del  Estado. 

Los  ingresos  obtenidos  de  este  impuesto  en  1850  fueron 
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co  más  de  4  millones,  pasaron  de  1 1  en  1870-71,  llega- 
n  á  24  en  1880-81  y  han  sido  en  1900  cerca  de  48  mi- 
nes de  pesetas. 

Este  considerable  desarrollo  de  los  productos  no  corres- 
nde,  sin  embargo,  al  que  sucesivamente  han  venido  te- 
sndo  las  bases  de  imposición,  y  es  bien  seguro  que  si 
i  tarifas  se  aplicasen  con  exactitud,  los  rendimientos  se- 
n  mucho  mayores  todavía.  La  administración  del  im- 
esto,  difícil  porque  supone  la  calificación  jurídica  de  los 
ticeptos  gravados  y  una  investigación  minuciosa,  tanto 
3rca  de  los  actos  mismos  como  en  lo  que  concierne  al 
lor  real  de  las  trasmisiones  y  contratos,  deja  mucho  que 
sear,  y  es  indudable  que  tolera  grandes  ocultaciones.  La 
aidación  mejoró  mucho  cuando  se  confió  á  los  regis- 
dores  de  la  propiedad;  pero  estos  funcionados,  á  pesar 
su  competencia,  no  tienen  buenas  condiciones  para  re- 
jdadores  y  dependientes  de  la  Hacienda ,  y  los  aboga- 
s  del  Estado  que  administran  el  impuesto  no  son  en  el 
mero  necesario,  dedicados  como  se  hallan  á  otros  diver- 
;  servicios,  para  prestar  á  este  ramo  toda  la  atención  que 
menester. 

Mo  creemos,  sin  embargo,  que  deban  pedirse  mayores 
idimientos  al  impuesto,  porque  juzgamos  insostenibles 
bases  con  que  se  halla  establecido.  Sin  insistir  en  la 
isideración  general,  que  ya  tenemos  hecha  del  asunto  ^ 
emos,  acerca  de  la  legislación  española,  que  es  excesiva 
íxtensión  dada  á  este  impuesto  y  muy  altos  los  tipos 
1  que  se  exige.  Llevar  un  4  por  lOo  á  la  riqueza  inmue- 
,  que  se  trasmite  por  contrato,  cuando  en  el  mayor  mi- 
ro de  los  casos  apenas  se  obtiene  de  ella  ese  mismo 
to  de  beneficio  anual ,  es,  en  verdad,  exorbitante,  como 
son  también  los  derechos  sobre  las  herencias  y  lega- 
;,  cuya  progresión  es  demasiado  rápida.  Si  la  investiga- 
n  de  los  actos  gravados  estuviera  bien  organizada  y  la 
ninistración  fuese  mejor,  el  aumento  de  los  productos 

Tomo  I,  cap.  XVIH. 
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permitiría  acometer  desde  luego  y  sin  quebranto  inmedia- 
to del  presupuesto  la  reforma  de  esta  imposición,  que  de- 
biera consistir  en  rebajar  primero  y  abolir  después  los  de- 
rechos sobre  las  trasmisiones  por  título  oneroso,  para  ir  en 
último  término  aliviando  sucesivamente  el  gravamen  de  las 
adquisiciones  lucrativas,  hasta  que  fuera  posible  renunciar 
á  este  ingreso  por  completo,  según  reclaman  de  acuerdo 
como  siempre  las  pretensiones  de  la  justicia  y  las  conve- 
niencias económicas. 

Advertiremos  para  concluir  que,  si  los  derechos  reales 
han  venido  clasificándose  entre  las  contribuciones  directas,, 
no  es  porque  se  haya  desconocido  su  manifiesta  naturale- 
za de  impuesto  sobre  la  circulación,  sino  porque  se  acudió 
á  ese  medio  para  evitar  los  efectos  de  la  prescripción  con- 
tenida en  real  decreto  de  20  de  Setiembre  de  1852,  que  ne- 
gaba el  recurso  contencioso  administrativo  á  las  reclama- 
ciones originadas  por  los  impuestos  indirectos.  Ese  motivo 
ha  desaparecido  desde  que  la  ley  de  31  de  Diciembre  de 
1 88 1  declara  procedente  la  vía  contenciosa  en  todos  los 
ramos  de  la  hacienda  pública,  y  nada  se  opone  ya  á  que  el 
impuesto  de  derechos  reales  recobre  en  nuestra  legislación 
su  verdadero  carácter.  También  resulta  ya  impropia  la  de- 
nominación del  impuesto ,  como  hace  notar  el  Sr.  Arria* 
ga  ^,  que  ha  sido  celoso  é  ilustrado  director  del  ramo,  por- 
que  comprende  actos,  el  préstamo,  el  arrendamiento,  el 
contrato  de  obras,  etc.,  en  que  no  hay  trasmisión  de  bie- 
nes, ni  modificaciones  de  los  derechos  reales,  y  sería  más 
exacto  llamarle  impuesto  sobre  las  sucesiones  y  contratos. 


Novísima  legislación  del  impuesto,  1893. 


XVII 


Iaipaest*a  d«  Ciaibre  j  s*hn 
ca|«s  pnblicaa. 


I.  Hemos  hablado  ya  del  origen  de  i 
cido  con  la  pragmática  de  Felipe  IV,  ff 
bre  de  1636,  que  es  la  ley  I.",  tit.  XXH 
vísima  Recopilación.  Las  cuatro  clases  ( 
entonces  se  crearon  eran  de  precios  mói 
no  costaba  sino  8  reales  por  pliego.  Inl 
guíente  el  papel  de  oficio  ó  para  pobre 
novedad  en  esta  renta  hasta  1707,  en  q 
el  valor  del  timbre  y  extendió  su  uso  al 

Otra  vez  dobló  Carlos  IV  el  precio  t 
tado  en  I794i  con  lo  cual  llegó  á  valeí 
les.  Fernando  \'íl  crea  en  1824  el  papt 
ció  de  60  reales  pliego,  y  sienta  ya  las 
al  impuesto  los  documentos  de  giro,  : 
no  .se  consumó  hasta  la  ley  de  26  de 
introducción  de\ />aj>e/ de  mu/tas,  en  I)i^ 
teresantcs  innovaciones  que  planteó  el 
Agosto  de  1851  con  el  sello  de  reinteg 
cas  y  la  sustitución  de  los  derechos  pr 
pleo  del  timbre.  Subsistió  esa  legislac 

'     Página  386  del  tomo  primero  y  77  de  t^.^  --s' 
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de  12  de  Septiembre  de  1861,  que  aumentó  los  precios  del 
papel  y  fijó  en  nueve  el  número  de  sus  clases,  y  después 
de  muchas  alteraciones  parciales  hechas  en  él,  fué  deroga- 
do por  la  ley  del  31  de  Diciembre  de  1881,  reformada  á  su 
'irez  por  la  de  15  de  Septiembre  de  1892.  Esta  ley,  modifi- 
cada por  otras  de  5  de  Agosto  de  1893,  30  de  Junio  de  1895 
y  21  y  30  de  Agosto  de  1896,  se  refundió  en  la  de  25  de 
Septiembre  de  este  último  aña  y  ha  sido  reemplazada  por 
la  vigente,  que  lleva  la  fecha  del  26  de  Marzo  de  1900. 

Todas  esas  disposiciones  han  tratado  de  extender  la  im- 
posición del  timbre,  y  la  legislación  actual,  si  bien  invoca 
principios  de  justicia  y  proporcionalidad,  extrema  más  y 
más  las  exigencias  fiscales.  La  ley  de  1900  es  provisional 
y  el  Gobierno  debe  someter  á  las  Cortes,  antes  de  que  em- 
piecen á  regir  los  presupuestos  de  1902,  otra  definitiva; 
tiene  229  artículos,  y  el  reglamento,  fecha  27  de  Marzo, 
consta  de  So  más  otro  adiciona!  y  seis  disposiciones  tran- 
sitorias. 

Grava  el  impuesto:  1.°,  los  documentos  en  que  se  tras- 
mitan ó  modifiquen  los  derechos  reales  y  aquellos  en  que 
se  contraiga  alguna  obligación,  aunque  no  implique  tras- 
misión de  bienes,  y  2.",  los  documentos  que  se  refieran  á 
los  actos  conrprendidos  en  la  ley.  Los  derechos  de  timbre 
son  unas  veces  proporcionales,  otras  graduales,  es  decir, 
proporcionados  por  escalas  y  fijos,  para  los  documentos 
que  no  se  refieren  á  cantidades  ni  trasmisión  de  bienes. 
El  impuesto  se  hará  efectivo  por  medio  del  papel  sellado, 
por  timbres  sueltos  y  por  pagos  en  metálico. 

El  timbre  sirve  además  para  realizar  e!  precio  de  algu- 
nos servicios  públicos,  para  el  cobro  de  los  impuestos  que 
tengan  establecida  esta  forma  de  pago  y  para  hacer  efecti- 
vas toda  clase  de  responsabilidades  pecuniarias.  De  aquí 
las  diversas  especies  de  efectos  timbrados,  que  consisten 
en  el  papel  común  y  los  timbres  móviles  equivalentes,  el 
papel  judicial,  los  pagarés  de  bienes  desamortizados,  los 
-documentos  de  giro  y  préstamo  y  los  sellos  móviles  equi- 
■valentes,  las  licencias  de  armas,  caza  y  pesca,  las  pólizas 
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3tsa,  los  contratos  de  inquiUnato,  lo»  timbr 
5pe>:¡ales,  los  de  comunicaciones,  el  papel  de 
do  y  el  de  multas. 

escariadas  esas  otras  aplicaciones  del  timbre 
imos  en  diversos  lugares  de  este  libro,  hemt 
mos  ahora  á  considerar  el  impuesto  especia 
ledio  se  establece. 

papel  sellado  común  se  empleará  en  el  pliej 
;  las  copias  de  escrituras  públicas,  que  tratei 
les  ó  cosas  valuables;  el  tipo  de  la  imposició 
[.ooo,  que  se  aplica  á  los  grados  máximos  d 

formada  por  once  clases,  que  señala  desde 
ira  los  valores  de  500,  hasta  loo  pesetas  qu 
len  á  las  cantidades  mayores  de  37.500  y  q 
n  de  50.000.  Por  los  instrumentos  públicos,  en  que  la. 
itía  del  objeto  pase  de  las  50.000  pesetas,  se  abonarán 
i  oficina  liquidadora  de  los  derechos  reales  2  pesetas 
;ada  i.ooo  ó  fracción  de  ellas  que  excedan  á  las  50.000- 
esadas.  Llevarán,  por  regla  general,  timbre  de  5o  pe- 
9  las  copias  de  escrituras  que  se  refieran  á  objeto  no- 
able,  los  testamentos  cerrados  y  las  escrituras  de  adop- 
,  y  las  excepciones,  que  son  muy  numerosas,  fijan  se- 
desde  2  5  pesetas  hast^  10  céntimos  para  los  demás- 
omentos  públicos,  poderes,  testimonios,  actas,  proto- 
s,  registros,  etc. 

as  pólizas  de  Bolsa  están  sujetas  á  una  escala  de  diez 
leve  grados,  que  seiíala  desde  10  céntimos  por  1.000- 
tas  hasta  250  para  las  operaciones  de  2  millones  de 
¡tas  en  adelante.  Estos  timbres  se  regulan  sobre  el  va- 
¡fectivo  de  la  operación  en  las  negociaciones  al  conta- 
r  en  las  entregas  por  consecuencia  de  operaciones  á 
.0  de  efectos  públicos  y  valores  comerciales,  y  el  tipo- 
ri  imposición  se  gradúa  á  razón  de  10  céntimos  por 
í  1 .000  pesetas.  Las  demás  pólizas  de  Bolsa  por  con- 
3S  á  plazo,  ios  venáis  al  contado  con  intervención  de^ 
nte  y  las  denuncias  para  impedir  la  negociación  áer 
tos  al  portador  llevarán  timbre  de  una  peseta;  las  no— 
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tas  de  intervención  de  los  corredores  y  las  de  negociación 
de  valores  endosables,  timbre  de  25  céntimos;  los  venáis  en 
las  operaciones  sin  intervención  de  agente  se  extenderán 
con  timbre  fijo  de  10  pesetas  y,  por  último,  el  registro  de 
actas  de  cotización  se  formará  con  papel  de  2  pesetas. 

En  los  documentos  administrativos,  instancias,  expe- 
dientes, licencias,  certificados,  etc.,  son  ordinariamente  fijos 
los  derechos  de  timbre.  Se  apartan  de  esta  regla  las  con- 
cesiones de  títulos  y  diplomas,  en  los  que,  como  ya  sabe- 
mos, el  sello  se  proporciona  á  los  sueldos  ó  dignidades 
otorgados,  las  licencias  de  armas,  caza  y  pesca,  cuyo  cos- 
te es  proporcionado  al  de  la  cédula  personal,  las  actas  de- 
posesión  de  los  presidentes  de  las  Diputaciones  y  alcaldes^ 
que  se  extenderán  en  papel  diferente,  según  las  poblacio- 
nes, y  las  licencias  para  construcciones  y  mejoras  de  edi- 
ficios, así  como  para  establecimientos  públicos  y  puestos 
al  aire  libre,  que  están  sujetos  también  á  escalas  de  po- 
blación. 

En  los  documentos  privados  se  distinguen:  primero,  los 
de  carácter  mercantil,  instrumentos  de  giro  que  pagan  el 
I  por  1. 000,  conforme  á  una  escala  graduada  en  16  clases^ 
siempre  que  su  vencimiento  no  exceda  de  seis  meses,  pues 
si  pasare  de  este  término  el  timbre  será  doble;  los  che- 
ques, cartas-órdenes,  resguardos  y  talones  de  cuenta  co- 
rriente ^,  los  libros  de  comercio,  gravados  con  7  pesetas 
por  el  primer  folio  y  25  céntimos  por  cada  uno  de  los  de- 
más de  los  libros  generales,  y  S  céntimos  por  folio  del  co- 
piador de  correspondencia,  cuando  se  trate  de  Sociedades,, 
y  con  5  pesetas,  1 5  y  2  y  medio  céntimos  respectivamente, 
para  los  comerciantes  particulares;  las  acciones  y  obliga- 
ciones de  Bancos  y  Sociedades,  sujetas  al  timbre,  gradua- 
do por  12  clases  á  razón  del  2  por  i.ooo,  si  la  duración 
de  esos  valores  es  de  diez  años,  y  al  4  por  i  ,00o  si  excede 
de  este  plazo,  y  además  anualmente  al  l  por  i  .000  de  su 

*     El  proyecto  presentado  á  las  Cortes  gravaba  además  á  los  bi- 
lletes de  Banco  con  el  i  por  i.ooo  anual. 
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valor  efectivo,  pagadero  en  metálico  por  tiii 
£ióni  las  pólizas  de  fletamento,  que  pagan  i 
públicas,  las  de  seguros  impuestas  al  2  po 
contratos  á  prima  fija  y  al  i  en  las  Sociec 
los  libros,  nombramientos  y  resguardos  e: 
asociaciones  comerciales;  vienen  después  \ 
privados,  que  si  representan  obligación  m; 
tas,  satisfacen  el  mismo  timbre  que  los  ins 
ríales,  por  un  principio  que  admite  numero' 
ios  billetes  de  éspetáculos,  gravados  al  8  pe 
cios,  que  pagan  según  sus  dimensiones  i 
conceptos,  y  por  último,  !os  contratos'  de 
metidos  á  un  2  por  l.ooo  en  escala  de  18 
suministro  de  gas,  electricidad  y  agua,  en 
tinguen  el  uso  doméstico  y  las  aplicaciont 
para  los  de  alumbrado  se  toman  además  ( 
turaleza  del  local  y  la  extensión  del  sumir 

Como  sanción  primera  y  general  para  si 
tablece  la  ley  que  no  surtirán  efecto  alguno  los  documen- 
tos que  carezcan  del  timbre  correspondiente;  disposición 
violenta  y  arbitraria,  en  tanto  que  sobrepone  el  requisito 
fiscal  á  las  condiciones  esenciales,  que  con  arreglo  al  de- 
recho común  determinan  la  validez  de  los  actos  y  contra- 
tos. Se  castigan  además  las  faltas  ú  omisiones  en  el  uso 
del  timbre  con  una  multa  del  triplo  de  la  cantidiid  defrau- 
dada y  la  omisión  de  los  sellos  especiales  móviles  con 
multa  de  i  pessta  por  cada  10  céntimos.  En  este  último 
caso  y  en  el  de  los  billetes  de  espectáculos  el  exceso  de  ia 
penalidad  se  atenúa,  reduciendo  á  25.000  pesetas  el  máxi- 
mum de  la  multa. 

Exentas  las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra  del  uso 
4eí  timbre,  por  el  que  satisfacen  un  cupo  determinado,  los 
documentos  expedidos  en  ellas,  así  como  los  otorgados  en 
el  extranjero,  han  de  ser  habilitados  con  el  sello  que  les 
corresponda  para  tener  eficacia  fuera  de  los  respectivos 
territorios. 

La  Fábrica  Nacional   de  la  Moneda  y  Timbre  elabo- 
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ra  los  documentos  necesarios  y  los  entrega  á  la  Compañía 
Arrendataria  de  Tabacos,  encargada  desde  1893  de  la  ad- 
ministración del  impuesto.  En  aquella  fecha  se  señaló  á 
Ja  Compañía  un  premio  que  variaba  desde  el  3  al  10  por 
loo,  según  fuera  el  importe  de  la  recaudación;  en  1896,  al 
renovarse  el  contrato  de  tabaco,  se  prorrogó  por  veintinco 
años  la  comisión  del  timbre,  abonándose  á  la  Sociedad  el 
5  por  100  de  los  45  primeros  millones  recaudados,  desde 
■esa  suma  hasta  los  50  millones  una  participación  del  50, 
y  de  aquí  en  adelante  del  20  por  loo;  en  la  actua'idad  y 
■con  arreglo  al  convenio  de  20  de  Octubre  de  1900,  la 
<;ompanía  percibe  el  3  por  loo  del  producto  líquido,  es 
decir,  que  los  gastos  de  la  gestión  van  á  cargo  de  la  renta. 

Fiscaliza  este  impuesto  un  cuerpo  de  inspectores  crea- 
-do  por  la  Compañía  de  Tabacos,  que  ha  logrado  dar  efl- 
■cacia  y  moralidad  á  tan  importante  servicio,  antes  des- 
empeñado malamente. 

Las  diversas  aplicaciones,  que  se  han  dado  siempre  ai 
timbre,  hacen  imposible  examinar  con  exactitud  la  parte 
de  la  renta  que  debe  atribuirse  al  impuesto  propiamente 
dicho.  Los  productos  generales  del  sello  público  eran  en 
los  días  de  Felipe  V  unos  dos  millones  escasos  de  pese- 
tas; Carlos  IV  logró  hacerlos  pasar  de  tres  millones  y 
Fernando  VII  se  aproximó  á  los  cinco.  Después  estos 
ingresos  crecieron  con  más  rapidez;  eran  en  1859  de  14 
millones,  y  en  1851,  á  consecuencia  de  la  reforma  que 
hizo  Bravo  Murillo  *,  subieron  á  20  millones.  Con  la  legis- 
lación de  1861  los  productos  se  fueron  acercando  á  ios 
30  millones,  y  aunque  decayeron  luego  desde  1868-69 
hasta  1877-78,  en  este  año  pasaron  ya  de  aquel  limite  y 
han  crecido  después  continuamente.  En  1900  la  recau- 
dación por  timbre  ascendió  á  61.860.532  pesetas;  de  aquí 
hay  que  deducir  unos  4  millones  por  devoluciones  de 
ingresos,  gastos  y  comisión  de  la  Compañía  Arrendataria 
y  además  otro  millón  próximamente  por  el  coste  de  fabri- 


Véase  la  pág.  294. 
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con  lo  que  viene  á  ser  e!  rendimiento  liquido  poco 
56  millones.  Es  de  advertir  que  la  elevación  del 
sólo  rigió  nueve  meses  en  el  año  de  1900,  y  por 
I,  han  de  aumentar  las  recaudaciones  posteriores. 
si,  como  es  debido,  separamos  de  los  productos 
bre  la  recaudación  obtenida  por  la  venta  del  sello 
,  de  los  de  comunicaciones  y  la  mayor  parte  del 
e  pagos  al  Estado,  queda  en  unos  15  millones- el 
ento  del  impuesto  propiamente  dicho, 
ado  ya  este  recurso  en  términos  generales  ',  sólo 
a  lamentar  aqui  las  exageradas  proporciones  que 
o  al  timbre  la  legislación  vigente;  se  comprende 
íxacción  se  extendiera;  pero  ha  debido  combinarse 
L  reducción  de  las  tarifas  que  la  hiciese  soportable. 
)s  del  sello  son  todos  excesivos,  y  el  abuso  que  se 
los  móviles  es  muy  sensible  por  los  muchos  entor- 
ntos  y  molestias  que  representa.  La  ley  de  1900 
ígido  algunos  vicios  de  las  disposiciones  anterio- 
ebe  ser  celebrada  como  favorable  á  la  equidad,  en 
le  ha  hecho  proporcional  el  impuesto,  quitando  la 
ion  inversa  con  que  antes  se  aplicaba  en  muchos 
alta,  sin  embargo,  llevar  ese  principio  al  timbre 
y  á  otros  conceptos  y  queda  todavía  la  arbítra- 
:on  que  se  ñjan  los  términos  de  las  escalas  gra- 

ÍI  impuesto  sobre  los  pagos  del  Estado  y  de  las  Di- 
les  y  Ayuntamientos  fué  creado  por  la  ley  de  pre- 
os  del  30  de  Junio  de  1892  é  instrucción  del  mis- 
y  consistió  entonces  en  el  i  por  loo  de  las  cantida- 
ífechas  por  cuenta  de  los  presupuestos  generales, 
iales  y  municipales,  con  excepción  de  los.  pagos- 
en  el  extranjero  para  otras  atenciones  que  las  de 
1,  las  referentes  á  contratos  anteriores  á  la  ley,  la& 
aciones  de  la  deuda,  los  haberes  de  Guerra  y  Mari- 
jornales,  y  respecto  de  los  Ayuntamientos  además- 

inas  385  y  siguientes  del  tomu  1. 


—  413  — 
el  importe  del  contingente  provinctai.  Estas  excepciones  se 
ampliaron,  por  real  orden  del  27  de  Febrero  de  1893,  á  los 
pagos  que  tengan  por  objeto  satisfacer  impuestos,  salvo  el 
■de  timbre,  á  los  gastos  de  suscripción  á  la  Gaceta  y  Boleti- 
nes OJ¡c¿a/es,k  los  pagos  menores  de  una  peseta  y  á  los  su- 
ministros que  hacen  los  pueblos  al  ejército  y  guardia  civil. 

La  ley  de  presupuestos  de  1893  refundió  el  descuento 
del  I  por  100  en  el  impuesto  sobre  sueldos  y  asignaciones, 
en  cuanto  á  los  pagos  por  razón  de  haberes,  y  gravó  con 
«1  5  por  100  las  cantidades  satisfechas  en  las  amortizacio- 
.  nes  por  sorteo  de  la  deuda  pública.  Por  eso  se  dictó  un 
nuevo  reglamento  el  10  de  Agosto  de  aquel  año. 

Suspendida  primero  y  suprimida  después  la  amortiza- 
ción del  4  por  loo,  y  llevados  á  tributar  por  la  contribu- 
ción sobre  las  utilidades,  la  deuda  pública  y  los  sueldos  y 
asignaciones,  el  reglamento  de  1893  sólo  rige  en  una 
parte  y  el  impuesto  del  i  por  100  ha  perdido  sus  princi- 
pales bases.  Los  ordenadores  de  pagos  hacen  efectivo  el 
■descuento  en  las  obligaciones  satisfechas  por  el  Estado  y 
las  Diputaciones  y  Ayuntamientos  deben  pasar  á  las  admi- 
nistraciones de  Hacienda  copias  de  los  presupuestos  de 
gastos  que  formen,  y  trimestralmente  certificación  de  los 
pagos  que  hayan  realizado.  Las  ocultaciones  se  castigan 
con  el  triplo  de  la  cantidad  defraudada. 

A  pesar  de  hallarse  recargado  con  dos  décimas,  sólo 
produjo  en  1900  poco  más  de  3  millones  de  pesetas  este 
mezquino  arbitrio,  que  ha  convertido  en  materia  de  impo-  ■ 
sición  las  obligaciones  y  gastos  públicos,  y  si  en  algún 
caso  afecta  realmente  á  los  que  perciben  cantidades  de  las 
cajas  públicas,  entonces  es  una  verdadera  quita,  tanto  más 
injustificada,  cuanto  que  recae  sobre  conceptos  gravados 
ys¡  por  otras  contribuciones. 
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iH^aeblea,  CBltiva  7  g^mmd 


Ocupa  este  impuesto  el  primer  lugar  enl 
del  Estado  y  es  el  que  mayor  producto  da 
Sus  precedentes  son  tan  antiguos  como  ta 
■  mica,  porque  la  riqueza  inmueble  es  la  qui 
jores  condiciones  se  ofrece  como  materia  i 
nosotros  la  tierra  pagó  primeramente  á 
vectigal  certum  y  la  vicésima  ó  el  diezmo 
luego,  bajo  el  imperio,  tributos  más  onet 
censos  prediales  de  los  godos,  las  innumers 
del  feudalismo  y  el  diezmo  de  los  árabes,  c 
después  en  eclesiástico  y  llega  hasta  nuest; 
que  esta  última  imposición  había  de  exck 
carácter  territorial,  y  sin  embargo,  á  ella 
además  de  las  contribuciones  generales  qu 
vicios  y  alcabalas,  comprendían  todas  las 
queza,  el  catastro,  el  equivalente  y  la  talla. 
vincias  exentas  reemplazaron  á  los  millón 
algunas  que  especialmente  gravaban  á  I: 
mueble.  Tales  eran  la  de  paja  y  tttensilioi 
civiles,  creadas,  la  primera  en  los  comícnzt 
á  linos  dul  si^lo  XVIll.  SiipriniiJo  el  diezni 
en  su  lu.^ar  la  contriiniciún  de  citlloy  clero. 
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Conocemos  por  ia  historia  las  tentativas,  que,  desde  uti 
siglo  antes  venían  haciéndose  para  evitar  la  confusión  y  el 
daño  producidos  por  la  multitud  de  las  imposiciones  indi- 
rectas con  una  contribución  general  sobre  la  renta,  cuya 
base  había  de  ser  el  cupo  territorial;  pero  sabemos  también 
que  los  generosos  esfuerzos  de  Ensenada  y  Floridablanca 
resultaron  estériles,  y  que  después  de  gastarse  sumas  con- 
siderables para  la  formación  de  un  catastro,  hubo  nece- 
sidad de  abandonar  el  pensamiento.  No  alcanzaron  mejor 
suerte  los  decretos  de  las  Cortes  de  Cádiz  encaminados  al 
mismo  fin,  y  si  el  ministro  Garay  logró  al  cabo  establecer 
en  1817  un  impuesto  directo  sobre  la  propiedad  inmueble, 
no  consiguió  regularizarie  y  no  pudieron  tampoco  darle 
asiento  ni  hacerle  productivo  las  medidas  de  los  Gobiernos 
liberales  que  después  vinieron,  cayendo  aquella  institución 
en  1823,  más  bien  desprestigiada  que  favorecida  con  el  en 
sayo. 

La  existencia  del  diezmo,  la  amortización  eclesiásticaf 
los  malos  hábitos  engendrados  por  el  sistema  de  los  múl- 
tiples tributos  indirectos,  las  convulsiones  políticas  y  la  de- 
bilidad de  la  acción  administrativa,  eran  obstáculos  que  se 
oponían  con  irresistible  pesadumbre  á  la  creación  del  im- 
puesto territorial;  pero  una  vez  consignada  en  el  presu- 
puesto la  dotación  del  culto  y  clero,  inaugurada  la  des- 
amortización, terminada  la  guerra  civil  de  los  siete  años  y 
un  tanto  apaciguadas  las  disensiones  políticas,  D.  Alejan- 
dro Mon  se  decidió  á  arrostrar  todas  las  demás  dificulta- 
des, y  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y  ganadería 
fué  la  piedra  angular  en  que  descansaba  la  reforma  tribu- 
taria llevada  á  cabo  por  el  presupuesto  de  1845. 

Refundiéronse  en  el  nuevo  impuesto  todos  los  de  carác- 
ter territorial  que  entonces  existían,  fijóse  su  rendimiento 
en  300  millones  de  reales,  y  en  la  ley  de  23  de  Mayo  de 
aquel  año  y  en  un  real  decreto  aclaratorio  de  la  misma  fe- 
cha se  establecieron  las  disposiciones  con  arreglo  á  las  cua- 
les había  de  exigirse.  Soyún  la  base  prime  a  de  las  consig- 
nadas en  la  ley,  i-iuedaban  sujetos  á  contribución  los  Ierre- 
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nos  productores  de  una  renta  líquida,  lo; 
recreo,  los  no  cultivados  ni  aprovechados,  p 
serlo;  los  edificios  rústicos  y  urbanos,  los  c 
siciones  de  todas  clases  establecidos  sobn 
bienes,  y  las  salinas  de  dominio  particular, 
da  concedía  exención  absoluta  y  permanei 
píos,  cementerios  y  casas  ocupadas  por  la: 
religiosas,  al  patrimonio  de  la  corona,  á  los 
nados  á  corrección  y  beneficencia,  á  los 
pueblos  que  no  produjeran  renta,  á  los  aplii 
vicio  público  ó  en  beneficio  del  Tesoro,  á  I 
dicados  á  la  enseñanza  pública  de  agriculti 
á  los  caminos,  puentes  y  canales  construido 
particulares,  cuando  se  tian  concedido  libre 
ciones;  á  los  terrenos  baldíos  de  aprovecha 
y  á  las  casas  de  gobiernos  extranjeros  hab: 
embajadores  ó  legaciones,  siempre  que  en 
países  se  otorgue  igual  exención  á  los  minií 
Las  exenciones  temporales  ó  parciales,  con 
base  tercera,  eran  de  quince  años  para  las  I 
taños  desecados  y  los  terrenos  incultos  que 
cultivo,  pasto  ó  plantación  de  viñas  ó  árbc 
de  treinta  años  si  se  destinaran  á  plantacior 
árboles  de  construcción;  los  edificios  urb) 
quedaban  exentos  durante  la  construcción 
un  año  después,  y  las  tierras  en  cultivo  qu 
de  viñas  ó  frutales  continuarían  pagando  s 
rior  estado  por  quince  años,  y  por  treinta  s 
en  olivares  ó  árboles  de  construcción. 

Las  bases  cuarta  y  quinta  fijaban  el  cara 
tribución  que  estamos  examinando  en  los 
minos: 

Dice  la  cuarta:  Todos  los  propietarios  y 
pes  del  producto  líquido  de  los  bienes  inmu 
tivo  y  ganadería,  son  en  cada  provincia  coleí 
ponsables  del  pago  íntegro  del  cupo  que  á  i 
ñaIado,y  del  mismo  modo  lo  serán  los  de  cat 
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trito  municipal  del  cupo  que  á  éste  haya  tocado,  salvo  los 
casos  en  que  tengan  derecho  ú  opción  á  rebaja  ó  descargo^ 

Base  quinta:  Por  medio  de  una  ley  se  fijará  anualmente 
la  cantidad  total  que  cada  provincia  ha  de  pagar  por  esta 
contribución  al  Tesoro  público  ^,  y  la  adicional  con  que 
haya  de  recargarse  para  atender  á  los  gastos  de  reparti- 
miento y  cobranza.  También  se  fijará  el  máximum  de  las 
cantidades  con  que  el  cupo  de  cada  pueblo  podrá  ser  re- 
cargado  para  atender  á  los  gastos  de  interés  común.        _^ 

Era,  pues,  Ja  contribución  de  repartimiento;  y  con  arre- 
glo á  los  datos  del  censo  de  1779,  se  calculó  que  saldría 
al  9  por  ICO  de  la  riqueza  imponible.  Las  reales  órdenes 
de  23  de  Diciembre  de  1 846  y  8  de  Agosto  de  1847  fijaron 
el  12  por  100  como  tipo  máximo  del  impuesto,  con  lo  cual 
se  marca  ya  la  tendencia  á  hacerle  ¿ie  cuota  fija,  si  bien 
aquellas  disposiciones  se  dirigían  á  evitar  el  gravamen  ex- 
cesivo de  los  hacendados  forasteros  y  á  corregir  las  oculta- 
ciones, obligando  á  los  pueblos  que  alegasen  salir  carga- 
dos con  más  del  12  por  100  á  una  comprobación,  que  se- 
ria costeada  por  ellos  si  no  demostraban  la  exactitud  de 
sus  reclamaciones. 

El  pago  de  la  nueva  contribución  debía  hacerse  por  men- 
sualidades; pero,  en  vista  de  los  graves  inconvenientes  que 
esto  proJujo,  la  real  orden  de  23  de  Mayo  de  1846  mandó 
que  se  hiciera  el  cobro  por  trimestres.  La  falta  de  los  ne- 
cesarios datos  estadísticos  se  suplió  en  el  primer  año,  adop- 
tando en  el  reparto  las  bases  que  servían  para  el  cupo  te- 
rritorial de  la  contribución  del  culto  y  clero;  y  por  real  de- 
creto de  18  de  Diciembre  de  1846  se  aprobó  el  reglamento 
de  la  estadística  territorial^  que  mandaba  formar  un  regis- 
tro general  de  fincas  rústicas  y  urbanas,  así  como  de  la 
ganadería  en  cada  uno  de  los  pueblos  del  Reino,  y  hacer 
el  catastro  por  masas  de  cultivo,  grupos  de  edificios  y  cla- 
ses de  ganados  de  todos  los  términos  municipales. 

•  Este  precepto  no  llegó  á  cumplirse,  y  la  ley  de  presupuestos 
de  16  de  Abril  de  1856  atribuyó  definitivamente  al  Gobierno  la  fa- 
cultad de  hacer  el  reparto  á  las  provincias. 

27 
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Todas  las  disposiciones  dictadas  en  los  cíni 
años  que  han  trascurrido  desde  el  pianteamier 
tribuciónde  inmuebles,  no  han  alterado  sustan 
bases  primitivas.  Esas  medidas,  que  son  ii 
tluctúan  entre  el  repartimiento  y  la  cuota,  y  { 
estadística  de  la  riqueza  inmueble  y  !a  pecuari 
fúndame  ni  ales  que  se  suscitan  en  este  imput 
importante  de  todas  las  reformas  hechas  es 
cabo  por  el  art,  29  de  la  ley  de  presupuestos 
Agosto  de  1893,  mandando  que  desde  el  ejerc 
te  se  repartieran  y  recaudaran  separadamente 
ción  sobre  la  riqueza  urbana  por  un  lado,  y  ;: 
la  riqueza  rústica  y  pecuaria. 

El  tipo  máximo  de  esta  contribución  ha  ve 
dose  continuamente:  subió  al  14  por  loo  del 
ponibleen  1857,  al  14,10  en  l864,al  l4,S0y  u 
fallidos  y  cobranza  en  1869,  y  la  ley  de  8  de  Ji 
suprimió  los  recargos  locales  y  señaló  el  18 
de  presupuestos  de  1872  fijó  ya  el  20  con  un 
za,  y  aunque  en  1873  se  volvió  al  18,  el  pre 
1876  insistió  en  el  2 1  por  loo.  La  ley  de  31  d 
de  1881  estableció  un  doble  tipo,  el  de  iS  po 
más  por  gastos  de  cobranza  y  comprobación  p 
blos  que  hubiesen  presentado  las  cédulas  decl 
su  riqueza,  en  términos  que  merecieran  la  api 
ministrativa,  y  el  antiguo  de  21  por  100,  q 
pagando  aquelios  pueblos  cuyas  relaciones  1 
sido  presentadas  ó  se  hallaran  pendientes  de 
por  sospecharse  que  adolecían  de  ocultacioneí 
malo  sistema,  cuya  tendencia  era  impulsar  la 
de  los  amillaramientos,  se  aplicó  no  menos  arl 
te,  y  la  rebaja  del  tipo  fué  ilusoria,  porque  la 
ción  sólo  concedió  que  tributasen  al  16  los  ] 
aceptaban  en  la  riqueza  declarada  el  aumenl 
para  que  el  Tesoro  percibiera  mayores  ó  pe 
iguales  rendimientos  que  los  que  antes  obten 
por  roo.  I.a  ley  de  18  de  Junio  de  1885  declar 
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•el  impuesto  que  desde  1882  se  exigían  en  sustitución  de 
Jos  establecidos  en  1877  sobre  el  consumo  y  la  fabricación 
de  la  sal;  pero  lo  que  realmente  hizo  fué  incorporarle  en 
parte  á  la  contribución  de  inmuebles,  y  al  efecto  señaló 
como  tipos  máximos  de  ésta  el  17,50  por  100  para  los  dis- 
tritos municipales  que  antes  pagaban' el  16,  y  el  de  23  por 
100  para  los  que  venían  contribuyendo  al  21;  estos  tipos, 
.añadía,  son  provisionales,  y  la  administración  preparará  los 
medios  de  unificarlos  con  la  rectificación  de  los  amillara- 
mientos.  El  presupuesto  de  1887  88  mantuvo  los  tipos  es- 
tablecidos para  la  riqueza  urbana  y  la  pecuaria  y  los  bajó 
para  la  rústica  á  I7y  22,20 respectivamente, yelde  1888-89 
lijó  las  imposiciones  del  I5i59  y20,25  para  la  riqueza  rús- 
-tica  y  la  pecuaria  y  los  antiguos  del  17,50  y  23  por  100  á 
la  propiedad  urbana. 

Esa  distinción  fué  adoptada  resueltamente,  según  ya  he- 
mos indicado,  por  la  reforma  de  1893,  que  ha  separado  al 
fin,  como  debieron  estarlo  siempre,  la  riqueza  urbana  por 
una  parte  y  por  otra  la  rústica  y  la  pecuaria,  que  también 
debieran  distinguirse,  y  desde  entonces  ha  variado  la  con- 
dición de  las  dos  ramas  en  que  el  impuesto  se  divide  ^ 

La  contribución  sobre  edificios  y  solares  se  administra 
conforme  al  reglamento  de  24  de  Enero  de  1894,  y  com- 
prende los  edificios,  sea  cualquiera  su  materia,  el  sitio  en 
que  estén  construidos  y  el  uso  á  que  se  destinen,  los  sola- 
res ó  terrenos  improductivos  enclavados  en  el  interior  de 
las  poblaciones,  en  las  zonas  de  ensanche  y  extrarradio, 
Jos  que  en  la  misma  situación  tengan  cobertizo,  tinglados 
ó  edificaciones  análogas,  ó  estén  destinados  á  parques, 
jardines,  talleres  ó  aprovechamientos  semejantes,  y  en  ter- 
cer lugar,   los  censos,   foros  y  demás   gravámenes  que 


1 

'  En  12  de  Marzo  de  1887  se  presentó  á  las  Cortes  un  proyecto 
que  hacia  la  división  completa,  estableciendo  una  contrihiuión  sobre 
.la  propiedad  rústica^  otra  sobre  los  edificios  y  solar ts  y  un  impuesto 
especial  sobre  la  ganadería. 
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pesen  sobre  los  ediñcios  exentos  d 

Las  exenciones  absolutas  del  impu 
aplicables  de  la  legislación  antigua  y 
ciaies,  alcanzan  á  ios  edificios  que  se 
fiquen  y  á  los  de  colonias  agrícolas  a 
30  de  Junio  de  T892,  á  los  edificios  > 
dos  en  las  zonas  de  ensanche,  cuyas 
cargos  se  ceden  con  arreglo  á  la  ley  de 
á  los  Ayuntamientos  de  Madrid  y  Ba 
de  ireinta  años  y  á  los  demás  munic 
cinco,  y  por  último,  á  los  propietario 
cedan  terrenos  para  calles,  plazas  ó  p. 
cuten  ó  no  los  trabajos  de  urbanizacic 

El  líquido  imponible  para  cada  edifi 
la  renta  que  produce  ó  es  susceptible 
ciendo  de  ella,  por  huecos  y  reparos, 
25  por  IDO  para  los  destinados  á  hab: 
partes  para  los  establecimientos  indi 
con  la  maquinaria,  la  mitad  en  los  te 
quintas  partes  para  las  plazas  de  toro: 
van  por  su  producto  íntegro,  y  los  qi 
asimilarán  á  las  tierras  de  mejor  clase 

El  tipo  de  la  imposición  es  17,50  [ 
comprobación  y  cobranza;  el  recargo 
puede  llegar  hasta  el  16  por  100  de ! 
para  los  propietarios  vecinos,  y  al  12, 
ros,  y  el  extraordinario  que  se  exige  á 
res  de  las  zonas  de  ensanche  es  del  ^ 
del  Estado  está  ahora  recargada  con  u 

Sin  embargo,  esas  disposiciones  qt 
tribución  sobre  edificios  y  solares  un 
sólo  se  aplican  á  los  pueblos  que  tengí 

'  Véase  la  InstrueciSn  aprobada  por  dec 
de  1900,  que  deñnc  de  otro  modo  los  solare: 
,  1  Las  construcciones  en  zonas  expropiac 
dudndes  no  pagarán  durante  veinte  añas  m¡ 
señalada  al  edificio  derribado.  Ley  de  18  de 
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tadística;  los  demás  quedaron  sometidos  al  cupo  y  al  gra- 
vamen que  de  él  les  resulte,  y  todavía  se  estableció  otro 
tipo  del  22,6907  para  la  riqueza  descubierta  por  las  dispo- 
siciones del  decreto  de  4  de  Febrei*o  de  1894, 

La  propiedad  rústica  y  la  pecuaria  continúan  satisfa- 
ciendo los  dobles  tipos  provisionales  de  1888,  si  bien  la 
ley  de  27  de  Marzo  de  1900  ofrece  que  cuando  estén  apro- 
bados los  registros  fiscales  de  esta  clase  de  riqueza  la  con- 
tribución será  de  cuota,  se  regulará  por  el  tipo  mínimo, 
fijado  en  1 881,  cesará  la  intervención  de  los  municipios 
y  la  responsabilidad  colectiva  de  los  contribuyentes  y 
serán  partidas  fallidas  las  cuotas  que  no  pueda  recaudar 
la  hacienda. 

En  cuanto  á  la  estadística  inaugurada,  según  hemos 
indicado,  con  las  disposiciones  de  1846,  tiene  una  historia 
no  menos  lamentable.  No  llegaron  á  hacerse  ni  el  registro 
de  la  propiedad  inmueble  y  de  la  ganadería,  ni  el  catastro, 
y  se  acudió  al  sistema  de  los  amillaramientos,  para  cuya 
formación  se  dictaron  ya  reglas  precisas  en  una  circular 
de  la  dirección  de  Contribuciones,  fecha  7  de  Mayo  de  1850. 
Acerca  del  catastro  nos  basta  recordar  lo  dicho  en  otra 
parte  de  esta  obra  ^.  <^Amillar amiento  es  la  acción  de  ami- 
llarar ó  evacuar  por  miles  los  bienes  y  propiedades  some- 
tidos á  la  contribución  y  también  el  documento  en  que  esa 
evaluación  se  consigna.  El  amillararpiento  tiene  por  base 
Ja  declaración  del  propietario,  comprende  la  riqueza  de  un 
término  municipal  y  expresa  los  nombres  de  los  contribu  • 
yentes,  la  denominación,  cabida  y  linderos  de  las  fincas^ 
la  clasificación  que  se  hace  de  ellas  en  virtud  de  sus  con- 
-diciones  productivas,  el  rendimiento  total,  los  gastos  de 
explotación  y  el  líquido  imponible.  Es,  por  consiguiente, 
el  amillaramiento  un  catastro  imperfecto,  porque  su  punto 
-de  partida  no  ofrece  garantías  de  exactitud  y  que  se  aplica 
únicamente  á  los  fines  de  la  hacienda.  Hiciéronse  los  ami- 
Jlaramientos  con  grandísimos  defectos  y  se  los  sometió  á 


Véase  el  tomo  I,  pág  358. 
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una  rectificación  general  en  1860;  pero  suí 
taban  diariamente,  porque  seguían  ocuItaci< 
sas  y  no  se  dedicaba  el  cuidado  preciso  á 
de  aquellos  documentos,  y  como  por  otra  p 
ción  de  las  fincas  y  los  tipos  evaluatorios 
ponible  están  sujetos  á  continuos  cambios, 
volvió  á  pensar  en  el  remedio  de  esos  male 
se  formularon  proyectos  y  se  dictaron  nun 
ciones   encaminadas  á  tal   fin,  sobre  tod 
de  1870  al  74  '.  Llegó,  sin  embargo,  el  de 
hubi-Ta  cumplido  el  precepto  de  la  ley.c 
de  1872,  que  terminantemente  imponía 
obligación  de  rectificar  los  amillaramientoí 
intentó  la  empresa  por  el  decreto  de  19  dt 
aquel  año,  que  aprobó  un  reglamento  de  h 
el  real  decreto-  de  S  de  Agosto  de  1878  c 
ción  de  Contribuciones  una  sección  catCra^ 
de  la  riqueza  territorial  y  sus  agregadas, ; 
pedales  dedicadas  á  igual  servicio  en  las  pr 
pues  de  algunas  modiñcacíones  hechas  er 
por  oiro  decreto  de  10  de  Diciembre  del 
fijó  al  cabo  el  día  16  de  Febrero  de  1879 
de  las  cédulas  declaratorias  individuales.  Muy  escaso  fué 
el  resultado  que  dieron  los  enormes  sacrificios  de  trabajo 
y  ds  dinero  realizados  en  aquella  ocasión  por  el  Estado  j' 
pi»r  los  pueblos, fracasaron  del  mismo  modo  el  nuevo  regla- 
mento del  30  de  Septiembre  de  1885  y  todas  las  disposi- 
ciones posteriores,  encaminadas  á   la  rectificación  de  los  - 
amillaramientos,  y  éstos  siguen  con  la  misma  confusión. 
autorizando  ocultaciones  é  injusticias,  análogas  á  las  que 
siempre  cometieron.  Para  que  se  forme  idea  de  ese  des- 
concierto basta  indicar  que  en  1887  se  ordenó  la  forma- 


'  Merece  citarse  entre  esas  disposiciones  la  ley  de  prcsupuestoa 
<le  1869,  que  (stitbieció  comisiones  municipales,  retribuidas á  tanto 
])or  100  de  lo  amillarado,  y  jurados  compuestos  de  contribuyentes,, 
concejales  y  delegados  de  la  administración,  bajo  la  presidencia  cl<' 
la  autoridad  judicial,  para  rntcn-lcr  en  las  rrclamacinnc. 
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ción  de  nuevas  cartillas  evaluatorias,  y  á  pesar  de  las  in- 
numerables disposiciones  dictadas  posteriormente  con  eí 
mismo  objeto,  y  de  tratarse  de  documentos  esenciales^ 
clave  pudiéramos  decir  de  la  distribución  del  impuesto,  no 
ha  llegado  á  hacerse  la  rectificación  de  las  cartillas. 

Abandonando  el  inútil  empeño  de  reformar  los  amilla- 
ramientos  y  volviendo  al  camino  recto,  algunas  veces  se- 
ñalado antes,  la  ley  de  17  de  Julio  de  1895  y  el  decreto 
para  su  ejecución  del  14  de  Agosto  siguiente  mandaron 
que  se  levantara  un  croquis  perimetral  del  término  de  cada 
municipio  por  masas  de  cultivo,  tarea  que  debía  ejecutar 
el  Instituto  geográfico,  y  que  se  hiciera  luego  el  cálculo  de 
gasto.s  y  productos  de  cada  clase  de  cultivo  por  un  cuerpo 
formado  con  ingenieros  agrónomos;  insistió  en  ese  proce- 
dimiento la  ley  del  24  de  Agosto  de  1896,  reglamentada 
por  decretos  del  29  de  Diciembre  inmediato,  5  de  Febrera 
de  1897  y  3  de  Marzo  de  1898,  y  finalmente  otra  ley,  fe- 
cha 27  de  Marzo  de  1900,  vuelve  á  disponer  que  se  for- 
men  el  catastro  por  masas  de  cultivo,  las  cartillas  evalua- 
torias y  el  registro  fiscal  de  la  propiedad  inmueble  y  la 
ganadería. 

La  estadística  de  la  riqueza  urbana  estaba  algo  más 
adelantada.  Se  inauguró  por  el  decreto  de  4  de  Febrero  de 
1893,  dirigido  á  perseguir  las  ocultaciones  de  riqueza,  y 
venía  practicándose  conforme  al  reglamento  ya  citado  de 
24  de  Enero  de  1894,  que  determinaba  cómo  debía  hacer- 
se la  comprobación  de  cada  finca  con  audiencia  de  los 
dueños,  y  la  evaluación  pericial  cuando  la  comprobación 
se  juzgara  insuficiente  ó  el  propietario  no  se  conformase 
con  ellas,  para  formar  el  registro  fiscal  y  sacar  luego  de  él 
un  padrón  que  relacionara  todas  las  propiedades  no  exen- 
tas de  la  contribución,  expresando  sus  condiciones  y  la 
cuota  tributaria. 

La  ley  de  1900  tiene  ya  un  carácter  general;  se  aplica 
igualmente  á  la  riqueza  urbana  y  á  la  rústica  y  exige  como 
base  para  el  registro  fiscal  declaraciones  juradas  de  los 
propietarios.  El  reglamento  del  19  de  Marzo  de   1901   se 
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limita,  sin  embargo,  á  tratar  del  catastro  c 
rústica  y  pecuaria;  describe  minuciosamer 
ejecución  de  los  trabajos,  que  han  de  recaei 
nos  geométricos  de  los  términos  municipale: 
el  Instituto  geográñco,  y  se  encaminarán  á  < 
flca  y  numéricamente  la  extensión,  forma 
las  masas  de  cultivo  y  calidad;  tija  despu 
mientos  de  evaluación  que  han  de  servir  pí 
cartillas  matrices  ó  generales  y  las  derivaa 
de  cada  término;  autoriza  á  los  Ayuntamie 
tos  agrícolas  para  ejecutar  por  si  mismos  e: 
pográñcos  y  catastrales,  y  una  vez  hechas 
ciones  necesarias,  y  aprobados  que  sean  1 
reintegrará  á  los  pueblos  de  su  coste,  segúi 
tenido  los  que  ejecute  el  Estado;  señala,  po 
nalidad  en  que  incurrirán  los  funcionarios 
llamados  á  intervenir  en  las  operaciones  de 

Pero  el  reglamento  no  se  Umita  á  organií 
ca,  sino  que,  conformándose  á  la  ley  del  i 
1S85,  determina  los  bienes  sujetos  á  la  con 
exentos  de  ella;  incluye  entre  los  primeros  1 
terrenos  dedicados  á  obras  de  canalización 
aguas  que  se  utilicen  mediante  retribución, 
palomares  y  el  suelo  ocupado  por  edificaci 
señala  entre  las  excepciones  las  minas  que 
jeto  de  concesión,  los  animales  destinados ; 
que  contribuyan  por  ella,  y  los  que  sean  p 
explotaciones  pecuarias,  y  reduce  las  exenc 
les  á  cinco  años  para  los  terrenos  desecad( 
para  las  nuevas  plantaciones  ó  replantacio 
frutales  y  á  veinte  para  las  plantaciones  de 
les  de  construcción;  los  terrenos  de  secano 
regadío  seguirán  pagando  igual  contribucii 
de  diez  años. 

Entre  tanto,  y  hasta  que  esas  disposición 
to,  si  es  que  llegan  á  lograrle,  la  contríbi 
muebles  y  ganadería  continúa  siendo  de 
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fíjado  por  la  ley  anual  el  rendimiento  que  ha  de  tener  el 
impuesto,  el  ministro  de  Hacienda  le  distribuye  entre  las 
provincias,  deduciendo  antes  la  cantidad  que  corresponde 
satisfacer  á  la  riqueza  de  aquellos  pueblos  que,  por  tener 
■aprobada  su  estadística,  pagan  una  cuota  ñja,  y  las  admi- 
nistraciones de  Hacienda  reparten  á  los  pueblos  el  cupo  de 
la  provincia,  que  ba  de  ser  aprobado  por  la  Diputación  res- 
pectiva. Los  Ayuntamientos  determinan,  con  sujeción  al. 
límite  establecido,  el  recargo  necesario  para  las  atenciones 
municipales,  y  en  cada  uno  de  esos  grados  de  la  distribu- 
'CÍón  se  computan  las  partidas  fallidas  en  el  ejercicio  ante- 
rior, los  errores  cometidos  y  los  perdones  ó  condonaciones 
que  se  hayan  otorgado.  Son  partidas  fallidas  las  cuotas  le- 
^Imente  repartidas  que  por  cualquier  causa  no  se  hayan 
recaudado  y  las  que  resulten  de  error  que  no  sea  imputa- 
ble á  los  repartidores  ó  al  recaudador.  Los  perdones  requie- 
ren la  justificación  por  medio  de  un  expediente  muy  minu- 
cioso de  una  calamidad  extraordinaria,  y  se  conceden  en 
relación  con  la  importancia  que  ésta  tenga. 

Para  la  designación  de  las  cuotas  individuales  intervie- 
nen en  las  capitales  de  provincia  y  en  Jerez  de  la  Fronte- 
ra las  Comisiones  de  evaluación,  compuestas  de  cuatro  con- 
cejales que  nombra  el  Ayuntamiento,  otros  cuatro  contri- 
buyentes señalados  por  el  administrador  de  hacienda  de 
■entre  las  tres  categorías  en  que  han  de  dividirse  éstos,  y  un 
presidente  nombrado  por  el  Gobierno  ó  que  es  en  su  defec- 
to el  mismo  administrador  de  hacienda,  y  en  las  demás  lo- 
calidades los  Ayuntamientos  y  yuntas  periciales  formadas 
por  un  número  de  peritos  repartidores,  contribuyentes  por 
territorial,  igual  al  de  los  individuos  del  Ayuntamiento: 
éste  nombra  la  mitad  y  propone  al  delegado  de  hacienda  e| 
.  número  de  ternas  necesario  para  que  él  designe  la  mitad 
restante.  Estos  repartos  han  de  ser  aprobados  por  las  Dele- 
gaciones de  hacienda  y  pueden  reclamar  contra  ellas  los 
particulares  y  los  Ayuntamientos  y  Juntas  periciales  ó  Co- 
misiones de  evaluación;  aquéllos  pueden  querellarse  de 
agravio  absoluto  cuando  crean  que  se  les  infiere  en  la  eva- 
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luación  de  su  riqueza,  y  de  agravio  com¡ 
rechazan  la  de  otro  contribuyente  ó  la  c 
se  les  señala;  las  reclamaciones  de  los  í 
Comisiones  se  denominan  extraordinarias* 
ceden  cuando  se  supone  al  distrito  una  rit 
bre  la  cual  no  puede  repartir  el  cupo,  que 
lado,  sin  superar  el  tipo  máximo  de  la  cent 
cido  en  la  ley. 

Las  primaras  de  esas  reclamaciones  se  r 
Juntas  llamadas  á  entender  en  la  rectifica 
llaramtentos,  con  apelación  para  ante  la 
provincia;  del  acuerdo  de  ésta  cabe  alzar 
de  Contribuciones,  y  luego  al  Ministerio, 
son  reclamables  en  la  via  contenciosa.  La 
de  los  pueblos  han  de  entablarse  en  la  ai 
hacienda;  determinan  la  revisión  de  las  ci 
rias,  el  examen  de  todos  los  datos  estad 
duzcan  al  esclarecimiento  de  tos  hechos, 
sario  una  comprobación  pericial.  La  D2U 
su  acuerdo  con  la  dirección  de  Contribuc 
iiolución  de  ésta  se  da  recurso  ante  el  Mii 
es  inapelable.  Para  que  se  admitan  tales  reclamaciones  es- 
preciso  que  los  individuos  da  las  corporaciones  que  las  en- 
tablan se  obliguen  personalmente  al  pago  de  los  gastos 
que  ocasione  la  comprobación  pericial.   El  Estado  antici- 
pará estos  gastos,  pero  serán  luego  satisfechos  por  la  cor- 
poración reclamante,  no  sólo  cuando  ésta  resulte  vencida, 
sino  también  en  el  caso  de  que  prospere  la  queja,  siempre- 
que  aparezca  alguna  inexactitud  en  los  datos  alegados  para 
fundar  el  agravio. 

La  recaudación  del  impuesto,  que  se  hace  en  el  segundo- 
mes  de  cada  trimestre,  estuvo  encomendada  al  Banco  de 
España  desde  el  I."  de  Julio  de  1868  hasta  igual  día  de 
r888;  en  esta  fecha  volvió  á  encargarse  de  ella  la  admi- 
nistración, y  la  ley  é  instrucción  del  12  de  Mayo  de  ese- 
último  año  autorizaron  de  nuevo  los  arrendamientos.  Hoy 
se  verifica  conforme  á  la  instrucción  del  26  de  Abril  de 
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I900  ^  Se  eximen  de  pagar  el  premio  de  cobranza  los  con- 
tribuyentes, que,  después  de  haberlo  solicitado,  ingresen 
sus  cuotas  dentro  de  los  quince  primeros  días  del  trimes- 
tre; los  morosos  sufren  un  apremio  de  dos  grados;  el  pri- 
mero consiste  en  el  recargo  de  5  por  loo,  y  el  segundo  en 
un  nuevo  recargo  del  lo  por  ico,  con  ejecución  sobre  los 
bienes  del  deudor.  El  apremio  de  primer  grado  se  impone 
á  los  que  no  pagan  en  el  período  señalado  para  la  cobran- 
za; el  dé  segundo  grado,  á  los  contribuyentes  declarados 
incursos  en  el  primero,  que  no  hagan  efectivos  sus  débitos 
en  el  plazo  de  cinco  días  los  de  las  capitales  y  en  el  de  tres 
los  de  los  pueblos,  á  contar  desde  la  publicación  en  el  Bo- 
letin  Oficial  de  la  declaración  del  primer  apremio.  El  pre- 
supuesto de  1890-91  dispuso  que  los  Ayuntamientos  re- 
caudasen directamente  los  recargos  municipales;  pero  el  de- 
1893  volvió  á  mandar  que  se  cobrasen  juntamente  con  la 
cuota  del  Tesoro. 

El  gran  número  de  fincas  que  se  adjudica  al  Estado  por 
débitos  de  la  contribución  territorial,  y  los  abusos  que  con 
este  motivo  se  cometen,  dieron  lugar  á  que  la  ley  de  pre- 
supuestos de  1893  mandara  adjudicar  á  los  Ayuntamientos 
las  fincas  embargadas;  pero  el  presupuesto  de  1 895  dero- 
gó esta  violenta  meJida.  Una  ley  de  17  de  Julio  de  1883, 
ratificada  por  las  posteriores  de  presupuestos,  otorga  á  los 
contribuyentes  el  derecho  de  retraer  sus  bienes,  cuando 
se  hallen  en  poder  de  la  hacienda,  abonando  solamente  el 
importe  de  las  cuotas  y  los  derechos  del  agente  ejecutivo. 

La  legislación  expuesta  no  rige  en  las  Provincias  Vas- 
congadas ni  en  Navarra,  las  cuales,  si  bien  están  someti- 
das al  impuesto  á  virtud  de  la  ley  de  21  de  Julio  de  1876, 
tienen  el  privilegio  de  recaudarle  por  sí  mismas,  y  en  la  for- 
ma que  estimen  conveniente,  pagando  al  Tesoro  un  enca- 
bezamiento, señaladq  para  Navarra  en  2  millones  de  pese- 

*  La  ley  de  presupuestos  de  ese  año  permite  al  Gobierno  con- 
certar la  recaudación  é  investigación  de  las  contribuciones  de  in- 
muebles ó  industrias  con  los  gremios  y  sindicatos  de  contribuyen- 
tes, que  ofrezcan  las  garantías  necesarias. 
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tas  por  decreto  de  19  de  Febrero 
par>i  las  Vascongadas,  según  decre 
1894,  en  575.000  para  Álava,  797, 
997.297  para  Vizcaya. 

Los  rendimientos  de  la  contribi 
llegaron  á  los  100  millones  de  pf 
1864765,  pasaron  de  150  desde  18; 
1887-88  y  han  sido  en  1900  de  poc 
En  el  presupuesto  de  gastos  figurai 
tribución  4,441.250  pesetas,  de  elli 
de  la  cobranza  y  el  resto  para  el  s> 
tastral. 

Resulta  de  las  indicaciones  anter 
demos  dar  mayor  desarrollo,  que 
muebles  y  ganadería  está  dividida  1 
cada  una  de  el!as  el  impuesto  es  en 
parte  de  cuota,  y  que  los  tipos  de  U 
diferentes.  ¿No  es  esto  un  verdaden 
tendría  explicación  como  cosa  tran: 
período;  pero  recuérdese  que  los  ti¡ 
desde  1881,  y  en  vez  de  haber  corn 
lema,  se  le  agravó  desde  1888  con 
cidas  entre  la  riqueza  rústica  y  la  u 
ta  en  los  modos  de  expresión  se  b 
oscuridad  y  las  complicaciones,  ;P 
que  la  contribución  de  edificios  es  < 
cobranza,  más  una  décima,  y  que  hi 
vada  con  el  22,6^oy  y  otra  rústic 
ig,86gg?  No  se  concibe,  en  cosas  q 
mas  y  muy  claras,  que  la  adminisi 
yentes  para  fijar  sus  respectivas  pos; 
plear  una  serie  de  datos  y  de  cálcul 
experto,  ni  es  de  extrañar  que  en  ta 
metan  errores,  abusos  y  arbitrariedí 

Por  otra  parte,  los  tipos  de  grava 
simos  y  no  están  en  relación  con  e 
impuesto,  ¿Es  acaso  justo,  ni  toleral: 
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yor  parte  de  la  riqueza  urbana  sufra  una  carga  del  23  por 
100  sobre  la  venta  Hquíd:»,  que  con  los  recargos  municipa- 
les puedellegar  al  27?  No,  cÍ3rtamente;ese  gravamen,  como 
los  que  afectan  á  la  propiedad  rústica  y  pecuaria  *,  están 
fuera  de  toda  proporción  racional,  mucho  más  si  se  tiene 
en  cuenta  que  sobre  tales  formas  de  la  riqueza  pesan  tam- 
bién el  impuesto  de  cédulas  personales,  los  de  timbre  y  de- 
rechos reales  qne  pagan  en  las  trasmisiones,  y  los  consu- 
mos, que  principalmente  afectan  á  sus  productos.  Mas  ya 
que  esos  ruinosos  tipos  se  mantengan,  ¿cómo  aceptar  los 
rendimientos  que  de  ellos  «acá  el  Tesoro?  Los  161  millo- 
nes de  pesetas  que  da  la  contribución  en  que  nos  ocupa- 
mos suponen  una  renta  líquida  de  poco  más  de  700  mi- 
llones; y  ¿es  posible  admitir  ni  un  solo  instante  que  están 
comprendidos  en  esa  cifra  todos  los  beneficios  que  el  país 
obtiene  de  la  propiedad  inmueble  y  de  la  ganadería?  Claro 
resulta  que  no,  sin  que  sea  necesario  otro  discurso  para 
afirmar  a  prioti  que  existe  una  grandísima  ocultación  de 
la  materia  imponible.  Precisamente  porquees  mucho  lo  que 
hay  oculto,  es  necesario  gravar  con  exceso  lo  conocido,  y 
por  lo  mismo,  y  aun  así,  es  imposible  dar  á  la  contribución 
condiciones  de  equidad  y  desarrollo. 

El  mal  es  tan  conocido  y  son  tan  notorios  los  hechos 
que  le  comprueban,  que  habremos  de  limitarnos  á  señalar 
algunos  de  ellus.  La  riqueza  amillarada  hoy  es  poco  ma- 
yor de  la  que  resultaba  con  el  catastro  hecho  en  el  si- 
glo XVIil  por  Ensenada.  En  cumplimiento  de  la  real  orden 
del  12  de  Mayo  de  1866,  se  midió  el  perímetro  de  los  tér- 
minos municipales  en  la  provincia  de  M  idnd  y  en  algunos 
partidos  de  las  de  Guajalajara,  Cuenca  y  Toledo,  y  la 
comparación  de  las  superfijies  dsterminadas  en  esos  pla- 
nos con  las  declaradas  en  los  amillaramisntos  arrojó  una 
ocultación  media  del  47  por  100.  El  Instituto  geográfico  se 


'    Más  de  la  mitad  de  ta  propiedad  urbana  estásnmetida  al  tipo 
máximo  del   3j,  y  tres  cuartas  partea' de  la  rustica  y  pectfária 
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dedicó  en  los  años  1872  al  74  á  levantar  piano 
de  cultivo;  ejecutó  esos  trabajos  en  siete  pro« 
todas  ellas  aparecieron  ocultaciones  enormes, 
la  extensión  superficial  como  en  la  índole  de  ios 
mientos,  llegando  en  alguna  provincia  á  ser  de 
la  diferencia  entre  los  cultivos  superiores  es 
Jos  consignados  en  los  amillaramientos.  AhofE 
trabajos  catastrales  que  acaban  d3  hacerse  en 
cías  de  Granada,  Cádiz,  Málaga,  Córdoba  y 
dado  un  aumento  en  ta  riqueza  imponible  de 
de  pesetas,  ó  sea  el  64  por  100  '. 

Y  es  lo  peor  que  esta  situación  no  lleva  tra: 
en  vías  de  remedio;  porque  motivos  hay  para  1 
catastro  mandado  formar  por  la  ley  de  1900  ve 
nuar  la  ya  larguísima  serie  de  los  ensayos  pi 
y  ruinosos.  Por  de  pronto,  ese  proyecto  de 
que  ahora  se  trabaja  supone  una  labor  de  lar 
y  de  gran  coste,  y  como  nuestra  administracic 
tingue  por  la  estabilidad  de  sus  acuerdos  ni  U 
de  los  esfuerzos,  no  puede  tacharse  de  suspíca 
de  que  en  ese  trascurso  de  tiempo,  y  aquí  done 
cuente  la  penuria,  por  una  ú  otra  causa  el  ni 
ejecute  mal,  se  retoque  ó  se  abandone,  lo  mism 
dio  con  tantos  otros  semejantes. 

La  reforma  necesaria,  según  nuestras  convi 
bría  de  consistir  en  cambiar  fundamentalment 

'  Por  lo  que  hace  á  la  equidad  de  la  distribución, 
solo  dato  que,  además  de  ser  muy  expresivo,  sirve  p 
gdn  juicio  acerca  de  las  cueí^tioncs  sobre  conciertí 
mo,  etc.:  la  provincia  de  Barcelona  contribuye  por  te 
dad  rústica  y  pecuaria  con  j  millones  de  pesetas,  es  di 
lo  que  pagan  por  igual  concepto  Toledo,  Zaragozo,] 
y  otras  provincias,  y  casi  lo  mismo  que  León,  Oviedo 
otras;  la  propiedad  urbana  de  esa  misma  provincia  de 
tisrace  1. 340.713  pesetas,  y  tributan  por  el  mismo  m 
millones  y  medio,  Madrid  cerca  de  10,  Málaga  2  y  í 
V¿ase  et  repartimiento  publicado  en  la  Gaceta  de 
de  1899. 
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leza  del  impuesto,  estableciéndole  sobre  el  capital  en  vez 
de  hacerle  proporcionado  á  las  rentas.  No  hemos  de  vol- 
ver sobre  las  ventajas  que  el  capital  ofrece,  tomado  como 
base  de  imposición  ';  pero  consignaremos  aquí:  primero, 
que  los  inconvenientes  atribuidos  al  capital  para  base.de 
un  impuesto  general  desaparecen  cuando  se  trata  de  gra- 
var especialmente  la  propiedad  inmueble;  segundo,  que  las 
dificultades  administrativas  serían  mucho  menores  para 
estimar  el  valor  de  las  fincas  que  las  que  ahora  se  presen . 
tan  para  calcular  las  rentas,  y  tercero,  que  nuestra  misma 
contribución  territorial  gravita  en  cierto  modo  sobre  los 
capitales,  puesto  que  la  evaluación  del  líquido  imponible  se 
hace,  no  por  las  rentas  efectivas,  sino  por  las  calculadas  ó 
posiblesy  conforme  á  la  naturaleza  y  calidad  de  los  bienes, 
con  lo  cual  vienen  á  pagar  cuotas  iguales  rentas  que  son 
de  hecho  diferentes. 

Reconocemos,  sin  embargo,  que  la  opinión  general  no 
es  favorable  á  ese  cambio,  y  aceptando  lo  existente,  ha- 
bremos de  limitarnos  á  pedir  que  el  impuesto  deje  de  ser 
de  cupo  y  se  haga  de  cuota  ó  tanto  por  ciento  fijo.  El  re- 
partimiento y  la  solidaridad  de  los  contribuyentes,  proce- 
dimientos muy  cómodjs  para  el  Estado,  que  obtiene  por 
su  medio  siempre  y  de  una  ó  de  otra  manera  la  cantidad 
que  se  propone,  son,  no  obstante,  motivo  de  grandes  injus- 
ticias y  una  de  las  causas  que  impiden  el  descubrimiento 
de  las  ocultaciones.  Con  el  cupo  fijo,  el  impuesto  es  abso- 
lutamente arbitario,  y  con  la  solidaridad,  que  es  su  conse- 
cuencia, las  desigualdades  son  inevitables  é  irritantes.  Si 
falta  una  estadística  que  sirva  para  la  determinación  equi- 
tativa de  las  cuotas  individuales,  ¿cómo  podrá  fijarse  con 
acierto  el  cupo  total  del  repartimiento?  Todo  queda  á  la 
voluntad  de  los  Gobiernos,  solicitada  por  su  interés  de 
aumentar  continuamente  los  ingresos.  Es  verdad  que  se 
fija  un  límite  al  gravamen;  pero  el  contribuyente  no  tiene 
garantías  contra  el  exceso,  porque  es  ineficaz  una  recla- 


^    Véase  el  capítulo  XIII,  sección  3  *  del  tomo  I. 


I 

I 

^ 


-  432  — 
macióti  de  agravios,  que  decide  la  misirn 
que  loB  produce.  ¿No  vernos  en  el  caso  c 
lamidad  extraordinaria,  es  decir,  cuando  : 
noce  que  no  existe  ó  se  ha  pendido  la  m 
no  vemos  que  la  suma  perdonada  un  año  es  á  más  repar- 
tir en  el  siguiente?  ¿No  sucede  otro  tanto  con  las  partidas 
fallidas?  Y  esa  solidaridad  de  tos  contribuyentes,  trasunto 
de  las  odiosas  curias  de  los  romanos,  agrava  la  injusticia 
de  un  modo  insoportable.  iPor  qué  se  obligará  al  que  paga 
su  cuota  á  responder  de  la  ajenat  ^ómo  se  compagina  este 
sistema, que  puede eevar indefinidamente  el  impuesto,  con 
el  respeto  del  tipo  máximo  establecido?  Pues  la  única  expli- 
cación de  tanta  anomalía  está  en  que  la  administración,  al 
emplear  el  repartimiento,  no  tiene  más  criterio  ni  se  propo- 
ne otro  objeto  que  el  de  llenar  el  cupo  á  toda  costa.  Mas, 
aparte  de  todo  esto,  ello  es  que  con  el  sistema  de  cuota  fija, 
el  Estado  tiene  un  interés  directo  é  inmediato,  que  hoy  no 
siente,  en  que  desaparezcan  las  ocultaciones.  Cobrándose 
el  impuesto  á  un  tanto  por  ciento  d^-terminado,  sus  pro- 
ductos dependen  de  la  extensión  que  se  consiga  dar  á  la 
materia  gravada,  y  no  adelantarán  un  solo  paso  sin  que  se 
perfeccionen  la  investigación  y  la  estadística;  ahora,  para 
aumentarlos  rendimientos  basta  quererlo  y  elevar  el  cupo, 
que  medios  hay  después  para  imponer  ó  disfrazar  la  carga 
que  resulte  en  la  rique2a  que  se  tiene  á  mano. 

Una  vez  puesta  la  administración  en  el  caso  de  hacer 
una  estadística  lo  más  exacta  posible,  creemos  que  debe 
renunciar  al  catastro  parcelarlo,  obra  lenta,  muy  costosa 
y  de  conservación  dificilísima;  pero  lograría  ese  objeto 
apelando  á  un  catastro  por  masas  de  cultivo.  Con  que  se 
hubiera  cumplido  la  real  orlen  de  12  de  Mayo  de  1866, 
que  mandó  levantar //a«i7j  del  perímetro  délos  tirminos 
municipales,  ó  se  hubieran  continuado  los  trabajos  del  Ins- 
tituto geográfico  de  que  antes  hicimos  mérito,  la  dificultad 
estaría  resuelta  en  muchaparte.  El  mapa  del  territorio  á  que 
con  entusiasmo  y  éxito  admirables  se  consagra  ese  Institu- 
to, es  sin  duda  un  trabajo  que  honra  mucho  á  sus  autores 
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y  ha  de  ser  hasta  un  monumento  de  gloria  para  el  país  en 
que  se  ejecuta;  pero  ni  sirve  ahora,  ni  servirá  tampoco 
cuando  allá,  dentro  de  luengos  años,  se  concluya,  para  el 
fin  ahora  propuesto.  Se  necesita  con  urgencia  algo  menos 
científico;  pero  más  práctico,  de  rápida  ejecución,  que  sa- 
tisfaga las  imperiosas  necesidades  de  la  administración  de 
la  Hacienda,  una  estadística  especial  que  sea  digna  de  este 
nombre  y  pueda  tener  las  aplicaciones  que  reclama  el  sis- 
tema tributario  ^ 

El  problema  relativo  á  la  contribución  de  inmuebles  y 
de  la  ganadería  se  plantea  en  estos  términos:  elevar  sus 
productos  á  200  millones  de  pesetas,  y  que  no  exceda  del 
14  por  loo  el  tipo  de  imposición.  Con  la  conducta  que  se 
sigue  desde  hace  más  de  medio  siglo,  la  solución  se  ve 
cada  día  más  lejana,  y  es  preciso  satisfacer  lo  más  pronto 
posible  y  á  toda  costa  los  muchos  intereses  comprometi- 
dos en  alcanzarla. 

Todavía  dentro  del  actual  sistema  pudieran  hacerse  re- 
formas para  utilizar  mejor  los  elementos  disponibles.  La 
propiedad  inmueble,  sujeta  en  su  constitución  y  en  todos 
sus  movimientos  á  numerosas  solemnidades,  puede  ser  ob- 
jeto de  una  fiscalización  continua.  Así,  engranando  bien  la 
acción  de  las  oficinas  notariales,  de  los  registros  de  la  pro- 
piedad y  de  los  fiscales,  y  mejor  aún,  atribuyendo  á  un 
solo  centro  las  funciones  que  con  grandes  rozamientos 
desempeñan  esos  tres,  el  mecanismo  se  simplificaría  en 


'  El  perito  agrónomo  Sr.  Lana  y  Sarto  presentó  al  Gobierno 
en  1 883  un  proyecto  de  catastro  parcelario,  y  propaga  desde  enton- 
ces la  idea  de  su  ejecución,  que  asegura  podría  realizarse  en  térmi- 
no de  siete  años,  y  con  sólo  un  gasto  de  40  millones  de  pesetas.  No 
tenemos  la  competencia  necesaria  para  juzgar  los  procedimientos 
técnicos  que  propone  el  Sr.  Lana;  pero  estamos  enteramente  de 
acuerdo  con  el  principio  en  que  se  inspira  y  pensamos  como  él,  que 
una  obra  de  exactitud  matemática  es  innecesaria  además  de  difí- 
cil, costosísima  y  muy  tardía,  y  bastan  para  la  estadística  fiscal  los 
datos  obtenidos  por  medio  de  una  aproximación  razonable,  aunque 
puedan  cometer  pequeños  errores  para  el  caso  inestimables. 
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gran  manera,  y  sin  contar 
fuerza  mayor  y  de  más  pro' 
tamos.  Pero  no  hemos  de  ir 
nemos  dicho  que,  ajuicio  n 
formación  radical  de  lo  aho 


XIX 

C*ntrlbncl*a  iHdastrial  j  d«  c*Bercl*. 


La  segunda,  en  el  orden  del  presupuesto  de  ingresos,  es 
la  contribución  que  en  1S45  se  denominó  Subsidio  de  la 
industria  y  el  comercio. 

Salvo  algunos  precedentes  que  pudiéramos  hallar  en  la 
época  romana,  el  impuesto  especia]  y  directo  sobre  las 
utilidades  de  industriales  y  comerciantes  es  entre  nosotros, 
como  en  todas  partes,  de  un  origen  muy  reciente.  Hasta 
llegar  el  siglo  XIX  no  han  tenido  las  artes  y  el  tráfico  mer- 
cantil la  consistencia  necesaria  para  resistir  la  carga  de 
una  imposición  directa,  y  antes  sólo  han  contribuido  al 
sostenimiento  del  Estado  por  medio  de  ios  tributos  indirec- 
tos, alcabalas,  portazgos,  aduanas,  etc.,  ó  bien  compután- 
dose sus  beneficios  al  lado  de  las  demás  rentas  en  la  dis- 
tribución de  los  impuestos  generales,  como  en  el  pago  de 
los  antiguos  servicia  y  de  los  equivalentes,  exigidos  á  las 
provincias  exentas  por  vía  de  compensación  á  los  gravá- 
menes que  sufrían  las  de  Castilla.  Únicamente  en  los  mo- 
mentos de  grandes  apuros  financieros,  y  á  titulo  de  arbi- 
trio transitorio,  se  acudia  á  los  gremios  y  á  las  corpora- 
ciones de  comerciantes  en  demanda  unas  veces  de  antici- 
■  pos  y  otras  de  verdaderas  contribuciones.  A  este  género 
corresponde  la  imposición  señalada  al  comercio  para  cu- 
brir una  parte  del  subsidio  extraordinario,  que  se  pidió  á  la 
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Nación  á  ñnes  de  1799,  y  en  la  cual  han  en 
damente  ver  algunos  la  aparición  dei  impuesl 
hoy  se  conoce. 

La  contribución  de  patentes  decretada  por 
en  19  de  Noviembre  de  i8to,  y  al  cabo  esta 
Cortes  en  29  de  Junio  de  1821,  es  el  primei 
dio  en  este  camino.  Poco  duró  aquel  ensaye 
por  la  reacción  de  1823;  pero  el  mismo  Gobi 
hubo  de  volver  pronto  sobre  él  y  restablec 
contribución  que,  ampliada  en  1829,  tomó  y 
la  denominación  de  Subsidio  de  comercio,  á  p 
extendía  á  algunas  clases  industriales.  Desd 
impuesto,  reformado  en  1S35  con  el  nombr 
industrial  y  de  comercio,  ha  subsistido  sininti 
más  que  no  adquiriera  definitivo  asiento  y  si 
actuales  hasta  la  ley  de  33  de  Mayo  de  184; 
el  sistema  tributario. 

El  Sr.  Mon,  siguiendo  iielmente  en  este  pu 
lación  francesa,  estableció,  la  contribución  i; 
comercio  con  dos  derechos,  uno  fijo  y  propor. 
el  primero  se  exigía  á  las  industrias  y  pr< 
arreglo  á  tres  tarifas,  una  de  ellas  con  bases 
y  el  segundo  consistía  en  el  10  por  loo  de  '. 
pagados  por  las  casas,  tiendas,  fábricas,  etc. 
nientes  que  ofrecía  el  derecho  proporcional  ob 
dificarle  en  1846,  agrupando  á  los  contribuy 
tegorías,  y  ú  sustituirle  en  1847  con  la  impos 
mios,  que  se  hizo  extensiva  ai  mayor  número 
trias.  Mantúvose  este  sistema,  á  pesar  de  las 
hechas  en  los  años  de  1850,  52  y  63,  y  por 
presupuestos  de  1864-65  y  1866-67,  qucseli 
formar  las  tarifas,  y  á  virtud  de  lo  mandado 
puesto  de  i."  de  Julio  da  iSSg,  S2  dictó  otrc 
fecha  20  de  Marzo  de  1870,  que,  rectificado  f 
de  19  de  Mayo  siguiente,  introdujo  en  la  ac 
del  impuesto  algunas  novedades  importantes 
la  exención  concedida  al  industrial  en  el  primei 
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cicio  y  la  rebaja  de  cuota  en  los  dos  siguientes;  abolir  la 
simultaneidad  de  las  cuotas,  nq  imponiendo  más  que  una 
íntegra  y  el  2S  por  loo  de  las  demás  cuando  se  ejercieran 
varias  industrias;  clasificar  las  poblaciones  por  el  número 
de  habitantes  en  lugar  del  de  vecinos;  reducir  las  faculta- 
des de  los  gremios  para  el  reparto;  hacer  la  investigación 
facultativa  y  reducir,  por  último,  la  tabla  de  exenciones. 
Otra  vez  se  cambiaron  el  reglamento  y  las  tarifas  en  20  de 
Mayo  de  1873,  y  la  ley  de  presupuestos  de  II  de  Julio 
■de  1877  dispuso  el  encabezamiento  obligatorio  de  los 
ayuntamientos  para  el  pago  de  la  contribución  industrial, 
exceptuándose  únicamente  de  esta  medida  las  capitales  y 
algunas  localidades  fabriles.  En  el  presupuesto  inmediato 
se  renunció  á  ese  sistema,  se  declararon  \'Oluntarios  los  en- 
cabezamientos y  se  autorizó  al  Gobierno  paro  arrendar  ei 
impuesto;  la  ley  de  23  de  Marzo  de  1880  volvió  al  Estado 
la  administración  directa  de  la  contribución  industrial. 

El  Sr.  Camacho  propuso  la  ley  y  dictó  el  reglamento 
que  llei'an  la  fecha  del  31  de  Diciembre  de  1881,  dirigidos 
á  extender  las  bases  y  vigorizar  la  administración  del  im- 
puesto, que,  con  harta  razón  decía  aquel  celoso  Ministro, 
no  producía  los  debidos  rendimientos;  tales  medidas  sus- 
citaron graves  protestas  y  resistencias  de  las  clases  inte- 
resadas, y  para  vencer  estas  dilicultades  se  hizo  en  13  de 
Julio  de  1883  un  nuevo  reglamento  redactado  por  una  co- 
misión mixta  de  contribuyentes  y  funcionarios. 

La  ley  de  18  de  Junio  de  1885  estableció  sobre  las  tari- 
fas un  recargo,  en  sustitución  del  impuesto  equivalente  á 
la  de  la  sal,  que  se  fijó  en  el  10  por  loo  por  decreto  de  9 
de  Julio  siguiente;  hiciéronse  varias  modificaciones  en  el 
reglamento,  las  leyes  de  presupuesros  variaron  algunas 
cuotas,  la  de  1888-89  derogó  la  exención  concedida  á  las 
sociedades  de  seguros  sobre  la  vida  y  la  de  1890-91  some- 
tió á  estas  empresas  al  pago  del  12  por  100  de  sus  utili- 
dades liquidas. 

De  nuevo  dispuso  la  ley  de  presupuestos  de  189293 
que  se  revisaran  las  tarifas  sin  alterar  las  bases  de  la  con- 
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tribución,  y  autorizó  al  Gobierno  para  cobra 
de  encabezamientos  ó  conciertos;  se  dictó  e 
glamento  de  22  de  Noviembre  de  1892,  y  oi 
maciones  presentadas  contra  él,  se  reformó  ] 
II  de  Abril  de  1893.  Las  diñcuttades  que  e 
exacción  del  impuesto  á  las  sociedades  de  s< 
causa  de  que  un  decreto  de  9  de  Agosto  de 
bleciera  sobre  las  primas  cobradas  por  aquél 
misiones  de  sus  agentes,  dictándose  para  rea 
bio  una  instrucción  adicional  al  reglamento 
de  Agosto  de  1893. 

Esta  instrucción  se  modiñcó,  de  conformic 
de  presupuestos  de  1895,  por  decreto  de  21 
1896,  y  el  reglamento  general  de  1893,  oído 
Estado  y  hechas  en  él  ligeras  rectificaciones, : 
carácter  definitivo  por  el  decreto  de  28  de  M 
que  creaba  al  mismo  tiempo  una  comisión 
la  contribución  industrial  y  de  comercio. 

No  llegaron  á  examinar  las  Cortes  otro  pi 
forma  que  se  les  presentó  en  16  de  Junio  ( 
nando  la  formación  de  un  padrón  general  de 
por  términos  municipales,  y  en  su  virtud  un 
de  Agosto  de  ese  mismo  año  ha  publicado 
1896  con  las  modificaciones  introducidas  e 
nórmente  y  las  que  ha  hecho  necesarias  el 
to  de  la  contribución  sobre  utilidades  de  la 
liarla. 

Con  arreglo  á  esas  disposiciones,  la  contr 
trial  y  de  comercio  se  exige  por  el  mero  ej 
qmer  industria,  comercio,  profesión,  arte,  oj 
ción  no  exceptuados,  hállense  ó  no  comprt 
tarifas. 

El  impuesto  se  compone  de  una  cuota  p 
que  es  la  señalada  en  las  tarifas  y  sufre  ahc 
de  dos  décimas,  de  los  recargos  que  pueden 
ayuntamientos  hasta  el  límite  del  16  por 
por  loo  sobre  la  suma  de  las  cantidades  1 
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gastos  de  cobranza  y  cubrir,  hasta  donde  sea  posible,  el 
valor  de  las  partidas  fallidas.  Aunque  los  ayuntamientos 
no  impongan  el  recargo,  se  cobrará  íntegramente  el  lópor 
lOO  en  beneficio  del  Estado  sobre  la  cuota  de  las  indus- 
trias que  se  ejercen  en  más  de  un  término  municipal. 

Las  cuotas  anuales  serán  irreducibles,  prorrateables  ó 
de  patentes.  Las  primeras,  determinadas  expresamente  en 
las  tarifas,  se  devengarán  totalmente,  cualquiera  que  sea 
el  tiempo  por  que  se  ejerza  la  industria.  Las  segundas  se 
devengarán  con  arreglo  al  tiempo  en  que  se  ejerza  la  in- 
dustria, liquidándose  en  !os  casos  de  altas  y  bajas  por  me- 
ses completos.  Las  de  patentes,  también  irreducibles,  se 
exigirán  de  una  vez  al  comenzar  el  ejercicio  de  la  indus- 
tria ó  el  año  económico.  Cualquiera  que  sea  el  tiempo  en 
que  se  ejerza  la  industria  sin  pagar  el  impuesto,  sólo  po- 
drán exigirse  al  contribuyente  las  dos  últimas  anualida- 
des; pero  las  cuotas  liquidadas  no  prescriben  hasta  los 
quince  años. 

Las  tarifas  son  cinco:  la  primera  comprende  los  estable- 
cimientos de  carácter  comercial,  divididos  en  doce  clases  y 
sujetos  á  diez  bases  de  población;  la  segunda,  aplicable  á 
los  contratistas,  agentes,  corredores,  banqueros,  empresas 
de  baños,  espectáculos,  periódicos  y  otros  establecimien- 
tos é  industrias,  ñja  las  cuotas  unas  veces  como  base  de 
población  y  otras  atendiendo  á  la  extensión  del  negocio; 
la  tercera  comprende  la  fabricación  en  sus  diferentes  géne- 
ros, no  tiene  bases  de  población  y  grava  por  la  unidad  de 
máquinas  ó  medios  de  producción;  la  cuarta  se  refiere  a 
las  profesiones,  artes  y  oficios,  que  somete,  por  regla  ge- 
neral, á  bases  de  población,  y  la  quinta  es  la  de  patentes, 
que  tiene  dos  divisiones,  la  primera  con  tres  clases  y  la 
segunda  para  las  industrias  en  ambulancia.  Las  tarifas 
con  base  de  población  se  aplican  á  las  industrias  ejercidas 
en  el  casco  y  arrabales  inmediatos;  las  establecidas  en  ba- 
rriadas que  disten  más  de  500  metros  del  casco  contribui- 
rán por  la  base  inmediata  inferior  á  la  que  á  éste  corres- 
ponda, y  las  industrias  situadas  en  arrabales  distantes  del 
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tos  sean  los  individuos  que  le  forman,  fijando  las  bases 

del  reparto  y  dividiendo  con  arreglo  á  ellas  el  gremio  en 
las  clases  que  crean  convenientes  para  señalar  á  cada  in- 
dustrial una  zwota.  proporcionada  á  su  capacidad  tributa- 
ria. La  cuota  individual  repartida  por  el  gremio  no  podrá 
en  ningún  caso  exceder  del  cuadruplo  de  la  fijada  por  la 
tarifa,  ni  bajar  de  la  cuarta  parte. 

El  industrial  que  se  considere  perjudicado  en  el  reparto 
puede  entablar  reclamación  de  agravios  ante  el  gremio  y 
apelar  de  las  resoluciones  de  éste  á  la  Delegación  de  Ha- 
cienda y  luego  á  la  Dirección  de  Contribuciones  ó  al  Mi- 
nisterio, según  sea  la  cuantía  del  asunto.  En  las  clases  no 
agremiadas  las  reclamaciones  son  decididas  por  las  Admi- 
nistraciones del  ramo  ó  por  los  alcaldes,  y  la  apelación  se 
interpone  y  sustancia  en  la  misma  forma  que  las  anterio- 
res, conforme  al  reglamento  sobre  procedimientos  econó- 
mico-administrativos. Las  reclamaciones  ae  agravio  abso- 
luto no  serán  atendidas  si  no  las  acompaña  una  justifica- 
ción de  que  las  utilidades  obtenidas  en  el  año  anterior  re- 
sultan gravadas  en  más  del  15  por  100,  Para  las  reclama- 
ciones de  agravio  comparativo  se  exigirán  justificaciones 
análogas. 

Una  vez  aprobada  la  matrícula  general,  después  de  las 
rectificaciones  necesarias,  se  sacan  de  ellas  las  listas*  co- 
.bratorias  y  los  recibos  talonarios,  cuya  recaudación  se 
ajustará  á  lo  establecido  para  la  contribución  territorial. 

Todo  el  que  hubiere  de  dar  principio  al  ejercicio  de  una 
industria  está  obligado  á  pedir  su  inscripción  en  la  ma- 
trícula, y  el  que  deba  cesar  solicitará  la  baja  dentro  del 
mes  en  que  haya  de  abandonar  el  tráfico.  Las  altas  y  las 
bajas  están  sujetas  á  la  comprobación  administrativa.  Los 
que  ejerzan  industrias  sometidas  á  la  tarifa  de  patentes  sa- 
tisfarán la  cuota  respectiva  en  los  quince  primeros  días  del 
año  ó  en  el  momento  de  establecerse. 

Á  los  industriales  que  resulten  insolventes  se  les  forma- 
rá un  expediente  áQ  fallidos,  en  el  que  ha  de  acreditarse  la 
imposibilidad  de  hacer  efectiva  la  cuota  correspondiente 
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antes  de  aprobar  su  baja  en  la  recaudación,  y  & 
hibe  el  ejercicio  de  la  Industria. 

Las  defraudmones  cometidas  por  falta  de  paf 
puesto,  falsedad  de  las  declaraciones,  omisión  p( 
los  funcionarios  ó  abusos  de  los  síndicos  y  olas 
fic  castigan:  en  los  contribuyentes  con  recargos  i 
tes  á  la  cuota  de  un  año,  en  los  funcionarios  • 
igual  á  las  dos  terceras  partes  del  recargo  iir 
defraudador,  y  en  los  síndicos  y  clasificadores  í 
que  equivalga  al  daño  causado  á  la  hacienda, 
éste  no  pueda  estimarse,  ó  en  otros  casos,  la  muí 
desde  5  á  loo  pesetas.  Para  los  reincídentes  ó  c 
resistencia  á  la  autoridad,  el  castigo  será  doble, 
denuncien  la  defraudación  tendrán  derecho  á  la; 
ceras  partes  de  los  recargos  establecidos. 

El  decreto  fecha  ii  de  Mayo  de  1882  creó  un 
Inspectores  de  la  contribución  industrial;  pero 
mismo  mes  de  1888  se  organizó  un  servicio  g 
investigación,  que  ahora  se  desempeña  conformt 
mentó  del  30  de  Enero  de  1900.  Para  la  contrit 
dustrial  se  emplea  un  personal  administrativo  y 

nico,  compuesto  de  ingenieros  industriales,  enct-o 

la  investigación  de  las  industrias  comprendidas  en  la  ta- 
rifa 3.' 

Las  Provincias  Vascongadas  satisfacen  por  contribu- 
ción industrial  los  cupos  siguientes:  Álava,  58.194  pese- 
tas; Guipúzcoa  310.416,  y  Vizcaya,  499.747,  con  las  boni- 
ficaciones que  tienen  otorgadas. 

Los  ingresos  por  el  subsidio  industrial  se  calcularon  en 
10  millones  de  pesetas  para  el  año  de  1845;  pero  en  iSgo 
no  se  recaudaban  todavía  más  que  8  millones  y  medio; 
en  1867-68  llegaron  ya  los  rendimientos  á  20  millones, 
pasaron  de  los  30  en  1877-78,  se  acercaron  á  39  en 
i889-9oyhan  sido  48  millones,  esdepir,  5  más  de  los  pre- 
supuestados en  el  año  de  1900.  Los  gastos  especiales  áe\ 
ramo  importaron  827.000  pesetas  en  este  último  año. 

Con  más  razón  todavía  que  al  hablar  de  la  contribución 
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territorial,  ocurre  preguntarse  acerca  de  este  impuesto,  si 
se  hallan  en  proporción  sus  rendimientos  con  la  materia 
imponible.  Señalado  como  máximum  de  la  contribución 
industrial  el  I S  por  loo,  y  aunque  este  tipo  se  excederá  en 
muchos  casos,  los  48  millones  recaudados  últimamente, 
prescindiendo  también  de  que  comprenden  12  por  resultas 
de  ejercicios  cerrados,  suponen  que  es  de  sólo  520  millo- 
nes de  pesetas  e!  beneficio  obtenido  por  la  casi  totalidad 
de  las  manifestaciones  de  la  industria  y  el  comercio  que 
existen  en  el  país,  ya  que  algunas  de  ellas  han  pasado  á 
contribuir  por  el  impuesto  sobre  utilidades.  La  ocultación 
es  aquí  por  lo  menos  tan  escandalosa  como  en  la  contri- 
bución territorial  y  de  igual  modo  notoria,  porque  basta 
examinar  las  matriculas  para  conocer  que  son  falsas,  y 
las  mismas  estadísticas  administrativas,  hechas  para  otras 
aplicaciones,  revelan  la  imperfección  de  la  que  sirve  de 
base  al  impuesto.  Es  de  lamentar,  decía  el  Sr.  Villaverde  en 
el  preámbulo  del  proyecto  á  que  nos  hemos  referido  antes, 
es  de  lamentar  que  contribución  tan  justa  y  necesaria  se 
halle  al  presante  en  situación  tan  poco  próspera  como  pu- 
diera estario  un  impuesto  desconocido,  de  nueva  creación 
y  aún  no  arraigado  en  nuestras  costumbres  tributarias.  Y 
luego  añade:  34.000  industríales  y  5.400  fabricantes  ha 
perdido  la  estadisrica  de  1893  comparada  con  la  de  1863. 
cuando  ha  habido  un  desarrollo  verdaderamente  extra- 
ordinario en  nuestra  vida  industrial  y  mercantil...  ¿Cómo 
responderá. á  este  cargo  la  administración  de  la  hacienda.' 
Hase  publicado  después  la  estadística  de  la  contribu- 
ción correspondiente  al  año  de  IÜ9S-96,  y  de  ella  resulta 
todavía  una  baja  de  ¡i-T^b  contribuyentes  con  relación  á 
lade  1893.  Hay  en  esa  estadística  datos  tan  curiosos  como 
éstos  que  citamos  para  ejemplo:  en  toda  la  provincia  de 
Albacete  no  hay  más  que  47  tabernas  y  tiendas  de  vinos 
y  aguardientes;  Orense  aparece  con  solo  7  cafés  ó  cervece- 
rías y  la  de  Segovia  con  14  únicamente;  vendedores  de 
pan  en  tienda,  cajón  ó  punto  no  hay  más  que  uno  en  las 
provincias  de  Lugo  y  Santander,  2  en  las  de  Orense  y  Pa- 
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lenos  exactitud  la  cuantía  de  la  materia  imponible,  y 
;  es  el  dato  fundamental  que  la  administración  debe 
curarse,  porque  sin  él  marcha  á  ciegas  y  no  podrá 
nplir  con  la  justicia  ni  con  su  propio  interés.  (Con  qué 
:erio  se  fijan  ios  derechos  de  patente  y  las  cuotas  indi- 
uales  exigidas  á  los  gremios,  siendo  desconocidas  las 
lidades  de  las  industrias  respectivas?  Algo  se  ha  hecho 
en  este  sentido  y  son  muy  interesantes  las  Memorias  de 
ingenieros  industriales  al  servicio  de  la  investigación 
slicadas  en  la  Gaceta  desde  Abril  á  Julio  de  1900;  pero 
e  es  un  primer  paso,  que  necesita  mayores  desarrollos  y 
icac  iones. 

■*ues  bien,  la  base  de  esa  estadística  indispensable  son 
declaraciones  individuales,  inciertas,  insuficientes,  como 
hemos  dicho;  pero  que  han  de  tomarse  necesariamente 
cuenta,  que  deben  pedirse,  aunque  no  sea  más  que  con  , 
propósito  de  ir  corrigiendo  sus  imperfecciones  '.  El  día 
que  tuviéramos  una  estadística  de  la  industria,  el  im- 
esto  que  recae  sobre  ella  podría  ser  de  tanto  por  loo  ó 
ata  fija,  y  es  preciso  trabajar  para  que  ese  día  llegue,  y 
menester  entre  tanto  irse  acercando  á  ese  ideal  con  la 
quisición  de  noticias  relativas  á  los  beneficios  de  las  in- 
3trias,  que  ya  pagan  hoy  en  una  proporción  directamen- 
sstablecida  con  las  utilidades  que  se  les  calculan,  exten- 
ndo  sin  cesar  el  número  de  las  que  se  hallan  en  este 
io. 

En  cuanto  á  los  gremios,  la  cuestión  está  en  armonizar 
conveniencia  con  la  del  fisco,  para  que  esas  corpora- 
mes  se  coloquen  al  lado  de  la  hacienda  en  lugar  de  po- 
rse  enfrente  de  ella,  y  en  organizarlos  para  que  obren 
tío  regulador  y  medio  de  alcanzar  la  proporcionalidad 
.  impuesto.  Con  el  sistema  actual  el  gremio  impide  que 
gravamen  sea  equitativo  y  mantiene  las  ocultaciones 
rque  favorecen  sus  intereses.   Fácil  es  convencerse  de 

El  proyecto  de  1900  exii¡i.T  declaraciones  juradlas  de  los  con- 
buyentes. 
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ambas  oosas:  la  Administración  pide  al ) 
fija  por  cada  uno  de  los  individuos  que  1 
den  nuevos  industriales  á  inscribirse  en 
colectividad  sufre  el  recargo  de  otras  tanti 
los  recién  venidos  no  pueden  pagarlas  ínt 
escasas  las  utilidades  de  los  principia: 
aumento  al  gravamen  de  los  antiguos  in 
sámente  en  el  momento  en  que  disminuy 
por  la  competencia  que  les  hacen  los  últii 
hé  aqui  la  injusticia  y  he  aquí  también  ' 
mió,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  contrib 
aumenten  sus  individuos,  en  que  haya  n 
les  fuera  de  la  matrícula.  Y  la  prueba  de 
tenemos  en  el  hecho  elocuentísimo  de  hab 
mios  de  una  capital  muy  importante  el  er 
esta  contribución,  obligándose  á  pagar  ui 
los  cupos  actuales,  si  se  les  dejaba  en  libe 
si  mismos  el  repartimiento. 

Pero  es  injusto  achacar  al  gremio  la  n 
esos  males,  que  nacen  de  las  condiciones 
loca,  y  no  es  razonable,  por  tanto,  aminon 
ni  menos  el  pedir  que  su  intervención  des 
de  las  consideraciones  sociales  que  reclai 
de  los  gremios  y  obligan  al  Estado  á  fom 
á  la  hacienda  que  se  mantengan  porqui 
bles  para  hacer  efectivo  el  impuesto  con 
dad  en  muchos  casos.  Lo  que  hace  falta  i 
ganización  establecida. 

Siempre  será  necesario  acudir  al  gremi 
estadística,  para  llegar  á  la  determinacic 
utilidades  individuales;  pero  ahora  que  s( 
instrumento  para  repartir  la  contribución 
á  los  oficios  y  á  un  buen  número  de  indi 
rio  constituirle  sobre  otras  bases.  Hay  qi 
primer  término  el  sistema  de  imponer  al  g 
fija  por  individuo,  con  lo  cual  el  cupo  vi 
clonado  al  número  de  los  que  en  él  figun 
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de  unaindustría  no  están  en  razón  directa  del  número  de 
aquellos  que  la  ejercen,  pues  bien  pudiera  decirse  que  la 
relación  es  aquí  inversa,  porque  á  menos  industriales  co- 
rresponden en  igualdad  de  las  otras  condiciones  mayores 
beneñcios.  Debe  fíjarse  el  cupo  atendiendo  á  la  población 
de  las  localidades  y  á  sus  circunstancias  económicas,  al 
desarrollo  de  la  industria,  á  la  salida  de  sus  productos,  á 
los  datos,  en  ñn,  que  puedan  dar  idea  de  los  provechos  que 
rinde,  y  luego  su  distribución  puede  hacerse  en  esta  forma; 
cada  uno  de  los  individuos  del  gremio  pagará  en  el  primer 
trimestre  del  año  económico  un  derecho  fijo  de  patente, 
calculado  en  la  proporción  necesaria  para  cubrir  la  quinta 
ó  la  sexta  parte  del  tota!  cupo,  y  lo  demás  de  éste  se  re- 
partirá por  el  gremio  á  los  industriales  en  relación  con  las 
utilidades  de  cada  uno,  para  determinar  las  cuotas  que  han 
de  satisfacer  en  los  trimestres  restantes.  Con  este  procedi- 
miento la  contribución  no  perdería  nada  de  su  elasticidad, 
porque  el  tanto  fijo  seria  mínimo  y,  en  cambio,  cesaría  la 
oposición  entre  los  gremios  y  el  fisco;  ahora  todo  indus- 
trial que  se  matricula  recarga  con  una  cuota  el  gravamen 
de  su  gremio;  con  el  sistema  que  indicamos,  cada  derecho 
de  patente  produciría  una  baja  en  la  cantidad  á  distribuir 
sobre  los  agremiados.  Hoy  el  gremio  disminuye  y  oculta 
cuanto  puede  el  número  de  los  contribuyentes;  entonces 
tendría  interés  en  que  aumentase  y  cuidaría  de  que  no  fal- 
tara ningún  industrial  en  la  matrícula,  porque  cuantos  más 
resultaran  inscritos,  menos  había  que  repartir  á  cada  uno. 
Así  concluirían  rápida  y  totalmente  las  ocultaciones,  y 
aunque  este  efecto  puede  conseguirse  sin  más  que  pres- 
cindir del  número  de  los  contribuyentes  al  señalar  los  cupos 
gremiales,  creemos  que  ese  doble  tipo  fijo  y  proporcional 
haría  el  impuesto  más  equitativo. 

Dos  últimas  observaciones,  entre  las  muchas  que  susci- 
ta la  consideración  del  subsidio  industrial  y  de  comercio. 
Es  la  primera  que  esta  contríbución  no  se  rige,  como  las 
otras,  por  leyes,  sino  por  reales  decretos  y  órdenes  minis- 
teriales. Al  Parlamento  no  se  llevan  más  que  bases  muy 
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amplias,  vagos  preceptos  cuyo  desarrollo  que 
del  Gobierno,  y  todas  las  tarifas  aplicadas  < 
han  hecho  por  autorización  de  las  Cortes.  Est 
gar  á  reformas  continuas  y  poco  meditadas 
hechas  con  tendencias  y  bajo  principios  co 
que  han  perturbado  la  administración  y  aumi 
ficultades.  La  observación  segunda  se  refiere ! 
puesto:  el  15  por  loo  es  el  limite  hasta  que  | 
ios  gremios  a!  señalar  las  cuotas  individuales 
aquí  un  tipo  muy  distante  del  23  por  100  á  q 
yar  la  contribución  de  inmuebles.  Las  rentas 
de  la  industria  tienen  menos  estabilidad  y  uní 
menor  que  las  derivadas  de  la  propiedad  te 
justo,  por  consiguiente,  que  éstas  sean  más  j 
las  otras;  pero  ¿acaso  hay  motivo  para  que 
sea  de  un  5o  por  lOO  en  el  impuesto?  Ciertan 
y  tal  vez  sea  que  la  ilustración  y  la  actividad 
industriales  acumuladas  en  los  grandes  centi 
ción,  la  facilidad  con  que  se  conciertan  para 
intereses  y  la  resistencia  que  á  menudo  opot 
mandas  del  fisco,  han  hecho  temer  á  los  Gobi 
gusto  mucho  más  que  el  de  los  tranquilos  pro 
persos  en  las  aldeas.  Si  ésta  no  es  la  verdadt 
indudable  que  ha  debido  entrar  por  mucho  ei 
trato  que  reciben  los  unos  y  los  otros.  Es  un  p 
en  que  conviene  colocarse  para  juzgar  de  lo 
que  consiente  la  contribución  especial  sobre 
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1.  Conocemos  ya  las  vicisitudes  de  la  legislación  mi- 
nera, porque  hemos  tenido  necesidad  de  indicarlas  al  ha- 
blar de  las  propiedades  del  Estado  '. 

La  minería  ejercida  por  los  particulares  vino  contribu- 
yendo con  un  tanto  proporcionado  á  sus  benefícios,  hasta 
que  el  decreto  de  4  de  Julio  de  182S  estableció  el  pago  de 
una  contribución  anual  de  i.ooo  reales  por  cada  perte- 
nencia de  200  varas  de  longitud  y  100  de  latitud,  más  500 
reales  por  cada  ico  varas  cuadradas  que  ocupasen  las  ofi- 
cinas de  beneñcio,  exigiendo  al  mismo  tiempo  un  5  por 
100  sobre  el  valor  total  de  los  minerales  beneficiados.  Las 
leyes  de  II  de  Abril  de  1849  y  de  6  de  Julio  de  1859  man- 
tuvieron esos  dos  impuestos,  si  bien  la  última  de  ellas  dis- 
minuyó considerablemente  el  canon  y  bajó  al  3  por  loo  el 
derecho  sobre  los  productos  brutos  de  las  minas.  La  ley 
de  4  de  Marzo  de  1868  conservó  también  el  canon,  pero 
suprimió  el  impuesto  del  3  por  loo,  autorizando  en  su  lu- 
gar la  exacción  de  derechos  que  no  excediesen  de  un  3 
por  loo  sobre  la  exportación  de  los  productos  mineros.  El 

>    Capitulo  ni  de  esta  misma  secdún. 
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decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868  redujo  la  imposición 
sobre  las  minas  á  un  canon  por  hectárea,  que  variaba  des- 
de 2  hasta  15  escudos.  La  ley  de  24  de  Julio  de  1871  mo- 
dificó estos  derechos,  y  el  decreto  de  2  de  Octubre  de  1873 
creo  un  impuesto  transitorio  de  3  por  loo  sobre  el  pro- 
ducto líquido  en  las  minas  de  .hierro  y  hulla  y  de  5  por 
ICO  en  las  de  cualquiera  otra  sustancia.  Este  5  por  100 
se  recargó  todavía  en  una  novena  parte  por  el  presupues- 
to de  26  de  Junio  de  1874;  pero  la  ley  de  21  de  Julio  de 
1876  suprimió  el  impuesto  extraordinario,  creando  en  su 
lugar  el  de  i  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  la  rique 
za  minera  y  autorizó  al  Gobierno  para  arrendarle,  cosa 
en  que  insistió  el  presupuesto  de  1877. 

Otra  vez  suprimió  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881 
el  derecho  sobre  los  productos  de  la  minería,  duplicando 
en  cambio  el  canon  de  superficie;  mas  esta  reforma  perju- 
dicaba á  las  minas  que,  por  la  clase  del  mineral,  los  car- 
bones y  hierro,  verbigracia,  ó  por  la  pobreza  del  criadero» 
necesitan  .muy  grandes  superficies,  y  dio  lugar  á  quejas 
atendidas  por  la  ley  de  25  de  Julio  de  1883,  que  fijó  ej 
canon  por  hectárea  en  10   pesetas  para  las  minas  de  pie- 
dras preciosas  y  sustancias    nietalíferas,  á  excepción  del 
hierro,  comprendidas  en  la  tercera  sección  de  las  que  es- 
tablece el  decreto  de  1868,  y  en  4  pesetas  para  las  minas 
de  hierro,  combustibles,  escoriales,  terrenos  metalíferos  y 
demás  sustancias  de  la  segunda  y  tercera  sección,  resta- 
bleciendo al  mismo  tiempo  el  derecho  del  i  por  loo  sobre 
los  productos  brutos.  El  presupuesto  de   1892  aumentó 
en  un  30  por  100   el   canon  de  superficie,  subió  al  2  el 
impuesto  sobre  los  productos  de  la  minería,  y  autorizó  al 
Gobierno  para  cob  rar  esos  derechos  directamente  por  con- 
cierto ó  por  arrendamiento.    Reglamentáronse  esas  dispo- 
siciones por  el  decreto  fecha  3  de  Agosto  del  mismo  año, 
que  mandó  celebrar  concierto   con  los  mineros,  acudir,  si 
esto  no  fuera  posible,  al  arrendamiento,  y  en  último  térmi- 
no que  la  administración  se  encargase  de  la  cobranza. 
Los  impuestos  mineros  están  regulados  hoy  por  la  ley 
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■de  28  de  Marzo  de  1900  y  el  reglamento  del  mismo  día 
en  esta  forma:  el  canon  de  superficie  á  razón  de  1 5  pese- 
tas por  hectárea  en  las  min&s  de  piedras  preciosas  y  sus- 
tancias metalíferas;  de  6  pesetas,  en  las  de  hierro  y  demás 
sustancias  de  la  2."  y  3.'  sección,  y  de  4,  en  las  de  hulla, 
lignito  y  antracita;  el  impuesto  sobre  el  producto  bruto 
seré  del  3  por  lOO  y  se  percibirá  por  el  valor  íntegro  del 
mineral  en  estado  de  venta  para  beneficiarlo  ó  expor- 
tarlo ^ 

Los  ingenieros  de  minas  inspeccionarán  la  riqueza  me- 
talúrgica y  determinarán  el  valor  de  las  diferentes  clases 
de  minerales  producidos.  Si  el  valor  consignado  por  el 
ingeniero  á  los  productos  de  una  explotación  excede  al 
declarado  por  el  dueño  en  menos  de  un  15  por  100,  el 
delegado  de  Hacienda  aprobará  la  liquidación  con  arreglo 
á  lo  informado  por  el  ingeniero.  En  el  caso  de  que  dicha 
diferencia  llegase  al  15  por  loo  ó  excediese  de  él,  se  pro- 
cederá á  la  comprobación  facultativa,  y  probada  la  defrau- 
dación, se  instruirá  expediente,  que  ha  de  resolver  la  Junta 
.administrativa,  formando  parte  de  ella  el  ingeniero  jefe 
del  distrito  minero. 

Los  Gobernadores  de  provincia  deben  dar  aviso  inme- 
diato de  todas  las  minas  que  se  demarquen  á  las  oficinas 
de  Hacienda,  para  que  éstas  abran  á  cada  una  de  ellas  la 
carpeta -registro  correspondiente.  El  canon  se  recauda  por 
trimestres  en  igual  forma  que  la  contribución  territorial,  y 
la  falta  de  pago  durante  cuatro  trimestres  producirá  la 
caducidad  de  la  mina,  que  se  venderá  en  publica  subasta 
para  reintegro  de  la  Hacienda,  y  si  no  hubiere  comprador, 
se  declarará  franco  el  terreno  de  la  pertenencia. 

Están  exentas  de  pagar  el  canon  de  superficie  las  mi- 
nas enajenadas  por  el  Estado  con  esta  condición,  conforme 
á  las  disposiciones  de  la  ley  de  29  de  Diciembre  de  1868, 
y  las  de  la  segunda  sección  que  sean  explotadas  por  los 

'  Como  f:n  su  lugar  veremus,  aigunus  minerales  pagan  ademdá 
á  Ih  exportaciún  derechos  de  aduanas. 
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dueños  de  la  superficie;  pero  todas,  sea  cualquiera  su  es- 
y^']  pede,  han  de  pagar  el  impuesto  del  3  por  100. 


Los  explotadores  de  minas  deben  presentar  en  los  diez^ 
¡^^  primeros  días  de  cada  trimestre  una  relación  de  la  canti- 

dad y  del  precio  á  que  se  venden  los  productos  obtenidos 
en  el  trimestre  anterior,  con  la  liquidación  del  3  por  loo- 
¿'  sobre  el  valor  íntegro,  sin  descuento  de  gasto  alguno.  Un 

^\  ,'  ejemplar  de  esa  relación,  que  debe  ser  triplicada,  se  pasa- 

^'  rá  al  ingeniero  jefe  del  distrito  para  que  la  apruebe  ó  mo- 

difique, y  hecho  esto  se  avisará  al  contribuyente  para  que 
pague  en  un  plazo  máximo  de  diez  días.  Si  el  interesado 
no  presentase  oportunamente  la  relación  indicada,  habrá 
de  satisfacer  por  cada  mina  la  cantidad  que  le  señale  la 
Y  administración,  dentro  de  la  segunda  quincena  del  tercer 

I?.  mes  de  cada  trimestre,  en  vista  de  los  productos  de  tri- 

1'  mestres  anteriores,  de  las  estadísticas  mineras,  informes  de 

los  ingenieros  y  demás  antecedentes  que  estime  oportunos. 
Sufrirán  un  recargo  del  10  por  loo  y  serán  objeto  del 
procedimiento  de  apremio  los  contribuyentes  que  no  satfs- 
fagan  el  impuesto  dentro  del  plazo  señalado  en  el  aviso. 
La  defraudación  se  castiga  con  el  pago  de  la  cantidad  en 
que  consista  y  un  cuadruplo  de  ella  como  multa.  Para 
asegurar  el  cobro  del  3  por  loo,  los  minerales  no  pueden 
salir  del  coto  en  que  se  produzcan  sin  guias  expedidas  por 
la  Hacienda.  La  falta  de  esas  guías  se  castiga  con  multa 
de  un  duplo  hasta  el  cuadruplo  del  importe  del  derecho,  y 
se  concede  á  todas  las  autoridades  y  á  los  particulares  la 
facultad  de  denunciar  y  detener  la  circulación  de  minera- 
les sin  guías,  así  como  una  participación  de  la  mitad  en 
las  multas. 

Por  último,  un  negociado  técnico,  desempeñado  por  in- 
genieros, tiene  á  su  cargo  en  la  Dirección  de  Contribucio- 
nes todo  lo  concerniente  á  los  impuestos  mineros,  á  la 
contribución  industrial  de  fábricas  metalúrgicas,  á  la  for- 
mación y  publicación  anual  de  la  estadística  minero-me- 
talúrgica y  á  la  inspección  de  la  fabricación  de  pólvoras  y 
materias  explosivas. 
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Rentaba  la  imposición  sobre  las  minas  un  millón  escaso 
de  pesetas  en  el  año  1849,  dio  cerca  de  dos  millones  en 
1859,  decreció  luego,  no  volviendo  á  alcanzar  ese  guaris- 
mo hasta  1883-83,  y  ha  producido  5-6oo.ooo  pesetas  en 
1900,  á  pesar  de  que  los  aumentos  hechos  en  los  tipos  del 
gravamen  no  han  regido  más  que  en  la  mitad  de  ese  año; 
los  gastos  de  la  cobranza  importaron  ^7.000  pesetas. 

También  aquí  tenemos  que  registrar  oscilaciones  de 
mucha  importancia,  que  no  han  logrado  evitarse  con  los- 
diversos  sistemas  de  arriendos  y  encabezamientos  aplica- 
dos al  impuesto.  La  recaudación  del  canon  de  superñcie 
no  encuentra  más  obstáculos  que  la  incuria  administrati- 
va; pero  la  del  tanto  por  100  sobre  la  producción  presenta- 
ya  otras  dificultades,  que  sólo  en  parte  han  logrado  domi- 
narse, desde  que  por  la  ley  de  presupuestos  de  1887  inter- 
vienen los  ingenieros  de  minas  en  la  administración  del 
impuesto  '. 

Preferible  sería,  no  obstante,  abolir  el  doble  impuesto 
que  ahora  existe  y  establecer  en  su  lugar  uno  sólo  que 
juera  proporcionado,  como  deben  serlo  todos,  no  á  la  su- 
perñcie ni  al  producto  bruto,  sino  á  las  utilidades  de  la  mi- 
nería. No  hay  razón  para  que  la  propiedad  ni  la  industria 
minera  tributen  más  que  las  otras  riquezas  semejantes.  Una 
imposición  especial  y  más  cuantiosa  sólo  es  natural  en 
tanto  que  se  admite  la  regalia  del  Estado;  pero  ha  debido 
desaparecer  desde  el  momento  mismo  en  que  nuestro  dere-' 
cho  administrativo  ha  reconocido  la  propiedad  de  los  in- 
ventores de  las  minas. 

II.  Los  bienes  de  propios  ó  tierras  del  común  conocié- 
ronse ya  en  la  ¿poca  de  los  romanos,  y  alcanzaron  enton- 
ces grande  importancia.  Durante  la  Reconquista,  los  pue-' 
blos  adquirieron  extensas  propiedades,  que  los  monarcas 
y  aun  los  nobles  les  cedían  para  premiar  sus  esfuerzos  en 

'  El  desarrollo  y  la  prosperidad  de  la  miDcría  son  lan  conside- 
rables que,  según  la  estadística  oñciai,  en  1890  ha  obtenido  esa  in- 
dostría  una  producción  de  405  millones  de  pesetns,  que  excede  en 
más  de  61  á  los  valoreí  de  1899. 
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la  guerra  contra  los  infieles.  Esta  considerable  n 
ri<^ueza,  aumentada  con  las  adquisiciones  que  por  i 
"títulos  hicieron  luego  los  municipios,  no  era,  sin  ei 
manejada  con  la  pureza  y  el  orden  necesarios,  y  p 
matizar  su  administración  se  dictaron  numerosas 
ciones  desde  la  época  de  los  Reyes  Católicos,  si 
mente  por  Felipe  V  y  Fernando  VI.  Carlos  III  m 
interés  que  le  inspiraban  la  conservación  y  el  buer 
de  tales  bienes  con  una  instrucción,  fecha  30 
de  1760,  que  los  sujetaba  á  la  fiscalización  del  Co 
Castilla  y  les  impunia  el  abono  de  dos  reales  y  oc 
ravedises  por  100  de  sus  rendimientos  Íntegros  pi 
der  á  los  gastos  de  las  oficinas  que  se  crearon.  D: 
más  tarde,  la  real  cédula  de  20  de  Mayo  de  1770  ' 
ció  las  reglas  que  habian  de  seguirse  para  el  api 
miento  de  los  propios  y  su  distribución  á  los  vec 
diante  el  pago  de  un  canon  módico. 

Los  apuros  del  Erario  hicieron  que  más  de  un 
acudiese  á  la  venta  de  los  propios  para  atender  al 
la  deuda  y  á  otras  obligaciones.  Sucesivamente  s« 
sobre  tales  bienes  hasta  un  5  por  100  con  des 
construcción  de  una  escuela  de  veterinaria,  del  ei 
los  Consejos  y  de  los  hospitales  de  Madrid,  y  lúe 
recargó  con  un  nuevo  10  por  loo  aplicado  á  la 
de  los  vales  reales.  En  1818  el  decreto  de  5  de  Aj 
bre  arreglo  de  la  deuda  elevó  la  contribución  a 
20  por  100,  que  ha  continuado  después  y  ha  ser 
darla  nombre. 

Un  Real  decreto  de  lo  de  Septiembre  de  18S: 
reservar  al  Estado  el  20  por  100  de  las  enajena< 
propios,  que  antes  no  contribuían,  yeste  principio 
tado  por  las  leyes  desamortizadoras,  consignánd 
de  I."  de  Mayo  de  1S55  que  pertenecía  á  la  nac 
por  loo  de  los  bienes  de  los  pueblos.  A  medida,  | 


>    £n  la  ley  17,  título  XXV,  libro  7.°  de  la  Novísima 
ción. 
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tales  propiedades  se  sacan  á  la  venta,  el  Estado  dispone 
de  la  quinta  parte  del  precio  y  adjudica  á  los  municipios 
el  8o  por  loo  restante. 

Enajenados  ya  en  su  mayor  parte  los  bienes  de  propios 
y  malamente  administrados  los  que  quedan,  el  impuesto, 
que  nunca  fué  muy  productivo,  dio  330.000  pesetas  en 
1889-90,  y  se  han  recaudado  por  él  557.000  en  1900. 

Diremos,  sin  embargo,  que  para  este  efecto  se  entiende 
que  son  bienes  de  propios  todas  las  rentas  que  provengan 
del  dominio  directo  ó  útil,  ó  de  los  dos  á  la  vez,  de  cua- 
lesquiera propiedades  rústicas  ó  urbanas  correspondientes 
al  común  de  un  pueblo,  que  el  20  por  100  se  venía  cobran- 
do sobre  los  productos  íntegros,  después  de  bajado  el  im- 
porte de  las  contribuciones  á  que  esas  fincas  se  hallan  su- 
jetas como  propiedad  particular;  mas  por  Real  orden  de  3 1 
de  Octubre  de  1900  se  ha  mandado  deducir  también  el  im- 
porte de  los  censos  ó  cargas  de  naturaleza  real,  y  fínal- 
mente,  que  este  arbitrio  se  recaude  conforme  al  decreto  de 
14  de  Julio  de  1S97. 

Fácil  es  convenir  en  la  arbitrariedad  de  esta  imposición, 
porque  nada  justiñca  que  la  riqueza  de  los  pueblos  sea  de 
peor  condición  y  más  gravada  que  la  propia  de  los  ciuda- 
danos. Dedicado  el  producto  de  tales  bienes  á  las  necesi- 
dades municipales,  es  decir,  á  ñnes  que  son  ya  jurídicos  ó 
políticos,  su  obligación  para  con  el  Estado  podrá  ser  igual, 
pero  nunca  mayor  que  la  señalada  á  las  propiedades  res- 
tantes de  la  misma  clase.  Además,  el  tipo  de  este  impuesto 
especial,  que  recae  sobre  los  ordinarios,  es  por  sí  mismo 
abusivo,  y  clara  es  también  la  injusticia  que  ha  cometido 
el  Estado  capitalizando  la  contribución  para  atribuirse  una 
parte  de  la  propiedad  afecta,  según  hemos  indicado  y  ten- 
dremos ocasión  de  repetir  cuando  de  la  desamortización 
nos  ocupemos. 

m.  La  ley  de  1 1  de  Julio  de  1877,  que  mandó  llevar 
á  cabo  la  repoblación  de  los  montes,  creó  para  atender  á 
sus  gastos  un  arbitrio  del  10  por  100  sobre  todos  los  apro- 
vechamientos forestales,  aunque  sear.  gratuitos  para  los 
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tra  excepción  que  los  pa 
les. 

nto  de  18  de  Enero  de  i 
-zo  de  1891  determinan, 
ifectivo  al  conceder  la  lii 
y  que  los  municipios  sei 
de  no  satisfacerle  los 
21  de  Abril  de  1891  y  I 
j6,  el  10  por  IDO  debe  ce 
>s  aprovechamientos  y  e 
por  loo  de  propios  hayí 

ición,  sin  embargo,  no  d 
sino  á  la  minoración  de 
|Ue  se  recauda  en  virtuc 
eglo  á  la  ley  de  presupu 
mejora  de  los  montes,  i 
425  pesetas  en  1889-90, 
iño  1900. 
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La  ley  del  27  de  Marzo  de  1900  y  un  reglamento  fech& 
30  del  mismo  mes  han  establecido  esta  contribución,  cuyoi 
nombre  no  corresponde  á  su  objeto,  y  que,  en  realidad* 
tampoco  es  nueva ,  porque  apenas  hace  más  que  refundir 
imposiciones  desde  muy  antiguo  conocidas. 

Clasifíca  la  ley  las  utilidades  en  tres  grupos,  y  la  tarifa 
primera,  que  comprende  á  las  procedentes  de  trabajo  perso- 
nal, exige:  un  10  por  100  sobre  los  sueldos  y  retribuciones 
de  cualquier  clase,  ordinarias  ó  extraordinarias,  que  per- 
ciban los  gerentes,  administradores,  consejeros  ó  represen- 
tantes de  Bancos,  Sociedades,  Cajas  de  ahorro  y  corporaT 
cienes  de  todas  clases,  los  administradores  de  bienes  aje- 
nos y  los  habilitados  del  clero  y  ctsses  del  Estado,  y  el  S 
por  100  de  los  sueldos  y  remuneraciones  de  los  empleados 
de  Sociedades,  corporaciones  y  particulares,  los  agentes 
de  seguros  y  los  artistas  dramáticos  ó  líricos,  toreros,  pe- 
lotaris, etc.  Las  clases  pasivas  del  Estado,  Casa  Real  y 
corporaciones  contribuirán  con  el  15  porioo  por  sus  ha: 
beres  hasta  1.500  pesetas,  el  16  hasta  2.500,  el  18  hasta 
5.000  pesetas,  y  de  aquí  en  adelante  pagarán  el  20  por  100. 
Los  empleados  civiles,  presidentes  y  vocales  de  las  corpo- 
raciones administrativas  satisfarán  el  10  por  lOO. hasta 
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I.500  pesetas  de  haber,  el  12  hasta  2.500,  e 
el  16  hasta  7.500,  el  18  hasta  12.500,  y 
mayores  el  20  por  100.  Los  militares  paga 
los  capitanes  y  subalternos,  el  10  los  jefes 
rales  de  brigada  y  el  iS  los  demás.  Los  em[ 
taciones  y  Ayuntamientos  han  de  sstisfac 
hasta  i.ooo  pesetas,  el  12  hasta  5,000  y  < 
los  haberes  más  altos.  Por  último ,  los  re¡ 
propiedad  contribuyen  sobre  las  dos  tercei 
honorarios:  con  el  10  por  loo  los  de  la  4. 
za  hasta  1.225  pesetas,  con  el  12  los  qu 
superior,  con  el  14  los  registradores  de  3 
de  2.'  clase  y  con  el  18  los  de  I.* 

La  segunda  tarifa  se  aplica  á  las  utilid 
del  capital,  y  señala;  el  20  por  100  á  lo! 
deuda  del  Estado,  con  excepción  de  la  lis 
ro,  la  flotante  y  las  extranjeras,  y  á  las  ca 
el  5  por  100  á  los  dividendos  de  los  Batí 
dividendos  de  Sociedades  anónimas,  exce 
que  pagarán  el  2  únicamente,  á  los  empr 
ciones  de  las  corporaciones  locales,  Socie 
sas,  á  las  primas  de  amortización  de  las 
ferrocarriles  y  Sociedades  anónimas  y  á  lo 
préstamos. 

Están  incluidas  en  la  tarifa  3.'  las  utilic 
den  del  trabajo  juntamente  con  el  capital,  \ 
15  por  loo  los  beneñcios  de  los  BancoS;  e 
tengan  las  sociedades  por  acciones,  exce 
los  de  Compañías  que  exploten  tranvías  j 
nes;  el  7  á  las  Compañías  de  ferrocarriles, 
navegación;  el  6  a  las  cooperativas  que  m 
se  obrera;  el  2  á  las  primas  de  seguros 
otros  daños  y,  finalmente,  50  céntimos  pe 
mas  de  seguros  de  vida,  cooperativos,  de 
rítimos  y  de  transporte. 

Se  exceptúan  únicamente  del  impuestc 
los  maestros  de  instrucción  primaria,  de  li 
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pa,  inválidos  retirados,  los  premios  que  se  daná  las  huér- 
fanas con  cargo  á  la  renta  de  loterías,  las  limosnas  de  Al- 
madén, el  50  pqr  100  de  premios  por  venta  de  los  billetes 
de  lotería,  los  haberes  inferiores  á  1.500  pesetas  pagados 
por  particulares,  las  retribuciones  de  las  hermanas  de  la 
caridad  y  los  jornales. 

>  El  impuesto  se  recauda  por  retención  directa  sobre  los 
intereses,  sueldos  y  rentas  que  paga  el  Estado;  por  reten- 
ción indirecta  sobre  los  dividendos,  intereses  y  consigna- 
ciones que  han  de  hacer  las  entidades  que  las  satisfacen, 
percibiendo  el  l  por  ico  como  premio  de  cobranza  y  me- 
diante declaraciones  juradas,  que  debe  presentar  todo  el 
que  obtenga  alguna  de  las  utilidades  gravadas,  cuando  la 
retención  no  esté  á  cargo  de  la  persona  ó  entidad  que  las 
satisface. 

Las  Diputaciones,  Ayuntamientos,  Sociedades  y  parti- 
culares quedan  obligados  á  presentar  relaciones  juradas 
de  lo  que  abonan  por  los  conceptos  gravados  á  sus  res- 
pectivos acreedores,  y  los  Bancos,  Sociedades  y  registra- 
dores de  la  propiedad  otras  relaciones  también  juradas  y 
con  los  comprobantes  necesarios  de  las  utilidades  que  con- 
sigan. Para  facilitar  la  investigación  se  establecen  en  las 
Administraciones  de  hacienda  tres  registros,  uno  de  accio- 
nesy  otro  de  obligaciones  y  cédulas  y  el  tercero  áe  présta- 
mos hipotecarios^  que  llevará  un  abogado  del  Estado,  y  en 
los  partidos  judiciales  los  registradores  de  la  propiedad 
tomarán  y  pasarán  nota  á  la  Administración  de  los  docu- 
mentos que  se  les  presenten  y  estén  sujetos  á  aquellos  re- 
gistros. Abogados  y  registradores  devengan  honorarios 
por  ese  examen  de  documentos,  aunque  los  correspondien- 
tes á  los  primeros  ingresan  en  el  Tesoro.  Las  defraudacio- 
nes se  castigan  con  multas  que  pueden  llegar  hasta  5.000 
pesetas  ^ 


^  Véanse  las  reales  órdenes  de  28  de  Mayo,  30  de  Junio  y  2  de 
Julio  de  1900,  que  aclaran  algunas  disposiciones  del  reglamento,  y 
el  decreto  de  29  de  Diciembre,  que  matnda  verificar  la  recaudación 
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ión  extractada  no  pudo  rej 
30,  y  durante  ellos  sólo  se 
375.963  pesetas  en  vez  de 
isupuestado. 
jodido  verse,  el  impuesto  s 

mobiliaría  no  alcanza  má 
clones  productivas  de  ésta 
remuneraciones  del  trabaje 
Lieza  mobiliaría.  Por  otra  pe 
ita  contribución  son  princi 
jeuda  pública,  los  divideni 
el  rendimiento  de  los  otro: 
le  dieron  52  millones  de 
sueldos  que  pagan  el  Esta 
s  y  particulares,  cuyo  gra 
into  unas  como  otras  mate 
1  por  las  tarifas  de  la  conti 
¡nto  sobre  los  sueldos  ó  en 
^s  conceptos  de  la  terceri 
ades  del  trabajo  juntament 
ron  4  millones  escasos  ^,  c 

en  el  impuesto  industrial, 
ir  considerablemente,  por  i 
es  establecidos. 
Je  la  deuda  pública,  que  vt 
:  i[2  por  pagos  del  Estado 
1  los  recargos  corresponc 
da  con  el  20  por  loo,  no  h 
os  á  la  doble  condenación 

recibos  talonarios  para  varios  ■ 

¡ocia  entre  el  total  de  esos  ga 
Salados  á  la  recaudación  se  ex 

5  s  millones  por  los  conceptos 

I  el  Cap.  XXIX  HUtoria  de  la  i 
anteriores  de  esta  clase. 
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le  ese  descuento,  ya  en  general ',  ya  atendiendo  á  la  his- 
toria y  condiciones  de  nuestro  crédito  público  ^,  Sin  em- 
bargo, estamos  en  el  caso  de  censurar  la  imposición  no 
sólo  por  su  naturaleza,  sino  también  por  su  cuantía.  Los 
altos  tipos  de  contribución  se  excusan  con  las  grandes 
ocultaciones  de  la  materia  imponible;  pero  aquí  donde  la 
defraudación  es  imposible,  ese  enorme  gravamen  no  tiene 
pretexto  alguno.  Y  no  es  tampoco  razonable,  considerado 
relativamente,  porque  en  la  misma  tarifa  se  señalan  los 
tipos  del  5  y  del  3  por  loo  para  los  dividendos  de  Bancos 
y  Sociedades,  para  los  intereses  de  empréstitos  locales,  de 
obligacionesy  hasta  de  cédulas  hipotecarias.  Prescindiendo 
de  que  asi  et  impuesto  no  es  proporcionadú  á  las  utilida- 
des, sino  establecido  sobre  ellas  arbitrariamente,  ¿por  ven- 
tura el  Estado,  que  de  tal  manera  trata  á  sus  acreedores, 
puede  afirmar  que  sus  títulos  de  crédito  ofrecen  garantía 
mucho  mayor  que  los  privados?  Bien  claro  resulta  de  esto 
que  el  20  por  100  sobre  la  deuda  pública  es  una  verdade- 
ra qmta^  no  un  impuesto,  y  no  podemos  menos  de  repetir 
otra  vez  que  la  quiebra  declarada,  esa  reducción  hecha  en 
el  capital  de  la  deuda  hubiera  sido  un  acto  de  enérgica 
franqueza,  justiñcado  por  la  necesidad,  una  operación  do- 
lorosa,  pero  de  resultado  decisivo,  mientras  que  el  hipó- 
crita recurso  del  impuesto,  sin  engañar  á  nadie,  lejos  de 
salvar  la  crisis  y  de  curar  el  mal,  les  ha  dado  forma  peor, 
les  ha  hecho  permanentes  y  ha  abierto  una  llaga  que  ator- 
menta el  presente  y  cierra  el  porvenir  al  crédito  del  Estado. 
Arguye,  además,  contra  los  principios  invocados  la 
exención  que  se  concede  á  las  deudas  en  poder  de  extran- 
jeros, sobre  todo  la  de  las  deudas  del  Tesoro,  y  por  últi- 
mo, las  cargas  de  justicia  rechazan  también  un  gravamen 
permanente,  porque  al  otorgarlas  es  cuando  debiera  hacer- 
se el  descuento  que  les  corresponde  sufrir  como  materia 
imponible. 


*  Tomo  I,  págs.  368  y  siguientes. 

*  Páginas  2j8  y  ¡ñguientes  de  este  n 
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En  cuanto  á  los  sueldos,  bien  ontigí 
el  arMiio  que  cánsate  en  reducir  de  u 

los  haberes  satisfechos  por  el  Estado  á 
él  dependen.  Los  monarcas  de  la  casa  di 
ron  mano  de  todo,  acudieron  frecuente 
so,  y  Felipe  IV,  no  contento  con  las  r 
rias  de  los  sueldos,  hizo  extensivos  á  1 
dos  los  destinos  públicos  los  derecho 
exigidos  á  los  títulos  del  reino. 

Mantuviéronse  sin  interrupción  las  n 
que  fueron  suprimidas  por  las  Cortes 
Noviembre  de  1820,  y  vueltas  á  estab 
daron  definitivamente  abolidas  por  las 
tos  de  1835  y  1845  •.  Los  descuentos  I 
dos,  sobre  todo  por  Felipe  V  en  los  p 
Carlos  IV  en  los  últimos  del  siglo  X^ 
continuos  y  lian  acabado  por  convertii 
cuyas  bases  se  modificaron  varias  veci 
te  desde  hace  treinta  y  cuatro  años, 
vio  obligada  á. imponer,  por  decreto  d 
1809,  el  descuento  de  los  sueldos,  sin 
ja  que  hubo  de  hacer  luego  e  n  ellos;  Fe 
le  redujo  al  4  por  loo  para  los  haberes 
reates;  en  1820  volvió  á  hacerse  prog 
por  ICO;  en  1835  se  impuso  una  reduc 
100  á  las  pensiones,  que  en  1836  se  ex 
activos;  en  1848  se  mandó  contribuir 
braban  del  Tesoro  con  una  mensualid 
tivo  forzoso;  en  1849  y  50  la  rebaja  fu 
activos  y  de  dos  para  las  clases  pasiva 
vio  al  descuento  gradual  del  6  al  20  pi 
cionarios  activos,  fijándose  el  uniformt 


•  Una  real  orden  df  25  de  Septiembre  < 
la  segunda  de  esas  leyes  la  i^ue  suprimió  el 
a6  de  Noviembre  de  1848  declaró  que  haln'a 
primera  de  ellas. 
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las  clases  pasivas.  En  1855  se  subió  el  máximum  hasta  el 
25  por  loo,  y  al  año  siguiente  se  rebajó  al  13. 

El  real  decreto  de  23  de  Febrero.de  1857  restableció  ei 
pago  íntegro  de  todos  los  haberes,  mas  no  pasó  mucho 
tiempo  sin  que  el  descuento  reapareciese  con  la  ley  de  pre- 
supuestos, fecha  29  de  Junio  de  1867,  que  creó  el  impuesto 
de  5  por  100  sobre  rentas^  sueldos  y  haberes  y  asignaciones. 
Este  gravamen  se  elevó  al  10  por  loo,  según  la  orden  de 
20  de  Enero  de  1870,  confirmada  luego  en  el  presupuesto; 
por  real  decreto  de  28  de  Septiembre  de  187 1  se  hizo  pro- 
gresivo para  las  clases  civiles  desde  el  12  al  20  por  100; 
se  recargó  en  una  novena  parte,  según  la  ley  de  26  de  Ju- 
nio de  1874,  á  los  funcionarios  del  orden  civil  y  á  los  mi- 
litares, desde  la  categoría  de  brigadier  en  adelante,  y  en  el 
presupuesto  de  21  de  Julio  de  1876  se  arregló  á  una  esca- 
la de  15  á  25  por  100,  exceptuando  á  los  militares  del  au- 
mento y  sometiendo  á  este  último  tipo  los  haberes  pasivos, 
sin  excepción.  Puso  término  á  esta  verdadera  enormidad  la 
ley  de  31  de  Diciembre  de  1881,  que  limitó  el  descuento 
al  10  por  100. 

En  su  origen,  y  conforme  á  la  ley  de  1867,  el  impuesto 
se  propuso  gravar  todas  las  rentas  que  no  procediesen  de 
los  bienes  inmuebles  ó  del  ejercicio  de  la  industria,  y  afec- 
taba, por  consiguiente,  no  sólo  á  los  sueldos  y  asignacio- 
nes pagadas  por  el  Tesoro,  sino  también  á  los  intereses' 
percibidos  por  los  acreedores  del  Estado,  de  las  provincias 
y  municipios,  á  las  clases  remuneradas  por  los  presupues- 
tos provinciales  y  municipales,  á  los  beneficios  repartidos 
entre  sus  accionistas  por  los  Bancos  y  Sociedades  no  fa- 
briles, á  las  rentas  cobradas  por  los  acreedores  de  esos  es- 
tablecimientos, á  los  sueldos  abonados  por  éstos  á  funcio- 
narios nombrados  por  el  Gobierno,  y  finalmente,  á  las  dos 
terceras  partes  de  los  honorarios  devengados  por  los  re- 
gistradores de  la  propiedad,  es  decir,  á  los  mismos  con- 
ceptos que  ahora  abraza  el  impuesto  de  las  utilidades; 
pero  incluidos  los  dividendos  de  las  Sociedades  anónimas 
en  las  tarifas  de  la  contribución  industrial,  á  virtud  dé  la 
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tradores  de  primera  y  segunda  clase,  de  5  para  los. de  ter- 
cera y.  de  4  para  los  de.  cuarta,  que  no  percibían  asigna- 
ción del  Tesoro.  El  importe  de  este,  aumento  se  destinaba 
á  subvencionar  los  registros  cuyos  rendimientos  no  lle- 
guen á  3.000  pesetas,  hasta  completar  esta  suma  y  coa** 
tear  los  libros,  que  antes  abonaban  separadamente  dichos 
funcionarios. 

La  ley  de  presupuestos  de  1887  refundió  esas  imposL- 
.ciónes  en  una  exigida  sobre  las  dos  terceras  partes  de  los  '^ 

honorarios,  en  esta  forma:  el  16  por  100  á  los  registrado- 
ras de  primera  y  segunda  clase,  el  IS  por  100  á  los  de 
tjrcera  y  el  14  á  los  de  cuarta  que  no  tuvieran  asignación 
del  Estado,  y  en  1893  se  señaló  á  todos  el  15  por  100. 

iNo  figuran  en  el  nuevo  impuesto  las  asignaciones  ecle- 
siásticas; pero  el  llamado  donativo  del  clero  y  monjas  so- 
mete también  estas  clases  á  un  descuento,  que  se  diferen- 
cia del  general  en  que  es  sólo  de  1 1  por  100  para  las 
dotaciones  inferiores  á  S-Ooo  pesetas  y  sobre  todo  en  la 
manera  de  exigirle.  Cuando  se  establece  la  contribución 
S3  invita  á  los  que  perciben  dotaciones  eclesiásticas  para 
que  adopten  la  rebaja,  y  en  tanto  que  no  acceden  al  dona- 
tivo no  se  les  satisface  el  resto  de  los  haberes.  Es  un  cu- 
rioso modo  de  guardar  las  formas.  Alguna  vez,  sin  em- 
bargo, se  ha  solicitado  la  autorización  del  Papa  para  crear 
ó  subir  esos  descuentos.  A  4  millones  de  pesetas  ascien-, 
de  este  recurso. 

Todo  impuesto  sobre  los  haberes  que  paga  el  Estado 
es,  por  lo  monos,  una  complicación  administrativa  innece- 
saria y  un  ramo  de  contabilidad  enteramente  inútil.  Bueno 
que  al  fijar  los  sueldos  se  tenga  en  cuenta  la  obligación 
en  que  se  halla  el  funcionario  de  contribuir  á  las  c  irgas 
públicas;  pero,  una  vez  fijada  la  retribución,  debe  abonár- 
sele por  completo.  No  se  concibe  el  señalamiento  de  dota- 
ciones excesivas  para  tener  el  gusto  de  rebajarlas  con  el 
descuento,  y  se  comprende  menos  todavía  que,  siendo  de 
ordinario  la  retribución  del  empleado  mezquina  ó  insufi- 
ciente, venga  además  á  ser  objeto  de  imposición. 
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fuertes  descuentos  establecidos  sobre  los  sueldos  del  Es* 
tado,  se  rebajaban  las  antiguas  dotaciones»  en  lugar  de 
restablecerlas  para  exigirles  luego  ese  descuento;  pero  no 
-es  menos  cierto,  que  ni  en  el  proyecto,  ni  el  texto  de  la  ley 
de  26  de  Julio  hay  disposición  alguna  que  declare  esa  ex- 
cepción de  los  terminantes  preceptos  que  repetidas  veces 
han  establecido  el  impuesto.  Fué,  por  otra  parte,  bien 
poco  hábil  el  pretexto  elegido,  porque  si  las  dotaciones  de 
que  nos  ocupamos  se  fíjaron  teniendo  en  cuenta  el  des- 
cuento máximo  de  20  por  loo  que  regía  en  Abril  de  1876, 
cuando  tres  meses  después  se  elevó  hasta  el  25,  el  aumen- 
to debió  alcanzar  á  la  casa  real,  así  como  ésta  ha  sido 
perjudicada  luego  que  el  impuesto  se  redujo  al  lo,  y  la 
sería  más  aún  el  día  en  que  se  suprimiera,  porque  ella  se  - 
guiría  sufriendo  sus  consecuencias.  Lo  que  hay  aquí  es 
un  privilegio  insostenible  en  favor  de  las  más  altas  asigna* 
•clones  que  satisface  el  Tesoro  público,  cuando  sin  con- 
templación alguna  se  cercenan  hasta  las  más  exiguas  y 
sagradas,  y  para  aminorarle  sin  duda^  se  ha  acudido  al  do- 
nativo de  un  millón  de  pesetas  que  hace  anualmente  la 
familia  real  desde  el  año  1895 . 

Finalmente,  por  lo  que  hace  á  los  conceptos  de  la  tari- 
fa tercera  de  la  contribución  sobre  las  utilidades,  encontra- 
mos más  recargado  el  13,75  por  100  que  exigía  antes  la 
contribución  industrial  á  los  Bancos,  un  aumento  del  11 
que  pagaban  las  Sociedades  por  acciones  y  la  subida  tam- 
bién del  6,90  señalada  á  las  (Compañías  de  ferrocarriles  y 
navegación.  Mantiénese  de  esta  suerte  el  injusto  procedí - 
íniento  que  consiste  en  gravar  dos  veces,  una  en  su  tota 
lidad  y  otra  al  repartirse  en  dividendos,  los  beneficios  de 
la:.  Sociedades,  abrumadas  ya  por  los  impuestos  de  dere 
.;ho3  reales  y  del  timbre,  con  daño  del  espíritu  de  asocia- 
cjón,  tan  poco  desarrollado  entre  nosotros  y  al  que  tanto 
tenemos  que  pedirle. 

¿Á  qué  se  reduce,  pues,  la  nueva  contribución  sobre  uti  • 
lidades?  Es  la  vuelta  al  sistema  que  aplicó  la  ley  de  29  de 
Junio  de  1867,  con  una  clasificación  de  las  utilidades  por 
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1,  que  está  tomada  de  la 
el  deseo  de  elevar  y  hací 
ecidos;  tal  vez  se  propí 
ificación  al  impuesto  sol 
rido  asíintar  las  bases  de 
las  rentas,  ha  hecho  el  t 
Uiza  el  intento,  ni  da  siqi 
;ún  calor. 


XXII 


■mpuestea  sobre  la  clrcnlmclon. — Transpinr- 
tea  de  rlajeros  j  mereaneíaa. 


No  se  dirige  este  impuesto  á  buscar  una  retribución  para 
los  costosos  esfuerzos  que  han  hecho  los  Gobiernos  con  el 
objeto  de  construir  y  fomentar  las  vías  de  comunicación 
de  todas  clases;  es  no  más  que  un  nuevo  gravamen  indi- 
recto,  que  afecta  á  la  circu!ación  y  que  toma  como  mate- 
ria imponible  el  transporte  de  las  personas  y  las  merca- 
■disrías. 
'  Han  sugerido  la  idea  de  crear  los  impuestos  de  esta  cía* 
se  el  gran  desarrollo  del  movimiento  y  el  tráfico,  conse- 
cuencia de  la  rapidez  y  perfección  de  las  comunicaciones, 
y  sobre  todo  la  facilidad  Con  que  tales  derechos  se  esta- 
blecen y  recaudan  Son  por  eso  de  fecha  muy  reciente,  y 
entre  nosotros  comienzan  con  la  ley  de  presupuestos  del 
año  1864,  que  estableció  un  recargo  de  10  por  ICO  sobre  el 
precio  de  los  billetes  de  viajeros  por  ferrocarriles.  Cedidos 
los  productos  de  esa  exacción  á  las  Compañías  concesio- 
narias de  los  caminos  de  hierro,  á  título  de  auxilio  transito- 
rio, por  real  deCreto  de  29  de  Diciembre  de  1866,  la  ley  de 
26  del  mismo  mes  de  1872  creó  un  nuevo  impuesto  de  10 
por  100  sobre  las  tarifas  de  los  viajeros  de  los  ferrocarri- 
les, haciéndolo  extensivo  á  los  viajeros  en  buques  de  va- 
por, diligencias  y  otros  medios  de  locomoción  de  esta  cía- 
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se.  La  misma  disposición  estableció 
sobre  los  transportes  por  ferrocarril 
municación,  incluso  el  cabotaje.  E 
de  Junio  de  1874  aumentó  el  imput 
candas  en  un  50  por  100  para  gas 
guerra;  pero  abolido  por  ley  del  3( 
decir,  al  cabo  de  diez  y  seis  años  d 
vo  recargo  del  10,  cedido  á  las  Com| 
al  1 5  por  100  el  impuesto  sobre  los 

Ampliado  á  los  tranvías  y  modi 
impuesto  quedó  reformado  últimam 
supuestos  de  1898,  que  ñjó  en  el  4 
transporte  el  derecho  de  registro  sobr 
torizó  que  tanto  éste  como  el  establ 
de  viaje''OS  se  cobrasen  por  medio  d 
tos  con  las  empresas  ó  de  recargos 
dustrial. 

Los  impuestos  sobre  la  navegació 
numerosos,  simplificados  ya  por  rea 
cíembre  de  1851,  fueron  reducidos, 
creto,  fecha  22  de  Noviembre  de  \i 
que  se  denominó  de  descarga,  y  co 
los  de  fondeadero,  faros,  sanidad,  ca 
ees  existentes.  Conserváronse  tan  s< 
cíales  de  ettarentenay  lazareto. 

Por  decreto  del  2  de  Octubre  de  i 
el  carácter  de  transitorio,  un  impue 
de  exportación,  que  se  llamó  de  carg 
fué  tan  mal  recibida  esta  medida,  qu 
Enero  de  1874.  Subsistió,  en  cambi 
por  la  ley  del  26  de  Junio  de  1874, : 
garan  los  buques  y  los  viajeros  qu 
ordenanzas  de  Aduanas  del  23  de  Jl 
ron  esos  derechos,  modiñcando  alg 
han  venido  rigiéndose  por  las  ord 
ley  de  presupuestos  de  1876,  que 
sobre  transporte  marítimo  de  mercal 
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de  la  Península,  islas  adyacentes  y  posesiones  de  África, 
Por  último,  la  ley  del  30  de  Agosto  de  1896  creó  un  líw- 
puesto  provisional  de  tráfico  que  debía  cobrarse  durante 
quince  años  sobre  el  movimiento  de  pasajeros  y  mercan- 
cías, para  destinar  al  menos  80  millones  de  sus  rendimien* 
tos  á  la  construcción  de  barcos  de  guerra.  Aquellas  tari- 
fas se  recargaron  por  decreto  del  30  de  Junio  de  1 897,  y 
su  producto  se  aplicó,  en  primer  término,  á  la  dotación  del 
presupuesto  extraordinario  por  la  ley  de  28  de  Junio 
del898« 

.  Eran  tres,  por  consiguiente,  los  gravámenes  que  pesa- 
ban sobre  la  circulación  de  viajeros  y  mercancías,  y  todos 
ellos  quedaron  suprimidos  por  la  ley  de  20  de  Marzo 
de  I900>  que  ha  establecido  un  impuesto  de  transportes.  El 
reglamento  para  la  aplicación  de  esa  ley  lleva  la  misma 
fecha  que  ella. 

El  nuevo  impuesto  se  ha  dividido  en  dos  ramas:  una  se 
aplica  á  los  pasajeros,  metálico  y  mercancías  en  la  na- 
vegación marítima  y  á  estas  últimas  á  la  salida  ó  entrada 
por  las  aduanas  terrestres;  la  segunda  comprende  á  pasa- 
jeros, metálico  y  mercancías  que  circulen  en  el  interior 
por  tierra  ó  por  los  ríos. 

La  tarifa  sobre  viajeros  en  la  navegación  marítima  dis* 
tingue  las  tres  clases  admitidas  en  ésta,  y  dentro  de  cada 
una  de  ellas,  la  extensión  del  recorrido,  la  procedencia  ó 
el  destino  y  la  calidad  del  pasaje,  señalando  derechos  que 
vanan,  según  esas  condiciones,  desde  25  céntimos  exigi* 
dos  por  pasajero  de  tercera  en  la  navegación  de  primera 
clase  hasta  25  pesetas  que  deben  satisfacer  los  pasajeros  de 
primera  en  la  navegación  de  tercera  clase.  Las  mercancías 
pagan  derechos  diferentes,  según  la  clase  de  navegación,, 
con  arreglo  á  la  naturaleza  de  los  géneros,  y  según  se  tra- 
te de  desembarque  ó  de  embarque;  esta  tarifa,  por  tonela- 
da de  1. 000  kilogramos,  va  desde  15  céntimos,  que  se  co- 
bran lo  mismo  por  desembarque  ó  embarque  en  la  nave- 
gación de  primera  clase,  hasta  7  y  5  pesetas  que  respecti- 
vamente exigen  por  la  descarga  ó  la  carga  á  las  mercan. 
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tastñc&dos  y  ai  metálico  eo  la  'nayegaci<5n  detcr-^ 
e  ^  Nada  dice  la  ley  raspeoto  de  los  derechos  que 
tisfacer  las  mercaderías  que  se  exporten  é  impor-' 
as  aduanas  terrestres;  pero  el  art.  21  del  regla- 
spone  que  en  estos  casos  se  observen  las  mismas. 
Raladas  para  la  navegación  en  cuanto  sean  cOm- 
:on  la  diTerencia  del  anedio  de  transporte,  sirvien 
ise  para  la  exacción  las  hojas  de  ruta  y  notas  de- 
(.'anzado  en  la  importación  y  los  resúmenes  du 
las  ó  facturas  sueltas  de  la  exportación,  según  quo 
lercios  se  hagan  pOt  ferrocarril  ó  por  caminos  or- 
le del  impuesto  que  recae  sobre  la  circulación  m- 
iva  el  transporte  por  cualquier  medio  de  locomo- 
restre  ó  fluvial,  con  un  30  por  loo  del  precio  do 
es  ó  asientos  de  viajeros,  debiendo  UmiÉarseal  10 

en  las  expediciones  por  ferrocarril  cuando  las 
ias  le  reduzcan  en  un  25  ó  más  por  loo,  y  exige 

precio  del  transporte  de  toda  clase  de  objetos, 
ndo,  respecto  de  los  equipajes,  sólo  el  exceso  de 

án  el  impuesto  en  la  navegación  marítima  los  ca- 
y  los  consignatarios  de  buques  ó  agencias  de 
te.  Las  Compañías  y  dueños  de  los  vehículos  de 
;e  que  se  dediquen  á  la  conducción  de  viajeros  y 
¡as  por  tierra  ó  por  los  ríos  están  obligados  á  re^ 
:l  impuesto  al  mismo  tiempo  que  el  precio  de  los 
asientos  ó  transportes,  percibiendo  el  1,50  por  loo 
remio  de  cobranza.  El  Gobierno  puede  celebrar 
3s  con  las  empresas  de  tranvías,  ripperts,  carrua- 
ogos  y  ferrocarriles,  cuando  no  cobren  más  de 
mos  de  peseta  por  todo  el  recorrido,  con  la  bonifl- 
lel  I  112  por  loo  sobre  el  producto  de  los  billetes 


no  es  recordar  que  sobre  la  navegaciiíti  marítima  pesan 
is  arbitrios  concedidos  á  las  Juntas  locales  encargadas  de 
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^e.los  viajerps  que  hayan  conducido  el  año  anterí 
bren  ¿razón  de  una  peseta  por  cada  metro  del  recor 
Los.  dueños  dé  diligencias  y  demás  medios  de  locóme 
con  motor  de  sangre  por  los  caminos  ordinarios  po 
concertarse  también  satisfaciendo  el  50  por  ICO  de] 
puesto  que  correspondería  á  todos  los  viajeros  que  p 
contener  elcarmaje  respectivo;  si  rehusara  el  concier 
Ministro  de  Hacienda  ñjará  la  cantidad'qua  deben  abi 
El  impuesto  correspondiente  á  los  carruajes  que  no  1 
rran  un  trayecto  mayor  de  35  kilómetros  se  cobrará  ( 
antes,  por  medio  de  unas  patenies  de  75  á  250  peseta: 
gún  sean  de  dos  ó  cuatro  ruedas  y  atendiendo  al  núme 
caballerías  que  los  arrastren  y  á  la  distancia  que  reco 

Se' exceptúan  del  pago  de  este  impuesto  los  indivi 
de  cuerpos  armados  cuando  viajen  en  comisión  del  s 
ció,  los  funcionarios  del  Gobierno  que  tengan  derec 
viajar  gratis,  los  empleados  de  las  líneas  de  ferrocat 
los  menores  de  tres  años,'los  náufragos,  pobres  de  se 
nidad  y  penados,  la  correspondencia  pública,  metal 
demás  efectos  que  se  transporten  por  cuenta  del  Es 
los  transportes  dentro  de  una  misma  bahía,  los  en 
vacíos,  los  transbordos  y  ia  carga  ó  descarga  por  a 
forzosas,  el  embarque  de  aprovisionamientos  en  lO! 
ques,  ios  equipajes  que  acompañen  á  los  viajeros  y  t( 
cuerpo  diplomático,  y  por  último,  el  metálico  y  laS 
canelas  en  el  comercio  de  tránsito. 

En  cuanto  á  la  administración,  se  dividen  tambíé 
dos  ramas  del  impuesto:  la  parte  que  recae  sobre  la  1 
gación  y  el  comercio  exterior  corre  á  cargo  de  la  I 
ción  de  aduanas  y  la  que  grava  la  circulación  in 
depende  de  la  de  contribuciones.  Las  defraudaciones 
contravención  del  reglamento  se  castigan  con  multa: 
pago  hasta  de  diez  veces  el  importe  de  las  cuotas  dí 
dadas. 

Establecido  el  impuesto  en  el  mes  de  Abril  de  19c 
producido  en  los  meses  siguientes  de  ese  año  un  tot 
37  millones  de  pesetas,  en  el  que  están  comprendidi. 
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Elportorium  de  los  romanos,  los  diezmos  de  puertos  en 
las  monarquías  de  la  reconquista  y  el  almojarifazgo  de  los 
árabes  son  los  antiguos  precedentes  de  nuestra  renta  de 
aduanas,  que  parece  no  haber  existido  bajo  ladominactón 
del  pueblo  godo. 

Cobrábase  ya  en  los  reinos  cristianos  de  la  Edad  Media 
el  diezmo  de  puertos  en  los  mojados  ó  de  mar  y  en  los  se- 
cos, ó  sea  el  trasporte  por  tierra  de  las  mercaderías  que 
pasaban  de  uno  á  otro  de  aquellos  Estados;  pero  esas 
exacciones  se  perfeccionaron  con  la  adopción  por  parte  de 
los  conquistadores  del  almojarifazgo^  que  los  moros  tenían 
establecido  en  los  puertos  de  Andalucía,  y  que  consistía 
en  derechos  proporcionados  al  valor  de  los  artículos  de  co- 
mercio, Fernando  III,  al  apoderarse  de  Sevilla,  conflrm» 
tales  derechos  y  dio  el  primer  cuaderno  expresivo  de  to- 
das las  mercaderías  que  quedaban  sujetas  á  su  pago. 
Nuestro  primer  arancel  lleva,  por  consiguiente,  la  fecha 
del  siglo  XIII. 

Alfonso  X  mostró  muy  principalmente  su  sabiduría  en 
el  espíritu  de  libertad  con  que  legisló  sobre  aduanas;  re- 
dujo á  la  octava  parte  del  valor  de  los  géneros  los  dere- 
chos, que  antes  llegaban  en  algunos  casos  hasta  el  1 4 
por  lOO;  concedió  franca  entrada  á  ios  artículos  extranje- 
ros y  facultad  á  los  importadores  para  extraer  del  reinor 
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libre  de  derechos,  una  cantida 
que  hubieren  introducido;  lim 
prohibiciones  de  exportación,  j 

tar  á  los  mercaderes  molestias 
siglo  XIV  continuó  la  legislaci 
mo  pie  de  moderación  y  de  c 
glo  XV  comienzan  á  manifestf 
tas  en  la  corte  de  Castilla,  tO( 
I431,  la  ley  de  los  puertos  se< 
de  puertos  de  mar  fecha  de  14 
y  las  facilidades  de  que  gozal 
cas  de  Aragón  siguieron  igu 
suya  fué  la  prosperidad  de  la 
en  suá  puertos,  entre  los  cuati 
su  actividad  y  su  riqueza. 

Con  los  Reyes  Católicos  y  s 
principian  las  restricciones  en 
bien  se  aumentó  entonces  el  c¡ 
extracción  se  hallaba  prohibid 
men  de  tas  aduanas,  mantuvl 
y  no  se  hicieron  franca  y  resue 
bajo  al  reinado  de  los  primero 
biciosas  de  estos  príncipes,  si 
gas  diplomáticas,  el  deseo  de 
aprovechamiento  exclusivo  d 
las  continuas  peticiones  de  tas 
vüegios  para  la  industria  nacii 
subsidios  que  incesantementí 
otras  tantas  causas  que  deten 
oión  en  nuestra  patria  de  las 
cío,  que  á  la  sazón  dominaba 
pues,  en  tos  siglos  XVI  y  XV 
importación  como  de  exportí 
derechos  exigidos  á  los  génet 
ministración  de  ta  renta  en  e 
rio  en  manos  de  contratist; 
abusos. 
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iPoco  mejoró  durante  el  siglo  XVIII  el  régimen  adua- 
nero, porque  siguieron  imperando  en  él  las  antiguas  erró- 
neas doctrinas  é  iguales  viciosas  prácticas.  Mitigáronse;  Sin 
embargo,  algún  tanto  las  prohibiciones;  la  administración 
de  la  renta  pasó  deñnitivamente  á  la  hacienda,  y  se  uniñoó- 
la  legislación  dei  ramo  por  medio  de  los  aranceles  genera- 
les formados  en  1733  y  1784,  y  el  especial  para  el  com^r' 
cio.de  las  Indias,  que  se  publicó  en  1768.  Los  dos  primeFOS 
señalaban  como  tipo  común  de  los  derechos  el  15  por  100 
del  valor  de  las  mercancías,  y  el  segundo  fijaba  los  de  3  y 
7  por  loo,  según  que  se  tratase  de  frutos  coloniales  ó- 
extranjeros;  pero  como,  además  de  las  renías  generales,  qu& 
asi  se  llamaba  entonces  á  la  de  aduanas,  pesaban  sobre  la 
navegación  y  el  comercio  exterior  un  número  infinito  de- 
gabelas, tales  como  los  derechos  de  internación  ó  alcabala, 
de  alta  mar,  que  eran  de  S  por  loo  y  aun  de  lo  para  al- 
gunos artículos,  los  de  almirantazgo,  kabilitación,  consoli' 
dación  de  vales,  etc.,  resultaba  una  legislación  fiscal  tan 
exigente  que  los  derechos  de  la  hacienda  se  acercaban  al 
So  por  loo  del  valor  délos  géneros  introducidos  en  el  rei- 
no. Continuaban  á  la  vez  las  aduanas  interiores  que  sepa- 
raban á  los  antiguos  reinos  en  que  se  dividiera  la  Penín- 
sula, y  en  la  Novísima  Recopilación  se  hallan  insertas  la& 
prescripcones  durísimas  de  su  legislación  primitiva. 

Aparte  de  los  buenos  propósitos  que  las  Cortes  de  Cádi^ 
manifestaron  en  ésta  como  en  todas  las  otras  materias  del 
gobierno,  y  dealgunas  mejoras  parciales  que  introdujo  Ca- 
ray, sobre  todo  en  la  organización  de  las  aduanas,  con  la 
instrucción  de  1816,  en  el  siglo  XIX  han  menudeado  y 
sido  muy  trascendentales  las  reformas  hechas  en  esta  ren- 
ta. Comenzaron  las  Cortes  de  1820  revisando  con  sentido 
liberal  los  aranceles  vigentes,  y  publicaron  por  decreto  de  5 
de  Octubre  el  único  arancel  de  aduanas  que  debía  regir  en 
toda  la  monarquía  desde  l.°  de  Enero  de  1821.  Los  dere- 
chos de  importación  entonces  establecidos  iban  desde  el  2 
al  30  por  ICO;  el  diferencial  de  bandera  consistía  en  la  ter- 
cera parte  del  impuesto,  y  se  exigía  además  un  I S  por  ICO 
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temente  proteccionista,  los  derechos  de  importación  llega- 
ban en  algunos  casos  hasta  el  50  por  100;  pero  el  catálogo 
de  las  prohibiciones  se  acortó  mucho;  las  rebajas  de  dere- 
chos fueron  también  numerosas,  y  en  suma,  como  punto 
de  partida,  la  ley  de  1849  era  aceptable. 

La  necesidad  de  dar  un  nuevo  paso  en  la  misma  dirección 
se  reconoció  inmediatamente  después  de  esa  reforma;  en 
185 1  se  rebajaron  algunos  derechos  de  importación;  en  1852 
se  hizo  una  nueva  edición  de  los  aranceles;  en  1 8$ 3  sede- 
clararon  de  libre  importación  456  artículos  gravados  antes 
con  pequeños  derechos,  cuyos  rendimientos  eran  insignifi- 
cantes; en  1855  se  formuló  un  proyecto  de  nuevos  arance- 
les, se  abrió,  para  discutirle,  una  amplia  información  parla- 
mentaria, en  la  que  fueron  oídos  los  representantes  de  las 
industrias  interesadas,  y  pudo  adquirirse  el  convencimiento 
de  que  la  modificación  propuesta  en  sentido  liberal  estaba 
perfectamente  justificada;  en  1856,  para  obviar  dificultades 
y  quitar  hasta  el  pretexto  de  toda  resistencia,  se  presentó  á 
las  Cortes  otro  proyecto,  que  por  vía  de  conciliación  dis- 
minuía la  rebaja  de  derechos  intentada  en  el  año  prece- 
dente, y  en  1857  se  compiló  de  nuevo  la  legislación  de 
aduanas.  Pero  todavía  trascurrieron  varios  años  sin  que 
se  hicieran  más  que  algunas  reformas  parciales,  hasta  que 
el  decreto  de  10  de  Noviembre  de  1865  dispuso  una  nueva 
información  arancelaria,  que  se  llevó  á  cabo  con  gran  so- 
lemnidad y  animación,  y  cuyos  resultados  fueron  conclu- 
yentes  en  favor  de  las  libertades  del  comercio.  A  pesar  de 
esto  y  de  la  promesa  consignada  en  la  ley  de  presupues- 
tos de  1866  á  67,  los  aranceles  no  se  reformaron  y  la  re- 
volución de  1868  halló  pendiente  el  asunto,  vivas  las  en- 
señanzas de  las  anteriores  informaciones  y  reclamada  cada 
vez  con  más'  empeño  por  la  opinión  general  una  modifica- 
ción arancelaria;  su  primer  acto  fué  el  decreto  de  22  de 
Noviembre,  que,  usando  de  la  autorización  concedida  por 
la  ley  de  21  de  Junio  de  1865  para  suprimir  el  derecho 
diferencial  de  bandera,  le  declaró  abolido  desde  i.^  de  Ene- 
ro de  1869,  y  luego  ya,  con  más  espacio,  el  ministro  se- 


ñor  Figuerola  piar 
r."  de  Julio,  que  f 
1869-70. 

Dispuso  el  art.  9 
cel  ds  aduanas  se  i 
en  el  apéndice  letra 

La  primera  admi 
adyacentes  de  toda 
que  los  artículos  f 
seguridad  pública  3 

La  segunda  decli 
clase  de  productos-. 

La  tercera  divide 
nas:  uno  extraordi 
^el  valor  del  génen 
casos  que  se  déte 
llama  fiscal,  y  podr 
balanza,  que  con  sis 
dad  de  cuento,  pes( 

Según  la  base  cu 
mercaderías  gravad 
y  podría  imponerse 
ban  prohibidos,  y  a 
cío  ó  por  ser  su  coi 
absoluta,  pueden  se 
caderias  quedaba  í 

La  quinta,  que  e 
teralmente;  Durante 
de  I."  de  Julio  dele 
señalados  como  eií 
menzarán  estos  der 
el  séptimo  al  duod 
del  tipo  de  los  der 
clon  para  cada  artít 
arancel. 

La  sexta  limitaba 
podrían  exigirse  al 
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de  lino,  algodón  ó  cáñamo,  los  minerales  de  plomo,  llama- 
dos'galenas,  y  los  plomos  y  los  litargirios  argentíferos,  sin 
exceder  de  un  lo  por  loo. 

Las  demás  bases,  hasta  el  número  de  catorce,  se  re- 
ferían á  las  valoraciones  de  los  géneros,  prohibían  que 
se  hicieran  otras  rebajas  en  el  arancel  que  las  prescritas 
por  la  base  quinta  y  disponían  la  reorganización  de!  ser- 
vicio de  aduanas  y  del  cuerpo  de  funcionarios  que  le  des- 
empeña. 

El  arancel  formado  en  cumplimiento  de  esa  ley  se  apro- 
bó por  Real  decreto  de  12  de  Julio  de  aquel  mismo  año, 
que  desarrollaba  en  estos  términos  el  precepto  sancionado 
por  la  base  quinta:  Son  inalterables  hasta  i.°  de  Julio 
de  1875  los  derechos  asignados  á  cada  artículo;  la  reduc- 
ción  de  los  derechos  extraordinarios  se  hará  rebajando  al 
15  por  100  en  l.**  de  Julio  de  1875  los  derechos  que  no 
lleguen  al  20,  disminuyéndose  los  derechos  que  pasen  de 
ese  tipo  por  rebajas  de  la  tercera  parte,  hecha  la  primera 
en  l.°  de  Julio  de  1875,  la  segunda  en  igual  día  de  1878 
y  la  tercera  y  última  en  1881. 

Los  demás  derechos  iguales  ó  inferiores  al  15  por  loo 
y  los  correspondientes  á  los  artículos  de  que  habla  la  base 
cuarta  se  reducirán  ó  no,  llegado  aquel  plazo,  según  se 
juzgue  entonces  conveniente.  Las  partidas  correspondien- 
tes á  cada  uno  de  esos  grupos  llevarán  en  el  arancel  seña- 
les que  las  distingan;  las  de  importación  comprendían  300 
artículos  y  cinco  las  de  exportación,  conforme  á  lo  esta- 
blecido en  la  ley.  Completóse  la  reforma  con  la  promulga- 
ción de  las  ordenanzas  generales  hecha  por  el  decreto  de 
15  de  Julio  de  1870. 

Pronto  comenzaron,  sin  embargo,  las  contradicciones  y 
los  obstáculos  puestos  al  desarrollo  del  nuevo  régimen 
aduanero.  La  primera  contrariedad  vino  con  la  creación 
en  1872  del  impuesto  transitorio,  aumentado  en  1874  y 
objeto  de  nuevos  recargos  en  1876;  las  valoraciones  exce- 
sivas han  hecho  también  ilusoria  en  mucha  parte  la  baja 
de  los  derechos,  y  en  último  término,  el  decreto  de  17  de 

31 
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Junio  de  1875.  luego  convertido  en  ley, 
nidamente  la  aplicación  de  la  base  quinti 
motivo  para  ello  el  estado  de  guerra  civil 

encontraba. 

La  ley  de  presupuestos  fecha  11  de  Ji 
mentó  los  derechos  de  importación  cor 
traordiaario  y  transitorio;  elevó  también 
aguardiente,  de  la  bencina  y  los  aceites,  s 
que  los  de  linaza  y  los  secantes;  dispuso 
el  arancel,  para  convertir  en  derechos  fijo 
ál  avalúo,  conforme  á  lo  prevenido  en  lí 
Gobierno  para  imponer  recargos  á  los  p; 
y  procedencias  de  los  países  que  de  algí 
casen  á  nuestro  comercio;  para  no  aplica 
de  derechos  á  que  diese  lugar  la  rectiñcaí 
celes  sino  á  las  naciones  que  otorguen  1 
de  la  nación  más  favorecida,  y  finalmente 
bien  los  derechos  á  los  productos  de  Am 
vinieran  de  los  depósitos  extranjeros  de 
en  efecto,  la  rectiñcación  de  los  arance'es  c 
principios,  y  en  los  aprobados  el  17  de  Jl 
mo  año  se  pusieron  tres  columnas  de  dert 
más  baja  para  las  naciones  convenidas, 
las  no  convenidas,  y  la  tercera  con  los  d 
diñarlos.  Se  creyó  que  España  debía  coló 
condiciones  para  celebrar  tratados  de  ce 
obedecía  la  elevación  de  los  derechos  y  la  ■ 
principio  de  reciprocidad. 

La  ley  de  presupuestos  de  1878  mande 
dos  informaciones,  una  para  averiguar  lo 
hubiere  producido  la  supresión  del  derec 
bandera,  y  la  otra  para  ver  si  debían  intr 
caciones  en  los  derechos  del  arancel  que  t 
duslria  lanera. 

Realizada  la  última  de  esas  dos  infor 
mostró  en  ella  que  la  revisión  del  arancel 
dicado  á  las  industrias  de  los  tejidos  de  la 
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ró  en  el  real  decreto  de  7  de  Julio  de  1881,  y  poco  después 
se  enlabiaban  las  negociaciones  para  celebrar  un  tratado 
de  comercio  con  Francia,  que  se  ajustó  y  quedó  ratifícado 
en  12  de  Mayo  de  1882.  Una  vez  dado  este  paso,  que  dis- 
minuia  los  derechos  arancelarios  para  algunos  artículos  en 
mayor  proporción  que  la  señalada  como  primera  rebaja 
por  la  ley  de  1869,  era  preciso  continuar  las  reformas 
aduaneras,  solicitadas  además  por  otras  muchas  razones 
y  conveniencias,  y,  al  efecto,  se  rebajaron  los  aranceles  de 
las  Antillas  y  Filipinas,  para  que  desde  1892  nuestro  co- 
mercio con  ellas  fuera  de  cabotaje. 

La  suspensión  de  la  base  quinta,  que  se  fundó  «n  el  es- 
tado de  guerra,  no  podía  mantenerse  después  que  el  país 
disfrutaba  ya  por  varios  años  los  beneficios  de  la  paz,  y  la 
ley  de  6  de  Julio  de  1882  alzó  aquella  suspensión,  aunque 
■con  un  espíritu  bien  distinto  del  que  animaba  á  la  legisla- 
■ción  de  1869,  que  parecía  restablecer.  Dispuso,  en  efecto, 
que  los  derechos  de  hasta  el  20  por  100  se  redujeran  al  1 5 
desde  I,"  de  Agosto  de  1882,  y  que  los  mayores  del  20  se 
bajasen  al  mismo  1 5  por  100,  mediante  tres  reducciones  de 
la  tercera  parte  cada  una;  la  primera  en  Agosto  de  1882, 
la  segunda  el  l,°de  Julio  de' 1887  y  la  tercera  en  igual  día 
de  1892,  pero  sujetó  estos  cambios  á  diversas  condiciones; 
la  rebaja  de  1882  sólo  era  aplicable  á  las  naciones  conve- 
nidas y  las  otras  dos  se  subordinaban  al  principio  de  reci- 
procidad que  había  de  fundarse  en  los  tratados  internacio- 
nales y  á  los  resultados  de  una  información  que,  para  de- 
mostrar su  conveniencia,  debía  celebrarse  en  1886. 

La  ley  de  1882  derogó  en  realidad  la  de  1869,  aunque 
parecía  confirmaria,  y  de  hecho  la  convirtió  en  una  auto- 
rización á  los  Gobiernos  para  celebrar  tratados  de  comer- 
cio dentro  de  ciertas  condiciones. 

Los  convenios  ajustados  con  las  naciones  más  impor- 
tantes generalizaron  la  baja  acordada  para  los  derechos 
arancelarios  en  I."  de  Agosto  de  1882,  y  dio  motivo  para 
que  algunas  industrias  pidieran  compensaciones  y  se  juz- 
gase conveniente  indemnizarlas  con  una  disminución  del 
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mpuesto,  aplicable  á  los  artículos  que  sirven  de 
como  auxiliares  en  la  fabricación  y  en  las  manuE 
tn  su  virtud,  la  ley  de  23  de  Julio  de  1883  rebajó 
1  áchos  de  importación,  sin  distinguir  de  procedenci 
irticulos  considerados  como  materias  primeras  quí 
1t  mdustria  nacional. 

En  ese  mismo  sentido  se  inspiró  la  ley  de  14  d 
de  i88í>,  que  autorizó  al  Gobierno  para  conceder  li 
sion  temporal  de  las  mercancías  que  se  importen  f 
modificadas  por  la  industria  nacional.  Los  impor 
que  obtengan  esa  concesión  deben  satisfacer  ó  gara 
derechos  arancelarios  yéstos  les  serán  devueltos,  ó ; 
iara  la  fianza  tan  luego  como  se  verifique  la  expo 
de  los  objetos  trasformados. 

Una  ley,  fecha  2  de  Agosto  de  1886,  autorizó  la] 
ga  hasta  i."  de  Febrero  de  1892,  en  que  concluía  1 
brado  con  Francia,  de  los  tratados  aduaneros  enton 
gentes  y  la  concesión  á  Inglaterra  del  trato  de  !a 
ñas  favorecida.  En  su  virtud,  quedó  aplazada  para 
de  1889  la  información  que  debía  hacerse  antes  de  II 
cabo  la  segunda  de  las  rebajas  arancelarias  prevenic 
1882  Nombróse,  en  efecto,  por  decreto  de  10  de  O 
de  1889  la  comisión  encargada  de  dirigir  esa  inform 
pero  soplaban  ya  con  mucha  fuerza  los  vientos  ,an 
dores  de  la  deshecha  borrasca  proteccionista  en  que 
estamos,  y  los  trabajos  de  la  comisión,  publícadc 
real  orden  de  22  de  Diciembre  de  1890,  señalaron 
base  para  la  reforma  aduanera  los*  aranceles  de  187 
cargados  en  buen  número  de  partidas  ^. 

El  Gobierno,  por  decreto  de  24  de  Diciembre,  dero^ 
ñnitivamcnte  las  disposiciones  de  1869  y  1882,  elev 
derechos  de  importación  sobre  el  ganado,  las  carr 
arroz,  el  trigo,  los  demás  cereales  y  sus  harinas,  hac 


'  El  Sr.  Moret,  presidente  de  aquella  comisión,  hizo  ui 
particular  notabilísimo,  en  el  que  defendía  la  legislación  de 
combinando  sus  aplicaciones  con  la  negociación  de  los  tratad 


V.i 


■  ■■    I-  •.?-*•■ 


—  485  — 

liso  de  las  facultades  que  le  otorgara  el  presupuesto  de 
1890,  y  nombró  una  comisión  para  que  redactara  los  nue- 
vos aranceles. 

No  sólo  correspondía  á  esos  antecedentes  el  arancel 
aprobado  por  el  decreto  de  31  de  Diciembre  de  1891,  sino 
que  exageró  aún  más  de  lo  que  podía  temerse  los  rigores 
del  proteccionismo:  estableció  una  tarifa  con  dos  colum 
ñas,  una  para  las  naciones  no  convenidas  y  otra  para  las 
-que  tuvieran  tratados  de  comercio  con  España,  admitiendo 
Ja  rebaja  de  la  segunda  para  los  países  que  concediesen  á 
nuestra  nación  ventajas  equivalentes.  La  ley  de  9  de  Fe- 
brero de  1895  impuso  un  recargo  transitorio  sobre  los  tri- 
aos, harinas  y  salvados,  que  se  modificó  en  1898  ^  conce- 
diéndose luego  á  esos  artículos,  el  maíz,  la  cebada,  el 
centeno,  el  arroz  y  sus  harinas,  las  patatas  y  las  alubias, 
-exención  de  derechos  arancelarios  por  la  ley  de  20  de  Ma- 
yo de!  mismo  año,  que  prohibió  además  su  exportación 
hasta  el  1 5  de  Agosto  siguiente  *;  los  derechos  arancelarios 
sobre  los  trigos  y  harinas  se  restablecieron  por  decreto  de 
28  de  Septiembre  de  1899.  El  decreto  de  12  de  Marzo  de 
1895,  autorizado  por  ley  de  19  de  Febrero,  suspendió  los 
derechos  de  exportación  sobre  plomos  y  galenas  argentífe- 
ras, y  el  presupuesto  de  1898  creó  un  impuesto  general  de 
exportación  al  2,50  por  100,  que  fué  abolido  inmediata- 
mente (decreto  de  6  de  Octubre),  restableciéndose  los  de- 
rechos del  arancel  para  los  plomos  y  galenas.  Con  éstas  y 
alguna  otra  alteración,  como  la  subida  de  derechos  á  los 
carbones,  el  arancel  de  1891  continuó  en  vigor  hasta  que 
fué  sustituido  por  el  vigente. 

Una  ley  de  26  de  Diciembre  de  1899  autorizó  al  Go- 
bierno para  revisar  las  disposiciones  sobre  aduanas  y  ele- 
var los  derechos  con  un  objeto  exclusivamente  fiscal^  y  en 
su  virtud  se  publicaron  los  aranceles  reformados  por  de- 


'     Decreto  del  3  de  Marzo. 

•    Respecto  de  la  cebada,  la  prohibición  se  levantó  por  decreto 
<le  31  del  mismo  mes. 
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creto  del  28  de  aquel  mismo  me 
consistieron  en  el  aumento  del 
de  muy  contados  artículos,  com 
tróleo. 

Al  frente  del  arancel  van  trece 
reglas  necesarias  para  su  aplicac 
importantes:  la  octava,  que  se  n 
nanas;  la  novena,  que  trata  de  l£ 
la  undécima,  que  se  ocupa  del  tí 
comercio,  exige  los  certificados  a 
cías  que  disfruten  alguna  rebaja 
ríos  y  determina  los  requisitos  qi 
tincados.  Sigue  luego  la  tabla  de 
ción,  que  se  señalan  en  dos  colu 
naciones  no  convenidas,  y  la  se} 
ó  celebren  tratados  de  comercio  1 
incluidos  en  la  tarifa  general  so: 
trece  clases,  reuniendo  los  stmila: 
grupos  necesarios.  A  contínuacic 
aclaratorias,  está  el  arancel  de  e; 
cinco  artículos  que  ya  conocemo! 
y  por  ultimo,  una  tarifa  tercera  p 
les,  la  cuarta  para  petróleos  y 
quinta  con  los  derechos  de  regal 

El  arancel  de  exportación  ha 
del  18  de  Marzo  de  1900,  que  re 
la  tercera  para  juntar  todos  los 
añade  tres  nuevos  conceptos,  el 
cobre  y  la  mata  cobriza.  Con  es 
los  gravados  á  la  exportación  ^ 

En  6  de  Marzo  de  1900  se  ap 
llama  en  otros  países  la  lejí  del  c 
posición  que  autoriza  al  Gobier 

'  Véanse,  además  de  las  muchas 
dictadas,  la  ley  de  6  de  Marzo  de  190a 
Canarias  y  el  decreto  de  la  misma  fe 
minerales  sin  pago  de  derechos  en  al 
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senté  á  las  Cortes  algún  proyecto  elevando  los  derechos  de 
importación,  pueda  mandar,  por  decreto  acordado  en  Con- 
sejo de  Ministros,  que  los  nuevos  derechos  se  cobren  des- 
de el  día  en  que  el  proyecto  sea  leído  en  las  Cortes,  con  el 
carácter  de  provisionales  y  á  calidad  de  reintegro  en  el  caso 
de  que  la  ley  no  fuese  sancionada  dentro  de  un  plazo  de 
seis  meses.  Se  exceptúan,  como  era  natural,  las  mercancías 
que  se  hubieran  remitido  á  España  con  fecha  anterior  á  la 
lectura  del  proyecto. 

Las  ordenanzas  de  aduanas  que  regían  desde  1884  han 
sido  reemplazadas  por  las  de  15  de  Octubre  de  1894.  Cons- 
tan esas  ordenanzas  de  436  artículos  y  29  apéndices,  en 
que  minuciosamente  se  exponen  los  deberes  de  todos  los 
funcionarios  que  intervienen  en  el  ramo,  las  formalidades 
con  que  han  de  hacerse  todas  las  operaciones  del  comer- 
ció  de  importación,  de  exportación,  de  tránsito  y  de  cabo- 
taje que  afectan  á  la  renta,  los  trámites  que  se  observarán 
en  el  despacho  de  las  mercaderías,  ó  sea  para  el  aforo  y 
liquidación  de  los  derechos,  las  prescripciones  relativas  á 
los  casos  de  avería,  abandono  de  mercancías,  arribadas  y 
naufragios,  los  hechos  penables,  las  correcciones  y  el  pro- 
cedimiento en  materia  de  aduanas.  Ocúpanse  también  las 
ordenanzas  del  impuesto  de  transportes,  de  los  derechos 
sanitarios,  y  por  último  de  la  contabilidad  y  la  estadística 
que  han  de  llevar  las  dependencias  del  ramo.  En  la  impo- 
sibilidad de  abrazar  tantos  pormenores,  nos  limitaremos  á 
dar  alguna  idea  de  la  organización  del  servicio  y  del  re- 
glamento del  cuerpo  de  empleados  de  aduanas,  fecha  i  S 
de  Diciembre  de  1891,  que  se  halla  inserto  en  el  apéndi- 
ce 2.**  de  las  ordenanzas,  así  como  del  sistema  adoptado 
por  éstas  en  materia  de  penalidad  y  procedimientos. 

La  administración  superior  del  ramo  se  halla  á  cargo 
del  ministro  de  Hacienda,  asesorado  por  una  Junta  de 
aranceles  y  valoraciones^  que  ha  recobrado  este  nombre 
por  decreto  de  i.**  de  Febrero  de  18^8  ^  y  no  depende, 


*     Un  decreto  de  16  de  Agosto  de  1895  creó  en  lugar  de  la  anti- 
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como  antes,  de  la  dirección  de  aduanas.  La  Junta  tiene  ac- 
ción  ejecutiva  y  propia  para  el  servicio  de  las  valoracio- 
nes, informa  acerca  de  todas  las  cuestiones  arancelarias 
que  la  somete  el  Gobierno  y  hace  las  propuestas  que  crea 
convenientes.  La  dirección  es  la  oficina  central  de  la  ad- 
ministración de  aduanas,  y  tiene  las  mismas  atribuciones 
que  las  otras  dependencias  de  su  clase.  Al  frente  de  cada 
aduana  hay  un  jefe,  llamado  administrador  y  siendo  princi^ 
pal  el  de  la  más  importante  de  cada  provincia,  y  subalter- 
nos los  demás  que  haya  en  ella.  El  servicio  de  las  aduanas 
constituye  una  carrera  especial,  en  que  sólo  puede  ingre- 
sarse por  el  grado  inferior,  mediante  oposición;  los  ascen- 
sos se  conceden  en  cada  clase:  uno  por  antigüedad,  el  se- 
gundo por  concurso  y  el  tercero  á  los  excedentes  mientras 
los  hubiere.  Los  empleados  de  aduanas  no  pueden  ser  se- 
parados sino  por  sentencia  judicial  ó  previo  expediente 
administrativo,  y  se  hallan  sujetos  á  las  correcciones  gu- 
bernativas de  reprensión,  multa  y  suspensión  del  cargo, 
sin  perjuicio  del  resarcimiento  pecuniario  de  los  perjuicios 
que  originen  y  de  la  responsabilidad  criminal  que  les  al- 
cance *.  Los  funcionarios  de  que  hablamos  no  tendrán,  se- 
gún las  ordenanzas,  participación  en  las  multas  y  recar- 
gos consiguientes  á  las  faltas  que  resulten  de  los  actos  ad- 
ministrativos de  las  aduanas,  y  sólo  percibirán  la  parte  que 
les  corresponda  en  las  multas  que  se  impongan  por  los  de- 
litos de  contrabando  y  defraudación,  que  ellos  descubran. 
Las  infracciones  penables  de  las  ordenanzas  de  aduanas 
se  dividen  en  faltas  y  delitos:  son  faltas  las  pfevistas  en 
el  cap.  III,  tít.  IV,  y  delitos  los  actos  de  contrabando  y  de- 
fraudación,  clasificados  como  tales  en  el  cap.  IV  del  mis- 
mo título.  Las  faltas  se  castigan  con  multa  que  ingresará 
en  efectivo;  el  contrabando  se  pena  administrativamente 
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gua  Junta  un  Consejo  de  aduanas^  con  misión  y  atribuciones  más 
amplias. 

*     La  más  importante  de  las  modificaciones  hechas  en   el  regla- 
mento de  1 89 1  es  la  del  decreto  del  7  de  Agosto  de  1899. 
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conforme  al  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  imponi 
se,  en  lugar  del  comiso,  que  sólo  se  aplica  al  tabaco 
ta  equivalente  ni  valor  de  los  géneros  y  derechos  de 
cel,  y  con  esta  misma  pena,  como  única,  se  castiga 
fraudación.  Ambos  delitos  son,  además,  objeto  de  | 
dimientos  y  penas  judiciales. 

De  las  faltas  cometidas  en  el  recinto  de  una  aduan 
noce  la  yunta  arbitral,  compuesta  por  el  administ 
un  comerciante  y  un  vista;  en  los  delitos  de  contral 
y  defraudación  entienden  Juntas  administrativas,  c 
componen  del  jefe  de  hacienda  de  la, provincia  en 
casos,  y  en  otros  del  Administrador  principal  de  adi 
del  interventor  de  la  aduana  ó  del  de  hacienda,  el  a 
do  d-íl  Estado,  un  vista  y  un  comerciante.  Las  junl 
acomodan  á  las  reglas  generales  del  procedimiento  e 
mico,  y  las  administrativas,  una  ve.',  declarado  el  del 
pasan  á  conocimiento  del  juzgado  con  los  reos,  si  ést< 
hieran  incurrido  en  pena  personal.  En  las  causas  de 
trabando  marítimo,  el  juez  competente  es  el  de  marii 

El  resguardo  marítimo  se  rige  por  el  decreto  de 
Enero  de  1869,  la  real  orden  de  3  de  Febrero  de  187, 
ordenanza  de  i."  de  Julio  de  1779.  Las  fuerzas  de 
guardo  terrestre  se  componen  de  dos  secciones:  los  ( 
dineros  del  Reino  y  los  Carabineros  veteranos,  y  está 
jetos  á  los  reglamentos  de  31  de  Enero  de  1854  y 
Enero  de  1866. 

La  vigilancia  se  ejerce  no  sólo  en  las  costas  y  fron 
sino,  además,  en  la  llamada  zona  fiscal,  que  marca  i 
pació  en  el  interior  del  país,  por  el  cual  no  pueden  < 
lar  los  mercancías  sin  una  guía  expedida  por  el  rem 
y  visada  por  las  aduanas.  Las  ordenanzas  de  1884  i 
mieron  la  zona  fiscal;  pero  el  decreto  de  10  de  Novie 
de  1891  restableció  una  demarcación  fronteriza  de 
lómetros  de  radio,  y  el  de  23  de  Febrero  de  1893,  s 
los  términos  municipales  que  comprende  la  zona  es| 
de  vigilancia  aduanera,  las  formalidades  que  en  ella  1 
observarse  y  los  géneros  á  ellas  sometidos.  Las 


de  las  ordenanzas,  fecha  26  de  Diciembre  de  1S94. 
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impuestos  mejor  administrados  entre  nosotros,  ya  por  las 
facilidades  que  su  naturaleza  presenta,  ya  también  por  el 
mayor  cuidado  que  se  ha  puesto  en  organizarle.  Sus  pro- 
gresos se  han  obtenido  de  una  manera  visible,  gracias  á  las 
reformas  liberales,  y  después,  cuando  ha  vuelto  á  extre- 
marse la  protección,  sólo  han  podido  mantenerse  con  una. 
absurda  elevación  de  los  derechos,  que  afecta,  sobre  todo, 
á  los  artículos  de  primera  necesidad  y  de  importación  in- 
evitable, como  los  cereales,  las  máquinas,  etc.  Es  en  vano 
por  el  momento  luchar  contra  las  corrientes  proteccionis* 
tas  que  todo  lo  avasallan;  la  generalidad  del  mal,  prueba 
del  gravísimo  retroceso  que  hay  en  el  sentido  de  las  rela- 
ciones internacionales,  sólo  se  corregirá  con  las  dolorosas. 
enseñanzas  de  la  experiencia.  Los  Gobiernos  elevan  por 
todas  partes  los  derechos  arancelarios  para  facilitar,  dicen, 
ó  hacer  más  ventajosa  la  celebración  de  tratados  de  co- 
mercio, y  esta  conducta,  que  es  tan  discreta  como  la  que 
consiste  en  multiplicar  los  armamentos  para  sostener  la 
paz,  no  se  abandonará  sino  en  fuerza  y  por  el  exceso  de 
los  daños  que  produce. 

En  cuanto  á  las  ordenanzas  ó  reglamentos  del  impnes- 
to,  que  se  habían  liberalizado  también  dando  facilidades  y 
garantías  al  tráfico,  han  vuelto  á  inspirarse  en  las  suspica- 
cias y  desconñanzas  del  antiguo  régimen.  Los  grandes 
alicientes  que  ofrece  al  contrabando  la  elevación  de  los  de- 
rechos arancelarios  producen,  como  consecuencia  necesa- 
ria, reglamentos  exigentes  y  opresores,  y  así  hemos  visto 
que  las  disposiciones  vigentes  restablecen  la  zona  físcai 
con  su  cortejo  obligado  de  restricciones  y  formalidades, 
que  perjudican  más  á  los  comerciantes  honrados  que  á  los 
defraudadores. 
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I,  Aunque  es  tan  moderna  como  m 
nación  de  este  tributo,  bien  antiguos  so 
y  su  origen,  que  están  en  la  centesima  n 
brada  por  los  romanos,  en  la  alcabala 
y  en  los  millones  introducidos  por  los  m 
de  Austria.  La  alcabala,  cuyo  tipo  más 
por  IDO,  recargada  hasta  el  14,  como 
historia  con  los  cientos  ó  cuatro  unos, ; 
dieron  lugar  á  estancos,  sisas  y  derecl 
tuían  las  rentas  llamadas  provinciales,  p 
al  menos  sólo  se  satisfacían  en  Castilla 
las  tentativas  que  se  hicieron  para  redi 
impuestos,  que  gravaban  la  circulación  ; 
po  pasó  sobre  ellos  sin  obtener  más  pn 
diminución  en  las  exenciones  y  privilí 
localidades,  clases  sociales  é  industrias 
los  hacían  más  y  más  odiosos  y  desígu 

Suprimido  el  impuesto  el  año  de  18: 
1817  unos  derechos  de  puertas  en  sustit 
provinciales,  que  debían  cobrarse  en  la 
tos  habilitados  sobre  toda  clase  de  gént 
jada  la  tarifa  de  esos  derechos  en  1 820 
go,  volvieron  á  aparecer  en  1824  como 
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á  las  rentas  provinciales,  otra  vez  establecidas  en  las  po- 
blaciones más  importantes.  En  1830  se  modificaron  las  ta- 
rifas y  se  arrendó  esta  contribución  por  cinco  años,  al  cabo 
de  los  cuales  volvió  á  encargarse  la  Hacienda  de  admi- 
nistrarla. 

La  reforma  tributaria  de  1845,  manteniendo  los  dere- 
chos de  puertas  en  las  capitales  de  provincia  y  puertos  ha^ 
bilitados,  sustituyó  las  alcabalas,  cientos  y  millones  con 
una  imposición  general  sobre  el  consumo  de  las  especies 
de  vino,  sidra,  chacolí,  cerveza,  aguardiente,  licores,  acei- 
te de  oliva,  jabón  y  carnes,  exigida  con  tipos  uniformes  á 
los  fabricantes  de  cerveza  y  jabón,  y  en  los  demás  artícu- 
los al  vendedor  para  el  consumo  inmediato  y  al  consumi- 
dor cuando  lo  fuere  de  productos  de  su  cosecha,  fabrica- 
ción ó  comercio,  con  arreglo  á  una  tarifa  que  dividía  en 
ocho  clases  las  poblaciones.  Reducidos  los  derechos  de 
puertas  en  1851  á  noventa  y  nueve  artículos  de  los  de  co- 
mer, beber  y  arder,  y  suprimidos,  luego,  al  par  que  los  de 
consumos  por  la  ley  de  9  de  Febrero  de  1855,  el  real  de- 
creto de  15  de  Diciembre  de  1856  los  estableció  de  nuevo, 
fundiendo  unos  y  otros  derechos  en  una  sola  cofitribucüm 
de  consumos^  acomodada  á  dos  tarifas,  una  igual  á  la  de 
1845  para  las  capitales  y  puertos  habilitados,  y  otra  para  ♦ 
las  demás  poblaciones,  que  comprendía  á  un  gran  número 
de  artículos. 

El  Sr.  Salaverría,  en  el  presupuesto  de  25  de  Junio  de 
1864,  introdujo  algunas  novedades  importantes  en  la  le- 
.gislación  de  este  ramo;  exceptuó  del  pago  diez  y  ocho 
artículos  de  los  antes  gravados;  modificó  las  tarifas,  que 
comprendieron  ambas  iguales  especies,  diferenciándose 
únicamente  en  la  cuantía  de  los  derechos,  proporcionada 
lo  mismo  para  los  capitales  que  para  los  pueblos  al  nú- 
mero de  habitantes,  y  fomentó  los  encabezamientos,  que 
llegaron  á  ser  obligatorios  para  los  municipios  dentro  de 
ciertas  condiciones. 

Los  partidos  políticos  que  llevaron  á  cabo  la  revolución 
de  Septiembre  se  habían  comprometido  á  prescindir  de  los 
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trata  de  la  contribución  general  de  consumos  y  del  espe- 
cial sobre  alcoholes.  Una  ley  de  30  de  Agosto  de  I896 
aprobó  tres  bases  para  la  reforma  del  impuesto,  que  fueron 
desenvueltas  en  reglamento  provisional  de  la  misma  fecha, 
reemplazado  por  el  vigente  del  1 1  de  Octubre  de  1898. 

Regúlase  el  impuesto  por  dos  tarifas,  que  son  las  mis- 
mas de  18S8,  recargadas  para  la  sal  por  la  ley  del  30  de 
Agosto  de  1896.  La  primera,  que  se  aplica  a  toda  clase 
de  poblaciones,  grava  los  artículos  siguientes:  carnes, 
aceites,  vinos,  vinagre,  cerveza,  sidra  y  chacolí;  granos, 
legumbres  y  sus  harinas;  pescados  de  río  y  mar,  sus  esca- 
beches y  conservas;  jabones,  carbón  vegetal  y  mineral; 
conservas  de  frutas  y  hortalizas;  sal  común.  La  tarifa  se- 
gunda, aplicable  únicamente  á  las  capitales  de  provincia, 
puertos  de  Cartagena,  Gijón  y  Vigo  y  poblaciones  de  más 
de  30.000  habitantes,  comprende:  las  aves  de  todas  clases, 
caseras  y  silvestres,  las  trufadas  y  en  conserva;  la  nieve  y 
el  hielo,  la  cera,  estearina,  parafina  y  esperma;  los  huevos, 
la  leche,  queso  y  manteca;  la  paja,  hierbas  ó  plantas  para 
el  ganado  y,  por  último,  la  leña.  Se  exceptúan,  sin  em- 
bargo, los  granos  destinados  á  lo  siembra,  los  carbones  y 
leñas  que  se  emplean  como  combustibles  en  la  fabricación, 
y  los  aceites  exclusivamente  medicinales  y  olorosos,  los 
vinos  también  medicinales  y  los  alcoholes  destinados  al 
encabezamiento,  y  se  concede  rebaja  á  ta  sal  empleada 
en  la  agricultura  ó  la  industria.  Ambas  tarifas  señalan 
para  cada  una  de  las  especies  seis  tipos  diferentes  de  gra- 
vamen, clasificando,  al  efecto,  las  poblaciones  en  otros 
tantos  grupos,  con  arreglo  al  número  de  sus  habitantes. 
La  primera  columna  de  derechos  se  aplica  á  las  localida- 
des cuyos  pobladores  no  pasan  de  S-ooo;  la  segunda,  á 
las  que,  pasando  de  este  número,  no  exceden  de  12.000;  la 
tercera,  á  las  que  tienen  de  12.001  á  20.000;  la  cuarta,  á  las 
20.001  hasta  40.000;  la  quinta,  á  las  de  40.001,  hasta  de 
100.000,  y  la  sexta,  á  las  que  cuenten  desde  loo.ooi  en 
adelante. 

La  tarifa  especial  de  alcoholes  y  aguardientes  es  la  es- 
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blecida  en  1889  y  los  grava  con  35  céntimos  de  pe 
por  cada  grado  centesimal  en  hectolitro  en  las  poblacii 
de  hasta  S.ooo  habitantes,  con  40  céntimos  para  las 
blaciones  que  no  pasen  de  12.000  habitantes,  con45  h 
20.000  habitantes  y  con  55  en  las  que  excedan  de  ese 
mero,  capitales  de  provincia,  Cartagena,  Gijón  y  Vigc 
Para  la  clasificación  de  las  poblaciones,  los  térm 
municipales  se  dividen  en  tres  zonas:  el  casco  ó  conji 
de  la  población  agrupada,  el  radio  ó  espacio  comprem 
hasta  la  distancia  de  1 .600  metros  desde  los  muros  c 
tima  casa  del  pueblo,  y  el  extrarradio,  que  es  todo  lo 
más  de  la  demarcación  municipal.  Las  tarifas  se  apli 
computando  la  población  que  habita  en  el  casco  y  e 
radio;  en  el  extrarradio  se  exigen  ios  derechos  por  m< 
de  conciertos  obligatorios. 

Los  ayuntamientos  pueden  imponer  sobre  todas  las 
pecies  tarifadas,  excepto  la  sal,  un  recargo  hasta  de 
por  ICO  con  destino  á  las  atenciones  de  sus  presupues 
Cuando  la  hacienda  recauda  directamente,  percibe  el 
por  100  de  los  recargos  municipales,  como  gastos  de 
ministración.  A  solicitud  de  los  pueblos  y  previo  expedí 
te  justificativo  el  Gobierno  puede  modificar  las  tarifas, 
cluir  de  ellas  artículos  é  incluir  otros  no  gravados.  Se 
tablecerán  derechos  módicos  para  todas  las  poblado 
donde  !a  introducción  anual  de  cualquiera  especie  gra 
da  sea  cuatro  veces  mayor,  al  menos,  que  el  consumo  ( 
se  haga  de  ella.  Para  esto  es  necesario  acreditar  esos 
tremos  y  la  petición  unánime  ó  de  la  mayoría  absoluta 
los  cosecheros  é  industriales  que  especulen  con  los 
tículos  de  que  se  trate.  Los  derechos  módicos  consis 
en  una  parte  alícuota  de  los  señalados  en  las  tarifas,  ig 
á  la  que  represente  el  consumo  con  relación  á  latotali( 
de  las  especies  introducidas  en  las  poblaciones. 

Los  medios  de  que  se  vale  el  Estado  para  hacer  efei 
vo  el  impuesto  son  los  siguientes:  la  administración  direc 
los  conciertos  gremiales,  el  arriendo  á  venta  libre  y 
encabezamientos  municipales. 
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Administrará  por  si  misma  la  hacienda,  cuando  no  acep- 
ten ó  no  cumplan  tos  encabezamientos  señalados  las  ca- 
pitales de  provincia  y  poblaciones  asimiladas.  En  este  caso 
se  aplicarán  las  tarifas  y  no  se  admitirán  más  conciertos 
que  los  de  labradores  que  provean  á  los  jornaleros. 

Si  lo  estima  preferible  á  la  administración  directa,  el  Es- 
tado podrá  celebrar  en  las  poblaciones  indicadas  concier- 
tos con  los  gremios,  encargándose  éstos  del  impuesto,  ya 
por  reparto  entre  sus  individuos,  ya  por  el  cobro  de  los  de- 
rechos que  cada  uno  devengue. 

Si  se  acudiere  al  arriendo  en  las  referidas  localidades  ó 
en  los  ayuntamientos  que  no  hayan  cumplido  sus  obliga- 
ciones, se  contratará  mediante  subasta  por  término  de  uno 
á  cinco  años  ',  con  ñanza  de  una  cuarta  parte  del  precio 
anual  estipulado.  El  Gobierno  podrá  conceder  el  arriendo 
en  las  capitales  por  la  cantidad  que  estime  conveniente,  pre- 
via invitación  al  ayuntamiento  para  que  acepte  el  encabeza- 
miento por  esa  suma.  En  los  demás  pueblos  donde  queda- 
ra desierto  el  concurso  para  el  arrendamiento,  los  ayunta- 
mientos determinarán  la  manera  de  hacer  efectivo  el  im- 
puesto dentro  de  los  limites  establecidos  por  el  reglamento. 

Los  encabezamientos  generales,  que  comprenden  á  toda 
una  población,  dan  á  su  ayuntamiento  el  derecho  de  re- 
caudar para  sí  los  derechos  de  consumos  mediante  el  abo- 
no de  un  cupo  ó  cantidad  ñja.  Según  la  legislación  de 
1845,  el  encabezamiento  era  voluntario  para  los  munici- 
pios; mas  luego  ha  ido  extendiéndose  este  medio  de  recau- 
dación hasta  ser  el  más  frecuente.  En  1864  se  hizo  obliga- 
torio, con  la  excepción  de  Madrid,  las  capitales  del  litoral 
y  los  puertos  habilitados,  y  en  1866  se  admitió  que  tam- 
bién estas  localidades  pudieran  encabezarse.  Volvióse  á 
generalizar  el  sistema  de  encabezamientos  cuando  se  res- 
tableció el  impuesto  en  1874,  y  éste  es  el  medio  que  ha 
prevalecido  también  en  las  disposiciones  de  1888  contra 


Decreto  de  17  de  Abril  tie  1900,  que  rc.UiTimi  cuatro  articule» 
1  teglamcnt,.. 
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l^s  tendencias  de  la  ley  de  1885,  favorable  á  la  admihis- 
tr^ción  directa  y  el  arriendo.  Son  obligatorios  en  la  actua*- 
lidad  para  las  poblaciones  menores  de  30.ocx>  habitantes  y 
voluntarios  para  las  que  pasen  de  ese  número,  capitales  y 
puertos  asimilados. 

;E1  señalamiento  de  los  cupos  vino  haciéndose  de  una 
mianera  arbitraria  hasta  que  la  ley  de  21  de  Julio  de  1878 
flió  tipos  generales  de  imposición;  avanzando  más  por  esté 
camino,  la  ley  de  1881  estableció  tipos  medios  para  el  gra: 
vamen  individual  en  las  poblaciones  del  primer  grupo  ó 
categoría,  y  para  las  demás  localidades  un  sistema  funda- 
do en  el  laudable  propósito  de  estimar  las  condiciones 
económicas  de  cada  provincia  primero,  y  luego,  dentro  de 
ella, Jas  circunstancias  diversas  de  cada  localidad.  La  ley 
de  1888,  que  rige  en  esta  parte,  señala  para  las  poblacio- 
nes de  la  primera  categoría  un  tipo  máximo  de  gravamen 
individual,  que  varía  desde  9  hasta  20  pesetas,  según  el 
número  de  habitantes,  y  en  las  demás  localidades  el  enca- 
bezamiento se  fija  por  el  tipo  mínimo  de  1,40  y  el  máximo 
de  9  pesetas  por  habitante,  con  arreglo  también  á  bases 
de  población.  Los  encabezamientos  que  resulten  de  ese 
modo  se  aumentan  á  razón  de  50  céntimos  de  peseta  por 
habitante  por  el  consumo  de  sal,  y  con  el  cupo  correspon- 
diente á  los  alcoholes. 

jLos  modos  de  recaudación  que  se  conceden  á  los  muni- 
cipios para  hacer  efectivos  sus  encabezamientos  son:  en 
las  capitales  y  poblaciones  asimiladas,  la  administración, 
municipal,  los  conciertos  gremiales  y  el  arriendo  á  venta 
libre  de  las  especies;  en  las  otras  poblaciones,  además  de 
esos  medios,  pueden  emplearse  el  arriendo  con  venta  exclu- 
siva y  el  repartimiento  vecinal.  Para  el  cupo  de  la  sal,  los 
ayuntamientos  pueden  establecer  también  la  venta  exclu-. 
^ya  de  ese  artículo.  La  venta  exclusiva  al  por  menor  de 
las  demás  especies,  aplicable  tan  sólo  en  los  lugares  de 
menos  de  S-Ooo  habitantes,  consiste  en  establecer  puestos 
donde  únicamente  se  permitirá  la  venta  en  cantidad  me- 
nor de  6  kilos  ó  litros  de  líquidos  y  carnes  frescas  ó  sala- 
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das  dentro  de»  un  precio  señalado  como  máximo.  El  repar* 
to  vecinal  se  autoriza  en  los  pueblos  que  justifiquen  haber 
intentado,  sin  éxito,  la  aplicación  de  los  otros  medios  que 
.pueden  emplear.  Se ,  exceptúan  del  reparto  el  grupo  de 
aguardientes  y  licores,  que  ha  de  ser  encabezado,  y  el  de 
^anos  ó  líquidos,  porque  uno  de  estos  dos  ha  de  encabe* 
.zarse  también  forzosamente. 

Una  vez  autorizado  el  repartimiento  por  la  administra- 
ción, ésta  nombra  para  ejecutarle  un  número  de  reparti- 
dores igual  al  de  concejales,  en  que  tengan  representación 
todas  las  clases  del  vecindario.  La  junta  de  repartidores, 
tomando  por  base  el  tipo  medio  de  gravamen,  deterrhina- 
ró  las  categorías  en  que  ha  de  dividirse  á  los  contribuyen •► 
tes,  dentro  de  la  quinta  parte  y  hasta  el  quíntuplo  de  aquel 
tipo.  El  reparto  ha  de  hacerse  por  el  encabezamiento,  más 
el  recargo  municipal  y  un  8  por  loo  para  atender  á  las 
partidas  fallidas  y  á  los  gastos  de  cobranza,  y  están  ex- 
ceptuados de  él  los  pobres  de  solemnidad,  los  forasteros 
que  no  tengan  casa  abierta  por  más  de  treinta  días,  los 
concurrentes  á  casas  de  baños,  los  huéspedes  y  los  mili- 
tares y  marinos  de  la  armada  en  activo  servicio. 

No  podemos  descender  á  más  pormenores  acerca  de  la 
recaudación  del  impuesto,  y  habremos  de  referirnos,  en 
todo  lo  que  concierne  á  los  adeudos,  fielatos,  registros, 
tránsitos,  depósitos,  fábricas  y  ferias,  al  reglamento  de 
1898,  que  hemos  venido  citando  '.'Mencionaremos  tam- 
bién el  real  decreto  de  29  de  Septiembre  de  1 88 5,  que 
aprobó  el  reglamento  para  organizar  el  resguardo  especial 
de  consumos,  encargado  de  auxiliar  la  recaudación  ó  im- 
pedir el  contrabando,  y  daremos,  por  último,  noticia  de 
las  correcciones  con  que  se  castiga  la  infracción  del  re- 
^lamento.  Consisten  éstas  en  exigir  el  pago  de  cantidades 
que  varían  desde  el  importé  hasta  el  décuplo  de  los  dere 
chos  y  recargos,  y  en  la  imposición  de  multas  desde  25 
hasta  500  pesetas.  La  ocultación  de  las  especies  gravadas, 
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Al  número  327  llegan  los  artículos  de  ese  reglanieúto. 
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Vascongadas  satisfacen  por  este  concepto:  Álava,  209.378 
pesetas;  Guipúzcoa,  560.511,  y  Vizcaya,  680.646,  con  las 
compensaciones  establecidas.  Como  la  recaudación  se  hace 
por  los  ayuntamientos,  no  figuran  en  el  presupuesto  gas- 
tos especiales  á  cargo  de  esta  renta. 

Prescindiendo  de  los  derechos,  que,  como  luego  hemos 
de  ver,  aun  cobrados  por  las  aduanas  son  realmente  de 
consumos,  la  suma  de  las  partidas  consignadas,  á  la  que 
es  preciso  añadir  el  importe  de  los  recargos  municipales  y 
los  gastos  de  la  recaudación,  nos  autoriza  para  afirmar 
que  esta  contribución  cuesta  al  pais  bastante  más  de  150 
millones  de  pesetas. 

Ese  guarismo  excede  en  elocuencia  á  todas  las  conside 
raciones  que,  á  nombre  del  derecho,  de  la  economía  y  de 
la  hacienda  rechazan  en  general  los  impuestos  indirectos, 
y  más  particularmente  los  que  gravan  al  consumo.  Y  eso 
que  la  dificultad  mayor  no  consiste  en  admitir  el  principio 
en  que  se  fundan  las  imposiciones  de  esta  última  clase, 
sino  que  los  inconvenientes  surgen  de  un  modo  insupera- 
ble cuando  se  trata  de  darle  aplicación  y  desarrollo,  como 
podemos  observar  reflexionando  un  momento  sobre  lo  es- 
tablecido por  nuestra  legislación  del  ramo. 

Las  tarifas  comprenden  un  cierto  número  de  artículos 
que  sirven  para  la  alimentación  y  para  usos  diferentes. 
¿Por  qué  son  esos  y  no  otros  los  gravados?  Su  elección  es 
puramente  discrecional  y  no  obedece  á  principio  alguno. 
Los  derechos  no  guardan  una  relación  determinada  con  el 
valor  de  las  especies,  y  sería  imposible  establecerla,  por- 
que los  precios  varían  continuamente  y  son  distintos,  se» 
gún  las  localidades;  luego  aquéllos  son  arbitrarios  por 
<:ompleto.  El  tipo  del  impuesto  cambia  de  unas  á  otras  po- 
blaciones;  mas  ¿por  qué  se  las  clasifica  y  agrupa  á  éstas 
para  medir  sus  fuerzas  contributivas  en  razón  al  número 
de  los  habitantes  de  cada  una.?  Y  dado  que  esta  base  sea 
legítima,  ¿por  qué  se  formará  el  primer  grado  de  la  escala 
con  los  pueblos  que  tienen  5.000  almas  y  no  con  los  de 
3.000  ó  7.000?  ¿Por  qué  el  segundo  grupo  comenzará  en 
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Ids^  ['2.001  habitantes  y  no  antes  ó  despuésí 
y  sienipre  arbitrariedad,  porque  á  ella  se  cor 
stbiemente  todo  ei  que  obra  sin  la  guía  de  ur 
zonable.  .       . 

El  Estado  debe  administrar  por  sí  mismo  : 
oon  que  se  Sostiene,  y  esto  es  imposible  tratt 
derechos  sobre  el  consumo,  porque  serian  ene 
tos  á  que  daría  lugar  la  recaudación  directa, 
por  lo  tanto,  ei  confiar  la  administración  á  le 
el  acudir  á  los  encabezamientos  en  el  mayí 
las:  poblaciones.  ¿Y  cómo  se  fijan  los  cupos 
bezamiento?  Ya  hemos  visto  que  se  procede 
criterio  alguno,  pues  á  esto  equivale  el  señali 
base  para  el  cálculo  del  consumo  el  número 
La  ley  misma  de  1881,  con  sus  tipos  del  co. 
dual  para  cada  una  de  las  especies  tarífádas, 
más  que  la  arbitrariedad  contenida,  una  árl 
glamentada.  La  administración  sienta  ciertas 
obliga  á  apreciarlas  conforme  á  un  procedió 
determinado;  mas  la  arbitrariedad  aquí  está 
partida,  porque  los  tipos  adoptados  tanto  pi 
como  para  los  consumos  individuales  son  c 
dados.  Para  que  fuesen  no  más  que  aproxim 
cesaría  una  estadística  dificilísima,  y  sabid 
carecemos  hasta  de  las  más  sencillas  '.  Ade 
los  municipios  de  un  gran  número  de  pobLa 
hacer  efectivos  los  encabezamientos,  ha  sidí 
cederles  que  echen  mano  del  reparto  y  de  I 
siva,  el  primero  origen  de  infinitos  abusos 
otra  parle,  el  más  contrario  á  la  naturaleza 
como  que  le  hace  de  forma  directa,  y  la  se, 


'  Véase  el  proyepto  de  reforma  presentado  á  ! 
de  Junio  de  i8^.  Trata  de  demostrar  que  el  impí 
sivo,  si  bien  prescinde  de  los  recargos  municipa 
tos  de  recaudación.  Reconoce  la  existencia  del  fr 
de  In  administración,  y  amplía  las  facultades  de  ésta. 
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nos  inicua,  puesto  que  establece  un  verdadero  estanco  de 
los  artículos  de  subsistencia. 

Y  todos  esos  males,  según  hemos  indicado,  no  son  im- 
putables únicamente  á  nuestras  leyes,  sino  vicios  que  siem- 
pre, y  en  una  ú  otra  forma,  produce  fatalmente  el  impues- 
to de  consumos.  ¿Cómo,  pues,  no  desear  la  abolición  de 
un  recurso  que,  sobre  faltar  á  la  igualdad  y  á  la  justicia, 
lleva  consigo  tales  inconvenientes  financieros?  Nosotros  la 
anhelamos  vivamente;  pero  no  la  consideramos  por  el  mo- 
mento realizable.  Hay  ciertamente  un  modo  de  suprimir 
ése  tributo,  causa  de  privaciones  y  sufrimiento  sin  núme- 
ro, que  consiste  en  rebajar  el  presupuesto  de  gastos  en 
una  cantidad  igual  á  la  que  el  de  ingresos  perdería  con  la. 
reforma;  mas  esto,  aunque  no  sea,  ni  mucho  menos,  im- 
posible, estamos,  por  desgracia,  bien  seguros  de  que  no 
ha  de  realizarse,  y  juzgamos  temerario  el  proponer  la  su- 
presión de  los  consumos;  'en  tanto  que  ésta  medidasupon- 
ga  la  necesidad  de  reemplazarlos.  Por  dos  veces  se  ha  iri-^ 
tentado  resolver  así  el  problema,  como  sustitución  qué  nío^ 
cómo  supresión  de  los  consumos,  y  en  ambas  el  fracaso  ha 
sido  semejante:  no  pudo  hacerse  efectiva  la  derrama  é& 
«1856,  ni  pudo  mantenerse  el  impuesto  personal  úq  1868. 
Después  el  presupuesto  de  1893  y  el  decreto  de  29  da. 
Marzo  de  1894  quisieron  sustituir  los  derechos  dé  consu- 
mos sobre  el  vino  con  un  impuesto  establecido  directa- 
mente sobre  los  productores,  y  este  ensayo  parcial  tuvo  el- 
mismo  resultado  que  los 'Otros  generales.  Claro  está,  por 
otra  parte,  que  es  de  igual  modo  impracticable  obtener  de 
una  nueva  contribución  indirecta  la  suma  que  proporciona 
la  de  consumos,  según  exigen  las  necesidades  de  nuestros 
presupuestos.  •  - 

Por  eso  hemos  de  contentarnos  con  hacer  votos  para 
que  la  diminución  de  los  gastos  públicos  y'  la  mejora  de 
•las  contribuciones  directas  permitan,  reducir  ptimero  gra- 
dualmente y  acabar  al  fin  con  el  impuesto  más  desigual 
y  antieconómico  de  todos  ellos. 


i; 
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dictó  el  reglamento  para  la  ejecución  de  esa  ley,  y  fué  ya 
derogada  por  la  de  5  de  Agosto  de  1893,  en  la  que  se 
mantenían  las  patentes  de  elaboración^  proporcionadas  á  la 
calidad  de  los  aparatos  para  los  alcoholes  procedentes  de 
la  uva,  se  gravaba  con  37,50  pesetas  por  hectolitro  el  al- 
cohol de  cualquiera  otra  procedencia,  lo  mismo  el  impor- 
tado que  el  de  producto  nacional,  y  se  insistía  también  en 
las  patentes  de  vendedores.  Modificadas  éstas  por  decreto 
de  8  de  Febrero  de  1894,  el  presupuesto  de  1895  reformó 
las  de  elaboración,  la  ley  de  10  de  Junio  de  1897  sustituyó 
las  de  venta  con  aumentos  en  la  contribución  industrial,  y 
por  último,  el  reglamento  de  19  de  Abril  de  1898  ha  com- 
pilado toda  esa  accidentada  é  ineficaz  legislación,  y  se  halla 
en  vigor  ahora,  porque  los  proyectos  ulteriores  de  refor- 
ma ^  fracasaron  ante  la  competencia  declarada  entre  viti- 
tcultores  é  industriales. 

Por  medio  de  las  patentes  de  elaboración  pagan  los 
productores  de  alcoholes  obtenidos  de  la  uva  y  sus  resi- 
duos un  derecho  proporcionado  á  la  clase  de  aparatos 
empleados,  que  varia  de-^de  18  hasta  135  pesetas.  Si  utili- 
zan exclusivamente  los  residuos  de  la  uva  y  no  el  vino,  sa- 
tisfarán tan  sólo  el  20  por  100  de  las  cuotas  señaladas.  La 
fabricación  de  alcoholes  producidos  con  materias  distintas 
de  la  uva  y  las  importaciones  del  extranjero  y  posesiones  es- 
pañolas contribuirán  con  37,50  pesetas  por  hectolitro.  Unos 
y  otros  productores  están  obligados  á  presentar  en  las  ad 
ministraciones  de  hacienda  cuatro  ejemplares  de  una  decla- 
ración jurada,  en  que  reseñarán  todas  las  condiciones  en  que 
establecen  su  industria.  Se  admiten  en  las  aduanas  habilita- 
das depósitos  de  alcoholes,  que  podrán  reexportarse  libre- 
mente y  sólo  pagarán  los  derechos  establecidos  cuando 
%lgan  de  los  depósitos  para  el  interior  del  país.  Los  al- 
coholes que  se  califiquen  de  impuros  en  el  reconocimiento 
serán  inutilizados  ó  reexportados. 

'  Debe  consultarse  el  presentado  á  las  Cortes  por  el  Sr.  Villa- 
-verde,  en  18  de  Junio  de  190Í ,  por  el  estudio  que  se  hace  en  el 
preámbulo  y  los  datos  que  le  acompañan. 
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•Ingenieros  industriales  comprueb. 
los  ÉibricantBs,.' y  en  caso  de  disco 
gUndo  reconocimiento,  y  el  delegac 
ción  ante  la  Dirección  y  el  MinJsterí 
tfa  del  asunto.  Los  destiladores  d 
uva  disponen  libremente  de  sus  pro 
cantes  serán  intervenidos  en  todas  s 
Administración. 

:  El  reglamento  define  los  delitos  j 
de  incurrirse  contraviniendo  á  su 
frdudación  se  castiga  administrativa 
pueden  llegar  á  2.500  pesetas  y  las 
nlentos  de  los  derechos  y  multas 
casos'. 

El  impuesto  se  halla  á  cargo  de  I 
ñas,  que  directamente  interviene  y  í 
de  alcoholes  en  las  provincias  de  c< 
das  llevan  la  contabilidad  las  ad 
cienda. 

En  1900  se  han  recaudado  por  I( 
pesetas.  En  equivalencia  de  este  in 
Vascongadas  satisfacen:  Álava,  3-7 
12.766,  y  Vizcaya,  14.690.  Los  ga 
renta  aparecen  englobados  con  los 
real  orden  de  18  de  Agosto  de  189' 
1 50,000  pesetas  para  administrad 
impuesto. 

El  alcohol  es,  después  del  tabac( 
se  presta  á  una  imposición  especial 
si  bien  hay  que  tener  en  cuenta  qu 
teria  de  muchas  aplicaciones  indi 
cialmente  para  el  encabezamiento  3 
Á  pesar  de  estOy  acabamos  de  ver  q 


'    VtSansc  el  decreto  de  21  de  Enero 
9  y  29  de  Febrero  de  1901,  qae  hacen  1 
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repetidos  intentos  de  nuestra  administración  para  organi^- 
zar  ese  impuesto,  y  lejos  de  haberse  conseguido  hacer  del 
alcohol  un  artículo  de  renta,  los  ingresos  por  este  concepto^ 
que  se  acercaron  á  l6  millones  de  peásetas  en  1889-90,  han. 
ido  descendiendo  hasta  ser  menores  de  2  millones  en,  1896- 
y  97.  El  ffacaso  ha  de  atribuirse,  en  mucha  parte,  al  camy^ 
bio  continuo  de  los  procedimientos  y  á  deficiencias  de  la 
acción  administrativa,  e'ncargada  de  aplicarlos;  pero  es  que 
además  el  aspecto  ñscal  del  asunto  se  ha  complicado  con> 
cuestiones  económicas.  Cuando  nuestros  vinos  se  expor-n 
.  taban  en  grande  escala,  se  creyó  conveniente  favorecer  la- 
entrada  de  los  alcoholes  extranjeros;  luego  que  las  expor^ 
taciones  quedaron  casi  anuladas,  se  declaró  la  guerra  á  ía 
importación  del  alcohol  para  proteger  á  los  vinicultores,  y 
^hora  s^  pretende  librar  á  éstos  también  de  la  concurren-:- 
cia  que  puedan  hacerles  los  alcoholes  industriales.  Para 
establecer  sólidamente  el  impuesto  es  preciso  rectificar 
esos  propósitos.  Técnicamente  son  industriales  todos  lo^ 
alcoholes,  y  en  otro  sentido,  tan  agrícola  es  el  que  se  ob- 
tiene de  la  uva  como  el  que  se  saca  del  maíz,  la  pata- 
ta, etc.;  además,  las  grandes  destilerías,  en  relación  coxt 
los  viejos  alambiques,  son  un  progreso,  que  no  debe  con- 
trariarse, y  el  vinicultor  es  el  más  interesado  en  que  haya. 
á  buen  precio  alcoholes  bien  refinados.  Es  antieconómicof- 
estimular  la  producción  de  los  vinos  para  la  destilación;, 
si  se  quiere  proteger  á  los  vinicultores,  dense  facilidades  á 
la  exportación  y  baratura  al  consumo;  pero  los  alcoholen- 
de  producción  nacional,  únicos  en  el  mercado,  deben  ser 
impuestos  con  un  derecho  elevado,  adoptando  las  disposi- 
ciones convenientes  para  que  no  alcance  ese  gravamen 
especial  al  alcohol,  previamente  inutilizado  para  la  bebidar 
que  necesita  la  industria. 

II.  El  azúcar  estuvo  gravado  con  derechos  de  importa- 
ción y  de  consumo,  hasta  que  el  decreto  de  27  de  Noviem- 
bre de.  1862  dispuso,  que  los  artículos  coloniales,  incluidos- 
en  las  tarifas  de  consumos,  pagasen  estos  derechos  en  las 
aduanas  á  la  vez  que  los  de  importación,  y  luego  circula- 
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sen  libremente;  abolida  una  parte  del  impui 
recer  el  de  consumos,  se  restableció  con  caí 
rio  sobre  el  azúcar  y  otros  artículos  por 
Diciembre  de  1872,  fué  aumentado  por  la 
de  1876,  se  recargó  después  con  el  impueE 
vino  á  quedar  en  su  totalidad  á  beneñcio 
efecto,  cuando  se  autorizó  á  los  ayuntamii 
var  los  consumos,  se  declararon  sujetos  á  e 
artículos  que  eran  ya  objeto  del  impuesto  tr 
aduanas,  y  en  1877  (ley  de  il  de  Julio)  se 
municipios  imponer  el  cacao,  la  canela,  el 
una  cantidad  igual  á  la  que  estas  especie: 
Tesoro  por  derecho  transitorio;  pero  tenieni 
dificultad  de  que  los  ayuntamientos  hicier 
recargo,  el  Estado  se  encargó  de  cobrarle  t 
compensando  á  los  pueblos  con  la  rebaja  < 
de  peseta  por  habitante  en  el  impuesto  sobi 
la  supresión  del  5  por  loo  que  devengaban 
tos  municipales. 

Las  mismas  disposiciones  que  fueron  orí| 
to  transitorio,  es  decir,  el  real  decreto  de  I 
1872,  crearon  y  modificaron  respectivamer 
sobre  el  azúcar  que  produjeran  las  fábricas 
la  é  islas  Baleares.  Recaudábase  este  impu 
de  encabezamiento  de  los  fabricantes;  mas 
Julio  declaró  la  caducidad  de  los  conciertí 
mandó,  que  se  cobrara  directamente  el  der 
do  de  S  pesetas  80  céntimos  por  cada  loo 
volvió  á  los  encabezamientos  en  1878,  y 
bajas  en  el  impuesto  por  decreto  de  5  de  O 
y  por  la  ley  de  presupuestos  de  1887,  ene 
vorecer  la  producción  nacional. 

La  ley  de  30  de  Junio  de  1892  creó,  en 
los  impuestos  que  entonces  existían,  un  í 
sobre  los  azúcares,  equivalente  al  de  const 
vaba  diferencialmente  á  los  extranjeros,  1 
colonias  y  los  nacionales .  Este  derecho  de 
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las  aduanas  y  de  los  fabricantes  españoles  por  medio  de 
conciertos,  otorgándose  á  los  exportadores  de  azúcar  refi- 
nado, que  procediese  de  las  colooias,  la  devolución  de  los 
derechos.  La  ley  del  30  de  Agosto  de  1896  mandó  rectifi- 
car los  conciertos,  que  se  habían  celebrado  sobre  una  pro- 
ducción de  azúcar  mucho  menor  que  la  verdadc  ra,  y  un 
decreto  de  11  de  Agosto  de  1899  estableció  nuevas  bases 
para  esos  contratos.  Por  último,  la  ley  de  19  de  Diciembre 
de  1899  y  su  reglamento  del  2  de  Enero  de  1900  han  or- 
ganizado ol  que  denominan  impuesto  del  azúcar 

En  lo  fundamental,  sin  embargo,  se  mantienen  las  bases 
que  antes  regían  y  el  impuesto  es  de  importación  sobre 
el  azúcar,  productos  análogos,  mielen,  chocolate,  dulces, 
«acariña  y  medicamentos  azucarados,  que  pagan  desde 
I  á  85  pesetas  por  100  kilos,  y  de  fabricación  para  el  azú- 
car, glucosa,  mieles  y  sacarina  que  se  produzcan  en  la 
Península  é  Islas  Baleares,  gravados  con  derechos  de  3  á 
25  pesetas  cada  ico  kilogramos.  La  exacción  de  éstos  se 
hará  á  la  salida  de  las  fábricas  ó  refinerías*  Se  exceptúan 
del  pago  las  mieles  de  producción  nacional  que  se  desti- 
nen á  la  fabricación  de  alcoholes,  así  como  el  azúcar  y 
las  mieles  del  mismo  origen  que  sean  objeto  de  exporta- 
ción, y  se  devolverán  12  pesetas  50  céntimos  á  los  expor- 
tadores de  chocolates  y  dulces  por  cada  loo  kilogramos 
y  4  pesetas  á  los  de  frutas  y  galletas  finas.  Los  productos 
sujetos  al  impuesto  deben  circular  con  guías,  y  los  fabri- 
cantes han  de  presentar  relación  firmada  por  triplicado  de 
los  medios  que  se  proponen  emplear  y  de  las  épocas  de 
trabajo.  Las  fábricas  de  azúcar,  glucosa  y  mieles  tendrán 
intervenidas  sus  operaciones  por  un  empleado  de  hacienda. 
Los  delitos  de  defraudación  se  castigan  administrativamen- 
te con  recargos  sobre  los  derechos  del  triplo  al  quíntuplo  y 
multas  desde  500  á  10.000  pesetas,  según  los  casos,  y  las 
faltas  con  multas  de  50  á  2.000  pesetas.  Los  procedimien- 
tos son  los  establecidos  por  las  ordenanzas  d&  aduanas  ^. 

•    Véase  la  real  ord«a  de  i.®  de  Febrero  de  1901,  que  modifica 
otra  de  5  de  Abril  de  1000. 
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Administra  este  impuesto  ia  Dirección  de  aduanas  ^  por 
medio  de  éstas  en  las  provincias  de  costa  y  frontera,  y  en 
^1  interior  valiéndose  de  las  administraciones  de  hacien- 
^ia..  El  reglamento  se  puso  en  vigor  el  día  i.**  de  Febrera 
•<le  1900,  y  durante  ese  año  los  ingresos  obtenidos  fueron 
12.541 .053  pesetas,  contra  17. 500.000  que  se  habían  pre- 
-^upuestado.  Aun  así,  esa  recaudación  lleva  considerable 
ventaja  á  las  anteriores,  porque  en  cada  uno  de  los  seis 
últimos  años  el  impuesto  no  rindió  más  que  millón  y  rae- 
-dio  de  pesetas.  Los  gastos  especiales  de  investigación  van 
-unidos  con  los  de  aduanas  y  alcoholes  ^ 

Sin  duda  que  los  conciertos  con  los  fabricantes,  por  las 
bases  adoptadas  para  establecerlos  y  los  vicios  de  la  ad* 
mínistración,  dieron  lugar  á  una  defraudación  escandalo- 
sa, que  había  casi  anulado  la  imposición  del  azúcar;  pero 
el  gravamen  actual  se  funda  en  un  régimen  de  violencia  y 
de  injusticia.  Imposibilitada  la  importación  de  los  azúcares 
extranjeros,  la  subida  en  el  precio  de  este  artículo  ofreció 
grandes  lucros  á  su  producción  con  la  remolacha,  y  se 
multiplicaron  las  plantaciones  y  las  fábricas  dedicadas  á 
esa  industria,  hasta  el  punto  de  que  ya  am*enazan  exceder 
ios  límites  del  consumo.  Ahora  el  Estado  dice  á  los  fabri-. 
cantes:  yo  mantego  un  derecho  arancelario  de  100  pese- 
tas por  ICO  kilogramos  de  azúcar,  os  hago  dueños  del 
mercado  y  no  podéis  quejaros  de  que  imponga  50  pesetas 
á  vuestros  azúcares,  cuando  os  entrego  á  discreción  á  los 
consumidores.  Es  la  tan  sabida  historia  del  monopolio 
proteccionista,  que  engendra  las  exigencias  del  fisco,  ej 
sacrificio  del  consumidor,  el  exceso  de  la  producción  y 
las  reclamaciones  incesantes  de  los  mismos  protegidos. 
La  industria  azucarera  sufre  ya  los  primeros  síntomas  de 
la  crisis  á  que  está  condenada,  ha  entrado  en  el  camino 
de  los /; «jíj  ó  conciertos  entre  los  fabricantes,  y  el  im- 
puesto excesivo  como  industrial  y  como  derecho  de  con- 


•  ^    £q  los  $eis  primeros  meses  de  1901  este  impuesto  ha  rendido 
más  de  9  millones  de  pesetas. 
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sumo  sobre  un  artículo  de  verdadera  necesidad  agravará 
-esa.  situación,  con  daño  muy  sensible  para  nuestros  pro- 
gjresos  agrícolas  é  industriales. 

III.  La  falsiñcación  tan  corriente  que  se  hace  del  café 
y  del  te  por  medio  de  la  achicoria  y  otros  vegetales  justi-^ 
fica  la  creación  del  impuesto  sobre  estos  artículos,  tantg 
por  consideracionee  fiscales  como  por  la  idea  de  poner 
•algún  límite  á  tales  fraudes. 

,  La  ley  de  28  de  Noviembre  de  1899  ha  sujetado  al  pago 
<ie  100  pesetas,  por  igual  cantidad  de  kilogramos,  la  fabd-^ 
cación  de  la  achicoria  tostada  ó  molida  y  las  demás  sus- 
tancias con  que  se  imiten  el  cafe  ó  el  te.  La  importación 
•de  esos  artículos  continuará  satisfaciendo  los  derechos 
arancelarios  que  señala  el  arancel.  No  podrán  circular  losí 
productos  indicados  sino  en  paquetes  con  un  precinto  que 
acredite  el  pago  del  impuesto,  y  se  prohibe  su  venta  bajo 
el  nombre  de  café  ó  te,  así  como  su  mezcla  con  estos  ar- 
tículos. En  lo  sucesivo  no  podrán  montarse  nuevas  fábri- 
•cas  de  dichos  productos  sin  licencia  de  la  administración. 

Los  actuales  fabricantes  deben  llevar  un  registro  en  que 
anotarán  por  días  sus  operaciones,  é  incurrirán  en  multa 
<ie  50  á2.5oo  pesetas  si  no  le  presentaran  al  ser  requeridos 
para  ello. 

Los  precintos  se  expenderán  en  las  administraciones  de 
hacienda,  y  la  defraudación  como  la  fabricación  ó  suplan- 
tación de  esos  precintos  se  castigarán  con  arreglo  á  las  or- 
denanzas de  aduanas.  Se  exigirá  multa  del  quinto  al  dé- 
<:uplo  del  derecho  por  la  fijación  de  precintos  de.  precio 
menor  al  que  corresponda. 

Administra  el  impuesto  la  Dirección  de  aduanas,  y  ha 
dado  en  su  primer  año  un  rendimiento  de  166.381  pe- 
setas. 

IV.  De  las  materias  que  sirven  para  el  alumbrado,  el 
petróleo  fué  la  primera  gravada  especialmente.  Sometido 
antes  á  fuertes  derechos  atancelarios,  estuvo  á  punto  de 
ser  objeto  de  monopolio  en  virtud  de  la  ley  fecha  10  de 
Junio  y  decreto  del  4  de  Agosto  de  1897;  pero  estas  dis- 
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El  impuesto  así  reformado  produjo  3.552,143  pesetas, 
en  1900  á  lasque  es  necesario  aumentar  las  cantidades  del 
concierto  con  las  Provincias  Vascongadas,  que  son40.i8o 
áeZ  Guipúzcoa,  63.000  de  Vizcaya  y  5.000  por  la  de 
Álava. 

Dada  la  generalidad  que  alQ^nzan  las  imposiciones  so- 
bre el  consumo,  no  puede  'condenarse  la  extensión  que 
reciben  con  esta  contribución,  aunque  hay  motivo  para 
pedir  qne  se  reduzca  el  tipo  del  gravamen  establecido. 
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lBirB««t«s  sobre  ca 
y  nmlftia  j  10  per 
peaaa  7  medidas. 


I.  £1  impuesto  sobre  1( 
guos  precedentes  en  la  h: 
conoció  ya  á  ñnes  del  sigl 
de  supresiones  y  restable' 
aquéllas  la  que  ordenó  la 
le  redujo  á  arbitrio  munici 
el  decretado  por  el  presupi 

La  instrucción  del  12  dt 
metidos  al  impuesto  los  c 
didad,  recreo  ü  ostentaciói 
das  públicas  y  los  dedicad 
vó  á  los  primeros  con  una 
que  señalaba  el  máximum 
más  caballerías  y  el  tipo  n 
una  sola.  Se  reservóá  los 
recargar  con  un  100  por  i 
del  30  de  Junio  y  la  instri 
dieron  nuevas  bases  al  im] 
por  caballería  y  carruaje,  j 
autorizó  el  arrendamiento,  1 
la  ley  del  10  de  Junio  de 
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hiciera  de  patentes;  el  presupuesto  de  1898  autorizó  tam- 
bién otra  reforma  que  llevó  á  cabo  el  reglamento  provisio- 
nal de  26  de  Julio  de  aquel  año,  sin  alterar  sustancialmen- 
te  las  bases  adoptadas  en  1895,  y  ese  reglamento,  publi- 
cado como  definitivo  el  28  de  Septiembre  de  1899,  es  el 
vigíente. 

Las  poblaciones  se  clasifican  en  tres  grupos:  forman  uno 
las  menores  de  20.000  habitantes  y  en  ellas  se  pagará  20 
pesetas  por  cada  carruaje  y  7,50  por  cada  caballería;  en 
Jas  que  pasen  de  aquel  número,  sin  llegar  á  1 00.000  ha- 
bitantes, las  cuotas  serán  de  40  y  1 5  pesetas  respectiva 
mente,  y  en  las  demás  de  80  y  30.  El  recargo  municipal 
no  podrá  exceder  del  50  por  100.  Se  exceptúan  únicamen- 
te los  carruajes  de  paradas  públicas  y  los  del  cuerpo  di 
plomático  ^  Del  15  al  30  de  Octubre  los  dueños  de  carrua- 
jes enviarán  á  la  administración  de  hacienda  en  las  capi- 
tales, y  al  alcalde  en  los  demás  pueblos,  relación  duplicada 
de  los  coches  y  caballerías  que  posean,  y  con  esas  relacio- 
nes se  formará  todos  lo>  años  el  padrón,  que  se  rectificará 
por  altas  y  bajas  justificadas.  Pueden  celebrarse  conciertos 
con  los  alquiladores  de  carruajes  de  lujo,  y  podrá  también 
la  Administración  arrendar  la  percepción  del  impuesto  en 
una  ó  varias  provincias.  Se  castigan  las  defraudaciones  por 
Juntas  administrativas,  que  imponen  multas  equivalentes 
á  la  cuota  de  un  año,  ó  de  10  á  100  pesetas,  según  los 
casos,  y  dobles  á  los  que  resisten  ó  son  reincidentes,  con 
apelación  á  la  Dirección  de  contribuciones  ó  al  Ministerio, 
conforme  sea  la  cuantía  del  asunto. 

La  recaudación  por  este  concepto,  y  recargado  el  im- 
puesto con  dos  décimas,  produjo  847.728  pesetas  en  1900, 
incluyendo  los  recargos  municipales,  que  importaron  más 
de  100.000.  Corresponden  además  á  las  Provincias  Vas- 
congadas: 1.500  pesetas  á  Álava,  6.000  á  Guipúzcoa  y 


*    Una  Real  orden  de  15  de  Junio  de  1900  declara  que  están  su- 
jetos á  la  contribución  los  coches  automóviles. 


-  SI6  - 

I o.ooo  á  Vizcaya.  Los  gastos  de  la  administración 
consisten  en  e!  premio  de  cobranza  sei'ialado  á  cada 
y  el  I  por  loo  que  perciben  las  administraciones  di 
cienda-y  los  alcaldes  por  la  formación  de  los  padrón 
computan  como  minoración  de  los  ingresos. 

Admitida  esta  contribución  por  su  carácter  sunti 
sólo  hay  que  decir  acerca  de  ejla  que  serian  mucho  n 
res  sus  rendimientos,  si  se  llevase  mejor  su  administre 
que  es  tan  sencilla. 

II.  Es,  en  cambio,  modernísima  y  copia  del  extra 
la  imposición  de  los  casinos  y  sociedades  de  recree 
ha  creado  la  ley  de  presupuestos  de  1900,  y  consisi 
un  3'.)  por  100  de!  inquilinato  que  paguen  esos  circ 
sin  más  excepción  que  las  sociedades  de  obreros  y  la 
tengan  por  objeto  la  beneficencia  ó  la  enseñanza. 

Rigió  el  impuesto  durante  nueve  meses  del  año  me 
nado,  y  aimque  sus  rendimientos  se  calcularon  en4Sc 
pesetas,  no  dio  más  que  31 1.673.  En  su  equivalencia 
gan  las  Provincias  Vascongadas:  Aiava,  l.ooo  pes 
Vizcaya,  3.000,  y  Guipúzcoa,  6.6^0.  Es  un  arbitrio 
quino,  dificil  de  justificar,  y  que  no  vale  la  pena  de  í 
pilcar  con  una  rama  mar.  las  ya  tan  numerosas  de  n 
Ira  hacienda. 

.  III.  Los  naipes,  gravados  en  otras  épocas  de  diferí 
maneras,  han  vuelto  también  á  ser  tributarios  de  Ib 
cienda  pijblica. 

E;|  presupuesto  de  1893  estableció  un  impuesto  sob 
fabricación  y  venta  de  los  naipes  á  razón  de  30  cénti 
por  baraja,  autorizando  al  Gobierno  para  estancar  el 
ticuio,  .si  por  concierto  con  los  fabricantes  no  oblcníi 
rendimiento  mínimo  de  500.000  pesetas.  No  hubo,  sin  em- 
bargo, ni  concierto  ni  estanco,  yel  impuesto  se  administró 
directamente,  conforme  al  reglamento  de  22  de  Agosto  de 
aquel  año,  obligando  á  los  fabricantes  á  pegar  un  timbre 
en  l,i;>  envolturas  de  las  barajas;  pero  como  se  concedía  la 
devolución  del  impuesto  correspondiente  á  los  naipes  ex- 
portados, se  dio  el  notftbb  cavo  de  que  aparecieron  expor- 
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tadas  más  barajas  que  las  fabricadas,  y  el  Estado  tuvoquü 
devolver  más  de  lo  que  había  percibido. 

Por  eso  el  presupuesto  de  1895  suprimió  el  impuesto,  y 
le  sustituyó  con  un  recargo  sobre  la  contribución  indue^- 
trial  de  1.500  pesetas  por  cada  prensa,  y  2.000  por  cada 
máquina  de  imprimir  naipes.  Le  ha  restablecido  la  ley  de 
presupuestos  de  1900  y  se  halla  organizado  por  el  regla- 
mento de  14  de  Agosto  del  mismo  año.  ■ 

Las  barajas  importadas  pagarán  25  céntimos  de  peseta 
cada  una  y  15  las  de  producción  nacional,  por  medio  de 
timbres,  que  expenderán  las  aduanas  y  tesorerías.  Los 
naipes  destinados  á  la  exportación  llevarán  también  tim- 
bres de  una  peseta  80  céntimos  por  docena  de  barajas; 
pero  se  devolverá  su  importe  á  los  fabricantes,. previas. las 
justificaciones  necesarias  y  á  condición  dé  que  no  exceda 
el  importe  de  las  devoluciones  al  valor  de  los  timbres  adquir 
ridoSy  para  lo  que  se  llevará  cuenta  corriente  á  cada  fabril 
cante.  No  podrá  haber  en  las  fábricas  más  de  una  gruesa 
de  barajas  sin  el  timbre  de  exportación,  y  se  conceden  pla- 
zos á  los  industriales  para  abonar  los  pedidos  de  timbres, 
que  pasen  de  500  pesetas.  Podrán  concertarse  los  fabricaii 
tes  pagando  trimestralmente  el  impuesto  por  el  80  por  100 
de  la  producción  total,  estimándose  el  20  por  loo  restante 
destinado  á  la  exportación,  y  al  efecto  habrán  de  presentar 
¿  los  delegados  de  hacienda  declaración  jurada  de  la  pro- 
ducción obtenida  en  los  últimos  tres  años.  Conforme  ala 
real  orden  de  17  de  Diciembre  de  1900,  las  barajas  desti- 
nadas á  la  exportación  llevarán  un  signo  convenido  con4a 
Administración.  Las  faltas  cometidas  en  el  uso  del  precinto 
motivarán  multas  de  una  peseta  por  cada  baraja,  y  la  fal- 
sedad de  las  declaraciones  para  el  concierto  darán  lugar  á 
la  rescisión  de  éste  y  multa  de  500  á  i.ooo  pesetas. 

Se  presupuestó  un  ingreso  de  375.000  pesetas  para  1900, 
y  si  bien  se  liquidaron  cerca  de  140.000  por  el  impuestx) 
sobre  los  naipes,  la  recaudación  fué  tan.sólo  de  47.J40  pé 
setas.  El  coste  de  los  timbres  se  dedujo  del  rendimiento, 
porque  no  hay  en  el  presupuesto  crédito  para  atenderle. 
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Impuestos  de  las  ProTinclas  Vascongadas  y 
NaTarra;  arbitrios  de  Canarias;  ingresos  de 
Fernando  Poo  j  recursos  OTentúales. 


I.  En  el  estudio  que  dejamos  hecho  de  los  impuestos 
generales,  hemos  tenido  ocasión  de  señalar  las  exenciones 
que  disfrutan  las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra,  y 
ahora  indicaremos  en  su  conjunto  el  régimen  de  excepción 
y  privilegio  en  que  viven  esas  provincias,  por  obra  de  tra- 
diciones que  no  han  debido  mantenerse,  después  que  tales 
comarcas  han  promovido  varias  guerras  civiles,  para  ira- 
poner  á  las  demás  españolas  una  forma  de  gobierno,  que 
ellas  rechazan  escudadas  por  sus  fueros.  7 

£1  estado  actual  de  tan  interesante  asunto  arranca  de 
las  disposiciones  adoptadas  á  la  terminación  de  las  dos 
más  importantes  sublevaciones  carlistas.  La  ley  de  25  de 
Octubre  de  1839  encargó  al  Gobierno  que,  oyendo  á  las 
Provincias  Vascongadas  y  Navarra,  propusiera  las  refor- 
mas necesarias  en  sus  fueros,  y  ella  dio  origen  á  la  de  16 
de  Agosto  de  1841,  que  se  refería  á  Navarra.  Las  Provin- 
cias Vascas  se  resistieron  pasivamente  á  la  mudanza  has- 
ta que  concluyó  la  nueva  guerra  civil  en  1876. 

Entonces  se  promovió  la  ejecución  de  lo  mandado 
en  1839,  por  decreto  de  6  de  Abril  de  aquel  año,  y  la  ley 
del  21  de  Julio  siguiente  impuso  á  las  provincias  de  Álava, 


—  S20  — 
Guipúzcoa  y  Vizcaya  la  obiigación  de  presentar  le 
que  les  correspondiesen  para  el  reemplazo  del  eji 
la  de  pagar  proporcionalmente  las  contri  bucione¡ 
é  impuestos  que  se  consi;ínan  en  los  presupuestos 
tado.  El  Gobierno  quedó  autorizado,  para  dejar 
provincias  indicadas  arbitrasen  los  medios  de  \l 
cupos  en  las  quintas,  para  hacer  las  modificad 
forma  que  se  estimasen  convenientes  en  cuanto  al 
los  impuestos,  y  para  conceder  exencione?  del  serv 
■litar  y  dispensas  de  contribuciones,  con  tal  que  niri 
éstas  pasara  de  diez  anos,  á  los  particulares  y  pob 
que  se  hubieran  hecho  dignas  de  esas  ventajas  poi 
\_yictos  hechos  ó  persecuciones  sufridas  en  la  guerr 
En  cumplimiento  de  esa  ley,  un  decreto  de  l^ 
vicmbre  de  1877  fijó  los  cupos  que  debían  satisi 
Provincias  Vascongadas  por  la  contribución  terri 
otro  decreto  del  28  de  Febrero  de  1878 'rectificó  1 
pos  y  señaló  lo  que  habian  de  pagar  aquéllas  en 
iencia  del  impuesto  industrial,  del  de  derechos  re 
papel  sellado,  por  consumos  y  por  sai.  Se  imput 
el  cupo  de  la  territorial:  los  gastos  hechos  por  cada 
cía  en  el  sostenimiento  del  clero  y  del  culto,  el  40 
en  Álava,  el  50  por  (00  en  Guipúzcoa  y  el  35  en 
por  las  exenciones  locales  y  personales  que  el  C 
podía  otorgar,  y  el  3,63  por  too  como  gastos  de  r 
ción.  Igualmente  serian  de  abono  para  la  contribució 
tria!:  el  60  por  loo  en  Álava,  el  50  en  Guipúzcoa 
en  Vizcaya  por  exenciones  y  el  3,40  por  gastos  d 
dación.  Se  rebajaría  además  del  cupo  de  Vizcaya  ■ 
nimiento  de  100  hombres  de  infantería  y  do  120 
púzcoa  como  guardias  provinciales.  El  descuen' 
sueldos  provinciales  y  municipales  y  cargas  de  ji 
el  impuesto  de  cédulas  personales  continuarían  re 


'  Las  Provincias  Vascongadas  venían  satisfaciendo  « 
de  res  millones  de  reales  anuales,  que  se  refundió  en  U 
■Ci6n  territorial  por  la  ley  de  ¡3  de  Mayo  de  1845. 
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dose  por  el  Estado.  Se  estableció  el  estanco  del  tabaco.  Sie 
acordó,  por  último,  que  las  nuevas  contribuciones,  como 
las  alteraciones  que  se  hicieran  en  las  señaladas,  obliga- 
rían á  dichas  provincias,  las  cuales  debían  satisfacer  sus 
cupos  por  cuartas  partes  en  los  diez  días  siguientes  al  ven- 
cimiento del  trimestre.  •  — I 

La  ley  de  presupuosuos  de  1887  modificó  esos  cupos  y 
señaló  los  que  han  venido  rigiendo  hasta  1893,  con  ligeros 
aumentos  para  la  contribución  de  consumos,  hechos  por 
decreto  de  24  de  Septiembre  de  1889.  Dicha  ley  estableció 
los  abonos  que  debían  hacerse  á  las  provincias  exentas 
por  gastos  de  administración  y  cobranza,  por  sostenimien- 
to de  migueletes  y  miñones  y  por  la  construcción  y  con- 
servación de  carreteras. 

La  modificación  de  algunos  impuestos  y  la  creación  de 
otros,  realizadas  por  el  presupuesto  de  1892,  dieron  origen 
al  decreto  de  16  de  Febrero  de  1893,  en  el  que,  de  acuer- 
do con  las  Diputaciones  vascongadas,  se  determinó  la  ma- 
nera de  aplicar  en  aquellas  provincias  la  contribución  del 
I  por  100  sobre  pagos  de  las  cajas  públicas,  la  de  alcoho- 
les y  la  reforma  de  los  derechos  reales,  del  impuesto  in- 
dustrial y  del  timbre,  estableciendo  ó  rectificando  los  cu- 
pos correspondientes. 

El  art.  41  del  presupuesto  de  1893  dispuso  una  revisión 
general  de  los  conciertos  existentes  con  las  provincias 
exentas,  que  fué  sancionada  por  decreto  del  i.**  de  Febrero 
de  1894,  respecto  de  las  vascas,  no  haciéndose  nada,  como 
luego  veremos,  con  Navarra.  Guipúzcoa  y  Vizcaya  acep- 
taron un  pequeño  aumento  de  sus  cupos,  que  se  de- 
claró inaplicable  á  la  de  Álava,  y  se  convino,  además,  en 
el  encabezamiento  de  los  impuestos  sobre  sueldos  proviri- 
ciales  y  municipales,  tarifas  de  viajeros  y  mercancías  y 
de  las  asignaciones  de  las  empresas  para  inspección  de  los 
ferrocarriles.  Las  cuotas  pactadas  serían  inalterables  has- 
-  ta  1906,  salvo  el  caso  de  creación  ó  supresión  de  contri* 
buciones. 

En  1898  las  Provincias  Vascongadas  se  negaron  á  pa- 
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3  impuestos  extraordinar 
I,  700.000  pesetas,  y  en  1 
ipondía  por  el  consumo  t 
i  reformas,  que  en  el  an( 

ios  ramos  de  la  hacier 
,  modificación  de  esos  1 

Octubre  de  1900  se  apto 
s  exentas.  Se  convino  ei 
snte  al  impuesto  de  trans 
I  en  100.000  pesetas  pa: 
la,  en  razón  á  la  apertur 
.minos  exclusivamente  n 
)uesto  se  recaudará  direí 
lucirán  por  ese  último  c 
de  Vizcaya;  se  concertó 

pesetas  para  Álava,  i.6 
Vizcaya,  y  se  declararon 

de  1 894  los  derechos  reí 
tivas  y  los  conceptos  d( 
,  que  figuraban  antes  en 
amenté  por  la  hacienda 
3S  nuevos  conceptos  de  I 
3s  impuestos  sobre  los  n 

el  de  timbre  en  lo  que  re 
3  y  obligaciones  de  sociei 
las  sociedades  y  comp 
jngadas,  que  exploten  Íi 
declaró,  por  último,  que 
ncias  las  décimas  adicioi 
n  algunos  impuestos.  El 

ai  de  1 894  y  regirá,  po 
.  1906. 

cuanto  á  Navarra,  la  le 
stablecló  para  ella  un  n 

labia  venid  u  pagando  Navaí 
lales,  que  el  año  de  iS45fué 
ion  de  inmuebles. 
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determinaba  en  materia  económica:  que  aquella  Diputa- 
ción tuviese  con  la  administración  de  propios,  rentas,  ar- 
bitrios, propiedades,  etc.,  las  mismas  atribuciones  que  an- 
tes ejercían  el  Consejo  de  Navarra  y  la  Diputación  del 
reino,  además  de  las  que  corresponden  á  todas  las  Dipu- 
taciones provinciales;  que  Navarra  presentara  el  cupo  de 
hombres  que  le  tocara  ep  las  quintas  ordinarias  y  extraor- 
dinarias, quedando  al  arbitrio  de  su  Diputación  los  medios 
de  cumplir  este  servicio;  que  continuaran  en  los  Pirineos 
las  aduanas,  estab!3cidas  en  1 837,  con  el  arancel  general; 
que  de  la  contribución  directa  ó  de  los  productos  de  las 
aduanas  se  dejase  á  la  Diputación  {Provincial  la  suma  ne- 
cesaria para  atender  á  los  réditos  de  su  deuda  y  demás 
atenciones  consignadas  sobre  la  renta  de  tablas  ^;  la  renta 
del  tabaco  se  administraría  por  el  Gobierno,  abonando  á  la 
Diputación  87.537  reales  con  que  aquélla  se  hallaba  gra- 
vada; el  Gobierno  se  haría  cargo  también  del  monopolio 
de  la  sal,  indemnizando  á  los  dueños  de  salinas;  continua- 
ría el  estanco  de  la  pólvora  y  el  azufre,  y  pagaría,  por 
último,  Navarra  1.800.000  reales  por  única  contribución 
directa,  deduciendo  de  esa  suma  300,000  reales  por  gastos 
de  recaudación.  Ese  cupo  se  elevó  primero  á  1.3  5  o. 000 
pesetas  por  Real  orden  de  22  de  Septiembre  de  1849  y 
luego  hasta  2  millones  á  virtud  del  decreto  de  19  de  Fe- 
brero de  1877,  con  abono  á  la  provincia  del  5  por  100,  ó 
sean  100.000  pesetas  por  los  gastos  y  quiebras  de  recau- 
dación. Esp  mismo  decreto  mandaba  que  el  Estado  se  hi- 
ciera cargo  de  laS  atenciones  del  culto  y  clero  en  Navarra, 
si  bien  debía  continuar  pagándolas  la  Diputación  por 
cuenta  del  mdicado  cupo,  deducido  el  producto  de  la  ren- 
ta de  cruzada,  y  que  dejara  de  exigirse  la  contribución  de 
pan  para  el  ejército  impuesta  á  Navarra  por  Reales  órde- 
nes de  14  y  30  de  Abril  de  1 876,  abonándole  en  descargo 
del  cupo  señalado  las  cantidades  que  hubiera  satisfecho 
por  ese  concepto.  *"'* 


'     Se  llamaba  así  en  Navarra  á  la  renta  de  aduanas. 
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Deíide  entonces,  aunque  la  ley  Je  3 1  de  Julio  ( 
había  autorizado  al  Gobierno  para  ir  estableciendc 
varra,  con  las  modificaciones  de  forma  exigidas 
circunstancias  locales,  una  exacfa  proporción  e 
ingresos  de  aquella  provincia  y  las  demás  de  la  F 
la,  y  la  de  n  de  Julio  de  [S77  volvió  á  decir  que 
varan  á  Navarra  todas  las  contribuciones,  que  é. 
puesto  señala  para  las  otras  provincias;  á  pesar 
en  1893  se  dispuso  la  revisión  de  los  conciertos 
provincias  exentas,  y  en  aquel  año  y  en  el  sigui' 
Vascongadas  celebraron  nuevos  pactos  que  algo 
Piaron  sus  cargas,  desde  entonces  Navarra,  abre 
'  con  la  ley  de  1841,  se  ha  negado  á  todo  conven 
cupo  de  los  dos  millones  de  pesetas  continúa  ¡na 
Kn  [898  no  quiso  satisfacer  tampoco  las  contril 
de  guerra  é  hizo  un  donativo  de  Soo.ooo  pesetas, 
bargo,  á  virtud  de  las  disposiciones  antes  citadas 
hecho  extensivas  á  Navarra  ó  se  ha  tratado  de  aj 
ella  el  impuesto  sobre  cédulas  y  las  nuevas  contril 
sobre  transportes,  alcoholes,  azúcar,  algunos  ci 
de  la  de  utilidades,  naipes,  etc.,  sin  que  téngame 
disposiciones  oficiales  los  datos  necesarios  para  ji 
la  eficacia  de  esos  intentos,  porque  sólo  hemos 
una  Real  orden  fecha  lo  de  Octubre  de  igoo  resp 
azúcar,  que  calcula  el  impuesto  sobre  el  consun- 
cho artículo  para  aquella  provincia  en  400.000  p 
L,encarga  á  la  Diputación  que  le  recaude. 

F,s  preciso  además  tener  en  cuenta,  que  Navar 
be  anualmente  del  Tesoro  público  hace  más  d 
siglo,  como  carga  de  justicia  y  á  titulo  de  inc 
ción  por  su  renta  de  tablas,  la  cantidad  de  4S0.0 
tas  por  cuenta  de  una  liquidación,  que  nunca  se 
Consecuencia  de  lo  que  acabamos-  de  exponei 
en  el  presupuesto  de  ingresos  se  consigna  la  con 
de  las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra  de  1í 
siguiente: 
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Álava 


Contribución  territorial 

»  industrial 

Impuesto  de  derechos  reales . . 

Papel  sellado. . .      

Impuesto  de  consumos 

I  por  loo  sobre  los  pagos  .    . . 

Alcoholes.         

impuestos  sobre  sueldos  locales. 
»        sobre  transportes ... 
»        sobre  carruajes.. 
Asignaciones  para  inspección  de 

ferrocarriles .... 

Impuesto  de  luz  eléctrica  y  de 

'  gas. .    - .        ... 

Impuesto  sobre  casinos 

L  ÓTALES.*  •  •  •  •  •      .  •  .  . 

A  deducir  por  compensaciones  ^ 
Cupo  liquido 


575.000 
58.194 

.17-535 
26.000 

209.387 
12.550 

3  740 

24.907 

6  864 

1 .  500 

9.250 

5  000 
1 .  000 


Guipúícoa.  Viccaya, 


797.766 
310  416 
197.868 
40  200 
560  ..5  1 1 

41.155 

i2.7()6 
62  448 

,  15  700 
6.000 


40 
3 


i  80 
600 


997 
499. 

420 

67 

680 

71 

M 


297 

747 
694 
732 
646 

931 
690 


126.33a 

375-718 

10.000 

36 . 800 

60.000 
6.640 


950.927  2  088.610  3.308  227 
347-243    598.017    664  574 


603. 6S4  1.490.593  2.703.653 


A  la  suma  de  esos  cupos  se  agregan  los  2  millones  del 
de  Navarra  por  contribución  directa  y  el  conjunto  da 
6.797.930  pesetas.  Basta  fijarse  en  la  cantidad  total,  ó  en  I 
cualquiera  de  las  partidas  con  que  se  forma,  para  recono- 
cer que  el  sostenimiento  del  Estado  pesa  muy  poco  sobre 
las  provincias,  que  por  algo  se  llaman  exentas.  No  se  trata 
áe\  jHodo  de  pagar,  sino  del  cuánto;  no  es  que  se  respete  la 
autonomía  económica  de  vascongados  y  navarros,  es  que 
se  les  hace  gran  merced  á  expensas  de  los  demás  españo- 
les. Compárese  la  condición  tributaria  de  la  opulenta  Viz- 
caya con  la  que  padecen  las  míseras  y  sufridas  comarcas 
castellanas,  que  han  sido  siempre  las  víctimas  de  todos. 
iCómo  extrañar  qu^,  animadas  por  esos  ejemplos,  otras 
regiones  soliciten  con  empeño  conciertos,  que  significan, 
no  ya  una  forma  de  recaudación  ventajosa  para  los  inte- 
reses locales,  sino  cuantiosos  y  privilegiados  beneficios  en 
el  importe  de  las  contribuciones! 


*  Estas  bonificaciones  fueron,  establecidas  por  real  orden  de 
27  de  Octubre  de  1887  á  razón  del  39,60  por  100  para  Álava,  37,81 
para  Guipúzcoa  y  el  33, 3S  para  Vizcaya.  -  *.   -  - 


El  sistema  de  los  concie 
aplicaciones  y  casos  detern 
ni  extenderse  á  todos  ios 
brarto  para  la  existencia 
soberanía  corresponde  la 
los  impuestos;  pero  adema 
ciertos  engendran  como  e 
injusticias  que,  cual  suc 
Vascongadas,  favorecen  é 
Vjnerecerlo. 

II.  Un  real  decreto  d( 
francos  los  puertos  de  Caí 
preámbulo,  la  ruina  que 
comarca,  aislada  por  las  < 
y  por  la  competencia  que 
no  tan  bien  situados  com' 
centro  de  contratación  y 
comercio  con  mayores  fac 
da  la  renta  de  aduanas  ] 
era  consecuencia  inevitat 
las  islas  Canarias,  para  su 
irios  siguientesr  derecho; 
una  peseta  en  libra,  á  la  i 
de  loo  y  de  250  reales  rí 
ción  y  la  venta  de  ese  ar 
sobre  la  contribución  ten 
la  parte  comercial  en  el 
millar  sobre  factura  de  tod 
de  puertos  y  faros.  Se  im| 
Juntas  de  comercio  de  las 
déficit  que  resultare,  si  los 
zasen  á  cubrir  la  cantidac 
calcularon  sus  productos. 

La  ley  de  10  de  Junio  1 
ci«s  y  dispuso  el  nombran 
que  propusiera  lo  conven 
juicio  del  Tesoro  y  para  1 
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hallaba  la  provincia  de  Canarias,  por  no  haber  satisfecho 
la  indemnización  que  le  imponía  el  decreto  antes  citado. 

La  Dirección  de  aduanas,  con  noticia  de  algunos  abusos 
que  se  cometían  en  los  puertos  francos  de  Canarias,  tomó 
en  1879  acuerdos  que  tendían  á  modificar  su  régimen;  mas 
la  real  orden  de  13  de  Enero  de  1880  suspendió  su  ejecu- 
ción, ateniéndose  á  lo  mandado  en  1870,  y  así  continuaron 
los  arbitrios  establecidos,  sufriendo  los  recargos  transito- 
rios y  de  guerra  que  pesaron  sobre  las  otras  contribuciones. 

Nueva  ley  del  6  de  Marzo  de  1900  confirma  y  ratifica 
la  declaración  de  puertos  francos,  hecha  por  las  disposicio- 
nes anteriores,  en  favor  de  las  islas  Canarias.  En  su  virtud 
continuarán  libres  de  los  derechos  arancelarios  y  de  los 
monopolios  establecidos  ó  que  se  establezcan  en  la  Penín- 
sula las  mercancías  que  se  importen  ó  exporten  en  Cana- 
rias; pero  la  ley  señala,  al  mismo  tiempo,  algunos  artículos 
sobre  los  que  el  Gobierno  puede  exigir,  en  concepto  de  ar- 
bitrio,  derechos  que  no  excederán  en  ningún  caso  de  los 
impuestos  que  graven  iguales  mercaderías  en  la  Penínsu- 
la. Puede  además  el  Estado  establecer  un  impuesto  sobre 
los  transportes,  y  en  cambio  de  todo  eso  quedan  suprimi- 
dos los  antiguos  recargos  sobre  las  contribuciones  directas 
y  el  I  por  l.ooo  sobre  el  valor  de  las  mercancías. 

Se  facultó  al  Gobierno  para  arrendar  el  cobro  de  los  ar- 
bitrios por  cantidad  que  no  sea  menor  de  un  millón  de  pe- 
setas y  por  tiempo  que,  sin  exceder  de  diez  años,  no  baje 
de  cinco,  admitiéndose  proposiciones  de  la  Diputación 
provincial  y  concediéndose  prelación  en  el  concurso  á  la 
asociación  que  constituyan  los  gremios  correspondientes 
en  los  puertos  habilitados.  Por  último,  se  autorizó  á  la  Di- 
putación para  establecer  un  impuesto  transitorio  sobre  los 
cereales  y  harinas  que  se  importen  en  aquel  archipiélago, 
con  el  exclusivo  objeto  de  extinguir  el  déficit  que  á  favor 
del  Tesoro  tenía  la  provincia  de  Canarias  por  cuenta  de  los 
arbitrios  antes  existentes  ^. 


Ese  impuesto  se  estableció  por  decreto  de  22  de  Mayo  si- 
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Para  dsssnvülver  lo5  preceptos' Ugales  qu; 
tractados,  un  decreto  y  el  reglamento  de  30 
mismo  f.ño  fijan  los  derechos  de  importado 
pagar  en  Canarias  el  alcohol,  los  licores,  e!  . 
cálao  y  pez  palo,  el  cacao,  el  café,  el  chocolí 
las  especias,  el  te  y  eltabaco.  El  adeudo  de  ■ 
se  hará  conforme  á  Ips  aranceles  de  aduana 
ramiento  de  barcos  extranjeros  pagará  en 
mismos  derechos  que  en  la  Peninsula;  sefá 
igual  la  tarifa  de  los  derechos  de  policía  mar 
puesto  de  transportes  se  establece  con  la  mit 
tas  señaladas  para  la  Península  por  cada  > 
alcoholes,  aguardientes  y  licores,  la  achiC' 
sustancias  que  se  emplean  en  las  imitacioi 
del  te,  pagarán  además  y  en  la  misma  forma 
especiales,  distintos  de!  arancelario,  que  los 
provincias  del  continente.  Señala  e!  reglamei 
lidades  con  que  ha  de  hacerse  el  comercio  £ 
de  Canarias,  y  declara  aplicables  á  las  falta 
clones  de  las  ordenanzas  de  aduanas. 

El  arrendamiento  de  los  arbitrios  se  adjud 
to  de  22  de  Mayo  de  1900  á  D.  Luis  Vend 
sentante  de  la  asociación  formada  por  los  g' 
sados,  á  cr.mbio  de  un  cinon  fijo  de  dos  mili 
tas  anuales.  Se  excluyen  del  arriendo  los  di 
abanderamiento  de  buques  extranjeros;  el  co 
entregar  en  los  cinco  primeros  días  de  cada 
va  parte  del  canon;  pagará  multa  de  6  por 
mer  mes  de  retraso,  nueva  multa  del  4  si  s 
meses,  y  transcumdo  un  trimestre  sin  hac 
quedará  rescindido  el  arriendo  y  se  adjudicar 
da  la  fianza  establecida,  ¥A  arrendatario  admi 
mente  los  arbitrios,  pero  fiscalizará  sus  opt 


guíente;  pero  íaú  abolido  en  21  de  Febrero  de  1 
enjugado  ya  con  sus  productos  el  descubierto  er 
aquellii  Diputación  provincial. 
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intervención  que  llevará  la  estadística  del  comercio  y  de  la 
navegación. 

Los  arbitrios  de  Canarias  se  hallan  á  cargo  de  la  Direc- 
ción de  aduanas,  y  la  recaudación  en  1900  fué  de  pe- 
setas I. o  1 2. 34 1.  Esto  demuestra  lo  ventajoso  que  ha  sida 
el  arriendo;  pero  motivos  de  conveniencia  política  aconse- 
jan dulciñcar  todo  lo  posible  el  régimen  tributario  de  las 
islas  Canarias. 

III.  Nunca  fueron  bastantes  los  pequeños  arbitrios  es- 
tablecidos en  Femando  Poo  para  atender  á  los  gastos  de 
la  colonia,  que  se  cubrían,  como  ya  tenemos  dicho,  por 
medio  de  consignaciones  sobre  las  cajas  de  las  provincias 
ultramarinas  y  el  Tesoro  de  la  Península. 

El  decreto,  de  17  de  Febrero  de  1888,  modificado  en  par- 
te por  otro  del  28  de  Julio  de  1896,  organizó  últimamente 
la  administración  de  la  colpnia.  La  Junta  de  autoridades 
cuida  del  mejoramiento  de  los  arbitrios  establecidos  y  ha 
de  proponer  los  nuevos,  oyendo  á  los  Consejos  vecinales 
de  Santa  Isabel,  San  Carlos  y  La  Concepción.  Hay  allí  un 
administrador  de  caudales  y  un  interventor  de  hacienda, 
encargados  de  la  rendición  de  cuentas.  La  recaudación 
está  á  cargo  del  secretario  del  Consejo  de  vecinos  de  Santa 
Isabel,  que  ha  de  elegir  dicho  funcionario  entre  los  oficia- 
les quintos  de  administración. 

La  prestación  personal  para  obras  públicas  se  estable- 
ció en  Fernando  Poo  por  decreto  de  12  de  Noviembre 
de  1869. 

El  producto  de  la  venta  de  tierras  y  solares,  así  como  los 
arbitrios  sobre  la  carga  y  descarga,  combustible  y  venta 
de  géneros,  se  dividirá  en  tres  partes:  la  primera  será  re- 
curso local  de  los  Consejos  vecinales,  la  segunda  se  desti- 
nará al  fomento  de  la  instrucción  pública  y  la  tercera  al 
presupuesto  general  de  ingresos. 

Por  decreto  de  12  de  Agosto  de  1895  se  dispuso,  que  el 
gobernador  enviase  las  instrucciones  con  ai  reglo  á  las  que 
se  perciben  las  rentas  é  impuestos  á  cargo  del  consejo  ve- 
cinal, que  la  administración  de  Fernando  Poo  rinda  sus 

34 
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cuentas  al  Tribunal,  que  remita  trímestra 
de  contabilidad  y  estadísticas  del  comercie 
que  dicho  gobernador  propusiera  las  refor 
hacerse  en  los  impuestos  y  arbitrios  estal 
mido  el  Ministerio  de  Ultramar,  los  asunte 
Poo  pasaron  á  la  Presidencia  del  Consejo 
por  decreto  de  I3  de  Abril  de  1901  se  ha  1 
gobierno  de  aquellas  posesiones  el  Ministe 
El  presupuesto  de  ingresos  de  Femando 
que  continúa  en  vigor,  se  compone  de  1: 
guientes: 


Impuesto  üobre  los  contratos  de   < 

Dos  tercios  del  producto  de  las  ve 
terrenos  de  los  dados  i  censo  y  d 
chos  de  adoanas 

Efectos  timbrados  y  cédulas. 

Estancias  de  pago  en  et  hospitel.. . 

Venta  de  medicinas 

Descuento  sobre  pensiones  y  haberi 

Contribución  de  las  tres  factoríns  i 
de  Elobcy. 


Con  ser  tan  insignificantes  esos  infíresos 
que  no  lleguen  á  hacerse  efectivos.  Ni  en 
provisional  del  presupuesto  de  1900,  ni  en 
recaudación  hasta  Julio  de  1901,  aparece  c 
de  ese  origen,  si  bien  ha  de  tenerse  en  cuen 
presos  representan  un  déficit  ds  43í(.240  pe 
-supuesto  de  Fernando  Poo.  Así  habrá  de  ( 
diendo  durante  algún  tiempo,  aunque  adel 
mejora  de  aquellas  posesiones,  porque  los 
Ionización  sólo  á  la  larga  son  reproductivo 
do  llega  este  caso,  sirven  más  á  la  Nación 
aprovechan  más  al  comercio  que  á  la  haci£ 

IV.  Bajo  el  epígrafe  de  Recursos  fí-cníui 
ramos,  se  consignan  en  c!  presupuesto  2  1 
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setas  y  se  recaudaron  2.849.640  en  el  año  de  1900,  que 
proceden  de  servicios  á  cargo  de  distintos  ministerios  que 
no  se  detallan  con  separación  por  su  escasa  importancia, 
tales  como  la  venta  del  material  inútil  de  obras  públicas, 
los  productos  de  la  escuela  de  agricultura,  de  las  almadra- 
vas  y  otros  semejantes. 

V.  Por  Reintegros  de  ejercicios  cerrados  de  época  co- 
rriente^ ó  sean  de  presupuestos  posteriores  á  1850,  fíguran 
entre  los  ingresos  2.250.CXX)  pesetas,  y  se  hicieron  efecti- 
vas hasta  3.057.252  en  1900. 

VI.  ,  hos  Intereses  de  demora  sobre  fondos  distraídas  de 
su  legitima  inversión^  producto  del  5  por  100  que  se  cobra 
sobre  esas  cantidades,  dieron  130.741  pesetas,  á  pesar  de 
que  en  el  presupuesto  del  año  repetido  no  se  calcularon 
más  que  50.000. 

VII.  El  producto  de  Alcances,  es  decir,  el  resultado  de 
-los  procedimientos  que  se  siguen  contra  los  funcionarios 
deudores  ó  responsables  á  la  hacienda,  ascendió  á  130.614 
pesetas  en  1900. 

VIII.  Finalmente,  los  Atrasos  hasta  Jin  de  i84<^  procu- 
raron una  recaudación  de  3.501  pesetas  por  las  cantida- 
des que  se  hacen  efectivas  sobre  los  créditos  á  favor  del 
Tesoro,  pendientes  en  i.°  de  Enero  de  1850,  fecha  en  que 
^comenzó  á  regir  la  actual  contabilidad  de  la  hacienda. 


ya 


igr9»9»  extraan 
■■i»rt 


on  ocasión  de  los  gas 
hablado  ya  de  los 

en  1888  y  1896». 
Tíos  añadir  aquí,  qi 
¡supuestos  se  formó  1 
liubo  de  hacer  la  Cor 
>  que,  por  la  ley  del  14 
3  de  España,  en  junt 

de  los  gastos.  Esos  ) 
esos,  sino  operacioni 
■,  han  sido  empleadc 
Marina  y  P'omento,  (\ 
ite. 

ro  presupuesto  extn 
e  Agosto  de  1896  y 
valor  de  209.433,91; 
170.232,  resto  del  n 
do  con  la  Tabacaleri 
o  millones  como  imj 

de  las  minas  de  Aln 

;l  capítulo  X  de  la  secci< 


f1    y^.«  "w: 
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-calculados  al  impuesto  de  tráfico  establecido  en  aquella  mis- 
ma fecha.  Mas  como  la  negociación  sobre  Almadén  no  llegó 
á  verificarse  y  el  impuesto  de  tráfico  quedó  abolido  en  1899, 
los  únicos  ingresos  realizados  han  sido  el  anticipo  de  Ta- 
bacos y  36.445.983  pesetas,  produ<?to  del  impuesto  referi- 
do, ó  sea  un  total  de  67.516.2151  y  resulta  un  déficit  de 
141.907.702. 

De  manera  que  esos  dos  presupuestos,  formados  para 
atender  gastos  ordinarios,  no  han  tenido  más  recursos 
que  el  crédito  y  una  contribución  que  ya  no  existe.  El 
de  1896,  además,  ha  quedado  en  parte  sin  dotación  alguna^ 

Pudiéramos  considerar  como  ingresos  extraordinarios 
las  décimas  que  recargan  casi  todos  los  impuestos;  pero 
al  presupuesto  no  se  da  ese  carácter,  y  ya  hemos  hecho 
mención  de  ellos. 

Sólo  nos  resta,  pues,  tratar  ahora  de  la  desamortización 
y  del  crédito,  que  son  los  recursos  propiamente  extraordi- 
narios de  nuestra  hacienda. 

II.  La  desamortización  es  un  recurso  ya  casi  agotado , 
pero  no  sólo  transitorio,  sino  verdaderamente  anormal  y 
efecto  de  circunstancias  que  no  han  de  reproducirse. 

La  amortización  de  la  propiedad,  inaugurada  en  tiempos 
de  la  monarquía  gótica,  llegó  á  fines  del  siglo  XVIII  á  un 
extremo  insoportable.  No  pueden  detenernos  las  causas  de 
ese  hecho,  ni  es  necesario  insistir  sobre  sus  efectos,  harto 
visibles  en  el  abatimiento  de  todas  las  fuerzas  sociales,  en 
-la  despoblación  y  la  miseria  que  sufría  nuestra  patria.  Lo 
que  únicamente  atañe  á  nuestro  objeto  es  indicar,  qué  mo- 
tivos financieros  contribuyen  muy  poderosamente  al  des- 
arrollo de  la  amortización,  tanto  civil  como  eclesiástica. 
La  propiedad  territorial,  huyendo  de  las  gabelas  y  exac-^ 
ciones  que  la  mermaban  por  todas  partes,  buscó  la  inmu- 
nidad y  el  amparo  con  que  le  brindaban  las  entidades 
influyentes  en  los  revueltos  días  de  la  Edad  Media,  y  se 
Ij/inculó  en  el  feudo,  en  los  municipios  y  en  la  Iglesia.. En- 
tre la  libertad  de  disposición  y  la  libertad  de  los  tributos, 
resultaba  esta  última  más  provechosa  que  aquélla,  y  el 
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propietario  tenia  interés  en  renunciar  á 
nía  á  ser  nominal,  y  hallaba  mucha  ve 
en  colono  ó  enñteuta  del  señor  ó  del  ( 
pago  de  los  impuestos  los  nobles  y  1 
para  acumular  la  propiedad,  además 
medios  que  su  posición  les  ofreda,  ce 
las  adquisiciones  á  título  oneroso,  pora 
podían  competir  con  ellos  en  el  precio, 
que  voluntariamente  les  hacían  de  sus  t 
del  estado  llano,  que  iban  á  cobijars 
.aquellos  privilegios.  E^ta  causa  obró  á 
tización  con  tanta  energía  como  el  po< 
sus  violencias  y  la  debilidad  de  los  re 
nes  y  promesas  de  los  frailes  y  los  c 
más  tienígna  sin  duda  con  sus  vasallo 
muy  especialmente  tal  ventaja,  valíéndc 
del  precario,  que  hacia  pasar  á  sus  ma 
zas,  ya  mediante  el  pago  de  una  renta 
adjudicación  al  cedente  del  usufructo  d 
yores  que  la  suya,  ya  por  otras  varias 
geniosas  y  semejantes.  «Como  la  pro] 
dice  un  escritor  contemporáneo,  disfn 
inmunidades  y  privilegios,  al  par  que  Is 
tan  gravada  é  insegura,  algunos  prop 
bienes  á  la  Iglesia  para  recibirlos  luego 
sis  perpetua  mediante  el  pago  de  un 
este  modo  redimía  el  propietario  las  eí 
tomaba  la  Iglesia  el  dominio  directo 
fraude  del  Estado,  con  la  esperanza  de 
nieran  á  refundirá  en  ella  ambos  domí 
Mas  si  la  amortización  arraiga  y  cr 
por  consideraciones  ñscales,  en  este  mi 
de  halla  su  mayor  contradicción,  que  n 
principios  económicos,  ni  a  la  satisface 


'     Cárdenas. — Ensayos  sobre  la  historia  dt  i 
■  España. 
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nerales,  sino  más  bien  en  defensa  de  los  intereses  de  stt 
hacienda,  como  los  reyes  se  oponen  desde  muy  antiguo  á 
las  continuas  adquisiciones  de  la  Iglesia,  que  eran  las  más 
dañosas  á  la  corona,  porque  los  nobles,  al  fin,  estaban 
obligados  á  servirla  con  todos  sus  recursos.  Desde  muy 
antiguo  trataron  nuestras  leyes  de  contener  los  progresos 
de  la  amortización  eclesiástica,  y  prescindiendo  de  la  cues- 
tión que  con  este  motivo  suscita  el  examen  de  la  legisla- 
ción visigótica,  es  indudable  que  á  poco  de  comenzar  la 
reconquista  las  prohibiciones  de  trasmitir  bienes  á  las  igle- 
sias son  muy  frecuentes,  por  lo  mismo  que  no  eran  obe- 
decidas y  aumentaban  sin  cesar  los  males  que  se  preten- 
día atajar  con  ellas.  El  fuero  dado  á  Sepúlveda  por  Alfon- 
so IV  de  Castilla  en  1080  prohibía  á  las  manos  muertas 
toda  adquisición  de  heredamientos,  y  ese  mismo  monarca 
dictó  en  1 102  una  ley  general  para  que  nadie  diera  ni  de- 
jase bienes  raíces  á  las  iglesias,  so  pena  de  perderlos.  Esa 
ley,  adoptada  luego  por  las  Cortes  de  Nájera,  en  el  reina- 
do de  Alfonso  VII,  es  la  2.*,  tít.  I,  lib.  I  del  Fuero  Viejo, 
y  dice  así:  «Este  es  fuero  de  Castilla  que  fué  puesto  en 
las  Cortes  de  Nájera,  que  ningún  heredamiento  de  rey  non 
corre  á  los  fijosdalgos  nin  á  monasterio  ningún».  Alfon- 
so VII  es  aún  más  explícito  en  el  mandato  y  acerca  de  su 
causa,  al  escribir  los  fueros  de  Baeza  y  Cuenca:  «Mando — 
decía  en  este  último — que  á  los  homes  de  orden,,  nin  á 
monjes,  que  ninguno  non  haya  poder  ni  vender  raíz.  Que 
así  como  su  orden  manda  et  vieda  á  nos  dar  ó  vender  he- 
redat,  así  el  fuero  y  la  costumbre  vieda  á  nos  eso  mismo». 
En  Aragón  Jaime  I  dispuso  el  año  1226  que  los  bienes  de 
realengo  no  pasasen  á  abadengo,  y  ese  mismo  monarca 
estableció  en  Valencia  el  impuesto  de  amortización  y  sello 
sobre  las  adquisiciones  eclesiásticas.  Aunque  las  leyes  de 
Partida,  con  su  espíritu  ultramontano,  eran  favorables  á 
las  adquisiciones  de  la  Iglesia  y  fomentaron  la  amortiza- 
ción, el  mismo  Alfonso  X,  que  hacía  aquel  código,  confir- 
maba los  fueros  de  Sepúlveda  y  Cuenca  antes  citados,  y 
otros  que  explícitamente  condenan  las  enajenaciones  á  los 
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de  ella,  dado  que  su  principal  objeto  era  que  lo  realengo 
mantuviese  su  condición  y  se  vinculara  en  provecho  de  la 
corona,  á  virtud  del  principio  de  reciprocidad  invocado 
por  Alfonso  VIII.  Y  esa  misma  tendencia  se  conserva  en 
las  cédulas  de  Carlos  III,  fecha  la  una  el  ¡o  de  Marzo 
<le  1763,  que  manda  no  se  admitan  por  ningún  caso  ins- 
tancias de  manos  muertas  para  la  adquisición  de  bienes, 
y  la  otra  de  1771,  que  recuerda  el  fuerp  d^do  á  Córdoba 
por  el  rey  Fernando  en  1269,  y  la  prohibición  de  vender 
ni  dar  su  heredad  á  alguna  orden,  fuera  de  aquella  cate- 
dral, añadiendo  para  el  caso  de  infracción,  á  las  penas 
entonces  señaladas,  las  de  privación  de  oficio  á  los  escri- 
banos qae  intervinieren  y  la  nulidad  de  los  instrumentos 
y  enajenaciones. 

Hasta  ahora,  pues,  no  hallamos  medidas  desamortíza- 
doras  ó  favorables  á  la  libertad  del  dominio,  y  para  mos- 
trarlas habremos  de  seguir  otro  camino.  Vencidos  los  mo- 
narcas por  la  Iglesia,  impotentes  para  contener  la  amorti- 
zación, trataron  de  sacar  algún  partido  de  ella,  y  obtuvie- 
ron por  mediación  de  los  Papas  las  tercias  reales^  los  do^ 
nativos  y  subsidios  del  clero,  el  excusado,  el  noveno^  y  en 
ñn,  las  llamadas  rentas  eclesiásticas,  que  llegaron  á  ser  de 
gran  cuantía.  Además,  el  concordato  de  1737  estableció 
que  las  nuevas  adquisiciones  de  la  Iglesia,  no  siendo  de 
fundación,  quedarían  sujetas  á  los  mismos  gravámenes  que 
se  impusieran  á  la  riqueza  propia  de  los  legos,  y  una  vez 
quebrantada  la  inmunidad  y  admitida  la  participación  de^ 
Estado  en  los  bienes  eclesiásticos,  el  que  pasara  de  las  ren- 
tas á  los  capitales  dependía  no  más  de  la  urgencia  en  las 
necesidades  del  Tesoro  público.  Asi  es  como,  en  efecto,  se 
realizó  el  cambio,  y  á  virtud  de  razones  fiscales  se  decreta 
y  da  principio  la  desamortización  elesiástica.  Dejando  apar- 
te la  incautación  por  el  Estado  de  los  bienes  pertenecien- 
tes á  los  jesuítas,  expulsados  en  1767,  porque  fué  conse- 
cuencia y  no  motivo  de  aquella  medida  de  índole  política, 
y  prescindiendo  también  del  impuesto  de  1 5  por  100  esta- 
blecido por  Carlos  IV  en  1795  sobre  las  adquisiciones  de 
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manos  muertas,  porque  este  arbitri 
que  el  creado  por  Juan  11,  el  prime 
puso  en  circulación  una  masa  consí' 
bles  '  fué  el  decreto  de  19  de  Sept 
/  expresaba  en  estos  términos:  «Eni 
presentes  de  la  corona,  he  creído  ne 
do  cuantioso,  que  sirva  al  doble  ot 
vales  reales  otra  deuda  con  menos  i 
y  de  poder  aliviar  la  industria  y  co 
de  ellos...  y  he  resuelto,  después  de 
enajenen  los  bienes  raices  pertenec 
picios,  casas  de  misericordia,  de  re 
cofradías,  memorias,  obras  pías  y  f 
niéndose  los  productos  de  estas  vei 
tales  de  censos  que  se  redimiesen 
establecimientos  y  fundaciones,  en 
zación,  bajo  el  interés  anual  de  3  | 
hipoteca  de  los  arbitrios  ya  destftia 
mente  se  destinaren  al  pago  de  las  t 
Ni  una  sola  palabra  pone  Godoy,  s 
labios  de  Carlos  IV  que  se  refiera  é 
la  amortización,  ni  á  las  ventajas  d 
ras  exclusivamente  físcales  las  que 
y  sus  propósitos.  El  segundo  pase 
desamortización  es  de  idéntica  natu 
cédula  de  21  de  Febrero  de  1807,  c 
Pío  VII  '■',  en  el  cual  se  concedía  al 

*  Sempere,  que  se  alaba  de  haber  pr 
el  producto  de  aquella  venta  en  cerca  d 
Historia  de  las  renías  ecUsidsUcas  de  Esfn 
embaído,  la  gradila  en  la  mitad.  Dic.  Art 
que  los  bienes  puestos  i.  la  venta  import 
vendidos  ascendieron  á  400  millones  de 
ciSn  ccUiidstka. 

*  El  Papa  habfa  otorgado,  por  un  br< 
vender  propiedades  de  la  Iglesia  hasta 
les  6.400.000;  perü  las  dificultades  que  h 
medida  dieron  lugar  A  nueva  solicitud  de 
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der  y  enajenar  la  séptima  parte  de  los  predios  pertenecien- 
tes á  las  iglesias,  monasterios,  conventos,  comunidades, 
fundaciones  y  á  otras  cualesquiera  personas  eclesiásticas, 
incluso  los  bienes  patrimoniales  de  las  cuatro  órdenes  mi- 
litares y  la  de  San  Juan  de  Jerusalén,  sin  más  excepción 
que  la  de  los  asignados  por  congrua  de  los  párrocos,  re- 
compensándose á  los  interesados  con  los  productos  que 
hubieren  obtenido  en  un  quinquenio,  y  aplicando  los  pro- 
ductos de  la  gracia  á  la  extinción  de  los  vales  reales  y  al 
socorro  de  las  urgentísimas  necesidades  de  la  monarquía. 
Por  último,  si  es  cierto  lo  que  afirma  Canga  Arguelles,  re- 
firiéndose á  las  Memorias  de  Ouvrand,  «en  Noviembre 
de  1804  el  Papa  Pío  VII  aprobó,  en  vista  de  una  exposi- 
ción de  S.  M.  sobre  los  motivos  que  obligaban  á  expedirla, 
una  cédula  real  firmada  por  el  Sr.  D.  Carlos  IV,  en  la  cual 
se  mandaba  vender  todos  los  bienes  eclesiásticos  de  Espa- 
ña é  Indias.»  ^.  Pero  sea  ó  no  exacta  esta  noticia,  y  á  lo 
segundo  nos  inclinamos,  porque  se  aviene  mal  con  la  sep- 
timacián  de  los  bienes  eclesiásticos,  solicitada  y  concedida 
posteriormente,  ello  es  que  la  desamortización  está  acor- 
dada á  fines  del  siglo  XVIII,  y  empieza  á  ejecutarse  en 
los  comienzos  del  XIX,  porque  ya  no  se  trataba  de  una 
nueva  merced  del  Pontificado,  semejante  á  las  que  disfru- 
taron Carlos  I,  Felipe  II,  Fernando  VI  y  otros  monarcas, 
para  disponer  de  algunos  bienes  de  la  Iglesia;  estas  con- 
cesiones de  pequeña  importancia  é  inutilizadas  en  gran 
parte  por  las  dificultades  que  á  su  realización  oponía  el 
clero,  se  hacíari  á  título  de  donación,  mientras  que  ahora 
las  gracias  alcanzaban  á  una  masa  considerable  de  la  pro- 
piedad eclesiástica,  no  hallaban  resistencia  y  autorizaban 
la  conversión  en  títulos  ó  créditos  contra  el  Estado  de  la 
riqueza  inmueble  de  la  Iglesia,  con  lo  cual  se  reconocían 
implícitamente  la  inconveniencia  de  esa  forma  de  la  pro- 


Diciembre  de  1806  inserto  en  la  cédula  de  1807.  Véase  el  suple- 
mento á  la  Novísima  Recop.,  ley  I  del  tít.  V. 

*     En  el  artículo  Ventas  y  enajenaciones,  antes  citado. 
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piedad  y  los  males  que  la  ar 
que  los  tiempos  habían  cambi 
cía  económica,  los  esfuerzos  ■ 
Jovellanos,  de  Feijóo  y  de  ot 
critores  hicieron  tan  patentes 
riencia  de  siglos,  que  la  opin 
poderes  públicos  hubieron  de 
régimen  en  que  la  propiedad 
mudanza  se  reconoció  dentro 
lilicos,  aunque  no  se  la  proel 
■diera  como  motivo  la  grand 
«sto  es  lo  que  caracteriza  en 
amortización  eclesiástica. 

No  sucedió  enteramente  1< 
■civil.  Resistieron  también  ni 
vinculaciones  del  feudalismo, 
naciones  y  mercedes  prodigac 
la  institución  de  los  mayoraz 
de  Toro  sancionaron  éstos 
amortizada  por  los  nobles,  1( 
de  caridad  y  de  enseñanza  s 
gente  que  la  vanidad  acumul 
culados.  Sin  embargo,  las  pr 
la  amortización  civil  no  se  i 
alguno,  desde  la  segunda  mil 
inició  ya  la  reforma,  y  Cario 
decía,  los  daños  que  causa  al 
y  tierras  vinculadas...  con  oti 
sideración,  como  son  los  de  f 
berbia  de  los  vasallos  poseed 
y  privar  de  muchos  brazos  al 
comercio,  artes  y  oficios»,  r( 
darse  mayorazgos  sin  precet 
yes  sus  sucesores.  En  1795  s 
la  misma  contribución  del  i 
sobre  las  adquisiciones  de  1 
por  la  cédula  de  24  de  Septie 
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de  mayorazgos,  vínculos  y  patronatos  de  legos  facultad 
para  enajenar  sus  bienes,  imponiendo  el  dinero  en  la  caja 
de  amortización,  con  interés  de  3  por  100;  al  día  siguiente 
se  mandó  dar  igual  destino  á  los  caudales  de  los  seis  cole- 
gios mayores  suprimidos  de  San  Bartolomé,  Cuenca,  Ovie- 
do,  Salamanca,  Valladolid  y  Alcalá,  y  de  los  estableci- 
mientos de  beneñcencia,  según  antes  hemos  indicado,  y  en 
II  de  Enero  de  1799,  para  escimular  la  enajenación  de  los 
bienes  vinculados,  se  dispuso  volver  á  sus  dueños,  á  título 
de  premio,  la  octava  parte  del  valor  neto  que  produjesen 
las  ventas.  Concesión  esta  última,  dice  el  Príncipe  de  la 
Paz  en  sus  Memorias,  que  fué  mirada  por  todas  partes 
como  un  medio  indecoroso,  tanto  al  gobierno  que  la  había 
propuesto,  como  para  los  que  por  ella  se  movieren  í  ena- 
jenar sus  bienes  ';  pero  que  prueba,  así  como  las  otras 
que  hasta  1805  se  dictaron  con  el  mismo  espíritu,  toda  el 
ansia  que  había  por  allegar  recursos  al  Tesoro,  y  el  empe- 
ño formado  de  concluir  especialmente  con  los  mayoraz- 
gos. Las  tierras  labrantías  de  los  bienes  de  propios  se  habían 
vendido  ya  en  gran  parte,  y  muchas  otras  se  repartieron  á 
los  vecinos  labradores  de  los  pueblos,  á  virtud  de  la  real 
cédula  de  26  de  Mayo  de  1770,  y  ahora,  además  de  repro- 
ducirse esta  disposición,  se  mandaron  vender,  por  cédula 
de  21  de  Febrero  de  1798,  todas  las  casas  pertenecientes  á 
propios  y  arbitrios  de  los  pueblos.  Aplicáronse  los  mismos 
principios  al  patrimonio  de  la  corona,  y  la  real  cédula  de 
21  de  Octubre  de  1800  dispuso  se  vendieran  todos  los  bie- 
nes y  edificios  que  no  fuesen  necesarios  para  el  servicio  de 
la  real  persona  y  su  familia,  exceptuando  solamente  la 
Alhambra  de  Granada  y  el  Alcázar  de  Sevilla,  poniendo  el 
sello  á  esta  enérgica  campaña  desamortizadora  el  regla- 
mento de  17  de  Abril  de  1801,  que  autorizaba  para  redi- 
mir con  vales  reales  toda  clase  de  censos  y  cargas  enfitéu- 
ticas. 

El  segundo  período  de  la  desamortización  comienza  con 

'     Tomó  II,  pág.  397  de  las  Memorias. 
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las  disposiciones  de  las  Cortes  de  C 
meros  actos  del  efímero  gobierno  d 
sido  el  suspender  la  enajenación  de 
bienes  eclesiásticos,  y  la  Junta  centr 
bien,  en  i8oS,  detener  las  ventas 
duda  por  la  irregularidad  con  que 
Napoleón  y  el  rey  intruso  José  deci 
comunidades  religiosas  y  )a  adjudi< 
la  hacienda;  pero,  dado  el  escaso  el 
nos  limitaremos  á  mencionarlas  par 
tadas  por  las  Cortes,  Ordenaron  és 
1811  que  se  sacaran  á  la  venta  los 
corona,  exceptuando,  decían,  por  ah 
y  sitios  reales;  en  4  de  Enero  de  ( 8 
dominio  particular  todos  los  terreno 
realengos  y  propios,  exceptuando 
nos  indispensables  de  los  pueblos;  e: 
declararon  vacantes  yadjudicaron  a 
pertenecfan  á  la  Inquisición,  suprím 
terior,  y  en  el  decreto  de  13  de  Septi 
al  regular  la  clasiñcación  y  el  pago 
hipotecaron  especialmente  para  est 
que  se  vendieran,  las  temporalidad^ 
predios  de  las  encomiendas  y  maest 
los  bienes  de  conventos  arruinados  3 
de  1802,  las  alhajas  y  fincas  de  la  ci 
lacios.y  sitios  de  recreo  de  los  reyes, 
gos  y  baldíos,  los  bienes  de  la  Inqui 
de  propios  y  otros  de  menor  cuantía 
tancias  en  que  el  país  se  hallaba  er 
cabal  ejecución  deesas  medidas,  y  I. 
las  clases  preponderantes  que  trabaj 
obra  de  la  independencia  nacional  fu 
tuvo,  en  materia  de  desamortízació 
cuyo  espíritu  se  revela  en  la  abolicic 
todos  los  señoríos  jurisdiccionales. 
Anuladas  las  disposiciones  de  las 
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no  absoluto  de  Fernando  VII,  se  impusieron  algunos  ar- 
bitrios sobre  los  bienes  amortizados,  y  aun  se  intentó  por 
Garay  la  venta  de  los  ya  secularizados  y  de  los  baldíos  y 
realengos;  mas  el  principio  de  la  desamortización  fué  en 
aquella  época  abandonado  enteramente. 

Consagráronle  en  cambio  con  firme  resolución  las  Cor- 
tes de  1820,  para  las  cuales  era  la  desamortización  una 
necesidad  social  que  urgía  satisfacer,  sin  dejar  por  eso  de 
tomar  en  cuenta  sus  consecuencias  fiscales.  La  ley  de  1 1 
de  Octubre  de  aquel  año  abolió  los  mayorazgos  y  prohibió 
para  en  adelante  toda  clase  de  vinculaciones;  un  decreto 
de  I .°  de  Octubre  suprimió  todas  las  comunidades  de  órde^ 
nes  monacales  y  las  de  canónigos  y  seglares^  los  conventos  y 
colegios  de  las  órdenes  militares  y  todos  los  hospitalarios^ 
adjudicando  sus  bienes  al  crédito  público,  y  por  varias 
otras  disposiciones  se  restableció  lo  mandado  en  las  Cor- 
tes de  Cádiz  con  respecto  á  los  bienes  del  patrimonio  real, 
de  la  Inquisición,  de  los  jesuitas,  de  los  realengos,  baldíos 
y  propios,  y  se  pusieron  en  venta  las  propiedades  de  las 
capellanías,  ermitas,  cofradías  ó  fundaciones  que  no  fueran 
hospitales,  hospicios,  casas  de  expósitos  y  de  educación  en 
ejercicio.  No  se  tocaron  entonces  los  bienes  del  clero  secu- 
lar; pero  se  redujo  á  la  mitad  el  importe  de  los  diezmos,  el 
Estado  renunció  á  las  antiguas  rentas  decimales  y  cargó 
una  contribución  de  30  millones  sobre  las  propiedades  de 
la  Iglesia.  Para  reglamentar  la  enajenación  de  los  bienes 
que  se  llamaron  nacionales  se  dictó  la  instrucción  de  29 
de  Junio  de  1821,  base  de  todas  las  posteriores,  que  admi- 
tía la  venta  á  pagar  en  diez  plazos,  caso  de  que  no  hubie- 
se compradores  al  contado;  las  fincas  que  no  pudieran  co- 
locarse de  este  modo  se  adjudicarían  á  sus  cultivadores 
mediante  un  canon  del  i  por  100,  y  para  las  que  ni  aun 
así  hallasen  salida,  mandaba  que  se  apelase  á  las  rifas. 

Nuevamente  se  suspende  la  desamortización  con  la  vuel- 
ta del  absolutismo  en  1823;  pero  otra  vez  se  acomete  la 
reforma  en  1835,  con  la  circunstancia  de  que  ahora  toma 
\^a  distinta  fase,  porque  se  hace  de  ella  un  arma  que  el  par- 
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tido  liberal  esgrime  contra  los  defensores  d 
allegar  recursos  con  que  vencer  en  la  gue 
tar  á  sus  enemigos  y  crear  intereses  á  fav< 
ciones  representativas.  Los  decretos  de  2S 
Octubre  de  aquel  año  reiteraron  la  supre 
órdenes  monacales;  otro  decreto  de  8  de  Mi 
mayor  amplitud  á  la  medida,  y  la  ley  de 
1837  llegó  á  la  extinción  de  ios  rnoxasterii 
legios,  congregaciones  y  demás  casas  de  reí 
sexos.  Todas  esas  disposiciones  adjudicabí 
bienes  de  las  corporaciones  suprimidas;  k 
de  Septiembre  de  1835  y  19  de  Febrero  < 
de  28  de  Julio  de  1837  se  encargaron  esp» 
denar  lo  necesario  para  su  venta  y  aplics 
la  deuda  pública.  Más  adelante  fué  la  le> 
de  1837,  al  establecer  en  su  art.  2.°  que  «t 
dades  del  clero  secular,  en  cualquiera  clase 
rechos  y  acciones  que  consistan,  de  cual 
nombre  que  sean  y  con  cualquiera  aplicaci( 
que  hayan  sido  donadas,  compradas  ó  ad 
judican  á  la  nación,  convirtiéndose  en  biei 
y  si  bien  esta  disposición  no  tuvo  inmet 
reprodujo  literalmente  en  la  ley  de  2  de 
1841 ,  que  puso  en  venta  tales  bienes,  dicta 
tiempo  las  instrucciones  necesarias  para  e 
luego. 

Dueño  del  mando,  el  partido  moderado 
mero  la  venta  de  los  bienes  del  clero  secu 
munidades  religiosas  de  monjas  (real  decre 
lio  1844)  y  mandó  luego  devolver  á  la  lgl< 
no  enajenados,  por  la  ley  de  3  de  Abril  de  i 
fecha,  la  desamortización  se  paraliza  hasti 
por  el  concordato  ajustado  con  la  Santa 
Marzo,  se  resolvió  entregar  á  los  diocesaní 
nes  de  procedencia  eclesiástica  que  no  hubi 
nados,  á  fin  de  que  inmediatamente  y  sin  c 
dieran  en  forma  canónica,  convirtiéndose 
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láminas  intrasferíbles  de  la  deuda  pública.  La  ejecución  de 
ese  convenio  hubiera,  hasta  donde  era  posible,  conciliado 
los  intereses  que  se  agitaban  y  las  dificultades  que  se  ofre- 
cían en  la  desamortización  de  los  bienes  de  la  Iglesia;  pero 
los  obispos  se  colocaron  en  una  actitud  de  resistencia  pa- 
siva, y  la  revolución  de  1854  halló  motivo  para  volver  á 
incautarse  de  las  propiedades  eclesiásticas  y  lanzarlas  á 
la  circulación  con  todas  las  demás  clases  de  la  riqueza 
amortizada. 

Las  leyes  de  i.**  de  Mayo  de  1855  y  15  de  Julio  de  1856 
son  explícitas  en  sus  fundamentos,  porque  recogieron  to- 
dos  los  cargos  que  á  la  amortización  podían  hacerse,  y 
son  amplias  y  completas  en  sus  disposiciones,  porque  lle- 
garon á  todas  las  consecuencias  del  principio  que  acep- 
taban. Decía  la  ley  de  i8S5  en  su  primer  artículo:  cSe  de- 
claran en  estado  de  venta,  y  sin  perjuicio  de  las  cargas  y 
servidumbres  á  que  legítimamente  estén  sujetos,  todos  los 
predios  rústicos  y  urbanos,  censos  y  foros  pertenecientes 
al  Estado,  al  clero,  á  las  órdenes  militares,  á  cofradías, 
obras  pías  y  santuarios,  al  secuestro  del  ex  infante  D.  Car- 
los, á  los  propios  y  comunes  de  los  pueblos,  á  la  benefi- 
cencia, á  la  instrucción  pública  y  cualesquiera  otros  per- 
tenecientes á  manos  muertas,  ya  estén  ó  no  mandados 
vender  por  leyes  anteriores».  Exceptuábanse  únicamente 
las  fincas  destinadas  al  servicio  público,  los  edificios  de 
los  establecimientos  de  beneficencia  é  instrucción,  el  pala- 
cio de  los  obispos,  las  casas  destinadas  para  habitación  de 
los  curas  párrocos  con  los  huertos  y  jardines  á  ellos  ane- 
jos, las  huertas  y  jardines  de  las  Escuelas  pías,  los  bienes 
de  las  capellanías  destinadas  á  instrucción  pública  duran- 
te la  vida  de  sus  entonces  poseedores,  los  montes  cuya 
venta  no  crea  oportuna  el  gobierno,  las  minas  de  Almadén, 
las  salinas,  los  terrenos  de  aprovechamiento  común  de  los 
pueblos,  y  por  último,  los  bienes  que  por  razones  graves 
creyera  el  gobierno  conveniente  excluir.  Las  ventas  se  ha- 
rían á  pagar  en  metálico  en  quince  plazos  y  catorce  años. 
Los  fondos  procedentes  de  la  venta  de  los  bienes  del  Es- 
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tado,  del  clero  y  del  20  pa 
á  los  objetos  siguientes:  f 
presupuesto  corriente,  el  5c 
ingreso  en  los  años  suce 
deuda  pública,  y  el  otro  50 
interés  general.  El  productt 
de  los  bienes  de  beneficer 
invertirse  en  inscripciones 
3  por  100  á  favor  de  los  pi 
tivas.  Al  clero  se  le  entrega 
capital  equivalente,  en  deuc 
venta  de  sus  bienes. 

En  31  del  mismo  me^de 
trucción  para  el  cumplimie 
de  Junio  siguiente  otra  par 
nacionales.  Por  real  decreto 
una  dirección  general  de  \ 
luego  se  promulgaron,  en  2 
aclaratoria  en  la  parte  relat 
otra  en  27  de  Mayo  de  ig 
dención  de  todas  las  cargas 
dad  en  favorde  las  iglesias, 
cia  ó  de  instrucción,  de  pob 
papel  de  la  deuda  del  Estad 
tisfecho  al  corriente,  una  re 
ria  para  el  cumplimiento  de 
La  ley  de  11  de  Julio  de 
y  reformadora  de  la  del  añ( 
Clones  de  mayor  trascender 
la  desamortización  la  dehesi 
pasto  del  ganado  de  labor  j 
sangre  ó  patronatos  de  igua 
venta  de  las  minas  habría 
les.  Dividió  en  dos  grandes  ; 
dos:  del  Estado  el  uno,  de  1 
éste  se  incluían  el  80  por  IC 
cia  é  instrucción  pública,  cu 
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en  las  cajas  públicas,  y  los  demás  corpespondientes  á  las 
provincias  y  á  los  pueblos;  todo  el  resto  quedaba  com- 
prendido en  la  primera  categoría.  Los  bienes  de  corpora- 
<:iones  civiles  debían  pagarle  en  nueve  años  y  diez  plazos; 
los  del  Estado  cuyo  valor  no  pasara  de  20.000  reales  ha- 
bían de  satisfacerse  en  diez  y  nueve  y  veinte  plazos  igua- 
les. Los  bienes  de  corporaciones  civiles  seguirían  pagándose 
en  metálico,  más  el  50  por  100  de  los  del  Estado  podría 
abonarse  en  papel  de  la  deuda  consolidada  ó  diferida.  Con 
la  misma  fecha  de  la  ley  se  dio  una  instrucción  para  lle- 
varla á  efecto,  en  la  cual  se  anunciaba  la  formación  de  una 
nueva  y  general  para  este  ramo. 

De  tal  modo  impulsaron  la  desamortización  esas  medi- 
das, que  en  poco  más  de  un  año  se  enajenaron  bienes  por 
valor  de  767  millones  de  reales  próximamente,  y  fueron 
redimidos  ó  vendidos  censos  en  cantidad  de  384  millones; 
pero  el  decreto  de  23  de  Septiembre  de  1856  suspendió 
Masta  resolver  lo  conveniente  la  enajenación  de  los  bienes 
«del  clero  secular,  y  otro,  fecha  14  de  Octubre  siguiente, 
mandó  suspender  la  ejecución  de  la  ley  de  l.**  de  Mayo 
de  1855,  y  que  en  su  consecuencia  no  se  sacara  á  subasta 
finca  alguna  ni  se  aprobaran  las  ventas  pendientes. 

Empero  no  duró  mucho  el  paréntesis  que  volvía  á  abrir- 
se. El  decreto  de  2  de  Octubre  de  1858  restableció  la  des- 
amortización civil,  exceptuando  la  de  los  censos,  cuya  re- 
dención ó  venta  admitió  luego  la  ley  de  1 1  de  Marzo  de 
1859,  y  la  desamortización  eclesiástica  fué  definitivamen- 
te sancionada  por  el  convenio  que  el  Gobierno  español  ce- 
lebró con  la  Santa  Sede,  y  que  se  publicó  como  ley  del 
reino  en  4  de  Abril  de  1860.  Reconocióse  en  él  á  la  Iglesia 
la  facultad  de  adquirir  y  conservar  toda  clase  de  propieda- 
des y  valores  y  se  acordó  la  permutación  de  los  bienes 
inmuebles  devueltos  ál  clero  por  el  concordato,  dando  á 
los  obispos  el  derecho  de  determinar  el  precio  de  los  situa- 
dos en  sus  respectivas  diócesis,  y  comprometiéndose  el  Es- 
tado á  dar  en  cambio  de  todos  ellos  las  inscripciones  in- 
transferibles de  la  deuda  del  3  por  100  necesarias  para  cu- 
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brir  el  total  valor  de  dichos  bienes.  Á  las  excepciones  de 
venta  antes  declaradas  se  agregó  la  de  los  seminarios,  bi- 
bliotecas, casas  de  corrección  eclesiásticas,  y  en  genera! 
los  edificios  destinados  al  culto  y  á  la  habitación  del  clero- 
regular  de  ambos  sexos,  y  además  aquella  fínca  que  en 
cada  diócesis  considerase  el  obispo  convenía  excluir  de  la 
permutación.  El  producto  de  las  inscripciones  intransferi- 
bles se  computaría  en  la  dotación  señalada  al  culto  y  cle- 
ro. El  real  decreto  de  21  de  Agosto  de  aquel  año  dictó  las 
disposiciones  á  que  debía  sujetarse  la  permutación  de  los 
bienes  del  clero  por  títulos  de  la  deuda. 

Continuó,  pues,  desde  luego  la  desamortización  civil  ex- 
tendida al  patrimonio  de  la  corona  por  la  ley  de  12  de 
Mayo  de  1865;  pero  la  eclesiástica  se  detenía  porque  los 
diocesanos  siguieron  ahora,  con  respecto  á  la  cesión  que 
debían  hacer  de  tales  bienes,  una  conducta  igual  á  la  que 
adoptaron  respecto  de  la  venta  que  debían  haber  ejecutado 
en  1851. 

La  revolución  de  1868  se  limitó,  no  obstante,  á  fomen- 
tar la  desamortización,  procurando  el  cumplimiento  de  la 
legislación  establecida.  Un  decreto  de  12  de  Octubre  del 
dicho  año  reiteró  la  supresión  de  la  Compañía  de  Jesús,  y 
otro  del  día  18  siguiente  extinguió  los  monasterios,  con- 
ventos y  casas  de  religiosos  de  ambos  sexos  fundados  des- 
pués de  la  ley  de  1837,  adjudicando  uno  y  otro  al  Estado- 
Ios  bienes  de  las  congregaciones  que  suprimían.  El  decreto 
de  1°  de  Marzo  de  1869,  la  circular  fecha  IS  de  Febrero 
de  1 87 1  y  otras  disposiciones  semejantes  impulsaron  la  in- 
vestigación de  los  bienes,  que  estaban  mandados  desamor- 
tizar, y  las  operaciones  necesarias  para  ello. 

Las  decisiones  posteriores  que  debemos  mencionar  son: 
la  ley  de  21  de  Julio  de  1876,  que  ordenó  se  vendieran  en 
lo  sucesivo,  á  pagar  en  metálico,  los  bienes  de  las  corpo- 
raciones civiles,  inviniéndose  sus  productos  en  la  adqui- 
sición de  títulos  de  la  deuda  al  portador  para  convertirlos 
en  inscripciones  intransferibles;  la  ley  de  1 1  de  Julio  de 
1878,  que  dispúsose  hicieran  las  enajenaciones  á  pagar  en 
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metálico  y  en  (Jiez  plazos  iguales,  derogada  por  la  de  30 
4e  Junio  de  1892,  que  ha  reducido  á  la  mitad  los  plazos; 
otra  ley  del  mismo  li  de  Julio,  dictando  reglas  para  faci- 
litar la  redención  de  los  censos  desamortizados;  la  de  23 
de  Julio  de  1865,  que  manda  reducir  á  metálico  todos  los 
censos  y  prestaciones  á  favor  del  Estado,  que  pesan  sobre 
la  propiedad  inmueble  y  se  satisfacen  en  especie,  conce- 
-diendo  facilidades  y  ventajas  para  la  redención  de  esos  gra- 
vámenes; el  decreto  de  5  de  Junio  de  1886,  que  tiende  á 
facilitar  la  redención  y  trasmisión  de  los  censos  propios 
•del  Estado,  y,  por  último,  la  ley  de  8  de  Mayo  é  instrucción 
de  21  de  Junio  de  1888,  que  mantienen  las  excepciones 
concedidas  á  los  bienes  de  los  pueblos,  pero  las  limitan  y 
someten  á  restricciones.  En  su  virtud,  no  podrá  conceder- 
se la  excepción  de  terrenos  para  dehesas  boyales  á  los 
pueblos  en  que  se  hayan  exceptuado  para  el  aprovecha- 
miento común,  si  no  se  justifica  que  éstos  no  pro4pcen 
los  pastos  necesarios;  los  bienes  exceptuados  no  podrán 
exceder  en  cada  caso  de  una  extensión  determinada;  se 
-sujeta  á  plazos  la  justificación  de  las  reclamaciones  y  pre- 
sentación de  otras  nuevas,  y  por  las  que  se  concedan  de 
estas  últimas,  los  pueblos  satisfarán  al  Estado  la  cantidad 
-que  le  hubiere  correspondido»  en  el  caso  de  haberse  des- 
amortizado los  terrenos  con  arreglo  á  la  ley  de  1855  ^. 

Tal  es  la  historia  de  nuestra  legislación  desamortizado- 
ra.  No  hay  modo  de  descender  al  pormenor  de  las  dispo- 
siciones que  han  desenvuelto  los  preceptos  capitales  que 
dejamos  consignados,  porque  son  numerosísimas  y  com- 
plicadas, y  habremos  de  contentarnos  con  dar  algunas  no  • 
ticias  acerca  de  la  riqueza  que  la  desamortización  ha  pues- 
to en  movimiento,  y  á  decir  el  juicio  que  nos  merece  ésta 
•en  sí  misma  y  en  sus  resultados  financieros. 

De  las  diligencias  practicadas  en  1756  para  el  estable  • 
cimiento  de  la  única  contribución  resultó  que  había  en 
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*    Acerca  de  la  desamortización  en  Navarra  véase  el  decreto  dr 
30  de  Mayo  de  1899. 


las  veintidós  provincias  de  li 
6.322.172  vasallos  legos,  que 
de  tierra,  ó  sean  nueve  y  me 
dividuos  pertenecientes  al  ele 
do  los  conventos  de  monjas, 
casas  de  hospitalidad  y  enseñ 
medidas  de  tierra,  de  forma  1 
cabeza '. 

De  notar  es  la  proporción 
tre  la  propiedad  laica  y  la  ec 
en  cuenta  para  juzgar  el  des 
primer  lugar,  que  las  corpoi 
razgos  absorbían  grandes  pe 
)a  propiedad  libre  ó  privada : 
nos  muertas,  censos  y  grava 

Lo  azaroso  de  las  circuns 
zación  se  ha  emprendido,  la 
han  llevado  á  cabo  las  incau 
del  Estado  y  la  precipitación 
enajenaciones  en  los  primero 
esos  actos  la  regularidad  qU' 
No  tenemos  por  eso  datos  e; 
que  se  adjudicó  á  la  haciend: 
su  venta  ha  dado.  Se  ignora 
tizados  que  se  vendieron  á  : 
Gobierno  absoluto  y  el  de  1 
primera  época  constituciona 
más  que  del  año  1 82 1.  Desd 
de  1867,  según  datos  oticiait 
dimieron  censos  por  valor  < 
conforme  á  la  Estadística  de 
1889-90  se  realizaron  por  ve 
gociación  de  los  pagarés  de  ' 
junto,  1.641.958.769.  Concei 
ga  aproximadamente  á  una 

'     Carrasco,  citado  por  Colmei 
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como  productos  de  la  desamortización  desde  1821a  1890, 
y  si  bien  es  de  tener  en  cuenta  que  hay  en  esa  cantidad 
algo  de  nominal,  porque  en  diversas  épocas  se  han  recibi- 
do en  pago  de  los  bienes  nacionales  títulos  de  la  deuda 
pública  por  un  valor  mayor  que  el  efectivo,  esta  diferen- 
cia viene  á  compensarse,  en  parte  al  menos,  con  las  rentas 
que  la  Hacienda  ha  cobrado  desde  que  se  incautó  de  las 
propiedades  hasta  que  se  sacaron  á  subasta  *.  Comparado 
con  aquel  guarismo  lo  que  queda  de  la  desamortización 
es  ya  insignificante.  Desde  1890-91,  que  se  presupuesta- 
ron algo  más  de.  9  millones  como  producto  de  las  ventas, 
han  ido  reduciéndose  las  consignaciones  y  sobre  todo  la 
recaudación  por  este  concepto,  que  sólo  dio  l. 701. 444 
pesetas  el  año  1900. 

Sin  embargo,  todavía  son  de  alguna  entidad  los  restos 
disponibles:  son  muchísimos  los  expedientes  sobre  inciden- 
cias de  la  desamortización  que  debe  resolver  la  dirección 
de  Propiedades;  no  son  menos  los  incoados  en  solicitud  de 
excepciones  de  la  venta,  y  el  mayor  número  de  unos  y 
otros,  que  injustificadamente  se  eterniza,  habrá  de  decidir- 
se en  favor  del  Estado,  porque  se  entabló  con  el  único  ob- 
jeto de  suspender  las  enajenaciones;  son  también  de  algu- 
nos miles  las  denuncias  en  trámite  de  bienes  y  censos  que 
deben  ser  comprendidos  en  la  desamortización;  falta  que 
vender  algunos  de  los  montes  no  exceptuados,  y  hay,  por 
último,  muchísimos  censos  que  pueden  ser  rojeto  de  re- 
dención ó  de  venta. 

Ahora,  para  estimar  la  obra  de  la  desamortización,  es 
preciso  distinguir,  como  afirma  nuestro  dignísimo  colega 
el  Sr.  Azcárate,  el  juicio  absoluto  y  el  juicio  relativo  que 
de  ella  debe  formarse  *^,  idea  que,  á  nuestro  entender,  se 
puede  expresar  también  separando  la  consideración  del 


^  Para  mayor  exactitud  habria  que  computar  también  los  gastos 
ocasionados  por  la  desamortización,  que  en  el  presupuesto  actual 
importan  100.000  pesetas,  sin  contar  los  de  la  administración  del 
ramo. 

•    Historia  del  derecho  de  propiedad  y  tomo  II,  pág.  291. 
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principio  proclamado  de  la  aplicación  que  ha  recibido.  La 
amortización  no  saca  á  la  propiedad  del  objeto  que  la  co- 
rresponde como  medio  del  destino  humano;  pero  es  irra- 
cional y  absurda  como  forma  del  dominio,  porque  supone 
la  inmovilidad  de  los  fines  y  de  los  medios,  cuando  los  unos 
como  los  otros  son  esencialmente  variables.  El  ñn  religio- 
so, por  ejemplo,  es  fundamental  y  permanente;  pero  no 
siempre  es  comprendido  de  igual  suerte,  ni  ha  de  dar  lugar 
constantemente  á  las  mismas  necesidades;  de  aquí,  y  sien- 
do mudable  el  fin,  que  hayan  de  serlo  también  los  medios, 
la  propiedad,  por  tanto,  que  á  él  se  halla  consagrada,  y  que 
sea  contraria  á  la  naturaleza  de  ésta  toda  traba  que  la  pri- 
ve de  la  flexibilidad  que  necesita  para  •  corresponder  é  su 
objeto.  Por  eso  la  amortización  no  fué  ni  podía  ser  abso- 
luta; el  derecho  canónico  admite  la  enajenación  de  los  bie- 
nes eclesiásticos  propter  necesitatem,  utilitatem,  pietatem- 
qtUy  y  en  lo  civil  la  autoridad  del  rey  suplía  las  facultades 
del  dueño,  por  más  que  los  trámites  exigidos  y  los  obstácu- 
los puestos  en  uno  y  otro  caso  hicieran  ilusoria  la  admi- 
sión de  ese  principio. 

La  propiedad  era  esclava,  y  el  Estado  tenía  no  sólo  la 
facultad,  sino  la  obligación  de  manumitirla  á  nombre  del 
derecho;  la  propiedad  amortizada  se  hallaba  fuera  de  su 
natural  condición  en  dos  respectos:  primero,  porque  era 
inalienable;  después,  porque  se  eximía  en  gran  parte  del 
gravamen  del  impuesto;  los  gobiernos,  pues,  debían  vol- 
verla á  la  ley  común,  ya  que  no  supieron  impedir  que  se 
saliese  de  ella.  Mas  para  esto  no  necesitó  el  Estado  adjudi- 
carse los  bienes  que  poseían  las  llamadas  manos  muertas; 
bastábale  haber  declarado  esa  propiedad  enajenable  á  vo- 
luntad de  sus  dueños  y  haberla  sometido  á  las  cargas  ge- 
nerales, exigiendo  á  lo  más  de  ella  una  indemnización  por 
el  tiempo  en  que  indebidamente  vivió  exenta  de  tributos. 
Esto  hubiera  sido  suficiente  para  detener  la  amortizí^ción 
y  aun  para  reducirla  de  un  modo  considerable. 

¿Hacía  falta  algo  más?  Sí,  ciertamente.  Era  preciso  res- 
tablecer en  sus  condiciones  normales  d  -orden  -económico, 
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y  no  bastaba  dar  á  la  propiedad  inmueble  la  posibilidad 
de  que  circulase;  era  necesario  ponerla  en  movimiento  para 
que  se  difundiera  la  riqueza,  y  la  gran  masa  debienesque 
pertenecía  á  la  Iglesia,  á  las  corporaciones  civiles  y  á  los 
pueblos  no  hubiera  salido,  con  la  mera  adopción  de  aque- 
llas determinaciones,  del  estancamiento  en  que  permane- 
ció durante  largos  siglos.  Una  vez  reconocida  esta  necesi- 
dad  social,  algo  tocaba  hacer  al  Estado  para  satisfacerla; 
no  habían  de  ser  sus  facultades  menores  en  este  caso  que 
respecto  de  aquellos  otros  en  que  se  invocan  la  utilidad  y 
la  conveniencia  públicas,  y  la  expropiación  forzosa  estaba 
justificada.  Pero  la  mudanza  de  forma,  la  conversión  im- 
puesta á  la  propiedad  en  virtud  de  esos  motivos,  ni  podía 
ser  total,  porque  ha  de  reconocerse  á  toda  clase  de  perso- 
nalidades é  instituciones  el  derecho  de  poseer  bienes  in- 
muebles, ni  pudo  hacerse  de  otro  modo  que  mediante  la 
completa  indemnización  de  lo  expropiado.  Hasta  aquí  el 
principio  de  la  desamortización  nos  parece  indiscutible,  y 
los  que  menos  pueden  impugnarle  son  precisamente  los 
que  con  más  saña  le  combaten;  es  decir,  los  bien  hallados 
con  el  dominio  eminente  del  Estado,  con  las  atribuciones 
discrecionales  ó  absolutas  del  poder  público,  de  que  hacen 
aplicaciones  mucho  más  violentas  cuando  interesa  á  sus 
fines. 

No  es  así,  sin  embargo,  como  la  desamortización  se  ha 
practicado «  porque  eran  otros  los  términos  con  que  se 
ofrecía  el  problema  y  otras  las  miras  con  que  se  ha  resuel- 
to. Se  vio  en  ella  un  pingüe  recurso  para  el  angustiado 
erario  y  el  medio  único,  de  poder  bastante,  para  remover 
los  cimientos  de  la  sociedad  antigua,  y  dar  lugar  á  las  mo- 
dernas instituciones  económicas  y  á  los  nuevos  sistemas 
de  gobierno,  y  de  aquí  las  condiciones  en  que  se  ha  hecho 
la  reforma.  Biéh  claro  dijeron  los  legisladores  de  1855  cuá- 
les eran  sus  tendencias  al  expresarse  en  estos  términos: 
«La  comisión  deja  al  buen  juicio  de  las  Cortss  calcular  el 
gran  número  de  propietarios  para  siempre  unidos  por  el 
vinculo  de  su  interés  á  la  causa  de  la  revolución,  que  crea- 
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rá  esta  ley  llevada  á  efecto,  y  se  limitará  á  llam 
su  atención  sobre  el  aumento  consiguiente  de 
imponible  y  del  capital  circulante.  Pero  de  lo  qui 
prescindir  la  comisión  es  de  indicar,  siquiera  í 
mente,  que  en  virtud  de  la  ley  que  propone,  el  ( 
blico,  cuyas  tristes  actuales  condiciones  son  nc 
de  vigorizarse  forzosamente,  dando  así  lugar  á 
nes  hoy  imposibles  ó  ruinosas,  y,  sin  embargo 
sables... >  '  Por  eso  el  Estado  se  incautó  de  l 
parte  de  tos  bienes  amortizados  y  tos  aplicó  á  s 
dades,  haciéndose  dueño,  sin  derecho  alguno, 
loo  de  los  propios,  y  lo  que  fué  mucho  peor  tod 
riqueza  poseída  por  les  comunidades  religiosas 
suprimió  para  constituirse  en  su  heredero.  Aun 
sos  en  que  se  indemnizaba  á  los  desposeídos  i 
de  la  deuda  pública,  la  operación  resultaba  un 
prestito.  Bajo  el  punto  de  vista  político,  la  am 
era  un  baluarte  tras  el  que  se  resguardaban  los 
de  los  progresos  sociales,  y  la  desamortización  : 
curso  de  que  echaron  mano  los  partidos  libérale 
tener  la  lucha  y  desarmar  á  sus  contrarios;  f\ 
.tantas  medidas  revolucionarias  en  las  cuales  r 
la  responsabilidad  de  aquellos  que  las  dictar 
aquellos  otros  que  las  provocan.  Las  clases  inte 
la  amortización  abrazaron  la  causa  del  absolu' 
sucumbir  éste  hubieron  de  correr  aquéllas  la  su 
vencidos;  la  desamortización  vino  á  ser  á  modi 
que  conquistaron  los  vencedores.  ¿Qué  uso  hu 
cho  de  su  triunfo,  los  que  una  y  otra  vez  han  s\ 
guerra  civil  entre  nosotros,  en  el  caso  de  haber  f 
to  el  desenlacef  Espanta  imaginarlo  solamente 
esto  no  exime  de  culpa  á  los  autores  de  la 
zación,  hay  que  tomarlo  en  cuenta  para  apre 


'    Preimbulo  del  proyecto,  que  se  convirtió  rn  le 
Mayo  de  1855, 
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valen  las  recriminaciones  de  muchos  que  la  combaten. 

Ni  los  motivos  fiscales  ni  tampoco  los  políticos  pue- 
den justificar  lo  que  en  la  desamortización  hubo,  sin 
duda  alguna,  de  despojo;  mas  hay  que  acudir  á  ellos  para 
tener  una  explicación  de  la  medida,  y  consultarlos  tam- 
bién para  mitigar  un  tanto  la  condenación  que  habría  de 
lanzarse  sobre  ella,  si  sólo  se  diera  audiencia  al  estricto 
principio  del  derecho. 

Las  consecuencias  de  la  desamortización  debían  trascen- 
der, y  de  hecho  han  alcanzado,  á  todas  las  esferas  de  la  so- 
ciedad. No  cabe  en  nuestro  asunto  el  considerarlas  de  ese 
modo,  y  hemos  de  limitarnos  á  indicar  lo  más  saliente  de 
su  acción  en  el  orden  financiero. 

Creyóse  siempre,  y  repetidas  veces  se  ha  ofrecido,  que 
la  desamortización  habría  de  regenerar  la  hacienda  públi- 
ca. Los  inmensos  recursos,  que  aquella  medida  propor- 
cionaba al  Estado,  debían  bastar  para  dejar  cubiertas  las 
necesidades  extraordinarias  sentidas  en  el  momento  de 
adoptarla,  y  las  correspondientes  á  tiempos  anteriores,  re- 
presentadas por  la  deuda  pública;  amortizariase  ésta  casi 
en  totalidad,  ó  se  reduciría»  en  mucho,  y  bajarían,  por  con- 
siguiente, los  gastos  del  presupuestos;  una  parte  de  los 
medios  que  iban  á  obtenerse  se  destinaría  á  mejorar  todos 
los  servicios  públicos,  á  impulsar  en  todas  direcciones  el 
desarrollo  del  país,  y  si  bien  esto  daría  lugar  á  nuevas 
obligaciones,  como  se  trataba  de  gastos  reproductivos,  con- 
tábase con  que  su  efecto,  unido  á  la  gran  actividad  y  me- 
jora de  los  intereses  materiales  que  engendraría  la  masa 
enorme  de  riqueza  que  entraba  en  circulación,  habría  de 
producir  un  crecimiento  mucho  más  considerable  de  las 
rentas  públicas.  Estaba,  pues,  asegurada  para  el  porvenir, 
con  recursos  permanentes,  la  atención  de  las  necesidades 
ordinarias  del  Estado,  y  quedaba  desembarazado  y  libre 
el  crédito  de  la  nación  para  hacer  frente  á  cualquier  acon- 
tecimiento extraordinario.  Tal  era  el  programa:  así  debía 
haberse  obrado,  y  es  indudable  que  se  habrían  visto  cum- 
plidos anuncios  tan  halagüeños;  pero  se  hizo  lo  contrario, 
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ndadas  esperanzas  resultaron  ilusiones  j 
sen  ganos. 

lico  beneñcio  que  se  realizó  de  cuantos  co 
ación  se  prometían  fué  el  que  habia  de  c 
virtud  del  principio,  por  la  fuerza  misn" 
le  los  que  dependían  de  ta  conducta  del  ( 
insiguió  ninguno.  Subieron,  si,  las  rentas 
en  mayjr  proporción  de  lo  que  se  espera 
s  aumentos  de  la  producción  y  del  tráfico, 
la  riqueza  generales,  que  muy  luego  se 
'O  ni  se  rebajó  la  deuda,  ni  los  gastos  se 
riterio  establecido,  ni  se  facilitó  el  porveí 
quiera  vencer  airosamente  los  conflictos 
Recogíanse  sólo  cantidades  insigniflcant' 

y  se  hacían  grandes  emisiones  para  indei 
ioseídos;  gastábanse  algunos  millones  en  : 
s  legítimos,  aunque  sin  la  medida  y  discreí 
;s,  y  se  empleaban  otros  tantos  en  cosa 
en  atenciones  de  peor  índole,  y  de  este  ra 
ones  permanentes  crecieron  mucho  más 
recursos  ordinarios;  su  desnivel  en  el  pre; 
tinuo,  y  la  repetida  acumulación  de  los  déf 
desquiciamiento  de  la  hacienda. 
imprevisión  se  hubiera  reducido,  al  mcnoí 
.  y  alegremente  mientras  se  contó  con  los 

que  ia  desamortización  proporcionaba, 
;  seria  censurable,  no  habría  sido  tan  fuñe 
)  más  de  lo  que  importaban  los  recursos 

recargaron  los  impuestos,  se  crearon  nue 
mtes  de  que  la  desamortización  concluyer 

tenido  que  declararse  en  quiebra  varias  v 
irdad  que,  en  los  primeros  períodos,  la  desa 
hizo  en  malas  condiciones  y  que  los  biene 


ide  1855  á  1863,  todo  lo  que  se 
fueron  57  millones  de  reales, 
le  millones  para  otros  diversos  fines. 
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c6s  enajenados  lo  fueron  á  bajo  precio,  porque  lo  crítico 
de  las  circunstancias  y  la  inseguridad  de  las  adquisiciones 
retraía  los  capitales;  pero,  en  cambio,  después  las  ventas 
se  han  realizado  á  tipos  sumamente  favorables  para  la  ha- 
cienda. Es  verdad  también  que  durante  la  época  en  que  la 
desamortización  dio  más  ingresos  hubo  que  acudir  á  ne- 
cesedidades  extraordinarias,  ocasionadas  por  nuestras  gue- 
rras civiles  y  conmociones  políticas,  y  es,  por  último,  cier- 
to que  con  recursos  de  esa  procedencia  se  llevaron  á  cabo 
importantes  contrucciones  y  obras  públicas,  vías  de  co- 
municación sobre  todo,  se  compraron  algunos  barcos  de 
guerra  y  se  perfeccionaron  algo  los  servicios  administrati- 
vos; pero  estas  satisfacciones  es  lo  único  que  de  la  des- 
amortización nos  queda,  y  ¿acaso  no  había  derecho  á  exi- 
gir mucho  más  de  ella? 

Los  rendimientos  de  la  desamortización  constituían  evi- 
dentemente un  ingreso  extraordinario,  y  así  es  como  han 
debido  administrarse.  El  error,  el  vicio,  pudiéramos  decir 
mejor,  ha  estado  en  dedicarlos  á  satisfacer  las  obligaciones 
ordinarias  y  aun  á  despii farros  injustífícados.  Por  eso  la 
desamortización,  en  vez  de  una  gran  reforma,  ha  resultado 
un  desastre,  mirada  desde  el  punto  de  vista  de  la  hacienda. 

Pequeños  son  los  restos  que  de  la  desamortización  nos 
quedan;  pero  su  cantidad  no  es  motivo  para  que  continúe 
con  ellos  el  abuso  que  desde  el  principio  ha  venido  come- 
tiéndose, y  sin  embargo,  vemos  que  el  producto  de  las 
ventas  actuales  se  incluye  en  el  presupuesto  ordinario  y 
se  aplica  del  mismo  modo  que  las  contribuciones  y  rentas 
permanentes.  Al  crédito  público  se  adjudicaron  los  prime- 
ros bienes  desamortizados,  al  pago  de  la  deuda  se  mandó 
dedicar  una  buena  parte  de  los  que  después  se  sacaron  á 
la  venta,  y  ése  es  el  único  destino  que  legítimamente  pue- 
den recibir  los  que  ahora  se  conservan.  Hágase  el  bien 
que  todavía  es  posible,  pues  de  otro  modo  perderemos  la 
razón  para  quejamos  de  los  pasados  desaciertos. 
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rédito.— Hlfltwim  d< 
español 


principios  nos  obligan  á  ce 
ecurso  extraordinario,  qu 
hos  y  á  la  aplicación  qu 
la,  habríamos  de  reconocí 
cubrir  ordinaríaynormalr 
iel  Estado.  Así  lo  demosti 
;enes  y  vicisitudes  de  nue 
acimiento  está  en  la  creai 
eralmente  á  ios  Reyes  Cal 
anteriores  habían  hecho  } 
Eran  los  juros  consignac 
is  rentas  públicas,  que  se 
.  en  pago  de  servicios  ó  m 

hecho  á  la  corona.  Isabel 
uros  existentes  y  establee 
;ter  de  verdaderos  emprési 
tros.  Para  atender  á  los  gi 
ranada,  dispuso  conceder 
maravedises  un  interés  ai 
uier  renta  para  que  lo  ovi 
He  les  mandasen  volver  la: 

ellos  dieron.  Mientras  vi 
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juros  grande  crédito  porque  eran  satisfechos  puntualmente; 
pero  después,  aunque  esa  reina  mandó  en  su  testamento 
que  se  pagase  á  los  acreedores,  vendiendo  si  fuere  necesa- 
rio hasta  las  joyas  de  la  corona,  no  se  hizo  caso  de  tan  pru- 
dentes consejos  y  se  multiplicaron  aquellos  créditos.  Car- 
los I  no  sólo  realizó  nuevas  emisiones,  .sino  que,  en  vez  de 
pagar  sus  intereses,  los  gravó  con  numerosas  contribu- 
ciones; así  llegaron  en  su  época  los  juros  á  valer  un  i6  por 
ICO.  Continuó  el  abuso  de  estos  títulos  durante  la  casa  de 
Austria,  hasta  qué  estuvieron  vendidas  ó  empeñadas  todas 
las  rentas,  y  la  situación  de  los  acreedores  se  empeoró  por 
medio  de  reducciones  en  los  capitales  y  los  intereses  y  de 
nuevos  impuestos,  que,  según  Canga  Arguelles,  ascendie- 
ron al  número  de  79.  Carlos  III  dividió  los  juristas  en  privi- 
legiados y  no  privilegiados:  pertenecían  á  la  primera  ciase 
las  fundaciones  piadosas,  el  dero,  la  Inquisición,  los  jesui- 
tas,  etc.;  éstos  tuvieron  doble  interés,  y  los  restantes,  no 
privilegiados  ó  seculares,  siguieron  sujetos  al  descuento  y 
demás  gravámenes  que  sobre  ellos  pesaban.  En  1772  se 
creó  una  caja  para  amortizarlos;  pero  no  contando  con  fon- 
dos, no  pudo  conseguir  su  objeto.  Por  último,  las  Cortes  de 
Cádiz  reconocieron  los  juros  como  parte  de  la  deuda  y 
posteriormente  se  convirtieron  en  la  amortizable  de  segunda 
clase.  No  conocemos  con  exactitud  la  suma  que  llegaron  á 
importar  las  emisiones  de  juros;  pero  consta  que  en  1820 
circulaban  todavía  por  un  valor  de  más  de  1.200  millones 
de  reales. 

En  el  reinado  de  Felipe  V  hallamos  otro  de  los  orígenes 
de  nuestra  deuda,  con  los  grandes  atrasos  que  dejó  aquel 
monarca  en  todos  los  servicios  y  los  empréstitos  que  con- 
tratara en  Bruselas  y  Amsterdam.  Estos  empréstitos  su- 
frieron varias  alternativas,  con  daño  de  nuestro  crédito,  for- 
maron parte  de  la  deuda  del  5  y  del  4  por  100  de  interés  y 
se  refundieron  al  cabo  en  las  dos  clases  de  la  amortizable. 

Aún  tienen  más  importancia  los  vales  reales^  creados 
por  Carlos  III  en  1780.  Eran  unos  documentos  de  crédito 
.que  devengaban  4  por  100  de  interés,  y  como  al  principio 
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los  juros,  tuvieron  aceptación,  hasta 
jaron  de  pagarse  los  réditos  y  de  rec 
tesorerías  donde  debían  ser  admitid 
Al  mismo  tiempo  se  hacían  nuevas 
se  desprestigiaron  por  completo.  Rec 
las  Cortes  de  Cádiz,  quiso  D.  Martíi 
un  arreglo,  y  al  efecto  los  dividió 
consolidados.  Los  vales  consolidado 
tercera  parte  de  los  vales  reales  y  c 
4  por  loo,  siendo  además  admisible: 
parte  de  los  derechos  de  aduanas;  lú 
formaron  con  los  otros  dos  tercios  d 
tenían  interés,  pero  se  admitían  en  I 
por  loo  sobre  el  precio  del  mercado, 
bal  incorporó  los  vales  á  la  deuda 
último,  pasaron  á  la  consolidada  y  d 
ca.  Los  valores  de  esta  clase  emitido: 
los  IV  llegaron  á  pasar  de  2.300  mil 

La  deuda  de  obras  públicas  comei 
les  por  la  emisión  de  97  millones,  qi 
productos  da  los  canales  de  Tauste  ; 
gón,  para  continuar  aquellas  obra 
Carlos  III  los  vitalicios,  al  príncipi< 
fondo  anual  de  4  millones  de  reale: 
renta  del  tabaco.  Estas  rentas  vitalic 
teres  anual  de  8  por  100  á  todo  el 
caudales  sobre  una  sola  vida,  y  He 
que,  según  Canga  Arguelles,  en  i82c 
les  á  1 10  millones  da  reales,  y  el  atra 
millones.  Después  de  varias  vicisitud 
los  atrasos  d3  pensiones  en  la  deuda 

ra  clase,  y  las  corrientes  incluidas  ei        ,       . ,. _  .  . 

de  1851. 

Los  enormes  gastos  de  la  guerra  de  la  Independencii 
primero  y  de  las  guerras  civiles  después;  las  emisiones  he 
chas  á  cambio  de  los  bienes  desamoilizados;  la  creaciói 
de  títulos  especiales  para  ferrocarriles  y  obras  púbiicas,  li 
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consolidación  muchas  veces  practicada  de  la  deuda  de) 
Tesoro,  y  más  recientemente  los  desastres  de  las  guerras 
colonia'es  y  con  los  Estados  Unidos,  son,  además  de  los 
ya  dichos,  los  orígenes  que  reconoce  la  deuda  española. 

Veamos  ahora  la  conducta  seguida  por  los  Gobiernos,, 
y  examinemos  ligeramente  las  disposiciones  generales  6 
arreglos  que  en  materia  de  deuda  se  han  propuesto  ó  rea- 
lizado. 

La  dinastía  de  Borbón,  algo  más  cuidadosa  de  la  ha- 
cienda que  la  austríaca,  trató  de  levantar  el  crédito,  pero 
no  pudo  lograrlo.  Fernando  VI  hubo  de  limitarse  á  reco- 
nocer las  deudas  de  Felipe  V,  pagando  una  parte  de  ellas 
y  de  las  que  él  mismo  contrajo.  Carlos  III,  á  pesar  de  su 
buen  deseo,  aumentó  los  descubiertos,  como  hemos  visto, 
y  comprometió  el  porvenir  de  España  con  su  desgraciado 
pacto  de  familia.  Carlos  IV  emitió  muchos  más  títulos  de 
los  que  pudo  recoger  con  sus  fundos  y  arbitrios  de  amor- 
tización, y  de  esta  suerte,  al  llegar  el  año  1808,  nuestra 
deuda  pasaba  de  7.000  millones  de  reales. 

Las  Cortes  de  Cádiz,  que  inauguraban  nuestra  regene- 
ración política,  en  medio  de  los  horrores  d3  una  gloriosa 
luch^,  quisieron  establecer  sobre  sólidas  bases  el  crédito 
público  y  reconocieron  solemnemente  todas  las  obligacio- 
nes del  Estado,  todas  las  deudas  contraídas  á  nombre  de 
la  nación,  hasta  las  que  provenían  del  desventurado  pacto 
y  se  hallaban  en  manos  de  los  mismos  que  destrozaban 
la  madre  patria.  (Admirable  ejemplo  de  honradez  y  sabi- 
duría! ¡Digno  comienzo  de  una  obra  continuada  después 
de  muy  diverso  modo!  Esto  se  hacía  en  181 1;  en  el  año 
siguiente,  las  Cortes  se  ocuparon  detenidamente  del  arre- 
glo de  la  deuda,  y  en  1813  se  publicó  el  decreto  de  19  de 
Noviembre. 

Dividió  éste  la  deuda  en  dos  grandes  grupos,  con  inte- 
rés y  sin  él.  La  primera  subdividida  en  voluntaria  y  pro- 
cedente de  capitales  con  aplicación  forzosa,  conservando 
aquélla  el  interés  que  adquiriera  al  contratarse,  y  estable- 
ciendo para  ésta  el  de  3  por  100.  La  deuda  sin  interés  se 
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(formó  de  réditos  no  satisfechos  y  servicios 
Durante  la  guerra  y  un  año  después,  ambe 
\  interés  percibinan  solamente  ei  i  i(2  por  ic 

[  al  abono  posterior  de  los  atrasos.  Se  excep 

proyecto  la  deuda  extranjera,  de  que  debí; 
los  Gobiernos  interesados.  La  idea  de  la  ai 
hallaba  fija  en  aquellos  eminentes  legislador 
señalaron  el  pioducto  de  los  bienes  nació 
pago  á  la  suerte  de  la  deuda  sin  interés. 

Ni  la  previsión  del  proyecto,  ni  el  celo  d 
pudieron  evitar  que  quedase  sin  cumpiimi 
duró  la  guerra,  ni  lograron  salvarle  de  la  reai 
D.  Martín  Garay,  el  laborioso  ministro  de  I 
aplicó  también  su  atención  al  mismo  asui 
en  1818,  además  del  proyecto  relativo  á  los 
mos  citado  antes,  otro  general  para  arreglo 
muy  semejante  al  de  las  Cortes  de  Cádiz.  O 
visión  y  clasificación  que  éstas  hicieron  de  I 
concedió  una  injusta  preferencia  á  los  crédi 
tes  de  capitales  con  aplicación  forzosa,  ó  an 
perjuicio  de  los  de  libre  disposición  recibido 
cienda  con  pactos  y  condiciones,  que  debían 
Los  primeros  quería  Garay  que  fuesen  satisfec 
ras  partes  en  metálico  y  una  en  papel,  y  los 
mitad  en  títulos  y  dinero.  Tampoco  llegó  á  1 
pensamiento,  porque  cayó  su  autor  poco  tíe 
de  haberle  concebido. 

Vueltas  á  reunir  las  Cortes  en  1820,  quisii 
cir  la  obra  de  sus  insignes  antecesoras,  é  hic 
vo  arreglo  basado  en  la  equidad  y  el  respeto 
dores.  Los  sucesos  de  1823  anularon  lamí 
yecto,  y  lo  que  es  peor,  el  ciego  espíritu  d 
desconoció  los  compromisos  del  Gobierno 
empréstitos  que  habían  hecho  aquellas  Co 
tranjero.  La  deuda  pasaba  ya  en  esta  época  ■ 
Jlones. 

El  Gobierno  absoluto  experimentó  en  segu 
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<le  su  injusticia;  trató  de  enmendarla  y  quiso  hacer  algo 
•en  pro  del  crédito,  mas  no  obtuvieron  resultado  sus  es- 
fuerzos, porque  carecían  de  base.  Á  pesar  de  que  en  1824 
se  estableció  el   Gran  libro  y  se  crearon  una  comisión 
liquidadora  y  una  caja  de  amortización  para  la  deuda, 
-como  que  el  desorden  de  la  administración  producía  el  des- 
nivel de  los  presupuestos  y  el  déficit  constante,  era  nece- 
sario hacer  frecuentes  emisiones  de  títulos  que  carecían  de 
prestigio  y  no  lograban  cotización  en  las  Bolsas  extranje- 
ras, aunque  se  empleaban  manejos  de  todas  clases  para 
-conseguirlo.  La  deuda,  creciendo  sin  cesar,  había  llegado 
Á  ser,  según  los  cálculos  de  Canga  Arguelles,  de  18.000 
millones  de  reales  •. 

Y,  sin  embargo,  era  tal  la  confianza  que  entonces  inspi- 
raba á  las  demás  naciones  la  hidalguía  de  nuestro  pueblo, 
tal  la  seguridad  que  abrigaban  acerca  de  sus  elementos  de 
riqueza  y  su  porvenir,  que  todos  aquellos  desaciertos  se 
atribuían  únicamente  ai  régimen  absoluto,  y  apenas  se  tu- 
vieron esperanzas  de  un  cambio  de  gobierno  con  la  muerte 
de  Femando  VII,  los  fondos  españoles  subieron  prodigio  • 
lamente.  Los  bonos  de  las  últimas  Cortes,  cuyo  reconocí  • 
miento  fué  negado  y  que  llevaban  once  años  sin  cobrar,  se 
elevaron  no  obstante  á  un  50  por  100,  y  los  títulos  emiti- 
dos por  la  casa  Aguado,  de  París,  se  cotizaban  al  84  en 
Jas  Bolsas  extranjeras. 

En  estas  circunstancias  (1834)  el  conde  de  Toreno,  que 
necesitaba  un  nuevo  empréstito,  tuvo  la  mala  idea  de  re- 
chazar las  brillantes  condiciones  del  mercado,  y  elaborar 
antes  de  contraerle  un  arreglo  de  la  deuda.  Fundábale  en 
que  no  había  medio  de  satisfacer  los  intereses  de  toda  ella, 
y  reducía  en  su  consecuencia  á  dos  terceras  partes  el  ca- 
pital de  la  deuda  extranjera,  formando  con  el  resto  la  lla- 
mada deuda  pasiva  ó  sin  interés.  Una  vez  conocido  este 
proyecto,  se  verificó  una  reacción  contraria  á  nuestros  in- 
tereses en  las  naciones  de  Europa,  que  aguardaban  de 
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*     Diccionario^  art.  Deuda  de  España* 
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nosotros  otra  conducta  más  justifica 
400  millones  hubo  de  contratarse  á 
podido  hacerse  más  arriba  del  80  p( 
ingleses  se  alejaron  de  España  cuand 
fecundar  su  suelo,  y  un  año  después, 
dian  pagarse  los  réditos  de  este  mismc 
la  deuda  reformada  extranjera.  Con 
viembre  de  1834  comienza  el  abatimit 
dito,  que  ha  venido  empeorando  suc 
rehabilitación  comp'eta  se  encuentra  n 

Desde  1836  hasta  1840  los  azares  < 
ben  la  atención  y  los  recursos:  la  Hac 
situación  angustiosísima,  las  conversi< 
nuevos  títulos  se  multiplican  y  los  inti 
cen.  La  deuda  recottocida  en  1839  imp 
millones  "  y  sus  réditos  más  de  300  mil 
do  do  advertir  que  la  baja  en  aquella 
á  las  anteriormente  indicadas  se  explici 
zado,  ya  por  las  reducciones  hechas, ; 
liarse  pendiente  de  liquidación  un  gran 
El  real  decreto  de  16  de  Febrero  de  lí 
Junio  de  1837  marcaron  plazos  fatales 
miento  de  los  créditos  contra  el  Tesoro; 
Gamboa  consolidó  1.000  millones  de 
del  4  y  5  por  100  creando  la  deuda  de 
luego  de  base  á  nuestro  sistema,  y  el  r< 
Junio  de  1847  estableció  la  dirección  g 

Llegamos  con  esto  á  la  época  más  ir 
toria  de  nuestro  crédito  público,  al  ar 
185 1  por  el  Sr.  Bravo  Murillo. 
Todas  las  reformas  que  acabamos  di 


^    Uoa  de  las  consecuencias  del  arreglo  d 

urdenanza  dada  por  Federico  Gaillermo  de  I 

de  1836,  en  que  se  restringía  la  contratación  i 

se  anunciaba  el  prop,is¡to  de  prohibirla  entei 

•    Pita  Vizaiio.— Examen  de  la  Hacienda,  pí 
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pasado  de  proyectos,  á  causa  de  las  circunstancias  en  que 
se  hicieron,  ó  habían  logrado,  á  lo  sumo,  una  realización 
parcial,  que  contribuía  á  hacer  mucho  más  deforme  el  es- 
tado de  nuestra  deuda.  La  variedad  inñnita  de  sus  títulos 
y  conceptos  daba  lugar  á  una  espantosa  confusión  y  á  los 
agios  más  inmorales  Por  otra  part^,  los  esfuerzos  de  todos 
hys  Gobiernos,  desde  1840,  se  habían  limitado,  en  fuerza 
de  la  necesidad,  á  cumplir  en  algo  con  la  deuda  del  inte- 
rior; la  extranjera  se  hallaba  abandonada  desde  iSss.Qiiin- 
ce  años  hacía  que  eran  inútiles  las  reclamaciones  de  sus 
tenedores,  y  exasperados  ya,  vomitaban  invectivas  contra 
España,  lanzando  sobre  ella  el  anatema  que  sigue  á  los 
<]eudores  de  mala  fe;  los  ingleses  especialmente  gestiona- 
ban sin  descanso  y  se  dirigían  con  frecuencia  á  los  pode- 
res del  Estado  en  demanda  de  justicia,  al  mismo  tiempo 
que  se  lamentaban  en  la  prensa  con  mayor  dureza  y  amar 
gura. 

Semejante  situación  no  podía  mantenerse.  España  no 
podía  cerrar  los  oídos  á  las  quejas  de  sus  acreedores  ni 
permanecer  indiferente  á  los  ataques  contra  su  honra;  no 
podía  tampoco  renunciar  al  concierto  de  los  demás  pue- 
blos, aislándose  de  ellos  con  la  fea  nota  de  la  insolvencia; 
el  crédito  es  la  vida  de  las  naciones,  y  urgía  gozar  de  él 
Á  toda  costa.  El  Sr.  Mon  solicitó  y  obtuvo  en  1845  auto- 
rización para  el  arreglo  de  la  deuda;  pero  no  llegó  á  hacer 
-uso  de  ella,  sin  duda  porque  el  presupuesto  no  le  ofrecía 
los  recursos  necesarios.  El  Sr.  Bravo  Murillo,  que  ocupa- 
ba el  ministerio  de  Hacienda  en  1849,  se  vio  compelido 
por  ese  cúmulo  de  circunstancias  y  por  nuevas  reclama- 
<:iones  á  ocuparse  en  el  proyecto  de  arreglo  de  la  deuda^  que 
entraba  en  su  pensamiento.,,  mas  no  para  acometerlo  en 
resuellos  momentos^  sino  después  de  establecer  las  bases^ 
adoptando  disposicioues  que  debían  preceder  ^.  Palabras  muy 
Klignas  de  tomarse  en  cuenta  al  juzgar  una  ley,  que  debe 
calificarse  ante  todo  de  prematura. 

*    Bravo  Murillo.  —  Opúsculos ^  tomo  III. 
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Mucho  antes  debió   hacerse  el  arreglo 
había  perdido  mucho  tiempo  y  ll^ó  á  ej 
preparación  indispensable.  Una  reforma  ú 
za,  un  arreglo  generalde  la  deuda.debía  pr< 
men  considerable;  demandaba  la  nivelado: 
to  y  la  existencia  de  recursos  con  que  : 
mismo  Sr.  Bravo  Muríllo  lo  manifestaba  as 
to  de  i849al  Consejo  de  ministros:  *Refor 
da — decía, — será  cuando  habrá  crédito  y 
sin  dificultad  empréstitos,  si  convinieren.  , 
productivas;  entonces,  y  sólo  entonces,  es  cuando  podrá 
pensarse  en  el  arreglo  de  la  deuda*. 

Ahora  bien:  ¿estaba  reformada  ya  la  Hacienda  cuando 
concibió  su  proyecto  el  Sr.  Bravo  MuriUo?  No,  ciertamcn-  ■ 
te.  Algunas  disposiciones  de  trascendencia  se  habían  dic- 
tado con  ese  fin,  mas  sus  resultados  no  eran  conocidos- 
todavía.  El  presupuesto  de  1851  anunciaba  un  d¿Jicit  d& 
más  de  100  millones,  y  la  deuda  flotante  pasaba  de  soo 
cuando  el  ministro  presentaba  á  las  Cortes  su  proyecto.  No- 
creyó,  no  pudo  creer  que  el  momento  era  oportuno;  debi6 
obrar  bajo  la  presión  de  las  circunstancias. 

Careciendo  de  los  elementos  necesarios,  no  contandO' 
con  más  recursos  que  los  de  un  presupuesto  desnivelado, 
ni  el  Sr.  Bravo  MurÜlo  con  su  reconocido  talento,  ni  nadie^ 
podía  llevar  á  cabo  un  arreglo  de  la  deuda.  Lo  que  cabía 
hacer,  lo  que  se  hizo,  fué  ofrecer  todos  los  medios  con  que- 
se  creía  contar.  La  ley  de  I."  de  Agosto  de  1851,  cuyos- 
preceptos  se  desarrollaron  en  el  reglamento  de  17  de  Octu- 
bre siguiente,  es  más  bien  un  arreglo  con  los  acreedores- 
del  Estado,  una  transacción  en  que  se  empezaba  por  reco- 
nocer que  las  deudas  excedían  en  mucho  á  los  recursos . 
En  este  concepto  es  como  debemos  examinar  aquella  dis- 
posición, que  fué  precedida  del  real  decreto  de  22  de  Fe- 
brero de  1850,  mandando  hacer  una  liquidación  general  de 
los  créditos  contra  el  Tesoro. 

I--a  idea  que  dominaba  en  la  mente  del  Sr.  Bravo  Murillo 
era  la  uniñcación  de  la  deuda  perpetua,  reduciéndola  á  una 
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sola  clase  de  interés.  Para  ello  adoptó  como  tipo  el  3  por 
100,  por  creer  que  no  era  susceptible  de  arreglo  y  porque 
no  había  dejado  de  pagarse  desde  su  creación.  La  con- 
versión á  esta  deuda  de  las  existentes  del  4  y  5  por  loa 
podía  hacerse  reduciendo  el  capital  ó  los  intereses  ó  ambos 
á  la  vez;  este  último  sistema  se  propuso  al  pnncipio;  pero 
vista  la  oposición  de  los  tenedores,  hubo  de  partirse  de  la 
conservación  del  capital,  aminorando  sólo  los  intereses.  Sin 
embargo,  para  igualar  la  deuda  del  4  con  la  del  5  fué  pre- 
ciso reducir  el  capital  de  aquélla  á  un  80  por  loo. 

De  esta  suerte,  dichas  dos  clases  de  deuda  se  convirtie- 
ron al  2  por  ICO  diferido,  y  sus  poseedores  sufrieron  una 
reducción  de  40  por  loo  en  el  interés.  Además,  y  sin  que 
valieran  las  protestas,  el  Sr.  Bravo  Murillo  se  mantuvo  en 
su  opinión  y  redujo  á  50  por  100  e!  valor  de  los  cupones 
no  satisfechos,  dando  lugar  á  una  cuestión  que  tanto  ha 
perjudicado  nuestro  crédito. 

La  otra  base  del  arreglo  fué  la  creación  de  la  deuda  amorti- 
zable  dividida  en  i.*  y  2.*  clase,  entre  las  cuales  se  cla- 
sificaron con  alguna  arbitrariedad  los  restantes  títulos  que 
existían  contra  el  Estado  por  muy  diversos  conceptos.  Se 
señalaron  para  la  amortización  de  esta  deuda  varios  arbi- 
trios, debiendo  partirse  todos  por  mitad  entre  sus  dos  clases 
y  verificarse  por  medio  de  subastas  mensuales  la  adquisi- 
ción de  los  títulos  para  su  pago.  De  aquí  surgió,  como  lue- 
go veremos,  otra  cuestión  no  menos  ruidosa  é  importante. 

El  estado  en  que  quedó  la  deuda  pública  á  consecuencia 
de  la  ley  citada  y  la  de  3  del  mismo  mes  de  Agosto,  rela- 
tiva á  la  deuda  del  Tesoro,  fué  el  siguiente: 

Se  dividía  primero  en  tres  grandes  grupos,  á  saber:  deu- 
da del  Estado,  deuda  del  Tesoro  y  deuda  de  Obras  públicas. 

La  deuda  del  Estado  se  subdividía  en  perpetua  y  amor- 
tizable.  La  perpetua,  en  consolidada  y  diferida.  La  amor- 
tizable,  en  áQ  primera  y  de  segunda  clase. 

La  consolidada  es  la  que  devengó  desde  la  emisión  un 
interés  definitivo:  la  había  del  5  y  del  3  por  loo.  La  del  5 
por  100  por  una  pequeña  partida,  que  se  reconoció  en  1834 
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Á  favor  de  los  Estados  Unidos  de  . 
formó  de  los  títulos  creados  en  1841 
res^s  no  satisfechos,  de  los  emitida 
muchos  títulos  destinados  á  convc 
procedencias  y  á  capitalizar  interese 
así  porque  tuvo  aplazado  el  disfrute 
correspondía;  fué  creada  por  la  ley  < 
I  por  loo  en  los  cuatro  primeros  añ 
ir  aumentando  '/^  cada  dos,  hasta  i 
ser  consolidada.  Se  formó  esta  deu' 
de  la  consolidada  al  5  por  lOO,  del 
y  de  la  mitad  de  los  intereses  de  ur 
ron  sin  satisfacer  hasla  i.°  de  Agosl 

La  amortizable  del  Estado  no  go: 
rencia  entre  sus  dos  clases  consistía  1 
yor  la  cantidad  que  se  emitió  de  la 

La  del  lesoro  era  toda  amortízab! 
da  del  material  y  á.é[  personal.  La  de 
deuda  flotante,  contraída  desde  I."  c 
31  de  Diciembre  de  1849,  y  débitos 
misma  época,  que  se  convertían  ei 
con  el  interés  de  3  por  100,  y  se  su 
y  no  preferente,  según  que  se  hallas 
der  de  los  primitivos  acreedores  y  si 
nos  de  un  tercero.  Anualmente  se  t 
llones  de  reales  á  la  amortización  c 
repartiéndolos  de  modo  que  una  tei 
al  pago  de  la  preferente,  y  las  otraí 
no  preferente.  La  del  personal  abra: 
procedentes  de  haberes  atrasados  er 
no  disfrutaba  interés  y  se  dejaba  á  1 
el  determinar  cómo  había  de  hacers' 

La  deuda  de  obras  públicas  provti 
traídos  con  este  objeto,  y  á  reembo 
títulos  consistían  en  acciones  de  c 
Abril  de  1850  y  Junio  de  1851. 

Basta  la  dicho  acerca  de  la  legisla 
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pueda  formarse  idea  de  ella,  y  para  fundar  el  juicio  que 
merece  ^.  - 

La  empresa  que  acometió  el  Sr.  Bravo  Murillo,  sobrán- 
dole tanto  ardor  como  le  faltaba  quizá  de  meditación,  era 
de  colosales  dimensiones;  los  recursos  con  que  contaba 
eran  al  mismo  tiempo  insign incautes;  el  resultado  de  esta 
desproporción  debía  ser  una  obra  muy  imperfecta.  La  ley 
de  1851,  más  bien  que  á  hacer  un  arreglo,  vino  á  dar  for- 
ma á  la  bancarrota.  Los  acreedores  extranjeros,  tan  du- 
ramente tratados  por  el  conde  de  Toreno  en  1834,  no  su- 
frieron ahora  menor  daño,  porque  se  les  impuso  una  re- 
ducción de  40  por  100  en  los  intereses  de  sus  créditos  y  de 
50  por  IDO  en  los  cupones  que  habían  dejado  de  percibir; 
y  esto  con  una  espera  de  diez  y  nueve  años  que  se  toma- 
ba el  Gobierno  español,  pues  á  tanto  equivale  el  plazo  que 
debía  tardar  en  consolidarse  la  deuda  diferida  que  se  les 
entregaba.  No  salieron  mejor  librados  los  acreedores  del 
interior;  se  atendió  más  respecto  de  ellos  al  hecho  de  su 
lastimosa  situación  que  al  derecho  representado  en  sus  tí- 
tulos, y  por  reparar  más  en  el  mercado  que  en  los  princi- 
pios de  justicia,  se  clasificaron  malamente  sus  créditos  y 
se  pospusieron  algunos  de  origen  tan  sagrado  como  anti- 
guo, á  otros  que  nunca  lo  fueron  tanto. 

Considerando  el  arreglo  como  transacción  ó  convenio, 
carecía  de  una  circunstancia  esencialisima,  cual  era  la 
conformidad  de  una  de  las  partes,  los  acreedores,  que  des- 
de luego  rechazaron  abiertamente  algunas  de  sus  disposi  • 
clones,  y  ofrecía  además  el  inconveniente  de  imponer  un 
gravamen  considerable  al  presupuesto,  mayor  cada  año,  y 
de  elevar  el  capital  nominal  de  la  deuda. 

La  primera  y  la  más  desastrosa  de  las  consecuencias 
que  produjo  la  ley  de  1851  fué  una  cruzada  general  con 


'  Para  la  ejecución  de  la  ley  de  i.*  de  Agosto  se  ,dió  el  regla- 
mento de  17  de  Octubre  de  1851,  y  para  llevar  á  cabo  la  ley  fecha 
3  de  Agosto  se  publicó  el  reglamento  de  23  del  mismo  mes.  En  31 
de  Diciembre  del  año  repetido  se  dictó  una  instrucción  general 
para  las  dependencias  de  la  Deuda. 
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tra  nuestro  crédito.  Los  ingleses  protestaron  de 
ción  de  sus  cupones,  los  holandesas  reclamar 
postergación  indudable  de  la  deuda  diferida  de 
poseían,  y  reforzados  más  tarde  con  los  francés 
res  de  la  amortizable,  dirigieron  tales  ataques 
que  acabaron  con  su  crédito.  Las  Bolsas  extr 
cerraron  con  estrépito  para  nuestros  fondos  y  se 
có  en  la  de  Londres,  al  lado  de  Grecia  y  Turq 
tablilla  de  los  insolventes,  con  mengua  de  nuest 
grave  daño  de  nuestros  intereses.  Unaconmoció 
'enta  alcanzó  también  al  crédito  particular,  y  n 
vieron  desamparados  tos  Gobiernos,  sino  que  1( 
y  el  comercio  fueron  rechazados  de!  mercado  de 
naciones.  Son,  pues,  incalculables  los  perjuic: 
traido  desde  este  punto  de  vista  el  arreglo  de  la  c 

Por  lo  demás,  la  unificación  estaba  muy  lejos 
guirse,  aunque  se  dio  un  gran  paso  hacia  ella. 
I."  de  Agosto  de  185 1  y  la  del  3  del  mismo  raes, 
complemento  de  la  reforma,  conservaban  todavís 
clases  de  deuda  ydistinciones  entre  sus  títulos, ; 
to  al  gravamen  que  produjeron  consistió,  en  los 
la  deuda  diferida  y  en  el  pago  de  la  amortizable,  cuyas 
dos  obligaciones  llegaron  á  importar  200  millones  en 
cada  año.  La  consolidación  de  los  intereses  dio  lugará  un 
aumento  de  2.000  millones  de  reales. 

Pero  lo  más  importante  es  que  dejó  sin  resolver  cues- 
tiones interesantes  y  dio  lugar  á  otras  gravísimas. 

El  art.  23  de  la  ley  de  i."  de  Agosto  ofrecía  una  ley  es- 
pecial para  el  arreglo  de  la  deuda  de  Ultramar,  y  otra  para 
los  débitos  procedentes  de  oficios  enajenados  de  la  corona; 
al  efecto  se  ordenó  en  1852  á  la  Junta  de  la  deuda  que 
formulase  un  proyecto  para  llevar  acabo  el  reconocimien- 
to, liquidación  y  conversión  de  los  créditos  de  Ultramar, 
sujetándose  á  las  mismas  bases  establecidas  en  el  arreglo 
ejecutado,  y  se  principiaron  á  reunir  datos  y  noticias  acer- 
ca del  importe  de  los  cargos  y  dereciios  enajenados;  pero 
ni  se  redactó  aquel  proyecto  ni  se  utilizaron  estos  datos. 
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Consagró  también  el  Sr.  Bravo  Murillc  el  principio,  es- 
tablecido ya  desde  1836,  de  la  caducidad  de  la  deuda  pú- 
blica. Es  necesario,  decía,  para  defenderse  de  los  acreedo  • 
res  morosos,  que  embarazan  las  reformas,  y  con  objeto  de 
dar  fijeza  al  capital  de  la  deuda,  señalar  un  término  á  la 
presentación  de  los  créditos,  pasado  el  cual  incurran  en  la 
prescripción  común.  Se  dejó,  sin  embargo,  para  una  ley  es- 
pecial la  fijación  de  ese  término,  y  ha  estado  hasta  mucho 
tiempo  después  sin  resolver  este  punto. 

Las  cuestiones,  no  obstante,  de  transcendencia  mayor 
son  aquellas  á  que  ha  dado  lugar  el  cumplimiento  de  la 
ley  de  l  .'^  de  Agosto.  Los  amortizables  y  los  certificados 
de  cupones',  hé  aquí  el  tema  de  reclamaciones  infinitas,  de 
controversias  nunca  terminadas,  el  origen  de  numerosos 
conflictos  y  de  sensibles  daños  para  nuestra  reputación  y 
nuestro  crédito.  Examinaremos  con  la  concisión  posible 
lo  relativo  á  cada  uno  de  estos  asuntos. 

Á  excepción  de  los  títulos  del  4  y  5  por  100,  se  refun- 
dieron, como  queda  dicho,  en  la  deuda  amortizable  los  de- 
más créditos  que  existían  contra  el  Estado,  algunos  de 
ellos  muy  respetables  y  ya  muy  perjudicados.  No  gozan- 
do interés  esta  clase  de  deuda,  todo  su  valor  dependía  de 
la  promesa  de  pago  consignada  en  la  ley;  mas  para  dar 
garantías  de  que  no  sería  olvidada,  como  tantas  otras,  se 
declararon  afectos  á  la  amortización:  i.**,  los  bienes  mos- 
trencos y  los  procedentes  de  tanteos  y  adjudicaciones  por 
débitos;  2.^,  los  realengos  y  baldíos;  3.°,  los  productos  del 
20  por  100  de  los  bienes  de  propios,  y  4.°,  doce  millones 
de  reales  que  se  consignarían  anualmente  en  el  presupues- 
to del  Estado. 

Durante  algunos  años  no  se  hizo  para  cumplir  con  es- 
tas disposiciones  más  que  emplear  en  la  adquisición  de  tí- 
tulos los  12  millones  de  que  habla  el  núm.  4.**,  sin  que  los 
Gobiernos  atendiesen  los  otros  deberes  que  les  imponía 
la  ley,  ni  los  acreedores  gestionasen  en  favor  de  su  dere- 
cho. Pero  la  especulación  se  hizo  cargo  de  este  estado  de 
cosas,  y  unos  pocos  capitalistas  adquirieron  las  deudas 
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amortizables,  contando  con  realizar  una  gt 
sa  merced  á  la  ventajosa  situación  en  qu 
para  reclamar,  por  una  parto  la  inobserva 
y  por  otra  la  imposibí  idad  de  cumplirla, 
fundamento  mejor  á  sus  quejas,  les  permití 
exigencias.  Entonces  la  actividad  de  los  nu 
contrastó  con  la  incuria  de  los  primitivos, 
en  todos  los  sentidos  excitando  la  opinión  ¡ 
rando  á  los  Gobiernos,  se  aliaron  con  lo 
nuestro  crédito  y  contribuyeron  no  poco  á 
las  Bolsas  extranjeras  y  al  desprestigio  de  n 
Explotaron  con  exceso  la  Justicia  que  enpr 
tía,  y  llegaron  á  pretcnsiones  absurdas  y  e> 
retardaron  la  avenencia. 

Los  tenedores  de  las  amortizables  nombí 
ti  encargado  de  dij  igir  las  reclamaciones,  > 
1862  una  célebre  exposición  en  que,  inlerpr 
mentelasdisposicionesinsertadas  antes,  ped 
casen  á  la  extinción  de  sus  créditos,  adema 
mostrencos,  los  de  tanteos  y  adjudicacione: 
realengos,  que  la  ley  menciona,  todos  los 
tado  en  general.  Solicitaron  también  que  st 
integro  el  20  por  100  de  propios,  y  líttímam 
deseos  de  que  sus  títulos  se  convirtieran  en  dí 
da.  Sus  incesantes  trabajos  alcanzaron  a'gt! 
concedió  primero  un  aumento  de  seis  millo 
dedicada  anualmente  á  la  amortización  para 
productos  del  20  por  100  de  propios,  y  aig» 
por  el  momento;  mas  poco  tiempo  después 
igual  constancia  respecto  de  los  realengos 
proponiendo  como  medio  de  arreglo  que  se 
50  millones  de  reales  la  amortización  anual, 
biemo  español  de  terminar  este  asunto,  acci 
30  millones;  mas  como  esta  concesión  llevi 
de  que  en  virtud  de  tal  aumento  los  intei 
ciarían  á  toda  reclamación  ulterior,  los  aci 
festaron  terminantemente  que  no  podian  c( 
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con  la  subida  de  la  amortización,  y  exigieron  para  un  arre- 
glo definitivo  la  conversión  de  la  deuda  pasiva  en  consolida- 
da á  los  tipos  de  50,  38  y  34  con  relación  á  cada  una  de 
las  tre  i  clases  de  esta  deuda. 

El  derecho  de  los  acreedores  era  muy  claro  en  cuanto  á 
los  bienes  mostrencos,  baldíos  y  realengos,  porque  las  pres 
cripciones  de  la  ley  y  su  falta  de  cumplimiento  no  admi- 
tían duda  alguna.  Se  dijo  que  aquella  clase  de  bienes  era 
insignificante,  y  que  los  realengos  y  baldíos  habían  des- 
aparecido; mas  estas  objeciones  no  destruían  el  derecho  y 
antes  alentaban  las  exigencias.  Si  la  ley  no  se  cumplió  á 
su  tiempo  y  luego  fué  imposible  obedecerla,  ¿qué  culpa 
tienen  de  ello  los  acreedores?  La  responsabilidad  de  los  Go- 
biernos era  tanto  mayor  porque  nacía  de  una  falta.  Mu- 
chos ó  pocos,  decían  los  interesados,  los  bienes  mostren- 
cos, los  de  tanteos  y  adjudicaciones  nos  pertenecen  y  de- 
ben entregársenos;  los  baldíos  y  realengos  valían  1.200 
millones  en  T834,  y  se  calcularon  en  300  el  año  5 1;  si  lue- 
go se  han  destruido  por  otras  disposiciones  ó  incuria  de 
la  administración,  nada  debe  esto  importarnos;  nos  atene- 
mos á  este  último  tipo,  y  pedimos  una  combinación  que 
compense  esos  300  millones  y  nos  indemnice  de  la  tardan- 
za en  concederlos. 

No  había  contestación  posible  ni  medio  de  eludir  estas 
razones.  La  justicia  obligaba  á  reconocerlas,  y  la  conve- 
niencia aconsejaba  que  fueran  satisfechas.  España  debía 
escuchar  las  quejas  de  esos  acreedores,  y  se  hallaba  inte- 
resada en  que  concluyeran,  j  orque  era  éste  uno  de  los 
mayores  obstáculos  con  que  luchaba  su  crédito.  Al  cabo 
de  empeñadas  discusiones,  la  ley  de  1 1  de  Julio  de  1867 
adoptó  la  conversión  y  dispuso  que  se  emitiera  deuda  con- 
solidada exterijr  al  3  por  loo  para  liquidar,  al  48  por  100 
de  su  valor  nominal  la  amortizable  de  primera  clase  y  la 
diferida  de  i83[,  al  32  la  amortizable  de  segunda  clase 
exte^;ior  y  al  25  los  titulo ^  de  la  segunda  clase  interior. 

Los  acreedores  habían  de  recibir,  en  deuda  consolidada, 
200  pesos  fuertes  por  cada  100  pesos  nominales  que  con- 
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virtieran  de  la  deuda  amortizable  de  primei 
rida  de  1831,  y  150  pesos  por  cada  100  de 
de  segunda,  abonando  en  metálico  la  dife 
valor  efectivo  á  iio  por  100  que  recibieran 
los  que  se  convirtiesen  á  los  indicados  tip( 
25  por  100,  Las  emisiones  posteriores  de  d 
ble,  por  liquidación  de  nuevos  créditos,  se 
consolidada  al  30  por  100  la  de  primera  3 
de  segunda  clase. 

Como  se  ve,  los  tipos  adoptados  fueron 
que  los  propuestos  por  los  acreedores,  y  si 
esta  operación  la  de  un  empréstito  obtenid 
de  las  diferencias  en  metálico.  Las  deude 
conversión  ascendían  á  unos  i,.38o  millon< 
deuda  del  3  por  loo  que  debía  emitirse,  • 
2,000  millones,  y  los  productos  del  ernprés 
millones. 

Más  complicada  que  la  cuestión  de  las  a 
la  de  los  certificados  ingleses.  Veamos  los 
promovieron. 

El  Sr.  Bravo  Murillo  formuló  su  proyecb 
gto  de  la  deuda,  con  la  idea  de  reducir  á  Se 
porte  de  los  cupones  del  4  y  del  5  vencido 
chos,  cuya  cantidad  era  muy  importante,  [ 
tranjeros  estaban  sin  pagar  desde  1835.  La 
da  para  informar  acerca  del  proyecto  crej 
oir  la  opinión  de  los  acreedores,  y  escuchó 
nes  de  palabra  y  por  escrito.  Acerca  de  elli 
Pérez  Amaya  ^:  «Dejando  á  un  lado  el  just 
sus  quejas  y  contrayéndose  á  sus  ideas  res 
ma  del  arreglo,  desde  luego,  todos  unáním 
zaron  el  pensamiento  de  reducir  el  capital 
En  su  vista  la  Junta,  acorde  en  este  puní 
conservación  de  los  capitales,  y  decía  en 
Gobierno  que  «Lun  arreglo  fundado  en  la  rec 

'     Memoria  histórica  sobre  el  arreglo  de  la  deuda 
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veces  peor  que  una  franca^  honrada  y  por  tanto  general 
bancarrota^,  «El  Gobierno  de  S.  M.,  añadía,  ha  propuesto 
la  reducción  del  capital:  los  acreedores  la  rechazan  abier- 
tamente: éste  es  un  hecho  que  no  podemos  dejar  de  tener 
presente  al  formar  el  proyecto,  si  hemos  de  intentar  un 
arreglo  que  lleve,  ya  que  no  la  seguridad,  cuando  menos 
la  probabilidad  de  ser  aceptado.»  Obedeciendo  á  esta  idea 
la  Junta,  propuso  la  conversión  de  los  cupones  por  todo 
su  valor  nominal  en  renta  de  I  y  V,  por  loo  de  interés 
gradual  ó  diferido  que  debía  empezar  devengando  anual- 
mente Y2  P<>^  í<^o.  El  Sr.  Bravo  Murillo  no  reformó  su 
proyecto  á  pesar  de  todo,  porque  creyó  que  era  lo  mismo 
convertir  todo  el  capital  de  los  cupones  en  renta  del  i  y  7g 
que  reducirlo  á  la  mitad  en  deuda  del  3  por  100,  y  por  eso 
la  ley  de  i.°  de  Agosto  estableció  en  su  art.  2.*^  que  la 
deuda  diferida  se  formaría: 

I.**,  del  capital  nomiaal  de  la  deuda  consolidada  del  5 
por  100  interior;  2.°,  del  de  la  deuda  consolidada  del  4  por 
100,  reducido  antes  á  sus  cuatro  quintas  partes,  y  S-*",  del 
de  los  intereses  de  estas  mismas  deudas,  vencidos  y  no 
satisfechos  hasta  30  de  Junio  de  iSSi, previa  su  reducción 
á  la  mitad. 

Apenas  fué  conocida  Ja  ley,  los  acreedores,  que  no  ha- 
bían dejado  de  trabajar  en  contra  de  esta  disposición,  mul- 
tiplicaron sus  reclamaciones  y  constituyeron  comités  en 
Madrid,  París,  Londres  y  otros  puntos  para  hacerlas  más 
eficaces.  El  comité  de  Londres  dirigió  varias  exposiciones 
bX  Gobierno  español,  y  acordó  la  aceptación  bajo  protesta 
de  las  condiciones  de  la  ley,  á  cuyo  efecto  su  presidente, 
Mr.  Capel,  formalizó  ante  notario  y  testigos  una  protesta 
que  contenía  aquell.is  solicitudes  y  el  acuerdo  tomado,  y 
en  la  cual  se  manifestaba  que  «no  habiendo  el  Gobierno 
español  tenido  por  conveniente  prestar  favorable  oído  ni 
siquiera  darse  por  entendido  de  estas  varias  comunicacio- 
nes... y  no  dejando,  en  consecuencia,  al  comitémks  alterna- 
tiva que  la  de  someterse  ó  declinar  toda  gestión  ulterior 
en  la  materia,  el  expresado  comité,.,  ha  creído  convenien- 
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te,  atendidas  todas  las  circunstancias,  intervE 
versión.  Pero  al  mismo  tiempo  que  se  decide 
no  puede  menos  de  formular  una  protesta  s( 
la  injusticia  de  esta  confiscación...»  Quiso  e 
prometer  al  Gobierno  español  á  que  reconoc 
mente  los  cupones,  y  pretendió  que  un  empl 
terviniese  los  títulos  que  iba  á  expedir  en  r 
del  50  por  loo  de  aquéllos;  mas  fué  negadt 
sión,  así  como  la  de  emplear  un  sello  especi 
torizase,  y  el  cotttitÉ  se  limitó  á  dar  á  los  teñí 
tificado  del  importe  de  los  cupones  que  pre 
conversión,  y  del  ;o  por  100  que  dejaba  de 

Continuaron  las  gestiones  los  acreedores, 
vista  de  ellas,  el  ministro  Sr.  Llórente  preser 
to  pidiendo  autorización  para  satisfacer  el  ic 
del  valor  de  los  certificados,  lo  cual  no  llegó 
por  Ja  clausura  de  aquellas  Cortes.  Hasta  1 8 
á  tratarse  de  pste  asunto,  y  entonces  el  Con 
una  petición  ds  los  tenedores  ingleses.  En  l¡ 
dujeron  las  reclamaciones,  y  después  contir 
sar  los  trabajos  d^  los  interesados,  robustecí 
vorable  dictamen  de  ocho  de  nuestros  primí 
sultos.  Por  último,  la  ley  de  30  de  Junio  de 
al  Gobierno  para  verificar  un  arreglo,  siempr 
nase  más  de  un  25  por  100  del  valor  de  lo: 
convertidos;  la  ley  de  11  de  Julio  de  1867  rq 
torización  y  el  decreto  de  17  del  mismo  mes 
al  cabo  la  conversión  del  25  por  100  delvalo 
nes,  en  renta  consolidada  al  45  por  loo  de  s 
nal.  Por  consecuencia  de  esta  medida  hubier 
más  de  500  millones  nomínales  del  3  por  10c 
necesario  un  sacrificio  considerable  por  no  h 
valor  de  aceptar  antes  otro  más  pequeño. 

Esta  cuestión,  que  recibió  tan  inmensas 
pudo  cortarse  en  su  origen  fácilmente;  vista 
de  los  interesados  al  arreg'o,  debía  habers 
hasta  encontrar  un  medio  de  avenencia  ó  ' 
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antes  que  llevarle  á  cabo  con  el  germen  de  un  conflicto. 
Dejando  á  un  lado  interpretaciones  y  fórmulas  jurídicas, 
€S  indudable  que  había  un  fondo  de  razón  en  las  protestas 
de  los  acreedores  ingleses,  y  además  la  conveniencia  dic- 
taba el  reconocimiento  de  los  cupones,  porque  equivalía  á 
la  apertura  de  las  Bolsas  y  los  mercados  extranjeros,  que 
rechazaban  los  fondos  españoles  y  las  demandas  de  nues- 
tra industria;  significaba  el  levantamiento  de  nuestro  cré- 
dito y  la  cesación  del  entredicho  en  que  nos  tenían  las  de- 
más naciones. 

La  solución  de  los  conflictos  producidos  por  las  deudas 
amortizables  y  los  cupones  era  una  magnífica  base  para 
la  regeneración  de  la  hacienda;  pero  adoptada,  según  se 
hizo,  como  medio  de  continuar  el  despilfarro,  sólo  podía 
traer  un  ligero  alivio  al  crédito,  harto  empeorado  á  la  vez 
por  nuevos  déficits  y  nuevas  emisiones. 

Un  triste  recuerdo  de  la  época  en  que  existieron  y  una 
carga  muy  pesada  que  fué  necesaria  para  concluirlas» : 
he  aquí  lo  que  nos  queda  de  las  cuestiones  á  que  die- 
ron lugar  las  deudas  amortizables  y  los  certificados  in- 
gleses. 

Convertidas  las  amortizables  en  la  perpetua  del  3  por  100 
y  llegada  á  su  consolidación  la  diferida  en  i87o\  según  lo 
que  antes  hemos  indicado,  no  quedaron  de  los  títulos  re- 
conocidos 6  creados  por  el  arreglo  de  185 1  más  que  el  tres 
por  ciento  consolidado^  las  deudas  del  personal  y  material 
del  Tesoro  y  las  acciones  de  carreteras.  Todos  los  demás, 
anteriores  á  aquella  época,  se  declararon  fuera  de  la  cir- 
culación por  el  real  decreto  de  10  de  Julio  de  1869,  reser- 
vándose á  los  tenedores  el  derecho  de  presentarlos  á  con- 
versión. 

La  deuda  del  tres  por  ciento  recibió  desde  )8Si  á  1882 
un   considerable   aumento.   Las  emisiones  verificadas  á 


*  En  1852,  por  Real  decreto  de  i.*'  de -Octubre,  se  dispuso  la 
conversión  en  consolidada  de  la  deuda  diferida  y  llegaron  á  con- 
vertirse cerca  de  400  millones,  pero  se  suspendió  la  operación  en 
29  de  Abril  de.  1853. 
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i  fecha  nacieron  de  cua 
permutación  de  los  biei 
es  por  inscripciones  intr 
lOnes  de  la  deuda  amorti 
nes  ingleses,  de  la  terce 
,dos  desde  Diciembre  de 
y  de  los  tres  semestres  < 
al  convenio  de  15  de  En 
tos  hechos  para  consoli 
idades  extraordinarias, 
i  para  garantía  de  las  ope 
versos  conceptos  se  cíes 
ida  del  3  por  100. 
tía/,  extinguida  ya  en  1 
de  Julio  de  aquel  año,  c 
lia  los  débitos  de  esta  el 
f  52,  y  señaló  la  amorti 
reducidos  luego  á  dos  ; 
■o  de  1873.  En  :88i  no 
as. 

'.al del! esoro,  amortizad 
isa  fecha  más  que  un  r 

obras  públicas  creció  mi 
carreteras,  emitidas  en 
gosto  de  1852,  Julio  di 
1  las  Acciones  de  jerroca 
s,  las  Acciones  de  obra, 
ligaciones  generales  del. 
:on  que  se  abonaron  1 
ronstructoras,  y  las  espi 
Santander.  Todos  estos  i 
loo  de  interés  y  un  tan 
nse  también  en  185S  a 
:nterésde  8  por  loo.  De 
las  acciones  de  carret 
setas,  las  de  obras  públi 
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y  obligaciones  de  ferrocarriles   importantes  605.551.000 
pesetas. 

Los  títulos  de  otra  clase  creados  después  del  repetido 
arreglo  fueron:  los  Billetes  hipotecarios  del  Banco  de  Espa- 
ña^ los  Bonos  del  Tesoro^  las  Obligaciones  del  Banco  y  del 
lesorOy  las  Obligaciones  sobre  la  renta  de  aduanas  y  el  2  por 
loo  atnortizable. 

Los  billetes  hipotecarios,  emitidos  por  el  Banco  de  Es- 
paña con  garantía  de  los  pagarés  otorgados  por  los  com- 
pradores de  bienes  nacionales,  se  crearon  en  1864  para 
atender  á  los  descubiertos  del  Tesoro  por  valor  de  325 
millones  de  pesetas,  con  interés  de  6  por  100;  en  1867  se 
autorizó  una  segunda  serie  de  125  millones,  y  en  1872  se 
crearon  otros  300  millones  de  estos  títulos,  de  los  cuales 
fueron  emitidos  180  millones  el  año  de  1873,  con  el  inte- 
rés de  8  por  100  y  el  5  de  amortización.  Todos  ellos  fue- 
ron amortizados  con  el  producto  de  la  venta  de  los  bienes 
del  Estado. 

Los  bonos  del  Tesoro' se  emitieron  por  primera  vez  en 
28  de  Octubre  de  1868,  para  enjugar  también  deuda  flo- 
tante y  atender  á  la  liquidación  de  la  Caja  de  depósitos, 
por  500  millones  de  pesetas  con  interés  del  6  y  al  tipo  de 
80  por  100.  La  amortización  debía  tener  lugar  en  veinte 
años  por  medio  de  sorteos  anuales,  reservándose  el  Go- 
bierno la  facultad  de  acelerarla  y  debiendo  aplicarse  por 
de  pronto  á  este  servicio  31.250.000  pesetas  anualmente. 
Se  garantizaba  el  pago  de  los  bonos  con  todos  los  bienes 
nacionales  aún  no  vendidos,  y  para  hacer  efectiva  la  ga- 
rantía y  aumentar  la  amortización  se  dispuso,  en  22  de 
Enero  de  1869  que  los  bonos  fueran  admitidos  en  pago  de 
los  bienes  nacionales,  al  tipo  de  80  por  100  en  las  ventas 
anteriores  á  la  fecha  de  la  emisión  y  por  todo  el  valor  no- 
minal en  las  posteriores.  Luego  se  dispuso,  por  la  ley  de 
28  de  Febrero  de  1873,  que  el  importe  de  los  bonos  ad- 
mitidos á  los  compradores  de  fincas  del  Estado  se  dedu- 
jera de  la  cantidad  destinada  á  la  amortización,  y  por  úl- 
timo, un  decreto  de  26  de  Junio  de  1874,  autorizó  la  crea- 
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amortizaciones;  únicamente  los  bonos  y  las  obligaciones 
del  Banco  y  de  aduanas  cobraban  íntegrps  la  amortización 
y  el  rédito;  así  era  que  estas"  deudas  privilegiadas  se  coti- 
zaban por  cima  de  la  par,  en  tanto  que  el  consolidado  sólo 
tenía  en  el  mes  de  Noviembre  de  1881  un  precio  de  28  por 
100  ^  Por  otra  parte,  esas  deudas  amortizables  á  corto 
plazo  gravaban  el  presupuesto  con  una  anualidad  de 
193. 1 1 1. 347  pesetas,  y  era  natural  la  idea  de  aprovechar 
la  situación  del  mercado  para  aliviar  al  Tesoro,  disminu- 
yendo el  interés  de  aquellos  créditos  tan  solicitados  y  pro- 
longando los  términos  señalados  para  amortizarlos. 

Con  ese  intento  formuló  el  ministro  Sr.  Cos-Gayón,  en 
Febrero  de  1 881,  un  proyecto  de  conversión,  que  fué  mo- 
tivo ó  sirvió,  por  mejor  decir,  de  pretexto  para  que  cayera 
la  situación  política  de  que  formaba  parte;  pero  el  señor 
Camacho,  que  le  sucedió  en  el  puesto,  tuvo  la  fortuna  de 
llevar  á  cabo  la  operación  por  medio  de  la  ley  de  9  de  Di- 
ciembre de  aquel  mismo  año,  bajo  otras  bases  y  con  éxito 
envidiable.  Creó  esa  ley  la  deuda  del  4  por  100^  amortiza' 
ble  en  cuarenta  años,  á  contar  del  I.**  de  Enero  de  1882, 
con  garantía  especial  de  las  contribuciones  directas,  y 
autorizó  la  emisión  de  1.800  millones  de  pesetas  nomina- 
les al  tipo  de  85  por  100,  para  convertir  á  la  par  las  obli- 
gaciones del  Banco  y  de  aduanas,  los  bonos,  los  resguar- 
dos de  la  Caja  de  depósitos,  las  acciones  de  carreteras 
de  1850,  los  billetes  de  la  deuda  del  material  del  Tesoro  y 
la  flotante  calculada  en  315  millones,  al  So  por  100  las 
amortizables  del  2.  al  76  las  accionas  de  obras  públicas  y 
al  80  por  loo  las  restantes  acciones  de  carreteras  y  la  deu- 
da del  personal.  Los  tenedores  de  los  efectos  admitidos  por 
todo  su  valor  nominal  podían  optar  al  reembolso  y  los  de- 
más, que  no  aceptasen  la  conversión,  quedarían  en  la  situa- 
ción que  les  marcara  la  ley  de  1876,  que  arregló  el  pago 
de  los  intereses,  rebajándose  las  amortizaciones  en  la  pro- 


*     Esta  clase  de  deuda  había  llegado  á  cotizarse  al  10,32  por  100 
en  Julio  de  1877'. 
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ón  correspondiente  al  núm 

1  en  circulación.  De  aquel 

■on  uso  de  su  derecho  á  p£ 

i  fué  también  escaso  el  núi 

irtir;  el  Banco  de  España  > 

y  su  resultado  fué  el  siguiente: 

emitieron  títulos  del  4  por  loo  por  valor  de  pesetai 

nales  1.728.500.000,  y  dejaron  de  convertirse: 


deuda  amortizable  al  1  por  ib 

108  170  ao. 

16  oa6  7& 

ualidad  de  los  valores  coavertidos  importaba 

intereses  y  amoTtizaciones 103.1 11.347 

;  la  nueva  deuda  del  4 '     87.877.609 

los  títulos  no  convertidos 7.fi4.sa8 

'-"•""""■" 

Difereiuia  d/aoor  del  f  re 

supuesto 97.719.a10 

spués  de  dar  este  gran  paso  acometió  el  Sr.  Camachi 
-eglo  de  la  deuda  consolidada,  y  la  hizo  objeto  de  otn 
ersión  no  menos  afortunada  y  provechosa.  La  ley  fe 

i\  de  Julio  de  1876  estableció  que  desde  i."  deEnen 
883  la  deuda  consolidada  devengaría  I  •/*  Por  lo 
.1  y  2  Yg  las  amortizables  al  6  por  100,  y  que  durant 
ferido  año  el  Gobierno  negociaría  con  los  tenedore 
!Cto  á  los  aumentos  sucesivos  del  interés  y  al  tiemp 
ue  habían  de  hacerse,  y  yo  creí,  dice,  al  referir  este 
:1  ilustre  hacendista  *,  que,  sin  perjuicio  de  cumplir  I 
era  obligación,  debía  acudir  á  las  Cortes  solicítandc 
:a  de  la  segunda,  que  la  autorización  para  negocia 


Según  el  presupuesto  de  i8S3-84. 
En  la  Memoria  antes  citada. 
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otorgada  al  Gobierno  se  anticipara,  si  los  acreedores  lo  so- 
licitaban y  se  ampliara  con  el  propósito  de  que,  á  ser  po- 
sible, el  arreglo  que  se  llevase  á  cabo  fuese  definitivo.  Ca- 
minaba yo,  añade,  á  la  fijación  del  tipo  de  interés  de  la 
deuda  española  en  armonía  con  el  de  otras  deudas  euro- 
peas, cuya  analogía  era  evidente,  y  con  el  valor  del  dinero 
en  todas  partes;  me  proponía  librar  á  la  nación  de  la  nota 
de  insolvente,  y  ya  que,  merced  á  la  conversión  de  las 
amortizables  y  al  equilibrio  de  los  presupuestos,  iba  á  ser 
posible  emprender  desde  luego  la  senda  señalada  por  la 
justicia,  la  honra  y  el  interés  de  la  patria,  pensaba  leal- 
mente,  y  tengo  ahora  igual  convencimiento,  que  era  aquél 
el  instante  oportuno,  que  no  debía  malograrse,  de  demos- 
trar que  la  falta  anterior  en  el  cumplimiento  de  nuestros 
compromisos,  lejos  de  ser  caprichosa  é  injustificada,  había 
sido  sólo  efecto  de  desgracias  evidentes  y  tristísimas. 

Autorizado  por  la  ley  de  9  de  Diciembre  de  1881,  el  se- 
ñor Camacho  trató  primeramente  con  los  acreedores  espa- 
ñoles y  consiguió  que  los  tenedores  del  consolidado  inte- 
rior y  de  las  obligaciones  de  ferrocarriles  admitiesen,  como 
interés  definitivo  de  sus  créditos,  el  l,7S  y  el  3,50  respecti- 
vamente del  valor  nominal  y  su  conversión  en  una  nueva 
deuda  consolidada  al  4  por  100  en  la  proporción  necesaria 
para  hacer  efectivos  esos  intereses,  ó  sea  dando  á  los  pri- 
meros 43  y  75  céntimos  en  papel  del  4  por  cada  100  del 
antiguo  consolidado  y  87  y  50  céntimos  á  los  segundos 
para  cada  ico  en  obligaciones  de  ferrocarriles. 

La  mayor  dificultad  con  que  tropezó  ese  convenio  fué 
la  resistencia  que  con  motivo  oponían  los  tenedores  de 
obligaciones  por  ferrocarriles  á  que  sus  créditos,  que  eran 
amortizables,  se  equiparasen  á  los  de  renta  perpetua;  pero 
vencido  al  cabo  ese  obstáculo,  había  una  base  muy  firme 
para  negociar  con  los  acreedores  del  exterior,  que  no  po- 
dían pretender  que  su  condición  fuese  mejor  que  la  de  los 
mismos  nacionales. 

Demandaron,  sin  embargo,  con  gran  empeño,  los  ex- 
tranjeros, sobre  todo  los  ingleses,  que  el  interés  reconocí- 
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do  fuera  el  2  por  loo,  y  aun  ufaron  éstos  ) 
conversión;  pero  el  Sr.  Camacho,  que  contal» 
tímiento  de  los  tenedores  de  otras  naciones, 
presentar  en  las  Cortes  un  proyecto  de  ley 
convenio  relativo  á  la  deuda  interior  y  cono 
acreedores  extranjeros  un  plazo  de  cuatro  nn 
convirtieran  en  las  mismas  condiciones.  Mié 
cutió  esa  ley  hicieron  nuevas  gestiones  los  ter 
ses  para  llegar  á  un  acuerdo,  y  el  Sr.  Cama 
de  asegurar  el  éxito  de  la  operación,  aceptó  I 
rabie  de  sus  proposiciones,  y  otorgó  el  abt 
del  4  de  una  comisión  de  7/8  por  100  á  los  [ 
consolidado  exterior,  que  le  presentaran  á  c( 
término  de  dos  meses,  y  50.000  libras  esterli 
en  concepto  de  comisión,  al  Couttcil  of  Fore 
ders,  ó  corporación  representante  de  los  aci 
la  cual  se  habian  seguido  las  negociaciones, 
conversión  adquirió  el  carácter  de  oblígate 
rápida  y  totalmente,  pues  sólo  dejaron  de  pre 
56  millones  de  pesetas  de  todo  el  capital  rep: 
el  consolidado  exterior,  y  esa  cantidad  corres 
to  por  roo  que  de  ordinario  se  extravia  ó  inu 
nos  de  los  tenedores. 

Hé  aquí  el  resultado  de  esas  dos  operacioi 
ramenle  hemos  descrito: 

Importaba  !a  deuda  al  3  por  100  interior,  sin  contal 
las  inscrijiciimcs  de!  clero.  

Las  o|jli|¡iicii>n('s  de  rcrrocarriles,  doblado  su  valoi 
nominal  jiara  equipararías  al  3  por  100 

La  deudü  consolidada  c.'cterinr  ascendía  á 

Total  de  deuda  al  3  por  100  en  circulación 

Deuda  del  4  por  too  emitida  para  la 

conversión  de  la  interior Í.153.620.00Í 

ídem  para  convertir  la  exterior 1,971.151.00c 

Total 

Diferencia  que  es  reducción  en  el  capital  de  la  deuda. 
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Así  como  al  convertir  las  amortizables  se  logró,  con  un 
pequeño  aumento  del  capital,  una  considerable  ventaja  en 
la  anualidad  que  devengaban  aquellas  deudas,  en  la  con- 
versión de  la  perpetua  se  obtuvo,  elevando  un  poco  el  in- 
terés, la  disminución  de  más  de  la  mitad  en  los  capitales. 
La  subida  de  los  intereses,  que  había  que  hacer  de  todos 
modos,  conforme  á  la  ley  de  1876,  trajo  un  gravamen  al 
presupuesto  de  unos  40  millones  de  pesetas;  pero  la  com- 
pensó bien  favorablemente  reduciendo  en  cerca  de  56 
por  ICO  la  deuda  que  circulaba. 

Y  si  á  los  resultados  numéricos  que  la  operación  ofrece 
se  agregan  la  normalidad  y  el  vigor  que  adquirió  con  ella 
nuestro  crédito,  lo  completa  que  fué  y  la  rapidez  con  que 
se  llevó  á  cabo,  bien  puede  asegurarse  que,  por  su  magni- 
tud y  por  su  éxito,  es  una  de  las  más  felices  que  se  regis- 
tran en  los  anales  financieros.  Es  verdad  que  la  situación 
del  mercado  era  favorable  y  que  las  circunstancias  ayuda- 
ron á  la  obra  del  Sr.  Camacho ;  pero  quédale  siempre  al 
celoso  ministro  el  gran  mérito  de  haber  sabido  aprovechar 
tales  condiciones,  y  el  no  menor  que  contrajo  por  la  dis- 
creción y  el  acierto  con  que  hizo  al  país  el  inmenso  servi- 
cio que  representa  haber  conseguido  á  un  tiempo  el  arre  - 
glo,  la  unificación  y  la  rebaja  en  grande  escala  de  la  deu- 
da pública. 

Al  sancionar  la  conversión  de  la  renta  perpetua,  la  ley 
del  29  de  Mayo  de  1882  dispuso  que  la  quinta  parte  al 
menos  del  sobrante  que  dejaran  los  presupuestos  se  in- 
virtiera en  amortizar  deuda  consolidada;  pero  lejos  de  ha- 
berse cumplido  ese  solemne  ofrecimiento,  en  plena  paz,  el 
año  de  1 871  volvieron  á  comenzar  las  emisiones,  y  la  ley 
de  14  de  Julio  autorizó  la  de  250  millonea  en  deuda  amor- 
tizable,  que  llevó  á  cabo  el  decreto  de  28  de  Diciembre;  las 
Obligaciones  del  Tesoro,  instrumento  de  deuda  flotante,  cre- 
cieron sin  cesar  desde  1892,  y  luego  las  necesidades  de  las 
últimas  guerras,  atendidas  casi  exclusivamente  con  el  crédi- 
to, y  la  liquidación  de  la  derrota,  han  dado  motivo  á  nuevos 
empleos,  á  la  confusión  y  al  aumento  de  la  deuda  pública. 
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Facultado  el  Gotriemo  para  arl 
<le  lo  de  Juito  de  1896,  decretó  el 
te  la  creación  de  Obligaciones  áeí 
aduanas  por  valor  de  400  míllone 
y  amortizables  en  ocho  años;  esti 
200  millones  por  decreto  del  7  de 
cantidad  igual  con  fecha  7  de  En 
por  lo  tanto  1.600.000  títulos  di 
importe  total  de  800  millones  de 

Reiterada  esa  autorización  po 
1897,  el  decreto  de  2  de  Abril  df 
del  Tesoro  sobre  las  rentas  de  I. 
mos  hasta  la  suma  de  22S  millor 
tía  á  operaciones  de  crédito,  y  p 
conforme  á  la  ley  de  17  de  Mai 
1.000  millones  en  4  por  100  ¡n 
Mayo),  ampliadas  poco  despué 
2.000  millones  de  pesetas. 

Por  último,  á  virtud  de  la  ley 
que  dispuso  se  negociaran  uno  ó 
quidación  y  consolidación,  se  em 
loo  amortizable  en  cincuenta  añ 
setas,  en  las  contJiciones  determir 
de  Mayo  de  1900. 

En  cuanto  á  la  emisión  de  iní 
en  renta  perpetua,  consecuencia 
continuado  haciéndose,  aunque  ( 
porque  los  bienes  á  vender  están 
porque,  desde  la  ley  del  2 1  de  Ji 
ción  de  las  propiedades  de  corp 
sión  de  deuda,  y  su  producto  se 
tulos,  que  se  convierten  en  inscri 

Pero  la  complicación  mayor  ; 
cargas,  que  ha  sufrido  recienten 
vieron  como  causa  el  reconocim 
niales.  Puerto  Rico  no  tenía  deu 
Filipinas,  aquella  sobre  todo,  pai 
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{SOS,  que  han  venido  á  pesar  sobre  el  Tesoro  de  la  Penín- 
sula, como  aumento  de  los  gastos  hechos  en  las  guerras 
sostenidas  para  la  defensa  de  esos  territorios. 

En  los  años  de  1873,  74  y  80  habíanse  emitido  en  Cuba 
bonos,  obligaciones  y  billetes  del  Tesoro;  para  unificar 
esas  deudas  se  crearon:  la  amortizable  al  i  por  loOy  con  j 
for  100  de  interés^  por  ley  del  7  de  Julio  de  1882,  y  la  deu- 
da de  anualidades,  pagadera  en  50  trimestres,  por  ley  del 
7  de  Julio  de  1882,  y  luego;  para  convertir  esos  créditos 
y  arbitrar  nuevos  recursos,  se  emitieron  con  la  garantía 
especial  de  aquellas  rentas  y  la  general  de  la  nación  espa- 
ñola 620  millones  de  pesetas  en  billetes  hipotecarios  de  la 
Isla  de  Cuba^  á  virtud  del  decreto  fecha  10  de  Mayo  de 
1886,  autorizado  por  ley  de  25  de  Julio  de  1884  y  presu- 
puestos de  los  años  siguientes.  Estos  billetes  devengaban 
el  6  por  loo  de  interés,  eran  amortizables  por  sorteo  en 
cincuenta  años  y  tenían  el  carácter  de  deuda  exterior,  por- 
que podían  cobrarse  en  la  Habana,  Madrid,  Barcelona,  Pa- 
rís y  Londres.  La  elevada  cotización  de  esos  títulos,  que 
permitía  la  reducción  de  su  interés,  y  la  necesidad  de  en- 
jugar la  deuda  flotante  de  aquel  Tesoro,  determinaron  la 
emisión,  hecha  por  decreto  de  27  de  Septiembre  de  1890, 
conforme  á  la  ley  de  18  de  Junio  anterior,  de  875  millones 
de  pesetas  en  una  nueva  serie  de  billetes  hipotecarios,  con 
interés  de  5  por  100  é  iguales  condiciones  de  amortización 
que  la  de  1886,  cuyo  producto  debía  dedicarse  principal- 
mente á  la  conversión  de  estos  últimos.  Pero  la  conver- 
sión, aplazada  primero,  se  suspendió  después  por  la  ley  de 
24  de  Junio  de  1895,  y  los  billetes  de  1890  se  aplicaron 
en  su  mayor  parte  por  medio  de  ventas  y  pignoraciones  á 
satisfacer  los  gastos  de  la  campaña  de  Cuba. 

El  Tesoro  de  Filipinas  con  descubiertos  de  importancia, 
y  empeñado  además  con  aquella  Caja  de  depósitos,  de  la 
que  tomó  considerables  recursos,  conllevaba  regularmen- 
te sus  obligaciones  al  estallar  la  insurrección  de  los  taga- 
los. Para  atender  á  las  necesidades  de  la  guerra  se  crearon 
por  decreto  de  28  de  Junio  de  1897  dos  series  de  Obliga- 
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cioH€t  hipotecarias  áet  tesoro  de  FiiifiMai 
interés  y  amortizaMes  en  cuarenta  anos: 
lor  de  125  millones  de  pesetas,  la  serie  B 
llones  de  pesos,  y  ambas  con  la  garantid 
otorgada  por  la  ley  de  10  del  mismo  me 

Con  aplicación  primero  al  presupueste 
creto  del  28  de  Marzo  de  1899,  y  direc 
conforme  á  la  ley  de  2  de  Agosto  de  I8< 
Península  se  hizo  cargo  de  las  dos  series 
canos  de  Cuba,  sin  perjuicio  de  ulteriore: 
ra  obtener  el  abono  de  esos  créditos  sobre . 
lia  isla,  hipotecadas  á  su  pago.  Otro  tanto 
reservas,  se  hizo  respecto  de  los  billetes  h 
pinas.  Sin  embargo,  lo  que  se  reconocía 
tan  sólo  el  abono  de  los  intereses  con  la 
20  por  100  para  los  billetes  de  Cuba  y  < 
Filipinas,  suspendiéndose  la  amortizacio 
que  de  hecho  había  cesado  un  año  antes 

El  arreglo  y  unificación  de  todas  esi 
que  está  comenzada  solamente. 

El  4  por  loo  interior,  adoptado  como 
versiones,  no  ha  sufrido  más  alteraciói 
consiguiente  á  las  ya  verificadas. 

El  4  por  ICO  exterior  se  declaró  com 
á  voluntad  de  los  tenedores,  con  una  bi 
por  IDO  sobre  el  capital;  ley  de  17  de  M 
9  de  Agosto  de  1 898.  Esa  medida  fué  co 
tablecimiento  del  affidavit,  que  ha  pro 
efecto  de  dividir  los  títulos  de  exterior  en 
diciones  muy  diversas:  los  estampillados. 
como  propiedad  de  extranjeros,  que  tien 
brar  en  francos,  libras  ó  marcos,  y  los 
que,  por  hallarse  en  manos  de  españole 
pesetas. 

Kl  4  por  loo  amortizable  perdi6  este 
de  28  de  Junio  de  1899,  que  al  suprimir 
concedió  en  equivalencia  suya  un  aume 
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en  los  intereses,  y  luego  la  ley  del  27  de  Marzo  de  1900  le 
hizo  voluntariamente  convertible  en  el  4  perpetuo  interior, 
á  razón  de  113  pesetas  de  éste  por  cada  loo  de  amorti- 
^able. 

Las  obligaciones  sobre  la  renta  de  aduanas  perdieron  la 
amortización  al  mismo  tiempo  que  el  4  por  100,  recibiendo 
como  compensación  un  aumento  del  23  por  100  en  el  in- 
terés, y  fueron  llamadíis  por  el  decretq  de  19  de  Mayoá 
convertirse  á  la  par  en  la  nueva  deuda  amortizable  al  5 
por  ICO. 

Los  billetes  hipotecarios  de  Cuba  y  Filipinas  pudieron 
optar,  con  arreglo  á  la  ley  ya  citada  de  27  de  Marzo  de 
1900,  á  convertirse  en  el  4  interior  á  los  tipos  de  120  de  su 
importe  para  los  billetes  de  Cuba  emisión  de  1886,  de  loo 
para  los  de  1890,  de  127,50  para  la  serie  A  de  la  de  Filipi  ■ 
ñas  y  de  83,25  para  la  serie  B. 

De  las  delegaciones  sobre  rentas  y  títulos  de  interior  para 
garantía  de  las  operaciones  había  de  las  primeras,  el  16  de 
Junio  de  1899,  pesetas  223.248.433  en  poder  del  Banco  de 
f^paña,  y  éste  y  otros  establecimientos  de  crédito  tenían 
también  1.2 3 7. 6 16.000  pesetas  de  las  segundas.  Gran  parte 
jal  menos  de  las  delegaciones  deben  haberse  recogido  con 
los  fondos  del  empréstito  en  5  por  100  amortizable,  como 
lo  fueron  por  conversión  las  obligaciones  del  Tesoro. 

Voluntarias  todas  las  conversiones  de  que  hemos  dado 
noticia,  no  se  ha  extinguido  ninguno  de  los  títulos  com- 
prendidos en  ellas,  salvo  las  obligaciones  del  Tesoro,  y  la 
situación  de  nuestra  deuda  pública  era,  según  datos  oficia- 
les, ^  el  día  I.**  de  Enero  de  1901  la  siguiente: 


'     Véase  el  número  del  periódico  El  Economista  correspondien- 
te al  2  de  Febrero  de  190X. 
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TfTULOS 

Deuda  reconocida  á  los  Estados  Unidos... . 

»     del  4  por  100  interior  ' 

,        .        ,  .     ■  I  Estampillad 

»         »         >       exterior,      { ~        s 

I  Sin  estampí 

»  »  t  amortiiable  al  4  por  loo 
Obligaciones  sobre  la  renta  de  aduanas  . 
Billetes  hipotecarios  de  Cuba.  ¡  ij     .gon'  " 

j    ^.,.  .        1  Serie  A.  .. 
.        de  Filipinas.  I  Sg^i^B____ 

Deuda  amortizable  del  5  por  100 

Acciones  de  obras  públicas 

>       de  carreteras 

Deuda  del  personal  * 


Pero  es  necesario  tener  en  cuenta  c\ 
amortizable  y  los  billetes  de  Cuba  y  1 
ción  á  la  indicada  fecha,  habrá  que  er 
setas  en  4  por  100  interior,  és  decir,  i 

que  el  importe  nominal  de  esos  valor 
de  70  millones  de  las  antiguas  deuda 
nen  derecho  á  la  conversión  en  billet 
hay  todavía  créditos  pendientes  de  liq 
versiones  antiguas;  que,  según  hemos 
puede  aún  canjearse  por  interior  con  I 
por  loo;  que  la  recogida  de  las  aduai 
sión  igual  del  S  amortizable,  que  es 
pagarés  de  Ultramar  y  los  anticipos  c 
por  valor,  en  junto,  de  más  de  1 .000  1 
mediante  nuevos  empréstitos,  y  por  1 
obligaciones  pendientes  por  gastos  de 
Las  más  importantes  de  esas  operac 
ya;  al  proyecto  de  presupuestos  pan 


Comprendidas  las  inscripciones  intraní 
Con  esta  cantidad  figura  en  el  presupu 
casi  extinguida,  porque  quedan  desie 
para  su  pago. 
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otro  encaminado  á  saldar  los  débitos  del  Estado  con  el 
Banco,  por  medio  de  una  emisión,  escalonada  en  siete  años^ 
de  otros  1.200  millones  del  5  amortizable,  y  cuando  escri- 
bimos se  propone  al  Congreso  hacer  obligatoria  la  conver- 
sión al  4  por  IDO  interior  para  la  amortizable,  los  billetes 
de  Cuba  y  Filipinas,  y  además  para  el  exterior  no  estam- 
pillado. Cuando  la  liquidación  concluya,  nuestra  deuda  se 
acercará  mucho  á  los  10.000  millones.    - 

Por  lo  que  hace  al  trato  que  los  acreedores  han  recibido 
del  listado,  nos  referimos  á  lo  dicho  anteriormente  ^,  y  aña- 
diremos  ahora  que  en  la  época  moderna,  desde  el  arreglo 
de  1 85 1,  las  obligaciones  de  la  deuda  se  pagaron  normal- 
mente hasta  1867,  en  que  se  estableció  sobre  sus  intereses- 
una  imposición  del  5  por  loo.  Este  descuento  cesó  cuando 
en  1876  se  hizo  la  reducción  del  interés,  y  los  títulos  del 

4  por  100,  emitidos  por  las  conversiones  de  1881  y  82,  se 
declaró  solemnemente  que  estarían  exentos  de  toda  tribu- 
tación. Sin  embargo,  este  compromiso  no  fué  obstáculo 
para  que  la  ley  del  30  de  Junio  de  1892  sometiera  al  im- 
puesto de  derechos  reales  la  contratación  de  efectos  públi- 
cos, y  el  presupuesto  de  la  misma  fecha  gravase  los  inte- 
reses de  la  deuda  con  el  l  por  100  sobre  pagos  del  Esta- 
do. El  presupuesto  de  1893  estableció  el  descuento  de  un 

5  por  100  sobre  las  amortizaciones  por  sorteo  de  la  deuda 
pública  y  suprimió  el  impuesto  sobre  la  transmisión  de 
efectos  públicos,  creando  en  su  lugar  un  derecho  de  tim- 
bre de  5  céntimos  por  100  del  capital  de  los  títulos,  que 
debía  satisfacerse  anualmente,  y  el  presupuesto  de  1895 
elevó  al  1,25  ese  derecho,  que  habría  de  descontarse  de  los 
intereses.  La  ley  de  28  de  Junio  de  1 898  recargó  con  tres 
décimas  la  imposición  del  interés  de  la  deuda  y  el  descuen- 
to de  las  amortizaciones,  y  en  1899  se  limitó  á  una  déci- 
ma ese  recargo.  Ya  hemos  visto  cómo  se  suprimieron  las 
amortizaciones  del  4  por  loo,  obligaciones  de  aduanas  y 
billetes  hipotecarios  de  Cuba  y  Filipinas,  y  sabemos  tam- 


Véanse  las  págs.  248  y  249  de  este  mismo  tomo. 
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que  el  impuesto  sobre  utilidades  exi; 
cx)  á  los  intereses  de  la  deuda  pública. 

exterior  satisfacia  el  impuesto  sobre  lo: 
Tiisión  ó  timbre  cuando  era  cobrada  i 
ña;  pero  abolidos  esos  impuestos  para 
tx)  estampillado  quedó  libre  de  toda  cf 

negociaciones  con  los  tenedores  de  esi 
ceptaran  algún  descuento  y  se  llegó  á 
un  convenio  por  el  que  se  reducía  á  3 
ido  destinarse  el  ^  por  loo  rebajado  á  Is 
irteo  y  á  la  par  de  aquella  deuda  hasta 
.  Las  Cortes  inutilizaron  torpemente  es 

haberse  hecho  mucho  antes,  y  ahora, 
le  haber  vencido  todas  las  diñcultades, 
ue  los  acreedores  extranjeros  se  nieguer 
;ravamen, 

cuestión  relativa  á  la  caducidad  de  lo 
Ita  por  la  ley  de  19  de  Julio  é  instruc 
ubre  de  1869.  En  ellas  se  declararon,  c 
al,  caducados  los  créditos  contra  el  Es 
cimiento  ó  liquidación  no  se  haya  solici 
azos  que,  según  su  origen,  se  les  sen 
ición  vigente,  y  todos  aquellos  que,  e 
s  en  tiempo  hábil,  no  se  justifiquen  en 
.0  con  los  documentos  que  pidan  las  of 

de  21  de  Julio  de  1876  en  la  caducidi 
comprendidos  en  el  arreglo  de  1851;  ( 

de  19  de  Agosto  de  1891  ha  declarad( 
portador  de  deuda  antigua  no  han  inc 
ad  y  deben  convertirse  en  otros  del  4  p' 

ojeada  que  acabamos  de  echar  sobre 
■&  deuda  confirma,  como  al  principio  a 
'  que  han  hecho  los  Gobiernos  del  crédi 
ida  que  las  guerras  y  las  revoluciones 
lecesidades  que  legitimamente  podian  sí 
lito;  pero  al  mismo  tiempo  hay  que  reco 
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que  muchas  emisiones  se  han  hecho  para  consolidar  deu- 
da flotante,  que  procedía  del  exceso  de  los  gastos  ordinarios 
sobre  los  recursos  del  presupuesto,  del  déficit  con  que  éste 
ha  venido  liquidándose  constantemente.  El  crédito  se  ha  em- 
pleado como  recurso  normal  y  diario,  y  los  Gobiernos  que 
tal  hacían  obraban  como  si  fueran  enemigos  de  ese  mismo 
•crédito,  que  les  daba  los  medios  de  existencia.  En  lugar  de 
favorecer  á  los  acreedores  del  Estado, dándolescada  día  ma- 
yores seguridades  y  beneficios,  los  han  desatendido,  los  han 
sometido  á  impuestos  especiales  y  los  han  amenazado  in- 
cesantemente con  proyectos  de  rebajas  en  los  intereses,  de 
suspender  indefinidamente  ó  por  largo  tiempo  los  pagos, 
siendo  lo  peor  que  han  solido  cumplir  sus  amenazas.  Con- 
secuencia de  esto  ha  sido  el  disgusto  constante,  la  alarma 
continua  de  los  acreedores,  la  depreciación  de  los  valores 
públicos,  y  que  cuando  se  ha  ido  á  pedir  dinero  á  un  mer- 
cado, puesto  previamente  en  tales  circunstancias,  'fee  han 
sufrido  duras  imposiciones  y  ha  habido  que  devolver  con 
exceso  lo  percibido  por  descuentos,  y  hasta  compensar  las 
deducciones  proyectadas  y  los  arreglos  imaginados. 

Por  efecto  de  ese  mismo  error  ó  á  causa  de  otro  nuevo 
y  no  menos  funesto,  nuestros  ministros  de  Hacienda  no  pu» 
dieron  ó  no  se  atrevieron  nunca  á  demandar  al  crédito  todo 
el  auxilio  que  necesitaban.  Las  emisiones  hechas  alcan- 
zaron, cuando  más,  á  enjugar  la  deuda  flotante;  pero  como 
al  otro  día  era  necesario  volver  á  contraerla,  ni  el  ministro 
podía  dedicarse  á  administrar  en  busca  de  un  remedio  de- 
finitivo, ni  el  crédito  ganaba  nada  con  operaciones  que,  so- 
bre aumentar  los  efectos  públicos  en  circulación,  reprodu- 
cían al  día  siguiente  el  conflicto  de  la  víspera. 

Lo  más  grave  de  todo,  sin  embargo,  y  lo  que  mayor  cul- 
pa tiene  de  las  proporciones  que  llegó  á  tomar  nuestra  deu- 
da, es  el  haber  contraído  siempre  los  empréstitos  á  capital 
nominal,  señalando  el  3  por  100  como  tipo  para  el  interés 
de  la  deuda  consolidada.  De  esta  suerte,  los  Gobiernos 
han  reconocido  deber  un  capital  mucho  mayor  que  el  que 
se  les  entregaba,  hasta  el  punto  de  que  en  los  siete  em- 

38 
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préstitos  realizados  desde  1851  á  1872  hubieron  de  emitir- 
se 4.406.097.500  pesetas  para  conseguir  un  efectivo  de 
1.025  millones.  Los  desastrosos  efectos  del  capital  nominal 
se  han  agravado  con  el  rédito  del  3  por  100,  porque  siendo- 
de  un  9  el  término  medio  á  que  han  salido  los  intereses  de 
esas  operaciones,  el  valor  real  de  los  títulos  se  ha  man- 
tenido siempre  muy  bajo,  no  han  podido  realizarse  con- 
versiones en  los  momentos  favorables,  que  algunas  veces 
se  han  presentado,  y  hasta  ha  resultado  perjudicial  toda 
mejora  del  crédito  público,  porque  significaba  que  era  ne- 
cesario dar  40  ó  50  para  recoger  un  titulo  que  sólo  había 
producido  como  30. 

Concíbese,  dice  nuestro  hacendista  Conté  S  que  la  deu- 
da del  3  por  100  se  creara  en  1 841  y  se  adoptara  tambiéa 
como  base  del  arreglo  de  185 1,  porque  en  uno  y  otro  caso- 
debía  reconocerse  por  entero  el  capital  de  los  créditos  que 
se  liquidaban;  sólo  cabía  la  elección  del  interés  que  hubie- 
ra de  recibir  en  lo  futuro,  y  mientras  más  reducido  fuese,, 
más  conveniente  sería  la  operación  para  el  Erario,  toda  vez 
que  los  acreedores  se  dieran  por  satisfechos;  pero  no  podía,, 
obrando  racionalmente,  tomarse  ejemplo  de  lo  hecho  en 
aqu-íllas  dos  fechas,  para  imitarlo  en  1844,  cuando,  recono- 
ciendo á  los  acreedores  un  interés  de  9  por  100,  el  señor 
Mon  les  entregó  títulos  del  3,  triplicando  el  capital  de  los 
créditos  que  convertía,  ni  menos  adoptarse  semejante  sis- 
tema para  los  sucesivos  empréstitos,  abrumando  al  Estada 
con  el  peso  de  un  capital  enorme,  y  arrebatándole  la  es- 
peranza de  aligerar  algún  día  la  carga  por  medio  de  re- 
ducciones en  los  intereses.  Aunque  los  empréstitos  se  con- 
tratan generalmente  á  capital  nominal,  no  es  menos  cierta 
que  el  interés  adoptado  por  el  mayor  número  de  las  na- 
ciones fué  mucho  más  elevado  que  el  establecido  por  nos- 
otros. 

La  unidad  de  la  deuda  ha  sido  la  consideración  alegada 
para  seguir  empleando  ese  tipo  fatal  del  3  por  100;  pera 
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si  aquella  unidad,  continúa  el  mismo  Conté,  es  un  exce- 
lente principio  financiero,  no  debe  sacrificársele  el  interés 
general  y  público,  y  sobre  todo,  aunque  hubieran  existi- 
do deudas  con  rentas  diferentes,  el  tiempo  hubiera  propor- 
cionado ocasión  de  unificarlas  con  grandes  ventajas  para 
el  país. 

Por  otra  parte,  todos  los  sacrificios  hechos  para  conse- 
guir que  hubiera  una  sola  clase  de  deuda  no  han  logrado 
realizar  ese  ideal  tan  costoso,  y  buena  prueba  es  de  ello 
el  número  de  los*  diversos  títulos  que  había  en  circulación 
el  año  de  l88i. 

Las  conversiones  que  ejecutó  el  Sr.  Camacho  dieron 
unidad  á  la  deuda  y  elevaron  al  4'  el  tipo  del  interés;  pero 
si  bien  gracias  á  esto  se  disminuyó,  como  ya  hemos  di- 
cho, en  más  de  una  mitad  el  débito  del  Estado,  hay  que 
tener  en  cuenta  que  dos  terceras  partes  de  él  eran  pura- 
mente nominales.  En  aquella  ocasión  no  pudo  hacerse 
más,  porque  el  punto  de  partida  era  el  i  If4  que  la  deuda 
tenía  como  interés  efectivo,  y  aun  así  fué  muy  considera- 
ble la  reducción  del  capital  impuesta  á  los  acreedores. 

Nada  hemos  aprendido,  sin  embargo,  y  á  la  terminación  | 

de  las  guerras  últimas,  que  se  han  sostenido  con  los  recur- 
sos del  crédito,  hemos  vuelto  á  fustigar  á  los  acreedores, 
con  crueldad  y  escaso  provecho  para  el  Estado,  que  sólo 
ha  conseguido  disminuir  temporalmente,  por  medio  de  un  ,j 

impuesto,  los  intereses  de  la  deuda,  ya  que  las  amortiza-  \ñ 

ciones  suprimidas  se  han  compensado  con  la  elevación  del 
rendimiento.  Es  verdad  que  se  imponía  una  reducción  de 
los  créditos,  pero  debió  hacerse  directamente  y  de  manera 
definitiva.  Además,  con  ese  impuesto  hemos  perdido  la 
ventaja  alcanzada  en  1882,  porque  nuestro  principal  signo 
de  crédito  no  tiene  más  que  el  3,20  por  100  como  interés 
efectivo. 

Ello  es  que  nuestra  deuda  asciende  á  una  cantidad 
enorme.  No  es  aceptable  el  sistema  de  relacionar  el  impor- 
te de  la  deuda  pública  de  una  nación  con  el  número  de  sus 
habitantes,  porque  éstos  pueden  ser  pobres  ó  ricos,  y  según 


■^ 

.•^i^ 


■ti 

•Á 


^^ 


-  596- 
tceda  lo  uno  ó  lo  otro,  la  carga  puede  resultar  consíde- 
,ble  ó  muy  ligera;  la  deuda  del  Estado  representa  snpO' 
vo,  y  el  activo  no  consiste  en  los  ciudadanos,  sino  en  la 
{Ucza  general,  en  sus  recursos  económicos:  por  eso  nada 
ce  por  sí  mismo  el  dato  de  que  el  capital  de  nuestra  deu- 
i  grave  á  cada  español  con  algo  más  de  500  pesetas,  y 
irnos  de  ñjamos  en  que  el  pago  de  sus  intereses  absorta 
istante  más  de  la  tercera  parte  de  los  ingresos  ordinarios, 
es  el  mayor  obstáculo  que  encuentra  la  nivelación  del 
esupuesto. 

Parece,  decía  con  este  motivo  el  Sr.  Bravo  Muríllo,  que 
tre  la  generación  actual  y  las  pasadas  y  venideras  se  ha 
tablado  una  lucha  en  que  la  presente  trata  siempre  de 
ngarse  de  las  primeras  por  las  cargas  que  la  han  l^ado, 
[poniéndolas  á  su  vez  mayores  todavía  sobre  las  segun- 
s.  Y  el  principio  racional  exige  precisamente  lo  contra- 
1;  es  decir,  que  cada  generación  se  crea  obligada  á  cum- 
r  una  parte  de  los  compromisos  que  en  beneñcio  de 
jas  han  sido  contraidos. 

En  el  capítulo  dedicado  á  la  Política  financiera,  indíca- 
nos la  conduela  que  á  nuestro  juicio  reclama  el  actual 
:ado  de  la  deuda  pública. 
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AI  establecimiento  del  sistema  constitucional  debemos, 
entre  otras,  la  ventaja  de  que  se  haya  ordenado  algún  tanto 
la  vida  económica  del  Estado  y  el  régimen  de  su  hacienda, 
entregados  antes  á  la  interesada  arbitrariedad  de  los  mo- 
narcas absolutos  y  de  sus  favoritos  ó  ministros. 

Después  de  los  Reyes  Católicos,  que  se  mostraron  res- 
petuosos con  la  autoridad  de  las  Cortes,  ésta  decae  rápida- 
mente y  se  extingue  por  completoámediadosdel  siglo  XVII, 
quedando  sin  ñscalización  alguna  los  actos  económicos  del 
poder  público. 

Y  aun  en  los  tiempos  mejores  de  nuestras  antiguas  Cor- 
tes, éstas  sólo  intervenían  para  el  otorgamiento  de  los  re- 
cursos, no  en  la  aplicación  que  se  hacía  de  ellos.  Dice  así 
la  ley  I,  título  VII,  libro  VI  de  la  Nueva  Recopilación,  que 
fué  ya  suprimida  en  la  Novísima:  «Los  Reyes  nuestros 
progenitores  establecieron  por  Leyes  i  Ordenanzas,  fechas 
en  Cortes,  que  no  se  echassen  ni  repartiesen  ningunos  pe- 
chos, servicios,  pedidos,  ni  monedas,  ni  otros  tributos  nue* 
vos,  especial  ni  generalmente  en  todos  nuestros  Reynos  sin 
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que  primeramente  sean  llamados  á  Ce 
res  de  todas  las  Ciudades  i  Villas  de 
sean  otorgados  por  los  dichos  Procura 
tes  vinieren». — El  establecimiento  de  ■ 
la  vida  económica  del  Estado,  que  c 
índole  de  los  impuestos,  sino  la  condi 
todos,  el  limite  total  de  los  gastos  pi 
de  cada  uno  de  ellos,  es  una  institucií 
nuevos  sistemas  de  gobierno,  que  rec< 
de  los  pueblos,  y  sólo  podemos  ene 
tiempo. 

Los  presupuestos,  como  estados  de 
carácter  puramente  administrativo,  ! 
siempre;  pero  los  que  conocemos  de  o 
se  parecen  á  los  actuales.  Hanse  enco 
de  Simancas  cuentas  y  presupuestos  á 
zan  hasta  el  siglo  XVI;  pero  no  son  m 
gastos  é  ingresos,  hechas  sin  el  métod 
necesarios.  En  uno  de  esos  presupue: 
para  el  año  trascurrido  desde  el  i.**  de 
al  31  de  Octubre  de  1609,  los  gastos  s 
siorus  y  los  ingresos  medios,  aparéele 
unos  y  los  otros,  porque  en  estos  lílti 
e!  rendimiento  total,  sino  el  líquido  qil 
de  deducir  los  situadosó  consignacione 

El  precedente  más  lejano  de  nuesl 
presupuestos  está  en  el  decreto  de  las 
cha  22  de  Marzo  de  iSll,  en  que  m 
«una  lista  ó  presupuesto  general  de  1 
rrespondientes  á  las  obligaciones  de  c 
porcionar  al  ministro  de  Hacienda  dat 
todos  se  contengan  en  sus  justos  limit 
de  1S12  imponía  al  Gobierno  la  oblig 
las  Cortes,  luego  que  estén  reunidas,  i 
gastos  que  estime  precisos  y  el  plan  di 
que  deban  imponerse  para  llenarlos  (f 
Las  Cortes  debían  aprobar  también 
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tribución  directa  entre  las  provincias  y  las  cuentas  de  la 
inversión  de  los  caudales  públicos  (art.  131).  Pero  estas 
medidas  no  tuvieron  completa  ejecución  hasta  el  segundo 
período  constitucional  del  año  20  al  23,  en  -tjue,  con  arre* 
glo  á  ellas,  se  formaron  y  discutieron  los  presupuestos  en 
las  Cortes.  Fernando  VII,  en  el  mismo  decreto  de  16  de 
Abril  de  1 816,  donde  decia:  las  contriiuciones  emanan  de 
mi  soberana  autoridady  previno  que  los  respectivos  minis- 
terios enviasen  al  superintendente  general  de  hacienda  los 
presupuestos  anuales  de  toda  clase  de  obligaciones,  si  bien 
los  esfuerzos  hechos  en  este  sentido  por  el  ministro  Garay, 
como  los  que  realizó  más  tarde  Ballesteros,  no  lograron 
normalizar  los  presupuestos.  Desde  183S  es  cuando  éstos 
se  regularizaron  algún  tanto  ^,  porque  todas  las  Constitu- 
ciones políticas  que  rigieron,  á  partir  de  aquella  fecha,  los 
han  hecho  obligatorios. 

La  vigente  de  1876  establece,  en  su  art.  85,  que  «todos 
los  años  presentará  el  Gobierno  á  las  Cortes  el  presupues- 
to general  de  gastos  del  Estado  para  el  año  siguiente  y  el 
plan  de  contribuciones  y  medios  para  llenarlos,  como  asi- 
mismo las  cuentas  de  '  la  recaudación  é  inversión  de  los 
caudales  públicos  para  su  examen  y  aprobación». — «Si  no 
pudieran  ser  votados  antes  del  primer  día  del  año  eco- 
nómico siguiente,  regirán  los  del  anterior,  siempre  que  para 
él  hayan  sido  discutidos  y  votados  por  las  Cortes  y  san- 
cionados por  el  rey.»  En  el  art.  42  se  determina  que  «las 
leyes  sobre  contribuciones  y  crédito  público  se  presenta- 
rán primero  al  Congreso  de  los  Diputados»  *. 


^  Á  pesar  de  los  terminantes  preceptos  constitucionales  en  los 
años  de  1845  á  1878,  sólo  siete  presupuestos,  los  de  1860,  1863-64, 
1864-65,  1867-68,  1868-69,  1869-7071870-71,  fueron  discutidos  y 
tiprobados  por  las  Cortes  antes  de  la  época  en  que  debían  regir; 
otros  siete  recibieron  su  aprobación  por  Real  decreto,  y  el  mayor 
número  de  ellos  fué  aprobado  bastante  tiempo  después  de  hallarse 
en  ejercicio. 

*  La  Constitución  de  1869  añadía  que,  si  el  Senado  hiciera  en 
ellos  al  jjuna  alteración  que  no  fuera  admitida  por  el  Congreso,  pre^ 
valecería  la  resolución  de  éste. 


y 
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Esas  disposiciones  cuncuerdan  y  se  completan  con  las 
dictadas  por  la  ley  provisional  de  administración  y  conta- 
bilidad de  la  hacienda  pública,  fecha  25  de  Junio  de  1870, 
reformada  por  la  de  presupuestos  de  1893  y  la  de  28  de 
Noviembre  de  1899.  Según  declara  la  primera  de  esas  le- 
yes, son  únicamente  obligaciones  exigibles  del  Estado  las 
que  se  comprenden  en  la  ley  anual  de  presupuestos  6 
se  reconocen  como  tales  por  leyes  especiales.  Cada  mi- 
nisterio formará  el  presupuesto  anual  de  todos  los  gastos 
de  su  servicio  y  lo  pasará  al  de  Hacienda,  por  el  cual  se 
redactará  y  se  presentará  á  las  Cortes  el  presupuesto  ge-  ! 

neral  de  gastos  del  Estado,  sometiendo  al  mismo  tiempo  á 
su  deliberación  el  de  ingresos,  ó  sea  la  propuesta  de  me-  i 

dios  con  que  cubrir  todas  las  obligaciones.  Esta  propuesta 
acompañará  siempre  á  todo  proyecto  de  ley  que  lleve  con- 
sigo autorización  de  gastos.  El  presupuesto  de  cada  mi- 
nisterio sólo  comprenderá  los  gastos  de  su  servicio  clasifi* 
cados  por  capítulos,  cada  uno  de  los  cuales  contendrá  las 
atenciones  de  una  misma  especie,  subdivididas  en  el  nú- 
mero de  artículos  necesarios  para  la  determinación  de  los 
pormenores.  Los  presupuestos  se  dividirán  en  ordinarios  y 
extraordinarios:  en  los  ordinarios  se  incluirán  los  recursos 
y  los  gastos  que  tengan  carácter  permanente,  aunque  su 
cuantía  sea  variable;  en  los  extraordinarios  se  detallarán 
los  recursos  y  obligaciones  de  carácter  transitorio .  En  los 
ingresos  se  fijará  cada  uno  de  ellos  con  partida  separada. 
El  presupuesto  ordinario  de  gastos  tendrá  dos  partes:,  se 
comprenderán  en  la  primera  las  obligaciones  generales  del 
Estado,  y  en  la  segunda  las  propias  de  los  diferentes  mi- 
nisterios. Una  y  otra  se  dividirán  en  secciones  y  éstas  en 
capítulos  y  artículos.  No  podrán  incluirse  en  una  sección 
obligaciones  correspondientes  á  distintos  ministerios,  ni  en 
un  capítulo  diversos  servicios,  ni  tampoco  los  gastos  del 
personal  y  material  del  mismo  servicio.  Las  Cortes  discu- 
tirán y  votarán,  por  conceptos  en  los  ingresos  y  por  ca- 
pítulos en  los  gastos,  todas  las  alteraciones  que  el  Gobier- 
no proponga  con  relación  á   los  presupuestos  del  año 
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anterior,  ó  sean  producto  de  la  iniciativa  parlamentaria;  las 
demás  partidas  se  entenderán  aprobadas  ^.  Si,  reunidas  las 
Cortes  en  el  tiempo  señalado  por  la  Constitución,  dejasen 
de  votar  ó  autorizar  algún  año  la  ley  de  presupuestos  para 
el  siguiente,  se  considerará  vigente  la  inmediata  anterior. 
Han  de  acompañar  á  los  presupuestos:  el  balance  del  últi- 
mo ejercicio  con  el  resultado  de  los  ingresos  y  de  los  gas- 
tos calculados,  el  estado  de  la  deuda  flotante  y  de  la  car- 
tera del  Tesoro,  los  inventarios  de  todo  el  material  que 
posee  el  Estado  y  de  las  fincas  y  derechos  reales  que  se 
hallen  en  su  dominio. 

La  novedad  más  importante  introducida  por  la  ley  de 
1893  ha  consistido  en  suprimir  el  período  de  ampliación^ 
mandando  que  el  presupuesto  se  cierre  el  último  día  del  año 
en  que  ha  regido.  Los  ingresos  pendientes  y  las  obligaciones 
reconocidas,  sin  pagar  en  una  fecha,  pasarán  como  resultas 
á  la  cuenta  del  presupuesto  siguiente.  A  consecuencia  de 
este  cambio  de  sistema,  se  ha  abreviado  el  plazo  para  la 
rendición  de  las  cuentas  generales  del  Estado,  y  deben  for- 
marse en  término  de  siete  meses,  contados  desde  la  ter- 
minación del  presupuesto. 

Por  su  parte,  la  ley  de  1899  ha  abolido  el  año  económi- 
co^ ó  sea  del  i.°  de  Julio  á  30  de  Junio,  que  venía  rigien- 
do desde  1862,  para  restablecer  el  año  natural,  que  aplica 
el  presupuesto  de  l  .^  de  Enero  á  3 1  de  Diciembre.  Por  eso 
se  ha  variado  también  la  fecha  de  presentación  de  los  pre- 
supuestos á  las  Cortes,  y  debe  hacerse  ahora  antes  del  i.** 
de  Mayo  de  cada  año,  si  estuviesen  abiertas  las  Cámaras, 
y  caso  de  no  estarlo,  en  la  primera  sesión  que,  después  de 
aquella  fecha,  celebre  el  Congreso  constituido  legalmente. 

Para  hacer  eficaces  los  presupuestos,  se  prohibe  al  Go- 
bierno modificar  los  recursos  votados  por  el  Parlamento  y 
dar  á  los  fondos  públicos  otro  empleo  que  el  marcado  por 
la  ley.  Los  contratos  de  préstamo,  anticipo  ó  negociación 
de  valores  y  efectos  públicos  pasarán,  dentro  de  los  trein- 


Ratifícado  este  precepto  por  ley  del  30  de  Enero  de  1900. 
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ta  días  siguientes  al  de  su  celebración,  á  examen  del  Tri- 
bunal de  Cuentas,  el  cual  debe  dar  inmediatamente  cono- 
cimiento á  las  Cortes  de  cualquier  informalidad  que  ob- 
serve en  tales  expedientes;  no  podrán  concederse  créditos 
de  carácter  permanente;  los  ordenadores  é  interventores 
de  pagos  son  personalmente  responsables  de  toda  obliga- 
ción que  reconozcan  sin  crédito,  ó  fuera  de  lo  consignado 
en  el  presupuesto  ó  autorizado  por  la  ley  de  contabili- 
dad, y  conforme  á  los  decretos  de  8  de  Enero  de  1 896  y 
26  de  Julio  de  i8g8,  ha  de  someterse  al  acuerdo  del  Con- 
sejo de  Ministros  la  contratación  de  todo  servicio  cuya 
ejecución  se  extienda  á  mayor  tiempo  que  el  de  un  presu- 
puesto. Para  modificar  los  servicios  ó  crear  otros  nuevos, 
sin  exceder  el  crédito  de  cada  presupuesto,  es  necesario 
que  el  Gobierno  oiga  á  la  Intervención  general  del  Estado 
y  al  Consejo  de  Estado  en  p|eno,  y  que  de  estos  informes 
resulte  la  conveniencia,  necesidad  y  urgencia  de  la  reforma. 
Cuando  ocurra  la  necesidad  de  hacer  algún  gasto  que 
no  tenga  crédito  legislativo,  ó  sea  insuficiente  la  suma  se- 
ñalada en  el  presupuesto  para  atender  al  servicio,  el  Go- 
bierno presentará  al  Congreso  de  los  Diputados  un  pro- 
yecto de  ley,  pidiendo  en  el  primer  caso,  un  crédito  extra- 
ordinario, y  en  el  segundo  un  suplemento  de  crédito,  y  pro- 
poniendo en  ambos  los  medios  de  obtener  los  fondos  ne- 
cesarios para  cubrir  las  obligaciones,  que  aquellos  créditos 
representen.  S¡  las  Cortes  no  estuviesen  reunidas  y  el  gasto 
para  el  cual  falte  crédito  sea  urgente,  el  Consejo  de  Minis- 
tros podrá  concederle  bajo  su  responsabilidad,  oyendo  pre- 
viamente á  la  Invervención  y  al  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no sobre  la  necesidad  absoluta  y  urgencia  imprescindible 
de  la  concesión.  El  importe  délos  créditos  extraordinarios  y 
suplementos  de  crédito  se  cubrirá  con  el  exceso  de  los  in- 
gresos, que  se  obtengan  sobre  los  calculados  en  el  presu- 
puesto, y  á  falta  de  éstos,  conia  deuda  flotante  del  Tesoro  ^. 

*    La  ley  de  presupuestos  de  1895  reformó  «□  este  puato.la 
de  1893. 


—  6o3  — 

Si  resultan  sobrantes  de  crédito  en  otros  capítulos  de  la 
sección  á  que  corresponde  el  gasto,  puede  hacerse  trasfe- 
rencia  de  crédito  del  capítulo  ó  capítulos,  que  ofrezcan  re- 
manente, al  capítulo  ó  capítulos  en  que  exista  el  déficit.  Es- 
tas trasferencias  se  acordarán  por  el  Consejo  de  Ministros, 
oyendo  á  la  sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado. 

Los  decretos  de  concesión  de  créditos  extraordinarios  ó 
de  suplementos  de  crédito  se  remitirán ,  con  los  expedien- 
tes que  los  hayan  producido,  al  Tribunal  de  Cuentas,  y 
después  se  publicarán  en  la  Gaceta.  El  Gobierno  debe  pre- 
sentar al  Congreso,  dentro  precisamente  del  primer  mes  de 
cada  reunión  de  Cortes,  un  proyecto  de  ley  para  la  apro- 
bación de  los  créditos  extraordinarios  y  suplementos  de 
crédito  acordados  durante  la  época  de  suspensión  de  se- 
siones y  de  los  medios  necesarios  para  obtener  los  recur- 
sos equivalentes,  y  en  el  mismo  plazo,  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas presentará  al  Congreso  una  Memoria  en  que  ha  de  emi- 
tir su  juicio  respecto  á  la  legalidad  de  cada  una  de  aquellas 
concesiones. 

La  ley  de  19  de  Diciembre  de  1876,  so  pretexto  de  que 
tiene  carácter  provisional  la  de  1 8  70,  tendió  á  aumentar  las 
facultades  de  la  administración,  oscureciendo  lo  relativo  á 
créditos  supletorios  y  extraordinarios;  pero  sus  disposicio- 
nes, como  algunas  otras  dictadas  posteriormente  con  la 
misma  intención,  han  quedado  sin  efecto  por  la  ley  de  1893, 
y  al  contrario,  rige  la  de  25  de  Junio  de  1880,  que  mandó 
presentar  á  las  Cortes,  con  el  proyecto  de  presupuestos, 
una  relación  de  los  servicios  que  puedan  por  su  naturale- 
za exigir  ampliaciones  de  crédito,  entendiéndose  limitada 
á  los  servicios  comprendidos  en  esa  relación  la  facultad  del 
Gobierno  para  acordar  créditos  supletorios,  cuando  las  Cor- 
tes no  estuvieren  reunidas,  y  previno  además  que  las  tras- 
ferencias de  crédito  entre  los  artículos  de  un  mismo  capí- 
tulo no  se  dispongan  en  lo  sucesivo,  sino  por  decreto  acor- 
dado en  Consejo  de  Ministros. 

Tal  es  nuestra  legislación  en  materia  de  presupuestos. 
Veamos  ahora  si  corresponde  á  los  fines  que  debe  propo- 
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nerse.  Consignaremos  ante  todo  que  las  precauciones  más 
minuciosas  de  la  ley  son  aquí,  como  de  ordinario,  inútiles 
cuando  faltan  la  rectitud  y  la  buena  fe  necesarias  en  aque- 
llos que  deben  cumplirla.  Así,  lo  primero  que  hay  que  exi- 
gir á  un  presupuesto  es  que  sea  verdad,  que  esté  calculado 
sobre  datos  exactos  acerca  de  las  obligaciones  y  los  recur- 
sos del  Estado,  que  se  forme  para  ordenar  la  hacienda  é 
impedir  el  déficit,  pero  lo  que  se  hace  generalmente  es  lo 
contrario:  se  rebajan  los  gastos,  desconociendo  atenciones 
ineludibles;  se  fuerza  el  cálculo  de  los  ingresos  para  elevar 
su  cifra,  y  el  presupuesto  se  redacta  con  la  mira  de  que 
aparezca  nivelado  á  toda  costa,  con  la  idea  de  ocultar,  ó 
cuando  menos  de  disminuir  el  déficit  por  medio  de  artificios 
y  combinaciones  de  guarismos  más  ó  menos  ingeniosos,  y 
el  resultado  es  que  en  la  liquidación  los  gastos  importan 
siempre  mucho  más  de  lo  previsto,  que  los  ingresos  no  lle- 
gan á  los  consignados  y  que  el  déficit,  oculto  ó  rebajada 
antes,  aparece  con  toda  su  extensión.  En  los  años  de  1850 
á  1889-90  los  gastos  realizados  importaron  i  .420  millones 
de  pesetas  más  que  los  presupuestados,  y  en  ese  mismo 
período  la  recaudación  obtenida  fué  2.000  millones  menos 
que  la  calculada  en  los  presupuestos  de  ingresos.  No  hay 
ninguna  ley  que  autoricé  esto,  pero  no  hay  tampoco  ningu- 
na que  sea  capaz  de  evitarlo.  El  remedio  de  esos  vicios  só- 
lo podrá  alcanzarse  cuando  tenga  mayor  energía  en  los 
Gobiernos  y  en  las  Cámaras  el  sentimiento  de  la  justicia, 
y  las  cuestiones  financieras  se  resuelvan  consultando  el  bi- 
en del  país  y  no  los  intereses  personales  ó  las  convenien- 
cias políticas,  que  ya  sabemos  cómo  se  entienden  y  qué  es 
lo  que  en  definitiva  representan. 

Lo  que  toca  hacer  á  la  ley,  y  habremos  de  pedirla,  es 
que  contenga  el  desorden,  que  le  ponga  algún  obstáculo, 
que  disminuya  sus  facilidades  y  ocasiones.  Aun  desdeeste 
punto  de  vista,  nuestro  sistema  es  deficiente,  porque  no 
garantiza  bien  la  certeza  y  el  carácter  obligatorio  del  pre- 
supuesto; acepta,  en  primer  lugar,  que  sólo  cada  dos  años 
sea  discutido  y  votado  por  las  Cortes,  y  después,  aunque 
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establece  como  regla  general  que  los  créditos  extraordina- 
rios y  los  suplementos  de  crédito  deben  pedirse  á  las  Cá- 
maras, proponiendo  los  recursos  necesarios  para  cubrirlos, 
consiente  que  en  los  casos  de  urgencia  y  no  estando  reuni- 
das las  Cortes  pueda  el  Gobierno  hacer  esas  concesiones, 
cubriéndolas  provisionalmente  con  la  deuda  flotante  del 
Tesoro.  La  consecuencia  de  esto  es  que  la  práctica  con- 
vierte la  excepción  en  regla  y,  al  contrario,  es  raro  el  caso 
de  que  las  Cortes  amplíen  los  créditos  del  presupuesto,  y 
es,  en  cambio,  muy  frecuente  que  se  haga  por  el  Gobierno; 
ó  los  gastos  urgentes  no  ocurren  cuando  funciona  el  Par- 
lamento, ó  es  que  se  espera  á  cerrarle  para  elevar  por  me- 
dio de  decretos  y  acudiendo  á  la  deuda  flotante  los  gastos 
del  Estado.  El  presupuesto  de  1898-9Q,  para  no  citar  más 
que  los  recientes,  tuvo  un  aumento  por  créditos  extra- 
ordinarios y  supletorios  de  58  millones,  en  el  segundo 
semestre  de  1899  importaron  esos  créditos  64  millones  y 
para  el  año  1900  se  habían  concedido  ya  en  el  mes  de 
Octubre  cerca  de  12  millones  por  igual  concepto.  Y  no 
sirve  decir  que  sei  trata  de  años  anormales  en  que  hubo 
atenciones  extraordinarias  de  guerra  y  deuda,  porque  eso 
sólo  explica  la  agravación  de  un  mal  que  es  permanente, 
ya  que  á  ese  resultado  contribuyeron  todos  los  Ministe- 
rios y  hasta  la  Presidencia  del  Consejo:  Gobernación  y 
Fomento  ñguran  en  la  relación  de  1898-99  por  más  de 
siete  millones  de  pesetas,  por  tres  en  el  semestre  de  1899 
y  por  más  de  otros  tres  millones  en  los  diez  meses  de  1900. 
El  presupuesto  falta  además  á  la  verdad  porque,  según 
hemos  tenido  ocasión  de  decir  anteriormente,  no  aparecen 
en  él  gastos  tan  importantes  como  los  de  la  renta  del  tim- 
bre, del  giro  mutuo  y  de  los  monopolios  de  tabacos,  ceri- 
llas y  explosivos,  y  que  aun  hechos  por  mano  ajena  es- 
tán á  cargo  del  Estado  y  debieran  mencionarse  para  dar 
á  conocer  la  verdadera  extensión  que  alcanza  el  consumo 
público,  porque  está  prevista  y  autorizada  por  el  mismo 
presupuesto  la  apertura  de  otros  créditos  y  la  ampliación 
de  muchos  de  los  abiertos,  porque  no  obstante  la  repetida 
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prohibición  de  los  créditos  pern 
teniéndose;  porque  si  bien  la  le; 
que  al  terminar  el  presupuesto  í 
tos  de  que  no  haya  llegado  á  ha 
remanentes  al  año  inmediato,  cu 
cerse  con  las  obligaciones  recono 
que  se  admiten  los  créditos  pare 
de  crédito  legislativo,  es  decir,  a 
tes  que  señala  el  presupuesto.  T 
mentó  de  muchos  millones  sobr 
votadas  por  las  Cortes. 

La  responsabilidad  de  tales  at 
btemos  que  los  consienten;  alcaí 
to,  que  después  de  conocerlos  li 
Tribunal  de  Cuentas  ha  denuí 
irregularidades  de  que  adolecen  1 
y  no  ha  habido  en  las  Cámaras 
esas  quejas  ni  quien  hiciese  siqi 
mos  visto  publicadas  las  última 
relativas  á  este  punto,  mas  pode 
muy  antigua:  la  fecha  14  de  Jui 
formó  á  las  Cortes  acerca  de  1( 
extraordinarios  y  supletorios  re 
Enero  al  20  de  Mayo  de  aque! 
constar  que  en  unu  de  los  exped 
yes  de  contabilidad  la  Junta  de 
y  el  Ministro  de  Fomento;  aqué 
é  hizo  gastos  fuera  del  presupui 
permanente  un  crédito  que  habí. 
más  que  no  se  cumplieron  los  i 
un  crédito  extraordinario  para  el 
ción;  que  el  Gobierno  se  había 
declarar  la  permanencia  de  otro 
timo,  que  los  expedientes  no  se 
al  Tribunal,  ni  tampoco  á  la  apr 
decir,  que  en  los  cuatro  expediei 
forme,  hubo  varias  trasgresioneí 
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dad,  y  por  eso  el  Tribunal  concluía  su  escrito  con  estas 
palabras:  «En  todas  las  Memorias  anteriores  ha  llamado  el 
Tribunal  la  atención  de  las  Cortes  acerca  de  las  faltas  re- 
petidamente  observadas  en  la  formación  de  los  expedientes 
sobre  solicitud  de  créditos...  y  al  darse  lugar  con  tal  pro- 
ceder á  que  sean  ilusorias  tal  vez  las  restricciones  que  la 
ley  impone  y  se  altere  la  marcha  ordenada  de  un  buen  sis- 
tema de  contabilidad,  este  Tribunal,  de  conformidad  con  el 
ministerio  fiscal  en  cuanto  se  expresa  en  la  Memoria  pre- 
sente, no-  puede  menos  de  reproducir  su  deseo  de  que  las 
Cortes,  con  su  elevada  sabiduría,  acuerden  lo  que  orean 
más  acertado,  como  sin  duda  lo  harán  con  pleno  conoci- 
miento de  causa  y  en  uso  del  elevado  poder  de  que  se  ha- 
llan revestidas.» 

Sin  duda  que  esta  cuestión  es  delicada,  porque,  como 
dice  Leroy-Beaulieu,  se  agitan  en  ella  tres  intereses  de  con- 
ciliación difícil:  el  interés  puramente  financiero,  que  con- 
siste en  evitar  el  aumento  de  los  gastos,  en  mantener  el 
equilibrio  del  presupuesto  y  en  dar  valor  á  sus  cálculos;  el 
interés  administrativo,  que  está  en  no  retardar  los  gastos 
urgentes  para  las  atenciones  imprevistas,  y  el  interés  polí- 
tico, que  exige  la  práctica  sincera  del  régimen  parlamenta- 
rio, que  sea  positiva  la  fiscalización  de  las  Cámaras  res- 
pecto á  los  gastos  públicos  y  que  la  arbitrariedad  ministe- 
rial no  tenga  medios  de  eludir  los  mandatos  del  poder  le- 
gislativo. Pero  una  reglamentación  severa  que  dificulte  las 
modificaciones  del  presupuesto  sólo  puede  causar  ligeros 
embarazos  á  la  marcha  administrativa,  mientras  que  el 
atribuir  á  los  Gobiernos  facultades  para  alterar  la  ley  eco- 
nómica por  excelencia,  falsea  el  régimen  constitucional  y 
conduce  inevitablemente  al  desorden  financiero.  Por  eso 
nosotros,  entre  los  dos  extremos,  optamos  sin  vacilar  por 
el  primero.  Además,  ¿no  estamos  viendo  cómo  la  mayor 
parte  de  las  nuevas  atenciones  calificadas  de  urgentes  se 
aplazan  hasta  después  que  se  han  cerrado  las  Cortes?  Pues 
con  aguardar  un  poco  más  se  llegaría  al  presupuesto  in- 
mediato. 
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Para  llevar  á  cabo  la  reforma,  no  se  neces 
co  introducir  novedades  en  nuestra  legislació 
tiva;  bastaría  con  poner  en  vigor  disposición' 
regido.  La  ley  de  5  de  Agosto  de  1866  no  p' 
terminante:  «en  el  ejercicio  del  presente  presi  , 
cesivos,  decía  el  art.  22,  no  podrán  concederse  sino  por 
leyes  especiales  suplementos  de  crédito,  créditos  extraordi- 
narios y  trasferencias  de  créditos  de  uno  á  otro  capitulo 
para  ningún  objeto  de  nmptna  especie.  Exceptúanse  única- 
mente los  casos  de  guerra,  de  calamidad  pública  ó  de  gra- 
ve alteración  de  orden  público,  y  aquellos  en  que  los  gas- 
tos de  material  correspondientes  á  servicios  explotados 
por  la  administración  se  aumenten  por  mayor  rendimiento 
de  los  productos  en  los  respectivos  ramos».  Y  más  allá  fué 
todavía  la  otra  ley  de  28  de  Febrero  de  1873,  disponiendo 
que  no  pudieran  cobrarse  las  contribuciones  sin  ley  de 
presupuestos  ó  autorización  de  las  Cortes  y  derogando  et 
articulo  41  de  la  ley  de  contabilidad,  que  autoriza  al  Go- 
bierno para  la  concesión  de  créditos  supletorios,  los  cua* 
les  debían  pedirse  siempre  á  las  Cortes,  si  bien  conservaría 
la  administración  la  facultad  de  abrir  créditos  extraordina- 
rios con  las  formalidades  establecidas  ^  Mas  por  si  estas 
resoluciones  se  consideran  excesivas,  nosotros  aceptaría- 
mos la  ley  de  1866  respecto  de  los  créditos  extraordina- 
rios, y  que  los  suplementos  de  crédito  pudieran  otorgarse 
gubernativamente,  tan  sólo  para  un  reducidísimo  número 
de  capítulos  del  presupuesto,  los  que  se  refieren  á  las  sub- 
sistencias militares  y  á  las  obras  públicas,  á  los  estableci- 
mientos benéficos  y  de  corrección  y  á  los  ramos  producti- 
vos. No  puede  decirse  de  este  sistema  que  ate  á  la  admi- 
nistración, y  en  cambio  aseguraría  algo  más  que  lo  está 
hoy  la  efectividad  del  presupuesto.  Bien  entendida  estuvo 
también  la  reforma  de  1893,  anulada  por  el  presupuesto 
de  1 895,  que  suprimió  la  facultad  de  hacer  trasferencias, 


*    La  ley  de  presupuestos  de  21  de  Julio  de  1876  redat>leció  ese 
artfcnlo  41  de  la  de  1870. 
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dejándolas  reducidas  á  un  medio  para  cubrir  los  créditos 
extraordinarios  y  suplementos. 

En  cuanto  á  la  ley  de  í88o,  que  limito  la  facultad  de 
conceder  créditos  supletorios  por  real  decreto  á  los  servi- 
cios cuya  relación  acompaña  al  presupuesto,  no  hizo  más 
en  esta  parte  que  copiar»  mal  é  inútilmente  otra  ley  france- 
sa de  1834,  porque  esa  relación  de  los  capítulos  que  pue- 
den ampliarse  se  hace  tan  extensa  como  es  necesario,  para 
que  resulten  susceptibles  de  créditos  supletorios  todos 
aquellos  gastos  que  el  Gobierno  tiene  interés  en  que  se  au- 
menten. Nada  menos  que  j4  capítulos  comprende  la  nota 
de  créditos  ampliables  unida  al  presupuesto  de  1900. 

Las  necesidades  previstas  deben  dotarse  con  la  aproxi- 
mación que  sea  posible,  y  esto  mismo  es  lo  que  procede 
hacer  con  los  créditos  que  se  declaran  ampliados  de  un 
modo  indefinido.  Si  sólo  pueden  ordenarse  aquellos  gas- 
tos que  tengan  cantidad  consignada  previamente,  ¿cómo  se 
comprende  que  existan  obligaciones  sin  crédito  legislativo? 
Esas  obligaciones  tienen  que  haberse  contraído  fuera,  ó 
por  mejor  decir,  á  pesar  y  en  contra  del  presupuesto,  y 
cuando  así  se  afirma,  no  hay  en  el  orden  legal  modo  de 
reconocerlas  á  cargo  dd  Estado.  Los  ministros  que  se  ex- 
tralimitaron al  contraerlas  son  los. que  deben  responder 
personalmente  de  ellas,  según  en  la  ley  de  contabilidad  se 
halla  dispuesto.  ¿Para  qué  son  los  créditos  supletorios,  si 
con  ese  medio  pueden  extenderse  los  servicios  á  cantidad 
mayor  que  la  consignada  para  ellos?  Y  no  se  crea  que  la 
cosa  es'baladí,  porque  esas  partidas  alcanzan  todos  los 
años  á  suma  de  alguna  entidad — en  el  de  1900  importan 
dos  millones  y  medio  de  pesetas, — y  sobre  todo,  porque 
ese  procedimiento  lo  que  significa  es  que  la  ley  de  presu- 
puestos no  sólo  puede  alterarse  por  reales  decretos  dicta- 
dos con  ciertas  solemnidades,  sino  también  por  simples  rea- 
les órdenes,  que  no  aparecen  siquiera  en  la  Gaceta. 

Por  lo  que  hace  á  la  forma,  se  desnaturalizan  también 
los  presupuestos,  porque,  debiendo  ser  leyes  puramente 
económicas,  se  incluyen,  no  obstante,  en  ellos  disposicio- 
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nes  extrañas  á  su  fin,  sobre  todos  los  c 
del  servicio  público.  Presupuesto  ha  hi 
1893,  que  constaba  de  76  artículos,  y  at 
la  reforma  de  la  ley  de  contabilidad.  En  estos  últimos  años 
se  ha  corregido  ese  mal,  y  el  presupuesto  de  1900  no  lleva 
más  que  22  artículos,  casi  todos  relativos  á  su  propio  ob- 
jeto; paro  volveremos  seguramente  á  caer  en  un  vicio,  con- 
secuencia de  la  incapacidad  de  nuestro  Parlamento,  qj** 
sirve  para  todo  menos  para  hacer  leyes,  y  se  ve  en  el  caso 
de  resolver,  incidental  y  atropelladamente,  con  o-asión  del 
presupuesto,  cuestiones  que  debiera  plantear  directamente 
y  examinar  con  detenimiento. 

Por  último,  la  censura  de  las  cuentas  generales  del  Es- 
lado,  que  debe  hacer  el  Tribunal  correspondiente  y  ha  de 
presentarse  ala  aprobación  de  las  Cortes,  no  garantiza  tam- 
poco la  ejecución  de!  presupuesio;  el  Tribunal  suele  no- 
tar en  ellas  numerosas  ilegalidades,  la  comisión  de  las  Cor- 
tes las  encuentra  también  y  algunas  veces  errores  de  ma- 
yor cuantía  cometidos  por  el  mismo  Tribunal  en  su  cen- 
sura; pero  todo  lo  que  se  ha  hecho  en  tales  casos  ha  sido 
recomendar  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  pro- 
hiben el  reconocimiento  de  ob  igaoiones  no  comprendidas 
en  el  presupuesto,  y  colocar  esta  cláusula  en  las  leyes:  «La 
aprobación  que  se  concede  á  las  cuentas  generales  defmi- 
tivas.,.  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  día  se  pro- 
ponga y  resuelva  acerca  de  las  observaciones  que  se  llevan 
al  expediente  da  contabilidad  legislativa  del  Congreso».  Es 
la  misma  marcha  que  se  ha  seguido  siempre:  se  reconocen 
los  abusas,  se  los  absuelve  y  se  tiene  el  placer  de  reprodu- 
cir el  precepto  infringidj,  para  que  otra  vez  vuelva  á  bur- 
larse. ¿No  seria  más  elicaz  exigir  una  vez  siquiera  la  res- 
ponsabilidad á  tos  que  en  este  punto  concreto  de  los  fon- 
dos del  Est:ido  desobsJccen  !a  Constitución  y  las  leyes  del 
país?  Ahora  mismo,  en  la  Memoria  correspondiente  al  se- 
mestre de  Julio  á  Diciembre  de  1899,  el  Tribunal  hace 
constar  que  ss  incluyeron  en  el  presupuesto  obligaciones 
de  Ultramar  que  no  habían  sido  reconocidas  por  las  Cor- 
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tes,  que  el  ministerio  de  la  Gobernación  ejecutó  obras  sin 
la  formalidad  de  la  subasta  y  realizó  pagos  de  personal  y 
material  que  no  están  justificados,  y  que  el  de  Hacienda 
hizo  también  gastos  innecesarios  ó  excesivos  para  la  re- 
mesa de  títulos  de  la  deuda  á  provincias  y  al  extranjero. 

El  estribillo  con  que  terminan  muchas  leyes  de  aproba- 
ción de  cuentas  es  en  verdad  bien  extraño  ^.  En  primer  lu- 
gar, no  son  observaciones  las  que  se  han  llevado  al  expe- 
diente de  contabilidad  legislativa,  sino  denuncias  explíci- 
tas y  clarísimas  de  abusos  é  infracciones ,  y  en  segundo 
lugar,  ^'cuándo  se  considerará  llegado  el  día  de  que  tales 
observaciones  produzcan  algún  efecto?  La  ley  de  1865,  que 
creó  ese  expediente  y  la  sección  de  contabilidad  legislativa 
del  Congreso,  reclama  en  vano  su  cumplimiento. 

En  suma,  que  nuestro  sistema  de  presupuestos  es  defec- 
tuoso y  lo  es  todavía  más  la  manera  de  aplicarle. 
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'     Véanse,  entre  otras,  las  leyes  de  18  y  27  de  Junio  de  1885. 
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II 

AdmlDlstración  de  la  baclenda  p 


En  rigor,  hasta  mediados  del  siglo  XVIII  na 
ye  entre  nosostros  una  verdadera  adtninistrací 
cienda  pública. 

Durante  la  Edad  Media  existió  en  este  rami 
pleta  anarquía  que  hacía  los  tributos  despótíci 
rios;  los  merinos  y  adelantados  recaudaban  pí 
los  impuestos,  valiéndose  de  subalternos  brut 
metían  todo  género  de  violencias,  y  el  tesore: 
domo  del  rey  presidía  estas  operaciones  sin  i 
dad  de  ninguna  clase,  y  allegaba  cuantos  rec 
para  satisfacer  las  necesidades  del  monarca 
codicia,  que  le  impulsaban  de  consuno  á  frec 
sos  y  atropellos.  Luego,  cuando  las  Cortes 
votar  los  servicios  y  se  reservan  la  facultad  d 
los,  se  introduce  un  nuevo  elemento  de  con 
desorden. 

Los  Reyes  Católicos  simplificaron  algo  aq 
mecanismo,  estableciendo  el  encabezamiento  d 
cipalidades  para  el  pago  de  ia  alcabala,  y  creai 
ordenanzas  de  Madrigal,  un  sistema  de  funcioni 
dientes  del  mayordomo  del  rey,  y  una  adminis 
tral  del  ramo  de  hacienda,  que  era  dirigida  po 
dores  mayores.  Las  únicas  novedades  importt 
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das  á  la  dinastía  austríaca,  fueron  la  creación  por  Felipe  II 
del  Consejo  de  hacienda,  que  puso  término  al  dualismo  en- 
tre la  administración  del  rey  y  de  las  Cortes,  y  el  nombra- 
miento de  un  superintendente  general  y  de  superintenden- 
tes provinciales  que  llevó  á  cabo  Carlos  II;  los  numerosos 
impuestos  á  que  dieron  lugar  los  servicios  de  millones 
aumentaron  en  aquel  tiempo  el  desbarajuste  de  la  hacien- 
da, regida  principalmente  porros  desvarios  de  los  arbitris- 
tas y  de  las  juntas  de  medios, 

Felipe  V  se  aplicó  desde  su  advenimiento  al  trono  á  la 
organización  de  la  hacienda,  y  por  iniciativa  de  su  célebre 
ministro  Orri  dio  los  primeros  pasos  hacia  la  unidad  y  la 
centralización  administrativas,  reduciendo  á  una  sola  per- 
sona en  cada  provincia  el  arriendo  de  las  rentas — 1713 — 
y  creando  una  Tesorería  general,  que  debía  recoger  todos 
los  fondos  del  Estado.  El  secretario  Campillo  ensayó,  con 
feliz  éxito,  la  administración  directa  en  seis  provincias,  y 
con  estas  bases  pudo  decretar  Fernando  VI,  por  consejo  de 
Ensenada,  que  desde  1750  cesaran  todos  los  arrendamien- 
tos de  las  contribuciones.  A  virtud  de  esta  medida,  el  Es- 
tado reivindicó  las  funciones  propias  de  su  vida  económi- 
ca, y  por  eso  hemos  referido  á  aquella  fecha  el  estableci- 
miento de  una  administración  de  la  hacienda  pública  que 
mereciera  tal  nombre. 

Pero  ba  sido  necesario  que  trascurriese  tin  nuevo  siglo 
para  que  los  principios  entonces  proclamados  entraran  re- 
sueltamente por  vías  de  ejecución,  y  alguno  de  ellos,  como 
el  de  la  unidad  del  Tesoro,  no  ha  logrado  verse  cumplido 
sino  en  días  muy  recientes.  Tan  prolijo  sería  enumerar 
todos  los  esfuerzos  hechos,  todas  las  innovaciones  realiza- 
das sucesiva  y  lentamente  para  llegar  al  estado  actual  de 
la  administración  económica,  que  habremos  de  limitarnos 
á  señalar  como  más  influyentes  en  esa  laboriosa  obra  las 
Instrucciones  de  rentas  promulgadas  en  4  de  Octubre  de 
1799  y  30  de  Julio  de  1802,  las  disposiciones  con  que 
las  Cortes  de  Cádiz  trataron  de  llevar  al  sistema  finan- 
ciero las  consecuencias  del  nuevo  régimen  político,  las 
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medidas  que  adoptó  Garay  para  regulariza 
del  absolutismo,  y  la  reproducción  de  esas 
parte  de  los  Gobiernos  liberales  en  el  peí 
á  1823,  y  por  la  administración  del  cele 
desde  1824  hasta  1S32.  La  estabilidad  que  a 
las  instituciones  representativas  desde  1834 
de  las  bases  necesarias  para  la  reforma  admii 
en  lo  que  hace  á  la  hacienda,  era  tarea  imp 
nada  mientras  subsistiese  aquella  confusa  r 
antiguas  rentas  é  impuestos  indirectos,  au 
citarse  las  disposiciones  contenidas  en  la  ley 
tos  de  26  de  Mayo  de  1835  sobre  concentra 
y  contabilidad.  Por  eso,  hasta  1845  nada  se 
definitivo,  y  á  la  vez  que  se  promulgaba  el 
tributario,  se  asentaron  los  cimientos  de  un; 
centralizada  y  armónica. 

El  real  decreto  de  23  de  Mayo  del  citado  r 
ministro  la  administración  superior  de  todo; 
la  hacienda  pública,  estableció  ocho  direccio 
ministracim  central,  puso  la  administracim 
cargo  de  los  intendentes,  que  dependían  di 
ministro,  y  mantuvo  los  subdelegados  para 
ciSn  de  los  partidos.  Modificóse  en  1847  la  pl 
ciñas  centrales,  y  por  real  decreto  de  38  dí 
1849  se  suprimieron  \o=,  jefes  políticos  é  intt 
plazándolos  con  los  gobernadores  de  provini 
ser  en  ella  jefes  de  todos  los  ramos  de  la 
civil.  El  real  decreto  de  24  de  Octubre  de 
vuelto  en  la  instrucción  de  25  de  Enero 
contenía  disposiciones  sobre  manejo  del 
puestos  y  cuentas;  la  ley  de  20  de  Febrero 
administración  de  la  hacienda;  la  del  Tribur 
fecha  25  de  Agosto  de  1851,  y  el  real  de( 
Febrero  de  1852  sobre  contratos  del  Est 
una  legislación  que,  no  obstante  las  innumi 
caciones  hechas  en  ella  posteriormente,  se  i 
fundamental  y  ha  sido  muchas  veces  copiada 
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La  administración  económica  provincial  es  la  que  ha 
sufrido  después  mayores  alteraciones.  La  real  orden  de  30 
de  Junio  de  1869  planteó  una  reforma  que  consistía  en  re- 
fundir las  antiguas  administraciones,  contadurías  y  tesore- 
rías de  hacienda  pública  en  una  sola  dependencia  denomi- 
nada Administración  económica,  á  cargo  de  un  jefe  carac- 
terizado del  ramo,  el  cual,  salvo  solamente  la  vigilancia 
que  como  jefe  superior  civil  de  la  provincia  corresponde- 
ría al  gobernador,  debía  asumir  todas  las  atribuciones,  fa- 
cultades y  deberes  propios  de  la  autoridad  económica  ó  ad- 
ministrativa de  la  hacienda.  Esta  organización,  desarrolla- 
da en  el  reglamento  de  8  de  Diciembre  de  aquel  mismo  año 
y  confirmada  por  la  ley  de  19  de  Mayo  de  1870,  se  modi- 
ficó por  la  ley  de  9  de  Diciembre  de  1 881,  que,  avanzando 
más  en  ese  mismo  sentido,  puso  la  autoridad  económica 
superior  en  las  provincias  á  cargo  de  agentes  directos  del 
ministro  del  ramo,  que  se  titularon  delegados  de  hacienda, 
y  recibían  la  categoría  de  jefes  de  administración.  Volvió 
Ja  ley  de  24  de  Junio  de  1885  á  los  administradores  de  ha- 
cienda\  pero  el  decreto  fecha  14  de  Enero  de  1886  restable 
ció  los  delegados»  Las  Administraciones  subalternas  ó  de 
partido,  restablecidas  por  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1 888, 
reformadas  por  el  decreto  de  i.''  de  Agosto  de  1890,  dis- 
minuidas y  en  su  mayor  parte  vueltas  á  la  condición  de 
administraciones  especiales  con  arreglo  al  decreto  de  27  de 
Octubre  de  1 891,  quedaron  suprimidas  por  el  presupuesto 
de  1892. 

A  la  fecha,  pues,  de  este  libro,  la  ley  de  25  de  Junio 
de  1870,  que  establece  los  preceptos  fundamentales  para  el 
régimen  de  la  hacienda,  los  decretos  de  16  de  Julio  y  3  de 
Diciembre  de  1895  y  29  de  Diciembre  de  1899,  en  cuanto 
á  la  administración  central,  y  el  de  5  de  Agosto  de  1893 
para  la  provincial,  son  las  disposiciones  de  carácter  gene- 
ral vigentes  en  materia  de  organización,  aunque  se  han 
dictado  después  otras  muchas,  que  parcialmente  reforma- 
ron las  dependencias  y  atribuciones,  tanto  de  la  adminis- 
tración central,  como  de  la  provincial  de  hacienda. 
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Es  jefe  superior  del  ramo  el  ministro,  mier 
der  ejecutivo,  nombrado  por  In  corona  libremí 
sable  de  sus  actos  y  que  tiene  todas  las  facult 
res  marcados  por  la  Constitución  á  los  fundo 
clase  '.  Auxilia  al  ministro  y  sirve  á  sus  inrrit 
nes  el  subsecrelario,  creado  para  todas  las  sa 
despacho  en  1834,  con  el  objeto  de  descnrgai 
algunas  atenciones  administrativas  y  dejarle 
plitud  para  el  desempeño  de  sus  encargos  polít 
secretario  obra  por  delegación  del  ministro,  ci 
men  interior  del  ministerio  y  despacha  los  asu 
sonal,  ios  trámites  de  instrucción  en  los  expeí 
negocios  de  índole  general,  que  no  pueden  atri 
guna  de  las  direcciones.  Forman  parte  de  la  s 
la  Estadística  de  contribuciones  y  rentas  y  la  / 
iteral  del  ramo.  Este  servicio  de  la  inspección 
blecido  desde  1845,  aunque  fluctuando  entre  í 
el  de  que  los  inspectores  estén  en  lasdireccior 
y  el  de  que  dependan  directa  é  inmediatamen 
tro.  El  decreto  de  21  de  Enero  de  1871  adopti 
principio  al  establecer  la  Inspección  general . 
con  grandes  atribuciones;  pero  en  1873  se  a! 
sistema,  que,  restablecido  y  vuelto  á  desechai 
vigor,  desde  el  decreto  de  28  de  Enero  de  H 
presupuestos  de  1887. 

Divídese  iuego  el  ministerio  en  las  nueve  di 
nerales  que  á  continuación  se  expresan:  Co 
que  administra  los  impuestos  directos  y  adi 
consumos,  transportes,  sobre  materias  para  e 
y  los  derechos  de  consulados;  y  desempeñí 
de  la  investigación;  la  áii  Adtianas.,  encargada  i 
de    los  impuestos  sobre  azúcares ,   alcoholí 


^  Los  asuntos  de  Hacienda,  Unidos  antf  s  á  lo.-i  de ' 
á  loa  del  gobierno  político,  constituyeron  ramo  apf 
formaron  c!  objeto  de  una  de  las  cinco  si 
nizaiins  por  Fernando  VI. 
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ria  y  de  los  arbitrios  de  Canarias;  la  de  Propiedades  y  de- 
reckos  del  Estado,  que  cuida  de  la  desamortización,  de 
las  minas,  edificios  y  ciertos  montes  del  Estado,  el  20  poi 
loo  de  propios,  de  los  aprovechamientos  forestales  y  el 
arbitrio  de  pesas  y  medidas;  la  del  Tesoro  y  ordenación 
general  de  pagos,  que  tiene  también  á  su  cargo  la  Caja  de 
depósitos,  la  Casa  de  la  moneda,  el  arrendamiento  de  con- 
tribuciones, los  alcances  y  el  servicio  de  Loterías;  la  de  la 
Deuda  pública,  que  se  ocupa  en  las  operaciones  de*  emi- 
sión, liquidación  y  conversión,  á  que  da  lugar  el  crédito 
público,  y  comprende  además  el  reconocimiento  de  cargas 
de  justicia;  la  de  lo  Contencioso,  cuya  misión  consiste  en 
evacuar  las  consultas  que  se  le  hagan  y  en  dirigir  los  ne- 
gocios del  Estado,  que  se  ventilan  ante  los  tribunales  y  los 
pleitos  ó  causas  que  interesen  á  la  hacienda,  y  á  la  vez 
administra,  desde  el  decreto  de  10  de  Marzo  de  1900,  el 
impuesto  dé  derechos  reales;  la  de  Clases  pasivas,  que  sus- 
tituye á  la  antigua  Junta  en  la  clasificación  de  haberes  pa- 
sivos de  los  funcionarfos  civiles  y  en  la  ordenación  de 
pagos  de  este  ramo;  la  Representación  cerca  de  la  Compa-- 
ñia  arrendataria  de  tabacos,  que  tiene  el  carácter  de  di- 
rección para  los  ramos  del  timbre  y  giro  mutuo,  y  por  úl- 
timo, la  Intervención  general  de  la  administración  del  Es- 
tado, encargada  de  fa  contabilidad,  que  forma  los  presu- 
puestos y  cuentas,  los  estados  de  recaudación  y  pagos,  y 
entiende  en  todo  lo  que  afecte  á  la  ejecución  del  presu- 
puesto. La  Dirección  de  carabineros  corresponde  al  Minis- 
terio de  Hacienda  en  lo  que  concierne  al  servicio  de  vigi- 
lancia. De  la  Dirección  del  Tesoro  dependen  las  Ordena- 
ciones de  pagos  de  los  diversos  ministerios,  las  Delegacio- 
nes de  hacienda  en  el  extranjero  y  la  Tesorería  central]  de 
la  Intervención,  la  Contaduría  central  y  de  la  Dirección  de 
Aduanas,  e   Laboratorio  de  análisis  quíynico. 

Forman  también  parte  de  la  organización  central:  el 
Tribunal guber-nativo,  que  restableció  el  decreto  de  30  de 
Octubre  de  1897,  formado  por  directores  bajo  la  presiden- 
cia del  subsecretario,  para  entender  en  las  reclamaciones 


—  6i8  — 

que  eran  antes  de  la  competencia  del  Ministro,  y  con  el  ca- 
rácter de  cuerpos  fiscalizadores  ó  .  consultivos;  la  Junta 
inspectora  de  la  deuda  pública^  la  de  moneda,  la  de  arance 
les  y  valoraciones,  la  nombrada  para  entender  en  la  adqui- 
sición y  reforma  de  los  edificios  públicos  y  la  Comisión  codi- 
ficadora. 

La  administración  provincial  está  á  cargo  de  los  dele- 
gadosy  que  tienen  bajo  su  dependencia:  las  administrado" 
nes  de  hacienda  con  las  secciones  de  propiedades  y  de  in^ 
vestigación,  las  tesorerías,  las  intervenciones,  la  abogacía 
del  Estado,  el  archivo,  las  juntas  de  evaluación  y  reparti- 
miento, las  arbitrales  y  ad?HÍnistrativas,  los  recaudadores 
y  agentes  ejecutivos  y  los  resguardos.  Hay  además  en  las 
provincias  las  administraciones  de  ramos  especiales,  que 
son  las  de  propiedades,  aduanas,  loterías  y  minas.  En  Ma- 
drid, Barcelona  y  Valencia,  existen,  creadas  por  decretos 
de  4  de  Mayo  y  29  de  Diciembre  de  iSgS,  juntas  especíeles 
para  entender  en  los  expedientes  de  defraudación. 

Las  administraciones  de  hacienda  llevan  á  cabo  los  tra  • 
bajos  necesarios  para  declarar  los  derechos  y  obligaciones 
del  Estado,  siempre  que  no  esté  reservada  esa  liquidación 
á  las  direcciones  generales  ó  á  las  intervenciones,  y  las 
secciones  de  propiedades  cuidan  de  la  administración  y 
desamortización  de  los  bienes  y  derechos  del  Estado.  La 
investigación  técnica  y  administrativa,  que  es  regional  y 
provincia»,  se  ejerce  conforme  al  reglamento  de  30  de  Ene- 
ro de  1900. 

Corresponde  á  las  tesorerías  el  recibo,  custodia  y  entre- 
ga de  los  caudales  públicos,  efectos  y  valores  que  forman 
la  cartera  del  Tesoro,  dirigir  la  recaudación  por  todos  los 
conceptos  de  ingreso,  instruir  los  expedientes  de  alcances 
y  examinar  los  de  fallidos,  llevar  la  cuenta  corriente  con 
el  Banco  de  España  y  libros  diarios  de  los  ingresos  y 
pagos. 

Las  oficinas  de  intervención  se  dividen  en  dos  secciones; 
la  fiscalizacbra,  que  inspecciona  los  actos  de  los  delega- 
dos y  administraciones,   las  cajas  y  almacenes,  y  liquida 
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las  operaciones  de  préstamo,  giro,  deuda  pública,  caja 
depósitos,  cargas  de  justicia  y  clases  pasivas;  la  de  te 
duria  lleva  la  contabilidad  de  todos  los  valores  y  obl¡ 
clones  del  presupuesto,  expide  los  mandamientos  de  ca 
y  data  y  los  certificados  de  débitos,  redacta  y  justifica 
cuentas  que  han  de  rendir  el  delegado  y  las  administ 
clones,  y  forma  los  estados  de  ingresos  y  pagos. 

La  abogacía  del  Estado  'representa  y  defiende  los  dí 
chos  de  éste  ante  los  tribunales,  evacúa  las  consultas  ¿ 
formes  necesarios  y  administra  el  impuesto  de  derecl 
reales. 

El  servicio  de  recaudación  está  organizado  por  et 
creto  de  26  de  Abril  de  1900,  y  el  de  inspección  se  pra^ 
ca  conforme  al  reglamento  fecha  4  de  Octubre  de  1895 

Obsérvase  desde  luego  una  desproporción  considera 
entre  ios  elementos  que  forman  nuestra  organización  e 
nómica;  hay  en  ella  una  administración  central  compü 
da  y  excesiva,  que  no  tiene  ios  desarrollos  correspondí 
tes;  es  un  cuerpo  casi  todo  cabeza,  cuyos  brazos,  que 
bieran  rodear  todo  el  país,  apenas  alcanzan  más  que  á 
capitales  de  provincia.  Por  eso  el  Estado  no  maneja  dii 
lamente  su  hacienda,  no  administra,  ni  puede  adminisi 
como  debiera,  por  sí  mismo,  los  impueslos  de  mayor  r 
dimiento  y  trascendencia,  viéndose  obligado  á  entregar 
gestión  á  los  ayuntamientos,  es  decir,  á  corporaciones  ( 
le  son  extrañas,  y  que  están  más  inmediatas  y  más  ir 
resadas  con  el  contribuyente  que  con  el  'l'cíoro.  Y 
singular  sistema,  que  consiste  en  confiar  á  los  ayur 
mientos  ia  mayor  parte  de  los  trabajos  administrativos, 
sólo  resulta  en  este  caso  perjudicial  para  la  hacienda 
biica,  sino  que  daña  gravemente  también  á  las  localidac 
primero,  porque  los  municipios,  acosados  en  todas  dii 
ciones  por  el  Gobierno,  recargados  de  servicios  de  inc 
general,  nu  tienen  ocasión  ni  modo  de  atender  sus  ver 
deras  funciones,  y  la  administración  municipal  no  exis 
está  muy  descuidada,  y  además,  porque  las  atribucio 
económicas  ejercidas  por  los  ayuntamientos  vienen  á  ; 
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en  los  pequeños  pueblos  sobre  todo,  armas  que  los  caci- 
ques y  las  banderías  manejan  en  pro  de  sus  intereses  y  en 
daño  de  sus  contrarios.  Por  donde  la  intervención  de  los 
municipios  influye  desfavorablemente,  no  sólo  en  el  pro- 
ducto de  las  contribuciones,  sino  también  en  la  equidad  y 
en  el  orden  de  su  reparto. 

La  administración  de  la  hacienda  debe  estar  centraliza - 
da;  pero  al  centro  le  toca  dirigir,  ñscalizar;  no  le  incumbe 
ejecutar,  y  aquel  principio  no  ha  de  ser  obstáculo  para  que 
Ja  acción  se  extienda  tanto  como  su  objeto. 

Es  necesario,  pues,  robustecer  la  autoridad  y  aumentar 
las  facultades  de  las  dependencias  provinciales,  que  son  las 
que  realmente  administran^  siguiendo  por  el  camino  tra- 
zado en  1 88 1,  con  la  creación  de  los  delegados  de  Hacien- 
da, hasta  volver  á  los  antiguos  intendentes.  Y  como  la  ma- 
yor parte  de  los  impuestos  y  rentas  no  pueden  adminis- 
trarse por  provincias,  hacen  falta  órganos  inferiores,  que 
lleguen  cuando  menos  á  las  administraciones  de  partido. 
La  contribución  de  consumos  ha  de  estar  necesariamente 
en  manos  de  los  ayuntamientos;  pero  todas  las  demás,  la 
de  inmuebles,  la  industrial,  la  de  minas,  la  de  cédulas,  etc., 
deben  ser  manejadas  por  funcionarios  del  Estado  que  per- 
tenezcan exclusivamente  á  la  administración  económica. 

Por  eso  creemos  que  la  ley  de  1888  se  inspiró  en  buena 
doctrina  al  establecer  las  administraciones  subalternas  de 
Hacienda,  y  si  aquella  medida  no  tuvo  resultados  entera- 
mente favorables,  culpa  fué  no  del  sistema,  sino  de  la  ma- 
nera de  aplicarle,  porque  no  se  dieron  á  los  funcionarios 
de  tales  dependencias  la  autoridad,  el  prestigio  y  las  con- 
diciones personales  que  exigía  su  difícil  cometido. 

Bien  planteada  esta  reforma  daría  además  un  paso  ha- 
cia otra  que  tiene  para  nosotros  una  importancia  inmen- 
sa, según  hemos  tenido  ocasión  de  indicar  antes  de  aho- 
ra ^  Cuando  la  administración  del  partido  interviniere  en 
los  amiliaramientos y  al  lado  del  registro  de  la  propiedad, 


r^. 


Vcanse  la  pág.  433  de  este  mismo  tomo  y  la  392  del  I. 
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resaltaría  la  inconveniencia  de  que  existan  dos  oficinas 
aplicadas  al  mismo  objeto,  á  fijar  el  estado  y  condiciones 
de  la  propiedad  inmueble,  y  se  percibirían  más  claramen- 
te las  ventajas  que  habían  de  alcanzarse  reuniéndolas  para 
hacer  sencilla  y  perfecta  su  tarea.  ¿Por  qué  ha  de  haber 
un  registro  de  la  propiedad  para  los  efectos  civiles  y  otro 
registro  para  los  fines  administrativos?  ¡Cuántos  trabajos, 
anomalías  é  injusticias  se  evitarían  con  la  desaparición  de 
ese  dualismo!  Y  una  vez  establecido  ese  único  centro  que 
debe  haber  para  el  régimen  de  la  propiedad  territorial,  ¿no 
vendría  como  por  la  mano  el  extender  las  funciones  de 
tal  instituto  á  la  contratación  sobre  la  misma  riqueza  in- 
mobiliaria? La  transcendencia  de  esta  innovación  no  sería 
ya  únicamente  financiera,  sino  también  jurídica  y  econó- 
mica. 

Conocido  ya  el  organismo  económico-administrativo, 
nos  falta  estudiar  ahora  las  condiciones  generales  en  que 
su  actividad  se  desenvuelve. 

Hemos  indicado  al  tratar  de  cada  uno  de  los  ramos  de 
|a  hacienda  las  disposiciones  que  en  él  rigen,  los  medios 
que  se  emplean  para  la  exacción  de  los  impuestos  y  los 
preceptos  administrativos  que  defienden  los  intereses  del 
fisco,  así  como  los  encaminados  á  prevenir  ó  castigar  la 
infracción  de  los  reglamentos  y  las  defraudaciones  que 
dañan  al  Tesoro  público.  De  otro  modo  hubiera  sido  in- 
completa la  exposición  de  esas  materias,  y  además  tenía- 
mos para  hacerlo  así  como  motivo  la  falta  de  unidad  y  de 
sistema  que  tan  hondamente  padece  nuestra  legislación 
financiera,  llena  de  contradicciones  y  anomalías  á  que  lle- 
ga por  inspirarse  á  menudo  en  principios  diferentes.  La  es- 
pecialidad de  los  numerosos  ramos  en  que  se  divide  la  ha-' 
cienda  pública  exige  sin  duda  alguna  la  variedad  de  re- 
glas que  han  de  aplicarse  á  pormenores  distintos;  mas 
hay  sobre  esos  elementos  heterogéneos  algo  que  es  fun- 
damental y  común  á  todos  ellos;  lo  que  se  refiere  al  con- 
cepto mismo  de  la  personalidad  de  la  administración,  á 
sus  facultades,  á  sus  procedimientos  y  modos  generales 
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de  conducta,  y  todo  esto  debiera  hallarse  regulado  con 
independencia  de  las  determinaciones  ó  fines  particulares 
en  que  se  desarrollan  aquellos  principios  fundamentales. 
Evitaríanse  de  esta  suerte  las  innovaciones  continuas  y 
no  siempre  justificadas  que  se  hacen  en  la  legislación  de 
la  hacienda,  la  confusión  y  las  oposiciones  que  oscurecen 
sus  preceptos  y  las  resoluciones  contradictorias  que  afec- 
tan á  su  prestigio.  La  necesidad  de  la  codificación  admi- 
nistrativa en  general,  reconocida  por  autorizados  tratadis- 
tas ^  fué  sancionada  entre  nosotros,  por  lo  que  toca  á  la 
hacienda,  en  el  decreto  de  ii  de  Julio  de  1873,  con  que  el 
ministro  Sr.  Carvajal  nombró  una  junta  encargada  de  re- 
dactar un  Código  general  de  Hacienda  en  el  término  de 
cuatro  meses,  y  se  ha  vuelto  á  la  misma  idea  con  la  co- 
misión codificadora  de  la  legislación  de  hacienda,  creada 
en  iS  de  Agosto  de  1895;  pero  aquella  junta  nada  hizo  y 
esta  comisión,  que  trazó  el  plan  para  una  compilación  le- 
gislativa y  comenzó  á  ejecutarle,  no  llegó  á  conseguir  que 
se  determinase  bien  su  cometido  y  tiene  una  existencia 
puramente  nominal,  porque  hace  varios  años  que  no  fun- 
ciona. Lo  sucedido  con  esas  disposiciones  que  pretendían 
arreglar  las  otras,  es  buena  prueba  de  lo  que  ocuiTe  con 
muchas  de  ellas. 

De  aquí  las  dificultades  en  que  tropieza  el  deseo  de  re- 
ducir á  un  cuerpo  de  doctrina  las  atribuciones  y  caracteres 
con  que  funciona  nuestra  administración  económica. 

Las  leyes  españolas  consideran  á  la  administración  de  la 
hacienda  bajo  dos  aspectos  diferentes:  ya  como  una  parte 
del  poder  ejecutivo,  ya  como  una  simple  pei;sonalidad  ju- 
rídica. Bajo  el  primer  aspecto,  la  revisten  de  los  atributos 
que  son  esenciales  en  el  Gobierno  para  la  organización  de 
los  servicios  públicos  y  para  la  gestión  de  los  intereses  eco- 
nómicos; bajo  el  segundo  respecto,  igualan  su  condición  á 
la  de  todas  las  entidades  capaces  de  derechos  y  obligacio- 
nes que  pueden  adquirir,  contratar,  demandar  y  ser  deman- 


^     Vcansc  las  obras  de  Manna,  Santamaría,  etc. 
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dadas  en  justicia.  Conforme  á  esta  distinción,  los  actos  á 
que  da  lugar  el  manejo  de  la  hacienda  pública  se  rigen  en 
el  primer  caso  por  el  derecho  administrativo,  y  se  someten 
ó  debie.ran  someterse  en  el  segundo  á  las  prescripciones  de 
la  ley  civil  ^.  Si  atendiéramos  no  más  que  á  los  principios, 
podríamos  decir  que  ocurre  lo  primero  cuando  la  adminis- 
tración mantiene  las  relaciones  á  que  da  origen  la  exacción 
de  los  impuestos  y  la  ejecución  inmediata  de  los  servicios 
públicos,  y  lo  segundo  cuando  rige  y  dispone  \si  propiedad 
.privada  del  Estado;  pero  nuestra  legislación  no  marca  con 
claridad  la  línea  que  divide  esos  dos  aspectos  de  la  acción 
administrativa. 

Como  parte  que  es  del  poder  ejecutivo,  la  administración 
de  la  hacienda  tiene  por  un  lado  limitadas  sus  facultades 
en  las  leye^  y  ejerce  por  otro  varias  potestades:  la  ejecu- 
tiva^ que  consiste  en  realizar  todos  los  actos  necesarios 
para  el  cumplimiento  del  fin  económico  que  se  señala  al 
Estado;  la  reglamenearia,  en  cuya  virtud  desenvuelve  los 
preceptos  legales  y  manda  lo  conducente  para  llevarlos  á 
cabo;  la  correctiva,  que  emplea  para  sancionary  hacer  efec- 
tivas sus  disposiciones,  castigando  las  faltas  y  abusos  que 
contra  ellas  se  cometan,  y  la  jurisdiccional,  por  último,  in- 
dispensable dentro  de  ciertos  límites  para  decidir  guberna- 
tivamente las  dudas  que  se  susciten,  y  resolver  acerca  de 
las  dificultades  que  se  presenten  en  su  marcha,  así' como 
para  la  impqsición  de  aquellas  correcciones.  Esta  jurisdic- 
ción se  extiende,  aunque  en  virtud  de  otros  principios,  cuyo 
valor  examinaremos  luego,  al  conocimiento  y  fallo  de  las 
reclamaciones  que  se  entablan  contra  los  actos  administra- 
tivos en  defensa  de  los  derechos  privados. 

Las  facultades  de  la  administración  se  encuentran  regu- 
ladas: en  la  Constitución  vigente,  que  prohibe  al  Gobierno, 
sin  estar  autorizado  por  una  ley,  disponer  de  las  propieda- 
des del  Estado  y  tomar  caudales  á  préstamo  sobre  el  cré- 
dito de  la  nación;  por  las  leyes  anuales  de  presupuestos, 


Delgado  Martín. — Apuntes  de  derecho  económico  del  Estado. 
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que  fijan  concretamente  su  mandato;  en  la  ley  de  adminis- 
tración y  contabilidad  de  1870,  la  cual,  además  de  las  dis- 
posiciones que  ya  conoce-nos  en  lo  que  respecta  á  la  eje- 
cución del  presupuesto,  establece  que  sólo  en  virtud  de  una 
ley  podrán  enajenarse  ó  hipotecarse  los  derechos  de  la  ha- 
cienda,  arrendarse  las  rentas  públicas,  someterse  á  juicio 
de  arbitros  las  contiendas  en  que  se  ventilen  intereses  del 
fisco,  y  concederse  exenciones,  perdones,  rebajas  ni  mora- 
torias para  el  pago  de  los  impuestos  y  débitos  al  Tesoro; 
y  por  el  real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852,  que  exige 
la  subasta  como  regla  general  para  toda  clase  de  contratos 
y  obras  públicas,  y  fué  desarrollado  en  lo  que  concierne  al 
ramo  de  hacienda  por  la  instrucción  de  1 5  de  Septiembre 
de  igual  año. 

Á  título  de  acreedora,  la  hacienda  disfruta  las  preemi- 
nencias siguientes: 

I.*  La  cobranza  de  las  contribuciones,  de  las  demás 
rentas  públicas  y  créditos  definitivamente  liquidados  á  fa- 
vor de  la  hacienda  se  realiza  por  medio  de  procedimien- 
tos  exclusivamente  administrativos.  Al  efecto,  se  reconoce 
á  las  certificaciones  de  los  débitos  de  aquella  procedencia, 
que  expidan  los  interventores  y  jefes  de  los  ramos  respec- 
tivos, la  misma  fuerza  ejecutiva  para  proceder  contra  los 
bienes,  y  derechos  de  los  deudores  que  tiene  la  sentencia 
judicial.  La  vía  de  apremio  se  emplea  del  mismo  modo  en 
los  casos  de  alcance,  malversación  de  fondos  ó  desfalco. 
(Artículos  9.°  y  lo  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870.)  El 
procedimienio  adfninistrativo  de  apremio^  que  se  rige  por 
la  instrucción  de  26  de  Abril  de  1900,  divide  en  tres  clases 
los  deudores  al  Tesoro:  l.^,  los  contribuyentes;  2.\\as per- 
sonas directamente  responsables^  ó  sean  los  funcionarios 
que  por  actos  ú  omisiones  contrarios  á  los  reglamentos 
causen  perjuicios  á  la  hacienda,  los  recaudadores  y  em- 
pleados que  resulten  alcanzados,  los  fiadores  de  éstos,  las 
diputaciones  y  ayuntamientos,  los  alcaldes  y  concejales 
que  distraigan  fondos  recaudados  para  el  Tesojo  ó  no  re- 
cauden el  impuesto  de  consumos  y  los  que  hayan  recibí- 
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do  de  la  hacienda  cantidades  á  que  no  tenían  derecho,  y 
3.*,  personas  subsidiarimente  responsables^  que  son  los  fun- 
cionarios  negligentes  en  la  recaudación,  los  que  no  cum- 
plan sus  obligaciones  respectode  lasfianzas  y  los  individuos 
de  comisiones  de  evaluación  y  juntas  periciales  que  co- 
metan errores  indisculpables  ó  fraudes  y  no  expidan  las 
declaraciones  y  certificados  que  les  corresponde  dar.  Ese 
procedimiento  se  sigue  en  diversa  forma  con  respecto  á 
cada  una  de  las  clases  de  deudores,  y  únicamente  se  de- 
tiene cuando  los  apremiados  acompañen  á  su  reclamación 
carta  de  pago  que  acredite  el  depósito  en  las  cajas  del  Te- 
soro del  importe  del  débito,  intereses,  gastos,  etc.,  ó  bien 
cuando  personas  que  no  tengan    responsabilidad  con  la 
hacienda  interpongan  demanda  de  tercería. 

2.*  La  hacienda  pública,  por  sus  créditos  liquidados, 
tiene  derecho  de  prelaciónen  concurrencia  con  otros  aeree 
dores,  sin  más  excepciones  que  las  siguientes:  los  acree- 
dores que  lo  sean  por  título  de  dominio  ó  de  hipoteca  es- 
/pecial  con  relación  á  las  fincas  comprendidas  en  una  fian- 
za, siempre  que  aquel  título  sea  de  fecha  anterior  al  otor- 
gamiento de  ésta;  los  que  tengan  títulos  de  esa  misma 
clase  sobre  los  bienes  del  deudor  no  comprendidos  en 
la  fianza,  y  las  mujeres  por  su  dote  entregada  y  re- 
vestida de  todas  las  solemnidades  del  derecho,  excluyén- 
dose la  dote  simplemente  confesada.  (Art.  13  de  la  ley  an- 
tes citada.) 

3.*  El  Estado  goza  de  hipoteca  legal  tácita  por  una 
anualidad  de  los  impuestos  que  graven  los  inmuebles,  para 
cuyo  cobro  tiene  preferencia  sobre  otro  acreedor  cualquie- 
ra. (Art.  217  de  la  ley  hipotecaria.) 

4.*  Contra  las  reclamaciones  del  Estado  no  se  puede 
alegar  ni  es  admisible  la  compensación  de  créditos  ^ 
(Ley  XVI,  tít.  XIV,  part.  V.)* 

5  .*     Los  créditos  á  favor  del  Estado,  procedentes  de  cuo ' 


*     Por  concesiones  especiales  se   ha   admitido  la  compensación 
respecto  de  ciertos  créditos  atrasados,  de  ayuntamientos,  etc. 
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tas  de  impuestos,  sólo  prescriben  cuando  no  han  sido  re- 
clamados por  éste  en  término  de  quince  años^  sin  perjuicio 
r '  de  la  prescripción  de  dos  años  establecida  para  las  contribu- 

ciones  territorial  é  industrial.  (Art.  7.**  déla  ley  de  1881).  ^ 


i 


«;. 


Y  6.*     La  hacienda  tiene  derecho  al   interés   anual  de 
un  5  por  ICO  sobre  el  importe  total  de  los  alcances,  mal- 
versaciones y  desfalcos  de  sus  fondos,  á  contar  desde  el 
día  en  que  se  le  irrogue  el  perjuicio  hasta  el  en  que  se  ve- 
K  rifique  el  reintegro.  (Art.  17  de  la  ley  del  70.) 

fl  •  En  la  posición  de  deudora  la  hacienda  tiene  estos  pri- 

|y  vilegios: 

V,:  i.*^     Ningún  tribunal  podrá  despachar  mandamiento  de 

^  ejecución  ni  dictar  providencias  de  embargo  contra  las 

•  rentas  ó  caudales  del  Estado.  Los  que  fueren  competentes 

para  conocer  sobre  reclamación  de  créditos  á  cargo  de  la 
hacienda  pública  y  en  favor  de  particulares,  dictarán  sus 
fallos  declaratorios  del  derecho  de  las  partes  y  podrán 
mandar  que  se  cumplan  cuando  hubieren  causado  ejecu- 
toria; pero  este  cumplimiento  tocará  exclusivamente  álos. 
agentes  de  la  administración,  quienes,  con  autorización 
del  Gobierno,  acordarán  y  verificarán  el  pago  en  la  forma 
y  dentro  de  los  límitesque  señalan  las  leyes  de  presupues- 
tos y  reglas  establecidas  para  las  obligaciones  del  Estado. 
(Artículo  16  de  la  ley  ya  citada.) 

2.^  Todo  crédito  contra  el  Estado  cuyo  reconocimien- 
to y  liquidación  no  se  haya  solicitado,  con  la  presentación 
de  sus  documentos  justificativos,  dentro  de  los  cinco  años 
siguientes  á  la  conclusión  del  servicio  de  que  proceda 
quedará  prescrito.  (Art.  19  de  la  misma  ley.)  Y  esta  pres- 
cripción se  extiende  á  los  créditos  que,  liquidados  y  reco- 
nocidos en  las  cuentas  respectivas  de  gastos  públicos,  no 


*  Estas  disposiciones  establecen  que  debe  ser  cxigiblc  al  con- 
tribuyente toda  cuota  que  no  haya  sido  reclamada  legalmente  en  el 
término  de  quince  años .  ¿Debe  entenderse  esto  en  el  sentido  de 
que  la  redamada  puede  exigirse  siempre?  Creemos  que  no,  porque 
entonces  la  prescripción  sería  ilusoria;  pero  los  términos  de  la  ley 
no  pueden  ser  más  desdichados. 
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sean  reclamados  por  los  acreedores  legítimos  ó  sus  dere- 
cho habientes  dentro  de  los  cinco  años  siguientes  á  la  ter 
minación  del  ejercicio  de  que  procedan,  conforme  al  ar- 
tículo 7.**  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  188 1  ^. 

3.°  Ninguna  reclamación  contra  el  Estado,  á  título  de 
daños  y  perjuicios  ó  á  titulo  de  equidad,  será  admitida 
gubernativamente  pasado  un  año,  pudiendo,  sin  embargo, 
acudirse  después  de  ese  tiempo  á  los  tribunales  competen- 
tes. Este  último  recurso  prescribirá  á  los  dos  años.  (Ar- 
tículo 18  de  la  ley  del  70.) 

4.°  La  devolución  de  las  cantidades  indebidamente  pa- 
gadas á  la  hacienda  sólo  puede  verificarse  mediante  los 
trámites  que  señalan  el  decreto  de  25  de  Febrero  y  la  cir- 
cular de  29  de  Marzo  de  1890. 

Y  5.°  El  Estado  no  satisface  intereses  sino  cuando  lo 
disponen  leyes  especiales  ó  se  pacta  expresamente. 

Consecuencia  de  la  facultad  reglamentaria,  con  que  la 
administración  de  la  hacienda  lleva  á  ejecución  las  leyes 
económicas,  es  la  potestad  correccional  que  ejerce  casti- 
gando las  trasgresiones  de  sus  mandatos  y  los  actos  que 
lesionan  aquellos  intereses  cuya  defensa  tiene  encomen- 
dada. Nuestra  legislación  no  sigue  en  este  punto  sistema 
alguno.  El  real  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  que  vino 
á  sustituir  á  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1830  en  materia  penal 
de  hacienda,  definió  los  delitos  de  contrabando,  defrauda- 
ción y  sus  conexos,  señaló  las  penas  correspondientes  á 
cada  uno  de  ellos  y  determinó  los  procedimientos  admi- 
nistrativos y  judiciales,  que  á  su  represión  debían  aplicar- 
se. Pero  estas  disposiciones,  desenvueltas  en  la  instrucción 
de  25  de  Junio  del  mismo  año,  han  sido  modificadas  por 
las  leyes  especiales  que  más  tarde  se  han  ido  dictando 
para  los  diversos  ramos  de  la  hacienda,  y  hoy  falta  la  uni- 
dad que  la  razón  y  la  justicia  piden  en  asunto  de  tanto 
interés.  Una  de  las  alteraciones  de  mayor  importancia  que 


^    La  caducidad  de  los  créditos  de  la  deuda  pública  se  rige  por 
disposiciones  que  anteriormente  hemos  citado. 
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se  han  hecho  en  la  legislación  de  1852  es  la  introducida 
por  las  ordenanzas  de  aduanas  de  1870,  y  mantenida  en 
las  vigentes,  con  la  abolición  del  comiso,  base  de  las  penas 
establecidas  por  aquélla,  si  bien  esta  supresión  adolece 
de  hipocresía  \  puesto  que  el  comiso  de  los  géneros  ha 
sido  reemplazado  con  una  multa  igual  d  su  valor,  y  en  el 
mayor  número  de  los  casos,  esta  pena  es  mayor  que  la  de 
confiscación,  porque  las  valoraciones  oficiales  son  muy 
altas.  Al  hablar  de  cada  uno  de  los  ramos  é  impuestos^ 
hemos  indicado  cuáles  son  las  correcciones  que  en  ellos 
se  aplican,  y  en  general  sólo  podemos  decir  que  la  admi- 
nistración castiga  ordinariamente  con  excesiva  severidad^ 
por  medio  de  la  multa,  las  faltas  cometidas  contra  los  re- 
glamentos, y  en  los  casos  de  delito,  á  la  corrección  admi- 
nistrativa se  agrega  la  pena  señalada,  ya  por  el  derecha 
común,  ya  por  real  decreto  antes  citado. 

La  potestad  jurisdiccional  de  la  administración  determi- 
na, según  hemos  ya  indicado,  procedimientos  de  dos  cla- 
ses: la  vía  gubernativa  y  la  vía  contenciosa.  El  procedi- 
miento administrativo  en  materias  de  hacienda  se  sigue 
por  el  reglamento  fecha  15  de  Abril  de  1890,  dictado  á 
virtud  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1889,  y  por  los  decre- 
tos de  30  de  Octubre  de  1897  y  14  de  Noviembre  de  1899, 
Sus  disposiciones  conservan  las  especiales  dictadas  en 
cada  ramo  y  sólo  se  aplican  en  el  caso  de  [reclamación 
contra  los  actos  administrativos.  Las  autoridades  provin- 
ciales del  ramo  resuelven  en  primera  y  única  instancia  las 
reclamaciones  cuyo  importe  no  exceda  de  Soo  pesetas;  co- 
nocen en  primera  instancia,  con  apelación  á  las  direccio- 
nes, de  los  asuntos  cuya  cuantía  pase  de  las  500  pesetas  sin 
exceder  de  las  3.000,  y  con  apelación  al  Tribunal  guberrr 
nativo  del  ministerio  si  la  reclamación  es  de  mayor  cuan- 
tía. S3  exceptúan  los  asuntos  que  son  propios  de  la  admi- 
nistración central  y  aquellos  en  que,  según  los  reglamen- 
tos especiales,  la  primera  ó  la  segunda  instancia  corres- 


'     El  comiso  subsiste  respecto  de  los  artículos  estancados» 


—  629  — 

ponde  á  las  direcciones  generales.  No  puede  utilizarse  el 
recurso  de  apelación  cuando  la  providencia  sea  condena- 
toria de  cantidad  liquida  sin  el  previo  pago  de  ésta.  Es 
potestativo,  sin  embargo,  en  los  centros  directivos  relevar 
del  cumplimiento  de  ese  requisito,  cuando  se  trate  de  pe- 
nalidad impuesta  al  contribuyente  ó  de  responsabilidad 
exigida  al  empleado  público,  que  hayan  satisfecho  las  cuo- 
tas ó  cantidades  declaradas  á  favor  del  Tesoro.  Admítense 
también  como  recursos  extraordinarios  en  el  procedimien- 
to económico-administrativo  el  de  queja  ante  el  jefe  supe- 
rior inmediato  por  negligencia  de  las  oficinas  ó  infracción 
legal  que  ellas  cometan,  el  de  incompetencia  ó  exceso  de 
atribuciones  por  parte.de  las  autoridades  del  ramo  y  el  de 
nulidad  que  puede  entablarse  contra  las  providencias 
Armes  que  se  hubieren  dictado  fundadas  en  documentos 
falsos  ^  Este  último  recurso  prescribe,  tanto  para  la  admi- 
nistración como  para  los  particulares,  á  los  diez  años, 
contados  desde  la  fecha  de  la  providencia. 

Pueden  promover  cuestiones  de  competencia  las  autori- 
dades de  hacienda  á  sus  iguales  ó  á  las  de  otros  ramos,  y 
los  particulares  en  asuntos  que  ellos  no  hayan  incoado. 
Estas  cuestiones  se  deciden  por  el  ministro  cuando  depen- 
den de  él  las  autoridades  entre  quienes  median,  ó  por 
acuerdo  de  los  ministros  ó  resolución  del  Consejo  si  aqué- 
llas pertenecen  á  ramos  diferentes.  La  facultad  de  provo- 
car competencias  á  los  tribunales  ordinarios  en  los  diver- 
sos ramos  de  la  hacienda  está  reservada  á  los  gobernadores 
de  provincia. 

La  vía  contencioso- administrativa  procede  contra  las  re- 
soluciones que  causen  estado,  emanen  de  la  administración 
en  el  ejercicio  de  sus  facultades  regladas  y  vulneren  un  de- 
recho establecido  en  favor  del  demandante  por  ley  ó  regla- 
mento administrativo.  Se  da  asimismo  el  recurso  conten- 
cioso contra  las  providencias  de  trámite  siempre  que  resuel- 


*    El  decreto  de  i8  de  Noviembre  de  1890  modifica  la  tramita- 
ción establecida  en  el  reglamento  para  los  recursos  de  nulidad. 
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van  el  asunto  haciendo  imposible  su  continuación.  El  térr 
mino  ordinario  para  entablar  este  procedimiento  es  de  tres 
meses.  En  las  mismas  condiciones  puede  el  Estado  someter 
árevisión  en  la  vía  contenciosa  las  providencias,  que  se  de- 
claren lesivas  de  sus  derechos. 

No  se  podrá  intentar  la  vía  contenciosa  en  los  asuntos 
sobre  contribuciones,  ó  cuando  medien  créditos  liquidados 
en  favor  de  la  Hacienda,  mientras  no  se  realice  el  pago  en 
las  cajas  del  Tesoro. 

En  materia  penal,  la  administración  corrige  gubernati- 
vamente las  faltas  de  disciplina  de  sus  funcionarios  y  las 
de  los  contribuyentes  en  muchos  casos;  admite  en  otros» 
como  en  los  ramos  de  aduanas,  consumos,  etc.,  un  proce- 
dimiento contencioso,  y  para  los  delitos  de  contrabando  y 
defraudación  el  procedimiento  contencioso  es  doble:  admi- 
nistrativo para  resolver  acerca  de  la  imposición  de  multa> 
y  judicial  ó  ante  los  tribunales  ordinarios  en  cuanto  al  se- 
ñalamiento de  las  otras  penas  en  que  hayan  podido  incurrir 
los  reos. 

Viniendo  ahora  á  tratar  de  la  administración  de  la  ha- 
cienda, considerada  como  mera  persona  ó  entidad  jurídica» 
nos  encontramos,  como  ya  habíamos  anunciado,  con  que 
no  hay  ninguna  fórmula  legal  en  que  esa  condición  se  de- 
termine. Es  lo  general  decir,  que  son  relaciones  de  índole 
privada  aquellas  de  la  administración  que  se  rigen  por  los 
preceptos  del  derecho  civil  y  caen  bajo  la  acción  de  los  tri 
bunales  ordinarios;  pero  es  bien  claro  que  de  este  modo  se 
invierten  los  términos  naturales  del  discurso,  porque  las  re- 
laciones no  son  privadas  cuando  en  el  derecho  civil  se  or- 
denan ó  se  decide  acerca  de  ellas  por  los  jueces  del  fuero 
común,  sino  que  esto  ocurre  precisamente  en  virtud  y  como 
consecuencia  de  que  los  actos  tengan  tal  carácter  por  su 
misma  naturaleza.  Y  sin  embargo,  ése  es  el  criterio  en  que 
se  inspiran  las  leyes  positivas,  y  lo  único  que  podemos  se- 
ñalar en  ellas  es  la  declaración  de  que  ciertas  cuestiones, 
que  afectan  á  los  intereses  de  la  hacienda,  son  de  la  com- 
petencia de  los  tribunales  ordinarios.  La  ley  de  25  de  Junio 
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de  1870,  tantas  veces  citada,  se  limita  á  establecer  que  las 
demandas  de  terceras  personas  libres  de  obligación  para 
con  la  hacienda,  que  se  opongan  á  los  procedimientos  de 
apremio,  se  ventilarán  ante  los  tribunales  ordinarios  (art.  11), 
y  que  las  cuestiones  sobre  dominio  ó  propiedad  de  los  bie- 
nes desamortizados  pasarán  también  á  los  tribunales  á 
quienes  corresponda,  luego  que  lleguen  al  estado  de  con- 
tenciosas (art.  15).  Y  á  su  vez  la  ley  orgánica  del  Tribunal 
de  Cuentas,  que  tiene  la  misma  fecha  que  la  de  la  admi- 
nistración y  contabilidad,  ordena  que  las  tercerías  de  do- 
minio ó  sobre  pre' ación  de  créditos  que  se  susciten  en  los 
expedientes  de  alcances  deben  ser  resueltas  por  los  tribUT 
nales  de  justicia,  á  los  cuales  toca  también  el  conoci- 
miento de  las  contiendas  sobre  la  legitimidad  de  las  escri- 
turas de  fianza,  sobre  la  extensión  de  las  obligaciones  ge- 
nerales contraídas  por  los  fiadores  además  de  la  hipoteca- 
ria, sobre  la  calidad  del  heredero  de  los  responsables  y,  en 
general,  de  todas  las  cuestiones  que  se  promuevan  con  oca- 
sión de  tales  expedientes  en  que  haya  de  hacerse  la  decla- 
ración de  un  derecho  civil. 

No  conocemos  ninguna  otra  disposición  más  compren- 
siva, y  en  su  defecto  indicaremos  que  cuando  hace  uso  de 
los  modos  comunes  de  adquirir^  la  donación  y  la  herencia 
sobre  todo,  y  en  aquellas  relaciones  que  mantiene  con  los 
particulares,  cuando  éstos  no  tienen  ninguna  obligación 
propia  ó  trasmitida  respecto  de  ella,  la  administración  se 
nos  ofrece  como  una  entidad  privada,  aunque  sin  despo- 
jarse nunca  enteramente  del  carácter  de  poder  público,  por- 
que en  esos  casos,  como  siempre,  rigen  los  preceptos  que 
limitan  su  capacidad,  dan  formas  especiales  á  sus  contra- 
tos y  protegen  sus  intereses  con  los  privilegios  en  materia 
de  prelación,  de  prescripciones,  etc. 

Hemos  trazado  los  rasgos  más  salientes  de  la  fisono- 
mía que  presenta  nuestra  administración  económica,  y  de 
igual  suerte  que  no  han  cabido  en  ese  cuadro  los  des- 
arrollos y  pormenores  del  asunto,  porque  habíamos  de  limi- 
tarnos, por  decirlo  así,  al  biisto,  forzoso  será  que  á  lo  capi- 
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tal  se  reduzcan  también  nuestras  consideraciones  críticas. 

La  actitud  en  que  la  administración  de  la  hacienda  pú- 
blica se  halla  colocada,  los  elementos  de  que  se  rodea  y  las 
facultades  que  se  atribuye  imprimen  á  su  conducta  un 
sello  que,  más  bien  que  obra  de  la  equidad,  parece  desde 
luego  un  abuso  de  la  fuerza. 

Una  cosa  es  que  la  ley  civil  y  el  Código  penal  y  el  mis- 
mo procedimiento  establezcan  respecto  de  la  personalidad 
jurídica,  administración  ó  Estado,  las  variantes  que  pide 
su  naturaleza,  y  otra  cosa  es  que  los  principios  fundamen- 
tales y  absolutos  de  cada  una  d«  esas  esferas  del  derecho 
se  nieguen  ó  se  conculquen  á  nombre  de  los  interés  públi- 
cos. En  materia  de  contratos,  por  ejemplo,  el  consentí- 
miento  por  parte  de  la  administración  ha  de  prestarse  me- 
diante trámites  y  solemnidades  especiales ;  en  materia  pe- 
nal, los  delitos  que  inmediatamente  lesionan  la  propiedad 
del  Estado  y  ios  que  se  cometen  por  los  funcionarios  ad- 
ministrativos en  el  desempeño  de  su  misión  presentan  cir- 
cunstancias diferentes  de  aquellos  que  sólo  afectan  á  rela- 
ciones privadas,  y  al  tratarse  del  enjuiciamiento  es  preciso 
reconocer  la  índole  particular  que  la  administración  ofre- 
ce, ya  como  actora,  por  la  mayor  autenticidad  y  eficacia 
de  sus  derechos,  ya  como  demandada,  por  las  condiciones 
de  su  organización,  que  exige,  entre  otras  cosas,  que  se 
agote  la  vía  gubernativa  antes  de  apelar  al  juicio.  Pero 
esto  no  puede  legitimar  el  que  la  administración  haga  efec- 
tivos todos  sus  créditos  por  la  vía  de  apremio,  cuando  re- 
chaza en  absoluto  el  que  pueda  aplicarse  á  sus  demandas 
el  procedimiento  ejecutivo,  ni  que  sistemática  é  inconside- 
radamente agrave  la  penalidad  de  las  infracciones  que  la 
perjudican,  á  la  vez  que  procura  la  irresponsabilidad  de 
sus  agentes.  La  personalidad  del  Estado  reclama  una  con- 
sideración especial  en  todos  los  órdenes  del  derecho,  como 
la  tienen  la  familia ,  el  municipio ,  las  sociedades  volunta- 
rias, las  entidades,  en  fin,  que  son  distíntas  del  individuo; 
pero  nadie  menos  que  el  poder  público  puede  alegar  méri- 
tos para  que  la  especialidad  se  convierta  en  privilegio.  Los 
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privilegios  engendran  la  arbitrariedad  y  la  soberbia  en 
aquel  á  quien  se  otorgan  y  la  animadversión  en  aquellos 
que  los  sufren,  siendo  las  excesivas  franquicias,  de  que 
á  menudo  abusa  la  administración  de  la  hacienda,  causa 
muy  importante  del  escaso  respeto  y  aun  hostilidad  que 
los  ciudadanos  manifiestan  en  relación  á  los  intereses  del 
Estado. 

La  prescripción  quinquenal  de  los  créditos  contra  el 
Estado  es  también  de  las  instituciones  que  constituyen 
injustificado  privilegio.  Alégase  para  defenderle  la  necesi- 
dad de  dar  fijeza  á  la  situación  del  Tesoro  y  de  simplificar 
la  administración  y  la  contabilidad,  que  hallarían  graves 
dificultades  para  atender  á  la  liquidación  y  pago  de  los 
atrasos  por  los  largos  plazos  que  marca  la  legislación  co- 
mún para  las  prescripciones.  Descartemos  el  inconvenien- 
te de  que  el  abono  de  obligaciones  atrasadas  absorbiese 
grandes  cantidades'  de  los  ingresos  corrientes,  porque  este 
mal  se  conjuraría  sencillamente  incluyendo  los  créditos 
antiguos  en  el  presupuesto  inmediato,  y  aceptemos  en  todo 
lo  demás  el  argumento.  Si  cinco  años  es  el  plazo  que  la 
administración  y  la  contabilidad  pueden  tomar  en  cuenta 
sin  grandes  embarazos,  esto  sucederá  lo  mismo  respecto 
de  los  créditos  en  pro  que  de  los  que  resulten  en  contra 
del  Estado;  es  decir,  que  unos  y  otros  deben  prescribir  en 
igual  tiempo,  y  sin  embargo,  hemos  visto  que  la  adminis- 
tración se  reserva  un  término  de  quince  anos  para  hacer 
efectivas  las  cuotas  liquidadas  al  contribuyente,  y  no  hay 
ninguna  disposición  que  limite  su  facultad  de  liquidar  y 
exigir  débitos  atrasados.  ¿Cabe  desigualdad  más  irritante.'^ 
En  buen  hora  que  se  modifiquen  los  términos  ordinarios 
de  la  prescripción  en  lo  que  toca  al  Estado;  pero  el  más 
elemental  principio  de  equidad  exige  que  se  adopte  el  mis 
mo  criterio  en  lo  favorable  que  en  lo  adverso,  ya  que  la- 
consecuencias  para  la  fijeza  de  la  situación  del  Tesoro  y 
para  los  procedimientos  administrativos  y  de  la  contabili- 
dad son  iguales  en  uno  y  otro  caso. 

La  preferencia  que  el  Estado  atribuye  á  sus  créditos  so- 
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bre  cualquier  otro  título  que  no  sea  de  dotnin 
ó  dote,  es  del  mismo  modo  excesiva  y  sólo  pu 
se  en  la  idea  que  equivocadamente  asigna  un  ( 
soluto  á  las  necesidades  públicas,  ante  el  cual  c 
de  los  derechos  privados.  Los  bienes  del  que 
dores  son  de  éstos,  y  la  administración  debe  i 
acciones  y  colocarse  á  su  lado  en  el  concurso 
guna  diferencia  entre  los  créditos  del  Estado  y 
ticulares,  consiste  precisamente  en  que  aqué! 
sufrir  la  reducción  mejor  que  éstos. 

Cuando  la  administración  exige  el  impuest 
bución  de  los  servicios  que  presta  consultando 
social,  sus  reclamaciones  no  han  de  someterse 
miento  ordinario,  la  relación  no  es  entonces  d( 
civil,  sino  de  índole  ^:7////£a,  y  su  efectividad  h 
se  por  medios  de  carácter  administrativo,  es  d 
vo.  Asi  es  como  debe  sostenerse  la  eficacia  qu( 
hacienda  para  realizar  sus  créditos  de  aquel 
en  la  perentoriedad  y  urgencia  de  las  necesidad 
bierno.  La  deuda  que  un  particular  reclama  dt 
senta  muchas  veces  medios  que  son  indisper 
la  subsistencia  de  una  familia,  mientras  que  e 
pequeño  contribuyente  nada  significa  compar 
inmensos  recursos  de  que  la  administración  di; 
con  las  grandes  sumas  que  malgasta;  pero  ■ 
caso  es  inevitable  que  la  autoridad  pública,  ii 
haga  declaración  del  derecho,  al  paso  que  en 
es  la  misma  autoridad  la  que  demanda  y  su 
sido  declarado  por  trámites  legales.  Es,  por  c 
la  diferencia  del  título  la  que  justifica  la  diver 
procedimientos;  la  reclamación  administrativa  I 
pre  carácter  ejecutivo;  pero  no  debe  ser  la  adi 
quien  ejecute. 

Mas  la  amplitud  reconocida  á  la  acción  ad 
lleva  consigo,  de  manera  igual  que  toda  otra  í 
facultades,  una  responsabilidad  proporcionada 
nistración  despacha  ejecuciones  sobre  los  bi 
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deudores,  como  no  es  infalible  y  se  equivocará  en  muchos 
casos,  no  sólo  debe  admitir  recursos  contra  sus  actos,  sino 
que  tan  luego  como  el  error  se  ponga  en  claro,  habrá  de 
indemnizar  al  atropellado  de  todos  los  gastos,  daños  y  per- 
juicios que  haya  sufrido.  Obligar  al  ciudadano  á  que  pague 
lo  que  indebidamente  se  le  exige  sin  admitirle  la  menor 
réplica,  hacerle  entablar  una  reclamación  costosa,  larga  y 
molesta,  y  contentarse  después  que  ha  evidenciado  la  ra- 
zón que  le  asistía  con  devolverle  la  suma,  cuya  exacción 
tal  vez  desbarató  su  fortuna  ó  le  causó  grave  quebranto, 
esto  es  sencillamente  monstruoso  por  lo  inicuo.  El  poder 
público,  que  fuerza  á  los  demás  á  remediar  los  daños  que 
ocasiona,  no  puede  eximirse  de  la  indemnización  de  aque- 
llos que  él  produce.  Sin  esta  garantía,  la  propiedad  de  los 
particulares  se  halla  á  merced  de  la  administración,  y  la 
facultad  de  apremiar  impunemente  puede  convertir  un  re- 
curso legítimo  del  Gobierno  en  medio  de  opresión  intole- 
rable. 

Y  si  la  administración  no  quiere  aceptar  esa  responsabi- 
lidad por  lo  mismo  que  debiera  ser  personal  de  sus  agen- 
tes, es  necesario  entonces  limitar  la  facultad  del  apremio  á 
aquellos  contribuyentes  que  no  aleguen  las  excepciones  de 
pago,  compensación,  error  ó  vicio  en  la  demanda,  dete- 
niéndose el  procedimiento  en  el  embargo  de  bienes  respec- 
to de  los  que  se  hallen  en  este  caso,  y  abriendo  ante  los 
tribunales  ordinarios  un  juicio  ejecutivo,  que  puede  ser  su- 
marísimo  por  la  clase  de  las  pruebas  que  en  él  han  de 
practicarse.  La  sentencia  que  condenara  al  particular  le  im- 
pondría el  abono  de  los  intereses,  los  gastos  todos  del  jui- 
cio y  la  indemnización  del  daño  si  le  hubiese  apreciable 
para  la  hacienda.  Con  esto  se  evitaría  toda  oposición  teme- 
raria ó  infundada  y  se  obtendría  un  medio  práctico  de  con- 
ciliar las  facilidades  de  la  administración  con  la  garantía 
de  la  propiedad  privada. 

Poco  hemos  de  decir  acerca  de  la  jurisdicción  contencio- 
sa, porque  éste  es  asunto  propio  de  las  ciencias  que  estu- 
dian, ya  la  administración,  ya  los  procedimientos  judicia- 
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les.  Omitiremos,  pues,  una  consideración  general  de  eso 
que  se  llama  lo  contencioso-administrativo  ^,  para  indicar 
tan  sólo  que  en  el  ramo  de  hacienda  es  donde  con  más  re- 
lieve se  manifiesta  lo  anómalo  de  tal  jurisdicción;  todo 
pleito  á  que  den  lugar  la  exacción  de  los  impuestos  ó  los 
derechos  del  Tesoro  público  es  una  cuestión  de  propiedad, 
y  las  cuestiones  de  esta  índole  no  pueden  legítimamente 
sustraerse  á  la  competencia  del  poder  judicial,  al  conoci- 
miento de  los  tribunales  ordinarios.  Que  uno  de  los  litigan- 
tes sea  el  Estado,  no  cambia  la  naturaleza  del  asunto,  y  si 
respecto  de  otras  funciones  administrativas  el  tribunal  y 
los  procedimientos  especiales  quie^-en  fundarse  en  la  mate- 
ria objeto  de  la  contención,  aquí  no  es  posible  hallar  otro 
motivo  que  la  conveniencia,  harto  sospechosa,  del  Gobier- 
no. Y  ése  no  es  además  el  principio  que  se  invoca,  porque 
en  virtud  de  él  la  administración  no  debería  comparecer 
nunca  ante  los  jueces  comunes,  y  vemos  que  así  sucede 
en  muchos  casos. 

Nótese  que  la  jurisdicción  contenciosa  recae  sobre  las 
infracciones  de  ley  que  la  administración  comete  y  los  par- 
ticulares reclaman;  que  los  intereses  de  la  hacienda  se  ha- 
llan garantidos  con  la  facultad  de  apremiar  que  se  la  otor- 
ga, y  que  á  la  administración  financiera  toca  ejecutar  el 
presupuesto,  no  decidir  acerca  de  la  legalidad  de  los  actos 
y  menos  de  los  suyos  propios.  No  debe  tener,  por  consi- 
guiente, jurisdicción  civil  ni  criminal;  ha  de  resolver  guber- 
nativamente sobre  las  solicitudes  que  se  la  presenten  y  ha 
de  corregir  del  mismo  modo  fas  faltas  que  se  opongan  á  su 
gestión;  pero  tan  luego  como  llegue  el  pleito  ó  se  cometa 
el  delito^  debe  retirarse  para  dejar  libre  la  acción  del  poder 
que  tiene  á  su  cargo  la  justicia. 

Nuestra  legislación,  á  partir  de  l88i,  ha  remediado  la 


l  teresan  al  Kstado. 


*  CofUenciosO' administrativo  es  propiamente  todo  pleito  ó  liti- 
gio en  que  la  administración  figura  como  parte;  pero  lo  que  de 
hecho  se  denomina  así,  es  la  institución  que  hace  materia  adminis- 
trativa del  conocimiento  y  resolución  de  ciertas  cuestiones  que  in- 


—  637  — 

arbitrariedad  con  que  antes  se  negaba  el  recurso  conten- 
cioso en  materia  de  impuestos  indirectos,  y  la  ley  de  13  de 
Septiembre  de  1888,  con  su  reglamento  fecha  29  de  Di- 
ciembre de  1890,  reformados  en  22  de  Junio  de  1894,  que 
han  reorganizado  la  jurisdicción  contenciosa,  mejoraron 
considerablemente  sus  bases,  creando  tribunales  especiales 
y  suprimiendo  el  trámite  de  la  admisión  de  las  demandas 
por  parte  de  la  administración,  así  como  la  aprobación  que 
de  ella  misma  necesitaban  antes  las  sentencias. 

Para  concluir,  la  administración  de  la  hacienda  pública 
española,  sin  que  esto  sea  peculiar  y  exclusivo  en  ella,  ha 
tratado  más  de  robustecer  su  acción  que  de  justificarla.  Sin. 
duda  los  intereses  que  se  hallan  á  su  cargo  necesitan  de 
enérgica  defensa;  pero  la  severidad  es  tanto  más  eficaz 
cuanto  menos  tiene  de  arbitraria. 


I- 


I 


Wi 

». 


i 

r: 


III 


V  ■ 

^-  El  Tesoro  públieo. 


%  Como  sabemos  ya  por  la  Parte  general,  las  funciones 

I'  del  Tesoro  consisten  en  la  percepción  de  los  ingresos  y  el 

I  pago  de  los  gastos  públicos,  y  lo  más  importante  que  hay 

que  estudiar  en  este  ramo  es  la  manera  de  hacer  frente  al 
desnivel  que  transitoriamente  pueden  ofrecer  los  recursos 
y  las  obligaciones,  ó  sea  el  sistema  preferible  para  contraer 
la  deuda  flotante. 

La  unidad  del  Tesoro  público,  condición  necesaria  para 
que  sea  efectivo  el  presupuesto  y  pueda  someterse  á  un 
plan  ordenado  el  manejo  de  la  hacienda ,  no  se  ha  conse- 
guido sino  al  cabo  de  prolongados  y  numerosos  esfuerzos. 
Desde  principios  del  siglo  XVIII  existió  ya  una  Tesorería 
general,  destinada  á  concentrar  los  fondos  del  Estado,  y  la 
Constitución  de  1812  vino  á  hacer  de  ella  una  institución 
política,  mandando  en  el  art.  345  que  «haya  una  Tesore- 
ría general,  á  la  que  tocará  disponer  de  todos  los  produc- 
tos de  las  rentas  del  Estado».  Entre  las  repetidas  disposi- 
ciones encaminadas  más  modernamente  al  mismo  objeto, 
citaremos  la  ley  de  26  de  Mayo  de  1835,  que  consideraba 
como  defraudador  de  los  caudales  públicos  á  todo  el  que, 
no  siendo  recaudador  de  la  hacienda,  recibiere  valores  per- 
tenecientes á  ella;  la  de  4  de  Noviembre  de  1840,  que  pro- 
hibía hacer  pago  alguno  como  no  estuviera  dispuesto  por 
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el  ministro  de  Hacienda;  la  instrucción  provisional  para  la 
oiganización  del  ramo,  fecha  23  de  Mayo  de  184S;  el  real 
decreto  de  24  de  Octubre  de  1 849,  mandando  que  ingresa- 
ran material  ó  formalmente  en  el  Tesoro  público  los  pro- 
ductos íntegros  de  todas  las  rentas,  impuestos  y  derechos, 
cualquiera  que  sea  su  clase  ó  denominación;  la  instrucción 
que  para  llevar  á  cabo  esa  medida  se  dio  en  25  de  Enero 
de  1850;  lo  ordenado  en  la  ley  de  administración  y  conta- 
bilidad de  20  de  Febrero  de  ese  mismo  año,  y  finalmente, 
el  real  decreto  de  10  de  Mayo  de  185 1 ,  que  para  centrali- 
zar no  sólo  la  recaudación,  sino  la  distribución  de  fondos, 
suprimió  las  pagadurías  especiales  de  los  ministerios,  man- 
dando que  todos  los  pagos  se  hicieran  por  las  dependen- 
cias del  Tesoro  público.  Subsistieron,  á  pesar  de  todo,  las 
cajas  especiales  ó  independientes  del  ministro  de  Hacien- 
da, y  hasta  fecha  bien  reciente  han  llegado  muchas  de  ellas. 
Las  del  Consejo  de  redenciones  y  enganches,  el  fondo  de 
premios  á  la  marina  y  la  de  la  obra  pía  fueron  suprimidas 
por  la  ley  de  2  de  Agosto  de  1886,  y  todavía  quedan  algu- 
nas otras,  como  las  de  beneficencia. 

A  virtud  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870,  constituyen 
el  haber  del  Tesoro  y  se  aplican  al  pago  de  las  obligacio- 
nes del  Estado  los  productos  de  todas  las  contribuciones, 
rentas,  fincas,  valores  y  derechos  que  éste  posea.  La  suma 
de  los  caudales  públicos,  sea  cualquiera  su  origen,  se  re- 
unirá en  el  Tesoro  ó  sus  dependencias,  ingresando  en  sus 
arcas,  material  ó  virtualmente,  y  todos  los  empleados  que 
administren  algún  ingreso,  cualquiera  que  sea  su  clase, 
dependerán  del  ministro  de  Hacienda  en  todo  lo  relativo  á 
la  entrega  y  aplicación  de  los  fondos  y  á  la  rendición  de 
las  respectivas  cuentas. 

El  Consejo  de  ministros  aprueba  mensualmente  la  dis- 
tribución de  fondos  por  capítulos  del  presupuesto,  que  re- 
dactará el  de  Hacienda  por  los  pedidos  que  le  hagan  los 
demás  ministros.  Cada  ministro  ordenará  ó  dispondrá  los 
gastos  propios  de  los  servicios  correspondientes  á  su  de- 
partamento, y  el  ministro  de  Hacienda  ordenará  todos  los 
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pagos  que  hayan  de  hacerse  por  las  cajas  públicas.  Á  este 
fin  se  confiere  al  director  del  Tesoro  el  carácter  de  orde- 
nador general  de  pagos  del  Estado,  que  desempeñará  por 
delegación  del  ministro.  Habrá,  además,  los  ordenadores 
de  pagos  subalternos  que  se  consideren  necesarios,  todos 
dependientes  del  ministerio  de  Hacienda  y  nombrados  por 
él  ^.  Los  ordenadores  de  pagos  serán  responsables  de  los 
que  indebidamente  dispongan,  á  menos  de  que  obren  por 
mandato  del  ministro  de  Hacienda. 

La  ley  de  12  de  Junio  de  1888  confió  al  Banco  de  Espa- 
ña, por  términp  de  cinco  años,  el  servicio  de  caja  del  Es- 
tado, y  en  su  virtud,  el  decreto  de  13  del  mismo  mes  su- 
primió las  tesorerías  y  creó  en  su  lugar  depositarías-paga- 
durías^ encargadas  de  custodiar  la  cartera  del  Tesoro  y  los 
talonarios  de  la  cuenfa  corriente  que  se  lleva  con  el  Banco* 

Tiempo  hacía  ya  que  este  establecimiento  era  de  hecho 
el  cajero  del  Estado,  porque  desde  1867  recaudaba  las  con- 
tribuciones directas,  y  una  real  orden  de  25  de  Noviem- 
bre de  1883  había  dispuesto  que  las  tesorerías  no  conser- 
vasen más  cantidades  que  las  indispensables  para  aten- 
der á  los  pagos  inmediatos,  entregando  todos  los  demás 
fondos  al  Banco;  pero  en  1888  se  buscó  el  medio  de  dar 
á  la  deuda  flotante  una  mayor  amplitud  y  nuevas  formas, 
y  éstos  fueron  realmente  los  propósitos  del  convenio  cele- 
brado por  el  Gobierno  con  el  Banco,  que  aprobó  la  leyan- 
tcs  citada.  No  se  procuraron  la  sencillez  de  la  administra- 
ción, la  mejora  de  la  contabilidad,  la  perfección  del  servi- 
cio, ni  la  economía  en  el  presupuesto  de  gastos;  todo  esto  { 

I. 

era  secundario  y  el  ministro  autor  de  la  medida  lo  dijo  fran- 
camente al  proponerla;  su  principal  objeto  estaba  en  con- 
seguir que  durante  cinco  años  el  Banco  de  España  tuviera 
abierto  al  Estado  un  crédito  por  el  valor  de  todo  su  capi- 
tal más  el  fondo  de  reserva,  con  el  compromiso  de  am- 


'  Conforme,  á  la  ley  de  presupuestos  de  1890,  el  nombramiento 
de  los  ordenadores  de  Guerra  y  Marina  se  hace  á  propuesta  de  los 
ministros  de  estos  ramos. 
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pliarle  hasta  el  total  á  que  llegara  la  deuda  flotante,  y  que 
resultase  módico  el  interés  de  ese  préstamo.  El  servicio 
del  Tesoro  se  dio  al  Banco  en  compensación  de  las  obliga^ 
dones  que  contrata.  Se  trataba,  pues,  no  de  una  organiza- 
ción de  la  Tesorería,  sino  de  un  sistema  de  deuda  flotan- 
te, y  así  es  como  interesa  considerar  la  relación  estableci- 
da entre  la  Hacienda  y  el  Banco  de  España. 

La  deuda  flotante,  cuyas  vicisitudes  retratan  bien  las 
angustias  y  desaciertos  que  hay  en  nuestra  historia  finan- 
ciera, ha  contribuido  á  ellos  por  su  parte,  ha  sido  por  la 
manera  de  contratarla  uno  de  tantos  elementos  de  pertur- 
bación y  ha  revestido  entre  nosotros  todas  las  formas  po- 
sibles. Principiaron  á  usarse  para  este  objeto  á  fines  del  si- 
glo XVIII  los  vales  reales^  que  no  eran  sin  ounos  billetes 
del  Tesoro ,  muy  bien  recibidos  durante  algún  tiempo  y 
desprestigiados  luego,  cuando  se  los  multiplicó  con  exceso 
y  dejaron  de  pagarse.  Se  apeló  después  á  los  giros  sobre 
provincias  y  Ultramar,  y  tal  abuso  se  hizo  de  ellos,  que 
contribuyeron  m\xcho  aX  corte  de  cuentas  át  1828.  Parece 
que  tan  radical  medida  debía  haber  desahogado  la  hacien- 
da para  mucho  tiempo;  pero  en  1834  el  ministro  Balleste- 
ros no  podía  ya  conllevar  la  deuda  flotante  y  emitió  para 
sostenerla  unos  billetes  con  prima  y  úq  vencimiento  fijo.' 
Las  necesidades  de  la  guerra  civil  agravaron  la  situación 
del  Tesoro  y  embrollaron  su  manejo.  Emitiéronse  enton- 
ces para  pagar  á  los  contratistas  del  ejército  obligaciones, 
que  debían  ser  recibidas  en  pago  de  los  derechos  de  adua- 
nas, y  en  1 844  D.  Alejandro  Mon  convirtió  una  gran  can- 
tidad de  deuda  flotante  en  consolidada  al  3  por  100. 

El  Sr.  Bravo  Murillo  planteó,  con  la  ley  de  5  de  Agosto 
de  185 1,  el  sistema  que  ha  venido  siguiéndose  hasta  1870. 
Decía  así  el  art.  2.*":  «Para  aplazar  su  definitivo 'pago — el 
de  la  deuda  flotante— é  irla  extinguiendo,  según  lo  permi-' 
tan  las  rentas  del  Estado,  el  Gobierno  podrá  valerse  de  los 
medios  ordinarios  del  crédito,  emitiendo  billetes,  descontan* 
do  pagarés  y  negociando  giros  á  los  plazos  que  juzgue- 
oportunos.  En  el  presupuesto  anual  de  gaótós  séldóncede-- 

41 
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rán  al  Gobierno  los  créditos  necesarios  para  subvenir  álós 
quebrantos,  que  estas  operaciones  ocasionen  al  Tesoro» ► 
Y  el  art.  3.**  declara  que  los  billetes,  pagarés  y  giros  del 
Tesoro  serán  deuda  preferente  á  cualquiera  otra  en  los 
días  de  su  vencimiento;  tendrán  como  especialmente  hipo- 
tecadas todas  las  rentas  públicas  y  serán  protestables  como 
las  letras  de  cambio. 

El  billete  era  el  primer  medio  que  la  ley  establecía,  y 
sin  embargo,  en  la  práctica  era  el  que  menos  se  usaba;  en 
cambio  los  giros,  colocados  en  último  término,  se  emplea- 
ron con  frecuencia.  La  explicación  de  esto  consiste  en  que 
las  operaciones  del  Tesoro  se  hallaban  monopolizadas  por 
unos  cuantos  banqueros,  qué  imponían  los  giros  porque 
les  eran  más  provechosos.  Algunos  ministros  intentaron 
sacudir  ese  yugo,  y  al  efecto  creó  el  Sr.  Bravo  Murillo 
en  1852  la  Caja  de  depósitos,  y  D.  Pascual  Madoz  quiso 
modificar  los  procedimientos  que  se  seguían  en  los  con- 
tratos con  el  Banco  de  España;  pero  sus  buenos  deseos  se 
estrellaron  con  la  urgencia  de  las  necesidades  y  el  escaso 
desarrollo  del  crédito  público. 

La  Caja  de  depósitos  se  creó  á  imitación  de  la  francesa 
de  consignaciones  y  depósitos.  El  deseo  de  proporcionar 
un  asilo  seguro  y  un  empleo  útil  á  los  depósitos,  que  exis- 
tían sin  aplicación  ninguna  en  varias  cajas  del  Estado  y 
en  manos  de  particulares,  procedentes  de  litigios,  fianzas 
de  empleados,  garantías  de  contratos  con  la  administra- 
ción, etc.,  se  dijo  que  era  el  fundamento  de  la  creación  de 
la  Caja.  Y  en  efecto,  esta  idea  pudo  muy  bien  cohonestar- 
la, porque  es  buena  y  conveniente  para  todos.  La  concen- 
tí'ación  de  esos  fondos,  diseminados  á  la  ventura  y  nece- 
sariamente ociosos,  en  un  departamento  especial,  favorece 
á  los  interesados  en  ellos,  porque  adquieren  la  garantía 
del  Estado  y  perciben  un  interés  de  capitales  que  estaban 
antes  muertos  por  completo,  y  es  también  útil  al  Tesoro, 
que  encuentra  por  este  medio  recursos  disponibles  á  un 
precio  mucho  más  bajo  que  el  del  mercado.  Pero  esto  no 
era  más  que  una  parte  del  pensamiento;  la  otra  se  revela 
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en  el  art.  5.**  del  real  decreto  de  29  de  Septiembre  de  1852, 
cuando  establece  que  además  de  los  depósitos  judiciales  y 
administrativos,  que  eran  obligatorios,  ingresarán  en  ella 
los  voluntarios,  es  decir,  todos  los  fondos  que  se  presenta- 
sen. Todavía  dentro  de  ciertos  límites,  concediendo  sólo 
un  módico  interesa  los  depósitos  voluntarios,  puede  acep- 
tarse este  sistema,  porque  es  la  manera  de  utilizar,  con 
general  provecho,  los  fondos  ^  de  reserva  que  guardan  los 
comerciantes  y  todos  los  que  por  cualquier  circunstancia 
sean  momentáneamente  estériles;  mas  si,  como  se  ha  he- 
cho en  España,  el  interés  se  eleva  y  se  atraen  grandes  ca- 
pitales, la  institución  se  desnaturaliza  y  pierde  todas  sus 
condiciones  favorables. 

Aunque  desde  el  primer  momento  las  sumas  acumula- 
das en  la  Caja  ascendieron  á  una  cantidad  considerable,  no 
eran  suficientes  para  las  necesidades  del  Tesoro,  y  se  trató 
de  dar  mayor  ensanche  á  sus  operaciones  por  real  decreto 
de  29  de  Julio  de  1833,  autorizándola  para  recibir  canti- 
dades en  cuenta  corriente  con  interés,  y  permitiendo  llevar, 
á  ella  los  fondos  de  las  cajas  de  ahorros  De  esta  suerte,  y 
por  medio  de  subidas  en  el  interés,  llegó  á  reunirse  en  la 
Caja  de  depósitos  una  masa  de  capitales  hasta  de  2.000 
millones  de  reales  en  efectivo. 

El  primitivo  objeto  de  la  Caja  y  su  índole  verdadera 
fueron  olvidados  para  convertirla  en  una  especie  de  Banco 
del  Estado,  que  atraía  los  capitales  con  grandes  facilidades 
y  pingües  beneficios  ^. 

Los  males  de  semejante  sistema  son  fáciles  de  apreciar. 
La  Caja  de  depósitos  absorbía  una  gran  parte  del  capital 
circulante  del  país,  que  en  vez  de  alimentar  la  industria, 
se  convertía  en  un  gravamen  exorbitante  del  presupuesto, 
tanto  más  cuanto  que  era  indefinido,  porque  teniendo  fa- 
cultad el  ministro  de  Hacienda  para  subir  y  bajar  el  inte 
res,  podía  obtener  todos  los  recursos  que  quisiera  y  hacer 


^     En  1866  la  caja  pagaba   hasta  el  9  por  100  á  los  depósitos  éc 
UB  año. 


fK 


B'-yr^ 


^'>: 


—      644      — 

la  deuda  flotante  tan  grande  como  le  pareciese.  Además, 
organizada  así  la  Caja,  era  una  amenaza  constante;  admi- 
tiendo cuentas  corrientes  y  depósitos  á  cortos  plazos,  es- 
taba en  continuo  peligro  de  numerosas  demandas  de  reem- 
bolso, que  no  podía  satisfacer  porque  entregaba  sus  fondos 
al  Tesoro,  y  existía  siempre  la  exposición  de  que  una  alar- 
ma cualquiera,  un  pánico  inmotivado,  diese  lugar  á  un 
conflicto  de  temibles  consecuencias  para  el  crédito  público 
y  los  intereses  privados. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  el  Sr.  Figuerola 
creyó  fundadamente  que  su  primer  deber  como  ministro 
revolucionario  era  modificar  la  organización  de  la  Caja 
de  depósitos,  y  en  su  arreglo  pensó  antes  que  en  ninguna 
otra  medida  financiera. 

La  Junta  superior  revolucionaria  había  acordado  ya  en 
i.°  de  Octubre  de  1868  que  cesase  de  funcionar  la  Caja;  la 
devolución  de  los  depósitos  en  efectivo  no  podía  realizar- 
se por  la  falta  absoluta  de  recursos;  el  empréstito  de  los 
.  200  millones  de  escudos  en  bonos  del  Tesoro,  destinado 
principalmente  á  evitar  la  liquidación  de  aquel  estableci- 
miento, no  produjo  lo  necesario,  y  el  conflicto  seguía  ha- 
ciendo imposible  la  gestión  de  la  hacienda  y  la  marcha  del 
Gobierno.  Por  decreto  de  1 5  de  Diciembre  de  aquel  mismo 
año,  el  Sr.  Figuerola  dispuso  la  conversión  de  los  resguar- 
dos en  bonos  al  Sopor  100,  á  voluntad  de  los  imponentes, 
ó  el  aplazamiento  del  reembolso  y  la  separación  completa 
entre  el  Tesoro  y  la  Caja. 

La  ley  de  8  de  Junio  de  1870  estableció  nuevas  bases 
para  la  deuda  flotante,  que  debía  consistir  en  billetes  del 
Tesoro  con  vencimientos  de  cuatro,  ocho,  doce  y  diez  y 
ocho  meses  fecha  é  interés  de  6  por  100  anual  abonado  por 
trimestres;  mas  el  Sr.  Moret,  que  poco  después  entró  en  el 
ministerio  de  Hacienda,  insistiendo  en  la  misma  idea,  cam- 
bió algo  sus  pormenores,  y  una  vez  aceptado  su  proyecto, 
la  ley  de  3 1  de  Diciembre  del  mismo  año  mandó  que  el  in- 
terés de  los  billetes  fuese  de  12  por  100  anual  y  sus  ven- 
cimientos á  tres,  seis,  nueve,  quince  y  diez  y  ocho  meses, 


n 
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debiendo  recibirse  después  de  vencidos  por  todo  su  valor 
nominal  en  pago  de  la  tercera  parte  de  cualesquiera  con- 
tribuciones y  rentas  públicas,  y  como  dinero  efectivo  para 
las  fianzas  y  depósitos.  Emitiéronse  loo  millones  de  pese- 
tas en  billetes  de  esa  clase  el  1 7  de  Enero  de  1 87 1;  pero  como 
ni  los  intereses  ni  los  vencimientos  se  pagaron  con  pun- 
tualidad, no  se  consiguió  extender  su  circulación,  y  el  Te 
soro  siguió  sus  negociaciones  con  el  Banco  de  España  y 
con  los  particulares,  descontando  letras  y  pagarés,  si  bien 
tenía  ya  que  dar  en  garantía  de  esos  anticipos  títulos  de  la 
deuda  consolidada  y  recibir  como  parte  del  efectivo  venci- 
mientos del  Tesoro,  cupones,  valores,  amortizados,  etc.  La 
ley  de  28  de  Febrero  de  1873  volvió  á  establecer  que  la 
deuda  flotante  estaría  representada  por  billetes,  giros,  pa- 
garés y  préstamos,  según  conviniera  á  los  intereses  públi- 
cos; y  como  todos  esos  medios,  además  de  ruinosos,  eran 
insuficientes,  hubo  que  acudir  á  otros  de  mayor  efecto. 

En  15  de  Enero  de  1874  la  Caja  de  depósitos,  suprimi- 
da por  el  Gobierno  de  la  república,  se  restableció  con  la 
organización  que  antes  tenía,  y  desde  entonces  recibe  de- 
pósitos voluntarios  en  efectos  públicos  y  los  necesarios  en 
dinero,  á  los  que  abona  el  interés  de  4  por  100  al  año,  con- 
forme á  la  ley  de  presupuestos  de  1893  ^. 

El  real  decreto  de  19  de  Marzo  de  1874  confirió  al  Ban- 
co de  España  el  monopolio  de  la  emisión  de  billetes,  impu- 
so la  fusión  ó  la  liquidación  á  los  Bancos  de  provincias, 
autorizó  á  aquel  establecimiento  para  admitir  depósitos  vo- 
luntarios, necesarios  y  judiciales,  y  el  Gobierno  recibió 
como  precio  de  tales  mercedes  un  anticipo  de  125  millones 
de  pesetas.  Poco  después,  sin  embargo,  por  decreto  de  26 
de  Junio,  se  prorrogaron  forzosamente  por  tres  meses  los 
vencimientos  de  todas  las  letras  y  pagarés  emitidos  por  el 
Tesoro,  como  ya  se  había  hecho  en  1873. 

El  ministro  Sr.  Salaverría,  hallando  en  T875  que  eran 
imposibles  algunos  y  estaban  desprestigiados  todos  los  me- 


Véase  lo  dicho  en  la  pág.  333  de  este  mismo  tomo. 
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dios  de  conllevarla  deuda  flotante, que  venían  empleándose, 
buscó  uno  nuevo  y  creyó  encontrarle  en  giros  ó  delegacio- 
nes á  cargo  del  Banco  de  España  sobre  la  mitad  de  las  su- 
mas, que  al  vencimiento  debía  éste  haber  hecho  efectivas 
como  producto  de  las  contribuciones  que  recaudaba.  El  re- 
curso, que  se  puso  en  práctica  por  decreto  de  i  !*  de  Junio 
de  aquel  año,  es  bueno,  sin  duda,  porque  es  el  más  natu- 
ral y  económico;  pero  tiene  el  inconveniente  de  que  su  lí- 
mite es  muy  reducido  y  sólo  puede  prestar  una  pequeña 
parte  del  servicio  necesario.  Así  vemos  que  en  1 1  de  Agos- 
to siguiente  se  manda  recoger  los  billetes  del  Tesoro  y  se 
autoriza  la  emisión  de  1.500  millones  de  pesetas  en  deuda 
consolidada  para  garantía  de  anticipos,  y  que  al  mismo 
tiempo  se  utiliza  todo  lo  que  puede  venir  en  ayuda  del  Te- 
soro. 

A  este  pensamiento  respondió  el  atribuir  al  Banco  Hipo- 
tecario el  carácter  de  exclusivo  por  decreto  de  24  de  Julio 
de  ese  mismo  año;  pues  si  bien  se  alegaron  otras  razones 
para  justificarla,  el  verdadero  sentido  y  objeto  de  la  dispo- 
sición están  en  el  siguiente  párrafo  con  que  concluye  su 
preámbulo:  «Bueno  será,  dice,  que  además  del  auxilio  que 
le  presta  el  Banco  de  España,  pueda  contar  el  Tesoro  con 
el  que  en  su  respectiva  esfera  le  dé  el  Banco  Hipotecario, 
relacionado  con  otros  establecimientos  importantes  del  ex- 
tranjero, y  del  cual  obtendrá  desde  luego  un  adelanto  de  fon- 
dos considerable. » 

Otro  anticipo  se  consiguió  por  medio  del  arriendo  de  los 
productos  del  timbre. 

En  los  años  de  1876,  78  y  79  se  emitieron  los  valores 
amortizables  de  que  ya  tenemos  noticia  por  cerca  de  mil 
millones  de  pesetas,  para  extinguir  deuda  flotante,  y  en  188 1 
el  Sr.  Camacho  hubo  de  convertir  en  el  4  por  100  una  suma 
de  igual  naturaleza  por  valor  de  más  de  250  millones  de 
pesetas.  Los  sobrantes  que  dejó  esa  operación  y  el  momen- 
táneo equilibrio  que  logró  dar  al  presupuesto  el  Sr.  Cama- 
cho extinguieron  por  breve  espacio  la  deuda  flotante,  cosa 
nueva  en  la  historia  de  nuestra  Hacienda;  pero  el  déficit 
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volvió  muy  pronto;  aquellos  recursos  se  agotaron  y  la  deu- 
da flotante  reapareció  en  1884  y  volvió  á  contraerse  por 
letras  sobre  provincias  á  favor  del  Banco  y  obligaciones  del 
Tesoro  negociadas  por  el  mismo  establecimiento. 

Ya  hemos  visto  cómo  en  1888  el  Banco  se  comprome- 
tió á  cubrir  durante  cinco  años  todas  las  obligaciones  del 
Estado;  antes  de  liquidarse  aquel  convenio  se  pactó,  en  24 
de  Junio  de  1893,  que  la  deuda  á  favor  del  Banco  se  abo- 
nada en  el  año  económico  de  1893-94,  y  entre  tanto  seguí  ■ 
ría  encargado  de  la  tesorería^  abriendo  al  Estado  un  cré- 
dito de  50  millones,  y  otra  vez,  por  ley  de  26  de  Junio  de 
1894,  se  sancionó  la  prórroga,  durante  cinco  años,  del  con- 
cierto para  el  servicio  de  tesorería  que  había  de  seguir  des- 
empeñado por  el  Banco  \  concediendo  al  Estado  un  crédito 
de  hasta  75  millones  en  cada  uno  de  esos  años.  En  aquella 
fecha  las  obligaciones  del  Tesoro  entregadas  al  Banco  en 
pago  de  sus  anticipos  ascendían  ya  á  333  millones. 

Para  atender  á  las  necesidades  de  la  guerra  se  emitie- 
ron en  los  años  de  1896,  97  y  98,  según  dijimos  al  escri- 
bir la  historia  de  la  deuda,  primeramente  800  millones  de 
pesetas  en  obligaciones  de  aduanas,  luego  delegaciones 
sobre  las  rentas  por  valor  de  225  millones,  y  por  último, 
2.000  millones  del  4  por  100  consolidado  para  servir  de 
garantía  á  los  préstamos  al  Tesoro. 

Mas  como  todo  eso  no  bastaba,  la  ley  de  17  de  Mayo  de 
1898  preparó  la  extensión  de  las  operaciones  con  el  Ban 
co,  y  el  decreto  de  9  de  Agosto  siguiente  le  autorizó  para 
elevar  hasta  2.500  millones  la  circulación  de  los  billetes. 
Hizo  el  Banco  grandes  anticipos  sobre  pagarés  del  minis- 
terio de  Ultramar  y  abrió  un  crédito  de  50  millones  para 
la  deuda  flotante  de  esa  misma  procedencia;  se  prorrogó 
hasta  fin  de  Junio  de  1900  el  convenio  de  1894;  conforme 
á  la  ley  fecha  2  de  Agosto  de  1895  y  convenio  del  mismo 
día,  se  redujo  á  2.000  millones  el  máximum  de  la  circula- 


*     El  reglamento  para  la  ejecución  de  ese  servicio  lleva  la  misma 
fecha  del  26  de  Junio  de  1894. 
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ción  fiduciaria,  y  el  Banco  se  obligó  á  rebajar  al  2  i|2 
por  IDO  el  interés  que  percibe  por  los  pagarés  y  crédito  de 
Ultramar,  y  á  abrir  una  nueva  cuenta  de  100  millones 
para  la  deuda  flotante  de  igual  origen  que  fuera  necesario 
contraer,  y  finalmente,  en  26  de  Diciembre  de  1899  se 
renovó  el  convenio  de  tesorería  hasta  fin  de  1904. 

De  esta  suerte,  el  Banco  de  España,  que  para  obtener  la 
prórroga  de  su  monopolio  hasta  192 1  hubo  de  entregar  al 
Estado  los  150  millones,  que  forman  su  capital,  tiene  ade- 
más ahora  (balance  de  14  de  Septiembre  de  1 901)  otros 
créditos  contra  el  Tesoro  por  valor  de  i  .067  millones  de 
pesetas,  siendo  de  advertir  que,  merced  á  la  favorable  liqui 
dación  de  los  últimos  presupuestos,  resulta  á  favor  del  Es- 
tado un  saldo  de  loi  millones  en  la  cuenta  corriente  de  teso- 
rería, por  los  cuales  cobra  un  interés  del  3  por  ico,  mientras 
que  por  aquella  otra  suma  sólo  abona  al  Banco  el  2  ip. 

Recogidas  las  obligaciones  del  Tesoro  por  deuda  flotan-  J 

te  de  la  Península,  mediante  su  conversión  al  5  por  loa  ! 

amortizable,  la  Gaceta  del  7  de  Julio  de  1900,  al  dar  cuen- 
ta de  esa  liquidación,  añadió  por  medio  de  una  nota:  Qtte- 
da  extinguida  la  deuda  flotante  del  Tesoro,  [Lástima  gran- 
de que  no  sea  cierta  situación  tan  envidiable  y  desacos- 
tumbrada! ^Pues  qué  son  los  920  millones  de  pagarés  de 
Ultramar  que  hay  en  el  Banco,  los  25  cedidos  al  Hipo-  * 

tecario,  los  149  ya  gastados  de  la  cuenta  de  crédito  y  el  • 

saldo  de  la  Caja  de  depósitos,  que  se  acercará  á  otros  100  { 

millones?  Pase  el  que  no  se  cuenten  entre  esos  débitos  los 
150  millones  del  anticipo  del  Banco  y  aun  el  que  tiene  he- 
cho la  Tabacalera,  porque  no  son  reintegrables  en  totali- 
dad hasta  192 1;  pero  aquellas  cantidades  son  verdadera  é 
indiscutible  deuda  flotante  ^.  Y  si  la  hay  y  es  tan  enorme 
que  importa  bastante  más  que  un  presupuesto,  ¿por  qué 
no  se  da  noticia,  como  manda  la  ley,  de  sus  oscilaciones 
mensuales? 


'     Las  obligaciones  sobre  aduanas  no  son,  en  realidad,  deuda 
flotante;  pero  se  les  atribuye  también  ese  carácter. 
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La  intimidad  de  relaciones  entre  el  Banco  y  el  Tesoro 
no  es  un  hecho  de  actualidad,  sino  muy  antiguo  en  nues- 
tra historia.  El  Banco  de  San  Carlos,  como  el  de  San  Fer- 
nando, hoy  de  España,  se  establecieron  más  bien  en  auxi- 
lió del  Tesoro  que  para  el  servicio  general  del  crédito,  y  á 
medida  que  han  crecido  las  necesidades,  han  sido  mayores 
las  concesiones  mutuas;  el  Banco  ha  invertido  siempre 
grandes  sumas  en  la  deuda  flotante,  desatendiendo  al  co- 
mercio, forzando  la  circulación  de  billetes,  desequilibrando 
su  cartera  y  exponiéndose  con  tal  conducta  á  serios  com- 
promisos; mas  los  Gobiernos  han  aumentado  también  la 
protección  al  Banco  hasta  donde  ha  sido  necesario  y  han 
detenido  ó  hecho  imposibles  las  justas  reclamaciones  de  sus 
acreedores,  que  muchas  veces  han  sufrido  el  descuento  de 
los  billetes  mientras  los  accionistas  se  distribuían  pingües 
dividendos. 

Desde  1874,  esto  es,  desde  que  obtuvo  el  privilegio  el 
Banco  de  España,  ha  acentuado  cada  vez  más  su  condición 
de  Banco  del  Estado. 

Esa  conducta  del  Banco  no  sólo  es  peligrosa  para  él  y 
causa  muy  influyente  de  la  crisis  monetaria,  cuyas  propor- 
ciones son  ya  verdaderamente  graves,  sino  que  además 
atribuye  á  ese  establecimiento  una  gran  responsabilidad  en 
los  desórdenes  de  la  hacienda  pública,  porque  los  Gobier- 
nos se  habrían  visto  precisados  á  contener  el  exceso  de  sus 
gastos,  si  el  Banco  no  les  hubiese  dado  tantas  facilidades 
para  sostenerle. 

Justo  es  reconocer  que  el  Banco  ha  hecho  servicios  muy 
estimables,  que  gracias  á  él  han  podido  salvarse  las  gran- 
des dificultades  creadas  por  las  guerras  últimas,  sin  las  in  • 
moralidades  y  la  ruina  que  hubiera  producido  la  necesidad 
de  negociar  en  plaza  por  medio  de  letras  y  pagarés  los  enor' 
mes  anticipos  recibidos;  mas  aparte  de  que  esos  auxilios 
del  Banco,  dadas  las  condiciones  en  que  se  prestaban,  han 
resultado  algo  caros,  no  pueden  pedirse  ni  otorgarse  de 
continuo,  sino  por  excepción  y  de  un  modo  pasajero,  so 
pena  de  que  se  desnaturalicen  á  un  tiempo  el  régimen  de 
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la  hacienda  y  la  existencia  de  un  establecimiento  de  in- 
fluencia decisiva  sobre  el  crédito  general  y  la  riqueza  pú- 
blica. 

Al  presente  el  Banco,  que  como  hemos  visto  entregó  su 
capital  al  Estado  y  tiene  contra  él  créditos  por  i  .067  mi- 
llones, guarda  además  en  su  cartera  otros  369  millones  de 
pesetas  en  deuda  consolidada  del  4  por  100,  cuando  el  des- 
cuento de  efectos  comerciales  sólo  importa  196;  ha  emiti- 
do billetes  por  1.620  millones,  y  el  metálico  en  sus  cajas 
está  reducido  á  778  millones,  de  ellos  428  en  plata.  ¿Es 
propia  esa  situación  de  un  Banco  mercantil,  ni  tampoco  de 
un  establecimiento  cuyos  billetes  son,  con  una  plata  de- 
preciada, el  único  instrumento  de  circulación  que  existe  en 
el  país?  ¿Cómo  no  han  de  influir  esos  hechos  en  el  precio 
de  nuestros  cambios  con  el  extranjero?  Combátese  el  exce- 
so de  la  circulación  fiduciaria,  sin  reparar  en  que  un  Ban- 
co puede  emitir  billetes  indefinidamente  y  sin  peligro  algu- 
no, siempre  qne  lo  haga  en  las  condiciones  naturales  y  con 
las  garantías  necesarias;  el  mal  consistirá  en  que  los  bille- 
tes no  tengan  un  valor  sólido  y  efectivo. 

Ello  es  que  en  España  se  han  empleado  todos  los  me- 
dios á  que  se  puede  acudir  para  contraer  deuda  flotante  y 
los  resultados  han  sido  siempre  los  mismos.  La  deuda  flo- 
tante no  debe  tener  más  objeto  que  la  realización  del  pre- 
supuesto; cuando  éste  se  hace  de  modo  que  es  imposible 
se  cumpla,  aquélla  tendrá  que  desnaturalizarse  también,  y 
desde  el  momento  en  que  la  deuda  flotante  sirve  para  en- 
tretener el  déficit  continuo,  ya  no  hay  procedimiento  algu- 
na capaz  de  evitar  que  vaya  periódicamente  á  sumarse  con 
el  capital  de  la  deuda  consolidada.  Sin  embargo,  el  siste 
ma  que  ahora  prevalece  de  convertir  el  billete  de  Banco 
en  instrumento  de  deuda  flotante  es  peligroso,  ocasiona- 
do á  los  males  que  sentimos  en  el  crédito  y  en  la  circula- 
ción monetaria,  y  sólo  debe  emplearse  por  excepción  y  con 
la  mayor  prudencia. 

Nivélense  de  una  vez  los  presupuestos,  y  la  deuda  flo- 
tante se  arreglará  por  sí  misma:  el  Banco  se  colocará  á  la 
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distancia  en  que  debe  hallarse  del  Tesoro;  no  habrá  que 
sufrir  la  codicia  de  los  capitalistas,  ni  acudir  á  los  pagarés 
con  garantías  é  intereses  onerosísimos,  y  se  podrá  hacer 
uso  de  los  billetes  del  Tesoro  con  módico  interés,  que  ten- 
drán aceptación  cuando  merezcan  crédito. 


IV 


Contabilidad  de  la  hacienda  pública. 


Durante  la  Edad  Media  participó  la  contabilidad  del  ca- 
rácter de  la  hacienda,  y  se  distinguía  entre  la  del  rey  y  la 
de  las  Cortes.  El  rey  tenía  un  mayordomo  que  por  orden 
suya  verificaba  la  recaudación,  valiéndose  de  los  cogedo- 
res de  tributos^  y  hacía  los  pagos  con  los  gastadores  ó  des- 
penseros  para  formar  la  data  ó  albalá.  Por  su  parte,  las 
Cortes  tenían  otro  mayordomo  con  agentes  subalternos,  y 
nombraban  los  procuradores  para  que  dirigiesen  sus  ope- 
raciones. 

Aragón,  más  adelantado  en  todas  las  instituciones  que 
Castilla,  conoció  antes  que  ésta  una  verdadera  contabili- 
dad. Un  magistrado,  denominado  bayle  general^  jefe  de 
otros  bayles  particulares,  tenía  allí  á  su  cargo  la  recauda- 
ción de  impuestos  y  el  pago  de  los  gastos,  y  otro  funcio- 
nario, el  maestre  racional^  llevaba  las  cuentas  por  el  siste- 
ma de  debe  y  haber. 

Los  Reyes  Católicos,  por  las  ordenanzas  de  1476,  esta- 
blecen ya  un  principio  de  organización.  El  mayordomo  del 
rey  recibe  atribuciones  que  le  asemejan  á  un  ministro  de 
Hacienda:  ordena  los  pagos,  tiene  facultades  para  exigir 
cuentas  á  los  recaudadores  y  nombra  los  lugartenientes 
que  han  de  representarle  en  las  provincias.  A  su  lado  es- 
taban los  contadores  mayores,  que  formaban  un  cuerpo 
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de  cuatro  miembros  é  intervenían  en  la  gestión  de  la  ha- 
cienda, dedicándose  dos  á  presidir  la  administración  de  los 
caudales  públicos  y  otros  dos  á  dirigir  la  contabilidad, 
examinando  las  cuentas  que  rendían  todos  los  subalter- 
nos; reunidos  los  cuatro  constituían  un  tribunal  especial 
de  hacienda. 

Multitud  de  disposiciones  se  dictaron  por  los  monarcas 
de  la  casa  de  Austria  para  variar  este  orden  de  cosas.  Fe- 
lipe II  modificó  las  atribuciones  de  los  contadores,  creó 
luego  el  Consejo  de  Hacienda  y  la  Contaduría  mayor  para 
que  reemplazase  á  aquéllos,  y  estableció  el  Tribunal  de 
oidores  para  fallar  los  pleitos  graves  de  hacienda;  pero  las 
cédulas  y  ordenanzas  de  este  monarca  y  sus  sucesores  no 
hicieron  más  que  cambios  accidentales,  que  dejaban  intac- 
ta la  esencia  del  sistema. 

El  hecho  más  notable  de  esta  época  es  lo  sucedido  con 
la  comisión  de  Millones.  Componíase  ésta  de  unos  cuan- 
tos procuradores  que  designaban  las  Cortes  para  que  lle- 
vasen la  cuenta  de  lo  que  entregaban  al  rey  los  pueblos,  y 
fué  siempre  mal  mirada  por  aquél,  cuyos  actos  fiscalizaba 
hasta  cierto  punto.  Carlos  Vj  á  quien  molestaba  más  por- 
que constituía  un  estorbo  á  sus  inmensos  gastos,  se  de- 
claró abiertamente  en  contra  suya,  y  principió  á  sostener 
para  derribarla  una  lucha  que  continuaron  sus  sucesores, 
especialmente  Felipe  II.  Quiso  este  monarca  acabar  con  la 
comisión  de  Millones,  refundiéndola  en  el  Consejo  de  .Ha- 
cienda; pero  ella  se  resistió  y  venció  al  rey  en  un  pleito, 
conservando  su  independencia  hasta  1658,  en  que  las  Cor- 
tes accedieron  á  la  petición  del  rey,  y  la  comisión  pasó  á 
formar  parte  del  Consejo  con  el  nombre  de  Sala  de  Mi- 
llones. 

Los  Borbones  traen  la  centralización,  y  la  contabilidad, 
tomando  un  carácter  puramente  administrativo,  continúa 
muy  imperfecta  y  dirigida  por  el  Consejo  de  Hacienda.  El 
superitendente  general  de  Hacienda  asumió  todas  las  atri- 
buciones y  entendía  en  la  administración  y  contabilidad, 
teniendo  á  sus  órdenes  las  direcciones  de  las  rentas  y  la 
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contaduría  general.  La  Sala  de  Millones,  vencida  el  año 
1764  en  una  competencia  con  las  Salas  de  Justicia  del 
Consejo,  quedó  anulada  y  perdió  toda  su  importancia  como 
institución  política  y  principio  de  la  contabilidad  legis- 
lativa. 

Dictáronse  posteriormente  varias  instrucciones  para  este 
ramo,  siendo  la  más  interesante  de  todas  ellas  la  de  9  de 
Octubre  de  1/99,  que  organizó  el  servicio  de  intervenciány 
establecido  ya  en  1 788,  para  físcalizar  todos  los  ingresos 
y  ios  pagos  por  medio  de  los  contadores  y  comprobar  sus 
libros  con  los  de  caja,  en  que  se  anota  el  movimiento  de 
fondos. 

Hemos  visto  ya,  al  hablar  del  presupuesto,  lo  que  en 
materia  de  contabilidad  legislativa  hicieron  las  Cortes  de 
Cádiz  y  los  ministros  Garay  y  Ballesteros;  concretándonos 
ahora  á  la  contabilidad  administrativa  y  judicial,  citaremos 
la  creación  en  1 8 19  de  la  Contaduría  general  del  reino,  en 
que  se  refundieron  las  de  valores,  distribución  y  millones; 
el  restablecimiento  en  1822  de  las  referidas  contadurías  de 
valores  y  distribución,  y  la  Instrucción  general  para  la  di- 
rección^  administración,  recaudación  y  cuenta  de  la  real  ha- 
cienda, fecha  II  de  Diciembre  de  1826,  que  establecía  con 
bastante  minuciosidad  el  régimen  de  la  Contaduría  de  va- 
lores^ encargada  de  la  contabilidad  de  los  ingresos,  y  de  la 
Contaduría  de  distribución,  que  era  la  autoridad  superior 
en  punto  á  la  contabilidad  de  los  gastos.  Adicionada  esa 
instrucción  con  otras  de  1841  y  1842,  constituía  con  muy 
pocas  alteraciones  la  legislación  vigente  en  1845.  Princi- 
piáronse á  reunir  entonces  los  materiales  para  un  sistema 
cientiñco  de  contabilidad,  y  aun  se  dictaron  algunas  dispo- 
siciones en  el  real  decreto  de  23  de  Mayo  de  aquel  año,  á 
ñn  de  armonizar  lo  existente  con  la  trascendental  reforma 
llevada  á  cabo  en  el  sistema  tributario. 

El  Sr.  Bravo  Murillo  se  dedicó  con  afán  á  realizar  aquel 
interesante  objeto,  y  preparó,  con  la  publicación  del  decre- 
to de  20  de  Octubre  de  1849,  la  ley  de  20  de  Febrero  de 
1850,  á  que  siguió  la  de  organización  y  atribuciones  del 
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Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  fecha  2  5  de  Agosto  de  1 85 1 , 
Estas  disposiciones  se  derogaron  por  las  leyes  provisiona- 
les de  administración  y  contabilidad  de  la  hacienda  públi- 
ca y  orgánica  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  de  25  de 
Junio  de  1870,  reformadas,  según  anteriormente  dijimos, 
por  la  de  presupuestos  de  1893  y  la  de  28  de  Noviembre 
de  1899. 

De  todas  las  contribuciones,  rentas,  fincas,  valores  y  de- 
rechos, cuyos  rendimientos  constituyen  el  haber  de  la  ha- 
cienda, y  de  las  operaciones  que  realice  el  Tesoro,  se  ren- 
dirán cuentas  mensuales  al  Tribunal  de  las  del  Reino,  por 
conducto  de  la  Intervención  general  del  Estado,  ó  directa* 
mente  en  los  ramos  especiales.  Estas  cuentas  han  de  dar- 
las los  empleados  que  tengan  á  su  cargo  los  valores  y 
efectos  de  la  administración,  y  serán  las  siguientes:  de  te- 
sorería^ de  rentas  públicas^  de  gastos  públicos^  de  consigna- 
cionesy  de  fabricación^  de  administrcLción  de  efectos  y  de 
propiedades  y  derechos  del  Estado, 

Con*  esas  cuentas  parciales,  la  Intervención  general  re- 
dactará la  general  de  cada  presupuesto,  dividida  en  dos 
partes:  la  de  ingresos^  que  consignará  los  calculados,  la 
recaudación  y  lo  que  quede  por  cobrar,  y  la  úq  gastos^  que 
ha  de  contener  también  el  cálculo  hecho,  los  pagos  ejecu- 
tados, las  obligaciones  reconocidas  y  pendientes  y  la  com- 
paración de  esos  datos.  Á  continuación  se  hará  el  resumen 
de  ingresos  y  pagos,  presentando  el  resultado  definitivo  de 
déficit  ó  sobrante,  con  distinción  de  las  resultas  por  ejer- 
cicios cerrados.  Acompañará  á  la  liquidación  del  pre- 
supuesto un  estado  de  los  créditos  supletorios  y  extraordi- 
narios, y  serán  parte  de  la  cuenta  general  otras  dos,  de 
Propiedades  y  derechos  del  Estado  y  de  la  Deuda  pública. 
La  cuenta  general  ha  de  formarse  en  plazo  de  siete  meses, 
contados  desde  la  terminación  del  presupuesto,  se  remitirá 
al  ministerio  de  Hacienda,  y  el  Gobierno  en  el  término  de 
un  mes  la  someterá  á  las  Cortes. 

La  Intervención  general  del  Estado  fiscaliza  todos  los  ac- 
tos que  producen  ingreso  ó  gasto  de  la  hacienda  pública, 
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y  lleva  la  contabilidad  del  Estado.  Ejerce  sus  funciones 
por  medio  de  agentes  directos  ó  delegados  establecidos 
cerca  de  todas  las  dependencias  administrativas  y  por  la 
ordenación  general  ó  secundaria  de  los  pagos.  Esta  acción, 
poco  eficaz  respecto  de  los  ministerios  de  Guerra  y  Mari- 
na, trató  de  asegurarla  la  ley  de  presupuestos  de  1890, 
que  dispone  se  centralice  la  intervención  de  tod^s  lo^  ser- 
vicios civiles  y  militares  en  la  general  del  Estado  y  que  se 
desempeñe  por  un  reglamento  uniforme,  que  es  el  de  24  de 
Mayo  de  1891,  dictado  para  cumplir  las  disposiciones  de 
esa  ley.  Todos  los  interventores  son  mancomunadaménte 
responsables  con  los  administradores  y  ordenadores  de  pa- 
gos, siempre  que  consientan  sus  actos  y  no  hagan  obser- 
vaciones por  escrito  acerca  de  su  improcedencia  ó  ilega- 
lidad. 

La  Intervención  general  examina  y  repara,  en  cuanto  á 
la  forma,  las  cuentas  parciales,  las  ordena  y  las  refunde  en 
la  cuenta  general.  Debe  publicar  estados  mensuales  de  re- 
caudación y  pagos,  comparándolos  con  los  datos  de  igual 
período  en  los  cuatro  años  anteriores,  y  á  la  terminación 
del  ejercicio  una  liquidación  provisional  del  presupuesto  y 
del  extraordinario,  si  le  hubiere.  (Real  orden  del  10  de  Agos- 
to de  1897.) 

Las  disposiciones  relativas  á  la  contabilidad  administra- 
tiva están  desenvueltas  en  el  reglamento,  fecha  12  de  Oc- 
tubre de  1893,  orgánico  de  la  Intervención  general,  que 
había  sido  suprimida  por  decreto  de  29  de  Mayo  de  1873, 
y  se  restableció  por  otro  del  7  de  Enero  de  1874.  Habíase 
mandado,  por  la  ley  de  presupuestos  de  1870-71,  organi- 
zar un  cuerpo  de  contabilidad  civil,  cuyos  individuos  de- 
bían dar  pruebas  de  aptitud  en  un  examen,  ó  contar  cierto 
número  de  años  de  servicios,  y  disfrutarían  de  inamovilí- 
dad;  mas  no  llegó  á  ejecutarse  tan  razonable  medida.  Vol- 
vió á  la  misma  idea,  aunque  reduciéndola  á  los  jefes  de 
intervención  y  teneduría  de  libros,  la  ley  de  27  de  Diciem-' 
bre  de  1878,  y  tampoco  tuvo  resultado.  Por  fin,  el  decreto 
de  28  de  Marzo  de  1893  dispuso  que  la  contabilidad  del 
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Estado  se  llevara  por  partida  doble  y  se  creara  un  cuerpo 
pericial  de  contabilidad,  en  el  que  había  de  ingresarse  por 
pública  oposición.  No  se  proveyeron,  sin  embargo,  por  ese 
medio  más  que  cuatro  plazas  de  tenedores  de  libros  para 
las  ordenaciones  de  pagos,  y  una  para  la  intervención  de 
cada  provincia,  y  otro  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1894 
constituyó  el  cuerpo  de  Intervención  y  Contabilidad  para 
desempeñar  todos  los  cargos  de  las  diversas  contadurías  é 
intervenciones;  pero  formándolo  con  los  empleados  que  ya 
ocupaban  esos  puestos  y  limitando  la  oposición  al  ingreso 
4esde  la  categoría  de  oficial  tercero. 

El  lamentable  atraso  en  que  se  hallaba  la  contabilidad 
•dio  motivo  para  que  la  ley  de  27  de  Diciembre  de  1878 
dividiese  el  ajuste  de  cuentas  en  dos  períodos,  el  antiguo 
hasta  I.**  de  Julio  de  1879,  y  el  moderno  á  partir  desde  esa 
fecha,  y  como  no  se  hallara  con  esto  el  remedio  procura- 
do, el  decreto  de  12  de  Febrero  de  1884  dispuso  que  se 
abriera  una  información  sobre  las  causas  del  retraso  su- 
frido en  la  rendición  de  las  cuentas  generales,  y  sobre  las 
reformas  convenientes  en  la  organización  de  la  contabilidad. 

Los  resultados  de  esa  información  demostraron  que,  si 
habían  podido  influir  en  el  estado  de  la  contabilidad  las  vi- 
cisitudes de  la  hacienda  y  las  conmociones  políticas,  que 
perturbaron  la  administración,  las  causas  principales  del 
atraso  y  confusión  en  las  cuentas  del  Estado  consistían  en 
el  sistema  de  los  ejercicios  ó  períodos  de  ampliación  y  en 
la  existencia  de  la  cuenta  especial  de  resultas,  denominada 
4e  la  Hacienda  con  el  Tesoro  por  presupuestos  liquidados. 

En  efecto,  el  mantener  abierto  durante  diez  y  ocho  me- 
ses cada  presupuesto  producía  el  doble  mal  de  que  por  es- 
pacio de  seis  meses  rigieran  á  la  vez  dos  presupuestos  y  de 
que  se  retrasara  inevitablemente  la  formación  de  la  cuenta 
definitiva.  Por  su  parte,  ^a  anómala  cuenta  de  resultas  mante- 
nida entre  el  Tesoro  y  la  Hacienda,  que  no  son  entidades 
-diversas,  $ino  parte  la  una  de  la  otra,  aumentaba  los  roza- 
mientos y  dificultades. 

Esa  cuentA  de  resaltas  tenía  por  objeto  evitar  que  Iqs 
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déficits  anteriores  desnivelasen  el  presupuesto;  pero  sí  es 
bueno  que  los  presupuestos  se  liquiden  separadamente 
para  que  pueda  juzgarse  cómo  fueron  calculados  y  admi- 
nistrados, importa  mucho  más  no  romper  la  continuidad 
entre  ellos,  y  aquel  fin  puede  lograrse  indicando  en  la 
liquidación  lo  que  es  resultado  del  ejercicio  y  las  conse- 
cuencias de  los  anteriores.  Esto  es  lo  natural,  y  de  otro 
modo  puede  darse  el  caso  de  afirmar  que  la  situación  de 
la  Hacienda  es  bonancible  porque  salda  un  presupuesto 
con  sobrante,  en  tanto  que  el  Tesoro  se  halla  en  quiebra,, 
abrumado  por  los  déficits,  que  se  han  ido  acumulando  en 
la  cuenta  de  resultas. 

Por  fortuna,  prevalecieron  esas  ideas  en  los  artículos  del 
proyecto  de  ley  de  administración  y  contabilidad  de  la  ha- 
cienda, que  se  pusieron  en  vigor  en  1893,  y,  como  ya  he- 
mos dicho  al  hablar  del  presupuesto,  éste  se  cierra  y  liquida 
el  último  día  del  año,  quedando  suprimido  el  período  de 
ampliación.  Para  llevar  á  efecto  el  cambio  de  sistema,  las 
disposiciones  transitorias  de  la  ley  de  S  de  Agosto  de  1893 
establecieron  que  la  contabilidad  se  divida  otra  vez  en  atra- 
sada y  corriente,  comprendiendo  aquélla  todas  las  cuentas 
rendidas  hasta  el  fin  del  ejercicio  de  1893-94.  La  contabili- 
dad corriente  se  fundó  sobre  los  saldos  que  dio  la  liquida- 
ción de  aquel  ejercicio,  sin  perjuicio  de  las  alteraciones  que 
produzca  en  esos  saldos  el  examen  de  las  cuentas  atrasadas. 

Gracias  al  nuevo  régimen,  las  cuentas  generales  se  for- 
man en  un  período  de  once  meses,  y  con  fecha  13  de  No- 
viembre de  1900  se  presentaron  á  las  Cortes  las  cuentas 
corrientes,  ó  sea  la  de  1898  99  y  la  atrasada  de  1882-83. 

Lacontabilidadjudicialsehalla  á  cargo  del  Tribunal  de 
Cuentas,  á  cuyo  juicio  han  de  someterse  todos  los  actos  de 
la  administración  de  la  hacienda  pública,  y  que  es,  ó  debie- 
ra ser,  la  personificación  de  cuantas  garantías  se  conceden 
al  ciudadano,  respecto  al  manejo  de  la  fortuna  del  Estado. 
La  necesidad  de  una  institución  semejante  se  ha  reconocí^ 
do  en  todo  tiempo,  y  así  es  que,  según  Canga  Arguelles, 
el  Tribunal  de  Cuentas  es  el  cuerpo  más  antiguo  de  núes- 
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ira  administración,  no  obstante  haber  recibido  denomina- 
ciones y  formas  diversas.  Los  antiguos  contadores  mayores 
y  el  Consejo  de  Hacienda  desempeñaron  antes  sus  funcio- 
nes, y  una  real  cédula  de  lo  de  Noviembre  de  1828  le  dio 
ya  una  organización  muy  parecida  á  la  actual,  que  se  per- 
feccionó por  la  ley  de  25  de  Agosto  de  185 1  y  reglamento 
de  2  de  Septiembre  de  1853.  Laí  ley  provisional  de  25  de 
Junio  de  X870  y  el  reglamento  para  su  ejecución,  de  8  de 
Noviembre  de  187 1,  pusieron  la  organización  del  Tribunal 
de  Cuentas  en  armonía  con  los  principios  establecidos  en 
el  Código  político  de  1869.  Después  ha  sido  objeto  de  va- 
rias reformas  en  la  organización,  que  están  principalmen- 
te consignadas  en  el  reglamento  orgánico  de  28  de  Noviem- 
bre de  1893  y  en  los  decretos  de  10  de  Julio  de  1895  y  21 
de  Julio  de  1900. 

Pertenece  el  Tribunal  de  Cuentas  á  la  categoría  de  los 
supremos;  contra  sus  ejecutorias  no  se  da  recurso  alguno; 
se  compone  de  un  presidente  y  cinco  ministros  y  se  divide 
en  dos  salas,  que  conocen  la  una  de  la  contabilidad  corrien-^ 
te  y  la  otra  de  la  atrasada  de  la  Península  y  de  los  nego- 
cios relativos  á  Ultramar.  Para  los  asuntos  contenciosos  se 
constituye  en  sala  de  justicia,  y  al  Pleno  corresponden  los 
recursos  de  casación  y  funciones  gubernativas  sobre  el  per- 
sonal auxiliar  y  la  dirección  de  los  trabajos. 

Las  atribuciones  del  Tribunal  consisten:  en  exigir,  den*- 
tro  de  los  plazos  legales,  las  cuentas  que  le  corresponde 
examinar,  reclamando  los  justificantes  ó  documentos  que 
juzgue  necesarios;  revisar  esas  cuentas,  poner  los  reparos, 
oir  á  los  interesados  y  confirmar  ó  revocar  el  acuerdo  de 
la  administración  que  hubiere  recaído  sobre  ellas;  exami- 
nar y  comprobar  las  cuentas  generales  del  Estado  que  rin- 
da la  Intervención  general;  redactar  y  presentar  á  las  Cor- 
tes una  memoria  relativa  á  la  cuenta  general  de  cada  pre- 
supuesto; tomar  razón  de  los  expedientes  sobre  concesión 
de  créditos  extraordinarios  ó  suplementos  de  créditos  que 
le  pase  el  Gobierno,  y  presentar  á  las  Cortes  una  memoria 
acerca  de  los  créditos  concedidos  durante  la  suspensión  de 
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las  sesiones;  declarar  la  absolución  de.  responsabilidad  y 
cancelación  de  ñanzas;  conocer  en  los  expedientes  de  re- 
integro á  la  Hacienda  por  alcance  ó  malversación  de  fon- 
dos públicos,  después  de  resueltos  administrativamente,  y 
dar  cuenta  á  las  Cortes  de  todos  los  abusos  ó  ilegalidades 
que  note.  Cuando  en  los  expedientes  que  el  Tribunal  de 
Cuentas  examine  resultare  algún  delito,  pasará  á  los  tribu- 
nales ordinarios  el  tanto  de  culpa  y  la  resolución  del  asun- 
to, si  en  tales  expedientes  se  promueve  alguna  cuestión  de 
índole  civil.  La  Intervención  remitirá  las  cuentas  generales 
originales,  y  acompañadas  de  los  libros  de  razón,  al  Tri- 
bunal, y  éste,  en  el  plazo  de  cuatro  meses,  las  devolverá  al 
ministerio  con  la  certificación  correspondiente. 

Los  nombramientos  del  presidente  y  ministros  del  Tri- 
bunal de  Cuentas  debían  hacerse  libremente  por  las  Cortes, 
según  el  art.  58  déla  Constitución  de  1869,  dentro  de  ca- 
tegorías determinadas  y  sin  que  pudieran  conferirse  aque 
líos  cargos  á  individuos  de  ninguno  de  los  dos  Cuerpos  Co- 
legisladores.  Con  este  objeto  se  formaba  una  comisión 
compuesta  de  siete  senadores  y  siete  diputados,  cuya  pre- 
sidencia ejercía  alternativamente  por  legislaturas  cada  uno 
de  los  presidentes  de  las  Cámaras.  El  Tribunal  de  Cuentas 
del  Reino  desempeñaba  sus  funciones  gubernativas,  admi- 
nistrativas y  contenciosas  con  entera  independencia  del 
poder  ejecutivo,  para  lo  cual  se  entendía  directamente  con 
el  presidente  del  Congreso  de  los  diputados.  Suprimido 
aquel  artículo  en  la  Constitución  de  1876,  vino  luego  la 
ley  de  3  de  Julio  de  1877  a  decidir  que  los  nombramientos 
del  presidente  y  ministros  del  Tribunal  de  Cuentas  se  ha- 
gan por  real  decreto,  acordado  en  Consejo  de  ministros  y 
refrendado  por  la  presidencia  del  mismo.  Modificáronse  al 
mismo  tiempo  las  condiciones  exigidas  para  obtener  aque- 
llos cargos,  y  se  declaró  que  la  cesantía  ó  jubilación  de 
los  nombrados  no  pueda  tener  lugar  sino  en  ciertos  casos 
y  previa  la  formación  de  expediente,  á  menos  de  que  hu- 
bieran cumplido  setenta  años,  pues  entonces  el  Gobierno 
puede  libremente  jubilarlos. 
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El  plan  de  nuestra  contabilidad,  que  hemos  descrito  ha 
mejorado  mucho  con  las  últimas  reformas;  hoy  es  fácil 
apreciar  la  situación  de  la  Hacienda,  y  gracias  á  la  relati- 
va prontitud  con  que  se  rinden  las  cuentas  generales  pue- 
den ser  oportunamente  conocidos  los  desórdenes  y  abusos 
que  se  cometan;  pero  falta  todavia  bastante  para  llegar  á 
la  perfección  exígible.  Recuérdese  lo  que  dejamos  dicho 
acerca  de  la  eñcacia  del  presupuesto;  téngase  en  cuenta  la 
independencia  con  que  viven  los  ramos  de  Guerra  y  Ma- 
rina, en  los  que  no  hay  verdadera  intervención;  nótese  que 
ni  ha  llegado  á  aplicarse  en  toda  su  extensión  el  sistema 
de  partida  doble,  ni  se  ha  constituido  un  cuerpo  de  con- 
tables con  la  aptitud  y  las  garantías  convenientes,  y,  por 
último,  que  no  se  lleva  debidamente  la  contabilidad  del 
material. 

Además,  hay  en  la  organización  actual  dos  institucio- 
nes que  tienen  el  mismo  objeto:  el  Tribunal  de  Cuentas  y 
la  Intervención  del  Estado,  con  lo  que  se  multiplican  los 
trámites,  se  hace  doble  mucha  parte  del  trabajo  y  se  pier- 
de largo  tiempo.  Es  indudable,  pues,  que  sobra  una  de 
esas  ruedas;  pero  ¿cuál  de  ellas?  Reconocida  generalmente 
la  inconveniencia  de  la  duplicidad,  quieren  unos  que  se 
conserve  el  Tribunal  y  quieren  otros  que  sea  la  Interven- 
ción la  conservada;  nosotros  creemos  que  tal  como  están 
constituidas,  ninguna  de  esas  dos  entidades  corresponde  á 
su  fin,  y  que  deben  ser  ambas  reemplazadas  por  una  nueva 
institución  en  que  se  reúnan  á  las  facultades  del  Tribunal, 
con  una  gran  independencia  y  una  autoridad  mucho  más  al 
ta,  las  funciones  administrativas  que  la  Intervención  ejerce; 
una  institución  que  no  dependa  del  poder  ejecutivo,  que 
tenga  á  la  vez  el  derecho  de  exigir  y  el  de  censurar  todas 
las  cuentas  á  que  da  lugar  el  manejo  de  los  caudales  pú- 
blicos, y  que  bajo  este  aspecto  fiscalice  á  la  administra- 
ción del  Estado.  Las  colectividades  más  bien  debilitan  que 
afirman  la  responsabilidad  y  la  acción;  por  eso  tal  vez  sería 
conveniente  que  la  entidad  encargada  de  dirigir  la  conta- 
bilidad fuese  unipersonal,  que  en  lugar  de  comisión  ó  Tri- 


—  662  — 

bunal  de  Cuentas  hubiera  un  magistrado  con  el  carácter 
que  tuvo  el  maestre  racional  de  Aragón  y  tiene  hoy  el  /« • 
terventar  y  auditor  general  que  existe  en  Inglaterra. 

De  todas  suertes,  la  institución  que  nos  ocupa  debe  ser, 
á  nuestro  juicio,  no  de  carácter  exclusivamente yiMfiit:¿»/,  si- 
no más  bien  de  índole  política,  debe  entenderse  con  el  po- 
der legislativo  y  depender  de  él  únicamente,  puesto  que  es 
una  institución  encargada  de  asesorarle  acerca  de  la  ges- 
tión económica  y  de  residenciar  á  los  Gobiernos  ^. 

E^  necesario,  además,  suprimir  trámites,  abolir  muchas 
de  las  formalidades  y  documentos  que  embarazan  á  la  ad- 
ministración económica  y  diñcultan,  equivocan  y  detienen 
las  operaciones  de  contabilidad. 

En  cuanto  á  la  del  inmenso  material  de  que  dispone  el 
Estado,  no  ha  llegado  á  formalizarse,  á  pesar  de  la  ley  del 
19  de  Mayo  de  1870,  la  orden  de  3  de  Agosto  de  187 1  y 
muchas  otras  disposiciones  anteriores  y  posteriores,  que 
han  mandado  llevar  y  publicar  esa  contabilidad,  y  urge 
mucho  llenar  vacio  semejante,  no  sólo  por  los  grandes  in- 
tereses á  que  afecta,  sino  para  obedecer  los  preceptos  que 
exigen  la  publicidad  y  la  justifícación  en  el  manejo  de 
todo  lo  que  constituye  la  hacienda  pública. 


^  Actualmente  la  jurisdicción  del  Tribunal  no  alcanza  á  resolver 
<x>ntra  di^>osiciones  ministeriales .  De  ello  se  lamenta  en  su  memo* 
ria  de  10  de  Junio  de  1899  al  denunciar  irregularidades  del  minis- 
terio de  Hacienda,  contra  las  que  había  gestionado  en  vano. 


Política  flnamclera. 


En  el  estudio  que  dejamos  hecho  de  nuestra  hacienda 
pública  hemos  indicado  el  juicio  que  nos  merece  cada  una 
de  sus  instituciones,  hemos  señalado  también  las  reformas 
que  á  nuestro  entender  son  necesarias,  y  poco  es,  de  con- 
siguiente, lo  que  nos  queda  que  decir  ahora.  Mas  no  po- 
díamos excusamos  de  sintetizar  nuestro  pensamiento  so- 
bre un  asunto  de  tanta  magnitud,  y  esto  nos  ofrecerá,  por 
otra  parte,  la  ocasión  de  emitir  alguna  idea  que  no  ha  en- 
contrado lugar  en  el  examen  de  lo  establecido. 

Los  principios  con  arreglo  á  los  cuales  debiera  trasfor- 
marse  la  vida  económica  del  Estado  expuestos  quedan  ya 
en  la  primera  parte  de  esta  obra.  Para  realizarlos  sería  pre- 
ciso cambiar  fundamentalmente  el  sistema  de  nuestra  or- 
ganización política  y  hacer  tabla  rasa  de  todo  lo  existente; 
pero  como  esto  nadie  puede  proponerlo  ni  sería  capaz  de 
ejecutarlo,  y  la  política^  en  materia  de  hacienda  del  mismo 
modo  que  en  otra  aplicación  cualquiera,  ha  de  operar  so- 
bre la  realidad,  ha  de  aceptarla  y  ha  de  buscar  en  ella  los 
medios  de  mejoramiento  y  de  progreso,  éste  es  el  punto  de 
vista  en  que  necesariamente  habremos  de  colocarnos. 

Comenzaremos,  pues,  por  ñjar  los  térmicos  de  la  situa- 
ción presente. 

Bí  déficit, — Es,  entre  nosotros,  como  ya  sabemos,  de 
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carácter  crónico;  pero  había  tomado  en  estos  últimos  años- 
una  forma  aguda  verdaderamente  grave.  Desde  1882,  ea 
que  por  medio  de  las  conversiones  de  la  deuda  se  liquida 
la  hacienda  pública,  hasta  el  ejercicio  de  1898-99,  y  salvo 
los  presupuestos  de  1893-94  y  96-97,  que  dejaron  peque- 
ños remanentes,  todos  los  demás  se  han  saldado  con  défi-^ 
cits,  que  llegaron  á  ser  de  135  millones  en  1888-89,  de 
más  de  70  en  los  años  de  1890-91  y  91-92,  y  de  65  en 
1897-98,  sin  contar  con  los  presupuestos  extraordinarios, 
que  aumentaron  considerablemente  el  descjubierto. 

Es  verdad  que  el  semestre  de  i .°  de  Julio  á  3 1  de  Di- 
ciembre de  1899  dio  un  exceso  de  recaudación  sobre  Ios- 
pagos,  hechos  con  cargo  á  aquel  presupuesto,  de  59  millo- 
nes de  pesetas  en  número  redondo,  que  el  ejercicio  de  1900 
se  ha  liquidado  también  con  superávit  de  88  millones,  que 
se  aguarda  del  presupuesto  corriente  otro  calculado  por 
el  ministro  de  Hacienda  en  49  millones,  y  que  como  con- 
secuencia de  esas  favorables  liquidaciones  tiene  el  Estado- 
un  crédito  de  más  de  loo  millones  en  la  cuenta  de  Teso- 
rería con  el  Banco  de  España;  pero  ¿esto  quiere  decir  que 
se  ha  resuelto  el  problema  financiero  y  se  ha  logrado  la 
extinción  del  déficit? 

Por  desgracia  no  es  así,  ^  en  vano  se  hablará  de  una 
sobra  de  recursos,  puramente  relativa,  mientras  el  Tesoro 
deba  1.200  millones  por  los  pagarés  y  cuenta  de  crédito  de 
Ultramar,  los  150  millones  capital  del  Banco,  el  saldo  de 
la  Caja  de  Depósitos  y  el  anticipo  de  la  Compañía  de  Ta- 
bacos; mientras  se  descuente  el  20  por  100  á  los  intereses 
de  la  deuda,  se  impongan  enormes  rebajas  á  los  sueldos 
de  los  funcionarios  públicos  y  estén  desatendidas  apre- 
miantes necesidades  del  Estado. 

No,  se  han  dominado  gravísimas  circunstancias,  se  har> 
vencido  provisionalmente  grandes  dificultades,  y  tenemos- 
en  la' situación  actual  del  presupuesto  una  excelente  base 
para  ordenar  la  hacienda  públioa;  mas  la  penuria  del  Es- 
tado, la  desproporción  entre  sus  recursos  y  las  obligacio- 
nes que  le  solicitan  y  el  gran  descubierto  que  pesa  sobre- 
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el  Tesoro  constituyen  un  déficit,  originan  un  desnivel  finan- 
ciero que  no  puede  mantenerse ,  por  lo  que  afecta  al  régi- 
men político  y  por  la  trascendencia  que  tiene  á  toda  la  eco- 
nomía nacional. 

Los  males  de  la  hacienda  y  los  remedios  aplicados  á 
conllevar  esos  males  han  perturbado  hondamente  la  rique- 
za general,  paralizan  ó  detienen  con  grandes  obstáculos  la 
actividad  industrial  que  intenta  desarrollarse,  y  contribu- 
yen, como  factor  importantísimo,  á  la  depreciación  de 
nuestra  moneda,  á  ese  terrible  quebranto  sufrido  por  el  país 
en  sus  cambios  con  el  extranjero,  que  á  un  tiempo  nos 
arruina  y  envilece.  Gastados  los  resortes  del  crédito,  alte- 
radas las  relaciones  del  comercio  con  la  pérdida  de  una  mi- 
tad en  el  valor  de  los  instrumentos  de  cambio,  y  recarga- 
dos todos  los  impuestos,  la  vida  se  dificulta  y  encarece 
hasta  hacerse  insostenible,  el  malestar  se  extiende  y  surgen 
ya  de  muchos  lados  quejas,  protestas  y  violentas  ame- 
nazas. 

No  hemos  de  tratar  en  toda  su  extensión  el  complejo  pro- 
blema de  los  cambios  internacionales,  que  no  cabe  en  núes 
tro  objeto,  porque  no  es  una  cuestión  de  política  financie- 
ra, sino  de  política  económica;  mas  no  podemos  prescindir 
de  considerar  la  parte  que  en  el  conflicto  presente  ha  puesto 
la  conducta  del  Estado,  y  los  remedios,  por  tanto,  que  hay 
derecho  á  exigir  de  él.  El  giro  ó  cambio  de  valores  entre 
las  naciones  se  regula  por  la  oferta  y  la  demanda,  como 
todos  los  otros  precios;  en  un  país  deudor  de  los  demás» 
serán  muy  solicitados  y  habrán  de  pagarse  caros  los  títu- 
los de  crédito  ó  efectos  comerciales  realizables  en  el  extran- 
jero, y  una  nación  es  deudora  no  sólo  cuando  importa 
mercancías  en  cantidad  mayor  de  la  que  puede  pagar  con 
sus  exportaciones,  sino  cuando  está  obligada  á  satisfacer 
el  interés  de  capitales  y  el  coste  de  servicios  que  recibe  de 
los  extranjeros.  Pero  si,  además,  una  nación  que  es  deu- 
dora tiene  malos  y  depreciados  sus  instrumentos  de  circu- 
lación, entonces  el  tipo  del  cambio  exterior  subirá  tanto 
como  sea  necesario  para  compejnsar  el  menor  valor  de  la 


—  666  — 

moneda  con  que  se  verifica.  Y  éste  es,  precisamente,  nues- 
tro caso:  somos  aquí  deudores  de  otros  pueblos  por  el  re- 
sultado de  la  balanza  mercantil  y,  además,  por  el  saldo  de 
la  balanza  económica^  es  decir,  por  el  conjunto  de  nuestras 
relaciones  exteriores,  y  España  no  tiene  para  cumplir  esas 
obligaciones  más  que  pesetas  en  plata  ó  en  papel  del  Ban- 
co, que,  siendo  valores  en  gran  parte  nominales,  no  pue- 
den cambiarse  á  la  par  con  las  monedas  de  oro  y  de  valor 
efectivo,  que  circulan  en  las  naciones  acreedoras;  vienen 
luego  la  especulación  y  el  agiotaje,  que  explotan  esos  moti- 
vos, y,  como  consecuencia  de  todo  ello,  es  preciso  dar  hoy 
142  pesetas  para  conseguir  un  giro  de  100  francos. 

Ahora  bien,  los  actos  del  Estado  han  contribuido  aerear, 
é  inñuyen  para  que  se  mantenga,  la  triste  situación  en  que 
nos  vemos.  Las  emisiones  de  deuda  exterior  y  la  necesidad 
de  satisfacer  con  oro  los  gastos  de  las  guerras  últimas  au- 
mentaron en  la  relación  internacional  nuestro  pasivo,  y 
en  él  figuran  actualmente  el  interés  de  esa  deuda  y  los  ser- 
vicios de  Estado,  Guerra  y  Marina,  que  han  de  pagarse  en 
el  extranjero.  Por  otra  parte,  los  gobiernos,  precisados  á 
arbitrar  recursos  á  toda  costa  y  por  cualquier  medio,  se  de- 
dicaron á  hacer  grandes  acuñaciones  de  plata,  que  dejaban 
pingües  beneficios,  y  han  abusado  del  Banco  de  España, 
exigiéndole  enormes  anticipos,  que  han  llenado  su  cartera 
de  créditos  contra  el  Estado,  con  lo  que  ha  sido  expulsado 
el  oro  de  la  circulación,  cumpliéndose  la  conocida  ley  eco* 
nómica  llamada  de  Gresham,  y  se  han  depreciado  á  la  vez 
la  moneda  metálica  y  la  fiduciaria,  aquélla  por  el  escaso 
valor  y  excesiva  abundancia  de  la  plata,  y  los  billetes  del 
Banco  no  tanto  por  la  cantidad  de  los  que  circulan  como 
por  su  mala  calidad^  ó  falta  de  garantía. 

De  aquí  el  imperioso  y  urgentísimo  deber  en  que  se 
halla  el  Estado  de  acudir  al  remedio  de  los  daños  por  él 
causados  á  la  economía  general  y  la  necesidad,  por  tanto» 
de  recogei  ó  disminuir  la  deuda  exterior  y  los  servicios 
pagados  en  el  extranjero,  de  renunciar  por  ahora  á  la  acu- 
ñación de  plata,  de  pensar  en  el  rescate  de  las  monedas  de 
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oro  y  de  satisfacer  sus  créditos  al  Banco  para  que  recobre 
sus  naturales  funciones  y  sea  un  establecimiento  mercan- 
til, ligado  solamente  con  la  hacienda  pública  por  un  con- 
trato para  la  mera  gestión  de  la  tesorería. 

No  se  resolvería  con  esto  el  conflicto  de  los  cambios, 
aunque  seguramente  se  le  quitaría  mucha  de  la  gravedad 
que  tiene,  porque,  según  hemos  dicho,  han  concurrido  á 
producirle  otras  causas,  y  para  que  desaparezca  son  ade- 
más necesarias  medidas  encaminadas  á  influir  directa- 
mente sobre  la  industria  y  el  comercio,  y  hasta  una  acción 
social,  una  mejor  orientación  y  un  gran  impulso  de  la  acti- 
vidad económica,  ya  que  trabajar  y  producir  mucho  es  el 
único  remedio  que  cura  positivamente  los  males  de  la 
riqueza.  Sin  embargo,  si  se  hiciera  lo  que  dejamos  indi- 
cado, el  Estado  habría  cumplido  su  principal  obligación, 
la  de  evitar  que  su  propia  economía  sea  un  elemento  per- 
turbador de  las  esferas  restantes. 

Mas  para  satisfacer  la  deuda  flotante,  para  traer  el  oro 
y  para  levantar  el  crédito  nacional  son  necesarios  gran- 
des recursos  y  una  muy  sólida  constitución  de  la  hacien- 
da pública.  Por  donde,  y  esto  es  lo  que  hemos  querido 
demostrar,  la  cuestión  de  los  cambios  y  la  situación  eco- 
nómica del  país  exigen  esfuerzos  y  sacrificios  de  parte  del 
Estado,  agrandan  sus  atenciones  y  han  de  ser  estimadas 
como  dato  importantísimo  y  entran  en  los  fines  que  debe 
proponerse  una  buena  política  financiera. 

Aparte  las  exageraciones  de  los  tímidos  y  de  los  agiotis- 
tas, es  lo  cierto  que  la  crisis  actual  da  motivo  para  alar- 
mas fundadísimas  y  la  reforma  y  mejora  de  la  hacienda 
pública  se  impone  con  irresistible  apremio.  Esta  necesi- 
dad, sentida  desde  hace  mucho  tiempo,  urge  que  ahora 
quede  satisfecha,  y  la  manera  de  conseguirlo  señalada 
queda  con  la  indicación  de  los  vicios,  que  deben  corre- 
girse. Es,  por  consiguiente,  forzoso: 

i.^  Rebajar  los  gastos  públicos,  ó  al  menos  contener- 
los en  el  límite  á  que  alcanzan. 

2.^    Aumentar  los  ingresos  del  Estado  para  que  por  su 
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parte  contribuyan  á  una  definitiva  nivelación  de  la  ha- 
cienda. 

Y  3.*^  Obtener  durante  algún  tiempo  un  superávit^  que 
permita,  liquidar  las  obligaciones  pendientes  y.  atender  á 
la  amortización  de  nuestra  deuda. 

Rebaja  de  los  gastos. — La  tarea  de  disminuir  el  presu- 
puesto ha  sido  siempre  calificada  de  impracticable  por 
aquellos  que  tenían  el  deber  de  ejecutarla.  No  es,  en  ver- 
dad, empeño  fácil,  porque  detrás  de  cada  partida  de  los 
gastos  públicos  hay  grandes  intereses  personales  y  una 
cuestión  política,  religiosa,  social,  etc.;  pero  como  no  se 
trata  de  reducir  el  consumo  del  Estado  al  límite  natural 
en  que  debiera  encerrarse,  cosa  que  nosotros  mismos 
declaramos  imposible  para  hecha  de  una  vez  ó  en  corto 
espacio  de  tiempo,  sino  sencillamente  de  contentarse  con 
los  recursos  disponibles,  esto  que  la  razón  y  la  necesidad 
demandan  es  obra  mucho  más  hacedera  y  que  sólo  pide 
un  poco  de  energía  y  otro  poco  de  buena  voluntad. 

El  total  consumo  efectivo  ^  del  Estado  pasa  hoy  de  los 
1 .000  millones  de  pesetas,  y  todo  se  reduce  á  fijar  ese  gua- 
rismo como  límite  á  que  no  debe  llegar  y  que  no  podrá 
exceder  de  ningún  modo  el  presupuesto  de  gastos.  Para 
ello  hay  que  empezar  por  concluir  con  los  abusos  y  des- 
pilfarros,  que  son  frecuentes  en  todos  los  ramos  de  la  ad- 
ministración: las  grandes  dotaciones  del  material  asigna- 
das á  los  ministerios,  muchos  coches  oficiales,  los  fondos 
de  reptiles^  las  comisiones  y  dietas  injustificadas,  los  suel- 
dos pagados  por  sólo  firmar  la  nómina,  etc.,  etc.  Todo 
esto  daría  poco  resultado;  pero  importa  y  representa  mu- 
cho en  el  orden  de  la  moralidad  y  del  crédito.  Después, 
abandonando  el  antieconómico  y  absurdo  procedimiento 
<Je  las  economías,  que  consiste  en  conseivar  la  organiza- 
ción de  los  servicios  y  reducir  sus  dotaciones,  debería  apli- 
carse con  rigor  inexorable  el  principio  de  suprimir  todo 


'    Recuérdese  lo  dicho  en  las  págs.  1497  150  de  este  mismo 
tomo. 
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lo  que  no  sea  de  necesidad  absoluta  y  de  reorganizar, 
simplificando  lo  que  haya  de  mantenerse.  Dígase  lo  que  se 
quiera,  es  mucho  lo  que  puede  hacerse  con  este  criterio. 
Así,  en  el  presupuesto  de  Obligaciones  generales  se  ob- 
tendría una  ventaja  muy  estimable  con  sólo  hacer  exten- 
sivo á  la  lista  civil  el  descuento  que  pagan  todas  las 
asignaciones  del  Estado  y  con  que  los  Cuerpos  colegisla- 
dores  dieran  el  ejemplo,  que  tan  bien  les  sentaría,  de  re- 
nunciar á  una  parte  de  su  dotación,  aumentada  con  noto- 
rio' exceso  é  invertirla,  entre  otras  cosas,  en  abonar  el  im» 
puesto  que  debieran  sufrir  sus  empleados.  En  clases  pasi- 
vas hay  muchos  derechos  que  revisar,  es  necesaria  una 
reforma  de  la  legislación  que  alivie  el  porvenir,  y  debe 
realizarse  la  operación,  ya  intentada  alguna  vez,  de  con- 
tratar el  pago  de  este  servicio  por  una  anualidad  menor 
de  lo  que  ahora  importa.  Las  cargas  de  justicia  pueden 
capitalizarse  con  ventaja  importante  para  el  Tesoro,  y 
respecto  de  la  deuda,  ya  hemos  indicado  que  es  preciso 
reducirla  á  toda  costa,  y  luego  trataremos  del  modo  de 
conseguirlo. 

Los  gastos  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros 
admiten  una  rebaja  considerable  en  el  personal  y  material 
destinados  á  sus  exiguas  funciones. 

El  Ministerio  de  Estado  pudiera  suprimirse  sin  incon- 
veniente alguno,  incorporando  esta  cartera  á  la  Presiden- 
cia del  Consejo,  y  ya  que  se  conserve  el  ministerio,  deben 
suprimirse  muchos  cargos  diplomáticos  tan  costosos  como 
inútiles,  disminuyendo  la  categoría  y  los  gastos  de  repre- 
sentación de  ios  que  sean  indispensables. 

En  Gracia  y  Justicia  son  excesivos  los  gastos  de  la  se- 
cretaría, y  son  perfectamente  legitimas  la  baja  de  las  obli- 
gaciones eclesiásticas  al  límite  fijado  en  el  concordato  y  la 
denuncia  y  revisión  de  ese  convenio  para  alcanzar  una  gran 
reducción  de  tal  concepto. 

En  Guerra  hay  mucho  que  simplificar  en  la  adminis- 
tración central  y  en  su  organización  burocrática;  se  impo- 
ne una  rebaja  considerable  del  contingente  armado,  que 
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debe  ser  núcleo  y  escuela  de  grandes  reservas  y  de  un 
sistema  de  armamento  nacional,  y  es  de  indiscutible  con- 
veniencia  el  cierre  temporal  de  las  academias  militares  y 
la  supresión  defínitiva  de  algunas  de  ellas. 

En  cuanto  á  Marina,  la  prudencia  y  las  circunstancias 
obligan  á  moderar  deseos,  que  son  sin  duda  alguna  muy 
patrióticos,  y  es  bueno  tener  presente  que  los  intentos  de 
restaurar  nuestro  poder  marítimo,  ni  son  nuevos,  ni  su 
fracaso  sería  el  primero  de  este  género.  Aplazada,  pues,  la 
construcción  de  una  escuadra,  el  ministerio  debería  ser 
agregado  al  de  Guerra  con  todas  las  reducciones  consi- 
guientes del  servicio. 

En  Gobernación  cabe  obtener  beneficio  en  el  coste  de  la 
secretaría  y  disminuyendo  el  número  de  las  provincias. 

Los  ministerios  de  Instrucción  y  Agricultura^  aunque  su 
dotación  sea  en  conjunto  mezquina  é  insuficiente,  pueden 
hacer  algunas  reducciones  en  las  Universidades  y  en  el 
personal  del  ramo  de  obras  públicas. 

En  Hacienda,  por  último,  hay  sobra  de  centros  directi- 
vos y  de  personal  en  todos  ellos.  El  presupuesto  de  gastos 
se  aligeraría  además,  con  ventaja  también  para  el  de  ingre- 
sos, mediante  el  arrendamiento  de  algunas  contribuciones 
y  servicios. 

Por  dolorosas  que  sean  esas  amputaciones,  es  forzoso 
tener  el  valor  de  ejecutarlas,  porque  son  sin  duda  preferi- 
bles á  la  quiebra,  que  es  la  muerte  ó  la  deshonra  del  Esta- 
do. Los  cortes  de  cuentas,  el  recurso  de  no  pagar,  de  que 
hemos  abusado  tanto,  son  medios  que  no  se  toleran  ya,  y 
al  pueblo  que  los  emplea  se  le  declara  pródigo  y  se  le  pone 
en  tutela. 

Es  verdad  que  no  se  lograría  hacer  efectivo  el  total  im- 
porte de  las  rebajas  propuestas,  porque  quedarían  las  exce- 
dencias de  personal  y  los  gastos  de  conservación  del  mate- 
rial, porque  si  se  suprimen  ó  aminoran  los  derechos  pasi- 
vos habrá  que  aumentar  los  miserables  sueldos  que  paga 
el  Estado,  porque  hay  servicios  que  han  de  desarrollarse 
necesariamente,  como  los  de  comunicaciones,  de  vigilan. 
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cia,  etc.;  pero  todo  esto  debe  atenderse  distribuyendo  me- 
jor los  gastos  actuales  y  de  manera  que  en  la  totalidad  se 
consiga  alguna  baja.  Lo  único  que  puede  admitirse  para 
satisfacer  las  legítimas  demandas  que  solicita  el  fomento 
de  la  cultura  y  de  los  intereses  materiales  del  país,  es  que 
mediante  pequeñas  operaciones  de  crédito  se  capitalice  una 
parte  de  los  recursos  dedicados  á  la  enseñanza  y  las  obras 
públicas,  á  ñn  de  acudir  á  lo  más  apremiante  en  esos  ra- 
mos, hasta  tanto  que  sea  posible  salvar  aquel  límite,  de- 
clarado, por  ahora,  infranqueable  en  el  presupuesto  de 
gastos. 

Somos  pobres  y  estamos  obligados  á  vivir  con  modestia 
en  todo  y  á  conformamos  con  las  privaciones. 

Aumento  de  los  ingresos, --Q\xq  no  hay  manera  de  esta- 
blecer nuevos  impuestos,  ni  cabe  pensar  en  el  recargo  de 
los  establecidos,  cosas  son  entrambas  evidentes,  y  de  cuya 
certeza  pudiera  convencer,  en  caso  necesario,  la  sola  con- 
sideración de  que  si  esto  fuera  posible  ya  estaría  hecho.  AI 
contrario,  abandonados  los  principios  de  simplificación  del 
sistema  tributario  y  predominio  de  las  formas  directas  de 
imposición^  que  inspiraron  la  reforma  de  1 845,  hemos  vuelto 
á  multiplicar  las  contribuciones,  sobre  todo  las  indirectas 
y  los  monopolios  fiscales,  en  términos  que  casi  reproducen 
la  antigua  confusión,  incompatible  con  la  justicia  y  la  eco- 
nomía administrativa,  y  que,  lejos  de  consentir  nuevas 
creaciones,  exigen  una  reducción  considerable  en  el  número 
de  los  tributos.  Por  otra  parte,  los  tipos  actuales  de  los  im- 
puestos son  ya  muy  elevados:  es  insostenible  el  de  la  con- 
tribución territorial,  hay  exceso  en  los  consumos,  en  los 
derechos  reales,  en  el  timbre,  etc.,  y  esto  es  tanto  más  sen- 
sible por  su  trascendencia  social,  cuanto  que  los  vicios  de 
nuestro  sistema  tributario  todos  van  contra  el  interés  de 
las  clases  más  necesitadas  y  gravan  principalmente  sobre 
ellas,  porque  son  los  ricos  y  no  los  pobres  los  que  ocultan 
en  la  contribución  de  inmuebles;  las  grandes  Compañías 
pagan  el  impuesto  industrial  sobre  sus  beneficios  líquidos 
y  las  pequeñas  industrias  por  las  utilidades  calculadas-,  el 
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proletario  ha  de  abonar  por  las  cédulas  personales  de  su 
mujer  y  de  sus  hijos  tanto  como  el  capitalista  por  los  su- 
yos, y  no  hay  para  qué  hablar  de  la  acción  que  en  este 
sentido  ejercen  los  consumos,  ni  de  la  progresión  inversa 
que  resulta  en  algunas  aplicaciones  del  timbre,  ni  de  otras 
anomalías  semejantes.  De  manera  que  lo  que  piden  mu- 
chas conveniencias  es  una  rebaja  también  en  la  cuantía  de 
los  impuestos  establecidos. 

Claro  es,  sin  embargo,  que  la  fatalidad  obliga  á  prescin- 
dir por  el  momento  de  todas  esas  consideraciones,  y  hasta 
que  se  asegure  la  nivelación  de  la  Hacienda  no  es  posible 
reducir  de  modo  alguno  los  ingresos.  ¿Puede  haber  nada 
más  justificado  en  principio  que  la  cruzada  promovida 
ahora  para  la  abolición  del  impuesto  de  consumos?  Pues 
la  reflexión  nos  dice  que  es  inoportuno  é  irrealizable  ese 
generoso  intento,  cuya  ejecución  desquiciaría  totalmente  la 
hacienda  del  Estado  y  la  de  los  municipios.  Recuérdese  la 
enseñanza  de  las  supresiones  anteriores,  y  téngase  en  cuen- 
ta, en  esto  y  para  todo,  que  así  como  hay  que  renunciar  á 
la  mejora  de  los  servicios  públicos  hasta  que  se  logre  el 
superávit^  de  éste  ha  de  salir  también,  y  es  Jo  único  que 
nos  dará  la  posibilidad  de  reformar  y  dulcificar  nuestro 
sistema  tributario.  Preciso  es  que  nos  resignemos,  por  al- 
gún tiempo,  con  sacrificios  que  son  inevitables,  con  una 
penitencia  que  es  por  cierto  merecida;  necesitamos  sufrir 
hoy,  si  hemos  de  redimirnos  mañana. 

Y  para  la  nivelación  efectiva  del  presupuesto,  para  lle- 
gar al  superávit^  que  es  indispensable,  hay  que  obrar  á  la 
vez  sobre  las  necesidades  y  sobre  los  recursos;  la  cuestión 
en  este  caso  es  tanto  de  gastos  como  de  ingresos,  y  quLzás 
existe  motivo  para  exigir  más  de  éstos  que  de  aquéllos. 

No  son  contradictorias,  aunque  lo  parezcan,  las  anterio- 
res afirmaciones.  Basta  fijarse,  para  que  la  oposición  entre 
ellas  se  resuelva,  en  que  ninguno  de  los  impuestos  y  ren- 
tas de  nuestra  hacienda  pública  da  los  ingresos  que  corres- 
ponden á  sus  elevadisimos  tipos  de  exacción  y  á  la  rique- 
za que  gravan.  jEls  acaso  verdad  que  las  propiedades  ín- 


I 

\ 
f     • 


—  673  — 

muebles  contribuyen  por  término  medio  á  razón  del  20  por 
loo?  ¿Pagan  efectivamente  el  15  por  100  de  sus  ganancias 
los  industriales^  y  comerciantes?  ¿Se  recaudan  con  exacti- 
tud las  cédulas  personales,  el  timbre,  cuyas  aplicaciones 
á  todo  alcanzan,  y  los  derechos  reales,  que  imponen  al 
capital  altos  derechos?  Si  se  pudiera  contestar  á  estas 
preguntas  de  un  modo  afirmativo,  no  tendríamos  que  lu- 
char con  la  escasez  y  contaríamos  con  muy  amplios  so- 
brantes. 

Obsérvese,  además,  que  la  riqueza  de  la  nación  ha  pros- 
perado en  estos  últimos  tiempos  y  el  rendimiento  de  las 
contribuciones,  en  vez  de  seguir  un  movimiento  paralelo  á 
ese  desarrollo,  más  bien  disminuye  que  adelanta.  Los  au- 
mentos de  la  recaudación  se  han  conseguido  merced  al  re- 
cargo de  las  antiguas  ó  al  establecimiento  de  nuevas  im- 
posiciones. Sin  ir  más  lejos,  la  contribución  territorial,  que 
produjo  156  millones  en  1896,  sólo  ha  dado  en  1900,  re- 
cargada la  propiedad  urbana  con  una  décima^  161;  la  in- 
dustrial rindió  en  aquel  año  42  millones,  y  en  éste,  á  pesar 
del  recargo  de  dos  décimas^  tan  sólo  48,  y  en  baja  se  liqui- 
dó también  la  recaudación  por  los  impuestos  de  cédulas  y 
.alcoholes . 

Prueban  esos  datos,  como  otros  muchos  que  pudieran 
aducirse,  que  la  administración  de  la  hacienda  se  encuen- 
tra abandonada,  no  tiene  la  aptitud,  ni  la  energía,  ni  la  mo- 
ralidad que  necesita.  Para  reorganizarla  son  indispensa- 
bles mucho  tiempo,  grandes  trabajos  y  una  fuerza  de  vo- 
luntad de  la  que  desgraciadamente  no  hay  ni  asomo,  y 
para  una  administración  que  se  incapacita  ó  no  funciona 
bien,  no  hay  más  remedio  que  acudir  al  sistema  empleado 
cuando  aquélla  no  existía,  y  que  consiste  en  el  arrenda- 
miento de  los  ingresos. 

Las  condiciones  de  algunos  impuestos,  el  territorial,  el 
industrial,  los  derechos  reales,  por  ejemplo,  rechazan  el 
arriendo;  pero  otras  rentas,  como  la  lotería,  ias  contribucio- 
nes de  cédulas,  de  minas,  de  transportes  y  algunos  servi- 
cios de  investigación  y  estadística,  el  catastro  entre  ellos, 
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en  que  la  administración  ha  fracasado  tantas  veces,  pue- 
den encomendarse  desde  luego  á  la  actividad  privada  sin 
inconveniente  alguno  y  con  mucha  ventaja  para  el  erario, 
siempre  que  se  haga  por  medio  de  entidades  ó  asociacio- 
nes cointeresadas,  es  decir,  participes  con  el  Estado  en  los 
provechos  que  de  su  gestión  resulten. 

Reducido  su  objeto,  sería  más  fácil  rehabilitar  la  admi- 
nistración, habría  mayor  derecho  para  exigirle  que  fomen- 
tase los  ramos  dejados  á  su  cargo,  y  el  aumento  que  se  lo- 
grara en  ellos,  junto  con  el  beneficio  obtenido  de  los  pues- 
tos á  contrata,  reforzaría  considerablemente  los  ingresos 
del  Estado. 

Con  ese  sencillo  procedimiento,  administrando  bien,  cul- 
tivando sin  cesar  -los  orígenes  de  renta,  mejor  que  con  in- 
venciones imposibles  ó  ruinosos  arbitrios,  se  conseguiría 
muy  pronto  que  los  ingresos  excedieran  en  la  medida  ne- 
cesaria al  presupuesto  de  los  gastos. 

Amortización  de  la  deuda. — Hemos  dicho  que,  una  vez 
obtenido  el  superávit^  habría  de  dedicarse  su  importe,  en 
proporciones  discretamente  establecidas,  al  perfecciona- 
miento y  mejor  dotación  de  los  servicios  públicos,  á  la  re- 
baja de  los  impuestos  y  á  la  supresión  de  algunos  de  ellos. 
Pues  bien,  entiéndase  que  esto  no  debe  hacerse  de  una 
manera  directa  é  inmediata,  sino  después  de  haber  inverti- 
do durante  algún  tiempo  el  remanente  de  los  ingresos  en  la 
disminución  de  la  deuda  del  Estado. 

Lo  que  se  emplea  en  amortizar  deuda  no  se  gasta;  al 
contrario,  reduce  las  obligaciones,  y  de  ese  modo  lograría- 
mos consolidar  el  superávit  y  agrandarle  en  la  medida  ne« 
cesarla  para  que  nos  permitiera  hacer  reformas  definitivas 
é  importantes.  Un  país  que  sufre  el  peso  de  deuda  tan  enor- 
me como  la  nuestra,  no  puede  creerse  en  situación  normal 
aunque  liquide  bien  sus  presupuestos  y  recoja  la  deuda  flo- 
tante^ si  no  hace  nada  para  reducir  la  mayor  de  sus  obli- 
gaciones, que  consiste  en  la  deuda  ya  consolidada.  De  aquí 
la  justificación  de  un  presupuesto  extraordinario,  cuya 
única  partida  fuera  en  los  gastos  el  concepto  de  Amorta- 
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zacián  de  la  deuda  pública  ^  y  que  tendría  realmente  ese  ca- 
rácter, porque  todas  sus  circunstancias  serían,  en  efecto, 
extraordinarias:  el  origen  y  la  índole  de  la  obligación,  el 
interés  y  hasta  la  prudencia,  poco  común,  de  reconocerla 
y  de  cumplirla. 

Para  dotar  los  ingresos  de  ese  presupuesto,  pudiéramos 
valemos,  en  los  primeros  años,  de  todos  los  sobrantes  del 
ordinario,  reduciendo  luego  esa  consignación  al  75,  al  50 
por  loo,  etc.,  del  superávit  y  y  podrían  emplearse,  además, 
los  rendimientos,  pocos  ó  muchos,  de  la  desamortización, 
<me  tienen,  por  su  misma  naturaleza,  la  condición  de  ex- 
traordinarios, y  han  recibido,  á  virtud  de  numerosos  pre- 
ceptos legales,  el  destino  que  queremos  darles.  La  desamor 
tización  puede  suministrar  todavía  por  algún  tiempo  un 
producto  de  4  Ó  5  millones  anuales,  si  se  activa  el  despa- 
cho de  las  muchas  incidencias  provocadas  para  detener  las 
ventas  y  se  impulsa  la  enajenación  de  los  censos  á  favor 
del  Estado. 

Un  tercer  recurso,  que  señalábamos  en  la  edición  ante- 
rior de  nuestro  libro,  había  de  consistir  en  el  descuento 
del  5  por  loo  sobre  los  intereses  de  la  deuda,  comprome- 
tiéndose el  Estado  á  contribuir  con  una  cantidad  igual  al 
producto  de  ese  descuento  para  establecer  q\  fondo  de  amor' 
tización.  Si  la  baja  del  5  por  100  en  los  inte^e^es  diera,  por 
ejemplo,  1 5  millones,  con  otros  tantos  de  la  hacienda  po- 
drian  recogerse  anualmente  30  millones  efectivos  de  deuda 
pública. 

Los  acreedores  hubieran  aceptado  la  idea  sin  diñcultad 
alguna,  estimando  bien  su  propia  conveniencia,  porque 
todo  se  reducía  para  ellos  á  dejar  de  cobrar  algo,  que  reci- 


^  Prescindimos  de  lo  conveniente  qae  sería  llevar  al  presupues- 
to extraordinario  el  total  importe  de  los  gastos  de  la  deuda,  toman- 
do para  ello  la  cantidad  necesaria  de  los  recursos  ordinarios,  por- 
que esto  en  nada  se  opone  á  lo  que  ahora  decimos,  y  para  que  re- 
sulte más  clara  la  exposición  de  nuestro  pensamiento,  no  porque 
hayamos  renunciado  á  un  principio  defendido  en  varios  pasajes  de 
esta  obra. 
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birían  duplicado  en  otra  forma.  No  se  trata,  en  efecto,  de 
una  contribución,  ni  siquiera  de  un  verdadero  descuento» 
sino  más  bien  de  una  prima  de  amortizaciótiy  del  pago  de 
un  ser\ácio,  del  premio  de  beneficios  seguros  é  inraedia* 
tos.  Lo  que  nosotros  queríamos  era,  que  los  acreedores  re- 
nunciasen al  sP^  ^^^  d®  Ift  cantidad  que  en  el  presupues- 
to se  consagra  á  satisfacer  sus  derechos,  y  que  el  Elstada 
les  garantizara  en  cambio  una  amortización  igual  al  la 
por  loo  de  esta  misma  suma.  ¿No  es  esto  perfectamente 
razonable  y  equitativo?  La  recogida  de  la  deuda,  aun  sien- 
do en  pequeña  escala,  baria  cada  día  mayor  la  solvencia 
del  Estado,  daría  vigor  al  crédito,  produciría  una  rápida 
subida  en  el  valor  de  todos  los  fondos  públicos  y  los  acree- 
dores verían  favorablemente  compensada  la  reducción  del 
interés  con  el  aumento  de  sus  capitales.  Los  rentistas,  que 
no  especulan  ni  aprovechan  la  subida  de  los  precios,  ad- 
quirirían, respecto  á  su  posición,  una  tranquilidad  y  una 
firmeza  de  que  hoy  carecen,  y  el  descuento  vendría  á  ser 
para  ellos  la  prima  de  un  seguro  que  alcanzaba  al  capital 
y  á  los  réditos.  He  aquí  cómo  pudiera  ser  voluntariamente 
aceptada  por  los  tenedores  de  la  deuda  pública  la  combi- 
nación que  hemos  propuesto. 

Iguales  consideraciones  hay  que  hacer  y  los  mismos 
serían  los  beneficios  de  parte  del  Estado,  puesto  que  la 
inversión  de  los  15  millones  sacrificados  en  los  ingresos 
le  había  de  resultar  verdaderamente  productiva.  La  com- 
binación ofrece  para  todos  la  ventaja  que  consiste  en  obte- 
ner con  1 5  millones  una  amortización  por  el  importe  de  30. 
No  insistiremos  en  los  pormenores,  necesarios  para  la 
ejecución  del  pensamiento,  que  entonces  exponíamos,  ya 
que  por  ahora  le  ha  hecho  de  todo  punto  irrealizable  el 
malhadado  descuento  de  20  por  100  que  sufren  los  inte- 
reses de  la  deuda  pública;  mas  no  por  esto  renunciamos 
á  la  idea,  y  antes  bien,  hemos  de  pedir  que  se  restablezca 
la  normalidad  precisa  para  llevarla  á  la  práctica. 

Al  crear  el  impuesto  sobre  las  utilidades  se  dijo  que  le 
pagarían  las  deudas  existentes  y  las  que  en  adelante  se 
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emitieran,  y,  en  efecto,  se  ha  negociado  después  el  emprés- 
tito de  1.300  millones  en  deuda  amortizable  y  ha  sido  for- 
zoso señalar  á  ese  papel  un  interés  de  5  por  100  para  que 
cobre  entero  el  4,  y  resulta  que  el  Estado,  pagando  por 
aquel  dinero  la  totalidad  del  interés,  es  decir,  un  rédito 
igual  al  que  abonaría  si  no  existiese  el  descuento,  aparece, 
sin  embargo,  insolvente  respecto  de  la  nueva  deuda,  como 
lo  es  con  relación  á  la  antigua,  que  no  paga  integramente. 
Debiera,  pues,  adoptarse  como  primera  resolución  la  de 
acabar  con  esa  farsa  del  impuesto,  tan  .nociva  al  crédito 
público,  y  abolirle  para  los  intereses  de  l^s  futuras  emisio- 
nes, aunque  tal  declaración  no  produjera  todos  sus  salu- 
dables efectos  en  razón  á  la  desconfianza  engendrada  por 
el  funestísimo  precedente  que  queda  establecido  ^ 

Pero  eso  no  sería  más  que  un  paso  hacia  la  solución  en 
nuestro  sentir  indispensable.  El  impuesto  del  20  por  100 
no  puede  tener  carácter  permanente;  al  establecerle  se  ofre- 
ció ya  que  sería  disminuido  tan  luego  como  fuera  posible, 
y  por  otra  parte,  la  rebaja  de  ese  descuento  no  aprovecha- 
ría á  los  que  sufrieron  el  perjuicio;  sería  sencillamente  un 
obsequio  hecho  á  los  que  entonces  poseyeran  la  deuda 
pública  y  agravaría  las  cargas  del  Estado  sin  ventaja  ni 
compensación  alguna.  De  manera  que  el  descuento  del  20 
por  100  no  puede  conservarse  ni  reducirse  sin  daño  para 
la  hacienda.  Esta  gravísima  dificultad  sólo  se  vencerá 
enmendando  el  error  cometido,  haciendo  ahora,   como 
debió  haberse  hecho  en  su  día,  una  liquidación  definitiva 
de  los  últimos  desastres,  obtenida  mediante  la  reducción 
del  capital  de  la  deuda,  en  vez  del  alivio  momentáneo  que 
se  buscó  con  el  descuento  sobre  los  intereses.  Hay  que 
suprimir  el  impuesto  por  consideración  al  presente  y  para 
desembarazar  el  porvenir,  y  esto  pudiera  lograrse,  sin  vio- 
lencia de  ningún  género,  por  la  conversión  de  la  deuda 
consolidada  interior  y  la  exterior  no  estampillada,  que 


*    No  sería,  sin  embargo,  diñcil  dar  á  esa  declaración  solemnida- 
des y  garantías  que  asegurasen  su  efícacia. 
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devengan  hoy  el  3,20  por  100  de  interés,  en  un  nuevo  4 
por  100  que  percibiera  íntegro  este  rédito,  después  de  reba- 
jado el  capital  en  proporción  al  aumento  del  interés  efec- 
tivo. Para  que  la  conversión  fuera  aceptada  por  los  acree- 
dores y  resultase  beneñciosa  para  el  Estado  bastaría  con 
que  la  capitalización  del  impuesto  se  hiciera,  no  al  20> 
sino  al  18  por  100,  porque  de  esta  suerte,  los  tenedores 
cobrarían  el  3,28  de  interés  y  verían  aumentado  en  igual 
medida  el  valor  real  de  sus  títulos,  al  mismo  tiempo  que 
el  Estado  evitaba,  con  un  pequeño  sacrificio,  quebrantos 
mucho  mayores  y  complicaciones  que  ahora  le  amenazan 
y  lograba  el  bien  inapreciable  de  normalizar  su  crédito  ^. 

Si  lo  que  proponemos  se  desestima  ó  por  cualquier  ra- 
zón no  se  ejecuta  y  en  tanto  llega  el  día  de  disminuir  el 
impuesto,  que  no  se  haga  de  una  manera  directa  y  que  e^ 
total  importe,  de  la  rebaja  se  destine  á  constituir  un  fondo 
para  amortización  de  la  deuda. 

En  último  resultado,  el  fondo  de  amortización  debe  ob- 
tenerse con  otros  arbitrios  extraordinarios,  sin  excluir  el 


1    La  deuda  amortizabie  al  5  por  100,  que  sólo  en  apariencia 
satisface  el  impuesto,  con  la  supresión  de  éste  se  reduciría  al  4  por 
procedimientos  iguales  á  los  indicados,  y  aun  pudiera  intentarse,  al 
hacer  la  conversión,  consolidarla,  en  parte  al  menos,  ofreciendo- 
ventajas,  que  compensaran  el  derecho  de  amortización  á  la  par.  El 
exterior  estampillado^  exento  del  tributo,  pide,  por  sus  condiciones,^ 
un  tratamiento  especial;  si,  como  parece,  hemos  de  renunciar  á  que 
los  acreedores  extranjeros  admitan  ya  dcscuento>ni  rebaja  alguna, 
debe  hacerse  una  conversión,  mejor  dicho,  una  renovación  de  esos 
títulos,  para  evitar  que  se  cometan  nuevos  abusos  con  la  estampi- 
lla, en  tanto  que  se  recogen  y  sustituyen  por  deuda  interior  los 
que  no  han  sido  estampillados;  luego  convendría  abolir  el  affidaxríty 
que  produjo  ya  todo  su  efecto  y  retiene  fuera  del  país  capitales 
cuyos  intereses  han  de  pagarse  con  la  moneda  extranjera,  y  para 
facilitar  el  rescate  de  ese  capital,  conceder  á  los  tenedores  el  dere- 
cho de  cobrar  los  cupones  en  España  y  en  pesetas  con  el  beneficio 
que  tuviere  el  cambio,  porque  de  este  modo,  aunque  el  gasto  fuese 
el  mismo,  nos  libraríamos  del  mayor  inconveniente  que  tienen  las 
deudas  exteriores,  es  decir,  de  la  necesidad  del  giro  y  de  la  deman- 
da consiguiente  de  efectos  comerciales  sobre  el  extranjero. 
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uso  del  crédito,  porque,  si  es  inconveniente  amortizar  deu- 
da cuando  no  hay  un  superávit,  esta  regla  general  no  ha  de 
invocarse  contra  un  empréstito  hecho  para  recoger  títulos 
por  una  suma  doble  de  lo  que  él  importe. 

No  hemos  de  pretender  ciertamente  privilegio  de  inven- 
ción por  una  idea  que  es  de  tan  antiguo  conocida  y  prac- 
ticada *;  pero  abrigamos  convencimiento  firmísimo  acerca 
de  las  ventajas  que  produciría  la  adopción  del  sistema  que 
dejamos  indicado,  porque  es  al  presente  el  único  recurso 
que  puede  emplearse  para  aligerar  el  gravamen  con  que 
nos  oprime  la  deuda  del  Estado,  y  para  obedecer  la  máxi- 
ma financiera^  que  no  por  olvidada  deja  de  ser  elemental 
é  importantísima,  de  vigorizar  y  tener  siempre  expedito  el 
crédito,  como  medio  de  acción  y  á  título  de  reserva,  que 
necesitan  los  pueblos. 

Así  quedarían  resueltas  las  cuestiones  que  habíamos 
planteado:  hecha  la  nivelación  de  la  hacienda,  logrado  el 
superávit  para  dentro  de  un  plazo  brevísimo  y  asegurada 
también  una  progresiva  amortización  de  la  deuda. 

Nada  decimos  acerca  del  régimen  de  los  presupuestos  y 
de  la  contabilidad  del  Estado,  porque  en  los  capítulos  an- 
teriores hemos  señalado  las  mejoras  que  á  nuestro  enten- 
der reclama  esa  organización  económica. 

Conste,  sin  embargo,  que  no  hemos  pretendido  formu- 
lar un  plan  inmejorable  y  acabado,  sino  ofrecer  lan  sólo 
indicación  y  muestra,  que  pueden  corregirse,  de  la  conduc- 
ta que  consideramos  más  racional  para  el  manejo  de  la  ha- 
cienda pública,  de  las  normas  que  pensamos  deben  ser 
fundamentales  y  directivas  para  nuestra  política  financie- 
ra. Y  estos  principios  son: 

Contener  y  distribuir  mejor  el  presupuesto  de  gastos  y 
no  hacer  en  él  aumento  alguno,  ni  tocar  á  uno  solo  de  los 
ingresos  establecidos,  hasta  que  el  superávit  ofrezca  los 
elementos  necesarios  para  realizar  estas  dos  cosas. 

^  En  1727  mandó  Felipe  V  que  una  parte  del  2  por  100  rebaja- 
do al  interés  de  los  juros  (del  5  al  3)  se  destinase  á  la  amortización 
de  esos  títulos. 
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El  sobrante  de  los  ingresos  ha  de  destinarse,  primero  á 
la  amortización  de  la  deuda,  si  no  se  ha  conseguido  otro 
medio  de  alcanzarla;  después  y  simultáneamente  al  aumen- 
to de  los  gastos  y  á  la  reforma  del  sistema  tributario. 

Llegado  el  caso,  las  necesidades  que  hay  que  atender  son 
las  sentidas  en  la  administración  de  la  justicia,  en  la  bene- 
ficencia, en  la  enseñanza  y  en  las  obras  públicas,  por  el 
orden  con  que  las  señalamos  y  en  la  medida  que  consien- 
tan los  recursos. 

Los  ingresos  que  hay  que  reformar  con  la  mira  de  su- 
primirlos son  la  lotería,  los  consumos  y  el  impuesto  de  de- 
rechos reales  para  los  actos  inter  vivos\  los  que  es  preciso 
modificar  para  disminuirlos  y  hacer  más  equitativa  su 
exacción,  la  contribución  territorial  y  las  de  timbre  y  de 
transportes. 

Nos  limitamos  á  lo  que  es  más  urgente  ó  de  mayor  im- 
portancia, porque  son  conocidos  ya  los  desarrollos  que 
nosotros  daríamos  á  esas  ideas,  y  aquí  sólo  procede  trazar 
líneas  generales.  No  se  dirá  que  nuestro  plan  es  revolucio- 
nario, y  más  bien  puede  tachársele  de  empírico;  mas  ¿por 
ventura  es  dado  librarse. del  empirismo  cuando  se  trata  de 
acomodar  á  los  principios  una  realidad  que  los  conculca? 

Ahora  que  cada  cual  juzgue  nuestros  errores  y  determi- 
ne el  modo  de  enmendarlos;  pero  convengamos  todos  en 
que  es  absolutamente  indispensable  adoptar  un  sistema 
análogo  al  que  hemos  propuesto,  y  sobre  todo,  en  que.es 
imposible  que  la  hacienda  española  siga  viviendo  en  la  im- 
previsión y  el  desorden,  que  son  en  ella  tradicionales. 


APÉNDICE 


Ii«  haet«Bda  d«  las  provlnelaB  y  HiuHlcIptaa. 


La  tradición  de  nuestras  libertades  locales,  borrada  por 
largos  siglos  de  absolutismo,  no  ha  conseguido  prevale- 
cer todavía  dentro  de  los  modernos  sistemas  de  gobierno. 

£1  aspecto  privado  de  la  comunidad  municipal  se  mani- 
fiesta principalmente,  dice  Ahrens,  en  la  esfera  de  sus  bie- 
nes, cuya  libre  disposición  debe  serle  reconocida  por  títu- 
los iguales  que  á  los  particulares  ^.  Y,  sin  embargo,  las 
leyes  españolas  de  más  amplio  sentido,  dictadas  en  la  épo- 
ca constitucional,  han  desconocido  la  independencia  y  la 
vida  propia  de  las  corporaciones  locales  en  el  orden  econó- 
mico. Lo  mismo  la  Constitución  de  1812,  que  las  leyes  de 
2  de  Marzo  de  1823,  S  de  Julio  de  1856  y  20  de  Agosto 
de  1870,  respecto  de  los  ayuntamientos,  que  las  de  20  de 
Septiembre  de  1865  y  20  de  Agosto  de  1870,  por  lo  que 
hace  á  las  provincias,  imponen  á  las  corporaciones  locales 
gastos  obligatorios,  y  señalan  limites  reducidos  á  la  for- 
mación y  manejo  de  su  hacienda. 

Las  leyes  desamortizadoras,  por  otra  parte,  declararon 
en  venta  los  bienes  de  las  provincias  y  municipios,  inclu- 
yéndolos entre  los  de  corporacioTUs  civiles,  mandados  ena- 
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jenar.  Exceptuáronse  únicamente  los  destinados  al  servi- 
cio público,  los  terrenos  de  aprovechamiento  común  y  una 
dehesa  dedicada  al  pasto  del  ganado  de  labor  en  cada  pue- 
blo, si  no  la  hubiere  ya  entre  los  bienes  de  aprovecha- 
miento general,  y  el  Estado  se  declaró  además  dueño  del 
20  por  IDO  del  capital  que  produjese  la  enajenación  de  las 
propiedades  de  los  pueblos.  A  virtud  de  la  ley  de  l."*  de 
Mayo  de  1855,  las  provincias  y  los  ayuntamientos  no  pue- 
den poseer  otros  predios  rústicos  y  urbanos  que  los  com- 
prendidos en  esas  excepciones,  y  todos  los  que  adquieran 
por  donación  ó  legado  serán  vendidos  inmediatamente,  y 
su  valor  convertido  en  inscripciones  intransferibles  de  la 
deuda  pública  á  favor  de  las  corporaciones,  en  cantidad 
igual  al  80  por  100  de  los  precios  que  se  hayan  obtenido. 

La  Constitución  de  1876  previene  que  lá  organización 
y  atribuciones  de  las  diputaciones  y  ayuntamientos  han 
de  ajustarse  á  los  principios  siguientes:  Primero,  gobierno 
y  dirección  de  los  intereses  peculiares  de  la  provincia  ó  del 
pueblo  por  las  respectivas  corporaciones;  segundo,  publi- 
cación de  los  presupuestos,  cuentas  y  acuerdos  de  las  mis- 
mas; tercero,  intefvención  del  rey,  y  en  su  caso  de  las 
Cortes,  para  impedir  que  las  diputaciones  provinciales  y 
los  ayuntamientos  se  extralimiten  de  sus  atribuciones,  en 
perjuicio  de  los  intereses  generales,  y  cuarto,  determina- 
ción de  las  facultades  en  materia  de  impuestos,  á  fin  de 
que  los  provinciales  y  municipales  no  se  hallen  nunca  en 
oposición  con  el  sistema  tributario  del  Estado. 

Estas  bases  se  hallan  hoy  desenvueltas  para  las  provin- 
cias en  la  ley  de  29  de  Agosto  de  1882  y  decreto  del  3  de 
Mayo  de  1892;  y  por  lo  que  toca  á  los  municipios,  en  la 
de  2  de  Octubre  de  1877. 

La  ley  provincial  establece  que  las  diputaciones  no  pue- 
den ejercer  otras  funciones  que  aquellas  que  por  las  leyes 
se  les  señalen,  y  luego  pone  especialmente  á  su  cargo:  la 
creación  y  conservación  de  los  servicios  que  tengan  por 
fin  la  comodidad  de  los  habitantes  de  la  provincia  y  el 
fomento  de  sus  intereses  morales  y  materiales;  la  adminis- 
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tración  de  los  fondos  de  la  provincia  y  su  inversión  con- 
forme al  presupuesto  aprobado;  la  custodia  y  conserva- 
ción de  los  bienes,  acciones  y  derechos  que  pertenezcan  á 
la  provincia  ó  establecimientos  que  de  ella  dependan,  y  el 
nombramiento  y  separación,  con  arreglo  á  las  leyes  espe- 
ciales, de  todos  los  empleados  y  dependientes  pagados  de 
los  fondos  provinciales. 

Las  diputaciones  están  obligadas  á  dedicar  anualmente^ 
en  proporción  con  los  recursos  de  la  provincia,  las  canti- 
dades necesarias  para  atender  á  los  servicios  siguientes: 
I.**  Personal  y  material  de  las  oficinas  y  dependencias  pro- 
vinciales y  establecimientos  de  beneficencia,  sanidad  é  ins- 
trucción pública.  2.**  Conservación  y  administración  de 
las  fincas  de  la  provincia.  3.**  Construcción,  conservación 
y  administración  de  las  obras  públicas.  4.°  Suscripción  á 
la  Gaceta  de  Madrid  y  Colección  legislativa,  5.**  Fondo  de 
im  previstos  y  calamidades  públicas.  6.°  Anuncios,  impre- 
siones y  otros  gastos  que  se  consideren  necesarios  ó  con- 
venientes. 7.**  Todos  los  demás  gastos  que  las  leyes  seña- 
len á  las  provincias.  Y  8.**  Gastos  de  representación  para 
el  presidente  de  la  diputación.  No  pueden  las  diputaciones 
suprimir  ninguno  de  los  establecimientos  de  beneficencia 

m 

Ó  enseñanza  que  costeen  sin  la  aprobación  del  Gobierno. 

Los  recursos  que  á  las  provincias  se  conceden  para 
cubrir  sus  atenciones  son,  en  primer  lugar,  las  rentas  y 
productos  de  toda  clase  de  bienes,  derechos  ó  capitales» 
que  por  cualquier  concepto  pertenezcan  á  la  provincia  ó 
á  los  establecimientos  que  de  ella  dependan,  como  los  de 
obras  públicas,  instituciones  ó  servicios  costeados  con  sus 
fondos  y  después  un  repartimiento  sobre  los  pueblos  de  la 
provincia,  en  proporción  de  lo  que  por  contribuciones  di- 
rectas y  por  el  impuesto  de  consumos  pague  cada  uno  de 
ellos  al  Tesoro. 

Mediante  la  aprobación  del  Gobierno  y  el  consentimien- 
to dé  los  pueblos  de  su  demarcación,  las  diputaciones  pue- 
den establecer  también  arbitrios  ordinarios  y  extraordina- 
rios cuando  lo  juzguen  conveniente. 
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Necesitan  las  diputaciones  obtener  la  aprobación  del 
Gobierno  para  la  permuta  de  los  edificios  declarados  in- 
útiles, para  enajenar  ó  hipotecar  los  demás  bienes  inmue- 
bles, derechos  reales  y  títulos  de  la  deuda  pública,  así 
como  para  la  emisión  de  empréstitos  ó  estipulación  de 

# 

préstamos.  Las  prescripciones  del  decreto  de  27  de  Febre- 
ro de  18S2  sobre  contratos  administrativos  en  general  se 
reformaron  por  otro  del  4  de  Enero  de  1883,  con  la  ten- 
dencia de  facilitar  la  contratación  de  las  corporaciones  lo- 
cales, y  este  último  se  ha  modificado  por  el  vigente  de  26 
de  Abril  de  1900.  En  su  virtud  las  diputacionos  han  de 
celebrar  sus  contratos  por  medio  de  subasta;  serán,  sin 
embargo,  objeto  de  concurso  los  que  se  propongan  la 
adquisición  ó  el  arrendamiento  de  bienes  muebles  ó  inmue- 
bles, y  están  exceptuados  de  la  subasta  y  del  concurso  los 
que  no  produzcan  gasto  ó  ingreso  que  llegue  á  2.000 
pesetas,  los  que  versen  sobre  objetos  monopolizados  y  so- 
bre servicios  facultativos,  los  que  se  verifiquen  después  de 
dos  concursos  ó  subastas  sin  licitadores  y  los  que  sean  de 
urgencia  extraordinaria.  Salvo  el  primero  de  esos  casos, 
las  circunstancias  de  excepción  habrán  de  ser  declaradas 
por  el  ministerio  de  la  Gobernación.  Las  formalidades  de 
la  subasta  varían  según  es  la  cuantía  del  negocio,  y  en  los 
menores  de  15.000  pesetas  puede  dar  fe  del  acto  el  secre- 
tario de  la  corporación. 

Los  presupuestos  anuales  de  las  diputaciones  han  sido 
minuciosamente  reglamentados  por  el  decreto  que  antes 
citamos,  de  1892,  en  el  cual  se  fija  el  límite  máximo  de 
cada  clase  de  gastos  y  se  acondiciona  el  reconocimiento 
de  nuevas  obligaciones;  respecto  de  los  ingresos,  el  Go- 
bierno se  atribuye  la  facultad  de  reducir  el  contingente 
señalado  á  los  pueblos  cuando  lo  considere  excesivo,  y  en 
este  caso  señalará  los  otros  recursos  de  que  la  diputación 
puede  echar  mano  para  cubrir  el  déficit  ^.  Los  presupues- 


*    Véase  el  decreto  de  12  de  Mayo  de  1899,  sobre  ^l  pago  de 
gastos  de  representación  y  de  dietas. 
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tos  extraordinarios  sólo  podrán  formarse  en  casos  excep- 
cionales reconocidos  por  el  Gobierno. 

Establecido  para  la  contabilidad  del  Estado  el  régimen 
del  año  natural  en  vez  del  económico^  que  antes  se  obser- 
vaba, el  decreto  de  30  de  Noviembre  de  1899  aplicó  la  me- 
dida á  las  corporaciones  locales  y  reformó  en  este  punto 
las  leyes  provincial  y  municipal.  En  su  virtud,  las  diputa- 
ciones han  de  aprobar  su  presupuesto  ordinario  dentro  de 
los  quince  primeros  días  del  mes  de  Octubre  y  el  adicional 
durante  el  mes  de  Agosto  de  cada  año.  La  aprobación  del 
presupuesto  requiere  el  voto  de  la  mayoría  de  los  diputa- 
dos que  correspondan  á  la  provincia. 

La  real  orden  de  18  de  Junio  de  1894  declaró  que  no 
era  aplicable  á  las  haciendas  locales  la  supresión  del  pe- 
ríodo de  ampliación  acordada  para  el  Estado;  así  es  que 
durante  ese  período  se  terminarán  las  operaciones  de  co- 
branza de  los  recursos  presupuestos  y  la  liquidación  y 
pago  de  los  servicios  realizados  en  el  año,  y  las  resultas^- 
que  quedaren  serán  objeto  del  presupuesto  adicional. 

Tanto  el  presupuesto  ordinario  como  el  adicional  se 
remitirán  al  ministerio  de  la  Gobernación,  para  el  solo 
efecto  de  que  puedan  corregirse  las  extralimitaciones  que 
en  ellos  se  cometan.  De  no  dictar  el  Gobierno  alguna  reso- 
lución contraria  antes  del  1 5  de  Diciembre  respecto  al  or- 
dinario, ó  del  15  de  Octubre  si  se  trata  del  adicional,  regi- 
rán desde  luego  dichos  presupuestos. 

A  la  diputación,  y  cuando  ella  no  estuviere  reunida  á 
la  comisión  provincial,  corresponderá  exclusivamente  la 
distribución  mensual  de  fondos.  El  presidente  de  la  diputa- 
ción es  su  ordenador  de  pagos.  La  recaudación  y  admi- 
nistración de  los  fondos  provinciales  corre  á  cargo  de  las 
diputaciones  y  se  verifica  por  medio  de  agentes  suyos.  Al 
efecto,  ha  de  haber  entre  sus  dependencias  una  contaduría 
y  una  depositaría  de  fondos  ^. 


'     El  reglamento  de  contadores  de  fondos  provindales  y  muni- 
cipales es  del  II  de  Diciembre  de  1900. 
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Las  diputaciones  publicarán  al  principio  de  cada  re- 
unión semestral  un  estado  de  la  recaudación  é  inversión 
de  sus  fondos  durante  el  semestre  anterior.  La  contaduría 
formará  las  cuentas  correspondientes  á  cada  año  y  las  so- 
meterá á  la  comisión  provincial  con  los  documentos  justi- 
ficativos, dentro  de  los  dos  meses  siguientes  al  ejercicio  <k 
que  procedan.  La  diputación  examinará  las  cuentas  gene, 
rales,  semestrales  y  notas  relativas  á  las  obras  que  se  ha- 
gan por  administración. 

Las  cuentas  quedarán  aprobadas  si  obtuvieren  el  voto 
de  la  mayoría  de  los  diputados,  no  contando  á  los  de  la 
comisión  provincial.  Las  cuentas,  aprobadas  ó  censuradas 
por  la  diputación,  pasarán  por  conducto  del  ministerio  de 
la  Gobernación  al  Tribunal  de  las  del  Reino,  para  su  revi- 
sión y  aprobación  definitiva. 

Son  aplicables  á  la  hacienda  provincial  las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  contabilidad  general  del  Estado,  en  tanto 
que  no  se  opongan  á  las  especialmente  dictadas  para 
aquélla.  Sin  embargo,  á  falta  de  reglamentos  posteriores, 
la  contabilidad  provincial  vino  rigiéndose  por  la  ley  de  20 
de  Septiembre  de  1865,  hasta  que  la  real  orden  de  31  de 
Mayo  de  1886  dispuso  que  la  contabilidad  de  las  diputa- 
ciones y  ayuntamientos  se  llevara  por  partida  doble,  apli* 
cando  los  procedimientos  ensayados  ya  con  éxito  en  la 
provincia  de  Madrid  ^. 

Los  presupuestos  provinciales  de  gastos  arrojaban  el  año 
de  1854  una  suma  de  25  millones  de  pesetas;  en  1863-64 
importaron  39.250.000,  y  los  de  V888-89  ascendieron  á 
S0.3 16.807  pesetas.  Después  han  dejado  de  publicarse  es- 
tos datos. 

Los  ayuntamientos  son,  según  el  art.  71  de  la  ley,  cor- 
poraciones económico-administrativas,  y  sólo  pueden  ejer- 


^  El  decreto  de  16  de  Diciembre  de  1889  mandó,  como  ya  lo 
habian  hecho  sin  resultado  otras  disposiciones  anteriores,  que  en  ^ 
término  de  un  mes  se  formase  por  las  diputaciones  y  ayuntamien- 
tos un  inventario  de  todos  los  bienes,  valores  y  derechos  corres- 
pondientes á  las  provincias  y  á  los  pueblos. 
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cer  aquellas  funciones  que  por  las  leyes  les  están  cometidas» 
Es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  ayuntamientos  .el 
gobierno  y  dirección  de  los  intereses  peculiares  de  los  pue- 
blos, y  en  particular  cuanto  tenga  relación  con  los  objetos 
siguientes:  i  .**  Establecimiento  y  creacióy  de  servicios  mu- 
nicipales referentes  al  arreglo  y  ornato  de  la  vía  pública, 
comodidad  é  higiene  del  vecindario,  fomento  de  sus  inte- 
reses materiales  y  morales  y  seguridad  de  las  personas  y 
propiedades.  2.®  Policía  urbana  y  rural,  ó  sea  cuanto  ten- 
ga relación  con  el  buen  orden  y  vigilancia  de  los  servicios 
municipales  establecidos,  cuidado  de  la  vía  pública  en 
general  y  limpieza,  higiene  y  salubridad  del  pueblo.  3.**  El 
aprovechamiento,  cuidado  y  conservación  de  todas  las 
fincas,  bienes  y  derechos*  pertenecientes  al  municipio  y  es- 
tablecimientos que  de  él  dependan,  y  la  determinación, 
recaudación,  inversión  y  cuenta  de  todos  los  arbitrios  é 
impuestos  necesarios  para  la  realización  de  los  servicios 
municipales.  Está  á  cargo  de  los  ayuntamientos  la  com- 
posición y  conservación  de  los  caminos  vecinales. 

Es  obligación  de  los  ayuntamientos  procurar  el  exacto 
cumplimiento,  con  arreglo  á  los  recursos  y  necesidades 
del  pueblo,  de  los  fines  y  servicios  que  la  ley  encomienda 
á  su  acción  y  vigilancia,  y  en  particular  de  los  siguientes: 
I.**  Conservación  y  arreglo  de  la  vía  pública.  2.®  Policía 
urbana  y  rural.  3.**  Policía  de  seguridad.  4."*  Instrucción 
primaria  *.  5.**  Administración,  custodia  y  conservación  de 
todas  las  fincas,  bienes  y  derechos  del  pueblo.  6.**  Institu- 
ciones de  beneficencia.  Están  obligados  también  á  auxiliar 
la  acción  de  las  autoridades  generales  y  locales  para  el 
cumplimiento  de  aquella  parte  de  las  leyes  que  se  refiera 
á  los  habitantes  del  término  municipal  ó  deba  cumplirse 
dentro  del  mismo. 
Son,  pues,  atenciones  obligatorias  de  los  municipios  las 


'  Cuando  escribimos  se  proyecta,  cediendo  á  las  reclamaciones 
de  la  opinión  general,  que  corra  á  cargo  del  Estado  el  sostenimien- 
to de  la  primera  enseñanza. 
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que  en  esos  preceptos  se  determinan,  y  además  los  gastos 
que  siguen:  i.°  Personal  y  material  de  sus  dependencias  y 
oficinas.  2.**  Pensiones,  censos  y  cargas  de  justicia  que 
pesen  sobre  los  fondos  municipales,  deudas  reconocidas  y 
liquidadas,  réditos  y  consecuencias  de  contratos.  3.°  Fo- 
mento del  arbolado.  4.°  Medios  preventivos  y  de  socorro 
contra  incendios,  y  de  salvamento  en  las  poblaciones  ma- 
rítimas. 5.°  Suscripción  al  Boletín  Oficial  de  la  provincia 
en  todos  los  ayuntamientos,  y  á  la  Gaceta  de  Madrid  en 
las  cabezas  de  partido  y  pueblos  que  excedan  de  2.000  ha- 
bitantes. 6.**  Contingente  en  el  reparto  provincial.  7.°  Una 
partida  para  imprevistos  y  calamidades  públicas  que  no 
exceda  del  10  por  100  del  presupuesto  de  gastos.  ^.°  Las 
impresiones,  anuncios  y  demás  que  sea  necesario  para  lá 
publicidad  de  los  actos  municipales.  Entre  los  gastos  ha 
de  figurar  también  el  valor  de  los  lotes  adjudicados  ó  re- 
partidos entre  los  vecinos  en  los  aprovechamientos  comu- 
nales por  título  lucrativo. 

Los  recursos  que  puedan  utilizar  los  ayuntamientos 
para  atender  á  esas  obligaciones  son  los  ingresos  que  de- 
terminan la  ley  municipal  y  los  recargos  que  autorizan  las 
relativas  á  los  impuestos  generales. 

Los  ingresos  son:  i.**  Rentas  y  productos  de  los  bienes, 
derechos  ó  capitales  que  por  cualquier  concepto  pertenez- 
can al  ayuntamiento  ó  á  los  establecimientos  que  de  él 
dependan.  2.*"  Arbitrios  é  impuestos  municipales  sobre  de- 
terminados servicios,  obras  ó  industrias,  así  como  los 
aprovechamientos  de  policía  urbana  y  rural,  multas  é  in- 
demnizaciones por  infracción  de  las  ordenanzas  municipa- 
les y  bandos  de  policía.  3.®  Un  repartimiento  general  en- 
tre todos  los  vecinos  y  hacendados  en  proporción  á  los 
medios  de  cada  uno.  Y  4.°  Impuestos  sobre  artículos  de 
comer,  beber  y  arder. 

Los  recargos  pueden  establecerse:  i .®  Sobre  las  cédulas 
personales,  hasta  el  50  por  100  del  tipo  señalado  para  el 
Tesoro.  2.°  Sobre  las  contribuciones  territorial  é  industrial, 
hasta  el  máximum  del  16  por  I0()  de  las  cuotas  Y  3.°  So- 
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bre  el  impuesto  de  consumos,  hasta  el  ico  por  ico  de  los 
derechos  que  cobra  el  Estado,  excepción  hecha  del  grava- 
men de  la  sal,  que  no. tendrá  recargo  alguno. 

Cuando  los  bienes  comunales  no  se  presten  á  ser  utili- 
zados por  todos  los  vecinos,  ó  las. necesidades  del  pueblo 
lo  exigieren,  el  ayuntamiento  puede  subastar  los  aprove- 
chamientos de  esos  bienes  ó  cobrar  á  cada  vecino  una 
cuota  por  el  lote  que  le  haya  sido  adjudicado. 

Para  llevar  á  cabo  las  obras  municipales  de  toda  espe- 
cie, los  ayuntamientos  tienen  la  facultad  de  exigir  lo,  pres- 
tación personal  á  los  habitantes  del  término,  varones  y  ma- 
yores de  diez  y  seis  ó  menores  de  cincuenta  años,  excep- 
tuando los  acogidos  en  los  establecimientos  de  caridad, 
los  militares  en  activo  servicio  y  los  imposibilitados  para 
el  trabajo.  El  número  de  los  días  no  excederá  de  veinte  al 
año,  ni  de  diez  los  consecutivos,  siendo  redimible  el  ser- 
vicio por  el  valor  que  tengan  los  jornales  en  cada  localidad. 

La  imposición  de  los  arbitrios  municipales  y  el  reparti- 
miento general  están  sujetos  á  numerosas  y  extensas  re- 
glas que  detallan  los  arts.  I37y  138  de  la  ley,  y  la  exac- 
ción de  los  derechos  de  consumo  fué  regulada  por  el  ar- 
ticulo 139.  Estas  disposiciones  han  sido,  sin  embargo, 
modificadas  por  las  leyes  de  presupuestos,  y  en  cuanto  á 
los  consumos,  lo  que  está  en  vigor  es  el  reglamento  de  il 
de  Octubre  de  1898. 

Si  los  ayuntamientos  no  logran  cubrir  el  déficit  de  sus 
presupuestos  con  los  ingresos  ordinarios  establecidos,  pue- 
den proponer,  de  acuerdo  con  las  juntas  municipales,  los 
impuestos,  recargos  ó  arbitrios  extraordinarios  que  consi- 
deren de  absoluta  necesidadj  y  sean  menos  gravosos  al 
vecindario,  siempre  que  no  añadan  nuevos  recargos  á  las 
contribuciones  directas,  remitiendo  sus  acuerdos,  por  con- 
ducto de  los  gobernadores  civiles,  al  ministerio  de  la  Go- 
bernación, el  cual  resolverá  lo  conveniente,  oyendo  al  de 
Hacienda,  y  en  su  caso  al  Consejo  de  Estado  ^.  No  pue- 


^    Artículo  16  de  la  ley  de  presupestos  de  21  de  Julio  de  1878. 
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den  aplicarse  al  pago  de  servicios  permanentes  los  arbi- 
trios de  carácter  eventual  y  transitorio. 

Los  ayuntamientos  venden  libremente  los  terrenos  que 
sobren  de  la  vía  pública  y  los  efectos  inútiles;  necesitan  la 
aprobación  del  gobernador,  oyendo  á  la  diputación  pro- 
vincial, para  refornfiar  ó  suprimir  los  establecimientos  mu- 
nicipales de  beneficencia  é  instrucción;  para  contratar  acer- 
ca de  los  edificios  que  les  pertenecen  y  de  créditos  á  favor 
del  pueblo;  y  han  menester  la  aprobación  del  Gobierno 
para  disponer  de  los  demás  bienes  inmuebles,  derechos 
reales  ó  títulos  de  la  deuda  ^  Las  cortas  y  podas  en  los 
montes  del  municipio  han  de  sujetarse  á  la  legislación  ge* 
neral  del  ramo. 

El  decreto  de  26  de  Abril  de  1900,  de  que  hemos  habla- 
do al  tratar  de  las  diputaciones,  se  aplica  á  los  contratos 
de  los  ayuntamientos,  y  fija  para  que  sea  necesaria  la  su- 
basta la  cuantía  de  2.000  pesetas  en  las  capitales  de  pro- 
vincia y  la  de  500  en  los  demás  municipios. 

Los  ayuntamientos  han  de  formar  todos  los  años  el 
presupuesto,  y  deben  constituir  para  este  fin  una  de  sus 
comisiones  permanentes.  Los  presupuestos  municipales 
son,  lo  mismo  que  los  de  las  diputaciones,  ordinarios,  adi- 
cionales y  extraordinarios. 

El  ayuntamiento  forma  los  presupuestos  y  la  junta  mu- 
nicipal ha  de  aprobarlos.  Para  que  ésta  pueda  tomar 
acuerdo  se  necesita  el  voto  de  la  mayoría  absoluta;  si  no 
se  reuniera  número  suficiente  de  vocales,  se  hará  nueva 
convocatoria  para  ocho  días  después  y  decidirá  la  mayo- 
ría de  los  concurrentes.  En  los  pueblos  menores  de  800 
habitantes  bastará  que  asistan  á  la  primera  junta  la  cuar- 
ta parte  de  los  vocales. 

El  1 5  de  Septiembre  comunicarán  los  ayuntamientos  el 
presupuesto  aprobaáo  al  gobernador  de  la  provincia,  pai;a 


Veinse  las  reales  órdenes  de  27  de  Mayo  de  1887  y  5  de  Abril 
de  1889. 

'    Véanse  las  reales  órdenes  de  25  de  Mayo  de  1900  y  19  de  Ju- 
nio de  1 901. 
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el  solo  efecto  de  que  corrija  las  extralimitaciones  legales, 
si  las  hubiera.  De  las  resoluciones  de  los  gobernadores 
pueden  alzarse  las  juntas  municipales  en  el  término  de 
ocho  días  ante  el  Gobierno,  que  ha  de  acordar  en  el  de  se- 
senta, oyendo  al  Consejo  de  Estado.  Si  llegase  el  15  de 
Diciembre  sin  resolución  del  Gobierno,  regirán  los  presu- 
puestos aprobados  por  la  junta 

Son  en  todo  caso  ejecutivos  con  aprobaciórx  de  la  junta 
municipal,  y  sin  perjuicio  de  los  recursos  á  que  hubiere 
lugar  según  la  ley,  los  presupuestos  formados  para  aten- 
der á  las  medidas  sanitarias  de  absoluta  urgencia  en  las 
calamidades  públicas,  y  obras  de  carácter  perentorio  cuan- 
do el  importe  no  exceda  de  dos  pesetas  y  media  por  veci- 
no, ni  de  la  tercera  parte  del  presupuesto  ordinario. 

Todos  los  ayuntamientos  han  de  remitir  al  Gobierno, 
por  conducto  de  los  gobernadores,  resúmenes  de  sus  pre- 
supuestos de  gastos  é  ingresos  definitivamente  aprobados. 

La  recaudación  y  administración  de  los  fondos  munici- 
pales se  efectuará  por  agentes  y  delegados  de  ios  ayunta- 
mientos; la  distribución  é  inversión  se  acordará  mensual- 
mente  por  la  corporación  misma.  La  ordenación  de  los 
pagos  corresponde  al  alcalde;  la  intervención  estará  á  car- 
go del  contador,  donde  le  hubiere,  y  en  su  defecto  se  des- 
empeñará por  el  regidor  qu^  elija  el  ayuntamiento.  En  las 
poblaciones  cuyo  presupuesto  no  baje  de  loó.ooo  pesetas 
habrá  un  contador  de  fondos  municipales. 

El  contador  ó  el  concejal  interventor  formará  las  cuen- 
tas de  cada  ejercicio,  que  se  someterán  al  ayuntamiento, 
previo  dictamen  del  síndico,  y  pasarán  á  la  junta  munici- 
pal, que  ha  de  revisarlas  y  censurarlas  en  la  primera  quin- 
cena del  mes  de  Agosto. 

La  aprobación  de  las  cuentas  municipales,  cuando  los 
gastos  no  excedieren  de  igo.ooo  pesetas,  corresponde  al 
gobernador,  oyendo  á  la  comisión  provincial,  y  si  pasan  de 
esa  suma,  al  Tribunal  de  las  del  Reino,  previoinforme  del 
gobernador  y  de  la  comisión  provincial. 

Es  aplicable  también  á  los  ayuntamientos  la  ley  gene- 
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ral  de  contabilidad  en  cuanto  no  se  oponga  á  las  disposi- 
ciones especiales  que  les  conciernen. 

Los  presupuestos  municipales  sumaban  48.750.000  pe- 
setas en  1854;  en  el  ejercicio  de  1863-64  importaron  ya 
102.250.000;  en  el  de  1888-89  llegan  los  gastos  á  pesetas 
229.734.702.  Ahora  no  se  publica,  ni  se  lleva  siquiera,  la 
estadística  de  esos  presupuestos. 

Tan  precaria  es  la  situación  financiera  de  las  diputa- 
ciones y  ayuntamientos,  que  tienen  contraídos  grandes 
débitos  con  la  hacienda  del  Estado  por  el  atraso  en  los 
pagos  de  contribuciones  y  rentas.  De  aquí  las  leyes  de  l,^ 
de  Agosto  de  1887  y  14  de  Mayo  de  1889  y  la  llamada 
de  moratorias  del  16  de  Abril  de  1895,  confirmada  después 
en  todos  los  presupuestos,  que  han  tendido  á  dar  facilida- 
des á  las  provincias  y  á  los  pueblos  para  que  hagan  efec- 
tivos sus  descubiertos  con  el  Tesoro. 

Las  condiciones  de  nuestra  administración  local  son 
peores  todavía  que  las  señaladas  en  la  del  Estado;  los 
grandes  vicios  de  aquélla  están  reconocidos  y  han  sido 
oficialmente  comprobados  muchas  veces,  y  esto  es  cosa 
que  no  puede  olvidarse,  cuando  tanto  se  habla  de  descen- 
tralización y  autonomía,  ya  que,  por  una  parte,  es  notorio 
el  abuso  que  han  hecho  de  sus  facultades  las  corporacio- 
nes locales,  y  es  de  otro  lado  evidente  que  la  administra- 
ción central  más  bien  ha  fomentado  que  corregido  esos 
males. 
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